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REGLAMENTO 


ARTICULO  I. o 

La  Real  Academia  de  Jurisprudencia,  con  motivo  de  la  conmemoración 
del  cuarto  Centenario  del  descubrimiento  de  América,  promueve,  bajo  la 
protección  del  Gobierno  de  S.  M. ,  la  reunión  de  un  Congreso  Jurídico  Ibero- 
americano, que  celebrará  sus  sesiones  en  Madrid  durante  la  segunda  quince- 
na del  mes  de  Octubre  próximo. 


ARTICULO  2.0 

En  el  Congreso  se  discutirán  los  temas  siguientes: 

Bases,  conveniencia  7  alcance  del  arbitraje  internacional  para  resolver  las 
cuestiones  que  surjan  ó  estén  pendientes  entre  España,  Portugal  y  los  Esta- 
dos ibero-americanos.  Forma  de  hacer  eficaz  este  arbitraje. 

Medios  de  dar  eficacia  en  España,  Portugal  y  las  Repúblicas  ibero-ameri- 
canas á  las  obligaciones  civiles  contraídas  en  cualquiera  de  estos  países,  á  las 
diligencias  y  medios  de  prueba  y  á  las  resoluciones  de  los  Tribunales  de  jus- 
ticia de  dichos  Elstados,  así  en  lo  civil  como  en  lo  criminal. 

Bases  para  una  legislación  internacional  común  á  los  citados  países  sobre 
propiedad  literaria,  artística  é  industrial. 

Abordajes  y  auxilios  en  alta  mar  entre  buques  de  distintas  naciones.  Le- 
gislación, competencia  y  procedimientos  para  hacer  efectivas  las  consecuen- 
cias jurídicas  de  estos  hechos. 

Además  de  los  anteriores  podrá  discutirse  cualquier  otro  tema,  si  así  lo 
acuerda  el  Congreso  á  propuesta  de  alguno  de  sus  individuos. 


ARTICULO  3.0 

Portugal  y  los  Estados  ibero-americanos  estarán  representados  por  Dele- 
gados de  los  Gobiernos  y  de  las  Corporaciones  y  por  las  personas  á  quienes 
la  Comisión  organizadora  invite. 
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ARTICULO  4.0 

España  estara  representada  por  una  delegación  de  la  Real  Academia  de 
Jurisprudencia  y  por  cien  abogados  nombrados  como  sigue: 

Cinco  por  la  Presidencia  del  Consejo  de. Ministros. 

Cinco  por  cada  Ministerio. 

Cuatro  por  el  Consejo  de  Estado,  de  los  cuales  dos  serán  designados  por 
el  Tribunal  de  lo  Contencioso. 

Dos  por  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia. 

Dos  por  el  Tribunal  de  la  Rota. 

Uno  por  cada  uno  de  los  Rectores  de  las  Universidades  de  la  Penín- 
sula. 

Tres  por  el  Rector  de  la  Universidad  de  la  Habana. 

Dos  por  el  Rector  de  la  Universidad  de  Manila. 

Uno  por  cada  uno  de  los  Decanos  de  los  Colegios  de  Abogados  de  las 
quince  Audiencias  territoriales  de  la  Península,  Islas  Baleares  y  Canarias. 

Dos  por  cada  uno  de  los  Decanos  de  los  Colegios  de  Abogados  de  la  Ha- 
bana, Puerto  Príncipe  y  Puerto  Rico. 

Dos  por  el  Decano  del  Colegio  de  Abogados  de  Manila. 

Uno  por  la  Real  x^cademia  Elspañola. 

Uno  por  la  Real  Academia  de  la  Historia. 

Dos  por  la  Real  Academia  de  Ciencias  Morales  y  Políticas. 

Uno  por  cada  una  de  las  Academias  de  Jurisprudencia  de  Barcelona,  Gra- 
nada y  Zaragoza. 

Uno  por  la  Academia  Matritense  del  Notariado. 

Uno  por  la  Unión  Ibero-Americana. 

ARTÍCULO  5.0 

La  Real  Academia  de  Jurisprudencia  estará  representada  por  su  Junta  de 
Gobierno,  cx-Presidentes  y  Comisión  organizadora  de  este  Congreso. 


ARTICULO  6.0 

La  Comisión  organizadora  se  dirigirá  por  conducto  del  Ministerio  de  Esta- 
do á  nuestros  representantes  diplomáticos  y  consulares  en  Portugal  y  en  lo5 
Estados  ibero-americanos,  solicitando  que  indiquen  los  Centros  oficiales,  Cor- 
poraciones y  jurisconsultos  de  dichos  países  que  deban,  á  su  juicio,  ser  invi- 
tados. 

ARTÍCULO  7.0 

Las  personas  designadas  para  ser  miembros  del  Congreso  se  servirán  par- 
ticipar su  aceptación  con  la  anticipación  necesaria  para  que  se  reciba  en  la 
Secretaría  de  la  Academia  antes  de  i.^  de  Septiembre  próximo. 
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ARTICULO  8.0 

Los  individuos  del  Congreso  pueden  enviar  antes  de  la  apertura  de  éste 
Memorias  impresas  ó  manuscritas  sobre  cualquiera  de  los  temas  que  hayan 
de  ser  objeto  de  discusión. 


ARTICULO  9.0 

La  Mesa  del  Congreso  se  compondrá  de  un  Presidente,  seis  Vicepresiden- 
tes y  seis  Secretarios. 

La  Comisión  organizadora  podrá  acordar  el  nombramiento  de  Presidentes 
honorarios. 


ARTICULO  10 

La  víspera  de  la  sesión  inaugural  celebrará  el  Congreso  una  reunión  pre- 
paratoria, en  la  que  se  procederá  á  la  elección  de  la  Mesa,  se  decidirá  si  ade- 
más de  los  temas  consignados  en  el  artículo  2P  ha  de  discutirse  algún  otro 
que  se  proponga  y  se  tomarán  los  acuerdos  de  carácter  general  que  se  con- 
sideren necesarios. 


ARTICULO  II 

La  sesión  inaugural  se  celebrará  el  día  que  la  Comisión  organizadora  de- 
signe, de  acuerdo  con  la  Junta  central  del  Centenario. 

A  esta  sesión  serán  invitados  el  Gobierno  español,  el  Cuerpo  diplomático, 
las  Autoridades  civiles,  militares  y  eclesiásticas.  Tribunales  y  Corporaciones 
científicas  y  profesionales  establecidas  en  Madrid. 

La  Comisión  organizadora  señalará  opoitunamente  la  orden  del  día  que 
deba  regir  en  esta  solemnidad. 


ARTICULO  12 

La  Mesa  anunciará  los  días  en  que  se  hayan  de  celebrar  las  demás  sesio 
nes  y  el  tema  que  en  cada  una  de  ellas  habrá  de  discutirse. 


ARTICULO  13 

Al  principio  de  cada  sesión  uno  de  los  Secretarios  leerá  un  resumen  de 
"^s  trabajos  para  la  misma  presentados. 
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ARTICULO  14 
La  duracióa  de  los  discursos  no  podrá  exceder  de  veíate  minutos. 

ARTÍCULO  15 

No  se  concederá  la  palabra  sino  en  drcunstancias  muy  especiales,  para 
rectificaciones  ó  alusiones,  y  en  ningiín  caso  para  cuestiones  incidentales  ó 
de  orden. 

ARTÍCULO  16 

En  la  sesión  de  clausura,  que  se  verificará  en  forma  análoga  á  la  de  inau- 
guración, se  determinarán  los  medios  de  establecer  de  un  modo  permanente 
correspondencia  científico-jurídica  entre  España,  Portugal  y  los  Estados 
ibero-americanos. 

El  Presidente  cerrará  la  sesión  haciendo  un  resumen  general  de  los  traba- 
jos del  Congreso. 

ARTÍCULO  17 

Las  actas  detalladas  del  Congreso  se  publicarán  por  la  Comisión  organi- 
zadora en  el  plazo  máximo  de  seis  meses,  á  contar  desde  el  día  de  la  clau- 
sura. 

Esta  obra  será  propiedad  exclusiva  de  la  Real  Academia  de  Jurisprudencia 
Y  Legislación. 

ARTÍCULO  18 

La  Mesa  del  Congreso  tendrá  facultades  para  resolver  los  casos  no  pre* 
vistos  en  este  Reglamento  7  las  dudas  que  pueda  suscitar  su  aplicación. 

ARTÍCULO  19 

La  Comisión  organizadora  lo  será  de  gobierno  interior  del  Congreso  y 
auxiliará  á  la  Mesa  una  vez  constituida  ésta.. 

ARTÍCULO  20 

Los  invitados  al  Congreso  podrán  utilizar  la  Biblioteca  y  dependencias  de 
la  Academia  para  consultar  los  libros  y  celebrar  las  reuniones,  que  deseen. 

Madrid  Marzo  de  iSg2, 


COMISIÓN  ORGANIZADORA 


Presidente. 

Excmo.  Sr.  D.  Antonio  Cánovas  del  Castillo,  Presidente  de  la  Real  Aca« 
demia  de  Jurisprudencia  y  Legislación. 


Vocales. 

Excmo.  Sr,  D.  Alberto  Aguilera. 

Sr.  D.  Luis  de  Albacete. 

limo.  Sr.  D.  Gumersindo  de  Azcárate. 

Sr.  D.  Juan  José  García  Gómez. 

Sr.  D.  Juan  Hortega. 

Excmo.  Sr.  D.  Rafael  María  de  Labra. 

Sr.  D.  José  Maluquer  y  Salvador. 

Sr.  D.  Frutos  Martínez  Lumbreras. 

Excmo.  Sr.  D.  Antonio  Maura. 

Sr.  D.  Ramón  Menéndez  y  Torres. 

Sr.  D.  Juan  Pérez  Caballero. 

Sr.  D.  Isidro  Pérez  Oliva. 

Sr.  D.  Adolfo  Rodríguez  de  Cela. 

limo.  Sr.  D.  Guillermo  B.  RoUand. 

Excmo.  Sr.  D.  Francisco  Silvela. 

Sr.  D.  Antonio  Suárez  Inclán. 

Sr.  D.  Manuel  Torres  Campos. 

limo.  Sr.  D.  Luis  de  Urquiola. 

Sr.  D.  José  Valdés  Rubio. 


Secretario. 

Sr.  D.  Carlos  González  Rothvoss,  Secretario  general  de  la  Real  Academia 
de  Jurisprudencia  y  Legislación. 

Han  formado  también  parte  de  la  Comisión  organizadora,  presidiéndola 
como  Presidentes  que  han  sido  de  la  Academia,  los  Excelentísimos  señores 
D.  Vicente  Romero  Girón  y  D,  Joaquín  María  López  Puigcerver. 


LISTA  DE  LOS  MEMBHOS  DEL  CONEBESO 


Aceval  (D.  Benjamín),  Abogado  del  Paraguay. 

Agnilar  y  Correa  (Excmo.  Sr.  D.  Antonio),  Marqués  de  la  Vega  de  Ar- 
tnijo,  Delegado  del  Ministerio  de  Estado. 

Aguilera  y  Velaaco  (Excmo.  Sr.  D.  Alberto),  Vicepresidente  de  la  Junta, 
de  Gobierno  de  la  Real  Academia  de  Jurisprudencia  y  Legislación  y  Vocal 
de  la  Comisión  organizadora  del  Congreso. 

Aguirre  de  Tejada  (Excmo.  Sr.  D.  Manuel),  Conde  de  Tejada  de  Valdo- 
isera,  Delegado  de  la  Presidencia  del  Consejo  de  Ministros. 

Aguí  y  Fernández  (D.  Julián),  Delegado  del  Ministerio  de  Hacienda. 

Albacete  y  Gil  de  Zarate  (D.  Luis),  Vocal  de  la  Comisión  organizadora 
del  Congreso. 

Alburqnerque  Barros  Guimaraes  (D.  Joaquín),  Delegado  de  la  Facultad' 
de  Dere<Ao  de  Recife  (Brasil). 

Alcalá  Galiano  (Excmo.  Sr.  D.  Emilio),  Conde  de  Casa  Valencia,  Dele- 
jgado  del  Ministerio  de  Gracia-  y  Justicia. 

Aldecoa  y  Villasante  (Excmo.  Sr.  D.  José),  Delegado  del  Tribunal  Su- 
premo de  Justicia. 

Alfonso  (D.  José),  Académico  correspondiente,  Ministro  de  la  Corte  Su- 
prema de  Chile. 

Alfonso  (D.  Paulino),  Académico  correspondiente.  Catedrático  de  la  Uni- 
versidad de  Santiago  de  Chile. 

AUa  (D.  Salvador),  Abogado  de  Guatemala. 

Almeda  (D.  Joaquín),  Delegado  del  Ilustre  Colegio  de  Abogados  de  Bar- 
celona. 

Almeida  d'E9a  (Excmo.  é  limo.  Sr.  D.  Vicente  M.  M.  C),  Profesor  de 
Derecho  internacional  de  la  Escuela  Naval  de  Lisboa. 

Alonso  y  Criado  (D.  Matías),   Académico  correspondiente  y  Abogado 
del  Paraguay. 

Alonso  de  Villapadierna  (D.  Santiago),  Delegado  del  Ministerio,  de 
Marina. 

Alvarado  y  Saz  (D.  Juan),  Delegado  del  Ilustre  Colegio  de  Abogados  de 
Las  Palmas. 

Alvarez  del  Manzano  (D.  Faustino),  Delegado  de  la  Universidad  Central. 

Andueza  Palacio  (Excmo.  Sr.  D,  R.),  Presidente  de  la  República  de  Ve-, 
nezuela,- Académico  correspondiente  y  Presidente  honorario  del  Congreso., 

Aramburu  (D.  Germán),  Académico  correspondiente,  Secretario  de  la 
Legación  del  Perú  en  España.  ; 


—  8  — 

Araujo  Ferrari  (D.  Antonio),  Catedrático  de  la  Facultad  de  Derecho  de 
Rio  de  Janeiro. 

Arce  (D.  Aniceto),  Académico  correspondiente  en  Bolivia. 

Arechaga  (D.  Justino),  Abogado  del  Uruguay. 

Argandoña  (Excmo.  Sr  D.  Manuel  de),  Ministro  Plenipotenciario  en  mi- 
sión especial  de  la  República  de  Bolivia. 

Armelindo  Júnior  (Excmo.  é  limo.  Sr.  D.  M.  N.),  Académico  corres- 
pondiente. Delegado  de  la  Asociación  de  Abogados  de  Lisboa. 

Arroyo  (Excmo.  é  limo.  Sr.  D.  Juan  Marcelino),  Académico  corres-' 
pondiente.  Profesor  de  la  Facultad  de  Derecho  de  la  Universidad  de 
Coimbra. 

Assis  Teixeira  de  Magalhaes  (Excmo.  é  limo.  Sr.  D.  Antonio),  Delcgfa- 
do  de  la  Universidad  de  Coimbra. 

AyuBo  y  Salinas  (D.  Pedro  Pablo),  Delegado  del  Gobierno  de  la  Repú- 
blica de  Santo  Domingo. 

Azcárate  y  Menéndez  (limo.  Sr.  D.  Gumersindo),  Vocal  de  la  Comisión 
oif^izadora  del  Congreso. 

Balbín  de  Unquera  (limo.  Sr.  D.  Antonio),  Delegado  del  Consejo  de 
Estado. 

Bances  (D.  Narciso),  Delegado  del  Ilustre  Colegio  de  Abogados  der 
Oviedo. 

Baptista  (Excmo.  Sr.  D.  Mariano),  Presidente  de  la  República  de  Bolivia 
y  Presidente  honorario  del  Congreso. 

Baranda  (D.  Joaquín),  Académico  correspondiente  y  Abogado  de 
México. 

Barra  (D.  Francisco  L.  de  la),  Académico  correspondiente.  Delegado  de 
la  Academia  de  Jurisprudencia  de  México. 

Bastida  (D.  José  de  la).  Secretario  de  actas  de  la  Real  Academia  de  Ju- 
risprudencia y  Legislación. 

Basualdo  (Excmo.  Sr.  D.  Manuel  María),  ex-Presidente  de  la  Real  Acade- 
mia de  Jurisprudencia  y  Legislación. 

Bejarano  (D.  Pedro),  Académico  correspondiente  y  Abogado  de 
México. 

Bergamín  y  García  (limo.  Sr.  D.  Francisco),  Delegado  del  Ministerio  de 
Ultramar. 

Berindagüe  (D.  Martín),  Abogado  del  Uruguay. 

Bermúdez  de  Castro  (D.  Salvador),  Marqués  de  Lerma,  Vocal  de  la  Jun- 
ta de  Gobierno  de  la  Real  Academia  de  Jurisprudencia  y  Legislación. 

Bevllagua  (D.  Clovis),  Delegado  de  la  Facultad  de  Derecho  de  la  Uni- 
versidSid  de  Recifc  (Brasil). 

Boree  y  Romero  (D.  Francisco  Javier),  Revisor  de  la  Real  Academia  de 
Jurisprudencia  y  Legislación. 

Botella  y  Gómez  de  Bonilla  (D.  Cristóbal),  Bibliotecario  de  la  Real  Aca« 
demia  de  Jurisprudencia  y  Legislación. 

Brabo  y  de  Liñán  (Excmo.  é  limo.  Sr.  D.  Francisco  de  Paula),  Marqués 
de  Bondad  Real,  Académico  correspondiente  y  Cónsul  general  del  Ecuador 
en  Sevilla. 

Brabo  y  Romero  (Excmo.  Sr.  D.  Emilio),  Delegado  de  la  Presidencia  del 
Consejo  de  Ministros. 
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Brandao  (Excmo.  é  limo.  Sr.  D.  Alfredo  César),  Delegado  de  la  Asocia- 
ción de  Abogados  de  Lisboa. 

Bu8tillo  (D.  Pedro  J.),  Abogado  de  Honduras. 

Cabral  (D.  Manuel),  Abogado  de  Guatemala. 

Calderón  y  Cerueío  (D.  Pedro),  Vocal  de  la  Junta  de  Gobierno  de  la 
Real  Academia  de  Jurisprudencia  y  Legislación. 

Canalejas  y  Méndez  {Excmo.  Sr.  D.  José),  Delegado  del  Ministerio  de 
Fomento. 

Cánido  y  Pardo  (Excmo.  Sr.  D.  Senén),  Delegado  de  la  Presidencia  del 
Consejo  de  Ministros. 

Cánovas  del  Castillo  (Excmo.  Sr.  D.  Antonio),  Presidente  de  la  Rea) 
Academia  de  Jurisprudencia  y  Legislación  y  de  la  Comisión  organizadora 
del  Congreso  y  Presidente  honorario  de  éste. 

Cárdenas  (Excmo.  Sr.  D.  Francisco),  Delegado  dt  la  Presidencia  del 
Consejo  de  Ministros. 

Carrera  (Excmo.  Sr.  D.  José),  Enviado  extraordinario  y  Ministro  Pleni- 
potenciario de  Guatemala  en  España,  Cónsul  general  de  Honduras  y  Dele-^ 
gado  de  los  Gobiernos  de  ambas  Repúblicas  para  el  Congreso. 

Carvajal  y  Fernández  de  Córdoba  (Excmo.  Sr.  D.  Ángel  José  Luis),  Du- 
que de  Abrantes,  Marqués  de  Sardoal,  Delegado  del  Ministerio  de  Fomento. 

Carvajal  y  Hue  (Excmo.  Sr.  D.  José),  ex -Presidente  de  la  Real  Academia 
de  Jurisprudencia  y  Legislación. 

Castillo  (D.  Miguel),  Abogado  del  Ecuador. 

Colón  de  la  Cerda  (Ekcmo.  Sr.  D.  Cristóbal),  Duque  de  Veragua,  Pre- 
sidente honorario  del  Congreso. 

Comas  (Excmo.  Sr.  D.  Augusto),  Delegado  del  Ministerio  de  Gracia  y 
Justída. 

Cordero  (Excmo.  Sr.  D.  Luis),  Presidente  de  la  República  del  Ecuador  y 
Presidente  honorario  del  Congreso. 

Covarrubias  (D.  Alvaro),  Abogado  de  Chile. 

Conde  y  Laque  (Excmo.  Sr.  D.  Rafael),  Delegado  del  Ministerio  de  Fo- 
mento. 

Coronado  (D.  Trinidad),  Abogado  de  Guatemala. 

Corral  (D.  Juan  de  Dios),  Juez  de  la  Corte  Superior  de  las  provincias  del 
Azuay  y  de  Cañar  (Ecuador). 

Cos  Gayón  (Elxcmo.  Sr.  D.  Femando),  Delegado  del  Ministerio  de 
Hacienda. 

Cruz  (D.  Femando),  Delegado  del  Gobierno  de  Guatemala. 

Cuartero  (D.  Octavio),  Delegado  del  Ilustre  Colegio  de  Abogados  de 
Albacete . 

Cunha  (Excmo.  é  limo.  Sr.  D.  Javier  da).  Enviado  extraordinario  y  Mi- 
nistro Plenipotenciario  de  los  Estados  Unidos  del  Brasil  en  España  y  Dele- 
gado del  Gobierno  de  dicha  República  para  el  Congreso. 

Danvila  y  Collado  (Excmo.  Sr.  D.  Manuel),  Delegado  del  Ilustre  Colegia 
de  Abogados  de  Valencia. 

Dato  é  Iradier  (limo.  Sr.  D.  Eduardo),  Vicepresidente  de  la  ¡Real  Aca- 
demia de  Jurisprudencia  y  Legislación. 

Darío  (D.  Rubén),  Publicista  de  Nicaragua. 


■ 
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Ferreira  (Excmo.  é  limo.  Sr.  D.  José),  Presidente  del  Consejo  He 
Ministros  de  Portugal,  Académico  correspondiente  y  Presidente  honorario 
del  Congreso. 

Díaz  (Excmo.  Sr.  D.  Porfirio),  Presidente  de  la  República  de  México  y 
Presidente  honorario  del  Congreso. 

Díaz  Cobeña  (D.  Luis],  Delegado  del  Ministerio  de  la  Gobernación. 

Díaz  González  (D.  Prisciliano  María),  Académico  correspondiente,  Dele- 
gado de  la  Academia  de  Jurisprudencia  de  México  y  del  Colegio  de  Abo- 
gados de  Puebla. 

Diez  Macuso  (Excmo.  Sr.  D.  José),  Vicepresidente  de  la  Real  Academia 
de  Jurisprudencia  y  Legislación. 

Domínguez  (D.  Vicente  J.),  Encargado  de  Negocios  de  la  República  Ar- 
gentina en  EspaSa. 

Donoso  de  la  Campa  (Excmo.  Sr.  D.  Marciano),  Delegado  del  Ministerio 
de  Marina. 

Duran  y  Bae  (Excmo.  Sr.  D.  Manuel),  Delegado  de  la  Universidad  de 
Barcelona. 

Durón  (D.  Rómulo  E.),  Abogado  de  Honduras. 

• 

Escobar  (D.  José  Ignacio),  Abogado  de  Colombia. 

Escobar  (Excmo.  Sr.  D.  Patricio),  Presidente  de  la  República  del  Para- 
guay y  Presidente  honorario  del  Congreso. 

Escoriaza  y  Fabro  (Excmo.  Sr.  D.  José  Ladislao  de),  Ministro  Plenipo- 
tenciario de  la  República  Dominicana  en  España  y  Delegado  del  Grobierno 
de  dicha  República  para  el  Congreso. 

Espinóla  (D.  Ramón),  Nicaragua. 

Espinosa  de  los  Monteros  (D.  León),  Abogado  del  Ecuador. 

Esteban  Miguel  y  CoUantes  (Excmo.  Sr.  D.  Saturnino),  Conde  de  Este- 
ban Collantes,  Delegado  del  Ministerio  de  la  Gobernación. 

Estrada  (D.  Domingo),  Delegado  del  Gobierno  de  Guatemala. 

Estrada  (D.  Arcadio),  Abogado  de  Guatemala. 

Ezeta  (D.  Carlos),  Presidente  de  la  República  del  Salvador  y  Presidente 
honorario  del  Congreso. 

Fabié  (Excmo.  Sr.  D.  Antonio  María),  Delegado  de  la  Real  Academia  de 
la  Historia. 

Fernández  (D.  Máximo),  Académico  correspondiente  y  Delegado  del 
Ilustre  Colegio  de  Abogados  de  Costa  Rica. 

Fernández  Prida  (D.  Joaquín),  Delegado  de  la  Universidad  de  Sevilla. 

Fernández  Vaz  (Ejccmo.  é  Dmo.  Sr.  D.  José  Joaquín),  Delegado  de  la 
Universidad  de  Coimbra. 

Fernández  Villaverde  (Excmo.  Sr.  D.  Raimundo),  Delegado  del  Minis- 
terio de  Gracia  y  Justicia. 

Figuerola  (Excmo.  Sr.  D.Laureano),  Delegado  del  Ministerio  de  Ha- 
cienda. 

Flores  (Excmo.  Sr  D.  Antonio),  ex-Presidentc  del  Ecuador,  Enviado  ex- 
traordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  dicha  República  en  España. 

Gaibrois  (Excmo.  Sr.  D.  José  T.),  Secretario  de  la  Legación  de  Colombia 
en  España. 
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Galindo  (D.  Aníbal),  Académico  correspondiente  y  Abogado  de  Co- 
lombia. 

Gálvez  y  Alvarez  (D.  José),  Delegado  del  Ministerio  de  Marina. 

Gamázo  (Excmo.  Sr.  D.  Germán),  Expresidente  de  la  Real  Academia  de 
Jurisprudencia  y  Legislación. 

García  Alonso  (D.  Carlos),  Delegado  del  Ministerio  de  la  Guerra. 

García  Amado  (D.  Eladio),  Delegado  de  la  Universidad  de  Valladolid. 

García  Barzanallana  (Excmo.  Sr.  D.  José),  Delegado  del  Ministerio  de 
Ultramar. 

García  Calamarte  (D.  Enrique),  Cónsul  general  de  Nicaragua  en  Madrid. 

García  F,  Fanjul  (D.  Pedro),  Vocal  de  la  Junta  de  Gobierno  de  la  Real 
Academia  de  Jurisprudencia  y  Legislación. 

García  Gómez  (D.  Juan  José),  Vocal  de  la  Comisión  organizadora  del 
Congreso. 

García  Peña  (D.  J.  N.),  Abogado  de  México. 

García  Ruiz  (D,  Eduardo),  Delegado  del  Ministerio  de  la  Guerra. 

García  Tuñón  (Excmo.  Sr.  D.  Jovino),  Delegado  de  la  Unión  Ibero-Ame- 
ricana. 

Godínez  (Excmo.  Sr.  D.  Francisco),  Delegado  del  Colegio  de  Abogados 
de  Manila. 

González  (Excmo.  Sr.  D.  Venancio),  Delegado  del  Ministerio  de  la  Go- 
bernación. 

González  Castejón  y  Elío  (limo.  Sr.  D.  Francisco  Javier),  Marqués  del 
Vadillo,  Delegado  del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia. 

González  Hernández  (D.  Gonzalo),  Tesorero  de  la  Real  Academia  de  Ju- 
risprudencia y  Legislación. 

González  Rothvoss  (D.  Carlos),  Secretario  general  de  la  Real  Academia 
de  Jurisprudencia  y  Legislación  y  Secretario  de  la  Comisión  organizadora 
del  Congreso. 

González  Saravia  (D.  Ramón),  Abogado  de  Guatemala. 

González  Tamayo  (D.  Julián),  Delegado  del  Consejo  de  Estado  designa- 
do por  el  Tribunal  de  lo  Contencioso-administrativo. 

Groizard  (Excmo.  Sr.  D.  Alejandro),  ex-Presidente  de  la  Real  Academia 
de  Jurisprudencia  y  Legislación. 

Gutiérrez  (D.  Eladio),  Abogado  de  Colombia. 

Hernández  Iglesias  (Excmo.  Sr.  D.  Fermín),  Delegado  de  la  Universidad 

de  Salamanca. 

Herrera  (D.  Manuel),  Delegado  de  la  Facultad  de  Derecho  de  Guate- 
mala, j    j  1  17 

Herrera* (D.  Pablo),  Académico  correspondiente.  Abogado  del  Ecuador. 

Herrera  y  Obes  (Excmo.  Sr.  D.  Julio),  Presidente  de  la  República  del 
Uruguay  y  Presidente  honorario  del  Congreso. 

Herrera  y  Orúe  (Excmo.  Sr.  D.  Juan  Miguel),  Delegado  del  Ministerio  de 

Marina. 

Herrero  (D.  Daniel),  Cónsul  del  Paraguay  en  Madrid. 

Hcureaux  (Excmo.  Sr.  D.  Ulises),  Presidente  de  la  República  de  Santo 
Domingo  y  Presidente  honorario  del  Congreso. 

Herrero  (D.  Joaquín),  Cónsul  general  de  la  República  de  Bólivia. 

Hortega  (D.  Juan),  Vocal  de  la  Comisión  organizadora  del  Congreso. 
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Uoytm  á0  ln  Torre  (Kxcmo.  Sr.  D.  Isidoro],  Marqués  át  Hoyos,  Delega- 
do fM  MíriMtcfío  óc  VMüAo. 

\timhñ\  ^hxctno,  ür.  D.  Marcelino),  Del^^ado  de  la  Real  Academia  Juildí- 
VA9  ytktWcA  Ara(ronc«a, 

líiiMiA  {\).  \aíí%  María),  Abogado  de  Colombia. 

Inaiiii  y  VaIumii  íKxcmo.  Sr.  D.  Santos  de).  Delegado  del  Ministtfiode 

InMtronA  (\),  ]cnÍM),  Abogado  de  Honduras. 

tfftrdlm  ílíxcmo.  é  limo.  Sr.  D.  Luis),  Conde  de  Valen^as,  Académico  co- 
irr^iorirlicntc,  Abobado  de  Portugal. 

t/ov»  y  Havla  (Ivxcmo.  Sr.  D.  Plácido  de),  Vizconde  de  Campo  Grande, 
l)rlrffado  del  Ministerio  de  Hacienda. 

I^abra  (Mxcrtio.  Sr.  D.  Rafael  María  de),  Vocal  de  la  Comisión  oigamiza- 
dfirn  cirt  (.'r)tif;reiio,  Delegado  de  los  Colegios  de  Abogados  de  la  Habana, 
dfi  Puerto  Rico  y  de  Urna. 

Lama  (1).  Miguel  Antonio  de  la),  Académico  correspondiente.  Abogado 
drl  Prrú. 

Lamberiinl  (ICxcmo.  é  limo.  Sr.  D.  José  María),  Abogado  de  Portugal. 

Lanlms  (líxcmo.  Sr.  1).  Francisco),  Delegado  del  Ministerio  de  Ultramar, 
(leí  lu  Unlvrriíidad  ilc  In  Habana,  del  Colegio  de  Abogados  de  Puerto  Rico 
y  (Id  (íol)l(Mno  (le  Guatemala. 

Laso  Arrlaga  (1).  Antonio),  Abogado  de  Guatemala. 

L«ilva  (Kxcmo.  Sr.  I).  Ponciano),  Presidente  de  la  República  de  Honduras 
y  PrrHldrulr  honorario  del  Congreso. 

L«»(^n  y  Caatülo  (líxcmo.  Sr.  D.  Fernando),  Delegado  del  Ministerio  de 
Untado. 

Xétkdw  Piíns  (1),  IVdro  María  de),  Académico  correspondiente  y  Abogado 
de  Ctmtrt  Rit^a, 

Lt»t«^Hitr  (l>.  Valentín),  Abogado  de  Chile. 

Llimr«»a  lUvaa  ^Fxcn\o.  Sr.  D.  Aureliano),  Delegado  del  Ministerio  de 
(liarla  y  JuMioia. 

L^Npi^M  (it\iii««K  (Ivxotno.  Sr.  D.  Manuel)»  Delegado  del  Ilustre  Colegio  de 
Ahoijavloí*  do  N'alladolid. 

LopM  Puljio^^rvtkf  ^Kxcmo.  Sr.  D,  JcK^qufn  María\  ex*Presidente  de  la  Real 
A^^douua  \le  Juiis|\rudeucí%\  y  Lcj>isbcion. ' 

Luna  \l>v  Adelitto  Ant\>nio\  Delej:rado  de  la  Facultad  de  Derecho  dcRe- 
i^iK^  vUia?tdV 

I  JanM  y  Ti^rrigUa  v^.  Foh\  dc\  Sccretiwio  de  Actas  de  la  Real  Acade- 

I  Kv|\la  yO   Iwt^  \Uu.i\  IVlcjjAvio  ik  Ia  rniversidad  de  V 


MA4r4^#\>  ^1\\M\KV  Sí.  l>.  rv\liv>\  IVle^^^Hio  de  la  Real  Academia  Es- 
Mui^aIHiiiim  i  iviM^  ,r.\vuu^  <^  ÜUKV  Si   D.   Scbo^tiAt:.  Abogado  de  Por- 
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Mahiquer  y  Salvador  (D.  José),  Vocal  de  la  Comisión  organizadora  del 
Congreso  y  Delegado  del  Ilustre  Colegio  de  Abogados  de  Lima. 

Martínez  (D.  Marcial),  Abogado  de  Chile. 

Martínez  del  Campo  (Exorno.  Sr.  D.  Eduardo),  Delegado  del  Ilustre  Co- 
legio de  Abogados  de  Burgos. 

Martínez  Fresneda  (D.  Francisco),  Delegado  del  Consejo  de  Estado. 

Martínez  Lumbreras  (D.  Frutos),  Vocal  de  la  Comisión  organizadora 
del  Congreso. 

Marton  (Excmo.  Sr.  D.  Joaquín),  Delegado  del  Ilustre  Colegio  de  Abo- 
grados  de  Zaragoza. 

Martes  y  Balbi  (Ebccmo.  Sr.  D.  Crístíno),  ex-Presidente  de  la  Real  Acade- 
mia de  Jurisprudencia  y  Legislación. 

Matute  Brito  (D.  Adam),  Abogado  de  Honduras. 

Maura  y  Montaner  (Excmo.  Sr.  D.  Antonio),  Vocal  de  la  Comisión  or- 
ganizadora del  Congreso  y  Delegado  del  Ilustre  Colegio  de  Abogados  de 
Palma  de  Mallorca. 

Mayorga  (D.  Fulgencio),  Publicista  de  Nicaragua. 

Medina  (D.  Francisco),  Delegado  de  la  Facultad  de  Derecho  de  Guatemala. 

Medina  y  Ormaechea  (D.  Antonio),  Académico  correspondiente  y  Abo- 
gado de  México. 

Mena  (D.  Juan  Cancio),  Delegado  del  Ilustre  Colegio  de  Abogados  de 
Pamplona. 

Menéndez  y  Torres  (D.  Ramón  María)»  Vocal  de  la  Comisión  organiza- 
dora del  Congreso. 

Midosi  (Excmo.  é  limo.  Sr.  D.  Henrique),  Académico  correspondiente  y 
Delegado  de  la  Asociación  de  Abogados  de  Lisboa. 

Milla  (D.  Guadalupe),  Abogado  de  Honduras. 

Millán  y  García  Vargas  (D.  Francisco  Javier),  Delegado  del  Ilustre  Co- 
legio de  Abogados  de  la  Habana. 

Mont  (D.  Pedro),  Abogado  de  Chile. 

Montt  (Excmo.  Sr.  D.  Jorge),  Presidente  de  la  República  de  Chile  y  Pre- 
sidente honorario  del  Congreso. 

Montejo  y  Rica  (D.  Tomás),  Delegado  del  Ilustre  Colegio  de  Abogados 
de  Madrid. 

Montero  Ríos  (Excmo.  Sr.  D.  Eugenio),  ex-Presidente  de  la  Real  Acade- 
mia de  Jurisprudencia  y  Legislación. 

Montiel  y  Duarte  (D.  Isidro),  Académico  correspondiente  y  Abogado  de 
México. 

Montúfar  (D.  Lorenzo),  Académico  correspondiente  y  Abogado  de  Gua- 
temala. 

Moreno  Villafranca  (D.  Luis),  Cónsul  de  la  República  del  Ecuador  en 
Madrid. 

Moret  y  Prendergast  (Excmo.  Sr.  D.  Segismundo),  ex-Presidente  de  la 
Real  Academia  de  Jurisprudencia  y  Legislación. 

Morís  y  Fernández  Vallín  (D.  Adolfo),  Delegado  de  la  Universidad  de 
Santiago. 

Motta  Prego  (Excmo.  é  limo.  Sr.  D.  José  da),  Representante  del  Ministe- 
rio público  en  los  Tribunales  portugueses. 

Mulle  de  la  Cerda  (limo.  Sr.  D.  Gerardo),  Delegado  del  Tribunal  Supre- 
mo de  la  Rota. 
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Muñoz  (D.  Jorge),  Académico  correspondiente  y  Abogado  de  Guatema- 
la y  Costa  Rica. 

Muñoz  y  Fernández  de  Soria  (D.  Juan),  Delegado  del  Ilustre  Colegio 
de  Abogados  de  Cáceres. 

Núñez  (Excmo.  Sr.  D.  Rafael),  Presidente  de  la  República  de  Colombia  y 
Presidente  honorario  del  Congreso. 

Olivares  Biec  (D.  Vicente),  Delegado  del  Ministerio  de.  la   Gobernadón. 

Olivar  (limo.  Sr.  D.  Bienvenido),  Delegado  del  Ministerio  de  Gracia  y 
Justicia. 

Orozco  (D.  Rafael),  Abogado  de  Costa  Rica. 

Orrego  Lucco  (D.  Luis),  Cónsul  general  de  Chile  en  Madrid. 

Osma  (Excmo.  Sr.  D.  Joaquín),  Marqués  de  la  Puente  y  Sotomayor,  De- 
legado del  Ilustre  Colegio  de  Abogados  de  Lima. 

Padilla  (D.  Rafael),  Abogado  de  Honduras. 

Palma  (D.  Ricardo),  Delegado  del  Gobierno  del  Perú. 

Palma  Guzmán  (D.  J.  Gabriel),  Abogado  de  Chile. 

Pasapera   (D.  Manuel),   Académico  correspondiente  y  Abogado   del 

Perú. 

Pastor  y  Rodríguez  (D.  Julián  de),  Delegado  de  la  Academia  Matritense 
del  Notariado. 

Paz  (D.  Benjamín),  Abogado  de  la  República  Argentina. 

Paz  (D.  José  M.),  Abogado  de  Bolivia. 

Pedregal  y  Cañedo  (Excmo.  Sr,  D.  Manuel),  Delegado  de  la  Universidad 
de  Oviedo. 

Penha  é  Moura  (Excmo.  é  limo.  Sr.  Dr.),  Abogado  de  Portugal. 

Peralta  (Excmo.  Sr.  D.  Manuel  María  de).  Enviado  extraordinario  y  Mi- 
nistro Plenipotenciario  de  Costa  Rica  en  España. 

Percira  (Excmo.  é  limo.  Sr.  D.  Joaquín  Hilario),  Delegado  de  la  Asocia- 
ción de  Abogados  de  Lisboa. 

Pérez  Ángulo  (limo.  Sr.  D.  Juan),  Delegado  del  Tribunal  Supremo  de  la 
Rota. 

Pérez  Caballero  (D.  Juan),  Vocal  de  la  Comisión  organizadora  del  Con- 
greso. 

Pérez  Oliva  (D.  Isidro),  Vocal  de  la  Comisión  organizadora  del  Con* 
greso. 

Pidal  y  Mon  (Excmo.  Sr.  D.  Alejandro),  Delegado  de  la  Presidencia  del 
Consejo  de  Ministros. 

Pineda  (D.  Rosendo),  Académico  conespondiente  y  Abogado  de  México. 

Pinilla  (D.  Macario),  Académico  correspondiente  y  Abogado  de  Bo- 
livia. 

Pinto  Coelho  (Excmo.  é  limo.  Sr.  D.  Carlos  Zeferino),  Académico  co- 
rrespondiente y  Delegado  de  la  Asociación  de  Abogados  de  Lisboa. 

Pombo  (D.  Luis),  Abogado  de  Colombia. 

Pona  (limo.  Sr.  D.  Federico),  Delegado  del  Ministerio  de  Ultramar. 

Posada  (D.  Eduardo),  Abogado  de  Colombia. 

Pradier  Federe  (D,  P.),  Decano  honorario  de  la  Facultad  de  Ciencias  Po* 
líticas  y  Sociales  de  la  Universidad  Mayor  de  San  Marcos  de  Lima. 
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Prida  (Excmo.  Sr.  D.  Antonio  María  de),  Delegado  del  Tribunal  Supremo 
de  Justicia . 

Quesada  (Sr.  D.  Diego  de  la  Cruz),  Académico  correspondiente  y  Abo- 
gado español  residente  en  Lisboa. 

Guijano  Wallís  (D.  J.  M.),  ex-Ministro  de  Relaciones  exteriores  de  Co- 
lombia. 

Ramírez  F.  Fontecha  (D.  Antonio  A.),  Delegado  del  Gobierno  de  Hon- 
duras. 

Ramírez  de  Saavedra  (Excmo.  Sr.  D.  Enrique),  Duque  de  Rivas,  Dele- 
gado del  Ministerio  de  Estado. 

Rebollar  (D.  Rafael),  Delegado  del  Colegio  de  Abogados  de  México. 

Reina  Barrios  (Excmo.  Sr.  D.  José),  Presidente  de  la  República  de  Gua- 
temala y  Presidente  honorario  del  Congreso. 

Requena  (D.  Joaquín),  Abogado  del  Uruguay. 

Restrepo  (D.  Juan),  Publicista  de  Colombia. 

Ribas  (D.  Julio),  Abogado  del  Brasil. 

Ribera  (D.  Jorge),  Abogado  de  Chile. 

Riva  Palacio  (Excmo.  Sr.  D.  Vicente),  Académico  correspondiente.  En- 
viado extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  México  en  España  y  De- 
legado de  la  Academia  de  Jurisprudencia  de  México. 

Rodenas  (D.  Eduardo),  Vocal  de  la  Junta  de  Gobierno  de  la  Real  Acade- 
mia de  Jurisprudencia  y  Legislación. 

Rodríguez  (D.  Alberto),  Abogado  de  Honduras. 

Rodríguez  (Excmo.  Sr.  D.  Daniel),  Delegado  del  Colegio  de  Abogados 
de  la  Coruna. 

Rodríguez  (Excmo.  Sr.  D.  José),  Presidente  de  la  República  de  Costa  Rica 
y  Presidente  honorario  del  Congreso. 

Rodríguez  Bolívar  (D.  Eduardo),  Delegado  del  Ilustre  Colegio  de  Abo- 
gados de  Granada. 

Rodríguez  de  Cela  (D.  Adolfo),  Vocal  de  la  Comisión  organizadora  del 
Congreso. 

Rodríguez  de  la  Borbolla  (D.  Pedro),  Delegado  del  Ilustre  Colegio  de 
Abogados  de  Sevilla. 

Rodríguez  San  Pedro  (Excmo.  Sr.  D.  Faustino),  Delegado  del  Ministe- 
rio de  la  Gobernación . 

RoUand  (limo.  Sr.  D.  Guillermo  B.),  Vocal  de  la  Comisión  organizadora 
del  Congreso. 

Romero  Girón  (Excmo.  Sr.  D.  Vicente),  ex-Presidente  de  la  Real  Acade- 
mia de  Jurisprudencia  y  Legislación. 

Romero  Robledo  (Excmo.  Sr.  D.  Francisco),  ex-Presidente  de  la  Real  Aca- 
demia de  Jurisprudencia  y  Legislación . 

Romero  Rubio  (D.  Manuel),  Académico  correspondiente  y  Abogado  de 
México. 

Ruiz  Capdepont  (Excmo.  Sr.  D.  Trinitario),  Delegado  del  Ministerio  de 
Ultramar. 

Sáenz  Peña  (Excmo.  Sr.  D.  Luis),  Presidente  de  la  República  Argentina 
y  Presidente  honorario  del  Congreso. 
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Sacasa  (Excmo.  Sr.  D.  Roberto),  Presidente  de  la  República  de  Nicara- 
gua y  Presidente  honorario  del  Congreso. 

Salva  (limo.  Sr.  D.  Melchor),  Delegado  de  la  Real  Academia  de  Ciencias 
Morales  y  Políticas. 

Sánchez  Ocaña  (D.  Ramón),  Vocal  de  la  Junta  de  Gobierno  de  la  Real 
Academia  de  Jurisprudencia  y  Legislación. 

Sánchez  (D.  Juan  Francisco),  Abogado  de  Santo  Domingo. 

Sánchez  Román  (Excmo.  Sr.  D.  Felipe),  Delegado  de  la  Universidad  de 
Granada. 

Sánchez  Toca  (limo.  Sr.  D.  Joaquín),  Delegado  de  la  Real  Academia  de 
Ciencias  Morales  y  Políticas. 

San  Miguel  (Excmo.  é  limo.  Sr.  Conde  de).  Enviado  extraordinario  y  Mi- 
nistro Plenipotenciario  de  Portugal  en  España. 

Sasera  (D.  Ricardo),  Delegado  de  la  Universidad  de  2^ragoza. 

Serra  é  Moura  (Excmo.  é  Dmo.  Sr.  D.  Tomás  de),  Abogado  de  Por- 
tugal. 

Serrano  Alcázar  (Excmo.  Sr.  D.  Rafael),  Delegado  del  Consejo  de  Es- 
tado, designado  por  el  Tribunal  de  lo  Contencioso  administrativo. 

Serrano  Diez  (D.  Nicolás),  Delegado  de  la  Universidad  de  la  Habana. 

Silvela  (Excmo.  Sr.  D.  Francisco),  ex-Presidente  de  la  Real  Academia  de 
Jurisprudencia  y  Legislación  y  Vocal  de  la  Comisión  organizadora  del  Con- 
deso. 

Silvela  (D.  Eugenio),  Vocal  de  la  Junta  de  Gobierno  de  la  Real  Acade- 
mia de  Jurisprudencia  y  Legislación. 

Silvela  (Excmo.  Sr.  D.  Luis),  Delegado  del  Ministerio  de  Fomento. 

Soler  (Monseñor  Dr.  Mariano),  Obispo  de  Montevideo. 

Solar  (Excmo.  Sr.  D.  Pedro  Alejandrino  del),  Enviado  extraordinario  y 
Ministro  Plenipotenciario  del  Perú  en  España. 

Soto  (D.  Bernardo),  Académico  correspondiente  en  Costa  Rica. 

Soto  (Excmo.  Sr  D.  Enrique),  Enviado  extraordinario  y  Ministro  Plenipo- 
tenciario de  la  República  del  Salvador  en  España  y  Delegado  del  Gobierno 
de  la  misma  para  el  Congreso. 

Soto  (D.  Marcos  A.),  Delegado  del  Gobierno  de  Guatemala. 

Suárez  Castiello  y  Espada  (D.  Manuel),  Delegado  del  Gobieno  de  Gua- 
temala. 

Suárez  Inclán  (D.  Antonio),  Vocal  de  la  Comisión  organizadora  del  Con- 
greso. 

Spottorno  (D.  Juan),  Delegado  del  Ministerio  de  Marina. 

Tavares  de  Medeiros  (Excmo.  é  limo.  D.  Juan  Jacinto),  Académico  co- 
rrespondiente y  Delegado  de  la  Academia  Real  de  Ciencias  de  Lisboa. 

Torres  Campos  (D.  Manuel),  Vocal  de  la  Comisión  organizadora  del  Con- 
greso. 

Trías  (D.  Juan  de  Dios),  Delegado  de  la  Academia  de  Jurisprudencia  de 
Barcelona. 

Ugarte  y  Pagés  (D.  Javier),  Delegado  del  Ministerio  de  la  Guerra. 
Urrela  (D.  Miguel),  Delegado  de  la  Facultad  de  Derecho  de  Guatemala. 
Urdangarin  (Excmo.  Sr.  D.  Manuel),  Delegado  del  Ministerio  de  la 
Guerra. 
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Urqtiiola  (ümó.  Sr.  D.  Luis  de),  Vicepresidente  de  la  Real  Academia  de 
Jurisprudencia  y  Legislación  y  Vocal  de  la  Comisión  organizadora  del  Con- 
greso. 

Valdés  Rubio  (D.  José),  Vocal  de  la  Comisión  organizadora  del  Congreso. 

Valera  (Excmo.  Sr.  D.  Juan),  Delegado  del  Ministerio  de  Estado. 

Vallarla  (D.  Ignacio),  Académico  correspondiente  y  Abogado  de  México. 

Vázquez  de  Parga  (Excmo.  Sr.  D.  Manuel),  Conde  de  Pallares,  Delegado 
[  <lel  Ministerio  de  la  Guerra. 

Vega  (D.  Fernando),  Académico  correspondiente  y  Abogado  de  México. 

Veiga  Beirao  (Excmo.  é  limo.  Sr.  D.  Francisco  Antonio  da),  Académico 
<x>rrespondiente,  Delegado  de  la  Asociación  de  Abogados  de  Lisboa. 

Vera  (D.  Robustiano),  Académico  correspondiente  y  Abogado  de  Chile. 

Vergara  Albano  (Excmo.  Sr.  D.  Aniceto),  Abogado  de  Chile. 

Vergara  Salva  (D.  José  Eugenio),  Abogado  de  Chile. 

Villanueya  Gómez  (limo.  Sr.  D.  Miguel),  Delegado  de  la  Universidad 
de  la  Habana. 

Villela  (D.  Francisco  A.),  Abogado  de  Guatemala. 

Volio  (D.  Anselmo),  Secretario  de  la  Legación  de  Costa  Rica  en  España. 

Zorrilla  de  San  Martín  (Excmo.  Sr.  D.  Juan),  Enviado  extraordinario  y 
Ministro  Plenipotenciario  de  la  República  Oriental  del  Uruguay  en  España. 


MESA  DEL  CONGRESO 


Presidentes  honorarios. 

Excmo.  Sr.  D.  Antonio  Cánovas  del  Castillo,  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros  en  España. 

Excmo.  Sr.  D.  Cristóbal  Colón  de  la  Cerda,  Duque  de  Veragua. 

Excmo.  Sr.  D.  Luis  Sáenz  Peña,  Presidente  de  la  República  Argentina. 

Excmo.  Sr.  D.  Mariano  Baptista,  Presidente  de  la  República  de  Bolivia. 

Excmo.  Sr.  D.  Floriano  Peixoto,  Presidente  de  la  República  del  Brasil. 

Excmo.  Sr.  D.  Jorge  Montt,  Presidente  de  la  República  de  Chile. 

Excmo.  Sr.  D.  Rafael  NúSez,  Presidente  de  la  República  de  Colombia. 

Excmo.  Sr.  D.  José  Rodríguez,  Presidente  de  la  República  de  Costa  Rica. 

Excmo.  Sr.  D.  Luis  Cordero,  Presidente  de  la  República  del  Ecuador. 

Excmo.  Sr.  D.  Antonio  Flores,  ex-Presidente  de  la  República  del  Ecuador. 

Excmo.  Sr.  D.  José  María  Reyna  Barrios,  Presidente  de  la  República  de 
Guatemala. 

Excmo.  Sr.  D.  Ponciano  Leiva,  Presidente  de  la  República  de  Honduras. 

Excmo.  Sr.  D.  Porfirio  Díaz,  Presidente  de  la  República  de  México. 

Excmo.  Sr.  D.  Roberto  Sacasa,  Presidente  de  la  República  de  Nicaragua. 

Excmo.  Sr.  D.  Patricio  Escobar,  Presidente  de  la  República  del  Paraguay. 

Excmo.  Sr.  D.  Remigio  Morales  Bermúdez,  Presidente  de  la  República 
del  Perú. 

Excmo.  é  limo.  Sr.  D.  José  Días  Ferreira,  Presidente  del  Consejo  de  Mi- 
nistros en  Portugal. 

Excmo.  Sr.  D.  Carlos  Ezeta,  Presidente  de  la  República  del  Salvador. 

Excmo.  Sr.  D.  Ulises  Heureaux,  Presidente  de  la  República  de  Santo  Do- 
mingo. 

EScmo.  Sr.  D.  Julio  Herrera  y  Obes,  Presidente  de  la  República  del  Uru- 
guay. 

&ccmo.  Sr.  D.  R.  Andueza  Palacio,  Presidente  de  la  República  de  Vene- 
zuela. 

Vicepresidentes  honorarios. 

Excmo.  Sr.  D.  Javier  da  Cunha,  Enviado  extraordinario  y  Ministro  Plenipo- 
tenciario de  la  República  de  los  Estados  Unidos  del  Brasil  en  España  y  De- 
legado del  Gobierno  de  dicha  República  para  el  Congreso. 

Excmo.  Sr.  D.  J.  M.  Guijano  Wallis,  ex-Ministro  de  Relaciones  Exteriores 
en  la  República  de  Colombia. 
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Excmo.  Sr.  D.  Manuel  María  de  Peralta,  Enviado  extraordinario  y  Minis- 
tro Plenipotenciario  de  la  República  de  Costa  Rica  en  España. 

Excmo.  Sr.  D.  José  Carrera,  Enviado  extraordinario  y  Ministro  Plenipo- 
tenciario de  la  República  de  Guatemala  en  España  y  Delegado  del  Gobierno 
de  dicha  República  para  el  Congreso. 

Excmo.  Sr.  D.  Antonio  A.  Ramírez  Fontecha,  Delegado  del  Gobierno  de 
la  República  de  Honduras. 

Excmo.  Sr.  D,  Vicente  Riva  Palacio,  Enviado  extraordinario  y  Ministro 
Plenipotenciario  de  la  República  de  México  en  España. 

Excmo.  Sr.  D.  Pedro  Alejandrino  del  Solar,  Enviado  extraordinario  y  Mi- 
nistro Plenipotenciario  de  la  República  del  Perú  en  España. 

Excmo.  é  limo.  Sr.  Conde  de  San  Miguel,  Enviado  extraordinario  y  Mi- 
nistro Plenipotenciario  de  Portugal  en  España. 

Excmo.  é  limo.  Sr.  D.  Carlos  Zeferino  Pinto  Coelho,  ex-Presidente  del 
Congreso  Jurídico  de  Lisboa. 

Excmo.  Sr.  D.  Enrique  Soto,  Enviado  extraordinario  y  Ministro  Plenipo- 
tenciario de  la  República  del  Salvador  en  España  y  Delegado  del  Gobierno 
de  dicha  República  para  el  Congreso. 

Excmo.  Sr.  D.  José  Ladislao  de  Escoriaza,  Ministro  Plenipotenciario  de  la 
República  Dominicana  en  España  y  Delegado  del  Gobierno  de  dicha  Repú- 
blica para  el  Congreso. 

Excmo.  Sr.  D.  Jiían  Zorrilla  de  San  Martín,  Enviado  extraordinario  y  Mi- 
nistro Plenipotenciario  de  la  República  Oriental  del  Uruguay  en  Madrid. 


Presidente  efectivo. 


Excmo.  Sr.  D.  Antonio  Cánovas  del  Castillo,  Presidente  de  la  Real  Aca« 
demia  de  Jurisprudencia  y  Legislación. 


Vicepresidentes. 


Excmo.  Sr.  D.  Manuel  de  Argandoña,  Ministro  Plenipotenciario  en  mi- 
sión especial  de  la  República  de  Bolivia. 

Excmo.  Sr.  D.  Fernando  Cruz,  Ministro  Plenipotenciario  en  misión  espe- 
cial de  la  República  de  Guatemala. 

Sr.  D.  Prisciliano  María  Díaz  González,  Delegado  de  a  Academia  de  Juris- 
prudencia de  México  y  del  Colegio  de  Abogados  de  Puebla. 

Excmo.  é  limo.  Sr.  D.  Luis  Jardim,  Conde  de  Valengas,  Académico  co- 
rrespondiente en  Portugal. 

Sr.  D.  Rafael  Rebollar,  Delegado  del  Colegio  de  Abogados  de  México. 

Excmo.  é  limo.  Sr.  D.  Juan  Jacinto  Tavares  de  Medeiros,  Delegado  de  la 
Academia  Real  de  Ciencias  de  Lisboa. 
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Secretarios. 

Sr.  D.  Germán  Aramburu,  Secretario  de  la  Legación  del  Perú  en  España. 

Sr.  D.  Carlos  González  Rothvoss,  Secretario  general  de  la  Real  Academia 
de  Jurisprudencia  y  Legislación. 

Sr.  D.  José  Maluquer  y  Salvador,  Vocal  de  la  Comisión  organizadora  del 
Congreso  y  Delegado  del  Ilustre  Colegio  de  Abogados  de  Lima. 

Sr.  D.  Adolfo  Moris  y  Fernández  Vallín,  Delegado  de  la  Universidad  de 
Santiago. 

Excmo.  é  limo.  Sr.  D.  José  da  Motta  Prego,  Delegado  del  Ministerio  pú- 
blico en  los  Tribunales  portugueses. 

Sr.  D.  Eduardo  Posada,  Abogado  de  Colombia. 
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Presidente. 

Excmo.  Sr.  D.  Antonio  Cánovas  del  Castillo,  Presidente  de  la  Real  Aca- 
demia de  Jurisprudencia  y  Legislación. 


Secretario. 

Sr.  D.  Carlos  González  Rothvoss,  Secretario  general  de  la  Real  Acade- 
mia de  Jurisprudencia  y  Legislación. 

Leídos  por  el  Secretario  el  Reglamento  y  la  lista  de  los  Sres.  Presidentes 
honorarios  del  Congreso,  éste  acordó,  á  propuesta  del  Sr.  D.  Manuel  Torres 
Campos,  nombrar  Vicepresidentes  honorarios  del  mismo  á  los  Ministros  Ple- 
nipotenciarios de  Portugal  y  de  las  Repúblicas  ibero-americanas  acreditados 
en  Madrid,  y  en  su  defecto  á  los  Delegados  especiales  nombrados  por  los  res- 
pectivos Gobiernos  para  que  los  representasen  en  todos  los  actos  conducen- 
tes á  celebrar  el  cuaito  Centenario  del  descubrhniento  de  América,  y  al  Exce- 
lentísimo é  limo.  Sr.  D.  Carlos  Zeferino  Pinto  Coelho,  como  Presidente  que 
había  sido  del  Congreso  Jurídico  celebrado  en  Lisboa  el  año  1889. 

El  Sr.  D.  Prisciliano  María  Díaz  González  dijo  que  para  expresar  la  simpatía 
de  los  jurisconsultos  americanos  hacia  España  y  hacia  la  Real  Academia  de 
Jurisprudencia,  iniciadora  de  la  Asamblea  que  iba  á  inaugurarse,  y  puesto  que 
ambas  se  hallaban  representadas  en  aquel  momento  por  el  Excmo.  Sr.  D.  An- 
tonio Cánovas  del  Castillo,  Presidente  del  Consejo  de  Ministros  y  de  la  ex- 
presada Real  Corporación,  proponía  que  se  nombrase  á  dicho  señor  Presi- 
dente efectivo  del  Congreso,  lo  cual  fué  unánimemente  acordado,  dando  el 
Sr.  Cánovas  las  gracias  por  su  designación,  así  como  por  la  forma  en  que  se 
hizo  y  significación  y  alcance  que,  según  la  moción  del  Sr.  Díaz  González,  se 
le  había  dado. 

Llegado  el  caso  de  designar  los  demás  señores  que  con  el  Presidente  ha- 
bían de  formar  la  Mesa,  fueron  elegidos  los  siguientes: 


Vicepresidentes. 

Excmo.  Sr.  D.  Manuel  de  Argandoña,  Ministro  Plenipotenciario  en  misión 
especial  de  la  República  de  Bolivia. 

Excmo.  Sr.  D.  Fernando  Cruz,  Ministro  Plenipotenciario  en  misión  espe- 
cial de  la  República  de  Guatemala. 
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Sr.  D.  Prisciliano  María  Díaz  González,  Delegado  de  la  Academia  de  Ju- 
risprudencia de  México  y  del  Colegio  de  Abogados  de  Puebla. 

Excmo.  é  limo.  Sr.  D.  Luis  Jardin^  Conde  de  Valengas,  Académico  co- 
rrespondiente en  Portugal. 

Sr.  D.  Rafael  Rebollar,  Delegado  del  Ilustre  Colegio  de  Abogados  de 
México. 

Excmo.  é  limo.  Sr.  D.  Juan  Jacinto  Tavares  de  Medeiros,  Delegado  de  la 
Academia  Real  de  Ciencias  de  Lisboa. 


Secretarios. 

Sr.  D.  Germán  Arambuní,  Secretario  de  la  Legación  del  Perú  en  España. 

Sr.  D.  Carlos  González  Rothvoss,  Secretario  general  de  la  Real  Academia 
de  Jurisprudencia  y  Legislación. 

Sr.  D.  José  Maluquer  y  Salvador,  Vocal  de  la  Comisión  organizadora  del 
Congreso  y  Delegado  del  Ilustre  Colegio  de  Abogados  de  Lima. 

Sr.  D.  Adolfo  Moris  y  Fernández  Vallín,  Delegado  de  la  Universidad  de 
Santiago. 

Excmo.  é  limo.  Sr.  D.  José  da  Motta  Prego,  Delegado  del  Ministerio  pú- 
blico en  los  Tribunales  portugueses. 

Sr.  D.  Eduardo  Posada,  Abogado  de  Colombia. 

LosSres.  Pinto  Coelho,  Conde  de  Valen^as,  Tavares  de  Medeiros,  Cruz  y 
Rebollar  dieron  las  gracias  al  Congreso  por  la  distinción  de  que  habían  sido 
objeto,  contestándoles  el  Sr.  D.  Vicente  Olivares  Biec. 

El  Sr.  D.  Francisco  L.  de  la  Barra  propuso,  y  el  Congreso  acordó,  que  se 
dirigiera  un  expresivo  saludo  al  ilustre  descendiente  de  Cristóbal  Colón, 
Excmo.  Sr.  Duque  de  Veragua. 

Se  acordó  asimismo:  poner  á  discusión  el  tema  cEl  matrimonio  y  el  divorcio 
en  el  derecho  internacional  privado,»  propuesto  por  el  Excmo. Sr.  D.Manuel 
Pedregal;  que  sobre  los  temas  se  formulasen  conclusiones  por  Comisiones 
elegidas  al  efecto  después  de  terminada  la  discusión  de  cada  uno  de  aqué- 
llos; que  se  celebrase  una  sesión  especial  para  votar  dichas  conclusiones,  y, 
por  último,  conceder  un  voto  de  gracias  á  la  Comisión  organizadora  por  la 
forma  en  que  había  realizado  los  trabajos  preparatorios  del  Congreso* 

El  Sr.  Presidente  puso  en  conocimiento  de  los  Sres.  Congresistas  que  que- 
daban sobre  la  mesa,  á  disposición  de  los  mismos,  los  siguientes  trabajos: 

La  institución  del  Jurado  y  su  planteamiento  en  España,  del  Excmo.  SeSor 
D.  Emilio  Bravo,  Presidente  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia. 

El  ejercicio  de  la  jurisdicción  contencioso-administrativa  en  España,  del 
Excmo.  Sr.  Conde  de  Tejada  de  Valdosera,  Presidente  del  Consejo  de  Estado. 

Apuntes  para  una  ley  de  extranjería,  del  Sr.  D.  Julián  González  Tamayoi 
Secretario  del  Tribunal  de  lo  Contencioso. 


r 
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Presidencia. 

Excmo.  Sr.  D.  Antonio  Cánovas  del  Castillo,  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros  y  del  Congreso  Jurídico  Ibero-Americano. 

Excmo.  Sr.  D.  Fernando  Cos-Gayón,  Ministro  de  Gracia  y  Justicia. 

Excmo.  Sr.  D.  Raimundo  Fernández  Villaverde,  Ministro  de  la  Gober- 
nación. 

Excmo.  Sr.  D.  José  Carrera,  Ministro  Plenipotenciario  de  Guatemala,  Vi- 
cepresidente honorario  del  Congreso. 

Excmo.  é  limo.  Sr.  D.  Carlos  Zeferino  Pinto  Coelho,  Vicepresidente  hono- 
rario del  Congreso. 

Sr.  D.  Prisciliano  Marfa  Díaz  González,  Vicepresidente  del  Congreso. 


Secretarios. 

Excmo.  é  limo.  Sr.  D.  José  da  Motta  Prego. 
Sr.  D.  Carlos  González  Kothvoss. 


DISCURSO 


OftL 


EXCMO.  SR.  D.  ANTONIO  CÁNOVAS  DEL  CASTILLO 


Señores: 

Anoche  me  dispensasteis  el  honor  de  nombrarme  vuestro  Presidente  en 
los  debates  de  este  Congreso  Jurídico  Ibero-americano;  y  sé  bien  la  obliga- 
ción que  eso  me  impone,  de  dirigiros  al  fin  de  ellos  algunas  palabras,  cier- 
tas observaciones,  al  menos,  ya  que  un  verdadero  resumen  de  todo  lo  que 
aquí  se  diga  paréceme  difícil  hacerlo. 

Pero  esta  noche  no.  vengo  aquí  principalmente  con  el  carácter  de  Presi- 
dente del  Congreso  Jurídico,  aunque  no  sea  posible  que  del  todo  separe  los 
distintos  caracteres  que  en  mi  persona  se  juntan  en  este  sitio,  sino  que  mi 
intento  inmediato  es  felicitaros  á  todos,  sin  excepción,  y  especialmente  dar  la 
bienvenida  á  los  extranjeros  aquí  asistentes,  en  nombre  de  S.  M.  la  Reina  Re* 
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gente,  que  sé  yo  tendría  particular  gusto  en  concurrir,  si  las  circunstancias 
se  lo  permitieran,  asi  como  en  nombre  también  del  Gobierno  de  S.  M.  que 
tengo  la  honra  de  presidir. 

Reunido  el  Congreso  bajo  la  protección  del  Grobiemo,  natural  es  que  éste 
tenga  grandísimo  interés  en  su  feliz  desarrollo,  y  es  por  lo  mismo  cosa  natural 
que  yo  me  congratule  asimismo  al  ver  cuánto  número  y  qué  clase  de  perso- 
nas se  han  reunido  para  dilucidarlas  importantísimas  cuestiones  señaladas  en 
el  programa  que  todos  conocemos. 

Tiene  por  necesidad  este  Congreso  un  carácter  tal,  que  no  sólo  importa 
su  buen  éxito  al  actual  Gobierno  espaSol,  sino  también  á  todos  los  del  mun- 
do, porque  importa  á  la  teoría  y  la  práctica  de  todos»  y  aun  á  la  cienqia 
misma  del  gobierno  en  general. 

Sean  cualesquiera  las  posibilidades  de  ejecución  que  el  porvenir  ofrezca 
respecto  á  las  cuestiones  que  han  de  ser  objeto  de  vuestros  debates,  una 
cosa  hay  desde  luego  incuestionable;  y  es,  que  ni  los  Gobiernos  podrán  em- 
prender cosa  ninguna  de  provecho,  ni  las  naciones  podrán  tampoco  realizar 
nada  en  la  materia,  que  primeramente  no  esté  bien  dilucidado  en  la  esfera  de 
la  ciencia,  nada  que  no  haya  sido  precedido  por  soluciones  teóricas  y  prác- 
ticas en  reuniones  de  está  naturaleza. 

Sin  duda  á  los  Gobiernos  les  incumbirá  en  el  porvenir  hacer  mucho  á  favor 
de  varias  de  las  resoluciones  que  hayan  de  dar  por  resultado  estos  debates; 
pero  á  los  hombres  de  ciencia,  á  los  hombres  de  doctrina,  en  este  género 
de  reuniones  se  les  imponen  todavía  deberes  más  brillantes  é  inmediatos. 

Por  eso,  señores,  á  título  de  hombre  de  gobierno,  y  con  la  representa- 
ción que  actualmente  ostento  en  mi  país,  felicito  tan  de  veras,  como  antes  he 
dicho,  á  todos  los  señores  que  concurren  á  este  Congreso;  pero  muy  espe- 
cialmente, repito,  á  aquellos  que,  ó  bien  desde  una  nación  vecina  y  hermana, 
ó  bien  desde  lejanas  tierras  y  con  los  sacrificios  particulares  que  esto  siempre 
impone,  han  acudido  aquí  para  dilucidar  fraternalmente  los  problemas  que 
todos  nos  proponemos  resolver. 

Naturalmente,  no  he  de  entrar  ahora  yo  en  el  examen  de  esos  problemas, 
cuya  dilucidación  á  vosotros,  que  no  á  mí,  en  primer  término  corresponde. 
Habré  de  decir,  sin  embargo,  que  si  se  convirtiera  éste,  con  ocasión  del  pri- 
mero de  los  temas  puestos  á  discusión,  en  un  Congreso  de  la  paz,  donde  de 
una  ó  de  otra  manera  se  admitiese  la  hipótesis'  de  la  paz  universal,  confieso 
que,  con  sentimiento  á  lo  menos,  me  prestaría  á  presidirlo  yo,  juzgándolo  inútil. 

Soy  yo,  señores,  de  los  que  creen  que  no  es  posible,  en  cuanto  la  pre- 
visión de  la  humana  razón  puede  alcanzar  y  penetrar,  figurarse  el  día  en  que 
la  guerra  deje  de  ser  una  triste  necesidad  de  los  pueblos. 

Cuando  se  trata  en  el  seno  de  la  vieja  Europa,  de  la  Europa  actual,  aun- 
que sea  de  un  modo  científico,  del  arbitraje,  reparadlo  bien:  siempre  apare- 
cen, como  no  pueden  menos  de  aparecer,  reservas  por  todas  partes;  y  esto 
nos  enseña  que  no  es  con  el  arbitraje  con  lo  que  pueden  ^evitarse  los  terri- 
bles conflictos  militares  y  políticos  que  aún  están  amenazando  á  la  Europa 
entera. 

Acontece  con  la  lucha  que  en  conjunto  mantienen  las  naciones,  lucha  tam- 
bién de  competencia  ó  concurrencia,  algo  muy  parecido  á  lo  que  ocurre  en  su 
trabajo  individual;  y  es  que  cada  cual  de  ellas,  y  á  medida  que  son  más  fuer- 
tes, pretenden  más  sobreponerse  alas  otras,  obteniendo  mayores  provechos. 
La  lucha  por  la  vida  se  acentúa  actualmente  entre  los  más  poderosos  Gobier- 
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#  tiMi'COfiK>cstre  las  grandes  industrias  y  en  lasreladottesdehotnibfe  áiMdtnfere. 
Sin  duda  existe  en  kis  tiempos  fnodenx^s  «na  grandÉittna  aspiración,  f  >as- 
ptractón  unánime,  ala  paz,  áia  concordia,  i  ki harmonía  «deilosiutepeses y  4e 
las  voluntades,  á  la  iguaiki&Klde  los  deredios  humaoios,  al  repartianento  ^equi- 
tatvro  de  kts  ganancias,  átodo  lo  quecs  conseacueocia  iógtea,  acmque^g^- 
aM  no  lo  reconocen,  de  la  ihermosisii»a  civiliasación  cristiana.  Pero  etnse* 
ák)  de  «sta  aspiración  de  sentido  común  y  cosmopolita,  hay  diffciiltades,  no 
ya  de  momento,  sino  nacidas  en  la  propia  naturaleza  de  4as  cosas,  qiife  opi- 
nen obstáculos  á  su  realización,  y  tan  grandes  que  á  primera  vista  pudieran  pa- 
recer invencibles.  No  ya  sóloá  la  igualdad  y  hermandad  de  los  productores, 
smo  al  simple  derecho  á  la  vida,  se  opone  el  acrecioaiento  Mevitable  de  la  p^o- 
(htecióft  y  de  la  concurrencia.  A  la  hermaoBidad  entre  las  naciones  se  oponen 
¡gualmente  siis  distintas  sitisacioáes,  sns  diversos  intereses,  <ta  oposfctón4e  mi- 
ras y  tendencias  que  entre  ellas  sude  haber.  Y,  sin  embargo,  señores,  ^lén 
porque  sea  esto  verdad,  quién  porque  no  se  pncda  afirmar,  «ino  entregándo- 
se abtettamente  á  las  ilusiones  de  la'utopia,  que  alguna  vez  dejará  de  exislihr 
toda  oposición,  por  ejemplo,  entre  <el  capital  y  el  trabajo,  abandonará  el  estu- 
dio cada  día  más  urgente  y  necesario  de  la  cuestión  social?  ¿Quién  renunciará 
ásla  esperanza  hertnosa  de  que  la  humanidad  mejore,  lo  mismo  en  las  relacio- 
nes de  k>s  «individiios  que  en  las  relaciones  de  las  naciones?  ¿Quién  á  lo  me- 
nos no  ha  de  -queíTcr  que^se  «nedite  yse  trabaje  para  conseguir  algo,  mu^iho 
tal^ez,  aunque  no  sea  todo  lo  que  se  pudiera  esperar  y  apetecer?  En  estos 
Umites  está  en  mi  concepto  eacerrada  la  utiUdad,  de  todos  modos  grandlsi- 
uta,  diel  presente  Congreso. 

Volviendo  ya  al  arbitraje,  si  no  puede  evitarse  que  dados  üos  anteceden- 
tes del  actual  estado  político  de  Europa  y  dada  la  creciente  toma  de  pose- 
sión, por  parte  de  las  grandes  potencias  civilizadas,  del  mundo  por  civili2ar,4a 
guerra  «sea  imprescindible,  procúrese  cortar  el  nán^erode  estas  tristes  oca- 
síonres.  Asi  en  el  reparto  de  África  oomo^n  la  reorganización  ^ile  las  unida<($es 
nacionales  de  Europa,  ó  en  su  simple  xxmservaciÓA,  por  desgracia  caben  fu - 
taróse  inevitables  "conflictos  que  ningún  arbitraje  prevendrá  ni  remediara. 
Mas  lo  qnie  ciéitataente  puede  impedirse  es  que  en  el  porvenir,  por  motivos 
leves,  por  cuestítanies  de  aunior  propio,  aonquese  las  declare  de  dignidad,  por 
litigios  verdaderamente  jiirklicos,  que  debe  resolver  el  arbitraje  racional,  «se 
torbeen  lo  sucesivo,  como  tantes  recaes  se  lia  turbado,  la  paz,  y  derramádose 
lin  torrente  «de  sai^e. 

Y  observad  que  entre  tales  cuestiones,*  á  mi  juioio  resolubles  por  el  áit^i- 
traje,  incluyo  aquedlas  que  9e  Haman  ^eoeraUnente  de  dignidad,  porque  la 
d^nidad  en  las  naciones,  como  en  los  individuos,  más  que  un  sentím<e»to 
«emp0e  elevado,  amique  k>  sea  Ranchas  veces  en  origen  y  ^móviles,  prin- 
cipalmente consiste  en  tal  ó  cual  excitación  del  amor  propio,  recordac^o 
én  prueba  de  ello,  las  que  más  sangre  y  -oro  han  costado  á  las  naciones  con- 
tterpo^áneas.  Pienso,  poee,  tspie  jde imamanora  impoitlairtísima  los  arbifirtf^es 
responden  á  las  necesidades  de  la  civiiiaaeión,  y  que,  por  tantOj  ha  sido  gran- 
de,-«iitiHsimo,  excedente  el  acuerdo  >de  los  organizadores  de  este  Cong^eiBO, 
que  han  incluido  tal  tema  en  su  programa. 

Llegaremos  con  todo,  y  como  es  natural,  una  vez  aceptado  el  principio,  á 
tropezar  taníbién  con  las  dificultades  de  la  práctica;  mas  esas  dificultades  pre- 
cisamente «on  las  que  han  de  tratar  de  vencer  vuestras  fecundas  discusiones. 

Menos  imposible  de  reaUuar,  á  mi  juicio,  que  la  paz  perpetual  pero  tam- 
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bien  ilusorio  por  hoy,  sería  imaginarse  que,  de  una  vez  ó  siquiera  pronto^» 
y  con  facilidad  se  habría  de  cumplir  en  todo  el  mundo  civilizado,  cuando  me 
nos,  la  unidad  ó  la  universalidad  del  derecho,  y  que,  salvo  aquellas  diferencias 
territoriales,  locales,  y  nacidas  en  el  orden  histórico  y  moral,  que  en- 
gendran las  naciones,  cuanto  es  universal  en  la  razón  pueda  trasmitirse  á 
los  hechos  siempre  informados  de  lo  particular  y  contingente.  Ciertamente 
que  los  pueblos  ganarían  con  ello  y  sería  la  obra  más  grande  y  más  fecunda 
de  la  civilización  misma.  Marchemos,  pues,  á  procurarlo  también;  mas  en  la 
medida  de  lo  posible. 

A  ello  aspiran  varios  de  los  temas  del  programa  que  ha  de  ser  objeto  de 
este  Congreso,  y  aunque  su  realización  ofrezca  siempre  dificultades  prácticas, 
no  temo  yo,  sin  embargo,  que  siempre  sean  invencibles,  ni  mucho  menos.  Por 
mi  parte  abrigo  la  más  viva  fe  en  que  respecto  á  aquello  que  no  afecte  á  los 
sentimientos  patrios  en  las  personas,  y  á  la  integridad  autonómica  de  las  na- 
ciones, se  llegará  á  la  celebración  de  útilísimas  inteligencias,  con  ó  sin  trata- 
dos previos.  El  derecho  civil,  y  todavía  más  el  marítimo,  son  susceptibles  de 
grandes  concordias  entre  las  naciones,  y  ni  son  siquiera  del  todo  imposibles  en 
el  derecho  penal. 

Esta  idea  de  que  dentro  de  lo  posible  el  derecho  humano  universal  traspa- 
se las  fronteras,  de  que  el  hombre  civilizado  sea  el  mismo  en  todas  partes 
salva  su  personalidad  nacional,  de  que  sus  derechos  y  obligaciones  sean 
esencialmente  idénticos,  é  idénticas  las  facilidades  para  realizar  los  comunes 
fines  de  la  vida,  sin  duda  es  demasiado  grandiosa  en  sí,  y  además  bastante 
útil,  para  que  ni  se  pueda  ni  se  deba  renunciar  á  ella,  por  lo  cual  debemos 
abrigar  todos  la  esperanza  de  que  en  lo  suficiente  al  menos  se  realice  y  que 
su  realización  se  cuente  al  fin  y  al  cabo  entre  las  maravillas  de  nuestra  civili- 
zación. 

Bastantes  maravillas  ha  producido  nuestra  civilización  ya  en  el  orden  pura- 
mente material:  de  esas  maravillas  se  acumulan  todos  los  días,  y  verdadera- 
mente nos  sorprenden,  por  acostumbrados  que  estemos  á  ellas  los  hombres 
de  la  generación  presente.  Pero  es  preciso  convenir  en  que  tales  ventajas  ma- 
teriales y  prodigios  del  progreso  no  se  están  hoy  logrando  de  igual  mane- 
ra, ni  en  tanto  grado,  por  lo  que  toca  al  mundo  moral.  Ni  falta  quien  piense 
que  el  mundo  moral,  en  vez  de  ganar,  ha  perdido  durante  el  trascurso  de  las 
ultimas  revoluciones  y  transformaciones  de  la  humanidad;  y  acaso  pueda  esto 
sostenerse  con  bastante  razón  respecto  á  ciertos  puntos  interesantísimos  de  la 
vida  humana  y  referentes  al  ser  social. 

Mas,  sea  esto  así  ó  no  lo  sea,  parece  de  todas  suertes  indudable  lo  que 
antes  he  dicho,  á  saber:  que  el  mundo  moderno  debe  preocuparse  en  mante- 
ner al  propio  compás  y  paralelamente  á  su  desenvolvimiento  material  el  acre- 
centamiento de  su  progreso  moral.  Y  una  de  las  cosas  que  más  necesitan  y 
más  se  prestan  á  dicho  desenvolvimiento,  al  progreso  mencionado,  es,  sin 
duda  alguna,  el  derecho  de  gentes;  porque  el  derecho  de  gentes  es  la  parte 
más  atrasada  aún  del  derecho  en  general. 

Parece,  señores,  como  que  no  cabía  dentro  de  la  civilización  helénica  y 
romana,  ni  mucho  menos  en  las  demás  de  la  antigüedad.  Nació  el  verdadero 
derecho  de  gentes  con  el  cristianismo,  y  lentamente  fué  ya  desarrollándose 
hasta  su  inesperado  y  grandioso  florecimiento  en  la  escuela  salmantina,  por 
medio  del  maestro  de  todos  Francisco  Vitoria,  de  Domingo  de  Soto,  de 
Francisco  Suárez,  tan  célebre  en  Portugal  como  en  España,  de  Baltasar  de 
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Ayala  y  otros  tales  jurisconsultos,  moralistas  y  teólogos.  Algo  se  ha  adelan- 
tado en  él  después,  no  cabe  dudarlo,  pero  sólo  en  la  parte  constituyente, 
que  en  la  constituida  falta  lo  más  por  hacer.  Hora  es,  por  tanto,  de  que,  aun 
rindiendo  tributo  á  las  necesidades  de  la  realidad,  aun  abandonando  todo 
aquello  que,  por  lo  pronto  al  menos,  sea  imposible,  y  esperando  lo  que  bue- 
namente haya  que  esperar,  decididamente  marchemos  á  que  las  fronteras 
nacionales  se  ensanchen,  triunfando  hasta  donde  se  pueda  la  justicia  univer- 
sal. Hora  es  de  que  el  derecho  de  gentes  compense  sus  tardanzas  anteriores 
con  prontos  y  decisivos  progresos;  progresos  que  el  derecho  internacional 
privado  reclama  ya  á  gritos  y  de  los  cuales  todos,  ó  casi  todos,  se  hallan  in- 
cluidos en  el  programa  que  nos  ha  de  servir  para  los  debates  próximos. 

Uno  tras  otrp  examinaréis,  señores,  los  temas  presentados;  uno  tras  otro 
los  dilucidaréis,  como  hombres  de  ciencia  y  de  experiencia.  Seguro  estoy  de 
que  en  esta  materia  ha  de  resplandecer  ahora  un  espíritu  positivo,  no  deján- 
doos arrastrar  pura  y  exdtisivamente  por  los  postulados  de  la  ciencia  abs- 
tracta. Seguro  estoy  de  que  todos  procuraréis  traer  á  estos  debates,  no 
solamente  lo  que  pueda  parecer  indeclinable  dictado  de  la  razón,  sino 
aquello  también  que  la  experiencia  y  la  historia  traen  siempre  al  acervo 
común  de  la  civilización.  Razón  y  experiencia  hacen  falta  para  poder  formar 
idea  clara  del  estado  de  las  cosas,  para  acertar  á  aplicar  á  las  necesidades 
presentes  los  remedios  congruentes  y  oportunos. 

Con  esa  esperanza,  señores,  íqué  digo  esperanza!  con  esa  certidumbre  que 
vuestros  antecedentes,  los  nombres,  las  fisonomías  de  las  personas  que  tengo 
el  honor  de  conocer  aquí  me  dan,  inauguro  esta  noche  las  sesiones  del  Con- 
greso Jurídico.  Desde  luego  tenemos  aquí  la  ventaja  de  que  no  nos  va- 
mos á  encontrar  en  nuestro  camino  frente  á  frente  con  las  complicadísimas 
cuestiones  europeas,  que,  por  abrazar  al  mundo  civilizado  todo  entero,  ofre- 
cen naturalmente  inmensas  dificultades  prácticas. 

Ya  he  dicho  antes,  y  es  verdad,  que  ciertos  problemas  planteados  dentro 
de  la  totalidad  del  mundo  moderno,  y  sobre  todo  en  la  actual  Europa,  con 
su  estado  de  paz  armada  y  las  corrientes  diversas  que  la  cruzan,  no  son  para 
resueltos  por  el  mero  derecho  de  gentes.  Pero  felizmente  el  objeto  de  este 
Congreso  es  menos  ambicioso.  Los  organizadores  han  tenido  la  discreción 
y  el  acierto — tengo  muchísimo  gusto  en  declararlo — de  separar  un  tanto  las 
cuestiones  de  derecho  internacional,  público  y  privado,  que  han  de  ocuparle, 
de  la  esfera  universal  en  que  racional  y  científicamente  hay  que  colocarlas 
cuando  en  totalidad  se  estudian.  Nuestros  límites  son  más  estrechos,  pero  no 
por  eso  menos  interesantes.  Nuestros  debates  se  ceñirán  principalmente  á  lo 
que  importa  á  la  raza,  á  los  Estados  que  son  unos  por  las  tradiciones,  la  his- 
toria, las  costumbres,  las  creencias,  cuanto  constituye,  en  fin,  la  vida  moral 
en  los  pueblos.  Reducidas  las  soluciones  á  lo  que  conviene  á  España,  Por- 
tugal y  los  Estados  ibero  americanos,  serán  mucho  más  fáciles  de  buscar  y 
de  hallar,  así  como  de  poner  en  ejecución  plena. 

Porque  no  hay,  por  dicha,  entre  estas  naciones,  congregadas  aquí  y  tan 
dignamente  representadas,  ninguno  de  los  motivos  que  hacen  y  harán  de 
seguro  inevitables  más  tarde  ó  más  temprano,  las  grandes  guerras  que  na- 
die desea,  pero  que  sólo  Dios  podrá  impedir  algún  día.  Paréceme  que  en- 
tre nosotros  con  sólo  que  la  opinión  se  forme  y  se  constituya  amplia 
mente;  que  con  sólo  que  alcance  á  conmoverlos  corazones  hermanos,  guian- 
do las  voluntades  de  todos  á  sentimientos  pacíficos,  las  luchas,  las  discordias 
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verdaderamente  graves,  desaparecerán  entre  las  patrias  respectivas.  Ni  Por- 
tugal, ni  EspaSa,  que  son  las  naciones  europeas  aquí  asistentes,  tenemos, 
ni  podemos,  ni  debemos,  ni  queremos  ya  recobrar  en  este  siglo  nuestro 
antigno  carácter  de  invasores  y  conquistadores,  contentándonos  con  el  de 
civilizadores,  allá  donde  la  Providencia  nos  tiene  señaladas  siglos  hace 
misiones  fecundas.  Y  en  cuanto  á  los  jóvenes  Estados  de  América,  cuya  po- 
lítica exterior  ni  quiero,  ni  debo  juzgar,  admitiendo  que  todos  han  obrado 
siempre  con  buena  fe,  con  el  mejor  deseo  de  acierto  y  con  desinterés,  per- 
mítaseme decir  que  se  necesita  mucha  preocupación,  mucho  error  ó  mucha 
fatalidad  de  las  circunstancias,  para  que  pueblos  á  quienes  tanto  sobra 
tierra  por  todas  partes,  se  la  disputen  con  encarnizamiento  y  sin  razón.  Todos 
han  de  tener  por  delante  muchos  siglos  antes  de  llenar  el  espacio  que  les 
pertenece,  y  donde  deben  realizar  sus  peculiares  fines.  Mejor  será,  pues,  que 
de  aqui  adelante  en  vez  de  disputárselo  por  las  armas,  resuelvan  juiidica- 
mente  sus  litigios  y  aseguren  así  sus  derechos  legítimos. 

Estamos,  en  suma,  en  una  situación  privilegiada  las  naciones  que  aquí  nos 
encontramos  representadas,  pudien do  apartar  la  vista  de  otras  naciones,  mu- 
cho más  expuestas  que  nosotros,  poi  la  fatalidad  de  las  cosas,  á  no  enten- 
derse bien,  ni  cordialmente.  Apartar  la  vista,  digo,  en  cuanto  es  posible  en 
la  gran  familia  de  las  naciones  civilizadas,  siempre  enlazadas  por  tan  múlti- 
ples vínculos. 

Para  aproximar  nuestro  derecho  particular  al  común  ó  universal,  tenemos 
además  la  ventaja  de  que  no  siempre  han  sido  extranjeras  nuestras  respecti- 
vas legislaciones.  Y  ^cómo  es  posible,  con  todo  esto  á  un  tiempo,  que  sea  es- 
téril nuestro  trabajo  en  cuanto  á  la  unificación  posible  del  derecho  inter- 
nacional privado,  sobre  todo,  y  que  no  nos  podamos  asimismo  entendei  más 
fácilmente  que  nadie  respecto  al  arbitraje?  A  mi  me  es  altamente  consolador 
el  esperarlo,  el  imaginarlo;  y  si  en  tocios  tiempos  me  lo  sería  por  aquellas 
simpatías  naturales  que  todos  sentimos  hacia  las  naciones  civilizadas  en  ge- 
nera, pero  que  yo  siento  con  más  vehemencia  hacia  las  naciones  hermanas, 
declaro  que  nunca  cuanto  al  presente.  Porque  al  hablar  hoy  de  tales  cosas,  al 
presidir  este  Congreso,  al  hallarme  entre  vosotros  durante  las  fiestas  del  Cen- 
tenario de  Colón,  el  recuerdo  de  aquel  inmortal  navegante,  unido  en  mi  mente 
al  de  los  portugueses  y  españoles  que  durante  los  siglos  XV  y  X\'!  ensan- 
charon la  tierra,  me  llena  del  más  grande  de  los  alborozos  y  de  una  irresis- 
tible emoción. 

No  serla,  sefíores,  corresponder  á  mi  propósito  al  usar  de  la  palabra  en 
este  instante  ni  creo  que  estaría  tampoco  en  consonancia  con  las  costumbres 
de  los  Congresos  que  yo  me  extendiera  más,  en  esta  solemnidad  de  la  inau- 
guración. Por  otra  parte,  en  este  Congreso  han  de  estar  limitados  los  discur- 
sos de  todos,  aun  habiendo  de  tratar  á  fondo  las  cuestiones  sometidas  i 
vuestra  deliberación,  y  sería  de  mi  parte  dar  mal  ejemplo.  Ya  sabéis  que  el 
fin  con  que  comencé  á  hablar,  fué  tan  sólo  el  de  inaugurar  estas  sesiones 
dándoos  una  cordial  bienvenida,  y  felicitándoos  á  todos  en  nombre  de  la 
Reina,  de  la  Nación  y  del  Gobierno,  por  haber  acudido  á  la  convocatoria  de 
la  Academia,  y  por  habernos  puesto  á  todos  en  camino  de  lograr  las  venta- 
jas que  he  indicado  rápidamenteí  y  como  hacer  otra  cosa  sería  incurrir  en 
una  contradicción  manifiesta,  no  dilataré  mi  discurso  un  momento. 
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DISCURSO 

DKL 

EXCMO.   É  ILMO.  $R.  D.  CARLOS  ZEFERINO  PINTO  COELHO 

Delegado  de  ia  Asociación  de  Abogados  de  Lisboa. 


El  Sr.  Pinto  Goelho  dijo:  que  en  primer  término,  debía  manifestar  su  gra- 
titud por  haber  sido  designado  Vicepresidente  honorario  del  Congreso,  y  que 
entendía  interpretar  los  deseos  de  todos  al  contestar  al  Sr.  Presidente  dán- 
dole las  más  expresivas  gracias,  no  sólo  por  las  corteses  y  elocuentes  pala- 
bras que  les  había  dirigido,  en  su  doble  cualidad  de  Jefe  del  Gobierno  espa- 
ñol y  de  Presidente  del  Congreso,  sino  también  por  el  valioso  concurso  y  di- 
rección que  se  proponía  dar  á  los  trabajos  de  éste. 

Deploraba  mucho  no  saber  traducir  sus  sentimientos  en  la  hermosa  lengua 
castellana,  pero  se  expresaría  en  su  idioma  patrio,  pudiendo  asegurar  que  nin- 
guno mejor  que  él  para  manifestar  con  franqueza  y  lealtad  lo  sentido  por  el 
ocrazón. 

Como  portugués,  dio  las  gracias  al  Sr.  Cánovas,  en  nombre  propio  y  en  el 
de  sus  colegas,  por  las  palabras  de  simpatía  que  le  había  inspirado  Poitugal, 
palabras  muy  dignas  de  tenerse  en  cuenta,  ahora  que  el  tiempo  y  las  recípro- 
cas relaciones  de  sincera  amistad,  han  sustituido  las  antiguas  diferencias  con 
la  paz  y  la  harmoní ',  tan  propias  de  dos  naciones  independientes,  que  bien  se 
pueden  llamar  hermanas  dada  la  unidad  de  su  origen,  contigüidad  de  sus  te- 
rritorios, semejanza  en  el  clima,  homogeneidad  de  sus  tradiciones  históricas 
y  por  la  gloria  de  sus  descubrimientos. 

Cuanto  á  la  diversidad  de  lenguas,  dijo  que  no  sin  gran  placer  vio  en  el 
Congreso  de  Lisboa  á  españoles  y  portugueses  hablar  y  discutir  cada  uno 
en  su  idioma  patrio,  comprendiéndose  y  poniéndose  de  acuerdo,  como  si 
desde  larga  fecha  estuviesen  habituados  á  cambiar  de  tal  suerte  sus  pensa- 
mientos é  ideas;  placer  que  había  subido  de  punto  en  la  sesión  preparatoria, 
al  oir  y  comprender  del  miismo  modo  á  los  ilustres  Delegados  de  las  Re- 
públicas americanas  de  origen  español,  pues  con  ello  se  daba  en  el  Con- 
greso el  hecho,  tan  raro  como  admirable,  de  hallarse  reunidos  representantes 
de  varias  naciones  independientes,  próximas  las  unas,  remotas  las  otras,  ha- 
blando y  discutiendo  cada  uno  en  su  lengua,  y  comprendiéndose  todos  sin 
esfuerzo  alguno;  de  lo'  cual  deducía  un  motivo  más  para  que  se  procurase 
estrechar  las  recíprocas  relaciones  de  paz  y  de  amistad. 

Alegróse  mucho  el  orador  de  oir  al  Presidente  referirse  en  especial  á  la 

primera  de  las  tesis  comprendidas  en  el  artículo  2P  del  Reglamento,  pues 

3rcia  que  era  la  de  mayor  y  más  general  importancia;  añadiendo  que  ya  en  el 

Congreso  de  Lisboa  trató  del  arbitraje,  punto  sobre  el  que  había  nuevamente 

;>edido  la  palabra,  y  recogió  con  toda  atención  y  cuidado  las  ideas  emitidas 

Dor  los  españoles,  y  á  algunas  de  ellas  especialmente  habría  de  referirse  en 

a  discusión  de  dicho  tema,  en  la  cual  tenía  el  propósito  de  intervenir;  pues, 

egún  su  opinión,  no  terminará  el  presente  siglo  sin  que  el  principio  obliga- 


^iftlU 
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torio  del  arbitraje  interaacional  sea  proclamado  y  ponga  fin  al  constane  é 
inminente  peligro  de  la  guerra. 

Con  respecto  á  los  restantes  temas,  dijo  que,  aunque  de  interés  más  local 
y  circunstancial,  eran  también  de  importancia  suma. 

El  Sr.  Pinto  Coelho  concluyó  afirmando  que  abrigaba  la  seguridad  de  que 
el  Congreso,  reuniendo,  como  reunía,  tantos  y  tan  probados  talentos,  guia- 
dos por  ilustrado  y  diligente  piloto,  correspondería  forzosamente  á  su  im- 
portante misión,  dejando  registrados,  para  gloria  suya,  en  los  fastos  de  la 
Real  Academia  de  Jurisprudencia  relevantes  servicios  á  la  legislación  y  á  la 
humanidad. 


DISCURSO 


DBL 


EXCMO.  E  ILMO.  SR.  CONDE  DE  VALENQA8 

Académico  correspondiente  en  Portugal. 


El  Sr.  Conde  de  Valen9a9  comenzó  saludando  al  Congreso,  en  el  que  veía, 
dijo,  á  los  hombres  más  eminentes  de  España,  los  cuales,  así  como  los  Dele- 
gados de  Portugal  y  de  las  Naciones  ibero  americanas,  aceptando  la  honrosa 
invitación  de  la  Real  Academia  de  Jurisprudencia,  daban  justo  testimonio 
de  respeto  y  adhesión  á  los  levantados  propósitos  de  los  jurisconsultos  de 
Madrid.  Continuó,  demostrando  que  la  Academia,  al  realizar  el  Congreso, 
había  comprendido  su  alta  misión,  pues  nada  más  grande,  cuando  el  senti- 
miento y  el  entusiasmo  inclinan  las  voluntades  híicia  el  bien,  que  hablar  en 
nombre  del  derecho;  único  señor  del  mundo;  siendo  por  tal  motivo  el  Con- 
greso la  mayor  y  más  solemne  de  las  manifestaciones,  pues  si  la  poesía  y  el 
entusiasmo  duran  apenas  lo  que  la  impresión  que  producen,  no  así  el  dere- 
chOi  que  liga  hombres  y  pueblos  mediante  la  razón  práctica  de  la  justicia. 
Que  el  insigne  Presidente  de  la  Asamblea  lo  comprendía  también  así,  aña- 
dió, indicábalo  el  brillante  discurso  que  acababa  de  pronunciar,  en  el 
cual  con  vasta  erudición  y  gran  copia  de  argumentos,  vestidos  con  las  galas 
de  su  elocuente  palabra,  había  expuesto  bien  á  las  claras  los  propósitos  de 
la  Academia,  y  demostrado  cómo  ésta  se  daba  perfecta  cuenta  de  lo  que  su- 
ponía un  momento  único  en  la  historia,  en  el  cual  no  se  trataba  de  celebrar  á 
un  hombre,  sino  un  acontecimiento  grande  por  sí  mismo  y  por  las  conse- 
cuencias científicas  que  produjo. 

Debe  tenerse  en  cuenta  que  dicho  acontecimiento  ha  constituido,  en  pri- 
mer término,  la  mayor  de  las  conquistas  preparatorias  de  las  sociedades 
modernas,  muy  especialmente  en  su  aspecto  económico;  pues  la  industria  y 
el  comercio,  apenas  iniciados  bajo  la  esclavitud,  mejorados  con  la  servidum- 
bre de  la  gleba,  organizados  mediante  los  gremios;  fueron  saliendo  de 
los  alrededores  de  los  castillos,  del  interior  de  las  ciudades,  á  las  ferias  fran- 
cas nacionales  é  internacionales,  y  tomaron  gran  incremento,  así  como 
pudieron  abarcar  todo  el  mundo  merced  al  maravilloso  descubrimiento  de 
América;  por  lo  cual  se  creía  en  el  caso  de  asegurar,  sin  recelo  de    equivo- 
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oarse,  que  cuantas  ciencias  constituyen  la  gloria  del  ser  humano  y  la  grande- 
va de  la  civilización,  datan  de  tan  notable  acontecimiento. 

Los  pueblos  de  Europa,  continuó,  llevaron  á  esas  partes  desconocidas  del 
globo,  su  religión,  su  derecho,  sus  instituciones  políticas,  su  influencia  civili- 
zadora! cuanto  constituye  el  pensar  del  hombre  moderno,  y  trajeron  de 
aquellos  países,  ignorados  hasta  entonces,  los  grandes  conocimientos  cientí- 
ficos, á  los  cuales  débese  en  gran  parte  la  civilización  del  siglo  actual;  cono- 
«mientos  nuevos  en  geografía,  hidrografía,  meteorología,  botánica,  agricul- 
tura, historia  natural,  fisiología  comparada,  astronomía,  cosmografía,  filosofía, 
liistoria  general,  etc.  pudiendo  afirmarse  que,  así  como  los  demás  pueblos  de 
Europa  realizaron  al  terminar  el  siglo  XV  y  durante  el  XVI  la  gran  revolución 
que  se  llama  el  Renacimiento,  ó  sea  una  revolución  en  las  artes,  en  las  letras 
y  hasta  en  la  conciencia  humana  mediante  la  libertad  religiosa;  españoles 
y  portugueses  llevaron  á  cabo  con  sus  descubrimientos  enorme  revolución 
científica,  que  sirviendo  más  que  aquélla  al  provecho  de  la  humanidad,  creó 
•el  extraordinario  adelantamiento  de  la  sociedad  moderna.  Hé  aquí  por  qué,  á 
su  entender,  españoles  y  portugueses  son  amigos,  hermanos;  los  liga  un  se- 
-creto:  el  secreto  de  la  vida. 

Continuó  el  orador  encareciendo  el  descubrimiento  de  América,  bajo  el 
punto  de  vista  etnológico,  é  indicó  cómo  las  razas  aryas,  que  en  la  Península 
tse  habían  mezclado  con  los  iberos,  dapdo  origen  á  los  celtíberos,  sedentarias 
un  momento  durante  la  Edad  Media,  época  de  la  formación  de  nuevas  socie- 
dades, habían  continuado  su  movimiento  de  avance  al  finalizar  el  siglo  XV, 
realizando  así  la  ley  observada  en  la  humanidad,  que  nos  muestra  cómo  los 
pueblos  tienden  á  dejar  la  tierra  que  los  vio  nacer,  para  dirigirse  de  Norte  á 
Sur,  de  Este  á  Oeste;  siendo,  por  lo  tanto,  el  descubrimiento  de  América  la 
continuación  del  gran  movimiento  de  emigración  de  unas  razas,  para  las 
cuales  no  fué  obstáculo  el  mar  .envuelto  en  leyendas  y  terrores.  Como  do- 
minados por  los  dulces  recuerdos  de  la  cuna  de  donde  habían  salido,  los 
pueblos  europeos  de  origen  aryo,  desean  volver  á  la  India,  y  conseguir  ese 
país  encantado,  aun  á  costa  de  trabajos,  peligros  y  grandes  desengaños. 
Añadió  que  la  historia  y  la  poesía  de  dicho  notable  acontecimiento  es- 
taban hechas,  y  que  no  había  sido  su  propósito  volver  las  brillantes  pá- 
^nas  de  tan  magnífica  epopeya,  sino  aducir  algunas  ligeras  reflexiones,  con 
objeto  de  proclamar  á  la  viva  luz  de  los  hechos  humanos,  cuál  había  sido 
^1  valor  para  la  ciencia  etnológica  del  gran  suceso  actualmente  conme- 
morado. Fué  necesario,  dijo,  el  descubrimiento  de  América,  que  se  realizasen 
los  viajes  de  circunnavegación,  que  las  islas  del  Océano  Pacífico  fuesen  varias 
veces  exploradas,  para  que  se  pensase  en  reunir,  y  se  estuviese  en  condicio- 
nes de  hacerlo,  los  materiales  indispensables  para  una  clasificación  natural 
de  las  razas  humanas:  La  etnología,  la  etnografía,  la  antropología  son  tres 
ciencias  que  deben  su  nacimiento  y  desarrollo  á  tan  gran  acontecimiento. 

El  Sr.  Conde  de  Valenj as,  después  de  decir  que  agradecía  las  frases  de- 
dicadas por  el  Sr.  Cánovas  del  Castillo  al  pueblo  portugués,  manifestó  su 
ardiente  deseo  de  que  el  Congreso  adoptase  resoluciones  que,  traducidas  en 
leyes  positivas,  consoliden  los  lazos  de  simpatía,  amor  y  fraternidad  entre 
dos  pueblos  que,  ligados  fuertemente  por  vínculos  de  raza,  de  religión,  de 
instituciones,  etc.,  cuentan,  sobre  todo,  con  las  gloriosas,  comunes  tradiciones 
de  sus  padres,  que  juntos  y  victoriosos  combatieron  contra  Mahometh  y 
Napoleón,  en  las  Navas  de  Tolosa  y  en  los  Arapiles. 
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DISCURSO 


DSL 


EXCMO.    8R.    D.    JUAN    ZORRILLA    DE    SAN    MARTÍN 

Enriado  eztraordmurio  y  Miaistro  Plenipotenciario  de  la  Kepública  Oriental 

del  Uruguay  en  España. 


Señores:  Me  honra,  pero  al  mismo  tiempo  me  confunde,  ofuscando  todas 
mis  facultades,  la  invitación  para  hacer  uso  de  la  palabra,  que  recibo  ea 
este  momento. 

Pero  habiéndose  oído  las  voces  elocuentísimas  que  han  interpretado  et 
pensamiento  de  las  dos  naciones  madres  de  los  actuales  pueblos  americanos, 
parece  indispensable  que,  aunque  sea  por  el  órgano  del  más  humilde  de  los 
hijos  de  América,  abrumado  por  la  angustiosa  obligación  del  momen- 
to,  llegue  hasta  el  seno  de  esta  ilustre  Asamblea  un  latido  siquiera  del  cora-^ 
zón  americano. 

El  ilustre  Presidente  de  la  Academia  espera,  y  con  razón,  el  concurso  de 
los  hombres  de  ciencia  y  de  experiencia  para  resolver,  en  las  sesiones  del 
Congreso  que  en  este  acto  se  inaugura,  los  trascendentales  problemas  some- 
tidos á  su  deliberación. 

Yo,  señores,  no  pretendo,  ni  puedo  pretender,  haceros  oír  la  voz  de  la 
ciencia,  ni  el  eco  de  la  inteligencia:  sólo  necesito  hacer  resonar  entre  voso- 
tros la  voz  del  corazón.  ; Y  vosotros  sabéis,  señores,  que  el  corazón  no  tiene 
talento! 

La  ciencia  y  la  experiencia  del  hombre  ilustre  que  preside  esta  Asamblea,, 
y  que  es  actualmente  uno  de  los  grandes  pensadores  de  Europa,  nos  ha  pre- 
sentado la  verdad  desnuda  sobre  ese  hermoso  anhelo  del  alma  á  evitar  la 
guerra  entre  los  pueblos;  él  nos  ha  recordado  peligros  inevitables,  tristes  y 
obscuras  leyes  superiores  acaso  á  la  voluntad  del  hombre;  pero  también  ha 
manifestado  una  consoladora  confianza  en  la  marcha  progresiva  y  cristiana 
de  la  ciencia  del  derecho  que,  si  no  puede  hacer  desaparecer  por  completo 
el  mal,  triste  herencia  del  mortal  caído,  podrá  acaso  atenuarlo  en  los  futuros 
destinos  de  la  humamídad. 

El  Sr.  Presidente  ha  dado  forma,  indudablemente,  en  sus  nobles  palabras,, 
á  un  anhelo  ferviente  de  las  naciones  civilizadas. 

Y  si  ése  es  el  anhelo  que  palpita  en  el  alma  de  todos  los  pueblos,  ¿cómo 
no  ha  de  palpitar  en  el  corazón  de  las  naciones  que  constituyen  la  gran  fami- 
lia ibero-americana?  <Cómo  no  adherirnos  incondicionalmente  los  hijos  del 
Mundo  Nuevo  atan  noble  aspiración? 

Los  vínculos  que  nos  unen  á  la  que  los  americanos  llamamos  madre  patria 
son  vínculos  de  gloria. 

Es  un  error,  que  la  historia  rectificará,  el  haber  establecido  la  toma  de 
Coustantinopla  como  el  hecho  inicial  de  la  Edad  Moderna. 
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El  suceso  que  debe  determinar  el  paso  de  la  época  medioeval  á  la  nueva, 
es,  sin  duda  alguna,  la  toma  de  Granada  y  el  descubrimiento  de  América. 
Esos  dos  grandes  acontecimientos  cambian  la  faz  de  la  humanidad;  cierran 
un  pasado  y  abren  un  porvenir;  arraigan  definitivamente  la  civilización  cris- 
tiana en  Europa  y,  haciéndola  seguir  su  marcha  providencial,  abren  el  Occi- 
dente desconocido  á  su  paso  triunfal  y  soberano. 

Cábele  á  EspaSa  la  gloria  de  haber  marcado  ese  nuevo  rumbo  á  la  hu- 
manidad. 


¡Digitus  Dei  est  hic! 

Era  el  premio  de  la  Providencia  á  su  esfuerzo  de  ocho  siglos;  era  que  la 
Providencia  ponía  la  Cruz  que  debía  atravesar  por  primera  vez  el  Atlántico 
en  las  mismas  manos  que  habían  conservado  las  costas  del  Atlántico  para 
la  Cruz;  era  que  la  sangre  que  debía  poblar  el  mundo  reservado  á  quien  lo 
mereciese,  debía  ser  la  misma  que  había  llenado  los  fosos  del  antemural  de 
la  civilización  cristiana  en  Europa;  de  ese  legendario  baluarte  pirenaico  en 
cuyas  crestas  esculturales  los  siglos  medioevales  vieron  siempre  de  pie, 
con  la  mano  en  la  cruz  de  la  espada  y  el  corazón  en  la  cruz  de  la  bandera, 
centinela  perdido  de  la  civilización  cristiana,  al  heroico  pueblo  ibero. 

Nació  entonces  la  gran  familia  ibero-americana;  comunes  son  esos  recuer- 
dos y  comunes  esas  glorias,  con  las  cuales  podemos  reclamar  acaso  el  puesto 
de  protagonistas  en  la  moderna  edad. 

¿Cómo  no  esperar  entonces,  cuando  tales  recuerdos  nos  unen  á  deliberar 
sobre  los  destinos  de  nuestros  pueblos,  que  si  algunas  naciones  pueden  anhe- 
lai  con  fundamentos  especiales  la  realización  de  la  hermosa  utopia  de  la  paz 
inquebrantable,  esas  naciones  deben  ser  las  que  se  hallan  unidas  por  tales  y 
tan  preciosas  memorias? 

Pero,  señores,  cualquiera  que  sea  el  éxito  de  las  deliberaciones  del  Con- 
greso que  en  tan  solemne  acto  se  inaugura,  sea  ó  no  un  ensueño  la  aspira- 
ción á  la  paz  que  en  estos  momentos  nos  reúne,  los  hijos  del  mundo  de 
Colón  debemos  agradecer,  y  agradecemos,  á  lá  Real  Academia  de  Jurispru- 
dencia la  invitación  á  este  hermoso  Congreso,  que  da  ocasión  á  los  pueblos 
americanos  para  soñar  en  un  porvenir  seguro  de  paz  y  de  gloria,  unidos 
fraternalmente  en  el  regazo  de  la  madre  común. 
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MEMORIA 


rBBSWTADA  POS  KL 


EXCMO.  É  ILMO.  SR.  D.  LUIS  JARDIM 


Académico  correspondiente  en  Portugal. 


*>jyenñi 


otet: 

Esta  Real  Academia  de  Jurisprudencia,  para  celebra^áo  condigna  do  quar- 
to  centenario  do  descobrímento  da  America,  resolveu  discutir,  em  congresso 
juridico,  ,alguns  dos  problemas  de  Direito  internacional,  cujo  exame,  c  por- 
ventura  a  soIu9ao,  podem  ser  de  interesse  immediato  ás  na9óes  ibero-ameri- 
canas. 

As  questóes,  que  sabiamente  escolheu,  e  ora  submette  ao  congresso,  re- 
velam  á  simples  leitura  quaes  os  intuitos  generosos  e  alevantados  d'esta  Real 
Academia;  e  de  como  é  verdadeira  e  seria  a  sua  alta  comprehensáo  dos  de- 
veres do  jurisconsulto  n'este  momento  único  da  historia, — único  e  de  enthu- 
siasmo  para  tantos  povos,  e  máxime  para  os  da  ra9a  latina. 

Falar  n'esta  occasiáo  em  nome  do  direito  e  da  justi9a;  erguer  no  meio  de 
urna  festa  humana,  e  que  desdobra  em  generosidade  o  cora9áo,os  ánimos, 
as  ideas,  a  sciencia,  a  intelligencia,  a  palavra  e  o  estudo,  para  o  direito — 
único  senhor  do  mundo — é  grande;  e  esta  Academia  realísou  um  t  .1  pensa- 
mento.  Eu  a  felicito.  E  sinto-me  honrado,  engrandecido,  em  ajuntar  a  minha 
vontade  á  sua,  para  que  se  estreitem  as  rela96es  de  nacionalidades,  que  teem 
a  mesma  origem  na  ra9a,  o  mesmo  direito  nos  códigos,  a  mesma  religiáo  na 
consciencia,  a  mesma  politica  ñas  instituÍ9Óes,  o  mesmo  ideal  na  vida. 

Senhores:  O  momento  é  solemne;  e  eu  vej-ome  ennobrccido  ao  encon- 
trar-me  entre  os  homens  da  lei  e  do  direito,  entre  illustres  jurisconsultos, 
para  sua  celebrafáo . 


O  primeiro  problema,  para  que  pediu  a  rcferta,  vem  rcdigido  do  seguinte 
modo: 

BaseSy  conveniencia  e  alcance  da  arbitragem  internacional  para  resolver  as 
questóes  que  surjam  ou  estejam  pendentes  entre  Hespanha,  Portugal  e  os  Estados 
ibero-americanos.  Forma  de  tornar  efficaz  esta  arbitragem. 

Esta  é  a  primeira  questáo;  e  paremos  aquí,  porque  d'ella  vamos  falar: 


A  arbltragém  na  coasciencla  humana. 

Senhores: — No  fundo  da  conscíencia  existe  a  idea  vaga  da  arbitragem. 
Quando  qualquer  acgáo  injusta  nos  pesa,  ou  d'ella  somos  victimas,  logo  o 
nosso  ser  intimo  recorre  a  um  poder  superior,  invisivel  e  dizemos: — elle  jul- 
gara;  será  o  arbitro,  e  um  dia  castigará  a  injusti^a.  O  ser  humano  Tica  entáo 
mais  tranquillo.  Anteviu  a  lei  de  harmonía  que  rege  o  mundo,  e  o  equilibra 
□o  dominio  phisico  e  no  dominio  moral.  Mas,  porque  o  mundo  nem  sempie 
respeita  as  leis  moraes,  necessita  elle  das  leis  positivas.  O  ser  humano  beai 
cedo  traduz  a  idea  vaga  dasua  consciencia  ñas  iostitui^óes  reacs  e  vivas; — 
os  arbitros,  os  juizes,  OS  tribunaes.  A  propria  guerra  nao  é  senáo  o  ultimo 
termo  d'essa  idea;  é  uma  grande  arbitragem,  a  que  a  Biblia  e  a  consciencia 
popular  chamam — o  Deus  dos  exercitos.  Quanto  mais  se  avanja,  menos  ne- 
cessario  é  o  recorrer  a  esse  tribunal  supremo,  porque  o  Deus  dos  exercitos 
tem  dcscido  da  sar^a  aideatc  para  as  leis,  para  os  códigos,  para  as  rela^óes 
sociaes.  Deus  feito  boraem  é  o  symbolo  da  civilisagáa,  em  que  a  razáo,  a 
justiga,  e  até  os  comniodos  da  vida  cada  vez  mais  se  affirraam.  Prendemos  o 
raio,  como  Franklin,  fizemol-o  prisioneiro,  marchamos  com  elle.  E  só  no  caso 
ultimo  recorremos  ainda  ao  seu  tribunal — é  elle  que  decida,  Entáo  nao  o 
chamamos  para  questóes  materiaes,  tanto  elle,  pelo  seu  afastamento,  é  subli- 
me; mas  para  as  questÓes  de  dignidade  nacional— idea  moral,  grande,  im- 
mensa, que  está  ácima  dos  códigos,  das  leis,  e  da  propria  consciencia.  É  como 
o  duello  na  vida  civil  c  ñas  questóes  de  honra. 


U 
X  aTbÍtra§*eiii  na  eonsclencla  dos  povos. 

E  esta  idea  de  Justina  innata  ao  ser  humano  é  a  que  elle  realisa  tantas  vezes 
no  concertó  dos  homcns  em  sociedade.  Quem  desee  á  contra  veia  o  rio  dos 
seculos,  a  respirar  o  ar  forte  da  manhá  das  modernas  civilisagóes,  logo  ahi 
na  sua  origem,  quando  os  povos  se  fixam  nos  lares,  depois  de  choques  te- 
merosos, só  eguaes  ás  guerras  modernas,  ahi  encootracom  a  fixidez  das  ra- 
gas, o  tribunal  da  arbitragem.  Na  Gallia  antiga  as  raulheres  eram  chama- 
das como  arbitros  entre  as  nagóes,- — ^dil-o  o  popular  historiador  da  Franja, 
Henri  Martin.  E  ñas  sociedades  novas,  quando  no  seculo  XII  tudo  é 
(ommjtMa;  e  se  formam  as  communas  da  intelligencia — as  ttniuersidades; 
as  communas  da  religiáo — os  convenios;  as  communas  das  artes  e  off.- 
cios — as  mestrias  e  jarandas;  as  communas  politicas —  os  concdhos,  que 
sao  repúblicas  na  Italia,  communas  propriamente  ditas  na  Franja  (po- 
vos da  lingua  romance: — ífoí  e  ^oit),  municipios  na  Hespanha  e  em  Por- 
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tugal,    com  seus   foraes   e    foros, —  entáo,   que  a  individualidade  humana, 
combatendo  pela   vida,   se  aífirma  na   sua   maior   for^a — a  associagño,  — 
é  que  o  direito  pela  vez  primeira   apparecc  para  dirimir  as  questóes  dos 
povos.  Surgfe  na   dieta   de  Roncaglia   para  resolver  os  conflictos  das  cida- 
des  da  Lombardia  com  o  lendario  Frederico   Barba-Roxa.  Ahi  comparece 
ram  os  delegados  das  repúblicas,  os  jurisconsultos  de  Bolonha,  e  o  proprio 
imperador,  a  quem  o  insigne  Sismondi  de  Sismondi  chama  o  terrivel  Xerxes 
da  edade-média.  Os  jurisconsultos  deram  sentenga  a  favor  do  imperio.  A  ley- 
romana  era  em  voga,  e  afiirmava  os  direitos   magestaticos.  N*este  seculo,  a 
arbitragem  dos  cavalleiros  da  toga  é  por  vezes  invocada,  e  elles  decidem 
entre  as  repúblicas  da  Italia,  entre  os  seus  diversos  principados  e  os  da  Alle- 
manha,  entre  a  casa  Farnése  e  Portugal,  entre  o  duque  de  Miláo  e  o  de  Sa- 
boia,  entre  Frederico  II  e  o  papa  Innocencio   IV  (1224).   Os  doutores  das 
universidades  de  Paris,  Perouse,  Bolonha  e  Padua  sao  escolhidos  juizes  com- 
promissarios;  etalexemploé  seguido  em  outros  paizes.  Todos  queriam  o  im- 
perio da  ley;  e  quem  a  conhecia  entáo  eram  os  jurisconsultos.  Encontram-se 
nos  conselhos  da  realeza,  ñas  grandes  embaixadas,  assignando  tratados,  ñas 
cortes  geraes,  e  arbitros  entre  povos  e  reis.  A  egreja,  porém  de  organisa9áo 
semelhante  á  do  imperio,  logo  que  se  constituiu  com  direito  proprio — direito 
canónico—  tTgxitH'St  acatada  e  respeitada  entre  os  povos.  Álem   do  qué,  á 
unidade  do  mundo  antigo,  de  que  Cesar  era  o  chefe  supremo,  correspondía 
a  unidade  da  egreja,  de  que  o  pontífice  era  o  cabeca  respeitado.  Havia  influi- 
do, no  seculo  XI,  ñas  cortes  dos  imperadores  do  Oriente  e  dos  reis  francos 
pelos  seus  legados — legados  pontificios-,  havia  influido  ñas  sociedades  feudaes 
da  Europa  pelas  treguas  de  Deus;  fóra,  pelos  seus  bispos,  defensora  dos  po- 
vos, a  quando  ás  invasóes;  sobrelevava  agora  ácima  de  todos  pela  súa  hierar- 
chia  e  direito,  compilado  em  código: — d'ahi  a  sua  influencia,  o  seu  prestigio, 
o  seu  poder.  Interveio  ñas  questóes  internacionaes,  e  algfumas  vezes  guardou 
os  principios  do  direito  e  os  interesses  da  humanidade.  Em  1298,  o  papa  Bo- 
nifacio VIII  foi  eleito  arbitro  entre  Filippe,  o  Bello,  e  Eduardo  I  da  Inglate- 
rra; em  1319,  JoáoXII  foi  o  arbitro  entre  Filippe,  o  Longo,  e  os  flamengos; 
no  seculo  seguinte  o  brilhantc  Leáo  X,  da  casa  dos  Mediéis,  decidiu  a  con- 
tenda  do  doge  de  Veneza  com  o  imperador  Maximiliano  I.  E  o  caso  mais 
memoravel  de  arbitragem  pontificia  é  a  bulla  de  4  de  maio  de  1493  do  papa 
Alexandre  VI  que,  estabelecendo  uma  linha  desde  o  polo  árctico  ao  polo 
antárctico,  concede,  a  100  leguas  d'esse  limite  e  para  oeste  dos  A9ores  e  de 
Cabo  Verde,  aos  reis  de  Castella  e  Aragáo,   todas  as  térras  e  ilhas  descober- 
tas  e  por  descobrir.  Esta  bulla,  explicada,  confirmada  por  duas  outrassubse- 
quentes,  deu  origem  a  interminaveis  questóes  de  limites  entre  Portugal  e  a 
Hespanha;  e,  apesar  dos  differentes  convenios  e  accordos  das  duas   nagóes, 
dos  quaes  o  primeiro  é  o  de  Tordesillas  de  7  de  junho  de  1494,  só  termina- 
ram  no  seculo  XVTII,  pelo  tratado  de  Santo  Ildefonso  de   i  de  outubro   de 
1777,  que  afinal  marcou  as  extremas  respectivas  das   possessóes  dos   dois 
povos,  no  continente  americano. 

Senhores: — Com  esta  decisáo  do  papa,  verdadeiramente  eloquente,  porque 
synthetisa  e  traduz  o  estado  dos  espiritos  na  edade-média,  em  que  a  cathe- 
dra  de  Pedro  se  eleva,  sobrenada  e  domina,  escudada  ñas  créngas,  illustragáo 
da  egreja,  e  tradi^óes  do  mundo  antigo,  que  sempre  aspirou  á  unidade, — 
finda  a  época  da  elaboradlo  e  constituigáo  das  sociedades  novas,  base  e  ci- 
mento das  nagóes  modernas.  Entáo  a  arbitragem  foi  multas  vezes  invocada; 


u^ 


-46- 

e  bem  comprehende  táo  illustre  assembléa  a  razáo  por  qué.  A  edade  media 
foi  a  grande  batalha  na  conquista  da  liberdadc  civil;  isto  é,  o  direito  que  per- 
tence  ao  homem  de  dispór  de  si,  dos  seus  bens,  da  sua  propriedade.  Para 
tanto  luctaram  as  coramunas;  e  as  cartas  de  foraes  ou  foros  mais  nao  alean- 
^am  que  a  determinagáo  dos  direitos  adquiridos.  Ahi  se  fixam  e  legislam;  e 
logo  as  penas  contra  os  infractores.  As  proprías  guerras  seja  qual  fór  o  seu 
norae,  sao  guerras  da  propriedade,  e  por  causa  de  limites  de  reinos  ou  prin- 
cipados. Trata-se  de  defender  a  térra  e  o  trabalho  humano,  que  Ihe  dá  valor. 
Entáo  á  arbitragem  mais  vezes  havia  de  acontecer,  porque,  ao  invocar  a  lei, 
determinava  os  direitos.  A  liberdade  civil, — tal  é  o  scopo,  o  desejo,  o  em- 
prehendimento  das  revulofóes  dos  seculosXII  e  XIII,  e  a  razáo  do  predomi 
nio  dos  jurisconsultos,  e  o  do  papa,  que  tem  á  sua  disposijáo  o  direito 
canónico. 

Vem  o  seculo  XVI,  porém,  abrir  nova  era:  já  nao  é  a  liberdade  civil  que 
os  povos  desejam;  é  a  liberdade  religiosa.  E  esta  nao  pode  ser  submettida 
a  um  tribunal,  porque  ninguem.  pode  ser  juiz  do  pensamento  humano.  Nin- 
guem.  E  é  tyrannia  o  descer  aos  dominios  da  consciencia  para  lá  surpre- 
hender  o  amor  de  Deus.  Por  isso  veréis,  senhores,  que  n'este  seculo  XVI  to- 
dos os  conflictos  entre  os  povos  se  deram  pela  religiáo,  e  nao  podem  ser 
dirimidos  por  um  tribunal.  O  deus  dos  exercitos  tem  de  intervir,  para  dizer 
qual  a  religiáo  que  mais  Ihe  praz.  D'ahi  as  grandes  batalhas  de  Carlos  V 
contra  protestantes;  as  guerras  da  America;  a  guerra  dos  Paizes-Baixos; 
as  guerras  da  Allemanha ,  da  Inglaterra  e  da  Franja  ,  que  levavam 
S.  Thereza  de  Jesús  a  dizer, — cque  ardia  o  mundo.»  (i)  A  todas  essas 
guerras  era  causa  a  religiáo.  E  feriram-se  temiveis,  porque  eram  lógi- 
cas. Personifiquemos  as  duas  sociedades  entáo  combatentes  em  dois  ho- 
mens — -.Filippe  II  e  Guilherme  de  Orange.  Nao  declamam;  ambos  sao  taci- 
turnos. Filippe  II  herdara  de  seu  pae  um  grande  imperio,  era  catholico-apos- 
tolico-romano,  e  táo  convencido,  que  até  possuia  na  sua  universidade  de 
Valladolid  um  seminario  de  theologia  só  para  os  inglezes,  pois  elle  desejava 
mandál  os  á  Grá-Bretanha  como  missionarios  para  reducir  á  religiáo  catholica 
os  insulares!  Quem  nol-o  diz  é  o  seu  creado  particular,  um  flamengo,  Jchan 
Lhermite,  cujas  memorias  acabam  de  ser  publicadas  por  uma  sociedade 
scicntifica  de  Anvers.  (2)  Aquelle  monarcha,  Chefe  politice  de  uma  grande  e 
poderosa  nagáo,  e  além  d'isso  catholica,  nao  podía  permittir  a  revolta  dos 
Paizes-Baixos,  que  eram  entáo  provincias  da  Hespanha.  Um  chefe  político, 
reí  ou  presidente  de  república,  que  hoje  procedesse  contrariamente  ao  rei 
Filippe  II,  seria  um  mau  chefc,  e  a  opiniáo  publica  do  seu  paiz  nao  o  defen- 
dería. Assim  Filippe  II  era  consequente  comsigo  proprio  e  com  a  sua  najáo. 

Guilherme  de  Orange,  que  representava  os  Paizes-Baixos, — era  tambem 
um  cabezudo;  educado  ñas  cortes,  pois  fóra  pagem  de  Carlos  V,  seu  embaí- 
xador,  e  um  dos  governadores  de  Filippe  II,  apprendera  ñas  intrigas  e  enre- 
dos dos  pajos  a  ser  conductor  de  homens.  Um  día  surprehendeu  o  segredo 
dos  reís  catholícos,  conversando  com  Henrique  11  de  Franja.  O  segredo  era 
este: — a  Hespanha  nunca  transigirá  com  a  religiáo  ou  com  a  independencia 
das  provincias  flaraengas,  e  fará  a  guerra  até  ao  exterminio.  É  assim  que  o 


(1)  cEstá  ardendo  o  mundo  todo»,  exclamaba  a  santa,   angustiada. —  Caminko  da  Perftifao, 

(2)  LepasHUmps  de  Jehan  Lhermite^  pabliée  le  manuscrít  original  par  Ch.  Raelens,  consenr»- 
tear  á  la  Bibliotiqne  royale  de  Belgiqne,  1. 1,  p.  157. 
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conta  o  cardeal  Bcntivoglio,  historiador  das  guerras  de  Flaudres.  Nesse 
momento  nasceu  o  Taciturno;  calou  se;  mas  batalhou,  intransigente,  e 
auxiliado  pelo  seu  pamphletarío,  o  primeiro  da  Europa,  Marnix  de  Sainte- 
Aldegonde. 

Sao  estas  as  principaes  luctas  do  seculo  XVI.  Emquanto  a  Italia  faz  urna 
revolu^áo  na  arte,  tambem  religiosa,  porque  ao  Christo  macerado  substitue 
as  madonas  maternaes  do  Raphael,  e  o  David  e  o  Moysés  de  Miguel  Angelo, 
a  Europa  central  conquista  a  liberdade  de  consciencia.  Tribunaes  arbitros  nao 
podiam  exercer  sua  jurisdicf  áo;  as  questóes  de  consciencia  nao   teem  julga- 
dor;  e  assim  o  reconheceram  já  as  constituifóes  modernas,  proclamando  a 
liberdade  de  cultos.  Mas,  coisa  notavel,  para  em  tudo  ser  grande  esta  época 
da  reforma,  este  seculo  XVI,  ~  é  entao  que  apparecem  as  primeiras  publi- 
•cagóes  de  direito  internacional,  e  discorrendo  no  ensino  de  principios  taes, 
-que  ainda  agora  podem  ser  recommendados  aos  alumnos  das  universidades 
e  aos  govemadores  das  na^oes.  Entre  esses  tratadistas  do  direito  das  gentes, 
primam  os  escriptores  hespanhoes: — o  jesuíta  Francisco  Suares  (1548  16 17), 
que,  no  seu  livro  De  legibus  ac  Deo  legislaiore,  demonstra  ser  o  direito  natu- 
ral superior  ás  conven^óes  dos  estados,  as  quaes  d'elle   se  devem  approxi 
mar  o  mais  possivel,  e  logo  a  existencia  de   um  direito  constituido  consue- 
tudinario, o  qual  deveria  regular  as  rela^óes  internacionaes  dos  difíercntes 
povos  christaos  da  Europa  e  da  America.  Vem  depois  o  professor  da  uni- 
versidade  de  Salamanca,  Francisco  Victoria,  que  em   1557  publica  o  seu 
livro — Iheologicae  relaíiones.  Escripto  com  admiravel  bom  senso,  aconselha 
os  principios  de  tolerancia,  até  em  favor  dos  indios,  contra  os  quaes  nao  é 
de  Justina  a   violencia,  quando  nao   acceitem  a  religiáo  christa.  Discute  a 
paz  e  a  guerra,  e  volta  sempre  á  sua  primeira  affirmativa:  -  a  dessemelhan^a 
de  crén^as  nao  é  um  justo  motivo  de  luta  á  máo  armada  entre  dois  paizes. 
— No  encalco  d'este  váo  Domingos  Soto,  theologo  hespanhol   (1494-1560), 
<iue,  no  seu  libro  De  jusHHa  et  de  jure  y  condemna  enérgico  a  escravatura  e 
a  persegui^áo  religiosa  contra  os  indios;  Balthazar  de  Ayala,   que,  no  séu 
livro  De  jure  belli  et  officiis  beUicis  (1581),  persevera  no  mesmo  juizo;  e  o 
asturiano  Joáo  de  Hevia  Bolanos,  que,  na  Curia  philippica,  livro  concluido 
no  Peni  em  161 5,  trata  differentes  questóes  de  direito  commercial  e  mari- 
timo.  Ao  par  d'estes  escriptores  hespanhoes  de  superior  talento,  outros  no 
seculo  XVI  discutiram  e  elucidaram  as  questóes  de  direito  internacional. 
Deverei  eu  citar,  senhores,  o  belga  Peckins,  que  em   1556  publicou  o  seu 
tratado  Ad  rent  nauiicam\  o  italiano  Alberico  Gentilis,  que  em  1589  escreveu 
o  seu  livro  De  legationibus;  e  o  francez  Joáo  Bodin,   que  em  1577  deu  á 
estampa  o  seu  tratado  politico  De  la  republique\  e  tantos,  que  neste  barulhar 
das  guerras  do  seculo  XVI,  erguem  sua  voz  em  prol  da  humanidade  e  do 
direito?  Nao  o  faremos.  A  illustra^áo  d'este  congresso  dispensa  citagóes,  que 
muito  bem  conhece:  as  que  trouxemos  a  lume,  mais  nao  foi  senáo  em  pro- 
posito ao  nosso  intento. 

Se  o  principio  da  arbitragem  nao  podia  ser  invocado  neste  seculo,  nem 
passar  para  o  dominio  das  leis  positivas,  o  pensamento  humano,  porem,  nao 
deixava  de  aflirmar  o  direito,  que  é  a  vida  dos  povos.  E  foi  a  doutriná  de 
tantos  escriptores,  as  satyras,  sirventes  e  pamphletos  dos  opprimidos  em 
nome  da  religiáo,  a  tenaz  resistencia  dos  Paizes-Baixos  durante  oitenta 
annos,  resistencia  contra  a  qual  nao  puderam,  genio^  experiencia  e  valentía 
dos  mais  ardidos  capitáes  do  tempo,  entre  os  quaes  se  ergue,  avulta  c  do- 
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mina  o  duque  d'Alba,  que  ás  Flandres  levou  ^gentille  et  gaillarde  arméc% 
no  dizer  de  Brantome;  fo¡  tudo  isto,  luta  de  pavos  e  de  ideas,  o  que,  cons- 
tituindo  forte  e  apaixonada  opiniáo  publica  na  Europa,  levou  os  poderes 
constituidos  a  celebrarem  os  congressos  de  Munster  e  Osnabruck,  que,  pro- 
clamando á  legitimidade  da  reforma,  consagráram  em  direito  a  completa 
egualdadc  entre  catholicos,  lutheranos  e  calvinistas.  A  paz  de  Wesiphaka 
{1648),  pondo  trava  ás  guerras  religiosas,  creou  a  liberdade  de  consciencia, 
D'est*-arte  ia  completando  o  ser  humano  a  sua  personalidade  jurídica.  Os 
■  estados,  porém,  sahiram  da  enorme  elaboragáo  do  seculo  XVI  constituidos 
era  raonarchias  absolutas.  Fóra-lhes  causa  o  renascimento  das  lettras  gregas 
e  romanas,  que  restituiram  aos  olhos  maravilhados  das  sociedades  novas,  a 
grandeza  das  leis  e  civilisagáo  antigás,  onde  a  forga  sobreleva  ao  direito.  E, 
como  é  proprio  dos  organismos  vivos  e  robustos  o  affirmarem-se  crescendo, 
essas  monarchias  foram  conquistadoras.  Assim  é  do  seculo  XVI  ao  seculo 
XIX,  periodo  de  terapo,  em  que  só  a  guerra  é  o  supremo  arbitro  das 
nagóes.  A  paz  só  advém  temporaria,  e  grajas  aos  tratados  (i)  que  se  repe- 
tem  e  renovara  até  ?i  paz  de  Utrécht  (2). 

Mas,  dois  acontccimentos  ha  nesse  periodo,  que  merecem  registe;  pois 
sao  elles,  combinados,  os  que  nos  levara  á  civilisagáo  do  seculo  XIX,  e  á 
demonstragáo  de  sua  ultima  consequencia: — a  arbitragera  entre  os  povos, 
substituindo  a  guerra.  É  o  primeiro  a  revolujáo  ingleza  de  1688,  que,  im- 
plantando definitivamente  o  governo  constitucional  na  Inglaterra,  creou  a 
pleiade  notavel  de  escriptores,  cujas  ideas  os  homens  da  encyclopedia  vulga- 
risaram  em  Franga.  É  o  segundo  a  influencia  manifesta,  persistente,  constan- 
te, dos  maiores  pensadores,  no  sentido  de  se  constituir  um  tribunal  de  arbi- 
tros, para  dirimir  as  questóes  dos  povos. 

A  contar  do  seculo  XVII,  comegam  de  sahir  a  publico  os  projectos  de  paz 
perpetíui.  Ao  Plano  de  Henrique  IV,  Émery  de  la  Croix  substitue  (1622 — 
Nouveáii  Cinee)  um  cougresso  permanente  de  soberaaos,  ou  de  seus  delega- 
dos, para  decidirem  os  coflictos  internacionaes;  pede  a  forga  para  sancgáo  de 
suas  decísóes.  Hugo  Grotius  (1625)  pensa  de  egual  modo  (De  jure  belli  ac 
pacisy  L.  II  C.  XXIII).  Os  publicistas  do  direito  das  gentes  do  seculo  XVIII 
commungam  ñas  ideas  de  Grotius;  quando  nao  defendem  um  tribunal  de  arbi- 
tros para  dirimir  as  contendas  internacionaes,  chegam  a  tal  conclusáo  pelos 
principios  que  estabelecem.  Se  entre  os  do  seculo  XVII  destacara  Samuel 
Pufendorff,  (3)  e  Spinoza,  pensador  illustre,  nado  em  Amsterdam,  mas  de 
origem  portugueza  (1632-1677);  no  seculo  XVIII  avultara,  pela  estatura 
gigante  do  seu  talento,  os  maiores  e  mais  respeitados  publicistas  da  Europa: 
— é  Benthara,  cora  o  seu  Plano  para  a  paz  perpetua  (1786- 1789);  (4)  é  Kant 
no  seu  Ensato  pkilosopfdco  acerca  da  paz  perpetua  (1795);  é  Shelling,  que  pede 
a  federagáo  de  todos  os  Estados;  e  finalmente,  por  nao  citar  senáo  os  pensa- 
dores mais  illustres,  sao  os  philosophos  Leibnitz,  Volney,  Condorcet;  os 


(i)     Aix-la-ChspeUe  de  1668;  Nimégue  i678;R7swick  1697. 

(2)  Tratados  de  Utrecht,  de  Rastadt,  de  Bale  (Franca,  Hespanha,  loglaterra,  Portugal,  Pai- 
zes-Baixos  e  Saboia-r-19  de  abril  de  17 13,  6  de  margo  e  7  de  setembro  de  17 14).  Regulam  o 
estado  da  Europa  occidental;  assim  como  os  tratados  de  Passarowitz,  17 18, — de  Stockolmo, 
1720, — e  de  Nystadt,  1721,  regalam  o  estado  da  Europa  a  Usté  e  ao  norte. 

(3)  cA  paz,  diz  Pofendorff,  é  o  qae  difíerenga  o  homem  da  fera.> 

(4)  Aplanfor  umversel  and  perpetual peace^  qae  é  a  nltima  parte  da  saa  monographia. — Prtn^ 
cipUs  ofnaiionale  law,  publicada  em  1843. 
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economistas  Turgot,  Smith;  os  poetas  Lessing,  Ilerder;  e  tantos  outros,  que 
dác  á  causa  humana  os  sonhos  do  seu  imaginar,  os  do  seu  cora^áo: — é  o 
abbade  de  Saint- Fierre,  um  visionario;  é  Rousseau,  um  sentimentalista.  Todos 
protestara  contra  a  guerra,  contra  os  conquistadores;  e,  preconisando  a  fra- 
ternidade  dos  povos,  a  solidariedade  dos  seus  interesses,  as  leis  económicas 
que  os  regem,  propóem  urna  federajáo  dos  Estados,  que,  supremo  arbitro, 
faria  cumprir  suas  decisóes  a  qualquer  d'clles,  quando  rebelde,  mesmo  com 
a  perda  da  sua  independencia.  Assim,  ao  traduzirem  os  mais  arden  tes  desejos 
da  consciencia  humana,  chegam  aos  mesmos  resultados  que  os  escriptores 
e  vulgarisadores  políticos  do  seculo  XVIII.  Se  estes  querem  um  governo 
sahido  da  representagáo  nacional;  aquelles,  propendo  a  federe9áo  dos  povos, 
imitam  as  formas  do  estado  representativo. 

Senhores:  —  Este  affirmar  constante  do  mesmo  desejo,  atravez  da  vida  dos 
homens  reunidos  em  sociedades  a  traduc9áo  d'elle  pela  eloquencia  erudita 
de  tantos  homens  de  bem,  que  eram  ao  mesmo  tempo  pensadores  eminen- 
tes, toda  esta  corrente  de  ideas  já  passou  do  dominio  especulativo  para  o 
dominio  da  acfáo.  Dos  livros  dos  escriptores  e  philosophos  protrahiu-se  ás 
associa^oes  scientificas,  ás  associa^óes  propriamente  de  paz,  aos  institutos,  ás 
facultades  de  direito,  ás  associagóes  de  operarios;  d'ahi  appareceu  ñas  dis- 
cussóes  e  no  voto  dos  parlamentos,  e  logo  entrou  no  dominio  do  direito  po- 
sitivo, sendo  por  vezes  incluido  nos  tratados.  Ao  passo  que  as  associa9óes 
de  paz,  celebrando  congressos,  onde  accorriam  delegados  de  todos  os  po- 
vos, e  obtendo  concessóes  valiosas  no  direito  das  gentes,  em  favor  da.hu- 
manidade  (i), — pediam  constantes  o  juizo  de  arbitros  (2), — os  estados  recor- 
riam  a  esse  tribunal,  em  todo  este  seculo  XIX,  e  muitas  mais  vezes  do  que 
nosseteseculos  anteriores.  Além  do  qué,  come9aram  de  inserir  nos  seus  tra- 
tados clausulas  compromissorias  de  appellarem,  no  caso  de  conflictos,  aos 
boDs  officios  de  um  intermediario,  ou  á  arbitragem. 


(i)  Accordo  de  29  de  novembro  a  ii  de  dezembro  de  1868,  para  excluir  das  guerras  o  uso 
das  hallas  explosivas.  Celebrado,  por  iniciativa  do  imperador  da  Rassia,  entre  esta  nagao,  e  a  Aus- 
tria-Hungría, a  Bariera,  a  Bélgica,  a  Dinamarca,  a  Franga,  a  Gra-Bretanha,  a  Grecia,  a  Italia,  os 
Paizes-Baixos,  a  Persia,  a  Pmsia,  a  Confedera  gao  da  AUemanha  do  Norte,  a  Saecia  e  Nornepa,  a 
Snissa,  a  Turquía,  o  Wurtemberg  e  Portugal  (State  Papers,  VOL.  IV,  L.  vni,  p.  16.— LlVRO 
BRANCO  de  1873,  p.  p.  I  a  22). 

Tratado  de  22  de  agosto  de  1864. — Convengao  internacional  celebrada  em  Genebra,  entre  a 
Hespanba,  Portugal,  Confederagáo  Suissa,  Bade,  Bélgica,  Dinamarca,  Franga,  Hesse,  Italia,  Ho- 
llanda,  Prussia,  e  o  Wurtemberg,  para  suavisar  os  males  da  guerra,  e  melhorar  a  sorte  dos  milita- 
res feridos  nos  campos  de  batalha: 

Ambulancias  i  hostíiaes  tniUíares: — serao  reconhecidos  neutros,  e  como  taes,  protegidos  e 

respeítados  pelos  belligerantes;  quando  cessa  a  neutralidade;  do  beneficio  d'esta  participa  o  res- 
pectivo pessoal;  terao  como  distinctivo  urna  bandeira  com  cruz  vermelha  sobre  fundo  branco. — 
Artigos  I.**,  2.0  e  6.°  da  Convengáo  de  Genebra  de  22  de  agosto  de  1864,  p,  64; 

-^MiUtares feridos  nos  cofnpos  de  batatha: — serao  recolhidos  e  tratados,  qualquer  que  seja  a  na- 
gao a  que  pertencerem;  os  habitantes  do  paiz  que  Ihes  prestarem  soccorros  serao  respeitados  e 
ñcario  liares;  depois  de  curados,  serao  mandados  para  o  seu  paiz  com  certas  condig5es,  etc. — 
Artigoa  5.**  e  6.^  da  Convengao  de  Genebra. 

(2)  Resolugoes  em  favor  de  tribunaes  arbitros  entre  as  nagoes,  teem  sido  estatuidat  nos 
dífiercntes  e  successivos  congressos  de  paz;  sirvam  de  cxemplo: — o  de  Bruxellas  (20,  21  e  22  dp 
setembro  de  1848);  o  de  París  (22,  23  e  24  de  agosto  de  1849);  o  de  Francfort-sar-le>Mein  (22, 
23  e  24  de  agosto  de  1850);  o  de  Londres  (22  e  23  de  jnlho  de  1851);  o  de  Gand  (18  de  setem- 
bro de  1873);  o  de  Genebra  (31  de  agosto  de  1874);  o  de  Haya  (25  de  agos:o  de  1875);  o 
de  París  (26  de  setembro  a  i  de  outnbro  de  1878),  onde  se  encontraram  15  sociedades  de  paz: 
e  finalmente  o  de  Beme,  celebrado  em  agosto  do  corrente  anno . 
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Citar  agora  os  casos,  em  que  os  povos  da  Europa  e  da  America  acceita- 
ram  medianeiros,  ou  se  sujeitaram  a  arbitros,  seria  de  razáo  para  comple- 
mento do  capitulo  d'esta  memoria: — a  arbitragem  na  consciencia  dos  pavos. 
Mas,  senhores,  este  trabalho,  offerecido  a  tao  illustre  assembléa,  dispensa 
bem  os  succedimentos  que  o  illustre  tratadista  Carlos  Calvo  já  reuniu  de 
boa  critica,  no  seu — Direiio  Internacional,  Assim,  apenas  trareraos  entre  to- 
dos á  vossa  lembranga  o  notavel  caso  do  Alabama,  em  que  a  Inglaterra  e  os 
Estados-Uñidos  da  America  conferiram  a  arbitros  o  regularem  interesses  va- 
liosos em  litigio;  e  o  caso  de  mediagáo  que  5.  S.  Leáo  XIII  offereceu  á  Hes- 
panha  e  á  AUemanha  na  questáo  das  ilhas  Carolinas  e  Palaos.  Muitos  outros 
casos  de  arbitragem  se  teem  realisado  n'este  seculo;  e  se  d'elles  nao  men- 
cionamos por  se  encontrarem,  como  dísse  no  insigne  tratadista  já  citado, 
é-nos  todavia  preceito  explicar  a  sua  razáo  de  ser. 

É  a  seguinte:  — Os  esfor9os  dos  pensadores,  a  funda  influencia  da  philoso- 
phia  do  seculo  XVIII,  quer  no  dominio  politico,  quer  no  dominio  do  direito 
das  gentes,  mal  poderiam  realisar  o  seu  intento,  sem  que  o  ser  humano  tives- 
se  alcanzado  a  liberdade  politica,  isto  é,  o  direito  de  escolher  o  seu  repre- 
sentante o  seu  governo.  Logo  que  as  revolugóes — 2.  franceza  de  1789,  e  as 
europeias  de  1820,  de  1830  e  1848, — discutindo  formas  de  governo,  formu- 
lando constituí 9Óes,  tiveram  exarado  nos  códigos  esse  direito,  essa  liberda- 
de,— im mediatamente  o  ser  humano  entrón  na  posse  da  sua  personalidade 
juridica,  isto  é,  foi  cidadáo.  As  grandes  crises  sociaes,  portanto,  necessarias 
para  tal  conseguimento — a  do  seculo  XII,  que  deu  a  liberdade  civil;  a  do  se- 
culo XVI,  que  deu  a  liberdade  religiosa;  a  do  seculo  XVIII,  e  as  d'este  secu- 
lo, sequencia  natural  d*esta  ultima,  que  nos  deram  a  liberdade  politica, — to- 
das, emancipcuido  o  homem,  lan9aram  a  sua  intelligencia,  esfoiQos,  trabalho 
e  vontade  nos  differentes  campos  da  actividade  humana;  crearam  a  civilisa- 
930.  E  n'esta  as  guerras  sao  impossiveis;  e  tao  sómente  para  julgar  questócs 
de  individuos  ou  de  povos,  podem  e  devem  intervir  os  tribunaes.  E  é  o  que 
vamos  demonstrar. 


in 


Conyeniencia  da  arbitragem. 


Senhores: — A  lucta  pela  existencia,  condÍ9ao  de  vida  dos  seres  creados,  foi 
sempre  a  lei  necessaria,  indeclinavcl  e  proveitosa  na  vida  dos  seres  humanos; 
e,  sem  esta  lei  jamáis  poderiamos  comprehender  a  civilisa9áo.Ella  se  nos  depa- 
ra aoapparecerem  asra9as  humanas  no  globo,  as  quaes,  paraviver  teem  deluc- 
tar  com  o  mamouth  e  o  urso  das  cavernas.  Entáo,  contra  os  animaes  de  presa, 
combateram  os  homens  feras.  Era-lhes  urna  necessidade  que  devia  proseguir 
quando  as  rajas,  reproduzindo-se, — nao  sendo  que  recorressem  ao  infanti- 
cidio, á  anthropophagia,  aos  sacrificios  humanos,  o  que  nao  raro  succede, — 
tiveram  de  avanzar,  expoliando  os  fracos,  os  menos  fortes,  os  mais  inferiores 
em  forga  e  coragem.  A  selecjáo  das  especies  d'est*arte  se  foi  realisando. 
E,  mesmo  quando  alguma  fixidez  cxístiu,  porque  especies  menos  batalhado- 
ras  se  entregaram  á  pastoreajáo  e  cultivo  da  térra,  é   cetto;  aínda  entáo  a 
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guerra  era  inevitavel,  por  que  se  dava  urgencia  em  defender  essas  popula^óes 
<:ontra  as  tribus  mais  bárbaras,  e  que  viviam  da  ca^a  aos  seres  vivos,  quer  da 
especie  animal,  quer  da  especie  humana.   Além  do  qué,  muItiplícando-se  os 
seres  da  mcsma  casta,  a  popula^áo,  um  momento  sedentaria,  tinha  urgencia 
de   avanzar,  conquistando  o  terreno,  por  ventura  occupadopor  outra  varie- 
dade  da  especie  humana.  A  guerra  era   uma  necessidade  da  vida,  e  assim  o 
prova  a  concorrencia  dos  seres  creados,  que  vivera  á  custa  uns  dos  outros 
em  todas  as  ordens  da  natureza.  É  isto  uma  lei  observada,  ainda   que  a  sua 
explica^áo  sobreleve  ao  entendimento  humano.  Ñas  averigua^óes  scientificas 
de  muitos  homens  ¡Ilustrados  acerca  das  civilisagóes  prehistoiicas,  tanto  se 
encontrara,  já  no  velho  ou  em  o  novo-mundo  os  restos,  os  vestigios  d'essas 
sociedades  primitivas,  que  certamente  tiveram  ura  momento  de  existencia, 
mas  que  foram  subjugadas  e  pereceram,  como  haviam  perecido  e  desappa- 
recido  as  especies  animaes,  o  raamouth,  o  mastodonte  e  o  rangifer,  terriveís 
concorrentes  do  homem  na  lucta  pela  existencia.  A  guerra,  lazendo  a  seiecgáo 
dos  fortes,  consentiu,  pois  a  continuagáo  da  vida.  Mas  a  guerra  de  vería  mu- 
dar de  fci^ao,  acabar  cora  o  aniquilamento  cabal  dos  vencidos,  quando  um 
Jia  acudisse  á  intelligencia  humana  o  raciocinio, — de  que  mais  vale  reduzir  á 
escravidáo  os  vencidos  do  que  sacrificál-os  aos  deuses  ou  comél-os;  e  foi  a 
escravatura,  táo  censurada  dos  pensadores  christáos,  certamente  mclhorada 
por  elles — padres  e  pontífices, — quem  permittiu  o  primeiio  irrad  ar  da  civi- 
üsa^ao.  Cora  a  escravatura   os   proprietarios  dos  estados,  reis,  imperadores, 
grandes  vassallos,  leudas^  erafim,  corapanheiros  d'armas, — poderam  devotar- 
«e  táo  sómente  á  guerra,  e  assim  defender  as   sociedades  rudimentares,  que 
mais  logo  se  deveriam  chamar — nagóes.  Sob  a  pressáo  da  concorrrencia,  or- 
^nisaramum  governo  natural  da  circumstancias.  e  que  concentrava  e  orga- 
nisava  a  for^a;  aperfeijoaram-n'a»  creando  os  servidos  militares,  melhorando 
os  petrechos  do  combate,  educando  os  homens  quer  na  paz  ou  na  guerra, 
para  a  defeza,  para  a  peleja,  para  a  resistencia,  e  até  nao  raro  para  a  conquis- 
ta. Foi  tal  organisa^áo  guerreira  de  grande  ventagera  para  a  civilisajáo,  por 
<iue  guardón  dos  mais  barbaros  as  sociedades  primitivas,  e  devia  prútahir-se 
emquanto  houvesse  barbaros.  Comtudo,  organisado  o  governo,  posta  a  sua 
defeza  — é  de  intuigáo  que  devia  raelhorar  a  sorte  d' essas  populares  venci- 
das, por  ventura  de  condi^áo  pacifica,  e  mais  proprias  para  as  industrias  labo- 
riosas da  térra  ou  das  artes.  Assim  succedeu  naturalmente,  porque,  mantendo 
ellas  as  sociedades,  era  de  urgencia  nao  as  sobrecarregar  de  tal  modo,  que 
«e  destruissem  os  elementos  productores.  D'ahi  vem  o  melhoraraento  das 
xílasses  trabalhadoras.  Os  proprietarios  dos  estados   comprehenderam,  que, 
-em  vez  de   sustentarera   os  escravos,  visto  que  elles  erara   de  condigáo 
e  aptidóes  superiores  aos   aniraaes  de  carga, — elles  se  podiam  raanter  a 
si  proprios,  dando  táo  sómente  presta^óes  e  ra^óes  convenientes  para  a  sus- 
tentajáo  dos  chefes,   homens  de  presa,  superiores  na  hierarchia,  superiores 
porque  eram  os  mais  fortes; — e  nasceu  a  servídáo  da  gleba.  Osservos  forma- 
am  communaSf  os  de  artes  e  industrias,  mesírias  q  jtira/tdas,  consentidas  borui 
^e^  dizem  os  documentos;  traiisacQoes  de  pa3^  Ihe  chamara  outros;  contractas 
V  venda  tambera  affirmara  alguns.  Certaraente  transacjóes  foram,  porque  ahi 
í  fixam  as  prestares  que  pagar.  D'aqui  vira  a  civilisa^áo,  e  mais  logoa  inu- 
lidade  da  guerra.   Emquanto  houve  barbaros,  comprehense  a  sociedade 
uerreira,  bellicosa,  o  predo  nio  dos  fortes.  Logo  que  as  sociedades  constitui- 
^  avassallarara  os  barbaros  na  Europa,  na  America,  na  Oceania,  na  Asia  e 
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na  África,  o  receío  da  guerra  devia  desápparecer.  Fóra  de  proveito  e  o  uniccr 
meio  de  concorrencia  na  lucta  pela  vida;  fóra  a  historia  do  mundo  antigo;  e 
táo  necessaria,  que,  quando  houve  a  paz  romana^  a  educa^áo  militar  dos  for- 
tes afirouxou  ñas  blandicias  da  civilisa9áo,  e  os  barbaros  invadiram  o  imperio,- 
e  fizeram-no  em  postas.  As  industrias,  porém,  com  o  melhoramento  das  clas- 
ses  inferiores,  successivamente  libertas  da  servidlo,  haviam  robustecido  e  bra- 
cejado;  do  interior  das  bahita^óes,  do  burgo  dos  castellos,  do  recinto  das 
muralhas  de  villas  e  cidades,  para  as  feiras  francas  e  mercados  nacionaes  e 
extrangeiros;  haviam  quebrado  as  barreiras,  os  alealdamentos,  os  systemas 
prohibitivos,  haviam-se  alargado  á  E\iropa,  e  mais  logo  ao  mundo,  quando- 
acontecimiento  de  maravilha  o  avasalla  e  enche  de  admira9áo: — a  descober- 
ta  da  America 

Entáo  as  ragas  arias,  voando  por  cima  das  aguas  todas,  na  phrase  de  Fer- 
náo  Mendes  Pinto,  voltaram  ao  bergo  do  sol,  d'onde  haviam  partido;  e,  pelo 
mar,  a  noite  do  abysmo^  como  Ihe  chamam  os  prientaes,  nunca  (Pantes  nave* 
gadOf  como  diz  Camóes,  o  gigante  das  tormentas  vé  passar  as  frotas  carrega- 
das  da  pimenta,  do  gengibre,  da  canella,  da  gomma  copal,  do  cacau,  do  pau 
de  campeche,  e  á  India,  ao  Cabo,  á  Australia,  ao  Brazil,  ás  Antilhas,  ás  ilhas 
do  Océano  Indico,  etc  ,  levar  o  commercio,  que  avassalla  o  mundo,  e  estrei- 
ta  as  relagóes  dos  povos.  Os  barbaros  eram  invadidos  pela  civilisa9áo;  e  o  in- 
vento das  armas  de  fogo,  inutilisando  suas  grandes  massas  combatentes,  dá  a 
victoria  á  destreza,  á  intelligenciá,  á  for9a  moral.  Victoria  incomparavel,  pois 
egualmente  deu  á  sciencia  novos  conhecimentos  sobre  geographia,  hydrogra- 
phia,  meteorologia,  botanifca,  agricultura,  historia  geral.  Tudo  chegára,  pois,  ár 
hora  marcada  pelo  destino  para  aemancipa9áo  cabal  das  classes  trabalhadoras; 
e,  realisando  este  grande  facto  social,  tudo  viera  transformar  as  condÍ9Óes  da 
vida  dos  homens  reunidos  em  sociedade.  A  lucta  entre  elles  continuou,  que  é 
essa  a  lei  da  vida;  mas,  sob  a  pressáo  de  uma  enorme  concorrencia,  já  nao  era  a 
guerra  das  armas,  era  a  guerra  das  industrias, — o  combate  incruento  do  tra- 
balho.  Agora,  senhores,  declarae  a  guerra,  e  destruiréis  immediatamente  táo 
admiraveis  conquistas  do  espirito  humano, — destruiréis  a  civilisagáo.  Em  ver- 
dade,  é  grande  o  principio  observado  pelas  scieucias  sociaes, — que  o  ho- 
mem  deseja  sempre  conseguir  a  maior  somma  de  satisfagáo  com  a  maior 
cconomia  de  forjas.  Logo  que  o  meio  empregado  para  a  obtengáo  de  um 
commodo  necessario  á  vida  humana,  é  mais  custoso  que  um  outro,  aquella 
é  regeitado  e  substituido  pelo  que  dá  menor  sacrificio  de  forjas,  menor  soí- 
frimento.  A  guerra  é  e  foi  sempre  uma  perda  de  forjas.  Se  se  explica  e  de- 
fende,  emquanto  existiam  barbaros,  é  que  os  resultados  compensavam  os  es- 
forgos  e  as  despezas  feitas;  e  a  educagáo  militar  era  necessaria  mesmo  no  in- 
tervallo  das  guerras,  para  se  nao  perder,  pelo  desuso,  o  instrumento  necessa- 
rio á  manutengáo  e  guarda  dos  elementos  civilisadores.  Prehenchido,  porétn 
o  seu  fim,  obtida  a  civilisagáo  pelo  progresso  gradual  das  classes  servas^ 
pela  obtengáo,  añnal  da  sua  personalidade  juridica,  egual  hoje  para  iodos,  a 
guerra  nao  se  comprehende.  Nao  dá  vantagens,  nem  interesses,  nem  proveí- 
tos,  porque  sao  de  tal  ordem  e  táo  grandes  as  despezas  feitas  com  a  manu- 
tengáo  dos  exercitos,  com  as  batalhas  campaes,  por  vezes  successivas,  com 
o  cerco  das  cidades,  por  vezes  demorados, — que  a  propria  victoria,  ainda. 
que  obtenha  accrescentamento  de  territorio  e  uma  contribuigáo  avultada  em 
dinheiro,  nao  chega,  nao  consegue  saldal-as.  Além  do  qué,  hoje  nao  comba- 
tcm  exercitos,  combatem  povos  inteiros;  e  a  victoria  pode   ser,  affectando 
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-duas  na§óes  belligerantes,  a  ruina  total  de  unía  d*ellas, — a  vencida.  E  raais, 
nao  só  affecta  os  dois  povos  em  armas;  affecta  os  neutros;  porque  a  guerra, 
movendo  importantes  forjas  militares,  desvia  milhóes  de  horaens  das  occu- 
pa^óes  productivas;  e  o  receio,  o  temor  das  grandes  conflagra^óes,  que  po- 
dem  surgir  a  todo  o  instante,  pois  assim  o  fazem  suppór  os  exercitos  per- 
manentes, cada  vez  mais  aperfeijoados  e  melhorados  em  sua  disciplina,  tác- 
tica e  armamentos » — suspende  e  acanha  as  transacgóes  de  commercio,  intimi- 
da o  crédito.  Assim,  a  guerra,  que  fóra  urna  vantagem,  é  hojeum  prejuizo. 
Eum  esforzó  empregado,  mas  custoso,  cruel,  e  que  nao  compensa,  mesmo 
para  o  victorioso,  pelo  resultado  obtido,  as  despezas  feitas.  Ha  certameñte  a 
gloria.  Mas  bem  maior  é  a  de  Cervantes,  que  a  do  duque  d'Alba;  e  mais  nos 
maravilha  a  de  Camóes,  que  a  de  Affonso  d*Albuquerque.  A  gloria  militar  e 
^onho  pasageiro;  pagina  brilhante,  por  certo,  na  historia  dos  homens;  mas 
maior  e  mais  brilhante  é  a  historia  da  civilisa^áo.  Depois  que,  a  lucta  á  máo 
armada  entre  as  nagóes  affecta  todas  as  liberdades: — a  liberdadc  civil,  porque 
além  dos  impostos  avultados,  e  emprestimos  de  guerra,  que  incidem  sobre 
a  propriedade  do  cidadáo,  fica  ella  na  dependencia  dos  planos  de  campanha, 
úo  atropello  dos  exercitos,  das  invasóes,  da  pilhagem,  do  saque  e  devastadlo; 
o  qué  tudo  é  violencia  feita  ao  patrimonio  de  cada  qual  e  á  faculdade  que 
possue  de  dispór  d'elle  como  julgar  conveniente,  e  é  n'isto  que  reside  o  di- 
reito  de  propriedade.  E,  pial  se  compreheode  um  estado  de  paz  armada  so- 
brevindo  á  guerra,  sem  o  systetna  protector.  As  nagóes  que  fazem  a  guerra 
nao  podem  ficar  para  viver  dependentes  da  vontade  dos  extrangeiros,  e  assim 
^riam  industrias,  de  que  possam  subsistir  no  caso  de  conflicto  com  a  na^áo, 
■com  quem  tinham  estreitado  relagóes  de  commercio.  Um  tal  systema  affecta 
portanto  a  propriedade  do  cidadáo,  pois  o  obriga  a  comprar  caro,  por  falta 
de  larga  concorrencia,  o  que  podia  comprar  mais  barato.  Assim,  com  uma 
guerra  soffre  immediatamente  a  liberdade  civil,  o  dominio  das  trocas,  a  con- 
correncia commercial.  Soffre  a  liberdade  politica,  porque  um  grande  exercito 
hierarchicamente  organisado,  mal  se  pode  manter  sem  uma  grande  centralisa- 
9áo,  uma  dictadura  mais  ou  menos  pronunciada,  e  que,  com  receio  de  dis- 
^ussóes,  e  censura  de  seus  actos,  nao  vá  até  a  condemnar  a  liberdade  do  pen- 
samento  e  a  critica  dos  administrados.  Soffrem  todas  as  liberdades;  e  sao 
ellas,  todavia,  alcan9adas  á  custa  de  tantos  sacrificios,  que  se  denominam  re-  - 
volugóes,  as  que  constituem  egualmente  o  direito  regulado  em  todos  os  có- 
digos civis  (Dos  direitos  originarios,  artigos  359  e  seguintes  do  Código 
civil  Portuguez). 

A  guerra,  portanto,  ou  aínda  a  pa/,  armada,  que  só  podem  subsistir  com 
garande  imposto,  grande  exercito  e  uma  apertada  xentralisa<páo,  sendo  egual 
ao  despotismo,  é  um  retrocesso  indefensavel  e  improficuo,  no  ponto  adian- 
tado  a  que  attingiram  as  modernas  civilisa9Óes.  E,  porque  assim  ellas  o  re- 
conhecem,  tantas  vezes  teem  recorrido  a  arbitros  n*este  seculo  XIX,  e  princi- 
palmente para  decidirem  as  questóes  de  interesses  materiaes,  e  sem  alcance 
no  dominio  político  (i).  É  o  que  tem  succedido  entre  a  Hespanha  e  Por- 
tugfal. 


(i)    o  maior  aumero  de  senteD9as  arbitraes,  e  as  mais  celebres,  teem-lhes  sido  objectivo: 
— As  indemnisa^óes,  referentes  a  prejnizos  cansados  pela  guerra.  Por  exemplo:— dando-se 
4|tte  ama  na^aa  reclame  de  ontra,  nentra,  qne  a  indemoise  por  nao  haver  estorTado  qne  n'nm  sea 
porto  fosse  destraido  nm  navio  por  ontros  -da  ntQáo  adversa,  belligerante;  consentindo  a  violar- 
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IV 

A^s  qaestoes  entre  a  Hespanha  e  Portugal.— De  que  modo  teem  sido^ 

resolyidas. 


Senhores: — Os  dois  povos  da  península  ibérica,  hespanhoes  e  portugue- 
zes,  vivfem  entre  si,  com  urna  linha  de  fronteiras,  que  serpejando  scrras  ou 
descendo  ao  leito  de  nos  e  ribeiros,  que  se^^ue  e  atravessa, — mede  i:002  ki- 
lonoietros.  Ao  conne9ar  na  provincia  de  Entre-Douro  e  Minho,  extende-se  até 
aos  mares  do  Algarve;  e  quer  ao  norte,  quer  ao  sul,  topa  tres  nos  a  delimi- 
tarem  as  duas  nagóes: — o  Minho,  o  Douro  e  o  Guadiana.  É-Ihe,  pois,  extensa 
a  raia  secca;  menor  é  a  raia  molhada.  Vizihnas  e  amigas,  as  duas  nacionali- 
dades, da  mesma  raga,  de  análogas  tradigóes  de  gloria,  idénticas  instituÍ9Óes 
politicas,  egual  religiáo,  fundamentada  conveniencia  de  estreitar  as  relagóeff 
de  commercio,  e  grande  estima  e  maior  respeito  mutuo,  que,  dia  a  dia,  cada 
vez  mais  se  affirmam  e  robustecem, — vae  para  dois  scculos  que  nenhum  con- 
flicto de  valor  as  separa.  Os  que  advieram  foram  constantemente  decididos 
em  paz  e  de  bom  accordo  (i).  Assim,  entre  os  dois  povos  só  teem  surgido  e 
estao  pendentes  as  questóes  habituaes  e  repetidas,  que,  frequente  acontecem 
entre  os  habitantes  de  territorios  limitrophes.  Esses  casos  occorrentes  podem, 
em  synthese,  enunciarse  da  seguinte  maneira: 

Na  raia  jrf^f  —  invasáo  de  fronteiras,  tomadia  e  apprehensáo  de  gados; 

Na  raia  molhada^  ríos  e  mares  jurisdiccionaesr-^pescarias; 

Communs  ás  ditas  ratas — invasáo  de  fronteiras,  recrutamento,  extradicjáor 
contrabando,  questóes  de  commercio  e  transito. 

Estas  sao  as  questóes  que  se  teem  levantado  e  podem  ainda  debater-se 
entre  os  dois  povos  irmáos;  e  a  de  delimitagáo  do  territorio  ainda  pende,  em 
parte.  Pode  trazer  o  acaso,  que  outras  succedam  no  mar  ou  em  térra;  liías  em 
circumstancias  diversas:  tal  um  conflicto  de  jurisdigáo;  ou  em  circumstancias 
anormaes,  por  exemplo,   quando  a  conflagrajáo  de  outros  povos  exiga  a 


\^o  do  territorio  neatro;  ou  qaando  em  ara  porto  d^aqnella  se  armaram  e  proveram  de  horneas  e 
materíal  de  gnerra  os  navios  de  nm  dos  povos  belUgerantes.  É  o  caso  do  Alabama; 

— As  indemoisagoeSf  em  benefício  de  determinadas  pessoas,  pelos  nltrages  qae  ellas  soíTreram 
e  qne  a  nagao  da  saa  bandeira  considera  nm  ataqae  oa  menos  preso  da  saa  dignidade; 

—As  contestagóes  acerca  da  posse  de  territorios,  on  acerca  da  delimitagáo  de  fronteiras; 

— As  contestagoes  sobre  a  validade  de  certas  presas;  e  tantas  outras,  que  naacem  do  conflicto 
das  leis  penaes  e  civfs,  oa  qaando  é  violado  am  devcr  internacional,  generalmente  admitido. 
A  soingao  pacifica  d' estes  e  outros  innameros  conflictos,  supprime,  certamente,  maltas  occa- 
sioes  de  guerra. 

(i)  Trataao  de  paz  de  13  de  fevereiro  de  1668,  entre  a  Hespanha  e  Portugal  por  medigáo  da 
Inglaterra  (Vide  Collecgao  Castro,  t.  I,  p.  357). 

Tratado  de  paz  e  amizade  de  6  de  fevereiro  de  17 13,  Utrecht  (Castro,  t  II,  p.  262). 

Acto  de  accessao  de  Portugal  ao  tratado  definitivo  de  paz  entre  a  Pranga,  Gra-Bretanha  e  Hes- 
panha, de  10  de  fevereiro  de  1763  (Castro,  t.  lil,  p.  160). 

lYatado  de  amizade  e  garantía  de  11  de  margo  de  1778  (Castro,  p.  268). 

Tratado  da  quadrupla  allianga  de  22  de  abril  de  1834;  e  artigos  addicionaes  de  18  de  agosto 
de  1834— Portugal,  Franga,  Grá-Bretanha  e  Hespanha.  Trocadas  asi  as  ratificagoes  a  31  demaia 
do  mesmo  anno.  (Collec.  Castro,  t.  VI,  p.  120  e  142). 


obsenancia  de  determinadas  prcscrip^es  do  direito  das  gentes;  prescrip- 
góes,  quCí  por  incuria,  malevolencia,  paixóes  ou  ignorancia,  os  cidadáos  e 
auctoridades  de  qualquer  dos  dois  paizes,  podcm  infringir,  e  que  será  neces- 
aario  resolver.  Guardadas  assim  todas  as  hypotheses  de  presente  e  do  futuro, 
vejamos  se  ha  mister  de  um  tribunalpara  conhecer  e  decidir  dos  casos  occor* 
rentes  entre  os  dois  povos. 


A  questáo  de  limites  (territorio,  pescarías,  tomadia  e  apprehcnsáo  de  ga- 
dos, etc.)  é  uma  questáo  seria  como  serias  sao  todas  as  questóes  de  proprie- 
dade.  Por  caucada  linha  divisoria  e  jurisdiccional  dos  dois  povos,  rixas  e  con- 
flictos se  tem  originado.  E  aindaque  clles,dando-se  entrea  gente rude  e  igno- 
rante da  raia  secca,  ou  aquella  das  ribas  e  costas  dos  dois  paizes,  tenham  uro 
carácter  individual,  é  certo,  ás  vezes,  os  bríos  nacionaes  offendidos  podem  ti- 
rar áquciles  actos  tumultuarios  a  sua  indote:  d'ahi  a  nccesstdade  de  os  resol- 
ver e  de  os  evitar.  No  empenho  teem  persistido  em  esforjos,  e  no  melhor 
accordo,  a  Hespanha  e  Portugal.  Dos  seculos  XIV  e  XV  datam  os  prímeiros 
códices  sobre  pendencias  d'esta  natureza;  c  foram  sempre  os  commissarios 
e  arbitros,  nomeados  pelos  goveraos  dos  dois  povos,  a  queni  encarregaram 
de  os  estudare  dirimir.  (Noticia  sobre  a  Contenda  de  Moura,  pag.  21  a  24). 
No  seculo  XVI  deram  elles  sentenja  em  uma  questáo  de  limites,  de  que  fo¡ 
objecto  a — Defesa  da  conlenda  di  Moura,--  exteuso  territorio  de  122  kilo- 
metros,  88  hectares,  94  ares  e  7  metros  quadrados  de  superficie,  entre  a 
provincia  do  Alemtejo  e  a  antiga  e  grande  divisáo  do  reino  de  Scvilha.  Re- 
gulando a  fruijáo  d'aquelle  territorio  entre  as  popula^óes  limitrophes,  é  o 
tratado  feíto  entre  Portugal  e  a  Hespaoha,  em  1542,  denominado  Contenda 
de  Moura,  notavel  e  precioso  documento  para  a  historia  da  arbitragcm;  por- 
que foi  um  tribunal  constituido  dos  juizes  commissarios  D.  Alonso  Fajardo, 
por  parte  da  Hespanha,  e  D.  Pedro  de  Mascarenhas,  por  parte  de  Poitugal, 
quem  decidiu  o  pleito;  e  isto,  considerando  todos  os  meios  de  prova  acceitos 
em  juizo  regular — as  vistorias,  as  testlmunhasj  usos  e  costumes  dos  povos, 
sua  possc  antiga,  e  o  direito  a!leg;ado  pelas  partes.  Em  1803,  porque  se  re- 
petissem  com  maior  acrimonia  as  discordias  dos  povos,  que  usufruiam  a  dita 
Contenda,  nomearam  os  governos  de  Hespanha  e  Portugal  novos  commissa 
rioa  que  procedessem  á  divisáo  d'aquelle  terreno.  Foram,  do  lado  de  Portu- 
gal:— o  tenente  general  Gongalo  Pereira  Caldas,  e  depois  o  brigadeiro  José 
Antouio  da  Rosa;  e  do  lado  de  Hespanha, — o  brigadeiro  D.  Francisco  Fer- 
sen,  e,  fallecido  elle,  o  sargento  mor  de  engenheiros  D.  José  Gabriel.  As 
conferencias  d'estes  arbitros  nao  alcangaram  resultado  de  provcito,  porque, 
confiando  o  governo  portuguez  nos  documentos  e  uso  antigo,  só  havia  auc- 
torisado  ü  sen  commissario  de  acceitar  a  divisáo  por  metade.  É  digna  de 
aprego,  sobre  a  questáo,  a  nota  do  conde  de  Campo  de  Alange,  embaixador 
deS.  M.  Catholica,  dirigida  ao  governo  portuguez  em  ig  de  setembro 
de  1805.  Nos  últimos  oitenta  annos,  dobados  desde  as  conferenciasd'aquella 
¿pocha,  nao  encontramos  resolufáo  alguma  que  mere?a  referir-se.  Mas  am- 
bos os  povos  desejavam  ver  dirimida  a  questáo  pendente,  pelo  que,  em  1885, 
havcndosido  nomeado  pelo  governo  de  Hespanha,  seu  commissario  delimí- 
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tes,  o  coronel  graduado  D.  Máximo  Ramos  y  Orcajo,  foi  este  incumbido  de 
proceder  a  um  projecto  de  divisáo  da  Contenda  de  Moura^  de  accordo  com 
o  comraissario  de  Portugal  o  coronel  do  estado  maior  Sebastiáo  Lopes  de 
Calheiros,  ministro  de  estado  honorario.  A  planta  ofTicial  da  Contenda  fóra 
feita  em  1805  por  officiaes  héspanhoes;  mas,  porque  aínda  nao  fosse  bastan- 
temente individuada  já  a  actual  commissáo  de  limites  mandou  levantar  urna 
outra  planta  topographica  mais  minuciosa.  Esta,  é  a  memoria  de  um  dos  aju- 
dantes  do  commissario  portuguez,  o  capitáo  Ribeiro  Arthur,  que  discute  a 
concordata  de  1 542,  e  o  direito  positivo  cuja  lettra  e  interpreta^áo  podem 
servir  para  a  decisáo  do  pleito  irternacional, — sao  as  que  hoje,  com  estaños- 
sa  metnoria^  temos  a  honra  de  submetter  ao  Congresso. 

A  Defeza  da  Contenda  de  Morirá  é,  portanto,  uma  questáo  pendente;  e  na 
Hnha  divisoria  de  térra  d'esta  importancia,  nenhuma  outra  se  nos  depara; 
pois  a  demarcagáo  exacta  dos  limites  dos  dois  povos,  havendo  merecido  úl- 
timamente a  maior  atten^áo  aos  dois  governos  de  Hespanha  e  Portugal,  acha- 
se  em  termos  de  ser  concluida.  Para  tanto  nao  pouco  teem  feito  as  commis- 
sóes  mixtas  de  limites.  A  primeira,  nomeada  em  1855  (i),  composta  dos  de- 
legados de  ambos  os  povos,  e  regendo-se  pelas  instruc9Óes  de  9  de  agosto 
do  mesmo  anno,  mutuamente  acceitas  pelos  dois  governos,  foi  quem,  depois 
de  haver  celebrado  suas  sessóes  em  Lisboa  e  no  reino  vizinho  (Vigo,  19  de 
setembro  de  1855)  próximo  da  fconteira,  e  feito  estudos,  tirado  desenhos,  e 
levantado  plantas,  foi  essa  commissáo,  repetimos,  a  que  habilitou,  com  seus 
trabalhos,  constantes  das  actas  das  conferencias  (Ministerio  dos  Negocios  Ex- 
trangeiros),  as  duas  na9Óes  a  celebrarem  ó  tratado  de  limites  de  2q  de  setem- 
bro de  1S64.  e  seus  annexosde  4  de  novembro  de  1866.  Assim,  estabelecidas 
.  nos  artigos  d'aquelle  convenio  os  pontos  principaes  da  raia  de  ambos  os  es- 
tados, na  parte  correspondente  de  suas  fronteiras,  só  resta  hoje,  para  se  ulti- 
mar com  a  precisa  exactidáo  a  linha  divisoria  internacional,  a  inmediata  collo- 
cagáo  dos  marcos  necessarios  e  a  sua  cabal  descrip9áo  geométrica.  A  primi- 
tiva commissáo,  nomeada  em  1855  (2),  ainda  conseguiu  collocar  alguns  mar- 
cos em  1867;  mas,  modificada  por  vezes  no  seu  pessoal  tanto  hespanhol  como 
portuguez,  por  conveniencias  de  servijo  e  outras,  foram  os  commissarios  úl- 
timamente eleitos  os  que  teem  cumprido  essa  tarefa.  O  decreto  de  5  de  abril 
de  1876  nomeia  para  tal  fim  o  coronel  do  estado  maior,  Sebastiáo  Lopes  de 
Calheiros  e  Menezes,  ministro  de  estado  honorario;  e,  porque  era  novembro 
de  1882  viesse  residir  em  Portugal  o  novo  commissario  da  Hespanha,  o  co- 
ronel D.  Máximo  Ramos  y  Orcajo, — sao  estes  dois  officiaes  superiores,  pro- 
priamente  os  commissarios  de  limites;  pertencendo-lhes  nao  só  proceder  ao 
estabelecimiento  e  coUocajáo  dos  marcos  para  a  exacta  linha  divisoria  dos 
dois  paizes,  mas  egualmente  resolver  quaesquer  questóes  sobrevindas  n'essa 
demarcajáo.  Teem,  pois,  no  desempenho  de  seus  deveres,  egualmente  attri- 
buijóes  diplomáticas  (artigo  24.0  do  tratado  de  29  de  setembro  de  1864). 


(i)  Vejam-se  os  decretos  de  14  de  jalho  de  1855,  e  de  9  de  jiinho  de  1858,  que  constitui- 
ram  a  sec9ao  portagaeza  com  dois  officiaes  do  corpo  de  estado  maior. 

(2)  Fóra  constituida,  na  saa  parte  technica,'  com  Frederico  Leáo  Cabreira  e  Gailherme  An- 
tonio da  Silva  Coarrear,  o  primeiro  brigadeiro  e  o  segando  maior  de  engenharía  do  exerdto 
portngnez;  e  D.  Ramón  Madina  7  Orbeta,  commandante  gradaado,  capitáo  do  real  corpo  de  en- 
genheiros  do  exercito  hespanhol;^e  na  parte  diplomática  representaram  na  commissáo  a  Hes- 
panha o  sea  ministro  residente  em  Lisboa  D.  Fidencio  B  o  arman,  e  D.  Evaristo  Peres  de  Castro, 
secretario  de  legagáo  de  i.^classe. 
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Até  aqui,  era  o  commando  do  corpo  do  estado  maior  (entao  direccáo  gcral 
de  engenharia)  quem  mandava,  ñas  épochas  proprias,  grupos  de  officiaes  a 
levantaren!  a  planta  da  fronteira.  E  na  realidade  conscguiram  efíectuar  a  das 
margens  do  rio  Minho;  mas,  surgindo  difficuldades  por  nao  terem  aquelles 
officiaes  cabal  conheciraento  do  tratado  e  seus  annexos,  e  porque  se  origi- 
nassero  attrictos  de  commando,  tal  o  motivo,  por  que  foi  transferida  para  os 
commissarios  de  limites  a  parte  technica  da  demarca^áo  das  fronteiras.  Hoje, 
composta  a  commissáo  mixta  de  8  officiaes,  (i)  tem  dado  cumprimento  a 
todos  os  trabalhos  da  linha  divisoria,  e  resol vido  as  questóes  de  extremas  que 
se  teem  originado.  Pelo  qué,  sendo  a  linha  da  fronteira  dividida  em  quatro 
sec^óes: — a  i.^  do  Minho  ao  Tamega;  a  2.^  do  Tamega  ao  Douro;  a  3.^  do 
Douro  ao  Tejo;  e  a  4.^  do  Tejo  ao  Guadiana,  confluencia  do  Caya, —  já  a 
commissáo  actualmente  em  exercicio  levantou  toda  a  planta  da  extensa  raia 
dos  dois  povos,  faltando  táo  apenas  a  parte  comprehendida  entre  o  rio  Ta- 
mega e  o  rio  Ma^ás,  a  noroeste  de  Vimioso,  e  que  faz  parte  da  2.^  secgáo; — 
egnalmente  já  assignou  em  Vianna  do  Castello,  a  20  de  dezembro  de  1886,  a 
descrip^áo  geométrica  da  fronteira,  ou  dos  801  marcos  que  determinam  a  li- 
nha divisoria  dos  dois  paizes — desde  o  Minho  ao  Guadiana; — e  finalmente  póz 
os  marcos  na  parte  correspondente  ás  duas  primeiras  sec^óes  (Minho  ao  Ta- 
mega; Tamega  au  Douro),  restando  táo  apenas  collocal-os  ñas  outras  duas.  (Li- 
vros  entregues  no  Ministerio  dos  Negocios  Extrangeiros  a  19  de  maio  de  1888)- 

Do  mesmo  modo  teem  resolvido  as  segfuintcs  questóes: 

I  .^ — ^A  da  Duvida^  no  districto  de  Portalegre,  sitio  d'aquellc  nome,  próxi- 
mo da  povoafáp  hespanhola  El  Pino^  que  olha  a  freguezia  portugueza  de 
S.  Juliáo.  Esta  pendencia,  nasceu  em  1884,  ao  ser  construida  a  cazéta^de  um 
posto  avan9ado,  a  quando  ao  estabelecimento  do  cordáo  sanitario,  pois  tei- 
mavam  os  habitantes  d'aquelle  povo  estar  dentro  do  seu  territorio.  Resol- 
vida  em  1887;  colloc^iram-se  os  marcos  n.^'ógi,  692,  692  bis  e  693,  evitan- 
do se  d'este  modo  complicares  futuras.  De  tudo  se  lavrou  acta,  que  foi 
assignada  pelos  dois  commissarios. 

2.^ — A  da  Co^ienda^  que  vem  de  ha  trez  seculos.  Este  terreno,  de  122  ki- 
lómetros quadrados,  está  fóra  do  tratado  de  limites. 

3.^ — A  de  Re/estos^  por  ultimo  levantada,  de  vez  resolvida  pelo  tratado, 
conforme  o  artigo  22.^;  e  que  só  é  filha  da  ignorancia  que  d'elle  teem  as 
aactoridades.  Está  resolvida,  e  a  resolu9áo  dos  commissarios  foi  enviada  ao 
governo  em  1 1  de  julho  do  corrente  anno. 


II 


Senhores: — Na  provincia  de  Entre-Douro  e  Minho  mede  a  linha  da  fron- 
teira 117  kilómetros,  dos  quaes  67  pelo  rio  Minho;  na  provincia  do  Alemtejo 
a  raia  das  duas  na96es  tem  urna  extensáo  de  307  kilómetros,  dos  quaes  56 


(i)  a  commissáo  actual  é  composta  dos  officiaes  portoguezes: — Sebastiáo  Lopes  Calheiros 
de  Menezes,  general  de  divisao;  José  Manuel  d'Elvas  Cardeira,  tenente  coronel  do  corpo  do  es- 
tado maior;  Gaspar  Antonio  d'Azeredo  Mira,  capitáo  do  corpo  de  estado  maior;  Carlos  da  Silva 
Pessoa,  capitao  de  infantería;  e  Bartholomea  Sesinando  Ribeiro  Arthar,  capitao  de  infantería; — 
e  dos  officiaes  hespanhoes: — coronel  D.  Máximo  Ramos  7  Orcajo;  D.  Emilio  Godinez,  tenente 
coronel  do  corpo  de  estado  maior;  e  D.  Miguel  Correa  Oliveira,  capitáo  do  corpo  de  estado 
maior. 
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pelo  Guadiana.  Chegadb  á  sua  foz,  em  Villa  Real  de  S.  Antonio,  o  Guadiana 
entra  no  Atlántico;  e  é  este  océano  quem  banha  as  costas  de  Portug-Rl  desde 
Villa  Real  ao  Cabo  de  S.  Vicente,  e  as  de  Hcspanha,  desde  Ayamonte  até 
Tarifa  no  estreito.  N'aquelles  nos  e  n'estes  mares  adjacentes  ás  costas 
dos  dois  paizes,  formando  ñas  de  Hespanha  o  golpho  de  Cadií:,^scmpre 
existiu,  consentida  pelo  uso  e  boa  araizade  das  rcla§óes  internacionaes,  a  re- 
ciprocidade  da  pesca.  Todavia,  últimamente,  teem  sido  reiterados  os  con- 
flictos entre  os  pescadores  das  duas  costas.  A  2  de  outubro  de  1S77  come- 
^aram  as  desavengas  nas  aguas  chamadas  do  Monte  Gordo,  no  Algaive;  em 
abril  de  1878  succediam  no  rio  Minho,  areinho  de  Vimes,  entre  a  freguezia 
de  Seixas  e  a  parochia  hespanhola  de  S.  Miguel.  Taes  conflictos,  nao  resul- 
tantes doantagonisraoou  odio  entre  as  populafóes  da  extremados  dois  paizes, 
pois  que,  nas  artes  de  pesca  de  uns  e  outros,  andam  á  .mistura  pescadores 
das  duas  na9Óes,  e  mais  portuguezes  nos  barcos  de  Hespanha,  do  que  espan- 
hoes  nos  barcos  portuguezes, — vem  antes  da  differenga  dos  apparelhos  de 
pesca;  pois  os  da  ilha  Christinausam  exercer  aquella  industria  com  git/fósc 
parelfias,  barcos  de  Boa,  (redes  prohibidas  pelos  regulamentos  communs  da 
pesca),  e  os  portuguezes  com  artes  ou  chavegas.  Do  modo  de  pescar,  portan- 
to,  vioha  o  conflicto,  que  a  pesca  do  alto  e  con  anzoesnáopodia  fazer  damno 
a  portuguezes,  mas  sim  ó  lan^amento  das  redes  de  suspensáo  ou  de  céreo,  que 
calam  a  maior  distancia  da  costa  do  que  as  artes  allí  generalmente  usadas 
pelos  nacionaes.  Como  quer  que  scja,  taes  conflictos,  atravessados  das  más 
paixóes  que  gente  rude  e  ignorante  costuma  ter  em  suas  discordias  edcram- 
se  em  1877,  repetiram-se  em  1878  em  Villa  Real,  c  na  costa  de  Tavira  e  con- 
tinuaram  em  outubro  de  1879.  Desde  seu  cometo  envidaram  csfori^os  os 
dois  governos  para  Ibes  por  cobro;  e  a  reciprocidade  da  pesca  nas  aguas  ju- 
risdiccionaes,  ou  linha  de  respeito  das  duas  nagócs,  afiirmada  pela  Hespanha 
como  emancntc  do  uso  antigo  e  dos  documentos  legaes  (reacs  ordensde  22 
de  dezenibro  de  1861,  21  de  margo  de  1862,  26  de  junho  de  i86j)  c  con- 
testada pelo  governo  portuguez,  por  nao  existir  accordo,  convcngáo,  ou  acto 
expresso  e  directo,  que  a  fundasse,  mas,  em  todo  o  caso,  provinda  da  bene- 
volente e  dilatada  tolerancia,  que  tambem  faz  lei, — foi  suspensa  temporaria- 
mente em  todos  os  rios  e  mares  de  entre  ambos  os  paízes.  O  accordo  feito 
em  Madrid  a  17  de  outubro  de  1877  assim  o  determinava,  até  que  os  dois 
governos,  melhor  informados,  de  concertó  resolvessem  o  régimen  que  devia 
prevalecer,  e  as  condigóes  em  que  devia  ser  estabelecido.  Alé  entáo,  cada 
qual  só  podia  pescar  nas  suas  aguas.  N'aquelle  mez  de  outubro  foram  no- 
ineados  commissarios  para  syndicarem  dos  factos  occorridos,  c  concertarem 
entre  elles  o  conveniente  regulamento  da  questáo  das  pescarías.  A  portaría 
do  Ministerio  da  Marinha  de  17  de  outubro  de  1877  encarrcgoii  de  tal  com- 
missáo  o  capitáo  tenente  da  armada  portugucza,  José  Allemáo  de  Mcndonga 
Cisneíros  e  Faria;  o  governo  de  Hespanha  nomeou  para  o  mesmo  fim  o  ca- 
pitáo de  fragata,  Figueiróa.  Nao  nos  consta  que  este  distiucto  official  che- 
gasse  a  exercer  taes  funcgóes.  É  certo  que  o  commissario  portuguez,  José 
Allemáo,  apresentou  logo  em  26  de  outubro  o  seu  primeiro  relatorio  acerca 
do  conflicto  dos  pescadores  hespanhoes  e  portuguezes  nas  costas  de  Monte 
Gordo  (Livro  Branco,  aprcsentado  na  sessáo  legislativa  de  1870,  pag.  54  e 
seguintes);  e  que  a  1 1  de  margo  de  1 878  remetteu  ao  governo  um  outro,  que 
é  informagáo  completa  e  judiciosa  sobre  o  modo  de  regular  a  pesca  entre  as 
duas  nagóes.  Este  documento  pede  ser  consultado 
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Todavía,  os  conflictos  succedidos  cm  abril  de  1878  entre  portugiiezes  e- 
hespanhoes  do  rio  Minho,  no  ^reinho  de  Vimes;  o  desejo  de  que  nao  fosse 
alterada  a  reciprocidade  da  pesca  ali  táo  conveniente  aos  contendores;  a  ne- 
cessidade  de  um  regulamemto.  quer  para  a  costa  do  sul,  quer  para  a  do  nor- 
te, e  para  os  rios  communs  dos  dois  paizes;  e  o  serem  arbitradas  as  indem- 
nisagóes,  cujo  direito  ficara  reservado  ñas  notas  diplomáticas  (nota  de  17  de 
outubro  de  1877  da  lega^áo  de  Hespanha  em  Lisboa;  nota  de  16  de  outubro 
do  mesmo  anno  da  lega^áo  portugueza  em  Madrid — Livro  Branco  de  1879, 
pagina  158),  tudo,  além  da  boa  harmonía  dos  dois  governos,  foi  causa  de 
que,  em  maio  de  1878,  fossem  nomeados  dois  novos  commissarios,  sendo  o 
de  Hespanha  D.  Francisco  Javier  de  Salles,  official  do  ministerio  da  Marinha;: 
e  de  Portugal,  o  conselheiro  José  Vicente  Barbosa  du  Bocage.  Tmham  po- 
deres, nao  só  para  regular  a  questáo  pendente  das  indemnisa^óes  aos  pesca- 
dores hespanhoes  e  portuguezes,  lesados  pelo  conflicto  de  2  de  outubro;  e 
até  para  formular  as  bases  de  uma  conven^áo  de  pesca,  de  modo  que  esta 
pudesse  ser  exercida  com  perfeita  reciprocidade  nos  rios  e  costas  das  duas 
nagóes.  Os  commissarios  apresentaram,  a  14  de  julho  de  1 878,  um  convenio- 
provisorio,  que  restabelecia  a  reciprocidade  no  exercicio  da  pesca  entre  Por- 
tugal €  Hespanha,  o  qual  só  devia  vigorar  por  3  annos  (Livro  Branco  de  1879,, 
pagina  258-280).  A  6  de  agosto  de  1878  publicou-se  o  regulamento  provi- 
sorio d'esse  exercicio  da  reciprocidade  da  pesca;  e  n'elle  se  determinava  que 
ella  deveria  vigorar  emquanto  se  nao  concluisse  uma  convengáo  definitiva, 
approvada  pelas  cámaras  portuguezas  e  hespanholas.  Come^ou  em  vigor  a  1 5 
de  agosto. 

Em  12  e  21  de  outubro  de  1879,  porém,  novos  conflictos  se  levantaram 
em  Villa  Real  de  S.  Antonio  e  ñas  costas  de  Tavira.  Havendo  cinco  galeóes 
hespanhoes  sabido  a  pescar  n'aqu ella  costa  a  10  metros  de  fundo,  e  com 
prejuizo  dos  interesses  dos  pescadores  portuguezes,  e  contraven9áo  á  lettra 
c  espirito  do  convenio,  provocaram  tal  irrita9áo  de  ánimos  e  taes  desordens, 
que  os  dois  governos  nomearam  logo  delegados  para  o  exame  e  relatorio^ 
dos  factos,  avalia9áo  dos  prejuizos  e  para  sobre  elles  arbitrarem.  Os  commis- 
sarios foram: — de  Portugal  José  Allemáo  de  Mendonya  Cisneiros  c  Faria,  no- 
meado  por  decreto  de  4  de  novembro  de  1879;  o  de  Hespanha  D.  Patricio 
Aguirre  de  Tejada,  coronel  capitáo  de  fragata  da  armada  hespanhola.  As 
instruc^óes  conciliadoras  que  receberam  os  commissarios  para  examinar  en* 
que  pontos  os  factos  succedidos  infringiam  o  convenio  de  14  de  julho  de^ 
1878,  constara  da  portaria  de  5  de  novembro  de  1879  e  nota  do  Conde  de 
Casa  Valencia  de  21  de  outubro  do  mesmo  anno.  (Livro  Branco  de  1882,. 
pagina  20,  22  e  23).  Dez  dias  duraram  as  conferencias  dos  referidos  commis- 
sarios; de  lia  21  de  novembro  de  1879,  como  é  constante,  das  actas 
que  acompanham  o  relatorio  do  delegado  portuguez  José  Allemáo  (4  de 
dezembro).  Ahi  se  fixaram  as  indemnisa9Óes  e  se  discutiu  e  alterou  o 
convenio  de  1878,  combinando  os  delegados  dos  dois  governos  algumas 
conclnsóes  aJ  referend?im.  {Actdí  dt  20  de  novembro  de  1879  no  Livro- 
Branco  de  1882,  pag.  67). 

E  porque  concedida  indemnisa9áo  a  patróes  de  barcos  hespanhoes,  seria 
injusto  que  egualmente  nao  o  fosse  a  pescadores  portuguezes,  sendo  que 
desde  o  come9o  e  continuidade  da  pendencia  sempre  havia  sido  reservado- 
ao  gobernó  portuguez  o  direito  de  por  ellas  pugnar,  depois  de  discutida  lar- 
gamente a  questáo  pelos  diplomatas, — foi  nomeada  uma  outra   commissáo 
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^m  dezembro  de   1880  que  apreciasse  os  prejuizos  causados  a  pescadores 
portuguezes  ñas  aguas  de  Hespanha  en  1879  e  para  modificar  o  convenio 
provisorio  de  14  de  julho.  Da  parte  de  Hespanha  foi  noraeado  o  coronel  don 
Patricio  Aguirre  de  Tejada;  e  da   parte  de  Portugal  o  capitáo  de  fragata  Pe- 
dro Carlos  de  Aguiar  Craveiro  Lopes  (portaría  de  4  de  dezembro  de  1880). 
As  ¡nstruc9Óes  que  recebeu  o  commissario  portuguez,  análogas  as  que recebeu 
o  de  Hespanha,  sao  claras:  i.^ — averiguar  a  existencia,  extensáo  e  alcance 
dos  íactos  de  que  se  queixavam  os  pescadores  portuguezes;  2P — avaliar  dam- 
nos  emergentes  e  lucros  cessantes  em  consequenciad'essesfactos;  3.^ — estu- 
<iar  conjunctamente  as  alteragóes,  que  sob  o  ponto  de  vista  technico  conviesse 
introduzir  no  convenio  provisorio  de  14  de  julho  de  1878,  em  ordem  a  conci- 
liar e  promover  os  interesses  dos  pescadores  dos  dois  paizes.Oscommissarios 
desempenharam-se  do  mandato  estabelecendo  as  mutuas  indemnisagóes;  pro- 
pondo que  cessasse  a  reciprocidade  da  pesca,  isto  é,  marcando  umalinha  deres- 
peito,  mas  excluindo  de  tal  disposÍ9áo  o  rio  Minho,  que  deveria  continuar  re- 
-ciproco  entre  os  dois  povos.  A  reciprocidade,  porém,  estabelecida  pelo  con- 
venio de  i878,continuou.Em  junho  de  1881  concorden -se  que  elle  fosse  pro- 
logado por  6  mezes;  em  Janeiro  de  1882  (14)  teve  a  proroga9áo  de   quatro 
mezes,  ou  pelo  tempo  indispensavel  para  a  negocia9áo  do  novo  convenio;  em 
maio  de  1882  foi  ella  augmentada  con  mais  quatro  mezes,  e  finalmente  o  tratado 
de  commercio  de  12  de  decembro  de  1883  entre  a  Hespanha  c  Portugal  de- 
belara no  artigo  23. — «Cada  urna  das  altas  partes  contratantes  reserva  para  os 
seus  subditos táo  apenas  o  exercicio  da  pesca  ñas  suas  aguas  territoriaes,  e  um 
convenio   especial  regulará  o  cumprimento  d'esta   disposigáo, »  O  convenio 
regulamentar  de  pesca  de  2  de  outubro  de  1885, em  harmonia  com  odispos- 
to  no  artigo  23  d*aquelle  tratado,  estabelece  o  principio  do  direito  exclusivo  de 
pesca  para  os  seus  ñas  aguas  territoriaes  de  cada  Estado.  Acaba  com  a  reci- 
procidade (Livro  Branco  de  1886,  p.  65  e  seguintes).  Assim  se  julgou   e  in- 
tendeu  por  termo  ás  questóes  de  pescarías,  devidas,  nao  nos  can9aremos  de 
o  repetir,  nao  ao  antagonismo  de  homens  ou  de  povos,  mas  a  necessidade 
<ie  harmonisar  as  coisas,  pois  as  redes  mais  perfeitas  da  Hespanha  faziam  con- 
<iorrencia  temerosa  ás  artes  portuguezas,  que  tendem  a  melhorar,  mas  cujos 
xnelhoramentos  só  o  tempo  pode  trazer. 


Esta  questáo  de  pescarías,  que  se  protrahiu  durante 6  annos,  e  que  foi  trata- 
-da  e  discutida  por  homens  eminentes  das  duas  na9óes,  alguns  dos  quaes  já 
sao  desoídos  ao  túmulo,  mostra  mais  urna  vez  a  necessidade  do  tribunal  de 
arbitragempara  o  julgamento  dos  conflictos  internacionaes.Certamente,  póde- 
se affirmrr,  n*estes  conflictos  por  causa  do  territorio,  intervieram  os  arbitros; 
€  mais  nao  sao  esses  officiaes  superiores  dos  exercítos  de  térra  e  mar,  que  por 
vezes,  na  melhor  harmonia,  dirimiram  as  pendencias.  Os  governos  homolo- 
gavam  táo  sómente  as  suas  decisóes.  E  ellos  propríos,  commissarios  e  go- 
vernos, se  declararam  pela  arbitragem  constituida  de  um  modo  positivo  e 
permanente.  Para  resolver  as  questóes  da  pesca,  assim  o  reclama  o  illustre 
contra -al  mirante  Allemáo  Cisneiros  no  seu  relatorio  de  1879  (Livro  Branco 
de  1882,  pag.  41  e  seguintes).  Do  mesmo  modo  e  no  mesmo  anno,  referin- 
<lo-se  a  uma  commissáo  mixta,  assim  o  entemdcram  os   dois   governos   de 
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Portugal  e  Hespanha  (Livro  Branco  de  1882,  pag*.  72).  O  Sr.  Conde  de  Ca- 
sal Ribeiro,  no  seu  officio  de  2  de  julho  de  1888,  escrevia  ao  governo  por- 
tuguez: — «As  duvidas  ou  difficuldades  que  possam  suscitar-se  na  execu^ao 
do  convenio  de  14  de  julho  de  1878  e  presentes  additaraentos  (em  projecto) 
sobre  a  appIica9áo  das  regras  da  pesca  ou  de  penas  impostas  por  infracgóes 
em  um  paiz  a  subditos  do  outro,  serao  resolvidas  por  meto  da  arbitragem^ 
sempre  que  taes  casos  occorram  na  provincia  da  Andaiuzia  em  Hespanha, 
ou  do  Algarve  em  Portugal.  Em  taes  casos  seráo  arbitros  os  capitáes  dos 
portes  de  Ayamonte  e  Villa  Real.  Quando  os  dois  nao  concordem  na  deci- 
sáo,  haverá  um  arbitro  de  desempate  por  ambos  escolhido.  Quando  nao  con- 
cordem na  escolha,  será  arbitro  aquelle  dos  vice-consules  de  Hespanha  e 
Portugal,  ñas  mesmas  localidades,  que  a  sorte  designar*  (Livro  Branco  de 
1882,  pag.  15). 

E  nem  menos  vira  á  succeder,  pois,  além  das  razóes  postas,  militam  tantas 
outras,  que  ja  agora  constituena  a  historia  da  boa  amizade  entre  os  dois  po- 
vos;  amizade  que  sobradas  vezes  se  tem  manifestado  ñas  relagóes  de  com- 
merció  e  tratados  (i). 
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Excepc^ao. 


Questóes  ha,  porém,  que  nao  podem  ser  submettidas  á  arbitragem;  taes  sao- 
todas  era  que  a  honra  ou  a  independencia  nacional  entrara  directamente  em 
jogo,  e  que  nascem  de  um  sentimento  intimo,  assim  se  diga  pessoal,  de  que 
um  juizo  de  arbitros  nao  pode  conhecer,  sendo  cada  na§áo  o  melhor  julga- 
dor  da  propria  dignidade  e  dos  direitos  que  Ih'a  garantem.  A  patria,  a  liber- 
dade,  as  instituÍ9Óes«  nao  sao  coisas  cora  que  se  transija;  a  simples  idea  de 
urna  transacgáo  a  este  respeito  é  já  uma  apostasia,  um  signal  de  abatimento,. 
cuja  iniciativa  ninguem  a  quer.  Esta  a  razáo  em  muitos  casos,  da  fraqueza  e  da* 
vangloria  da  diplomacia.  Quando  entrara  era  jogo  a  existencia  raoral,  a  honra 
da  cidadé,  a  da  personalidade  collectiva  que  se  chama  patria,  e  que  se  reflec- 
te em  cada  um  de  nos,  fóra  da  qual  nos  voltamos  ao  estado  natural,  e  cujo- 
sacrificio  nos  é  pedido, — tal  sacrificio  pelos  cidadáos  nao  se  consente.  Que  o- 
destino  assira  o  raande,  entáo  vá,  acceitáreraos  os  decretos  do  destino.  Mas 
pertence  a  quera  beneficia  cora  esses  decretos,  o  executar,  á  custa  de  riscos- 
e  perigos,  a  vontade  dos  deuses. — <  Entrega  as  tuas  arraas,»  diz  Xerxes  a 
Leónidas. — «Vera  toraal-as,»  responde  o  espartano.  E  depois  de  24  seculos^. 
os  applausos  do  genero  humano  cobrera  a  voz  de  Leónidas.  Assim  se- 
expressa  um  pensador  illustre  (2).£  cora  effeito,  de  razáo  falaj  pois  era  ques-^ 


(i)  Sinram  de  exemplo: — o  conv^eoto  de  27  d'abríl  de  1866,  ratificado  a  r2  de  jalho  do  men- 
ino anno,  para  facilitar  as  commanicaQoes  entre  os  dois  paizes  pelas  vias  férreas  e  flaviaes; — a  con-- 
ren^o  de  20  de  maio  de  1875  para  o  aperfeigoameato  do  sjstema  métrico,  feita  entre  qaasi 
todas  as  nagoes  da  Europa  e  da  America,  e  na  qnal  entram  Portugal  e  Hespanha; — a  conven  gao- 
teleipuphica  de  22  de  julho  de  1875,— a  convengao  para  a  aniáo  postal  aniversal  de  i  de  jalho- 
de  1878; ~a  convengao  ratificada  a  30  de  maio  de  1880  para  melhorar  as  relagóes  telegraphicas*^ 
entre  os  dois  paixes. 

(2)    Prondhon,  La  gt*erre  et  la  paix,  vol.  I,  pág.  255. 
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táo  de  dignidade  propria  ou  da  dignJdade  dos  povos,  calani-sc  todas  as  ra- 
^óes  de  Conveniencia.  Entáo  o  derramcnto  de  sangue,  a  pcrda  de  vidas,  a 
lesáo  de  interesses,  comquanto  enorme,  tudo  é  de  pouco,  attenta  a  causa,  que 
só  é  digTia  de  considcra^áo .  Tratase  do  direito  na  sua  mais  alta  esscncia  -  a 
dignidade;  que,  por  ¡sso,  mais  é  que  a  vida,  o  amor,  a  riqueza,  a  hberdade. 
Nao  pende  um  litigio  de  interesses;  pende  nao  raro,  urna  questáo  de  sobera- 
nía; e  só  é  capaz  de  se  fazer  respeitar,  o  que  sabe  morrer.  Posta  a  questáo 
n'estes  termos,  é  dcver  concluir. 


A  arbitragem  entre  Hespsnhs,  Portugal  e  09  Estados  ibero-americanos. 
Forma  de  «  tornar  efflvaz. 

Senhores: — Quando  unía  verdade  apparece  no  sentimento  do  hnmem,  e  se 
afiirma  reiteradas  vezes  nos  actos  da  propria  vida,  ou  nosda  vida  dos  povos, 
nao  pode,  cedo  ou  tarde,  deixar  de  vir  a  urna  existencia  real  e  effectiva.  Este 
é  o  progresso  natural  das  ¡déias,  que,  desde  utupias  corren  lances  difterentes, 
até  se  incarnarem  ñas  iostituiíóes.  É  o  que  vira  de  succeder  á  institui^áo,  que 
ora  discutimos.  Apparecendo  na  consciencia  humana,  confirmada  pela  cons- 
ciencia  dos  povos,  nccesGaria  aos  variados  e  vitaes  interesses  das  sociedades, 
ella  entra  agora  no  dominio  positivo,  e  pede  direito  de  cídade.  para  derimir 
as  diffcrentes  questóes.  Discutir  ao  presente  qual  deva  ser  a  orgamsac;áo  de  um 
tribunal  de  juizes  compromissarios,  indispensavel  para  a  mantenga  da  paz  na 
uniáo  das  na^oes,  nao  é  o  nosso  proposito.  Mais  restricto  o  consideramos, 
visto  qne  esta  real  academia  o  limitou  e  definió,  pcrguntando — nao  de  que 
modo  tornar  effectiva  a  arbitragcm  entre  os  povos  civilisados;  mas  de  que 
arte  organisal-a  e  tornal-a  efficiente  entre  a  Hespanha  e  Portugal  c  as  na^ócs 
ibero-americanas.  A  questáo  é,  portanto,  sem  deixar  de  ser  momcntosa,  de 
menos  proporgóes,  mais  limitada,  ainda  que  nao  seja  menos  difficil  nem  de 
menor  importancia. 

I 

Senhores: — Para  haver  um  julgamento  é  nescessario  que  exista  urna  leí, 
um  tribunal  e  ura  processo: — urna  lei,  porque  se  nao  podem  applicar  aos  ca- 
sos o  ccor  rentes,  senáo  as  determioafócs  positivas  ou  legaes; — um  tribunal 
porque  é  elle  quem  procede  ao  exame  das  provas  e  applica  a  lei; — um  pro- 
cesso porque  é  a  leí  adjectiva,  quem  dirige  o  julgador  no  descobrimcato  da 
verdade  dos  factos  (e  suas  circunstancias),  e  egualmente  as  propnas  partes 
no  adduzir  das  provas.  Assim,  para  um  julgamento,  sao  ¡ndispensavcis  duas 
leia — a  substantiva  e  a  adjectiva,  pois  que  os  tribunaes,  já  fazcm  parte  do 
processo,  isto  é  da  lei  adjectiva.  Postos  estes  principios, pergunto;—é  possi- 
vel  organisar  um  tribunal  para  dirimir  as  questóes  dos  povos  ibero-america- 
nos, nao  havendo  um  código -internacional,  c  bem  assim,  nao  existindo  uma 
lei  de  processo  que  regule  as  partes  no  modo  de  provar  o  seu  direito?  Res- 
pondemos é  possivel  e  deve  ser  organisado. 
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Entre  a  Hespanha  e  Portugal  é  as  na^óes  ibero-americanas  nao  temos, 
essa  é  a  verdade,  um  código  de  direitos  e  deveres,  que  governem  estas  na- 
nees em  tempo  de  paz  ou  guerra;  nao  existe  um  direito  internacional  formu- 
lado pela  lei  e  sanccionado  por  ella.  Todavia  antes  da  lei  ser  escripta,  ou  co- 
dificada, havia  senten^as,  tribunaes,  e,  desta  ou  da  quella  forma ^  a  admínis- 
tra^áo  da  Justina.  A  propria  Inglaterra,  ainda  agora  nao  redusio  a  código 
suas  leis  castello  rouqueiro  do  tempo  da  feudalidade  como  Ihes  chama 
Blackstone,  e  todavia  lá  os  tribunaes  exercem  suas  attribuigóes,  julgam.  E 
porque  antes  de  haver  léis,  já  havia  casamentos,  successóes,  propriedade, 
credores.  devedores;  puniam-se  os  crimes  e  nao  havia  leis  penaes;  vé-se  que 
os  códigos  nao  sao  a  única  fonte  do  direito. 

Mostra  se-nos  elle  expresso  ñas  instituigóes,  usos  e  costumes  nacíonaes, 
nos  usos,  costumes,  arestos,  e  casos  julgados,  admittidos  pelo  direito  inter- 
nacional dos  differentes  povos.  Decorre  do  direito  natural  das  gentes,  da 
auctoridade  moral  dos  tratadistas,  rege-o  o  bom  senso,  e  chamam-lhe  Justi- 
na, se  tira  sua  existencia  nao  só  da  comprehensáo  do  direito,  mas  d'essa 
-  comprehensáo  consoante  as  circumstancias  e  á  actual  civilisa^áo  dos  povos. 
Era  todos  elles  é  egual  nos  seus  fundamentos;  varia  ñas  suas  applicagóes;  e 
o  conhecimento  dellas  se  é  tirado  nao  só  da  observa^áo  em  geral,  e  expe- 
riencia do  mundo,  mas  dos  conhecimentos  especiaes  sobre  este  ou  aquelle 
assumpto,  nobilita  o  julgador.  Depois  que,  existem  principios  ou  melhor  dis- 
posi^óes,  que,  sendo  acceitas  por  differentes  estados,  teem,  já  agora,  um 
carácter  taxativo  e  a  for^a  de  lei.  «D'este  numejo,  diz  Bluntschli  (p.  5)  sao, 
por  exemplo,  o  accordo  feito  no  congresso  de  Vienna,  em  181 5,  acerca  dos 
«ríos  communs»  e  direito  de  embaixada,  as  decisóes  do  congresso  de  París 
de  1856  emquantoao  direito  marítimo,  a  conven^áo  assignada  em  1864,  em 
Genebra.  para  a  melhora  da  sorte  dos  militares  feridos  e  doentes,  e  tambem 
e  muito  em  especial,  o  projecto  relativo  ás  leis  e  costumes  da  guerra,  redi- 
gido  em  uma  conferencia  internacional  official,  reunida  em  Bruxellas, 
em  1874,  projecto  que  tem  quasi  todos  os  caracteres  de  uma  codificajáo  in- 
ternacional das  leis  da  guerra».  Certamente  taes  disposifócs,  urnas  já  acolhi- 
das  pelos  estados,  outras  consagradas  pela  opiniáo  publica,  mercé  da  scien* 
cía  de  seus  authores,  e  tantas  provindas  de  tratados,  congressos,  e  senten^as 
arbitraes,  certamente,  repito,  constituem  um  direito  hypothetico  e  o  mais 
pratico,  e  o  mais  útil,  para  o  julgamentodos  juizescompromissarios.  Assim, 
a  nos  nos  quer  parecer,  que  a  falta  de  um  código  systematico,  e  formulado 
em  todas  as  suas  partes,  com  a  precisáo  da  lei  escripta,  nao  pode  empe- 
cer a  constituigáo  positiva  da  arbitragem.  Quando  nao  vallessem  tantas  de- 
cisóes e  casos  julgados,  precedentes  de  valor,  que  sao  de  certo  a  base  de 
uma  jurisprudencia  internacional,  ahi  estavam  os.notaveis  projectos  de  códi- 
go, dos  insignes  publicistas  Bluntschli  e  Dudley  Field.  que,  pelas  circunstan- 
cias em  que  foram  feitos  e  pela  authoridade  de  seus  authores,  tem  quasi  a 
forja  de  uma  lei.  Uns  e  outros  já  os  temos  visto  citados  em  documentosgo- 
vernativos,  e  até  a  sua  doutrina  acceita  pelos  estados  no  regulamento  dos 
conflictos  internacionaes.  Depois  no  silencio  dos  textos,  supria  o  pretor  de 
-propria  iniciativa,  creava;  e  como  diz  Cicero  da  jurisprudencia  — penitus  ex 
intima  philosophia  hauriendam  juris  disciplinam. 

A  falta  de  uniia   lei   de   processo,  tambem   nos  nao  parece  muito  sen- 
sivel: 

I. o — Porque  existem  os  precedentes  de  outras  arbitragens; 
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2p — Porque  a  lei  do  processo  civil,  pode  ser,  em  certos  casos  de  proveito 
que  se  adopte; 

3.^^ — ^Porque  a  especialidade  da  causa  determinará,  muitas  vezes,  a  neccs- 
sidade  de  certas  formulas  a  empregar; 

4.0 — Porque  as  proprias  partes,  ou  os  arbitros,  melhor  sabera  quaes  os 
meios  de  prova  de  que  devem  lanzar  máo.  E  tanto  isto  é  assim,  que  o  pro- 
prio  tnstitulo  de  Gand  (i),  que  approvou  un  regulamento  de  processo  para 
os  tribunaes  arbitros,  diz  no  art.^  12: — Se  o  compromisso  ou  urna  conven^ 
subsequente  das  partes,  prescreve  ao  tribunal  o  modo  de  processo  a  seguir, 
ou  a  observancia  de  urna  lei  de  processo  determinada  e  positiva,  o  tribunal 
arbitral  deve  conformar-se  a  esta  prescrip^áo.  Na  falta  d'ella  o  processo  será 
escolhido  livremente  pelo  tribunal  arbitral^  que  é  sómente  obrigado  a  confor- 
raar-se  aos  principios  que  elle  dcclarou  ás  partes  querer  seguir. — Além  do 
qué,  salvo  disposi§áo  contraria,  ou  clausula  comprommissoria,  do  tratado  em 
que  duas  na^óes,  se  louvaram  em  arbitros,  podem  estes  seguir  o  processo 
do  art.o  15  do  Regulamento  arbitral  internacional,  do  instituto  de  Gand. 

Removidas  d'cst*arte,  a  nosso  entender,  as  duas  difficuldades: — a  da  caren- 
cia de  lei  internacional  e  a  do  processo  estatuido, — vejamos  como  devam 
ser  organisados  os  tribunaes.  No  dizer  de  do  Rousseau,  os  costumes  vencem 
lei.  Nao  seria  pois  de  estranheza  que  fossemos  procurar  aos  precedentes  a 
maneira  porque  tem  sido  organisados  os  juizos  arbitraes  para  ahi  tomar  lijáo 
para  o  nosso  objecto.  Infelizmente  os  costumes  ou  pratica  das  differentes 
nagóes  n'este  campo  da  arbitragem,  nao  nos  offcrecem  urna  serie  de  factos 
análogos,  dos  quaes  possamos  concluir  um  exemplo  uniforme — uma  lei. 
Tera-se  empregado  o  juizo  arbitral;  mas  sempre  constituido  de  differente 
modo.  Assim  que,  se  já  encontramos,  como  fica  dito  no  capitulo  II,  investi- 
dos de  tacs  poderes,  jurisconsultos,  reis  e  pontifices,  corpora^óes  scientificas 
ou  da  judicatura,  e,  nao  raro,  homens  celebrados  e  de  aptidóes  especiaes, 
egualmente,  n'este  seculo,  em  que  o  régimen  da  arbitragem  resolveu  tantos 
conflictos  internacionacs,  tem  a  decisáo  d'estes  sido  encarregue  a  chefes  de 
estados,  soberanos  ou  presidentes  de  república,  a  authoridades  civís  ou  eccle- 
siasticas  (communas,  corpos  legislativos,  tribunaes  do  civel,  capitulos  reli- 
giosos, etc.)  a  corpora^óes  scientificas  e  de  direito,  e  tamben  a  cidadáos  de 
um  terceiro  estado;  a  particulares  de  uma  das  nagóes;  ou  a  delegados  de  am- 
bas. Nao  poucas  vezes,  os  juizes  compromissarios  teem  sido  eleitos  cumula- 
tivamente pelas  na^óes  entre  as  quaes  se  dá  o  conflicto,  e  pelos  chefes  dos 
estados  neutros,  tal  foi  o  que  succedeu  na  forma^áo  do  tribunal  de  Genebra, 
chamado  a  julgar  as  creclama^óes  de  Alabama.»  Vé-se  portanto  que  as  na- 
^óes  nao  teem  seguido  um  methodo  uniforme  na  maneira  de  constituir  o 
tribunal  de  arbitros;  e  sobre  o  assumpto  egualmente  divergem  os  escrip- 
tores. 

Uns,  sem  darem  importancia  ao  modo  de  organisa^áo  d*esse  tribunal, 
acceitando  os  povos  com  suas  constitui^óes,  interesses  e  linguas  differentes, 
quereriam  erguer  arbitro  supremo  das  na^óes,  ao  summo  pontíGce.  De  sen- 
timentos  eguaes  para  todos  os  povos,  en  rasáo  de  seus  deveres  apostólicos; 
juiz  imparcial,  que  nao  possue  territorio,  nem  soldados,  nem  dymnastía,  cu- 
jos  interesses  sejam  idénticos  aos  de  outro  cualquer  soberano  ou  na^áo;  em 


(i)     lasiitato  de  direito  interaacional  ñiadado  em  Gaadem  1873— Ñas  *Q'^*  seispes  do  mes 
de  agosto  de  1875  approvou  uní  projtcio  de  regulamento  para  o  processo  arbitral  inUrnadonak 
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tal  altura,  onde  só  chegam  arrefecidas  as  paixóes,  que  na  vida  real  adere§am 
os  conflictos  internacionaes;  nao  sendo  um  chefe  político,  antes  no  exercicio 
de  magistratura  moral  reconhecida  e  acatada  de  povos  eréis — devc  o  repre- 
sentante de  S.  Pedro,  ser  o  juiz  arbitro  de  monarchias  e  repúblicas;  e,  seja 
qual  for  a  religiáo  que  professem.  D'est'arte  pensara  alguns  publicistas  iu- 
glezes,  ai^umeniando  com  o  proceder  do  principe  de  Bismarck,  que  em  1885, 
primeiro  ministro  de  urna  na^áo  protestante  e  poderosa^  acceitou  o  papa  como 
medianeiro  no  conflicto  d'este  paiz  cora  a  Hespanha  acerca  das  ilhas  Caroli- 
nas e  Palaos.  «Nao  irei  a  Canossa,  diria  o  chanceler;  mas,  se  o  papa  decide  que 
nossas  prctensóes  sobre  as  Carolinas  nao  sao  justas,  eu  nao   questionarei  as 
Carolinas  aos  hespanhoes.  >  A  auctoridade  do  chefe  da  egreja,  d'este  modo 
reconhecida  até  pelos  seguidores  de  outro  credo  religioso,  proclama  bem 
claramente  á  intelligencia  de  todos,  que,  n'este  seculo  mesmo  descrido,  é  elle 
ainda  e  cm  certos  casos  o  arbitro  natural  do  mundo  civilisado.  Esta  é  a  con- 
vic^áo  de  innúmeros  catholicos,  e  pelo  que  merece  registe  e  o  nosso  res- 
peito.  É  certo,  porém,  que  os  melhores  escriptores  de  direito  das  gentes  re- 
geitam  tal  doutrina,  opinando  que  um  tribunal  de  arbitros  entre  alguns  pOr 
vos,  ou  entre  todos,  mal  cumpre  seus  deveres,  se  o  nao  compóem  os  ho- 
mens  eminentes,  das  universidades  e  facultades  de  direito,  e  celebrados  pelo 
sen  estudo,  saber  jurídico,  firmeza  de  carácter,  e  imparcial  rectidáo.  O  livro 
de  Mamiani  (Dun  nuovo  diritto  europeo)^  os  trabalhos  históricos  de  Guisot, 
(Historia  dos  governos  represenfativos),  que  deffendem  a  soberanía  da  ra^áo, 
viriam  a  ser  o  fundamento  de  uma  tal  doutrina,  ao  presente  propugnada  pe- 
los notaveis  juristas  e  professores  Francisco  Lieber,  Bluntschli,  Pierantoni  e 
Laroche.  Todos  allegara  que  um  monarcha  nao  deve  ser  escolhido  arbitro — 
porque  seus  innúmeros  deveras  políticos  o  impedem  de  dar  seria  attenjáo  ao 
litigio,  que  Ihe  é  sujeito.  «Era  verdade,  diz  Lieber,  quando  qualquer  penden- 
cia internacional  é  submettida  á  decisao  de  ura  soberano,  ou  ao  supremo  re- 
presentante de  uma  república,  isto  é  ao  chefe  do  poder  executivo,  este  a  en- 
vía ao  ministro  da  justiga  ou  a  outro  funccionarío  superior,  o  qual  encarrega 
um  conselheiro,  um  empregado,  algumas  vezes  a  uma  commissáo,  de  Ihe 
apresentarem  um  relatorio,  que  submetta  ao  arbitro  nominal.  Aquelles,  que 
decidera,  realmente,  ficam  ignorados,  ou  pelo  menos  nao  assumem  responsa- 
bilidade  alguma,  publica  e  final.  Em  bastantes  casos  d'esta  natureza  dá-se 
grave  perigo,  e  seria  inconsequente,  o  submetter  as  mais  altas  questóes  do 
direito  e  da  equidade,  a  qualquer  poder  executivo  e  nao  a  uma  authoridade, 
celebrada  pela  propria  sciencia  jurídica  e  directamente  responsavel.»  Além, 
d'estas  razóes,  outras  adduzio  o  sabio  professor  italiano  Pierantoni,  o  qual, 
trazendo  a  hypothese  de  que  os  interesses  do  estado  feito  arbitro,  podem  ser 
idénticos  aos  de  uma  das  partes,  e  por  isso  influir  na  decisao — regeita  os 
chefes  do  poder  executivo  para  julgadores  dos  conflictos  internacionaes. 
Outros  tratadistas  do  direito  das  gentes,  propóem  tarabera  um  tribunal  mixto 
de  jurisperitos  e  diplomatas,  por  se  evitarera  as  tendencias  exclusivas;  c  al- 
guns, que  cada  paiz  nomeie  ura  delegado,  e  tenha  egual  representagáo  no 
tribunal,  sem  que  se  meta  em  linha  de  conta,  sua  grandeza,  importancia  ou 
poder.  Segundo  estes,  o  tribunal  collocado  n'um  paiz  neutro,  na  Bélgica  ou 
Sutssa,  permanente,  pelo  que  diz  respeito  á  sua  composigáo,  só  exerceria  as 
func^des  do  seu  cargo  quando  tivesse  de  resolver  ura  conflicto.  Os  seus  vo 
g^es,  prohibidos  de  acceitar  raercés,  térras  ou  donativos,  nao  receberiam 
salario  fixo;  e  tao  sóraente  as  despezas  de  viagera  e  residencia;  gosariam  de 
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largas  attríbuí;óes  no  conhecimento  do  letigio^  e  nao  só  a  de  proferir  a  sen- 
ten9a  final,  mas  a  de  julgar  quaesquer  questóes  interlocutorias  em  todos  os 
incidentes  do  processo;  finalmente  nao  poderiam  intervir  nos  negocios  inter- 
nos dos  estados.  Esta  organisa^áo  da  arbitragem,  completada  e  aperfei^oada 
pelo  conde  de  Kamarowsky  (Le  tribunal  international),  que  entende  deve- 
rem  ter  os  juizes  arbitros  educa9áo  especial,  ser  inamoviveis,  ritribuidos  per- 
manentemente, e  usarem  da  aposenta9áo,  tera  hoje  partidarios  convencidos; 
e  até  um  author  inglez  já  redegiu,  para  o  jury  internacional  um  processo 
análogo  ao  que  está  em  vigor  na  legisla9áo  civil  de  muitos  estados  da  Euro- 
pa. Os  economistas^  porém,  seguem  outro  rumo.  Na  sua  opiniáo  um  arbitro 
supremo  só  pode  existir,  quando  os  povos  da  Europa,  adoptadas  as  institui- 
9Óes  republicanas,  formarem  entre  si  urna  grande  associa9áo.  Entáo,  um  po* 
der,  legislativo,  judiciario  e  executivo,  collocado  no  centro,  ve  aria  pelos 
estatutos  do  pacto  federal,  defendendo,  sendo  necessarío,  pelas  armas  a  or- 
dem  amea9ada.  A  federa9áo  dos  estados  da  Europa,  com  uma  constitui9áo 
regular,  seria  o  único  organismo  competente  para  garantir  a  manuten9áo 
da  paz. 

Tantos  pareceres,  embora  os  deffendam  escriptores  eminentes,  teem  sido 
impugnados: —  a  arbitrag£m  dos  soberanos  ou  a  de  seus  agentes  diplomáti- 
cos—porque  podem  ser  influidos  das  preoccupa^óes  politicas,  e  assim  pro- 
penderem  a  favor  de  um  dos  estados  contestantes;  a  arbiíragem  dos  professo- 
res  e  jurisconsultos^  porque,  vivendo  no  dominio  da  sciencia  exclusiva,  mul- 
tas vezes  carecem  dos  conhecimentos  praticos,  que  só  dá  a  tracto  dos 
negocios  públicos;  a  da  federagáo  dos  povos  ^  porque  as  na<;:óes  europeias,  glo- 
riosas do  seu  passado  histórico,  da  sua  lingua,  da  sua  litteratura,  de  tudo 
aquillo  que  constitue  uma  individualídade,  difficilmente  se  uniráo  para  um 
similhante  ideal.  (M.  Rollin  Jacquemins).  O  al vitre  de  um  tribunal  permanente 
de  delegados  de  todas  as  na^óes,  e  com  organisa^^áo  propria,  é  o  que  tem 
atrahido  até  hoje  maior  numero  de  deífensores. 

Emquanto  a  nos,  diremos: 

Senhores: — Crear  um  tribunal  permanente  e  supremo  entre  as  na^óes, 
dar-lhe  a  authoridade  de  resolver  suas  pendencias,  a  faculdade  de  promulgar 
os  códigos  de  direito  internacional  e  de  processo,  o  direito  de  os  executar, 
e  a  for<;:a  da  maioria  das  na^óes  para  fazer  cumprir  suas  senten^as — seria 
crear  uma  tal  for^a,  já  robustecida  pelo  talento  dos  eleitos,  que  se  a  ambi^áo 
nelles  Ihes  corresse  parelhas  com  o  proprio  saber — poderia  trazer-nos  aquelle 
homúnculo  de  Alberto  Magnus,  que  matou  o  sabio.  Tudo  deve  ser  simples 
ñas  cousas  da  vida.  Aínda  que  se  Ihe  marcasse  a  obrigaQao  de  nao  intervir 
nos  negocios  internos  dos  estados,  teria  tal  prestigio,  que  nao  era  de  es- 
tranhar,  se  um  dia,  aclamado  pelas  popula^óes  agradecidas,  elle  o  arbitro,  o 
supremo  julgador,  nao  se  convertesse  de  defensor  da  cidade,  em  seu  supremo 
governador  (i).  Quando,  porém,  nao  succedesse  esta  hypothese,  é  certo  um 


(i^  Nao  davidamos  qaeTenha  a  existir  entre  as  nagoes  um  tríbanal  saperior  e  arbitral;  maa 
quer-no's  parecer,  se  nao  vier  essa  solagao  nataralmente,  qae  ella  jamáis  poderá  ser  imposta, 
pelo  convenio  de  algans  oa  de  maitos  estados.  A  solagao  nataral  viria  da  existencia  dos  estados 
unidos  da  Europa,  ao  par  da  dos  estados  anidos  da  America,  porque  entao  o  supremo  tribunal 
federal  resolvería  os  conflictos  intemacionaes;  e,  quando  elles  adviessem  entre  os  povos,  que 
o  mar  separa  e  aproxima,  n'esse  caso  as  pendencias  seriam  resolvidas,  pela  reuniáo  dos  dois 
tríbanaes.  Esta  conclusáo  parece-nos  legitima,  e  n*eUa  acreditamos.  Fazem<nol-a  snppor,  a  egual- 
dade  de  pesos  e  medidas,  a  aniao  postal,  las  transacgoes  de  commercio,  as  Utterataras  semiihan- 
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tribunal  permanente,  só  por  si,  nao  é  bastante  para  a'manuten^áo  da  paz,  por- 
que, logo  que  suas  sentengas  nao  sejam  obedecidas  por  um  dos  estados,  elle 
pedirá  a  guerra  das  outras  na^ócs,  contra  a  que  nao  as  acceitou.  Vira  pois  o 
direito  de  interven^áo  armada;  e  todos  sabem,  pela  historia  contemporánea, 
quaes  foram  as  consequencias  perniciosas  de  um  tal  direito.  Alem  do  que,  a 
nagáo  raais  forte,  se  um  dia  for  influida  por  algum  interesse  poderoso,  ou  da 
ambi<;áo  de  conquistas,  ou  da  paixáo  de  rivalidades,  é  de  admittir  possa  in- 
fluenciar, mais  hoje  ou  mais  amanhá,  nesse  tribunal,  para  esmagar  outras 
na(;:óes,  em  que  deseje  ter  perdominio.  E  nao  será  este,  o  reino  da  violencia 
e  da  for^a? 

Um  tribunal  similhante,  a  ser  possivel  a  sua  existencia,  jamáis  seria  acceite 
pelas  nagóes,  sem  grave  risco  da  sua  liberdade  de  ac;áo  e  independencia. 
Os  proprios  jurisconsultos  reconhecem  o  pezo  d'éstas  reflexóes,  pois,  que- 
rendo  um  tribunal  permanente,  dizem, — que  elle  é  voluntario. 

Mas,  que  valor  deve  merecer  um  tribunal  de  permanencia,  que,  pelo  seu 
ministerio  publico,  nao  acode  pelos  casos  occorrentes,  mantendo  a  ordem? 
E  se  acudir,  se  a  sua  jurisdicjáo  for  obrigatoria,  e  tiver  a  for^a  para  a  sanc- 
^áo  dos  seus  edictos,  nao  surgiráo  os  perigos  apontados?  Eis  porque,  con- 
•dcmnada  pelo  lado  político,  se  nao  pode  admitir  ácima  dos  estados,  urna 
tal  institui^áo.  Tem  se  dito,  que  a  qualidade  da  permanencia  Ihe  confere  a 
virtude  da  imparcialidade,  porquanto,  nao  sendo  creado  para  a  occasiáo,  nao 
o  preoccupam,  a  esse  tribunal  permanente,  os  interesses  e  as  paixóes  do 
momento,  sejam  quaes  forem — politicas  ou  outras.  Esta  rasáo,  todavía,  nem 
nos  parece  de  acolher,  pois  aquelle  tribunal  como  outro  qualquer  é  formado 
de  homens  e  portanto  susceptivel  de  paixóes.  A  permanencia  nao  Ihe  tira  esse 
-carácter.  O  que  mais  ou  menos  o  colloca  ácima  das  vicissitudes  humanas  é  a 
sua  magistratura  moral,  a  confianza  nelle  depositada,  a  sua  illustra9áo,integrída 
<Ie,  sciencia  abundante  do  assumpto,  conhecimentos  especiaes.  Mas,  tudo  isso 
«e  consegue  escolhendo  com  acertó  os  juizes  arbitros.  A  permanencia  nao 
Ihe  dá  nem  tira  qualidades — nao  é  indispensavel.  Um  tribunal  em  taes  con- 
di0es  é  de  acceitar,  quando  ha  um  direito,  estatuido;  cainda  neste  caso 
teriam  de  o  formar,  como  no  crime,  com  juizes  jurados,  mudaveis  com  as 
circunstancias,  pois  que  o  facto  mal  o  pode  avallar,  quem  pela  sua  alta  posi- 
■^áo  da  judicatura,  nao  conhece  das  cousas,  eventualidades  e  circunstancias 
occorrentes.  Pederíamos  citar  muitos  exemplos,  e  um  delles  seria  odas  pes- 
-carias  ñas  costas  do  Algarve.  Um  tribunal  permanente,  a  nao  ser  que  tomasse 
peritos,  jurados,  nao  chegaria  ao  conhecimento  de  que  a  sardinha  tem  fúgido 
para  as  costas  de  Portugal,  e  de  que  os  pescadores  hespanhoes  se  teem  in- 
dividado,  pedindo  de  emprestimo  grandes  capitaes  para  a  pesca  dos  galócs, 
e  de  que  seus  visinhos,  os  portuguezes,  que  nao  pediram  esse  dinheiro,  nao 
teem  por  emquanto  artes  aperfei^oadas,  etc.  O  conhecimento  de  tudo  isto 
BÓ  podem  tel-o  os  juizes  commissarios  do  officio;  só  pode  vir  do  exame  dos 
logares,  da  causa  da  paixáo  dos  povos.  O  juiz  constituido,  permanente,  julga 


áes,  a  aniveréidade  da  Uagaa  íranceza,  os  cabos  submarinos,  o  transporte  rápido  do  pensamento 
e  da  materia  pela  electrícidade  e  pelo  vapor,  e  finalmente  os  principios  jarídicos  commaos  a 
iodos  os  povos,  qae  hoje  se  elevam  á  altara  de  am  direito  especial,  soperior  ao  direito  das  gen- 
tes. Mas,  organisar  desde  agora,  e  sem  aqaella  federagáo  am  tribunal  sobre  as  na^oes,  coisa  que 
jios  parece  impossivel,  e  nem  d'ella  cuidamos  —qae  vira  a  paz.  A  arbitragem  é  de  necessidade; 
pode  e  deve  regalar-se  dssde  já,  deve  entrar  na  leí,  mis  de  am  modo  pratico,  e  qae  d¿  resalta- 
líos  immediatos.  Tudo  o  mais  do  qaé,  será  declamacáo. 
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largas  attribuifóes  no  conhecimento  do  letígio^  e  nao  só  a  de  proferir  a  sen- 
ten^a  final,  mas  a  de  julgar  quaesquer  questóes  interlocutorias  em  todos  os 
incidentes  do  processo;  finalmente  nao  poderiam  intervir  nos  negocios  inter- 
nos dos  estados.  Esta  organisa^áo  da  arbitragem,  completada  e  aperfeigoada 
pelo  conde  de  Kamarowsky  (Le  tribunal  international),  que  entende  deve- 
rem  ter  os  juizes  arbitros  educa9áo  especial,  ser  inamoviveis,  ritribuidos  per- 
manentemente, e  usarem  da  aposenta9áo,  tem  hoje  partidarios  convencidos; 
e  até  um  author  inglez  já  redegiu,  para  o  jury  internacional  um  processo 
análogo  ao  que  está  em  vigor  na  legisla9áo  civil  de  muitos  estados  da  Euro- 
pa. Os  economistas,  porém,  seguem  outro  rumo.  Na  sua  opiniáo  um  arbitro 
supremo  só  pode  existir,  quando  os  povos  da  Europa,  adoptadas  as  institui- 
9Óes  republicanas,  formarem  entre  si  uma  grande  associa9áo.  Entáo,  um  po- 
der, legislativo,  judiciario  e  executivo,  collocado  no  centro,  ve  aria  pelos 
estatutos  do  pacto  federal,  defendendo,  sendo  necessarip,  pelas  armas  a  or- 
dem  amea9ada.  A  federa9áo  dos  estados  da  Europa,  com  uma  constitui9áo 
regular,  seria  o  único  organismo  competente  para  garantir  a  manuten9áo 
da  paz. 

Tantos  pareceres,  embora  os  deffendam  escriptores  eminentes,  teem  sido 
impugnados; —  a  arbitragem  dos  soberanos  ou  a  de  seus  agentes  diplomáti- 
cos—porque  podem  ser  influidos  das  preoccupafóes  politicas,  e  assim  pro- 
penderem  a  favor  de  um  dos  estados  contestantes;  a  arbitragem  dos  professo- 
res  e  jurisconsultos,  porque,  vivendo  no  dominio  da  sciencia  exclusiva,  mili- 
tas vezes  carecem  dos  conhecimentos  praticos,  que  só  dá  a  tracto  dos 
negocios  públicos;  a  da  federaqáo  dos  povos  ^  porque  as  na^óes  europeias,  glo- 
riosas do  seu  passado  histórico,  da  sua  lingua,  da  sua  litteratura,  de  tudo 
aquillo  que  constitue  uma  individualidade,  diffícilmente  se  uniráo  para  um 
similhante  ideal.  (M.  Rollin  Jacquemins).  O  alvitre  de  um  tribunal  permanente 
de  delegados  de  todas  as  na^óes,  e  com  organisa^^áo  propria,  é  o  que  tem 
atrahido  até  hoje  maior  numero  de  deífensores. 

Emquanto  a  nos,  diremos: 

Senhores: — Crear  um  tribunal  permanente  e  supremo  entre  as  nacpóes, 
dar-lhe  a  authoridade  de  resolver  suas  pendencias,  a  faculdade  de  promulgar 
os  códigos  de  direito  internacional  e  de  processo,  o  direito  de  os  executar, 
e  a  forQa  da  maioria  das  na^óes  para  fazer  cumprir  suas  sentencias — ^scria 
crear  uma  tal  for^a,  já  robustecida  pelo  talento  dos  eleitos,  que  se  a  ambi^áo 
nelles  Ihes  corresse  parelhas  com  o  proprio  saber — poderia  trazer-nos  aquelle 
homúnculo  de  Alberto  Magnus,  que  matou  o  sabio.  Tudo  deve  ser  simples 
ñas  cousas  da  vida.  Ainda  que  se  Ihe  marcasse  a  obrigaQáo  de  nao  intervir 
nos  negocios  internos  dos  estados,  teria  tal  prestigio,  que  nao  era  de  es- 
tranhar,  se  um  día,  aclamado  pelas  popula^óes  agradecidas,  elle  o  arbitro,  o 
supremo  julgador,  nao  se  convertesse  de  defensor  dacidade,  em  seu  supremo 
governador  (i).  Quando,  porém,  nao  succedesse  esta  hypothese,  é  certo  um 


(i^  Nao  daTÍdamos  qaeTenha  a  existir  entre  as  nagoes  am  tríbanal  saperior  e  arbitral;  mas 
qaer-Do's  parecer,  se  nao  vier  essa  solncao  nataralmente,  qae  eUa  jamáis  poderá  ser  imposta^ 
pelo  convenio  de  algons  oa  de  maitos  estados.  A  sologao  natural  viria  da  existencia  dos  estados 
unidos  da  Europa,  ao  par  da  dos  estados  anido*  da  America,  porque  entao  o  supremo  tribunal 
federal  resoWeria  os  conflictos  internacionaes;  e,  quando  elles  adviessem  entre  os  povos,  que 
o  mar  separa  e  aproxima,  n'esse  caso  as  pendencias  seriam  resolvidas,  pela  reuniao  dos  dois 
tribanaes.E&ta  conclusáo  parece-nos  legitima,  e  n'ella  acreditamos.  Fazem<nol-a  suppor,  a  egual- 
dade  de  pesos  e  medidas,  a  aniao  postal,  las  transacgdes  de  commercio,  as  litterataras  semilhan- 
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tribunal  permanente,  só  por  si,  nao  é  bastante  para  a'manuten^áo  da  paz,  por- 
que, logo  que  suas  sentengas  nao  sejam  obedecidas  por  um  dos  estados,  elle 
pedirá  a  guerra  das  outras  na^ócs,  contra  a  que  nao  as  acceitou.  Vira  pois  o 
direito  de  intervengáo  armada;  e  todos  sabem,  pela  historia  contemporánea, 
quaes  foram  as  consequencias  perniciosas  de  um  tal  direito.  Alem  do  que,  a 
nagáo  mais  forte,  se  um  dia  for  influida  por  algum  interesse  poderoso,  ou  da 
ambi<;:áo  de  conquistas,  ou  da  paixáo  de  rivalidades,  é  de  admittir  possa  in* 
fluenciar,  mais  hoje  ou  mais  amanhá,  nesse  tribunal,  para  esmagar  outras 
naQóes,  em  que  deseje  ter  perdominio.  E  nao  será  este,  o  reino  da  violencia 
e  da  for^a? 

Um  tribunal  similhante,  a  ser  possivel  a  sua  existencia,  jamáis  seria  acceite 
pelas  na^óes,  sem  grave  risco  da  sua  liberdade  de  ac;áo  e  independencia. 
Os  proprios  jurisconsultos  reconhecem  o  pezo  d'éstas  reflexóes,  pois,  que- 
jendo  um  tribunal  permanente,  dizem, — que  elle  é  voluntario. 

Mas,  que  valor  deve  merecer  um  tribunal  de  permanencia,  que,  pelo  seu 

ministerio  publico,  nao  acode  pelos  casos  occorrentes,   mantendo  a  ordem? 

E  se  acudir,  se  a  sua  jurisdicjáo  for  obrigatoria,  e  tiver  a  forga  para  a  sanc- 

^áo  dos  seus  edictos,  nao  surgiráo  os  perigos  apontados?  Eis  porque,  con- 

demnada  pelo  lado  político,  se  nao  pode  admitir  ácima  dos  estados,  urna 

tal  instituidlo.  Tem  se  dito,   que  a  qualidade  da  permanencia   Ihe  confere  a 

virtude  da  imparcialidade,  porquanto,  nao  sendo  creado  para  a  occasiáo,  nao 

o  preoccupam,  a  esse  tribunal  permanente,   os  interesses  e  as  paixóes  do 

momento,  sejam  quaes  íorem — politicas  ou  outras.  Esta  rasáo,  todavía,  nem 

nos  parece  de  acolher,  pois  aquelle  tribunal  como  outro  qualquer  é  formado 

de  homens  e  portanto  susceptivel  de  paixóes.  A  permanencia  nao  Ihe  tira  esse 

carácter.  O  que  mais  ou  menos  o  coUoca  ácima  das  vicissitudes  humanas  é  a 

sua  magistratura  moral,  a  confianza  nelle  depositada,  a  sua  illustra9áo,integrida 

de,  sciencia  abundante  do  assumpto,  conhecimentos  especiaes.  Mas,  tudo  isso 

«e  consegue  escolhendo   com  acertó  os  juizes  arbitros.  A  permanencia  nao 

Ihe  dá  nem  tira  qualidadcs — nao  é  indispensavel.   Um  tribunal  em  taes  con- 

di^óes  é  de  acceitar,  quando  ha  um  direito,   estatuido;  e  ainda  neste  caso 

teriam  de  o  formar,  como  no  crime,  com  juizes  jurados,  mudaveis  com  as 

circunstancias,  pois  que  o  facto  mal  o  pode  avahar,  quem  pela  sua  alta  posi- 

-gáo  da  judicatura,  nao  conhece  das  cousas,  eventualidades  e  circunstancias 

occorrentes.  Poderiamos  citar  muitos  exemplos,  e  um  delles  seria  odas  pes- 

<:arias  ñas  costas  do  Algarve.  Um  tribunal  permanente,  a  nao  ser  que  tomasse 

peritos,  jurados,  nao  chegaria  ao  conhecimento  de  que  a  sardinha  tem  fúgido 

para  as  costas  de  Portugal,  e  de  que  os  pescadores  hespanhoes  se  teem  in- 

dividado,  pedindo  de  emprestimo  grandes  capitaes  para  a  pesca  dos  galócs, 

^  de  que  seus  visinhos,  os  portuguezes,  que  nao  pediram  esse  dinheiro,  nao 

teem  por  emquanto  artes  aperfei^oadas,  etc..  O  conhecimento  de  tudo  ¡sto 

fió  podem  tel-o  os  juizes  commissarios  do  officio;  só  pode  vir  do  exame  dos 

logares,  da  causa  da  paixáo  dospovós.  O  juiz  constituido,  permanente,  julga 


áes,  a  aiiÍTer«idade  da  Ungaa  franceza,  os  cabos  submarinos,  o  transporte  rápido  do  peasamento 
e  da  materia  pela  electrícidade  e  pelo  vapor,  e  finalmente  os  principios  jaridicos  commnns  a 
todos  os  povos,  qae  hoje  se  elevam  á  altara  de  am  direito  especial,  saperior  ao  direito  das  gen- 
tes. Mas,  organísar  desde  agora,  e  sem  aqaella  federagáo  am  tribunal  sobre  as  na^oes,  coisa  que 
líos  parece  impossivel,  e  nem  d'ella  caidamos  ^qae  vira  a  paz.  A  arbitragem  é  de  necessidade; 
pode  e  dere  regalar*se  disde  já,  deve  entrar  na  leí,  m\%  de  am  modo  pratico,  e  qae  dé  resalta- 
dos immediatos.  Tudo  o  mais  do  qué,  será  declamagao. 
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largas  attribui^óes  no  conhecimento  do  letigio^  e  nao  so  a  de  proferir  a  sea- 
ten9a  £aal,  mas  a  de  julgar  quaesquer  questóes  interlocutorias  em  todos  os 
incidentes  do  processo;  finalmente  nao  poderiam  ¡ntervir  nos  negocios  inter- 
nos dos  estados.  Esta  organisa^áo  da  arbitragem,  completada  e  aperfei^oada 
pelo  conde  de  Kamarowsky  (Le  tribunal  international),  que  entende  deve- 
rem  ter  os  juizes  arbitros  educa9áo  especial,  ser  inamoviveis,  ritribuidos  per- 
manentemente, e  usarem  da  aposenta9áo,  tem  hoje  partidarios  convencidos; 
e  até  um  author  inglez  já  redegiu,  para  o  jury  internacional  um  processo 
análogo  ao  que  está  em  vigor  na  legisla9áo  civil  de  muitos  estados  da  Euro- 
pa. Os  economistas,  porém,  seguem  outro  rumo.  Na  sua  opiniáo  um  arbitro 
supremo  só  pode  existir,  quando  os  povos  da  Europa,  adoptadas  as  instituí- 
9Óes  republicanas,  formarem  entre  si  urna  grande  associa9áo.  Entao,  um  po- 
der, legislativo,  judiciario  e  executivo,  coUocado  no  centro,  ve  aria  pelos 
estatutos  do  pacto  federal,  defendendo,  sendo  necessarip,  pelas  armas  a  or- 
dem  amea9ada.  A  federa9áo  dos  estados  da  Europa,  com  uma  constitu¡9áo 
regular,  seria  o  único  organismo  competente  para  garantir  a  manuten9áo 
da  paz. 

Tantos  pareceres,  embora  os  deffendam  escriptores  eminentes,  teera  sido 
impugnados: —  a  arbitragem  dos  soberanos  ou  a  de  seus  agentes  diplomáti- 
cos—porque  podem  ser  influidos  das  preoccupa^óes  politicas,  e  assim  pro- 
penderem  a  favor  de  um  dos  estados  contestantes;  a  arbitragem  dos  professo- 
res  e  jurisconsultos^  porque,  vivendo  no  dominio  da  sciencia  exclusiva,  mui- 
tas  vezes  carecem  dos  conhecimentos  praticos,  que  só  dá  a  tracto  dos 
negocios  públicos;  a  da  federando  dos  povos  ^  porque  as  na^óes  europcias,  glo- 
riosas do  seu  passado  histórico,  da  sua  lingua,  da  sua  litteratura,  de  tudo 
aquillo  que  constitue  uma  individualidade,  difficilmente  se  uniráo  para  um 
similhante  ideal.  (M.  Rollin  Jacquemins).  O  alvitre  de  um  tribunal  permanente 
de  delegados  de  todas  as  na^óes,  e  com  organisa^áo  propria,  é  o  que  tem 
atrahido  até  hoje  maior  numero  de  def Censores. 

Emquanto  a  nos,  diremos: 

Senhores: — Crear  um  tribunal  permanente  e  supremo  entre  as  na^óes, 
dar-lhe  a  authoridade  de  resolver  suas  pendencias,  a  faculdade  de  promulgar 
os  códigos  de  direito  internacional  e  de  processo,  o  direito  de  os  executar, 
e  a  for<;:a  da  maioria  das  na^óes  para  fazer  cumprir  suas  senten^as — seria 
crear  uma  tal  for^a,  já  robustecida  pelo  talento  dos  eleitos,  que  se  a  ambi^áo 
nelles  Ihes  corresse  parelhas  com  o  proprio  saber — poderia  trazer-nos  aquelle 
homúnculo  de  Alberto  Magnus,  que  matou  o  sabio.  Tudo  deve  ser  simples 
ñas  cousas  da  vida.  Ainda  que  se  Ihe  marcasse  a  obriga^áo  de  nao  intervir 
nos  negocios  internos  dos  estados,  teria  tal  prestigio,  que  nao  era  de  es- 
tranhar,  se  um  dia,  aclamado  pelas  popula^óes  agradecidas,  elle  o  arbitro,  o 
supremo  julgador,  nao  se  convertesse  de  defensor  da  cidade,  em  seu  supremo 
governador  (i).  Quando,  porém,  nao  succedesse  esta  hypothese,  é  certo  um 


(i^  Nao  daTÍdamos  qoevenha  a  existir  entre  as  nagoes  um  tribanal  superior  e  arbitral;  mas 
qner-nos  parecer,  se  nao  vier  essa  sologao  nataralmente,  qae  ella  jamáis  poderá  ser  imposta^ 
pelo  convenio  de  algons  oa  de  mattos  estados.  A  solagao  nataral  viria  da  existencia  dos  estados 
onidos  da  Europa,  ao  par  da  dos  estados  unido*  da  America,  porque  entao  o  supremo  tribunal 
federal  resoWeria  os  conflictos  intemacionaes;  e,  quando  elles  adviessem  entre  os  povos,  que 
o  mar  separa  e  aproxima,  n'esse  caso  as  pendencias  seriam  resolvidas,  pela  reuniaó  dos  dois 
tribunaes.  Esta  conclusáo  parece-nos  legitima,  e  n*eUa  acreditamos.  Fazem<nol-a  snppor,  a  egnal- 
dade  de  pesos  e  medidas,  a  uniao  postal,  las  transacgóes  de  commercio,  as  litteraturas  semilhan- 
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tribunal  permanente,  só  por  si,  nao  é  bastante  para  a'manutenQáo  da  paz,  por- 
que, logo  que  siias  sentenQas  nao  scjam  obedecidas  por  um  dos  estados,  elle 
pedirá  a  gTicrra  das  outras  nafócs,  contra  a  que  nao  as  acceitou.  Vira  pois  o 
-  direitode  intcrvcncao  armada;  e  todos  sabem,  pela  historia  contemporánea,  - 
quaes  tbratn  as  consequencias  perniciosas  de  um  tal  direito.  Alem  do  que,  a 
na(;áo  mais  forte,  se  um  dia  for  influida  por  algum  interesse  poderoso,  ou  da 
ambi<;áo  de  conquistas,  ou  da  paixSo  de  rivalidades,  é  de  admittir  possa  in- 
fluenciar, mais  hoje  ou  maís  amanhá,  nessc  tribunal,  para  esmagar  outras 
na^óes,  cm  que  deseje  ter  perdominio.  E  nao  será  este,  o  reino  da  violencia 
e  da  forí^a? 

Um  tribunal  similhante,  a  ser  possivel  a  sua  existencia,  jámaia  seria  acceite 
pelas  na^ócs,  sem  grave  risco  da  sua  liberdade  de  ac^áo  e  independencia. 
Os  proprios  jurisconsultos  reconhecem  o  pezo  d'estas  reflexóes,  pois,  que- 
rendo  um  trihiDial  permanente,  dizem,  — que  elle  é  voluntario. 

Mas,  que  viilor  deve  merecer  nm  tribunal  de  permanencia,  que,  pelo  seii 
ministerio  publico,  nao  acode  pelos  casos  occorrentes,  maniendo  a  ordem? 
E  se  acudir,  se  n  sua  jurisdic^áo  for  obrigatoria,  e  tiver  a  forga  para  a  sane- 
^áo  dos  sciiF  e'lictos,  nao  surgiráo  os  perigos  apontados?  Eis  porque,  con- 
dcninada  pelo  l.ido  político,  se  nao  pode  admitir  ácima  dos  estados,  urna 
ial  instituiráo.  l'cm  se  dito,  que  a  qualidade  da  permanencia  Ihe  confere  a 
virtude  da  iniparciaüdade,  porquanto,  nao  sendo  creado  para  a  occasiao,  nao 
o  preocciipaní,  a  esse  tribunal  permanente,  os  interesses  e  as  paixóes  do 
momento,  scjmn  quaes  forem — políticas  ou  outras.  Esta  rasáo,  todavía,  nem 
nos  parece  de  ;icollier,  pois  aquelle  tribunal  como  outro  qualqueré  formado 
de  homcns  c  portanto  susceptivel  de  pai^cóes.  A  permanencia  nao  Ihe  tira  esse 
carácter.  O  que  mais  ou  menos  o  colloca  ácima  das  vicissitudes  humanas  é  a 
sua  magistrnturn  moral,  a  confianza  nellc  depositada,  a  sua  illustragüo.integrida- 
de,  scicncin  abundante  do  assumpto,  conhectmentos  especíaes.  Mas,  tudo  isso 
se  conscgue  cscolbendo  com  aceito  os  jui^es  arbitros.  A  permanencia  nao 
Ihe  dá  nein  tira  qualidades — nao  é  indispensavel.  Um  tribunal  em  taes  con- 
di^óes  é  de  acceitar,  quando  ha  um  direito,  estatuido;  c  ainda  neste  caso 
teriam  de  o  formar,  como  no  crime,  com  juizes  jurados,  mudaveis  com  as 
circunstancias,  pois  que  o  facto  mal  o  pode  avallar,  quem  pela  sua  aita  posi- 
{áo  da  judicatura,  nao  conhece  das  cousas,  eventualidades  e  circunstancias 
occorrentes.  Poderiamos  citar  muitos  exemplos,  e  um  dellcs  seria  o  das  pes- 
carías ñas  costHíi  do  Algarve.  Um  tribunal  permanente,  a  nao  ser  que  tomaase 
peritos,  jurados,  nao  chcgaria  ao  conhecimento  de  que  a  sardinha  tem  fúgido 
para  as  costas  de  Portugal,  e  de  que  os  pescadores  hespanhoes  se  teem  in- 
dividado,  pcdindo  de  emprestimo  grandes  capitaes  para  a  pesca  dos  galócs, 
e  de  que  seus  visinhos,  os  portuguczcs,  que  nao  pediram  esse  dinheiro,  nao 
teem  por  emquanto  artes  aperfei^oadas,  etc..  O  conhecimento  de  tudo  isto 
só  podcm  telo  os  juizes  commissaríos  do  officío;  só  pode  vir  do  exame  dos 
logares,  da  causa  da  paixáo  dospovos,  O  juiz  constituido,  permanente,  julga 

<et,  a  aniveraidadc  ila  tingaa  franceza,  ol  caboi  inbmarÍDOi,  o  tmuporte  rápido  do  peMamnitv 
e  da  maiería  pela  etEctrícidade  e  pelo  vapor,  e  Haalnicate  □■  príacipioi  jaridicoi  coiudidih  b 
lodos  Ol  poros,  qai:  hoje  te  eleram  &  altora  de  nm  díreilo  eipecial,  saperior  lO  diieito  das  gea- 
le».  Mu,  argani^ar  deide  agora,  e  >em  aqnella  federa^áo  nm  tribonal  fobreai  nicóes,  coUa  qoe 
jios  parece  impoasivel,  e  neot  d'ella  caidamos  — qae  TÍrí  a  paz.  A  arbitragem  í  de  necesiidade; 
pode  e  d:ve  regalai-ie  d  »de  ¡i,  dere  entrar  na  leí,  mis  de  am  gio  Jo  pralico,  e  qae  d£  resalta- 
íIds  immediatoi.  Todo  o  mais  do  qní,  será  declaoiatia. 
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pela  verdade  das  provas,  pela  verdade  jurídica,  o  jurado  pelas  provas  e  pelo 
que  elle  propríamente  sabe,  pois  vive  com  as  partes;  julga  segundo  a  su» 
consciencia.  Em  questóes  materiaes,  de  interesses,  muito  deve  attender-se  a 
este  requesito.  Assim  a  commissaríos  noraeados  ad  hoc^  dar-lhe-hemos  sem- 
pre  a  preferencia.  Excluida,  por  estas  razóes,  a  hypothese  de  ura  tribunal 
permanente,  que,  pela  demonstragáo  feita,  só  traria  o  predominio  da  nafáa 
mais  forte,  muitas  veces,  a  g^ucrra,  e  quasi  sempre  na  occasiáo  do  pleito,  a 
necessidade  de  o  constituirem  com  juizes  jurados — o  qué  de  ccrto  modo» 
prova,  que  alem  de  nocivo  elle  é  inútil,  —  nao  abandonamos  por  estas  con- 
clusóes,  que  temos  de  lógicas,  a  ideia  da  arbitragem.  Pelo  contrario,  cada 
vez  mais  viva  se  ergue  ante  o  nosso  espirito,  cada  vez  mais  proveitosa  a  con- 
sideramos .  Em  verdade,  os  direitos  sao  inuteis  se  nao  ha  uma  institui^áo  que 
Ihes  garanta  o  exercicio;  é  necessario  pois  crear  uma  ordem  jurídica  a  pro- 
teger a  vida  collectiva,  e  para  tanto  é  indispensavel  estatuir  e  de  um  modo 
permanente,  nao  o  tribunal,  mas  a  obrigaQOo  da  arbitragem.  Os  estados,  os 
parlamentos,  a  opiniáo  publica,  os  tratadistas,  já  reconheceram  a  necessidade 
de  uma  tal  ordem  jurídica,  quando  se  tracta  de  interpretagáo  de  um  conve- 
nio, da  sua  execu^áo,  da  violagáo  de  limites,  de  uma  offensa  causada,  de  um 
prejuizo  sofrido,  ou  quando  vem  a  proposito  questóes,  de  carácter  universal: 
— o  respeito  das  communica^óes  postaes  e  telegraphicas,  em  tempo  de  paz  ou 
de  guerra;  o  das  grandes  arterias  internacionaes  de  communica^áo  (linhas 
férreas,  canaes,  a  liberdade  dos  mares);  as  precaugóes  na  occasiáo  de  epide- 
mias; a  protec^áo  da  pfopriedade  littcraria  e  artística,  marcas  de  fabrica;  etc. 
Pois  sendo  assim,  hoje  só  resta  traduzir  essa  necessidade  como  obrigagáo 
legal  em  todos  os  tratados  das  najóes,  e  máxime  nos  tratados  que  bajamos 
de  fazer  entre  a  Hespanha  e  Portugal  e  os  povos  ibero-americanos.  E,  nao 
nos  candaremos  em  repetil-o:  —  a  forma  de  constituir  o  tribunal  de  arbitros 
é-nos  indifferente,  porque  sao  as  na^óes,  em  um  momento  dado,  quem  mel- 
hor  sabe  ver  ós  seus  interesses,  e  de  que  modo  Ihes  é  de  conveniencia  orga- 
nisar  o  julgamento  de  juizes  arbitros; — se  elle  deve  ser  constituido  por  ura 
soberano,  se  pelo  coUegio  de  homens  illustres,  tirado  de  uma  corporagáo 
scientifica,  se  pelos  delegados  escolhidos  e  joeirados  para  apreciar  e  decidir 
determinadas  questóes  em  virtude  de  seus  conhecimentos  technicos  e  espe- 
ciaes.  Os  governos  das  nagóes,  na  occasiáo  do  conflicto,  sao  os  que,  pela 
exame  das  circunstancias  delle,  melhor  conhecem  quaes  devam  ser  os  seus 
julgadores.  O  que  entendemos  de  urgencia,  e  desde  agora,  é  estabelecer 
nos  tratados,  a  obriga^áo  legal  de  submetter  os  conflictos  internacionaes  a 
um  jury  arbitral.  Estabellecida  a  prescripgáo  legal  e  genérica,  é  certo  na  oc- 
casiáo de  ser  nomeado  o  tribunal  de  arbitros,  tem  de  intervir  um  novo 
convenio, — a  conven^áo  especial — que  na  linguagem  do  direito  se  chama 
compromissOf  a  qual  precisando  nítidamente  a  questáo  a  debater,  expondo 
quaes  os  pontos  de  facto  ou  de  direito,  trabando  os  limites  das  attribui9ües 
Confiadas ao  arbitro, — salvo  o  caso  de  erro  material  ou  de  ínjustija  flagrante — 
obrigue  e  submetta  as  partes  e  sem  recurso  á  decísáo  que  elle  der.  E  o  que 
tem  succedido,  mas  tima  tal  pratica  nao  invalida  antes  robustece  a  nossa 
proposigáo,  pois  que  um  similhante  convenio  nao  mais  fará  que  confirmar  o 
direito  estabelecido,  esclarecendo  os  arbitros  no  exame  das  provas,  e  dando- 
Ihe  as  faculdades  em  direito  reconhecidas,  para  o  acertó  de  suas  decísóes. 
Nos  temos  um  tratado  de  commercio  pendente  com  a  Hespanha,  um  outro 
em  termos  de  ser  concluido  com  o  Brazil;  temos  i6  tratados  feitos  com  as 
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calóes  ibero- americanas  em  1878,  pois  em  todos  elles,  nos  que  esperam 
conclusáo,  e  nos  que  forem  denunciados,  deve  ser  inserta  de  um  modo  posi- 
tivo a  clausula  da  arbitragem,  e  nao  sopara  a  solugáo  das  questóes  que  d'ahí 
possam  vir,  mas  para  a  solu^áo  de  todos  os  conflictos  internacionaes,  qual- 
quer  que  seja  a  sua  origem  e  objecto.  Será  este  un  meio  pratico  de  realisar 
a  arbitragem,  se  nao  preferirem  a  Hespanha,  Portugal  e  as  najóes  ibero- 
americanas a  celebragáo  desde  agora,  de  um  tratado  commum  e  especial 
sobre  o  assurapto.  Nao  pense  esta  douta  assembléa,  que  pretendemos  orga- 
uisar  um  direito  novo;  assim  nao  é.  Táo  apenas  pedimos  se  generalise  uma 
disposÍ9áo  já  por  vezes  aproveitada  em  differentes  tratados. 

As  convengóes  de  propriedade  litteraria  que  Portugal  tem  feito  com  di- 
versas pptencias,  incluem  um  artigo,  que  manda  recorrer  em  certos  casos  á 
arbitragem;  idéntica  disposi^áo  encontramos  no  art.^  21  do  tratado  de  paz 
de  Guadalupe  Hidalgo,  celebrado  a  2  de  Fevereiro  de  1848,  entre  os  Esta- 
dos Unidos  e  o  México;  e  uma  outra  similhante  no  art.^  16  do  tratado  postal 
internacional  de  7  de  Outubro  de  1 874.  Por  ventura  vira  em  muitos  outros 
que  nao  nos  acodem  agora  a  lembramfa.  Se  tal  clausula  compro raissoria  de 
arbitros  visava  táo  sómente  a  resolver  as  duvidas  sobrevindas  na  intelligencia 
cu  execugáo  dos  tratados  em  que  foi  incerta,  é  uma  verdade  que  tal  dispo- 
si^áo  com  um  carácter  genérico  para  todos  os  conflictos,  já  tambem  entrou 
no  dominio  do  direito  positivo.  Assim,  d'cste  theor  foi  a  resolugáo  adoptada 
pelo  senado  dos  Estados  Unidos,  em  1853,  e  que  elle  ampliou  em  1873. 
«O  presidente,  diz  aquella  resolu^áo,  compromette-se,  todos  as  vezes  que 
fór  possivel,  a  inserir  em  todos  os  tratados  que  concluir  de  futuro,  um  artigo 
tendo  por  fim  submetter  qualquer  conflicto  que  advier  entre  as  partes  con- 
tractantes,  á  decisáo  de  arbitros  imparciaes,  escolhidos  de  commum  accor- 
do>.  Do  mesmo  modo,  e  ñas  mesmas  ideias  vemos  em  1881,  o  conselho  fe- 
deral da  Suissa^  pois,  n'aquelle  anno  comedón  de  negociar  com  o  governo 
dos  Estados-Unidos  um  tratado  geral  de  arbitragem,  onde  se  estatuia,  que 
fossem  julgados  por  arbitros  todas  as  questóes  internacionaes,  qualquer  que 
fosse  a  sua  causa,  natureza  e  objecto.  O  tratado  concluido  a  27  de  Agosto 
de  1883,  entre  os  Estados-Unidos  de  Venezuela  e  a  república  do  Salvador 
incluem  a  mesma  disposi§áo  no  seu  artigo  4.^  (i).  e  egualmente  a  encon- 
tramos no  art.o  i.^  do  Acto  geral  da  conferencia  de  Berlim  de  26  de  Feve- 
reiro de  1885,  que  estabeleceu  a  liberdade  de  commercio  e  navegagáo  ñas 
regióes  da  África  equatorial. 


Concluimos: 

Senhores: — A  arbitragem,  sendo  uma  aspiragáoda  consciencia  humana, 
uma  institui^áo  real  e  positiva  ñas  sociedades  civis  (em  materia  civil  ou  com- 
mercjal),  um  facto  assaz  repetido  no  julgamento  das  questóes  internacionaes, 
uma  necessidade  imprescindivel  das  nagóes,  que  •  olham  superior  a  todas  a 


(i)  As  altas  partes  «^ontractantes  obrigam-se  solemnemente  a  regalar  todas  as  saas  penden- 
cias pelos  meios  diplomáticos;  a  nao  recorrerem  em  caso  algam  ao  emp-ego  das  armas,  oa  a 
hostilidades,  e  a  submetter  todas  as  questóes  de  natureza  grave,  que  possam  trazer  a  guerra,  e 
¿cerca  dos  quaes  nao  eheguem  a  um  convenio,  á  decisáo  sem  apello  de  um  ou  mais  arbitros  no- 
meados  de  commum  accordo. 
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qnestáo  económica;  sendo  o  eterno  desejo  da  historia,  c  a'este  seculo  a 
preoccupa^áo  constante  dos  pensadores,  sociedades  de  paz,  e  cong^ressos, — 
deve  ter  hoje  um  logar  cffectivo,  na  lei.  Seria  justo,  grande,  crcneroso,  que 
se  aproveitasse  esta  occasiáo,  em  que  se  celebra  um  táo  grande  acontecí- 
mente,  tal  como  a  descoberta  da  America,  para  que  de  tantos  povos,  que  o 
mar  hoje  nao  separa,  mas  approxima,  víesse  a  iniciativa  de  uní  tratado  espe- 
cial sobre  o  assumpto.  Da  na^áo  portugueza.  nos  parece  ser  a  idcia  de  bom 
acceite.  pois  que  Portugal  já  n'este  seculo  recorreu  tres  vezcs  á  arbitragem 
com  differentes  na^óes,  muítas  vezes  com  estes  povos  da  Hcspanha,  que  sao 
seus  visinhos  e  seus  irmáos,  e  com  todos  elles  e  as  nagóes  americanas  de 
origem  Ibérica,  mantem  a  melhor  amisade,  o  maior  accordo  ñas  rcb^óes 
politicas  e  de  commercio,  como  o  provam  as  festas  e  recepi^óes,  que  teveo 
seu  delegado  quando  em  1878  fo¡  ás  repúblicas  do  Pacifico  e  de  la  Plata,  ce- 
lebrar tratados  de  commercio,  e  onde  os  portuguezcs  vivem  c  prosperara, 
porque  para  lá  foram  d'aquella  grande  e  poderosa  na^áo—  o  Brazil,  que  clles 
fundaram  durante  tres  seculos,  e  que,  tendo  urna  superficie  de  niais  de  um 
milháo  e  setecentos  mil  kilómetros  quadrados  se  desdobra  desde  Oyapok  até 
ao  Chuy  e  desde  ocabo  de  S. Roque  atéás  térras  longiquas  d'ondcse  avistam 
os  cimos  dos  Andes  Seria  urna  pagina  brjlhante  para  a  historia  de  tantas  gen- 
tes, unidas  cora  uma  tradi^áo  conimum,  a  tradigao  de  seus  pacs  que  aiidaraní 
ñas  batalhas  da  cruz  contra  osmouros,e  depois  fizeram  umaepopcia,  agrande 
epopeia  do  mar,  onde  Cervantes  combateu,  e  foi  prisioneiro,  Cainóes  canlou 
c  batalhou,  e  onde  Goo^alves  Dias  morreu.  Elles  foram  a  espada  e  a  poesía, 
nos  que  defendemos  a  Justina  e  o  direito,  uma  outra  grande  poesia,  porque 
nada  mais  bello  que  a  fratemidade  dos  povos,  nos  assim  o  pedímos,  e  espe- 
ramos na  realisa^áo,  porque  jamáis  se  vio  táo  grande  e  táo  exhuberante  for9a 
de  vida,  e  tantos  sentimentos  generosos,  como  n'essas  nagdes  ibero-america- 
nas, cujos  homcns  notaveis  se  encontram  em  toda  a  Europa,  e  que  trazem 
ao  vclho  continente  um  lampejo  do  ceu  doirado  do  seu  paiz,  no  calor  vivo 
da  sua  palavra,  na  harmonía  encantadora  dos  seus  versos,  na  prosa  exhube- 
lante  de  seus  livros,  e  até  na  sua  presenta,  que  revela  algo  d'aquelle  paiz  do 
sol,  para  onde  as  ragas,  com  saudades  do  bergo,  emigraram,  sem  temor  das 
tempestades,  seiii  receio  dos  ventos,  sem  desconfianza  do  mar— no  encalco 
de  um  homem  de  maravilha,  e  que  tendo,  fé  viva  em  Deus,  nao  pouca  no 
seu  genio,  e  multa  na  Hespanha,  descobriu  um  mundo  e  o  dcu  á  liumanida- 
de. — Elle  chamava-se  Colombo  ceu  acabe!  o  meu  discurso. 


MEMORIA 


(O 


PBBSKNTADA  POR  KL 


SR.  D.  PABLO  HERRERA 


ACADl^.MICO    CORRESPONDIENTE   EN   EL   ECUADOR 


Honrado  con  la  invitación  que  se  ha  dignado  hacerme  la  Real  Academia 
de  Jurisprudencia  y  Legislación,  para  que,  como  Académico  correspondien- 
te, tomase  parte  en  las  deliberaciones  del  Congreso  Jurídico  Ibero-america- 
no, que  se  reunirá  en  el  próximo  mes  de  Octubre,  no  vacilé  en  aceptar  esta 
invitación.  Mas  no  puedo  salir  del  territorio  de  la  República  por  no  permitír- 
melo el  cargo  de  Vicepresidente  que  desempeño,  y  por  lo  mismo,  es  impo- 
sible que  yo  concurra  personalmente  á  la  ilustre  asamblea.  Sin  embargo,  au- 
torizado por. el  art.  8.^  del  Reglamento,  remito  un  breve  apuntamiento  sobre 
el  arbitraje  internacional  para  resolver  las  cuestiones  que  surjan  y  estén  pen- 
dientes entre  España,  Portugal  y  los  Estados  ibero  americanos.  Con  esto  no 
pretendo  sino  dar  una  prueba  de  mi  buena  voluntad  en  obedecer  y  cumplir 
las  disposiciones  de  la  Real  Academia  de  Jurisprudencia  y  Legislación,  que 
para  mí  son  de  grande  autoridad  y  de  valor  inestimable. 

La  paz  es  una  de  las  más  imperiosas  necesidades  de  la  humanidad  y  la 
indispensable  condición  de  la  prosperidad  y  progreso  de  los  pueblos;  pues 
las  convulsiones  políticas,  las  guerras  internacionales,  no  solamente  desqui- 
cian los  fundamentos  del  orden  social,  sino  matan  hasta  la  esperanza  de  un 
porvenir  dichoso.  Esto  lo  conoce  el  mundo  y,  por  lo  mismo,  las  poderosas 
naciones  de  Europa  buscan  la  paz  en  la  fuerza  armada  y  levantan  ejércitos 
numerosos  como  si  se  preparasen  á  una  terrible  y  sangrienta  lucha  Mas  éste 
es  un  medio  costosísimo,  desastroso  y  más  propio,  tal  vez,  para  lanzar  los 
pueblos  á  un  abismo  que  para  consolidar  el  orden  y  afianzar  el  imperio  de 
la  ley. 

En  efecto,  casi  toda  la  riqueza  pública  se  invierte  en  la  conservación  de 
aquellos  grandes  ejércitos,  y  el  pueblo,  la  clase  obrera,  sin  el  jornal  suficien- 
te para  una  vida  cómoda,  se  hunde  más  y  más  en  la  miseria.  El  pauperismo 
es  una  espantosa  llaga  que  aflige  al  viejo  mundo,  y  de  aquí  provienen  esos 
planes  desoladores  del  proletario,  del  socialista  y  del  comunista.  Al  lado  de 
las  casas  opulentas  del  rico  banquero  se  ve  el  rostro  triste  y  desesperante 


(i)     Esta  Memoria  la  recibió  la  Comisión  organizadora  después  de  haber  terminado  las  sesio- 
nes del  Congreso. 
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del  pobre  que  no  tiene  donde  reclinar  su  cabeza,  oÍ  ropa  para  cubrir  su  des- 
nudo cuerpo,  ni  pan  paca  alimentar  su  penosa  vida. 

Por  otra  parte,  no  es  díficil  que  al  romperse  esa  especie  de  equilibrio  que 
conserva  la  paz  de  una  manera  artiScial,  digámoslo  asi,  se  arrojen  unas  po- 
tencias sobre  otras  y  caip[an  los  pueblos  en  un  mar  de  sangre. 

Un  escritor  sensato  dice,  con  razón:  f  La  paz  está  en  loa  labios  de  todos 
^los  hombres;  de  ella  se  habla:  se  habla  en  tas  Cámaras  legislativas,  en  las 
«correspondencias  diplomáticas  y  aun  en  los  tratados  públitos.  Pero  losGo- 
ibiernos  aumentan  diariamente  sus  ejércitos,  crean  nuevos  impuestos,  con- 
itratan  gravosos  empréstitos  que  aumentan  sin  término  sus  deudas,  dejando 
>  á  las  generaciones  venideras  el  cuidado  de  reparar  tos  errores  de  nuestra 
ípolítica  insensata.  ;Qué  oposición  tan  lamentable  entre  las  obras  y  las  psla- 
abras!  ¡Qué  dicen  los  Gobiernos  para  justificar  este  armamento  excesivo  y  el  , 
:.  déficit  del  Tesoro  nacional?  Dicen  que  estoes  absolutamente  necesario 
^para  la  defensa.  Mas  aquí  mismo  se  encuentra  un  punto  oscuro  que  ningún 
«hombre  imparcial  puede  comprender.  Si  las  grandes  potencias  no  atienden 
•  sino  á  su  propia  defensa,  ^de  dónde  vendrá  el  ataque?  La  verdad  es  que 
'Cada  una  de  estas  potencias  teme  á  las  otras  y  se  prepara  á  atacarlas.  De 
>aquí  proviene  una  general  desconfianza  y  los  esfuerzos  sobrehumanos  que 
>se  hacen  para  ostentar  mayores  fuerzas  militares;  y  en  esta  rivalidad  se  en- 

■  cuentra  c!  mayor  peligro  de  la  paz.   Los  pueblos   no   pueden  permanecer 

■  largo  tiempo  en  semejante  estado  de  cosas,  y  tarde  ó  temprano  preferirán 
lia  guerra  á  la  opresión.  Bastará  un  fútil  pretexto  para  incendiai  la  Europa 
"Con  el  fuego  de  la  discordia...  La  experiencia  nos  mauiÜcsta  que  ¡as  últimas 
igucrras  tian  llenado  los  pueblos  de  odio  profundo  y  que  cada  din  se  ha  he- 
i>cho  más  insoportable  el  peso  del  militarismo  y  más  triste  y  tenebroso  el 
^estado  político  y  económico  de  Europa.» 

No  ha  faltado  quien  creyese  que  la  paz  no  es  natural  y  que,  por  tanto,  las 
naciones  viven  en  estado  de  guerra,  si  no  abierta,  á  lo  menos  latente  y  pron- 
ta á  estallar. -Y  de  aquí  han  provenido  las  teorías  que  se  han  imaginado  para 
alcanzar  la  paz  perpetua  y  universal  de  las  naciones.  El  abate  Saint-Pierre 
dio  á  luz  en  1745  un  proyecto  Ae.  paz  perpelita,  como  obra  de  Enrique  IV  y 
su  ministro  Sully.  La  base  fundamental  de  este  proyecto  era  una  especie  de 
confederación  ó  liga  de  los  Estados  europeos,  liga  irrealizable  en  sus  medios 
y  en  sus  unes. 

Bentham  concibió  también  la  idea  de  una  paz  perpetua  por  medio  de  la 
reducción  y  fijación  de  las  fuerzas  militares  y  navales  de  las  potencias  que 
componen  el  sistema  europeo,  la  emancipación  de  las  colonias  de  cada  Esta- 
do y  el  establecimiento  de  un  tribunal  que  sirviese  de  arbitro  en  las  cuestio- 
nes internacionales. 

Rousseau,  en  su  obrita  intitulada  Extrait  dii  projet  de  paix perpftuflle  de 
M  l'abbé  de  Saint-Fierre,  creyó  también  que  la  paz  de  las  naciones  se  afian- 
zaría sometiendo  sus  cuestiones  al  arbitraje  de  un  tribunal  imparcial,  en  vez 
de  recurrir  á  la  suerte  incierta  de  las  armas. 

Kant  presentó  en  179S  su  proyecto  de  paz  perpetua  fundada  en  la  confe- 
deración de  los  Estados  de  Europa,  con  tal  que  sea  republicana  la  constitu- 
ción política  de  cada  uno  de  ellos,  esto  es,  siempre  que  todos  los  ciudadanos 
concurriesen  á  la  formación  de  las  leyes  y  á  decretar  la  guerra.  « E:i  el  actual 
orden  de  cosas,  dice,  el  estado  natural  de  las  naciones  no  es  de  paz,  sino 
"de  guerra,  si  no  abierta,  á  lo  menos  pronta  á  estallar.  No  hay  en  el  derecho 
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•internacional  un  código  ó  ley  que  tenga  fuerza  coercitiva.  El  campo  de  ba- 
» talla  es,  pues,  el  único  tribunal  en  el  que  los  Estados  defienden  sus  dere- 
»chos;  pero  la  paz  que  viene  de  la  victoria  no  es  trias  que  una  tregua,  y  las 
«naciones,  dejando  las  armas,  quedan  como  antes,  en  estado  de  guerra,  sin 
»que  se  les  pueda  acusar  de  injusticia,  porque  cada  uno  es  jnez  en  su  propia 
scausa.»  Así  cree  el  filósofo  alemán  que  para  consolidar  la  paz  deben  las  na- 
ciones hacer  lo  que  los  individuos,  renunciar  la  libertad  anárquica  de  los  sal- 
vajes, formar  un  Estado  de  naciones,  civitas  gentium,  y  someterlo  á  leyes 
coercitivas  que  abracen  todos  los  pueblos  de  la  tierra,  formando  una  asocia- 
ción federal 

El  libertador  D.  Simón  Bolívar  concibió  la  idea  de  formar  una  gran  fede- 
tación  de  los  pueblos  del  Nuevo  Mundo.  «Es  una  grandiosa  idea,  dijo  en  i8i  5 
>á  un  amigo  suyo,  formar  de  todo  el  Nuevo  Mundo  una  sola  nación  con  un 
»solo  vínculo  que  ligue  sus  partes  entre  sí  y  con  el  todo.  Ya  que  tienen  un 
> mismo  origen,  una  lengua,  unas  costumbres  y  una  religión,  deberían,  por 
;t consiguiente,  tener  un  mismo  Gobierno  que  confederase  los  diferentes  Es- 
stados  que  hayan  de  formarla.  Mas  no  es  posible,  porque  climas  remotos, 
^situaciones  diversas,  intereses  opuestos,  caracteres  desemejantes  dividen  la 
>América.  ¡Qué  bello  sería  que  el  istmo  de  Panamá  fuese  para  nosotros  lo 
•que  el  de  Corinto  para  los  griegos!  ¡Ojalá  que  algún  día  tengamos  la  fortu- 
•na  de  instalar  allí  un  augusto  Congreso  de  los  representantes  de  las  repú- 
»blicas,  reinos  é  imperios,  á  tratar  y  discutir  sobre  los  altos  intereses  de  la 
»paz  y  de  la  guerra!  Esta  especie  de  corporación  podría  tener  lugar  en  una 
íépoca  dichosa  de  nuestra  regeneración.» 

Y,  en  efecto,  se  reunió  un  Congreso  federal  en  Panamá  en  1824;  pues  Bo- 
lívar insistió  con  rara  perseverancia  en  llevar  á  cabo  su  proyecto.  Pasó  una 
circular  á  los  diferentes  Gobiernos  de  América.  Concurrieron  los  plenipoten- 
ciarios de  Méjico,  Guatemala,  Colombia  y  el  Perú:  celebraron  un  tratado; 
pero  no  surtió  efecto  el  bello  pensamiento  del  libertador. 

Hacedero  parecía  que  pueblos  de  un  mismo  origen,  que  hablan  la  misma 
lengua,  que  profesan  la  misma  religión  y  que  están  regidos  por  leyes  é  ins- 
tituciones análogas  formasen  una  vasta  confederación  rica,  ilustrada  y  pode- 
rosa; pero  hay  obstáculos  casi  invencibles  y  dificultades  que  no  pueden  alla- 
narse. El  pensamiento  de  Bolívar,  de  qtie  todo  el  mundo  de  Colón  debe  for- 
mar tma  sola  familia  ha  sido  mirado  como  una  bella  utopia. 

Después  se  ha  tratado  de  establecer,  si  no  una  federación,  á  lo  menos  la 
unión  de  algunos  Estados  de  Sud-América,  y  con  tal  objeto  se  reunió  en  el 
Perú  un  Congreso  de  Plenipotenciarios  de  Nueva  Granada,  Venezuela,  Ecua- 
dor, Perú,  Bolivia  y  Chile:  se  celebraron  algunos  tratados;  mas  no  fueron 
aprobados  todos,  ni  se  llevó  adelante  el  proyecto.  Parece,  pues,  irrealizable 
una  federación  de  todos  los  Estados  de  la  América  española. 

Hay,  sin  embargo,  un  medio  de  conservar  la  paz  más  fácil  y  sencillo,  á 
saber:  el  arbitraje  en  las  cuestiones  internacionales.  Verdad  es  que  atendiendo 
al  estado  en  que  se  encuentran  los  pueblos,  no  basta  este  solo  arbitrio;  se 
necesitan  aún  otros  remedios  más  eficaces  para  salvarlos  de  la  catástrofe  que 
los  amenaza;  pero  si,  como  no  es  imposible,  los  Gobiernos  quieren  sincera- 
ineiite  alejar  los  hrorores  de  la  guerra,  este  objeto  se  alcanzaría,  no  transitoria- 
mente, sino  de  una  manera  estable  y  tal  vez  segura,  particularmente  en  la 
América  española  y  la  Madre  Patria. 

Los  Estados  de  la  América  española,  sobre  todo,  han  manifestado  en  di» 
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ferentes  ocasiones  su  inclinación  á  someter  sus  cuestiones  á  la  decisión  de  un 
arbitro  más  bien  que  al  incierto  y  desastroso  recurso  de  las  armas.  El  Ecua- 
dor y  Nueva  Granada,  por  ejemplo,  sometieron  á  la  decisión  aibitral  del  Go- 
bierno de  Chile  los  puntos  pendientes  sobre  limites.  Otro  tanto  se  ha  hecho 
sol»re  la  misma  materia  entre  el  Ecuador  y  el  Perú,  entre  Colombia  y  Vene- 
zuela, entre  Colombia  é  Italia,  debiéndose  notar  que  en  todos  estos  casos, 
excepto  el  primero,  el  Gobierno  de  España  ha  merecido  hi  confianza  de  Co- 
lombia, Ecuador  y  el  Perú.  Entre  Bolivia  y  el  Perú  se  celebró  también  un 
tratado  en  1886,  en  el  cual  se  estipuló  que  una  comisión  mixta  fijase  los  li- 
mites de  ambos  Estados,  y  que  en  caso  de  disentimiento  entre  svis  miembros, 
el  Gobierno  español  fuese  el  arbitro  que  lo  dirimiese.  Últimamente  se  ha  cele- 
brado en  Washington  un  tratado  de  arbitraje  entre  los  nuevos  Estados  arae- 
riciinos  que  concurrieron  al  último  Congreso  internacional  de  aquella  ciudad. 
Parece,  pues,  que  hay  una  tendencia  casi  universal,  á  lo  menos  en  Améri- 
ca, á  dar  fin  por  medio  del  arbitraje  á  todas  las  cuestiones  internacionales  y 
alej.ir  de  esta  suerte  las  calamidades  de  la  guerra. 

Esta  tendencia  se  nota  aun  en  las  monarquías  que  se  arman  de  pies  á  ca- 
beza, recurriendo  ai  militarismo  para  conservar  la  paz.  En  1887  propuso  el 
Marqués  de  Bristol  en  la  Cámara  de  los  Lores  que  se  manifestase  cuan  ape- 
tcciljle  fuera  la  organización  de  una  Corte  internacional  que  examinase  en 
primera  instancia  las  cuestiones  que  se  susciten  entre  los  Gobiernos. 

El  arbitraje  se  ha  estipulado  aún  con  algunos  Estados  de  Europa  que  lo 
han  considerado  favorable  á  sus  intereses,  como  sucedió  con  los  tratados 
celebrados  entre  el  Ex;uador  y  Bélgica  en  1887,  con  Suiza  en  1SS8  y  con 
España  en  1 88g.  Notable  es  la  importancia  que  S.  M,  C.  daba  á  este  tratado, 
en  una  nota  que  dirigió  á  la  Legación  de  los  Estados  Unidos  de  América  en 
Madrid.  «Grato  es,  dijo,  para  mi  manifestaros  que  el  Gobierno  de  S.  M.,  an- 
ticipándose á  la  proposición  sometida  á  la  conferencia   Pan-Amcricana, 

•  incluyó  de  la  manera  más  clara  y  terminante  la  cláusula  del  arbitraje  en 
1  el  art.  i.o  del  Tratado  de  Paz  y  Amistad  que  celebró  con  el  Representante 
í  del  Ecuador,  el  Excmo.  Sr.  Dr.  ü.  Antonio  Flores,  el  26  de  Mayo.  Este 
>  hecho  os  demostrará,  así  como  al  Gobierno  de  los  Estados  Unidos,  al  cual 
=  Um  dignamente  representáis  en  esta  Corte,  el  interés  que  España  se  ha  to- 

■  niado  y  toma  actualmente  por  el  arbitraje  internacional,  considerándolo 
1  como  una  institución  altamente  humanitaria  y  beneficiosa  para  todas  las 
'  n:icÍODes  de  la  tierra.* 

Mr,  Passy  dijo  en  una  de  las  sesiones  del  Congreso  de  !a  Fas,  reunido  en 
Londres  en  1 890,  que  el  movimiento  hacia  el  arbitraje  se  notaba  también  en 
Francia,  y  recordó  como  testimonio  de  esta  verdad  un  tratado  celebrado 
con  el  Ecuador.  «Hemos  oído,  dijo,  á  un  Presidente  del  Con.scjo,  Mr.  de 

■  l-'reycinet,  declarar  con  la  unanimidad  de  la  Cámara  que  ya  había  llegado 
»  el  tiempo  de  sustituir  á  la  voz  brutal  del  cañón  la  de  la  razón,  de  la  justi- 
'  cía  y  de  la  humanidad.) 

La  Sociedad  de  la  Paz  establecida  en  Londres  dirigió,  pues,  al  Gobierno 
del  Ecuador  la  siguiente  comunicación  con  fecha  3  de  Febrero  de  1891: 

•  Los  infrascritos  tienen  la  honra  de  manifestar  que  en  un  Congreso  uni- 
versal de  la  Paz  al  que  asistieron  los  representantes  de  diversas  Sociedades 
'áii  Europa  y  América,  y  que  se  reunió  del    14  al  19  de  Julio  de   1890,  se 

•  decidió  por  unanimidad: 

íQueei  Congreso,  deseando  llamar  sobre  su  objeto  y  deliberaciones  la 
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'atención  de  todos  los  que  administran  los  Gobiernos  y  son  responsables  de 
»la  condición  de  millones  de  seres  humanos  que  pueblan  sus  Estados, — diri- 
»ja — con  tal  fin,  á  los  Jefes  de  todos  los  Estados  civilizados  una  respetuosa 
«comunicación. 

»La  tarea  á  que  se  han  consagrado  los  miembros  del  Congreso,  hombres 
»y  mujeres,  es  la  gradual  emancipación  del  género  humano  de  la  terrible 
«calamidad  de  la  guerra,  que  amenaza  constantemente  aniquilar  las  obras  de 
> la  civilización,  minar  la  prosperidad  nacional,  fomentar  odios,  excitar  pa- 
asiones  las  más  funestas  y  llevar  terror  y  dolores  á  millones  de  hogares. 

>E1  Congreso  desea  principalmente  llamar  la  atención  de  los  gobernantes,, 
asi  de  imperios  como  de  monarquías  y  repúblicas,  sobre  la  circunstancia  de 
que  esta  gran  calamidad  de  la  guerra  no  es  ni  inevitable  ni  imposible  de  ser 
eliminada.  Hombres  sabios  y  experimentados,  instruidos  en  la  ciencia  jurí- 
dica y  en  la  administración  de  los  negocios  nacionales,  han  indicado,  en 
muchos  países,  los  medios  prácticos  por  los  que  pueden  arreglarse  las  dife- 
rencias y  contradicción  de  pretensiones  de  los  Estados,  sin  acudir  á  la  fuer- 
za y  por  un  llamamiento  á  estos  mismos  principios  de  derecho,  de  equidad 
y  de  arbitramento  que  por  fin  se  han  adoptado  pera  poner  término  á  los 
conflictos  de  intereses  entre  particulares. 

>E1  Congreso  desea,  además,  hacer  notar  el  hecho  de  que  esta  sustitución 
del  derecho  á  la  fuerza  no  es  un  punto  de  simple  teoría  ni*  mera  conjetura. 
Durante  el  presente  año,  muchos  Estados  americanos  han  convenido,  en 
principio,  por  medio  de  sus  delegados,  en  concluir  pactos  por  los  que  dos 
Elstados  cualesquiera  se  comprometen  en  deferir  al  arbitraje  las  divergencias 
que  entre  ellos  sobrevengan,  con  la  condición  de  que  ni  la  independencia 
ni  la  soberanía  de  ninguna  de  ellas  sufra  mengua  por  la  decisión.  Como  es 
próxima  y  probable  la  vigencia  de  estos  tratados  entre  los  Estados  del 
Norte,  Centro  y  Sur  de  América,  con  mucha  razón  es  de  esperar  que 
sobre  esa  gran  porción  del  mundo  pronto  la  guerra  terminará  para 
siempre. 

»E1  Congreso  quiere  igualmente  llamar  la  atención  sobre  que  el  Congreso 
de  los  Estados  Unidos  ha  adoptado  resoluciones  en  virtud  de  las  cuales  e) 
Presidente  de  esa  gran  nación  tiene  que  invitar  á  las  demás  naciones  á 
ligarse  con  los  Estados  Unidos  de  América  por  tratados  de  arbitraje. 

>E1  Congreso  ha  adoptado  resoluciones,  en  que  declara  que  semejantes 
tratados  de  arbitraje,  junto  con  la  creación  de  tribunales  internacionales 
permanentes  son  esenciales  para  librar  á  las  Naciones  de  los  males  que  ac- 
tualmente les  amenazan. 

cEl  Congreso  cree  que,  así  como  se  adopten  dichos  tribunales  y  tratados^ 
se  podrá  proceder  al  desarme  de  los  cuerpos  militares. 

>E1  Congreso  ha  querido  de  una  manera  especial  manifestar  su  arraigada 
convicción  de  que  los  elevados  intereses  del  género  humano  exigen  se  ha- 
gan esfuerzos  con  el  fin  de  poner  término  á  las  crueldades  y  males  que 
implica  la  guerra.  Cree  que  jamás  se  cumplirán  las  miras  del  Divino  Maes- 
tro mientras  dure  este  gran  crimen.  Los  miembros  del  Congreso  están  se- 
guros de  que  los  Jefes  de  Estado  que  se  muestren  penetrados  de  sus  res- 
ponsabilidades en  esta  materia  no  recibirán  en  recompensa  de  su  sabiduría, 
solamente  la  eterna  gratitud  de  los  hombres,  cuanto  la  bendición  del  Dios 
Todopoderoso. » 

Pero  no  solamente  los  Gobiernos,  sino  la  sociedad  manifiesta   el  deseo  de 
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suprimir  la  guerra  y  establecer  la  paz  arreglando  por  el  arbitraje  todas  las 
cuestiones  internacionales. 

Se  han  reunido  algunos  Congresos,  ya  oficiales,  ya  privados,  para  acordar 
los  medios  de  resolver  pacíficamente  estos  asuntos.  En  1889  hubo  en  París 
numerosas  reuniones,  entre  las  cuales  fué  notable  la  del  Congreso  de  los  amigos 
de  la  Paz^  presidido  por  Francisco  Federico  Passy. 

En  este  Congreso  se  propusieron  y  acogieron  resoluciones  relativas  á  la 
práctica  arbitral  entre  los  pueblos,  á  la  institución  de  un  Consejo  internacioftal 
y  de  un  Tribunal  arbitral  supremo. 

El  Congreso  jurídico  de  Portugal,  reunido  en  la  primavera  de  1889,  pres- 
tó también  su  atención  á  la  cuestión  de  un  tribunal  arbitral  internacional. 

Así,  nada  ó  casi  nada  resta  que  hacer  para  llevar  á  cabo  un  proyecto  que 
llenaría  de  gloria  al  siglo  XIX;  pues  de  esta  suerte  se  alejarían  las  calamito- 
sas consecuencias  de  la  guerra  y  reinarían  la  concordia  entre  los  Gobiernos 
y  la  fraternidad  entre  los  pueblos,  según  las  máximas  de  la  civilización  cris- 
tiana. 

Y  ¿cómo  se  procedería  para  realizar  este  noble  y  elevado  pensamiento? 
¿Quién  sería  el  arbitro  cuy as^  resoluciones  se  respeten  como  sagradas  é  invio- 
lables? ¿Sería  menester  crear  un  tribunal  como  en  los  Estados  para  juzgar  las 
causas  de  los  ciudadanos? 

El  Marqués  de*  Salisbury  no  deja  de  tener  alguna  razón  al  observar  que  es 
casi  imposible,  atendiendo  al  estado  del  mundo,  organizar  un  tribunal,  no 
solamente  respetable,  sino  imparcial.  Los  pueblos  no  están  en  disposición  de 
aceptar  cortes  ó  tribunales  que  les  impongan  una  ley. 

Han  creído  otros  que  debería  formarse  un  comité  permanente,  compuesto 
de  juristas,  publicistas  y  diplomáticos;  pero  los  inconvenientes  de  esta  insti- 
tución serían,  si  no  mayores,  iguales  á  los  de  un  tribunal  supremo. 

Un  eclesiástico  peruano,  D.  Francisco  de  Paula  G.  Vigil,  que  también  es- 
cribió un  opúsculo  sobre  la  Paz  perpetua  ó  federación  americana,  creía  que 
debía  organizarse  un  tribunal  supremo  y  de  fuerza  común,  bajo  el  supuesto 
<ie  una  gran  confederación  de  muchos  pueblos;  mas  la  misma  confedera- 
ción serla  irrealizable,  y  fantástica  la  idea  de  una  corte  revestida  de  fuerza 
común. 

El  Lord  Stanley  Olderley  hizo  la  indicación  de  que  convendna  volver  á 
las  antiguas  prácticas,  á  saber:  nombrar  al  Papa  arbitro  para  que  con  su  in- 
tervención conjure  la  guerras  injustas. 

Y  en  efecto,  ningún  soberano,  ninguna  autoridad  reúne  como  el  Supremo 
Pastor  de  la  Iglesia  las  condiciones  indispensables  para  obtener  la  confianza 
de  las  partes,  cuyas  diferencias  someten  á  su  decisión.  Sabiduría,  imparciali- 
dad, rectitud,  probidad  incontrastable,  amor  á  la  justicia,  son  las  dotes  carac- 
terísticas del  Sucesor  de  San  Pedro.  ¡Cuánto  no  deben  la  libertad  y  la  civili- 
zación de  los  pueblos  á  la  influencia  del  Pontificado!  Y  por  esto  el  protes- 
tante Ancillón,  Ministro  del  Rey  de  Prusia,  decía:  «El  Papado  salvó  á  la  Eu- 
^ropa  de  la  barbarie  en  la  Edad  Media;  creó  relaciones  entre  las  naciones  más 
» remotas;  fué  un  centro  común,  un  punto  de  unión  entre  Estados  aislados;  se 
> colocó  entre  el  tirano  y  la  víctima,  y  restableciendo  en  las  naciones  enemi- 
»gas  relaciones  de  mutuo  interés,  de  alianza  y  amistad,  sirvió  de  salvaguar- 
dia de  las  familias,  de  los  pueblos  y  de  los  individuos.»  (Tablean  des  révolu- 

tions;  Introduction).  Leibnitz,  filósofo  profundo,  reconoció  también  la  acción 
bienhechora  de  los  Papas  y  dijo:  que  si  éstos  recobrasen  la  autoridad  que 
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tenfan  en  tiempos  de  Nicolás  I  ó  de  Gregorio  Vil,  conse^uiíiamos  el  me- 
dio de  asegurar  la  paz  perpetua  y  ¡legar  al  siglo  de  oro.  (Pensamientos  de 
Leibnitz.) 

Los  Estados  hispanoamericanos  y  la  Madre  Patria,  pueblos  católicos,  ve- 
rían en  el  arbitro,  no  tanto  un  juez,  como  un  padre  que  para  todos  quiere  el 
bienestar,  la  paz  y  concordia,  como  aconteció  en  otr^  edades,  en  las  cuales 
ejercían  los  Papas  un  cargo  de  confianza,  fueron  medianeros  y  arbitros  aun 
entre  los  subditos  y  soberanos. 

Parece,  pues,  por  lo  expuesto,  que  debía  reunirse  en  Madrid  un  Congreso 
internacional  de  todos  los  Estados  de  la  América  española,  de  la  Madre 
Patria  y  Portugal,  y  comprometerse,  por  medio  de  un  tratado,  á  someter  á 
las  decisiones  de  un  arbitro  las  cuestiones  que  entre  ellos  se  suLcitaren,  par- 
ticularmeate  sobre  limites,  indemnizaciones  de  daños  y  perjuicios,  etc.,  ex- 
cepto las  relativas  á  la  independencia  y  soberanía  de  las  naciones,  que  no 
pueden  ser  materia  de  un  juicio  arbitral,  y  en  vez  de  crear  un  tribunal,  se 
debería  designar  a)  Romano  Pontífice  arbitro  en  todas  estas  cuestiones,  coa 
la  facultad  de  consultar  en  sus  fallos  la  equidad  antes  que  el  estricto  derecho, 
particularmente  en  las  ¿ausas  diñcultosas;  esto  es,  debería  ser  arbitro  arbi- 
trador,  andigable  componedor. 


MEMORIA 


PUBSUCTADA  POR  KL 


EXCMO.  SR.  D.  SEGISMUNDO  MORET 


ex-Presidente  de  la  Real  Academia  de  Jurisprudencia  y  Legislación. 


El  tema  que  en  primer  lug^ar  debe  examinar  el  Congreso   Jurídico  iberc- 
amerícano  está  redactado  en  términos  que  exi^e  una  perfecta  distinción  en 
tre  ellos,  si  se  ha  de  llegar  á  conclusiones  prácticas. 

Se  trata  de  estudiar  el  arbitraje  internacional  como  medio  de  resolver  to- 
das las  cuestiones  que  existan  ó  puedan  surgir  entre  España,  Portugal  y  los 
Estados  ibero  americanos,  y  como  medio  de  desentrañar  lo  intrincado  del 
asunto,  distingue  hasta  cuatro  puntos  importantísimos:  la  conveniencia,  las  ba- 
ses, el  alcance  del  arbitraje  y  la  forma  de  hacerlo  eficaz,  puntos  que  envuel- 
ven cuestiones  arduas,  algunas  de  las  cuales  pudieran  calificarse  de  irresolu- 
bles en  el  estado  actual  de  la  civilización. 


Conveniencia  del  arbitri^J^* 


No  es  necesario  encarecerla,  y  sería  ocioso  preconizarla.  En  todo  caso, 
básteme  referirme  á  la  notable  Memoria  de  D.  Manuel  Torres  Campos  para 
que  el  Congreso  tenga  ante  sí  cuantos  elementos  de  juicio  le  fueren  necesa- 
rios para  resolver  una  cuestión  que  ya  de  por  sí  ha  de  serle  simpática.  Pero 
más  aún  que  á  los  textos  y  á  las  reflexiones  puede  acudir  el  que  dude  á  la 
experiencia.  Son  tan  elocuentes  los  hechos  modernos;  han  dado  en  la  prácti  - 
ca  tan  excelentes  resultados  y  los  debe  la  humanidad  tantos  beneficios,  que 
en  la  mente  de  todo  pensador  principia  á  ser  la  idea  de  la  guerra  fatalidad 
inevitable,  pero  contra  la  cual  deben  oponerse  cuantos  recursos  sugiera  la 
razón  al  espíritu  humano. 

Martens,  escribiendo  en  1886,  enumeraba  ya  50  casos  de  arbitraje,  ningu- 
no de  los  cuales  hubiera  podido  citarse  como  definitivo,  incluso,  á  mi  juicio, 
el  del  Papa  León  XIII  entre  España  y  Alemania  con  motivo  del  conflicto  de 
las  islas  Carolinas,  si  no  hubiera  ocurrido  el  del  Alabama  (i).  En  muchos,  si 


(i)  £s  maj-  notable  este  caso  por  sa  índole  especial,  por  las  circansta'ncias  que  en  él  conca- 
rríeron  y  por  tratarse  de  dos  potencias  igaalmente  poderosas  j  entre  las  caales  siempre  existie- 
ra, cuando  no  enemistad,  manifiesta  y  recelosa  esquivez.  Además  tenía  de  pecnliar  el  lando,  6 
mejor  dicho,  sentencia  de  14  de  Septiembre  de  1S72,  el  qae  si  bien  las  pretensiones  formuladas 


—  So- 
nó en  todos,  de  esos  casos,  se  trataba  de  naciones  poco  dispuestas  á  hacerse 
la  guerra,  ó  en  condiciones  tales  de  desigualdad,  que  el  empleo  de  la  fuerza 
se  hubiera  considerado  como  desafuero  del  más  fuerte  y  como  resignación 
forzosa  del  débil,  y  si  bien  estas  circunstancias  no  se  daban  en  el  caso  de  las 
Carolinas,  pues  la  disparidad  de  condiciones  no  hacía  imposible  la  lucha  en- 
tre España  y  Alemania,  eran  tantas  las  razones  que  aconsejaban  la  prudencia 
y  tan  terribles  las  complicaciones  de  una  declaración  de  guerra,  que  la  in- 
tervención bienhechora  de  León  XIII  hubiera  podido  muy  bien  tener  el  ca- 
rácter de  aquella  mediación  que  un  tiempo  ejercieron  los  Pontífices  roma- 
nos (i). 

Pero  el  caso  del  Alabama,  como  el  que  hoy  va  á  dilucidarse  otra  vez, 
á  propósito  de  las  pesquerías  del  Canadá,  entre  Inglaterra  y  los  Estados  Uni- 
dos, revestía  todas  las  condiciones  capaces  de  engendrar  una  guerra  y  hasta 
de  hacerla  popular  entre  los  dos  países  contendientes.  Por  eso  es  tan  grande 
la  gloria  de  los  que  supieron  evitar  tamaño  desastre  (2),  y  por  eso  el  caso  se 
presenta  como  precedente  seguro  y  ejemplo  decisivo  de  arbitraje  interna- 
cional. En  él  se  han  apoyado  actualmente  los  dos  Gobiernos  para  buscar  so- 
lución al  conflicto,  en  algunos  momentos  agudo,  surgido  con  motivo  del  de- 
recho de  pesca  en  las  aguas  del  Canadá,  y  no  es  aventurada  la  esperanza  de 
que  esa  conducta  de  los  poderosos  forme  jurisprudencia  y  decida  aun  á  los 
más  fuertes  á  preferir  la  conservación  de  la  paz  por  medio  del  arbitraje,  á  fiar 
el  desenlace  de  los  conflictos  á  la  suerte  de  las  armas. 


Bases. 


Si  por  esta  palabra  ha  de  entenderse  las  reglas  y  los  métodos  aplicables  á 
los  casos  de  arbitraje  en  general,  nada  más  práctico  que  referirse  al  regla- 
mento preparado  por  el  Instituto  de  derecho  internacional,  aprobado  en  1874 
y  1875  por  las  reuniones  de  Ginebra  y  del  Haya.  Pero  si  se  toma  en  su  sen- 
tido más  lato,  como  parece  indicarlo  la  redacción  del  tema,  la  cuestión  adquie- 
re otras  proporciones. 


por  los  Estados  Unidos  y  snjetas  al  Tríbanal  de  cinco  arbitros  por  virtud  del  tratado  de  Was- 
hington de  8  de  Mayo  de  187 1,  se  presentaban  bajo  el  aspecto  de  indemnización,  qae  en  el  De- 
recho común  llamaríamos  civil,  en  el  fondo  contenían  ana  pena  impuesta  á  Inglaterra  y  presupo- 
nía la  sentencia  la  implícita  declaración  de  uno  que  pudiera  calificarse  de  delito  internacional, 
pues  no  se  trataba  de  e«as  frecuentes  indemnizaciones  determinadas  por  daños  experimentados 
á  consecuencia  de  guerras  y  revueltas  de  un  país,  sino  por  haber  faltado  Inglaterra  á  los  deberes 
de  neutralidad,  tolerando  en  su  territorio  la  construcción  y  eqaipo  de  buques  corsarios  con  des- 
tino á  los  sublevados  en  la  guerra  de  sucesión.  De  suerte  que  lo  de  menos  en  aquella  sentencia 
fué  que  condenase  á  Inglaterra  á  pagar  75  millones  y  medio  de  dollars,  resolución  de  suyo  im- 
portante, sino  el  que,  para  obligar  á  tal  indemnización,  había  de  presuponer  que  la  nación  con- 
denada incurrió  en  actos  que  por  no  tener  sancijn  establecida  en  el  derecho  internacional,  ito 
eran  objeto,  como  en  el  Derecho  común,  de  pena  precedente.  Así  es  que  fuera  de  los  casos  de 
desmembración  ó  atentados  al  señorío  territorial  de  las  naciones  y  los  de  carácter  histórico  y 
político  que  indica  Martens,  que  jamás  podrán  ser  objeto  de  arbitraje,  es  difícil  que  otro  más 
grave  se  resuelva. 

(i)  El  de  Bonifacio  VIII  en  1298  y  el  de  Alejandro  VI  en  el  siglo  XV  son  los  antecedentes 
más  notables  de  este  arbitraje  papal  en  el  siglo  XIX. 

(2)  Fueron  éstos,  en  representación  de  Inglaterra,  Lord  Cockbburn;  de  los  Estados  Unidos, 
Mr.  Adams;  de  Italia,  el  Conde  de  Sclopis;  de  Suiza,  Mr.  Staempíli,  y  el  Harón  de  Itajouba,  del 
Brasil. 
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Bajo  el  punto  de  vista  jurídico,  el  arbitraje  supone  una  convención  diplo- 
mática (i),  en  la  cual,  los  dos  países  que  le  aceptan  estipulan  las  condiciones 
generales  á  que  habrán  de  ajustar  su  decisión  los  arbitros. 

Pero  apenas  enunciado  el  pensamiento,  la  experiencia  ofrece  dos  maneras 
diversas  de  fijar  las  bases  del  arbitraje.  La  una  consiste  en  fijar  los  textos  ó 
convenios  anteriores,  cuya  interpretación  confía  al  Tribunal  sentenciador. 
Según  la  otra,  de  mucho  mayor  alcance,  se  reconoce  además  el  derecho  de 
resolver  la  totalidad  de  la  cuestión  sin  sujeción  á  compromisos  ó  á  conven- 
ciones anteriores.  La  transcendencia  de  este  procedimiento  es  tan  grande, 
que,  en  mi  sentir,  él  es  el  único  que  puede  hacer  fecundo  el  arbitraje.  Basta 
recordar  que  en  el  caso  del  Alabama,  sin  la  energía  y  decisión  de  los  arbitros, 
declarándose  facultados  para  fijar  su  competencia,  el  arbitraje  hubiera  venido 
á  tierra. 

De  igoial  manera  el  Papa  León  XIII  se  creyó  autorizado  para  dictar  su  no- 
tabilísima sentencia  en  el  conflicto  de  las  Carolinas,  no  sólo  sin  sujeción  á 
texto  legal  alguho,  sino  antes  bien  sentando  por  sí,  con  autoridad  sancionada 
por  el  acierto,  el  principio  de  derecho  internacional  que  en  el  porvenir  justi- 
ficara la  ocupación  de  los  territorios  que  se  consideran  aún  libres,  el  señorío 
sobre  ellos  de  los  fuertes. 

Pero  todavía  estas  observaciones  no  agotan  el  fondo  de  la  cuestión,  por- 
que el  contenido  de  la  idea  es  tan  rico,  que  cuanto  más  se  profundiza  en  él 
mayores  desarrollos  ofrece. 

Hasta  ahora  el  arbitraje  internacional  sólo  ha  tenido  lugar  entre  dos  nacio- 
nes, que  someten  sus  diferencias  á  un  arbitro  ó  á  un  tribunal  arbitral;  pero 
no  se  ha  dado  el  caso,  ni  de  un  sistema  constante  de  arbitraje,  ni  de  una  re- 
unión de  Estados,  que  adopten  en  principio  y  como  regla  de  conducta  ese 
sistema.  Quizás  el  primer  paso  en  este  sentido  le  ha  dado  España  en  su  tra- 
tado con  la  República  del  Ecuador,  firmado  en  23  de  Mayo  de  1888,  cuyo 
artículo  i.^  establece  el  arbitraje  de  una  potencia  amiga,  sóbrela  interpreta- 
ción del  mismo  ó  sobre  algún  punto  no  previsto  en  él.  En  idéntico  orden  de 
ideas,  el  Dr.  Basth  propuso  en  el  Reichstag  la  introducción  de  la  cláusula  de 
arbitraje  en  todos  los  tratados  de  comercio,  idea  que  ha  tenido  una  grande 
aceptación  entre  los  publicistas  de  Europa,  y  que  parece  destinada  á  una 
pronta  é  inmediata  aplicación. 

De  mayor  alcance  aún  es  la  proposición  aceptada  en  9  de  Julio  de  1873 
por  la  Cámara  de  los  Comunes,  á  propuesta  de  Mr.  Henri  Richard,  para  que 
por  el  Ministerio  de  Estado  ingles  se  negociase  con  las  potencias  extranjeras 
la  institución  de  un  Tribunal  arbitral  permanente,  encargado  de  decidir  las 
diíerencias  internacionales   (2),   proposición  semejante  á  la  que  pocos  días 


(1)  Eq  U  sesión  celebrada  por  el  Instituto  meDcionado  en  Zarich,  hace  qaince  años,  á  pro- 
puesta de  Mancini,  se  aprobó  la  conclasióa,  reproducida  después  por  él  en  el  Parlamento  italiano, 
según  la  coal,  en  los  Tratados  internacionales  que  se  celebren,  debe  insertarse  una  cláusula  com- 
prometiéndose los  respectivos  países  al  arbitraje  en  los  casos  de  discordia  acerca  de  la  interpreta- 
ción y  aplicación  de  los  tratados.  Esta  p-oposición,  que  respondía  á  la  individual  opinión  del  es- 
critor italiano  acerca  de  las  limitaciones  del  arbitraje,  aunque  de  ser  aceptada  por  todos  los  paí- 
ses  marcaría  una  bien  defmida  esfera  en  que  moverse,  es  insuficiente  para  los  muchos  casos  que 
pueden  ser  objeto  de  resolución  arbitral,  los  cuales  por  su  índole  singular  están  fuera  de  las  pra- 
visiooes  de  las  partea  contratantes. — La  Conferencia  celebrada  en  París  en  1889  insiste  en  est« 
oismo  propósito. 

(2)  Mr.  Richard  ha  sostenido  en  el  Congreso  de  Colonia,  en  sesión  de  18  de  Agosto  de  t88r, 
la  conveniencia  de  ir  transformando  en  instituciones  internacionales  algunos  tribunales  y  centros 
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después,  en  24  de  Noviembre,  aceptaba,  por  iniciativa  del  Signor  Mancioi, 
la  Cámara  de  Diputados  italiana.  Á  su  vez  Mr.  Droz,  en  la  Conferencia  parla- 
mentaria reunida  en  Berna  en  Agosto  último,  preconizaba  la  misma  idea,  re- 
comendando á  los  Diputados  allí  reunidos  la  conveniencia  de  presentar  si- 
multáneamente, en  quience  ó  veinte  Parlamentos,  un  proyecto  que  tendiese  á 
resolver  por  un  arreglo  internacional  las  dificultades  del  presente  y  del  por- 
venir. 

Es  indudable  que  la  opinión  se  mueve  hoy  en  este  sentido,  y  que  gracias 
á  ella  no  sólo  se  dificulta  cada  día  más  la  guerra,  sino  que  los  Gobiernos  en- 
cuentran con  frecuencia  el  medio  de  conjurar  un  conflicto. 

No  es  posible,  sin  embargo,  profundizar  en  este  punto  sin  encontrar  inme- 
diatamente dificultades  casi  insuperables  en  el  estado  actual  de  las  naciones 
europeas  y,  aun  hasta  cierto  punto,  de  las  américo-latinas.  Saltan  á  la  vista, 
apenas  formulada  esta  idea,  multitud  de  cuestiones,  que  suelen  llamarse  po- 
líticas, porque  quizás  no  tienen  nombre  adecuado,  pero  con  las  cuales  se 
quiere  calificar  todas  aquellas  que,  por  la  vehemencia  de  las  pasiones  popu- 
lares ó  los  intereses  de  los  Gobiernos,  nadie  está  dispuesto  á  someter  á  la 
re3olución  de  nadie.  Mr.  Droz  se  apresuraba  á  indicar,  aun  cuando  nada  pa- 
recía reclamarlo,  que  la  Suiza  no  podría  someter  jamás  al  arbitraje  de  nadie 
la  cuestión  de  su  neutralidad,  garantida  hoy  por  la  Europa  enteta.  Lo  mismo 
diría  Bélgica,  y  no  hay  para  qué  citar  la  profunda  y  gravísima  cuestión  de 
la  Alsacia  y  la  Lorena.  El  mismo  tratado  de  Berlín,  que  puso  fin  al  conñicto 
entre  Rusia  y  Turquía,  encierra  multitud  de  cuestiones  que  ninguna  de  las 
potencias  interesadas  consentiría  en  someter  á  un  tribunal  arbitral  (i). 

Y  sin  embargo,  la  esfera  en  la  cual  puede  y  habrá  de  ejercerse  segura- 
mente este  medio  pacífico  de  resolver  las  cuestiones,  se  agranda  cada  día. 
Nadie  renuncia  al  empleo  de  la  fuerza:  la  paz  armada  se  presenta  como  una 
amenaza  cada  día  más  inminente  y  cada  año  más  cercana  al  conñicto;  pero 
el  sentido  general  de  la  humanidad  y  el  miedo  á  las  responsabilidades  de  una 
guerra  europea  van  circunscribiendo  el  terreno  del  conflicto,  ya  que  no  pue- 
dan hacer  desaparecer  sus  causas. 

En  este  orden  de  ideas,  la  fórmula  del  arbitraje,  adoptada  de  una  manera 
genérica,  ya  para  una  serie  de  cuestiones,  como  por  ejemplo  las  comercia 
les;  ya  para  la  interpretación  de  los  tratados,  como  España  lo  ha  proclamado; 
ya  en  forma  de  tribunal  peimanente,  atento  á  los  sucesos  de  cada  día,  á  fin 
de  dirimir  las  cuestiones  en  su  origen  y  antes  que  tomen  mayores  propor- 
ciones, la  base  futura  del  arbitraje  internacional  ha  de  ser  cada  día  mái  ex- 
tensa y  más  sólida.  En  lo  pasado  ha  sido  tan  sólo  ocasional;  hoy  se  anuncia 


en  la  actaalidad  existentes,  lo  caal  equivaldría  á  aproximarse  á  la  realización  del  ensntño  de 
Kamarowski  sobre  el  Tribunal  único  internacional. 

(i)  Conocidas  son  las  diíicaltades  coa  qae  se  ha  tropezado,  ann  entre  las  Repúblicas  sad- 
americanas,  hasta  para  hacer  efícaces  las  cláusulas  co avenidas  en  tratados,  de  lo  cual  foeroQ 
ejemplo  las  dos  Repúblicas  iniciadoras  de  la  propaganda  en  favor  del  arbitraje,  Colombia  y 
Chile;  siendo  de  tal  índole  algunas  de  las  cuestiones  pendientes,  sobre  todo  entre  las  naciones 
europeas,  que  respecto  á  ellas  obligan  á  pensar  en  la  pesimista  y  fatídica  afirmación  de  Wheaton 
y  Serigny,  de  que  no  hay  más  política  internacional  sino  la  que  cada  nación  puede  proporciO' 
narse.  Sin  embargo,  en  los  últimos  años  ha  prosperado  tanto  en  los  pueblos  americanos  el  prín- 
cipio  del  arbitraje,  que,  si  han  fracasado  el  Congreso  de  Panamá  y  la  ú  tima  Conferencia  reunida 
en  Washington  en  2  de  Octubre  de  1890,  ha  sido  por  el  interés  mercantil  y  las  pretensiones  de 
hegemonía  del  país  que  los  convocó. 
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ya  como  sistemático:  no  es  aventurado  presumir  que  dentro  de  pocos  años 
liabrá  pasado  al  estado  de  procedimiento  jurídico  universalmente  adoptado. 
Pero  estas  ¡deas  se  completarán  necesariamente  al  estudiar  la  trascendencia 
•ó  alcance  del  arbitraje. 


Aleanee. 

Considerando  por  el  momento  estas  cuestiones  desde  el  punto  de  vista  de 
la  acción  y  proporción  del  arbitraje,  se  viene  á  parar  á  los  puntos  de  partida» 
•que  acaban  de  indicarse  en  la  sección  anterior. 

No  hay  pensador  ni  publicista  alguno  que  se  atreva  á  proclamar  el  arbi- 
traje como  medio  único  y  definitivo  en  el  orden  de  las  relaciones  internacio- 
nales. Para  hacerlo  sería  preciso  faltar  á  la  sinceridad  ú  ofender  al  sentido 
«común. 

La  fuerza  tiene  aún  grandes  misiones  que  cumplir  en  el  mundo:  quizás  las 
tendrá  siempre,  como  Proudhon  pensaba.  JLa  guerra,  como  la  tempestad  en 
«1  mundo  físico  y  como  la  epidemia  en  el  orden  fisiológico,  es  la  resolución 
por  medio  de  una  crisis  violenta,  no  sólo  de  errores,  de  faltas  y  aun  de  crí- 
menes históricos,  sino  de  conflictos  nacidos  de  la  lucha  profunda  en  que 
lian  de  vivir  necesariamente  los  factores  que  componen  la  vida  social. 

Si  un  día,  que  sólo  la  imaginación  puede  concebir,  todos  esos  elementos 
-sociales  é  individuales  pudieran  vivir  en  armonía  imperturbable,  ese  día  pre- 
•cederá  muy  cerca  á  aquel  en  que  haya  de  terminar  la  existencia  de  la  huma- 
nidad en  este  planeta.  La  atmósfera  no  se  concibe  sin  las  tempestades,  la 
vida  sin  la  enfermedad  y  la  epidemia,  el  progreso  sin  la  eliminación  de  los 
obstáculos,  que  se  oponen  al  triunfo  del  derecho.  Pedir,  pues,  al  procedi- 
miento del  arbitraje  la  supresión  de  estos  conflictos,  sería  lo  mismo  que  pe- 
dir á  la  higiene  la  supresión  de  la  enfermedad  y  del  contagio,  que  llamamos 
•epidemia.  Y  claro  está  que,  como  la  petición  sería  excesiva,  la  decepción  le 
-seguiría  de  cerca.  Harto  hará  el  trabajo  constante  de  los  hombres  de  buena 
fe  si  logra  desarrollar  en  los  pueblos  esa  atmósfera  de  tolerancia  y  de  sensa- 
tez, en  la  cual  no  pueden  desarrollarse  los  apasionamientos  de  las  masas,  k  s 
egoísmos  de  los  Gobiernos  ó  los  cálculos  y  ambiciones  de  los  poderosos. 

De  aquí  que  el  alcance  del  arbitraje  no  pueda  nunca  pasar  de  ciertos  lími- 
tes. Martens  lo  reconoce  así  en  estas  lacónicas  y  elocuentes'  frases:  «En  to- 
das las  dificultades  internacionales  en  que  el  elemento  político  ocupe  el  pri- 
mer lugar,  el  arbitraje  es  inaplicable»  (i). 

Como  complemento  de  esta  idea  podría  quizás  añadirse  la  siguiente:  Kn 
ioda  cuestión  donde  el  elemento  jurídico  predomine,  el  arbitraje  es  posible. 
Donde  se  trata  de  destruir  el  derecho  existente  ó  de  abrir  paso  á  un  nuevo 


(i)  Martens. — Tratado  del  Lerecko  iniernacionaly  tomo  IIT,  edición  francesa  Je  1887,  pági- 
na 154. 

Calvo,  Flore  y  casi  todos  los  tratadistas  de  derecho  internacional  establecen  un  límite,  que 
jamás  podría  tocar  el  arbitraje,  7  es  aqael  en  qne  medie  desmembración  del  territorio  nacional, 
poes  como  ésta,  ni  la  confusión  de  naciones,  no  pueden  verificarse  sino  mediante  consentimien- 
to directo  del  pueblo  respectivo,  no  puede,  por  consiguiente,  dejarse  al  arbitrio  de  ningún  ex- 
Iraño,  sea  cual  fuere  su  autoridad. 


derecho,  el  procedimiento  jurídico  es  inútil;  la  fucr^-a  sola  puede  resolver  el 
conflicto. 

Quizás  estas  reflexiones  destruyan  muchas  ilusiones  y  parezcan  alejar  des- 
mesuradamente la  era  de  la  paz  universal;  pero  no  autoriza  la  historia,  ni  po- 
dría admitir  pensador  alguno,  que  los  procedimientos  puedan  hacer  nunca 
otra  cosa  que  mejorar  ia  marcha  de  los  sucesos,  que  apartar  de  ella  obstácu- 
los y  dificultades,  pero  jamás  alterar  las  condiciones  esenciales  de  la  huma- 
nidad, las  condiciones  fundamentales  de  los  seres,  á  cuyos  actos  se  üpliquen. 


Modo  de  hacer  eflcaz  el  arbitraje. 

Bien  puede  decirse  de  antemano  que  si  esta  cuestión  se  formulara  en  for- 
ma de  pregunta,  tendría  una  contestación  negativa.  Hasta  ahora,  cuantos 
Gobiernos  y  países  han  sometido  al  arbitraje  sus  diferencias,  han  respct;ido 
religiosanr.ente  la  decisión  de  los  arbitros.  Duro  y  difícil  le  fué  á  lncrl.-\terra 
someterse  á  los  del  Alabama,  pero  pago  escrupulosamente  los  tres  millones 
de  libras,  á  que  fué  condenada.  Si  las  naciones  y  los  Gobitrnos  no  tuvieron 
dentro  de  sí  mismos,  y  en  la  respuesta  con  palabras  empeñadas,  la  fuerza  mo- 
ral y  el  resorte  necesario  para  hacer  eficaz  el  arbitraje,  no  habría  medio  de 
llevarlo  á  cabo.  Mas  aún  no  convendría  que  le  hubiera;  porque  como  el  úni- 
co medio  sería  la  coerción,  esto  es.  ia  fuer/a,  y  el  arbitraje  representa  pura- 
mente la  supresión  de  ese  medio,  la  contradicción  que  implican  esos  dos 
términos,  anula  la  posibilidad  de  acudir  á  toda  sanción,  que  no  sea  puramen- 
te moral. 

Pero  tal  vez  penetrando  bien  á  fondo  en  la  cuestión  y  mirándola  bajo  los 
aspectos  que  antes  hemos  desarrollado,  pudiera  encontrarse  una  sanción, 
que,  sin  ser  el  empleo  de  la  fuerza,  revistiese  otros  caracteres  que  los  pura- 
mente morales.  Si  la  cláusula  de  arbitraje  se  introdujese  por  ejemplo  en  to- 
dos los  tratados  de  comercio,  á  la  manera  que  se  ha  introducido  la  del  tra- 
tamiento de  nación  más  favorecida,  resultaría  por  necesidad  un  compromiso 
mutuo  entre  todas  las  naciones  que  hubieran  adoptado  esc  principio,  que 
haría  imposible  el  que  ninguna  se  apartase  de  lo  ofrecido,  so  pena  de  ser  in- 
mediatamente excluida  de  esa  comunión  internacional,  fuera  de  la  cual  no  es 
dado  vivir  á  ningún  pueblo.  Habría,  pues,  una  coerción  positiva  y  eficaz  que 
nacería  de  la  índole  misma  del  arbitraje  y  que  no  serla,  sin  embargo,  el  lla- 
mamiento ala  fuerza. 

Más  difícil  sería  aplicar  estas  conclusiones  al  sistema  propuesto  por 
Mr,  Richard,  si  por  acaso  prevaleciese  y  varias  naciones  suscribiesen  á  formar 
un  comité  permanente,  al  cual  se  refiriesen  las  cuestiones  internacionales.  Si, 
llegado  el  caso  del  conflicto,  una  nación  entendía  que  aquella  cuestión  no 
caía  bajo  la  jurisdicción  del  Tribunal,  ó  si  la  sentencia  de  éste  no  era  respe- 
tada, habría  un  gran  riesgo  de  que  1  s  otros  países,  que  hablan  concurrido  á 
la  formación  del  Tribunal,  quisieran  hacer  efectivas  sus  decisiones  por  la 
fuerza,  y  asi  un  procedimiento  jurídico  para  conservar  la  paz,  la  comprome- 
tería de  una  manera  definitiva.  Cuando  se  piensa  en  que  la  antigua  Dicta  de 
I''rancfort,  nacida  para  conservar  la  paz  entre  los  Estados  de  Alemania,  fué 
el  foco  que  preparó  la  lucha  entre  Prusia  y  Austria,  aparecen  al  espíritu  razo- 
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nes  suficientes  para  negarse,  no  sólo  á  la  idea  de  coerción,  sino  á  un  proce 
-dimiento  que  llevase  implícitamente  á  ella. 

Todas  Jas  anteriores  consideraciones  preparan  conclusiones,  que  necesa- 
riamente han  de  concretarse  y  aparecer  más  definidas,  cuando  se  determina 
la  esfera  de  acción  de  un  arbitraje,  limitándole  á  las  cuestiones  que  puedan 
surgir  entre  España,  Portugal  y  los  Estados  ibero-americanos.  Pero  estas  con- 
-creciones  y  determinaciones  no  alteran  los  principios  generales,  que  quedan 
-establecidos  y  que  hemos  creído  deber  anteponer  para  que  las  conclusiones 
s^an  más  seguras  y  más  sólidas. 

Importa  ante  todo  consignar  que  entre  España,  Portugal  y  los  Estados 
^e  la  América  latina  no  existen  hoy  cuestiones  políticas  de  ningún  género, 
y  no  es  probable  que  aparezcan  en  el  porvenir.  La  índole  y  naturaleza  de  las 
que  puedan  surgir,  han  de  ser  siempre  de  aquellas  en  las  cuales  predomine 
el  carácter  jurídico,  y  que,  por  lo  tanto,  pueden  resolverse  por  la  decisión 
de  arbitros.  La  idea,  pues,  de  un  arbitraje  permanente  y  sistemático  es  una 
idea  posible;  y  si  no  fuese  una  idea  noble  y  generosa,  sería  todavía  práctica 
y  simpática.  España  puede  decirlo  con  tanta  más  franqueza,  y  el  que  escribe 
estas  líneas  con  tanto  más  derecho  de  demostrarlo,  cuanto  que  lo  ha  puesto 
en  práctica  en  ocasiones  bien  cercanas. 

Pero,  por  la  índole  natural  de  las  cosas,  este  arbitraje  permanente  supone 
una  agrupación,  de  una  parte,  entre  España  y  Portugal,  y  de  otra,  entre  los 
Estados  ibero-americanos.  Las  dos  antiguas  metrópolis  de  Europa  se  han  de 
♦concordar  y  entender  para  una  fórmula,  que  á  su  vez  debe  ser  comúnmente 
aceptada  por  todos  aquellos  Estados  que  de  nuestra  raza  descienden  y  que 
hablan  nuestro  idioma.  Esto  supone  una  negociación  diplomática  primero  y 
una  convención  después,  y  ambas  han  de  hacerse  por  este  natural  camino  y 
para  llegar  á  aquel  acuerdo  entre  las  partes  contratantes  en  Europa  y  en 
América. 

¿Es  esto  práctico?  ¿ps  esto  aceptable  para  los  pueblos  ibero-americanos? 
Planteada  la  cuestión,  el  tiempo  se  encargará  de  preparar  la  respuesta.  Qui- 
zás á  ningún  Estado  conviene  formularla,  quizás  será  preciso  que  circunstan- 
-cias  que  en  este  momento  no  pueden  preverse,  autoricen  á  España  á  tomar 
la  iniciativa. 

Pero  sea  de  esto  lo  que  quiera,  la  base  de  una  inteligencia  ha  de  ser  siem- 
pre la  libre  voluntad  y  la  completa  convicción  de  todos  los  contratantes  por 
los  beneficios  y  las  ventajas  que  les  esperan. 

Y  conviene  decirlo  así,  y  formularlo  con  entera  claridad,  para  que  la  trans- 
cendencia de  estas  ideas  aparezca  desde  el  primer  momento  á  la  vista  de  los 
estadistas  americanos.  Ellos,  que  hicieron  abortar  al  Congreso  de  Panamá 
en  1 88 1  y  al  convocado  para  Washington  en  el  mismo  año;  ellos,  que  supie- 
ron dar  á  la  Conferencia  pan-americana  de  6  de  Enero  de  1882  un  carácter 
completamente  distinto  del  que  se  proponían  los  que  la  convocaron,  deberán 
pensar  si  es  llegado  el  momento  de  crear  una  inteligencia  precursora  de  una 
acción  entre  todos  aquellos  Estados,  que  han  de  mirar  siempre  en  la  Penín- 
sula ibérica  su  más  fiel  amigo  y  su  más  desinteresado  consejero. 

Aprovechar  la  negociación  de "  tratados  para  incluir  en  todos  ellos  una 
cláusula  como  la  que  figura  en  el  tratado  entre  Chile  y  Colombia  de  7  de 
Septiembre  de  1880,  ó  como  el  firmado  entre  España  y  el  Ecuador,  será 
siempre^  buena  política,  á  la  cual  suscribirán  con  gusto  España  y  Portugal; 
pero  no  será  la  política  que  inspira  el  tema  que  se  discute,  ni  la  que  realice 
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el  gran  pensamiento  jurídico  que  envuelve.  El  hecho  solo  del  Congí 
reunido,  tiene  una  significación  tan  superior  á  todo  acto  individual,  que  cuanta 
rn  él  se  trate,  ha  de  tener  por  necesidad  la  resonancia  y  transcendencia  de 
una  aproximación  de  nacionalidades  separadas  por  el  espacto  y  divorciadas^ 
por  olvidados  sucesos;  pero  aproxin?.adas  y  deseosas  de  identificarse  por  su 
origen,  por  sus  necesidades  y  por  sus  esperanzas. 

Sólo  entonces  podría  encontrarse  una  fórmula  de  hacer  eficaz  el  arbitraje, 
f  jrmula  no  genérica  ni  extensiva  á  otros  casos,  sino  peculiar  y  privativa  de 
las  relaciones  entre  la  Península  ibérica  y  los  pueblos  ibero-americanos.  La 
sanción  de  este  arbitraje  estaría  en  la  misma  idea  que  la  engendra  y  que  le 
eleva  á  la  categoría  de  estado  jurídico  entre  ambos  pueblos.  Unida  y  congre- 
gada la  América  latina,  sus  representantes  llevarían  su  voz,  como  los  de  Es- 
paña y  Portugal  llevarían  las  de  las  antiguas  metrópolis. 

Una  divergencia  eritre  intereses  tan  altos  y  representaciones  tan  podero- 
sas, no  podría  probablemente  llegar  jamás  á  un  rompimiento;  pero  si  por 
desgracia  llegase,  si  et  arbitraje  no  pudiera  realizarse  en  términos  para  todos 
igualmente  aceptables,  la  masa  de  relaciones,  la  fuerza  y  el  vigor  de  los^ 
lazos  creados  entre  estas  dos  comunidades  de  pueblos,  decidiría  á  sus  Go- 
biernos á  encontrar  una  fórmula  de  avenencia,  que  tal  vez  no  hubiera  sido- 
posible  hallar,  ni  en  todo  caso  fácil  de  hacer  respetar,  si  se  tratase  de  nacio- 
nes aisladas,  discutiendo  entre  sí  cuestiones  limitadas  á  sus  propios  inte- 
reses . 

Todas  las  ideas,  pues,  se  concretan  y  modiñcaQ  al  traerlas  á  este  terrcnor 
en  el  cual  la  contestación  al  tema  se  hace  perfectamente  clara  y  terminante. 
Es  grande  la  conveniencia  de  llegar  á  establecer  el  procedimiento  jurídico 
del  arbitraje  entre  los  Estados  de  la  Península  ibérica  y  los  ibero-americanos. 

Sus  bases  han  de  ser  la  creación  de  un  Tribunal  permanente  destinado  á 
resolver  cuantos  conflictos  existan  ó  puedan  nacer  entre  ellos. 

Su  alcance,  el  más  limitado. 

Su  garantía,  la  organización  jurídica  de  los  Estados  Íbero-americanos;  de 
suerte  que,  formando  un  solo  cuerpo,  tengan  una  voz  y  una  representación, 
á  la  cual  responda  la  simpatía  de  EspaÜa  y  Portugal,  por  una  apreciación 
igualmente  valiosa  de  sus  condiciones  y  de  su  fuerza. 
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Superado  por  ua  momento  y  en  cuanto  es  preciso  para  exponer  observa- 
ciones acerca  de  uno  de  los  puntos  del  programa,  pero  no  vencido,  el  natu- 
ral y  justificado  temor  de  dirigirse  á  una  reunión  de  sabios  de  ambos  hemis- 
ferios, se  propone  el  que  suscribe  indicar  algunas  ideas  sobre  la  gran  cuestión 
internacional  del  arbitraje,  que  dentro  del  derecho  va  pareciendo  insoluble, 
por  más  <}ue  á  todos  conste  su  excepcional  importancia. 

Sully,  el  abate  de  Saint-Pierre  y  Kaat  han  sido  los  precursores.  ¿A  quién 
estará  reservada  la  generosa  labor  de  los  apóstoles  y  de  los  legisladores  en 
cuanto  al  arbitraje  internacional?  ¿Será  el  nuestro  el  periodo  histórico  desti- 
nado por  Dios  para  la  conclusión  de  la  guerra  y  para  el  completo  triunfo  del 
derecho?  Tan  halagüeña  es  la  perspectiva  que  no  nos  atrevemos  á  trazarla; 
pero  convencidos  estamos  de  que  no  trabajará  en  vano  quien  intente  un  bos- 
quejo, porque  seiá  juzgado  según  su  intención  y  no  por  el  alcance  de  sus 
resultados. 

Las  guerras  no  concluyen,  pero  se  modifican  y  se  legisla  acerca  de  ellas; 
la  humanidad  y  la  caridad  hacen  oír  su  voz  en  medio  de  las  batallas,  y  los 
mismos  intereses  materiales  de  la  industria  y  dei  comercio  dificultan,  más  de 
lo  que  á  primera  vista  parece,  los  sangrientos  encuentros  de  las  naciones.  Lo 
que  vemos  escrito  como  propio  de  un  solo  pueblo  en  las  leyes  de  Moisés, 
forma  ya  parte  de  un  Código  internacional  no  escrito,  pero  respetado  por 
todos  los  pueblos.  La  Religión  y  el  Derecho  se  han  unido  con  el  lazo  de  la 
caridad,  todo  esto  es  cierto;  pero  ¿cómo  negar  que  los  ejércitos  permanentes, 
que  no  parecen  destinados  á  concluir  tan  pronto,  son  una  protesta  contra 
todos  esos  adelantos?  Intereses  morales  y  materiales  quedan  perjudicados 
por  su  sola  existencia;  y,  sin  embaigo,  el  amor  propio  de  unas  naciones,  la 
ambición  de  otras,  resentimientos  populares  en  vista  de  los  cuales  no  hay 
que  admirarse  de  la  vendetta  de  los  insulares  corsos,  todo  esto  contribuye  á 
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que las  armas  no  descansen,  á  que  las  huestes  mHitares  no  se  disminuyan  y 
á  que  la  hermosa  perspectiva  á  que  aludíamos  se  convierta  en  espejismo  y 
aparezca  más  lejos  cada  vez,  con  harta  pena  del  filósofo  y  del  jurisconsulto. 

Los  que  con  este  nombre  se  reúnen  en  nuestra  capital  para  conmemorar 
el  glorioso  Centenario  de  Colón,  hacen  del  arbitraje  internacional  uno  de  los 
objetos  de  su  estudio,  y  para  facilitar  éste  no  tratan  de  examinarlo  en  gene- 
ral, sino  especialmente  respecto  á  España,  Portugal  y  las  naciones  america- 
nas de  origen  ibérico.  Ante  ese  espectáculo,  ¿quién  se  acuerda  de  que  en  la 
América  española  se  prohibió  algún  día  la  enseñanza  del  derecho  internacio- 
nal, como  se  manifiesta  en  un  libro  de  texto  de  Colombia  (i)  relativo  á  su 
historia  patria?  Si  el  ejemplo  hace  tanto  en  los  ^progresos  de  la  referida  rama 
del  derecho  que  parece  al  leer  muchos  autores  que  no  de  derecho  tratan,  sino 
de  historia,  ¿dejará  de  ser  altamente  significativa  la  designación  del  tema,  y 
más  que  todo  en  su  día  las  conclusiones  que  se  voten?  Sólo  esta  considera- 
ción basta  para  tratar  de  un  asunto  que  no  hemos  de  abordar  como  en  los 
Congresos  de  la  paz  se  hace,  sino  como  procede  tratarlo  entre  jurisconsultos 
hijos  de  una  madre  misma,  y  aun  me  atreveré  á  decirlo,  educados  en  escuelas 
afines  que  tienen  por  maestros  á  Calvo,  á  Pinheiro  Ferreira,  á  Riquelme  y  á 
tantos  otros,  que  no  han  pasado  en  vano  por  la  historia  de  la  ciencia,  sino  de- 
jando en  ella  recuerdos  perdurables. 

La  hora  del  mutuo  conocimiento  ha  llegado  al  fin  para  americanos,  portu- 
gueses y  españoles.  Desde  que  se  invocó  el  piincipio  de  las  razas  para  soste- 
ner y  explicar  y  deshacer  y  rehacer  nacionalidades,  y  aun  para  bosquejar 
grandes  confederaciones,  ya  no  fué  lícito  desconocer  su  importancia  para  la 
mutua  relación  de  españoles  y  americanos.  Desde  que  los  anglosajones  en  los 
Estados  Unidos  á  nadie  ocultaron  sus  ideas  de  hegemonia  en  el  Nuevo  Conti- 
nente; desde  que  poco  ha  convocaron  el  Congreso  de  Washington,  mucho 
menos  se  pudo  desconocer  la  necesidad  de  paz  íntima  y  duradera  y  de  estre- 
cha unión  entre  unos  y  otros  latinos  de  América  y  Europa.  Conviene  lo  que 
no  es  decible  que  al  comenzar  el  siglo  XX,  que  tanto  elevará  á  los  america- 
nos, pasen  del  hecho  al  derecho  esa  paz  y  unión  que  tanto  acrecienten  nues- 
tras propias  fuerzas  como  impongan  respeto  á  los  que  las  desconozcan.  No 
son  móviles  políticos  ni  de  ambición  los  que  unos  y  otros  debemos  tener  en 
cuenta;  es  la  defensa  propia,  es  que  nuestra  patria  y  la  América,  que  no  acer- 
tamos á  llamar  extranjera,  se  hallan,  por  la  fuerza  de  la  historia  y  de  la  san- 
gre, comprometidas  en  una  misma  causa.  No  se  trata  como  se  trataba  en 
Washington  de  anudar  nuevos  vínculos,  sino  de  estrechar  los  que  ya  forma- 
ron nuestros  padres,  Vis  unita  fortior.  Trátase  de  copiar  de  la  bandera  norte- 
americana esa  divisa  Ephirtbus  uniim  y  de  acercarnos  todo  lo  posible  á  for- 
mar una  confederación  en  que  jamás  habrá  una  Richmond  que  se  declare  con- 
tra una  Washington,  porque  excepto  el  vínculo  político  de  la  nacionalidad 
común,  se  establecerán  todos  los  demás,  morales  y  materiales.  No  habrá  un 
acta  que  denuncie  al  mundo  que  esa  confederación  se  ha  formado;  pero  sus 
vínculos  se  percibirán  por  donde  quiera  en  el  derecho,  en  el  comercio,  en  la 
vida  social  y  en  la  literatura.  No  tendrá  dentro  de  sí  las  causas  de  ingenua 
debilidad  que  en  la  confederación  del  Rhin  se  observaban,  pero  no  se  verá 
detrás  de  esos  miembros  ninguno  preponderante  y  ambicioso  para  quien  sea 


(i)     Qnijano  Otero. —  Compendo  de  la  historia paii-ia,  Bogotá,  1874. 


útil  descoDOcer  esos  vínculos,  ya  que  ninguna  de  las  potencias  se  encuentra 
en  el  casó  de  Prusia. 

Tratase,  pues,  de  asentar  las  bases  de  un  arbitraje  que  decida  cuantas  cues- 
tionüs  ofrcüca  ei  porvenir  entre  España,  Portugal  y  los  Estados  americanos 
que  deben  su  origen  á  las  dos  antiguas  Metrópolis.  Envidiable  será,  en  ver- 
dad, c!  recuerdo  de  este  Congreso  si  acierta  á  plantearlas;  la  ocasión  es  la 
más  propicia  posible;  bien  preparado  está  el  terreno,  en  América  quizá  mejor 
que  entre  nosotros;  la  Providencia  jamás  niega  su  auxilio  á  las  grandes  y  ge- 
nerosas empresas,  El  hombre  prepara,  Dios  dispone. 


Temeridad  sería  dirigir  la  vista  hacia  los  arcanos  de!  porvenir,  tanto  más 
cuanto  que  la  historia  es,  bajo  la  dirección  de  la  indicada  Providencia,  crea- 
dón  de  la  Ubertad  y  actividad  humanas.  La  cuestión  que  nos  proponemos 
es  mucho  más  alta  que  la  de  formas  de  gobierno  y  completamente  in- 
dependiente de  las  mismas;  la  España  que  fuese  republicana  y  las  naciones 
de  América  que  se  tornasen  monárquicas,  no  por  eso  cambiarían  las  relacio- 
nes que  existen  y  deben  existir  entre  las  potencias  de  que  se  trata.  Corrió  son 
relaciones  de  familia,  mientras  no  se  extraiga  la  sangre  de  nuestras  venas, 
nada  exterior  á  esta  intimidad  podrá  cambiar  la  situación  de  hecho,  ni  las 
aspiraciones  jurídicas.  Unitarios  ó  federales  los  americanos,  siempre  serán 
para  nosotros  los  mismos;  lo  que  entre  ellos  pudiera  causar  guerras  civiles  ó 
renovar  épocas  parecidas  á  la  de  Rosas,  Francia  y  López,  nada  influiría  en 
esas  relaciones  comunes.  El  Atlántico  y  el  Pacífico,  interpuestos  entre  sus 
moradas  y  las  nuestras,  sirven  de  lazo  de  unión,  y  antes  de  llegar  á  las  opus- 
tas  orillas  se  calman  esas  tempestades.  No  contemos,  pues,  con  serios  obs- 
táculos por  esa  parte,  ni  creamos  que  potencia  alguna  pueda  oponerse  á  un 
proyecto  que,  si  es  beneficioso  para  la  familia  española,  no  es  hostil  á  ningu- 
na otra;  como  que  poi  sí  solo  no  es  arma  de  guerra  y  si  puede  servir  para  la 
defensa  común,  no  se  ve  que  ofenda  á  nadie  en  el  actual  estado  internacional 
de  las  potencias  europeas  y  americanas, 

América,  por  su  parte,  ha  dado  pasos  agigantados  en  el  mismo  terreno, 
como  que  siente  la  necesidad  de  la  unión  aún  más  que  nosotros.  La  última 
guerra  entre  el  Perú  y  Chile,  con  todos  sus  estragos,  servirá  de  lección  á  los 
que  reliusan  arbitrar  medios  contra  la  guerra  en  aquellas  naciones.  Toda  la 
América  española  forma,  por  decirlo  así,  un  solo  cuerpo;  tenga,  pues,  un 
solo  y  mismo  espíritu  que  aleje  de  ella  la  guerra  y  fortifique  los  elementos 
*'e  paz,  don  el  más  precioso  de  todos.  En  lo  pasado  nn  solo  Código  protegió 
su  desenvolvimiento,  nuestra  inmortal  Recopilación  de  Indias;  hoy  que  esto 
ya  lio  podría  realií^arse,  que  tenga  al  menos,  bajo  la  égida  de  la  paz,  e!  mejor 
elemento  de  prosperidad,  y  que  Portugal  y  Espaiía  vengan  á  participar  de 
loa  beneficios  que  esa  gran  alianza  para  los  días  del  peligro  pueda  propor- 
cionarles. 

Todavía  habrá  por  mucho  tiempo  entre  los  Estados  del  Nuevo  Mundo 
cuestiones  de  límites,  de  nacionalidad,  de  emigración,  de  deuda  pública  y 
otras,  que  velarán  como  nubes  présagas  de  tormenta  el   firmamento   de  sus 
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relaciones  interaacioaales.  Sí;  unas  interesan  á  la  e>ctensión  del  territorio,  y, 
por  consigiiientc,<á  la  jurisdicción  y  á  la  soberanía;  otras  á  la  población,  ner- 
vio de  los  Estados,  y  otras,  por  último,  á  intereses  que,  como  los  de  la  deuda 
pública,  se  tienen  hoy  por  barómetro  de  la  prosperidad  y  porsig'nos  de  vida 
ó  muerte  entre  las  naciones.  Con  frecuencia  esos  conflictos  se  presentan  no 
solamente  entre  los  pueblos  americanos  entre  sí,  pues  que  aparecen  intere- 
sadas potencias  europeas,  y  la  historia  x:ontempo ranea  de  Méjico  ofrece 
ejemplos  que  jamás  podrán  olvidarse.  Todo  ha  de  hacerse,  todo  debe  inten- 
tarse antes  de  acudir  á  la  guerra,  que  participa  de  la  naturaleza  del  duelo 
ó  combate  singular,  en  cuanto  no  da  la  razón  al  que  la  tiene  más  que  por 
excepción  y  cuando  le  favorece  la  fortuna.  Y  como  la  intervención  de  un 
Estado  europeo  comienza  por  lastimar  el  prestigio  nacional  del  país  en  que 
se  ejerce,  y  ocurre  además  lo  que  en  Méjico,  á  saber,  que  los  que  empeza- 
ron hablando  de  reclamaciones  privadas  y  deudas  públicas  intentaron  á  poco 
mudar  la  Constitución  del  país,  se  comprenderá  fácilmentela  importancia  del 
arbitraje.  En  naciones  que  necesitan  plena  libertad  de  acción,  si  han  de  utili- 
zar sus  elementos  de  prosperidad  y  de  riqueza,  hay  que  alejar  la  posibilidad 
de  semejantes  cuestiones,  comprometiendo  su  resolución  en  manos  de  un 
arbitro  cuyo  fallo  deje  incólume  el  prestigio  del  Estado  que  podríamos 
llamar  demandado  ó  deudor,  y  disminuya  en  dinero  y  en  sangre  la  puesta 
de  ese  tremendo  juego  de  intereses  y  ambiciones  que  se  presencia  en  los 
campos  de  batalla. 

Las  cuestiones  de  límites  son  en  último  resultado  cuestiones  de  historia; 
quien  mejor,  y  tal  vez  quien  exclusivamente  puede  decidirlas,  es  quien  con- 
serva los  títulos  originales  de  posesión  y  guarda  bajo  llave,  digámoslo  así, 
las  fuentes  históricas.  Esto  lo  reconocen  y  confiesan  las  naciones  americanas, 
y  por  eso  el  arbitraje  de  España  en  semejantes  conflictos  ha  venido  como 
impuesto  por  las  circunstancias.  Al  trazar  España  los  antiguos  Virreinatos  y 
Capitanías  genérales,  asentaba,  sin  saberlo,  las  bases  de  las  futuras  naciona- 
lidades. Ninguna  de  éstas,  hagámosles  justicia,  ha  hecho  alarde  de  conquista- 
dora: hubo  un  Bolívar,  pero  no  un  Napoleón  americano.  Aspiran  aquellos 
Estados  á  completar  su  territorio,  adaptándolo  á  las  medidas  de  las  antiguas 
jurisdicciones  españolas,  y  en  verdad  que  pueden  y  deben  tener  confianza 
en  lo  que  sobre  este  punto  hizo  nuestro  Consejo  de  Indias,  asesorado  de  tan 
grandes  jurisconsultos  como  Solorzano,  y  de  fiscales,  como  el  oidor  Salazar, 
que  después  de  administrar  recta  justicia  en  el  Nuevo  Reino  de  Granada, 
mereció  ser  nombrado  Fiscal  del  Consejo  por  haber  decidido  un  cuantiosí- 
simo pleito  en  contra  del  mismo  Felipe  II.  Deben  confiar  los  americanos  en 
los  informes  de  los  Virreyes  y  de  los  Reales  Acuerdos  de  Ultramar,  en  los 
de  sabios  y  santos  misioneros  y  en  los  de  viajeros  y  geógrafos  como  D.  An- 
tonio Ulloa  y  D.  Félix  de  Azara.  Y  prescindiendo  de  esto,  la  sola  circuns- 
tancia de  poseer  nosotros  el  inapreciable  Archivo  de  Sevilla  hace  que  nues- 
tro Gobierno  se  encuentre  en  la  más  ventajosa  posición  para  resolver  tan 
espinosas  cuestiones.  Y  no  decimos  más  sobre  este  asunto,  porque  tan  con- 
vencidos como  nosotros  se  encuentran  ya  los  americanos.  Portugal,  cuyos 
sabios  han  consagrado  preferente  atención  á  los  estudios  ultramarinos,  y  que 
hace  años  vienen  publicando  importantísimas  colecciones  bien  conocidas  en 
la  república  literaria,  se  encuentra  en  las  mismas  circunstancias  que  nosotros 
respecto  á  las  muchas  potencias  confinantes  con  su  grande  y  antigua  pose- 
sión sur-americana. 
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Pero  en  derecho  internacional  las  cuestiones  conocidas  y  de  antemano 
preparadas  son  las  menos  en  número,  y  quizá  tampoco  son  éstas  las  mus- 
peligrosas.  Como  en  la  vida  del  individuo  hay  enfermedades  no  anunciadas 
por  pródromos  de  ninguna  clase,  asi  ocurren  complicaciones  de  gran  monta 
en  la  vida  de  los  Estados.  Hay  cuestiones  latentes,  como  la  de  la  unión  6 
existencia  independiente  de  las  Repúblicas  de  la  América  central,  ó  la  direc- 
ción del  Canal  por  Panamá  ó  por  Nicaragua,  ó  la  soberanía  sobre  la  Pata» 
gonia,  y  otras  que,  por  más  que  parezcan  exclusivamente  americanas,  im- 
portan mucho  á  Europa,  ó  en  el  nuevo  continente  á  los  Estados  Unidos,  y 
que  es  preciso  resolver  en  el  sentido  de  dar  más  fuerza  á  los  intereses  que 
llamaremos  latinos,  frente  á  los  anglo-sajones,  no  ipmpleando  otros  nombre» 
por  no  herir  susceptibilidades  de  ningún  Estado.  ¿Quién  sabe  cuántos  otros 
conflictos  pueden  traer  consigo  los  intereses  del  comercio  y  de  la  industria 
entre  los  americanos  de  distintas  nacionalidades  y  entre  ellos  y  los  europeos^ 
Precisarlos  sería  ser  verdadero  profeta,  y  gracias  que  puedan  conocer  bien 
lo  presente  los  más  expertos  hombres  de  Estado. 

Afortunadamente,  antes  de  concluir  el  primer  siglo  de  la  independencia 
americana,  se  ha  comprendido  que  hay  quien  tiene  interés  en  poner  trabas 
á  su  desarrollo  y  que  en  la  ciencia  del  derecho  hay  remedios  para  muchos 
males.  Congresos  de  jurisconsultos  se  han  reunido  en  Lima,  en  Montevideo- 
y  en  otras  capitales,  y  allí  se  han  discutido  problemas  de  primera  magnitud 
con  tanto  saber  y  prudencia  como  en  la  más  culta  capital  de  Europa.  No  se 
han  acentuado  tendencias  de  separación  é  individualismo,  sino  de  concentra- 
ción y  unidad,  y  esos  mismos  jurisconsultos,  elevados  más  tarde  á  las  sillas 
presidenciales  del  Estado  ó  de  las  Cortes  supremas,  ó  enviados  en  legación 
á  extranjeros  países,  han  inspirado  la  redacción  de  tratados  internacionales, 
donde. y  a  es  ley  común  á  dos  ó  más  pueblos  lo  que  no  pasó  en  los  Congre- 
sos de  aspiración  noble  y  generosa  ó  de  postulado  de  la  ciencia.  Puede  ase- 
gurarse que  ya  en  América  no  se  presentan  serias  dificultades  para  el* arbi- 
traje en  cuestiones  internacionales  americanas,  y  que  los  principios  asentados 
lo  han  sido  tan  sólidamente  que  están  á  prueba  de  cambios  políticos  y  de 
revoluciones.  Si  citamos  en  este  punto  á  la  por  tantos  títulos  digna  de  elogio 
República  del  Ecuador,  es  porque  la  fortuna  ha  favorecido  sus  esfuerzos,  no 
porque  sea  la  única  en  tan  nobles  propósitos.  España  y  Portugal  han  visto 
con  sumo  agrado  ese  trabajo  de  concentración  de  aspiración eá  y  fuerzas,, 
que  después  de  completar  su  obra  en  América,  había  de  buscar  en  Europa 
los  dos  cabos  que  quedaban  sueltos  para  sancionar  definitivamente  esa  polí- 
tica favorable  al  arbitraje.  Podían  esperar  tranquilas  ambas  naciones  penin- 
sulares, porque  cuanto  mayores  fuesen  las  dificultades  que  los  americanos 
hallasen,  cuanto  más  amenazados  se  viesen  de  otras  influencias  los  pueblos 
de  raza  latina,  tanto  más  se  hacía  indispensable  volver  los  ojos  á  las  antiguas 
metrópolis;  y  esperando  Portugal  y  EÍspaña,  sin  impaciencia  y  con  fe,  ha 
llegado  el  día  de  la  celebración  de  este  Congreso,  que  en  cierta  manera  ha 
de  ratificar  lo  que  los  de  Lima  y  Montevideo  hicieron  y  lo  que  ya  consta  en. 

litados  internacionales. 

Pueden  dividirse  los  conflictos,  cualesquiera  que  sean,  en  tres  grupos:  i.^,. 

«  que  interesan  á  una  nación  americana  respecto  á  otra;  2p,  los  que  median 

atre  una  de  ellas  y  un  país  extranjero  que  no  sea  España  ni  Portugal,  y  3.^, 

M  que  entre  cualquiera  de  las  antiguas  metrópolis  y  los  Estados  de  América 

uedan  suscitarse 
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Respecto  al  primer  grupo,  la  cuestión  debe  asegurarse  que  está  resuelta— 
y  no  se  nos  diga  que  la  guerra  ya  citada  del  Perú  y  Chile  contraría  esta 
nuestra  afirmación,— porque  reconociéndola  como  una|gran  enseíianza,  será 
una  razón  más  para  que  se  complete  esa  red  de  tratados  ya  casi  concluida. 
Difícilmente  surgirá  un  conflicto  entre  pueblos  hispano-americanos  que  no 
pueda  conjurarse  ó  resolverse.  Es  interés  no  sólo  de  América,  sino  de  Europa, 
que  así  se  haga.  Recuérdese  cómo  se  han  desarrollado  los  Estados  Unidos 
de  la  América  del  Norte,  no  teniendo  apenas  más  guerras  que  con  los  indios, 
<ín  que  eia  poco  lo  que  se  exponía  y  segura  la  victoria,  y  ninguna  guerra  y 
apenas  cuestiones  serias  con  Europa.  Ya  dejamos  dicho  que  si  esas  cuestio 
nes  son  de  límites,  paree»  España  especialmente  destinada  para  esa  sublime 
misión  del  arbitraje,  que  aplica  en  cuanto  es  posible  alas  naciones  el  mismo 
procedimiento  que  los  tribunales  aplican  á  los  particulares,  con  la  ventaja  de 
que  aún  se  le  despoja  de  lo  que  llamaban  nuestros  prácticos  del  foro  estrépito 
y  pgi*^(i  de  juicio. 

En  las  cuestiones  que  al  segundo  grupo  corresponden  es  preciso  que  cada 
país  conserve  su  libertad  de  acción;  y  en  realidad  no  es  de  ellas  de  las  que 
debemos  tratar,  porque  interesan  á  Estados  que  en  nuestra  sabia  Asamblea 
carecen  de  representantes.  Sin  duda  que  en  el  porvenir,  á  ellos  como  á  todos 
se  aplica  el  arbitraje;  pero  no  estamos  llamados  á  deliberar  sobre  esta  mate- 
ria, y  ni   aun  podemos,  como  hicimos  en  el  primer  grupo,  vislumbrar  las 
cuestiones  que  suelen  presentarse.  Pero  supongamos  que  fuesen  Francia  é 
Inglaterra  las  naciones  que  sostuvieren  en  América  pretensiones  tales,  que 
trajesen  tras  de  sí  el  casus  belli;  si  nuestras  aspiraciones  se  lograsen,  no  se 
verían  las  armas  españolas,  como  se  vieron  en  Méjico,  acompañando,  siquie- 
ra fuese  por  breve  tiempo,  las  águilas  de  Napoleón,  interesadas  en  plantear 
en  aquel  país  nueva  Constitución,  mientras  los  ingleses  y  nosotros  favorecía- 
mos otra  clase  de  pretensiones  y  respetábamos  la  independencia  y  sobe- 
ranía de  un  Estado  que  tan  bien  supo  defenderlas,  en  cuanto  las  vio  amena- 
zadas, y  que  sin  duda  para  la  caída  del  tercer  Napoleón  representó  el  mismo 
papel  qne  para  la  del  primero  representaron  España  y  Rusia. 

Tenemos  fe  en  esta  sucesiva  propagación  del  arbitraje,  porque  le  vemos 
invadiendo  todas  las  esferas  y  ramas  del  derecho;  porque,  según  dicen  los 
autores  de  nuestra  Enciclopedia  española  de  Derecho  y  Administración,  «esta 
forma  de  juzgar  está  reconocida  no  solamente  por  las  leyes  civiles  y  canó- 
nicas, sino  también  por  las  comerciales,  llegando  hasta  el  extremo  de  some- 
ter necesariamente  la  decisión  de  ciertas  cuestiones  á  esta  especie  de  tribu- 
nales »  Y  por  cierto  que  no  la  necesidad  ni  tan  altos  intereses  como  los  que 
en  derecho  internacional  se  agitan  han  sido  causa  de  que  el  derecho  mer- 
cantil prefiera  este  medio  de  enjuiciar,  sino  hasta  cierto  punto  lo  ha  hecho 
preciso  la  circunstancia  de  que  el  comercio  aborrece  los  largos  procedimien- 
tos y  los  de  derecho  estricto,  como  las  naciones  deben  odiar  la  guerra,  que 
jamás  será  medio  de  derecho,  sino  contra  todo  derecho,  y  que,  á  manera 
del  duelo — no  nos  cansaremos  de  repetirlo — no  lleva  en  sí  probabilidad  al- 
guna y  menos  certeza  de  hacer  que  triunfen  la  mejor  causa  ni  el  derecho  más 
justificado  y  evidente. 

¿Merecerán  el  nombre  de  bárbaros  aquellos  tiempos  y  aquellos  pueblos 
que  reducían  á  combates  singulares  los  que  se  anunciaban  como  de  pueblos 
y  fiaban  á  los  Horacios  la  causa  de  Roma  y  la  de  Alba  á  los  Curiacios,  á  Go- 
liath  la  de  los  filisteos  y  á  David  la  de  los  hebreos?  Creemos  que  no,  y  que 
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la  guerra  se  mejoraba  de  esta  suerte;  y  en  igual  concepto  no  asentimos  á  las 
censuras  de  varios  historiadores  contra  el  desafio  anunciado  y  no  llevado  á 
realización  de  Carlos  V  y  de  Francisco  I. 

Pero  no  entremos  en  digresiones,  por  su  naturaleza  muy  contrarias  á  la 
brevedad  de  nuestra  obra,  y  hablemos  del  tercer  grupo,  ó  sea  de  las  cues 
tiones  que  filtre  las  antiguas  metrópolis  y  las  naciones  hoy  independiente» 
pudieran  .siipcitarse.  No  por  verlas  hoy  lejanas  y  aua  improbables  negare- 
mos que  -Tlgíina  vez  existan;  que  la  presente  generación  recuerda  el  bombar- 
deo del  Ciilbo  en  la  guerra  del  Pacífico  y  recuerda  también  que  á  la  vez  ha- 
bla dos  hcrmnnos  Ministros  en  España  y  en  el  Perú  y  miembros  de  los  Go- 
bierr.os  que  ^e  hacían  la  guerra.  Las  guerras  entre  americanos  y  españoles 
nos  parecerán  siempre  civiles,  y  cada  día  más  es  preciso  alejar  su  más  leve 
contingencia.  Cada  una  de  ellas,  cualquiera  que  su  resultado  fuese,  abrirla 
larga  brecha  en  el  sistema  de  relaciones  Intimas  que  entre  los  americanos  y 
nosotros  e>;isten  ya,  y  no  ciertamente  como  obra  de  los  Gobiernos.  No  las- 
han  hecho  éstos,  sino  que,  yendo  á  remolque  de  la  opinión,  han  tenido  que 
sancionarlas  No  se  han  producido  tampoco  por  materiales  intereses  de  co- 
mercio 6  de  industria  que  haya  que  conservar,  como  son,  por  ejemplo,  las 
relaciones  que  han  impedido  las  guerras  entre  Inglaterra  y  los  Estados  Uni- 
dos. No  h.iii  producido  esas  intimas  é  innegables  relaciones  el  celo  y  solici- 
tud de  los  Gobiernos  por  el  bienestar  de  los  emigiantes,  á  quienes  se  ha  de- 
jado, por  desgracia,  confiados  á  la  suerte,  para  los  más  adversa;  no,  no  son 
ésas,  como  :ilgiM'en  pudiera  crcer.'las  causas  de  la  unión  hispano  americana; 
lo  es  la  opinión  pública,  que  de  uno  á  otro  lado  del  Atlánt  co  y  del  Pacifico 
se  ha  dejiido  oir  con  singular  elocuencia.  Todo  esto  es  cierto;  pero  si  bien 
improbidile?,  no  son  imposibles  los  conflictiis  que  se  comprenden  en  el  ter- 
cer grupo,  y  i;l  arbitraje  aplicado  á  los  misinos  tampoco  huelga. 

En  el  reinado  de  D.^  Isabel  11  no  fue  la  menor  señal  de  civilización  y  de 
progreso  de  nuestra  nación  el  ajuste  de  varios  tratados  con  las  Repúblicas 
hispano-niticricanas.  Nada  tendría  de  extraño  que  á  fines  de  siglo  se  ampliase 
la  esfera  de  los  generosos  sentimientos  expresados  en  solemnes  pactos  inter- 
nacionales. IJitonces,  á  la  verdad,  sólo  la  generosidad  del  pensamiento  podía, 
inspirar  semejantes  cláusulas,  y  sin  embargo,  consignadas  quedaron,  espe- 
cialmente en  el  tratado  con  el  Ecuador,  en  que  se  dijo;  <SÍ,  lo  que  Dios  no- 
pcrniita,  se  interrumpiese  la  buena  armonía  que  debe  reinar  en  lo  venidero- 
éntrelas  paites  contratantes,  por  falta  de  inteligencia  délos  artículos  aquí 
convenidos  6  por  otro  motivo  cualquiera  de  agravio,  ó  queja  de  injurias, 
ninguna  de  la.s  partes  podrá  autorizar  actos  de  represalia  ú  hostilidad  por 
mar  ó  por  ticira,  sin  haber  presentado  antes  á  la  otra  una  memoria  justifica- 
tiva de  Ins  motivos  en  que  funda  la  injuria  ó  agravio,  y  denegándose  la  co- 
nespondientc  satisfacción.»  Todavía  no  es  esto  el  arbitraje,  pero  es  un  paso- 
que  á  él  lleva,  es  en  principio  lo  que  éste  en  su  cabal  desarrullo,  y  lo  deci- 
mos porque  con  la  designada  memoria  y  sin  ella  podrá  venirse  al  trance  de 
f;uerTa,  qu-  es  lo  que  se  debe  evitar.  Feío  si  atendemos  á  la  época  del  trata- 
do y  al  noble  deseo  de  evitar  toda  cuestión  aun  con  Estados  como  el  Ecua- 
dor, tan  poco  relacionados  con  la  España  contemporánea,  se  comprenderá  la. 
importancia  de  la  repetida  cláusula.  Además,  la  siguiente  ya  declara  que 
•toda  cuestión  ó  diferencias  que  se  suscitasen  entre  España  y  el  Ecuador,  bien 
sobre  la  interpretación  de  los  tratados  existentes,  ó  bien  sobre  algún  punto  no 
previsto  en  ellos,  si  no  pudiera  ser  arreglada  amistosamente,  será  sometida 
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al  arbitraje  de  una  potencia  amiga,  propuesta  y  aceptada  de  común  acuer* 
do.»  Los  Gobiernos  respectivos  no  podrán  exigirse  recíprocamente  respon* 
sabilidad  por  los  daños,  vejámenes  ó  exacciones  que  los  naturales  de  una  de 
fas  dos  naciones  sufrieren  en  el  territorio  de  la  otra  por  parte  de  los  subleva- 
dos en  tiempo  de  insurrección  ó  de  guerra  civil,  ó  por  las  tribus  ú  hordas  sal- 
vajes, sustraídas  á  la  obediencia  del  Gobierno,  á  menos  que  resultare  falta  de 
vigilancia  ó  culpa  por  parte  de  las  autoridades  del  país  ó  de  sus  agentes,  de- 
clarada por  los  tribunales  del  mismo. 

Estas  disposiciones  con  ligeras  variantes  se  han  establecido  en  los  tratados 
con  Chile,  Uruguay,  Venezuela,  Bolivia,  Costa  Rica,  Nicaragua,  Santo 
Domingo,  Guatemala  y  el  Salvador.  Véase  cuan  cierto  es  que  respecto 
á  España  y  á  las  Repúblicas  de  la  América  española  está  no  sólo  empezada, 
sino  muy  adelantada  la  obra  de  que  tratamos,  así  como  también  lo  está  entre 
tos  jetados  de  América.  Portugal  no  se  halla  en  las  mismas  condiciones,  y 
para  esta  nación,  nuestra  hermana,  aún  sería  más  útil  que  para  nosotros  la 
adopción  de  tan  prudente  medida. 

Pocas  veces  la  política  de  previsión  se  ha  manifestado  más  ventajosa  que 
en  esta  cuestión  del  arbitraje.  Apesar  de  su  no  desmentida  excelencia,  no  es 
aún  popular  en  el  verdadero  sentido  de  esta  palabra.  Horacio  decía  que  las 
madres  detestaban  las  guerras\  ts  poco  decir,  las  detestamos  todos;  pero  no 
todos  están  al  corriente  de  los  medios  con  que  muchas  veces  llegan  á  evitar» 
se.  La  falsa  política  ha  dicho  en  todos  tiempos  que  deseaba  la  paz,  y  mante- 
nía el  mundo  ardiendo  en  guerras  interminables,  y  una  política  más  pérfida 
aún  decía:  Si  vis  pacem,  para  bellum»  De  desear  sería  que  los  economistas 
comparasen  los  gnstos  que  produce  á  los  pueblos  y  las  ventajas  de  que  les 
priva  esa  paz  armada,  el  lucro  cesante,  como  si  dijéramos,  y  el  daño  emer- 
gente, y  se  vería,  de  seguro,  que  este  forzado  mantenimiento  de  paz  y  esa 
espectativa  de  la  guerra  cuestan  á  los  pueblos  más  sacrificios  que  una  de  las 
luchas  breves  aunque  titánicas  y  sangrientas  de  nuestros  días.  ¡Cuántas  malas 
inteligencias  han  dado  lugar  á  grandes  catástrofes  de  dicha  índole!  ¡Qué  pre- 
textos tan  ridículos,  qué  causas  tan  fútiles  han  originado  varias  guerras!  La 
cuestión  de  las  dos  ó  tres  coronas  reales  que  habían  de  figurar  en  el  escudo 
nacional  de  Suecia  se  llevó  á  los  campos  de  batalla;  una  injuria  inferida  al 
eunuco  Narsés  puso  en  conflagración  la  Italia;  aunque  entre  uno  y  otro  acon- 
tecimiento pasaron  siglos,  no  parece  que  desde  una  á  otra  época  hubiese 
ganado  mucho  en  ilustración  y  rectitud  la  conciencia  pública. 

Creemos,  y  sin  equivocarnos,  en  nuestro  concepto,  que  el  aislamientode  la 
política  general,  así  europea  como  americana,  en  que  se  eneuentran  España, 
Portugal  y  las  Repúblicas,  deplorable  en  otros  aspectos  de  la  cuestión  inter- 
nacional, hace  más  fácil  la  adopción  del  arbitraje.  Como  en  aquella  fábula  de 
Lockmann,  el  sabio  oriental,  en  que  los  toros  hacen  retroceder  al  león  sólo 
uniéndose  todos  y  presentándole  como  una  muralla  sin  portillos  las  armas 
que  les  dio  Naturaleza,  las  naciones  latinas  comenzarán  á  ser  verdadera- 
mente temibles  cuando  verdaderamente  se  unan;  y  parece  imposible  cuánto 
sirve  á  la  unión  la  seguridad  de  que  no  habrá  cuestiones  entre  los  Estados 
que  la  pactan,  ó  de  que,  si  inesperadamente  surgen, hay  medios  jurídicos  para 
cortarlas  y  resolverlas  en  cuanto  se  produzcan. 

Es  pues  absolutamente  indispensable  que  la  tarea,  ya  tan  adelantada  por 
parte  de  España  con  América  y  de  los  Estados  americanos  entre  sí,  se  em- 
prenda por  nuestros  hermanos  los  portugueses.  Quizá  la  Providencia  para 
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la  misma  prosperidad  del  Brasil  le  tenga  resetvadas  nuevas  divisiones  terri- 
toriales, y  en  csCe  caso,  que  ni  prejuzgamos  ni  juzgamos,  se  hallarla  Portugal 
respecto  áesos  nuevos  Estado,  ea  condiciones  absolutamente  análogas  á  las 
de  España  con  sus  antiguas  colonias,  y  entonces  lo  que  hoy  no  parece  á 
nuestros  vecinos  del  mayor  interés  adquiriría  otro  carácter.  De  la  cordura  y 
prudencia  de  Portugal,  que  también  ha  evitado  recientes  y  muy  serias  cues- 
tiones, esperamos  que  tendrá  en  cuenta  indicaciones  de  tanto  valor,  y  que 
en  cierto  sentido  y  para  conjurar  posibles  conflictos  se  adelantará  á  los 
acontecimientos. 

No  sabemos  si  los  esfuerzos  unidos  de  portugueses,  americanos  y  espaüo- 
les  serán  tan  afortunados  que  para  su  uso  común  lleguen  á  codificar  el  dere- 
cho internacional;  pero  estamos  convencidos  de  que,  si  algún  grupo  de  na- 
ciones puede  hacerlo,  es  el  que  aquéllos  forman  y  constituyen.  Si  al  menos 
renunciando  á  tal  obra,  que  más  que  de  romanos  parece,  lograsen  ponerse 
de  acuerdo  respecto  de  un  tratado  permanente  de  arbitraje,  se  habría  lle- 
vado al  derecho  internacional  positivo,  ó  constituido  la  resolución  del  más 
difícil  de  sus  problemas  y  de  la  más  importante  de  las  soluciones. 

Entendemos  que  la  cuestión  no  presenta  grandes  dificultades  en  el  terreno 
científico;  pero  confesamos  que  mientras  la  opinión  publica  no  hable  más 
claro  en  el  asunto,  ni  los  jurisconsultos  se  esforzarán  en  allanar  cierto  géne- 
ro de  obstáculos,  ni  se  animarán  los  Gobiermos  á  la  celebración  de  tratados. 
Si  entre  tanto  las  relaciones  mercantiles  crecen  y  se  desarrollan,  las  referidas 
dificultades  irán  desapareciendo  en  la  práctica;  pero  hay  que  dar  á  cada 
cual  lo  suyo,  lo  mismo  al  progreso  de  nuestra  época  que  á  la  reacción,  tan- 
tas veces  saludable,  que  los  intereses  materiales  causan  en  los  morales,  y  al 
contrario;  pero  entonces  la  reacción  se  habrá  verificado  á  espaldas  de  la  cien- 
cia y  convenciéndola  de  ineficaz  é  impotente.  Y  en  verdad  que  lo  que  has- 
ta ahora  se  ha  dicho  contra  Enrique  IV  y  Sully  por  su  proyectada  confede- 
ración de  monarquías  y  de  repúblicas  de  Europa,  harto  más  difícil  de  for- 
mar que  la  conciliación  entre  franceses  católicos  y  protestantes,  lo  que  se  ha 
propalado  contra  el  Abate  de  Saint-Píerre  y  Kant,  lo  que  se  ha  juzgado 
acerca  de  la  Sociedad  de  Derecho  Internacional  de  Gante,  vendría  en  cierto 
modo  á  explicarse,  si  no  á  justificarse  de  una  manera  cumplida,  La  ciencia 
_debe  adeluiitarseá  la  realidad,  porque  procede  de  más  arriba  y  extiende  su 
mirada  nías  lejos. 

Hé  aquí  por  qué  el  Congreso  Jurídico  Íbero  americano  adelantará  la  obra 
que  recomendamos,  sin  que  le  quepa  la  gloria  de  iniciarla  ni  de  concluirla. 
Pero  aprovechando  esta  ocasión,  única  durante  un  siglo,  había  cumplido  una 
■  misión  providencial,  y  seguramente  habrá  merecido  las  alabanzas  de  los  pue- 
blos interesados  en  esta  deliocración  solemne.  No  se  atribuya  todo  lo  bueno 
ni  tudo  lo  ;iialo  que  les  imputa  la  historia  á  los  hombres  de  estado;  convcn- 
iainon'.i?;  ilc  que  muchas  utopias  de  ayer  y  de  hoy  serán  mañana  realidades, 
y  recordciiius  que  no  en  vano  estudia  América  el  derecho  internacional  y 
sus  grandes  problemas  con  marcada  preferencia  á  otrosramos,  Nose  da  cu  la 
historia  otro  ejemplo  de  tantos  y  tan  grandes  pueblos  pertenecientes  á  la 
misma  wum.  Esa  unidad  que  se  busca  en  Europa  con  anexiones  que  no  qucrc 
nios  juzgar,  se  nos  da  como  hecha  en  el  Nuevo  Continente,  y  en  el  antiguo, 
Portugal  y  España  esperan  que  se  pronuncie  la  última  palabra.  Y  no  será 
ésta  la  que  salga  de  entrevistas  de  reyes  ó  de  ministros,  sino  del  concurso 
de  los  hombres  de  ciencia,  cuyos  ideales  no  son  de  un  día,  ni  en  empresas 
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efímeras  terraiiian,  ni  menos  en  intereses  temporales  y  mudables.  Este  Con 
greso  dará  el  impulso,  pues  ¿quién  como  él  puede  haceilof;  pero  al  mismo 
ticíii[io  será  él  quien  promueva  con  sus  conclusiones  la  celebración  de  trata- 
dos, qo  ya  sólo  de  paz,  ni  aun  de  comunidad  de  derechos  civiles,  sino  de 
perdurable  alianza.  El  antiguo  concepto  de  los  tratados  interuacionales  será 
desarrollado  en  el  trascurso  de  los  siglos  y  extendido  á  objetos  en  que  ni 
aun  se  hubicr.i  pensado  en  épocas  no  muy  remotas.  Ya  se  registran  algunos 
par;i  la  común  acción  en  e!  terreno  de  la  ciencia,  para  la  protección  de  ani- 
males útiles  á  la  agricultura,  para  que  desaparezca  la  esclavitud  de  todas  las 
rejiiones  de  nuestro  planeta,  para  obligar  á  naciones  semisalvajes  á  encender 
faros  en  sus  desiertas  costas;  aunquu  se  registren  también  tratados  como  el 
(le  1:1  repartición  de  Polonia,  verdadero  insulto  á  la  moral  y  á  la  política,  cri- 
men internacional  que,  corno  todos,  tiene  que  expiarse  con  penitencias  y 
buenas  obras.  Los  tratados  de  arbitraje  parecen  el  non  plus  ultra  del  progre- 
so aplicado  á  la  contratación  internacional;  y  si  han  de  ser  frecuentes,  deben 
iniciarse  por  los  que  ajusten  naciones  de  la  misma  raza.  La  nuestra,  la  por- 
tuguesa y  las  americanas  son  la  más  numerosa  comunidad  de  pueblos  que 
estj  indicada  para  semejante  adelanto. 

Si  las  grandes  potencias  de  Europa,  que  de  cuando  en  cuando  se  reúnen 
en  conferencias  como  la  de  Berlín,  viesen  formada  esa  alianza,  no  tomarían 
seguramente  las  medidas  que  á  poco  se  tradujesen  en  hechos  que  no  hemos 
de  calificar  en  contra  de  Portugal  y  de  España,  La  falta  de  un  arbirtraje  per- 
manente produjo  hasta  cierto  punto  esas  medidas,  y  sólo  el  de  León  Xlll, 
en  el  conflicto  de  tas  Carolinas,  remedió  los  males  causados.  La  América 
Central  no  podrá  menos  de  recordar  las  empresas  de  Walker,  que  en  pleno 
siglo  XIX  se  atrevió  á  renovar  las  hazañas  de  los  boucaniers;  si  ese  arbitraje 
que  recomendamos  hubiera  existido,  do  contaría  aquella  parte  de  América 
en  sus  anales  tan  lastimosas  páginas,  tan  sangrientos  recuerdos,  y  lo  que 
pudo  parecer  desprestigio  álos  pueblos  de  otras  razas.  Sólo  serán  verdade- 
ramente importantes  en  el  terreno  internacional  Portugal  y  España  cuando 
adelanten  por  este  camino,  llevando  tras  de  sí  la  imponente  y  valiosa  reta- 
guardia de  las  naciones  americanas,  cuando  bajo  la  égida  de  una  paz  segura 
é  inmutable  puedan  unos  y  otros  pueblos  desarrollar  sus  incalculables  ele- 
mentos de  riqueza  que  llevan  explotando  los  extranjeros  casi  desde  el  des- 
cubrimiento de  tas  tierras  americanas. 

I. a  antigua  Confederación  Germánica  tenía  como  principio  de  su  exis- 
Iciu-ia  y  conservación  una  como  intervención  fiscal  de  todos  sus  miembros 
contra  ef  que  intentase  perturbar  la  paz:  todas  estas  garantías  sobraban  para 
Cíisi  todos  los  Estados;  mas  eran  insuficientes  contra  Austria  y  Prusia.  Estas 
eran  las  que  en  último  resultado  habían  de  luchar,  y  de  ese  combate  resultó 
el  ün  de  la  obra  de  NapoIcón**que  habían  conservado  sus  enemigos.  Si  Amé- 
rica hubiese  aceptado  el  arbitraje,  siquiera  en  los  mismos  términos  que  la 
Confederación  Germánica,  tal  vez  no  figurarían  en  la  historia  la  guerra  de 
Mcjico  con  los  Pistados  Unidos,  tan  desastrosa  para  la  primera;  ia  del  Para- 
gviiiy,  que  hizo  precisa  una  alianza  entre  el  Brasil  y  ia  República  Argentina; 
la  ya  citada  y  sangrienta  guerra  entre  Perú  y  Chile,  y  nosotros  no  hubiéra- 
mos registrado  en  nuestros  anales  la  del  Pacífico,  puesto  que  las  causas  que 
la  motivaron  hubieran  parecido  muy  leves  á  los  arbitros,  y  sobre  todo,  si 
estos  hubiesen  sido  las  mismas  potencias  americanas  que  permanecie- 
ron neutrales.  Es  decir,  que  habiendo  disfrutado   el  Nuevo  Continente  de 
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cchenta  años  de  paz,  á  contar  desde  su  independencia,  la  suerte  de  los  emi- 
grantes, el  desarrollo  de  la  riqueza  de  todos  g^éneros  y  el  prestigio  interna- 
cional de  los  americanos  habrían  sido  muy  diversos  de  los  que  hemos  co- 
nocido. 

•  No  hemos  de  insistir  más  acerca  de  la  conviencia  del  arbitraje  en  los  casos 
que  dejamos  indicados;  en  todos  ellos  lo  exigen  los  progresos  de  nuestra 
edad  y  la  causa  de  la  humanidad,  jamás  divorciada  de  aquéllos.  No  dejare- 
mos, sin  embargo,  de  indicar  qne  las  guerras  entre  los  Estados  americanos  y 
los  europeos  van  haciéndose  poco  menos  que  imposibles  para  toda  nación 
que  no  tenga  disponibles  muy  poderosas  fuerzas  marítimas,  y  aun  la  mis- 
ma Inglaterra  rehuye  las  guerras  cuando  se  siente  agraviada,  con  razón  ó  sin 
ella,  de  los  Estados  Unidos.  Ni  Francia  pensará  en  otras  expediciones  des- 
pués de  la  de  Méjico,  ni  Alemania,  que  por  todo  el  globo  anda  buscando 
colonias,  proyecta  establecerlas  en  América,  y  acabamos  de  presenciar  cómo 
Italia  ha  devorado  la  afrenta  deVer  aplicada  la  ley  de  Lynch  á  varios  de  sus 
subditos  en  los  Estados  Unidos.  Hasta  la  misma  fuerza  de  las  circunstancias 
aconseja  á  los  europeos,  y  sobre  todo  á  los  españoles  y  portugueses,  que 
tengan  siempre  corrientes  sus  cuentas  con  los  americanos;  y  puesto  que  las 
guerras  son  poco  menos  que  imposibles  con  elfos,  hagamos  de  la  necesidad 
virtud  y  levantemos  para  terminar  honrosamente  los  conflictos  la  gloriosa  en- 
sena del  arbitraje. 

En  nuestros  días  someterse  á  él,  aunque  ei  arbitro  valga  menos  que  las  po- 
tencias contendientes,  nada  hiere  el  amor  propio  de  todos.  No  es  más  grande 
que  yo  el  que  no  es  mejor  que  yo,  puede  decir  como  Agesilao,  comparán- 
dose con  el  gran  rey  de  los  Persas,  todo  Estado  moderno.  Someterse  al 
derecho  es  someterse  á  la  razón,  y  hacerlo  así  es  declarar  la  única  guerr  i 
que  no  deberá  concluir,  la  que  todos  debemos  hacer  á  la  fuerza  y  á  la  in- 
justicia. 

No  ha  mucho  tiempo,  y  con  motivo  de  una  cuestión  de  límites  pendiente 
entre  Colombia  y  Venezuela,  acudieron  estas  dos  naciones  al  arbitraje  de 
nuestra  España,  y  en  verdad  que  se  llevó  dicho  asunto  con  tanta  prudencia, 
que  el  procedimiento  en  esta  cuestión  seguido  puede  servir  de  modelo  para 
casos  análogos.  Citamos  éste,  porque  hemos  tenido  ocasión  de  examinar  los 
alegatos  de  ambas  partes,  honrosísimos  para  sus  autores,  y  que  daban  hecho 
al  arbitro  español  la  mayor  parte  del  trabajo.  Ninguna  potencia  extranjera 
podría  decidir  la  cuestión  sin  acudir  á  nuestros  archivos,  ya  lo  saben  nuestros 
hermanos  de  América,  sin  temor  de  que  el  arbitro  se  equivoque  ni  de  que  no 
se  halle  enterado  de  los  antecedentes.  Los  conflictos  de  tal  clase  no  pueden 
ni  deben  resolverse  más  que  por  España.  Hacia  el  extremo  Sur  de  América 
mantienen  parecidas  pretensiones  Chile  y  la  República  Argentina;  Lastarria, 
Amunátegui,  Vicuña  Makenna  y  otros  ilustres  diplomáticos  han  expuesto  con 
singular  lucidez  el  estado  de  la  cuestión  y  toda  clase  de  precedentes  históri- 
cos desde  la  época  del  Virreinato;  mas  la  cuestión  está  sié¿^  juJice  y  es  hora 
deque  se  resuelva,  porque  la  Patagonia  ya  no  es  la  región  de  los  fabulosos 
gigantes,  sino  de  pueblos  que  la  administración  y  las  misiones  van  reduciendo 
á  la  vida  de  los  civilizados  y  ya  conocidos  por  aquéllos  en  las  últimas  expo- 
siciones de  París  y  de  Genova. 

También  recordamos  un  caso  célebre  de  arbitraje  en  la  historia  diplomáti- 
ca de  Portugal:  el  de  la  adjudicación  de  la  isla  de  Lourengo  Marques;  de 
suerte  que  la  sustitución  de  que  tratamos  reúne  ya  la  triple  sanción  que  dan 
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los  principios  científicos,  las  convenciones  internacionales  y  la  misma  histo- 
ria. Cuando  todas  ellas  militan  en  favor  de  una  reforma,  bien  podemos  asegu- 
rar que  serán  fácilmente  superadas  las  dificultades  de  la  práctica. 


III 


El  Congreso  Jurídico  Ibero-americano,  aunque  desprovisto  de  autoridad 
en  materias  diplomáticas,  reúne  en  sumo  grado  la  científica  y  no  carece  de 
representación  oficial;  por  lo  tanto,  al  expresar  su  deseo  de  que  el  arbitraje 
se  establezca  de  una  manera  permanente  para  resolver  los  conflictos  que  sur- 
jan entre  portugueses,  americanos  y  españoles,  no  podrá  menos  de  ser  aten- 
dido por  los  respectivos  Gobiernos  y  deberá  esperar  resultados  no  menos  fa- 
vorables que  .los  obtenidos  en  Ginebra  para  la  fundación  de  la  Cruz  Roja,  en 
cuanto  es  infinitamente  más  fácil  prevenir  la  guerra  que  intervenir  hasta  cier- 
to punto  en  el  modo  de  hacerla  y  remediar  sns  estragos.  Y  si  el  impulso  dado 
á  la  obra  de  Dunant  y  Moynier  ha  sobrepujado  á  toda  esperanza,  y  la  insti- 
tución modelo  de  caridad  internacional  ha  dado  la  vuelta  al  mundo,  ^será  te* 
merario  esperar  que  se  convenga^antes  ó  después,  pero  sin  que  trascurra  mu- 
cho tiempo,  en  un  principio  teórico,  al  que  se  acude  siempre  que  el  casus  belli 
aparece  en  el  horizonte?  El  reinado  del  arbitraje  pondrá  término  á  esa  caridad 
internacional  en  las  guerras;  pero  ¿qué  más  hubieran  querido  los  egregios 
fundadores  de  la  Cruz  Roja  que  producir  una  situación  en  que  los  socorros 
jamás  fuesen  necesarios?  Con.  este  motivo  recordaremos  que  muchas  nacio- 
nes de  América  deben  á  nuestra  España  tan  benéfica  institución,  y  felicitare- 
mos á  Portugal  por  haberla  admitido  bajo  los  mejores  auspicios  hasta  poner- 
la en  uu  estado  á  todas  luces  floreciente  y  envidiable. 

Más  difícil  era  asimismo  en  nuestro  concepto  que  las  naciones  renuncia- 
sen al  corso,  y  salvo  dos  excepciones  bien  conocidas  han  renunciado  todas, 
y  no  lo  era  menos  el  convenio  para  la  proscripción  de  ciertas  armas  y  pro- 
yectiles en  caso  de  guerra,  y  desde  el  Congreso  de  San  Petersburgo  es  un 
hecho  este  adelanto. 

No  nos  reunimos  americanos,  portugueses  y  españoles  para  discutir  pro- 
blemas como  el  del  Estado  internacional,  ni  siquiera  como  el  del  tribunal 
internacional  de  que  trataba  tan  elocuentemente  ha  poco  años  M.  Moynier, 
de  Ginebra;  nuestro  fin  es  más  práctico,  es  el  de  persuadir  á  nuestros  Gro- 
biernos,  si  á  tanto  alcanza  nuestra  fortuna,  que  ha  llegado  la  hora  de  asegu- 
rar para  todos  los  Estados  ibero-americanos  el  beneficio  de  que  ya  gozan 
algunos,  fija  la  mirada,  no  tanto  en  la  comunidad  de  nuestro  origen  y  de 
nuestra  antigua  historia,  como  en  las  necesidades  del  presente  y  en  las  even- 
tualidades del  porvenir,  y  esta  sola  consideración  es  suficiente,  aun  prescin- 
diendo de  la  excelencia  del  proyecto,  para  que  sea  universalmente  acepta- 
do. No  apadrinamos  fórmulas  como  las  de  Monroe,  que,  sin  satisfacer  más 
que  auna  parte  de  América,  despiertan  susceptibilidades, siempre  respetables, 
en  Europa;  nuestros  proyectos  no  tienden  como  los  del  pan-americanismo 
L  de  Mr.  Blaine  á  favorecer  á  un  solo  Estado;  no  vemos,  pues,  serias  dificulta 

des  que  haya  que  combatir.  De  manera  que  en  nuestro  discurso  resalta  una 
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parte  que  puede  llamarse  confirmación^  al  uso  de  los  retóricos;  pero  nos  dis* 
pensa  de  la  refutación  la  misma  naturaleza  del  asunto. 

La  Asociación  de  Derecho  internacional ^  otra  de  las  grandes  instituciones 
de  nuestro  siglo,  apenas  nos  deja  qué  estudiar  en  las  cuestiones  que  á  esta 
ciencia  se  refieren,  y  seguramente  saludaría  con  júbilo  conclusiones  favora- 
bles al  tratado  de  arbitraje  permanente  y  lo  recomendaría  á  toda  la  comu- 
nidad europea  como  un  verdadero  progreso,  tanto  más  cuanto  que  el  espí- 
ritu de  la  Asociación  se  halla  representado  en  vuestro  Congreso  por  varios 
ilustres  asociados,  y  las  felicitaciones  de  los  sabios  aun  á  los  sabios  agradan 
y  á  los  Gobiernos  estimulan  para  grandes  empresas,  como  que  ellas  forman 
en  asuntos  puramente  científicos  la  única  y  verdadera  opinión  pública. 

La  América  Central  tiene  pendiente  de  resolución  un  gravísimo  problema, 
el  de  la  unidad,  ó  por  lo  menos  el  de  la  federación,  problema  del  que  no  po- 
demos ni  queremos  hablar  por  respeto  á  las  cinco  naciones  interesadas.  Mas 
en  tanto  que  no  se  resuelve,  ^qué  conflictos  no  han  de  mediar  entre  ellas  y 
qué  ventajas  no  llevaría  á  la  política  general  de  Centro  América  la  sincera 
aceptación  del  arbitraje?  Esta  sola  fase  del  asunto  merecería  una  Memoria, 
porque  ciertamente  se  trata  del  bienestar  y  de  la  prosperidad  y  del  porvenir 
de  cinco  naciones  entre  las  cuales  se  halla  enclavada  una  colonia  británica,  y 
á  mayor  abundamiento  en  aquel  territorio  se  encuentra  también  el  punto  que 
más  disputa  á  Panamá  la  comunicación  entre  los  dos  mares  americanos;  el  que 
pareció  preferible  á  Napoleón  III  siendo  príncipe  y  el  singularmente  favore- 
cido por  el  pueblo  de  Washington. 

Las  conclusiones  del  Congreso  Jurídico  Ibero-americano  respecto  al  arbi- 
traje, cuya  necesidad,  exceleAcias  y  efectos  hemos  recorrido,  si  bien  suma- 
riamente, deben,  á  nuestro  juicio,  ser  pocas  y  muy  terminantes.  Podemos 
decir  que  ha  llegado  la  hora  de  votar  y  que  la  materia  está  suficientemente 
discutida,  según  las  fórmulas  en  los  Parlamentos  usadas.  ¡Así  fueran  como 
esta  materia  todas  las  que  se  tratan  en  los  Congrescs,  aun  en  los  científicos, 
y  pronto  se  llegaría  á  las  votaciones!  La  resolución  es  tanto  más  fácil  cuanto 
que  en  cada  caso  particular  podrían  surgir  dificultades,  que  no  se  ven  ni  exis- 
ten cuando  se  trata  de  formular  un  tratado  general,  como  en  las  presentes 
circunstancias.  En  aquel  caso  se  elige  un  tribunal  y  se  crea  después  de  ocu- 
rridos los  hechos  que  se  han  de  apreciar:  ahora,  por  el  contrario,  no  hay  te- 
mor alguno  de  parcialidad,  y  es  evidente  que  los  tribunales  deben  estar  ¡siem- 
pre dispuestos  para  ejercitar  su  sagrada  misión,  esperando  que  llame  á  sus 
puertas  el  que  haga  valer  su  derecho  cuando  sienta  el  agravio. 

Sucederá  tal  vez — no  olvidamos  que  algo  de  esto  ha  ocurrido  en  otros 
asuntos  en  el  Congreso  Jurídico  de  Montevideo  (i) — que  alguna  potencia  di- 
sienta del  general  acuerdo  en  la  aceptación  del  arbitraje.  Preciso  es  respetar 
las  opiniones  todas  y  aún  más  las  soberaneas;  preciso  también  fiar  al  tiempo 
la  reducción  de  esas  oposiciones;  pero  no  extrañaría  quien  así  difiriese  de  la 
general  opinión  que  se  le  declarase  fuera  de  un  concierto  universal,  que  sólo 
será  duradero  cuando  lo  produzca  la  convicción  más  arraigada.  Otro  tanto  ha 
sucedido  con  la  Asociación  de  la  Cruz  Roja;  por  diferentes  causas  tardaron 
en  adherirse  al  convenio  de  Ginebra  los  Estados  Pontificios  y  el  Imperio 
turco;  pero  al  fin  ambos  lo  hicieron  y  por  ello  se  felicitaron.  Turquía  no  quiso 


(i)    El  Foro  ChUeno,  rcrisU  jurídica  de  Santiago. 
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admitir  la  Cruz,  propuso  y  adoptó  como  emblema  la  Media  Luna;  pero  las 
naciones  confederadas  para  el  indicado  efecto,  á  la  sazón  todas  cristianas,  no 
admitieron  la  modificación,  al  parecer  insignificante  y  esencial  en  el  fondo. 

Para  que  no  haya  ese  disentimiento,  ^que  por  lo  menos  alejaría  el  instante 
ansiado  de  la  aceptación  del  arbitraje,  no  seria  inconveniente  que  la  prensa 
de  todas  las  naciones  de  que  se  trata  y  sus  Academias  jurídicas  pusiesen 
siempre  á  la  orden  del  día  el  referido  proyecto,  para  que  cargase  con  todo 
su  peso  la  opinión  científica  en  el  ánimo  de  las  altas  paites  contratantes.  Con- 
vendría asimismo  que,  si  no  se  halla  otra  fórmula  más  aceptable,  se  tomase 
por  modelo  la  convenida  entre  España  y  el  Ecuador,  que  antes  dejamos  co- 
piada. 

Nada  de  lo  propuesto  parecerá  imposible  ni  siquiera  difícil  á  los  que  no  es- 
timan de  todo  punto  necesarias  las  guerras  en  el  organismo  internacional, 
así  como  las  tempestades  en  la  atmósfera  ó  las  enfermedades  en  el  organis- 
mo humano.  La  mayoría  de  los  jurisconsultos  y  estadistas  ya  no  piensa  en 
este  punto  como  De  Maistre,  ni  como  el  gran  poeta  Juan  Bautista  Rousseau, 
que  condensaba  sus  ideas  en  estos  versos: 

«C  ^esi  le  courroux  des  Rois  qui  faii  armer  la  ierre ^ 

C  'est  le  courroux  des  Dieux  qui  fait  armer  les  Rois^  (i). 

Debemos  á  la  memoria  de  Bello  consignar  su  opinión  sobre  el  arbitraje; 
pero  si  nos  atreviésemos  á  refutar  sus  juicios,  diríamos  que  el  tiempo  se  ha 
encargado  de  combatirlos  y  que  no  parece  tener  el  mayor  fundamento  la  dis- 
tinción que  establece  entre  las  cuestiones  ciertap  y  las  dudosas  (2).  Hé  aquí 
sus  palabras:  «La  transacción  y  el  arbitraje  convienen  paiticularmcnte  á  los 
casos  en  que  las  pretensiones  presenten  algo  de  dudoso.  Cuando  se  trata  de 
un  derecho  claro,  cierto,  incontestable,  el  soberano  puede  defenderlo  á  todo 
trance,  sin  admitir  términos  medios  ni  someterse  á  la  decisión  de  árbitios; 
mayormente  si  hay  motivos  de  creer  que  la  parte  contraria  no  abrazaría  los 
medios  conciliatorios  de  buena  fe  sino  para  ganar  tiempo  y  aumentar  nues- 
tro embarazo.  En  las  cuestiones  de  poca  importancia  podemos  abandonar 
nuestros  intereses  hasta  cierto  punto,  y  aun  estamos  obligados  á  hacerlo  en 
obsequio  de  la  paz  y  por  el  bien  de  la  sociedad  humana.  Pero  si  se  intenta 
despojarnos  de  un  derecho  esencial;  si,  por  ejemplo,  un  vecino  ambicioso 
amenaza  á  nuestia  independencia,  no  debemos  vacilar  en  defenderlo,  cerran- 
do los  oídos  á  toda  especie  de  transacción  ó  de  compromiso.» 

Permítasenos  creer  que  hoy  no  escribiría  Bello  esas  palabras.  La  mayor 
dificultad  que  podemos  oponer  á  tales  argumentos  es  que  no.  sabemos  quién 
ha  de  juzgar  la  importancia  y  la  duda  que  envuelven  las  cuestiones,  pues  «á 
quien  feo  ama,  hermoso  le  parece,*  dice  la  ciencia  del  pueblo,  y  ttrahitsua 
quemque  voluptas^^  dice  la  erudición  de  los  sabios.  Ni  con  esa  vaguedad  pue- 
den tratarse  las  grandes  cuestiones  internacionales.  Permítasenos  decir  otra 
vez  que  no  presentan  verdadero  carácter  jurídico  esas  afirmaciones;  recordá- 
rnoslas, sin  embargo,  como  una  muestra  de  respeto  á  su  ilustre  autor  y  para 
que  se  vea  cuánto  han  cambiado  la  opinión  pública  y  la  apreciación  científi- 
ca desde  que  floreció  el  insigne  escritor  venezolano. 


( 1 )  Odes.  L.  1  V.~  Odc  á  la  Paix. 

(2)  Principios  de  Derecho  internacional^  tomo  I. 
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La  política  de  universal  desconfianza  ya  no  puede  ser  fundamento  del  de- 
recho internacional;  los  mediadores  modernos  entre  los  pueblos  han  de  lle- 
var con  más  frecuencia,  para  desempeñar  su  misión,  la  rama  de  oliva  que  la 
lanza  de  los  feciales  (i). 

En  resumen,  y  como  resultado  de  nuestro  escrito,  presentamos  á  la  sabi- 
duría del  Congreso  Jurídico  Ibero-amepcano  las  siguientes 


CONCLUSIONES 


i.^  Es  conveniente  á  los  intereses  nacionales  é  internacionales  de  la 
América  latina,  Portugal  y  .España  la  aceptación  en  principio  del  arbitraje 
para  decidir  cuantos  conflictos  puedan  ocurrir  entre  unas  y  otras  naciones. 

2.^  Al  efecto  deben  formularse  tratados  especiales  entre  todas  ellas,  ó 
bien  uno  general  entre  las  mismas,  tomando  por  modelo,  si  no  se  halla  fór- 
mula más  aceptable,  la  consignada  en  el  tratado  entre  España  y  la  República 
del  Ecuador. 

3.^  Al  efecto  asimismo  indicado  deberán  reunirse  en  Madrid  ó  en  un 
punto  de  América,  el  más  céntrico  posible,  representantes  diplomáticos  de 
las  indicadas  naciones,  declarándose  que  las  potencias  que  no  se  adhieran 
al  tratado  en  que  se  convenga  por  la  mayoría  de  los  representantes  y  resulte 
aceptado  por  los  respectivos  Gobiernos  no  podrán  invocar  el  arbitraje  ni  la 
mediación  de  las  potencias  signatarias  del  expresado  convenio. 

4.^  En  cuestiones  de  límites  entre  las  Repúblicas  hispano-americanas, 
España  es  la  potencia  que  reúne  mejores  circunstancias  para  ser  arbitro  de 
las  mismas,  y  así  debe  consignarse  en  el  tratado  ó  tratados  que  se  celebren. 

Madrid  13  de  Octubre  de  1892. 


(i)  £1  derecho  internacional  de  nuestros  días  debe  reconocer  al  Pontificado  como  la  más 
alta  representación  del  poder  moral  y  de  la  justicia,  j  España,  Portugal  j  América,  en  cuja  his- 
toria figura  el  arbitraje  pontificio  nada  menos  que  para  repartir  el  mundo  de  los  descubrimien- 
tos, deben  acordarse  del  arbitraje  pontificio  hoj  más  que  nunca,  dados  la  extensión  7  desarroUo 
que  ran  tomando  las  cuestiones  coloniales.  Ese  arbitraje  es  el  único  que  tiene  continuos  antece- 
dentes en  la  historia  europea. 


MEMORIA 


SR.  D.  MANUEL  TORRES  CAMPOS, 

VOCAL  DE  LA  COM]StÓN  OHGANIZADORA  D^  CONGRESO. 


El  principio  del  arbitraje  para  la  solucióa  pacífica  de  las  contiendas  entre 
los  pueblos,  iniciado  en  la  antigüedad  oriental,  aplicado  en  muchos  casos  en 
Grecia  y  Roma,  y  con  más  frecuencia  en  ios  tiempos  medios,  merced  á  la 
gran  consideración  é  influencia  de  los  Papas  y  Emperadores,  se  ha  generali- 
zado notablemente  en  et  actual  siglo,  gracias  al  establecimiento  de  la  comu- 
nidad internacional,  i  los  progresos  de  la  civilización  y  del  Derecho  de  gen- 
tes, al  extraordinario  desarrollo  de  las  comuaicaciones,  y  por  consiguiente 
del  comercio,  y  á  la  convicción  cada  día  más  arraigada  de  que  las  guerras 
contemporáneas,  por  la  sangre  que  hacen  correr,  por  los  dolores  que  causan 
Y  por  los  gastos  que  ocasionan,  dan  siempre  menos  que  cuestan  (i). 

Entre  las  decisiones  arbitrales  dictadas  en  la  Edad  Media  por  los  Papas, 
merece  mencionarse,  como  la  más  importante,  la  bula  de  Alejandro  VI 
de  1493,  encaminada  á  poner  término  á  las  cuestiones  surgidas  entre  españo- 
les y  portugueses,  con  motivo  de  las  tierras  descubiertas  por  Cristóbal  Colón 
y  Vasco  de  Gama  (2). 

Et  sistema  federativo,  adoptada  ya  en  la  antigua  Grecia,  establecido  en  el 
siglo  XIV  en  Suiza,  en  el  XV  en  Alemania  y  en  el  XVIII  en  Norte  América, 
nos  presenta  el  mejor  medio  de  resolver  amigablemente  las  contiendas  que 
pueden  promoverse  entre  Estados,  sometidos,  por  propio  impulso,  á  uniformes 
instituciones  fundamentales. 

Bien  comprendía  esto  e!  insigne  Simón  Bolívar,  al  iniciar  el  célebre  Con- 
greso de  Panamá,  con  el  propósito  de  estrechar  los  vínculos  morales  y  ma- 
teriales, entre  los  nuevos  Estados  de  la  América  latina,  ya  conquistada  su  in- 
dependencia. Los  que  tienden  una  mirada  á  ios  anales  del  Nuevo  Mundo,  se 
sieaten  impulsados  á  confesar  la  superior  previsión  de  aquel  político.  Quería 
él  prevenir  los  males  de  sus  ñaquezas  en  las  relaciones  cou  las  grandes  po- 


(1)  Calvo,  Le  Driat  iitíemaíifnal,  Ihieriqut  tt  pmtiqtit,  «■■rts  edieióo,  BerlTa,  1SÍ8,  tomo  III. 
— Ronard  de  Card,  L'arbttragt  iitlimaánat  áam  Upasü,  It  firíiml  ti  favinir,  P«il»,  l8¡S7. — Kn- 
Buotrtkl,  ¿/  Triiimal  ñilímataiutl,  oavnge  tradait  par  Serge  de  Wettman,  Firli,  1S87. 

(1)     Caira,  Q>lecaéit  computa  de   los  tralados,  convíncionei ,    iapilulacio 
actn  £pU>máScet  di  todas  ¡ei  Estadas  di  la  Aathiea  latitm,  Paría,  18G1,  loi 
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tencias,  quería  extinguir  los  gérmenes  de  discordia  civil,  matar  el  espíritu  de 
las  revueltas,  establecer  medios  pacíficos  y  terminar  l.is  contiendas  entre  las 
mismas  naciones  para  que  formasen  una  sola,  pujante,  respetable,  capaz  de 
progreso  y  engrandecimiento  y  de  una  igualdad  no  escrita  en  el  papel,  sino 
verdadera,  efectiva,  práctica,  con  los  poderosos  de  la  tierra. 

Formar  de  todos  los  pueblos  de  América  un  gran  pueblo,  cuyos  límites 
corriesen  de  Norte  á  Sur,  con  extensas  costas  en  el  Atlántico  y  el  Pacífico, 
un  territorio  mayor  que  el  de  Europa,  de  producciones  las  más  copiosas  y 
variadas,  y  cruzado  por  inmensos  ríos,  enlazados  como  las  arterias  del  cuer- 
po humano,  con  naciones  inteligentes,  aguerridas,  ambiciosas  de  honor  y  de 
progreso,  con  infinitos  gérmenes  de  felicidad  y  engrandecimiento,  hijo  del  li- 
beralismo y  lleno  de  aspiraciones  generosas,  que  había  de  pesar  mucho  en  la 
balanza  del  Universo  y  levantarse  hasta  el  nivel  de  los  poderosos  de  ambos 
hemisferios,  empresa  fué  tan  estupenda,  que  necesariamente  había  de  trope- 
zar con  grandes  obstáculos. 

Reunido  el  Congreso  de  Panamá  en  1826,  después  de  no  pocas  dilaciones 
y  entorpecimientos,  con  representantes  de  Colombia,  Perú,  Guatemala  y  Mé- 
jico, lejos  de  haber  dado  cima  á  la  noble  causa  que  le  sirvió  de  motivo,  cons- 
tituyó un  gran  fracaso. 

Varias  veces  han  tratado,  infructuosamente  por  desgracia,  los  Estados 
americanos,  de  poner  en  práctica  el  pensamiento  de  Bolívar.  En  el  tratado 
sobre  conservación  de  la  paz,  entre  los  plenipotenciarios  de  Venezuela,  Boli- 
vra,  Colombia,  Chile,  Ecuador,  Perú  y  Salvador,  concluido  en  Lima  á  23  de 
Enero  de  1865,  se  convino  en  no  acudir  nunca  á  las  armas  como  medio  de 
terminar  sus  diferencias,  sometiéndolas,  en  la  imposibilidad  de  conseguirlo 
por  otro  medio  pacífico,  al  inapelable  fallo  de  un  arbitro  (i). 

Entre  los  pocos  tratados  de  arbitraje  permanente,  anteriores  á  1872,  puede 
citarse  el  de  amistad,  de  comercio  y  navegación  entre  Elspatía  y  las  islas 
Hawaüanas,  firmado  en  Londres  el  29  de  Octubre  de  1863.  En  él  se  establece 
que,  si  por  una  serie  de  circunstancias  desgraciadas,  ocurriesen  entre  las  par- 
tes contratantes  cuestiones  que  pudieran  dar  margen  á  una  interrupción  de 
las  relaciones  de  amistad  entre  ellas,  y  que  después  de  haber  agotado  los 
medios  de  una  discusión  amistosa  y  conciliadora,  no  se  hubiese  alcanzado 
completamente  el  fin  á  que  mutuamente  aspirasen,  el  arbitraje  de  una  tercera 
potencia,  igualmente  amiga  de  ambas  Partes,  será  invocado  de  común  acuerdo 
para  evitar  por  este  medio  una  ruptura  definitiva  (2). 

Un  hecho  de  importancia  suma,  el  Tribunal  arbitral  de  Ginebra,  y  los  gran- 
des desastres  y  gastos  de  las  guerras  últimas,  han  contribuido  á  la  adopción, 
cada  día  más  frecuente,  del  procedimiento  arbitral. 

Las  diferencias  suscitadas  entre  Inglaterra  y  los  Estados  Unidos  de  Amé- 
rica, con  motivo  de  los  perjuicios  que  éstos  sufrieron  durante  la  guerra  de  se- 
cesión, por  la  violación  de  parte  de  Inglaterra  de  los  deberes  impuestos  á  los 
neutrales,  tolerando  en  su  territorio  la  construcción  y  equipo  de  buques,  desti- 
nados á  la  guerra  como  corsarios  en  defensa  de  los  Estados  del  Sur,  diferen- 
cias conocidas  con  el  nombre  de  Reclamación  del  Alabama^  fueron  sometidas, 
en  virtud  del  tratado  de  Washington  de  5  de  Mayo  de  1 87 1 ,  á  un  Tribunal 


(i)     Seijas,  El  Derecho  inierHadanai  hispafUhat/urícaHo  (público  y  privado),  tomos  I  7  V,  Ca- 
racas, 1884-85. 

(2)     Art.  24.  Véate  ea  Janer,  Tratados  de  España,  Apéndice,  pág.  3.* 
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arbitral,  compuesto  de  cinco  miembros,  nombrados  por  el  Presidente  de  los 
Estados  Unidos,  la  Reina  de  Inglaterra,  el  Rey  de  Italia,  el  Presidente  de  la- 
Confederación  Suiza  y  el  Emperador  del  Brasil.  Reunido  el  Tribunal  en  Gi- 
nebra desde  el  15  de  Diciembre  de  1871,  dio  publicidad  á  su  sentencia  en 
14  de  Septiembre  de  1872,  declarando,  por  cuatro  votos  contra  uno,  que  el 
Gobierno  inglés  no  había  empleado  la  diligencia  suficiente  en  el  cumplimiento 
de  los  deberes  de  los  neutrales  y  condenándole  á  abonar  á  los  Estados  Uni- 
dos, á  título  de  indemnización,  la  suma  de  15.500.000  dollars  en  oro. 

cNo  es  el  primer  arbitraje  internacional,  como  dice  el  ilustre  publicista 
Mr.  Rolin-Jacquemyns;  pero  es  la  vez  primera  que  un  asunto  internacional  de 
esta  importancia  ha  sido  confiado  en  Europa  á  una  reunión  de  particulares^  é 
instruido  por  ellos  con  las  formas  generalmente  consideradas  en  los  .pueblos 
civilizados  como  protectoras  de  la  justicia  civil»  (i). 

Estudiando  los  presupuestos  de  los  Estados  europeos,  es  de  notar  que  sus 
gastos  han  llegado  á  ser  considerables  desde  el  siglo  XV,  época  de  la  intro- 
ducción de  los  ejércitos  permanentes.  Un  nuevo  y  gran  impulso  hacia  el 
aumento  de  los  gastos  dio  la  Revolución  francesa,  al  introducir  la  conscrip- 
ción general,  adoptada  hoy  por  imitación  de  Prusia,  en  la  mayoría  de  los  Es- 
tados (2). 

Al  mismo  tiempo  ha  aparecido  la  principal  plaga  de  la  economía  nacional 
contemporánea,  los  empréstitos,  que,  provocados  en  su  mayor  parte  por  los 
gastos  militares,  absorben  improductivamente  las  mejores  fuerzas  producti  • 
vas  de  las  naciones  y  paralizan  las  funciones  del  mecanismo  del  Estado.  En 
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(1)  Revue  de  Droii  intemational^  '873. 

(2)  Mientras  que  la  totalidad  de  las  fuerzas  británicas  de  tierra,  comprendidas  las  coloniales, 
asciende  en  el  presnpaesto  de  1891  á  93  á  420.000  hombres,  hé  aqaí  las  de  la  Europa  conti- 
nental, exceptuados  los  £stados  minúsculos,  Rusia  y  Turquía: 


ESTADOS 


PAZ 


Alemania 507 .  423 

Austria- Hungría 337*419 

Bélgica 48 .  644 

Dinamarca 4^  95^ 

España. 120.000 

Francia 539-027 

Grecia 28.224 

Italia 261.505 

Países  Bajos 22.000 

Portugal a7«747 

Rumania 5I-77I 

Serria 21.000 

Sueda 39671 

Noruega 12.000 

Suiía > 

Totales 2.059.381 


GUERRA 

2.416.300 
I. 872. 128 

130.968 
59.562 

805.400 
3.040.000 

I. 291. 181 

185  628 

75.000 

152.000 

84.000 

334.157 
30.800 

208.245 


10.723.587 


Hsj  que  adrertir  que  algunos  Estados  pueden  aumentar  el  contingente  con  reservas  especia- 
les ó  milicias,  como  Alemania  con  1.800.000,  Italia  con  i«553*158t  etc. 

(Rol¡n-J«cquem7'ns,  Le  mouvemeni  vers  um  comstUutúm  fedérale  del  Empire  bñtaimique,  Revue 
^ DroH ineernatíonal,  líúm.  2^  ^e  \%92,— The  Siaies/fum's  Year  Baok.  London,  1892 — Alma- 
nadide  Gotha^  etc.) 
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el  aiglo  XVni,  las  deudas  de  los  Estadas  eran  insignificantes  en  comparación 
con  las  actuales,  y  se  contraían  por  la  emisión  de  papel  moneda.  Ahora  no 
solamente  cada  guerra,  sino  una  mera  previsión  de  ella,  demanda  nuevos  enn- 
préstitos,  que  se  contraen  coa  una  notable  facilidad,  gracias  á  la  aglomera- 
ción enorme  de  capitales  en  manos  de  particulares',  y  principalmente  de  ju- 
díos, empréstitos  que  caen  como  una  pesada  carga  sobre  las  generaciones 
futuras. 

Los  Estados  europeos  gastaban  hacía  1877,  s^únPfeiffer,  14.000  000.000 
de  francos  anuales,  y  de  esta  suma  dos  capítulos,  dedicados  á  los  intereses 
de  los  empréstitos  y  á  los  gastos  militares,  superaban  considerablemente  á 
los  otros.  A  96.000.000.000  de  francos  ascendía  la  totalidad  de  las  deudas. 

Los  gastos  militares  tienen  una  superioridad  sobre  los  demú,  y  esta  pro- 
porción se  aumenta  más  de  aSo  en  aBo,  hasta  el  punto  de  absorber  anual- 
mente la  Marina  y  el  Ejército  en  Europa  3.000.600.000.  Otro  sería  el  estado 
de  la  cultura,  si  la  mitad  siquiera  de  esos  millones  se  dedicasen  al  desarrollo 
de  la  instrucción  pública,  de  las  ciencias,  de  laS  artes  y  de  la  industria  ( i ). 

S^ún  la  estadística,  fundada  en  datos  oficiales,  del  distinguido  economis- 
ta Leroy  Beaulieu,  desde  la  guerra  de  Crimea  hasta  las  guerras  americana  y 
alemana,  ambas  inclusive,  en  los  catorce  años  de  1853  á  1866  costó  la  gue- 
rra eo  hombres  1.743.490,  y  en  capitales  47.830.ooc.ooo  de  francos  (3). 

Las  dos  guerras  más  gigantescas  de  estos  tiempos,  la  guerra  civil  de  sec- 
cesión  norte- americana  de  1S61  á  63  y  la  franco-alemana  de  1870  371,  cos- 
taron respectivamente  á  los  Estados  Unidos  y  a  Francia,  la  primera  francos 
50,000.000.000,  y  la  segunda,  además  de  la  pérdida  de  Alsacia-Lorena, 
2.000.000  y  medio  de  habitantes  y  unos  30.000.000.000  de  francos  (3). 

Según  los  datos  del  Estado  mayor  prusiano,  costó  ta  guerra  franco-alema- 
na á  los  alemanes  129.700  hombres,  y  las  pérdidas  directas  ó  indirectas  se 
elevaron  á  8.000.000.000  de  francos,  según  algunos  publicistas  (4). 

Aun  bajando  los  5.000.000.000  de  la  indemnización  pagado  por  Francia, 
tuvo  un  déficit  de  3.000.000.000.  Nada  puede  confirmarmejor  la  predicción 
de  Montesquieu:  Europa  se  perderá  por  los  mililares  (5). 

Los  males  considerables  de  la  guerra,  cada  día  más  apreciados,  y  el  ejem- 
plo de  dos  pueblos  tan  importantes  como  Inglaterra  y  los  Estados  Unidos  de 
América,  han  provocado  un  vasto  movimiento  de  opinión,  y  como  consecuen- 
cia, las  muchas  manifestaciones  en  favor  de  la  paz  producidas  en  los  últimos 
veinte  añog.  Mientras  que  las  Sociedades  de  la  paz  han  tratado  de  hacer  co- 
nocer al  público  el  arbitraje  internacional.  Congresos  reunidos  por  todas  par- 
tes han  recomendado  su  práctica  á  los  Gobiernos.  Los  miembros  de  los  di- 
versos Parlamentos,  deseosos  de  conservar  su  popularidad,  han  prestado 
también  su  apoyo  á  los  filántropos,  presentando  proposiciones  dirigidas  á 
hacer  más  frecuente  el  empleo  de  arbitros.  Los  diplomáticos,  en  fm,  ioclí- 
nados  ya  á  las  teorías  nuevas,  se  han  decidido  á  hacer  insertar  en  las    con- 


I    {■)     FfdfFer,  VirgltifJuiuü  ZuranuasUthiitg  dis  Eurípñiílun  Staaíi  atisgaitn,  i.  KaA.  1S77. 

(S)     RrthtreSts  ¡(eittmifius,  hiileiifiia  ef  lialiití^ma  lur  la  gutrris  cenltnporaiius,  1869. 

{3}    Foville,  Ct  qiu  caiUi  la  gutrn,  Economiste  fraofut,  1880^  it  de  Septiembie,    3J  de  Oc- 
tnbre,  13  y  27  de  Noviembre. 

(4)  Roaud  de  Cird,  (ai  dttiiiiin  di  Carbitragí  inUrntíiaiial  átpms  la    sutíeiict  rtttiiiit  par  le 
Tñhumldi  Gutivt.  Parla,  189^. 

(5)  ViUemuD,  LitUraíun  aii  dtx-kmStiitt  tücU,  XV  leüon. 
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venciones  una  cláusula  compromisoria,  teniendo  en  cuenta  las  dificultades  de 
interpretación,  y  yendo  más  lejos,  han  negociado  tratados,  por  los  cuales 
han  adquirido  los  Estados  el  compromiso  de  someter  al  arbitraje  las  dife- 
rencias de  todas  clases  que  pudieran  surg'ir  entre  ellos. 

Semejante  agitación,  que  no  podía  resultar  estéril,  ha  tenido  por  conse- 
cnencia  el  arreglo  pacifico  de  muchas  y  delicadas  cuestiones  que  existían  con 
fi:ecuencia  desde  muchos  anos  entre  dos  países,  y  que  podían  con  facilidad 
producir  una  violenta  ruptura. 

En  casi  todos  los  pueblos  se  han  constituido  Asociaciones  para  la  propa- 
ganda de  las  doctrinas  pacíficas.  Componiéndose  ellas  de  jurisconsultos,  de 
filósofos  y  hasta  de  hombres  de  Estado,  han  tenido  reuniones  periódicas,  en 
las  que  han  estudiado  las  grandes  cuestiones  del  Derecho  internacional,  to- 
mado acuerdos,  redactado  reglamentos  y  dirigido  á  los  gobernantes  mensa- 
jes. Su  atención  ha  recaído  principalmente  sobre  los  procedimientos  para 
prevenir  la  guerra  y  asegurar  el  mantenimiento  de  la  paz,  tratando  sobre 
todo  de  desenvolver  y  perfeccionar  la  práctica  del  arbitraje. 

Figuran  entre  estas  Asociaciones  las  Sociedades  de  la  paz,  creadas  desde 
1816,  principalmente  en  Inglaterra,  América,  Suiza,  Francia,  Dinamarca  y 
Noruega;  las  Sociedades  de  arbitraje  inglesa,  sueca,  francesa  é  internacional, 
desde  1882;  los  grupos  socialistas,  la  Asociación  obrera  inglesa  de  la  paz  y  el 
grupo  francés  de  los  republicanos  socialistas;  la  Liga  internacional  de  la  paz  y 
de  la  libertad,  fimdada  sin  ningún  carácter  científico,  y  por  último,  el  Insti- 
tuto dé  Derecho  internacional  y  la  Asociación  para  la  reforma  y  codificación 
del  derecho  de  gentes. 

Fundado  en  Gante  el  18  de  Septiembre  de  1873  el  Instituto  de  Derecho 
internacional^  asociación  exclusivamente  científica  y  sin  carácter  oficial,  de 
limitado  número  de  miembros  de  los  diferentes  países,  tiene  por  objeto  fa- 
vorecer los  progresos  del  Derecho  internacional,  esforzándose  por  llegar  á 
ser  el  órgano  de  la  conciencia  jurídica  del  mundo  civilizado;  formular  los 
principios  generales  de  la  ciencia  y  las  reglas  que-  de  ella  se  derivan  para 
difundir  su  conocimiento,  y  prestar  su  concurso  á  toda  tentativa  seria  de  co 
dificación  gradual  y  progresiva  del  Derecho  internacional. 

Después  de  votar,  en  la  sesión  de  La  Haya  de  1875,  un  importante  pro- 
yecto de  reglamento  para  el  procedimiento  arbitral  internacional,  aprobó 
por  unanimidad  en  la  sesión  de  Zurich  de  1877,  á  propuesta  de  su  primer 
Presidente  el  ilustre  jurisconsulto  Mancini,  la  siguiente  declaración:  # El  Ins- 
tituto de  Derecho  internacional  recomienda  la  inserción  en  los  futuros  trata* 
dos  internacionales  de  una  cláusula  compromisoria,  estipulando  el  empleo 
del  arbitraje  en  caso  de  discordia  sobre  la  interpretación  y  aplicación  de  los 
tratados.  > 

La  Asociación  para  la  reforma  y  codificación  del  Derecho  de  gentes,  consti- 
tuida el  10  de  Octubre  de  1873  y  compuesta  casi  de  los  mismos  elementos, 
aunque  de  carácter  más  práctico,  ha  incluido  en  su  orden  del  día  «la  discu* 
sión  del  principio  del  arbitraje  internacional,  procedimiento  y  medios  de  ase- 
gurar la  ejecución  de  las  sentencias  arbitrales.»  Por  unanimidad  tomó,  á  poco 
de  fundarse,  el  siguiente  acuerdo:  cLa  Conferencia  declara  que  considera  el 
arbitraje  como  el  medio  esencialmente  justo,  razonable  y  hasta  obligatorio 
para  las  naciones  en  la  terminación  de  las  diferencias  internacionales  que  no 
puedan  ser  arregladas  por  vía  de  negociaciones.  Se  abstiene  de  afirmar  que 
en  todos  los  casos,  sin  excepción,  puede  el  medio  ser  aplicado;  pero  cree 
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que  son  poco  numerosas  las  excepciones.  Está  convencida  de  que  ninguna 
diferencia  puede  ser  considerada  como  insoiuble,  sino  después  de  un  término 
suficiente,  una  clara  exposición  del  asunto  en  Utigio  y  el  agotamiento  de  to- 
dos los  medios  pacíficos  de  avenencia.» 

Pareciendo  la  situación  aislada  de  las  Sociedades  insuficiente,  se  han  lle- 
vado á  cabo,  en  favor  del  arbitraje,  internacional,  manifestaciones  más  impo- 
nentes. De  aquí  la  reunión  de  numerosos  Congresos  organizados»  ya  por  los 
delegados  de  las  Asociaciones,  ya  también  por  hombres  políticos  que  han 
prestado  su  apoyo,  con  sus  varias  resoluciones,  á  la  noble  causa  de  la  paz. 
Varios  Congresos  universales  de  la  paz  se  han  reunido»  desde  1875  hasta 
1891,  en  París,  Londres  y  Roma. 

Los  miembros  de  los  diversos  Parlamentos  han  organizado,  por  último, 
conferencias  llamadas  interparlamentarias^  reunidas  sucesivamente  en  París 
en  1889,  en  Londres  en  1890  y  en  Roma  en  1891. 

La  Conferencia  de  1889  recomendó  de  nuevo  á  todos  los  Gobiernos  civi- 
lizados la  conclusión  de  tratados,  por  los  cuales,  sin  atentar  á  su  independen 
cia  ysin  admitir  ninguna  ingerencia  en  lo  tocante  á  su  Constitución  interior, 
estos  Gobiernos  se  comprometiesen  á  someter  al  arbitraje  el  arreglo  de  to- 
das las  diferencias  que  surgir  pudieran  entre  ellos.  Invitó  á  los  Gobiernos  á  con- 
cluir estos  tratados  en  todas  partes,  donde  fuesen  las  circunstancias  favorables, 
como  entre  los  Elstados  Unidos  y  Francia,  los  Estados*  Unidos  é  Italia»  los 
Elstados  Unidos  y  España.  La  Conferencia,  en  fin,  esperando  la  conclusión  de 
tratados  de  arbitraje  permanente,  manifestó  su  deseo  de  que  todos  los  trata- 
dos particulares  de  comercio,  de  propiedad  literaria  y  otros  contuviesen  una 
cláusula  especial  de  arbitraje  para  su  interpretación  y  su  ejecución. 

Lo  que  hay  de  interesante  en  estas  reuniones  es  el  hecho  de  reunirse,  mu- 
cho más  que  sus  acuerdos,  frecuentemente  platónicos.  La  Conferencia  inter- 
parlamentaria de  Roma  de  1 891,  sin  embargo,  señala  el  progreso  de  una  orga- 
nización, siquiera  sea  rudimentaria.  Hay,  según  ella,  en  cada  país  un  Comité 
parlamentario  para  la  solución  por  medio  del  arbitraje  de  las  diferencias  inter- 
nacionales. Este  Comité  corresponde  por  medio  de  un  secretario  con  los 
Comités  de  los  otros  países.  Tiene  por  misión  preparar  el  estudio  de  las 
cuestiones  que  han  de  llevarse  á  las  Conferencias  ordinarias  y  examinar  las 
causas  de  conñictos  desde  que  surjan.  Hace  la  convocatoria  de  las  Conferen 
cias  anuales  el  Comité  parlamentario  del  país  en  que  se  ha  de  reunir  la 
próxima.  Cada  Comité  tiene  además  el  derecho,  en  circunstancias  excepcio- 
nales, de  convocar  una  Conferencia  extraordinaria  (i). 

No  han  sido  los  únicos  que  se  han  interesado  por  el  sistema  del  arbitraje 
ios  jurisconsultos  y  los  filántropos.  Hombres  de  Estado  han  fijado  en  él  su 
atención,  considerándolo  como  el  medio  más  eficaz  de  impedir  en  el  porve- 
nir las  sangrientas  luchas  y  de  permitir  en  el  presente  la  disminución  de  los 
armamentos  ruinosos.  De  aquí  las  numerosas  mociones'  que  desde  1873  se 
han  producido  en  los  Parlamentos  de  los  diferentes  países.  Lejos  de  ser 
uniformes,  han  recomendado  unas  de  un  modo  vago  el  empleo  del  arbitraje 
en  la  solución  de  las  diferencias;  otras,  más  precisas  y  más  prácticas,  han 
demandado  la  cláusula  compromi|$oria  en  los  tratados,  y  algunas,  yendo  más 
allá,  han  pedido  la  conclusión  de  tratados  de  arbitraje  permanente.  Los  Par- 


(i)     Dreyfos,  Comunication  sur  la  Confertna  inUrparlamemiaire  de  Romty  BulUtin  di  la  Soáeit 
de  legislaHon  comparée.  Kevrier,  1892. 
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lamentos  de  Francia,  Italia,  Bélgica,  Inglaterra,  Norte  América,  Holanda, 
España  y  Dinamarca  han  examinado  estas  mociones. 

Merece  citarse,  entre  ellas,  la  presentada  por  Manciní  á  la  Cámara  de  Di- 
putados de  Italia  en  1873:  «La  Cámara  manifiesta  su  deseo  de  que  el  Go- 
bierno del  Kty,  en  sus  relaciones  extranjeras,  se  esfuerce  por  hacer  del  ar- 
bitraje un  medio  aceptado  y  frecuente  de  resolver  en  justicia  los  litigios 
internacionales  en  las  materias  que  por  él  pueden  resolverse,  y  de  que  se 
proponga,  cuando  la  ocasión  se  presente,  la  introducción  en  los  tratados  de 
una  cláusula  estableciendo  que  las  dificultades  sobre  su  interpretación  y  eje» 
cución  sean  encomendadas  á  arbitros.» 

Los  deseos  expuestos  por  las  Sociedades  de  la  paz  y  las  resoluciones 
votadas  por  los  Parlamentos  han  influido  considerablemente  en  la  diploma- 
cia. Los  Gobiernos  han  ido  adquiriendo  el  hábito  de  someter  á  arbitros  las 
cuestiones,  no  ultimadas  por  inteligencia  directa,  y  las  estadísticas  hacen 
ascender  á  58  su  número,  referentes  á  demarcación  de  fronteras,  posesión  de 
territorios,  captura  de  navios  ó  confiscación  de  sus  cargamentos,  actos  violen- 
tos y  arbitrarios  en  perjuicio  de  subditos  extranjeros,  derechos  de  navegación 
Y  de  pesca,  y  liquidaciones  de  cuentas  (i). 

Con  arreglo  al  art.  8.^  del  tratado  de  París  de  30  de  Marzo  de  1856,  «s¡ 
sobreviniese  entre  la  Sublime  Puerta  y  una  ó  varias  de  las  demás  potencias 
signatarias  un  conflicto  que  amenazare  un  rompimiento  en  sus  relaciones,  la 
Sublime  Puerta  y  cada  una  de  estas  potencias,  antes  de  recurrir  al  empleo 
de  la  fuerza,  darán  conocimiento  á  las  demás,  con  objeto  de  que  puedan 
evitar  este  extremo  con  su  acción  mediadora.  > 

«En  el  caso  de  disentimiento  entre  dos  ó  varios  miembros  de  la  Unión 
respecto  á  la  interpretación  del  presente  tratado,  dice  el  art.  16  del  de  Unión 
postal  universal  de  Berna,  de  9  de  Octubre  de  1874,  la  cuestión  en  litigio 
deberá  arreglarse  por  sentencia  de  arbitros,  y  con  este  objeto  cada  una  de 
las  i\dministraciones  que  estén  en  desacuerdo  elegirá  otro  miembro  de  la 
Unión  que  no  tenga  interés  en  el  asunto.  La  decisión  de  los  arbitros  se  adop- 
tará por  mayoría  absoluta  de  votos.  En  el  caso  de  empate,  los  arbitros  ele- 
girán para  decidir  la  diferencia  á  otra  Administración  igualmente  desinteresada 
en  el  litigio.» 

Según  el  art.  12  del  Acta  general  de  la  Conferencia  de  Berlín  de  26  de 
Febrero  de  1885,  «en  el  caso  en  que  entre  las  potencias  firmantes  de  la  pre- 
sente acta,  ó  las  potencias  que  en  lo  sucesivo  se  adhiriesen  á  ella,  se  suscí- 
tase un  disentimiento  serio  que  surgiese  con  motivo  ó  en  los  límites  de  Jos 
territorios  mencionados,  y  puestos  bajo  el  régimen  de  la  libertad  de  comer- 
cio, dichas  potencias  se  obligan,  antes  de  apelar  á  las  armas,  á  recurrir  á  la 
mediación  de  una  ó  varias  potencias  amigas.  En  tal  caso,  Tas  mismas  poten- 
cias se  rcsei-van  la  facultad  de  acudir  al  arbitraje.» 

América,  á  quien  verdaderamente  se  debe  en  el  actual  siglo  la  iniciativa 
del  arbitraje  (2),  no  podía  permanecer  rezagada  ante  el  movimiento  europeo. 


(1)    Ronard  de  Card,  Lu  destímes  dt  ta\  Intrage  inUnMÜanal^  etc. 

(t)  La  sitoacióa  militar  de  América  difiere  notableipeote  delfrde  Earopa.  Si  á  la  cifra  de 
2^59.38 1  hombrea  en  tiempo  de  paz  se  agregan  843.000  d^.  Rusia' 7  158.8E0  de  Tnrqafa,  ten- 
dremos on  contingente  de  3.061.1 91  en  Europa. 

En  cambioy  el  ejército  regular  americano,  también  en  tiempo  de  pa»,  sin  milicias,  gendarme- 
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llegando  hasta  su  permanente  establecimiento.  Tres  Estados,  Venezuela  (i), 
el  Ecuador  (2)  y  la  República  dominicana  (3)  han  inscrito  el  principio  del  ar- 
bitraje en  sus  Constituciones  políticas. 

En  3  de  Septiembre  de  1880,  reunidos  en  Bogotá  los  representantes  de 
los  Estados  Unidos  de  Colombia  y  de  Chile,  por  iniciativa  del  primero  dé 
estos  Estados,  celebraron  y  firmaren  una  convención,  por  medio  de  la  cual 
se  obligaron  á  someter  á  arbitraje  las  controversias  y  dificultades  de  cualquier 
especie  que  se  suscitasen  entre  ellos,  cuando  no  fuese  posible  darles  solución 
satisfactoria  mediante  la  vía  diplomática. 

Ambas  potencias  debían  procurar,  según  el  tratado»  celebrar,  en  la  pii- 
mera  oportunidad,  convenciones  análogas  con  las  otras  americanas,  á  fin  de 
que  la  solución  de  todo  conflicto  internacional  por  medio  del  arbitraje  viniese 
á  ser  un  principio  de  derecho  público  americano  (4). 


rfai,  guardias  nacionales,  reservas,  etc.,  7.  sin  contar  los  más  pequeños  Estados,  Nicaragua,  Costt 
Rica,  Honduras,  Salvador  j  Santo  Domingo,  puede  verse  á  continnacióo: 


Hombres. 


Brasil 30. 477 

Méjico 30.  244 

Estados  Unidos 27 .  169 

Haiti 6.828 

Chile 5 .  835 

Venezuela 5 .  760 

Bepüblica  Argentina 5 .  585 

Colombia 5 .  500 

Guatemala .  3.718 

Perú 3  500 

U'uguay 3*482 

Ecuador    3. 341 

Paraguay .' 1.427 

Bulivia 1 .  1 1 2 

Total. 133.978 


Los  Estados  Unidos,  con  sólo  27.169  hombres  en  tiempo  de  paz,  pueden  poner  en  pie  de 
guerra  7.920.768  hombres  (Tfu  SiatuMan'sYear-Book,  Statiscal  and  historícal  annual  of  the  Sta- 
tes of  the  worid  for  the  year  1892,  edited  bj  J.  Scott  Keltic.  London,  1892.) 

(i)  En  los  tratados  internacionales  de  comercio  y  aqiistad  se  pondrá  la  cláusula  de  que 
«todas  las  diferencias  entre  las  partes  contratantes  deberán  decidirse  sin  apelación  á  la  guerra 
por  arbitramento  de  potencia  ó  potencias  amigas. t — ArL  ii3  de  la  ComtituciÓH  de  VentMuela  de 
23  de  Mayo  de  1874. 

(2)  En  toda  negociación  para  celebrar  tratados  internacionales  de  amistad  y  comercio,  se 
propondrá  que  las  diferencias  entre  las  partes  contratantes  deban  decidirse  por  arbitramento  de 
potencia  ó  potencias  ami^^,  sin  apelar  á  la  fuerza.  —Ari,  it6  de  la  Constitución  política  de  ¿> 
República  del  Ecuador^  de  31  de  Marzo  de  1878. 

(3)  Los  foderes  encargados  por  esta  Constitución  de  declarar  la  guerra,  no  deberán  hacerlo 
sin  antes  proponer  el  arbitramento  de  ana  ó  más  potencias  amigas. — Para  afirmar  este  prisci- 
pió,  deberá  introducirse  en  todos  los  tratados  internacionales  que  celebre  la  República  esta 
cláusula:  «Todas  las  diferencias  que  pudieran  suscitarse  entre  las  partes  contratantes  deberán  ser 
sometidas  al  arbitramento  de  una  ó  más  naciones  amigas,  antes  de  apelar  á  la  guerra.! — Art.p7 
de  la  Constitución  política  de  la  República  dominicana^  de  20  de  Mayo  de  1 88o. 

(4)  cLos  Estados  Unidos  de  Colombia  y  la  República  de  Chile,  deseando  dar  ana  base  sa- 
lida á  las  cordiales  relaciones  de  amistad  que  siempre  han  existido  entre  ambas  naciones,  y  •! 
propio  tiempo  afirmar  los  sentimientos  de  fraternidad  internacional  que  deben  servir  de  fandi* 
mentó  á  la  paz  y  prosperidad  de  las  Américas,  han  resuelto  celebrar  con  este  objeto  una  con- 
venctón,  7  al  efecto  ban  nombrado  plenipotenciarios,  á  saber: 


^^ 
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En  II  de  Octubre  del  mismo  aSo,  invitó  Colombia  á  las  Repúblicas  espa- 
ñolas para  recabar  de  los  demás  pueblos  hermanos  la  celebración  de  con- 
venciones semejantes,  con  el  objeto  de  eliminar  para  siempre  del  continente 
las  guerras  internacionales. 

«Mi  Gobierno,  iniciador  de  esta  medida,  decia  el  Ministro  de  Relaciones 
exteriores  de  Colombia,' D.  Eustacio  Santamaría,  la  considera  de  tanta  im- 
portancia, que  no  ha  querido  perder  un  solo  momento  en  ponerla  en  cono- 
cimiento de  todos  los  demás  de  América  para  que  cuanto  antes  puedan  ad- 
herirse á  ella  y  quede  adoptado  como  parte  esencial  é  integrante  del  dere- 
cho público  americano  el  principio  que  la  referida  convención  encama.» 

«La  paz,  anadia,  es  una  necesidad  especialisima  para  la  América  españo- 
la, y  hay  anhelo  visible  por  obtener  este  inapreciable  bien  y  conservarlo  de 
un  extremo  á  otro  de  nuestro  continente.  En  efecto,  hácense  grandes  esfuer- 
zos en  donde  quiera  para  diseminar  la  instrucción  pública  en  las  masas  popu- 
lares y  desarrollar  el  comercio  y  la  industria,  al  propio  tiempo  que  se  atacan 
con  energía  inveterados  elementos  de  discordia.  El  orden  así  se  va  cimen- 
tando sobre  bases  sólidas,  al  paso  que  se  extiende  el  conocimiento  y  se  afian 
za  la  práctica  genuina  de  las  instituciones  republicanas;  todo  lo  cual  hará  que 
las  guerras  intestinas  lleguen  á  hacerse  rarísimas.  Pero  pueden  sobrevenir 
discordias  mternacionales,  especialmente  por  cuestiones  de  límites  y  de  pun- 
donor. Naciones  como  las  nuestras,  soberanas  de  inmensos  territorios,  no 
deben  arruinarse  ni  deshonrarse  con  guerras  sangrientas  y  desastrosas  por 
porciones  de  tierra  inhabitada,  y  en  muchos  casos  inhabitable,  que  para  la 
causa  de  la  civilización  y  de  la  humanidad  en  América  lo  mismo  es  en  defi- 
nitíva  que  pertenezcan  á  una  nacionalidad  que  á  otra.» 

«Guerras  de  esta  especie  son  las  que  hay  que  evitar,  y  esto  se  conseguirá 
indudablemente  si  todas  las  naciones  del  continente  se  adhieren  al  principio 


Sa  excelencia  el  Presidente  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  á  D.  Enstado  Santamaría, 
Secretario  de  Estado  en  el  despacho  de  Relaciones  exteriores. 

Sa  excelencia  el  Presidente  de  la  República  de  Chile  á  D.  Francisco  Yaldés  Vergara^  Encar- 
£«do  de  Negocios  de  dicha  República  en  los  Estados  Unidos  de  Colombia. 

Quienes,  despaés  de  canjearse  sas  plenos  poderes  y  de  hallarlos  en  buena  y  debida  forma, 
han  convenido  en  los  artícnlos  siguientes: 

Artículo  f  .^  Los  Elstados  Unidos  de  Colombia  y  la  República  de  Chile  contraen  á  perpetai- 
dad  la  obligación  de  someter  á  arbitraje,  -cuando  no  consigan  darles  solución  por  la  vía  diplo* 
mática,  las  controversias  y  dificultades  de  cualquiera  especie  que  puedan  suscitarse  entre  ambas 
naciones,  no  obstante  el  celo  que  constantemente  emplearán  sus  respectivos  Gobiernos  para  evi- 
tarlas. 

Art.  2.^  La  designación  del  arbitro,  cuando  llegue  el  caso  de  nombrarlo,  será  hecha  en  un 
convenio  ^especial,  en  que  también  se  determine  claramente  la  cuestión  en  litigio  y  el  procedi- 
miento que  en  el  juicio  arbitral  haya  de  observarse. 

Si  no  hubiere  acuerdo  para  celebrar  ese  convenio,  ó  si  de  una  manera  expresa  se  conviniere 
en  prescindir  de  esa  formalidad,  el  arbitro  plenamente  autorizado  para  ejercer  las  funciones  <|c 
tal  será  el  Presidente  de  los  Estados  Unidos  de  América. 

Art  3.**  Los  Estados  Unidos  de  Colombia  y  la  República  de  Chile  procurarán  celebrar  en 
primera  oportunidad  con  las  otras  naciones  americanas  convenciones  análogas  á  la  presente,  á 
fio  de  que  la  solución  de  todo  conflicto  internacional,  por  medio  del  arbitraje,  venga  á  ser  un 
principio  de  derecho  público  americano. 

Art.  4.^  Esta  convención  será  ratificada  por  las  AUas  Partes  contratantes,  según  sus  resper- 
tiras  formalidades,  y  las  ratificaciones  serán  canjeadas  en  Bogotá  ó  en  Santiago  dentro  de  no 
sSo,  contado  desde  este  día,  si  fuere  posible. 

¿I  fe  de  lo  cual  firman  en  Bogotá  á  tres  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  ochenta.—- (L.  S.) 
Eutacio  Santamaría. — (L  S.)  Francisco  Valdés  Vergara.> 

(Seijas,  obra  citudm,  tomo  Y,  ptfgs.  479  7  480.) 
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salvador  que  encierra  el  pacto  trascendental  celebrado  entre  Colombia  y 
Chile.» 

Adhiriéronse  á  la  invitación  de  Colombia  los  Gobiernos  de  Chile,  Repú- 
blica dominicana,  Perú,  Costa  Rica,  Nicaragua,  República  Argentina,  Guale- 
mala,  Salvador,  Ecuador,  Bolivia,  Uruguay  y  Honduras.  Méjico  dejó  de  ad- 
herirse, por  creer  más  aventurado  que  útil,  el  contraer  á  perpetuidad  la  obli- 
gación de  apelar  al  arbitraje,  para  toda  clase  de  asuntos  y  en  cualesquiera  cir- 
cunstancias. 

cMcngua  habría  para  todo  pueblo  que  de  culto  se  precie,  decía  en  su  con- 
testación el  Ministro  de  Costa  Rica,  en  que  su  Gobierno  vacilara  en  adherirse 
á  un  pacto  que  están  reclamando  hace  largo  tiempo — á  más  del  sentimiento 
de  fraternidad  universal,  nunca  como  en  nuestro  siglo  apreciado  y  difundi- 
do— la  comunidad  de  origen  y  la  de  instituciones  que  ponen  á  salvo  á  los 
pueblos  latino-americanos  de  muchos  móviles  de  discordia,  naturales  en  la 
desavenida  Europa,  y  que  los  llaman  con  la  voz  de  la  sangre  á  formar  una 
gran  familia,  libre  y  feliz,  tal  como  la  sonó  el  inmortal  Bolívar,  y  como  la 
anhelan  cuantos  americanos  tienen  en  el  pecho  un  coiazón  generoso.» 

Digna  es  de  particular  examen,  por  las  oportunas  consideraciones  que  ex- 
pone, la  contestación  del  Ministro  de  Relaciones  exteriores  de  la  República 
Argentina,  D.  Bernardo- de  Irigoyen. 

E!  Gobierno  argentino  da  al  arbitraje  toda  la  importancia  que  el  de  Colom- 
bia le  atribuye,  pero  cree  que  su  propósito  no  llegará  á  realizarse  por  la  con- 
signación aislada  de  aquel  principio.  Bolivia  y  Chile  estipularon  solemnemen- 
te el  arbitraje,  y  sin  embargo  de  este  pacto,  sugerido  por  la  prudencia  y  re 
frendado  por  la  fraternidad,  fueron  libradas  á  las  armas  divergencias  que  no 
afectaron  en  su  origen  el  honor  ni  la  dignidad  de  aquellas  naciones.  Necesa- 
rio es,  por  tanto,  que  vaya  acompañado  de  otras  garan^tías  no  menos  impor 
tantcs;  y  si  ha  de  convocarse  el  Congreso  de  plenipotenciarios  que  el  Gobier- 
no de  Colombia  inicia,  debe  encontrarse  habilitado  para  sancionar  todas  las 
declaraciones  y  acuerdos  conducentes  á  cimentar  la  armonía  continental. 

Erigidas  las  antiguas  colonias  españolas  en  naciones  libres  y  soberanas, 
proclamaron  como  base  de  su  derecho  público  la  independencia  de  cada 
una  de  ellas  y  la  integridad  del  territorio  que  ocupaban  ó  la  de  aquel  en  que 
algunas  se  constituyeron  por  el  acuerdo  tranquilo  de  los  pueblos  y  de  los 
gobiernos.  Estos  principios  fueron  las  bases  indisolubles  de  la  solidaridad 
americana  Surgieron  de  la  identidad  de  intereses  y  de  esperanzas.  Se  fortifi- 
caron por  los  esfuerzos  de  una  época  de  sacrificios  y  de  virtudes,  y  pasaron 
desde  1824  á  imperar  en  las  relaciones  diplomáticas  de  las  Repúblicas  inde- 
pendientes. Ellos  deben  ser  escritos  en  la  primera  página  de  la  Conferencia 
que  se  proyecta,  porque  tienen  el  asentimiento  de  los  pueblos  y  deben  repu- 
tarse comp  legados  de  la  emancipación. 

Necesario  es  desautorizar  explícitamente  las  tentativas  de  anexiones  vio 
lentas  ó  de  conquistas,  que  levantarían  obstáculos  permanentes  para  la  esta- 
bilidad futura.  Las  segregaciones  obtenidas  por  la  fuerza  de  las  armas  fueron 
en  Europa  causa  de  rivalidades  y  resentimientos  profundos,  y  serían  en  Amé- 
rica una  agresión  insensata  á-  la  fraternidad  de  pueblos  vinculados  por  la 
naturaleza  y  por  la  historia. 

Interesa  también  resguardar  las  nacionalidades  americanas  de  segregacio- 
nes sediciosas,  instigadas  por  ambiciones  turbulentas.  Algunos  Gobiernos 
han  consignado  en  sus  pactos  estipulaciones   previsoras  á  este  respecto,  y 
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está  recibida  entre  las  doctrinas  tutelares  del  orden  general  la  de  qne  no  son 
permitidas  separaciones  arbitrarías,  porque  todo  acto  de  esa  naturaleza  re- 
quiere la  conformidad  del  Estado  en  que  se  verifica.  Debe  mantenerse  por 
explícitos  acuerdos  este  principio^  que  fué  sostenido  por  los  Estados  Unidos 
del  Norte  en  su  memorable  lucha  contra  las  sediciosas  teorías  de  la  nulifica- 
ción, y  que  tíene  para  Colombia  el  antecedente  simpático  de  haber  sido 
proclamado  por  el  Libertador,  que  declaró  «anárquica  la  separación  de  todo 
pueblo  ó  provincia  sin  el  consentimiento  de  la  asociación  política  á  que  per- 
tenece.» 

El  Gobierno  argentino  cree  que  convendría  dejar  bien  establecido  en  los 
acuerdos  internacionales,  que  no  hay  en  la  América  española  territorios  que 
puedan  ser  considerados  res  nuHitís,  y  que  todos  los  que  ella  contiene,  por 
desiertos  y  alejados  que  se  hallen,  pertenecen  á  las  antiguas  provincias  es 
paSoIas,  investidas  después  de  1810  del  rango  de  Estados  libres  y  sobera- 
nos. Dueñas  las  Repúblicas  americanas  de  los  extensos  territorios  que  ence- 
rraron las  demarcaciones  coloniales;  iniciado  por  ellas  hace  poco  tiempo  el 
sistema  de  la  colonización  y  del  trabajo,  que  aumenta  rápidamente  la  pobla- 
ción y  fecundiza  los  desiertos,  no  pueden  admitir  que  la  circunstancia  de  ha- 
llarse al  presente  inhabitadas  zonas  más  ó  menos  extensas  debilite  la  fuer- 
za de  sus  derechos. 

Fácil  es  impedir,  á  juicio  del  Gobierno  argentino,  por  medio  de  estipula- 
ciones prudentes,  que  las  reclamaciones  por  perjuicios  y  todos  los  asuntos 
que  pueden  resolverse  por  indemnizaciones  pecuniarias,  se  conviertan  en 
contiendas  enconadas  que  esterilicen  el  arbitraje;  y  cree  que  serían  recibidos 
con  simpatía  los  acuerdos  encaminados  á  asegurar  que  en  ningún  caso  po- 
drían iniciarse  hostilidades  entre  los  Estados  Sudamericanos,  sin  aviso,  trasmi- 
tido con  la  anticipación  conveniente,  para  conciliar  las  necesidades  de  la 
guerra  con  las  amplitudes  de  la  paz. 

Debiendo  haberse  reunido  en  Panamá  los  representantes  de  las  Repúblicas 
el  mes  de  Septiembre  de  188 1,  y  aplazada  la  reunión  para  poder  dar  más 
solemnidad  al  acto,  hasta  Diciembre,  sólo  estuvieron  representadas,  el  5  de 
Enero  de  1882,  Colombia,  Costa  Rica,  Salvador  y  Guatemala.  Entonces  los 
congregados,  á  propuesta  del  representante  de  Costa  Rica,  declararon  que 
no  podían  llenar  su  misión  colectiva  por  falta  de  concurrencia  de  los  demás 
países,  y  que,  por  consiguiente,  quedaba  terminado  su  compromiso  (i). 

El  Presidente  de  los  Estados  Unidos  de  Norte  América,  proyectó  en  1881 
la  reunión  en  Washington  de  un  Congreso  de  paz,  compuesto  de  comisio- 
nados de  los  Estados  independientes  de  la  América  Septentrional  y  Meri- 
dional, con  el  objeto  de  discurrir  y  adoptar  algunos  métodos  practicables, 
distintos  del  empleo  de  la  fuerza,  para  arreglar  las  controversias  que  se  sus- 
citasen,' por  cuestiones  de  límites  ú  otras  causas,  entre  las  comunidades  po- 
lícas  independientes  del  Hemisferio  occidental  ó  entre  sus  facciones.  Reno- 
vada la  idea  en  1888,  aunque  con  el  principal  propósito  de  hacer  depender 
lás  Repúblicas  americanas,  bajo  los  aspectos  aduanero,  comercial,  etc.,  de 
los  Estados  Unidos,  tuvo  un  fracaso  completo,  como  era  de  prever  y  de 
desear. 

La  Conferencia  panamericana  de  Washington,  sin  embargo,  reunida  del  2 


(1)     Seijas,  tomo  V. 
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de  Octubre  de  1889  al  19  de  Abril  de  1890,  adoptó  un  tratado  dearbitraje, 
ratificado  por  íos  delegados  de  los  Estados  Unidos,  Guatemala,  Salvador, 
Honduras,  Bolivia,  Ecuador,  Haití  y  Brasil. 

Según  él,  «las  Repúblicas  que  lo  concluyen  adoptan  el  arbitraje  como 
principio  de  Derecho  internacional  americano  para  la  solución  de  las  diferen* 
cías,  de  los  conflictos  ó  de  las  cuestiones  entre  dos  ó  más  de  ellas.»  El  arbi- 
traje es  obligatorio,  en  principio,  en  todas  las  cuestiones,  principalmente  ea 
las  relativas  á  los  privilegrios  diplomáticos  y  consulares,  á  los  límites, 
álos  territorios,  á  las  indemnizaciones,  á  los  derechos  de  navegación 
y  á  la  validez,  interpretación  y  ejecución  de  un  tratado.  Es,  por  el  contrario, 
voluntario  para  una  de  las  naciones  en  las  cuestiones  susceptibles  por  natu- 
raleza de  comprometer  su  independencia  (i). 

Como  observan  distinguidos  geógrafos  franceses,  «los  recientes  esfuerzos 
de  los  Estados  Unidos  para  transformar  toda  la  América  en  un  mercado  ligado 
por  convenciones  aduaneras,  tendría  por  consecuencia,  si  fuesen  seguidos  de 
éxito,  hacer  de  todas  las  Repúblicas  latinas  las  clientes  obligadas  de  la  Gran 
República,  cuyos  beneficios  recogería  ésta,  en  detrimento  de  Europa  y  de 
sus  propios  clientes.  Estos,  países  de  materias  primeras  ante  todo,  verían 
pronto  á  Europa  responder  á  sus  elevaciones  de  derechos  con  elevaciones 
idénticas,  que  detendrían  la  exportación  de  los  productos  naturales,  dejan- 
do así  á  las  Repúblicas  Sudamericanas  á  merced  de  los  Estados  Unidos, 
único  mercado  que  para  ellas  quedaría  abierto.  Obligadas  á  sufrir  las  condi- 
ciones de  un  comprador  y  de  un  vendedor  sin  concurrentes,  no  tardarían 
en  pagar  muy  cara  esta  situación,  y  su  ruina  comercial  vendría  á  ser 
el  instrumento   de  la  fortuna  de  los  Estados  Unidos»  (2). 

Emancipados  los  pueblos  hispanos  americanos,  y  reconocida  su  indepen- 
dencia por  Espapa,  al  reanudar  sus  relaciones  con  ellos,  debe  llamar  la  aten- 
ción una  cláusula^  pactada  primero  con  el  Ecuador  y  extendida  más  adelan- 
te á  la  mayoría  de  las  Repúblicas,  con  el  objeto  evidente  de  dificultar  las 
guerras  y  de  facilitar  la  inteligencia  amistosa  en  las  cuestiones  que  pudieran 
surgir  en  lo  sucesivo. 

«Si  (lo  que  Dios  no  permita),  decía  esta  cláusula,  se  interrumpiese  h 
buena  armonía  que  debe  reinar  en  lo  venidero  entre  las  partes  contratantes, 
por  falta  de  inteligencia  de  los  artículos  aquí  convenidos,  ó  por  otro  motivo 
cualquiera  de  agravio  ó  queja  de  injurias,  ninguna  de  las  partes  podrá  auto- 
rizar actos  de  represalia  ú  hostilidad  por  mar  ó  tierra,  sin  haber,  presentado 
antes  á  la  otra  una  memoria  justificativa  de  los  motivos  en  que  funde  la  hís- 
juriaó  agravio  y  denegádose  la  correspondiente  satisfacción»  (3). 


(i)     Prínce.  Z/  CoHgrhiUs  IVoss  Amengües. — París,  1891. 

(2)  Schrader,  Pnident  et  Anthoine.  Aí/as  de  Geógraphk  modtrne, — ^París,  1891 . 

(3)  Artículo  19  del  Tratado  de  paz  y  amistad  entre  la  Reina  de  Espima  7  la  República  dd 
Ecuador,  firmado  en  Madrid  el  16  de  Febrero  de  1840;  art.  12  del  celebrado  con  Chile  en  35  de 
Abril  de  1844;  ^i*^-  19  del  celebrado  con  el  Unignay  en  26  de  Marzo  de  1845;  art.  14  del  ¿Ce- 
brado con  Venezuela  en  30  de  Marzo  de  1845;  art.  14  del  celebrado  con  Bolivia  en  21  de  Julio 
de  1847,  ratificado  en  12  de  Febrero  de  1 861;  art.  16  del  celebrado  con  Costa  Rica  en  10  de 
Majo  de  1850;  art  1 6  del  celebrado  con  Nicaragua  en  25  de  Julio  de  1850;  art.  45  d5|^  celebra- 
do con  la  República  dominicana  en  18  de  Febrero  de  1855;  art.  1 1  del  celebrado  con  Guate- 
mala en  29  de  Mayo  de  1863,  7  art.  1 1  del  celebrado  con  el  Salvador  en  1 4  de  Junio  de  1865.— 
Véanse  en  CantiUo  y  Janer. 

Algo  análogo  vemos  en  el  Tratado  de  paz  y  treguas  de  13  de  Junio  de  1285  entre  el  Rey  de 
Aragón  D.  Pedro  III  y  el  Rey  de  Túnez  Miralmomenín.  «Esta  paz  y  tregua,  dice  el  art.  40,  de- 
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Las  relaciones  de  simpatía  y  confraternidad,  que  van  aumentando  entre  Es- 
paña Y  las  Repúblicas  españolas,  olvidados  ya  antiguos  agravios,  de  que  la 
generación  actual  no  es  responsable,  han  sido  causa  de  que  España  haya  in- 
tervenido con  su  arbitraje  para  la  solución  de  varios  conflictos,  desde  ia  sen- 
tencia de  30  de  Junio  de  1865,  dictada  sobre  la  soberanía  de  la  isla  de  Aves, 
que  se  disputaban  Venezuela  y  los  Países  Bajos,  hasta  el  reciente  laudo  arbi- 
tral sobre  límites^  de  territorios  entre  Venezuela  y  Colombia. 

Un  importantísimo  tratado,  convenido  en  23  de  Mayo  de  1888  con  la  Re- 
pública del  Ecuador,  demuestra  de  un  modo  satisfactorio  que  también  ha  en- 
trado Elspaña  en  el  camino  del  arbitraje  permanente. 

Según  dicho  tratado,  «toda  cuestión  ó  diferencias  que  se  suscitasen  entre 
España  y  el  Ecuador,  bien  sobre  la  interpretación  de  los  tratados  existentes, 
ó  bien  sobre  algún  punto  no  previsto  en  ellos,  si  no  pudiera  ser  arreglada 
amistosamente,  será  sometida  al  arbitraje  de  una  potencia  amiga,  propuesta 
y  aceptada  de  común  acuerdo»  (1). 

Además  de  consignar  la  buena  doctrina  en  este  punto,  adopta  un  princi- 
pio que,  más  que  el  arbitraje,  contribuirá  á  poner  término  á  las  discordias, 
puesto  que  su  negación  ha  venido  siendo  la  causa  de  las  desagradables  dis- 
<:usiones  y  los  lamentables  conflictos  que  han  tenido  lugar  entre  los  Estados 
europeos  y  las  Repúblicas  españolas  del  Nuevo  Mundo. 

f  Queda,  además,  convenido,  añade  el  tratado  de  23  de  Mayo  de  1888,  que 
los  Gobiernos  respectivos  no  podrán  exigirse  recíprocamente  responsabilidad 
por  los  daños-,  vejámenes  ó  exacciones  que  los  naturales  de  una  de  las  dos 
naciones  sufriesen  en  el  territorio  dé  la  otra  por  parte  de  los  sublevados  en 
tiempo  de  insurrección  ó  de  guerra  civil,  ó  por  las  tribus  ú  hordas  salvajes 
sustraídas  á  la  obediencia  del  Gobierno,  á  menos  que  resultare  falta  de  vigi- 
lancia ó  culpa  por  parte  de  las  autoridades  del  país  ó  de  sus  agentes  decla- 
rada por  los  Tribunales  del  mismo»  (2). 


berá  darar  deide  hoy  á  quince  aüos.  Y  \X  por  ventora  sobre  ella  se  moviese  algana  cuestión  txk- 
tít  Nos  y  el  sobredicho  Miralmomenfn,  se  darán  tres  meses  de  intervalo  para  aclarar  la  disputa 
después  de  aprobada  dicha  tregua. —  Capmany.  Antiguos  tratados  t/e  pácis  yaSantas  entre  algunos 
Reyes  de  Atagóny  diferentes  Ptincipes  infieies  de  Asia  y  África  desde  el  siglo  xm  hasta  el  XV.  Ma- 
drid, 1786. 

(1)  Artículo  i.° 

(2)  Tratado  opcional  al  de  pan  y  amistad  eehbrado  entre  España  y  el  Ecuador, 

Deseando  los  Gobiernos  del  £^uador  y  de  Empana  estrechar  más  cada  día  las  relaciones  de  amis- 
tad y  buena  correspondencia  existentes  entre  la»  dos  naciones,  y  alejar  para  lo  futuro  todo  motivo 
de  discordia  y  desavenencia,  han  convenido  en  dar  mayor  ampUtnd,  por  medio  de  un  nuevo  pac- 
to internacional,  á  las  estipulaciones  consignadas  en  el  tratado  de  paz  y  amistad  firmado  en  Ma- 
dríd  á  28  de  Enero  de  1885,  y  al  efecto  han  nombrado  por  sus  Plenipotenciarios,  á  saber: 

S.  M.  la  Reina  Regente  de  Espa&a,  en  nombre  de  su  Augusto  Hijo  el  Rey  D.  Alfonso  XIII,  á 
D.  SoQSoiitBdo  Moret»  su  Ministro  de  Elstado; 

Y  el  Excmo.  Sr.  Presidente  de  la  República  del  Ecuador  á  D.  Antonio  Flores,  Enviado  extra- 
ordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  la  República  del  Ecuador  en  esta  corte: 

Quienes,  después  de  haber  canjeado  sus  plenos  poderes,  haUados  en  buena  y  debida  forma,  han 
convenido  en  los  artículos  siguientes: 

Artículo  i.^  Toda  cuestión  6  diferencias  qne  se  suscitasen  entre  Espa&a  y  el  Ecuador,  bien 
sobre  la  interpretación  de  los  tratados  existentes  ó  bien  sobre  algún  pauto  no  previsto  en  ellos, 
si  no  pudiera  ser  arreglada  amistosamente,  será  sometida  al  arbitraje  de  una  potencia  amiga,  pro- 
puesta y  aceptada  de  común  acuerdo. 

Art.  2.^  En  el  caso  de  que  un-  español  en  el  Ecuador  ó  un  ccoatoriano  en  España  tomase 
ptrte  en  las  cuestiones  interiores  ó  en  las  lachas  civiles  de  cualquiera  de  los  dos  Estados,  será 
tratado,  juzgado  y,  si  para  ello  hubiere  motivo,  condenado  por  los  mismos  procedimientos  y  Tri- 
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Este  documento  diplomático,  ea  el  que  no  se  ha  fijado  suficientemente  la 
atención,  es  más  importante,  sin  duda,  por  la  consignación  de  principios, que  el 
proyecto  de  tratado  general  de  arbitraje  entre  Suiza  y  los  Estados  Unidos  (i). 

El  arbitraje,  de  frecuente  uso  en  la  Edad  Media,  desaparece  casi  por  com- 
pleto en  el  período  moderno,  conocido  con  el  nombre  de  absolutismo  y  de 
política  real.  No  podía  ser  de  otro  modo  en  estas  tristes  épocas  de  guerras 
continuas,  de  controversias  incesantes  sobre  el  derecho  d^  sucesión  al  trono 


bnnales  que  lo  sean  los  nacionales  qne  se  hallen  en  igual  caso,  sin  qae  paeda  reclamar  la  inter- 
vención diplomática  para  convertir  el  hec&o  personal  en  caestión  internacional,  sino  en  los  de 
negación  de  josticia,  infracción  manifiesta  de  la  lej  en  el  procedimiento  6  de  injusticia  notoria, 
es  decir,  siempre  qae  hubiese  violación  manifiesta  de  las  leyes  del  país  donde  Á  crimen,  el  de- 
lito ó  la  falta  se  habiesen  cometido. 

Art.  3.^  Qneda  además  convenido  qne  los  Gobiernos  respectivos  no  podrán  exigirse  recí- 
procamente responsabilidad  por  los  dafios,  vejámenes  ó  exacciones  que  los  naturales  de  una  de 
las  dos  naciones  sofriesen  en  el  territorio  de  la  otra  por  parte  de  los  sublevados  en  tiempo  de 
insurrección  ó  guerra  civil,  ó  por  las  tribus  ú  hordas  salvajes  sustraídas  á  la  obediencia  del  Go- 
bierno, á  menos  que  resultare  falta  de  vigilancia  ó  culpa  por  parte  de  las  autoridades  del  pa&-6~ 
de  sus  agentes  declarada  por  los  Tribunales  del  mismo. 

Art.  4.®  Se  conviene  igualmente  entre  las  Altas  Partes  contratantes  que  los  naturales  de 
cualquiera  de  los  dos  Estados  gozarán  en  el  otro  de  cuantos  privilegios  hayan  sido  concedidos  6 
se  concedan  en  lo  sucesivo  á  los  ciudadanos  de  la  nación  más  &vorecida. 

Art.  5.^  Las  Altas  Partes  contratantes  se  reservan  el  derecho  de  no  admitir  7  el  de  expulssr, 
con  aneglo  a  las  leyes  respectivas,  á  los  individuos  que  por  su  mala  vida  ó  por  su  conducta  fiie« 
ten  considerados  perjudiciales. 

Alt.  6.^  Según  lo  estipulado  en  el  art.  17  del  tratado  de  16  de  Febrero  de  1840,  todo  lo  re- 
lativo á  la  navegación  y  id  comercio  se  reserva  para  un  tratado  especial  que  los  dos  Gobiernos 
celebrarán  á  la  mayor  brevedad,  debiendo  considerarse  entre  tanto  subsistente  la  legalidad  á  que 
se  refiere  el  art.  3.®  del  tratado  de  paz  y  amistad  de  1885. 

Art.  7.^  El  presente  tratado  será  ratificado.  Las  ratificaciones  se  canjearán  en  el  punto  qne 
designen  los  dos  Gobiernos,  dentro  del  plazo  más  breve  posible. 

En  fe  de  lo  cual  los  respectivos  Plenipotencionarios  lo  han  firmado  y  sellado  con  sus  sellos 
particulares. 

Hecho  en  Madrid  por  duplicado  á  23  de  Mayo  de  1888. — (L.  S.)  Firmado  S.  Moret— 
(L.  S.)  Firmado  A.  Flores. — El  preinserto  tratado  adicional  ha  sido  debidamente  ratificado,  y  las 
ratificaciones  canjeadas  én  Madrid  el  22  de  Marzo  de  1889. — (Gaceta  de  Madrid  át  8  de  Ifayo 

de  1889.) 

(i)  Entre  los  Estados  Unidos  de  la  América  del  Norte  y  la  Confederación  suiza  se  ha  con- 
cluido un  tratado  permanente  de  arbitraje  en  estos  términos: 

Articulo  i.^  Los  dos  Estados  contratantes  se  comprometen  á  someter  á  un  tribunal  arbitral 
todas  las  dificultades  qne  puedan  nacer  entre  ellos  mientras  dure  el  presente  tratado,  cualesquie- 
ra que  sean  la  causa,  la  naturaleza  ó  el  objeto  de  estas  dificultades. 

Art.  2.^  El  tribunal  se  compondrá  de  tres  personas.  Cada  uno  de  los  Estados  designará  uno 
de  los  arbitros.  Le  elegirá  entre  las  personas  que  no  sean  subditos  del  Estado  ni  habitantes  de 
su  territorio.  Los  dos  arbitros  elegirán  su  sub-árbitro.  Si  no  pueden  entenderse  sobre  la  elec- 
ción, el  sub-árbitro  será  nombrado  por  un  Gobierno  neutro.  Este  Gobierno  será  designado  por 
los  dos  arbitros,  ó  á  fiílta  de  inteligencia,  por  la  suerte. 

Art.  3.  ^  El  tribunal  arbitral  reunido  por  los  cuidados  del  sub-árbitro,  hará  redactar  un  com- 
promiso que  fijará  el  objeto  del  litigio,  la  composición  del  tribunal  y  la  duración  del  poder  de 
este  tlltimo.  Este  compromiso  será  firmado  por  los  representantes  de  las  partes  y  por  los  ar- 
bitros. 

Art.  4.^  Los  arbitros  determinarán  su  procedimiento.  Emplearán  para  ilustrar  su  justicia  to- 
dos  los  medios  de  información  que  juzguen  necesarios,  comprometiéndose  las  partes  á  ponerlos 
á  su  disposición.  Su  sentencia  será  comunicada  á  las  partes.  Será  ejecutoría  de  pleno  derecho  on 
mes  después  de  esta  comunicación. 

Art.  5.^  Cada  uno  de  los  Estados  contratantes  se  compromete  á  observar  y  á  ejecutir  la  sen- 
tencia arbitraL 

Art.  6.*  El  presente  tratado  tendrá  la  duración  de  treinta  años,  á  partir  del  canje  de  las  ra- 
tificaciones; si  no  es  denunciado  antes  del  principio  del  afio  trigésimo,  será  renovado  por  otros 
treinta  afios,  y  así  sucesivamente. 
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y  de  proyectos  fantásticos  sobre  reparto  de  Estados.  No  es  ciertamente  la 
¿nena  Ja  llamada  á  garantir  ia  inviolabilidad  de  los  derechos.  Pero  después 
df  las  grandes  trasfomiacioiies  producidas  por  las  guerras  de  la  revolucióa  y 
de  Napoleón  I,  el  movimiento  en  favor  del  arbitraje  se  acentúa,  y  en  nuestro 
sÍg\o  comienza  á  ser  de  más  en  más  frecuente  su  empleo,  y  hasta  da  origen  á 
una  literatura  especial,  coincidiendo  con  la  adopción  más  completa  de  los 
principios  del  Derecho  internacional  en  los  pueblos  civilizados. 

Sise  examinan  los  hechos,  se  observa  perfectamente  la  evolución  de  loa 
medios  pacíficos  para  hacer  menos  frecuentes  y  necesarias  las  guerras.  Se  re- 
comienda primero  la  mediación  antes  de  llegar  á  la  lucha;  se  hacen  después 
más  numerosos  los  casos  en  que  el  arbitraje  se  admite,  incluyendo  la  cláusu- 
la compromisoria  eo  los  tratados,  y  se  le  va  reconociendo,  por  último,  de  una 
manera  general  y  como  principio  permanente. 

Es  de  sentir,  sin  embargo,  que  las  tentativas  emprendidas  para  generalizar 
su  adopción  con  este  carácter  no  hayan  tenido  buen  éxito,  lo  cual  debe  atri- 
buirse sin  duda  á  que  no  basta  reconocer  el  arbitraje,  si  no  se  proclaman  al 
mismo  tiempo  ciertos  principios  fundamentales  del  Derecho  internacional,  á 
que  sirve  de  garantía,  por  cuya  aplicación  tengan  interés  los  Estados,  y  no 
se  le  impone  una  sanción  adecuada,  evitando  que  se  mantenga  sólo  en  la  es- 
fera de  un  mero  principio  teórico. 

Como  deda  una  Revista  importante,  «una  obligación  cuyo  cumplimiento 
depende  sólo  de  la  voluntad  del  que  la  ha  contraído  y  sin  más  sanción  que 
h  moral ,  quedarla  olvidada  en  los  frecuentes  cambios  de  sistemas  y  de  perso- 
uns  que  sufren  los  gobiernos  de  ios  pueblos,  cambios  que  implican,  no  sólo 
nuevas  maneras  de  ver,  sino  también  y  con  mucha  frecuencia  el  olvido  de 
co^iipromisos  anteriores»  (i). 

El  arbitraje  es  un  principio  que  ha  pasado  ya,  por  fortuna,  de  las  opinio- 
nes de  los  sabios  á  la  conciencia  de  los  pueblos,  y  cuya  permanencia  necesa- 
riamente supone  una  situación  de  derecho,  en  que  las  naciones  puedan  regir- 
se como  les  plazca.  Cuando,  lejos  de  esto,  como  hoy  sucede  en  Europa,  se 
tolera  por  el  egoísmo  de  las  potencias,  desde  el  reparto  de  Polonia  hasta  la 
desastrosa  situación  del  Imperio  turco,  no  hay  términos  hábiles  de  llegar  á  un 
estado  de  cosas,  cuyo  complemento  necesario  es  el  imperio  absoluto  y  sin 
restricción  alguna  de!  arbitraje. 

Pero  América  se  halla,  por  fortuna,  en  condiciones  más  favorables.  En- 
contrándose en  situación  distinta  de  Europa  bajo  el  aspecto  jurídico,  y  reco- 
nocido ya  el  arbitraje  como  principio  general  de  derecho  público,  falta  úni- 
camente ponerlo  en  condiciones  de  ser  viable  y  de  conservar  su  viabilidad. 

La  mayor  parte  de  las  cuestiones,  suscitadas  entre  los  Estados  americanos 
y  europeos,  reconocen  por  causa  las  demandas  de  indemnizaciones  por  euio- 
peos,  en  el  Nuevo  Mundo,  en  tiempo  de  perturbaciones  interiores  ó  guerras 
civiles,  materia  tan  concienzudamente  estudiada  por  el  eminente  publicista 
Torres  Caicedo  (2). 

"Ese  horroroso  abismo,  dice  un  distinguido  escritor,  envuelto  en  la  noche 
de  la  iniquidad,  que  llaman  reclamaciones,  es  la  gangrena  de  América;  hé 
aquí  el  hierro  con  que  se  la  ha  marcado  de  esclava  de  la  fuerza;  hé  aquí  la 
.causa  de  los  mayores  males  que  le  han  caldo  encima,  de  las  abominaciones 
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de  qi:e  hx  sido  víctima,  de  las  afrentas  con  que  se  la  ha  humillado.  No  hay 
Gobierno  de  América  que  no  teng-a  en  su  presupuesto  una  enorme  partida 
con  que  ;  tender  al  pago  de  capital  é  intereses  de  las  reclamaciones  recono- 
cidas. No  hay  Gobierno  americano  que  no  haya  pagado  muchos  millones, 
que  aún  no  deba  algunos  y  que  aún  no  esté  amenazado  de  tener  más  que 
pagar.» 

«Hubo  una  época  en  que  las  reclamaciones  amenazaron  desenvolverse 
como  sistema,  época  en  que  se  las  falsificaba,  se  las  inventaba,  se  las  fabri- 
caba de  cualquier  modo,  por  más  repugnante  que  fuese.  Se  hacían  expedien- 
tes con  una  facilidad  asombrosa;  el  interesado  inventaba  la  reclamación,  es- 
cribía de  su  puño  y  letra  las  pruebas  que  debían  abonarla,  falsificaba  las  fir- 
mas de  las  autoridades,  imaginaba  y  escribía  las  declaraciones  y  nombres 
de  los  testigos,  de  los  jueces  y  de  todos  los  que  de  alguna  manera  habían 
de  contribuir  al  esclarecimiento  de  la  verdad.  Acontecía  esto  enmedio  de  la 
guerra  civil,  viéndose  nuestros  Gobiernos  acosados,  asediados  por  los  recla- 
mantes, quienes  casi  siempre  obtenían  un  reconocimiento  más  ó  menos  for- 
mal de  una  pretensión  que,  aun  en  plena  barbarie,  merecería  por  lo  menos  eí 
presidio  ó  la  cadena  perpetua.» 

«Las  reclamaciones  nos  han  conducido  á  las  exacciones  más  temerarias,  al 
bloqueo,  al  bombardeo  de  nuestros  puertos,  á  la  intervención  armada.  Lo  que 
ha  pasado  con  ellas  en  América  no  ha  pasado  en  ninguna  otra  parte  del  glo- 
bo. Se  ha  llegado  hasta  á  bombardear  un  caserío  que  apenas  tenía  seis  ú  ocho 
ranchos  de  paja,  habitados  por  trabajadores  de  playa»  (i). 

Reconocida  por  España  la  doctrina  de  la  irresponsabilidad  de  los  Gobier- 
nos, en  las  negociaciones  con  Francia  sobre  los  asuntos  de  Saida  (2),  y  esta- 
blecida en  el  tratado  con  el  Ecuador  de  1888,  formulado  con  gran  espíritu 
de  justicia  y  con  excelente  sentido  práctico,  no  puede  tener  inconveniente 
en  extenderlo  á  los  demás  pueblos  americanos,  satisfaciendo  sus  aspiraciones 
legítimas.  Y  así  como  la  cláusula  antes  mencionada,  inserta  en  el  tratado 
de  1840  entre  España  y  el  Ecuador,  figuró  también  en  los  que  después  se  con- 
certaron con  otros  Estados  de  América,  las  disposiciones  de  1888  deberían 
también  aplicárseles. 

América  ha  dado  á  Europa  un  buen  ejemplo,  después  de  los  importantes 
tratados  de  Lima  y  Montevideo,  con  las  primeras  tentativas  prácticas  parala 
codificación  del  Derecho  internacional.  Imiten  Portugal  y  España  el  ejemplo, 
y  previas  las  negociaciones  oportunas,  apruébese  un  tratado,  refundiendo  en 
él  las  disposiciones  jurídicas  de  las  actuales  convenciones,  convenientemente 
ampliadas;  proclámese  como  regla  permanente  de  conducta  el  arbitraje  y 
excluyase  de  las  ventajas,  mutuamente  concedidas,  en  la  que  pudiéramos  lla- 
mar Unión  jurídica'hispano'americ¿tna'Port24giiesa,  al  Estado  que  apele  en  al- 
gún caso  á  la  lucha  por  cualquier  causa,  en  vez  de  buscar,  en  armonía  con  la 
convenido,  uua  solución  amistosa.  La  Unión  jurídica,  prescindiendo  de  las 
cuestiones  más  propias  de  convenciones  circunstanciales,  podría  formar  una 


(i)  Seijas.  Ei  (/ei  echo  público  americano,  Bogotá,  1886. — Discurso  leído  en  francés  por  el  se- 
ñor R.  F.  beijai  ante  el  Imtitui  de  Droit  iníernational,  reunido  en  la  ciudad  de  Hamburgo  del  ^ 
al  12  de  Septiembre  de  1891    por  inritación  del  Senado  de  la  misma.  Madrid. 

(2>  Doatmeníos  diplomáticos  presentados  á  las  Cortes  en  la  legislatura  de  i&(9r  por  el  Ministerio- 
de  Editado.  Madi'l,  Iniesta,  1881,  págs.  3-93. 

Documentos  diplomxíicos  presentados  á  las  Cortes  en  la  legislatura  de  1SS2  por  el  Ministerio  de- 
Estado.  Madrid,  1882,  Iniestfl,  1882,  págs.  1.51. 
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CompilaciÓHáe  la  paz,  conteniendo  disposiciones  generales  y  varios  anejos 
sobre  cónsules,  aplicación  de  leyes  extranjeras,  extradición,  etc.,  tanto  del 
Derecho  internacional  público  como  del  Derecho  privado. 

Este  proyecto,  que  había  de  ser  llevado  á  la  práctica,  enteramente  satis- 
factorio, debe  ir  precedido  de  amplios  y  detenidos  estudios  de  las  Socieda- 
des jurídicas  de  los  pueblos  interesados  en  buscar  ufia  solución  oportuna  al 
problema  á  nuestra  consideración  sometido.  Los  esfuerzos  de  los  centros 
Illas  importantes  de  América,  de  Portugal  y  de  EspaBa  y  la  cooperación  efi- 
caz de  sus  principales  ilustraciones  é  inteligencias,  conducirían  seguramente 
á  la  negociación  de  un  tratado,  ventajoso  á  todos,  que,  al  contribuir  á  estre- 
char las  relaciones  entre  pueblos  hermanos  de  una  manera  duradera,  seilala- 
rla  im  período  importante  en  el  desarrollo  def  Derecho  internacional  de  Eu- 
ropa y  América. 

El  que  suscribe,  por  consecuencia  de  lo  expuesto,  tiene  el  honor  de  pro- 
poner al  Congreso,  para  la  adopción  del  arbitraje  entre  las  Repúblicas  ameri- 
canas, Portugal  y  España,  las  conclusiones  que  siguen: 


Deben  celebrarse  tratados  permanentes  de  arbitraje,  sin  excepciones,  con 
los  Estados  que  á  ello  se  presten,  tomando  por  base  el  celebrado  entre  Es- 
paña y  el  Ecuador  en  23  de  Mayo  de  1888. 


Sería  conveniente,  para  dar  sanción  al  principio  del  arbitraje,  establecer  una 
Unión  ¡nridica  internacional  entre  los  Estados  americanos,  Portugal  y  Espa- 
ña, reuniendo  en  un  tratado  las  disposiciones  jurídicas  generales  y  perma- 
nentes dol  Derecho  internacional,  público  y  privado,  con  anejos  especiales 
sobre  cónsules,  aplicación  de  leyes'extranjeras,  extradición,  etc.,  é  imponien- 
do al  que  renunciara  en  algún  caso  ;il  arbitraje  la  privación  ipsofacto,  por  su 
exclusión  de  la  Unión  jurídica,  de  las  ventajas  estipuladas. 


Para  preparar  esta  solución,  las  Sociedades  jurídicas  de  losEstados  invitados 
al  Congreso  deberían  poner  preferentemente  á  la  orden  del  día  el  estudio  de 
las  bases  y  condiciones  de  la  Unión  jurídica  hispano-americana-poriuguesa. 


r 
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■    PrasídeDte. 

Sr.  D.  Frisciliaao  María  Díaz  González. 

Secretarios. 

Excmo.  é  limo.  Sr.  D.  José  da  Motta  Prego. 
Sr.  D.  José  Malaquer  y  Salvador. 

Intervinieron  en  el  debate  los  señores  siguientes: 

Sr.  D.  Santiago  Alonso  de  Villapadieraa,  Delegado  del  Ministerio  de  Marina. 

Sr.  D.  Joaquín  Fernández  Prida,  Delegado  de  la  Universidad  de  Sevilla. 

Excmo.  é  limo.  Sr.  D.  Luis  Jardina,  Conde  de  Valenjas,  Académico  corres- 
pondiente en  Portugal. 

Excino.  Sr.  D.  Fernando  Cruz,  Delegadodel  Gobierno  de  Guatemala. 

Excmo.  Sr.  D.  Vicente  Romero  Girón,  ex-Presidente  de  la  Real  Academia 
de  Jurisprudencia  y  Legislación. 

El  Sr.  Alonso  de  Villapadierna  (D.  Santiago)  comenzó  llamando  la  aten- 
ción del  Cong^reso  acerca  de  la  especial  importancia  del  tema  en  cuya  discu- 
sión intciveujn,  indicando  que  si  es  la  paz  aspiración  humana  y  base  de  todo 
progreso,  ha  de  tener  el  arbitraje  preferente  lugar  en  las  relaciones  de  los 
pueblos,  á  tui  de  dirimir  pacificamente  sus  discordias,  y  debe  ser,  por  tanto, 
objeto  de  estudio  detenido  para  los  Congresos  internacionales. 

Añadió  que  bien  sabia  él  que  hay  quien  hace  la  apología  de  la  guerra,  y 
que  las  modernas  doctrinas  positivistas  llegan  á  proclamarla  como  una  nece- 
sidad social;  pero  que  esto,  que  después  de  todo  es  una  genialidad  de  escue- 
la, no  puede  ir  contra  el  imperio  de  la  razón;  pues  jamás  cabrá  fundar  el 
principio  de  la  guerra  en  el  derecho,  ni  lo  que  constituye  la  muerte  y  la  des- 
trucción debe  señalarse  como  origen  de  vida  y  de  prosperidad.  Hallándose 
el  Congreso  reunido  para  buscar  fórmulas  de  concordia  sobre  bases  de  jus- 
ticia y  mutuo  respeto  entre  España,  Portugal  y  los  Estados  ibero-america- 
nos, ahora  más  que  nunca,  por  la  actual  situación  económica  délas  naciones 
y  por  los  peligros  que  la  cuestión  social  anuncia  y  presenta,  urge  encontrar 
la  manera  de  dar  término  á  la  guerra,  ya  que  antes  de  llegar  á  ella,  como 
dice  Gtocio,  fuera  preferible  jugar  á  los  dados  los  conflictos  entre  los  pueblos. 
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Y  de  los  medios  ideados  para  lograrlo,  sea  el  arreglo,  la  transacción,  la 
mediación,  el  desarme  general,  los  Congresos  internacionales,  el  Tribunal  Su- 
perior, etc.,  ninguno  más  eficaz,  en  concepto  del  orador,  ni  más  viable  que  el 
arbitraje. 

Pasando  á  estudiarlo,  dijo  que  estimaba  conveniente'  alterar  el  orden  délas 
cuestiones  planteadas  en  el  tema,  porque  consideraba  más  metódico  empe- 
zar analizando  la  conveniencia  del  arbitraje  y,  demostrada  ésta,  seguir  des- 
pués señalando  sus  bases,  su  alcance  y  \2i  forma  de  hacerlo  eficaz  para  resolver 
las  cuestiones  que  surjan  ó  estén  pendientes  entre  España,  Portugal  y  los 
Estados  ibero-americanos. 

Con  respecto  á  la  primera  de  dichas  cuestiones  manifestó,  que,  indicada 
ya  la  conveniencia  del  arbitraje  en  principio  y  con  carácter  general,  cabe  apli- 
car lo  expuesto  al  arbitraje  entre  las  naciones  representadas  en  el  Congreso; 
pero  que  además  ha  de  tenerse  en  cuenta  una  afirmación  trascendental,  cual 
es  la  de  que,  así  como  el  arbitraje  entre  todos  Jos  pueblos  del  nuevo  y  viejo 
mundo  constituye  en  la  actualidad  un  ideal  generoso,  pero  ilusorio  y  de  impo» 
sible  realización;  entre  España,  Portugal  y  los  Estados  ibero-americanos  toca 
los  límites  de  lo  hacedero  y  posible.  Porque  si  en  toda  Europa  existen  odios 
que  vengar,  deseos  de  represalia,  amenazas  de  muerte,  ambiciones  desenfre- 
nadas, no  es  fácil  dar  tregua  á  estas  pasiones  violentas  por  medio  del  arbi- 
traje; y  de  igual  manera  tampoco  hubiera  sido  eficaz  al  formarse  las  naciona- 
lidades americanas,  pues,  según  frase  de  Bluntschli,  nacen  los  Estados  más 
por  actos  de  violencia  que  por  actos  pacíficos.  En  cambio  hoy  ya,  reconod 
das  é  independientes  estas  nacionalidades  y  unidas  con  España  y  Portugal  en 
una  corriente  de  entusiasta  simpatía,  parece  llegada  la  ocasión  más  propicia 
de  implantarlo;  marcando  en  las  leyes  internacionales  con  caracteres  fijos  y 
permanentes  el  recíproco  respeto,  la  adhesión  y  el  cariño.  Tanto   puede  la 
oportunidad  en  el  establecimiento  de  los  principios  y  de  las  leyes,  dijo,  que 
es  condición  esencial  para  la  vida  de  los  unos  y  de  las  otras,  y  como  ejemplo 
de  ello  presentó  lo  ocurrido  en  el  famoso  Congreso  de  Panamá,   propuesto 
por  Colombia  para  que  los  principios  aceptados  en  su  convención  con  Chile 
(ó  sea  la  obligación  de  someter  al  arbitraje  las  diferencias  que  no  tuvieran 
arreglo  en  la  negociación  diplomática)  fuesen  también  obligatorios  á  las  de- 
más naciones  americanas.  Ese  Congreso,  que  pareció  convocado  para  nacer 
á  la  vida  con  vigor  y  con  eficacia,  fracasó,  sin  embargo,  por  la  inoportunidad 
y  deficiencia  de  la  convocatoria  hecha,  excluyendo  á  los  Estados  Unidos  del 
Norte  de  América  y  del  Brasil  y  cuando  Bolivia  hallábase  medrosa  ante  el 
poder  de  los  enemigos  y  el  Perú  hundido  por  la  guerra. 

Si,  pues,  la  vida  de  la  humanidad  determina  en  cada  momento  sus  pro- 
pias necesidades,  como  la  naturaleza  reclama  en  la  vida  física  sus  propios 
fenómenos,  no  hay  lugar  á  perder  instante  para  aprovechar  la  feliz  oca- 
sión que  brinda  el  Congreso  de  sentar  las  bases,  el  alcance  y  la  sanción  del 
arbitraje  entre  España,  Portugal  y  la  América  latina,  alentados  para  lograrlo, 
no  sólo  por  los  halagos  de  la  esperanza,  sino  por  la  fácil  posibilidad  de  una 
bienhechora  realización;  realización  que  se  impone  con  mayor  empeño  ante 
la  amenaza  de  una  guerra  europea,  porque  importa  siempre,  y  más  ahora,  á 
todos  los  Estados  en  el  Congreso  representados,  no  llegar  á  la  lucha  de  las 
armas.  España  y  Portugal,  unidos  en  su  origen  y  en  su  historia,  hermanos 
que  la  naturaleza  parece  destinó  á  vivir  siempre  juntos,  bañados  por  mares 
comunes  y  sin  má^  línea  divisoria  en  la  tierra  que  la  marcada   por  los  hom- 
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T  bres  al  fundar  las  respectivas  soberanías,  deben  vivir  en  la  paz  de  la  familia 

I  para  defender  sus  glorias  y  sU5  comunes  intereses;  y  de  igual  modo  importa  á 

I  España  y  a  Porbugal  y  á  la  América  latina   resolver  sus  diferencias   en  vías 

i  pacificas,  porque  sobre  repugnar  á  la  naturaleza  duelos  entre  individuos  de 

#  la  misma  sangre,  habría  de  ser  grande  valladar  para  contener  ambiciones  ex- 

■  tranjeras   la   formación   de  una   poderosa   comunidad    constituida   por  la 

B  rs/a  ibera. 

^  Por  lo  que  hace  á  la  conveniencia  del  arbitraje  cuanto  á  los  Estados  ibero- 

americanos, entiende  el  Sr.  Villapadierna  que  ni  siquiera  es  necesario  indi- 
carla; entre  ellos  existe  enérgica  iniciativa  para  su  aceptación,  es  un  principio 
axiomático  de  su  derecho  internacional,  y  muchos  lo  han  traducido  en  ley 
positiva,  ya  consignándolo  en  sus  Constituciones,  cómo  el  Ecuador,  Santo 
Dom  ngo,  Venezuela  y  el  Brasil,  va  celebrando  tratados  permanentes  de 
arbitraje. 

Pero  no  basta  demostrar  la  conveniencia  de  éste,  añadió  {en  lo  cual  se  ha- 
llaba conforme  con  el  criterio  de  la  Comisión  organizadora),  sino  que  es  pre- 
ciso conocer  sus  bases,  alcance  y  sanción. 

Bases  necesarias  para  traducir  el  arbitraje  en  convenciones  internacionales 
son,  según  el  Sr.  Villapadierna;  primero,  la  preparación  científica  llevando 
su  labor  á  los  Gobiernos  sin  prejuicios  ni  apasionamientos,  sin  recelos  ni  des- 
confían?;.is;  después,  la  ncgociaciación  diplomática  para  exponer  los  deseos, 
suavizar  las  diferencias  y  proponer  los  acuerdos,  y  últimamente,  el  acuerdo 
mismo,  biei  en  un  Código  general,  en  un  tratado  permanente  ó  por  tratados 
prrticuiarcs. 

Pero  son  tantas  las  cuestiones  que  aparecen  en  este  punto  del  tema,  que 
nn  es  posible  comprenderlas  toda?,  por  lo  cual  se  limitó  á  apuntar  dos  que 
ticiicr,  á  su  juicio,  especial  interés,  á  saber;  ¿Conviene  fijar  de  antemano  los 
t'  xtos  á  que  necesariamente  ha  de  atenerse  el  arbitro?  ¿La  elección  de  éste 
áfbr  ser  con  carácter  permanente,  ó  ha  de  variar  en  cuantas  ocasiones  lo  exi- 
ja í  I  conflicto  O  la  diferencia? 

Acerca  de  la  primera  cree  que  no  es  conveniente,  ni  aun  posible,  s¡   el  ar- 
bitraje ha  de  responder  á  la  grandeza  de  su  fin,  encerrarlo  dentro  de  los  re- 
ducidos limites  de  textos  ó  convenios  anteriormente  presentados  por  tas  par- 
tes; más  bien  la  eficacia  del  principio  debe   consistir  en  su   flexibilidad  para 
"■e.'olver  los  conflictos  y  en  la  confianza  que  inspire  quien  esté  llamado  á  tal 
resolución.  Como  el  Sr.  Morct  indica  en  su  Memoria,  los   dos  arbitrajes  más 
j^/^/ados.  el  célebre  del  Álabatna  entre  los  Estados  Unidos  é  Inglaterra  y  el 
^£_as  Carolinas»  entre  Alemania  y  Espaiía,  tuVieron  éxito  por  la  indepen- 
^^cia  de  los  arbitros,  que  no  se  vieron  obligados  á  obedecer  reglas  anterior- 
^1  nte  impuestas. 

Cue  procede  elegir  arbitro  en  cada  caso,  que  éste  no  debe  ser  perma- 
aer,to,  es  en  concepto  del  Sr.  Villapadierna  cuestión  indudable,  ya  que  el  ar- 
bil  I  aje  supone  confianza  y  la  confianza  es  circunstancial,  no  permanente  y 
rtt^rnai  se  altera  en  cada  ocasión,  se  modifica  con  los  hechos  y  en  el  tiempo. 
L^  ciencia  política  en  los  pueblos  es  á  manera  de  kaleidóscopo,  dijo,  donde 
íicrn  j>rc  con  los  mismos  elementos  cambia  el  aspecto  de  la  figura  según  la 
'™íiC:ióii  del  aparato;  las  relaciones  internacionales,  hoy  de  un  modo,  se  mo- 
™"<^aii  mañana,  y  no  es  posible  sujetar  á  tos  Estados  para  que  sometan  sus 
mtereses  y  sus  derechos  al  juicio  de  un  tercero,  de  quien  quizá  recelen  ó  des- 
confíj,j,  [^¡  gyjj  suponiendo  un  poder  independiente,  el  Sumo  Pontífice,  por 
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ejemplo,  cabe  darle  aquel  carácter  de  arbitro  perpetuo,  sometidas,  como  se 
hallan,  todas  las  cosas  terrenas  á  las  mudanzas  y  á  las  pasiones. 

Por  eso  no  acepta  el  Sr.  Villapadierna  la  conclusión  cuarta  de  la  Memoria 
del  Sr.  Balbin,  que  señala  al  Estado  español  como  único  arbitro  para  las  cues- 
tiones de  límites  entre  las  Repúblicas  hispano-amerícanas,  pues  aunque  lo  pro- 
ponga restringido  á  dicho  punto  por  razones  históricas  y  de  facilidad  en  los 
procedimientos,  no  por  ello  le  alcanza  menos,  á  juicio  del  orador,  su  anterior . 
argumento. 

Entrando  á  examinar  el  alcance  del  arbitraje,  sostuvo  que  debe  ser  ilimita- 
do. Si  la  excepción  naciera  desgraciadamente  de  los  hechos,  ella  se  impon- 
dría con  la  fuerza  de  los  mismos,  pero  no  corresponde  fijarla  por  tratados, 
pues  es  mermar  la  eficacia  é  importancia  de  aquél.  Por  otra  parte,  decir  que 
sólo  ha  de  referirse  á  puntos  litigiosos,  como  muchos  sostienen,  es  no  decir 
nada.  ¿Quién  va  á  definir  si  es  ó  no  cuestión  litigiosa  la  diferencia  nacida  en- 
tre dos  pueblos?  ¿No  es  precisamente  función  es^cial  y  competencia  del  ar- 
bitro determinar  si  es  ó  no  punto  dudoso  el  conflicto  puesto  á  su  resolución 
y  fallar  dentro  de  esta  duda?  Tampoco  cabe  separar  las  cuestiones  de  sobe- 
ranía ó  de  honra,  argumentando  que  nadie  pueda  resolver  sobre  ellas  sino  la 
parte  agraviada,  porque  entonces  vendríase  á  echar  por  tierra  el  arbitraje; 
que  cuestiones  de  honra  son  tocias  las  que  afectan  á  las  naciones  para  defen- 
der sus  derechos,  cualesquiera  que  sean;  no  es  el  agraviado  el  más  apropósi- 
to  para  juzgar  con  claridad  acerca  de  la  injuria,  que  por  regla  general  le  apa- 
siona y  ofusca;  por  lo  cual,  hasta  los  individuo^,  tan  atentos  como  los  pueblos 
á  sostener  directamente  las  cuestiones  de  honor,  entregan  éstas  en  manos 
ajenas  para  que  las  diluciden  y  resuelvan. 

La  forma  de  dar  eficacia  al  arbitraje  es,  á  juicio  del  Sr.  Villapadierna,  la 
dificultad  mayor  que  encierra  el  tema.  La  imposibilidad  de  encontrar  un  tri- 
bunal superior  ante  el  cual  se  exigiera  la  responsabilidad  del  cumplimiento, 
es  la  mejor  prueba  de  impotencia  para  determinar  una  sanción  penal  enérgica 
y  efectiva.  Al  llegar  á  esta  cuestión,  dijo,  nace  entre  los  estadistas  contagioso 
desfallecimiento  y  casi  todos  apelan  para  eludirla  á  la  fuerza  moral  de  los  tra- 
tados y  á  la  dignidad  de  las  naciones  comprometidas,  empeñadas  en  cumplir 
su  palabra  y  sujetas  á  una  obligación  voluntariamente  impuesta.  Pero  la  his- 
toria, en  la  cual  se  refleja  la  flaqueza  humana,  á  la  que  están  sometidos  lo 
mismo  las  naciones  que  los  individuos,  demuestra  claramente  que  no  siempre 
basta  un  compromiso  de  honor  ni  el  texto  de  una  ley  para  que  aquél  se  cuná- 
pla  ó  éste  se  siga.  Es  preciso  algo  más;  tiene  que  saber  el  rebelde  de  ante- 
mano el  castigo  á  su  rebeldía,  y  por  eso  creyó  que  el  Congreso  debía  mirar 
el  asunto  con  detenimiento  y  atención,  entendiendo  que  por  lo  que  hace  al  ar- 
bitraje entre  España  Portugal  y  los  Estados  ibero-americanos,  tal  vez  pudiera 
determinarse  más  fácilmente  una  sanción. 

La  idea  expuesta  por  el  Sr.  Torres  Campos  en  su  Memoria,  de  establecer 
una  Unión  jurídica  internacional  entre  América,  Portugal  y  España,  «reunien- 
>  do  en  un  tratado  las  disposiciones  jurídicas  generales  y  permanantes  del 
«derecho  internacional,  con  anejos  especiales  sobre  cónsules,  sobre  aplica- 
>cación  de  leyes  extranjeras,  extradición,  etc  ,  é  imponiendo  al  que  renun- 
» ciara  en  algún  caso  al  arbitraje  la  privación  ipso  facto,  por  su  exclusión  de 
»la  Unión  jurídica,  de  las  ventajas  estipuladas)»  pudiera  ser,  en  opinión  del 
Sr.  Villapadierna,  obra  viable,  bien  que  no  llega  tan  allá,  pues,  á  su  juicio, 
bastaría  lo  que  llamó  unión   internacional  de  arbitraje^  formada  por  los 
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Hitados  que  eo  ella  concurriesen  aceptando  este  principio,  imponiendo 
como  castig-o  al  que  quebrantare  alguna  decisión  arbitral  la  exclusión  perpe- 
tua de  aquella  unión,  y  por  cousecuencia  de  todos  los  beneBcioa  que  la  mis- 
ma produjese. 

Gran  empresa  serla,  concluyó,  lograr  con  el  esfuerzo  de  todos  que  fuera 
el  arbitraje  entre  EspaBa,  Portugal  y  la  América  latina  lazo  tan  fuerte  como 
es  hoy  el  formado  por  el  afecto  y  la  simpatía.  Sucede  en  esta  labor  ince- 
sante hacia  el  arbitraje  algo  de  lo  que  ocurre  en  todas  las  conquistas  del 
esfuerzo  humano,  parecidas  al  trabajo  fisico  para  escatar  una  cumbre  desde 
la  cual  se  domine  inmenso  panorama;  primero,  es  el  propósito;  después,  la 
fatiga,  acaso  el  desaliento;  más  tarde,  la  impaciencia  cuando  falta  poco  por 
alcanzar  la  cima,  y  últimamente,  el  premio  del  esfuerzo  con  la  grandeza  del 
espectáculo  y  la  satisfacción  en  el  espíritu.  Intentemos,  pues,  todos,  llegar  á 
la  cumbre  que  es  preciso  alcanzar,  para  admirar  desde  ella  un  dilatado  ho- 
rizonte de  paz  y  de  concordia. 

El  Sr.  Villapadierna,  como  síntesis  de  su  discurso,  sometió á  la  considera- 
ción del  Congreso  las  siguientes  conclusiones: 

1.^  Es  el  momento  histórico  actual  el  más  oportuno  y  conveniente  para 
implantar  el  arbitraje  en  el  derecho  constituido  internacional  de  España, 
Portug'al  y  los  Estados  ibero- americanos. 

2.3  Las  bases  para  el  mismo  habrán  de  consignarse  en  un  tratado  per 
manente  entre  todas  las  naciones  que  concurriesen  á  formarle. 

3.3  El  arbitraje  debe  extenderse  á  todas  las  diferencias  y  conñictos,  sin 
excepción,  que  sutjan  ó  estén  pendientes  entre  las  referidas  naciones. 

4.^  El  nombramiento  de  arbitro  á  favor  de  otra  potencia,  se  designará 
en  cada  caso,  de  común  acuerdo,  entre  las  partes  interesadas. 

Y  5.^  Para  dar  la  posible  eGcacia  á  las  sentencias  arbitrales,  sería  con- 
veniente que  se  formase  una  Unión  internacional  de  arbitraje  entre  Espa- 
ña, Portugal  y  los  Estados  ib  ero- americanos,  excluyendo  de  la  misma  al  que 
t  al  ^bitraje  ó  quebrantase  alguna  de  sus  decisiones. 


El  Sr.  Fernández  Prida  (D.  Joaquín),  refiriéndose  á  las  conclusiones  for 
muladas  en  las  Memorias  de  los  Sres.  Balbln  de  Unqucra  y  Torres  Campos, 
comenzó  afirmando  que  discrepaba  en  no  pocos  puntos  de  aquéllas. 

A  su  entender,  cuatro  ideas  ó  cuestiones  capitales  abarca  el  primer  tema 
sometido  á  la  deliberación  del  Congreso,  ásaber;  las  bases,  conveniencia, 
alcance  y  eficacia  del  arbitraje  internacional  como  medio  de  resolver  conflic- 
tos futuros  ó  presentes  entre  los  Estados  ib  ero- amen  can  os. 

Ahora  bien,  la  primera  de  esas  cuestiones  parecíale  habla  sido  desatendi- 
da por  los  Sres.  Balbln  de  Unqnera  y  Torres  Campos,  sin  que  á  su  entender 
quepa  alegar  en  disculpa  de  omisión  semejante,  ni  la  dificultad,  ni  la  falta  de 
interés  del  punto  omitido. 

Efectivamente,  una  ligera  consideración  de  la  historia  del  arbitraje  mues- 
tra, según  dijo,  con  toda  claridad  las  bases  del  mismo  y,  á  la  vez,  la  oportu- 
nidad de  haberlas  mencionado  expresamente  la  Comisión  organizadora  en  la 
tesis  objeto  de  discusión. 

Aunque  en  todos  los  tiempos  de  la  historia  pueden  hallarse  ejemplos  de 
decisiones  arbitrales,  escasean  en  determinados  periodos  y  abundan  en  otros. 


—    126  — 

de  tal  suerte  que  cabe  comparar  al  arbitraje  con  una  planta  que  vive  en  cual- 
quier terreno,  pero  que  no  en  todos  encuentra  condiciones  para  prosperar' 
convenientemente  y  producir  abundantes  frutos. 

Grecia  es  el  primer  país  en  que  el  arbitraje  se  da  con  repetición  y  cons- 
tancia; muéstrase  allí  en  rica  variedad  de  formas;  aplícase  á  conflictos  diver- 
sos, y  constituye  uua  nota  saliente  en  la  vida  internacional  de  los  pueblos  he- 
lenos; pero,  nótese  bien,  de  los  pueblos  helenos  en  sus  relaciones  mutuas, 
no  en  la  comunicación  con  los  países  que  llamaban  bárbaros;  de  donde  es  li- 
cito deducir  que  los  vínculos  que  unían  á  las  pequeñas  Repúblicas  griegas: 
la  comunidad  de  intereses,  cultura,  instituciones,  religión  y  raza;  aun  sin  ser 
completa,  bastó  para  que  aquéllas  se  reconociesen  como  hermanas,  y  para 
que  de  esa  fraternidad  que  las  unía,  brotase  espontáneo  y  vigoroso  el  proce- 
dimiento arbitral. 

Fenómeno  semejante  se  reproduce  en  la  Edad  Media  durante  la  organiza- 
ción de  la  célebre  Etnarquía  Cristiana  sometida  á  la  jefatura  de  los  Pontífices 
romanos;  y  otra  vez  en  nuestro  siglo  el  arbitraje  toma  extraordinarias  pro- 
porciones en  Europa  y  América,  sin  duda  porque  el  comercio,  los  grandes 
adelantos  de  las  ciencias  y  de  la  industria,  la  facilidad  en  las  comunicacioaes 
y  el  sello  cosmopolita  de  la  vida  contemporánea,  establecen  hoy  entre  los 
pueblos  cultos  lazos  semejantes  á  los  que  unieron  á  los  Estados  cristianos  en 
la  Edad  Media  y  á  las  Repúblicas  griegas  en  los  tiempos  antiguos. 

Estas  consideraciones  muestran,  á  juicio  del  orador,  cuál  es  la  base  sólida 
en  que  se  apoya  la  institución  arbitral;  base  que  importa  recordar  en  la  oca- 
sión presente  con  motivo  tanto  mayor,  cuanto  que  España,  Portugal  y  la  lla- 
mada América  latina,  poseen  condiciones  excepcionales  para  que  el  arbitraje 
pueda  resolver  sus  diferencias  mutuas.  Porque,  como  elocuentemente  dijo  en 
la  sesión  inaugural  el  Sr.  Conde  de  Valen^as,  todos  esos  pueblos  tienen  aná- 
logos intereses,  reglas  semejantes  en  los  Códigos,  una  sola  sangre  en  las  ve- 
nas, la  misma  religión  en  las  conciencias  é  idéntico  idioma  en  los  labios. 

Y  por  ello,  añadió  elSr.  Fernández  Prida,  en  la  primera  conclusión  relitiva 
al  tema  primero,  el  Congreso  debería  hacer  alusión  expresa  á  esa  base  firmí- 
sima en  que,  más  ó  menos  inmediatamente,  descansa  el  arbitraje  ibero-ameri- 
cano; y  esto  no  para  consignar  simplemente  un  hecho,  sino  para  mantener  la 
vista  fija  en  él,  y  lograr  que  todos  procuren  estrechar  los  lazos  existentes,  au- 
mentarlos de  día  en  día,  y  robustecerlos  también  en  conferencias  y  tratados. 

Sobre  el  segundo  punto  comprendido  en  el  tema,  ó  sea  el  de  la  convenien- 
cia del  arbitraje,  dijo  que  todos  se  hallaban  conformes  y  que  ninguno  de 
entre  los  miembros  del  Congreso  prefería  la  solución  que  da  la  fuerza  á  la  que 
del  derecho  emana.  Todos  preferimos  la  paz  á  la  gruerra,  y  nadie  discute  la 
conveniencia  del  arbitraje.  Verdad  es,  sin  embargo,  que  este  procedimiento 
tiene  muchos  defectos;  verdad  que  entre  el  arbitraje  y  el  tribunal  internacio- 
nal organizado  á  semejanza  de  la  justicia  interna  del  Estado  hay  un  abismo; 
pero  de  todas  suertes,  aunque  defectuoso,  el  arbitraje  es,  hoy  por  hoy,  uno 
de  los  mejores,  no  el  único,  de  los  medios  que  pueden  emplearse  para  repa- 
rar sin  violencias  las  perturbaciones  jurídicas  de  carácter  internacional. 

Teniendo  en  cuenta  estos  defectos,  se  inclinaba  el  Sr.  Fernández  Prida  á 
creer  que  el  alcance  del  arbitraje  debía  kier  limitado,  y  que  el  Congreso  estaba 
en  el  caso  de  acordarlo  así,  para  que  sus  decisiones  no  ofrezcan  en  la  aplicación 
grandes  dificultades  prácticas,  é  inmediatamente  se  recojan  los  frutos  de  sus 
autorizados  acueidos.  Proclamar  el  arbitraje  ilimitado  es,  actualmente,  en  su 
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opinión,  suscitar  oposiciones  y  disentimientos:  si  en  el  Congreso  de  París 
de  1S56  tina  proposición  que  tendía  á  hacer  obligatorio  el  empleo  de  los 
buenos  oficios,  motivó  enseguida  reservas  con  respecto  á  las  cuestiones  en 
que  la  dignidad  nacional  apareciese  comprometida;  si  en  la  Conferencia  de 
Washington  de  1889  los  representantes  chilenos  hicieron,  refiriéndose  expre- 
samente al  arbitraje,  salvedades  análogas,  ¿no  es  licito  creer  que  se  pone  en 
peligro  el  éxito  deseado  para  nuestros  progresos  por  querer  extenderlos  de- 
masiado? ¡No  es  de  temer  que  se  tache  de  peligroso  é  inadmisible  un  arbitraje 
general,  del  que  no  sean  excluidos,  por  ejemplo,  aquellos  casos  en  que  se 
discuta  la  integridad  de  un  territorio  ó  la  independencia  de  un  Estado? 

Finalmente,  la  eficacia  del  arbitraje  parece,  aBadió,  que  debe  entenderse  de 
manera  distinta  de  como  la  entienden  los  autores  de  las  Memorias  presenta- 
das. Propoae  el  Sr.  Balbfn  de  Unquera  que  se  niegue  la  mediación  y  el  arbi- 
traje á  las  potencias  que  no  quieran  firmar  el  tratado  que  la  mayoría  de  los 
gobiernos  ib  ero- a  m  erica  nos  acepten  á  petición  del  Congreso;  y  quiere  el  se- 
ñor Torres  Campos  que  se  forme  una  unión  jurídica  internacional,  de  cuyas 
ventajas  se  excluya  á  los  Estados  que  prescindan  de  las  soluciones  arbitrales. 
Lo  primero  cree  que  es  un  castigo  injustificable  bajo  todos  aspectos.  Porque 
no  nos  concedan  lo  más,  dijo,  no  debemos  negarlo  todo,  y  porque  el  arbitraje 
permanente  y  general  no  se  admita,  no  hay  derecho  para  rehusar  á  los  disi- 
dentes esas  intervenciones  amistosas  y  pacificadoras  que  evitan  el  derrama- 
miento de  sangre.  El  camino  que  sigue  el  Sr.  Balbin  de  Unquera  puede  con- 
ducir á  que  los  estragos  de  la  guerra  sean,  sin  quererlo,  alentados  por  un 
Congreso  pacificador  como  el  Jurídico  ibero  americano. 

En  cuanto  á  la  proposición  del  Sr.  Torres  Campos,  afirmó  que  hay  que 
reconocer  que,  asociando  la  causa  del  arbitraje  á  la  de  una  Unión,  mucho 
más  difícil  de  conseguir  que  el  primero,  se  compromete  la  suerte  de  éste,  y 
que  esa  suerte  ni  debe  ser  comprometida,  ni  tampoco  exige  las  sanciones 
tortuosas  y  poco  prácticas  que  proponen  los  autores  de  las  Memorias. 

Como  todo  progreso  internacional,  tres  fases  debe  atravesar,  á  su  juicio, 
el  que,  cuanto  al  arbitraje,  todo  el  mundo  anhela:  la  discusión  científica  pri- 
mero, la  deliberación  diplomática  después  y,  al  fin,  el  tratado  obligatorio. 
Por  el  momento,  hay  que  limitarse  á  la  primera,  tratando  en  su  día  de  que 
una  Conferencia  diplomática  acepte  las  conclusiones  del  Congreso.  Si  asi  Su- 
cede, dijo,  y  el  tratado  se  firma  y  ratifica,  nuestra  obra  será  eficaz,  y  el  arbi- 
traje entre  EspaBa,  Portugal  y  los  pueblos  americanos  tendrá  no  una  sanción 
excepcional,  innecesaria  y  quizá  impo^ble,  sino  la  sanción  común  á  todas 
las  reglas  que  gobiernan  la  vida  de  relación  de  los  Estados. 


£1  Sr.  Conde  de  Valen9a8  comenzó  diciendo  que  después  del  notable  dis- 
curso del  Sr.  Fernández  Prida,  debía  en  realidad  abstenerse  de  hablar,  pues 
dicho  señor  había  tratado  et  arbitraje  defendiéndolo  con  argumentos  sóli- 
dos y  convincentes;  pero  que  hallándose  de  antemano  inscrito  para  usar  de  la 
palabra,  ro  se  creía  exento  de  emitir  su  parecer,  previamente  desarrollado 
en  una  Memoria  que  desde  luego  sometía  al  Congreso.  A  su  entender,  es  ya 
llegada  la  hora  de  que  el  arbitraje,  como  medio  de  decidir  las  cuestiones 
internacionales,  sea  sancionado  por  el  derecho  positivo,  pues  dándose  como 
idea  en  la  conciencia  humana  y  en  la  conciencia  de  las  sociedades,  y  siendo 


L 
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además  conveniente  para  los  pueblos,  que  tantas  veces  han  acudido  á  él  en 
el  siglo  actual  y  en  los  anteriores,  no  puede  dejar  de  existir  por  más  tiempo 
como  prescripción  legal. 

El  orador  demostró  los  anteriores  asertos  medíante  extensas  consideracio- 
nes históricas,  cuyas  principates  conclusiones  fueron  las  siguientes: 

Tres  de  los  pasados  siglos  merecen  especial  mención:  el  XII,  que  nos  dio 
la  libertad  civil;  el  XVI,  al  cual  debemos  la  libertad  religiosa,  y  el  XVIII,  que 
conquistó  la  libertad  política;  libertades  las  tres  que  han  sido  consagradas 
por  las  constituciones  de  los  pueblos,  é  informan  hoy  las  leyes  positivas  de 
todas  las  naciones.  Siendo  esto  cierto,  y  habiendo  el  hombre  adquirido  la 
cualidad  de  ciudadano,  desde  que,  mediante  las  indicadas  conquistas,  entró 
en  plena  posesión  de  su  personalidad  jurídica,  las  guerras  podrán  existir  como 
hecho,  pero  carecen  de  explicación  en  el  terreno  de  los  principios. 

En  nuestros  días,  además,  cada  cnal  puede  aplicar  libremente  su  inteli- 
gencia, esfuerzo  y  voluntad  á  cualquiera  de  las  ramas  que  abarca  la  actividad 
humana,  habiéndose  creado,  bajo  la  presión  de  las  grandes  concurrencias,  la 
industria  moderna,  que  es  incompatible  con  la  guerra. 

I'iié  ésta  de  indudable  provecho  en  el  mundo  antiguo,  tanto  que  no  bien 
los  fuertes,  halagados  por  las  delicias  que  les  ofreció  su  mayor  adelanta- 
inieuto  y  civilización,  se  entregaron  á  los  goces  de  \apas  romana,  los  bárba- 
ros cayeron  sobre  el  imperio  y  lo  despedazaron;  comprendíase  su  necesidad 
cuando  se  estaban  formándolas  sociedades  actuales,  pues  era  preciso  defcn- 
iler  la  naciente  civilización  de  los  ataques  de  los  barbaros;  pero  no  se  couci- 
be  hoy  que  los  pueblos  europeos  dominan  en  África,  en  Asia,  en  América, 
en  las  islas  del  Océano  Indico. 

La  guerra  viene  á  privar  á  los  ciudadanos  de  los  derechos  que  tanto  leí 
costó  adquirir  y  para  conseguir  los  cuales  tuvieron  en  muchas  ocasiones  que 
acudir  á  la  revolución.  Ataca  en  primer  término  á  la  libertad  civil,  pues  las 
batallas  campales,  con  sobrada  frecuencia  repetidas,  los  cercos,  en  ocasiones 
extremadamente  prolongados,  las  invasiones,  los  impuestos  necesarios  para 
sostener  grandes  ejércitos,  multitud  de  vidas  temprananíeate  arrebatadas,  y 
de  brazos  robados  á  la  industria  y  á  la  agricultura;  todo  ello  limita  de  modo 
indudable  el  derecho  del  hombre  de  disponer  de  su  persona  y  bienes  como 
lo  juzgue  conveniente.  A  más  de  que  no  es  posible  mantener  ejércitos  nume- 
rosos sin  una  gran  centralización,  sin  una  más  ó  menos  pronunciada  dicta- 
dura, la  cual,  asumiendo  todas  las  fuerzas,  puede  convertirse  en  un  verdade- 
ro despotismo  y  hasta  llegar  á  las  ultimas  consecuencias  de  la  autoridad  úni- 
ca, suprema  y  central;  esto  es,  á  condenar  la  critica  de  sus  actos,  siendo  un 
obstáculo  que  se  oponga  á  la  libertad  de  pensamiento.  Una  dictadura  no  es 
el  gobierno  representativo,  en  la  actualidad  establecido  en  todos  los  pueblos 
de  Europa  y  que  tiene  su  base  en  la  soberanía  nacional;  por  lo  que  la  guerra 
— que  en  último  término  condena  y  prohibe  todas  las  libertades^e  halla  en 
contradicdón  con  los  gobiernos  constituidos  y  con  los  derechos  originarios, 
hoy  consagrados  y  legislados  por  los  códigos  civiles. 

Añadió  que  no  se  proponía  hablar  del  sistema  protector,  consecuencia  in- 
mediata de  los  ejércitos  permanentes,  y  se  refirió,  cuanto  á  este  punto,  á  los 
principios  económicos  que  rigen  las  sociedades  modernas,  para  concluir  aCr- 
mando  la  inconveniencia  de  la  guerra  y  la  necesidad  del  arbitraje. 

El  5r.  Conde  de  Valen^as  continuó  diciendo  que,  á  causa  sin  duda  algu- 
na de  lo  expuesto,  las  naciones  europeas  han  acudido  tantas  veces  durante 
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el  siglo  actual  á  los  jueces  compromisarios,  incluso  para  decidir  litigios  en 
los  cuales  se  hallaban  comprometidos  poderosos  intereses,  como  había 
acontecido  con  ocasión  de  las  reclamaciones  del  Alabatna  y  cuando  Alemania 
aceptó  la  mediación  del  Sumo  Pontífice  en  el  conflicto  con  España  con  mo- 
tivo de  las  islas  Carolinas  y  Palaos. 

Cuanto  á  las  cuestiones  suscitadas  entre  España  y  Portugal,  afirmó  que  se 
han  resuelto  siempre  á  satisfacción  de  las  partes,  mediante  el  arbitraje,  aña- 
diendo que  para  convencerse  de  ello  bastaba  examinar,  como  él  lo  había  he- 
cho, todas  las  promovidas  desde  que  en  el  siglo  XVI,  y  para  decidir  la  con» 
tienda  de  Moura  fueron  nombrados  por  los  respectivos  Gobiernos  dos  comi- 
sarios—D.  Alonso  Fajardo  y  D.  Pedro  de  Mascarenhas — hasta  los  últimos 
conflictos  surgidos  sobre  limites  y  pesquerías. 

Después  de  aducir  algunas  otras  reflexiones  encaminadas  á  demostrar  la 
conveniencia  del  régimen  actual,  el  orador  terminó  las  consideraciones  que 
se  proponía  hacer  sobre  el  asunto,  diciendo  que  si  el  arbitraje  existe  en  la 
conciencia  del  ser  humano  y  en  la  conciencia  de  los  pueblos,  si  su  plantea- 
miento conviene  á  las  naciones,  debe  establecerse  de  una  manera  definitiva 
por  medio  de  leyes  internacionales. 

Cuanto  al  modo  de  organizar  un  tribunal  de  arbitros,  entiende  que  no  cabe 
fijar  nada  de  anteniano,  pues  en  el  momento  del  conflicto,  los  Gobiernos  de 
los  países  interesados  son  los  qu&  pueden  determinar  mejor  cuál  es  la 
forma  más  conveniente  de  establecerlo,  y  quiénes  son  las  personas  más  ade* 
cuadas  para  amparar  sus  intereses,  para  sostener  su  derecho,  si  bien  es  posi- 
ble asegurar  desde  luego,  por  las  razones  que  tenía  expuestas  en  su  Memoria, 
que  no  es  conveniente  ni  sería  aceptado  un  tribunal  permanente,  que  se  haría 
incompatible  con  la  soberanía  de  las  naciones. 

Por  ello  el  Sr.  Conde  de  Valen^as  da  escasa  importancia  al  modo  de 
organizar  dicho  tribunal,  y  se  la  concede  grandísima  á  que  se  establezca 
en  los  tratados,  ó  mediante  un  tratado  especial,  la  obligación  permanente 
de  recurrir  al  arbitraje  para  toda  clase  de  cuestiones  internacionales;  y  no 
hacía,  dijo,  especial  mención  de  los  conflictos  relacionados  con  la  inde- 
pendencia y  soberanía  de  los  pueblos,  por  entender  que  tales  coiestiones 
caen  fuera  de  los  tratados  y  no  cabe  con  respecto  á  ellas  transacción  al- 
guna. 

Después  de  manifestar  que  cuantas  consideraciones  había  expuesto  se  halla- 
ban debidamente  desenvueltas  en  la  Memoria  que  tenía/ presentada,  terminó 
diciendo  que  el  primer  problema  sometido  al  Congreso  era  tema  de  constante 
preocupación  para  los  legisladores,  académicos  y  jurisconsultos;  pero  que 
^  la  ocasión  presente,  gracias  al  ilustre  Presidente  de  la  Asamblea  y  á  la 
posición  oficial  de  muchos  de  los  individuos  que  componían  ésta,  le  parecía 
que  tal  vez  se  podría  alcanzar  alguna  solución  útil  para  el  derecho  positivo  y 
para  las  naciones  en  el  Congreso  representadas. 


El  Sr.  Cruz  (D.  Femando)  dijo:  que  si  la.idea  del  arbitraje  es  tan  hermosa 
y  su  establecimiento  tan  indispensable  á  fin  de  alejar  á  la  humanidad  de  los 
horrores  de  la  gruerra,  lo  es  mucho  más  en  América,  que  lo  ha  iniciado  y 
quiere  convertirlo  en  principio  de  su  derecho  público;  porque  allá  lo  único 
que  hace  falta  es  paz,  ya  que,  tanto  por  la  benignidad  del  clima,  cuanto 
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porque  son  desconocidos  los  pavorosos  probletnas  sociales  que  contiiibaa  á 
Europa,  sólo  se  necesita  de  aquélla  para  trabajar  y  dar  graodes  pasos  de  ade- 
lanto y  de  progreso. 

Y  esa  necesidad  es  aún  más  viva  y  más  generalmente  sentida  en  el  centro 
de  dicho  continente,  porque  el  destino  de  las  cinco  Repúblicas  que  lo  cons- 
tituyen es  el  de  formar  una  sola  nacionalidad  grande,  respetable  y  podero- 
sa, para  llegar  á  la  cual  se  hace  indispensable  que  desaparezca  todo  motivo 
de  contienda  entre  los  Estados,  y  que  en  el  seno  de  la  armonía  y  la  con- 
cordia se  preparen  los  elementos  que  en  su  dfa,  desenvueltos  naturalmente, 
han  de  producirla  deseada  unidad. 

Añadió  que  Guatemala  ha  aceptado  constantemente  con  entusiasmo  la  idea 
del  arbitraje  y  se  ha  mostrado  propicia  á  prestar  su  apoyo  para  propagarlo 
siempre  que  á  ello  se  le  ha  invitado,  como  lo  prueban  los  Congresos  de  Pa- 
namá y  de  Lima;  el  haberlo  consignado  expresamente  en  tratados  con  las 
Repúblicas  centro-americanas  y  con  todas  las  naciones  que  lo  han  aceptado, 
entre  ellas  muy  particularmente  España,  y  sus  declaraciones  en  la  Conferen- 
cia internacional  de  Washington,  celebrada  hace  pocos  años;  estando  adenjás 
dispuesta  á  ir  en  el  asunto  tan  lejos  como  se  desee. 

Hablando  de  la  importancia  del  Congreso  Jurídico  y  de  la  discusión  de  te- 
mas como  el  que  se  estaba  debatiendo,  dijo  que  era  innegable,  porque 
aunque  no  se  lograsen  por  el  momento  todos  los  resultados  prácticos  desea 
bles,  son  pasos  muy  significativos  que  representan  una  protesta  de  los  prin- 
cipios contra  los  hechos,  de  la  razón  contra  la  fuerza,  del  derecho  contra  la 
violencia  y  el  abuso. 

Como  toda  excepción  abre  la  puerta  para  otras  muchas  y  es  causa  de 
que  el  principio  se  desvirtúe  ó  se  pierda;  como  apenas  pueden  imaglnarse- 
esas  cuestiones  que  comprometan  positivamente  la  independencia  de  un:> 
nación,  y  como,  por  otra  parte,  se  trataba  en  el  Congreso  simplemente  de! 
arbitraje  en  contiendas  entre  los  pueblos  americanos,  ó  entre  ellos  y  España, 
cree  el  Sr.  Cruz  que  vale  más  establecerlo  para  resolver  todos  los  confiictos, 
que  limitarlo  á  algunos. 

Ocupándose  en  la  oportunidad  para  su  implantación,  la  estimó  favorable 
hoy  que  ninguna  cuestión  seria  tienen  entre  si  los  pueblos  americanos,  y  que 
respecto  á  España  sólo  sienten  amor  y  simpatía,  y  afirmó  luego  que  la  base 
esencial  sobre  que  descanse  ha  de  ser  el  convenio,  solemnemente  expresado, 
de  que  se  someta  el  asunto  origen  de  diferencias  á  la  decisión  de  los  arbi- 
tros que  se  nombren.  Cuanto  ala  sanción,  considera  imposible  hallar  una  que 
se  compadezca  con  el  prlndpio  de  la  soberanía  y  que  sea  más  poderosa  que 
la  sanción  moral;  pues  el  pneblo  que  no  respete  ésta  y  se  exponga  á  la  cen- 
sura y  desprecio  de  los  demás,  no  respetará  seguramente  otra  cualquiera. 
Una  sanción  que  no  sea  la  moial,  ofrece  además,  á  su  juicio,  el  peligro  de 
sembrar  odios  y  alejamientos  profundos,  cuando  no  el  do  envolver  en  la 
guerra,  además  de  los  contendientes,  á  los  otros  pueblos  que  hubieran  inter- 
venido con  objeto  de  evitarla. 

Por  último,  concluyó  manifestando  que  es  de  esperar  que  el  Congreso 
Jurídico  produzca  grandes  resultados,  y  que  América  se  tendrá  por  dichosa 
si  España,  que  ya  le  dio  la  vida,  le  da  ahora  el  más  inestimable  de  los  dones 
después  de  la  existencia:  sólida  y  duradera  paz. 
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El  Sr.  Romero  Girón  (D.  Vicente)  comenzó  manifestando  que  nada  le  es- 
timulaba á  entonar  un  hin^no,  en  medio  de  tan  pacifica  Asamblea,  aunque 
pudiera,  que  no  podría,  engalanarlo  con  el  atractivo  de  la  elocuencia,  al  que 
Proudhon,  recordando,  sin  duda,  á  De-Maistre,  llamó  en  uno  de  sus  frecuen- 
tes arranques  derecho  divino  de  la  guerra;  pues  sus  convicciones  científicas 
cada  día  más  firmes,  se  lo  vedaban,  sin  que  las  exigencias  de  su  posición 
personal  le  obligasen  á  mantenerse  como  en  la  penumbra,  mirando  más  á 
conveniencias  y  necesidades  del  momento  que  á  los  deberes  que  impone  el 
sentimiento  sano  del  derecho. 

Todo  lo  contrario:  derecho  y  g^uerra,  derecho  y  fuerza  ó  violencia,  dijo, 
son  para  él,  y  aun  cree  que  para  todos,  términos  irreductibles,  profunda- 
mente antitéticos,  ante  los  dictados  de  la  razón,  únicos  reguladores  legítimos 
de  la  vida  humana. 

Añadió  que  ya  sabía,  y  no  tenía  por  qué  olvidarlo  ni  ocultarlo  tampoco, 
que  la  fuerza,  y  por  ende  la  guerra,  puede  y  en  ocasiones  ha  debido  ser 
como  instrumento  ó  medio  tal  vez  indispensable  para  la  realización  del  de- 
recho. I.x>  que  no  cree  se  pueda  concebir  ni  admitir  es  que  la  guerra  ó  la 
fuerza  sea  fundamento  racional.  La  soporta  como  excepción,  dijo,  pero  la  re- 
chaza como  regla. 

Por  lo  mismo  y  porque  entiende  que  los  tiempos  van  estando  maduros  ' 
para  fundar  el  imperio  universal  del  derecho,  no  sólo  abomina  la  guerra, 
sino  que  cree  necesario  y  urgente  trabajar  con  fe,  con  resolución  inquebran- 
table, para  extirpar  esa  plaga  que  amenaza,  á  su  solo  anuncio,  acabar  con  la 
vida  del  mundo  civilizado,  sobre  todo  en  el  viejo  continente  europeo. 

Es  consolador  por  todo  extremo,  continuó,  contemplar  el  espectáculo  que 
ofrecen  los  Estados  Unidos  de  América,  en  los  cuales,  cien  aSos  de  paz  ape- 
nas interrumpida  han  traído  prosperidad  tan  maravillosa,  que  no  se  da  ejem- 
plo igual  en  todo  el  proceso  de  la  historia. 

Contrista  el  ánimo  volver  la  vista  á  esta  vieja  Europa,  en  donde  casi  todas 
las  grandezas  de  la  civilización  han  tenido  su  origen,  y  verla  ahora  padecien- 
do profunda  crisis  moral  y  económica,  motivada  principalmente  por  el  im- 
perio que  viene  ejerciendo  la  idea  de  la  fuerza  como  regulador  y  propulsor 
de  nuestros  destinos. 

No  lo  dijo,  es  verdad,  cierto  hombre  de  Estado,  no  dijo  que  la  fuerza  tiene 
supremacía  sobre  el  derecho;  pero  cree  firmemente  que  si  tuvo  el  pudor  de 
no  expresarlo,  tuvo  en  cambio  la  audacia  de  intentarlo. 

Antiguamente,  por  la  general  atracción  que  la  idea  territorial  ejercía,  se 
formó,  durante  siglos,  la  llamada  mano  muerta,  en  cuyo  silo  profundo  vinie- 
ran á  verter  todas  las  fuentes  de  la  producción,  concentrándose  y  localizando- 
se  en  pocas  manos,  pero  inactivo,  todo  el  capital,  dejando  vacías  las  del  co- 
mún de  las  gentes.  Él  sentimiento  y  la  idea  clara  del  derecho  individual  die- 
ron, por  fin,  al  traste  con  tal  acumulación  de  riquezas,  que  pasó  á  difundirse 
Y  á  fructificar  mediante  la  justa  distribución,  cuyo  límite  se  determina  tan 

ólo  por  el  empleo  de  la  honesta  actividad. 

Ahora  nos  encontramos  también  enfrente  de  otra  manera  de  mano  muerta 
■nás  insaciable  y  más  peligrosa  que  la  antigua.  A  ésta  iban  á  parar  las  riquezas 
materiales  en  su  más  prepotente  manifestación:  la  propiedad  territorial.  Los 
'timensos  depósitos  de  la  mano  muerta  del  día  todo  lo  absorben  y  todo  lo 

ionsumen.  Desde  el  sentimiento  más  íntimo  del  corazón  humano,  el  senti- 

liento  de  familia,  hasta  la  más  insignificante  muestra  de  la  actividad,  bien 
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se  aplique  á  la  industria,  bien  á  la  agricultura  ó  al  comercio,  bien,  por  últi- 
mo, á  las  llamadas  artes  ó  profesiones  liberales. 

Por  cuyo  medio  no  es  dudoso  que  los  impulsos  más  nobles  del  ser  huma- 
no, y  singularmente  la  idea  del  derecho,  se  debilitan,  se  obturan  y  aun  se 
corrompen.  Y  en  lugar  de  acrecentar  su  fuerza  expansiva  para  que  el  reino  de 
la  justicia  sea  uno  solo  en -todo  el  mundo,  parecemos  como  vasallos  del 
espíritu  de  discordia  y  de  separación,  incompatible  con  la  racional  proporción 
de  que  habla  Santo  Tomás,  y  destructor  de  toda  tendencia  hacia  la  igualdad, 
>  mediante  la  que  se  hace  posible  la  vida  ordenada,  pacífica  y  progresiva  de 
los  hombres  y  de  las  personas  mayores,  como  las  naciones  y  los  pueblos. 

En  todo  tiempo  la  conciencia  humana,  añadió,  ha  protestado  contra  el  im- 
perio de  la  fuerza  y  ha  ideado  derivaciones  más  ó  menos  eficaces  para  enca- 
minar la  vida  en  dirección  de  la  paz.  Y  así  como  contra  las  violaciones  in- 
dividuales del  derecho  ó  contra  los  conflictos  inevitables  sobre  su  extensión, 
sus  límites  ó  su  posesión,  surgió  naturalmente  la  idea  del  arbitraje,  así  cuando 
á  cada  paso,  casi  siempre  sin  razón,  surgían  conflictos  entre  personas  ma- 
yores, ciudades,  pueblos,  imperios,  también  la  idea  del  arbitraje  llegó  á  tener 
aplicación,  aunque  en  muy  escasa  medida. 

No  participaba,  dijo,  de  la  idea  que  acababa  de  exponer  un  orador  que 
había  sido  justamente  aplaudido,  según  la  cual  el  arbitraje  es  un  producto 
fortuito,  mejor  dicho,  un  producto  de  cierto  fatalismo  histórico,  contra  el 
cual  en  vano  es  alzarse  y  protestar,  sino  que,  por  el  contrarío,  entiende  que  el 
arbitraje  es  un  producto  necesario  de  la  idea  del  derecho,  que  germina  len* 
tamente,  por  lo  mismo  que  podrá  ser  y  deberá  ser  su  último  y  como  defini- 
tivo instrumento  de  realización;  sin  que  le  fuera  difícil,  dado  que  el  tiempo  lo 
consintiera,  ofrecer  á  la  consideración  del  Congreso  la  prueba  de  dicha  tesis. 

Para  el  orador  el  arbitraje  es  una  forma  que  corresponde  exactamente  á  la 
idea  del  derecho  humano,  del  derecho  de  la  humanidad.  Hemos  visto,  dijo, 
en  la  historia  el  derecho  personal,  el  derecho  familiar,  el  patriarcal,  el  de  la 
tribu,  el  de  la  ciudad,  el  de  la  nación,  todos  ellos  con  sus  órganos  y  mecTios 
pacíficos  ante  todo,  por  excepción  violentos;  ^veremos  el  derecho  humano 
asentado  sobre  esa  misma  base?  Lejos  de  dudarlo,  lo  espera  confiado,  si  los 
signos  no  engañan. 

Los  progresos  del  derecho  internacional  lo  dicen;  lo  anuncian  á  una  esas 
múltiples  manifestaciones  de  los  hombres  de  ciencia,  los  precursores  de  los 
hombres  de  Estado,  sus  ejecutores.  Lo  dice  también  ese  movimiento  unifor- 
memente acelerado  de  asambleas  y  de  asociaciones  que  por  todas  partea 
claman  por  la  paz  definitiva.  Lo  demuestra  por  último,  el  que  se  atrevía  á 
llamar  derecho  positivo,  el  derecho  que  deriva  de  los  tratados,  en  cuyo  ca- 
mino, nuestras  hermanas  de  América,  justo  es  confesarlo,  nos  han  adelantado, 
y  mucho,  como  lo  patentiza  el  último  tratado  de  Washington,  monumento 
imperecedero,  cuya  trascendencia  no  podemos  nosotros  los  europeos,  ato- 
londrados con  el  ruido  del  campamento,  comprender  todavía  en  toda  su 
extensión. 

El  Sr.  Romero  Cürón  sostiene,  pues,  la  idea  del  arbitraje  como  medio 
único  de  dirimir  los  conflictos  entre  los  pueblos,  y  la  sostiene  porque  es, 
para  él,  un  predicado,  un  imperativo  categórico  del  derecho  en  su  más  trans- 
cendental expresión:  el  derecho  humano. 

Pero  la  sostiene  con  mayor  empeño,  si  cabe,  con  aplicación  inmediata  i 
todos  los  Estados  representados  en  el  Congreso. 
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Añadió  que  le  repugna  la  ¡dea  de  gnierra  catre  padres  é  hijos.  Bajo  el  punto 
de  vista  de  los  principios,  la  considera  inmoral;  bajo  el  punto  de  vista  histó- 
rico, imposibie.  España,  Portugal  y  los  Estados  ibero-americanos  no  tienen 
cuestiones  de  indepeadencia  que  les  alarmen;  no  tienen  cuestiones  de  reivin- 
dicación de  territorio  que  les  estimulen;  no  tienen  ambicióa  de  conquista  que 
les  enloquezca;  no  tienen,  en  fin,  pública  ú  oculta,  causa  alguna  que  les  ene- 
miste ó  incite  á  la  guerra. 

Y  en  cambio  tit-nen  tantos  lazos  de  unión,  de  fraternidad,  tales  y  tan  fuer- 
tes, que  han  de  servir  de  poderosa  palanca  en  esta  obra  de  paz  que  todos 
peraguen.  Si  es  que  la  idea  de  raza  es  un  factor  en  la  vida  de  los  pueblos, 
los  en  el  Congreso  representados  son  todos  de  la  misma  raza.  Pero  son  tam- 
bién de  la  misma  familia,  de  lo  cual  dan  patente  muestra  su  lengua,  su  reli- 
p6n,  su  literatura  y  su  derecho  positivo,  todo  él  fundado  en  los  precedentes 
de  la  legislación  castellana,  cuyas  reglas  primordiales  han  respetado  los  Có- 
digos modernos  all!  donde  se  ha  llegado  á  la  obra  de  la  codificación.  Es  más: 
otro  interés  capitalísimo  les  lleva  derechamente  por  el  camino  que  el  orador 
venia  trazando:  la  crisis  general  social  y  económica  que  añige  al  mundo  todo, 
puede  requerir  esfuerzos  colectivos  que,  sí  favorecen  á  unos,  dañan  á  otros . 
Nuestro  interés,  por  lo  tanto,  está  en  presentar,  cuando  llegue  el  caso,  una 
fuerza  común,  concentrada,  dirigida  á  tan  beneficioso  resultado;'  pudiendo 

L  tenerse  por  cierto  que  contribuirá  en  mucho  á  ello  la  unión  íntima  que  viene 

h.  isimbolizar  la  idea  del  arbitraje. 

El  Sr,  Romero  Girón  continuó  didendo  que,  una  vez  expuesto  su  criterio 

'  general,  parecíale  excusado  decir  que  se  adhería  de  todo  corazón  á  las  nobles 
tendencias  de!  representante  de  Guatemala,  á  quien  se  acababa  de  aplaudir 
con  aplausos  que  significaban,  á  su  ver,  el  deseo  unánime  de  que  el  arbitraje 
se  aplique  á  todss  las  cuestiones  sin  excepción. 

Añadió  que  quedaba  otro  punto  del  tema  que  la  premura  del  tiempo  no 
le  permitía  dilucidar  con  la  debida  extensión.  Se  refería  á  la  eficacia,  á  la 

'  sanción  del  arbitraje.  No  concibe  otra  que  la  sanción   moral.  Si  queremos  el 

I  arbitraje  para  concluir  con  la  guerra,  para  acabar  con  la  violencia,  caeríamos 

,  en  manifiesta  petición  de  principios  si  para  sancionar  el  arbitraje  apelásemos 

I   i  la  guerra. 

0  Sr.  Romero   Girón  terminó  su  discurso   dirigiendo  un  saludo  cariñoso 

I  álos  ilustres   representantes  que  de  Portugal,  nuestro  hermano,  y  de  las  Rc- 

^' públicas  de  America,  hijas  nuestras,  nos  han  honrado  en  recuerdo  del  ma- 

'■  nvüloso  suceso  por  todos  conmemorado. 
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Presidente. 

Excmo.  é  limo.  Sr.  D.  Juan  Jacinto  Tavares  de  Medeiros. 
Secretarios. 


Sr.  D.  José  Germán  .^rambuni. 

Sr.  D.  Adolfo  Morís  y  P'eniáadez  Vallln 


Tomaron  parte  en  \a  discusión  los  señores  siguientes: 

E.\cmo.  é  limo.  Sr.  D.  Carlos  Zeferino  Pinto  Coelho,  Delegado  de  la  Aso- 
dación  de  Abogados  de  Lisboa. 

Excmo.  Sr.  D.  Rafael  Conde  y  Luque,  Delegado  del  Ministerio  de  Fo- 
mento. 

Excmo.  é  limo.  Sr.  D.  Javier  da  Cunha,  Enviado  extraordinario  y  Ministro 
Plenipotenciario  de  ios  Estados  Unidos  del  Brasil  en  España  y  Delegado  del 
Gobierno  de  dicha  República  para  el  Congreso. 

Excmo.  Sr,  Marqués  de  la  Vega  de  Armijo,  Delegado  del  Ministerio  de 
Estado. 

Sr.  D  Adolfo  Moris  y  Fernández  Vallfn,  Delegado  de  la  Universidad  de 

Istis^o. 

Hmo.  Sr.   D.  Antonio  Balbín  de  Unquera,  Delegado  del  Consejo   de 


^&.D.  Manuel  Torres  Campos,  Vocal  de  la  Comisión  organizadora  del 
Ctongieso. 
Sr.  D.  Joaquín  Fernández  Prida,  Delegado  de  la  Universidad  de  Sevilla. 

Fueron  designados  para  formar  la  Comisión   encardada  de  redactar  las 
xinclusiones  relativas  al  tema  primero  los  señores  siguientes: 
Excmo.  é  limo.  Sr.  D.  Antonio  Assis  Teixeira. 
Sr.  D.  Francisco  L.  de  la  Barra. 
Sr,  D.  Cristóbal  Botella. 
Excmo.  Sr.  D,  José  Canalejas. 
Excmo.  Sr.  D  Manuel  M.  de  Peralta. 
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El  Sr.  Pinto  Coelho  (D.  Carlos  Zeferioo)  comeazó  por  manifestar  que, 
alterando  apenas  el  orden  de  las  cuestiones  comprendidas  en  el  tema,  se 
proponía  tratar:  i  P,  de  la  conveniencia  del  arbitraje  internacional;  2P,  di  su 
alcance;  3.°,  de  sus  bases  y  forma,  y  por  último,  de  la  eficacia  de  sus  deci- 
siones. 

Cuanto  á  la  conveniencia  de  adoptar  el  principio  obligatorio  del  arbitraje 
internacional,  la  estimó  evidente.  La  gfuerra  es  un  me<£o  salvaje,  dijo,  de 
resolver  las  cuestiones  que  se  suscitan  entre  los  pueblos;  la  nación  queáell» 
recurre,  conviértese  en  juez  y  parte;  vence  quien  es  más  fuerte,  y  no  quien 
tiene  mejor  derecho;  se  repite,  en  suma,  la  fábula  constante  del  lobo  y  del 
cordero.  Sustituir,  pues,  el  derecho  de  la  fuerza  con  la  fuerza  del  derecho, 
constituye  el  objeto  del  principio  arbitral;  y  esa  misión  es  tan  clara,  justa  y 
conveniente,  que  hue!g;a  toda  clase  de  discusión  para  demostrarla. 

No  le  basta,  sin  embargo,  aSadió,  auna  idea  ser  conveniente;  es  menester 
que  sea  también  realizadle  y  oportuna. 

Autores  y  políticos  de  gran  crédito  consideran  la  institución  arbitral  como 
irrealizable  utopia.  Ninguna  Nación,  dicen,  conociendo  su  fuersa  y  dignidad, 
consentirá  en  renunciar  ad  per petuam  á  ¡a  facultad  de  recurrir  á  las  armas 
para  hacer  triunfar  ¡o  que  considere  su  derecho.  Pero  contra  esta  aserción 
protestan  los  hechos.  Sin  retroceder  más  allá  de  veinte  aSos,  vemos  que  iS 
cuestiones  internacionales  han  sido  resueltas  por  el  arbitraje;  y  no  cierta- 
mente de  las  promovidas  entre  naciones  pequeñas;  la  historia  de  ellas,  quü 
se  lee  en  la  página  85  de  la  obra  del  Sr.  Rouard  de  Card,  recientemente 
.publicada,  Les  destinées  de  Varbitrage  Ínter national,  muestra  que  han  estado 
interesadas  en  esas  contiendas  naciones  tan  poderosas  como  Inglaterra, 
Francia,  Alemania  y  los  Estados  Unidos  de  América. 

Se  objetará  que  los  comprendidos  en  la  citada  obra  son  casos  aislados,  en 
los  cuales  dichas  naciones  se  han  sometido  voluntariamente  ni  arbitraje;  pero 
jcómo  desconocer  que  todos  ellos  constituyen  otros  tantos  ensayos,  otros 
tantos  pasos  para  la  adopción  y  proclamación  del  principio  arbitral  obliga- 
torio? 

Ya  en  la  Conferencia  diplomática  de  Berlín,  de  26  de  Febrero  de  1885,  las 
naciones  allí  representadas  se  obligaron  á  recurrir  ala  mediación  d^  \in^  ó 
más  potencias  amigas  antes  de  apelar  á  las  armas. 

¿Quién  ha  de  admirarse,  pues,  de  que  dentro  de  poco  se  adopte  cuanto  al 
arbitraje  igual  acuerdo,  para  el  caso  en  que  la  mediación  no  de  resultado? 

Asi  será  tal  ves  en  lo  porvenir  (dicen  otros  estadistas  notables},  p'ero  no  en 
el  estado  actual  de  Europa;  por  ahora  la  idea  es  cuando  menos  inoportuna.  Mas 
el  Sr.  Pinto  Coelho  entiende,  por  el  contrario,  que  no  sólo  es  oportuna,  sino 
de  urgenüsima  aplicación,  y  júzgalo  así  precisamente  por  la  situación  en  que 
Europa  se  encuentra,  con  respecto  á  la  cual  dijo  que  los  ejércitos  en  pie  de 
guerra  de  sus  seis  naciones  más  poderosas — Alemania,  Austria-Hungría, 
Francia,  Inglaterra,  Italia  y  Rusia — sumaban  ya  en  I887  16.100.000  hom- 
bres; pero  como  Francia  en  los  últimos  años  ha  tratado  de  reorganizar  sus 
fuerzas,  las  demás  naciones  citadas  han  aumentado  también  las  suyas,  de  tal 
modo  que  los  ejércitos  en  pie  de  guerra  de  todas  ellas  ascienden  hoy  á  la 
espantosa  cifra  de  23.114.000  hombres,  con  un  aumento,  por  lo  tanto,  de 
siete  millones  en  menos  de  cuatro  años. 

La  misma  Inglaterra,  á  pesar  de  estar  rodeada  por  todos  lados  de  mar  y  de 
contar  con  una  escuadra  formidable  para  defender  sus  costas,  duplicó  sus 
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fuerzas  de  1887  á  1S9I;  su  ejército  en  pie  de  guerra,  que  en  1887  era  apenas 
de  600.000  hombrea,  es  hoy  de  i  .200.000. 

Y  no  es  esto  sólo.  Alemania,  que  para  formar  la  expresada  cifra  de 
23.1)4,000  soldados  contribuye  con  un  ejército  de  4.000.000  en  tiempo  de 
guerra,  ticae  preparado  el  proyecto  demostrando  al  Parlamento  la  necesidad 
de  elevar  este  número  á  4.400.000  hombres.  Y,  por  su  parte,  los  periódicos 
franceses  dicen  que  también  Francia  necesita  aumentar  sus  fuerzas;  y  las 
otras  naciones  hai'án  lo  mismo.  Es  una  cadena  en  la  que  unos  son  arrastrados 
fatalmente  por  los  otros. 

Fácil  es  concebir  el  perjuicio  que  se  causa  á  todas  las  naciones  con  arre- 
batar tal  número  de  brazos  y  de  inteligencias  á  la  agricultura,  la  industria,  el 
comercio,  las  artes  y  l.is  ciencias;  á  todas  las  ramas  de  aplicación  de  la  acti- 
vidad humana.  A  lo  cual  hay  que  aiíadir  otro  más  palpable:  el  enorme  gasto 
que  supone  la  manutención,  armamento  y  equipo  de  semejantes  ejércitos, 
mayor  hoy  que  nunca,  por  los  continuos  adelantos  que  hacen  necesario  re- 
novar con  gran  frecuencia  el  material  de  guerra,  pues  á  pesar  de  tenerse 
siempre  en  los  labios  la  frase  hipócrita  de  la  inviolabilidad  de  la  vida  huma- 
na, las  artes  y  las  ciencias  parece  que  estudian  con  preferencia  el  medio  de 
matar  niás  gente  en  menos  tiempo;  por  lo  cual  los  .descubrimientos  se  suceden 
constantemente,  y  desde  que  una  nación  los  adopta,  las  otras  se  creen  en  la 
obligación  de  hacer  lo  mismo  para  no  quedar  en  situación  inferior. 

Y  cuando  se  reflexiona  que  cada  uno  de  esos  perfeccionamientos,  que 
producen  .siempre  la  sustitución  de  parte  mayor  ó  menor  de  lo  existente,  ha 
de  aplicarse,  no  á  100,  200  ó  300.000  hombres,  sino  á  23  millones,  porque 
la  táctica  moderna  exige  que  el  ejército  esté  dispuesto  continuamente  para 
¡a  lucha,  y  pueda  ponerse  en  pie  de  guerra  en  un  corto  número  de  días,  se 
compiendc  bien  el  incalculable  gasto  que  todo  ello  produce. 

Por  eso  las  deudas  públicas  y  las  dificultades  económicas  son  cada  día 
mayores  en  todas  las  naciones,  y  políticos  y  estadistas  notables  llegan  á  ase- 
gurar que  la  guerra  es  preferible  á  la  actual  paz  armada. 

¡Pero  la  guerra!...,  ¿Qué  sería  la  guerra  hoy? 

Sabemos  lo  que  fué  en  1 870.  Sólo  en  las  dos  batallas  del  mes  de  Agosto 
murieron  29.000  franceses  y  36.000  alemanes,  ó  sea  un  total  de  65.000  hom- 
bres. Y  i.is  estadísticas  al  fin  de  la  guerra,  reuniendo  á  tos  muertos  en  el 
campo  de  batalla  los  que  sucumbieron  en  los  hospitales  como  consecuen- 
cia de  heridas  recibidas,  dieron  un  total  de  265.000  pérdidas  sufridas  por 
ambos  ejércitos,  en  una  lucha  que  apenas  duró  algunos  meses. 

Y  si  esto  fué  en  1 870,  ¿qué  sería  hoy,  dadas  las  enormes  fuerzas  de  que 
disponen  las  más  poderosas  naciones  y  los  monstruosos  medios  de  destruc- 
ción con  que  se  hallan  dotadas? 

Esa  hecatombe  inmensa  y,  dígase  bíen  alto,  inminente,  no  puede  dejar 
de  impresionar  á  todos  los  espíritus  pensadores  y  reflexivos,  demostrándoles 
que  es  urgente,  urgentísimo,  adoptar  un  medio  de  impedir  que  estalle  la 
guerra;  y  ese  medio  no  puede  ser  otro  que  la  adopción  del  principio  obliga- 
torio del  arbitraje. 

Los  males  de  la  guerra  no  afectan  aólo  á  los  beligerantes.  Desde  que  el 
vapor  y  la  electricidad  redujeron  prodigiosamente  las  distancias,  los  inte- 
reses de  cada  nación  se  hallan  enlazados  de  tal  modo  con  los  de  las  otras, 
que  el  desastre  de  una  repercute  más  ó  menos  en  muchas;  y  no  sólo  se 
refleja  esto  en  las  relaciones  industriales  y  comerciales, -sino  también,  y  muy 
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principal  anéate,  eo  los  documentos  de  crédito  representativos  de  la  deuda 
pública  de  todos  los"  países,  documentos  que  constítuyen  gran  número  de 
fortunas  particulares,  las  cuales  se  hallan  también  concentradas  en  las  cajas 
de  los  Bancos  y  banqueros;  en  cnanto  se  declara  la  guerra,  esta  hace  variar 
el  valor  de  didios  títulos  en  armonía  con  los  azares  de  ella,  por  lo  cual  mn- 
(dias  fortunas  grandes  y  sólidas,  ó  por  lo  menos  regulares,  se  ven  reducidas 
en  pocos  días  á  cero. 

Aparte  de  que  hoy  no  es  posible  pensar  que,  de  estallar  la  guerra,  se  cir- 
cunscriba á  Francia  y  Alemania.  Austria  é  Italia,  por  su  sumisión  á  la  triple 
alianza,  veríanse  también  envueltas  en  ella.  Rusia  ha  de  declararse  en  favor 
de  Francia;  es  más  que  dudoso  que  Suiza  y  Bélgica  lograsen  mantener  su 
neutralidad;  una  y  otra  podrían  verse  obligadas  á  dar  paso  á  los  cuerpos  de 
ejército  de  las  naciones  beligerantes,  lo  que,  por  tanto,  las  haría  mezclarse 
eu  la  guerra.  Envueltas  todas  ellas.  Holanda,  Suecia  y  Notuega  y  Dinamarca  , 
difícilmente  permanecerían  neutrales. 

Y  si  se  considera  que  en  las  luchas  de  principios  del  siglo  España  y  Por- 
tuual,  á  pesar  de  los  esfuerzos  que  hicieron  para  conservarse  neutrales,  no 
pudieron  conseguirlo,  como  no  lo  pudo  Inglaterra,  fácil  es  comprender  que 
Europa  se  halla  hoy  bajo  la  amenaza  inminente  de  una  guerra  general  que 
promete  ser  mortífera  y  devastadora  en  alto  grado. 

El  medio  único  de  conjurar  el  peligro  es,  á  juicio  del  orador,  la  proclama- 
ción inmediata  del  principio  obligatorio  del  arbitraje  internacional. 

Algunos  políticos  han  pedido  que  por  una  acción  común  de  la  triple  alian- 
za se  proponga  el  desarme  general;  tal  medio  cree  el  Sr.  Pinto  Coelho  que, 
además  de  injusto,  seria  ineficaz. 

Si  la  triple  alianza  propusiera  á  Francia  que  disminuyera  sus  armamentos, 
Francia  respondería  con  oportunidad  á  las  naciones  que  la  constituyen:  des- 
artttaros  vosotras,  puesto  que  nadie  os  mandó  armaros. 

El  desarme  puede  imponerlo  como  condición  de  la  pa^  la  nación  victorio- 
sa á  la  vencida.  Impusiéronlo  las  naciones  vencedoras  á  Rusia,  á  raíz  de  la 
guerra  de  Crimea,  con  relación  al  Mar  Negro,  é  impúsolo  Alemania  á  Fran- 
cia después  de  la  guerra  de  1870,  en  relación  con  la  frontera;  pero  en  tiempo 
de  pa/  no  tiene  ninguna  nación  tal  derecho.  Por  lo  demás,  el  desarme  no 
evitaii.i  la  guerra,  que  podría  sostenerse  del  mismo  modo  con  ejércitos  menos 

El  medio  justo  y  eficaz  de  evitar  aquélla  es  la  proclamación  del  principio 
obligatorio  del  arbitraje  internacional,  á  semejanza  de  lo  que  en  la  Confc; 
rencia  de  Berlín  se  hizo  con  el  principio  de  la  mediación. 

V  que  esa  solución  es  la  única,  proclámanlo  actualmente  numerosas  aso- 
ciaciones de  paz  en  Inglaterra,  Francia,  Italia  y  en  la  misma  Alemania;  varios 
Parlamentos  han  aprobado  ya  con  entusiasmo  mociones  de  simpatía  hacia 
el  principio  salvador,  y  todo  anuncia  que  en  breve  veremos  su  completo  y 
oGcial  triunfo. 

Acerca  de  su  alcance,  añadió,  han  sido  varias  las  opiniones  emitidas. 

Exceptúan  unos  del  arbitraje  las  cuestiones  sobre  la  autonomía  i  indepen- 
dencia nacional,  otros  las  que  se  refieren  á  la  integrid/id  del  territorio  y  otros, 
en  fm,  aquellas  que  afectan  á  la  honray  á  la  dignidad  de  las  naciones. 

De  todas  ellas,  el  orador  sólo  exceptuaría  las  primeras,  si  las  cre}'era  posi- 
bles; pero  no  puede  hacerlo,  pues  no  admite  la  posibilidad  de  semejantes 
cuestiones. 
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Toda  nación,  dijo,  desde  que  se  constituye  y  es  reconocida  por  las  demás,, 
tiene  derecho  á  la  existencia  que  no  es  posible  negarle.  Si  otra  quiere  con- 
quistarla y  aniquilarla,  puede  y  debe  defenderse,  con  ó  sin  auxilio  de  sus  alia- 
dos; pero  no  recurrir  al  arbitraje,  porque  el  derecho  á  la  existencia  á  ningoín 
tribunal  cabe  someterlo. 

Délas  demás  cuestiones,  ninguna  entiende  que  debe  excluirse  del  arbi- 
traje. 

Las  de  limites  territoriales  han  sido  ya  resueltas  diferentes  veces  por  ese 
medio.  El  Sr.  Rouard  de  Card,  en  la  obra  indicada,  cita  cinco  decisiones 
arbitrales  recaídas  en  los  últimos  veinte  anos  sobre  la  materia.  Hay  también 
tres  decisiones  arbitrales  acerca  de  la  posesión  y  dominio  de  territorios  ais- 
lados: dos  entre  Portugal  é  Inglaterra,  relativas  á  la  Isla  de  Bolansa  y  á  terri- 
torios en  la  Bahía  de  Louren90  Marques,  y  una  entre  Inglaterra  y  Alemania 
sobre  la  Isla  de  Samoa. 

La  práctica,  pues,  excluye  ya  estas  dos  excepciones,  y  por  tanto,  la  de  la 
integridad  del  territorio. 

La  tercera,  sobre  la  honra  y  dignidad  de  las  naciones^  parece  no  ofrecer 
dificultad  en  principio.  Pero  reflexionando  bien  acerca  de  ella,  se  llega  á  la 
conclusión  de  que  si  tal  excepción  se  admitiese,  dada  su  vaguedad  podría 
eludirse  completamente  el  principio  del  arbitraje;  pues  rara  sería  la  cuestión 
en  que  la  más  fuerte  de  las  naciones  contendientes  no  pudiese  al  cabo  de  un 
mes  de  discusión  diplomática,  hallar  en  ella  pretexto  para  considerar  intere- 
sada la  honra  y  la  dignidad  nacionales.  Así  lo  hizo  Inglaterra  en  1891,  cuando 
respondió  á  Portugal,  al  proponerle  éste  el  arbitraje,  que  no  podía  aceptarlo, 
porque,  en  el  estado  en  que  se  encontraba  la  cuestión,  se  hallaban  ya  com- 
prometidas su  honra  y  dignidad  nacionales. 

Por  eso  el  orador  defendía  la  competencia  omnímoda  y  sin  excepción 
del  tribunal  arbitral. 

Cuanto  á  \^  forma  y  bases  á  que  éste  se  ha  de  ajustar,  dijo  que  algunos 
jurisconsultos  respetables  consideran  necesaria  la  constitución  de  un  tribu- 
nal permanente,  compuesto  de  delegados  de  todas  las  naciones  que  se  ad- 
hieran al  principio  del  arbitraje;  con  lo  cual  no  se  mostró  conforme  el  ora- 
dor; pues  no  sólo  cree  que  este  tribunal  sería  de  muy  difícil  aceptación^  y 
sobre  todo  de  mucha  más  difícil  reglamentación  por  parte  de  las  naciones 
que  lo  compusiesen,  sino  que  atacaría  en  su  esencia  al  arbitraje. 

El  tribunal  arbitral  es  por  su  naturaleza  un  tribunal  ad  hoc  que  debe  nom- 
brarse para  cada   caso  con   arbitros  de    elección  y  confianza  de  las  partes 
interesadas,  y  reglamentarlo  en  atención  al  compromiso  y  teniendo  en  cuenta 
^^/estión  ó  cuestiones  que  haya  de  decidir.  Para  huir  de  los  tribunales  per- 
^j^^^entes  se  inventó  el  tribunal   arbitral:  no  se  pretenda,  pues,   modificar  la 
^c^ia  de  esa  institución   en  forma  que  ponga  en  peligro  la  existencia  mis- 
^  d^l  principio. 

Quedábale,  dijo,  por  examinar  lo  relativo  ala  sanción  de  las  decisiones  arbi- 

^^l^s^  pero  como  hubiese  trascurrido  el  término  reglamentario  de  la  duración 

de  sii   discurso,  el  Sr.  Pinto  Coelho  envió  á  la  mesa  su  proyecto  de  conclusio- 

flCB  Sobre  la  tesis  debatida  y  pidió  al  Congreso  que,  sin  prescindir  de  la  ter- 

c^^  cié  ellas,  en  completa  armonía  con  el  tema,  le  admitiese  las  dos  prime- 

^,  ^ti  las  cuales  se  declaraba  favorable  al  principio  general  y  obligatorio  del 

^"^traje  internacional. 

^^ría  de  lamentar,  añadió,  que  después  de  una  discusión  tan  larga,  en  la 
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que  tantos  y  tan  probados  talentos  han  demostrado  la  necesidad  de  adoptar 
aquel  principio,  el  Congreso  se  limitase  únicamente  á  una  conclusión  espe- 
cial y  local.  La  lógica  exige  que  de  las  razones  expuestas  se  deduzca,  como 
consecuencia  necesaria,  el  principio  general,  y  como  aplicación  inmediata  de 
ese  principió,  la  conclusión  especial  y  local. 

Y  si  el  Congreso  decidiese  en  este  sentido  y  el  Gobierno  de  España,  sólo 
ó  en  unión  con  el  de  Portugal,  y  tal  vez  con  el  de  Inglaterra  y  con  la  Santa 
Sede.,  entablase  negociaciones  con  los  demás  Estados  para  la  reunión  de  ua 
Congreso  diplomático,  en  que  viniese  á  proclamarse  el  principio  del  arbitraje, 
el  Congreso  Jurídico  sería  inscripto  con  letras  de  oro  en  los  fastos  de  la  fais- 
toria  por  paso  tan  decisivo  en  favor  de  la  justicia  y  de  la  humanidad. 


^Las  conclusiones  presentadas  por  el  Sr.   Pinto   Coelho   fueron  las  si- 
guientes: 

i.^  El  Congreso  reconoce  la  necesidad  de  proclamar,  por  acuerdo  gene- 
ral de  las  naciones,  el  principio  obligatorio  del  arbitraje  como  medio  de  re- 
solver con  justicia  é  imparcialidad  cualesquiera  cuestiones  que  se  susciten  en 
tre  dos  ó  más  de  ellas,  y  que  no  hayan  podido  ser  resueltas  mediante  la 
negociación  diplomática  y  la  mediación  y  conciliación;  haciéndose  así  general- 
mente innecesario  el  recurrir  á  las  armas. 

2.^  El  Congreso  declara  además  urgente  este  acuerdo  como  medio  de 
poner  término  á  los  enormes  y  siempre  crecientes  armamentos  de  las  prin- 
cipales naciones  de  Europa  y  al  consiguiente  y  constante  temor  de  guerra. 

3.^  El  Congreso  hace  votos  por  que  España  y  Portugal,  en  unión  con  las 
Repúblicas  americanas  de  origen  español  ó  portugués,  adopten  y  procla- 
men, cuanto  antes,  para  sí  propias,  aquel  principio,  como  regulador  de  todas 
las  cuestiones  que  lleguen  á  suscitarse  entre  dos  ó  más  de  ellas,  y  que  no 
puedan  resolverse  por  medios  diplomáticos  y  antigables. 


El  Sr.  Conde  y  Luque  (D.  Rafael)  dijo  que  el  tema  puesto  á  discusión  es 
un  medio  para  conseguir  dos  fines,  inmediato  el  uno,  mediato  y  más  ó  me* 
nos  remoto  el  otro:  el  primero  es  la  supresión  de  la  guerra  entre  los  Estados 
ibero-americanos,  Poitugal  y  España,  y  el  segundo  el  establecimiento  de  una 
alianza  defensiva  entre  los  mismos;  porque,  aunque  este  último  no  se  halle 
explícitamente  contenido  en  el  tema,  lo  está  de  manera  tácita,  puesto  que  á 
él  lleva  lógicamente  la  aceptación  del  arbitraje  por  dichos  países. 

Tratándose  de  combatir  la  guerra,  añadió  que  expondría  los  medios  de 
que  podemos  servirnos  para  conseguir  tan  noble  propósito,  entre  los  cuales 
reencuentra  el  arbitraje.  Tales  medios  son  correspondientes  á  las  causas  que 
determinan  estas  sangrientas  colisiones. 

Ante  todo,  parece  evidente  que  la  guerra  es  un  mal  absoluto  y  por  consi- 
guiente antijurídico  é  inicuo.  En  el  orden  social  y  humano  trae  consigo,  con 
la  destrucción  y  la  muerte,  todo  género  de  calamidades,  de  lo  cual  puede 
recordarse  como  ejemplo  la  guerra  de  los  treinta  años.  Pero  no  es  menos 
perjudicial  y  calamitosa  en  el  orden  jurídico,  porque  casi  siempre  la  provoca 
la  injusticia  y  siempre  se  mantiene  á  costa  de  todos  los  derechos  individua- 
les, desde  el  derecho  á  la  vida  al  último  de  los  que  poseen  y  ejercitan  los 
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ciudadanos;  puede  considerarse  en  todo  caso  como  ejemplo  funesto  de  inmo- 
ralidad y  de  injusticia. 

Ahora  bien,  para  combatir  tan  grave  mal»  menester  es  en  primer  termina 
que  todos  los  hombres  estén  conformes  en  la  malicia  de  la  guerra.  Y  no  lo 
están,  por  desgracia;  pues  alegando  distintas  razones,  la  aceptan  De  Maistre^ 
que  la  considera  como  castigo  divino;  Moltke,  representante  de  los  guerreros 
ó  del  militarismo,  para  el  cual  la  guerra  es  condición  de  la  civilización  huma- 
na, y  por  último,  los  hombres  de  Estado  que,  sirviéndose  de  los  medios  de 
gobierno  que  su  tiempo  les  ofrece,  amontonan  los  elementos  de  guerra,, 
dando  á  ésta  cada  día  más  importancia  é  influencia. 

Otra  causa  de  la  guerra  es  la  convicción,  muy  general  y  arraigada,  de  que 
la  guerra  es  un  mal  humano  imposible  de  extirpar,  á  lo  cual  hay  que  opo- 
ner  la  convicción  contraria,  ó  sea  la  de  que  tan  funesto  fenómeno  puede 
desaparecer  del  mundo  y  que  á  la  larga  desaparecerá.  Para  probar  esto  pue- 
den aducirse  muchos  datos  y  razones,  entre  ellos  la  paz  armada,  la  ruina  cod 
que  ella  nos  amenaza  y  el  comercio,  cada  día  más  universal  y  activo,  que 
pregona  é  impone  imperiosamente  la  paz. 

Sin  el  profundo  convencimiento  de  que  la  guerra  es  esencialmente  inicua  y 
deque  puede  desaparecer,  la  labor  del  Congreso  Jurídico,  afirmó  el. orador,, 
resultaría  tan  estéril  como  generosa. 

Causa  de  la  guerra  es  además  la  política,  ó  sea  el  predominio  de  sus  inte- 
reses sobre  los  individuales.  La  ambición,  el  orgullo,  el  afán  de  predominio 
de  los  Estados,  tan  vivo  hoy  como  en  la  antigüedad,  son  frecuentemente  ori- 
gen de  este  fenómeno  sangriento.  Modo  de  dificultarlo,  procurar,  me- 
diante el  crecimiento  de  los  intereses  individuales  y  sociales,  que  á  ellos  se 
subordinen  los  meramente  políticos;  que  el  Estado  reduzca  su  esfera  de  ac- 
ción en  el  orden  internacional  tanto  como  la  ha  reducido  en  el  nacional,  ea 
sus  relaciones  con  los  ciudadanos;  que  el  derecho  internacional  privado  se 
desarrolle  á  expensas  del  público. 

Otro  medio  de  combatir  la  guerra  es  el  arbitraje.  Su  conveniencia  para  lo- 
grar el  fin  perseguido  por  el  Congreso  es  incontestable  Su  insuficiencia,  que 
^on  relación  á  la  sociedad  universal  de  Estados  consiste  en  que  éstos  no  lo 
aceptan  por  oponerse  á  sus  egoísmos  y  miras  ambiciosas,  puede  desapare- 
cía/^atándose  de  la  raza  ibero  americana,  ya  por  ser  para  todos  los  Estados 
^   í  a  componen  en  alto  grado  conveniente,  para  evitar  peligros  provenien- 
7^    <^e  fuera  de  ella,  ya  también  por  no  existir  entre  esos  pueblos  emulación 
^^«mxna  política,  dado  que  no  cabe  temerla  entre  España  y  Portugal,  ya,  últi- 
tíistxacxente,  porque  con  el  arbitraje  se  evitarían  las  guerras  fratricidas  que  con 
ítsc^^Uencia  han  estallado  entre  las  Repúblicas  américo-latinas,  deteniendo  su 
pro^r-feso  y  su  civilización. 

^^1  arbitraje  además  es  adecuado  por  tener  un  carácter  jurídico  moral  muy 
P^^^l^io  del  orden  internacional  público,  el  cual  no  puede  ser  gobernado  por 
^^  ^  trecho,  ni  por  consiguiente  por  ningún  sistema  político  ni  jurisdicción 

J^STVx  na  judicial,  á  causa  de  no  constituir  sociedad  política  ni  siquiera  imper- 
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as  para  que  tenga  resultados  positivos  en  nuestro  caso  es  menester  que 
^Competencia  se  extienda,  según  el  Sr.  Conde  y  Luque,  á  todas  las  cues- 
^«s  y  asuntos,  sin  excluir,  antes  incluyéndolos  preferentemente,  los  políti- 

^^^,  por  ser  éstos  cabalmente  los  más  ocasionados  á  conflictos  internaciona- 

^^   "y  á  colisiones  sangrientas. 
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Indicó  que  quizá  esta  situación  de  Delegado  del  Ministerio  de  Estado 
debiera  imponerle  cierta  reserva  al  hablar;  pero  que  sin  vacilar  declaraba 
que  tanto  el  principio  del  arbitraje  como  cuantos  principios  e&tablcce  el  de- 
recho internacional  modeino,  cabe  aplicarlos  entre  las  nacion-es  representa- 
das en  el  Congreso,  coronando  la  soberanía  é  independencia  de  cada  una. 

Este  pensamiento  es  común  á  todos  los  congresistas,  que  aprecian  y  sien- 
ten por  igual  la  misión  y  los  grandes  destinos  de  los  pueblos  á  que  pertene- 
cen, como  lo  prueban,  agregó,  las  hermosas  manifestaciones  del  Sr.  Minis- 
tro de  Guatemala  y  del  Sr.  Conde  de  Valentías,  del  Sr.  Ministro  del  Brasil  y 
de  cuantos  representantes  hablan  hablado.  Porque  es  de  toda  evidencia  que  las 
simpatías  que  unen  á  España,  Portugal  y  las  Repúblicas  ibero-americanas, 
su  comunidad  de  raza  y  de  sentimientos,  y  la  amplitud  que  es  de  esperar 
alcancen  sus  relaciones,  dan  la  seguridad  de  que  sólo  por  medios  justos  y 
pacíficos  pueden  zanjarse  sus  diferencias  si  las  hubiera.  No  se  concibe  cues- 
tión alguna,  ni  de  honor  ni  de  interés,  que  pueda  suscitar  antagonismos  entre 
esos  pueblos  hermanos.  Por  ello  creía  firmemente  el  orador  que  el  voto  del 
Congreso  sería  eficaz  y  práctico,  y  que  se  lograría  la  satisfacción  de  verle 
establecido  en  el  derecho  positivo. 

No  llegaba,  sin  embargo,  á  compartir  el  Sr.  Marqués  de  la  Vega  de  Ar- 
niijo  la  noble  propuesta  del  Sr.  Ministro  del  Brasil  para  que  el  arbitraje  se 
cstableza  como  precepto  constitucional.  Por  una  parte  la  estabilidad  de  la  ley 
fundamental  de  los  Pistados  aplazaría  y  dificultaría  su  inmediata  aplicación,  y 
de  otra  parte  Portugal  y  Espafia,  situados  en  Europa,  no  pueden  ser  indife- 
rentes á  la  fuerza  de  los  hechos  ni  distraer  su  atención  del  estado  de  este 
continente. 

Así  él  votaría  siempre  el  principio  de  arbitraje  para  todas  las  naciones, 
pero  reconociendo  que  hoy  sólo  puede  considerarse  tal  acuerdo  como  mera 
aspiración.  Mas  entre  los  pueblos  representados  en  el  Congreso  juzga  posi- 
ble su  aplicación. 

Désele  el  alcance  que  se  quiera,  cuanto  más  amplio  mejor;  désele  la  forma 
que  se  quiera,  mejor  cuanto  más  sencilla,  el  arbitraje  puede  ser  en  breve  en 
la  ley,  como  la  paz  lo  es  en  la  práctica,  un  hecho  indestructible  entre  los 
Estados  ib  ero -americanos  y  los  de  la  Península. 

El  Sr.  Marqués  de  la  Vega  de  Armijo  terminó  declarando  que  consideraba 
como  una  de  las  mayores  satisfacciones  y  como  una  gloria  de  su  vida  el  emi- 
tir su  voto  en  pro  del  arbitraje. 


El  Sr.  Moris  y  Fernández.  Vallín  (D.  Adolfo)  comenzó  manifestando  que, 
honrado  con  la  alta  representación  de  una  de  nuestras  más  preclaras  Univer- 
sidades para  tomar  parte  en  las  deliberaciones  del  Congreso  Jurídico  Ibero- 
americano, el  deber  le  obligaba  á  levantar  su  voz  donde  U  presencia  de 
doctísimos  compañeros  de  profesorado,  de  envidiables  ilustraciones  en  la 
ciencia,  en  las  letras  y  en  el  derecho,  y  de  insignes  Jurisconsultos  portugue- 
ses, con  quienes  le  ligan  lazos  de  sincera  amistad  nacidos  en  Lisboa  al  calor 
de  otro  Congreso,  eran  para  él  garantías  de  segura  benevolencia;  razones  por 
las  cuales  sus  primeras  palabras  habían  de  ser  de  felicitación  y  cordial  saludo, 
en  nombre  de  la  egregia  Elscuela  compostelana,  al  Congreso  en  que,  para 
conmemorar  el  cuarto  centenario  del  descubrimiento  del  Nuevo  Mundo,  vc- 
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nían  á  reujiirse  con  nosotros  nuestros  hermanos  de  Portugal  y  nuestros  hijos 
de  América,  á  fin  de  resolver  complicados  problemas  de  la  ciencia  jurídica 
internacional,  que  en  estos  tiempos,  más  que  en  otros,  se  imponen  por  el  de- 
seo y  afán  que  nuestra  agitadísima  época  siente  en  favor  de  las  corrientes  de 
cosmopolitismo,  de  unión  y  fraternidad  de  todos  los  pueblos,  pero  especial- 
mente de  los  que  componen  la  gran  familia  ibero-americana. 

Bien  acertada  estuvo  la  diligentísima  Comisión  organizadora  de  este  Con- 
greso, continuó  el  Sr.  Moris,  al  formular  en  su  programa  temas  interesantí- 
simos del  más  alto  derecho  de  gentes,  y  ya  que  el  Instituto  de  Derecho  In- 
ternacional de  Gante,  apesar  de  venir  celebrando  sus  reuniones  la  mayor 
parte  de  los  anos  en  poblaciones  distintas  de  los  diversos  Estados  de  Eu- 
ropa, no  ha  querido,  ó  no  ha  podido,  conmemorar  con  nosotros  el  grandioso 
acontecimiento  debido  á  España,  que  tanta  trascendencia  produjo  en  la  vida 
internacional,  congreguémonos,  discutamos  y  resolvamos  tales  problemas 
esencialmente  internacionales,  que,  de  poder  ser  llevados  á  la  práctica,  han 
de  producir  fecundos  y  grandes  resultados  á  todos  los  pueblos  ibero-ameri- 
canos. 

El  problema  del  arbitraje,  que  á  la  cabeza  de  todos  ellos  figura  es,  en 
sentir  del  Sr.  Moris,  tan  simpático,  tan  grandioso  y  tan  interesante,  que 
apenas  ha  habido  Congreso  alguno  de  los  últimamente  celebrados  que 
no  le  haya  considerado  como  punto  obligado  de  sus  deliberaciones  y 
acuerdos,  )'  esto  porque  el  arbitraje  implica  la  fórmula  deseada  y  querida  por 
toda  conciencia  honrada  que  siente  amor  á  lo  justo  y  entusiasmos  por  la 
paz;  representa  un  deseo  generoso  y  noble  de  dificultar,  disminuir  y  ex- 
tirpar la  guerra;  significa  una  protesta  lanzada  contra  todo  un  pasado  de  ini- 
quidades y  de  horrores,  de  exterminios  y  de  lucha  á  que  los  pueblos  apela- 
ban como  único  recurso  de  resolver  sus  contiendas  y  arreglar  sus  diferencias; 
por  eso,  encarecer  sus  ventajas,  cantar  sus  excelencias  y  predicar  sus  necesi- 
dad, fuera  inútil  tarea^  como  innecesario  desenvolver  su  general  doctrina,  rela- 
tar su  historia  y  ocuparse  en  su  metafísica  y  en  su  filosofía.  No  son  los  Congre- 
sos centros  de  exposición  ni  de  indagación  científica,  son  palenques  de  la  in- 
teligencia donde  el  debate  y  la  contienda  predominan,  donde  la  contro- 
versia impera,  y  donde  se  pesan  y  aquilatan  los  razonamientos  con  el  fin  de 
llegar  á  verdaderas  soluciones  prácticas;  por  eso  el  orador,  condensando 
todas  sus  ¡deas  y  opiniones  en  este  asunto,  se  proponía,  dijo,  presentar  y 
defender  algunas  de  sus  más  importantes  cuestiones  referentes  á  la  base  y  á  la 
extensión  del  arbitraje,  ocupándose  en  el  problema  del  Tribunal  arbitral 
permanente  y  en  la  crítica  de  las  excepciones  gue  al^conocimiento  de  éste  se 
hacen. 

El  Sr.  Moret,  en  la  Memoria  presentada  al  Congreso,  afirma  que  «la  base 
del  arbitraje  ha  de  ser  la  creación  de  un  Tribunal  permanente  destinado  á  re- 
solver cuantos  conflictos  existan  ó  puedan  nacer  entre  los  Estados  iberos  c 
ibero-americanos,  >  y  es  porque  toda  la  eficacia,  toda  la  fuerza  y  todo  el  valor 
de  esa  institución  arranca  de  su  constitución,  independiente  y  superior  á  la 
voluntad  de  los  Estados,  que  no  pueden  crearlo  y  á  su  arbitrio  admitirlo  ó 
rechazarlo,  sino  reconocerlo,  porque  es  institución  jurídica  que  existe  y  sub- 
siste/¿'r  se,  independiente  de  los  tratados  y  convenciones,  los  cuales  son  fuen- 
tes en  el  derecho  internacional  de  obligaciones,  pero  de  las  puramente  hipo- 
téticas y  voluntarias,  nunca  de  las  naturales  y  de  las  que  se  refieren  á  supre- 
mas organizaciones  jurídicas.  Por  eso  admitir  los  tribunales  arbitrales  mo- 
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mentáneoa,  como  hacen  las  cláusulas  compromisorias  de  los  tratados,  ó  el 
llamado  compromiso,  para  dirimir  los  conflictos  que  puedan  surgir  ó  hayan 
surgido  respectivamente  entre  las  naciones,  es  dejarse  arrastrar  del  avasalla- 
dor influjo  de  la  fórmula  del  pacto  y  de  la  doctrina  decadente  de  J.  J.  Rous- 
seau. De  donde  resulta  que  el  tribunal  internacional  permanente,  con  propia 
competencia  y  atribuciones  propias,  con  jurisdicción  exclusiva  con  existencia 
superior  á  la  voluntad  de  las  naciones  y  á  los  convenios  de  ios  países,  ha  de 
ser  la  base  de  toda  institución  de  arbitraje,  si  se  quiere  que  éste  arraigue  y 
permanezca. 

Y  el  Tribunal  internacional  permanente  es,  en  concepto  del  Sr.  Moris, 
perfectamente  defendible  en  el  triple  terreno  de  la  idea,  de  la  posibilidad  y 
de  la  efectividad.  En  el  primer  concepto,  poique  siendo,  como  nadie  deja 
de  reconocer,  uno  do  esos  grandiosos  ideales  que  encuentran  su  apoyo  en 
la  razón,  racional  es  que  los  pueblos,  del  mismo  modo  que  los  individuos, 
sometan  siempre  y  en  todo  caso  la  decisión  de  sus  litigios  y  el  arreglo  de 
sus  cuestiones  y  conflictos  á  los  supremos  fallos  de  la  Justicia  siipemacional 
y  al  augusto  veredicto  del  derecho,  en  vez  de  confiarlos  á  la  inicua  suerte 
de  las  armas  y  á  la  brutalidad  de  la  fuerza,  incompatibles  ya  con  la  civiliza- 
ción y  progreso  de  los  tiempos.  Por  falta  de  ese  Tribunal  arbitral,  cuyo  esta- 
blecimiento se  pide,  vense  los  Estados  obligados  á  luchar,  porque  lesionados 
sus  legítimos  intereses  y  desconocidos  y  conculcados  sus  derechos,  no  te- 
niendo en  la  tierra  un  órgano  superior  y  permanente  que  les  administre  jus- 
ticia, se  la  toman  por  su  mano,  engendrando  el  calamitoso  medio  de  la  gue^ 
rra.  Por  tanto,  ó  el  Tribunal  ó  la  guerra,  y  entre  uno  y  otra,  entre  la  justicia 
y  la  violencia,  entre  la  razón  y  la  brutalidad,  nadie  vacilará  en  optar  por  el  do- 
minio de  \z.  fuerza  del  derecho  sobre  el  malamente  llamado  derecho  de  ¡a  íueria. 
Pero  no  sólo  es  defendible  el  Tribunal  internacional  en  el  campo  de  las 
ideas,  sino  también  en  la  esfera  de  \a  posibilidad.  No  hay  imposibilidad  nin- 
guna, ni  física,  ni  moral,  ni  jurídica,  ni  de  otto  orden  distinto,  que  se  oponga 
á  su  viabilidad  y  reconocimiento.  Querer  es  poder,  y  nunca  con  mayor  razón, 
■porque  siendo  la  institución  justa,  racional  y  conveniente,  estando  las  nacio- 
nes convencidas  de  las  bondades  y  excelencias  de  tal  procedimiento  y  de 
Jos  niales  sin  cuento  de  las  guerras,  un  solo  Congreso  diplomático  bastaba 
para  firmar  de  una  vez  y  para  siempre  el  reconocimiento  y  consagración  de 
tan  supremo  Tribunal.  Los  Estados  que  forman  la  gran  familia  ibero-ameri- 
cana son  los  primeramente  llamados  á  dar  este  paso  de  gigante  en  la  nueva 
marcha  del  derecho  público  externo.  No  existe  imposibilidad  moral  que  á  su 
establecimiento  se  oponga;  por  el  contrario,  en  nombre  de  la  moralidad  se 
pide  y  se  desea  para  desterrar  y  dificultar  la  guerra,  una  de  las  mayores  in- 
moralidades sociales;  ni  tampoco  imposibilidad  jurídica,  porque  el  derecho 
no  le  rechaza,  sino  que  le  crea  como  órgano  propio  para  el  ejercicio  funcio- 
nal de  la  justicia.  Aún  hay  más.  No  sólo  es  ideal  posible  de  realiiación  el  Tri- 
bunal internacional,  sino  efectivamente  realizable,  por  lo  cual  la  sociedad  in- 
ternacional lo  llegará  á  aceptar  y  enaltecer,  como  llegaron  á  ser  hechos  é  ins- 
tituciones del  derecho  positivo  de  gentes  tantos  ideales  tenidos  antes  por  utópi- 
cos, y  hoy  convertidos  en  tangibles  realidades;  y  de  la  misma  manera  que 
principios  tan  consoladores  y  generosos  como  la  abolición  del  corso  y  de  la 
traca  de  negros,  la  libertad  de  ios  ríos  y  de  los  mares,  la  consideración  y  suer- 
te de  los  heridos  en  campaña,  la  solución  pacífica  del  gran  conflicto  aoglo- 
americano;  de  sueños  imposibles  de  otras  épocas  han  pasado  á  posibles  reali- 
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da'des  de  este  siglo  en  París  y  en  Viena  en  1815  y  1856  por  acuerdo  de  las 
potencias  reunidas  en  Congresos,  y  en  Ginebra  y  en  Washington  en  1864  y 
1 87 1  por  imperecederas  convenciones,  así  también  la  grandiosa  concepción 
de  ese  Tribunal  pasará  á  ser  un  hecho  cuando  tan  trascendental  acuerdo  lo 
estatuyan  los  Estados,  y  primeramente  los  ibero-americanos,  para  que  con 
«I  carácter  de  permanencia  administre  la  justicia  entre  los  pueblos  y  el  dere- 
-cho  á  las  naciones,  sin  lo  que  la  paz  y  la  armonía  no  será  regla  constante 
y  segura  en  la  vida  de  la  humanidad. 

Después  de  esta  defensa  del  establecimiento  del  Tribuual  internacional 
como  6asi^  del  arbitraje,  pasó  el  Sr.  Morís  á  examinar  el  carácter  y  extensión 
que  este  último  debe  tener,  mostrándose  desde  luego  partidario  decidido 
del  arbitraje  ilimitado^  en  el  sentido  de  que  debe  ser  de  su  competencia  el 
conocimiento  de  todas  las  cuestiones,  conflictos  y  diferencias  que  puedan 
surgir  entre  los  Elstados,  sin  excepción  de  ninguna  clase.  Sostener  el  arbitra- 
je limitado,  afirmar  que  ciertas  diferencias  internacionales  no  deben  someterse 
al  juicio  ajeno  y  que  no  sería  digno  en  los  Estados  abdicar  su  propio  derecho 
de  resolverlas  hasta  por  el  medio  de  las  armas,  es  una  triste  aberración.  Y, 
sin  embargo,  no  faltan,  ni  han  faltado  en  el  Congreso,  quienes  hayan  creído 
que  las  cuestiones  que  atañen  á  la  soberanía  y  aquellas  otras  que  afectan  á  la 
dignidad  de  los  Elstados,  no  pueden,  ni  deben,  cuando  entela  de  juicio  se  po- 
nen, abandonarse  á  la  solución  de  un  juicio  arbitral,  y  tampoco  deja  de  haber 
quienes,  asustados  ante  las  consecuencias  de  tan  infundada  excepción,  con- 
vengan en  que  sólo  las  que  tocan  á  la  independencia  territorial  deben  ser  las 
excluidas. 

¡Exceptuar  de  la  justicia  y  del  Tribunal  internacionales  las  cuestiones  que 
afectan  á  la  soberanía!  ¿A  qué  quedaría  reducida  la  misión  arbitral?  Sería  una 
ilusión,  y  pugnar  por  su  establecimiento  para  llegar  á  Ja  conclusión  de  que  en 
ningún  caso  había  de  aplicarse;  un  sarcasmo,  en  suma,  al  derecho  de  gentes. 

No  hay  cuestión  ninguna,  continuó,  que,  refiriéndose  al  Estado,  no  se  refiera 
asimismo  á  su  soberanía,  ni  que,  afectando  á  ésta,  deje  de  interesar  al  prime- 
ro; porque  es  un  principio  de  derecho  público  que  la  soberanía  es  atributo 
esencial  del  Estado,  y  que  no  hay  Elstado  que  deje  de  ser  soberano  (la  doc 
trina  de  los  Elstados  semisoberanos,  á  más  de  anticientífica,  es  injusta);  y  sien- 
do esto  innegable,  continuar  sosteniendo  que  las  contiendas  suscitadas  entre 
Estados  deben  someterse  al  juicio  arbitral,  y  las  que  afectan  á  su  soberanía 
excluirse  de  él,  es  un  inconcebible  contrasentido.  Manifiéstase  la  soberanía 
del  Estado,  ora  sobre  las  personas  que  le  forman  é  integran  (elemento  perso- 
nal)— soberanía  personal  en  el  concepto  moderno,  no  histórico,  — ora  sobre  el 
territorio  que  le  sirve  de  base  (elemento  real) — soberanía  territorial^ — y  tanto 
sóbrela  llamada  tierra  firme  como  sobre  ciertas  porciones  de  mar  (mar  terri- 
torial, jurisdiccional,  litoral,  zona  marítima),  y  hasta  sobre  los  buques  mer- 
cantes y  militares,  verdaderas  prolongaciones  de  la  patria  del  pabellón  que  os- 
tentan,— soberanía  marílima\ — es  decir,  que  allí  donde  aparece  un  elemento 
del  Estado,  hállase  su  soberanía  amparándole  y  protegiéndole  como  propia  y 
esencial  función  de  su  organismo.  No  hay  entonces  cuestión  ó  contienda  en 
tre  Estados  que  deje  de  ser  contienda  ó  cuestión  de  soberanía  y  entre  sobera- 
nías. El  ataque  á  la  integridad  nacional,  la  invasión,  una  anexión  forzosa,  la 
conquista,  no  pueden  conceptuarse  violaciones  del  derecho  capaces  de  ser 
juzgadas  por  un  Tribunal  internacional  y  por  un  procedimiento  jurídico;  por- 
que como  se  refieren  á  la  soberanía  territorial^  y  las  cuestiones  de  soberanía 
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se  excluyen,  cada  Estado  las  resolverá  por  medio  de  ta  fuerza  bmta.  Una 
cuestión  de  limites,  la  accesión  entre  naciones,  un  litigio  sobre  prcsciipción 
de  Elstados,  la  ocupación  dudosa,  otros  muchos  conflictos  acerca  de  los  mo- 
dos de  adquisición  internacional  no  zanjados  por  las  negociaciones  directas,  ni 
por  la  mediación,  ni  por  los  buenos  oficios  de  una  potencia  amiga,  no  pueden 
encomendarse  al  procedimiento  pacífico  del  arbitraje,  .porque  como  afectan 
al  territorio  nacional,  y  por  ende  á  su  soberanía  territorial,  y  las  cuestiones 
de  soberanía  se  exceptúan,  las  naciones  contendientes  se  encargarán  de  re- 
solverlas por  el  medio  violento  de  las  armas. 

El  desconocimiento  de  los  derechos  del  extranjero,  la  violación  de  los 
deberes  que  la  hospitalidad  impone,  el  Irecuente  y  brut;il  hecho  del  lincha- 
miento en  los  Estados  Unidos  del  Norte  de  América  cuando  se  aplica  á 
ciudadanos  de  otros  países,  la  negación  de  los  derechos  del  prisionero  de 
guerra,  el  atentado  á  las  inmunidades  del  agente  diplomático,  no  pueden 
conceptuarse  infracciones  del  derecho  de  gentes  que  deban  ser  resueltas  por 
un  Tribunal  arbitral,  porque  como  interesan  directamente  á  la  sobcrania  que 
cada  Estado  tíene  sobre  sus  ciudadanos,  aunque  éstos  resillan  en  países  ex- 
tranjeros, y  como  los  asuntos  litigiosos  de  soberanía  se  eliminan,  las  poten- 
cias los  resolverán  por  el  procedimiento  injusto  de  la  guerra. 

El  atentado  á  la  inviolabilidad  de  las  naves,  la  negación  de  la  extraterrito- 
rialidad del  barco  de  guerra,  la  visita  en  tiempo  de  paz,  lapirateria,  el  corso 
estigmatizado,  la  injusta  presa,  no  podrían  someterse  al  laudo  arbitral,  porque 
como  son  violaciones  internacionales  que  afectan  ciertamente  á  los  Esta- 
dos, pero  esencialmente  á  su  soberanía  marítima,  y  como  las  cuestiones  de 
soberanía  no  pueden  jamás  someterse  á  ese  juicio,  tendrían  las  poderosas 
escuadras  del  dia  que  encargarse  de  dar  á  cadi  uno  lo  que  es  suyo.  De 
donde  resulta  que  exceptuar  de  la  competencia  del  arbitraje  los  conflictos  y 
cuestiones  que  atañen  á  la  soberanía,  equivale  á  excluir  todos  cuantos  pueden 
suscitarte  entre  los  pueblos,  y  afirmar  como  regla  que  en  ningún  caso  po- 
drá entender  tan  beneficioso  como  ilusorio  Tribunal,  que  á  esto  conduce  la 
severa  é  inflexible  lógica  de  la  doctrina  que  se  refuta. 

Tampoco  las  cuestiones  de  dignidad  nacional  pueden  declararse  extrañas 
á  la  competencia  del  arbitraje.  No  es  el  derecho  á  la  dignidad  y  al  honor 
imo  de  los  naturales,  fundamental  y  esencial  de  toda  personalidad,  de  dis- 
tinta índole  y  de  suerte  diversa  tratándose  de  los  Estados  que  refiriéndose  á 
los  individuos;  por  esto  su  violación,  como  todas  las  violencias  jurídicas,  ne- 
cesita ser  restaurada  por  exigencias  del  orden  social,  mediante  la  reparación 
del  ofendido  y  la  corrección  del  ofensor,  por  ta  acción  de  un  superior 
órgano  de  justicia,  sean  individuales  ó  sociales  las  personas  que  la  causen  sea 
el  hombre  Ó  el  Estado  quien  la  sufra,  ¿Por  qué,  pues,  continuo  el  Sr.  Moris, 
se  trata  de  hacer  esta  excepción  en  favor  del  Estado^  ¿Es  que  se  pretende 
que  en  cuestiones  de  dignidad  y  honor  sólo  uno  puede  ser  juez  en  causa 
propia:  l'ues  entonces,  la  lógica  délos  que  asi  discurren,  les  llevaría  á  de- 
fender cutre  los  Estados  la  guerra  como  único  camino  de  obtener  satisfac- 
ción á  las  ofensas  inferidas  á  su  dignidad,  y  á  cohonestar  en  los  individuos  el 
duelo;  porque  en  lo  que  al  honor  toca,  cada  cual  es  parte  y  juez  al  mismo 
tiempo.  Ni  el  duelo,  verdadera  guerra  privada  de  otros  tiempos,  ni  la  guerra, 
verdadero  duelo  público  siempre,  pueden,  racional,  moral  ni  jurídicamente 
hablando,  servir  de  medio  para  zanjar  las  cuestiones  que  suponen  ofensas  á 
la  dignidad  de  los  individuos,  al  honor  de  los  pueblos.  Sólo  la  justicia,   fun- 
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ción  pública,  superior  á  los  individuos  en  el  órgano  del  Estado  nacional, 
función  augusta  superior  á  las  naciones  en  el  organismo  del  Estado  super- 
nacional,  formado  por  la  comunidad  internacional  de  los  pueblos,  puede,  y  . 
debe  entender  y  conocer,  juzgar  y  sentenciar  todo  litigio  ó  conflicto  que 
surja  y  se  presente,  sea  cualquiera  la  personalidad  y  cualquiera  la  materia  que 
le  suscite. 

Por  último,  tratándose  de  la  independencia  de  la  patria^  de  ese  sacrosanto 
derecho  de  los  Estados  como  de  los  individuos,  tan  conculcado  en  la  histp- 
ria  y  en  el  proceso  de  las  guerras  tan  debatido,  de  esa  autonomía  nacional 
tan  querida,  que  tanto  se  defiende  y  no  poco  cuesta,  y  que  quizá  por  pse 
mismo  vital  interés  se  haya  creído  que  sólo  con  la  vida  puede  defenderse; 
tampoco,  en  sentir  del  orador,  puede  ser  arrebatado  de  la  suprema  jurisdic- 
ción de  un  jurado  internacional.  Sólo  un  error  y  una  confusión  de  conceptos 
han  podido  ser  los  determinantes  de  excepción  tan  infundada.  El  error  de 
suponer  que  los  arduos  y  vitales  asuntos  jamás  pueden  confiarse  para  su  sp- 
lución  al  juicio  ajeno,  aunque  éste  revista  todas  las  garantías  y  seguridades 
de  una  recta  justicia  social.  La  confusión  lamentable  entre  la  agresión  impep- 
sada,  violenta  y  por  sorpresa  que  produce  ciertamente,  la  inmediata  de- 
fensa como  medio  de  rechazar  la  fuerza  con  la  fuerza,  y  que  reuniení^o 
los  requisitos  que  el  derecho  natural  traza,  se  conceptúa  lícita  lo  mjs- 
mo  en  los  individuos  que  en  los  Estados  (salvo  el  parecer  de  aquellos 
filósofos  tan  altruistas,  que  en  todo  caso  la  condenan  como  atentatoria  al 
derecho  á  la  vida),  y  el  embargo  ó  secuestro  de  la  independencia  de  l^s 
pueblos  como  de  los  individuos,  que  no  demandando  el  empleo  de  la 
fuerza  física  á  título  de  defensa,  por  faltar  las  condiciones  de  la  inmediatiyi- 
dad,  es  atentado  de  que  debe  conocer  el  Tribunal  de  arbitraje,  por  ser  una  cíe 
tantas  violaciones  jurídicas;  que  aunque  en  este  caso  sea  la  libertad  la  ultra- 
jada, no  por  esto  dejan  de  regiré  imperar  los  fundamentales  principios  de  Ja 
recta,  competente,  igual  y  general  administración  de  justicia.  •  ,  ^ 

En  vista  de  todo  lo  expuesto,  y  hallándose  conforme  con  las  conclusiones 
últimas  sentadas  en  la  Memoria  del  Sr.  Torres  Campos,  sometió  el  Sr.  Mo- 
rís Fernández  Vallín  á  la  consideración  del  Congreso  las  siguientes  conclu- 
siones: 

i.^  Que  el  Congreso  Jurídico  Ibero-americano  vote  por  aclamación  el 
planteamiento  inmediato  del  arbitraje  internacional  como  medio  racional, 
justo  y  conveniente  de  decidir  las  contiendas  que  surjan  entre  los  Estados 
de  la  América  latina,  Portugal  y  España,  por  ser  muy  oportuna  su  aceptación 
en  los  presentes  momentos. 

2.^     Que  todos  los  conflictos  internacionales,  sin  excepción  ninguna,  de 
ben  someterse  al  principio  del  arbitraje. 

3.^  Que  sólo  el  Tribunal  internacional  permanente  hará  permanente  y 
constante  el  beneficioso  principio  de  arbitraje. 

Y  4.^  Que  un  Congreso  diplomático  de  representantes  de  todos  los  Esta- 
dos ibero  americanos  sea  reunido  en  España  á  la  mayor  brevedad  para  qu^e 
acuerde  el  planteamiento  del  aibitraje. 

Y  concluyó  el  Sr  Moris  dando  las  gracias  por  la  benevolencia  con  que 
había  sido  escuchado  y  haciendo  fervientes  votos  por  que  de  Congrego 
tan  ilustre,  reunido  para  conmemorar  uno  de  los  más  grandiosos  acon- 
tecimientos de  la  historia  y  de  la  vida  internacional,  broten  provechosas 
y  prácticas  soluciones   que  sirvan,  al  mismo  tiempo  que  de  lazo  de  unión 
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entre  EspaHa,  Portugal  y  los  Estados  ibero  americanos^  de  norte  y  guia  i  los 
restantes  pueblos  de  fa  tíeira,  también  hermanos  nuestros  dentro  de  la  gran 
familia  humana. 


El  Sr.  Ealbín  de  Unquera  ¡D.  Antonio)  dijo  que,  por  mucha  extensión  que- 
en  su  Memoria  hubiera  dado  al  arbitraje  internacional  entre  la  América  espa- 
ñola, F'ortugal  y  Espaiía,  todavía  era  mayor  el  alcance  de  los  discursos  que  en 
la  discusión  hablan  figurado,  pudiendo  considerarse  como  unánime  el  parecer 
de  los  que  estiman  este  medio  de  conjurar  y  resolver  los  conflictos  entre  las 
naciones,  no  solamente  como  el  más  oportuno  en  la  actualidad,  sino  también 
como  el  más  fácil  y  el  que  á  todos  lleva  ventaja  en  la  opinión  pública.  Aña- 
dió que  no  habla  hablado  mucho  de  paz  perpetua,  de  general  desarme  ni  de 
equilibrio  de  fuerzas  entre  las  naciones,  porque  el  Congreso  Jurídico  Ibero- 
americano, lejos  de  entretenerse  en  escoger  sistemas,  estaba  llamado  á  dar  su 
opinión  sobre  cuestiones  prácticas;  pero  que  no  habla  de  callar  el  nombre 
del  presbítero  francés  Mr.  Dufresny,  que,  nuevo  Pedro  el  Ermitaño,  recorre, 
CQ  vez  de  las  cortes,  los  Congresos  religiosos  y  cientificos  que  hoy  se  cele- 
bran, predicando  la  paz,  y  además  publica  el  periódico  Le  Dcsannemnit,  se- 
cundando los  generosos  propósitos  del  Romano  Pontífice.  La  paz  se  impone, 
añadió,  el  estado  en  que  hoy  se  halla  la  Europa  es  casi  tan  ruinoso  como 
la  guerra  y  es.  seguro  preludio  de  interminables  combates,  y  si  bien  Amén- 
ca,  por  fortuna,  se  halla  en  muy  diversas  condiciones,  le  es  muy  conveniente 
alejar  la  probabilidad  de  guerras  marítimas,  que  tan  irremediables  perjuicios 
habían  de  causar  á  la  producción  y  a]  comercio. 

El  arbitraje  reducido  á  cuestiones  de  poca  monta  no  tiene,  en  concepto 
del  orador,  gran  significación  ni  es  tan  ventajoso  como  lo  sería  extendido  á 
todo  género  de  conflictos,  porque  aquéllas  no  suelen  en  nuestra  época  ser 
causa  de  guerras.  El  arbitraje,  bien  comprendido  y  aplicado,  con  tribunales 
internacionales  ó  siu  ellos,  será  el  preliminar  necesario  de  la  gran  época  del 
derecho  internacional,  en  la  que  la  sanción  oportuna  acompañará  al  derecho 
constituido,  como  en  cualquiera  otra  de  las  ramas  de  la  ciencia. 

Si  se  ha  de  rechazar,  ó  por  lo  menos  desestimar,  el  arbitraje  en'cucstioncs 
que  comprometan  el  prestigio,  la  soberanía,  la  integridad  territorial  de  un 
país,  dígase  cuándo  algo  de  esto  no  se  halla  comprometido  en  las  cuestiones 
menos  importantes  á  primera  vista.  Los  grandes  beneícios  para  los  pueblos 
.surgen  ó  aparecen  cuando  los  mayores  perjuicios  se  e\'itan  y  las  mis  lamen- 
tables desgracias  se  conjuran,  y  numerosos  ejemplos  históricos  en  Europa  y 
en  América  prueban  la  certeza  de  este  aserto.  Hoy  la  verdadera  fuerza  está 
en  el  derecho,  y  las  armas  le  rinden  tributo  en  muchas  ocasiones.  Siempre  la 
potencia  que  ataca  procura  dorar  sus  pretensiones  y  disfrazarlas  con  razones 
jurídicas,  y  esto  es  legítima  consecuencia  de  la  civilización  de  un  siglo  en 
cuyos  umbrales  se  dibuja  la  gigantesca  figura  de  Napoleón  I  y  en  cuyo  pri- 
mer tercio  ya  habla  desaparecido  para  no  ser  sustituida  desde  entonces  por 
ninguna  otra  equivalente.  Todo  el  desarrollo  de  la  ley  intern.icional  data  de 
aquel  periodo:  primero,  la  Santa  Alianza;  más  tarde,  la  teoría  de  las  naciona- 
lidades, la  colonización  por  las  artes  de  la  paz  y  la  Cruz  Roja,  son  pruebas 
de  que  ese  progreso  lento,  pero  constante,  no  se  interrumpe  y  de  que  tpdos 
sabemos  cuál  es  su  meta,  dónde  terminan  sus  aspiraciones  y  aun  cuáles  son 
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los  medios  con  i¡iic  tan  sublime  propósito  ha  de  cooseguirse.  Jamás  se  ha  le- 
gislado tanto  sobre  c!  modo  de  atenuar  las  desgracias  de  la  guerra,  y  jamás 
se  han  llevado  á  la  práctica  esas  atenuaciones  y  mejoras  con  tanto  beneplá- 
cito de  todos  y  tan  completa  unidad  de  miras. 

Ya  se  examine  la  cuestión  por  el  lado.de  la  religión  y  de  la  moral,  ya  por 
el  del  material  Ínteres,  hoy  tan  prepotente,  está  dermítivamente  jungada  la 
causa  de  la  guerra.  Si  en  otros  tiempos  cumplía  un  fin  providencial,  hoy  exis- 
ten otras  maneras,  otros  procedimientos  en  moral  y  en  derecho  defendibles. 
Antes  en  Tiro,  en  Cartago,  en  la  Inglaterra  de  determinados  periodos  históri- 
cos, podían  coexistir  muy  bien  el  comercio  y  la  guerra;  hoy  no,  porque  mu- 
tuamente se  destruyen,  y  apareciendo  una  de  estas  grandes  fuer/as,  queda 
aniquilada  la  contraria. 

Todos  los  oradores  han  convenido,  dijo  el  Sr.  Balbín  de  Unquera,  en  que 
es  difícil,  casi  imposible,  en  que  excede  los  límites  de  la  predicción  aun  en  los 
más  expertos  políticos,  el  caso  de  un  conflicto  grave,  de  un  verdadero  casus 
bellis  entre  Espaüa  y  Portugal,  entre  la  primera  de  estas  potencias  y  las  Re- 
públicas hispano-americanas;  pero  entre  éstas  el  caso  es  diferente,  puesto  que 
la  cuestión  de  vecindad,  la  territorial,  la  de  ponderación  de  fuerzas  y  otras 
pueden  surgir  cuando  menos  se  piense.  De  aquí  se  deduce  que  el  arbitraje 
para  los  Estados  ibero-americanos  es  un  gran  remedio  que  en  multiplicadas 
ocasiones  habría  de  emplearse. 

Terminó  el  Sr.  Balbín  de  Unquera  su  discurso  encareciendo  la  gloria  del 
Congreso  Jurídico  si  contribuía  á  cerrar  la  época  de  las  guerras  entre  las  na- 
ciones representadas  en  el  mismo,  agregando  que  para  lograr  un  fin  de  dere- 
cho como  éste  hay  que  atenerse  á  medios  de  derecho  también,  los  cuales 
pueden  ser  hoy  la  adopción  del  arbitraje  y  mañana  qui;:á  la  del  Tribunal  in- 
ternacional, cuya  implantación  es  por  ahora  harto  más  difícil. 


El  Sr.  Torres  Campos  (D.  Manuel)  comenzó  manifestando  que,  tratada 
extensamente  en  su  Memoria  la  cuestión  del  arbitraje,  y  agotado  el  tema, 
después  de  !a  luminosa  discusión  que  sobre  él  había  recaído,  sólo  consideraba 
pertinente  dirigir  al  Congreso  algunas  indicaciones  brevísimas. 

Dos  puntos  principales  habían  sido  objeto  del  debate:  la  extensión  del  ar- 
bitraje, reconocida  por  todos  su  conveniencia,  y  los  medios  de  hacerlo  eficaz 
mediante  sanción 

La  casi  totalidad  de  los  oradores,  que  hablan  sido  escuchados  con  tanto 
gfusto,  añadió,  se  inclinaban,  como  era  de  prever,  al  arbitraje  permanente  y 
sin  excepciones,  empleando  en  su  apoyo  razonamientos  de  fuerza. 

Esta  solución  se  imponía  sin  duda,  porque  la  más  peque&a  excepción,  de- 
jando á  los  Estados  la  facultad  de  apreciarla,  podría  llevar  fácilmente  á  la 
negación  del  principio. 

En  cuanto  á  la  eficacia  del  arbitraje,  discutida  con  amplitud  mucho  me- 
DOr,  diferían  las  opiniones.  En  opinión  de  unos,  bastaba  la  buena  voluntad 
de  los  pueblos  y  su  sentido  del  derecho;  otros  consideraban  como  sanción 
suficiente  la  reunión  de  una  Asamblea  de  plenipotenciarios  para  establecer 
el  arbitraje,  y  algunos,  por  último,  de  acuerdo  con  su  ponencia,  reconocían 
la  necesidad  de  una  Unión  jnridica  organizada  de  cierto  modo. 

Los  hechos,  á  juicio  del  Orador,  habían  venido  á  demostrar,  por  desgra- 
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cia,  que  ni  el  sentido  del  derecho  en  pueblos  de  una  mi3m,-i  raza,  ai  siquiera 
el  arbitraje,  reconocido  en  los  tratados,  bastaban  para  que  se  le  atribuyese 
eficacia.  Las  sangrientas  luchas  entre  Boiivia  y  Chile  primero,  y  después 
entre  Guatemala  y  el  Salvador,  no  obstante  la  aceptación  del  arbitraje  en 
varios  convenios,  reclamaban  seriamente  una  eficaz  garantía. 

Las  exigencias  del  tema  hablan  llevado  al  orador  á  buscar  esta  garantta, 
y  no  considerando  posible  en  los  actuales  momentos  la  organización  jurídica 
de  la  Sociedad  internacional  bajo  la  forma  representativa,  como  la  había 
presentado  Lorimer,  entre  otros,  por  imponer  ésta  limitaciones  á  la  sobera- 
nía de  los  Estados,  que  aún  no  se  consideraban,  sobre  todo  en  el  presente 
estado  de  Europa,  prácticamente  admisibles,  habla  dirigido  la  mirada  á  una 
novísima  institución,  que  cada  día  será  objeto  de  mayores  aplicaciones:  las 
Uniones  internacionales. 

E[  orador  se  hallaba  de  acuerdo  con  Mr.  Moynier  en  la  definición  de  las 
Uniones  universales;  «todos  los  grupos  de  Estados  que,  formados  diplomá- 
ticamente para  la  prosecución  del  progreso  en  interés  de  la  totalidad  de  las 
naciones  civilizadas,  admitían  en  su  rango  á  todos  los  pueblos  celosos  de 
pertenecer  aellas, • 

De  la  misma  suerte  que  se  habían  formado  entre  otras  las  uniones  univer- 
sales telegráfica,  postal  y  para  la  protección  déla  propiedad  industrial  y  de 
la  propiedad  literaria,  podría  formarse  una  Unión  jurídica.  Y  así  como  era 
indispensable  reconocer  á  los  Estados  el  derecho  de  concederse  ventajas,  se 
imponía  también  la  necesidad  de  hacer  posible  la  anulación  de  estas  venta- 
jas en  determinadas  ocasiones.  Nada  podría  oponerse  á  que,  al  lado  de  otras 
estipulaciones  y  concesiones  provechosas,  se  reconociese  el  arbitraje  como 
criterio  permanente  y  universal,  y  ningnna  soberanía  podría  juzgarse  me- 
noscabada con  que  se  privase  de  los  beneficios  concedidos  á  los  Estados 
contratantes  que,  en  algún  caso  se  negasen  á procurar  la  solución  pacificada 
sus  cuestiones  con  otros  por  el  empleo  del  arbitraje. 

El  orador,  sin  considerar  fácil  la  Unión  juridica  entre  España,  Portugal  y 
los  Estados  ibero-americanos,  la  consideró  posible  en  mayor  grado  que  cual- 
quier otra  tentativa  para  poner  el  arbitraje  en  condiciones  de  verdadera  efi- 
cacia. 

Concluyó  diciendo  que,  si  el  arbitraje  permanente  y  sin  excepciones  no 
había  de  ser  en  algunos  casos  palabra  vana,  debía  ser  completado  por  algunas 
disposiciones  que  contribuyesen  á  darle  existencia  sólida. 


El  Sr,  Fernández  Prida  (D.  Joaquín),  después  de  rectificar  brevemente, 
sometió  á  la  consideración  del  Congreso  las  siguientes  cooclusiones: 

i.-^  Reconoce  el  Congreso  que  los  estrechos  vínculos  existentes  entre 
Espaüa,  Portugal  y  las  Repúblicas  ibero-americanas,  dando  base  firme  á  las 
aplicaciones  del  arbitraje  internacional,  deben  ser  preferente  objeto  de  aten- 
ción para  todos,  á  fin  de  que  las  soluciones  arbitrales  tengan  de  día  en  día 
mayor  arraigo  en  la  opinión  y  fundamento  más  sólido  en  las  afinidades  é  in- 
tereses comunes  de  los  pueblos  representados  en  esta  Asamblea. 

2.''  Teniendo  en  cuenta  las  imperfecciones  del  arbitraje  y  á  la  \c/.  las  di- 
ficultades prácticas  que  originaría  el  proyecto  de  aplicarlo  sin  restricciones  á 
todos  los  conflictos  posibles,  declara  el  Congreso   que  deben  celebrarse 
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acuerdos  internacionales  en  los  que  España,  Portug;al  y  las  Repúblicas  ibero- 
americanas se  comprometan  á  admitir  la  decisión  arbitral  siempre  que  no  se 
trato  de  mantener  la  integridad  de  un  territorio  ó  la  independencia  de  un  Es- 
tado. En  estos  últimos  casos  los  firmantes  de  aquellos  acuerdos  se  obligarán 
i  no  servirse  de  las  armas  para  dirimir  sus  contiendas  sin  que  anteriormente 
hayan  solicitado  ó  admitido  los  buenos  oficios  ó  mediación  de  una  potencia 
amiga. 

3.^  Para  conseguir  la  eficacia  de  las  proposiciones  precedentes,  el  Con- 
greso solicitará  del  Gobierno  español  que  éste  proponga  á  los  de  Portugal  y 
Repúblicas  ibero-americanas  la  inmediata  reunión  de  una  Conferencia  diplo- 
mática destinada  á  sancionar  en  forma  de  tratado  los  proyectos  expuestos  ea 
la  conclusión  anterior. 
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TEMA  SEGUNDO 


wZecltcó  ele  dar  cpGocia  en  Sóítaña,  r^oxtuaaf  u  fad  Q/iekúidcaó  tóeto^ 
atnetikanaó  d  faó  ovtiaaeioneó  civifeÁ  eonizatcéaó  en  euafautetu  de  eó/oó 
éuitóe^,  d  taó  ditiaeneictó  u  n%ediod  de  ínueva,  u  d  toó  re^u^foneó  de 
ioó  "^ztéuucdeó  de  Jtióitcia  de  díenoó  Sóéa^íoó,  aót  en  £)  etvtt  cano  en  fe 
etint¿tt€it. 
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MEMORIA 


EL  EICMO.  É ILMO.  SB.  D.  JUAN  JACDITD  TÁVAEES  DE  MEDEIBOS 

ACÁ  o  1^  MIC  O    CORRESPONDIENTE 
V  DELEcJABO  DE  LA  ACADEMIA  REAL  DE  CIENOAS  DKUSBOv 


Incumbido  pela  ¡Ilustre  commissáoorganisadora  do Congresso  jurídico  ibe- 
ro americano  de  escrevcr  urna  memoria  sobre  a  these  segunda  do  seu  pro- 
gramma,  nao  hesitamos  um  só  momento  emcontribuir  quanto  perraittem  nos- 
sos  mingiiados  recursos  para  o  bom  cxito  d'estc  certamen  scieutifico  em  que 
í.*  sobremodo  intcressada  a  representa9áo  de  Portugal. 

Motivos  sobejos  de  justificada  escusa  poderíam  talvez  relevar-nos  a  falta 
involuntaria,  se  se  attendesse  tanto  á  escassa  competencia  da  nossa  parte  para 
tractar  convenientemente  um  assumpto  de  ordinario  pouco  ou  nada  cultivado 
por  quera  se  consagra  quasi  exclusivamente  ás  questóes  forenses  do  seu 
paiz,  como  tambem  a  que  no  pouco  tempo  de  que  podiamos  dispór,  furtado 
"linda  a  occupagócs  profissionacs,  mal  teriamos  occasJao  de  consultar  quanto 
setem  escripto  no  estrangeiro  a  este  respeito  para  enunciarmos  as  questóes, 
que  o  assumpto  comprehende,  com  as  solu0es  diversas,  que  a  legisla^ao  e  a 
jurisprudencia  dos  differentes  paizes  tém  ministrado.  Tudo  isto  nos  poderla 
absolver  na  ausencia  de  culpa;  mas,  aínda  assim,  restava-nos  a  duvida  de  ha- 
vermos  ou  nao  convencido  aquella  ¡ilustrada  commissáodeque  só  man  grado 
nosso  deixávamos  de  corresponder  a  um  triplice  devér,  que  se  nos  impóe 
como  urna  especie  de  imperativo  cathegoríco:  para  cora  a  Real  Academia  de 
'Jurisfirtídetída  y  Lf^is/actÓK,  qne  sitamente  nos  hoaiou  como  diploma  de 
seu  socio  correspondente;  para  cora  os  sabios  jurisconsultos  hespanhoes,  que 
táo  brilhantemente  cooperaram  no  Congresso  jurídico  de  Lisboa  de  1SS9, 
celebrado  por  iniciativa  nossa  apresentada  na  Associa^áo  dos  Advogados; 
para  com  anobre  e  cavalheirosa  na^áo  hespanhoia,  que  ao  presentecomme- 
mora  um  dos  feitos  mais  grandiosos  do    mundo  inteiro,   de  qnc  todavía  s& 
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pode  orgulhar-se  a  historia  de  dous  paizes,  irmáos  no  sangue,  afEns  no  teni* 
torio,  companheiros  nos  seus  soñrimentos  e  associados  ñas  suas  g^lorias. 

Aqui  fican  as  razdes  do  pouco  que  ofíerecemos,  como  base  de  discussáo 
apenas,  á  benevolencia  do  Congresso  jurídico  íbero-americano,  ao  qual  de 
certo 

Alfíi  ffuliora  dabuni. 
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DA 

RECIPROCIDADE  INTERNACIONAL 

NO    CUMPRIMBNTO    DAS    OBRIGA^^ÓES    CIVI5 
I 

Consiste  o  assumpto  de  que  vamos  occupar-nos  na  determiiiaíáo  dos  meioB 
de  dar  efficacia  em  Hespanha,  em  Portugal  e  ñas  repúblicas  ibero-america- 
nas ás  obrigagóes  civis  contrahidas  em  qualquer  d'estcs  paizes,  ás  diligencias 
e  meios  de  próva,  eás  decisócs  dos  tribuDaes  de  Justina  dos  ditos  paizes, tan- 
to no  civcl  como  nocrime. 

A  limita^áo  d'este  assumpto  ás  obriga9Óea  contrahidas  nos  referidos  pal- 
ies, ODde  é  quasi  commum  a  origcm  das  suas  nacionalidades  e  as  linguas  se 
comprchendem  e  abragam  como  irmás  gemeas,  e  onde  a  vida  actual  deve,  a 
jasto  titulo,  considerar-se  como  a  projecfáo  indelcvel  de  uma  mcsma  historia 
e  das  mesmas  aspiraíóes  grandiosas,  pode  muito  bcm  explicar-se  no  momcn- 
tu  presente  como  unía  contribui^So  da  sciencia  juridicíi  para  o  grande  monu- 
mento levantado  á  memoria  do  immortal  descobridor  da  America,  e  como 
mais  am  perduravel  padráo  de  gloria  erecto  n'um  d'estes  estadios  seculares 
da  civilisn^áo  para  attestar  a  huinanidade  a  sua  perpetua  solidariedadc  na 
immensidade  das  suas  rcla^óes;  mas,  na  verdade,  e  aínda  assim,  a  sua  exten- 
sáo  e  complexidade  sao  de  tal  ordem,  que  pódem  bcm  comprehonder  a  so- 
lu(áo  de  todos  os  confflictos  jurídicos,  que  porventura  surjam  na  esphera  do 
direíto  internacional  privado,  em  rclagao  a  individuos  de  todas  e  quaesquer 
nacionalidades,  embora  coni  respcito  a  actos  táo  sómeute  pratícadoa  nos 
mencionados  paizes. 

Com  effcíto,  dentro  dos  límites  da  questáo  proposta,  pódem  dar-se  eviden- 
temente as  seguintes  hypotheaes;  e?cigir-se  em  Portugal  o  cumprimento  de 
obrigagóes  contrahidas  em  Hespanha  por  portuguczes,  por  hcspanhocs,  por 
americanos,  por  uns  e  outros  simultáneamente,  e  aínda  por  cstrangeiros, 
íraccezes  ou  italianos,  por  exemplo:  e  viceversa,  exígir-sc  em  Hespanha  o 
cumprimento  de  obríga(;ócs  contrahidas  era  Portugal,  ou  em  qualquer  dos 
outros  paizes,  por  hespanhoes,  portuguezes,  francezes,  etc.  E  assim,  a  limi 
t.-itáo  territorial  nada  obsta  a  que  o  assumpto  revista  uma  outra  fórmula: — 
Meios  para  tornar  eflicaücs  em  um  paiz  as  obriga^ócs  cívis  contrahidas  n'ou- 
tro-,ou  aínda: — Quacs  os  meios  de  melhor  effectuar  a  recíprocidade  interna- 
cional no  cumprimento  das  obr¡ga9Óes  civis. 

Mas,  se,  por  um  lado,  uma  mais  larga  general¡sa9áo  se  harmonísa  melhor 
com  a  Índole  dos  trabaihos  de  díscussáo  nos  congressos,  onde  mais  convém 
asscntar  principios  geraes,  do  que  descera  minuciosidades  c  condi(;ócs  par- 
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ticularíssimas,  que  devem  ser  reguladas  segundo  aturadas  observa^óes  e  urna 
longa  experiencia;  por  outro  lado,  a  discussáo  d'esses  mesmos  principios  ge- 
raes  nao  pode  deixar  de  circumscrever-se  pelos  estreitos  moldes  de  urna  re- 
sumida memoria  apreciada  em  algumas  horas  apenas:  muita  inpaucis. 


Com  quanto  cada  Estado  tenha  o  exercicio  da  sua  soberanía  restricto  ao 
respectivo  territorio,  comtudo  nada  impede  que,  no  interesse  commum,  as 
differentes  soberanías  se  conciliem  e  combinem  harmónicamente  para  a 
manuten^áo  do  estado  geral  do  direito,  reflectindo-se,  por  assini  dizer,  urnas 
ñas  outras  sem  perdérem  a  sua  particular  individualidade,  mas  auferindo, 
pelo  contrario,  como  da  raesma  fonte,  a  suprema  lei  da  necessidade,  as  con- 
di^óes  vitaes  de  que  carecem,  A  dcspropor^ao  existente  entre  as  uccessida- 
des  e  os  meios  de  as  satisfazer  convenientemente  é,  sem  duvida,  permanente 
e  inalteravel,  quer  o  homcm  se  considere  como  membro  de  urna  familia,  ou 
de  urna  sociedade  politica,  quer  como  resumindo  em  si  todos  os  elementos 
da  humanidade  a  que  pertence. 

Os  chamados  direitos  primitivos  nao  dependen!  em  sua  existencia  das  con- 
venfóes  poJiticas  nem  dos  meros  accidentes  sociaes,  porque  basta  simples- 
mente  a  natureza  humana  para  os  documentar  de  um  modo  autlicntico  e  irre- 
cusavel;  e  a  csses  direitos  correspondera  deVÉres  eguahnentc  evidentes  c  in- 
dubitaveis.  Se  cllcs,  porém,  dependem  em  sua  concretisa^áo,  no  sen  modo 
de  ser  derivado  e  secundario,  da  for9a  que  sómcnte  o  estado  social  l'ics  pode 
imprimir,  comtudo  é  por  causa  da  sua  conserva^áo  e  desenvolví  mentó  que 
csse  estado  se  comprehende,  compensando  todos  es  esfor^os,  e  evitando  os 
cKceasos  de  uma  lucta  desordenada  pela  vida,  ou  o  imperio  absoluto  do 
egoísmo.  E,  sendo  assím,  reconhecer  csses  direitos,  é  reconhccer  ao  mesmo 
tcmpo  a  necessidade  do  seu  exercicio  e  o  devér  de  os  rcspcitar  e  favorecer. 

Quando  as  fronteiras  dehmitavam  táo  sómente  a  ac^áo  aggressíva  do  iui- 
migo,  hostis,  a  morte  ou  a  cscravidáo  poderam  consíderar-se  a  consequencia 
natural  da  legítima  deféza;  quando  esses  límites  se  mobilisavam  calculada- 
mente ou  ao  accaso  por  circumstancias  económicas  ou  politlcas  ccondifóes 
<le  maior  ou  menor  homogeneidade,  comprehcndia-se  a  idcntifica^áo  ou 
iissímila^ao,  guardadas  todavía  certas  diffcrcn(;as  particulares  de  situajáo; 
quando,  porém,  permauecem  como  simples  línha  de  respeito  pela  indepen 
dencia  e  líberdade  das  autonomías,  que  em  convivio  maís  ou  menos  intimo 
procuram  realisar  os  inccssantes  progressos  da  humanidade,  nao  deveni  os 
mesmos  límites  ímpór  sómente  uma  simples  cortezia,  a  comitas  gentiiim,  mas 
o  devér  de  ampio  auxilio  mutuo,  como  entre  dous  membros  de  uma  raesraa 
e  superior  communidade. 

Os  proprios  sentimentos  egoístas  resultantes  da  guerra  entre  duas  ou  mais 
nagóes  pódem  prevenir  opportuaamcate  a  defeza,  mas  nao  justificar  o  Í5ola- 
mentó  nem  a  Indifferenga  de  urnas  para  outras,  quando  o  cosmopolitismo 
hutnano  se  accentúa  cada  vez  mais  como  leí  constante  c  invaríavel. 

É  verdade  que  em  direito  stricto,  diz  um  escriptor  classíco,  as  Icis  de  cada 
Estado  ou  de  cada  soberano  só  tém  auctoridadc  dentro  dos  limites  do  seu 
territorio,  e  ncnhum  Estado  ou  nenhum  soberano  pode  ser  obrigado  a  dar 
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'execu(áo  aos  actos  c  decisÓes  estrangvíras;  mas  tambem  é  verdade,  que, 
segando  os  principios  do  direito  primitivo,  a  applíca^áo  das  leis  nao  deve  ser 
impedida,  mesmo  aléin  dos  limites  do  territorio  de  cada  Estado,  senSo 
quaodo  d'ahi  resulte  ofíeosa  dos  direitos  e  dos  ¡atetesses  do  soberano  tem- 
toria!  (i). 

Os  modernos  progressos  das  sciencias  physicas  e  naturaes,  diz  um  outro 
ootavel  escriptor,  approximando  os  povos  e  multiplicando  suas  relaces,  tcm 
fornado  necessari^s  normas  geraes  a  que  se  ajustera  uns  Estados  com  ontros 
cm  seu  procedi mentó.  A  vida  commum  das  na^óes  com  seu  prodigioso  dcs- 
envolviraento  necessita  de  preceitos  que  a  rcguiem,  o  que  constitue  o  objecto 
da  nova  sciencia,  denominada  Direito  Internacional.  O  Direito  privado  torna 
possivel  á  vida  individual  e  social  dentro  de  um  certo  territorio;  o  Direito 
Inteniacionat  realisa  a  vida  individual  e  social  dentro  do  mundo  civili- 
■ado  {2). 

A  ausencia  de  tribunaes  communs  e  da  for§a  sanccíonatíva  d'estes  direitos, 
i  que  alias  tanto  aspiram  os  modernos  congressos  de  paz,  pode  ser  supprida 
na  maloria  dos  casos,  achando-se  os  mesmos  direitos  gravados  na  conscien- 
da  humana  para  serem  traduzidos  ñas  lels  e  nos  tractados  dos  differentes 
Estados. 

Jíáo  importa  isto,  de  certo,  o  explicar  a  missáo  do  Direito  Internacional  ou 
demonstrar  a  sua  elevadissima  importancia  para  resolver,  ou  suavisar  ao 
'menos,  determinados  conflictos  jurídicos.  Essa  missáo  e  essa  importancia  es- 
tío hoje  consagradas  por  sabios  escriptores,  por  urna  tal  forma,  que  seria 
desmerecer  os  sciis  trabalhos  c  attenuar-lhes  a  sua  auctoridade,  por  pouco 
que  se  prcteadcsse  .iccrescentar-lhes.  N'esses  trabalhos  comprehendc-se, 
tcm  duvida,  como  poderoso  apostolado,  o  do  Instituto  de  Direito  Interna 
.donal,  encarregado  nao  só  da  larga  diíTusáo  das  melhores  doutrinas,  mas 
tunbem  de  accendcr  um  vivo  enthusiasmo  pela  cultura  da  sciencia  do  Di 
'irito,  como  outr'ora  se  preparavam  na  mesma  íé  os  que  tinham  de  coinmun 
gar  e  recebcr  as  inesmas  crenjas.  Importa,  porém,  o  que  dcixamos  dicte 
tomar  bcm  certo  o  criterio  pelo  qual  tem  de  se  avallar  o  pouco  que  vamos 
dizcr. 


As  obriga0cs  contrahidas  em  qualquer  dos  paizes  podem  derivar  im  media- 
Btamente  da  lei,  ou  da  lei  por  intermedio  de  um  contracto;  e  pódem  e.star 
i  dependentes  de  prova  e  de  julgamento,  ou  acharem-se  alias  determinadas 
I  por  sentenga,  sem  recurso,  que  apenas  carega  de  execu^áo.  D'aqut  resulta, 
I  pois,  a  necessidade  de  se  considerarem  taes  obrÍga9des  sob  estes  diíTercntcs 
r  aspectos,  para  niclhur  comprehender  e  criticar  o  modo  do  seu  cumpri- 
[  mentó. 

Posto  isto,  attendámos  primeíramente  ao  direito  positivo  a  que  se  acham 
L  subordinados  estes  assumptos. 
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1.° — As  solu^óes,  que  se  CDContram  no  direito  portu^uez,  asscntam  oai 
se  pintes  disposi^óes: 

Os  portuguezes  que  viajam  ou  residem  em  paiz  estrangeiro  conser\am-sc 
sujeitos  ás  leis  portuguezas  concernentes  á  sua  capacidade  civil,  ao  seu  esta- 
do e  á  sua  propriedade  imino biliaria  situada  no  reino,  emquanto  aos  actos 
que  houverem  de  produzir  n'cUe  os  seus  effeitos:  a  forma  externa  dos  actos 
será,  todavía,  regida  pela  leí  do  paiz  onde  forem  celebrados,  salvo  nos  casos 
em  que  a  iei  ex pressa mente  ordenar  o  contrario.  Cod.  civ.,  art.o  24.  Tem  esta 
disposi^áo  applica^óes  espcciaes  no  que  respeita  a  casamcntos  e  difierentes 
contractos,  bem  como  a  testamentos  celebrados  no  estrangeiro. 

Os  portuguezes  que  contrahem  obrigajóes  em  paiz  estrangeiro  pódem  ser 
demandados  no  reino  pelos  nacionacs  ou  estiangeiros  com  quem  as  hajam 
coDuahido,  se  n'ellc  tiverem  domicilio.  Cit.  cod.,  art.o  25. 

Os  cstrangeiros  que  viajam  ou  residem  em  Portugal  tém  os  mesmos  di- 
reitos  e  obrigagóes  civis  dos  cidadáos  portuguezes,  emquanto  aos  íactos  que 
háo  de  produzir  os  seus  effeitos  n'este  reino;  excepto  nos  casos  ciii  que  a 
Iei  expressamentc  determine  o  contrario,  ou  se  existir  tractado  ou  convenC^*^ 
especial,  que  determine  c  regule  de  outra  forma  os  seus  direitos.  Cit  cod., 
art.o  26. 

O  estado  e  a  capacidade  civil  dos  estrangeiros  sao  regulados  pela  Iei  do 
seu  paiz.  Cit.  cod.,  art.''  27. 

Os  estrangeiros,  sendo  encontrados  n'este  reino,  pódem  ser  demandados 
perantc  as  Justinas  portuguezas  pelas  obrigagóes  contrahidas  com  portugue- 
zes em  paiz  estrangeiro.  Cit.  cod.,  art.°  28. 

Os  estrangeiros  pódem  egualmente  ser  demandados  por  outros  es'ir.nngei- 
ros  perante  as  justÍ9a3  portuguezas,  pelas  obrigaQÓcs  contrahidas  no  remo, 
se  n'elle  forem  encontrados.  Cit.  cod.,  atXP  29. 

O  disposto  para  estes  dois  últimos  casos  deve  cntender-sc  sem  prejuizo  do 
que  fica  ordenado  na  ultima  parte  do  artigo  26.  Cit.  cod.,  art."  30. 

As  sentengas  proferidas  nos  tribunaes  estrangeiros  sobre  direitos  civis. 
entre  cstrangeiros  e  portuguezes,  pódem  ser  executadas  perantc  os  tribnnacs 
portuguezes,  nos  termos  prescriptos  no  código  do  processo.  Cit.  cod.,  art.'^ji, 
c  cod.  do  proc,  art.°  1087  e  scguintes. 

O  mesmo  código  do  processo  civil  incumbe  aos  juizes  de  direito  o  ciirn- 
primento  das  cartas  rogatorias,  quando  forem  para  simples  citagáo  ou  inti- 
ma§áo,  ou  quando  tiverem  por  fim  algnma  diligencia  que  nao  importe  cxe- 
cu^áo.  Estas  rogatorias,  poiém,  só  pódem  ser  recebidas  vindas  por  via  diplo- 
mática, e  nao  pódem  ser  cumprídas  sem  previa  audiencia  do  ministerio  pu- 
blico. Art.o  36,  n.o  4,  c  art.o  89. 

O  código  commeicial  estabelece  que  os  actos  comraerciaes  serj'ío  regula- 
dos da  maneira  seguinte:  i.°  quanto  á  substancia  e  effeitos  das  obrÍga9Óes, 
pela  Iei  do  logar  onde  forem  celebrados,  salva  conven^áo  em  contrario,  on 
caso  de  offcnsa  do  direito  publico  portuguez,  ou  dos  principios  da  ordem 
publica.  zP  quanto  ao  modo  do  seu  cumprimento,  pela  Iei  do  logar  onde 
oste  se  realisar.  3.**  quanto  á  forma  extema,  pela  leído  logar  onde  forem 
celebrados,  salvo  nos  casos  em  que  a  leí  expressamente  ordenar  o  contrarío. 
Art.o  4. 

Os  portuguezes  que.  entre  si  ou  com  estrangeiros,  contrahirem  obrigagóts 
commerciaes  fóra  do  reino,  e  os  estrangeiros  que,  entre  si  ou  com  portugue- 
zes no  reino,  as  contrahirem,  pódem  ser  demandados  perante  os  competen- 
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tes  tribunaes  do  reino  pelos  naciooacs  ou  estrangeiros  con  quem  as  hajam 
contrahido,  se  n'ellc  tivercm  domicilio,  OU  forem  encontrados.  Cit.  cod., 
ait.o  S. 

Todas  AS  disposi^óes  do  código  commercial  sao  applicaveis  ás  rela^óes 
commerciaes  com  estrangeiros,  excepto  nos  casos  em  que  a  lei  expressa- 
raente  determine  o  contrario,  ou  se  existir  tractado  ou  conven^áo  especial 
uve  de  outra  forma  as  determine  e  regule,  Art.  6. 

Segundo,  pois,  a  legisla^áo  portuguesa,  as  obrigagóes  contrahidas  fóra  do 
reÍQo  pódem  ser  ciimpridas  em  Portugal,  como  principio  geral  índependeo- 
temente  de  tractadü  e  da  condi^áo  de  reciprucidade;  sendo,  porém,  deman-* 
dados  os  portuguc/.es,  devem  elles  ser  domiciliados  no  reino,  e  sendo  deman- 
dados os  estrang^eiros,  devem  estes  ser  encontrados  no  paiz  e  as  obriga^óes 
ser  contrahidas  com  portuguezes.  É  claro  que,  existindo  tractados  ou  conven- 
^ócs,  devem  estas  ser  observadas. 

A  lei  portugue^^a  afTastou-se  n'este  ponto  do  systema  francez,  consignado 
nos  artigos  146  1 5  do  código  civil,  segundo  os  quaes  os  francezes  e  estran- 
geiros pódcni  ser  demandados  em  Franga  pelas  obriga^es  contrahidas  fóra 
do  paiz,  aínda  que  iiáo  sejam  encontrados  em  Franca,  c  sejam  ou  nao  estran- 
geiros os  que  tiverem  contrahido  taes  obriga^es  (i). 

Affastou-se  egualmente  do  systema  italiano,  poique,  podendo  os  italianos 
ser  demandados  pelos  estrangeiros  por  obriga9Óes  contrahidas  fóra  do  paiz, 
tambem  estes  o  pódem  ser  por  italianos  ou  por  outros  estrangeiros  por  obñ- 
ga^óes  contrahidas  fóra  do  reino,  contanto  que  alli  tenham  residencia,  em- 
bola nao  sejam  encontrados,  ou  sejam  encontrados  e  citados  pessoalmente, 
ainda  que  nao  tctiham  residencia;  e  aiuda,  quando  nao  tenham  residencia 
ñera  sejam  encontrados,  se  se  tractar  de  ac^óes  sobre  bens  immoveis,  ou 
movéis  existentes  no  reino,  ou  de  obrigagóes  que  tenham  origem  em  coa- 
tractos  ou  factos  praticados  no  reino  ou  ahi  devam  ter  execu9áo,  e  em  todos 
os  demais  casos  cm  que  se  possa  dar  a  rgcipiocidadc.  Cod.  civ.,  att  °  3,  e 
cod.  do  proc.  ci\.,  art.°  105  e  seguintes. 

Pode  cüiicliiir^e.  segundo  a  lei  portugueza,  que  as  obiiga^óes  contrahidas 
foca  do  reino  por  estrangeiros  entre  sí  nao  pódem  ser  demandadas  em  Portu- 
gal, aínda  que  os  estrangeiros  aquí  sejam  encontrados,  ficando,  por  isso,  o 
assumpto  dependLute  de  tractado  ou  conven^áo  especial;  e  esta  é,  na  verda- 
de,  a  conclusáo  mais  lógica,  que  se  deduz  do  confronto  dos  artigos  2Ó,  28  e 
29  do  código  civil  c  da  respectiva  legisla^áo  commercial;  mas  na  pratica  nao 
se  tcm  recusado  aos  estrangeiros  o  accesso  aos  tribunaes  portuguezes  para 
fazcrem  cumprir  os  seus  direitos  e  obríga^óes,  quando  estas  sao  contrahidas 
no  estrangeiro. 

Os  meíos  de  tornar  efficazes  essas  obriga^ócs  sao,  por  tanto,  a  demanda  ou 
ac^áo  cstabelecida  na  lei,  na  qual  tcm  de  observar-se  a  pratica  das  diligen- 
cias c  actos  do  processo  em  harmonía  com  a  lei  portugueza,  e  aínda  a  exe- 
cugáo  de  scutcni;ns  emanadas  dos  tribunaes  estrangeiros;  guardando  se  em 
tudo  o  estatuto  pt-ssoal  para  o  estado  e  capacidadc  civil,  o  estatuto  real,  ou 
¡ex  siitts,  no  que  fiT  concernente  á  propricdade  ímmobiliaha  existente  no 
reino,  e  emquaiito  aos  seus  effeitos,  que  n'elle  houverem  de  produzir  se,  e  a 
Ux  loci  para  a  forma  externa  dos  actos  jurídicos.  É  esta,  com  pouca  differcn- 
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^,  a  doutrína  que  se  deduz  dos  artigos  ti  e  seguintes  das  disposi^óes  pieli' 
tninares  do  código  civil  italiaoo,  e  dos  aitigos  941  e  seguintes  do  código  doi 
processo  civil  italiano. 


2.0 — A  jurisprudencia  hespanhola,  fundada  no  Decreto  de  17  de  oovem- 
bro  de  1852,  na  lei  da  organisagáo  judiciaria  de  15  de  sctcmbro  de  1870,  e 
aínda  no  código  do  processo  civil  de  3  de  fevcrciro  de  iSSi.  téin  tornado 
competentes  os  Iribunaes  hespatihoes  para  o  cumprimento  das  obriga^óes 
contr.-ihidas  era  Hespanha,  ou  fóra  da  Hespanha,  por  estrangeiros,  scntpre 
que  SI  ja  em  favor  de  subditos  hespanhoes.  Os  cstraiig-eiros  téin  direito  a  que 
se  Ihes  administre  justÍ9a  ñas  demandas,  que  propozercm  peraute  os  tribuoaes 
hespanhoes,  em  barmonia  com  as  suas  leis,  para  o  cumprimento  das  obriga- 
(ócs  contrahidas  em  Hespanha,  ou  que  ahi  devam  cumprir-se,  on  quasd» 
versem  sobre  bens  sitos  em  territorio  hespanhol. 

As  senten^as  emanadas  dos  tribunaes  estranííeiros  tem  a  mesma  execu^áo 
em  Hespanha  que  as  proferidas  peips  tribunaes  hespanhoes,  attcndendo  seao 
principio  da  reciprocidade  e  aos  tractados,  e  cumprindo-se  as  disposi(;Ócs  do* 
artigos  9;  e  segnintes  do  código  do  processo  civil. 

Nos  negocios  entre  estrangeiros  ou  contra  estrangeiros,  ainda  que  nao  pro* 
vcnham  de  acfáo  real  nem  pessoal  por  obriga^ucs  contrahidas  em  Hespanha, 
sao  comtudo  os  tribunaes  hespanhoes  competentes  para  as  medidas  urgentes 
C  provisorias  de  conserva^áo,  como  quandose  pretenda  evitar  nma  fraude, 
ou  deter  o  devedor  que  queíra  ausentar-se,  uu  para  a  venda  de  effeilos 
sujeitos  a  deterioraíáo,  ou  finalmente  para  o  caso  de  tutella  de  um  demente 
e  outros  casos  análogos. 

A  compentecia  dos  tribunaes  hespanhoes  coniprehendc  tambeni  os  casos 
em  que  os  estrangeiros  promovam  actos  de  juri,sdic^-áo  voluntaria,  interviodo 
n'elles  ou  comparecendo  em  juizo  como  demandantes  ou  demandados,  contra 
hespanhoes  ou  contia  outros  estrangeiros  quamio  na  conformidade  das  leis 
ou  dos  tractados  com  outra  potencia  a  juris(lici;;io  deva  conhecer  d'esae» 
casos  Costumam  dispór  os  tractados  que  os  hespanhoes  no  estrangeiro  e  1» 
estrangeiros  em  Hespanha  gozem  dos  mesmos  direitos  e  privilegios  que  co- 
rrespondam  ou  possam  corresponder  aos  naturacs  ou  naturaÜsados,  e  tenham, 
por  consequencia,  livre  e  fácil  acccsso  perante  os  tribunaes  de  Justina,  tanto 
pan  ilemandarem  como  para  defenderera  scus  direitos  em  todos  os  graos  de 
Jurisdic^áo  estabelecidos  pelas  leis  (1). 

O  código  civil  manteve  de  pé  esta  jurisprudencia,  dando  aos  estrangeiro» 
em  Hespanha  os  direítos  que  as  leis  civis  conccilcm  ;ios  hespanhoes,  satvoo 
disposto  no  artigo  2  da  Constitni^áo  ou  em  tractados  internacionaes.  Com 
respeito  aos  direitos  e  devéres  de  familia,  ao  estado,  condigáo  e  capacidade  ' 
legal  das  pessoas,  e  bem  assim  com  rela^áo  aos  bens  movéis  estabcleceu  o 
estatuto  pessoal  ou  lei  da  nacionalidade.  Para  os  bens  immoveis  regulam  ai 
leis  do  pais  em  que  estáo  situados,  excepto  quanto  á  ordcni  da  successáo  le- 
gitima ou  testamentaria,  e  validade  das  snas  dis¡iosÍ9Óes.  As  formas  e  solem- 
nidades dos  contractos,  testamentos  e  quacsquer  instrumentos  públicos  estáo 
sujeitas  ás  leis  do  paiz  em  que  se  outorgam.  Cod.  civ.  art.  "'*  9,  10,  1 1  c  27  {2). 


(l)     V.  Toireí  Caolpoi,  Dtricke  Inttrn. prni..  Lia.  ío.', 
(í)     V,  EniMt  Lehr,  BlimimU  dt  Drnt  tivU  afagnol, ;}  < 
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3-*^ — O  Dircito  civil  sul •americano  está  muito  longe  de  ser  UDÍforme  e  in- 
variavel  a  este  respeito,  postoque  sob  diversos  aspectos  manteaba  grrasdes 
similhanvas  (t). 

O  código  civil  da  República  Arg^eotina  estabelece  que  as  leis  sao  obriga 
tonas  para  todos  os  habitantes  do  paiz,  quer  aejaní  cidadaos  ou  estr.in- 
geiros,  e  cstcjain  domiciliados,  ou  de  passagem.  A  capacidade  das  pcs- 
BOas  ahi  domiciliadas,  sejam  ou  nao  nacionaes,  rege-se  pelas  leis  do 
aínda  mesmo  em  rela^ao  a  actos  executados  ou  bens  existentes  cm  paiz  es- 
trangeiro,  c  a  capacidade  das  pessoas  domiciliadas  fóra  do  paiz  legula-sc 
pelas  leis  do  respectivo  domicilio,  embora  se  tráete  de  actos  executados  ou 
de  ticns  existentes  dentro  do  paiz.  Os  bens  immoveis  situados  no  territoiio  da 
República  sao  regidos  exclusivamente  pelas  leis  do  paiz,  relativamente  ;i  sua 
qualidade  como  tncs,  aos  direitos  das  parles,  á  capacidade  de  adquirir,  aos 
modos  de  os  transferir,  e  ás  formalidades  que  debem  acompanhar  estes  actos. 
Os  bens  movéis,  que  tém  urna  sítua9áo  permanente  e  que  se  conservaní  com 
destino  a  serem  transportados  sao  regidos  pelas  leis  do  logar  onde  se  ach^rDi 
mas  os  objcctos  mobiliarios  que  o  proprietario  traz  comsigo,  ou  que  servcm 
para  uso  pessoal,  bem  como  os  que  se  destinam  a  ser  vendidos,  ou  trans- 
portados de  um  logar  para  outro,  e  quer  se  achem  ou  nao  no  domicilio,  sao 
regidos  pelas  leis  do  domicilio  do  possuidor.  Cod  cív,  art  °"  1 ,  6,  lo  c  1 1 . 
Segundo  o  artigo  20  da  Constituigáo  de  i86o,  os  estrangeiros  gozam  no  te- 
rritorio da  na^áo  de  todos  os  direitos  civis  dos  cidadaos. 

Determina  o  qodigo  do  México  que  a  lei  civil  é  egual  para  todos  sem  dis- 
tiac^áo  de  pessoas  ñera  de  sexos,  excepto  nos  casos  especialmente  declara- 
dos, e  dispóc  c^iialmente  que  as  leis  relativas  ao  estado  e  capacidade  das 
pessoas  sao  obrigatorías  para  os  mexicanos  do  Estado,  ainda  mesmo  que 
residam  no  estrargeiro,  em  relagáo  aos  actos  que  devam  executar-se  no  todo 
ou  em  parte  dentro  dos  limites  do  paiz.  Art."'  i  e  3.  Os  bens  immoveis, 
ainda  qiic  possuidos  por  estrangeiros,  sao  regidos  pelas  leis  do  paiz.  Art.*^  14. 

O  código  do  processo  civil  mexicano,  regula  nos  artigos  780  a  794  a 
execugíío  tías  senten^as  proferidas  nos  tribunaes  estrangeiros,  recahindo  clias 
sóincDte  em  ac^ócs  pessoaes  c  satisfazendo  a  certas  e  determinadas  con- 
di^óes,  unía  das  qiiaes,  e  sem  duvida  a  principal,  é  a  existencia  do  principio 
de  reprocidade. 

O  código  do  Chili  nao  reconhece  differen§a  entre  chilenos  c  estrangeiros 
para  a  adquisi^áo  e  gozo  dos  direitos  civis,  e  sujeita  os  nacionaes  as  leis 
patrias  reguladoras  das  obriga^óes  e  direitos  civis,  ainda  que  elles  residaui 
ou  tenham  domicilio  em  paiz  estrangeiro,  e  tanto  pelo  que  diz  respeito  ao 
estado  das  pessoas  e  á  sua  capacidade  para  a  execu^áo  de  certos  actos,  que 
devam  produzir  cífeitos  no  Chili,  como  para  as  obrigagÓes  e  direitos  que 
nascem  das  rclai^óes  de  familia.  Art.""  15  e  57.  Os  bens  situados  no  Chili  sao 
regulados  pelas  leis  do  paiz,  ainda  que  os  possuidores  sejam  estrangeiros  c 
ícsidam  fóra  do  p.iiz.  Os  contractos  celebrados  no  estrangeiro  sao  validos, 
mas  os  scuH  effeitos  devem  regular-se  segundo  as  leis  chilenas.  Art.°  1 6. 

No  Chili  tem  as  sentengas  proferidas  cm  paizes  estrangeiros  a  for^a  jurí- 
dica que  os  tractados  estabelecem,  seguindo-se,  na  falta  d'estes,  o  principio 
da  reciprocidade. 


0)    V.  Calvo,  Drfií  !num.  ikiertqm  tt praSftu,  }í  701  e  le^.W! 
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Preceitúa  o  código  do  Peni  que  os  direitos  civis  sao  independentes  da 
qualidade  de  cidadáo,  e  que  os  estrangcíros  gozam  de  todos  os  direitos  re- 
lativos á  seguranza  das  saas  pessoas  e  beos,  c  bem  assim  da  üvtc  adminis- 
tra^áo  d'estes;  todavía  a  adquisi^o  dos  immoveis  e  as  condi^óos  do  commer- 
cio  dos  estrangeiros  dependem  dos  tractados  com  as  respectivas  na^óes  e 
das  leis  e  rcgulamentos  especiaes.  Art.'»'  32  a  34.  A  Constituií,-áo  de  1856 
dispóe  no  artigo  28  que  todo  o  estrangeiro  poderá  adquirir  propriedades 
terrttoriaes  na  República,  Scaudo  sujeito  ás  obnga^óes  e  gozando  dos  direi- 
tos dos  peruvianos  no  que  diz  respeito  ás  ditas  propríedades. 

Segundo  o  artigo  924  do  código  do  processo  civil  peruviano  a  execu^áo 
(las  senten^as  emanadas  de  paizes  estrangeiros  depende  inteiramente  dos 
tractados  e  do  uso;  a  jurisprudencia  tem,  porém,  limitado  este  uso  ás  sira- 
fries  medidas  de  instmc^áo  e  a  considerar  as  senten^  definitivas  como  meio& 
de  prova  documental. 

O  código  civil  da  República  de  Uruguay  tambera  nao  reconhece  differcnga 
alguma  entre  nacionaes  e  estrangeiros  em  reíanlo  á  adquisi^áo  e  gozo  dos 
direitos  civis.  Os  nacionaes  domiciliados  ou  residentes  em  paiz  estrangeiro 
ficam  sujeitos  ás  leis  da  República.  Os  bens  immoveis  situados  no  paiz  e  os 
movéis,  que  ahi  tém  urna  situa^áo  permanente,  sao  regidos  exclusivamente 
pelas  leis  oricntaes,  ainda  que  os  seus  possuidores  sejam  eslrangeiros  ou 
residam  fóra  do  paiz.  Art."  22,  4  e  5, 

No  código  civil  da  Guatemala  encoatra-se  a  mesma  egualdade  entre  na- 
cionaes e  estrangeiros  com  respeito  á  adquisi^áo  e  gozo  dos  direitos  civis, 
bem  como  a  mesma  disposi^áo  para  os  bens  immoveis  situados  no  Estado, 
ainda  que  os  possuidores  sejam  estrangeiros.  Art."  síes, 

A  Con8titui(;áo  da  República  da  Solivia  de  1S86  prescrcve  no  artigo  10 
que  todo  o  homem  goza  dos  direitos  civis,  cujo  cxercicio  é  regulado  na 
leí  civil. 

Levarnos-ia,  de  certo,  muito  longe  itm  exame  mais  detido  das  legisiagóes 
citadas,  e  mais  longe  ainda  se  por  ventura  do  mesmo  modo  nos  occupasse- 
mos  das  legisla^óes  de  outros  paizes;  mas,  além  de  que,  para  isso,  fura  inís- 
tér  dispór  de  elementos  mais  precisos  e  de  mais  tempo,  a  vcrdade  ¿,  ao  que 
parece,  que  a  solu^áo  do  problema  pouco  ou  nada  aproveitaria. 

Seguindo  o  systema  francez,  quanto  aos  principios  fundaraentacs  de  di- 
rcito  internacional  privado,  estáo  os  códigos  da  Bélgica  e  dos  Caiitóes  suissos 
de  Vaud,  de  Genebra,  de  Friburgo  e  de  Berne;  o  código  do  Cantao  de  Zu- 
rich  sujeita  ás  suas  disposi^óes  os  estrangeiros  residentes  no  Cantáo  ou  que 
ahí  estejam  em  juizo,  mas  rege  as  rela^óes  de  familia  e  a  materia  da  suc- 
ccssáo  pelas  respectivas  leis  nacionaes;  a  lei  federal  de  2 1  de  junho  de  18S0 
regula  a  capacidade  civil  dos  estrangeiros  pelo  direito  do  paiz  a  que  elles 
pertencem,  excepto  quanto  ás  obrigagócs  contrahidas  na  Suissa  c  que  ahi 
tenham  de  produzlr  os  seus  effeitos;  como  os  códigos  do  Chili,  do  Perú,  do 
Uruguay  e  da  Guatemala  está  o  código  da  Luiziania;  o  código  da  Austria 
sujeita  os  nacionaes  e  estrangeiros  ás  mesmas  leis  civis,  respeitundo  comtudo 
o  estatuto  pessoal  de  uns  e  outros,  fóra  e  dentro  do  paiz;  os  códigos  da 
Hollanda  e  da  Russia  obrigam  em  tudo  ás  suas  leis  oa  estrangeiros,  que  res- 
pectivamente se  acham  n'estes  paizes;  todavía  o  estatuto  pessoal  acompanha 
os  nacionaes  no  estrangeiro;  o  código  geral  da  Prussia  sujeita  á  lei  do  do- 
micilio real  os  nacionaes  e  estrangeiros  residentes  no  paiz,  quanto  á  sua 
qualidade  e  capacidade  pessoaes;  a  jurisprudencia  da  Inglaterra  e  a  dos  £3- 
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lados  Unidos  tainbem  estabelecem,  como  principio  gera!,  que  o  estado  e  a 
capacidade  das  pessoas  se  re^erai  pelas  Icís  doseu  domicilio,  mas  admittem 
ao  mesmo  tempo  a  lex  loci  aclus  vel  conlrachis,  quanto  á  capacidade  das 
pessoas  e  em  relafáo  aos  actos  pratica  dos  no  estrangeiro. 


Esta  immensa  variedade  de  principios  legislativos  vem  demonstrar  com 
toda  a  evideocia  a  impossibilidade  de  resolver  os  conflictos  internaci onaes  e 
de  aspirar  ao  exacto  cumprimentp  reciproco  das  obriga^óes  nos  differentea 
pnizes  no  achial  estado  da  legisla^áo.  Esta  diversidade  de  disposi^óes  nao 
pode  de  modo  Dcahum  explicar-se  pela  correspondente  differen^a  de  neces- 
sidades,  mas  sim  por  urna  falsa  no^áo  das  rela9Óes  jurídicas  internacionaes. 
Um  mesmo  individuo  nao  pode  tripartir-se  a  respeito  de  um  mesmo  acto 
para  se  regcr  simultáneamente  pelo  estatuto  pessoal,  pela  lei  do  domicilio  c 
pela  lei  do  contracto.  O  principio  da  reciprocidade  é  demasiadamente  inerte 
e  egoísta,  como  quem  espera  dos  cutres  o  que  recusa  dar-lhes  espontánea- 
mente, e,  como  tal,  é  evidentemente  improprio  de  um  systema  de  direito 
baseado  na  natureza  humana,  que  considere  cada  individuo  como  collabora- 
dor  dos  progrcssos  da  humanidade  a  que  pertence.  Peior  alada  é,  de  certo, 
o  principio  exclusivista,  que  táo  sómente  reconhece  as  obriga^óes  dos  es- 
tiangeiros  em  favor  dos  nacionaes,  ou  que  abandona  os  estrangeiros  a  ñ 
mesmos  nas  rela^óes  jurídicas  contrahidas  fóra  do  paiz;  n'estas  duas  hypo- 
theses  o  ideal  do  systema  só  pode  ser  o  isolamento,  que  a  ninguem  convém 
e  todos  condemnam  por  egual.  O  régimen  dos  tractados  corrige,  sem  du- 
vida,  os  vicios  da  legisIa9áo  e  pode  resolver  urnas  certas  qucstóes,  mas  é 
evidentemente  incompleto  e  só  subsidiariamente  aceitavel. 

O  Estado  pódc  e  deve  conceder  toda  a  protec^áo  aos  estrangeiros,  tanto 
nas  suas  rela(;óes  juridicas  entre  si,  como  com  os  nacionaes,  sem  todavía  os 
pretender  assimilar  desvinculando -os  da  mae  patria,  urna  vez  que  d'ahi  uáo 
resulte  offensa  de  direitps  para  a  sua  soberanía,  tanto  no  que  respeita  ás  suas 
leis  como  á  ordem  publica;  o  Estado,  pode  e  deve  ser  generoso  sera  sacri- 
ficios, conccdcndo  tudo  que  o  nao  prcjudique,  porque  de  nada  mais  necessi- 
ta,  ncra  tem  mais  direito  algum  perante  as  necessidades  dos  outros.  Nao  ha 
rela^áo  jurídica  que  Se  nao  funde  n'uma  necessidade  sociológica. 

N'esta  conformidade,  é  evidente  que  todos  os  esfor^os  devem  convergir 
ao  mesmo  tempo  e  primeiro  que  tudo  para  a  unifica§áo  do  direito  interna- 
cional, ínscrevcndo  as  diversas  na góes  os  mesmos  principios  nos  seus  códi- 
gos, e  supprindo  as  suas  lacunas  por  meío  de  tractados,  que  conduzam  á 
mesma  unifica^áo.  A  fórmula  consignada  nos  códigos  do  Perú  e  do  Chili, 
desconhecendo  absolutamente  qviarquer  differen^a  entre  nacionaes  e  estran- 
geiros, para  a  adquisi^áo  e  gozo  dos  direitos  civis,  porque  estes  sao  inde- 
pendentes  da  qualíde  de  cidadáo,  satisfaría,  na  verdade,  este  desiderátum, 
se  ella  nao  absorvésse,  por  assím  dizer,  o  estrangeiro  em  nacionalídade  alheia, 
isto  é,  se  respcitasse  as  leis  que  o  acompanham  relativas  ao  seu  estado  e  ca- 
pacidade, como  fazem  o  direito  portuguez,  o  hespanhol,  o  italiano,  o  aua- 
triaco  e  outros;  se  acceitasse  a  lex  loci  para  a  forma  externa  dos  actos  jurí- 
dicos, á  símilhan^a  do  direito  portuguez  e  de  outros;  e  se,  emfim,  na  mesma 
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fórmula  se  coativesse  o  systema  francez,  quanto  a  podérem  ser  demandados 
os  nadonaes  ou  estra  age  iros,  e  uns  e  outros  si  multan  eam  ente,  por  obríga^ócs 
contrahidas  dentro  ou  fóra  do  paiz,  admittindo,  além  d'isto,  todos  os  meios 
preventivos  como  garantías  das  obríga^óes,  sempre  e  comtanto  que  a  de- 
manda ou  acfáo  corrésse  na  residencia  do  demandado,  on  onde  fósse  cncon- 
tiado,  na  falta  de  residencia. 

Em  outros  termos,  a  uniGca^áo  deve  operar-se,  a  nosso  ver,  como  prínci- 
pió  c  nao  como  excep^áo,  de^luzindo-se  da  egualdade  civil  o  exercicio  de 
todos  os  direitos,  e  os  mcios  indispcnsaveis  para  esse  exercicio,  scjam  quaes 
foremos  sujeitos  das  obríga^des  e  o  logar  onde  estas  sejam  contrahidas, 
comtanto  que  se  respeitem  as  leis  pessoaes  e  as  reguladoras  dos  actos  juridi- 
cos  onde  estes  forem  praticados,  e  a  jurisdícgáo  para  a  demanda  assente  na 
residencia  permanente  ou  temporaria  do  demandado. 

A  tinifica^áo  do  direito  nao  implica,  de  certo,  a  identifica^áo  dos  estatutos, 
senáo  a  respeito  do  estatuto  real,  porque  os  bens  immoveis  fazem  parte  inte- 
grante do  respectivo  territorio,  mas  aínda  assim  sem  quebra  das  leís  pessoaes, 
quanto  á  adquísi^áo.  successáo,  etc.  E  n'esta  parte  pode  considerar-sc  o  es- 
tatuto real  como  universalmente  admittido  por  ser  o  mais  conveniente  á  in- 
tegridade  da  soberania  territorial.  Quanto  aos  demais  estatutos,  a  uniÜca^áo 
pode  limitar-se,  qtiando  mais  nao  seja,  ao  reconhccimento  do  direito  que 
acompanha  o  individuo,  quer  seja  o  da  nacionalidade  ou  do  domicilio,  e  a 
acceitar  as  formas  externas  dos  actos  jurídicos  praticados  segundo  a  lex  loci. 

Seria,  porém,  de  ¡ncontestavel  conveniencia  que  na  leg^slatjáo  civil  se  intro- 
duzissem  as  conclusóes  do  Congresso  jurídico  de  Lisboa  resumidas  nos  se- 
guintes  termos:  A  maiorídade  para  o  exercicio  dos  direitos  civis  ñas  rela- 
jóes  intemacionaes  deve  ser  aos  vinte  e  um  annos^  o  estado  e  a  capacidnJc 
da  pessóa  devem  determinar-se  pela  nacionalidade,  ou  pelo  domicilio,  se- 
gundo o  principio  reinante  no  logar  onde  se  acha,  mas,  nos  povos  da  Euro- 
pa c  cm  quaesqucr  outros  de  populagáo  principalmente  fixa,  dcvem  adoptar- 
se os  principios  de  nacionalidade  e  subsidiariamente  de  domicilio,  consigna- 
dos pelo  Instituto  de  Direito  Internacional  na  suasessáo  de  Oxford  (i8So),  e 
nos  povos  em  que  predominara  ou  em  que  sao  muito  importantes  as  emí- 
gra^ócs,  deve  substituir-se  o  principio  da  nacionalidade  pelo  do  domicilio; 
nos  casos  de  mudanza  de  nacionalidade  ou  de  domicilio,  os  direitos  e  obri- 
gajóes  devem  reger-se  pelas  leis  da  nacionalidade  ou  domicilio  sob  que 
foram  contrahidas,  salvas  comtudo  as  hypotheses  da  origem  da  obriga^áo 
variar  do  logar  da  sua  execu^áo  e  de  affectar  ou  nao  sómentc  pessoas  sujei- 
tas  ao  novo  vinculo,  porque  entáo  devem  regcr-se  pelos  preccitos  do  pri- 
raciro  vinculo  em  quanto  se  harmonisarem  com  os  do  segundo  (i). 

O  estatuto  pessoal  nao  pode  razoavelmente  abranger  os  bens-moveis,  taca 
como  os  effeitos  commerciaes  que  tenham  situagáo  permanente  em  um  ou 
oiitro  paiz  differente  do  da  nacionalidade  ou  domicilio  do  scu  proprietario;  é 
hojc  inacceitavel  na  maioria  dos  casos  a  velha  regra  mobUia  ossibiis  inhat- 
rent.  As  disposigóes  dos  códigos  das  Repúblicas  Agentina  c  do  Uruguay 
evitam,  de  certo,  n'este  sentido  um  grande  numero  de  conflictos,  que  os 
outros  systemas  originam. 


(I)     V,  Rtíumo  das  Acltido  Congmto,  p«j.  «3  e  34. 
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Admitttda  cm  um  paiz  a  demanda  on  acfáo  judidal,  como  prímeira  e  mais 
imporLante  condi(;:^o  para  O  cumprimento  das  obríga^Óes  cootrahídas  n'outro 
paiz,  segundo  acontece  pela  jurisprudencia  fraaceza,  bem  como  admittídos 
todos  os  ineios  preventivos  e  preliminares  da  ac9áo,  como  garantias  das  obri- 
ga^óes,  á  siniil!wn(;a  do  que  estabelece  o  código  do  processo  civil  portugucz 
nos  árticos  ¡d^  e  scguintes  para  o  embargo  ou  arresto,  e  respeitando  as  leis 
pcssoaes,  que  se  coiisldcram,  com  razáo,  como  companheiras  inseparavcis  do 
individuo,  quanto  ao  seu  estado  e  capacidade,  salvas  comtudo  as  rcstrici;ócs, 
que  possam  deducirse  da  repugnancia  de  urnas  com  outras  leis,  porque  a 
prímeira  e  scm  duvida  niLkis  instante  nccessidade  de  um  Estado  é  a  conserva- 
dlo das  sii»s  proprias  leis,  e  da  ordem  e  da  moralidade  publica,  que  d'ellas 
derivam,  a  questáo  pode,  na  verdade,  reputar-se  meio  resolvida. 

As  obrigagóes  rx  /ci;e,  que  emanam  directamente  da  lei,  como  todas  as 
que  respcitain  ao  estado  das  pcssoas,  só  pódem  exigir-se,  como  é  evidente, 
de  coiifonnidade  com  cssa  Ici,  em  tudo  quanto  ellas  possam  harmonlsarsc 
tambcm  com  a  ordem  publica  do  paiz  onde  se  exigem.  E*ta  doutrina  é  iioje 
axiomática.  As  obrigü^óes  provenientes  de  conven^óes  ou  contractos  só  pó- 
dem ser  apreciadas  pela  chamada  ¡fx  ¡oci  contractas,  quaoto  ao  valor  Icgat 
da  sua  forma  e  aos  etic.tos  resultantes  de  suas  estipula^óes,  á  qual  todavia 
ñera  envolve  a  capacidade  propria  dos  contractantes,  nem  os  casos  em  que 
da  sua  applica^áo  resulte  viola^áo  formal  das  leis  do  paiz  em  que  o  contracto 
deve  receber  a  sua  cxccujáo,  porque,  como  diz  Calvo,  a  reciprocidade  das 
na^óes  nao  chega  a  ponto  de  deíxar  violar  as  suas  leis  particulares,  e  a  pres- 
tar a  sua  sancgáü  a  obrigafóes  contrarías  á  ordem  publica  ou  á  moral,  cujo 
vicio  ou  Qiillidadc  radical  ainguem  pode  apagar  (l).  Parece-nos  que  assim  se 
pádem  limitar  bem  a  estes  casos  as  exccp^óes  da  lex  /oci. 

Pusto  isto,  como  tornar  efGcazes  essas  acíóes,  como  dar  vida  ao  dircito  a 
que  correspondem  as  obriga9Óes,  e  era  summa,  que  diligencias  e  meios  de 
prova  podem  adoptar-se?  t,  isto  o  que  vamos  ver. 

As  diligencias  coniprchendem,  a  nosso  ver,  todos  os  actos  e  termos  judi- 
ciaes  do  processo  indispensaveis  a  urna  senten^a,  que  determine  o  dircito  c 
fixe  a  obrigai^áo.  Of;i,  pelo  mesmo  principio  de  que  seria  impossivel  cstabe- 
Iccer  formas  internacionaes  para  os  contractos,  seria  tambem  impraticíivcl  a 
idea  de  um  processo  internacional  para  todas  as  ac^óes;  e  d'aqui  resulta  evi- 
dentemente a  nccessidíide  desujeÍ9áo  ao  processo  estabelecido  pela  Ici  do 
logar,  onde  for  proposta  a  ac^áo:  é  aínda  o  principio  ü>cus  regif  actum.  No 
numero  das  mencionadas  diligencias  podemos  fazer  entrar,  sem  dnvj!,i,  ns 
commissócs  rogatorias  dirigidas  ás  auctoridades  estrangeiras,  e  aínda,  cuino 
meio  mais  fácil  e  pratico,  as  commissóes  consulares,  muito  em  uso,  sl-ihkIo 
a  jurisprudcuci-i  incr|e/.i,  pe  las  quaes  os  respectivos  cónsules  procedem  fofa 
do  paiz  aos  actos  de  instruc^áo  do  processo,  em  que  devem  intervir  teste- 
munhas  residentes  ñas  suas  circumscrip^óes. 


/.  tkioríqut  típraiiytu,  ^  ^t^  e  718;  P«iqo«le  Fiore,  Dirí/i-  ¡nit 
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Os  mcios  de  prava  deveni  ser  considerados  sob  tres  pontos  de  visia  difie- 
rcntes,  segundo  se  referena  a  factos  ou  ao  direito,  ou  a  ambas  as  cousas  ao 
tcmpo.  No  primeiro  caso  aínda  coavém  distinguir  entre  o  valor  juri  ■ 
dico  da  prova  em  si,  e  o  que  resulta  da  sua  forma. 

A  fóriTia  da  prova,  quer  seja  documental  ou  escripta,  quer  consista  em  de- 
poimentos  ou  exames  e  vistorias,  nao  pode  subtrahir  se  á  combinn^áo  dos  pre- 
ceitos  cni  vigor  onde  o  acto  se  passou  com  os  que  regeni  os  seus  effeitos 
onde  a  prova  se  produz,  isto  é,  os  documentos  e  mqiiirífóes  de  testetnunliaa 
cstáo  sujeitos  ao  principio  locus  regit actum,  mas  só  pódcm  ser  admittidos  nos 
termos  e  condi^es  em  que  o  sao  pela  lei  do  logar  do  processo,  e,  além  d  isso, 
vertidos  para  a  lingua  d'esse  logar.  Será,  sem  duvida,  difficilima  esta  combi- 
na^áo  em  grande  numero  de  casos,  mas,  aiuda  assim,  parece  preferivel  a  ad 
mittir-sc  a  viola^áo  das  leis  particulares,  quando  o  auxilio  internacional  nao 
pode,  cm  boa  lógica,  ir  mais  louge  do  que  a  por  em  execuíáo  as  proprias  leis 
em  beneficio  das  pcssoas,  seja  qual  fór  a  sua  nacionalidadc  ou  paiz  a  que  per- 
tengam.  Pode  o  legislador  contentar-se  bem  com  a  forma  externa  dos  actos 
jurídicos  passados  no  estrangeiro,  mas  se,  por  exemplo,  considerar  como  in- 
sufficicntc  no  seu  paiz,  para  certos  actos,  a  prova  testemunlial  ou  urna  certa 
prova  escripta,  nao  deve  tambem  contentar-se  com  ella,  quando  diga  respeito 
a  obngíigóes  contrahidas  no  estrangeiro,  porque  o  processo  dcvc  regerse 
por  IcÍB  invariaveis  índependentemente  da  qualidadc  de  pessoas  que  n'elle 
íiguram,  ou  do  logar  onde  se  contrahíu  a  obríga^áo.  O  processo  é  considera- 
do eni  todas  as  na0es  como  de  interesse  e  ordem  publica,  e  deve  scrsó  um, 
cbmo  única  é  a  verdade,  que,  por  elle,  se  pretende  demonstrar  (i). 

A  prova  da  lei  ou  do  direito  é  no  estrangeiro  uma  rigorosa  prova  de  facto, 
que  deve  ser  fornecída  por  quem  a  allega  em  seu  favor,  segundo  os  princi- 
pios gcr;ies  dé  direito  e  conforme  a  disposi^áo  do  artigo  2406  do  código 
civil  portuguez.  A  sua  forma,  porém,  pode  ser  a  dos  certificados  das  respec- 
tivas niictoridades  diplomáticas,  ou  de  dúos  jurisconsulto»  do  paiz  d'essas 
auctoridndes,  contendo  en  ambos  os  casos  todas  as  condi^ócs  de  authentici- 
dade.  l)  julgador  nao  pode  ser  obrigado  a  conhecer  a  leí  estrangeira,  mas, 
para  co[ivencer-se  da  sua  existencia  e  fazer  d'ella  a  conveniente  applicagáo 
reqiieri<la,  bastam  ccrtamente  estes  dous  meios  consagrados  já  pela  experien- 
cia de  varias  na§Óes. 

A  pruva  mixta  de  facto  e  direito  pode  ser  cm  certos  casos  fornecída  pelas 
scntcnfas  proferidas  pelos  tribunaes  estrangeiros  ñas  cond¡9óes  em  que  ellas 
se  pódem  tornar  executorias  no  paiz,  gerando,  por  tanto,  a  excep9áo  rei  ju- 
dicalac,  ou  servindo  apenas  de  elemento  de  aprecía§áo  juridica  como  prova 
resultante  de  documentos  na  parte  aproveitavel.  Este  assumpto  está  intima- 
mente Üi^ado  á  questáo  de  que  em  seguida  nos  vamos  occupar. 

VI 

Eis-nos  chegadós  a  um  dos  pontos  mais  palpitantes  e  de  maior  interesse 
do  direito  internacional  privado,  a  execugáo  das  senten^as  proferidas  nos  tri- 
bunaes estrangeiros, 

Deve  admittir-se  a  execu^áo  das  sentengas  estrangeíras?  Justifica-se  porven 


(i)     V.  Linrent,  Lt  Dieit  Civ.  Iitítni.,  Vol.  8.°, 
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tura  a  sua  dependencia  do  principio  de  reciprocidade  e  dos  tractados?  A  que 
coDdigóes  deve  sujeitar-se  a  cxecu^áo? 

Sao  outras  tantas  as  questóes,  que,  a  nosso  ver,  ciimpre  examinar  n' este 
assumpto. 


i.°— Nao  hesitamos  em  opinar  francamente  pela  execugáo  independen  tó- 
mente do  principio  da  reciprocidade  e  dos  tractados,  e  nem  podíamos  SL-iitir 
o  contrario,  tcodo-a  admittido  já  como  fundamento  da  excepjáo  rei  y,  /ira- 
lae,  OH  simplcsmente  como  meio  de  prova  ñas  ac0es  propostas.  A  exccui^ao 
das  senten^as  é  um  acto  que  a  soberanía  territorial  nao  deve  recusar,  iisii  ¡xi- 
gente  ei  luimanis  necessitalibiis,  em  condigóes  similhantes  ás  dos  demais  actos 
jtirídicos  e  ás  que  se  tornam  nccessarias  á  admissáo  da  ac^áo,  além  dris  que 
pódem  considerar  se  peculiares  a  esta  especie  de  documentos. 

Entres  os  dous  syt temas,  que  se  tém  levantado  sobre  este  assumpto, 
cxecu^áo  e  Ínexecu§áo,  pode  dizer-se  que  nem  a  theoria  nem  a  prntica 
admittem  mcio  termo  ou  discussáo  em  prejuizo  do  primeiro.  O  que  resta, 
pois,  discutir  e  determinar  sao  as  condi^óes  previas  e  particulares  a  que  a 
execugáo  se   deve  sujeitar,  como  única  reserva  racional  do  poder  territorial. 

Foi  esta  necessidade  que,  sem  duvida,  moveu  em  1874  o  ministro  do.s  ne- 
gocios estrangeiros  dos  l'aizes  Baixos,  Baráo  de  Gericke  d'HercoyDCn  n  ela- 
borar unía  memoria  sobre  o  assumpto  e  a  pedir  urna  conferencia  inteni.ieio' 
nal,  que  resolvésse  o  problema,  como  já  dezannos  antes  M.  Leliévrti,  \'\<-<\~ 
dente  do  tribiinal  de  Gand  encarregado  pela  Associa<¡áo  internacionai  pf-a  i¡s 
progressos  das  sdencias  sociaes,  tinha  proposto  que  os  differentes  goverm  is  se 
entendcssem  por  meio  de  tractados  para  este  fmi.  Foi  tambem  esta  necessi- 
dade que  levou  o  mesmo  assumpto  aos  congressos  de  Breme  de  1876,  d'An- 
vers  c  de  Lima  de  1877,  de  Paris  de  1878,  de  Miláo  de  1883  e  de  Lon.Iiep 
de  1887.  Ha,  pois,,  quasi  trinta  annos  que  esta  questáo  se  agita  no  seio  tic  so- 
ciedades sabias  entre  jurisconsultos  eminentes  do  Velho  e  do  Novo-Muruln. 
sem  encontrar  ainda  uma  solu^áo  inteiramente  satisfatoria;  e,  ventilada  pr'^svn- 
teraeute  ante  o  Congresso  de  Madrid,  só  nos  cumpre  fazer  votos  por  que  as 
suas  doutas  delibera^óes  recebam  em  todo  o  mundo  jurídico  o  acolhimento 
e  sancgáo  correspondentes  á  confianza  que  elle  nos  inspira. 

O  Congresso  de  Londres  de  1887  exprimiu  o  desejo  de  que  a  execui;áo 
das  senten9as  proferidas  nos  tribunaes  estrangeiros  fizessem  o  objecto  tle 
conven^ócs  entre  os  differentes  Estados,  e  que  estas  se  baseassem  nos  prin- 
cipios votados  pela  Associa(áo  para  a  reforma  e  codificáo  do  diretlo  das  ,^  <  i¡!¡-s. 
□a  sua  reuniáo  de  Miláo  de  1883.  As  bases  d'csta  conferencia  foram  n^  se- 
gTiintes:  l.^  a  sentcn9a  deve  ser  proferida  por  juiz  competente;  2.^  as  p. irles 
devem  ter  sido  devidamente  citadas;  3."  se  se  tracfar  de  uma  seoten^a  pro- 
foida  á  revelia,  a  parte,  contra  quem  ella  tiver  sido  dada,  deve  ter  tido  con- 
becimcnto  do  litigio  e  a  possibilidade  de  se  defender  d'elle;  4.^  a  sentení-i  nao 
deve  conter  nada  contrario  á  moralidade,  á  ordem  e  ao  dircito  publicu  do 
Estado,  onde  deve  ser  executada;  5.^  debe  ser  executoria  no  paiz  ondr  üvcr 
sido  proferida;  6.^  o  juiz  requerido  para  a  execugáo  nao  deve  exaiiiii.n  o 
fundo  da  questáo,  mas  certificar-se  táo  sómente  da  existencia  das  coiil  ■  oes 
Icgaes  supra  mencionadas;  7.^  a  senten^a  estrangeira,  que  satisfizer  a  oítiis 
coDdi^óes,  deve  produziros  mesmos  effeitosque  uma  sentenga  nacional,  qncr 
screqueira  a  sua  execu§áo  ouse  aprésente  como  cousa  julgada¡  8.^  as  for- 


ños  de  execu(áo  devetn  ser  regulados  pela  lei  do  paiz  onde  a 
execu^ao  se  pedir  (l). 

Como  se  encontram,  porém,  praticamente  consagrados  estes  priacipios? 
Vejamos. 


3. 0— Segundo  os  artigos  1087  e  seguintcs  do  código  do  processo  civil 
portugiifí,  as  sentengas  proferidas  por  txibunaes  estrangeiros  níío  pódem  ser 
«xeqiiiveis  no  reino  scín  estarem  revistas  e  confirmadas  por  algum  dos  tribu- 
-naes  de  segunda  instancia,  com  audiencia  das  partes  interessad^s  e  do  minis- 
terio publico,  salvo  quandooutra  cousa  estiver  estipulada  cm  iractados.  Pó- 
■dem  obstar  á  confirma^áo  da  senten^ a  qualqiier  dos  seguintes  factos:  1 ."  qua!- 
qncr  diivida  sobre  a  authenticidade  do  documento  ou  intelligencia  da  scn- 
ten^a;  iP  náo  ter  a  sentenga  passado  em  julgado,  dependendo,  por  tanto, 
de  recurso;  ^P  ser  a  sentenga  proferida  por  tribunal  incompetente;  4.*^  náo 
tercm  sido  as  partes  dcvidamente  citadas,  ou  náo  se  ter  legalmcntc  verificado 
a  sna  rcvelia,  cuando  deixarem  de  comparecer;  5.**  conter  a  sentenga  dcci- 
fióes  contrarias  aos  principios  de  direito  publico  portuguez,  ou  offensivas  dos 
piinc¡i.ios  de  ordeni  publica;  6.*^  sera  sentenga  proferida  contra  algum  subdi- 
to porLuguez  em  opposigáo  aos  principios  de  direito  civil  portuguez,  quando 
por  este  devesse  ser  resolvida  a  questáo.  N'este  processo  náo  é  admissivcl  pro 
dnc^üo  de  provas  sobre  o  fundo  da  questáo  julgada. 

O  direito  hespanhol  consignado  nos  artigos  951  e  seguintes  do  código  do 
processo  civil  regula  a  forga  executiva  das  senten^as  estrangeiías,  segundo  o 
que  se  achar  estabelecido  nos  tiactados;  se  náo  existem  tractados  especiaes, 
seguc-sc  o  principio  de  reciprocidad e,  cumprindo-se  ou  náo  as  senten^as  em 
i-lespanha  consoante  as  d'esta  na^áo  se  cumprem  ou  náo  ñas  outras  nagóes 
donde  procedem  as  senten^as.  Em  quaesquer  outros  casos  as  scnten^as  só 
pódein  executar  se  reunindo  as  circunstancias  seguintes:  i.^  que  scjam  pro- 
feridas em  consequencia  do  exercicio  de  urna  ac^áo  pessoal^  2.*''  que  náo 
tenhaní  sido  proferidas  á  revelia  das  partes;  3.^  que  a  obrigagáo,  cujo  cum- 
primento  se  pede,  seja  licita  em  Hespanha;  4.^  que  a  carta  cxecutoria  reúna 
os  requisitos  nccessarios  na  nagáo  em  qne  foi  passada  para  ser  considerada 
como  authentica,  e  mais  aqiielles  que  as  leis  espanholas  exigem  para  que  os 
documentos  tenham  fé  em  Hespanha, 

A  cxecugáo  das  sentengas  é  pedida,  em  regra,  petante  o  Supremo  Tribunal. 

Antes  de  passarnos  adeante  confrontemos  agora  as  disposi^óes  preceden- 
tes com  o  direito  de  mais  algumas  na^Óes  da  Europa. 

Se¡nindo  o  artigo  941  do  código  do  processo  civil  italiano,  a  execugáo  das 
scnteiii;aH  estrangeiras  é  pedida  a  um  tribunal  de  segunda  instancia,  ao  qual, 
indcpciidentemente  de  tractado  ou  do  principio  de  reciprocidadc,  cumprc 
verificar  tao  sómente:  i,°  se  a  sentenga  foi  ou  náo  proferida  pela  auctoridade 
judicial  competente;  2.°  se  as  partes  foram  regularmente  citadas;  3.0  se  fo- 
ram  oii  náo  legalmente  representadas  ou  legalmente  contutnazes;  4,"'  se  a 
senten^-a  contém  d¡sposÍ9Óes  contrarias  á  ordem  publica  ou  ao  direito  publi- 
co interno  do  reino. 

O  código  do  processo  civil  francez  dispÓe  no  artigo  546  que  as  senten;as 
proferidas  pelos  tribunaes  estrangeiros  só  seráo  susceptiveis  de  exccugáo  em 


(1)     V.  Cbulu  CoDiUnt,  Di  ftxlcKÚan  lUtJugtmtnti  iirangtn  áatit  !a  divtrt  pají!,  pag.  3  a  4, 
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Franga  do  modo  e  nos  casos  previstos  pelos  artigos  2123  e  2128  do  código 
Qvil.  No  primeiro  d'estes  artigos  estatué  a  leí  que  das  senten^as  proferidas 
em  paiz  estrangciro  só  resulta  hypotheca,  quando  essas  seoteo^as  foiem  de- 
claradas exccutorías  por  um  tribunal  francez,  sem  piejuizo  das  disposi^óes- 
contrarias  estabelecidas  cas  leís  políticas  ou  nos  tractados;  no  artigo  2128  es- 
tabelece-se  o  principio  de  que  os  contractos  celebrados  em  paiz  cstrangeiro, 
nao  pódem  crear  hypotheca  sobre  bens  situados  em  Franca,  salvas  as  dis- 
posi^óes  contrarias  contidas  ñas  Icis  políticas  ou  nos  tractados. 

D'aqui  resultou  urna  jurisprudencia  bastante  variavel  e  ñuctuante  por  muito- 
tempo  iiáo  só  quanto  á  concessáo  ou  recusa  do  exequátur,  mas  tambera  a 
respeito  do  exarae  necessario  para  esse  exequátur,  e  principalmente  sobre  o 
objccto  do  exame,  isto  é.  se  elle  devia  de  recahir  táo  sómente  sobre  a  forma 
da  seutenga  ou  se  tarabem  no  fundo  da  questáo.  N'esta  conformidade  a  seo- 
ten^a  estrangcira  SÓ  adquiría  a  maior  parte  das  vezas  a  for^a  de  um  docu- 
mento Eusccpúve!  de  aprecia^áo  pelos  tribunaes  francezes,  excepto  quandt> 
compichendia  sómente  estrangeiros  porque  entáo  tinha  a  for^a  de  cousa  jul- 
gada;  mas  a  jurisprudencia  mais  recente  tem-se  todavía  accentuado  de  har' 
monia  com  os  principios  do  moderno  direito,  limitando  o  exame  das  senten- 
9as  á  vcrifica^fio  d'um  conjuncto  de  condi^óes  relativas  á  competencia,  á  sua 
execu^áo  no  paiz  d'onde  emanara,  como  julgamento  definitivo,  á  revelia  das 
paites,  c.emliiii  a  saber  se  a  legislarlo  franceza  é  ou  nao  incompativel  com- 
a  applica^áo  ftita  n'cssas  senten^as  do  diieito  da  respectiva  na^áo  (l). 

Na  Bélgica,  a  lei  de  25  de  margo  de  187Ó,  artigo  10,  subordina  a  execugáo 
das  scntcn^as  estrangeiras  a  ura  novo  exame  tanto  sobre  o  fundo  da  questáo 
como  sobre  a  forma  do  debate.  A  este  principio  geral  abre  a  lei  apenas  urna 
excepgáo  para  o  caso  de  existir  entre  a  Bélgica  e  o  paiz,  onde  foi  proferida  a 
sentenga  uní  tractado  rie  rcciprocidade,  porque  entáo  o  exame  versa  táo  só- 
mente sobre  os  scgumtes  pontos:  i.*^  se  a  scnten^a  contém  ou  nao  alguma 
cousa  contraria  ao  direito  publico  e  principios  de  ordem  publica;  2.°  se  a  sen- 
tenga  tem  ou  nao  for^a  de  cousa  julgada,  segundo  a  lei  do  respectivo  paiz; 
l-°  se,  de  harmonia  com  esta  lei,  a  sentenga  reúne  as  condigóes  nccessarias  á 
suaauthenticidade;  4.°  se  foram  respeit  dos  os  direitos  de  defeza;  5.0  se  o 
tribunnl  que  a  proferiu  é  ou  nao  únicamente  o  competente  em  razáo  da  na- 
cionalidade  do  demandante  (2). 

Os  artjgos  Ó60  e  6ÓI  do  código  do  processo  civil  alie máo  admittem  a 
execug;lo  das  scntetigas  estrangeiras,  observando-se  em  sua  maior  latitude  o 
principio  de  rcciprocidade  e  os  tractados,  por  meio  de  urna  senten^a  de 
txequaíur  proferida  pelo  juiz  do  domicilio  judicial  do  devedor  ou.  na  falta  de 
domicilio,  por  aquetle  perante  o  qua!  este  possa  ser  citado,  segundo  os  prin- 
cipios da  competencia.  Só  pode  recusar-se  o  exequátur  em  qualquer  dos 
segülntcs  casos:  i.*^  quando  a  sentenga  nao  tiver  a  for9a  de  cousa  julgada 
nos  termos  da  lei  do  respectivo  paiz;  2.°  quando  a  execugao  versar  acerca  de 
um  aero  prohibido  pela  lei  allemá;  3.°  quando  a  auctoridade,  que  tiver  pro' 
feíido  a  sentenfa.  ífir  incompetente,  segundo  a  lei  alleraá;  4.0  quando  o  de- 
vedor fór  alleniáo  e  nao  tiver  sido  dtado  pessoalmente  no  paiz  onde  correu 
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M^    ^-  Chirln CoDitanl,  Di  ¡  txículÜH  <la jKgtmtnii,  p»g.  isal8;C»lT0,  DrrUIitítnt, Ihiv 
"t^'tfi'-^üqui,  §875  eieg.n*,  Dorand,  £M«ifa¿5í-e»í/iW(i'*.//'rt«í,  cbap.  1 11,  §335  e  leg.t"- 
'')    'tiidem,  pa^.  111  e  ii*. 
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O  processo,  nem  na  Allemanha  por  via  de  commissáo  rogatoria;  5.*^  quando 
nao  estiver  garantido  o  principio  de  reciprocidadc. 

Na  Inglaterra,  postoque  alli  nao  haja  texto  de  lei  cxpressa  sobre  este 
assumpto  e  a  jurisprudencia  seja  em  geral  extraordinariamente  compKcada, 
comtudo  a  execu9áo  das  senten9as  proferidas  em  paiz  estrangeiro  tem  attín- 
gido  a  máxima  simplicidade.  N'este  paiz  essencialmente  pratico  como  na- 
turalmente egoista,  o  credor,  que  pretende  a  execu9áo  de  uma  sentenga  con* 
tra  o  seu  devedor,  nao  tem  mais  que  apresentar  uma  copia  authentíca  da 
mesma  senten9a  devidamente  sellada  pelo  tribunal  que  a  expediu,  e  legali- 
zada a  assignatura  do  magistrado  pelo  ministro  ou  cónsul  inglez,  que  certifi- 
caráo  ao  mesmo  tempo  a  competencia  do  referido  magistrado. 

O  respeito  pelo  caso  julgado  vae  táo  longe  que  nao  admitte  a  menor 
emenda,  ainda  mesmo  que  contra  elle  se  invoque  uma  interpretando  errada 
da  legislagáo  ingleza,  porque  « o  tribunal  estrangeiro  deveria  ser  informado 
d'essa  legisla^áo,  e,  se  o  executado  a  nao  fez  conhecer  ao  respectivo  tribu- 
nal, que  impute  a  si  o  seu  desleixo,  e  nao  pode,  por  isso,  com  tal  fundamento 
oppór-se  á  execugáo  da  sentenga»  (i). 

Entretanto,  diz  Calvo,  a  jurisprudencia  ingleza  admitte,  como  regra  geral, 
sem  exame  previo,  as  sentengas  estrangeiras  considerando -as  definitivas  para 
serem  executadas,  salvas  as  restric9des  impostas  pelos  tribunaes  em  lrela9ao 
á  sua  competencia,  ás  exigencias  universaes  da  justi9a  internacional,  taes 
como  a  boa  fé  da  parte  dos  juizes  e  a  regiilarídade  das  cita9óes,  e  ás  consi  • 
dera^óes  da  moral  é  da  ordem  publica.  Quanto  a  considerar  as  sentengas 
estrangeiras  no  seu  fundo,  os  tribunaes  inglezes  estabelecem  uma  distinc^ áo 
entre  as  sentenjas  in  rem  e  as  sentengas  in  personam  ou  inter  partes^  e  appli- 
cam  principios  differenies  a  umas  e  outras.  Em  questao  de  competencia  os 
tribunaes  inglezes  nao  se  julgam  competentes  para  conhecercm  das  ac9Óes 
ínrem  tendentes  a  adquirir  a  posse  ou  propriedade  de  bens  movéis  ou  immo- 
veis  existentes  fóra  dos  limites  da  jurisdic9áo  territorial  ingleza.  Ainda  assim. 
nao  confundem  os  contractos  de  hypotheca,  de  sociedade  e  outros,  em  que 
os  immoveis  entram  de  uma  maneira  secundaria,  com  os  contractos  de  venda 
de  casas  ou  térras  no  estrangeiro,  nos  quaes  a  propriedade  immobiliaria  é  o 
seu  único  objectp  As  sentenjas  proferidas  em  ac9óes  pessoacs,  in  personcmt 
ou  Ínter  partes ,  tem  na  Inglaterra  a  mesma  auctoridade  que  as  sentengas 
nacionaes,  se  emanam  de  tribunaes  competentes  e  nao  offendem  os  princi- 
pios de  direito  internacional  ou  nao  implicam  injusti^a  manifesta. 

En  resumo,  pode  considerar-se,  como  regra  geral  estabelecida  em  Ing-Ia- 
terra,  que  as  senten§as  estrangeiras  tem  allí  a  for9a  de  definitivas;  todavía  o 
executado  pode  provar  que  o  tribunal  estrangeiro  era  incompetente,  que  nao 
teve  conhecimento  de  nenhuma  das  pegas  do  processo,  ou  que  a  sentenja 
foi  obtida  de  uma  maneira  fraudulenta  (2). 

Na  Suissa  estabelece  o  artigo  61  da  ConstituÍ9áo  federal  que  as  senten9as 
definitivas  de  um  Cantáo  sejam  executorias  em  toda  a  federa9áo.  A  execu9ao 
das  sentengas  dos  outros  paizes  depende  das  condÍ9óes  especiaes  dos  trac- 


(  i)  V.  Charles  Constant,  De  Pexécution  dis  jugemenU^  pag.  89  e  seg  tes  ^  Wcstlakc,  On  JPri- 
vaie  ínter n,  Z<iw,  §  311  e  seg.'" 

(2)  V.  Le  Oroit  Intern,  tkéorique  et  pratíque^  §  877,  Vol.  II,  pag.  370  e  371.  Campre  notar 
aqai  que  este  escríptor  é  deficientissimo  em  relagáo  ao  direito  portogaez.  Na  sai  edi^o  de  188S 
considera  ainda  este  direilo  no  estado  em  que  se  achava  ha  um  qaarto  de  secuto,  anteriormente 
ao  código  civil  portogucz  de  19  de  julho  de  1867  e  que  comcgou  a  vigorar  em  1868. 
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tados  e  da  Icgisla^áo  particular  de  cada  Caotáo;  mas,  em  geral,  o  cbaselho 
d'Estado,  que  é  quem  na  maior  parte  dos  Cantóes  concede  o  exequátur, 
attendcndo  inais  ou  menos  ao  principio  da  reciprocidade,  limita-se  ao  exame 
(la  forma  c  da  competencia,  sem  entrar  no  merecimcnto  da  qucstáo. 

Pódcm  considerar-se  perfeitas  excep^óes  a  esta  regra  as  disposi^óes  can- 
(onaes,  que  vamos  indicar.  Nos  termos  do  artigfo   258  do  código  civil  do 
Canteo  de  Uále  Cidade,  a  execu9áo  das  scnten9a3  concede-sc  por  via  execu- 
Üva,  mas,  no  caso  de  opposi^áo,  carece  ella  de  urna  acgáo  ordinaria  Pódem 
^rvit  de  fundamento  á  opposigáo  as  seguintcs  excep^óes:  incompetencia  do 
^'bunal;  náu  ter  a  senten^a  passado  em  julgado  ou  nao  se   achar  devida- 
"icnte  authenticadaj  excesso  na  execugáo   principal  meo  te,  quanto   ás   custas 
Pedidas;  todas  as  demais  fundadas  na  extinc^áo  total  ou  parcial  da  divida. 
.^Bundo  o  artigo  346  do  código  do  processo  civil  do  Cantáo  do  Teasino, 
.^P^nde  a  execujáo  das  sentenjas  de  um  decreto  de  aactorisa^áo  com  previa 
^'ta^^o  c  audiencia  das  partes  interessadas,  ás  quaes  todavia  nao  é  permittido 
discutir  o  mérito  da  questáo.  O  exequente  é,  porém,  obrigado  a  prestar  cau- 
fáo,  taiitü  uo  caso  de  haver  appelJa^áo,  como  quando,  sendo  estrangeiro  e 
nao  possuindo  bens  no  Cantáo,  pretenda  dar  á  execu^áo  um  titulo  sem  for^a 
de  cousa  julgada  No  Cantáo  de  Friburgo  a  jurisprudencia  tem   limitado  o 
exame  das  sentengas  á  sua  forma  sómente,  e  concede  o  exequátur,  sem  pre- 
juízo  de  opposigáo,  logoquc  ellas  se  possam  tornad cxe euforias  com  a  mesma 
for^.T  das  scntengas  do  paiz.  O  artigo  376  do  código  do  processo  civil  do 
Cantáo  de  Genebrapermitte  que  os  tribunacs  concedara  aexecufáo  das  sen- 
tencas,  ouvidas  ou  devidamente  citadas  as  partfs  e  o  ministerio  publico,  sem 
prejuizo  d:is  disposi^óes  dos  tractados.  Segundo  o  artigo  315  do  código  do  . 
processo  civil  do  Cantáo  de  Lucerna,  o  juiz  encarregado  de  conceder  o  exe- 
qiia/nf-  devc,  sobre  tudo,  atteoder  3  se  existe  ou  nao  o  principio  de  recipro- 
cidade coíi)  o  paiz  onde  íoÍ  proferida  a  scntcn^a,  conhecendo  na  hypothesc 
negativa  do  fundo  da  questáo.  Na  conformidade  do  artigo  867  do  código  do 
Cantáo  de  Ncuchatel  a  execugáo  das  sentengas   estrangeiras  depende  da 
existencia  de  tractados,  c,  no  caso  de  existirem,  o  tribunal  de  segunda  ins- 
tancia só  pude  recusar  o  cxrqua'ur  em  qualquer  das  seguintcs  circums  tan  cías: 
incotii  pctcucia  do  tribunal;  falta  de  representagáo  das  partes  ou  da  sua  revelia; 
opposii^.'io  das  sentengas  com  as  regras  do  direito  publico  ou  com    os   inte- 
rnases da  ordcm  publica.  Nos  Cantóes  de  S.  Gall  e  de  Schaffouse  executam-se 
"^  sentcnt;is  segundo  as  convcn^óes  ioternacionaes  e  o  principio  de  recipro- 
aaado,  vi-iificando-se  comtudo  previamente  se  ellas  tém  ou  nao  á  forga  de 
oElinitivas  c  se  emanam  de  auctoridades  competeutes.  No  Cantáo  da  Thur- 
govia  a  execuíáo  das  senten^as  pede  se  ao  tribunal  superior  nos  termos  do 
^ffo   2c)2  da  lei  de  i.°  de  maio  de  i86g,  e  este  tribunal  concede  ou  recusa 
o  «<-^^*,j//,í-  a  seu  arbitrio  {i). 


3-*-*' Passemos  agora  a  examinar  o  modo  como  se  executam  as  senten9as 

*'7?"S'cira3  segundo  a  principal  legisla^áo  sul-americana. 

r^o  Brasil  c  ainda  a  legisla9áo  do  régimen  imperial  que  regula  este  assump- 
.  Como  subsidiaria  da  legisla^áo  republicana.  Segundo  o  decreto  de  27  de 
J   no  de  1878,  que  regulou  a  disposigáo  do  artigo  652  da  le¡  dc4  de  agosto 
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de  1875,  aa  sentengas  estrangeiras  proferidas  em  materia  civil  e  commercia! 
sao  executadas,  daudo-se  as  seguintes  condi^des;  que  a  na^áo  ende  fotam  pro- 
feñdas  admitía  o  principio  da  reciprocídade;  que  se  achem  revestidas  das 
formalidades  intrínsecas  necessanas  á  sua  exccug^o,  segundo  a  Ici  do  respec- 
tivo Estado;  que  tenham  passado  em  julgado;  que  sejam  devidamente  legali- 
sadas  pelo  cónsul  brazileiro;  que  estejam  acompanbadas  da  sua  traduc;ao 
feita  por  interpretes  ajuramentados.  Nao  obstante  o  concurso  ci'estas  coadi- 
9Óes,  as  senten^as  só  podem  ser  executadas  nao  contendo  disposi^.óes  con- 
trarias á  soberanía  nacional,  como  se,  por  cxemplo,  distrahisscm  um  brazi- 
leiro da  jurísdic(;áo  dos  tribunaes  nacionaes;  ás  leis  rigorosamente  obrigato- 
rias  fundadas  em  motivos  de  ordem  publica,  tacs  como  as  prohibitivas  da 
successáo  das  corpora^óes  de  máo  morta;  ás  leis  que  rcgem  a  organisai^o 
da  propriedade  territorial;  ás  leis  da  moral,  taes  como  se  a  sentenga  admitte  a 
polygamia  ou  convences  reprovadas. 

Verificadas  todas  estas  condí^óes  pelo  j'uiz  a  quem  a  senten^a  fór  apresen- 
tada,  deve  este  porlhe  o  cumprase  Do  indefeiimento  cabe  o  recurso  de 
agravo  de  petigáo  ou  de  instrumento.  O  processo  da  execuf^áo  e  seus  inci- 
dentes é  regulado  pelas  leis,  usos  e  praticas  em  vigor  no  paiz,  e  admitte  por 
parte  do  exccutado  todas  as  excep^Óes  fundadas  na  falta  das  mencionadas 
condi^óes,  e  aínda  as  modificativas  da  obriga^áo  e  offensivas  do  caso  julga- 
do em  rela^áo  ás  círcumstancías  especiaes  do  executado  (i). 

Em  conformídade  dos  artigos  780  a  794  do  código  do  processo  civil  do 
México  as  senten^as  estraugeiras  só  pódem  ser  alli  executadas,  quando  exista 
o  principio  de  reciprocídade  entre  este  paiz  e  aquelle  d'onde  emanam  as 
mesmas  senteo^as,  concorendo,  aínda  assim,  as  seguintes  condicóes:  que 
tenham  sido  prufcrídas  em  ac^ócs  pessoaes;  que  nao  tenha  havido  revelia  das 
paites;  que  a  obriga^áo,  cujo  cumprimento  se  pede,  seja  lícita  na  Repiiblica; 
que  sejam  executorias  segundo  a  leí  do  seu  respectivo  paiz;  e  que  reunam 
as  condicóes  de  authcnticídade  estabetecidas  no  código  (2). 

No  Perú  estabelece  o  artigo  942  do  código  do  processo  civil.que  as  deci- 
sóes  estraugeiras  sejam  executadas  conforme  os  tractados  ou  o  uso.  que 
houver  entre  o  Perú  e  as  outras  na^óes;  mas,  segundo  o  uso,  quando  uraa 
sentenga  definitiva  seja  apreseatada  como  instnimento  publico  pode  servir 
para  a  prova  de  facto;  quando  se  pede  a  sua  execu<;áo,  depende  esta  das 
condifóes  estabelecidas  nos  tractados.  Em  caso  nenhum,  porém,  pode  a  scn- 
ten^a  offender  os  principios  do  direíto  publico  e  privado  do  pai^,  e  dar-se  á 
execu^áo  sem  o  exequátur  concedido  pelas  auctoridades  nacionaes  (3). 

Segundo  o  artigo  208  do  código  do  processo  civil  do  Chili,  as  senten^as 
estraugeiras  tém  allí  a  for^a,  que  os  tractados  estabeiccem,  e,  na  falta  de 
tractados,  rege  o  principio  de  reciprocídade.  Em  todo  o  caso,  as  senten^as 
só  pódem  ser  executadas  satisfazendo  as  seguintes  condicóes;  niío  sercm  ín- 
compativeis  com  o  direíto  publico  chileno,  nem  contrarias  á  moral  _e  aos 
bons  costumes;  aáo  se  acharem  em  conflicto  com  as  jurísdic0es  nacionaes; 
nao  screm  proferíilas  á  revelia  das  partes;  devem  ter  forga  de  cousa  julgada 
na  conformídade  das  leis  do  paiz  d'onde  ellas  emanam  (4). 


(i)  V.  Chtrleí  Conitult,  DtVtxKution  des ju^inaali,  pag.  ) 

(1)  Ibidem,  pag.  168. 

(3)  Ibidem,  ptg.  163  e  ttg.ut 

(4)  Ibtdcm,  pif.  131. 
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Na  República  do  Haíti  dispdc  o  artigo  470  do  código  do  processo  civil 
que  as  scntensas  proferidas  pelos  tribunaes  estiaogeiros  nao  sao  alli  execu- 
torias.  Todavía,  quando  existam  disposigóes  contrarias  á  este  priocipio,  qucr 
ñas  leis  políticas,  qucr  nos  tractados,  as  seotcu^as  só  pódem  ser  execubd^is 
depois  de  Icgalisadas  pelo  juiz  superior  da  Kepublíca,  e  de  revestidas  com  o 
ixt-qnaiur  concedido  pelo  presidente  do  tribunal  civil  da  circumscripqáo  onde 
fór  pedida  a  exccu^áo  (1). 

Podemos,  sem  duvida,  terminar  aquí  o  confronto  das  diflferentes  legisla 
5Óes  sobre  este  assumpto,  porque  do  exposto  se  deduz  fácilmente  urna  idé;\ 
dos  scus  diversos  systemas  e  das  vantagcns  ou  inconvenientes  que  uns  te- 
nham  sobre  os  outroa. 


N'esta  conformidade,  pode,  por  certo,  concluir-se  que  nenhutn  Estiido  le- 
cusa  abertamente  e  em  absoluto  a  execugáo  das  senten^as  proferidas  no  ts- 
Irangeiro,  aindaque  a  nSo  admitta  como  priocipio  em  lei  expressa,  poique  ou 
rtgulam  as  condi^ócs  espcciaes  dos  tractados  ou  o  principio  de  recipiucida- 
dc;  mas  algumas  legislagóes  ha  que,  admittindo  a  execu^áo,  v3o  todavía  táo 
longe  e  sao  tao  ciosas  da  sua  sobcrania  no  complexo  de  coadi^Óes  que  cxi- 
geni,  que  chcgam  a  converter  o  principio  n'uma  simples  5 c^á o  jurídica  sera 
lealidiide  pratica;  outras  ainda  escravisam-se  inteiramente  a  urna  jurispruden- 
cia casuística,  quasi  sempre  duvidosa  e  incerta,  ou  abandonam  aa  questóes 
aos  usos  e  ao  mero  arbitrio  dos  tribunaes  ou  dos  governos. 

É,  pois,  seosivel  a  necessidade  de  unificar  o  dircito  sobre  este  assuinpto, 
apagando  diíTerengas  que  de  nenhum  modo  se  justificariam,  quando  mesino 
as  rela^oes  internación aes    devéssem  assentar  na  desconfianza  reciproca. 

Em  ilireito  expresso  ncnhuma  legisla^áo  encontramos  mais  completa  e  li- 
beral do  que  a  cootida  no  código  do  processo  civil  portuguez;  em  jurispru- 
dencia ncnhuma  na^áo  se  approxima  da  Inglaterra,  onde  todavía  iiáo  s,\\o 
vulgares  as  liberalidades  nas  questóes  com  OS  estrangeiros.  Mas  convence- 
mos-nos de  que  nem  aquella  legisla^áo  nem  esta  jurisprudencia  se  poJcráo 
tomar  como  typo  isento  de  imperfeijoes  para  regular  esta  importantissima 
especie  de  interesses  internacionaes. 

Porque  appellar  para  os  tractados,  ou  invocar  o  prÍDcipío  de  reciprocidade 
positiva  ou  negativa,  quando  uma  disposí^áo  expressa  era  harmonía  com  as 
tendencias  cada  vez  maís  crcscentes  do  cosmopolitismo  humano  tcm  só  a 
vantagem  de  aproveítar  a  todos  sem  prejudicar  a  ninguem? 

Porque  cscrupulisar  tanto  a  respeito  das  condígóes  intrínsecas  das  senlcn- 
§as,  quando  alias  as  proprias  partes  devem  ser  os  primeiros  fiscaes  dus  scus 
direitos? 

Adinitte-se  fácilmente  que  uma  señten^a  estrangeira  se  nao  executc  ¡ude- 
pendentemente  de  revisáo,  porque  só  por  este  meio  pode  um  Estado  certí- 
Ccar-se  do  respeito  pela  integridade  da  sua  soberanía,  dos  direitos  dos  scus 
nacionaes  e  da  protec^áo  que  deve  aos   estrangeiros.  Comprehende  se  bem 


(1)     V.  Charle»  Conilwit,  Dt  rtxecutíen 
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que  ácima  de  todas  as  boas  relagóes  internacionaes  se  considerem  as  pro- 
prias  institui^óes  e  a  ordem  e  moralidade  publica,  que  Ihes  dáo  vida;  mas  a 
verifica^áo  d*estas  condi^óes  essencialissimas  nao  pode  nem  deve  implicar  a 
confirmagáo  da  sentenga  por  meio  do  conhecimento  profundo  do  litigio  e 
de  todas  as  excepfóes  que  o  executado  possa  invocar  em  seu  favor,  e  que 
todavna  nao  invoca.  A  revisáo  nao  pode  ser  urna  segunda  discussáo  da  causa, 
nem  deve  assentar  n'um  processo  contencioso,  que  importe  urna  nova  ac^áo, 
porque  alias,  seria  isso  o  mesmo  que  negar  a  execujáo  e  assumir  a  compe- 
tencia exclusiva  para  o  julgamento  de  obrigajóes  contrahidas  no  estrang^iro 
e  reguladas  pelo  direito  estrangeiro,  o  que  na  maioria  dos  casos  seria  diffici- 
limo,  se  nao  absolutamente  impraticavel;  nao  pode  nem  deve  razoavelmeate 
comprehender  o  conhecimento  de  excepjóes  em  favor  do  executado,  porque, 
limitando-se  a  revisáo  a  tornar  hábil  a  senten^a  como  base  de  execugáo, 
pode  muito  bem  o  mesmo  executado  oppór-se  á  execugáo  como  se  porven- 
tura  a  sentenja  fóra  dos  tribunaes  nacionaes  e  nao  estiangeiros.  N'esta  con- 
formidade  a  revisáo  pode  tender  simplesmente  ao  exequátur  sem  todavía 
preterir  os  meios  de  defeza  do  executado;  pode  ter  como  effeito  immediato 
o  cumpra-se  da  lei  brazileira  de  1875  e  decreto  de  1878  apposto  pelo  res- 
pectivo governo,  ou,  talvez  melhor,  pelo  magistrado  a  quem  a  execujáo 
pertencer,  segundo  a  lei  do  paiz  onde  a  mesma  execugáo  fór  pedida. 

É  certo  que  as  sentengas  devem  ser  proferidas  por  juizes  competentes, 
que  as  partes  devem  ter  sido  devidamente  citadas  para  se  defenderem  antes 
de  condemnadas,  c  que  os  julgamentos  devem  ser  definitivos,  tendo  forga 
de  execugáo  no  paiz  d'onde  emanam,  como  se  porventura  alli  tivessem  de 
ser  executadas. 

Estas  condijóes  sao,  por  assim  dizer,  de  jurisprudencia  universal;  e 
nenhuma  na^áo,  por  muito  simples  ou  mediocre  que  seja  a  sua  organisa^áo, 
as  omitte  ñas  suas  leis  do  processo;  mas,  por  isto  mesmo,  ninguem  mais 
competente  para  apreciar  convenientemente  o  scu  cumprimento  de  que  o 
proprio  tribunal  por  onde  corren  o  processo.  O  maior  escrúpulo,  n'este  caso, 
pode  bem  contentar-se  com  um  certificado  do  magistrado  respectivo  af&r- 
mando  como  aquellas  condi^óes  se  cumpriram  ponctualmente,  authentican- 
do-se  devidamente  esse  certificado  e  expedindo-se  juntamente  com  a  sen* 
ten^a,  como  parte  integrante  d'ella,  por  via  diplomática.  Pode  ainda,  como 
mais  seguranza,  conceder-se  ao  executado  ó  fundamentar  a  sua  opposi^ áo 
em  qualquer  falta  d'essas  condigóes,  provando  como  essa  falta  se  cometteu, 
por  um  meio  que  produza  a  forja  de  invalidar  o  certificado  do  respectivo 
magistrado. 

Em  resumo,  a  revisáo  da  sentenja,  feita  pelo  governo,  ou  pelo  magistrado 
ou  tribunal  a  quem  for  requerida  a  execujáo,  pode  bem  limitar-se  a  um  sim- 
ples exame  da  sua  authenticidade  e  do  certificado  que  deve  acompanhar  a 
mesma  sentenga;  o  juiz  ou  tribunal  da  execugáo  verifica  se  existe  ou  nao 
repugnancia  ou  contradicgáo  entre  o  direito  n'ella  applicado  e  os  príncrpios 
do  direito,  de  ordem  publica  ou  da  moral  do  seu  paiz,  concedendo  ou  nao 
o  exequátur^  por  meio  áo -^cumpra-se — ,  conforme  parecer,  com  recurso 
para  os  tribunaes  superiores  de  harmonia  com  as  leis  do  processo.  O 
exequátur  dá  assim  á  sentenga  a  mesma  forga  que  tém  as  sentengas  nacionaes, 
ás  quaes  o  executado  pode  oppór  os  embargos  que  tiver,  e  que  modifíquem 
ou  extingam  a  obrigagáo. 

D'esta  forma,  entendemos  que  se  poderao  resolver  pelos  principios  ex- 
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postos  as  hypotheses,  quv  no  estado  actual  do  direito  internacional  se  apre- 
sentain  como  insoluvcis,  sem  comproiTictter  todayia  os  direitos  inherentes  á 
soberanía  territorial,  nem  falsear  sob  futeis  pretextos  a  protcc§áo  que  recla- 
mam  as  rela^óes  internaciooacs  no  interesse  da  humanidadc  inteira.  Con- 
ciliam-se  assini  os  principios  do  Congresso  de  Miláo  de  1883  com  o  que  ha 
de  inais  adiantado  na  legisbgáo  c  jurisprudencia  internacional,  e  facilita-se 
aínda  o  processo  cstabelecido  nos  códigos  mais  liberaes,  sem  comtudo  des- 
piezar os  direitos  dos  credores,  nem  tambem  regatear  os  meíoa  de  defeza 
dos  devedores 


O  que  levamos  dito  parece  inteiramente  applicavel  ás  consequencias  civis 
das  sentengas  criminaes.  Nao  assim  com  rcspeito  á  sua  parte  penal,  que  obe- 
dece evidentemente  a  uma  outra  ordem  de  principios. 

Com  quanto,  em  rigor,  esta  segunda  parte  se  nao  possa  considerar  com- 
prehendida  no  assumpto  que  discutimos,  cumpre  todavía  demonstrar  porque 
se  exclue  das  solu^óes  que  temos  indicado, 

É  incontestavel  que  cada  Estado  tem  o  direito  de  perseguir  os  criminosos 
e  punir  os  crimes  cooiracttidos  dentro  dos  limites  do  seu  territorio,  seja 
qual  fór  a  origem  ou  nacicnalidade  dos  delinqucntes;  e,  por  uma  especie  de 
jurisdic^áo  qu  asi -territorial,  tem-se  applicado  este  direito  aos  crimes  com- 
mettidos  a  bordo  dos  navios  no  alto  mar,  ou  suri^os  em  portos  estrangeiros, 
tendu  logar  entre  gente  da  tripulagáo  sómente,  e  nao  perturbando  a  tranqui- 
lidade  do  porto;  appl¡ca-se  aínda  aos  crimes  pratícados  por  nacionaes  no 
estiangeiro,  quando  esses  nacionaes  sao  funccionarios  públicos,  ou,  quando 
o  nao  sejam,  se  os  crimes  affectam  a  seguranza  interior  ou  exterior  do  Es- 
tado, ou  se  compromettem  os  interesses  públicos;  mas,  n'este  ultimo  caso, 
é  sempre  necessario  que  os  delinquentes  nao  tenham  sido  jutgados  no  páiz 
onde  os  crimes  foram  commettídos. 

Sao  estes  os  principios  geraes  em  que  n'esta  parte  assentam  as  legisla9Óes 
penaes;  mas  algumas  ha  que  váo  mais  longc  prevenindo  diversas  hypothesis 
para  assegurarem  a  responsabiiidade  criminal,  mesmo  no  caso  de  screm  os 
crimes  praticados  no  estrangeiro  por  delinquentes  cstiangeiros,  comtanto  que 
sejam  encontrados  no  paiz  ou  se  possa  abtér  a  entrega  d'elles. 

Nenhum  Estado  se  presta,  porém,  a  ser  o  executor  da  justi9aestrangeira, 
quando  elle  nao  tenha  condemnado  o  criminoso,  porque  alias  encontraria 
n'csse  facto  a  reprova^áo  da  consciencia  universal.  Alera  de  outras  razóes,  a 
puni<;áo  nSo  se  justificaría  pela  necessidade  da  defeza  social,  ñera  pela  satis- 
fafáo  ao  sentimento  de  indigna^áo  contra  o  crime,  nem  a  pena  correspon- 
deria  á  repara^áo  da  sociedade  offendida,  produzindo  n'ella  um  dos  mais  im- 
portantes effeitos,  que  Ihe  attribuem  os  que  créem  na  emenda  por  meio  da 
intimida^áo,  A  execu^áo  da  sentenía  seria,  pois,  uma  das  maiores  violencias 
contra  a  propria  sociedade  que  a  permittisse,  e  táo  longe  nájo  pódem  ir,  de 
ccrto,  os  bons  officios  da  comitas gentium  nem  as  rela^Óes  de  uma  bem  en- 
tendida reciprocidade. 

Tem-se  inventado,  por  isso,  a  exíraáicfáo  dos  criminosos  tanto  para  o  seu 
julgameuto  como  pata  a  applica^áo  da  pena;  mas  as  vantagens  d'este  raeio 
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ji£o  estáo  ainda  bem   liquidadas  pcrante  as  razóes  que  adduzem  de  u 
d'outra  parte  os  aeus  apologistas  e  contradictores  (i) 

Quera  fundamentar  o  direito  de  punir  na  necessidade  de  defcza,  nenhuma 
preoccupa^áo  pode  ter,  nem  nenhuin  direito  páde  invocar  logoque  o  crimi- 
noso deixe  de  amea9ar  a  sociedade  pela  sua  propria  eliminagáo;  a  invasRO  de 
ctimiaosos  aó  pode  offercccr  cuidado  á  sociedade  que  ellcs  póem  cm  perico, 
e  esta  nao  só  tem  o  direito,  mas  o  devér  tambem  de  os  expulsar:  é  a  neces- 
'sidade  da  propria  conserva^ao. 

N'estas  condi^óes  a  restituÍ9áo  dos  criminosos,  postoque  desneccssaria 
para  quem  a  pe^a,  é  de  evidente  vantagem  para  qucm  a  opere,  e  nao  deve 
ser  recusada. 

QucQi  obedecer  a  urna  outra  ordem  de  ideas,  como  fundamento  do  direito 
de  punir,  pode  julgar  o  pedido  da  extradic^o  como  uma  neCcssidade  im- 
portantissima  para  satisfa^áo  de  fíns  sociaes  mais  elevados;  pode  suppól  a 
como  factor  poderoso  da  reduc^áo  da  criminatidade,  e  deduzir  a  extradicfáo 
do  principio  da  Justina  universal  c  da  solidariedade  humana  em  todos  os  pro- 
gressos  sociaes. 

Em  todo  o  caso,  a  extradic<;áo  fica  sendo  a  única  exigencia  que  racional- 
mente pode  fazer  um  Estado  a  respeito  dos  delinquentes  do  scu  paiz;  a  res- 
titui^áo  é  um  tacto  que  interessa  sempre  a  quem  a  opera,  e  pode  iiiteressar 
tambem  a  quem  a  exija;  é,  porisso,  um  devér  irrecusavel. 

Mas  o  cumprimento  d'este  devér  está  tambem  sujeito  a  una  ccrto  numefo 
de  condigóes  de  que  ncnhum  Estado  pode  moratmente  prescindir  para  nfio 
dcixar  sem  protecgáo  a  innocencia,  que  procura  refugio  no  scu  territorio, 
nem  expdr  ás  consequcncias  da  vindicta,  os  que  mais  tarde  tcnham  direito  á 
benemerencia  da  sua  patria  e  da  humanidade. 

Tem-se  excluido,  pois,  do  vinculo  da  extradicgao  nao  só  os  chamados 
criminosos  políticos,  mas  tambem  outros  nacionaes  em  determinadas  cir 
cumstancias,  sendo,  porém,  indispensavel  em  relagáo  aos  dcmais,  que  o 
Estado  se  certifique  da  existencia  do  crime  e  da  responsabilidade  attribuida 
ao  supposto  criminoso,  ou  da  senten^a  condemnatoria,  quando  a  tenha  jd 
ha  V  ido. 

A  prova  d'estes  factos  pódem  applicar-se  os  principios  estabelecidos 
para  a  prova  dos  documentos  c  das  senten^as  estrangeiras  em  materia  civel. 


i 


Vamos  agora  terminar  expondo  em  resumo  ñas  conclusóes  seguintes  as 
condi^ócs,  que,  a  nosso  ver,  se  tornam  indispensaveis  ou  se  pódem  reputar 
de  vantagem  para  a  solu^áó  do  problema  de  que  nos  temos  occupado. 


I.  As  sociedades  scientificas  e  os  governos  dcvem  fazer  convergir  todos 
os  esfor^os  para  a  unificafáo  do  Direito  Internacional,  independentemcnle  de 
4ractado8  e  do  principio  de  reciprocidade,  apagando  as  düTcren^as  existentes 


(i)     V.  C>1to.  Diñi  Inltm.  itíeñqm  tipratiquí,  VoL  II,  §  945  e  if{.>ci 
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entre  os  cidadáos  das  diversas  nagóes,  quaato  ao  gozo  e  excrcicio  dos  di- 
reitos  civis,  e  concedendolhes,  por  isso,  a  demanda  ou  ac^áo  judicial  c  os 
respectivos  raeios  preventivos,  como  condi^óes  necessarias  a  csse  exercicio. 
Eni  quanto  se  nao  coDscgtiir  este  desiderátum,  deve  n'cste  sentido  promo  ■ 
vcr-se  a  gencra¡isa9áo  dos  tractados.  As  differengas,  que  se  cacontram  nas 
legislagóes  dos  diversos  paizes,  nao  correspondem  a  eguaes  difTerengas  de 
iiecessidades  para  a  cónsecu^áo  do  fira  individual  e  social;  carecem,  por 
tanto,  de  legitimo  fundameato. 


z.  Aunifica^áo  do  direito  nao  implica,  porém,  necessaríamente  a  identi- 
ficagáo  dos  estatutos,  senáo  a  respeito  do  estatuto  real  e  dos  beas  movéis  de 
situagáo  permanente,  porque  estes  nao  estáo  sujeitos  a  mudanzas,  e  os  bens 
immobiliarios  fazem  parte  integrante  do  respectivo  territorio.  Quanto  aos  do- 
máis estatutos,  a  unifica^áo  pode  limitar-sc,  quando  mais  nao  seja,  aorecon- 
hecínicnto  do  direito,  que  acompanha  o  individuo,  quer  seja  o  da  nacional! - 
dade  ou  do  domicilio,  e  a  acceitar  as  .formas  extemas  dos  actos  jurídicos 
praticados  segundo  A.lex  loci.  Seria  de  incontcstavel  vantagem  a  determina- 
^áo  da  maioridade,  a  do  estado  c  capacidade  das  pessoas,  bem  como  a  dos 
effcitos  de  mudanga  de  nacionalidade  ou  de  domicilio,  de  harmonía  com  as 
conclusóes  votadas  no  congresso  jurídico  de  Lisboa  de  1889. 


3.  Admjttida  a  demanda  ou  ac^áo  judicial,  como  uma  das  mafs  importan- 
tes condi^ocs  para  o  exercicio  dos  direitos  e  cumprimento  das  obrigajóes, 
devem  considerar-se  essas  obrigajóes,  consoante  procedem  ex  lege,  ou  de 
convengáo  ou  contracto;  as  primeiras,  como  sao  todas  as  que  respeitam  á 
capacidade  c  estado  das  pessoas,  só  pódcm  exigÍT>se  de  conformidade  com 
a  leí  de  onde  emanam  em  tudo  quanto  ellas  possam  harmonisar-se  tambeni 
com  a  ordcm  publica  do  paiz  onde  se  exigem;  as  segundas  só  pódera  ser 
apreciadas  pela  chamada //'.r  loci contractus,  quanto  aovaldr  legal  da  sua  forma 
e  aos  effeitos  resultantes  de  suas  estipula^óes,  o  que  todavía  nem  envolve  a 
capacidade  propria  dos  contractantes  nem  os  casos  em  queda  sua  applicagáo 
resulte  violagáo  farmal  das  leis  do  paiz  em  que  o  contracto  deve  receber  a 
£ua  execugáo. 


4.  As  diligencias  necessarias  ao  cumprimento  das  obríga^óes  compiehen- 
deni  todos  os  actos  e  termos  judiciaes  do  processo  até  á  senten^a  que  de- 
termine o  direito  efixe  a  obrigajáo.  O  processo  deve  regu!ar-se  segundo  o 
principio  ¡ocus  regit  aclíim.  No  numero  das  diligencias  devem  considerar  se  as 
commissócs  rogatorias  dirigidas ásauctoridades  estrangeiras,  e  as  commissóes 
consulares  em  uso  na  jurisprudencia  ingleza  para  todos  os  actos  de  instruc^áo 
do  processo. 


5.  A  prova  de  factos,  quer  consista  em  documentos  ou  depoimentos,  quer 
cm  exames  ou  vistorías,  estátambem  subordinada  ao  principio /(irt«r<gí/flf- 
lum,  mas  só  deve  ser  admittida  nos  termos  e  condigóes  em  que  o  é  pela  lei 
do  logar  do  processo;  a  prova  da  lei  estrangeira  deve  fazer-se  como  a  prova 
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de  fncto,  admittindo-se,  porém,  certificados  das  respectivas  auctoridades  di- 
ploniaticad,  ou  de  dois  jurisconsultos  do  paiz  dVssas  auctoridades,  contendo 
em  ambos  os  casos  todas  as  coadi^des  de  authenticídade;  a  prova  mixta  de 
facti)  c  de  direito  pode  ser  em  certos  casos  fbrnecida  pelas  senten^as  profe- 
ridas pelos  tribunaes  estrangeiros  sobre  o  assumpto  da  questao  ou  de  qual- 
qucrcirciinnstaDcia,  que  a  modifique,  achando-se,  porém,  Das  condi0cs  em 
que  ellas  se  pódem  tornar  executorías  no  paiz,  e  gerando  assim  a  excep^áo 
rei  judicarae,  oü  servindo  de  elemento  de  apreciagáo  juridica,  como  prova 
resultante  de  documentos  na  parte  applicave). 


6.  A  exccu^áo  das  senten^as  estrangeiras  devc  ser  admittida  em  absoluto 
c  independentemente  de  tractados  ou  do  principio  da  reciprocidadc,  A  sua 
revisáo  nao  pode  abranger  o  fundo  da  questáo,  nem  tornar-sc  materia  con- 
tenciosa, limitando-se  sómente  ao  exame  das  condi^es  certificadas  pela  auc- 
toridadc  ou  tribunal  que  expediu  a  senten^a,  quanto  á  sua  for^a  ejecutiva,  e 
a  saber  se  a  sua  decisáo  se  oppóe  ou^áo  aos  principios  de  direito,  da  moral 
c  da  orclcm  publica  do  paiz  onde  a  execu^áo  se  pedir.  As  scnten^as  devem 
ser  expedidas  e  reccbidas  porvia  diplomática  sem  a  menor  duvida  sobre  a 
sua  autlienticidade.  Ao  executado  deve  permittlr-se  todos  os  meiosde  oppo- 
s¡§áo,  que  elle  pode  offerecerás  sentengas  nacionacs  em  tudo  que  se  harmo- 
nise  com  alei  do  paiz  da  execugáo. 

Estes  principios  sao  applicaveis  ás  consequencias  civis  das  senteo^as  cri- 
minaes  estrangeiras.  A  execufáo  d'estas  senten^as  nao  pode  ir  além  da  ex- 
tradicgáo  dos  criminosos  e  esta  só  deve  verificarse  com  exclusáo  dos  crimi- 
nosos políticos  e  dos  nacionaes  em  determinadas  circumstancias,  feita  a  pro- 
va  do  facto  criminoso  e  da  responsabilidadc  criminal  nos  termos  em  que 
ella  pode  produzÍr-se  e  acceítar-se  por  mcio  de  documentos  e  de  senten^as. 


MEMORIA 


SR.  D.  PRISCILIANO  MARÍA  DÍAZ  GONZÁLEZ 


fLa  obicnidad  del  mal  j  U  maaconiaaidmd  de 
intereseí  llera  á  loi  pncbloi,  ano  por  el  camino 
de  (B  propia  conveniencia  y  egofimo,  i  cooiide' 
rane,  cnaleí  iod  en  realidad,  tocios  j  coUbora- 
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V.  Ahtohio  di  Miha  v  Zoiiill*  (i). 

Mi  honroso  nombramiento  para  representar  en  este  Congreso  á  la  Aca- 
demia Mexicana  de  Jurisprudencia  y  Legislación,  Correspondiente  de  la  Real 
de  Madrid,  fué  recibido  y  aceptado  por  roí  en  vísperas  del  viaje  que  debía 
emprender  para  llegar  oportunamente  á  esta  corte.  El  deseo  de  que  mi  her- 
mosa y  querida  Patria  fuera  representada  de  algún  modo;  el  de  ser  yo  una 
vez  más  el  modesto  pero  activo  elemento  de  que  se  estrecharan  con  nuevos 
vínculos  las  relaciones  científicas  entre  España  y  México,  é  imperiosos  debe- 
res de  gratitud  para  la  Real  Academia  de  Madrid,  me  obligaron  á  aceptar  la 
delegación,  no  sólo  de  la  Academia  Mexicana,  sino  la  del  Colegio  de  Abo- 
gados del  Estado  de  Puebla,  aun  á  riesgo  de  no  tener  tiempo  para  presentar 
un  trabajo,  si  no  digno  de  este  Congreso,  al  menos  suiíciente  para  demostrar 
mi  empeño  en  el  estudio,  siquiera  fuera  de  uno  solo  de  los  temas  designados 
en  el  Reglamento.  He  vacilado  mucho  sobre  mi  omisión  en  presentar  algún 
trabajo,  para  el  que  no  he  tenido  tiempo,  y  resuelto  ya  á  verificarlo,  por  con- 
sideraciones hasta  de  patriotismo,  se  me  ha  ofrecido  la  dificultad  de  la  elec- 
ción del  tema  á  que  debía  dar  la  preferencia.  Se  la  he  dado  por  fin  al  de  los 
«Medios  para  dar  eficacia  á  las  resoluciones  de  los  Tribunales,  así  en  lo  civil 
como  en  lo  criminal, »  por  ser  uno  de  los  temas  más  prácticos  y  cOmo  la  sín- 
tesis del  derecho  internacional  que  pueda  adoptarse  por  el  Congreso. 
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SECCIÓN  PRIMERA 

I  ' 
Preliminares. 


1,0  Á  mi  juicio,  la  resolución  de  todos  ó  casi  todos  los  temas  propuestos 
depende  de  los  principios  radicales  que  se  adoptan;  en  la  anarquía  de  los 
sistemas  hasta  aquí  enseñados  por  los  sabios  consiste  el  escollo  parn  la  prác- 
tica bienhechora  de  las  cuestiones  cuya  resolución  se  desea.  Concretándome 
al  tema  sobre  las  sentencias  de  los  Tribunales,  advierto  desde  luego  que  el 
primer  obstáculo  consiste  en  la  falta  de  uniformidad  en  la  adopción  de  al- 
guno de  los  sistemas  para  resolver  los  conflictos  entre  las  diversas  legisla- 
ciones. 

2.°  Hay,  entre  los  más  conocidos:  primero,  el  de  los  estatutos  puro  ó 
mixto;  segundo,  el  de  la  ley  nacional,  enseñado  por  Fiore,  enérgica  y  empe 
ñosamente  sostenido  por  Mancini  y  establecido  en  el  Código  italiano;  tercero, 
el  de  la  ley  del  domicilio,  aceptado  en  las  naciones  sud-americanas,  según 
las  resoluciones  del  Congreso  de  Montevideo,  y  cuarto,  el  del  criterio  de  la 
voluntad,  proclamado  por  el  publicista   argentino  D.  Lisandro  Segovia{i). 

3.0  Es  necesario  discutir  y  aceptar  uno  de  esos  sistemas  como  base  del 
Derecho  internacional  privado,  á  fm  de  que  sea  el  primero  y  más  urgente 
medio  para  dar  eficacia  á  las  resoluciones  judiciales. 

4.*^  Si  en  un  país  se  adopta  como  principio  dirigente  para  la  capacidad 
de  las  personas  la  ley  del  domicilio,  y  en  ella  se  funda  la  sentencia  para  de- 
clarar válido  un  contrato  que  serla  nulo  en  el  país  en  donde  va  á  ejecutarse 
la  sentencia,  porque  allí  rige  el  principio  de  la  ley  nacional,  contrario  al  del 
domicilio,  la  sentencia  no  podría  ejecutarse  como  opuesta  al  derecho  Ínter 
nacional,  allí  profesado  y  establecido  en  el  Código  civil. 

5.°  Si  respecto  del  matrimonio,  de  las  sucesiones  hereditarias  y  de  las 
quiebras  no  se  adoptan  principios  generales  uniformes,  la  anarquía  de  los 
principios  de  Derecho  internacional  será,  lo  mismo  qué  en  los  contratos,  el 
principal  y  más  lamentable  escollo  para  la  ejecución  de  las  resoluciones  judi- 
ciales. 

6P  Mi  deseo  es,  por  esto,  que  el  Congreso  acuerde  los  principios  diri- 
gentes del  Derecho  internacional  privado  que  sirvan  de  norma  para  resolver 
los  conflictos  de  legislación,  si,  como  lo  creo,  esos  conflictos  son  obstáculo 
insuperable  en  muchos  casos  para  la  eficacia  de  las  resoluciones  judiciales 
extranjeras. 

y.^  Este  deseo  obedece  al  conocimiento  que  tengo  de  los  conflictos  de 
legislación  en  los  diversos  Estados  libres  y  soberanos  de  la  República  Mexi- 
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cana.  Cada  Elstado  tiene  su  Código  civil  especial;  y  si  respecto  de  los  princi- 
pios del  Derecho  internacional  adoptaron  casi  por  uranimidad  la  teoría  de  los 
estatutos,  cuyas  fatales  consecuencias  se  hacen  sentir  día  á  día,  hoy  se  van 
haciendo  más  complicados  los  conflictos  Icgdslativo?,  cuando  en  la  reforma 
de  los  Códigos  han  comenzado  á  prohijarse  nuevos  sistemas.  En  el  Estado 
lie  Jalisco,  por  ejemplo,  se  ha  aceptado  el  principio  de  la  ley  nacional,  míen- 
Iras  en  los  demás  Estados  rige  el  sistema  de  los  estatutos;  en  algunos,  como 
el  Distrito  Federal  y  Estados  de  Jalisco  y  Puebla,  se  ha  de'.larado  la  libre 
testamentificación,  y  en  otros  está  vigente  la  ley  sobre  la  herencia  forzosa. 
Los  conflictos  no  podrán  resolverse  satisfactoriamente,  con  especialidad  al 
tratarse  de  ejecución  de  sentencias,  mientras  no  se  adopte  un  principio  uni- 
forme como  el  de  la  ley  de  vecindad  (i),  que,  supliendo  al  de  la  ley  nacio- 
nal, facilita  el  pleno  goce  de  los  derechos  civiles  y  evita  las  complicaciones 
para  la  administración  de  justicia, 

8.^  En  consecuencia  de  lo  expuesto,  me  tomo  la  libertad  de  proponer 
como  primer  medio  que  facilite  la  ejecución  de  las  sentencias,  la  adopción 
uniforme  de!  sistema  ó  principios  generales  del  Derecho  internacional  privado 
para  resolver  los  conflictos  de  legislación. 

g.°  ¡Se  opina  por  la  teoría  de  la  ley  nacional,  por  ejemplo,  como  la  más 
humanitaria  y  conforme  á  los  sentimientos  patrióticos?  Dígase  de  una  vez  y 
consignense  las  excepciones  indispensables. 

10.  ¿Se  prefiere  c!  sistema  sudamericano  de  la  ley  del  domicilio,  que 
evita  el  estudio  concienzudo  de  la  diversa  legislación  de  las  naciones  herma- 
□as  y  aleja  el  temor  de  que  la  inmigración  extranjera  amenace  la  indepen- 
dencia, ó  de  que  predomine  en  la  patria  la  legislación  extranjera  en  las  rela- 
ciones jurídicas?  Discútase  esa  ley  y  establézcanse  reglas  que  determinen  el 
domicilio. 

11.  Lo  que  Importa  es  la  uniformidad  en  los  principios  para  que  su  dis 
crcpancia  no  sea  un  obstáculo  á  la  ejecución  de  las  sentencias.  Yo  me  reser- 
vo el  derecho  de  sostener,  ó  de  votar  en  su  oportunidad,  el  sistema  de  la 
ley  nacional,  tanto  más  arraigado  en  mi  corazón  cuanto  más  distante  estoy 
de  la  tierra  en  que  descansan  las  cenizas  de  mis  padres  y  residen  mi  familia 
y  amigos,  de  cuyos  amores  toma  origen  el  cariño  inefable  de  la  Patria. 

12.  Otro  de  los  principios  fundamentales  que  debieran  realizarse  sin  res- 
tricciones, sería  el  de  la  igualdad  de  derechos  civiles  entre  nacionales  y  ex- 
tranjeros; la  desiguald.id  trae  consigo  la  funesta  teoría  de  la  reciprocidad,  y 
con  ella  la  de  la  retorsión  Ó  represalia.  Me  parece  que  se  ha  adelantado  mu- 
cho en  esa  unidarl  y  que  poco  falta  para  la  plena  conquista  del  principio, 
Mé.vico  tiene  la  gloria  de  haberlo  proclamado  desde  1857  en  el  art  33  de  su 
Constitución  federal;  le  han  seguido  EspaSa  é  Italia  y  sus  hermanas  de  Amé- 
rica, como  las  Repúblicas  de  Chile  (2),  la  Oriental  del  Uruguay  (3)  y  Guate- 
mala (4},  y  constituye  imo  de  los  principios  fundamentales  del  Derecho  inter- 
nacional de  las  naciones  sud-ameri canas  (5).  Con  todo,  ese  principio  no  es 

(O    Et  primero  que  ha  praclamado  eie  prÍDcipio  e>  el  inteligente  jovta  D.  A.  Alqaadro  Va- 
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(3)  Art-  23,  ídem, 

(4)  Art.  $1,  Ídem. 
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absoluto  eo  el  arl,  26  del  Código  civil  de  Portugal;  el  art.  27  del  Código  civil 
de  España  sujeta  la  limitación  del  principio  á  los  tratados  internacionales,  y 
el  Código  de  la  República  Argentina,  si  bien  en  su  art.  ó. °  concede  á  los 
extranjeros  los  mismos  derechos  que  á  los  nacionales,  es  mediante  el  sacrifi- 
cio de  su  ley-  nacional,  Hé  aquí  por  qué  deseo  la  unánime  adopción  del  prin- 
cipio de  igualdad  franca  y  sin  restricciones,  si  se  quiere  la  mayor  eficacia 
posible  en  las  resoluciones  judiciales  extranjeras. 

13.  Previas  esas  premisas  tan  importantes,  réstame  sólo  proponer  los  re- 
quisitos más  sencillos,  aunque  indispensables,  para  la  ejecución  de  las  Scd- 
tencias. 


Requisitos  para  la  ejecación. 

I.o  ^Competencia  del  'Tribunal  aquo,  ó  requirente;  porque  si  no  tuviera  la 
jurisdrcción  legal,  su  resolución  ó  sentencia  no  merecerla  este  nombre,  en 
términos  Jurídicos,  y  debería  negarse  la  ejecución  con  pleno  derecho. 

2,°  La  competencia  del  Tribujial  <id  quem,  ó  requerido. — Este  requisito,  i 
primera  vista  inútil,  tiene  grave  importancia  en  la  práctica.  Si  el  exhorto  se 
dirige  á  determinado  Juez  de  Estado  de  una  Federación,  como  la  de  Mé."dco, 
ó  de  una  Provincia  de  España,  por  ejemplo,  y  el  competente  para  la  ejecu- 
ción era  el  JuCz  de  otro  Estado  ó  Provincia,  es  indudable  que  el  exhorto  no 
sería  diligenciado  por  el  Juez  requerido;  lo  mismo  sucedería  si  el  exhorto  M 
dirigiera  á  Tribunal  de  orden  diverso,  como  en  México  lo  son  los  Tribunales 
de  la  Federación  respecto  de  los  Tribunales  de  los  Estado.';;  son  estos  para 
aquéllos  punto  menos  que  extranjeros,  y  no  podría  diligenciarse  el  exhorto, 
ni  aun  remitirlo  de  un  Tribunal  á  otro,  á  causa  de  su  consignación  vídosa. 
Serla  por  esto  necesario  conocer  fl /WT-í  la  competencia  en  general  de  1«; 
Tribunales  de  un  Estado  ó  Provincia,  para  dirigirlo,  no  á  Jviez  ó  Tribunal  de-' 
terminado,  sino,  en  general,  al  Juez  del  Estado  ó  Provincia  nacionales  que  sea 
de  derecho  comp;tente. 

3.°  La  autenticidad  del  exhorto. — Pueden  simplificarse  los  medios  de 
prueba  de  esa  autenticidad,  reduciéndolos  á  la  legalización  de  la  firma  dd 
funcionario  ó  funcionarios  que  dirijan  el  exhorto,  hecha  por  el  Ministro  ó  Oto^i 
sul  de  la  nación  en  donde  ha  de  diligenciarse,  y  á  la  legalización  de  la  finai 
de  estos  funcionarios  por  el  Subsecretario  del  Ministerio  de  Relaciones.  Puede 
suceder  que  no  haya  ni  aquel  Ministro  ni  aquel  Cónsul,  y  entonces  será  sufi- 
ciente que  haga  la  legalización  el  Ministro  ó  Cónsul  de  una  nación  que  tenga 
Tratados  de  amistad  con  el  pais  en  donde  va  á  pedirse  la  ejecución,  y  que 
la  firma  de  aquel  Ministro  ó  Cónsul  se  legalice  por  !a  de  otro  Ministro  ó  Cón- 
sul de  la  misma  nación,  residente  en  el  propio  pais  de  la  ejecución,  legali- 
zando la  firma  respectiva  el  Subsecretario  del  Ministerio  de  Relaciones.  Creo 
que  éste  es  el  límite  hasta  donde  pueden  restringirse  los  trámites  de  la  lega- 
lización, si  se  quiere  la  mayor  facilidad  para  la  eficacia  de  las  resoluciones 
judiciales.  Aumentar  los  trámites  seria  aglomerar  dificultades,  y  restringirlos 
comprometer  la  autenticidad  de  los  exhortes. 


^ 
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4°     Que  la  sentencia  cause  ejecufoHa,  segiin  tas  leyes  del  país  de  donde  pro- 
ceda.—^'&\r  requisito  se  ha  exigido  en  el  Derecho  internacional  sud-ameñca- 
no  (i),  implícitamente  en  el  art,  953  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  vigen- 
te en  España,  y  en  el  art.  785.  fracción  IV  del  Código  de  Procedimientos  del 
Distrito  Federal  de  la  República  Mexicana,  que  para  este  efecto  es  ley  fede- 
m!  obligatoria  en  toda  la  República,  según  la  ley  de  Extranjería  de  28  de 
Majfo  de  18S6,  en  su  art.  32,  circunstancia  que  quita  las  (iiQcultades  que  pu- 
dieran presentar  las  leyes  de  los  Estados,  pues  para  las  relaciones  internacio- 
nales sólo  existe  la  nación,  y  desaparecen  y  deben  desaparecer  los  Estados 
como  entidades  legisladoras.  Bajo  esta  teoría  existe  la  Federación  mexicana. 
Ahora  bien:  ;será  justo  el   requisito  exigido?  jNo  es  una  nimiedad    injuriosa 
para  los  Jueces  ó  Tribunales  lequirentes?  Yo   entiendo  que  si  la  ejecutoria 
procede  de  un  Tribunal  superior,  basta  que  se  certifique  que  la  sentencia  can- 
sa ejcciitoiia,  ci'ncido  el  artículo  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  en  que  se  funde 
este  hecho,  ó  que  si  procede  de  un  Juez  ó  Tribunal  inferior,  certifique  el  su- 
perior inmediíUu  que  la  sentencia  es  ejecutoria.  En  esto  no  se  hace  injuria  al 
juez  inferior,  clivos  actos  están  sujetos  á  revisión,  ni  se  hace  injuria  al  Tribu- 
nal superior,  cuando  todos  los  Códigos  de  procedimientos  en  materia  civil 
erigen  el  requisito  de  que  los  exhortes  contengan  las  inserciones  necesarias, 
y  una  de  ellas  es,  sin   duda,  la  de  la  resolución  fundada  en    ley,  de  que  el 
punto  caus.T  verdaderamente  ejecutoria.  En  esta  materia  es  necesario  obser* 
var  que  los  CóiHgos  citados  exigen  que  la  ejecutoria  haya  sido  dictada  por 
el  ejercicio  de  una  acción  personal,  y  en  consecuencia,  que  no  son  de  ejecu- 
tarse las  sentencias  que  hayan  sido  producto  del  ejercicio  de  una  acción  real. 
ó  mixta.  La  limitación  es  efecto  de  la  teoría  de  los  estatutos,  que  respeta  la 
legislación  relativa  á  bienes  raíces.   Hé  aquí  la   necesidad  de  fijar  un  criterio 
más  amplio  y  liberal  para  la  ejecución  de  las  sentencias,  si,    como  lo  creo, 
hay  que  olvidar  la  teoría  de  los  estatutos,  fanáticamente  celosa  por  la  defensa 
de  la  sobernnia  nacional,  que  nada  sufre  por  cierto  en  la  mayoría  de  los  ca- 
como  en  los  de  la   aplicación  de  la  ley  nacional  para  la  capacidad  de 
hiir.  ó  de  ser  heredero,  ni  en  los  de  hipotecas  futuras,  si  ellas  han  de  coos- 
lirse  conforme  á  la  ley  nacional;   ó  bien  de  hipotecas  constituidas   en  el 
tmo  país  en  donde  va  á  ejecutarse  la  sentencia  fundada  en  el  ejercicio  de 
'respectiva  acción  hipotecaria.  No  creo  que  se  lastime  la  soberanía  de  un 
estos  casos,  porque  todo  se  hace  conforme  á  sus  leyes. 
le  la  üi'ligación  para  cuyo  cumplimiento  se  ka  procedido,  sea  licita  en 
País  en  donde  la  senfeticia  va  a  ejecutarse. — Este  requisito  es  justísimo,  por- 
qne  como  dice  D.  Emilio  Bravo  {2),  en  la  idea  de  la  patria  entra  sin  duda  su 
l^islación,  que  constituye  su  vida  íntima;  y  cuando  un  país  rechaza  una  ley 
mala  y  perjudicial,  no  viene  obligado  a  aplicarla  á  los  extranjeros,  que 
;  mirar  como  prójimos.  En  este  punto  hay  ejemplos  que  pueden  citarse 
realzar  más  la  justicia  del  requisito  en  que  me  vengo  ocupando.  En  Mé- 
(3)  es  libre  el  mutuo  usurario,  como  lo  es  en  España  (4),  en  Portugal  (5), 
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Guatemala  (i),  el  UrugTiay  (2}  y  en  la  República  Argentina  (3);  y  si  bien  b 
la  jurisprudencia  se  va  limitando,  al  menos  en  México,  á  la  tasa  lacional  déla 
lesión  enorme,  puede  tratarse  de  una  sentencia  que  cundeue  al  pago  del  ca- 
pital é  iatereses  convenidos  y  que  deba  ejecutarse  cu  la  Kcpüblica  de  Chile, 
en  donde  tiene  tasa  el  interés  convenido,  por  el  art,  2  21.  ó  del  Código  civil; 
y,  á  mi  juicio,  baria  bien  el  Juez  en  no  cumplimentar  en  sus  Eémiinos catefó-. 
ricos  la  sentencia  que  condenara  á  mayores  intereses  que  los  permitidos  en 
el  Código.  Si  cu  Chile  no  es  lícito  el  interés  usurario  smo  hasta  cieitos  limi- 
tes, no  debe  infringirse  esa  regla  en  perjuicio  de  sus  nacionales,  lastimados pot 
una  sentencia  extranjera,  ni  en  perjuicio  de  los  extraiiJLTos,  á  quienes  es  justo 
considerar  como  prójimos  y  no  hacer  en  su  coutra  lo  que  110  se  haría  tratán- 
dose de  nacionales.  Me  ocurre  otro  ejemplo  que  sólo  tiene  solución  por  el 
IJerccho  internacional  privado.  En  la  República  Arírciitiiia  se  exige  para  b 
validez  de  los  instrumentos  públicos  que  estén  firmados  por  todos  los  que 
aparezcan  como  parte;  y  aunque  el  art.  988  del  Códisjn  civil,  que  talprecqy- 
to  contiene,  es  absoluto,  se  modifica  en  el  art.  1.OO4.  según  e!  que,  debcfiF 
mar  por  el  que  no  sepa  hacerlo,  otro  á  su  ruego.  Pues  bien:  en  México  bastt 
la  fe  del  notario  de  que  el  otorgante  dijo  que  no  sabia  fumara  de  quee; 
impedido  para  hacerlo,  y  resultarla  que  una  sentencia  fundada  en  ese  iustni- 
iiicnto,  no  podría  ejecutarse  en  la  República  Argentina,  poi  ser  contraria  á 
sus  leyes;  ha  sido  necesario  que  esa  simpática  República  consigne  en  el  s^ 
uculo  12  del  mismo  Código  civil  el  principio  de  que  las  firmas  y  solemnidad 
des  de  los  contratos  y  de  todo  instrumento  público  sean  rei^idos  por  las  le- 
yes del  país  donde  se  hubiesen  otorgado.  Hé  aquí  cómo  es  necesario,  aU 
para  los  detalles,  adoptar  un  principio  dirigente  delDtrccho  internacional, por 
medio  del  cual  se  dé  solución  álos  conflictos  legislativos. 

ó.°  Q)ie  la  sentencia  no  sea  contraria  al  Derecho  público  interno  del  peí 
r/í  la  ejecución. — Este  requisito  tiene  el  mismo  fundamento  qtic  el  inmediats- 
mente  anterior,  pues  las  buenas  costumbres  constituyen,  lo  mismo  que  o 
derecho  público,  la  vida  Intima  de  la  patria,  que  deben  respetar  las  nadontí 
uultas  y  especialmente  las  hermanas,  unidas  con  vínculos  más  íntimos  y  p"* 
osta  más  venerables  y  hasta  santos,  como  lo  es  la  memoria  de  la  madr 
\'a\  este  punto,  hay  en  mi  Patria  la  especialidad  de  que  el  respeto  á  las  gai»'; 
'.las  individuales  constituye  uno  de  los  principios  del  Derecho  público  o 
iitucional.  Todas  las  leyes  y  todas  las  autoridades  del  país  deben  rcspctaijr 
sostener  las  garantías  consignadas  en  la  ConstituQÓii.  según  su  art,  i.";  y 
romo  si  esto  no  fuera  bastante,  se  mandó  á  los  Jueces  en  el  art.  126  qoí 
.iplicaran  de  preferencia  la  ley  suprema  del  país,  á  pesar  de  las  disposícionfl' 
<  u  contrario  que  pueda  haber  en  las  Constituciones  ó  leyes  de  los  Estado^ 
.Se  infiere  de  esto,  que  si.una  sentencia  extranjera,  por  la  ley  que  aplique,? 
por  otro  motivo,  viola  .alguna  de  las  garantías  otorgadas  en  la  Coiistítudi* 
federal  de  la  República,  no  podrá  ser  ejecutada  por  sus  Jueces  ó  Tribunak? 
y  si  lo  hicieren,  el  agraviado  por  la  ejecución  puede  interponer  el  recoB* 
constitucional  de  amparo  ante  los  Tribunales  de  la  Federación,  y  la  senteM» 
quedaría  sin  efecto. 


^ 
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7.°  Qiif  la  sentencia  haya  recaído  en  contra  de  pitrte  ¡egalmenfe  citada, — 
Ha  sido  siempre  consklc::tdo  como  un  acto  de  la  mayor  injusticia  juzgar  á  , 
nna  persooa  sin  oiría,  y  no  deberta  ejecutarse  una  sentencia  continente  ele 
este  absurdo.  Tres  citaciones  Considero  yo  cseuciales:  la  de  emplazamiento 
para  contestar  la  demanda,  la  del  auto  de  prueba  y  la  previa  á  la  sentencia, 
ósea  el  aviso  de  que  va  á  pronunciarse.  Todos  los  Códigos  crnsideran  esas 
dtacioncs  como  medios  esenciales  para  la  defensa;  y  si  bien  es  aceptable  un 
procedimiento  en  rebeldía  para  combatir  la  mala  fe  de  Tos  litigantes,  nunca 
puede  serlo  aquel  en  que  se  omiten  esas  tres  citaciones  verificadas  en  la  for- 
ma establecida  por  la  ley.  llabria  fundado  motivo  para  no  ejecutar  una  sen 
tencia  pronunciada  en  rebeldía,  si  en  el  procedimiento  se  hubieran  omitido 
las  citaciones  esenciales,  cometiéndose  asi  la  injusticia  de  sentenciar  sin  dar 
a!  condenado  los  medios  legales  de  defensa. 

He  lucho  que  es  acept;jble  el  procedimiento  en  rebeldía,  porque  sucede 
muchas  veces  que  el  demandado  deserta  del  juicio,  violando  la  providencia 
de  arraigo  pedida  con  oportunidad  y  burlando  asf  al  actor  y  álos  Jueces.  El 
'  remedio  es  que,  citado  Icg.ihnente,  haya  comparecido  por  si  ó  por  medio  de 
su  representante  legitimo  y  serSalado  casa  para  recibir  las  notificaciones; 
entonces  bastarán  las  notiiicacioncs  sucesivas  por  instructivo  redactado  en  la 
forma  establecida  por  la  ley  del  lugar  del  juicio.  SAicederá  que  no  haya  casa 
CD  que  dejar  el  instructivo,  porque  el  demandado  se  ausentó  para  su  patria  ó 
para  otra  nación,  y  entonces  es  necesario  citarlo  por  medio  de  exhorto  diri- 
gido al  Juez  de  su  residencia.  En  este  punto  pretenden  ios  sabios,  como 
Fiore  (i),  que  se  establc/Aa  una  regla  de  Derecho  internacional  que  rija  las 
citaciones  para  el  extranjero  ausente,  y  yo  opino  que  esa  regla  pudiera  ser 
el  exhorto  mencionado,  si  se  sabe  la  residencia  del  extranjero,  ó  una  triple 
citación  por  medio  de  dfis  periódicos  de  mayor  circulación  en  tres  diversos 
lugares:  en  el  de  la  radicación  del  juicio,  en  el  territorio  jurisdiccional  de  la 
patria  del  emplazado,  conocido  por  su  antigua  residencia,  y  en  la  capital  de 
I  ianacióo  donde  se  presuma   reside;  cada  citación  puede  repetirse  por  tres 

■Xi  cada  treinta  dias.  listo  satisface  hasta  el  escrúpulo  el  respeto  al  dere- 

o  de  defensa.  La  facilidad  de  viajes  y  de  comunicaciones,  ta  casi  certeza 
ÍBque  la  familia  y  los  amirros  del  emplazado  en  los  tres  lugares  de  la  publi- 

eión  le  darán  el  aviso  coi  respondiente,  y  sobre  todo,  el  derecho  convenido 

ir  las  naciones  y  snficieíitcmente  promulgado  en  cada  nación,  satisfacen 
:onipleto  la  garantía  del  derecho  del  litigante.  Impútese  asimismo,  ya 

fcno  le  bastan  su  propio  decoro  y  el  respeto  á  los  Tribunales,  el  que  se 
*en  en  su  contra  los  límites  del  procedimiento  judicial,  por  medio  de 
B  derecho  común  acordado  por  naciones  hermanas,  como  un  tributo  á  los 

tros  (le  la  Justicia. 

Que  la  sentencia   no  sea  contraria  al  Derecho  publico  Utrnacionitl 

_^do por  las  naciones  rt presentadas. — Supongo  que  uno  de  los  más  bri 
intes  beneficios  del  Congteso  será  el  acuerdo  de  los  principales  principios 
BDcrecho  internacional  privado,  que,  aceptados  por  nuestras  respectivas 
constituya  su  Derecho  internacional.  Entonces  ninguna  nación  de 
jk  representadas  debe   permitir  que  se  ejecute  dentro  de  su  territorio  una 


:s  di   ¡as  imlmdtu  dt   lu  Trihinata,  TcrtiÓD  cutelliii*  de  D.  AUjo 
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sentencia  que  viole  ese   derecho  constituyente  de  la  Jcy   de  esas  naciones 
hermanas. 

g.o  No  creo  que  pueda  exigirse  mayor  número  de  requisitos  para  la  eje- 
cucióu  de  tas  sentencias,  y  sólo  debo  ocuparme  en  el  punto  importantísimo 
del  recurso  de  revisión  para  ejecutarlas. 


m 

Juez  ds  revisión. 


I, o  Los  requisitos  para  ejecutar  una  sentencia  extranjera  se  relacionan 
Intimamente  con  el  Derecho  público  Interno, 'y  en  la  ejecución  se  compro- 
mete el  decoro  nacional;  por  estos  motivos  la  revisión  de  la  sentencia  debe 
confiarse  á  los  Tribunales  superiores  del  territorio  jurisdiccional  en  donde  se 
pretende  ejecutar  la  sentencia.  Las  cualidades  y  hasta  el  número  de  los  Ma- 
gistrados de  un  Tribunal  superior  responden  satisfactoriamente  á  todas  las 
exigencias  de  acierto  c  imparcialidad,  y  evitm  el  inconveniente  de  la  demora 
de  una  segunda  instancia,  que  será  siempre  gravosa  para  los  interesados. 


Recurso  de  revisión. 


i,°  Éste  debe  limitarse  á  examinar  si  la  sentencia  tiene  los  requúiln 
legales  para  ser  ejecutada,  sin  que  sea  lícito  descender  al  análisis  sobre  d 
fondo  de  la  sentencia  para  declarar  la  justicia  ó  injusticia  del  fallo  Ese  aná- 
lisis importarla  un  nuevo  juicio  y  la  sentencia  no  serla  más  que  un  título  p»[<i 
fundar  la  apción  jurídica,  desvirtuándose  por  completo  e!  valor  de  la  seüttii- 
cia.  y  desviándose  del  Gn  cardinal  de  dar  cumplimiento  á  lo  juzgado  y  sen^ 
tenciado  en  país  extranjero  (i).  Nuestro  propósito  es  hacer  solidarias  á  Ijí 
naciones  en  el  respeto  al  derecho  reconocido  en  la  sentencia,  y  no  convcrüt 
contra  el  decoro  del  país  á  los  Tribunales  extranjeros  en  revisores  de  las  sen- 
tencias de  los  Tribunales  de  la  patria.  Los  procedimientos  del  recuiso  deben 
ser  brevísimos.  Recibida  la  ejecutoria  en  el  Tribunal  superior  competente,  per 


.  (t)  Fiare  ci»ci>  qoe  paede  haber  logar  i  rcTÍiir  1>  icnteDcU  en  el  fonda  catado  ci 
nnl  absurda  apliciciúa  de  UlCf  extraojen  ea  >u  ptrte  díipoiiti**;  pur<¡De  enloncu  etjnei 
ildo  no  podría  llevar  á  efecto  nn  hecho  notoriameatc  injuEto  ó  ÍUgal;  y  qoe  pudiera  I 
rcvitarie  coando  la  leatencia  e>  evidentemente  contradictoria  en  tai  lesoluciones.  Tritáni 
paiiea  qae  lienea  el  miimo  idioma  j  tegialicioac)  leiaejantei,  ei  Enny  remato  el  caso  < 
aplicBciúa  abinrda  de  la  lef  en  la  texto  ó  en  in  interp relación  jurídica;  j  el  caso  de  la  le 
contradictoria  ei  remotfiimo  cuando  en  la  legiaUciúo  inlerioT  haj  medios  para  corregir  et 
te;  por  eatoi  motivaí  no  opino  por  la  aplicación  de  la  doctrina  del  sabio  pablicista,  ] 
djtiñio  caio  la,  aplicación,  «iTÓnea  de  la  ley  haría  ¡tfcito  el  hecho  reanelto  en  la  icntencia,  ] 
bajo  el  principia  general  de  no  merecer  aplicadón  la  ejecntoria  caasdo  contiene  av,  hecho  ílfcito. 
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medio  del  Ministerio  de  Justicia,  cuya  ciencia  es  la  garantía  mejor  para  llegar 

al  Tribunal  respectivo,  será  io  más  conveniente  dai  traslado  por  nueve  dlasá 
la  parte  contra  quien  se  ha  pronunciado  el  fallo,  previa  citación  en  la  forma 
legat;  oir  en  seguida  a!  representante  del  Ministerio  público,  y  coa  lo  que 
exponga  podrá  el  Tribunal  decidir  de  plano  y  sin  ulterior  recurso,  si  la  sen- 
tencia es  ó  no  de  ejecutarse;  si  se  resuelve  lo  primero,  se  remite  la  sentencia 
al  Juez  inferior  competente  para  que  la  ejecute;  y  entonces  pueden  oponer 
los  interesados  todas  las  excepciones  é  interponer  todos  los  recursos  que 
procedieran,  si  tratara  de  ejecutarse  una  sentencia  nacional,  porque  no  serla 
justo  pretender  que  una  sentencia  extranjera  fuera  de. mejor  condición  que 
una  sentencia  del  país. 


V 
Exbortos  para  autos  ejecutivos. 

i.'*  Después  de  las  sentencias  definitivas,  lo  más  difícil  en  la  práctica  son 
los  autos  de  ejecución  por  titulo  ejecutivo.  Es  claro  que  en  cuanto  á  las  for- 
malidades justificativas  de  U  autencidad  deben  exigirse  las  mismas  formali- 
dades que  para  las  sentencias,  y  respectivamente  los  mismos  requisitos  esta- 
blecidos para  la  ejecución,  sin  otra  diferencia  notable  que  la  de  exigir  la 
comprobación  de  que  el  b'tulo  por  el  cual  se  ha  despachado  la  ejecución  es 
realmente  ejecutivo,  conforme  á  la  legislación  del  lugar  de  donde  procede  la 
sentencia;  pero  la  dificultad  está  en  las  tercerías  de  dominio  y  preferentes  que 
pueden  ocurrir;  y  si  no  es  justo  negar  la  ejecución  del  auto  ejecutivo  á  pre- 
texto  de  la  simple  presentación  de  una  tercería,  tampoco  es  justo  dejar  de 
oir  al  opositor  por  su  Juez  competente.  Es  por  esto  necesario  establecer  la 
regla  de  que  el  exhorto  se  sujete  á  los  procedimientos  establecidos  en  el  país 
de  la  ejecución,  para  el  caso  de  tercerías  opuestas  por  litigantes  cuyo  Juez 
sea  el  ejecutor.  En  ningún  caso  es  juSto  obligar  al  opositor  á  litigar  ante  Juez 
cYtraño  para  defender  su  derecho,  y  es  justo  entonces  que  el  Juez  ejecutor 
tenga  la  jurisdicción  que  le  conceda  la  ley  nacional,  para  resolver  en  casos 
semejantes.  En  esto  á  nadie  se  hace  injuria:  no  á  la  nación  de  donde  procede 
el  exhorto,  porque  no  es  presumible  que,  á  título  de  su  dignidad,  pretenda 
el  perjuicio  de  tercero;  no  al  Juez  requirente,  supuesto  que  el  ejecutor  trabaja 
por  facilitar  la  ejecución;  y  no  al  actor  ejecutante,  porque  al  solicitar  la  eje- 
cución se  sujeta  á  la  ley  nacional  y  á  la  jurisdicción  del  Juez  ejecutor. 


VI 
._   .  Simples  exhortes. 

i.o  Éstos  no  pueden  tener  más  objetos  que  los  siguientes:  i.°  Para  cita- 
□n  ó  emplazamiento. — 2P  Para  pedir  datos  ó  documentos  determinados. — 
°  Para  la  comprobación  de  documentos  ú  otra  clase  de  pruebas. — 4.0  Para 


el  cKaincD  de  testigos.  Por  lo  demás,  es  claro  que  en  cuanto  á  formalidades 
comprobantes  de  la  autencidad  y  requisitos  de  ejecución  deben  aplicaise,  en 
lo  conducente,  las  re^as  establecidas  para  las  sentencias. 


VII 

Recurso  de  revisiÓD  para  loa  exhortes  de  autos  y  diligencias. 

i,*^  No  siendo  estos  exhortes  de  tanta  importancia  como  las  sea'.encías 
definitivas,  bien  pueden  revisarse  por  los  Jueces  inferiores  á  quienes  se  ocum, 
previa  audiencia  del  Ministerio  público,  teniéndose  el  recurso  de  apclacii^  en 
caso  de  que  se  niegae  el  Juez  á  ejecutarlo.  El  recurso  de  spelación  puede  re- 
ducirse á  ta  expresión  de  agravios,  evacuada  en  e!  término  de  tres  días; 
audiencia  del  colitigante  y  representante  del  Ministerio  público,  por  igual  tér- 
mino á  cada  uno,  y  la  resolución  inapelable  del  Tribunal  superior.  Opino  por 
lo  suniarisimo  del  recurso;  en  atención  á  que  el  término  (!e  piueba  puede 
concluir  en  el  lugar  del  juicio  antes  de  que  5e  diligencie  el  exhorto,  y  á  que 
en  consideración  á  las  distancias,  la  brevedad  en  los  trámites  tiene  una  impor- 
tnncia  inestimable. 


Sobre  el  juramento  de  los  testigos. 

1."^  No  es  nueva  en  la  legislación  la  disputa  sobre  la  garantía  que  deben 
dar  los  testigos  para  la  verdad  de  sus  declaraciones.  Encontramos  vestigios 
de  ese  punto  jurídico  en  las  leyes  XX  y  XXI,  tit.  XI,  part.  3.^;  peio  en  la 
actualidad  nadie  puede  pretender  otras  garantías  que  las  establecidas  en  la 
ley  del  lugar  en  donde  han  de  declarar  los  testigos;  querer  otra  cosa  sería 
imponer  al  país  de  la  ejecución  leyes  extraÜas,  lastimando  no  sólo  su  sobe- 
ranía, sino  hasta  la  moralidad  de  su  legislación.  En  México,  como  una  con- 
secuencia de  la  libertad  de  cultos,  basta  la  protesta  de  decir  verdad,  sujeta 
á  las  penas  equivalentes  al  que  fué  perjjirio  en  la  legislación  antigua. 


K 

Dos  palabras  sobre  el  requiailo  de  reciprocidad. 

i.'^  De  intento  no  me  ocupo  eo  tratar  de  ese  requisito  por  inútil  y  por 
injusto.  Es  lo  primero,  porque  tratándose  de  uniformar  el  derecho  interna  ■ 
cional,  no  tiene  caso  la  teoria  de  la  reciprocidad;  y  es  injusto,  porque    el 


Jl 


—  193  — 

derecho  no  debe  depender  de  las  susceptibilidades  de  la  diplomacia.  La 
justicia  debe  abrirse  paso  en  todas  partes;  au  deneg^cián  es  una  veng'anza,  y 
la  venganza  es  inmoral  y  hasta  innoble;  lo  que  repugna  en  un  hombre  de 
bien  DO  puede  santificarse  porque  lo  hagan  las  naciones. 


Sentencias  arbitrales. 

1.0  Como  los  Jueces  arbitros  y  arbitradores  no  tienen  el  ejercicio  del  po- 
der público,  es  claro  que,  tanto  para  las  diligencias  y  pruebas  en  el  procedi- 
miento, como  para  la  ejecución  de  sus  laudos  ¡nterlocutorios  ú  homologados, 
ocurren  de  hecho,  ó  deben  ocurrir,  á  los  Jueces  competentes  como  ejecuto- 
res. De  aquí  proviene  que  respecto  de  loa  exhortes  procedentes  de  los  arbi- 
tros pueda  decirse  lo  mismo  que  respecto  de  los  exhoitos  de  los  Jueces  co- 
munes. Los  arbitros  no  son  Jueces  nacionales,  ni  respecto  de  sus  actos  mili- 
tan las  mismas  razones  de  solidaridad  para  la  justicia  y  el  derecho,  ni  de  con- 
veniencia y  cortesía  internacional,  alegadas  para  los  exhortos  comunes,  hasta 
que  sus  actos  son  acogidos  bajo  el  amparo  de  la  legislación  por  la  justicia  or- 
dinaria. Si  ésta  necesita  de  los  Tribunales  extranjeros,  ella,  en  ejercicio  de 
sus  funciones  públicas,  dirigirá  el  exhorto,  y  éste  pasará  por  los  trámites  de 
los  exhortos  ordinarios. 


Actos  de  jurisdicción  voluntarla. 

i.o  Sóbrelos  exhortos  relativos  á  estos  actos, -debe  decirse  !o  mismo 
que  de  los  exhortos  comunes,  pues  aun  en  revisión,  respecto  de  sentencias, 
no  tienen  la  importancia  de  los  continentes  de  sentencias  pronunciadas  enjui- 
cio contencioso.  Los  Jueces  inferiores  pueden  revisarlos,  sujetándose  al  re- 
curso de  apelación,  si  se  interpone. 


SECCIÓN  SEGUNDA 

I 

Resoluciones  en  materia  criminal. — Preliminares. 

I P  Supuesta  la  corriente  de  sentimientos  fraternales  entre  las  naciones 
representadas  en  este  Congreso,  no  es  discutible  el  auxilio  mutuo  que  deben 
prestarse  para  el  castigo  de  los  delincuentes:  Es  hermosa  la  resolución  del 
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derecho  interaacional  privado  sud-americano,  cuando  dice  ( i]'  (Las  fronteras 
limftrofes  de  los  varios  Estados  latino  americanos  no  se  consideran,  respec- 
to de  los  mismos  americanos,  sino  como  lineas  matemáticas  destinadas  á  de- 
terminar el  limite  de  la  jurisdicción  nacional.»  Estas  frases  revelan  que  los  paí- 
ses americanos  son  en  el  espíritu  y  en  la  vida  civil  un  solo  pueblo.  Así  parece 
desearse  sean  en  lo  Futuro  las  naciones  ibero  americanas,  realizando  aquel 
pensamiento  de  Lameonats  (2):  «Si  os  preguntan  ¿cuántos  Sois?  responded; 
somos  uno,  porque  nuestros  hermanos  son  nosotros  y  nosotros  nuestros  her- 
manos.>  Hay,  por  tanto,  una  notable  solidaridad  sobre  el  respeto  y  aplica- 
ción del  derecho,  y  debemos  esperar  que  sea  realizable  el  principio  del  mu- 
tuo auxilio  para  el  castigo  de  los  delitos,  sin  necesidad  de  tratados  de  extra- 
dición. 

iP  Eso  no  obstante,  la  importancia  del  principio  exige  la  previa  interven- 
ción de  los  Gobiernos  para  obtener  la  eGcacia  de  la  resolución  judicial.  Esto 
reclama  el  derecho  de  soberanía  y  las  mutuas  consideraciones  á  los  represen- 
tantes de  ese  derecho.  Después  de  los  requisitos  de  autenticidad  que  deba 
tener  el  exhorto  enviado  por  la  via  diplomática,  como  ha  sido  costumbre, 
pasará  para  la  revisión  jurídica  al  Tribunal  competente,  supuesto  que  á  ¿I  co- 
rresponde la  aplicación  de  la  ley. 


1 


Delitos  sujetos  á  la  extradición. 


I .°  En  este  punto  creo  que  deben  estarlo,  coo  excepción  de  los  mera- 
mente políticos,  todos  los  delitos,  sean  los  graves  en  que  por  interés  social 
se  procede  de  oficio,  ó  ya  en  los  que  directamente  se  hiere  el  derecho  indi- 
vidual, y  se  procede  á  pedimento  de  parte  legítima;  la  diferencia  estará  en  el 
procedimiento  para  pedir  la  extradición:  en  el  primer  caso  deberá  pedirla  el 
representante  del  Ministerio  público;  en  el  segundo,  la  parte  le^-ftima  direc- 
tamente, ó  por  medio  del  Ministerio  público,  como  se  veriñca  para  casos  co- 
munes en  el  Distrito  Federal  y  en  algunos  Estados  de  la  Federación  mexi- 
cana. 

2.0  La  excepción  relativa  al  delito  meramente  político  ha  sido  la  más  es- 
cabrosa y  didcit.  Si  yo  he  de  ser  aquí  el  intérprete  de  la  voluntad  de  mi  Pa- 
tria, me  bastaría  citar  el  art.  15  de  la  Constitución  Federal,  en  que  se  lee  este 
precepto,  como  una  garantía  consignada  en  el  acta  de  los  derechos  del  hom- 
bre; 1  Nunca  se  celebrarán  tratados  para  ¡a  extradición  de  reos  poütkos.t  En 
consecuencia,  México  no  podría  aceptar  el  principio  que  se  acordara  en  este 
Congreso  en  sentido  contrarío  al  precepto  constitucional.  Si  me  fuera  licito 
estudiar  la  cuestión  en  horizontes  más  amplios,  á  titulo  de  publicista,  aten- 
diendo al  principio  de  solidaridad  é  inspirándome  en  el  sentimiento  del  bien- 
estar común  de  las  naciones  interesadas  en  este  Congreso,  opinarla  por  que 
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el  delito  de  rebelión  armada  estuviera  comprendido  en  la  extradición,  con 
tal  de  qiu  su  pena  no  fuera  la  de  muerte.  En  esas  naciones  se  han  conquistado 
con  el  sufragio  universal  ¡as  libertades  indispensables  para  que  la  serena  con- ' 
ciencia  del  pueblo  vaya  ganando  en  evoluciones  discretas  y  tranquilas  lo  que 
le  falte  para  seguir  en  la  senda  del  progreso,  hasta  la  posible  perfección  y 
completo  bienestar.  La  paz  es  la  salvaguardia  de  la  libertad  adquirida;  la  re- 
volución su  peligro,  Y  hasta  el  naufragio  de  los  intereses  sociales.  Era  lo  im- 
portante que  el  hombre  tuviera  la  conciencia  y  el  sentimiento  de  su  libertad; 
adquiridos  estos  bienes  preciosos,  el  pueblo  marchará  dentro  de  las  ínstitU' 
clones  y  las  reformará  en  ejercicio  de  su  soberanía.  Exponer  la  ganancia  al 
azar  insensato  de  nuevas  revoluciones,  cuando  los  enemigos  de  la  sociedad 
nos  acechan,  serla  una  locura.  En  nombre  de  la  libertad  conquistada,  debe- 
mos afianzar  resueltamente  la  paz;  la  cadena  indefinida  de  revoluciones,  como 
es  indefinido  el  pensamiento,  seria  el  estado  de  guerra  permanente  en  !a  so- 
ciedad civil,  y  no  es  la  guerra  el  mejor  elemento  para  el  desarrollo  de  los  in- 
tereses sociales  y  para  el  resultado  bienhechor  de  la  libertad  del  trabajo  y 
de  la  industria.  Los  héroes,  los  padres  de  la  libertad  son  los  encargados  de 
su  desarrollo,  como  lo  es  el  padre  de  la  educación  de  sus  hijos;  en  nombre, 
pues,  de  las  garantías  conquistadas,  es  y  debe  ser  la  revolución  un  delito  per- 
seguido por  la  extradición  en  el  común  interés  de  las  naciones  libres.  Si  la 
revolución  ha  lastimado  derechos  legítimos,  la  paz  y  la  conciencia  ilu.strada 
del  pueblo  pondrán  en  armonía  todo  lo  que  cabe  dentro  de  la  esfera  de  la 
justicia,  porque  ella  es  la  libertad  en  todas  sus  manifestaciones. 

3.0  Es  posible  que  el  delito  por  el  que  se  pide  la  extradición  sea  local, 
ó  bien  delito  que  no  figure  en  el  Código  penal  del  país  requerido.  Hasta  aquí 
se  ha  negado  la  extradición  en  tales  casos,  porque  si  el  perseguido  no  es  cri- 
minal en  el  país  de  refugio,  no  obliga  á  éste  la  ley  de  la  solidaridad,  ni  el 
perseguido  ha  violado  el  derecho  universal  que  deben  respetar  las  naciones 
lo  mismo  que  los  individuos.  El  asilo  sería  en  este  caso  tan  noble  como  lo 
serla  el  del  pcrsegnido  arbitrariamente  por  un  enemigo  personal,  y  tan  des- 
honrosa la  entrega  como  la  de  una  víctima  de  la  venganza. 

4.0  El  delito,  cuya  acción  penal  haya  prescrito,  debe  estar  exceptuado 
también,  porque,  prescrita  la  acción  penal,  ya  no  hay  derecho  para  el  casti- 
go, el  cual  es  el  único  fundamento  de  la  extradición.  Puede  suceder  que  el 
tiempo  de  la  prescripción  sea  más  breve  en  el  país  del  refugio,  y  que  la  ac- 
ción no  haya  prescrito  en  el  país  requirente  y  sí  prescribiera  en  el  otro;  en 
este  caso,  se  debe  aplicar  por  analogía  la  regla  asentada  para  el  caso  de  que 
el  hecho  no  fuera  un  delito  en  el  país  del  refugio,  porque  no  sería  justo  en- 
tregar para  el  castigo  á  un  hombre  que  tendría  derecho  de  libertad  en  el  lu- 
gar de  su  residencia,  y  porque  sin  detrimento  de  la  estricta  justicia,  debía 
aplicarse  la  ley  más  favorable  al  reo;  regatear  en  la  cuestión  del  tiempo,  sig- 
nificaría más  bien  saBa  que  derecho,  antes  venganza  que  justificación. 

5.°  En  el  delito  que  no  merezca  pena  corporal,  ó  sea  ésta  de  arresto  ma- 
yor, ó  llámese  prisión,  que  no  pase  de  once  meses,  la  extradición  sería  gra- 
vosísima. En  el  de  multa,  pagándola  el  reo  á  los  agentes  de  !a  extradición  en 
el  lugar  del  refugio,  en  los  plazos,  términos  y  con  las  garantías  permitidos 
por  el  Código  penal  del  país  requirente,  la  extradición  no  tendría  motivo  de 
existencia,  En  el  caso  de  arresto  mayor,  lo  aceptable  sería  que  lo  sufriera  el 
reo  en  el  lugar  del  refugio,  por  el  tiempo  prescrito  en  el  Código  penal  más 
benigno.  La  extradición  agravaría  la  pena  por  los  peligros  del  viaje  de  mar; 
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y  no  siendo  el  delito  grave,  aconsejan  la  templanza  motivos  de  equidad. 
Esto  mismo  podría  decirse  de  los  delitos  de  los  menores,  merecedores  úni- 
camente, según  los  Códigos,  de  corrección  penal  más  ó  menos  prolija.  Esta 
pudiera  sufrirse  en  el  lugar  del  refugio,  en  consideración  á  la  edad  de!  acusa- 
do; y  como  la  edad  para  la  corrección  puede  variar  en  los  Códigos,  debiera  \ 
seguirse  la  edad  fijada  en  el  Código  más  benig;no  al  acusado.  Si  en  el  pais  1 
requirente  fuera,  por  ejemplo,  la  de  diez  y  ocho  años,  y  en  el  de  refugio  li 
de  veinte,  seria  más  benigna  la  segunda  que  la  primera,  por  considerar  al 
acusado  sólo  merecedor  de  peoa  correccional. 


Delincuentes  sujetos  á  la  extradición. 


i,°  í-o  deben  ser  todos  cuyos  delitos  no  estén  comprendidos  en  las  ex- 
cepciones antes  expuestas. 

2.°  Aquí  ocurre  desde  luego  la  famosa ./cííj  de  si  deben  comprender 
en  la  extradición  los  nacionales;  y  yo  la  resuelvo  por  la  afirmativa,  con  b 
única  salvedad  de  la  pena  de  muerte. 

3.°  Si  la  fraternidad  de  las  naciones  ha  de  ser  una  verdad;  si  han  de  si 
solidarias  en  el  reconocimiento  y  aplicación  del  derecho  universal,  a 
justicia  y  el  derecho  deben  ceder  los  motivos  de  sentimiento.  El  sentímentuí 
hsmo  es  el  naufragio  de  la  justicia;  ella  no  es  la  piedad,  ó  la  indulgencia;  I 
lo  fuera,  serían  casi  inútiles  los  Códigos  penales  y  extemporáneas  las  c 
nes  de  extradición.  Por  cierto  que  no  es  humano  entregar  al  refugiado  á« 
juez  para  que  lo  castigue;  duele  el  corazón  al  practicarlo;  pero  ni  las  nacio^^ 
nes  deben  pensar  con  el  corazón  en  cuestiones  de  justicia,  ni  ésta  tiene  por 
base  la  piedad;  marchan  en  órbitas  diversas,  y  cada  una  tiene  su  tiempo.  No 
veo  inconveniente  en  que  los  buenos  oficios  del  Gobierno  nacional  consigan, 
después  de  la  extradición,  el  indulto  de  gracia  ó  una  conmutación  de  pena. 
Cada  nación  sujeta  al  extranjero  residente  á  sus  autoridades  y  leyes;  todas 
están  empeñadas  en  que  este  precepto  sea  realizado,  y  dejarla  de  serlo  en 
muchos  casos,  si  por  la  piedad  patriótica,  el  txtranjcro  podía  violar  impune- 
mente una  ley  penal,  sin  más  recurso  que  el  de  refugiarse  en  su  patria.  Si  la 
vida  civil  ha  de  ser  una;  si  el  derecho  de  cada  nación  debe  ejercitarse  sobre 
nacionales  y  extranjeros,  sea  el  derecho  común  el  conjunto  de  esos  derechos 
nacionales;  de  otra  manera  no  se  comprende  la  solidaridad  para  la  justicia  y 
el  derecho. 

4.0  Por  el  mismo  principio  de  solidaridad  no  debe  exceptuarse  de  la 
extradición  el  refugiado  en  un  país  de  donde  no  es  nacional  ni  subdito  del 
país  requirente.  Hay  en  el  caso  sentimientos  de  humanidad  que  pueden  que- 
dar satisfechos  con  dar  noticia  al  Gobierno  del  refugiado  para  que  facilite 
medios  de  defensa,  si  los  hay,  para  oponerse  á  la  extradición  y  para  que  por 
su  influencia  diplomática  se  ejerza  en  favor  del  refugiado. 

5.0     Puede  ser  objeto  de  la  extradición  un  reo  procesado  en  el  pafs  c 
refugio;  la  nación  requirente  y  la  requerida  tienen  derecho  á  castigarlo  p 
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diversos  delitos  cometidos  en  su  respectivo  teiritorio;  en  este  caso,  es  mejor 
la  condición  del  que  posee,  y  debe  negarse  la  extradición,  por  justa  que  aea, 
hasta  que  el  reo  no  compurgue  ó  se  vindique  en  el  país  de  refugio. 

6.°  No  es  remoto  el  caso  de  que  el  refugiado  sea  pedido  por  dos  ó  más 
Gobiernos,  y  es  Justa  la  regla  de  preferir  al  Gobierno  de  que  el  refugiado  sea 
subdito;  la  nacionalidad  debe  ser  un  título  de  preferencia  como  más  vigoro- 
so, á  semejanza  de  la  escritura  publica  en  concurrencia  con  documentos  pri- 
vados. Si  el  refugiado  fuera  extranjero  para  los  Gobiernos  requirentes,  pre- 
feriría, por  los  principios  geuerales  del  derecho,  el  anterior  en  tiempo,  y,  en 
igualdad  de  circunstancias,  el  requircnte  por  delito  más  grave,  porque  el  de- 
recho sería  tanto  mayor  cuanta  fuera  la  razón  del  castigo. 


La  sentencia  ejecutoriada  como  titulo  para  la  extradición. 
Requisitos  para  cumplirla. 


i.''  Es  inconcuso  que  debe  contener  un  delito  de  los  no  exceptuados,  y 
que  la  ley  ha  de  haberse  aplicado  exactamente  al  hecho,  según  la  regla  Líx 
correctoria  non  ampliafiir  a  parilate,  ñeque  a  majoñtate  rationis.  En  la  Repúbli- 
ca Mexicana  se  considera  como  una  garantía  ó  derecho  del  hombre  la  apli- 
ción  exacta  de  la  ley  en  el  procedimiento  y  en  la  sentencia,  según  el  art.  14 
de  la  Constitución  Federa!,  cuyo  segundo  inciso  dice  textualmente:  tNadie 
puede  ser  iuzgado  ni  sentenciado  sino  por  leyvs  dadas  con  anterioridad  al  hecho 
y  EXACTAMENTE  aplicadas  á  él  por  el  Tribunal  previamente  establecido  por  la 
ley.!  Ya  había  prevenido  la  mayor  cxacliliid  en  la  aplicación  de  las  leyes  el 
.auto  acordado  i.°,  título  iP,  libro  2.°  de  la  R.,  que  tenemos  en  la  nota  2.^ 
á  la  ley  1 1.^,  título  2P,  libro  3.0  de  la  N.  R.,  y  que  ha  sido  en  una  época 
ley  común,  al  menos  para  la  mayor  parte  de  las  naciones  representadas  en 
el  Congreso. 

2,°  Que  la  sentencia  se  refiera  á  delito  que  merezca  pena  corporal;  y 
esto  no  sólo  por  las  razones  de  equidad  antes  expuestas,  sino  porque,  siendo 
un  principio  generalmente  aceptado  el  de  no  encarcelar  á  nadie  por  delito 
que  no  merezca  pena  corporal,  dando  derecho  al  acusado  para  la  libertad 
bajo  fianza,  la  prisión  ó  arresto  para  la  extradición  violaría  ese  principio, 
que  es  una  garantía  individual. 

3.°  Que  se  hayan  guardado  al  acusado  las  siguientes  garantías:  l.^,  su 
declaración  preparatoria;  2.^,  noticia  del  nombre  del  acusador  y  del  motivo 
del  procedimiento;  3.^,  careo  con  los  testigos;  4.^,  concesión  amplia  délos 
datos  necesarios  y  constantes  en  el  proceso  para  preparar  sus  descargos;  5.', 
que  se  le  haya  oido  en  defensa  por  s!,  ó  por  medio  del  defensor  que  haya 
nombrado,  ó  por  el  que  haya  elegido  entre  los  de  oficio,  ó  se  le  haya  nom- 
brado en  caso  de  resistencia.  Estas  garantías  se  han  consignado  en  el  art.  20 
de  la  Constitución  federal  mexicana,  y  se  imponen  al  sentido  común.  En  mi 
patria  se  negada  la  extradición  á  causa  de  haberse  violado  alguna  de  esas  ga- 
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rant;"S;  y  ct  acusado  podría,  no  sólo  apelar,  sino  intentar  el  «Recurso  de  am- 
paro >  ante  los  Tribunales  de  la  Federación,  si  el  Juez  requerido  mandaba  des- 
pachar la  extradición,  fundándose  en  una  sentencia  violadoia  de  las  garantías 
del  citailo  art.  20. 


i 


V 
Procedimiento  para  la  extradición  por  sentencia  ejecutoria. 

I ."  Teniendo  la  sentencia  los  requisitos  anotados  en  el  párrafo  IV,  puede 
despacharse  por  el  país  interesado  la  requisitoria  correspondiente  por  la  vía 
diplomáticn,  si  reúne  además  las  siguientes  formalidades:  i.^  Inserción  de  to- 
das las  pie/as  en  que  conste  que  el  acusado  ha  tenido  las  garantías  antes  de- 
signadas. 2.''  Constancia  ó  certificación  de  que  la  sentencia  es  ejecutoriada, 
según  la  ley  del  país  solicitador,  la  cual  se  copiará  en  lo  conducente.  3.* 
Constancia  de  la  fuga  del  reo  y  documentos  que  sirvan  para  asegurarse  de  la 
identidad  de  la  persona,  como  su  retrato  y  filiación. 

2  °  Viniendo  por  la  vía  diplomática,  es  evidente  que  no  hay  necesidad 
de  otros  medios  para  la  autenticidad  de  la  sentencia,  la  cual  debe  revisarse 
por  el  superior  Tribunal  competente,  designado  por  el  Ministerio  de  Justicia, 
á  quien  el  de  Relaciones  exteriores  debe  remitirla  para  dada  cimiplimiento. 
La  revisión  se  limitará  al  examen  de  si  el  exhorto  en  la  esencia  y  en  la  forma 
tiene  los  requisitos  legales  para  set  cumplido;  esta  resolución  no  debe  tener 
otro  recurso  ordinario,  porque  la  categoría  del  Tribunal  es  suficiente  para 
resguardo  de  la  justicia  y  de  los  derechos  del  sentenciado.  Los  trámites  pue- 
den ser  los  determinados  para  sentencias  del  orden  civil.  Esto  no  impide  que 
el  reo  pued  i  interponer  los  recursos  extraordinarios  autorizados  por  la  Cons- 
titución, como  lo  serla,  por  ejemplo,  en  México  el  amparo  de  garantías  indi- 
viduales. Podría  suceder  que  el  delito  aludido  en  la  sentencia  no  estuviera 
comprendido  exactamente  en  la  ley,  sino  ampliado  en  ella  por  raciocinio, 
siquiera  luminoso  y  deslumbrante,  ó  que  en  la  sentencia  se  diera  efecto  re- 
troactivo á  la  ley,  y  que  estas  violaciones  hubieran  pasado  inadvertidas  al 
Tribunal,  el  reo  tendría  en  México  muy  expedito  el  recurso  de  « Amparo.  > 

3.0  Fu  c^iso  de  que  en  virtud  del  recurso  ordinario  de  revisión,  ó  del  cx- 
traordinano  constitucional,  quedase  sin  efecto  la  requisitoria,  los  fundamen- 
tos de  las  sentencias  de  los  Tribunales  que  hubieran  declarado  la  no  ejecución, 
servirían  para  devolver  la  requisitoria  por  la  vía  diplomática 

4.0  Pero  ¿quién  debe  ser  el  Tribunal  superior  que  revise  la  ejecutoria^ 
No  puede  ser  otro  que  el  competente  á  quien  remita  el  exhorto  el  Ministerio 
de  Justicia,  bien  instruido  de  la  organización  de  los  Tribunales  de  su  pjís;  y 
como  no  puede  haber  otra  regla  de  competencia  que  la  del  domicilio  ó  resi- 
dencia accidental  del  reo,  una  vez  conocidos  por  su  notoriedad  ó  gestiones 
de  la  policía,  la  competencia  puede  determinarse  por  la  organización  de  Tri- 
bunales de  l-i  ley  local.  En  México,  dividida  la  República  en  Estados  sobe- 
ranos, seria  competente  para  la  revisión  el  Tribunal  superior  en  cuyo  terri- 
torio jurisdiccional  residiera  el  reo  y  Juez  ejecutor  el  del  distrito  de  la  re- 
sidencia. 
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VI 
Exhortos  para  la  detenoíón  del  inculpado. 

i.*^  Es  un  principio  de  universal  aceptación  que  no  puede  precederse  á 
la  detención  de  una  persona  sin  que  coacurran' estos  dos  requisitos:  i.*^  La 
comprobacLÓci  de  la  existencia  de  un  hecho  que  merezca  pena  corporal. — 
2.'*  Que  haya  datos  suficientes  sobre  la  culpabilidad  del  acusado;  ó,  en  tér- 
minos generales,  que  haya  causa  legal  en  que  fundar  el  procedimiento,  como 
se  dice  en  el  art.  i6  de  la  Constitución  federal  de  la  República  Mexicana.  En 
este  punto  han  tenido  las  naciones  representadas  en  este  Congreso,  al  menos 
en  su  inmensa  mayoría,  una  legislación  común,  de  la  que  puede  inferirse  el 
mismo  principio.  Aludo  á  las  leyes  i.^,  titulo  29,  Partida  7.^;  ley  i.^,  tí- 
tulo 36,  libro  12  de  la  N.  R;  el  Decreto  de  las  Cortes  españolas  de  11  de  Sep- 
tiembre de  1820;  los  artículos  del  titulo  5.**,  capítulo  3.°  de  la  Constitución 
española  de  1812,  y  el  art.  8.°,  capitulo  3.0  de  la  ley  de  9  de  Octubre 
de  i8i2,  Concucrdan  con  el  principio  consignado  el  art.  503  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  de  España,  relacionado  con  el  art.  4.0  de  la  Constitución  vi- 
gente de  187S;  el  art.  145,  fran.  7.*  de  la  Constitución  de  Portugal,  y  lo  es- 
tablecen más  ó  menos  categóricamente  las  Constituciones  de  las  Repúblicas 
sud  americanas,  que  todos  conocemos,  merced  al  jufisconsulto  colombiano 
D.  Justo  Arosemena.  que  en  dos  magníficas  ediciones  las  ha  compilado,  his- 
toriándolas y  anotándolas  con  ciencia  profunda. 

2.°  Pero  (Cuáles  datos  serán  los  suficientes  para  motivar  la  detención?  De 
muy  antiguo  ha  debatídose  este  punto,  y  hay  doctrinarios  que  los  enumeran, 
temerosos  de  la  arbitrariedad  judicial.  Yo  he  opinado  y  sostenido  con  ener- 
gía por  la  prensa  (i)  y  en  mis  alegatos  forenses,  que  si  es  una  garantía  indi- 
vidual la  aplicación  exacta  de  la  ley  para  ser  el  hombre  juzgado,  no  cabe  ya 
el  arbitrio  judicial,  y  es  necesario  expedir  una  ley  declaratoria  de  los  indicios 
que  deban  considerarse  suficientes  para  la  detención;  pero  se  conceptúa 
como  muy  difícil  la  expedición  de  esa  ley;  y  mientras  se  estudia,  tendremos 
que  admitir,  á  pesar  nuestro,  que  esos  datos  se  confien  al  buen  criterio  de 
los  Jueces,  que  de  arbitrio  suele  convertirse  en  arbitrariedad,  que  es  el  peor 
de  los  despotismos 

3.^  En  la  jurisprudencia  actual  es  una  verdad  tan  clara  como  la  luz  meri- 
diana, que  la  detención  sólo  puede  decretarse  por  autoridad  competente  y 
concurriendo  el  requisito  de  la  justificación  de  la  existencia  de  un  delito  que 
merezca  pena  corporal  y  la  de  indicios  ó  datos  suficientes  sobre  la  culpabili- 
dad del  perseguido.  Esta  garantía  preciosa,  que  resguarda  la  libertad  perso- 
nal, no  cambia  de  naturaleza  porque  la  persecución  se  verifique  por  medio 
de  rxhcrtos  del  orden  jurídico,  sean  de  Jueces  nacionales  ó  extranjeros;  luego 
es  preciso  que  sobre  las  formalidades  de  autenticidad  contenga  el  exhorto  la 
inserción  de  las  pruebas  de  la  existencia  del  delito  y  la  de  los   indicios  de 
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culpabilidad,  so  pena  de  no  ser  cumplimentado.  A^í  lo  resolvió  por  unanimi- 
dad la  Suprema  Corte  de  Justicia  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  tratán- 
dose de  exhortes  de  un  ^tado  á  otro  de  la  República,  en  su  Ejecutoria  de 
21  de  Septiembre  de  1881,  pronunciada  en  el  Amparo  de  Gregorio  Salazar, 
de  toda  conformidad  con  la  luminosa  doctrina  de  su  ilustre  Presidente  don 
Ignacio  L.  Vallarta  (i).  Séame  entonces  licito  consig;nar,  siguiendo  la  juris- 
prudencia de  mi  Patria,  que  el  exhorto  judicial  de  que  estoy  tratando,  debe 
contener  las  inserciones  que  comprueben  la  existencia  del  delito,  los  datos 
de  culpabilidad  del  delincuente  y  el  retrato  y  datos  para  identificar  la  per- 
sona del  indiciado. 

4."  Subrayo  las  palabras  exhorto  judicial  'por^nc  es  la  materia  de  mi  tesis, 
y  no  me  incumbe  tratar  de  los  exhortes  de  la  vía  administrativa  ó  diplomá- 
tica, que  se  expiden  y  deben  expedirse  para  prófugos  que  no  han  estado 
suójttdicr,  ni  aun  con  motivo  de  la  denuncia,  y  de  cuya  persecución  se  en- 
carga el  Poder  ejecutivo  como  vigilante  de  los  iutereses  sociales.  En  esta 
materia,  aun  los  más  liberales,  deben  convenir  en  que  el  interés  de!  individuo 
debe  subordinarse  al  interés  social,  porque  si  la  sociedad  es  para  el  hombre, 
si  ella  Cf-  una  garantía  para  todas  sus  libertades,  en  ínteres  de!  hombre  está 
el  que  la  sociedad  se  salve  y  haga  cada  uno  el  s-icnficio  de  ¡su  derecho, 
como  sucede  de  ordinario  en  la  detención  y  cn  la  piisión  preventiva,  sin 
cuyo  sacrificio  seria  imposible  la  persecución  de  los  delitos  y  la  tranquilidad 
de  las  familias.  En  buena  hora  que  haya  el  pleno  goce  de  los  derechos  del 
hombre,  pero  que  se  garantice  también  el  interés  social,  cuando  en  el  con- 
flicto de  los  dos  intereses  sea  imposible  la  conciliación.  Y  entiéndase  que  esta 
teoría  no  la  extiendo  hasta  la  suspensión  de  garantías  por  medio  de  uua  ley; 
en  este  punto  tengo  ideas  diversas,  que  no  es  del  caso  consignar,  y  que  he 
sostenido  como  Diputado  en  el  Parlamento  de  rai  Palria  (.1). 

5.°  Ni  el  Poder  ejecutivo  de  México,  en  caso  de  extradición,  podría  por 
la  via  diplomática  despachar  un  exhorto  que  no  conluvicra  la  comprobación 
del  delito  y  de  los  datos  suficientes  de  culpabilidad,  porque  es  una  garantía 
consignada  en  el  art.  16  de  la  Constitución  que  nadie  .?ea  molestado  en  su 
persona,  familia,  domicilio,  papeles  y  posesiones,  sino  en  virtud  de  manda- 
miento escrito  de  autoridad  competente,  que  funde  y  motive  la  causa  legal 
del  procedimiento.  Si  el  Presidente  de  la  República,  por  medio  del  Ministerio 
de  la  Gobernación,  cumpliera  un  exhorto  sin  tener  éste  los  requisitos  de  la 
prueba  del  delito  é  indicios  del  delincuente,  faltarla  la  causa  legal  del  proce- 
dimiento y  podría  el  perseguido  intentar  el  recurso  de  : Amparo»  ante  los 
Tribunales  de  la  Federación  por  haberse  violado  en  su  contra  el  art.  16  cons- 
titucional, pues  todo  habitante  de  la  República  es  y  debe  ser  libre  en  una 
nación  libre.  Y  poco  importa  que  la  extradición  se  pida  por  telégrafo;  en  el 
exhorto  se  evitarán  las  frases  curiales  de  rutina;  pero  el  vehículo  del  exhorto 
no  debe  cambiar  la  esencia  del  derecho  ni  desvirtuar  el  orden  de  la  justicia. 

6.°  La  garantía  aludida  se  impone  á  la  inteligencia  y  al  sentimiento,  y 
no  temo  consignar  el  principio  de  que  deben  respetada  los  exhortes  interna- 
cionales para  la  detención  del  prófugo, 

7.°     Bien  pudiera  suceder  que,  no  habiendo  un  compás  para  la  intelíg-ea- 

(t)  Lt.  tcnlencia  J  la  magnífica  disertación  que  la  precede  íe  lees  ea  el  tomo  III  de  ¿oí  rv> 
ítl,  del  Sr.  Vallarta.  dude  U  pág.  4J0  i  U  483. 

{t)     Aludo  i  Ui  leiioDei  de  la  Cámara  de  Dipotadoi  del  léptímo  'Jongreio  coDititnciunal. 
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da,  el  Juez  ó  funcionario  requerido  no  estimara  suficientes  la  prueba  del  de- 
lito ó  los  datos  de  culpabilidad;  y  entonces,  tratándose  de  la  vía  judicial, 
podría  haber  lugar  al  recurso  de  apelación  interpuesto  por  el  Ministerio  pú- 
blico, ó  por  parte  legítima,  como  la  hay  siempre  que  el  Juez  niega  el  auto 
de  formal  prisión  y  decreta  la  libertad  del  acusado.  Así  habría  Juez  que  de- 
cidiera la  contienda  en  la  anarquía,  del  criterio  de  los  Jueces,  norma  incierta 
á  falta  de  ley.  La  resolución  de  la  segunda  instancia  debía  ser  decisiva,  por- 
que no  habría  más  que  pedir  en  una  cuestión  de  apreciaciones. 


vn 

La  extradición  y  la  pena  de  muerte. 

i.^  Antes  de  terminar  estos  apuntamientos,  escritos  á  vuela  pluma,  y  que 
franca  y  lealmente  reconozco  no  tienen  mérito  alguno,  más  que  la  buena 
voluntad  con  que  los  he  escrito,  séame  permitido  expresar  el  deseo  de  que 
se  declare  la  abolición  de  la  pena  de  muerte  para  toda  clase  de  delitos;  pero 
si  esta  tesis  no  fuera  de  la  competencia  del  Congreso,  si  lo  es,  sin  duda,  por 
su  carácter  de  internacional,  el  acuerdo  humanitario  de  que  la  extradición  se 
verifique  salvando  en  todo  caso  la  vida  del  reo.  Que  el  asilo  produzca  el 
indulto  de  la  pena  de  muerte,  teniendo  el  refugiado  derecho  de  que  sólo  se 
le  aplique,  en  su  caso,  la  pena  mayor  extraordinaria.  Antes  producía  el  asilo 
ese  efecto  en  nombre  del  Cristianismo;  proclámese  hoy  que  debe  producirlo 
en  el  mismo  nombre  y  en  el  del  partido  liberal,  que,  trayendo  en  sus  ban- 
deras el  acta  de  los  derechos  individuales,  profesa  el  principio  enérgico  de 
respetar  la  vida  humana. 

2.0  Si  se  dice  que  la  sociedad  tiene  en  nombre  de  Dios  el  derecho  de 
"rida  y  de  muerte,  se  da  al  pueblo  el  derecho  divino  quizá  por  los  mismos 
que  se  burlan  de  ese  título  de  los  reyes.  Si  se  alega  que  la  sociedad  mata  en 
defensa  propia,  no  hay  Código  penal  que  no  castigue  el  exceso  en  la  defen- 
sa. Entregar  á  un  hombre  para  que  lo  maten,  repugna  á  la  naturaleza;  si 
este  hombre  es  compatriota,  se  profanan  los  sentimientos  de  familia;  si  es 
reo  político,  se  reniega  de  la  revolución  conquistadora  de  la  libertad.  Apenas 
puede  tolerarse  en  los  refugiados  otro  género  de  castigo,  haciendo  ese  sa- 
crificio en  aras  de  los  intereses  de  la  sociedad,  que  es  el  guardián  de  nues- 
tros derechos.  Si  el  Congreso  se  digna  admitir  mi  iniciativa,  quedaré  satisfe- 
cho y  lo  quedará  mi  Patria,  tan  liberal  como  ¡lustrada.  Espero  que  el  Con- 
greso reconozca  conmigo  que,  apcsar  de  todos  los  sofismas,  la  conciencia 
repite  á  voces,  con  aplauso  del  corazón  bien  templado  en  las  fraguas  de  la 
filosofía  cristiana,  este  precepto  indeleble  del  Decálogo:  «No  matarás.» 
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Pongo  ya  punto  final  á  esta  Memoria^  producto  del  estudio  de  unos 
cuantos  días,  en  los  que  la  nostalgia  por  los  recuerdos  de  familia,  unida  á  las 
mil  y  mil  emociones  producidas  por  la  hidalga  y  generosa  acogida  de  núes- 


tros  amigos  y  cariüosoa  huéspedes,  roba  mucho  á  la  serenidad  y  circtins- 
pección  filosóficas,  que  deben  ser  el  alma  de  un  trabajo  forense  pnr  mil  titn- 
1d«  difícil.  He  puesto,  sin  embargo,  al  servicio  del  Congreso  cuanto  ha  sido 
dable  á  mi  antigfuo  estudio  y  experiencia.  Nada  nuevo  contienen  mis  apun- 
tamientos; no  he  hecho  más  que  extractar,  espigando  en  cl  campo  de  la 
ciencia,  lo  que  me  ha  parecido  aceptable;  si  hay  algo  nuevo,  será  cl  contiQ- 
gente  de  mi  corazón  y  de  mis  afanes  para  conseguir  que  de  hoy  en  adelante 
formen  las  naciones  de  la  América  latma,  con  las  dos  naciones  ibéricas,  una 
confederación  de  ciencia  y  de  intereses  recíprocos  par.i  afianzar  más  y  más 
nuestra  independencia  en  el  exterior,  nuestras  libertades  en  e!  interior  y  el 
triunfo  del  derecho  y  de  la  justicia  dentro  de  la  unión  amistosa  de  nuestra 
patria  respectiva;  cada  una  de  ellas  y  todas  juntas  deben  ser  dichosas,  por- 
que son  honradas  y  buscan  el  bien  con  la  buena  fe  del  que  defiende  su  de- 
recho respetando  el  ajeno.  Ellas  progresarán  uniéndole  entie  si  por  el  lazo 
de  las  tradiciones  de  familia,  de  religión  y  de  costumbre^;  mejor  dicho,  por 
la  alianza  del  Corazón,  que  es  la  mejor  de  las  alianzas.  Canjearemos  nuestras 
producciones'cienüficas  y  literarias;  los  centros  de  las  Icir.is  y  de  la  jurispru- 
dencia serán  el  elemento  de  concordia,  y  nuestros  Gubjcriios,  rrcopendo 
los  frutos  de  este  Congreso,  sin  necesidad  de  Tratados  ni  de  las  susceptibili- 
dades de  la  diplomacia,  procurarán  la  reforma  de  los  Codig;os  para  unifor- 
mar la  legislación  en  el  sentido  de  los  principios  radic^ilca  de  derecho  inter- 
nacional acordados  por  el  Congreso.  Si  éste  fuera  el  muco  fruto  que  adqui- 
riéramos, sería,  á  no  dudarlo,  una  señalada  bendición  del  Dios  de  nuestros 
padres  en  el  IV  Centenario  del  descubrimiento  de  .Ame  ica,  ó  sea  en  la 
fiesta  del  siglo  del  grande  hombre  que  llevó  al  Nuevo  Mundo  la  civilizadóo 
cristiana,  y  con  ella  la  justicia,  germen  fecundo  de  la  verdadcia  y  más  amplia 
libertad. 
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SR.  D.  VICENTE  OLIVARES  BIEC 


Dos  son  las  corrientes,  y  con  fuerza  diametralmente  opuesta,  que  influyen 
de  un  modo  directo  en  el  progreso,  por  esta  causa  paulatino,  del  Derecho 
iatemacional . 

La  3!;ouiac¡ón  universal  á  que  la  naturaleza  convoca  á  todos  los  pueblos 
miituando  en  el  orden  material  sus  productos,  en  el  iiitelectual  sus  ideas  y 
cJentíiicos  progresos,  y  conspirando  en  el  moral  á  asegurar  una  organización 
armónica  que  haga  posible  su  vida,  son  otros  tantos  poderosos  motivos  que, 
impulsando  al  amor  internacional,  llegarían  á  borrar  las  fronteras,  fundiendo 
á  todos  los  hombres  en  loa  vínculos  de  la  más  estrecha  fraternidad,  favore- 
cida por  el  convencimiento  de  un  origen  y  aun  regeneración  comunes;  si  la 
existencia  de  las  mismas  nacionalidades,  con  sus  .tradiciones  y  propios  re- 
CDfrdo°,  sus  glori;is  y  desgracias,  sus  peculiares  idiomas,  sus  exclusivas  ne- 
cesidades, su  diversa  cultura  y  su  misma  posición  topográfica,  no  mantuvie- 
ran diferencias  que,  acentuando  poco  á  poco  sus  tintes,  se  convierten  alguna 
vez,  por  desgracia,  en  motivo  de  la  más  enconada  rivalidad. 

La  historia  de  la  humanidad  constituye  una  prueba  de  esta  aGrmación, 
Hasta  el  punto  de  q\ie  desaparecería  todo  su  interés  si  no  hubieran  existido 
rn  la  antigüedad  esas  luchas  que  llegaron  á  reflejarse  en  el  pueblo  romano 
durante  In  época  de  su  mayor  grandeza,  llamando  y  considerando  como  ene- 
migo [Iws/is)  á  todo  extranjero,  á  quien  se  le  excluía,  por  tanto,  de  participar 
del  jüj  civili.  asi  como  en  los  actuales  tiempos,  sin  aquella  enérgica  desnudez 
en  ios  principios  y  con  mayores  expansiones  en  las  doctrinas,  ocultan  los 
pueblos  civilizados,  entre  los  pliegues  de  la  más  cortés  é  impresionable  diplo- 
macia, sus  recíprocos  recelos,  que  ponen  de  manifiesto  las  numerosas  huestes 
sostenidas  aun  á  costa  de  la  pública  prosperidad. 

Todos  los  hombres  somos  iguales  y  hermanos,  dicen  de  consuno  la  reli- 
gtón  y  la  ciencia;  y,  sin  embargo,  la  existencia  de  las  nacionalidades  nos  se- 
para á  tal  distancia,  que  cualquier  herida,  no  á  su  soberanía  é  independencia 
ni  á  su  dignidad  y  respeto,  sino  á  esas  demostraciones  que  ha  impuesto  una 
artificiosa  urbanidad,  es  muchas  veces  el  pretexto  de  sangrientas  guerras, 
como  si  más  bien  se  ocultasen  deseos  reconcentrados  de  comprimida  ven- 
I  ganza. 
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Esta  es  la  verdad,  por  más  que  sea  doloroso  confesarlo.  Y  el  caso  es<jii/t¿ 
no  tan  sólo  hace  ÍDCvitable  esta  situación  el  que  las  nacionalidades  son  una 
necesidad  Impuesta  muchas  veces  por  caucas  superiores  á  la  voluntad  y  c 
pricho  de  los  pueblos,  sino  que  á  su  sombra  ha  nacido  una  idea  llena  de  dul- 
ces atr;icti\cjS  y  rodeada  siempre  de  simpáticos  rccncrdos,  la  cual  forma  parte 
de  nuestr.i  misma  personalidad,  haciendo  llegar  la  virtud  hasta  el  heroísnio, 
la  privación  hasta  el  sacrificio,  y  en  cuya.':  aras  se  han  inmolado  sin  pena  ka 
más  tiernos  amores,  los  más  preciados  intereses;  la  propia  vida. 

Porque,  si  parece  á  primera  vista  que  no  hay  impulso  Instintivo  más  fuaK 
que  el  de  la  propia  conservación^ que  el  m:iyor  de  todos  los  amoi 
duce  la  paternidad;  que  nada  ha  de  que br.^ntar  el  vínculo  de  los  esposoí' 
mientras  vivan,  y  que  el  patñmonio  adquirido  á  cosía  de  constante  trabaJK 
ha  de  formar  parte  de  nuestro  propio  ser,  todo  se  ha  postergado,  sin  ( 
bargo,  cotí  frecuencia,  como  si  nada  valle  ja,  ante  otro  sentimiento  quiíán- 
perior,  puesto  que  los  encierra  todos,  es  ileclr,  ante  la  idea  de  la  Patria.  Tf 
por  eso  Iii  historia  de  todos  los  pueblos  r.  y  Istra  esforzados  héroes  que  con) 
tituyen  inestimables  y  gloriosos  recuerdos,  j-  la  nuestra  presenta  ciudadcf, 
enteras  corriendo  voluntariamente  á  las  llamas,  encendidas  con  sus  másp 
ciados  bienes,  para  morir  en  ellas,  hasta  las  madres  abrazadas  á  sus  h^ 
antes  que  sujetarse  al  poder  de  una  nación  extraña;  actos  exíraordiaari 
pero  que  se  explican  con  solo  considera:  que  en  el  territorio  de  la  patri»Í 
hallan  nuestro  altar,  nuestra  casa  y  las  venerables  cenizas  de  nuestros  majQ 
les;  que  ella  nos  guarda  los  plácidos  recuerdes  de  la  infancia,  las  lágrimi 
vertidas  a!  pasar  por  amargas  pruebasy  el  sudor  con  qne  regó  el  labradoril 
tierra  ingrata  á  la  producción;  y  por  eso  es  natural  que  tengamos  unida  i^ 
dignidad  la  nuestra,  haciéndose  hasta  imun.-'ible  la  vida,  no  tan  sólo  coo9 
deshonra  ó  con  el  menor  detrimento  de  ,-^u  sobctania  é  independencia,  a 
con  el  más  ligero  desprecio  ó  desaire  á  la  gloriosa  enseña  que  la  ■ 
baliza .  ' 

Asi  se  observa  que  cualquiera  declaración  relativa  á  los  derechos  inteil 
Clónales,  se  presenta  siempre  erizada  de  inconvenientes  ante  el  temor  d 
podrá  cuii^iclerarse  lastimad^  la  independcnela  ó  dignidad  de  los  Estadoí.i| 

Por  ett.;  causa  se  hace  muy  difícil  el  pLoL;icso  del  Derecho  i ntemacioM^ 
es  perezosa,  si  no  constituye  un  obstáculo,  l.i  intervención  de  la  díplom: 
con  cuyo  concurso  apenas  si  es  posible  vi.r  sancionado  en  tratados  lo  qW 
práctica  y  costumbres  de  los  pueblos  tiene  admitido  sin  dificultad,  ccdicní 
sin  duda  al  influjo,  hasta  cierto  punto  irresistible,  de  la  ciencia,  cuya  m^ 
tnosa  voz  se  deja  oir  con  repetición  en  los  libros  y  en  otras  asambleas  » 
jantes  al  Congreso  que  motiva  este  modesto  trabajo. 

Por  fortuna  la  cuestión  se  presenta  muy  sencilla  para  esta  Asamblea,  ei 
cuanto  no  son  de  temer  desconfianzas  entre  pueblos  unidos  por  lazos  tS' 
inquebrantables  como  los  qne  nos  ligan  á  Portug:il  y  á  las  Repúblicas  ib< 
americaiKi.í,  á  cuyas  nacionalidades  se  liinltan  principalmente  los  esfueríOI 
que  nos  proponemos  emplear.  El  mar  nos  oprime  en  estrecho  abrazo  CW 
Lusitania,  cuya  frontera  nunca  constituirá  más  que  una  separación  moral  b 
acentuada  como  sea  absolutamente  precisa  para  la  coexistencia  de  lasií 
naciones,  y  las  Repúblicas  de  América,  emancipadas  sí,  pero  hijas  de  la  cñfi^ 
lización  y  cultura  que  les  llevaron  nuestros  antepasados,  no  podrán  olvidíf 
jamás  los  vínculos  que  crea  su  filiación,  así  como  la  madre  patria  tendrá  siem- 
pre el  gozo  que  hoy  experimenta  al  ver  aquellos  pueblos  en  la  prospcridai 
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L  y  tructificando  en  ellos  cun  tozanfa  la  semilla  hace  cuatro  siglos  depositada 
I-  en  tan  apartadas  regiones. 

(Cómo  ha  de  haber,  pues  ni  aun  recelos,  si  la  verdadera  fraternidad  que 
i  eatre  nosotros  media  se  confirma  por  la  semejanza  ó  igualdad  de!  idioma,  la 
I  mantienen  viva  recuerdos  que  nos  son  comunes  y  la  patentiza  la  identidad 
I  de  nuestros  nombres,  signo  evidente  de  que  corre  por  nuestras  venas  ia  mis- 
rSa  sangre?  Y  claro  es  que  no  existiendo  temores  de  antagonismos  ni  peligros 
X de  rivalidad,  desaparece  el  obstáculo  principal  que  se  opone  al  progreso  del 
(Derecho  internacional,  aun   en  el   orden  privado,  y  se  hace  fácil,  ó  cuando 

menos  no  tan  accidentado,  el  camino  que  tiene  que  recorrerse  para  que  triun- 
n  los  principios  que  la  ciencia  admite  y  que  con  dificultad  puede  conse- 

jnirse  verlos  consignados  en   las  leyes,  ó  más  bien,  en  los  solemnes  pactos 
Botablecidos  entre  los  pueblos. 


Y  en  verdad  que  casi  no  hay  que  hacer  cosa  alguna  para  que  veamos  trans- 
itas á  las  leyes  las  doctrinas  del  Derecho  internacional  en  la  parte  más  fun- 
K^amcutal,  después  de  haberse  consignado  ya  en  nuestros  modernos  códigos 
"  smás  importantes  declaraciones  sobre  los  derechos  de  los  extranjeros  en 
i  territorio  nacional,  y  encontrar  establecido  en  el  art.  27  del  civil  que  gozan 
laña  de  los  derechos  que  las  leyes  civiles  conceden  á  los  españoles, 
Ivlvo  lo  que  se  hállate  establecido  en  tratados  internacionales  ó  en  el  articu- 
lo 2.0  de  la  Constitución  del  Estado,  en  el  cual,  lejos  de  consignarse  limita- 
ción alguna,  se  sanciona  la  facultad  de  establecerse  libremente  en  territorio 
iSol,  ejercer  en  él  su  industria  ó  dedicarse  á  cualquiera  profesión  para 
tayo  desempeño  no  exijan  las  leyes  títulos  de  aptitud  expedidos  por  las 
htorídades  españolas;  declaraciones  que  más  bien  confirman  la  perfecta 
'utidad  en  que  se  hallan  los  regnícolas  con  los  que  proceden  de  paises  ex- 
Q  cuanto  á  sus  derechos  civiles,  tanto  más  si  se  tiene  en  cuenta  la 
álidad  con  que  se  revalidan  los  títulos  profesionales  adquiridos  en  centros 
"de  enseñanza  extraños  para  poder  utilizarlos  dentro  del  territorio  nacional;  lo 
cual  no  debe  sorprendernos,  puesto  que  estos- preceptos,  con  toda  la  trans- 
cendental importancia  que  entrañan,  no  son  otra  cosa  que  el  reconocimiento 
en  el  orden  jurídico  de  los  derechos  de  la  personalidad  humana,  cuy-o  olvido 
sería  tanto  más  cruel  é  inexplicable,  cuanto  sea  mayor  y  más  expansiva  la 
comunicación  entre  los  pueblos;  pues  bien  se  comprende  que  el  hecho  de 
abril  las  fronteras  y  permitir  el  ingreso  en  el  suelo  patrio,  obliga  íbr^osamcnte 
á  reconocer  la  personalidad  jurídica  del  extranjero,  ya  que  sin  ella  se  hace 
imposible  hasta  su  vida  material,  ála  cual  se  atiende  por  medio  de  servicios 
recíprocos,  obtenidos  mediante  contratos, cuya  fuerza  tan  sólo  puede  fundarse 
tD  la  validez  que  les  comunica  la  notoria  capacidad  de  aquellos  que  los  ce- 
lebran. 

Por  esta  razón,  y  sin  tener  que  vencer  dificultades  de  ninguna  clase,  inspi- 
rándose el  Código  de  comercio  en  las  mismas  doctrinas,  declara  en  su  ar- 
1  culo  15  que  «los  extranjeros  y  las  Compañías  constituidas  en  el  extranjero 
I  idráu  ejercer  el  comercio  en  España  con  sujeción  á  las  leyes  de  su  país,  en 
I '  que  se  refiera  á  su  capacidad  para  contratar,  y  á  las  disposiciones  de  dicho 
<  idigo  en  todo  cuanto  concierna  á  la  creación  de  sus  establecimientos  den- 
I  o  de  territorio  español,  á  sus  operaciones  mercantiles  y  á  la  jurisdicción  de 
1  a  Tribunales  de  la  nación.»  Y  como  no  hay  motivo   alguno,  aun  recono- 
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do  la  mayor  expansión  y  universalidad  del  derecho  mercantil,  que  obli- 
gue á  que  se  respeten  las  leyes  extranjeras,  regulando  la  capacidad  del  co- 
merciante, y  no  se  estimen  con  arreglo  á  ellas  los  derechos  que  constituyca 
la  personalidad  en  cuanto  á  sus  efectos  estrictamente  civiles,  de  aqui  ci  que 
parezca  natural  aplicar  el  mismo  criterio  con  relaciona  la  extra terri tonalidad 
de  dichas  leyes,  según  expresamente  se  declara  en  el  art.  <.jP  del  Código  ci- 
vil, al  disponer  que  *  las  relativas  á  los  derechos  y  deberes  de  familia,  ú  al 
estado,  condición  y  capacidad  legal  de  las  personas,  obligan  á  los  españo- 
les, aunque  residan  en  país  extranjero;»  de  cuyo  importante  precepto  se  des- 
prende, con  la  fuerza  de  una  lógica  incontestable,  que  si  nuestros  legislado- 
res se  consideran  autorizados  para  estimar  obligatorios  los  preceptos  que  re- 
gulan la  capacidad  aunque  el  español  se  halle  ó  resida  en  sucio  extraño,  es 
natural  dar  por  sentado  que  encarna  en  esta  declaración  la  doctrina  de  res- 
petar del  mismo  modo  y  por  iguales  motivos  las  leyes  de  carácter  peisooal, 
con  arreglo  á  las  cuales  haya  de  apreciarse  la  capacidad  del  extranjero  qw 
se  hallare  ó  residiere  en  algún  punto  de  nuestro  territorio  nacional,  afirma- 
ción que  sanciona,  poniendo  el  sello  á  tan  interesantes  declaraciones,  el  pi- 
rrafo  segundo  del  art.  lo  de  dicho  cuerpo  legal,  al  establecer  que  «las  suce- 
sioues  legítimas  y  testamentarias,  así  respecto  al  orden  de  suceder  como  i 
la  cuanUa  de  los  derechos  sucesorios  y  á  la  validez  inti  íjiscca  de  sus  dispoá- 
cioncs,  se  regularán  por  la  ley  nacional  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se 
trate,  cualquiera  que  sea  la  naturaleza  de  los  bienes  y  el  país  en  que  se  en- 
cuentren.» 

Con  no  pequeña  satisfacción  consignamos  que  nuestras  leyes  modernas 
representan  uo  paso  gigantesco  en  el  progreso  del  Derecho  internacional  pri- 
vado en  la  parte  relativa  á  la  capacidad  personal,  por  cuya  razón  no  haca 
quizá  falta  mayores  esfuerzos,  ni  aun  tratados,  para  ver  convertidos  en  pre- 
ceptos expresos  los  principios  fundamentales  de  que  se  desprende  la  base  en 
que  ha  de  apoyarse  la  eficacia  de  las  obligaciones  contra  i  das,  que  es  la  de  la 
aptitud  legal  de  los  que  las  celebraren,  sea  cualquiera  el  p^iís  en  que  tuvieran 
lugar  ó  hubieran  de  cumplirse.  Respondan  ios  demás  pueblos  a  esta  tenden- 
cia expansiva  que  hace  obligatoria  la  reciprocidad  con  que  más  de  una  vci 
pretenden  sancionarse  las  mayores  injusticias,  aun  en  detrimento  de  la  dig^ 
nidad  de  las  nacionalidades,  y  sirva  este. acicate  para  que,  siguieado  el  mis- 
mo ejemplo,  venga  á  quedar  consignado  en  los  Códigos,  aun  sin  neceadad 
de  tratados,  lo  que  la  verdadera  cultura  reclama,  es  decir,  que  no  sea  tan 
sólo  respetada  la  vida  del  ciudadano  cuando  pisa  suelo  extraño,  sino  tam- 
bién su  manera  de  ser  legal  adherida  fuertemente  á  aquélla,  tan  necesaril 
como  la  propia  existencia  para  que  no  sea  un  sarcasmo  en  el  orden  moral  la 
libre  comunicación  entre  los  pueblos;  coa  lo  cual,  lejos  de  quedar  lastimada 
la  independencia  y  soberanía  de  los  Estados,  se  aumentará  el  prcstip'ode 
aquellas  nacionalidades  que  respeten  mayor  número  de  atributos  de  la  per- 
sonalidad humana,  ya  se  la  considere  bajo  el  aspecto  físico  con  derecho  i  la 
vida,  bajo  el  concepto  intelectual  procurando  fomentar  sus  progresos,  Ó  ya, 
por  últímo,  rindiendo  tributo  á  la  necesidad  del  mutuo  auxilio  que  la  imper- 
fección del  hombte  hace  preciso  y  atendiendo  á  ella  por  medio  de  los  con- 
tratos, para  cuya  celebración  hace  falta  una  reconocida  é  indiscutible  capa- 
cidad. 

Existe,  pues,  por  nuestra  parte  la  base  fandamental  qAie  haya  de  dar  efica- 
cia, no  sólo  en  Espaaa,  Portugal  y  las  Repúblicas  ibeío-amcricanas,  á  las  obü* 
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gacioDCS  civiles,  sino  para  que  sea  reconocida  su  fuerza,  cualquiera  que  sea 
el  país  en  que  se  hubieren  contraído;  precedente  que  impone  como  ineludi- 
ble la  necesidad  de  arbitrar  los  medios  de  que  no  quede  en  la  esterilidad  tan 
importante  paso  en  el  orden  jurídico;  porque  si  la  más  elemental  cortesía  en- 
tre los  pueblos  civilizados  exige  la  obligación  de  devolver  con  nimia  escru- 
pulosidad por  medio  de  actos  iguales,  las  demostraciones  de  reconocimiento 
á  la  majestad  ó  soberanía  de  las  naciones  recibidas  de  otros  pueblos,  con 
tanta  más  razón  debe  precederse  asi  cuando  aquellos  hechos  encaman  en  lo 
más  esencial  de  dicho  respeto,  admitiendo  como  base  de  relaciones  jurídicas 
las  leyes  establecidas  por  nacionalidades  extraías. 

España,  que,  como  la  historia  dice,  no  cede  á  ninguna  otra  nación  el  puesto 
que  le  corresponde  en  el  amor  á  la  soberanía  é  independencia,  por  cuyas 
preciadas  prerrogativas  ha  vertido  con  repetición  á torrentes  la  sangre  de  sus 
hijos  y  los  tesoros  de  su  erario;  España,  cuya  proverbial  hidalguía  ha  sido 
alguna  vez  explotada  para  encontrar  francas  sus  fronteras,  á  la  sombra  de  ge- 
neroso patrocinio  que  después  se  ha  querido  aprovechar  como  medio  de 
arrebatarla  su  nacionalidad;  dejándose  llevar  de  los  más  plausibles  impulsos, 
reconoce  fasi  ilimitadamente  los  fueros  de  la  personalidad  sin  distinción /le 
procedencias;  y  no  ciertamente  porque  se  hayan  debilitado  aquellos  vigoro- 
sos resortes,  sino  porque  su  propia  dignidad  y  los  recuerdos  de  su  misma 
antigua  grandeza  no  se  compaginan  con  las  represalias  que  mantiene  vivas 
una  indiscreta  y  cxagcradd  reciprocidad  que,  en  vez  de  dignificar  á  los  pue- 
blos, los  hace  como  cómplices  del  delito  de  lesa  humanidad. 

Falta,  pues,  tnn  sólo  que,  imitando  las  demás  naciones  este  ejemplo,  con- 
signen en  sus  leyes  iguales  declaraciones  para  llegar,  sin  merma  de  la  digni- 
dad y  soberanía  de  los  pueblos,  á  una  verdadera  fraternidad  jurídica  entre 
loshombres.  qiiL-  mantenga,  sin  embaído,  ilesas  las  nacionalidades;  situación 
que,  una  vex  sentada,  no  habría  razón  para  alterarla  aunque  surgieran  esos 
conflictos  que  t;in  sólo  se  resuelven  con  las  armas;  pues  bien  se  comprende 
que  si  en  el  mismo  fragor  del  combate  no  consienten  las  corrientes  que  do- 
minan en  los  pueblos  civilizados  el  desconocimiento  de  los  derechos  caracte- 
rísticos de  la  personalidad,  menos  podrán  autorizarse  repugnantes  venganzas 
en  extranjeros,  siquiera  procedan  de  pueblos  enemigos,  á  quienes  por  propio 
decoro  les  debe  amparar  la  hospitalidad  que  reciben. 

Grande  honra  scrfa  la  nuestra  si  de  este  Congreso,  que  simboliza  el  recuer- 
do de  vínculos  comunes  y  por  demás  gratísimos,  resultara  una  invitación 
inánime  á  las  naciones  del  mundo  civilizado,  para  que  en  todas  sea  igual  y 
JBCÍprocamente  reconocida  la  personalidad  del  hombre  regulada  por  las  leyes 
de  su  respectivo  origen.  Porque  si  bien  es  verdad  que  tenemos  los  espaíioles 
flolemnes  tratados  con  Portugal,  Francia  é  Italia,  con  relación  á  tan  impor- 
tante extremo,  y  se  hallan  algunas  declaraciones,  aunque  no  directas  y  explí- 
citas, en  convenios  de  paz  y  amistad  con  algunas  Repúblicas  de  América,  lo 
mismo  que  en  pactos  consulares  y  de  comercio  celebrados  con  otros  países, 
las  declaraciones  que  en  todos  ellos  se  ven  estampadas,  sobre  ser  una  confir- 
mación de  dertchos  que  ningún  pueblo  culto  desconoce,  aunque  no  hayan 
mediado  aquellas  solemnes  estipulaciones,  tienen  el  carácter  de  una  excep- 
eiÓQ,  como  si  hubiere  de  ser  regla  general  el  desconocimiento  de  aquellos 
derechos,  que  obliga  i  una  interpretación  restrictiva  é  impide  su  extensión  á 
lo  que  no  se  considere  explícitamente  consignado  en  sus  cláusulas.  Mas  si 
por  causas  que  nadie  desconoce,  no  se  atiende  esta  exdtadón  y  se  mantienen 
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los  tintes  manifiestos  ó  latentes  de  recíprocos  recelos,  por  entre  los  cuales  se 
escucha,  á  poco  que  se  repare,  el  crujir  de  los  aprestos  militares,  detenidos, 
no  por  el  amor,  sino  por  tas  conveniencias  de  las  mismas  nacionalidades, 
quiera  Dios  que  sea  para  siempre,  nosotros,  es  decir,  los  que  procedemos  de 
pueblos  que  aquí  tienen  tan  espléndida  representación,  hngamos  cuanto  esté 
de  nuestra  parte  por  que  sean  reconocidos  en  toda  su  amplitud  los  derechos 
de  la  personalidad,  como  lo  exige  nuestra  propia  dignidad  y  decoro,  sellao- 
do  con  estas  importantes  declaraciones  el  abrazo  que  estos  días  estrecha  eo 
unas  mismas  aspiraciones  á  pueblos  verdaderamente  hermanos;  pues  la 
emancipación  en  que  recíprocamente  vivimos  no  ha  podido  quebrantarlos 
vínculos  creados  para  siempre  por  una  misma  civilización  común. 

Si  al  volver  á  los  pueblos  de  vuestro  respectivo  origen  no  dais  tregua  á  la 
tarea  de  difundir  estas  mismas  doctrinas,  y  en  el  Pairlamento,  en  la  cátedra  y 
en  el  foro  sostenéis  siempre,  con  la  energía  propia  de  vuestro  saber,  que  la 
pcrsonahdad  del  hombre  civilizado  debe  ser  estimada  en  el  orden  civil  por 
las  leyes  á  que  se  halla  sujeto  cl  ciudadano,  sea  cual  fuere  su  procedencia, 
en  cuanto  no  afecten  al  orden  público  y  á  las  buenas  costumbres,  segura- 
mente se  abrirán  paso  aquellos  principios  en  los  Códigos  y  en  las  leyes;  y 
al  dar  á  las  obligaciones  la  base  para  que  puedan  tener  eficacia,  habrá  des- 
aparecido al  mismo  tiempo  la  posibilidad  de  que  encuentre  amparo  entre 
pueblos  hermanos  la  defraudación  que  supone  el  eludir  cl  cumplimiento  de 
contratos  solemnemente  convenidos  con  sólo  tomar  asilo  en  una  nacioDalidad 
extraíla. 

Y  no  se  crea  por  eso  que  desconocemos  la  importancia  que  han  tenido/ 
tendrán  siempre  en  la  cultura  del  Derecho  internacional  los  tratados  y  con- 
venios de  toda  clase,  que  en  primer  término  y  de  un  modo  directo  tiendeni 
sancionar  las  relaciones  entre  los  pueblos;  pero  como  está  llena  de  diGcolta- 
dcs  su  confección,  son  muy  pausados  sus  procedimientos,  y  puede  oscilary 
aun  desaparecer  su  duración,  preferimos  coadyuvar  á  que  entren  en  las  pres- 
cripciones del  derecho  comúa  estas  doctrinas,  tomando  de  él  su  fijeza  y  es- 
tabilidad, para  lo  cual"  son  quizá  bastantes,  como  ha  sucedido  entre  nosotros, 
las  corrientes  de  una  opinión  defendida  con  perseveríincia,  á  cuyo  influjo  es 
imposible  se  opongan  los  poderes  públicos;  esfuerzo  científico  que  se  apoya 
además  en  que  el  reconocimiento  de  los  derechos  civiles  á  los  extranjeros,  no 
depende  en  verdad  de  tratados  ni  de  la  reciprocidad,  sino  más  bien  del  deber 
que  á  todos  los  pueblos  impone  el  respeto  debido  á  los  atributos  esenciales 
de  la  personalidad  humana  regida  necesariamente  por  leyes  que,  garantizán- 
dola, marcan  también  su  desenvolvimiento  y  extinción,  cuya  doctrina  no 
significa,  sin  embargo,  una  situación  violenta,  obligando  al  cumplimiento  de 
leyes  que  se  hallen  en  abierta  oposición  con  las  de  la  nacionalidad  en  que 
hayan  de  ser  aceptados  sus  efectos;  pues  aparte  de  que  jamás  llega  esta  ten- 
dencia expansiva  á  imponer  el  respeto  de  las  que  contraríen  cl  orden  público 
ó  las  buenas  costumbres  de  las  nacionalidades,  es  de  suponer  que  muy  po- 
cas veces  se  han  de  presentar  esos  conflictos  á  consecuencia  de  marcados 
antagonismos,  y  tanto  más  circunscrita  la  cuestión  á  la  capacidad  para  con- 
tratar, y  con  relación  á  pueblos  que  se  hallan  estrictamente  unidos  por  los 
lazos  de  una  misma  civilización,  en  la  cual  entra,  como  factor  principal,  la 
comunidad  de  sentimientos  religiosos,  con  cuyos  antecedentes  no  son  de  es- 
perar sustanciales  diferencias  que  hayan  de  colocarnos  en  la  situación,  hasta 
cierto  punto  perturbadora,  de  reconocer  validez  á  actos  que  la  propia  legis- 


J 


—  aog  — 

lación  aprecie  como  Dulos,  ó  de  considerar  ineficaces  á  los  que  estime  como 
válidos. 

De  lo  expuesto  se  deduce  que,  en  naestra  opinión,  la  base  fundamental 
para  dar  eficacia  á  las  oblig'aciones  civiles,  tiene  que  arrancar  del  reconoci- 
miento de  los  derechos  que  regulan  la  capacidad  personal:  declaración  que, 
por  ser  consecuencia  de  los  atributos  sustanciales  del  hombre,  aun  conside- 
rado aisladamente  y  sin  formar  parte  de  una  nación  determinada,  se  impone 
con  tanta  mayor  fuerza  cuanto  sean  más  acentuados  los  progresos  de  la  ver- 
dadera civilización.  Por  eso  no  sólo  aplaudimos,  sino  que  nos  envanecemos 
de  que  nuestros  Códigos  novísimos,  sin  tener  en  cuenta  tratados  ni  cstcrilcs 
reciprocidades,  hayan  consignado  el  respeto  á  la  capacidad  del  extranjero 
regulada  por  las  leyes  de  su  procedencia,  como  un  deber  impuesto  en  el  ar- 
den jurídico  por  los  fueros  esenciales  de  la  humanidad,  que  ningún  pueblo 
culto  puede  desconocer  sin  peligro  de  confundirse  con  las  más  .atrasadas 
tribus,  y  cuyas  funestas  consecuencias  no  se  pueden  apreciar  en  la  pr:iciica, 
haciéndose  materialmente  imposible  la  vida  del  extranjero  fuera  de  su  propio 
suelo,  por  sobreponerse  á  ese  desamparo  en  que  por  las  leyes  se  halli^ria  el 
buen  sentido  de  tos  Elstados,  para  los  cuales  la  nacionalidad  no  es  obstuculo 
que  dificulte  la  celebración  de  toda  clase  de  contratos. 


Sentada  esta  primera  base  para  que  puedan  tener  eficacia  las  obligaciones 
civiles  contraidas  eu  país  extrajo,  interesa  conocer  cómo  se  ha  de  acf  uditar 
su  celebración,  para  lo  cual  bastará  que  coasignemos  el  texto  del  art.  1 1  ilcí 
Códipo  civil,  en  el  que  explícitamente  se  establece  que  las  formas  y  M^lein- 
oidades  de  los  contratos  (testamentos  y  demás  instrumentos  públii  'im,  se 
rigen  por  las  leyes  del  país  en  que  se  otorguen,  á  no  ser  que  fueren  .mtoii- 
zados  por  funcionarios  diplomáticos  de  España  en  el  extranjero,  en  cuyu  c.iso 
se  observarán  en  su  otorgamiento  las  solemnidades  establecidas  por  las  lejcs 
espaiíolas,  respetándose  siempre  las  prohibitivas  concernientes  á  las  personas, 
sus  actos  ó  sus  bienes,  ylas  que  tienen  por  objeto  el  orden  público  y  las  b\icnas 
costumbres,  cuyas  disposiciones  no  podrán  quedar  sin  efecto  por  leyes  6  sen- 
tencias dictadas,  ni  por  disposiciones  ó  convenciones  acordadas  en  otro  país 

No  necesitamos  insistir  en  el  examen  de  estas  declaraciones  fundamerit:Mcs 
acerca  de  la  forma  legal  que  hayan  de  revestir  los  actos  jurídicos,  entre  los 
cuales  se  hallan  las  obligaciones,  para  demostrar  que  los  preceptos  de  nues- 
tro Código  sobre  este  punto  se  imponen  con  la  fuerza  que  lleva  siemjire  lo 
que  es  imprescindiblemente  necesario. 

En  efecto,  si  el  que  transitoria  ó  permanentemente  se  halla  en  país  que  no 
le  es  propio,  se  ve  precisado  á  otorgar  algún  acto  jurídico  cuyas  consecuen- 
cias han  de  traspasar  aquellas  fronteras,  serla  necesario  resolverse  ala  iniqui- 
dad de  negarlo  el  medio  de  acreditar  los  expresados  hechos  en  una  forma 
conveniente,  ó  hay  que  admitir,  como  documentos  de  prueba  que  justiluiuen 
su  celebración,  los  que  se  hubieren  extendido  con  arreglo  á  las  leyes  liet 
pueblo  en  que  se  otorgasen.  Y  están  inconcusa  esta  doctrina  como  que  sin 
ella  serían  poco  menos  que  ineficaces  los  derechos  civiles  sarcáaticamente  re- 
conocidos al  extranjero,  si  al  ponerlos  en  ejercicio  se  hallase  imposibilitado 
de  poder  acreditarlos  por  los  medios  extrínsecos  que  aquel  país  tuviera  esta- 
blecidos, ya  que  no  se  hallaba  en  su  mano  disponer  de  los  que  en  su  propia 
nacionalidad  se  reconocieran. 
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La  claridad  de  esta  doctrina  nos  permite  terminar  este  punto  dicieodO) 
como  en  el  anterior,  que  no  hay  necesidad  de  tratados,  ni  es  preciso  acudir 
á  motivos  de  reciprocidad  para  que  sea  materia  indiscutible,  aun  en  el  orden 
del  derecho  civil,  el  reconocimiento  de  aquella  legalidad,  cuyo  fundamento 
no  se  halla  en  el  respeto  de  soberanías  extrañas,  sino  más  bien  en  suponer 
veraces  los  medios  de  que  se  sirven  los  pueblos  para  acreditar  la  celebración 
de  los  actos  jurídicos,  así  como  en  la  imposibilidad  de  emplear  formalidades 
quizá  desconocidas  en  el  país  de  su  otorgamiento;  pues  no  puede  aspirarse  á 
más  con  relación  á  esta  materia,  si  fuere  admitida  como  indiscutible  la  legali- 
dad con  que  se  exteriorizan  en  país  extraño  los  actos  creadores  del  deredio 
empleando  las  ritualidades  y  aun  funcionarios  establecidos  para  ello;  situación 
que  tan  sólo  se  modifica  cuando  fueren  autorizados  por  agentes  diplomáticos 
ó  consulares  de  la  nación  á  que  pertenecieren  los  otorgantes,  los  cuales  se 
hallarán  obligados  á  sujetarse  á  las  leyes  de  su  respectiva  procedencia,  en 
prueba  de  que  es  efectiva  y  perenne  la  representación  que  constituye  su  ca- 
rácter, á  merced  de  la  cual  hasta  parece  como  que  se  desgaja  del  territorio 
la  habitación  en  que  tienen  establecida  su  residencia. 

Consideramos,  pues,  como  medios  de  prueba  los  documentos  otorgados 
legalmente  en  país  extraño,  y  aun  las  diligencias  judiciales,  en  cuanto  puedsm 
justificar  hechos  de  que  se  deduzcan  vínculos  jurídicos  que  hubiesen  de  ha- 
cerse efectivos,  si  bien  previas  las  ritualidades  necesarias  para  darles  auten- 
ticidad, las  cuales  muy  bien  pudieran  ser  las  de  la  legalización  en  la  forma  hoy 
establecida  ó  en  alguna  otra  más  simplificada;  trámite  que  hace  tanto  más  ne- 
cesario la  distancia  del  punto  de  donde  proceda  el  documento  ó  la  falta  de 
frecuentes  comunicaciones,  y  deV  cual  no  nos  decidiríamos  á  prescindir  sino 
en  caso  de  que  la  parte  que  hubiese  de  resultar  perjudicada  aceptase  expre- 
samente su  autenticidad,  ya  que  en  este  caso  más  bien  tomaría  su  fuerza  del 
asentimiento  del  interesado  (i). 


De  mayor  trascendencia  doctrinal,  con  relación  al  punto  que  examinamos, 
es,  sin  duda,  averiguar  qué  ley  debe  regir  la  esencia  de  las  obligaciones  con- 
traídas fuera  del  territorio  en  que  han  de  ser  cumplidas.  Limitaremos  á  muy 
cortas  frases  nuestra  opinión  sobre  tan  interesante  extremo. 

Nos  parece  oportuno  distinguir  los  actos  qne  entrañan  la  ¡dea  de  universa- 
lidad, de  aquellos  que  tienen  una  naturaleza  singular,  y  aun  con  respecto  á* 
éstos  puede  constituir  diferencias  su  relación  con  bienes  muebles,  con  inmue- 
bles ó  con  hechos. 

Si  se  trata  de  conocer  los  efectos  de  una  obligación  procedente  de  un  tí- 
tulo universal  como  la  herencia  ó  concurso,  nos  parece  incuestionable  que 
debe  tomarse  como  punto  de  partida  el  de  la  ley  de  su  origen,  á  fin  de  res 
petar  la  unidad  esencial  que  constituye  la  naturaleza  de  dichas  instituciones, 
cuyo  carácter  jurídico  quedaría  destruido  si  se  ingirieran  en  la  declaración  de 
sus  efectos  legislaciones  extrañas.  Mas  si  se  quisiera  conocer  los  efectos  de 


(i)  No  somos  partidarios  de  qae  se  generalice  la  doctrina  establecida  con  Portogal  de  qve 
los  exhortos  qae  medien  entre  las  autoridades  judiciales  de  aquel  país  y  las  naestras  se  corsen  di- 
rectamente y  se  cumplan,  por  tanto,  sin  más  formalidades  que  garanticen  su  autenticidad;  pees  no 
estimamos  la  legalización,  que,  aun  dentro  del  territorio,  es  precisa  en  determinados  casos,  como 
caprichosa  traba,  sino  como  formalidad  que  asegure  la  legítima  procedencia  del  documento. 


obligfaciones  singulares,  ó  se  relaciouaa  con  bienes  ¡amuebles,  en  cuyo  caso 
consideramos  necesario  que  los  contratos  tengan  al  menos  los  requisitos  de 
naturaleza  esencial  exigidos  por  la  ley  del  lugar  en  que  aquéllos  se  hallan 
íitos,  de  la  cual  no  es  posible  prescindir  sin  detrimento  de  la  sc^bcranía  te- 
rritorial, ó  se  refieren  á  cosas  muebles,  cuyas  obligaciones  debe [:iii  regularse 
por  la  ley  de  la  nación  de  su  propietario,  así  como  si  constítiiv  ren  hechos, 
deberáu  estimarse  por  la  del  lugar  en  que  hubieren  de  ser  ejecut.idos. 

Con  sólo  enunciar  estas  afirmaciones,  se  presentan  patentes  sus  fundamen- 
tos, por  cuya  razón  y  por  el  respeto  que  nos  infunde  la  ilustración  de  ta 
Asamblea  á  que  destinamos  este  ligero  trabajo,  no  decimos  más  sobre  este 
punto,  pasando  á  examinar  desde  luego  el  último  que  comprende  el  tema,  ó 
sea  el  medio  de  dar  eficacia  en  España,  Portugal  y  las  Kepúblic.is  ibero  ame- 
ricanas á  las  resoluciones  judiciales,  tanto  en  lo  civil  como  en  lo  crijiiínal. 


Los  principios  de  derecho  examinados  hasta  ahora  presentan  en  nuestro 
juicio  tan  sencilla  solución,  porque  son  en  realidad  el  reconocJniiento  en  el 
orden  legal  de  la  personalidad  humana,  y  en  consecuencia  de  ella  de  la  ca- 
pacidad para  contratar  eficazmente;  ya  que,  según  hemos  dicho,  desconocer 
aquella  aptitud  en  el  hombre  equivaldría  á  hacer  imposible  su  vid;i  cuando 
se  hallase  en  pais  extraño. 

Pero  el  cumplimiento  de  las  sentencias,  siquiera  sea  el  medio  único  legal 
de  hacer  que  el  derecho  tenga  fuerza  coactiva  en  aquel  caso,  como  es  siem- 
pre preciso,  entraña  algo  que  puede  considerarse  relacionado  coii  |.i  sobera- 
nía de  los  pueblos  en  cuanto  proceden  de  funcionarios  constituidos  l-ii  auto- 
ridad y  que  al  dictarlas  ejercen  un  acto  público,  procedente  de  Ids  supremos 
poderes,  en  cuyo  nombre  y  representación  se  administra  la  jusiici.5¡  y  por 
eso,  oponiéndose  al  desarrollo  de  esta  doctrina  un  mal  entendido  concepto 
de  la  dignidad  nacional,  según  nuestro  juicio,  procúrase  amparir  vn  los  fue- 
ros de  una  exagerada  y  absoluta  reciprocidad,  á  fin  de  atenuar  di-  csie  tiiodo 
la  iniquidad  que  supone  el  desconocimiento  de  un  derecho  ya  dcL-larado  en 
la  única  forma  legal  posible. 

Conocida  es  nuestra  opinión  sobre  tan  interesante  extremo  desde  que  tu- 
vimos la  honra  de  evacuar  una  ponencia  en  el  inolvidable  Congresr  i  de  ISarce- 
lona  de  iSS8,  acerca  de  la  extraterritorialidad  de  la  cosa  juzgad. i.  lo  cual  po- 
dría limitar  el  trabajo  de  hoy  á  dar  por  reproducido  lo  que  entonces  tuvimos 
ocasión  de  exponer.  Mas  como  nuestras  opiniones  recibieron  el  honor  de  ser 
examinadas  con  detenimiento  y  fueron  impugnadas  por  un  ilu-tn-  j>ir¡scoii- 
sulto,  cuyas  galas  en  el  decir  animan  siempre  con  los  colores  1  ■  una  verda- 
dera realidad  lo  que  quizá  puede  ser  resultado  del  supremo  ak  .uce  de  .'U  po- 
derosa fantasía,  á  cuyos  esfuerzos  se  presta  sin  límites  el  dilat  i  li  cnmpo  de 
la  dignidad  nacional,  ante  la  cual  casi  enmudece  la  ciencia,  el  it.lnl'so  de- 
tiene sus  pasos,  se  posponen  las  fuentes  de  la  riqueza  y  hasta  -.<■  |iietenden 
olvidar  los  fueros  de  la  humanidad  anteriores  á  la  existencia  de  1  ,s  naciona- 
lidades, nos  vemos  obligados  á  repetir  los  mismos  razonaniieiiL.i.-i,  ]njr  si  nos 
deparase  la  fortuna  la  inmensa  satisfacción  de  que  se  aceptascu  i-ii  este  Con- 
greso soluciones  más  expresivas  por  lo  mismo  que  es  limita, i. i  l.i  esfera  de 
sus  aspiraciones,  en  cuanto  se  halla  circuascrita  á  procurar  csiuch.ir  los  la- 
^.os  que  ya  existen  entre  pueblos  verdaderamente  hermanos. 

Para  dar  mayor  claridad  á  nuestras  opiniones,  distinguimos  los  efectos  que 


deben  producir  las  senteadas  según  sea  civil  ó  criminal  la  materia  sobre  la 
cual  recaigan,  pues  no  puede  ocultarse  la  sustancial  diferencia  que  entre  una 
y  otra  medía,  más  en  contacto  la  primera  con  el  ejercicio  de  los  dercchos^ 
de  la  capacidad  personal  que  suponemos  dignos  de  respeto  entre  todos  los 
pueblos  cultos,  y  en  estrecha  relación  la  segunda  con  los  principios  de  orga- 
nización social  que  constituyen  el  más  genuino  concepto  de  la  soberanía,  ea 
la  cual  descuella  la  independencia  de  las  nacionalidades. 

Examinando,  pues,  la  cuestión  bajo  su  primer  aspecto,  diremos  que  si  las- 
relaciones  civiles  entre  ios  hombres  son  esencialmente  extraterritoriales, 
segün  hemos  demostrado  antes,  no  hay  razón  alguna  que  explique  el  motivo 
por  el  cual  se  haya  de  negar  esa  misma  cualidad  á  la  sentencia  dictada  en  los 
litigios,  cuyo  objeto  haya  sido  el  que  tuvieran  su  sanción  los  derechos  de 
aquella  clase,  no  respetados  voluntariamente,  puesto  que  si  no  ofrece  dificul- 
tad el  reconocimiento  de  la  capacidad  personal  regulada  por  las  leyes  de  las 
correspondientes  nacionalidades,  apesar  de  que  no  han  podido  formarse  sin 
que  el  poder  supremo  en  su  más  elevado  concepto  se  haya  puesto  en  acción, 
no  parece  que  debía  existir  inconveniente  alguno  en  cumplir  las  sentencias 
que  se  dictaren  para  hacer  efectivos  aquellos  derechos,  io  cual  no  es  más 
que  una  consecuencia  forzosamente  impuesta  por  la  resistencia  á  respetar  los 
efectos  de  la  relación  juridica  legítimamente  creada. 

Fíjense  enhorabuena,  con  inflexible  rigor,  los  motivos  que  hayan  de  hacer 
competentes  á  los  Tribunales  para  entender  en  las  cuestiones  litigiosas,  te- 
niendo en  cuenta  el  lugar  de  la  celebración  del  contrato,  el  punto  en  que 
haya  de  ser  cumplida  la  obligación,  el  domicilio  del  deudor,  según  los  casos,, 
el  sitio  en  que  se  halle  sita  la  cosa  sobre  la  cual  recaiga  la  acción  que  haya 
de  ejercitarse,  y  sin  admitir  jamás,  si  así  parece,  ia  sumisión,  á  fin  de  que  no 
dependa  de  la  voluntad  de  los  particulares  el  reconocimiento  de  la  jurisdic- 
ción de  los  Tribunales  de  una  ó  de  otra  nacionalidad;  pero  una  vez  estable- 
cidas estas  bases,  con  arreglo  á  las  cuales  se  considere  indiscutible  la  com- 
petencia del  Juez  que  haya  de  entender  en  la  cuestión  controvertida,  el  re- 
conocimiento y  aun  cumplimiento  del  fallo  que  dictare  no  puede  nunca 
estimarfc  como  una  humillación  para  la  nación  extraña  en  que  hubieren  de 
tener  resonancia  las  declaraciones  consignadas  en  la  sentencia,  sino  mas  bien 
una  prueba  de  que  al  considerar  á  las  naciones  como  entidades  jurídicas,  las 
admitimos  revestidas  de  los  atributos  que  les  son  esenciales,  entre  los  cuales 
descuella  el  de  administrar  justicia;  puesto  que  es  hasta  un  sarcasmo  suponer 
la  existencia  de  Estados  independientes,  cuya  misión  principal  es  hacer  efec- 
tivo el  derecho  creado,  con  ios  cuales  justifica  la  conveniencia,  fomentar  y 
estrechar  las  reciprocas  relaciones  que  hacen  comunes  los  medios  de  satisfa- 
cer las  necesidades  jamás  atendidas  en  el  aislamiento,  siempre  vencidas  con 
el  mutuo  auxilio,  si  se  adopta  como  criterio  el  dejar  de  cumplir  los  fallos  dic- 
tados en  país  extraño  por  suponer  lastimada  con  ello  la  dignidad  del  país^ 
que  hubiere  de  llevarlos  á  ejecución. 

(Se  ha  pensado  siquiera  en  la  situación  en  que  se  hallaría  k  persona  á 
quien  se  negase  la  justicia  en  determinados  Tribunales  por  no  considerarse 
competentes  para  conocer  de  la  demanda  de  que  debieran  entender  los  de 
otro  país,  y  que  acudiendo  á  ellos,  y  dictada  en  forma  la  sentencia,  se  des- 
conozca después  su  eficacia  al  intentar  que  fuere  cumplida?  Porque  no  se  nos 
oculta  que  este  caso,  hoy  excepcional  por  causa  de  que  son  muy  pocos  los 
que  se  deciden  á  reclamar  gus  derechos  contra  deudores  que  han  traspasado- 
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3as  fronteras,  sí  bien  sanciona  una  iaiquídad,  no  trasciende  en  verdad  al  des- 
envolvimiento de  los  elevados  fines  de  los  Est9dos,  ya  que  los  perjuicios  que 
por  este  motivo  se  irroguen  quizá  no  alcanzarán  más  que  al  paiticular  cuyos 
derechos  hayan  de  quedar  por  esta  razón  escameddos.  Pero  csi.i  considera- 
ción, que  quizá  tengan  en  cuenta  los  poderes  públicos,  obligad:js  en  primer 
término  á  atender  á  los  intereses  de  la  colectividad,  no  es  bast;iiite  para  que 
la  ciencia  por  una  parte  y  los  deberes  que  por  otra  imponen  Iolí  rcspitos  de- 
bidos á  la  justicia,  dejen  de  alzar  su  voz  á  fin  de  que  desaparezca  cuanto  an- 
tes situación  tan  violenta,  negando  al  fraude  el  asilo  que  por  csU]  causa  en- 
«uentia  en  naciones  extiaBas  para  eludir  el  cumplimiento  de  Ur<  tallos  judi- 
ciales; inmunidad  que  ni  el  delincuente  disfruta,  según  puede  ve  [^c  en  los  tra- 
tados de  extradición,  apesar  de  la  universalidad  de  los  derechos  civiles  y  la 
paiticiilaiidad  y  aun  quizá  exclusivismo  de  todo  cuanto  se  relaciona  con  el 
derecho  penal. 

Por  esta  razón  sin  duda,  procurando  los  pueblos  como  disculparse  de  no 
dar  cumplimiento  á  las  sentencias,  buscan  explicación  á  tan  an "in^ilo  proce- 
der, sincerándose  respectivamente  por  medio  de  la  reciprocidail  y  culpando 
de  este  modo  naos  á  otros  que  las  sentencias  no  sean  cumplidas.  Es  decir, 
<lue  todas  las  naciones  desean  el  cumplimiento  de  las  sentencia-,  ilíctadas  en 
materia  civil  y  se  comprometen  á  respetar  las  de  la  nación  qm  cumpla  las 
propias;  lo  cual  equivale  á  afirmar  que  por  este  camino  jamas  se  llegará  á 
que  tenga  solución  este  enigma,  si  no  vienen  los  tratados  á  rompí  i  esta  valla 
ó  no  se  decide  alguna  nación  a  comenzar  el  cumplimiento  de  los  fallos  judi- 
ciales con  la  esperanza  de  que  sólo  falta  dar  comienzo  á  ello  para  que  se  ob- 
tenga la  prometida  correspondencia. 

Por  esta  razón,  considerando  que  la  dignidad  é  independencia  de  los  Esta- 
dos no  se  conserva  por  medio  de  pueriles  arranques  de  indisciei  i  soberbia, 
sino  reser\'ando  las  energías  para  cuando  haya  necesidad  de  m  intciicr  iricó- 
tumes  tan  preciados  atributos,  creemos  que  más  bien  sería  un.i  liunra  para 
las  naciones,  y  por  eso  la  deseamos  para  nuestra  patria,  quebrautu  d  hielo 
de  la  reciprocidad  y  dar  principio  al  cumplimiento  de  las  sentcnciis  cu  ma- 
teria civil,  si  reunían  las  demás  condiciones  que  la  ley  exige,  \  -,u,i\-izantio 
además  los  efectos  de  la  rebeldía,  con  lo  cual  se  darla  una  prui.!'  ^  de  mayor 
cultura  en  cuanto  el  respeto  á  la  santidad  de  la  cosa  juzgada,  c;-  .jrrsiúa  de  la 
justicia,  que  cotno  virtud  social  constituye  uno  de  los  más  escJiciales  orga- 
tiisjnos  de  todo  pueblo  civilizado,  no  puede  mortificar  la  di^JudiJ  nacional 
si  no  hallase  en  una  absoluta  reciprocidad  la  debida  correspuu  lt:iic>a,  pues 
más  bien  quedaría  rebajado  el  prestigio  de  las  nacionalidades  jue  no  res- 
pondieran a  esa  tendencia  expansiva  de  la  civilización  actual,  con  la  cual  nos 
alejaríamos  de  inexplicables  y  absurdos  exclusivismos. 

Creemos,  en  fm,  que  no  se  opone  al  fervoroso  culto  que  tribul.nuos  á  In 
independencia  de  la  patria,  heredado  de  nuestros  mayores  y  snsteujdo  por 
medio  de  constantes  sacrificios,  si  de  eamos  para  ella  la  gloni  de  i|ue  ea 
nombre  de  una  cultura  qne  hoy  se  impone,  tremole  en  sus  maiii^;  ia  bande- 
ra de  mayor  difusión  del  derecho  ya  declarado  por  los  tribun.il--;  constitui- 
dos, con  lo  cual  quedaría  sancionado  el  reconocimiento  de  la  ¡lursonalidad 
humana  con  todas  sus  consecuencias  en  el  orden  civil  al  menos,  acercándo- 
nos de  este  modo  á  la  fraternidad  legal  compatible  con  la  exisLencia  de  las 
nacionalidades.  Hora  es  ya  de  que  recordando  nuestros  antiguas  ];rcstigÍo.s 
tengamos  iniciativas  con  las  reformas  del  derecho  y  no  limitciius  nuestra 
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significación  al  modestísimo  papel  de  seguir  los  pasos  trazados  antes  por 
otros  pueblos:  proceder  que  si  es  prudente  cuando  se  trata  de  puntos  en  que 
puede  ser  dudosa  la  oportunidad,  acusa  debilidad  ó  cobardía  si  se  refiere  i 
materias  cuya  legitimidad  se  halla  justificada  por  lo  que  la  ciencia  y  la  razón 
consideran  conveniente. 

La  ocasión,  además,  se  presenta  propicia;  pues  aun  prescindiendo  de  que 
hoy  ya  no  existen  substanciales  diferencias,  por  regla  general,  en  el  modo  de 
apreciar  los  Estados  las  instituciones  jurídicas  del  orden  civil,  nos  hallamos 
aquí  reunidos  pueblos  estrechamente  relacionados  por  fuertes  vínculos  co- 
munes; y  si  se  formase  sobre  este  punto  una  opinión  compacta,  resultaría 
que  nuestra  voz  aparecería  robusta  por  la  fuerza  que  comunica  á  todas  las 
ideas  la  colectividad,  tanto  más  cuando  va  acompañada  de  cuantos  prestigios- 
pueden  hacerla  respetable. 

Glorioso  recuerdo  podría  ser  el  que  quedase  en  el  derecho  internacional 
privado  de  la  fecha  del  cuarto  centenario  del  descubrimiento  de  América,  si 
saliera  de  esta  ilustre  Asamblea  una  solemne  invitación  á  todos  los  pueblos- 
cultos,  para  borrar  de  los  Códigos  el  principio  de  reciprocidad  en  cuanto  al 
cumplimiento  de  las  sentencias  dictadas  en  materia  civil  por  tribunales   ex- 
tranjeros, sustituido  por  el  solemne  compromiso  de  respetar  y  cumplir  di- 
chos fallos,  previas  determinadas  formalidades,  siempre  que  sus  declaracio- 
nes no  se  opusieran  á  la  constitución  y  régimen  fundamental  del  país  en  que 
hubieren  de  cumplirse,  á  la  moralidad  de  los  actos  ó  á  su  validez  intrínseca. 
Y  si  esto  no  llegare  á  suceder  por  causas  que  no  adivinamos,  estrechemos 
siquiera  nosotros  los  lazos  que  ya  nos  unen,  y  empleando  las  fuerzas  que  os 
comunican  vuestro  saber  y  la  significación  social  que  de  justicia  os  corres- 
ponde, procúrese  crear  un  estado  de  derecho  entre  España,  Portugal  y  las- 
Repúblicas  ibero -americanas,  que  permita  dar  cumplimiento  á  las  sentencias^ 
dictadas  con  indudable  competencia  por  los  tribunales  de  cada  uno  de  estos^ 
países  en  aquel  en  que  hubieran  de  hacerse  efectivas.  De  este  modo  se  con-^ 
seguirá  además  que  los  vínculos  de  cordial  fraternidad  que  nos  ligan  serán 
estímulos  para  el  comercio,  la  laboriosidad  y  aun  la  ciencia,  mas  no  así  la 
que  haya  de  hacer  ineficaces  las  obligaciones  dejándolas  por  efecto  de  aque- 
lla inmunidad  en  el  más  inexplicable  é  inicuo  olvido. 

Estrechamente  relacionada  con  este  punto  consideramos  la  doctrina  que 
por  iguales  y  aun  quiza  más  poderosos  motivos  hace  también  necesario,  en 
nuestra  opinión,  el  cumplimiento  de  las  sentencias  dictadas  por  los  tribunales- 
con  respecto  á  las  responsabilidades  de  carácter  civil  provenientes  de  delito. 

No  comprendemos,  en  verdad,  cómo  la  dignidad  de  las  nacionalidades  pue 
de  convertirse  en  amparo  que  favorezca  al  criminal,  no  tan  sólo  para  que- 
consiga  vivir  tranquilo  eludiendo  la  penalidad  que  tiene  merecida,  sino  para 
consumar  el  resultado  de  sus  defraudaciones  gastando  y  viviendo,  posible  ea 
que  en  la  holgura,  á  expensas  de  la  miseria  en  que  dejó  al  perjudicado.  Pues 
parece  notorio  que  la  más  elemental  noción  de  loque  exige  la  probidad  como 
factor  principal  de  lá  dignidad  en  los  hombres  y  en  los  pueblos,  impone  la 
obligación  de  rechazar  toda  participación  aun  indirecta  en  las  consecuencias 
interesadas  procedentes  de  los  delitos,  á  cuyos  autores  jamás  debe  propor- 
cionárseles amparo  para  que  conviertan  la  hospitalidad  del  suelo  ajeno  en  me- 
dio que  les  permita  disfrutar  sin  zozobras  del  resultado  de  sus  depredaciones. 

El  cumplimiento  de  las  sentencias  relacionadas  con  los  efectos  civiles,  ya 
procedan  de  actos  lícitos  ó  ilícitos,  ofrece  como  más  saliente  una  nota  que^ 


sin  duda  facilita  la  admisión  de  los  principios  que  defendemos,  ctial  es  la  de 
que  no  son  verosímiles  esenciales  discrepancias  y  menos  todavía  antagonis 
mos  en  el  modo  de  apreciar  fundamentalmente  tas  instituciones  de  que  aque- 
llos derechos  proceden,  entre  los  pueblos  propiamente  caliGcados  como  cul- 
tos, ya  que  sin  este  lazo  de  unión  se  hace  imposible  la  aplicación  de  los  prin- 
cipios del  derecho  internacional  privado. 

Con  no  pequeBa  complacencia  sostendríamos  las  mismas  doctrinas  con 
respecto  al  cumplimiento  de  las  sentencias  dictadas  en  materia  crímin»!,  aun 
con  relación  á  !a  penalidad  que  en  ellas  se  impusiera;  pues  bien  se  compren- 
de que  liabria  llegado  el  derecho  á  su  mayor  grado  de  difusión  y  de  univer- 
salidad si  no  pudieran  eludirse  en  ningún  punto  tos  efectos  de  sus  lesiones. 

Conocemos,  sin  embargo,  que  esta  consecuencia  es  por  ahora  absoluta- 
mente imposible  en  cuanto  á  los  delitos  y  sus  penasj  porque  basada  la  delin- 
cuencia, no  solamente  en  principios  de  una  moral  universal,  sino  en  la  pecu- 
liar organización  de  los  Estados,  en  sus  costumbres,  en  precedentes  liistói 
eos,  quizá  exclusivos,  y  hasta  en  preocupaciones  de  que  no  es  fácil  prescin- 
dir, y  existiendo  además  sustanciales  discrepancias  en  el  modo  de  estimar 
los  efectos  de  la  penalidad,  cuya  intensidad  no  es  apreciada  del  mismo  modo 
por  todos  los  pueblos,  lo  único  á  que  puede  aspirarse  es,  en  nuestro  dicta- 
men, á  procurar  difundir  los  tratados  de  extradición,  con  los  cuales,  además 
de  reconocerse  la  soberanía  de  las  naciones  en  el  castigo  de  los  delincuentes, 
se  podrán  estimar,  al  pactarse,  los  delitos  y  las  penas  que  cada  pueblo  tuvie- 
re establecidos,  á  fin  de  señalar  en  aquellos  convenios  tas  condiciones  que  se 
crean  oportunas  para  salvar  los  reparos  que  á  cada  nación  ofreciere  su  dife- 
rente manera  de  apreciar  los  problemas  de  la  delincuencia  y  de  la  penalidad 
con  que  se  halla  reprimida.  El  Estado  que  tiene  abolida  la  pena  de  muerte, 
pacta,  por  ejemplo,  la  extradición,  con  la  promesa  previa  de  que  uo  ha  de 
ejecutarse  aunque  el  criminal  que  entregare  hubiera  cometido  delito  por  el 
cual  le  fuere  impuesta.  No  puede  pedirse  más,  en  nuestro  juicio,  sean  cuales 
fueren  los  vínculos  de  intimidad  que  mediaren  entre  pueblos  iguahncnte  so- 
beranos é  independientes,  mientras  no  llegue  el  dia,  si  es  que  ha  de  ser  posi- 
ble, en  que  se  borren  las  fronteras  y  no  haya  entre  los  hombres  otros  lazos 
que  los  que  produciría  una  verdadera  fraternidad. 


Expuestas,  siquiera  sea  brevemente,  nuestras  opiniones  contestando  á  los 
diferentes  puntos  que  comprende  el  tema  2.9  sometido  á  la  disensión  de 
este  Congreso  Jurídico,  nos  parece  oportuno  condensarlas  por  medio  de  las 
siguientes 


CONCLUSIONES 


^  base  fundamental  para  poder  dar  fuerza  á  las  obligaciones  civiles  con- 
traídas ea  país  extraño,  el  reconocimiento  de  la  capacidad  de  los  otorgan- 
ss,  regulada  por  las  leyes  de  la  nacionalidad  á  que  cada  uno  pertenezca. 


Las  formalidades  con  que  han  de  exteriorizarse  los  contratos  para  poder 
acreditar  su  celebración,  serán  las  del  lugar  en  que  se  otorgaren,  á  no  ser 
que  se  celebrasen  ante  los  Cónsules  del  paia  á  que  perteDCCicren  los  contra- 
tantes, en  cayo  caso  se  sujetarán  á  las  ritualidades  establecidas  en  el  mismo. 

Será  siempre  precisa  la  legalización  en  la  forma  establecida,  del  documen- 
to que  se  hubiese  otorgado  en  el  extranjero  para  acreditar  la  celebración  de 
contratos. 


La  esencia  de  las  obligaciones  civiles  contraídas  fuera  del  territorio  nacio- 
nal, se  regirá  en  tas  que  sean  de  naturaleza  universal  por  la  ley  de  su  origen 
á  fin  de  respetar  la  unidad  que  constituye  su  carácter;  atendicndosc  en  las 
singulares  á  la  del  territorio  en  que  se  hallase  sita  la  cosa  sobre  que  recaigan 
si  fuere  inmueble,  á  la  del  propietario  siendo  mueble,  y  regulándose  los 
hechos  que  constituyan  el  objeto  de  las  obligaciones  por  la  legislación  del 
lugar  en  que  hayan  de  ser  ejecutados. 


Las  sentencias  dictadas  por  los  tribunales  de  justicia  extranjeros  con  reía- 

ion  á  derechos  civiles  y  con  indiscutible  competencia,   deberán  cumplirse 

in  tener  en  cuenta  reciprocidad  alguna,  examinando  previamente  su  autcn- 

icidad,  y  si  se  refieren  á  obligaciones  lícitas  en  el  país  en  que  hubieren  de 

llevarse  á  ejecución. 

No  se  cumplirán,  sin  embargo,  los  fallos  dictados  por  tribunales  extranje- 
ros en  materia  civil,  cuando  procedieren  de  pleitos  sustanciados  en  rebeldía, 
á  no  ser  que  hubiere  sido  citado  el  demandado  personalmente  y  residiere 
en  la  misma  nacionalidad  en  que  se  tramitó  el  litigio. 


Se  cumplirán  igualmente  las  sentencias  recaídas  en  materia  criminal  en  la 
parte  relativa  á  las  responsabilidades  civiles  que  sean  consecuencia  de  los 
delitos,  mas  no  en  lo  que  se  refiera  á  la  penalidad. 

No  se  podrán  castigar  los  delitos  con  relación  á  personas  que  se  hallaren 
en  país  extrafío  sino  mediante  tratados  de  extradición,  cuya  celebración  debe 
generalizarse. 
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Las  conclusiones  i.^,  2.*  y  3,*  las  tenemos  resueltas  en  nuestras  leyes  y 
en  las  sentencias  repetidas  del  Tribunal  Supremo  de  la  misma  manera  que 
se  hallan  redactadas:  falta  tan  sólo  que  los  demás  pueblos  respondan  á  igual 
tendencia  expansiva  consignando  en  sus  Códígfos  dichas  doctrinas,  para  que 
sin  necesidad  de  tratados  se  establecieran  tan  importantes  principios  del 
deiecho  internacional  privado.  La  cuarta  conclusión  y  primera  parte  de  la 
quinta  es  una  novedad  no  consignada  en  las  leyes,  en  cuanto  tiende  á  hacer 
desaparecer  el  principio  de  reciprocidad  bajo  la  base  de  que  no  lastima,  y, 
antes  por  el  contrario,  más  bien  levantada  la  dignidad  de  los  pueblos,  rom- 
per aquellos  estrechos  moldes  é  inspirarse  en  el  respeto  que  merece  la  san- 
tidad de  la  cosa  juzgada,  cuando  tiene  por  objeto  hacer  efectivos  derechos 
civiles,  ya  que  cu  este  caso  los  fallos  judiciales  no  son  otra  cosa  que  una 
sanción  de  la  personalidad  y  capacidad  personal.  Y,  por  último,  !a  segunda 
parte  de  la  conclusión  quinta,  al  reconocer  como  necesarios  para  el  castigo 
de  los  delitos  los  tratados  de  extradición,  se  funda  en  la  naturaleza  de  esta 
violación  del  derecho,  cuyas  lincas,  si  bien  pueden  estar  ajustadas  á  los 
principios  esenciales  de  una  moral  universal,  desenvuelven  su  vida  en  atmós* 
feras  substancialmente  diversas,  que,  por  motivos  dé  dignidad  é  independen- 
cia, hacen  imposible  el  cumplimiento  de  las  sentencias  en  otra  forma. 


Vamos  á  poner  término  á  este  ligero  trabajo  con  una  importante  obser- 

Sc  habrá  podido  notar  que  hemos  dado  á  nuestras  opiniones  un  carácter 
de  generalidad  que  las  hace  aplicables  á  las  relaciones  con  todos  los  pueblos, 
entre  los  cu:i!cs  medie  al  menos  el  vínculo  de  una  civilización  común,  supo- 
niendo que  la  Asamblea  á  que  tenemos  la  honra  de  dirigirnos,  tiene  sobrados 
títulos  de  respeto  para  prometerse  que  su  autorizada  voz  sea  escuchada  de 
todas  partes  y  pueda  marcar  un  paso  transcendental  en  las  esferas  de  la 
ciencia  y  aun  de  la  práctica  hacia  el  progreso  del  derecho  internacional.  Y 
claro  es  que  si,  como  pide  el  tema,  circunscribimos  nuestras  aspiraciones 
áque  se  toquen  sus  consecuencias  con  relación  tan  sólo  á  España,  Portugal  y 
'as  Repúblicas  ibero-americanas,  los  estrechos  lazos  que  nos  unen  de  verda- 
dera fraternidad,  lejos  de  modificar  las  doctrinas  consignadas,  hacen  confiar 
que  será  más  fácil  verlas  aceptadas  en  el  campo  de  la  ciencia  por  vuestro 
saber,  llevándolas  además  vuestra  significación  social  hasta  las  elevadas  esfe- 
ras de  los  poderes  públicos. 

Quiera  el  Cielo  concedernos  el  inmenso  gozo  de  dejar  grabado  para 
siempre  el  recuerdo  de  la  fecha  que  en  estos  días  conmemoramos,  con  el 
sello  augusto  que  pueden  crear  leyes  ó  tratados  comunes  sobre  estos  dere- 
chos, á  cuya  sombra  se  fomenten  el  amor  y  los  intereses  que  median  ya  por 
fortuna  entre  estos  pueblos  hermanos. 
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Presidente. 

Excmo.  Sr.  D.  Femando  Cruz. 


Secretarios. 


Sr.  D.  José  Maliiquer  y  Salvador. 
Sr.  D,  Carlos  González  Rothvoss. 


Intervinieron  en  el  debate  los  señorea  siguientes: 

Excmo.  Sr.  D.  Francisco  Lastres,  Delegado  del  Ministerio  de  Ultramar, 
de  la  Universidad  de  la  Habana,  del  Colegio  de  Abogados  de  Puerto  Rico  y 
del  Gobierno  de  Guatemala. 

Sr.  D.  Prisciliano  María  Díaz  González,  Académico  correspondiente  y 
Delegado  de  la  Academia  de  Jurisprudencia  de  México  y  del  Colegio  de 
Abogados  de  I'uebla. 

Sr.  D.  Tomás  Moiitejo  y  Rica,  Delegado  del  Ilustre  Colegio  de  Abogados 
(le  Madrid. 

Excmo.  é  limo.  Sr.  D.  Juan  Jacinto  Tavares  de  Medeiros,  Académico  co- 
irespondíente  y  Delgado  de  la  Academia  Real  de  Ciencias  de  Lisboa. 

Sr,  D.  Vicente  Olivares  Biec,  Delegado  del  MÍDÍsterio  de  la  Gobernación. 


Fueron  designados  para  formar  la  Comisión  encargada  de  redactar  las 
conclusiones  relativas  al  tema  segundo  los  señores  siguientes: 
Sr.  D.  Julián  Agut  y  Fernández. 
Excmo.  é  limo.  Sr.  D.  Carlos  Zeferino  Pinto  Coelho. 
Sr.  D.  Rafael  Rebollar. 
E.xcmo.  Sr.  D.  Felipe  Sánchez  Román. 
Excmo.  Sr.  D.  Luis  Silveta. 


El  Sr.  Lastres  (D,  Francisco],  después  de  manifestar  que  las  Memorias  de 
los  Srcs.  Tavares  de  Medeiros,  Díaz  González  y  Olivares  Biec  eran  notables 
por  más  de  un  concepto,  é  interesantísimas  cual  correspondía  á  la  reputa 


ción  que  como  jurisconsultos,  ^ozan  sus  autores,  dijo  que  c[  tema  segundo, 
aun  cuando  no  tan  brillante  como  otros  de  los  compre  nclid  os  en  el  art.  2.° 
del  Reglamento,  era  el  más  práctico,  pues  mucho  de  lo  que  en  él  se  preten- 
de está  satisfecho,  y  lo  que  resta  se  alcanzará  fácilmente;  fin  este  último  al 
cual  iban  encaminadas  las  observaciones  que  se  proponía  someter  á  ta  con- 
sideración del  Congreso. 

El  estudio  de  la  primera  parte  del  tema,  continuó,  provoca  sin  poderlo 
remediar,  el  deseo  de  comparar  la  situación  del  extranjero  á  fines  del  siglo 
p[isado  con  la  que  tiene  en  nuestros  días.  Cuando  se  le  recuerda  sometido  at 
tiránico  derecho  de  auiícma,  con  tanta  razón  callñcado  de  insensato  por  Mon- 
tí'squieu,  y  se  ven  hoy  las  consideraciones  y  respetos  qvic  en  casi  todas  las 
naciones  civilizadas  se  guardan  al  extranjero,  no  es  posible  dejar  de  procla- 
mar los  grandes  progresos  del  Derecho  internacional  privado  en  lo  qucva 
de  siglo,  Parece  que  es  designio  de  la  Providencia  que  de  América  ven^ 
las  grandes  ideas  dt  regeneración  para  los  pueblos  de  la  vieja  Europa,  pues 
á  Méjico  cabe  la  gloria  de  haber  consignado  por  primera  ve/,  en  el  art.  33 
de  su  Constitución  federal  de  1857,  la  igualdad  absoluta  de  n^icionales  y 
extranjeros  en  lo  tocante  al  derecho  civil,  y  de  allí  lo  tom  iroii  los  Códigos 
de  Chile,  Uruguay  y  Guatemala.  La  generosa  nación  itali;m.i  dio  en  Europa 
ol  ejemplo  de  borrar  las  diferencias  entre  extranjeros  y  n^tcionales,  consa- 
'^rrando  la  fórmula  en  e!  art.  3.*^  de  su  Código, civil.  En  Esp.iña,  donde  nunca 
lia  habido  hostilidad  para  el  extranjero,  la  opinión  estaba  Jiccha,  y  por  eso 
no  ofreció  la  más  pequeña  dificultad  la  adopción  del  precepto  generoso  que 
contiene  el  art.  27  del  Código  civil  vigente  desde  iP  de  M^iyo  de  1889, 

La  corriente  favorable  á  la  buena  doctrina  tomó  tal  incrt- mentó  que  inva- 
dió las  naciones  más  refractarias,  bastando  recordar  que  liicrjaterra,  tan  idó- 
latra del  derecho  histórico  y  tan  amante  de  la  tradición,  110  consentía  que  el 
extranjero  fuera  arrendatario  á  largo  plazo  de  ninguna  finca,  y,  sin  embargo, 
después  del  acta  de  1870,  no  sólo  le  permite  que  sea  propietario  de  iamue- 
l)les,  sino  que  le  autoriza  para  trasmitirlos  por  sucesión. 

Ea  España,  el  problema  mencionado  en  la  primera  parte  del  tema  se- 
r^iindo  se  puede  decir  que  no  existe,  dada  la  doctrina  corriente  admitida 
por  ios  tratadistas  y  consagrada  por  los  Tribunales.  A  nadie  le  ocurre  poner 
on  duda  la  eficacia  de  las  obligaciones  contraidas  en  el  extranjero,  y  es  an 
axioma  que  la  capacidad  de  éste  se  debe  decidir  por  su  ley  nacional. 

A  este  propósito,  aiíadió,  es  conveniente  recordar  una  admirable  scntcnda 
del  Tribunal  Supremo,  en  la  cual  se  establece  la  doctrina,  acerca  déla  que 
todos  parecían  estar  conformes,  á  juzgar  por  el  contenido  de  lay  tres  Memo- 
rias sobre  el  tema  presentadas.  Tratábase  de  un  pleito  seg'uido  en  la  Isla  de 
Cuba,  en  el  que  habla  de  calificarse  la  capacidad  de  una  m\i¡cr  casada  en  lo> 
Lstados  Unidos  de  América,  que  pretendía  acogerse  á  la  ley  vigente  en  New- 
York;  y  no  es  para  olvidado  que  lo  discutido  en  el  litigo  afectaba  á  bienes 
sitos  en  territorio  español.  El  proceso  siguió  sus  trámites,  y  ante  el  Tribuml 
Supremo  se  pretendió  la  casación  de  la  sentencia  invocando  la  doctrina  de  te 
reciprocidad,  apoyada  en  que  en  el  Estado  de  New-York,  no  solamente  K 
niega  eficacia  á  la  ley  española,  sino  que  ni  aun  se  cumplimentan  lof  exho^ 
tos  que  dirigen  los  Tribunales  españoles.  "El  Tribunal  Supicino.  aceptando  la 
ponencia  de  D.  Ricardo  Diaz  de  Rueda,  insigne  magistrado  y  eminente  juris' 
consulto,  declaró  que  nada  importaba  la  conducta  que  respecto  á  las  leyes 
<le  España  observara  la  poderosa  República  americana,  para  que  aqui  se  res- 


petase  la  capacidad  del  extranjero,  á  quica  el  litigio  se  refería,  a)  cual  man- 
tuvo el  Supremo  en  la  ínte^dad  de  su  ley  nacional,  condenando  de  esa 
suerte  y  de  manera  expresa  la  doctrina  de  la  reciprocidad.  Este  fallo  es  de 
13  de  Enero  de  iK<S5,  y  constituye  una  página  de  gloria  para  ios  Tribunalefr 
españoles;  pero  no  es  justQ  olvidar  que,  si  la  buena  doctrina  ha  llegado  á 
arraigar  hasta  el  p\iiito  que  esa  sentencia  acredita,  débese  á  la  incesante  labor 
de  tratadistas  y  jurisconsultos  y  á  aquella  fecunda  iniciativa  del  Código  me- 
jicano de  1857. 

No  basta,  sin  embargo,  reconocer  eGcacia  á  las  obligaciones  contraídas 
en  el  extranjero,  sino  que  es  indispensable  dar  facilidades  para  que  los  inte- 
resados en  pedir  su  cumplimiento  acudan  á'los  Tribunales,  ejercitando  las 
acciones  de  que  se  crean  asistidos.  A  ello  se  ha  opuesto  durante  mucho 
tiempo  la  fianza  de  arraigo,  judicatum  sohi,  que  por  fortuna  va  desaparecien- 
do de  casi  todas  partes,  unas  veces  porque  la  han  suprimido  en  general  lo» 
Códigos  de  procedimientos,  y  otras  porque  la  han  abolido  los  pactos  inter- 
nacionales. El  Sr.  Lastres  cree,  sin  embargo,  que  la  supresión  de  la  fianza 
de  arraigo  trae  como  consecuencia  forzosa  el  cumplimiento  de  las  sentencias 
dictadas  por  los  Tribunales  del  pais,  ante  los  cuales  tuvo  fácil  acceso  el  ex- 
tranjero. De  lo  contrario,  resultarla  una  situación  desigual  é  intolerable,  pues- 
to que  esa  igualdad  del  extranjero  con  el  nacional  exige  que  el  fallo  tenga 
eficacia  en  todas  partes. 

;Qué  se  opone,  ariadió,  á  que  la  sentencia  tenga  efecto  extraterritorial* 
Sólo  una  mala  entendida  idea  de  la  soberanía  y  una  exageración  del  egoísmo 
nacional,  apoyada  en  que  la  justicia,  como  administrada  en  nombre  del  Po- 
der público,  lio  puede  extender  su  acción  más  allá  de  la  frontera,  y  para  sal- 
var la  susceptibilidad  nacional,  han  acudido  algunos  escritores  á  un  expedien- 
te ó  recurso  que  tiene  más  de  habilidoso  que  de  real  y  efectivo. 

Afirman  esos  autores,  y  es  exacto,  que  en  todo  litigio  se  produce  el  cuasi 
contrato,  por  virtud  del  cual  quedan  obligados  los  litigantes  á  aceptarla  sen- 
tencia que  se  pronuncie;  la  ejecutoria  es  sólo  el  documento  en  que  se  coo- 
signa  el  resultado  del  referido  cuasi  contrato.  ABaden  que,  puesto  que  en 
ninguna  nación  se  desconoce  la  autenticidad  de  tos  documentos  públicos  y 
solemnes  otorgados  en  el  extranjero,  no  se  concibe  se  niegue  á  lo  resuelto 
por  un  Tribunal  lo  que  se  Otorga  á  cualquier  acto  intervenido  por  notario. 
Los  partidarios  de  esta  doctrina  olvidan  por  completo  el  tema  de  que  se  tra- 
ta, pues,  en  efecto,  las  naciones  más  adversarias  de  los  fallos  extranjeros  na 
les  niegan  el  carácter  de  documentos  auténticos,  titulo  para  pedir  y  funda- 
mento de  la  acción  que  puede  ejercitar  el  que  la  tenga  á  su  favor,  promo- 
viendo el  correspondiente  litigio. 

Es  bien  sabido  que  no  se  trata  de  este  aspecto  del  asunto,  sino  de  que  1» 
sentencia  pronunciada  por  el  Tribunal  de  una  de  las  naciones  que  componen 
la  gran  familia  ibero-americana  tenga  tanta  eficacia  en  las  demás  como  en 
aquella  en  que  se  pronunció.  Estableciéndolo  por  un  pacto  internacional,  se- 
aleja  hasta  la  más  lig'era  sombra  de  atentado  á  )a  soberanía,  puesto  que  es  el 
ejercicio  de  esta  prerrogativa  y  el  reconocimiento  de  la  independencia  de 
los  Estados,  lo  que  hace  posible  el  convenio  internacional  á  que  todo  ei 
mundo  aspira. 

El  acuerdo  de  las  naciones  representadas  en  el  Congreso,  respecto  del 
punto  objeto  de  examen,  debiera  contener,  en  opinión  del  Sr.  Lastres,  el 
principio  de  ejecución  de  la  sentencia  extranjera,  con  tal  que  la   ejecutoría 
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reuniese  las  condiciones  siguientes:  i."  Autenticidad  del  fallo  acrtdi'.adapof 
la  legalización.  2.°Litigio  seguido  ante  Juez  competente.  3  ^Citacionsotemite 
de  los  litigantes,  aceptando  lo  que  sobre  este  particular  indica  c!  insi^e  tra- 
tadista Fiore,  á  fin  de  que  la  declaración  de  rebeldía,  cuando  proceda,  no 
pueda  ser  origen  de  un  atropello  por  indefensión.  4.°  Que  la  sentencia  tea 
<íjccutoria  con  arreglo  á  las  leyes  (Jel  país  en  que  se  hubiere  prooundado. 
5.'-'  Que  la  obligación  ó  el  acto  objeto  del  litigio  sean  lícitos  en  el  pais  donde 
sl-  pretenda  ejecutar  la  sentencia.  Y  6P  Que  la  resolución  no  contenga  nada 
contrario  al  derecho  público  del  país  donde  se  pretenda  ejecutarla. 

Llenando  estos  requisitos,  la  sentencia  extranjera  se  debe  cumplir  acor- 
d:mdolo  el  Tribunal  Superior  del  territorio  á  que  pertenezca  el  lugar  donde  d 
l'iíilo  se  haya  de  hacer  efectivo,  pudiendo  los  interesados  pretenderlo  direc- 
tamente, sin  necesidad  de  la  intervención  diplomática,  que  es  ocasionada  i 
dilaciones  y  entorpecimientos.  En  España  cree  que  se  podría  reservar  d 
Tribunal  Supremo  la  facultad  que  hoy  tiene  de  mandar  cumplir  los  fallos  ex- 
tranjeros, pues  el  pacto  internacional  indicado  cabria  perfectimentc  dentro 
del  Código  procesal,  cuyo  artículo  951  permite  el  acuerdo  sin  necesidad  de 
liacer  una  ley  nueva,  que  exigiría  el  concurso  de  los  Cuerpos  Colegís  ¡adores 
y  ncasionaría  el  retraso  consiguiente. 

El  Sr.  Lastres  continuó  diciendo  que  con  toda  intención  había  omitido  la 
icciprocidad  como  condición  necesaria  para  que  e!  fallo  extranjero  se  ejecu- 
te,  porque  á  la  altura  de  la  ciencia  no  se  puede  hablar  de  tal  principio,  que 
constituye  una  de  las  formas  de  la  tiranía.  La  reciprocidad  resulta  muchas  ve< 
ees  hipócrita  mixtificación  de  cruel  represalia,  produciéndose  un  espectáculo 
indigno  de  la  civilización  moderna,  cuando  un  Estado,  con  todos  los  elemen- 
tos del  poder  y  de  la  fuerza,  niega  al  particular  la  justicia  que  pretende  y  le 
rechaza  en  nombre  de  un  principio  que  no  se  puede  llamar  de  derecho,  por- 
que el  derecho  no  ampara  jamás  la  iniquidad. 

i  lace  próximamente  unsiglo  que  la  Asamblea  francesa  dio  el  gran  paso  de 
libcilir  el  derecho  de  aubana,  y  lo  hizo  sin  ocuparse  en  la  reciprocidad;  me- 
joi  dicho,  sabiendo  que  no  la  obtendría.  Lástima  grande  que  el  generoso 
arranque  de  los  revolucionarios  franceses  sufriera  nn  retroceso  cuando  se  lle- 
vó á  las  leyes  napeleónicas  la  funesta  doctrina  de  la  reciprocidad,  que  por 
desgracia  se  ha  hecho  sentir  en  muchos  de  los  Códigos  europeos  y  algunoF 
di.'  los  americanos;  pero  las  nuevas  corrientes  se  vuelven  á  abrir  paso,  y  hay 
que  confiar  en  que  se  irá  abandonando  la  rutina  y  las  miras  estrechas,  para 
elevar  el  asunto  á  la  altura  que  la  justicia  reclama,  para  que  se  realice  en  to- 
(l;is  partes  y  por  entero,  sin  atender  á  mezquinas  compensaciones  ni  dar  oca- 
siun  á  la  represalia  que  produce  la  reciprocidad. 

Más  sencilla  que  b  referente  á  ejecución  de  sentencias  es  la  parte  del  tema 
rel:iliva  al  cumplimiento  de  exhortes.  Estos  deben  dividirse  en  dos  catego- 
rías por  lo  que  al  procedimiento  civil  se  refiere,  comprendiéndose  en  la  pri- 
micia los  exhottos  que  tienen  por  objeto  la  práctica  de  simples  diligencias 
jiKÜciales,  como,  por  ejemplo,  citacióii  de  un  demandado,  examcQ  de  no 
Icsiigo,  expedición  ó  cotejo  de  un  documento  y  otras  actuaciones  análoga?. 
En  la  segunda  categoría  de  exhortos  se  comprenden  los  que  afectan  á  reso- 
luciones de  mayor  alcance  y  trascendencia,  porque  se  refieren  á  embargo  de 
bienes,  secuestro,  anotaciones  preventivas,  interdicción  y  otras  que  pueden 
producir  consecuencias  de  evidente  gravedad. 

.'\.  juicio  del  Sr.  Lastres,  los  exhortos  de  la  primera  categoría   pueden   y 
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debeh  ejecutarse  de  Juez  á  Juez,  sin  aecesidad  de  la  intervención  diplomáti- 
ca actual,  que  produce  dilaciones  conocidas  de  todos,  hasta  el  punto  de  que 
casi  siempre  se  queda  sin  practicar  la  prueba  que  debe  ejecutarse  en  el  cx- 
tiaojero.  No  cree  que  haya  nin^na  dificultad  en  que  un  Juez  de  Madrid  se 
dirija  á  uno  de  la  América  espaSola  ó  de  Portugal  y  viceversa,  solicitando  su 
cooperación  para  administrar  justicia.  Después  de  todo,  lo  indicado  ha  exis- 
tido, pues  lo  convinieron  Espaíla  y  Portu^ral  en  1844,  siendo  muy  sensi- 
ble que  las  facÜidades  concedidas  entonces  cayeran  en  desuso  y  más  tarde 
fueran  expresamente  derogadas  por  disposiciones  de  ambos  países,  que  las 
dictaiOD,  según  se  ha  dicho,  porque  no  satisfacían  puntualmente  los  gastos 
que  producía  el  cumplimiento  de  los  exhortes. 

Insistió  en  que  todas  las  naciones  representadas  en  el  Congreso  pueden 
acordar  que  los  exhortos  de  sus  respectivos  Jueces,  correspondientes  á  la  pri- 
mera categoría,  se  cumplimenten  sin  necesidad  de  la  intervención  diplomáti- 
ca, exigiéndose  sólo  las  ties  siguientes  condiciones: 

Autenticidad  del  exhorto  por  medio  de  la  legalización  necesaria  para  él 
extranjero;  traducción  del  texto,  por  lo  que  á  las  comunicaciones  con  Portu- 
gal se  refiera,  y  por  último,  garantía  para  el  pago  de  los  gastos  que  el  exhor- 
to ocasione.  Para  este  fin,  el  Juez  exhortante  deberá  exigir  ala  parte  que  pida 
el  despacho  ua  depósito  de  la  suma  suficiente  para  satisfacer  al  Juez  erfior- 
tado  la  CTtitidad  que  indique  tan  pronto  como  devuelva  el  documento  al  pan- 
to de  partida  con  las  actuaciones  ejecutadas. 

Parécete  que  por  nadie  podría  ponerse  dificultad  á  lo  expuesto,  enten- 
diéndose que  únicamente  se  refería  á  los  que  llamó  simples  exhortos,  pues 
para  los  otros,  incluidos  en  la  segunda  categoría  antes  referida,  será  preciso 
seguir  el  procedimiento  indicado  para  la  ejecución  de  la  sentencia. 

El  oratlor  consagró  un  merecido  recuerdo  á  los  Congresos  de  Lisboa,  de 
Lima  y  Montevideo,  que  se  ocuparon  en  el  tema  objeto  de  discusión,  y  tribu- 
tó un  elogio  a  la  memoria  de  un  insigne  jurisconsulto  español.  Presidente  que 
fué  de  la  Keal  Academia  de  Jurisprudencia,  Miaistro  de  Estado  y  Embaja- 
dor varias  veces,  á  D.  Manuel  Silvela,  el  cual,  mucho  antes  que  el  gran  Man- 
ciui  acometió  la  empresa  de  codificar*el  derecho  internacional  privado;  que 
para  lograr  la  ejecución  de  sentencias  y  cumplimiento  de  exhortos  extranje- 
ros, aplicó  toda  su  actividad  y  clarísimo  talento.  Mucho  trabajó,  dijo,  como 
Ministro  y  como  Embajador,  para  obtener  el  resultado  á  que  se  aspiraba  en 
el  tema  scí;undo;  y  si  no  consiguió  el  Sr,  Silvela  todo  lo  que  se  propuso, 
justo  es  recordar  que  dejó  muy  preparado  el  camino  para  el  pacto  interna- 
cional anteriormente  indicado,  y  ya  que  otra  cosa  no  pudo  lograr,  cábele  fa 
gloria  de  que  su  firma  aparezca  al  pie  de  varios  pactos  internacionales,  acor- 
dando l;i  dLl'ensa  por  pobre,  que  tantos  beneficios  produce  para  el  extran- 
jero indigente,  y  es  un  detalle  que  tampoco  se  debe  olvidar  cuando  se  trate 
del  cumpliitiiento  de  los  exhortos  y  sentencias  en  cuestión. 

Cuanto  á  los  fallos  y  exhortos  en  lo  criminal,  comprendidos  asimismo  en 
el  tema,  dijo  que  creía  oportuno  hacer  una  clasificación  de  los  segundos, 
muy  parecida  á  la  que  había  consignado  para  lo  civil.  Los  exhortos  referen- 
tes á  simples  actuaciones  ó  diligencias  de  investigación,  se  deben  cumplir  de 
Juez  á  Juez,  prescindiendo  de  la  intervención  diplomática.  No  es  ya  lo  mismo 
si  el  exhorto  se  refiere  á  la  prisión  del  presunto  culpable  ó  extradición  del 
criminn!.  porque  ambos  conceptos  están  comprendidos  en  los  convenios  de 
extradición  latificados  pur  las  Cámaras  de  los  países  contratantes,  y  para 
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modificados  sería  preciso  contar  con  el  Poder  legislativo  de 
y  precisameote  para  huir  de  este  peligro,  habfa  ¡adiendo  el 
obtener  el  resultado  apetecido. 

Las  leyes  de  procedimiento  de  casi  todos  los  países  representados  en  d 
Congreso  establecen,  como  la  primera  regla  para  la  ejecución  de  sentcnda» 
extranjeras,  lo  que  se  haya  convenido  entre  las  naciones,  y  lo  mismo  con- 
signa el  artículo  951  de  la  ley  española.  También  prevé  el  artículo  300  de 
nuestra  ley  procesal  que  los  exhortes  se  cumplan  cono  en  los  convenioí 
internacioaales  se  establezca,  y  para  llegar  al  acuerdo  bastaría  un  simple 
canje  de  notas  como  el  ocurrido  entre  España  y  Portugal  en  1844. 

Aun  tratándose  de  países  totalmente  distintos,  que  no  tuvieran  las  íntimas 
relaciones  de  los  representados  en  el  Congreso,  sería  fácil  llegar  á  la  sola- 
ción  que  se  pretende;  pero  no  debe  olvidarse  que  España,  Portugal  y  las 
Repúblicas  americanas  tienen  grandes  vínculos  que  las  lig-.in  y  constituyen 
una  gran  familia,  de  lo  cual  era  buena  prueba  las  manikstaciones  elocuentí- 
simas hechas  por  oradores  que  habían  hablado  en  el  Corit;reso,  manifestacio- 
nes de  afecto  á  que  corresponde  con  toda  la  efusión  del  .lima  España  entera. 
De  desear  sería  que  del  Congreso  quedara  algo  más  que  el  recuerdo  de  fra- 
ternales discusiones;  extremo  acerca  del  cual  todos  se  hallaban  conformes,/ 
p;ira  dar  cnerpo^y  efectividad  á  tal  deseo,  en  opinión  del  orador  sería  su- 
iiciente  la  firma  de  un  protocolo  para  ejecución  de  sentencias  y  cumpltmiea- 
tos  de  exhortes  entre  todas  las  naciones  ibero  americanas.  Esto  puede  reali- 
zarse en  lo  que  aún  resta  del  año  actual,  porque  el  convenio  no  exigiría  la 
ratificación  ni.  por  tanto,  la  ingerencia  del  Poder  legislativo. 

El  Sr.  Lastres  concluyó  diciendo  que  si  el  pacto  indicado  fuera  suscrito, 
quedaría  establecida  una  hermosa  federación  judicial  entre  los  pueblos  de  la 
gran  familia  ibero  americana,  y  ése  sería  uno  de  los  más  preciosos  monu- 
mentos elevados  á  la  memoria  de  Cristóbal  Colón  en  el  cuarto  centenario 
del  descubrimiento  de  América. 


El  Sr.  Díaz  González  (D.  Prísciliano  María)  empezó  diciendo  que,  á  so 
juicio,  todos  se  hallaban  conformes  en  lo  siguiente:  <el  fm  principal  y  causa 
determinante  del  Congreso  Jurídico  Ib  ero -americano  es  la  unión  de  la  raía 
espaQoIa.» 

No  puede  comprenderse,  añadió,  esa  unión  sin  una  ley  qne  constituya  d 
vinculo  necesario,  y  sin  una  autoridad  á  cuya  vigilancia  esté  encomendado  el 
cumplimiento  de  la  ley. 

La  unión  debe  constituirse  por  la  sumisión  espontánea  de  una  voluntad  i 
otra  voluntad;  y  la  concurrencia  de  voluntades  es  inconcebible  si  no  existe 
una  voluntad  soberana  que  las  reúna  entre  sí.  Esa  voluntad  soberana  K 
e-xprcsa  por  medio  de  una  ley  obligatoria  y  de  un  poder  ejecutivo  qne  la 
haga  cumplir  contra  todos  los  intereses  opuestos. 

La  unión  de  la  raza  española  será  una  especie  de  federación,  y  en  todas 
las  federaciones  hay  una  ley  y  una  autoridad.  La  familia  es  una  especie  de 
federación  de  individuos  autónomos,  y  tiene  su  autorid.id  y  sus  leyes,  como 
las  tiene  el  Municipio,  que  es  la  federación  de  familias  autónomas,  y  las  tiene 
la  Provincia  ó  el  Estado,  que  es  la  federación  de  Municipios. 

¿Cuál  será,  continuó,  la  autoridad  en  la  federación  de  h  ra^a  española*  Es 


lie  una  mitorídad  propiamente  dicha;  pero  existe  una  autoridad  su- 
,  que  es  el  honor.  El  honor  castellano,  el  honor  español,  que  es 
para  nuestra  raza  una  especie  de  divinidad,  y  esa  divinidad  será  nuestro  poder 
ejecutivo,  ya  se  verifique  la  unión  por  el  medio  sencillo  de  la  unidad  de  los 
Códigos,  ó  por  medio  de  tratados  internacionales. 

Los  tratados  son  obra  de  la  diplomacia;  ¡as  teorías  legislativas  son  obra  de 
la  ciencia;  de  la  ciencia  qne  inventa  ó  recoge  las  ideas  más  aceptables  para 
^propagarlas,  hasta  hacerlas  arraigar  como  fundamento  del  derecho.  El  Con- 
|Tt50  no  tiene  un  carácter  diplomático,  dijo,  y  es  lícito  á  sus  otadores  dis- 
corrír  y  proponer  las  teorías  que  las  naciones  adopten  en  el  silencio  y  reco- 
gfimiento  de  su  legislación,  ó  en  el  esplendor  y  solemnidad  de  los  tratados 
internacionales. 

De  cualquier  modo,  la  ley  de  la  unión  entre  la  raza  española  debe  ser  una 
ley  simpática,  una  ley  fundada  en  las  virtudes  y  aun  en  las  psiones  nobles 
de  esa  raza.  N¡  en  los  tratados  ni  en  la  legislación  podrá  nunca  subsistir  una 
ky  ó  un  principio  que  pugne  con  los  sentimientos  de  la  raza  española.  Bus- 
car la  unión  en  una  ley  6  teoría  repelentes,  sería  un  contrasentido;  sería  ir  al 
(bpor  medios  opuestos. 

Sí  había  comprendido  bien  e!  programa  del  Congreso,  añadió  el  Sr,  Díaz 
González,  si  los  esfuerzos  de  todos  loa  delegados  debían  dirigirse  á  conse- 
gHur,  no  la  unión  platónica  y  fundada  en  el  entusiasmo  del  momento,  sino  la 
imión  práctica,  basada  en  principios  consagrados  por  la  aprobación  discreta 
f  serena  de  los  sabios,  érale  licito  discurrir  sobre  los  medios  más  apropiados 
"ira  dar  eficacia  al  cumplimiento  de  los  contratos  y  á  la  ejecución  de  las 
Utencias  judiciales,  objeto  del  segundo  tema. 

El  primer  medio,  el  más  radical,  es  sin  duda,  el  de  la  igualdad  de  dere- 
chos civiles  y  de  garantías  individuales. 

La  unión  nacional  se  funda  en  la  igualdad  de  derechos;  unión  para  la  cual 
todos,  tenemos  una  misma  patria,  una  misma  ley  y  una  sola  justicia.  Luego 
(i  queremos  la  unión  de  la  raza  española,  es  necesario,  en  cuanto  cabe,  una 
ffljgnia  ley  y  una  misma  justicia. 

La  igualdad  de  derechos  es  ley  humanitaria;  es  principio  de  la  ley  cristia- 
na, ante  la  cual  todos  los  hombres  son  hermanos,  como  hijos  de  Dios;  es  ley 
qne  funda  la  solidaridad  entre  los  pueblos  para  el  triunfo  de  la  justicia,  que 
es  y  debe  ser  única  como  un  destello  de  la  Divinidad. 

México,  al  reconocer  en  su  Constitución  federal  de  1857  los  derechos  del 
'tombie,  ha  concedido  á  los  extranjeros  los  mismos  derechos  que  á  los  na- 
tioiíales,  y  siendo  intérprete  de  la  ley  fundamental  de  su  patria,  debía,  dijo, 
■oAener  la  teoría  proclamada  por  el  pueblo  mexicano,  que  es  la  teoría  santa 
(Id  Cristianismo,  la  ley  sublime  de  la  democracia. 

La  desigualdad  de  derechos  tiae  dos  funestas  consecuencias:  la  falta  de 
ndprocidad  internacional  y  el  derecho  de  repulsión.  La  capacidad  de  here- 
dar, por  ejemplo,  admitida  en  un  país  en  favor  del  extranjero  y  desechada 
ts  otro,  daría  luotívo  al  primero  para  negarla  á  los  nacionales  del  segundo. 
La  República  mexicana  negará  con  motivo  suficiente  (aquí  tendría  aplica- 
dón  el  principio  del  «Derecho  Romano,»  en  la  rúbrica  del  tít.  II,  lib.  H  D, 
Gwrf  gnisquc  m  ollerum  siatuerit,  ut  ipse  codcn  jure  ufaíur),  según  la  ense- 
BiDzade  sus  publicistas  (entre  ellos  Vallarta,  Exposición  de  motivos  de  la  Ley 
dt  Extranjería,  págs.  160  y  siguientes),  el  derecho  que  otra  nación  niegue  á 
los  mexicanos,  á  pesar  de  que  generosa  y  humana  concede  á  los  extranjeros 
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las  mismos  derechos  que  á  los  >ac¡onales;  porque  el  derecho  injusto  se  com- 
bate por  la  retorsión  del  mismo  principio  legislativo. 

Estas  retorsiones,  esta  venganza  hasta  cierto  punto  excusable,  es  la  que 
debe  evitarse  por  los  defensores  sinceros  de  la  unión  de  la  raza  española,  y 
sólo  se  evita  por  la  igualdad  de  derechos  para  nacionales  y  extranjeros.  En 
este  punto  cree  que  se  ha  adelantado  mucho  y  que  falta  poco  parala  unidad 
completa  de  legislación. 

Al  ñgurarse  la  unión  de  la  raza  espaSola,  aSadió,  sólo  la  concibe  abs- 
trayéu£)la  de  toda  nacionalidad ,  de  toda  soberanía ;  considera  al  in- 
dividuo aislado  con  todos  sus  derechos;  y  al  contemplar  al  hombre  colec- 
tivo, se  olvida  de  su  nacionalidad,  y  solo  encuentra  la  taza,  et  hombre  es- 
pañol. 

Se  dice  que  la  igualdad  de  derechos  es  un  sueHo,  «n;i  iitopia;  que  habrá 
siempre  diferencias  en  las  leyes  y  habrá  conflictos  entre  las  legislaciones; 
pero  como  el  verdadero  objeto  del  Congreso  era  remov  er  los  obstáculos  que 
puedan  impedir  ó  debilitar  la  unión  de  la  raza  espafiob.  después  de  conso- 
nar la  teoría  de  la  igualdad  de  derechos,  procedía  detci  minar  !a  regla  mejor 
para  resolver  los  conflictos. 

Entrando  en  el  estudio  de  esta  cuestión,  dijo  eISr.  Diaz  González  que  ante 
todo  se  presentan  en  pugna  las  teorías  de  la  ley  del  domicilio  y  de  la  ley 
nacional,  para  regir  la  capacidad  jurídica  y  el  estado  civil  de  las  personas;  la 
primera  contiene  la  ley  de  la  casa,  la  que  encierra  denlio  de  las  fronteras  al 
extranjero,  dominándolo  por  completo  y  avasallándolo  en  sus  scntímientcñ  y 
hasta  en  sus  tradiciones;  la  ley  nacional  es  la  ley  del  p.itriotismo,  la  ley  de 
la  familia,  la  ley  de  las  tradiciones  más  queridas  y  hasta  la  ley  que  da  som- 
bra al  sepulcro  de  los  ascendientes. 

Quitar  al  hombre  su  ley  nacional,  es  hasta  cierto  punto  reducirlo  á  la  es- 
clavitud. (Como  se  discurre  en  contra  de  ésta?  Se  dice  al  hoinbie,  con  La- 
cordaire:  cTú  eres  dueño  de  tu  trabajo,  porque  tu  trabajo  es  tu  actividad  y 
tu  actividad  eres  tú.  Quitarte  el  dominio  de  tu  trabajo  seria  quitarte  el  domi- 
nio de  tu  actividad;  es  decir,  la  posesión  de  tí  mismo,  de  lo  que  te  hace  na 
set  viviente  y  libre.» 

El  orador  discurría  del  mismo  modo  defendiendo  esta  tesis:  La  ley  ni- 
cional  es  la  vida  de  la  patria,  y  la  vida  de  la  patria  es  \,\  vida  moral  del  hom- 
bre; quitarle  á  un  hombre  su  ley  nacional  es  quitarle  su  vida  moral,  es  des- 
pojarle de  su  ciudadanía,  es  convertirlo  casi  en  un  paria,  en  un  ilotí,  á  quien 
se  le  despoja  de  su  nacionalidad,  á  pretexto  de  daile  los  mismos  derechos 
civiles  que  á  los  nacionales,  como  al  esclavo  se  le  quita  el  dominio  de  su  tra- 
bajo, á  pretexto  de  la  protección  del  amo. 

La  ley  del  domicilio  es  la  ley  de  la  nacionalización  sin  los  derechos  poli- 
ticos;  es  una  nacionalización  á  medias  hecha  sin  voluntad  explícita;  y  la  na- 
cionalización exige,  hasta  por  el  decoro  nacional,  el  consentimiento  franco  y 
categórico  del  extranjero;  es  el  pacto  con  la  patria  adoptiva;  y  ese  pacto 
solemne  no  debe  ser  presunto,  sino  tan  claro  y  tan  cxplicito  como  debe 
serlo  la  abdicación  de  los  más  sagrados  derechos,  como  es  y  debe  serlo  la 
promesa  de  ser  leal  hasta  llegar  al  sacrificio  de  la  vida. 

Todos  reconocen  ya,  con  la  teoría  democrática,  los  derechos  del  hombre, 
y  entre  esos  derechos  están  el  de  la  personalidad  y  el  de  la  familia;  quitarle 
al  hombre  esos  derechos  es  violar  en  su  contra  dos  de  las  garantías  más  pre- 
ciosas, rccooocídaa  en  las  constituciones  y  leyes  de  las  naciones  cultas.  &• 
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QDDibrc  de  la  democracia  debe  aceptarse  la  ley  nacional,  porque  ella  es-el 
irca  santa  de  esas  garantías. 

Si  !os  principios  adoptados  por  el  Congreso  como  leyes  para  la  unión  de 
la  ra^a  española,  han  ser  duraderos  é  inspirados,  por  tanto,  en  las  virtudes 
de  esa  raza,  la  ley  nacional  se  funda  en  la  virtud  del  patriotismo,  que  ea  I2 
más  saliente  ea  los  hombres  de  sangre  española.  ¿Quién  puede  ganarle» 
en  patriotismo?  Nadie;  en  sus  victorias  y  en  sus  desastres,  su  religión  es  la 
patna;  viven  para  ella  y  mueren  por  ella. 

Es  más:  hay  hasta  fanatismo  por  la  ley  locali  ese  fanatismo  ha  impedido' 
la  unidad  de  legislación  en  España,  como  la  impedirá  en  la  República  de 
México;  aqui  el  amor  á  los  antiguos  fueros,  y  allá  el  amor  á  la  legislación  del 
iEstado  libre  y  soberano,  serán  por  mucho  tiempo  el  obstáculo  para  que 
unos  mismos  Códigos  sean  la  ley  civil  de  la  patiia.  Allá  tiene  raíces  profuo- 
das  d  amor  al  territorio  del  Estado,  como  lo  hay  aquí  al  territorio  de  la  Pro- 
vincia, al  cual  CQ  algunas  de  ellas  se  llama  el  amor  á  la  tierruca. 

Pues  si  ésta  es  la  nota  saliente  en  la  raza  española,  es  claro  que  el  princi- 
pio de  la  ley  nacional  es  el  más  apropiado  para  la  unión  de  esa  raza.  Cada 
una  de  nuestras  naciones  será  para  tos  subditos  de  todas  ellas  como  su  pro- 
pia patria;  en  ninguna  de  ellas  nos  sentiremos  extranjeros;  en  ninguna  se 
nos  aplicará  ley  diversa  de  la  nacional. 

¿Que  inconveniente  habría  para  este  resultado  tan  benéücoí  «Cuáles  son- 
las  objeciones  más  vigorosas  contra  el  sistema  de  la  ley  nacional?  Pueden 
dividirse,  á  juicio  del  Sr.  Díaz  González,  en  dos  series:  una  referente  álA 
independencia  y  otra  á  la  soberanía  territorial. 

Se  dice,  por  ejemplo,  que  abundando  la  inmigración  puede  peligrar  la  ia 
dependencia  si  el  inmi^^rante  no  se  nacionaliza  y  conserva  los  instintos  de 
amor  á  su  antigua  patria.  En  este  caso  el  mal  estaría  en  la  inmigración  de 
gentes  de  otra  raza,  tuvieran  ó  no  por  norma  la  ley  nacional  ó  la  ley  del  do- 
micilio; el  ejemplo  lo  tiene  México  con  Tejas;  en  los  de  la  raza  española,  el 
temor  es  nimio;  no  abundará  la  inmigración  de  esa  raza  para  sobreponerse 
ó  competir  con  la  meramente  territorial,  y  de  todos  modos  pasaron  ya  los 
tiempos  de  la  conquista.  Dijo  bien  el  Sr.  D.  Francisco  Silvela  en  un  perió- 
dico: "Ya  nos  hemos  fusilado  lo  bastante,  y  es  necesario  que  nos  demos  el 
abiazo  de  pa^.  y  At  confraternidad.  >  Con  ese  espíritu  hablan  acudido  todos  al 
Congreso,  que  venía  á  sigDificar  el  juramento  de  unión  no  para  un  día,  sino 
para  todos  los  siglos;  y  juramento  hecho  ante  Dios  y  ante  el  pueblo  de  las 
naciones  representadas,  en  nombre  de  ellas,  en  el  de  la  memoria  de  nuestros 
padres  y  en  el  del  porvenir  de  nuestros  hijos. 

Se  alega  que  abundando  la  inmigración  se  sobrepondrá  la  ley  extranjera 
á  la  nacional,  en   detrimento  de  la  soberanía,  si  á  los  extranjeros  se  les  apli- 
cara la  ley  de  su  origen;  pero  cuanto    á  este   punto,  entiende  el  orador  que 
la  inmigración  debe  reglamentarse:  si  el  inmigrante  en  el  contrato  de  coloni- 
zación renuncia  expresamente  su  nacionalidad,  eslá  resuelta  la  cnnticnda,  y 
Kasetrata  de  inmigrantes  aventureros,  entran  en  el  territorio  con  todos  los  derc- 
fcchos  ó  garantías   reconocidas  por  la  democracia,  y  los  derechos  del  hombre 
MBlKisten  y  deben  subsistir  á  pesar  de  la  soberanía,  porque  la  sociedad  es  el 
"lardián  de  nuestras  garantías,  y  porque  los  dere<Jios  del  hombre  son  la 
e  y  el  objeto  de  las  instituciones  sociales,  como  se   proclama  á  'a  faz 
1  mundo  en   el   art.    I-**  de  la  Constitución  Federal  de  la    República 
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■  Sfl'sóstieiie,  además,  que  el  inmigrante,  por  el  hecho  de  irá  buscar  trabajo, 
los  elementos  de  riqueza  y  hasta  los  beneficios  del  clima,  tiene  voluntad  de 
sujetarse  á  la  ley  de  su  nuevo  domiciUo;  pero  esta  voluntad  presunta  se  pa 
rece  á  lá  voluntad  del  deudor  que  pag-a  crecidos  intereses  al  usucero;  es  casi 
ik  voluntad  del  plagiado  cuando  paga  el  rescate  de  su  libertad  y  de  su  vida. 
Sujetarse  por  completo  á  la  ley  del  domicilio  para  lodos  los  actos  de  la  vida 
civil,  es  nacionalizarse  sin  los  derechos  políticos,  y  está  dicho  que  esa  nacio- 
nalización es  perjudicial  á  loa  intereses  patrióticos.  Hijos  reclutados  por  la 
fllcrza,  ciudadanos  mercenarios,  cuyos  sentimientos  se  valoran  por  el  oro. 
no  son  ni  pueden  ser  ciudadanos  leales  y  patriotas. 

Dlcese,  en  último  término,  que  es  muy  difícil  la  prueba  de  la  nacionalidad 
del  Inmigrante,  cosa  que,  á  su  entender,  es  muy  fácil,  si  se  trata  de  hombres 
dt  bien  ellos  llevarán  los  datos  claros  de  su  origen;  para  los  que  especulan 
ciln  la  nacionalidad  y  ocultan  su  verdadero  origen,  no  es  el  beneficio  del 
derecho;  ninguna  injuria  se  les  hace  sujetándoles  á  la  ley  del  domicilio. 

ASadió  que  quizá  no  hubiera  quien  pensase  como  él  en  esta  cuestión,  porqne 
siis  hermanos  de  la  América  del  Sur  profesan  y  sostienen  la  teoría  de  la  ley 
di:l  domicilio;  pero  que  al  sostener  lo  expuesto  se  inspiraba  en  la  idea  levan- 
tada de  la  unión  de  la  raza  española,  unión  que  no  puede  realizaise  sin  b 
igualdad  de  garantías  individuales  y  de  derechos  civiles^  y  en  caso  de  cod- 
áicto  de  legislación,  sin  el  respeto  á  la  ley  nacional. 

'  Su  deseo  fuera,  dijo,  que  en  la  vida  civil,  ninguno  de  la  raza  espatiols 
sé  considerase  extranjero  en  las  respectivas  naciones. 

El  Sr.  Diaz  González  concluyó  diciendo  que  se  sentía  en  España  como 
en  su  patria,  porque  español  y  mexicano  son  una  misma  personalidad;  habb 
recibido  mil  distinciones  caririosas;  entre  ellas,  lu  honia  de  haber  presidida 
el  Congreso,  lo  cual  constituía  para  él  uno  de  los  títulos  mas  nobles  adqui- 
ridos en  su  carrera  profesional,  y  un  glorioso  legado  para  sus  lujos. 

Afirmó  que  le  dolería  en  el  alma  sentirse  extranjero  en  Madrid,  al  cual 
consideraba  como  si  fuera  nada  más  que  una  ciudad  lejaua  de  la  capital  de 
los  Estados  Unidos  Mexicanos;  y  que  por  esto,  si  por  motivos  de  honra  at 
viera  en  la  necesidad  de  firmar  un  documento  en  que  su  personalidad  juri- 
(iica,  su  estado  civil  ó  los  derechos  de  su  familia  tuvieran  que  sujetarse  áU 
ley  española,  contraria  en  su  esencia  á  la  ley  mexicana,  le  temblaría  el  pulso,  ' 
y  sobre  la  gota  de  tinta  que  se  desprendiera  de  su  pluma  cacrU  tma  lágrima 
de  sus  ojos,  y  á  riesgo  de  aparecer  ingrato,  exclamaría:  ■  ¡Me  voy;  ante  todo 
México!  ¡Mi  corazón  para  mi  patria;  mi  patria  para  mi  corazón! 


El  Sr.  Montejo  y  Rica  (D.  Tomás)  comenzó  manifestando  que,  aunquf 
nutridos  aplausos  con  que  el  Congreso  habla  acogido  las  levantadas  y  ' 
m'oSas  frases  del  Sr.  Díaz  González,  le  excusaban  de  recoger  éstas, 
seguía  á  dicho  señor  en  el  uso  de  la  palabra,  cieía  no  est;iria  demás  1< 
gurase  que  España  no  puede  dejar  de  sentir,  ni  ha  dejado  de  sentir  ni^ 
viylsimo  afecto  por  las  Repúblicas  ó  Naciones  hispano-amt'ricnnas,  á  laal 
profesa  y  guarda  amor  de  madre,  el  primero,  el  más  puro  y  hermoso] 
más  intenso  de  todos  los  amores.  1 

Y'entrando  en  el  examen  del  tema  objeto  de  debate,  y  en  el  de  las  J 
mórias  referentes  al  mismo,  dijo:  que  era  sin  disputa  uno  de  los  más  vM 


¿interesantes  de  los-  propuestos  para  su  estudio  al  Congreso,  pues  eii..sv9,- 
tancia  vienen  á  estar  en  él  comprendidas  las  cueationes  más  importatU<;9 
del  Derecho  internacional  con  aplicación  á  la  vida  civil,  á  la  vida  ordinaria  ó 
á  las  relaciones  constantes  entre  los  pueblos  en  aquél  representados;  poc  lo 
cual  el  expresado  tema  podía  y  debía  descomponerse,  al  tratarlo,  en  trep 
puntos  principales: 

Modo  de  dar  eficacia  en  EspaBa,  Portugal  y  las  Repúblicas  ibero-ameri- 
canas á  las  obligaciones  contraídas  en  cualquiera  de  estos  países. 

Modo  de  dar  eficacia  en  los  mismos  á  las  diligencias  y  medios  de  prueba. 

Y  modo,  por  último,  de  dar  eficacia  en  los  referidos  países  á  las  resolu- 
ciones de  los  Tribunales  de  justicia. 

y  de  aquí  la  necesidad  de  dedicar  a'gunas  frases  á  cada  uno  de  los  enun- 
ciados pimtos,  en  el  corto  espacio  de  tiempo  concedido  por  el  Reglamento. 

Fácilmente  se  comprende,  continuó,  y  pabido  es,  que  la  eficacia  de  1x9 
relacioues  civiles  contraídas  en  país  extranjero,  depende  de  considerarlas  re- 
guladas ó  amparadas  por  una  ú  otra  ley,  por  uno  ú  otro  estatuto;  de  modo 
que  la  manera  de  hacer  eficaces  las  obligaciones  civiles  que  se  contraigan  en 
los  países  en  el  Congreso  representados,  no  puede  consistir  más  que  en  el 
acuerdo  sobre  las  leyes  á  que  se  han  de  considerar  sometidas  aquéllas;  en  la 
aceptación  de  un  criterio  común  y  uniforme  acerca  del  particular. 

En  las  Memorias  referentes  al  tema  se  preconiza  mucho  el  criterio  de  la 
ley  personal,  iniciado,  puede  decirse,  por  el  ilustre  jurisconsulto  italiaao 
Mancini.  y  que  tanto  y  tanto  prepondera  hoy  en  la  ciencia,  opinión  con  la 
cual  se  h.iUa  en  gran  manera  conforme  el  orador,  por  entender  que,  en 
efecto,  el  principio,  el  ciitcrio,  como  llamársele  quiera,  de  la  ley  personal  es 
Justo,  es  conveniente,  descansa  sobre  bases  racionales  y  morales  de  la  mayor 
importancia. 

A  decir  verdad,  este  criterio  debe  constituir  la  primera  regla,  el  primer 
principio,  el  principio  generador  para  cuanto  se  refiere  á  la  capacidad  de  las 
personas  y  á  las  relaciones  personales,  pues  en  este  punto  puede  equipararse 
al  fuero  como  fundamento  de  competencia  en  materia  procesal;  y  asi  como  el 
fuero,  que  consiste  en  el  respeto  al  Juez  natural,  constituyendo  un  derecho  in- 
dividual interesantísimo,  requiere  que  en  primer  término  se  tenga  por  Juez  na- 
Cuial  el  del  domicilio  ó  centro  de  vida  y  de  actividad  de  cada  ciudano,  á  no  ser 
que  la  voluntad  misma,  expresa  ó  presunta,  de  las  partes  venga  á  determinar 
concreta  y  particularmente  otra  cosa,  asi  la  ley  personal  debe  ser  tenida  en 
cuenta  como  la  principal  para  el  respeto  en  la  vida  internacional,  de  la  perso- 
nalidad y  del  derecho  individual. 

Pero  la  defensa  de  la  ley  personal  ó  nacional,  no  puede  ir  hasta  pretender 
sn  aplicación  en  todo  caso  y  sin  restricción  alguna;  porque,  siguiendo  la  com- 
paración hecha  anteriormenie,  hay  que  notar  que,  asi  como  el  fuero  cede  CP 
lo  procesal  á  otros  principios  fundamentales  de  competencia,  en  razón  á  te- 
ner que  obedecer  ésta  al  interés  público  y  al  propósito  de  armonizar  las  múl- 
tiples exigencias  de  una  ordenada  administración  de  justicia,  así  la  ley  nacio- 
nal, de  justa  aplicación,  según  habla  dicho,  para  todo  cuanto  se  refiera  ala 
capacidad  personal,  ó  relaciones  de  este  carácter,  tiene  que  ceder  en  otros 
extremos,  ante  Otros  principios,  ante  otras  leyes  con  cuya  observancia  queda 
garantido  cl  derecho  particular  de  cada  pueblo. 

Y  asi  es  claro  que  lo  que  en  definitiva  importa  para  dar  eficacia  i  las  obli- 
gaciones civiles  contraidas  en  los  países  en  el  Congreso  representados,  eq  se- 
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rialargradualmente.ycon  la  debida  precisión,  tas  leyes  á  que  porcomún  acuer- 
do se  han  de  considerar  sometidas  aquéllas;  punto  en  el  cual  parecíale  ado- 
Iccfao  de  alguna  deficiencia  las  memorias  que  habfa  tenido  el  gusto  de  leer. 

De  igual  modo,  añadió,  le  cumplía  decir  que  ya  que  habla  quien  creía  que 
con  el  principio  de  la  ley  nacional  y  el  del  domicilio  apHcados  simultánea  y 
alternativamente,  se  pueden  resolver  la  mayor  parte  de  bs  dificultades,  él  en- 
tendía que  no  hubiera  estado  ni  estarla  demás  el  estudiar  si,  modificando  al- 
gún tanto  las  legislaciones  en  el  sentido  de  acercar  la  domiciliación  á  la  na- 
turalización, cosa  que  no  le  parece  imposible,  ni  mucho  menos,  podría  llegar- 
se de  una  vez  á  ima  solución  única,  simple  y  senciila 

Es  muy  de  estimar,  en  cambio,  continuó,  lo  que  el  Sr.  Tavares  de  Medeí- 
tos  advierte  respecto  á  que  lo  que  se  suele  entender  ton  rflacion  á  los  bie- 
nes inmuebles,  puede  y  debe  entenderse  con  referencia  ¿i  los  bienes  muebles, 
que,  por  decirlo  asi,  tengan  una  situación  permanente  en  uno  ú  otro  país  dife- 
rente del  de  la  nacionalidad  ó  domicilio  de  su  propietario. 

Mas  si  en  puntos  como  éste,  de  carácter  secundario,  hubiera  de  entrar  y 
detenerse,  dijo,  si  pretendiese  siquiera  formular,  después  de  lo  manifestado, 
uno  por  uno  los  prindpios  á  que  á  su  juicio  deberla  responder  el  acuerdo  in- 
ternacional, necesitaría  mucho  más  tiempo  del  que  disponía,  y  nada  podría 
exponer  sobre  los  otros  extremos  que,  según  habla  indicado,  abraza  el  tema; 
y  como  con  lo  expuesto  le  parecía  haber  manifestado  lo  suficiente  para  la 
resolución,  en  consonancia  con  lo  que  la  ciencia  ensena,  dci  problema  que 
venia  examinando,  debía  pasar  desde  luego  á  ocuparse  en  la  segunda  cuestión 
formulada,  que  se  refiere,  según  tenía  manifestado,  á  la  niiinera  de  dar  eficacia 
en  los  países  representados  en  el  Congreso  á  las  diligencias  y  medios  de 
prueba. 

Cuanto  á  este  extremo,  el  Sr.  Montejo  dijo  que  estaba  conforme  con  el 
estudio  que  á  dicho  propósito  habfa  hecho  en  su  excelente  y  bien  escrita 
Memoria  el  Sr.  Tavares  de  Medeiros. 

Pero  creía  sería  conveniente  añadir  algo  á  lo  expresado  por  dicho  señor, 
porque,  en  su  sentir,  podía  y  debía  acordarse  en  el  Congreso  la  comunicadón 
directa  sin  más  requisitos  que  los  necesarios  para  acreditar  !a  autenticidad  de 
los  actos  y  documentos  de  unos  Tribunales  con  otros;  la  publicidad  de  Isa 
diligencias  probatorias,  salvo  los  respetos  á  la  moral  y  al  orden  público  de 
cada  país;  la  intervención  y  vigilanda  del  Ministerio  publico  ó  de  quien  hi- 
ciera sus  veces,  etc.,  etc. 

Por  lo  que  hace  á  la  tercera  cuestión,  referente  al  modo  de  dar  eficada  á 
las  resoluciones  de  los  Tribunales  de  justicia,  último  de  los  extremos  conte- 
nidos en  el  tema,  el  orador  manifestó  que  se  propom.i  ser  muy  breve,  y  des- 
pués de  declarar  que  estaba  conforme  con  que  en  ni^itena  criminal  do  puede 
dejar  de  tenerse  un  criterio  restrictivo,  según  el  cual  sólo  quepa  exigir  d 
cumplimiento  de  las  responsabilidades  civiles  impuestas  por  las  sentendas 
condenatorias;  y  en  que  debe  tenerse  por  bastante,  para  el  cumplimiento  de 
las  sentendas  en  materia  civil,  que  concurran  las  condiciones  generales 
qucíe  suelen  señalar  por  los  autores,  y  que  elSr.  Díaz  González  había  reco- 
pilado, según  creía  recordar,  en  su  Memoria;  dijo  que  también  sobre  este 
pirticular  creía  debería  añadirse  algo  relativo  al  orden  forma!  ó  externo,  de 
que  hoy  se  derivan  no  pocas  dificultades  y  en  el  que  p\icde  hacerse  mucho 
para  que  la  ejecución  sea  fácil  y  sencilla. 

Dlcese,  por  ejemplo,  continuó,  que  es  una  condición  que  la  sentencia  hx 
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recaldo  ea  contra  de  parte  legalmente  citada,  y  esto   está  bieo;  pero  como  ._  ^, 

la  dificultad  surge  en  cl  procedimiento  para  la  citación,  no  debe  echarse  en  .gS 

olvido  la  necesidad,  puesta  de  manifiesto  y  demostrada  por  Fiore,  de  que  ]:is  ' 

naciones  establezcan  ciertas  formalidades  y  aun  un  órgano  oficial  que  dedi- 
case una  paite  especial  i  la  publicación  de  las  citaciones  de  los  extranjeros 
cayo  domicilio  se  ignore.  Sobre  este  extremo  podría  pensarse  también  en  la 
creación  de  funcionarios  encargados  de  hacer  las  notificaciones,  fijar  de  un 
modo  uniforme  los  términos  para  comparecer,  etc.,  etc. 

El  Sr.  Montejo  dijo  que,  resumiendo  su  opinión  sobre  el  importantfcimo 
tema  puesto  á  debate,  para  dar  eficacia  á  las  obligaciones,  actos  y  resolucio- 
nes de  que  se  tratíibn,  es  indispensable  el  acuerdo  internacional,  el  cual  debe 
fundarse  en  los  dictados  de  la  ciencia  y  versar  no  sólo  sobre  las  cuestiones 
de  fondo  que  entrañan  los  diferentes  puntos  contenidos  en  el  tema,  sino  ade- 
más, y  en  su  caso,  sobre  las  de  forma  y  procedimiento,  que  son  también  de 
grandísimo  interés,  pues  no  hay  que  olvidar  que  es  muy  cierto  aquello  de 
que  lafofme  etnporle  le  fond. 

El  orador  terminó  haciendo  votos  por  que  del  Congreso  saliesen  bases 
de  acuerdo,  no  ya  sobre  los  extremos  del  interesantísimo  tema  segundo, 
sino  sobre  todos  los  problemas  que  á  aquél  hablan  sido  sometidos,  con  lo  cual 
ci  mutuo  afecto  que  incuestionablemente  se  profesan  las  naciones  ibero-ame- 
ricanas, liallariasc  traducido  en  medidas  ventajosísimas  que  cada  día  les  acer- 
carían y  unirían  más,  y  seguro  es  que  con  verdad  podríamos  repetir  aque- 
llas hermosas  palabras  de  Lamcnnais,  oportunamente  recordadas  por  el  señor 
Díaz  González  en  su  brillante  Memoria:  «Si  os  preguntan  ¿cuántos  sois?  res- 
ponded: somos  uno,  porque  nuestros  hermanos  son  nosotros,  y  nosotros 
nuestros  hermanos.» 


El  Sr.  Tavares  de  Medeiros  (D.  Juan  Jacinto)  comenzó  lamentando  lia- 
Darse  colocado  en  situación  difícil,  dada  la  necesidad  de  ceñirse  álos  veinte 
minutos  concedidos  por  el  Reglamento  para  usar  de  la  palabra,  y  la  com- 
plejidad y  extensión  del  tema  segundo,  que  envuelve,  por  decirlo  asf,  todas 
las  relaciones  de  Derecho  internacional  privado,  y  en  el  que  se  comprende  lo 
relativo  á  la  ejecución  de  las  sentencias  dictadas  por  los  Tribimales  extranje- 
ros, asunto  que  ha  sido  objeto  de  discusión  en  varias  Sociedades  científicas 
yei  ideal  de  numerosos  y  brillantes  Congresos. 

En  tal  situación,  dijo,  le  animaba  la  benevolencia  del  Congreso,  en  que 
confiaba,  y  también  el  ver  que  su  Memoria  no  estaba  esencialmente  en  di.'S- 
acuerdo  con  las  presentadas  por  los  Sres.  D  Vicente  Olivares  Biec  y  don 
Pñsciliano  Díaz  Gonz;ile2,  á  quienes  tributaba  un  respetuoso  homenaje,  que 
hada  extensivo  á  los  elocuentes  oradores  que  le  habían  precedido  en  el  uso 
de  la  palabra. 

Sentía  también  no  poder  expresar  sus  ¡deas  en  la  hermosa  lengua  de  Cer- 
vantes, en  la  cual,  las  (lores  y  las  imágenes,  dijo,  se  desprenden  como  armo- 
niosa catarata,  y  los  perfumes  se  esparcen  cual  las  brisas  suaves  de  una  pri* 
niavera  eterna;  empicaría  la  lengua  de  Camoens  sencillamente  y  sin  atavíos, 
limitándose  á  tratar  del  asunto  en  la  forma  en  que  estaba  habituado  á  hacer- 
lo en  el  árido  campo  déla  jurisprudencia  y  del  derecho. 

Dicho  esto,  pasó  á  explicar  la  razón  que  tenía  para  comenzar  con  un  estu- 
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dio  de  la  legislación  comparada,  estableciendo  previamente  algunos  principios 
de  critica,  deducidos  de  la  naturaleza  social  del  hombre  y  de  la  índole  paiticu- 
tar  de  cada  Estado,  y  del  análisis  de  infinidad  de  hipótesis  que  se  pueden 
formular  en  la  práctica;  para  inferir  de  ahf  las  respectivas  leyes,  porque,  á  su 
entender,  el  estudio  de  la  legislación  comparada  es  también  medio  seguro  de 
conocer  las  necesidades  humanas  y  las  condiciones  para  su  satisfacción. 

\í\  principio  más  importante  que  se  puede  asentar,  dado  el  estado  actual  de 
la  ciencia  y  de  la  civilización,  es  el  de  que  todas  las  naciones  deben  recono 
ccr  ampliamente  la  igualdad  en  el  ejercicio  de  los  derechos  civiles,  prote- 
giendo y  favoreciendo  á  los  extranjeros,  en  todo  lo  que  no  afecte  ni  perjudi- 
que ¿  la  propia  existencia.  Tal  principio  autoriza  evidentemente  la  concu- 
rrencia sin  limites  ni  fronteras;  establece  la  fraternidad  humana  en  todas  las 
paites  donde  ella  se  puede  manifestar  y  legitima  la  lucha  por  la  existencia, 
uiin  especie  de  guerra  permanente,  pues  la  lucha  no  es  fenómeno  acciden- 
tal y  pasajero,  sino  más  bien  triste  necesidad  de  la  naturaleza  humana,  qne 
impone  al  hombre  el  deber  de  ganar  el  pan  con  el  sudor  de  su  frente.  Y  en 
V  este  punto  se  nota  una  contradicción  manifiesta  en  que  incurre  la  humanidad, 

Ñ*  dadas  sus  aspiraciones,  contradicción  que  se  habla  reflejado  en  el  Congreso, 

puesto  que  mientras  al  discutirse  el  tema  primero,  todos  se  hablan  mostrada 
conformes  en  la  necesidad  y  conveniencia  de  abolir  la  guerra,  con  la  discu- 
sión del  tema  segundo,  se  estaba  procurando  generalizarla,  al  promoverla 
concurrencia  y  el  cosmopolitismo,  que  muchas  veces,  si  no  siempre,  levantan 
1,1  fortuna  de  los  unos  sobre  la  miseria  y  la  ruina  de  los  otros. 

Al  estudiar  las  legislaciones  de  los  pueblos,  encuéntrase  diversidad  de 
preceptos  que  no  bastan  á  justificar  las  diferencias  entre  sus  necesidades.  El 
¡lumbre  nO  se  puede  dividir  en  partes  para  regirse  al  mismo  tiempo  por  la 
ley  de  su  nacionalidad  ó  estatuto  personal,  por  la  ley  del  domicilio  ó  estatu- 
to real,  y  también  por  la  Icx  ladcoatractHS.  Impónese  á  todas  las  inteligencias 
1,1  necesidad  de  unificar  el  derecho,  respetando  por  lo  menos  las  leyes  perso- 
nales, que  se  consideran  con  razón  como  compañeras  inseparables  del  indivi- 
duo. En  esta  parte  es  evidente  la  superioridad  del  derecho  portugués,  espa- 
ñol, italiano  y  francés  sobre  el  derecho  sudamericano,  el  alemán  y  el  de  casi 
todos  los  demás  países  del  Norte;  pero  es  necesario  también  hacer  que  des- 
aparezcan del  derecho  positivo,  las  cláusulas  de  los  tratados  y  el  principio 
de  reciprocidad,  que  hacen  mezquinas  las  relaciones  humanas,  basándolas  en 
un  sistema  de  desconfianza  y  de  recelos. 

Cuanto  á  este  extremo,  podia  enorgullecerse,  dijo,  de  que  la  legislación 
de  su  país  es,  como  en  muchos  otros,  la  más  avanzada  y  liberal. 

Con  la  demanda  ó  acción  judicial  establecida  en  él  á  favor  de  todos  ios 
individuos  nacionales  ó  extranjeros;  con  el  respeto  á  las  leyes  personales  en 
lo  que  toca  á  la  capacidad  y  el  estado  de  las  personas;  con  la  ley  territorial 
en  lo  que  concierne  á  la  propiedad  inmobiliaria  y  á  los  inmuebles  á  ella  ad- 
heridos, y  finalmente,  con  la  Ux  loci  para  la  forma  externa  de  los  actos  jurí- 
dicos practicados  en  otro  país,  está  garantida  la  primera  y,  sin  duda,  la  más 
importante  condición  para  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  civiles  con- 
traídas en  el  extranjero. 

Respecto  á  las  diligencias  necesarias  para  dicho  cumplimiento,  entiende 
que  las  actuaciones  no  pueden  dejar  de  regirse  por  la  ley  del  lugar  donde  se 
practiquen,  lo  que  no  quiere  decir  que  á  tales  actos  haya  de  dárseles  un  valor 
diferente  del  que  tengan  en  el  lugar  donde  hayan  de  producir  sus  efectos. 
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Deben  admitirse  las  cotnisíones  rogatorias  dirigidas  á  las  autoridades  ex* 
tranjcras,  y  coavicnc  geaeralizar  el  uso  de  las  comisiones  consulares,  según 
la  jurisprudencia  inglesa. 

La  prueba  testimonial  ó  escrita,  obedece  á  los  principios  de  la  lex  loci, 
pero  su  valor  juridico  intrínseco  ha  de  conciliarse  con  la  ley  del  lugar  donde 
tiene  que  apreciarse.  La  prueba  de  la  ley  extranjera  es  rigorosamente  una 
prueba  de  hecho,  dados  los  términos  de  la  ley  portuguesa,  y  puede  ha- 
cerse por  certificados  de  las  autoridades  diplomáticas  ó  consulares,  y  tam- 
bién mediante  el  certificado  expedido  coa  todas  las  condiciones  de  autentici- 
dad por  dos  jurisconsultos  del  respectivo  país. 

La  ejecución  de  las  sentencias  extranjeras  debe  admitirse  independiente- 
mente de  los  tratados  ó  del  principio  de  reciprocidad.  La  revisión  del  fallo 
es  indispensable  para  que  cada  Estado  se  asegure  de  que  al  cumplir  aquél 
no  autoriza  la  infracción  de  sus  propias  leyes;  pero  no  debe  llegarse  por 
virtud  de  ella  hasta  la  apreciación  del  fondo  del  asunto,  porque  esto  equival- 
dría á  someterlo  á  nuevos  debates,  haciendo  ilusorios  los  buenos  resultados 
de  la  ejecución  inmediata.  La  revisión  debe  tender  solamente  á  hacer  ta 
sentencia  apta  para  que  pueda  ejecutarse  como  si  fuera  nacional,  admitién- 
dose, sin  embargo,  aquellas  garantías  que  las  leyes  en  general  conceden  á 
los  ejecutados. 

Los  requisitos  intrínsecos  relativos  á  la  competencia  del  Juez  ó  á  la  citación 
de  las  partes,  á  su  rebeldía  y  á  haber  pasado  la  sentencia  como  cosa  juzgada 
á  tener  fuerza  ejecutoria,  son  coadiciones  que  exige  la  jurisprudencia  univer- 
sal y  que  pueden  y  deben  ser  justificadas  mediante  certiGcación  expedida 
por  tas  autoridades  que  solicitaran  la  ejecución,  debiendo  hacerse  esta  peti- 
ción por  la  vía  diplomática,  para  mayor  garantía  de  la  autenticidad  de  las 
sentencias. 

Estas  principios  son  evidentemente  aplicables  á  las  consecuencias  civiles 
de  las  sentencias  criminales;  pero  no  á  la  ejecución  de  las  penas,  porque  á 
más  de  que  éstas  dependen  en  absoluto  de  las  instituciones  propias  y  pecu- 
liares de  cada  nación,  ningún  Estado  se  prestarla  á  ser  ejecutor  de  la  justi- 
cia criminal  ajena;  todo  lo  que  se  le  puede  exigir  es  que  contribuya  á  la  ad 
ministración  de  la  justicia  universal  y  al  mantenimiento  genera]  del  estado 
de  derecho  por  medio  de  la  extradición. 

El  Sr.  Tavares  de  Medeiros  concluyó  diciendo  que  en  el  sentido  expues 
to  había  formulado  las  conclusiones  que  tenía  sometidas  á  la  elevada  inteli- 
gencia é  ilustrado  criterio  del  Congreso,  y  que  hacia  votos  por  que  todos  los 
congresistas  contribuyeran  en  el  campo  de  la  ciencia  y  de  la  legislación  á  rea- 
lizar dichos  principios  y  á  unificar  el  derecho,  lazo  común  entre  el  viejo  y  el 
nuevo  mundo,  como  una  prueba  de  cariñoso  afecto  en  las  dos  madres  patrias 
y  las  modernas  nacionalidades  sus  hijas,  y  como  uua  prenda  de  fraternidad 
á  que  deben  aspirar  pueblos  que  se  aprecian  y  estiman  cual  hermanos. 


El  Sr.  Olivares  Blee  (D.  Vicente)  dijo  que  en  el  tema  puesto  á  discusión 
se  hallaba  planteada  una  de  las  cuestione';  que  más  pueden  contribuir  á  es- 
trechar los  vínculos  de  unas  naciones  unidas  ya,  según  se  descubría  patente- 
mente en  el  Congreso,  por  los  lazos  de  la  más  cordial  fraternidad.  Porque  si 
ua  mismo  origen,  una  semejanza  ó  identidad  en  el  idioma  y  una  civilizacióu 
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y  culturn  comunes,  ügan  fuertemeate  á  los  pueblos,  se  imponen  los  lazosre- 
cíprocus  que  el  derecho  crea,  y  que  se  hacen  más  fuertes  en  cuanto  desapa- 
recen la^  fronteras  como  asilo  para  el  incumplí  miento  de  las  obligaciones,  ó 
para  In  impunidad  eu  los  delitos,  conservándose  tan  sólo  como  una  necesidad 
que  tii::nteiie  ilesa  su  respectiva  independencia. 

Lo'í  í  ipidos  y  visibles  progresos  de  Derecho  iotemacional  privado  en  los 
momcii'.oj  presentes,  añadió,  y  las  corrientes  de  cordial  simpatía  que  en  el 
Congreso  advertía,  circunscribiendo  los  esfuerzos  comunes  á  robustecer  los 
vfucu'os  de  la  prepotente  ramuja  ibérica,  cuyas  ramas  se  desarrollan  con  el 
vig-or  propio  de  su  juventud  en  las  Repúblicas  de  América,  simptificao  el 
trab;ij  I.  ya  que  no  hacen  necesario  medir  las  armas  con  esforzados  adversa- 
rios, s.iii  más  bien  unir  tendencias  á  las  expuestas  por  los  distinguidos  ora- 
dores (|iic  habían  hablado  acerca  del  tema,  y  en  los  que  se  había  visto, 
sin  exn  pción  alguna,  los  propósitos  más  expansivos,  lo  cual  indicaba  que 
la  ciiltiJí.i  de  los  pueblos  civilizados  no  se  compagina  con  exagerados  exclusi- 
vismij^.  explicables  tan  sólo  cuando  median  rivalidades  ó  antagonismos  que, 
por  InriLina,  no  existen  entre  los  países  representados  en  aquella  Asamblea. 

I'l)j  i  so,  sin  duda,  continuó,  la  primera  parte  del  tema,  en  cuanto  se  refería 
al  cumplimiento  de  las  obligaciones  civiles,  no  había  ofrecido  dificultad  al- 
gii[i:i,  III  para  los  autores  de  las  ilustradas  Memorias  presentadas,  ni  para  los 
distiiiLf'iidús  jurisconsultos  que  hablan  tomado  parte  en  la  discusión,  hables- 
do  cü:is  (lerado  todos,  que  dar  fuer^ca  y  eficacia  á  dichas  relaciones,  sin  dis- 
t¡n[;i]ij  sil  respectiva  procedencia,  no  es  otra  cosa  que  reconocer  los  indiscu- 
tibles [Icrcchos  de' la  personalidad  humana,  que  ningún  pueblo  que  se  precie 
de  culto  puede  desatender;  principio  fundamental  que  toma  mayor  impor- 
lanci.T,  cuando  ha  de  ser  aplicado  entre  pueblos  unidos  por  los  vínculos  de  la 
más  estrecha  simpatía. 

Portille,  en  efecto,  dignificar  por  medio  de  las  leyes  y  de  instituciones  tra- 
liajo'^.uiientc  establecidas  los  fueros  de  la  personalidad  individual  y  colecti- 
va), dentro  de  las  nacionalidades,  y  tomar,  por  el  contrario,  como  pauta  para 
regul.it  loa  derechos  cuya  eficacia  ha  de  hacerse  efectiva  fuera  del  territorio, 
aquell'j'.  principios  que,  declarando  enemigo  á  todo  extranjero,  hacían  ¡mpe- 
nctr.-ibif  s  las  fronteras,  que  hoy  han  abierto  poco  menos  que  al  Itbre  trauco 
los  tTKiiios  de  comunicación,  con  grandes  ventajas  para  el  comercio  y  para 
el  prn.'icso  de  todas  las  demás  industrias,  nervio  principal  de  la  sociedad 
actvi.il;  sería  tanto  como  dar  lugar  á  lamas  inexplicable  antitesis  entre  las 
ncciM'l.ides  presentes  y  la  manera  de  satisfacerlas  en  el  orden  juridico,  que 
es  la  ¡) Hita  con  la  cual  se  marcan  y  sancionan  en  los  pueblos  cultos  las  co- 
rrieiiti  -  impetuosas  de  unión  entre  los  hombres,  sin  perjuicio  de  conservar 
incóiiiiiios  las  nacionalidades. 

pQi  r  ;t3  razón,  no  ofrece  duda  alguna,  á  su  entender,  ni  para  la  ciencia  del 
Derecli'i  internacional,  ni  para  los  Tribunales,  ni  en  el  Congreso  se  había  di- 
bujailu  la  más  pequeña  discrepancia,  relativamente  á  que  las  obligaciones  ci- 
viles deben  regular  su  eficacia  tomando  por  base,  para  apreciar  sus  efectos, 
la  \\iy  i|iie  regula  la  capacidad  de  los  otorgantes,  siempre  que  con  ello  no  se 
lastimen  otros  fundamentales  intereses  de  organización  social  ó  de  moralidad 
tal  y  como  cada  pueblo  la  estime;  pues  aunque  sean  hoy  de  gran  fuerza  las 
tendencias  de  recíproco  respeto  entre  las  nacionalidades,  no  es  posible  exi- 
gir <iiic  abdiquen  de  su  criterio  esencialmente  exclusivista,  en  k  manera  de 
aprcci.ir  los  principios  en  que  se  funda  su  peculiar  manera  de  ser,  ya  que  las 
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leyes,  aunque  procuran  encauzar  las  aspiraciones  de  los  pueblos,  no  paedtií  ' 
prescindir  de  la  atmósfera  en  que  desenvuelven  su  vida,  ni  aun  insptráadoM- 
CD  el  plausible  deseo  de  alcanzar  más  perfectos  ideales. 

Ninguna  dificultad  hay,  pues,  que  vencer  con  reladón  á  este  punto;  en  et 
cual  existen  declaraciones  uniformes,  tanto  en  repetidas  sentencias  del  pri- 
mero de  los  Tribunales  espacióles,  como  en  preceptos  expresos  de  nuestro 
moderno  Código  civil,  que  del  modo  más  resuelto  consigan  estas  doctrinas 
sobre  capacidad  personal  y  con  relación  por  tanto,  al  reconocimiento  extra- 
territorial de  los  efectos  que  deben  producir  las  obligaciones  qnc  en  conse- 
cuencia de  ellas  se  celebren. 

No  sucede  otro  tanto,  dijo,  coa  respecto  á  la  extraterritorialidad  de  la 
cosa  juzg'ada,  en  cuyo  punto,  si  bien  la  ciencia  admite  los  mismos  prindpios 
por  considerar  que  las  sentendas  no  tícnen  otro  objeto  que  hacer  efectivo 
un  derecho  preexistente  no  cumplido  espontáneamente,  se  supone  que  la 
aplicación  de  dichas,  doctrinas  sin  prudentes  limitaciones,  pudiera  lastimar  la  l.'^^ 

independencia  y  dignidad  de  las  nacionalidades,  al  respetar  los  fallos  dictados         .    •í.'M 
en  país  extraño,  como  si  procedieran  de  Tribunales  establecidos  en  el  propio.  '^ 

Y  como  nadie,  por  grande  que  sea  su  amor  al  progreso  y  mayor  cultura  del  íi 

derecho,  se  siente  con  fuerzas  para  imponer  á  la  patria  la  más  pequeña  hu-  '^¡ 

millación,  de  a'|ul  el  que,  tomando  este  obstáculo  proporciones   que  estima  ^ 

exageradas,  se  ha  buscado  el  medio  de  salvarlo  estableciendo  como  pauta,  no  ^^ 

los  principios  de  justicia,  sino  el  de  una  matemática  y  anticipada  reciproca-  -^^ 

dad.  Fundamento  que,  encerrando  las  doctrinas  del  Derecho  internacional  en  -'-¿f; 

los  estrechos  moldes  de  los  tratados,  á  duras  penas  convenidos,  impedirla  su  -  '-.-jí 

progreso,  esterilizando  los  vigorosos  esfuerzos  que  hoy  hacen  eminentes  ju-  ,  "^ 

risconsultos  y  repetidos  Congresos  al  defender  y  difundir  principios  más  ex-  5^ 

pansivos.  ',^> 

Y  es  tan  visible   el   camino   recorrido,  y  tan  rápido  su  curso,   que  ape-  ."}. 

nas  si  han  trascurrido  cuatro  años  desde  que  se  celebró  el  inolvidable  Con-  -  .-^ 

greso  de  Barcelona — en  el  cnal  dijo  el  orador  que  habla  tenido  la  honra  de  '■>. 

sostener  la  extraterritorialidad  de  la  cosa  juzgada,  por  considerar  como  con-  -if 

trario   á  los  principios  generizadores  del  derecho  la  reciprocidad — y  ya  ha  'i 

cambiado  la  opinión  de  un  modo  fundamental,  desapareciendo  las  impugna-  ' ,  t 

ciones  que  entonces  se  hicieron,  á  caus.i  de  suponerse  que  aquella  doctrina  *• ; 

envolvía  un  reconocimiento  de  la  soberanía extraSa,  en  relación  con  las  fun-  -.^ 

ciones  encomendadas  ala  administraciónde  justicia,  y  un  peligro  de  ver  como 
escarnecida  la  dignidad  de  los  pueblos  si,  encerrándose  los   otios  en  el  más  -    ■ 

absoluto  exclusivismo,  se  negase  el  cumplimiento  de  tas  sentencias  aunque  -  /    -' 

procedieran  de  Tribunales  constituidos  en  países  que  las  respetasen  y  cum-  -■' 

pheran. 

Estas   dificultades — que  á  juicio  del   Sr.  Olivares    son  exageradas,  pues-  .^^ 

to  que  según  él  jamás  lastimarán  alas  naciones  las  pruebas  que  dieren 
de  mayor  cultura —tienen  poca  importancia  en  el  Congreso,   cuyas   prin-  X; 

cipalcs  tendencias  se  dirigían   á  vigorizar  y  fomentar  en  el  orden  jurídico  í^ 

las  corrientes  de  simpatía  que  por  fortuna  existen  ya  entre  los  pueblos  de  la 
raza  ibera,  lo  cual  es  anticipada  garantía  de  que  serían  recíprocamente  cum- 
plidas las  sentencias  que  procedan  de  sus  Tribunales  respectivos.  Pero  aun 
generalizando  la  doctrina  y  dándole  mayor  amplitud,  suponía  que  si  algún 
pueblo  olvidara  tan  natural  reciprocidad,  sería  con  detrimento  de  su  digni- 
dad y  rebajando  el  nivel  de  su  cultura  tanto  como  se  levantarla  el  prestigio 
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4e\  que  hubiere  comeazado  á  cumplir  las  sentencias  por  un  impulso  de  amor 
á  la  justicia  y  ás  respeto  á  los  indiscutibles  fueros  de  la  personiílídad  huma- 
na, de  tos  cuales  es  el  derecho  su  saación  más  apropiada  y  culta.  Porque  en 
asuntos  de  dignidad,  dijo,  pueden  darse  exageradas  apreciaciones  que  hag;aD 
considerar  apasionadamente  como  ofensivo  lo  que  quizás  sea  más  bien  mo- 
tivo hasta  de  legitima  vanagloria,  si  se  mira,  no  al  resultado,  sino  á  sus  causas. 
Y  asf  como  nadie  ha  intentado  marchitar  los  laureles  que  adornaron  siempre 
las  gloriosas  derrotas  de  Numancia  y  de  Sagunto,  ni  podrá  convertir  en  mo- 
tivo de  aplauso  la  victoña  sobre  Sertorio,  debida  á  la  traidón  de  Perpena, 
del  mismo  modo  serla  imposible  suponer  herida  la  dignidad  de  la  nación 
que, habiendo  comenzado  á  cumplir  las  sentencias  dictadas  por  Tribunales  ex- 
tranjeros, no  hallase  después  cu  ellos  la  debida  correspondencia. 

Algo  y  m\iy  importante,  anadió,  se  ha  hecho  ya  en  este  sentido  por  el 
primero  de  los  Tribunales  españoles,  digno  por  tal  causa  del  mayor  aplauso. 

Se  había  entendido  la  reciprocidad  señalada  en  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  como  requisito  para  el  cumplimiento  de  las  sentencias  dictadas  por 
Tribunales  extranjeros  en  el  sentido  de  que  fuera  preciso  el  cumplimiento 
anterior  de  algún  fallo  en  la  nación  de  que  procediera  el  que  hubiera  de  eje- 
cutarse, lo  cual  equivalía  á  hacer  imposible  prácticamente  aquel  principio. 
Considerando,  siu  embargo,  el  Tribunal  Supremo  como  imprescindible  que 
alguno  comience  para  que  pueda  invocarse  la  reciprocidad,  ha  cumplido  re- 
cientemente una  sentencia  procedente  de  México,  previa  la  prueba  de  hallarse 
consignada  la  expresada  doctrina  en  la  legislación  de  aquella  República;  he- 
cho que  no  sólo  entiende  que  merece  toda  clase  de  aplausos,  sino  que  los 
había  ya  recibido  de  cuantos  se  interesan  por  el  progreso  del  Derecho  inter- 
nacional, alcanzando  además  los  honores  de  la  publicidad  oücial  en  dicha 
nación  para  que  sea  correspondido  en  su  caso  en  igual  forma. 

El  Sr,  Olivares  terminó  llamando  la  atención  del  Congreso  hacia  la  última 
parte  de  su  Memoria,  destinada  á  sostener,  con  más  empeSo  si  es  posible,  la 
extra  territor  i  tildad  de  la  cosa  juzgada  en  relación  coa  las  responsabilidades 
de  carácter  civil  provinientes  de  delito;  dado  que  en  la  extradición  puede  que- 
dar como  requisito  previo  para  el  castigo  de  delitos  cometidos  por  personas 
que  se  hallasen  en  país  extraño;  y  que  ninguna  causa  política  y  menos  de 
moralidad  social  podrá  autorizar  que  á  su  sombra  se  consumen,  proporcio' 
nando  quizá  vida  tranquila  y  desahogada,  las  más  infames  depredaciones,  pues 
nunca  habrá  razón  para  que  las  nacionalidades,  que  tantas  simpatías  encie- 
rran, se  hagan  como  cómplices  de  tan  inicuos  despojos. 
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MEMORIA 


EXCMO.  SR.  D.  FRANCISCO  SILVELA 
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La  propiedad  literaria  y  artística  es  nocióa  jurídica  oacida  de  la  pcrsona- 
lidad  humana,  con  todos  los  caracteres  y  condiciones  esenciales  que  deÜDcn 
las  demás  propiedades  descritas  en  el  derecho  civil. 

Su  concepto  individual  y  subjetivo  es  tan  antiguo  como  el  de  la  más  vene- 
rada de  sus  hermanas,  por  más  que  sus  fórmulas  legales  y  sus  pioccdlmiiru- 
tos  de  garantía,  sean  recientes.  Siglos  antes  que  aplicara  Marcial  al  hurto  poé- 
tico el  afortunado  símil  del  plagium  de  los  esclavos,  perseguía  la  conciencia 
pública  á  quien  aprovechaba  maliciosamente  en  su  gloria  o  beneficio  la  fruta 
literaria  del  cercado  ajeno,  y  no  se  guarda  recuerdo  de  contienda  entre  es- 
critores y  críticos,  en  la  que  no  aparezcan  acusaciones  de  utilizar  el  pensa- 
miento y  tas  formas  ya  producidas  á  la  luz,  contia  la  voluntad  y  á  espaldas 
del  que  lo  creó,  como  delito  y  quebranto  de  una  ley  moral  igualmente  pro- 
tectora de  todo  producto  útil  ó  bello  del  esfuerzo  humano.  Las  denuncias  de 
Latinus  sobre  loH  plagios  de  Menandro  responden  á  los  propios  principios, 
invocan  el  mismo  sentido  del  dominio  en  el  pensamiento  y  en  la  obra  artís- 
tica que  las  famosas  Sitpefcheries  ¡iÚcraireSy  de  Querard,  que  tanto  dicion 
que  sentir  á  novelistas  modernos. 

El  fundamento  esencial  de  !a  propiedad,  emanación  de  la  libertad  y  de  la 
conciencia,  es  aúa  más  puro  y  más  directo  en  la  obra  intelectual  que  en  otra 
alguna;  sin  embargo,  las  formas  de  su  representación  externa,  su  garantía 
ante  la  ley,  su  defensa  contra  la  ocupación,  disfrute  y  aprovechamiento  por 
los  demás  hombres  con  un  fin  económico,  son  nuevas  y  permanecen  aún 
más  débiles  é  incompletas  que  las  relativas  á  la  propiedad  mueble  é  inmue- 
ble. De  ahí  ha  nacido  la  opinión,  muy  extendida,  de  que  la  propiedad  litera- 
ria ó  intelectual  es  creación  de  las  modernas  evoluciones  del  derechu,  algo 
artificial  y  convenido  para  el  mayor  aliento  de  escritores  é  inventores,  y  de- 
bido todo  ello  al  mero  mandato  de  la  ley. 

Importa,  siempre  que  se  intente  constituir  derecho  positivo  en  esta  esfera 
de  la  líjbor  humana,  establecer  la  verdadera  noción  de  la  propiedad  para  el 
producto  intelectual,  ya  sea  literario,  artístico,  igualándola,  en  cuanto  á  sus 
predicados,  á  las  demás  apropiaciones  reconocidas  de  antiguo  por  la  ley  civil. 
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Es  cierto  que  durante  largos  siglos  y  en  las  legislaciones  más  admirables 
en  cuanto  á  deGnir  los  vínculos  jurídicos,  esa  propiedad  no  tuvo  expresión 
en  la  ley,  que  la  alcanzó  al  propagarse  la  imprenta,  en  fórmulas  de  privilegio 
ó  coTiccFÍones  reales,  otorgándose  por  los  principes  á  los  autores  ó  impreso- 
res qiit  iicudían  á  solicitar  de  su  munificencia  un  decreto  prohibiendo  duran- 
te alguiius  años  la  impresión  y  venta  de  la  obra  por  los  demás;  pero  en  ver- 
dad que  todas  las  propiedades  han  estado  sujetas  á  vicisitudes  históricas  de 
legislaciones  y  teorías  que  más  ó  menos  profundamente  han  alterado  su  ley 
natiir.il  y  negado  sus  esencias  y  desenvolvimientos. 

El  conocer,  el  querer  y  el  aplicar  nuestro  conocimiento  y  voluntad  al  mun- 
do cxtLTJor,  á  nuestros  semejantes  y  á  nosotros  mismos,  modificándolos  y 
modificándonos,  creando  riquezas,  utilidades  y  aptitudes  y  formas  que  con- 
curran á  la  obra  humana  del  progreso,  constituye  la  noción  de  \o  propio  y  la 
revela  y  pioclama  en  la  conciencia  de  un  modo  invencible,  que  ninguna  lo- 
cura díLl  espíritu,  ninguna  fuetza  ni  tiranía  lograrán  borrar  del  mundo,  mien- 
tras la  pi Tsonalidad  humana  aliente  en  élj  pero  la  ley  de  la  propiedad,  como 
ley  d<.'  libertad  moral,  sufre  alteraciones  variadísimas  en  sus  lineas,  se  tuerce 
y  doblci;a  en  sentidos  diversos  y  se  robustece  ó  debilita  y  enflaquece  bajo 
¡a  prcíiuu  del  derecho  positivo,  sin  llegar  á  morir  ni  desaparecer  jamás,  don- 
de qu¡cr;i  que  el  hombre  vive  en  sociedad  con  sus  semejantes. 

EIs  obra  de  progreso  purificar  y  extender  esa  noción  en  el  derecho  y  en  la 
vida,  hiista  los  limites  que  la  ley  moral  revela  con  tan  maravillosa  clarid 
en  el  fondo  de  la  conciencia  humana;  cada  conquista  sobre  la  naturaleza  y 
sobre  la  pura  fuerza  material,  cada  perfección  en  la  labor  histórica  del  hom- 
bre sobrL'  cl  mundo,  ayuda  á  la  consagración  efectiva  del  derecho  de  pro 
piedad  >  á  la  extensión  de  lo  que  pudiéramos  llamar  sus  dominios;  así  la  im- 
prenta, nbliga  á  desenvolver  en  las  leyes  el  principio  de  la  propiedad  litera- 
ria, aiiU-^  encerrado  en  el  orden  de  los  respetos  morales  el  pensamiento  aje- 
no, y  l.is  prandes  industrias  y  los  diarios  inventos  y  procedimientos  mecá- 
nicos, i]Tie  democratizan  eí  arte  y  difunden  el  bienestar,  y  extienden  cl  lujo 
econiiniico  en  las  clases  medias,  reclaman  una  consagración  lega!  para  tas 
propiedades  artísticas,  un  amparo  en  la  letra  de  los  Códigos  para  un  trabajo 
antes  perdido  en  la  comunidad  del  movimiento  social,  y  ahora  definido  como 
un  derecho  del  hombre,  acreedor  á  defensa  y  protección  por  el  Estado. 

Imporia  en  el  concepto  de  la  propiedad,  sobre  todo  cuando  se  define  par.i 
fundar  s.íbre  él  resoluciones  ó  acuerdos  de  carácter  positivo,  distinguir  dos 
nociones  que  deben  estudiarse  y  determinarse  aparte.  La  primera  se  refietc 
á  c!  íjciiusis  del  derecho  en  la  conciencia,  como  principio  puramente  espiri- 
tual, la  .segunda  es  su  encamación  en  los  elementos  materiales  y  en  las  ga- 
rantías que  le  hacen  efectivo  entre  ios  hombres  y  le  señalan  un  puesto  en 
el  inventario  y  concierto  de  las  riquezas  creadas  y  utilizadas  por  las  socie 
dadcs. 

En  la  primera  noción  está  el  derecho,  íntegro,  con  todas  sus  condiciones 
de  Iciíitiiiildad,  como  está  el  pensamiento  en  la  mente  después  de  haber  deli- 
berado y  consentido  en  su  creación  y  en  su  forma,  pero  antes  de  que  lotr.T- 
duícaii  .il  mundo  exterior  la  palabra  ó  la  pluma. 

A  1.1  -rgunda  corresponden  las  manifestaciones  prácticas  y  eficaces  de  la 
idea,  la  labor  de  adaptar  el  derecho  y  cl  pensamiento  á  la  vida,  y  de  traerlo 
i.  servir  la  obra  social  de  los  demás  hombres, 

Én  la  primera  está  perfecto  el  derecho  de  propiedad,  en  la  segunda  está 
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¿■gyy  j- j/  f  ornada,  por  la  apropiación  ó  adjudicaciÓD   de  la  propiedad  al  uso,'  apro> 
ve<:ti.^v^iento  y  disfrute  de  sus  cualidades  y  bienes. 

X^Et^  dificultades  que  esta  apropiación  ó  adjudicación  ofrezca  para  ser  tea- 
Iiza<:liA  cu  la  vida  iio  afectau  en  aada  al  concepto  puro  de  la  creación  del 
der^cílno  en  la  personalidad  y  en  la  idea, 

focro  importa  para  ese  concepto  que  el  agua  traspase  los  términos  que  se- 
ñalan    el  dominio  de  la  tierra,  ó  que  el  enjambre  salve  las  cercas  y  setos  que 
a)z£ii-^    el  labrador   para   de&iiir  su  heredad:  el  que  descubrió  el  manaQtial,  o 
apliego    por  largos  años  su  antes  inútil    corriente,  á  fertilizar    el  fundo,  el  que 
crió    y-    mantuvo  en  los  rigores  del  invierno  la  industriosa  grey,  adquirieron  un 
dercc:l:io  que  la  conciencia  humana   traduce  en  leyes  ó   costumbres  rurales, 
que    persiguen  á  la  fugitiva  propiedad,  y  amparan  contra   su  movilidad  natu- 
lal  t;l   permanente  derecho  del  dueño,  hasta  donde  la  posibilidad  de  los  me- 
dios  materiales  lo  consiente,  y  la  armonía   de  los  derechos  y  beneficios  co- 
munes lo  aconseja. 

Otro  tanto  podemos  decir  de  la  propiedad  en  el  pensamiento,  en  la  forma 
literaria  ó  aitistica;  al  encarnarse  en  los  productos  materiales  que  peimiten 
s«  disfrute  por  el  hombre,  lleva  en  si  mismo  una  fuerza  y  una  facilidad  de 
diAisión,  que  ocasiona  dificultades  considerables  para  su  defensa;  pero  éstas 
no  clet:>cn  ser  motivo  para  negar  su  condición  de  materia  apropiable,  ni  la 
justicia  de  reservar  al  dueño  y  creador  su  retribución,  por  el  esfuerzo,  y  el 
domitiiQ  sobre  la  obra  de  su  inteligencia  y  su  libertad. 


"la^  al  reconocer  lo  que  pudiéramos  llamar  igualdad  espiritual  de  esas 
P*^**!^  i  edades  con  las  de  muebles  é  inmuebles  que  definió  el  derecho  antiguo, 
"**  *^'S  tiernos  negar  la  servidumbre  que  nos  impone  la  materia  en  que  toman 
í'^^'^l^o,  ni  acometer  la  insensata  empresa  de  sujetarlas  todas  á  igual  forma 
J  '^**^i<z:a,  cuando  tan  diversas  son  sus  condiciones:  el  progreso  en  tal  materia 
''^^lasiste  en  sujetar  á  una  igualdad  de  fórmula  condicionalidades  distintas, 
-.  hallar  para  cada  derecho  el  conjunto  de  garantías  que  mejor  se 
j_  ^J^en  al  fin  individual  y  social  que  esté  llamado  á  realizar  en  la  humani- 
á  ese  propósito  conviene  no  olvidar  que  el  entendimiento  es  una  po- 
que  se  fecundiza  por  las  ideas  y  creaciones  ajenas,  produciendo  nue- 
^^res  que,  debiendo  su  existencia  ai  pensamiento  de  otro,  nacen,  sin 
rgo  con  derecho  á  la  vida,  y  de  tal  suerte  vigorosos  no  pocos  de  ellos. 
j--  —  -»  veces,  merced  á  un  estilo  más  perfecto,  á  una  expresión  puramente 
.^  '^^l  más  afortunada,  á  una  armonía  más  completa  con  las  opiniones  y 
I  ^tí:>a  de  su  tiempo,  legitiman  el  robo  por  el  asesinato  y  entierran  en  el 
j^  ^'^dc»  á  sus  progenitores,  quedando,  como  muchos  de  los  dramas  de  Sha- 
^®E>^are,  de  Tirso  y  de  Moliere,  por  dueños  incontestados  de  cuanto  usur- 
n  á  las  fábulas  é  invenciones  que  les  precedie 
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*-*e   aquí  se  desprende  lógicamente,  en  mi  sentir,  que  este  linaje  de  apro- 

^  ^*^ioces,  que  no  siu  razón  ha  querido  comprender  en  un  género  un  emi- 

.      "ite  jurisconsulto  belga  llamándolos  derechos  intelectuales,  no  pueden  suje- 

^*?«í  todos  á  una  fórmula  análoga  en  cuanto  á  su  duración  y  garantía  por  el 
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E^stado,  y  que  la  ley  debe  seguir  ea  ellas  las  coadiciones  de  vida  que  la  na- 
turaleza impone  á  cada  uno. 

La  obra  literaria  contenida  en  el  libro,  sujeta  >•  deRnida  en  la  forma  de  su 
propio  estilo  y  construcción  gramatical,  la  composición  musical  ó  pictó- 
rica grabada  en  el  pentagrama  ó  dibujada  en  el  lienzo  ú  el  papel,  tienen  ta- 
das  las  condiciones  necesarias,  para  disfrutar  de  la  perpetuidad  de  garantía 
que  los  Códigos  otorgan  á  los  bienes  muebles  ó  inmuebles  que  están  en  el 
comercio  humano.  Un  campo,  un  manantial,  no  son  más  fáciles  de  mante- 
ner en  el  dominio  y  disfrute  de  generaciones  sucesivas,  que  pueden  serlo  el 
Quijote  6  El  si  de  las  niñas,  en  cuanto  á  la  material  propiedad  de  sus  edicio- 
:  impresas,  que  nadie  podrá  reproducir  y  poner  en  venta  sino  copiando 
sus  oraciones  y  períodos;  no  puede  decirse  que  en  la  desaiuortizacion  de  ese 
dominio,  en  la  entrega  al  público  aprovechamiento  de  sus  ejemplares,  para 
que  cualquier  impresor  los  multiplique  y  comercie  con  ellos,  se  cumpla  una 
ley  especial  de  esa  propiedad,  y  se  ceda  á  una  imposilíilidad  creada  por  la 
naturaleza  como  es  la  de  impedir  el  engendro  de  unas  ¡deas  por  otras;  se 
dará,  en  buen  hora,  alguna  facilidad  mayor  para  difundir  las  ediciones,  bien 
escasa  y  bien  inapreciable  en  cuanto  á  efectos  prácticos;  pero  razón  de  dere- 
cho no  hallamos  ninguna  que  no  pudiera  justificar,  por  iguales  ó  mejores  ra- 
zonamientos, el  jubileo  hebraico  de  las  propiedades  y  flcudas. 

En  vano  se  querrá  oponer  á  tan  claros  principios  de  justicia,  las  conside- 
raciones úc  utilidad  social,  que  Faidcr  y  Toscani  y  Helio  y  nlros  muchos  de- 
fensores de  la  limitación  en  el  tiempo  de  ía  propiedad  literaria  cshicrzan  elo- 
cuentemente para  reducirla  á  breve  espacio  de  años  en  cuanto  á  su  disfrute 
ion  individual.  Si  la  perpetuidad,  dicen,  hubiera  existido  desde  los 
antiguos  tiempos,  el  alfabeto,  la  navegación,  las  ciencias  y  las  artes  serían 
aún  misterios  para  nosotros,  las  producciones  intelectuales  quedarían  como 
fideicomisos  perpetuos  al  libre  arbitrio  de  los  herederow,  que,  según  sus  opi- 
niones ó  interés,  las  divulgarían  ó  las  sustraerían  at  conocimiento  del  mundo, 
ó  las  venderían  á  precios  exorbitantes;  la  perpetuidad  del  derecho  de  autor, 
llega  á  decir  Toscani,  sería  la  consagración  de  la  ignorancia,  la  negación  del 
progreso  y  la  civilización,  una  renuncia  formal  por  parte  de  la  humanidad  á 
las  creaciones  del  genio,  á  los  inventos  y  á  las  creaciones  ilcl  espíritu,  nuevas, 
grandes  y  fecundas,  que  constituyen  las  diversas  etapas  del  género  humano. 
La  realidad  de  la  historia  literaria  entera  en  la  antigüedad,  como  en  la 
edad  presente,  desmiente  semejantes  temores,  y  los  reduce  á  declamaciones 
retóricas  sin  i^alor  alguno  práctico.  Todos  los  intereses,  y  aun  todas  las  pa- 
siones humanas,  se  conciertan  para  asegurar  el  efecto  contrario  á  la  limita- 
ción en  los  beneficios  del  genio,  no  ya  sólo  en  cuanto  á  la  pura  idea  que  se 
transmite  y  cruza  de  uno  á  otro  espíritu  á  despecho  de  leyes  y  restricciones 
públicas  ó  privadas,  sino  en  la  mera  reproducción  de  la  forma  gramatical  y 
del  estilo  ó  de  la  armonía  poética,  que  es  lo  único  susceptible  de  apropia- 
ción perpetua. 

Los  herederos  y  sucesores  de  un  escritor  insigne,  antes  se  excederán  en 
multiplicar  las  ediciones,  que  en  agotarlas  y  negar  su'  reimpresión,  y  más  han 
de  abundar  siempre  los  que  sin  necesidad  dan  al  público  obras  y  residuos 
sin  valor,  recortes  ó  noticias  de  todo  personaje  literario  que  en  su  época 
haya  alcanzado  alguna  notoriedad,  que  los  avaros  ó  extravagantes,  que  nie- 
guen a!  público  la  reimpresión  de  lo  que  tenga  siquiera  mediano  interés  cien- 
tífico ó  artístico. 
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Y  aun  para  caso  extremo  de  interés  social  en  mantener  en  el  común  dis* 
{inte,  una  obra  de  valor  que  quisieran  obscurecer  ó  borrar  de  la  memoria 
hnraana  herederos  insensatos  del  autor,  posesionados  de  su  perpetua  propie* 
dad,  la  expropiación  por  utilidad  pública,  remediaría  IJattamenteel  conflicto, 
y  no  estorbaría  tal  válvula  de  sc^ridad  en  ningTina  ley  de  propiedad  litera- 
ria, como  no  estorba,  por  ejemplo,  en  la  ley  de  a^as  el  derecho  de  expro- 
piar las  medicinales  cuando  los  dueños  se  resistan  á  aliviar  con  ellas  á  lo» 
dolientes,  sin  que  tenD;artios  noticia,  de  que  se  haya  necesitado  utilizarle  ja-  .--¡i 

más,  pues  antes  bien  todos  se  apresuran  á  ofrecerlas  con  los  más  atractivos  íj 

prospectos  al  consumo,  adelantándose  á  las  necesidades  de  los   enfermos  y 
ponderando  más  de  lo  justo  3u  valor  y  sus  beneficios. 

Con  atención  he  sL'É;uido  en  polémicas  de  Congresos,  disertaciones  y  obras 
jurídicas,  los  argninentos  de  los  muchos  y  eminentes  publicistas  que  com- 
baten la  perpetuidad  <!i^l  derecho  de  autor,  ya  fundándose  en  la  utilidad  so- 
dal,  ya  en  la  superioridad  de  los  bienes  intelectuales,  y  ni  en  la  doctrina  ni 
en  la  práctica  explican  la  diferencia  que  pretenden  establecer,  ni  prueban 
con  un  solo  Jiecho,  con  una  sola  hipótesis  siquiera  verosímil,  el  dafío  que  se 
seguiría  de  reconocer  en  ley  de  justicia  y  de  lógica  la  propiedad  literaria  con 
todas  sus  consccnenei.-is. 

Toda  su  argumentación  viene  á  fundarse,  en  la  confusión  de  la  idea  con 
la  forma  del  pensamiento  artístico  ó  científico.  La  idea,  una  vez  publicada,  es 
reco^da  por  la  imaginación  ó  la  inteligencia  del  hombre,  es  incoercible  é 
inapropiable,  fecunda  otros  espíritus  y  produce  nuevas  creaciones,  y  se 
repite  por  la  tradición,  transformándose  en  cuentos,  leyendas,  fábulas'  y 
composiciones  iniinitas,  ó  en  inventos  y  perfeccionamientos  varios;  y  la  obra 
literaria  en  su  t'orma  única,  destinada  á  reproducirse  en  ediciones,  idénticas 
deleitando  con  la  contemplación  de  sus  bellezas  de  estilo  y  construcción  á 
generaciones  sucesivas,  conserva  perpetuamente  su  individualidad.  ' 

El  pensamiento,  la  idea,  en  lo  que  puede  interesar  al  progreso  humano; 
eso,  no  está  en  poder  del  autor  ni  de  sus  herederos,  una  vez  publicado,  el 
substraerlo  al  dominio  común;  la  forma,  que  es  lo  único  apropiable  y  defen* 
dible  por  la  ley  en  su  concepto  de  propiedad  individual,  es  un  goce  pura- 
mente  esté  ti  Cu  y  bien  asegurado  á  la  humanidad  por  las  combinaciones  de 
intereses  que  rigen  el  mundo  moral,  y  que  se  imponen  en  los  dominios  de 
U  literatura  y  del  arte,  como  en  los  de  la  industria  y  de  la  economía  social. 
Las  reducidas  laderas  en  que  se  produce  desde  hace  siglos  el  Johanisberg, 
ion  y  serán  pcrpctnamente  una  propiedad  que  surtirá  en  sucesivas  cosechas 
las  bodegas  de  los  principes  y  devotos  de  la  fisiología  del  gusto,  y  no  ha/ 
razón  filosófica  ni  económica  que  impida  ofrecer  el  mismo  beneficio  á  los 
herederos  de  Víctor  lingo  ó  de  Quintana  para  surtir  con  sucesivas  edicio- 
nes las  bibliotecas  de  los  que  se  quieran  recrear  en  lo  porvenir,  con  la  lec- 
tura ó  contemplación  de  sus  obras,  simplemente  porque  esta  deleitación  es 
más  espiritual  y  elevada  que  aquélla. 

Si  el  interés  social  es  el  criterio  á  que  ha  de  subordinarse  el  derecho  de 
autor,  si  la  baratura  es  la  deuda  del  genio  para  con  las  muchedumbres,  d 
las  obras  literarias  producto  del  trabajo  acumulado  de  generaciones  anterioi- 
res  son  elementos  de  civilización  que  deben  ser  accesibles  á  todos  sin  ser 
onerosos  para  nadie,  como  decía  el  Presidente  Faider  en  el  Congreso  de 
Bruselas  de  185K,  debería  establecerse  la  propiedad  literaria  á  la  inversai, 
dejándola  en  común  para  los  primeros  aüos,  pues  la  mayoría  inmensa  de  lak 
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obras  literarias  ejercen  ese  inñujo  civilizador  y  progresivo  entre  los  con- 
temporáneos, y  quedan,  las  pocas  que  sobreviven  á  sus  autores  y  i  su 
tiempo,  como  monumentos  que  contemplan  y  aprecian  los  doctos,  como 
modelos  de  belleza  en  que  se  recrean  minorías  exiguas;  pero  la  labor  civi- 
lizadora y  humana,  concluida  está  siempre  en  el  periodo  más  corto,  que  U 
más  restrictiva  de  las  legislaciones,  concede  hoy  al  derecho  exclusivo  de 
autor. 

La  propiedad  literaria,  como  el  derecho  de  propiedad  en  todas  sus  mani- 
festaciones, sería  funesta  al  progreso  y  al  bien,  si  se  ejerciera  en  los  términos 
absolutos  que  la  ley  le  reconoce,  definiéndole  en  su  coacepto  de  creación 
jurídica  individual;  lo  que  hay  es,  que  Dios,  al  organizar  las  leyes  sociales, 
debió  ser,  por  lo  menos,  tan  previsor  como  lo  fué  al  organizar  las  estacio- 
nes, y  estableció  una  moderación  para  los  derechos  en  los  intereses,  en  las 
necesidades,  y  aun  en  las  pasiones,  que,  sin  librarnos  de  tempestades  y  da- 
Bos,  producen,  sin  embargo,  una  resultante  de  progreso  y  beneficio  común, 
y  hacen  vivir  al  mundo  moral,  como  al  físico,  á  despecho  de  las  enfermedii- 
des  que  lo  atormentan,  y  aun  de  los  médicos  que  ensayan  en  el  sus  atrevidas 
terapéuticas,  aconsejándonos  todo  ello  estudiar  las  leyes  naturales  de  la  pro- 
piedad y  del  trabajo,  para  obedecerlas,  más  que  para  corregirlas. 

AñádaE^e  á  esto,  para  atenuar  los  soñados  riesgos  de  la  perpetuidad  en  los 
derechos  de  autor,  que  aun  siendo  la  propiedad  literaria,  como  justamente 
la  calificó  Turgot  en  el  edicto  de  1776,  *la  primera,  la  más  sagrada  y  la  mis 
imprescriptible  de  todas*  en  su  concepto  espiritual  y  teórico,  y  producién- 
dose en  la  realidad  con  tales  condiciones,  en  alguna  que  otra  maravilla  del 
ingenio,  es,  en  su  producción  común,  el  más  caduco  y  fugaz  de  todos  los 
bienes  fungibles,  por  lo  mismo  que  es  el  más  humano. 

El  genio,  que  llega  al  destierro  de  este  mundo,  con  algún  recuerdo  de  la 
belleza  absoluta,  y  lo  traduce  y  acomoda  á  nuestros  sentidos  y  potencias, 
crea,  de  tarde  en  tarde,  obras  que  llegan  á  exceder  en  consistencia  y  vida 
al  mejor  olivo  de  la  Siria.  Pero  la  labor  diaria  del  pensamiento  tiene  cada 
año  menos  horas  de  existencia  real  y  económica,  y  los  términos  que  los  ju- 
ristas la  otorgan  resultan  en  la  práctica  verdaderas  eternidades  para  la  vida 
natural  de  los  impresos. 

Es  más:  por  rara  excepción,  las  protecciones  de  la  ley  amparan  y  recom- 
pensan las  obras  geniales;  es  un  hecho  constante  de  la  historia  literaria  hu- 
mana, que  los  escritos  que  dan  para  vivir,  no  viven;  la  mayoría  inmensa  de 
la  pioducción  intelectual,  ella  sola  se  desamortiza  y  disuelve,  sin  necesidad 
de  que  la  ley  desate  sus  cadenas  á  los  cincuenta  ó  a  los  setenta  años  de  la 
muerte  del  autor,  y  la  caja  guardada  por  la  ley,  cuando  llega  á  abi  irse 
para  entregar  el  tesoro  á  la  comunidad  social,  está  vacía;  el  valor  de  la  pro- 
piedad literaria  lo  evaporó  el  tiempo,  lo  consumió  la  moda,  lo  borró  una  for- 
ma nueva  ó  una  dirección  diversa  del  espíritu. 

Por  último,  si  iijamos  la  atención  en  el  caudal  inmenso  de  belleza  creada, 
que  los  siglos  han  entregado  al  aprovechamiento  común,  y  que  ningún  he- 
redero avariento  ó  avieso  podrá  arrebatar  ya  á  los  recreos  de  nuestro  espl 
rítu,  y  á  la  cultura  de  nuestros  sentimientos,  se  tranquilizará  el  ánimo  más 
aprensivo,  contra  todo  temor  de  que  la  civilización  pueda  padecer  en  lo  más 
mínimo,  porque  se  reconozca  la  perpetuidad  para  el  derecho  de  autor.  Si, 
pasadas  algunas  generaciones,  una  obra  literaria  subsiste  y  beneficia  á 
los  descendentes  de  su  autor,  seguramente  merecerá  con  creces  el  sacrificio 
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<Ie  que  su  edición  se  venda  :  Igún  tanto  por  ciento  más  cara  de  lo  que  hoy 
;pueda  venderse  la  /liada. 

En  cambio  de  esa»  tranquilizadoras  reflexiones,  que  tenemos  por  incontes- 
tables, la  declaración  de  perpetuidad  seria  un  homenaje  de  la  ley  y  del  po- 
der público  al  principio,  á  la  propiedad  en  su  concepto  espiritual  y  en  su  ma- 
nifestación más  humana  y  más  elevada,  y  como  aspiración  de  jurisconsultos 
y  hombres  de  ciencia,  entiendo  debe  afirmarse,  siempre  que  sobre  ella  hayaa 
de  mantenerse  deliberaciones  y  formularse  acuerdos,  y  que  esa  afirmación 
tiene  un  valor  moral  para  el  sistema  jurídico  de  un  país,  que  no  sería  despre- 
¿able. 


III 


Una  dificultad  verdaderamente  considerable  se  opone,  no  obstante,  á  que 
ese  principio  de  la  perpetuidad  del  derecho  de  autor  se  consigne,  por  ahora, 
en  las  legislaciones  positivas,  para  hacer  de  ellas  base  á  los  conciertos  inter- 
nacionales, y  enderezar  la  acción  de  pueblos  y  gobiernos  á  las  mutuas  pro- 
tecciones del  pensamiento  humano  en  sus  obras:  tal  es,  el  consentimiento, 
casi  unánime,  de  los  legisladores,  la  declaración,  casi  universal,  de  los  códigos 
•ó  leyes  especiales,  que  rigen  en  los  pueblos  esa  materia.  El  Código  mejicano, 
promulgado  en  1871,  en  el  título  que  consagra  al  trabajo,  establece  la  per- 
petuidad para  el  derecho  de  autor  respecto  á  la  reimpresión,  limitando,  sin 
embargo,  el  derecho  exclusivo  de  la  representación  dramática  á  treinta  años; 
le  han  seguido  Guatemala  (i)  y  Venezuela  (2);  pero  no  hay  en  el  mundo 
otras  legislaciones  que  asi  lo  definan. 

En  la  legislación  inglesa  hallamos  también  vestigios  de  la  perpetuidad, 
aunque  bajo  la  forma  del  privilegio,  pues  en  los  libros  que  pertenecen  á  la 
Corona,  el  derecho  de  copia  [copyright]  es  perpetuo,  y  también  se  tiene  por 
tal  el  de  las  Universidades  de  Oxford  y  Cambridge;  los  colegios  de  Eton, 
Westminster  y  algún  otro,  siempre  que  el  acto  por  el  cual,  esas  corporacio-, 
nes  se  hayan  hecho  dueñas  del  derecho,  no  contuviera  limitación  de  tiempo; 
también  le  declaraba  perpetuo  la  legislación  holandesa  hasta  18 17,  en  cuya 
época  fué  admitida  la  legislación  belga  en  aquel  país,  que  subsiste  hoy,  y 
en  España  se  votó  por  las  Cortes  del  20  al  23  una  ley  que  reconocía  asi- 
mismo  la  perpetuidad,  y  que  no  ha  llegado  á  insertarse  en  las  colecciones 
de  decretos,  muriendo,  sin  haber  vivido,  en  la  general  derogación  de  1823; 
pero  no  son  esos  precedentes,  fugaces  unos,  de  alcance  reducido  otros,  bas- 
tantes á  servir  todavía  de  apoyo  para  admitir  como  aspiración  inmediata  y 
práctica  la  perpetuidad. 


(1)  Art  5.®  del  decreto  sobre  propiedad  literaria  de  29  de  Octubre  de  1879.  £1  derecho  <ie 
propiedad  literaria  es  perpetuo.  Después  de  la  muerte  del  autor  pasa  á  sus  herederos,  con  arre- 
j¿a  á  las  leyes.  Este  decreto  se  dictó  por  el  Presidente  Barrios,  en  virtud  de  sus  poderes  dic- 
tatoriales. 

(2)  Ley  de  12  de  Mayo  de  1887,  art.  2.^  La  propiedad  pertenece  en  perpetuidad  i  los  an^ 
tores,  traductores  y  editores  de  obras  inéditas,  á  los  autores  de  mapas  ó  dibujos  cientíácoSi  á 
los  compositores  de  obras  musicales  y  á  los  autores  de  obras  de  arte,  en  cuanto  i  su  reprodñc- 
ción  y  i  los  derechohabientes.  Art.  5.^  La  propiedad  intelectual  se  regirá  por  el  derecho  co- 
man, sin  otras  restricciones  que  las  impuestas  por  la  ley. 
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•i  En  todas  las  demás  legislaciones  de  Europa,  América  y  Asia,  ya  esté  la 
propiedad  literaria  incorporada  á  los  Códigos  civiles,  ya  figure  en  el  ordea 
del  derecho  industrial  y  de  las  disposiciones  administrativas,  varía  la  ex- 
tensión del  privilegio  en  limites  muy  diversos  y  con  fórmulas  varias. 

Portugal,  en  el  Código  civil  de  1867,  consagró,  como  la  mayor  parte  de 
las  Repúblicas  y  Estados  americanos,  la  propiedad  del  trabajo  literario^  enla- 
2ando,  con  su  declaración  civil,  la  de  su  libertad  de  expresión,  sin  censura 
previa;  y  fijó  el  derecho  en  la  vida  del  autor  y  cincuenta  años  más,  decla- 
rando era  propiedad  imprescriptible  y  estableciendo  la  sucesión  del  público^ 
en  lugar  de  la  común  del  Estado,  para  el  caso  de  extinguirse  la  sucesión 
familiar  ó  testamentaria,  y  en  el  Código  penal  consignó  las  sanciones  para 
los  delitos  y  usurpaciones  fraudulentas. 

La  República  Argentina  ha  declarado  por  su  Constitución  la  inviolabilidad 
de  la  propiedad  del  autor  y  del  inventor  sobre  su  obra  ó  creación;  no  tiene 
aún  ley  orgánica  que  desenvuelva  ese  principio,  y  se  le  considera  asegura- 
do por  las  generales,  que  se  refieren  á  los  derechos  y  propiedades  civiles 
del  ciudadano  y  del  extranjero,  equiparados  para  esos  fines;  pero  es  muy  de 
notar  que  estableciendo  el  art.  ^342  del  Código  de  Buenos  Aires  de  1880, 
penas  contra  los  ataques  á  la  propiedad  del  autor  en  reproducciones  ó  repre- 
sentaciones teatrales,  no  autorizadas  por  él,  ó  publicación  de  invenciones 
artísticas  ó  científicas^  sin  permiso  de  su  descubridor,  no  se  haya  reproducido- 
en  el  Código  penal  de  26  de  Noviembre  de  1886,  que  desde  i.^  de  Marza 
de  1887  rige  en  toda  la  República;  de  donde  se  desprende  que,  bajo  el  im- 
perio de  esa  legislación,  los  ataques  á  la  propiedad  literaria,  artística  é  indus- 
trial, sólo  pueden  ser  amparados  por  acciones  civiles,  relativas  á  la  posesión,, 
disfrute  é  indemnización  de  perjuicios. 

Solivia  ha  consiornado  también  la  propiedad  literaria  é  industrial  como  de- 
recho constitucional,  organizándole  después  por  decreto  del  Poder  ejecu- 
tivo, asegurando  para  la  duración  la  vida  del  autor  y  los  cincuenta  años 
siguientes.  Brasil  consignó  en  su  Código  penal  de  18  30  la  duración  de  diez: 
a&os  después  de  la  muerte  del  autor,  y  los  varios  esfuerzos  hechos  para  lle- 
gar á  nueva  legislación  sobre  la  materia,  no  alcanzaron  resultado,  habienda 
llegado  sólo  á  establecer  un  pacto  de  reciprocidad  con  Portugal  en  9  de 
Septiembre  de  1889.  Chile,  por  su  ley  de  1834,  reduce  el  derecho  á  cinca 
a&os  después  de  la  vida  del  autor.  Colombia  nos  ha  honrado  altamente 
armonizando  su  legislación  de  1886,  con  los  principios  de  nuestra  ley  de 
1879.  Costa  Rica,  que  tuvo  representación  en  las  conferencias  de  Berna,  sin 
llegar  á  firmar  la  convención,  no  ha  formulado  aún  una  legislación  completa 
sobre  la  materia,  pero  ha  mostrado  sobradamente  sus  buenos  propósitos 
adhiriéndose  al  tratado  de  17  de  Febrero  de  1887,  celebrado  entre  las  cinca 
Repúblicas  de  Centro  América,  cuyo  art.  20  iguala  la  condición  de  la  pro- 
piedad artística,  literaria  é  industrial  en  todos  sus  territorios.  El  Ecuador  ha 
adoptado  en  su  ley  de  1887  los  cincuenta  años.  Los  Estados  Unidos  man- 
tienen aún  el  plazo  de  veintiocho  años,  que  puede  prolongarse  por  catorce 
anos  más,  con  ciertas  formalidades  que  han  de  realizarse  antes  de  expirar 
los  primeros  veintiocho  años.  Guatemala  debe  á  su  Presidente  Barrios,  la 
declaración  de  perpetuidad,  y  la  asimilación  completa  de  la  propiedad  lite^ 
rana  y  artística  con  la  de  los  demás  bienes  muebles,  en  lo  que  le  ha  seguido,. 
por  medio  de  la  ley  de  12  de  Mayo  de  1887,  Venezuela.  Haití  reconoce  en 
la  ley  de  1885  ^1  derecho  durante  la  vida  del  autor,  y  la  de  su  viuda,  y  du» 
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raote  veinte  años,  para  sus  hijos,  y  diez  para  otros  herederosc 
bientes.  Honduras  no  tiene  aún  legislación  especial  que  desenvuelva  cl  artícu- 
lo 663  de  su  Código  civil,  que  se  limita  á  reconocer  la  existencia  del  dere- 
cho de  la  propiedad  CQ  las  producciones  del  espíritu,  y  en  el  mismo  caso 
están  Micaragua,  cl  Paraguay,  el  Salvador  y  el  Uruguay.  México  consagró 
también  la  perpetuidad  eo  su  Código  civil,  reduciéndolo  á  treinta  años  sobre 
la  vida  del  autor,  para  las  rep tesen tacioues  dramáticas,  y  el  Perú  aceptó,  en 
sn  ley  de  1H49,  el  término  de  veinte  años  sobre  la  vida  del  autor,  y  no  lo 
ha  moditicado  en  su  Constitución  de  1860,  al  consignar  la  inviolabilidad  de 
todas  tas  propiedades,  sean  matcnales,  intelectuales,  literarias  ó  artísticas. 

No  es  maravilla,  en  verdad,  esa  diferencia  de  criterio  en  las  legislaciones, 
pues  si  la  jurisprudencia  romana  y  el  Derecho  germánico  y  el  Código  de  Na- 
poleón, como  notaba  muy  oportunamente  Scialoja  en  su  dictamen  sobre  el 
proyecto  de  ley  italiano  de  propiedad  artística  y  literaria,  ofrecen  soluciones 
tan  diversas  á  problemas  tan  antiguos  como  las  sucesiones,  la  condición  de 
las  mujeres,  la  prescripción  y  tantos  otros;  no  debe  sorprendernos  se  esté 
aún  tejos  de  acuerdos  uniformes,  en  materias  que  ocupan  á  jurisconsultos  y 
gobernantes  desde  fechas  relativamente  tan  recientes. 

Y  el  camino  en  poco  tiempo  recorrido,  asi  en  América  como  en  Europa, 
los  resultados  ya  deliniíivamente  adquiridos  para  el  progreso  del  derecho, 
son  ciertamente  considerables,  y  propios  para  animar  á  nuevos  y  constantes 
esfiíerzos,  en  el  perfeccionamiento  de  una  obra  que  tan  poderosamente  ayuda 
ala  unión  fraternal  de  las  nacionalidades. 

La  convención  de  Herna,  firmada  en  9  de  Septiembre  de  1SS6  entre  los 
once  Estados  de  Alemania,  Bélgica,  España,  Francia,  Gran  Bretaña,  Haití, 
Italia,  Suiza,  Túnez,  Lvixcinburgo  y  Monaco,  y  á  cuyas  conferencias  previas 
concurrieron  algunos  otros  Estados  americanos,  es  uno  de  los  mayores  y 
más  positivos  progresos,  entre  los  muchos  que  en  la  edad  moderna,  ha  reali- 
lado  el  Derecho  internacional;  y  en  cuanto  á  la  cuestión  concreta  de  la  pro- 
piedad intelectual,  no  sólo  interesa  por  sus  propios  preceptos,  sino  porque 
abre  y  señala  el  camino  en  el  que  han  de  realizarse  seguramente,  todos  los 
progresos  en  esa  materi:i,  preparando  los  conciertos  internacionales,  la  obra 
definitiva  de  la  unificación  de  las  leyes,  que  ha  de  rcahzarse  más  tarde. 

Un  deber  de  justicia,  obliga  á  reconocer  á  la  Francia  la  honrosa  iniciativa 
de  garantir  á  los  autores  extranjeros  sus  derechos,  contra  las  reproducciones 
y  falsificaciones  en  cl  territorio  francés. 

En  1851  lo  sostuvo  elocuentemente  en  la  tribuna  del  Cuerpo  legislativo 
Barthelemy  Saint-Hilairc,  al  discutirse  los  tratados  con  los  Países  Bajos,  Cer- 
dcña,  Portugal  y  la  Gran  Bretaña,  «Yo  quisiera,  decía,  que  cl  Gobierno  se 
honrara  consagrando  en  Francia  el  derecho  de  los  autores  extranjeros,  garan- 
tizándolo como  el  de  los  nacionales;  lastimaríamos  una  industria  culpable, 
que  vive  de  provechos  ilícitos,  y  que  no  merece  muchos  miramientos;  pero 
cuando  empecemos  por  declarar,  que  t a  falsificación  es  un  delito,  castigado 
entre  nosotros  por  las  leyes,  creo  que  obtendremos  con  más  facilidad  de 
Ctios  Gobiernos  que  l;i  proscriban  y  la  castiguen  en  sus  territorios,^  Y,  en 
efecto,  el  decreto-ley  de  28  de  Marzo  de  1852  declaró,  que  la  reproducción 
en  territorio  francés,  de  obras  publicadas  en  el  extranjero  constituía  delito, 
sin  exigencia  alg\ma  de  reciprocidad, 

A  tan  importante  resolución  siguió  el  Congreso  literario  internacional  de 
Bruselas  de  185S,  en  el  que  se  reunieron  más  de  30O  escritores,  jurisconsul- 
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y  editores  y  delegados  de  Gobiernos  de  diversos  países,  y  sus  resolucio- 
nes fueron: 

i,°  Que  el  reconocimiento  internacional  de  la  propiedad  en  las  obras  li- 
terarias y  artísticas  en  favor  de  sus  autores,  debe  figurar  como  principio  en  la 
legislación  de  todos  los  pueblos  civilizados. 

2.°  Que  debe  admitirse  y  aplicarse  de  pala  á  país,  aun  en  ausencia  de! 
principio  de  reciprocidad. 

3.°  Que  la  asimilación  de  los  autores  extranjeros  álos  nacionales,  debe 
ser  absoluta  y  completa. 

4  °  Que  no  debe  obligarse  á  los  autores  extranj^íros  á  formalidades  es- 
peciales para  invocar  y  perseguir  su  derecho  de  propiedad,  bastando  para 
garantirte,  el  ciimplimiento  de  las  formalidades  exigidas  por  la  ley  del  pais 
en  que  la  obra  original  se  haya  publicado. 

S.°  Que  es  de  desear  que  todos  los  países  adopten  para  la  propiedad  de 
tas  obras  literarias  y  artísticas,  una  legislación  que  descanse  en  bases  uni- 
formes (1). 

El  Congreso  celebrado  en  París  en  1878,  dio  origen  á  la  Asociación  litera- 
ria y  artística  internacional,  cuyo  fin  principal  es  el  reconocimiento  y  defensa 
de  los  derechos  intelectuales,  que  reunió  asambleas  en  diversos  pueblos  y 
preparó  en  el  Congreso  de  Roma  de  1882,  las  conferencias  que  se  celebra- 
ron en  Berna  en  1883  para  discutir  un  programa  que  sirviera  de  fórmula  á 
una  Convención  universal,  cuya  iniciativa  no  se  debió  á  ningún  Gobierno,  sino 
á  los  cscnforcs  y  artistas  asociados. 

Los  elevados  fines  de  las  conferencias  que  produjeron  aquel  memorable 
pacto  interníicional,  se  trazaron  de  antemano  en  términos  tan  sobrios  y  dis- 
cretos por  el  jurisconsulto  suizo  Numa  Droz,  dirigiéndose  a!  Consejo  federal, 
que  no  creemos  se  pueda  definir  mejor  la  tendencia  ds  ese  movimiento  jurí- 
dico, que  reproduciendo  lo  más  sustancial  de  su  mensaje.  aSomos,  dijo,  los 
trabajadores  del  pensamiento;  nuestra  obra  es,  ciertamente,  útil  á  la  humani- 
dad, pues  tiende  á  instruirla,  á  elevarla  y  á  civilizarla  cada  di.i;  creemos  tener 
derecho  como  los  demás  hombres  á  los  frutos  de  nuestro  trabajo;  agradece- 
mos los  esfuerzos  que  la  mayor  parte  de  los  Gobiernos  han  hecho  para  asegu- 
rar la  protección  á  nuestros  derechos.^ya  por  reformas  en  la  legislación  inter- 
na de  cada  pueblo,  ya  por  los  pactos  internacionales;  pero  nos  permitimos 
afirmar  que  hay  tan  escaso  acuerdo  entre  esas  leyes  v  esas  convenciones, 
que  nuestro  derecho  resulta  incierto  é  inseguro;  os  rogamos  que  toméis  la 
representación  de  nuestros  intereses,  y  expongáis  á  los  otros  Estados,  cuánto 
sería  úc  dese.ir  llegara  a  crearse  en  ese  dominio  de  las  artes  y  las  letras,  qne 
en  principio  no  puede  dividirse  por  fronteras  políticas,  un  régimen  verdade- 
ramente protector  de  los  trabajadores,  y  que  á  esc  fin  se  asentaran  las  bases 
de  mía  unión  imiversal,  que  tuviera  el  propósito  de  establecer,  si  no  de  una 
vez.  sucesiva  y  paulatinamente,  la  uniformidad  de  principios  y  de  apücación 
de  esos  principios,  en  lo  que  sea  compatible  con  la  organización  de  los  dife- 
rentes Estados." 

La  convención  de  Berna  no  llegó,  en  verdad,  á  realizar  el  pensamiento  d 
una  ley  internacional  aplicable  á  todos  los  pueblos  convenidos,  y  suSciet 
á  regularizar  la  protección  completa  de  la  propiedad  literaria  ó  artística;  p 
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;.i  quién  se  Ic  ocultan  las  dificultades  inmensas  que  ofrecería  la  redacción  y 
iprobacióíi  de  esa  ley?  No  escaso  adelantamiento  significa  aqutl  pacto,  me- 
diante el  cual  tos  nacionales  de  los  Estados  signatarios  ó  adheridos,  son  pro- 
tegidos, no  tan  sólo  en  esos  países,  sino  indirectamente  contra  los  pueblos 
que  no  reconocen  derecho  á  los  autores  y  attistas  extranjeros,  si  los  elemen- 
tos materiales  de  la  reproducción  ilegal,  se  ejecutan  en  los  países  convenidos, 
estableciendo,  como  principio  general,  en  el  que  se  inspira  todo  pacto,  que 
los  autores  nacionales  de  cualquiera  de  los  pueblos  unidos,  ó  sus  derechoha- 
iiicntes,  g07.arán  en  los  otros  países  de  los  derechos  que  las  leyes  respectiva- 
mente otorguen  á  los  naturales,  subordinando  el  goce  de  esos  derechos  á  las 
comliciones  y  formalidades  prescritas  por  la  legislación  del  país  de  origen  de 
la  obra.  No  se  pudo  llegar  á  la- uniformidad,  pero  se  alcanzó  un  principio  de 
unidad  en  la  variedad  de  legislaciones,  el  de  extender  et  trato  nacional  de 
cada  autor,  á  los  demás  países  convenidos,  transacción  entre  los  diferentes 
sistemas,  que  será  base  fecunda  en  progresos  sucesivos,  y  que  en  algunos  pue- 
blos, como  en  Inglaterra  y  Francia,  reemplazó  los  tratados  existentes,  y 
en  otros,  como  España  y  Alemania,  reguló  las  relaciones  internacionales  so- 
bre la  materia,  sin  necesidad  de  nuevos  conciertos. 

Fué  suceso  de  la  mayor  importancia  la  participación  ,en  loa  debates,  y  des- 
pués en  la  ratiricnción,  de  los  delegados  ingleses,  pues  era  de  interés  vital, 
que  un  pueblo  de  tan  extensos  dominios  y  tan  difícil  para  la  modillcación  de 
sus  envejecidas  leyes,  autorizara  con  su  intervención  el  nuevo  pacto.  Quedó, 
en  cambio,  fuera  de  la  unión  el  grupo  entero  de  las  lenguas  eslavas  y  la  gran 
República  norte  americana,  cuyo  representante  en  Berna  creyó  que  el  pacto 
podí.i  afectar  á  las  prerrogativas  constitucionales  del  Congreso,  pero  mani- 
festó en  un  mensaje  expresivo  el  perfecto  acucido  del  Poder  ejecutivo  con 
li3S  principios  adoptados  en  la  conferencia. 

Se  impuso,  en  aras  de  la  conciliación  de  opuestas  doctrinas  c  intereses,  la 
concesión  penosa  de  reducir  á  un  plazo  de  diez  años  el  derecho  exclusivo 
para  los  autores,  de  hacer  ó  de  autorizar  las  traducciones  de  sus  obras,  acon- 
tar desde  la  fecha  de  la  publicación  de  la  original  en  alguno  de  los  países  de 
la  Unión:  la  conferencia  preliminar  de  1883  había  admitido  el  principio,  de 
que  los  autores  fueran  protegidos  contra  la  traducción  no  autorii^ada  por 
ellos,  en  los  mismos  términos  que  lo  son  contra  las  reproducciones,  puesto 
que  la  traducción,  en  países  de  diversas  lenguas,  es  la  manera  usual  y  prácti- 
ca de  reproducir  las  obras  literarias;  la  delegación  alemana  opuso  gran  re- 
sistencia á  esas  declaraciones,  que  sostenían  con  empeño  los  delegados 
fianceses,  no  obstante  que  á  la  Francia,  como  país  -esencialmente  vulgariza- 
cior  de  las  producciones  literarias  y  científicas  del  mundo  entero,  quizá  le 
favorecían,  más  que  le  perjudicaban  las  facilidades  de  traducción;  pero  no 
iriunfó  la  idea,  aunque  se  consignó  en  las  actas  como  aspiración  legitima  que 
podría  admitirse  en  un  porvenir  p'óximo,  y  se  añadió  que  el  articulo,  dejaba 
subsistentes  los  derechos  más  amplios  que  los  tratados  ó  convenios  particu- 
lares existentes,  concedieran  á  los  autores,  contra  la  traducción  no  autorizada 
<  iC  sus  obras. 

La  convención,  con  esas  y  otras  deficiencias,  representa  un  vínculo  de  de- 
echo  y  de  procedimientos  fraternales  y  solidarios  de  mutua  protección, que 
braza  573  millones  de  hombres,  y  esto  sólo  demuestra  su  importancia; pero 
■:onv¡ene  no  olvidar  en  estas  victorias  del  derecho,  que  no  hav  fin  alto  que 
lio  cueste  muy  largas  jornadas,  y  que  aún  se  ofrecen  grandes  resistencias  á 
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la  extensión  y  progreso  de  la  unión  por  los  pueblos  que  se  creen  en  abla- 
ción de  recoger  beneficios  de  las  producciones  literarias  de  sus  afines,  y  que 
importa  á  los  intereses  de  la  civilización  y  la  justicia  no  descansar  en  la  pro- 
paganda para  que  la  fuerza  de  la  opinión  general  se  imponga  á  las  pequeñas 
pasioaes. 

Dos  años  después  de  la  convención  de  Berna  y  de  la  Ordenanza  Real  de 
28  de  Noviembre  de  1887,  publicada  en  la  Gaceta  de  Londres  de  2  de  Di- 
ciembre, dando  fuerza  de  ley  en  Inglaterra  á  aquel  convenio,  aptubaba  el 
Parlamento  del  Canadá  una  alteración  de  su  ley  de  propiedad  literaria  de 
1875,  según  la  que,  toda  obra  original  publicada  en  el  extranjero,  que  dentro 
de!  mes  de  su  publicación  no  se  reimprimiera  por  su  propio  autor  en  el  Ca- 
nadá ó  no  se  registrara  en  el  Ministerio  de  Agricultura,  podría  reimprimirse 
libremente  en  aquel  pafs,  sin  más  que  un  permiso  del  Ministro,  y  con  la  obli- 
gación de  abonar  un  10  por  lOOdel  valor  de  los  ejemplares  vendidos,  al  au- 
tor ó  á  sus  representantes,  con  el  derecho  en  el  Gobierno  de  prohibir  la  ia- 
troducción  de  ejemplares  de  la  misma  obra  que  vinieran  del  extranjero.  Ré- 
gimen tan  extraordinario  y  severo,  parecía  dirigido,  en  primer  término,  á  re- 
coger para  el  mercado  canadiense  los  beneficios  literarios  de  los  autores  in- 
gleses, franceses  y  norteamericanos,  para  su  consumo  interior  y  aun  para  una 
reexportación  productiva,  y  con  razón  alarmó  á  los  aiitotes  ingleses  más  di- 
rectamente interesados,  dando  lugar  á  que  los  Presidentes  de  la  i'of>yrigkt 
Association  y  Musical  Copyright  Association  se  dirigieran  al  Gobernador  gene- 
ral pidiéndole  aconsejara  á  S.  M.  negase  la  sanción  á  tal  ley,  que  constitufa  la  - 
negación  de  los  derechos  de  autor  en  Inglaterra,  pues  el  derecho  del  10  por 
!00  resultaría  ilusorio,  por  la  imposibilidad  de  intervenir  el  número  de 
ejemplares  vendidos,  las  obras  fácilmente  reimpresas,  liarían  concurrencia 
insostenible  al  original  en  el  mismo  Reino  Unido  y  sus  colonias,  lo  cual,  de- 
cían con  razón  sobrada  en  su  mensaje  los  dos  Presidentes,  era  contrario  al 
espíritu  de  la  convención  de  Berna  y  á  la  tendencia  de  todos  los  pueblos, 
que,  teniendo  ó  queriendo  tener  una  literatura  propia,  procuran  asegurar  i 
sus  autores  la  libre  y  exclusiva  disposición  de  sus  obras  y  los  arreglos  co- 
merciales, para  el  aprovechamiento  de  sus  beneficios,  que  más  les  con- 
vengan. 

La  Asociación  de  Escritores  y  Artistas  Españoles,  que  tantas  veces  ha 
prestado  su  valioso  concurso  al  progreso  y  propaganl  1  de  las  ideas  favon-  ■ 
bles  á  la  protección  de  los  derechos  intelectuales,  promovió  y  facilitó,  có*' . 
exquisita  diligencia  de  su  Presidente  Núñez  de  Arce  y  de  otros  distinguido! 
socios,  el  Congreso  de  la  Asociación  literaria  internacional  celebrado  en  el 
año  de  1887  en  Madrid,  tan  discretamente  relacionado  y  apreciado  pord 
Sr.  D,  José  Maluquer  y  Salvador,  en  varios  artículos  que  vieron  la  luz  en  la 
Rmista  General  di  Legislación  y  Jurisprudencia. 

Kn  aquellas  conferencias,  aparecieron  distintas  las  <\t^^  escuelas,  que.  re- 
conociendo entrambas  la  propiedad  ó  el  derecho  de  autor,  se  apartan  ea 
dar  preferente  atención  ó  primacía  al  interés  social  los  unos,  ó  á  la  apropia- 
ción individual  los  otros,  y  expresándose  por  algunos  el  deseo  de  que  se  de- 
clarara como  ideal  la  perpetuidad,  se  convino  por  general  asentimiento,  en 
la  proposición  del  delegado  del  Ministerio  de  Instrucción  pública  de  Francia, 
Mr.  Poilliet,  que  en  vista  del  actual  estado  de  las  legislaciones,  no  es  posi- 
ble admitir  la  duración  perpetua  del  derecho  de  propiedad  literaria,  pues  si 
bien  hubo  divergencias  de  opinión  á  ese  propósito  y  disensión  viva,  se  aprobó 
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la  coDclusión  tercera  del  dictamen  de  Mr.  Poillict  aceptando  el  plazo  más  libe- 
ral de  ockefUa  años  después  de  la  muerte  del  autor,  vigente  en  España.  En 
apoyo  de  esta  solución  ha  añadido  muy  oportiiaamente  en  sus  artículos  de 
la  Revista  el  Sr.  Malutiuer,  siempre  solícito  en  la  defensa  y  justo  elogio  de 
las  Repúblicas  hispan  o -aoiericanas,  que  estimaba  muy  merecidos  los  aplausos 
que  en  el  Congreso  se  tributaron  á  nuestra  patria  por  el  carácter  liberal  en 
dicha  materia  de  la  ley  de  1879,  pero  que  deben  aceptarse  pbr  ser  la  pri- 
míra  nación,  más  no  la  única,  que  ha  esiablecido  el  dilatado  pla;íO  de  los 
oclienta  años,  recordando  el  art.  35  de  la  Constitución  de  la  hoy  República 
tmitaria  de  Colombia,  promulg^ada  el  5  de  Agosto  de  1886,  que  dice  lo  si 
guíente:  «Será  protegida  la  propiedad  literaria  y  artística  como  propiedad 
transferible  por  el  tiempo  de  la  vida  del  autor  y  ochenta  años  más,  y  la  Re- 
pública del  Salvador  ha  aceptado  el  mismo  plazo  en  el  tratado  que  celebró 
con  España."  Tenemos,  pues,  el  apoyo  de  esas  dos  hermanas  de  .América, 
que  significa  tanto  más,  cuanto  que  representan  intereses  de  producción  lite- 
raria diversos  de  los  miestros,  felizmente  armonizados  por  el  levantado  espí- 
ritu que  inspira  á  aquellos  pueblos,  en  cuanto  se  refiere  á  relaciones  con 
nuestra  Penins-nla. 

Poco  tiempo  despucs  del  Congreso  literario  de  Madrid,  en  el  afio  de  1S88, 
se  reunió  en  Moiitevideu,  bajo  los  auspicios  de  la  República  Argentiua  y  de 
la  Oriental  del  Uruguay,  otro  Congreso  de  Derecho  internacional,  en  el  que 
se  trató  detenidamente  de  la  protección  de  las  obras  artísticas,  d:iiKlo  lugar 
á  un  proyecto  de  convenio  firmado  en  11  de  Enero  del  89  por  los  dele- 
gados de  los  Estados  de  la  América  del  Sur,  la  Arg-entina,  Bolivia,  Chi- 
le, Paraguay,  Uruguay  y  Perú,  que  reviste  verdadera  importancia,  pues 
comprende  una  población  de  24  millones  de  habitantes,  y  abre  la  puerta  á 
las  adhesiones  de  otros  Estados,  siendo  de  esperar  que  al  propio  tiempo  ese 
movimiento  favorezca  las  reformas  de  legislación  interior,  -con  tendencias  á 
unificar  y  completar  el  réjpmen  de  esos  derechos  en  esa  región  americana: 
la  convención  ampara  á  todos  los  autores  y  editores,  cualquiera  que  sea  su 
nacionalidad,  siempre  que  publiquen  sus  obras  en  alguna  de  las  naciones 
convenidas,  á  diferencia  del  convenio  de  Berna,  que  sólo  protege  á  los  na- 
cionales de  los  Estados  signatarios;  incluye  en  sus  categorías  la  fotografía  y 
las  obras  coreográficas,  no  mencionadas  en  el  convenio  de  Berna,  y  com- 
prende el  derecho  exclusivo  de  traducción  en  el  detecho  de  autor  y  con 
igual  duración  que  el  de  reproducción  que  se  fija  para  cada  autor  en  el  que 
le  concede  su  legislación  nacional,  dejando  libre  la  reimpresión  de  los  ar- 
tículos de  periódicos,  citando  la  publicación  de  los  que  se  copien,  y  excep- 
tuando los  que  traten  de  artes  ó  ciencias  y  cuya  reproducción  se  prohiba 
expresamente  por  sus  autores,  y  autorizando  también  la  publicadón  libre  por 
la  prensa  periódica,  sm  necesidad  de  autorización,  de  los  discursos  pronun- 
ciados ó  leídos  en  las  asambleas  deliberantes,  en  los  tribunales  y  en  reunio- 
nes públicas. 

Ese  núcleo,  así  constituido,  es  una  esperanza  de  mayores  progresos,  y  una 
prueba  elocuente  de  los  elementos  de  provechosas  inteligencias,  que  para 
esos  y  otros  adelantamientos  en  la  legislación  y  en  la  vida  internacional, 
existen  en  ¡as  Repúblicas  ibero -americanas,  y  traza  á  nuestra  actividad  na- 
cional y  á  la  del  vecino  Reino,  caminos  en  que  deben  emplearse,  asi  los  es- 
fuerzos individuales  ó  colectivos  de  los  escritores,  artistas  y  jurisconsultos, 
como  los  de  asambleas  y  gobiernos.  Procurar  la  repetición  y  ampliación  de 
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a  coavenaoaes  laferamericaaas,  y  pedir  ea  ellas  una  participación  doble- 
mente íuadada  en  uucstros  actuales  intereses  y  derechos  eo  aquella  porción 
del  mundo,  en  nuestra  comunidad  de  origen,  lengua  y  literatura,  que  une 
coa  la;io  inquebrantable  las  producciones  de  nuestras  inteligencias,  y^  los 
írutos  de  nuestros  espíritus  ca  las  artes,  en  las  ciencias  y  aun  ca  las  indus- 
trias, ésa  debe  ser  toda  nuestra  aspiración  y  nuestra  política  en  este  orden  del 
derecho. 

Si  esas  convenciones,  por  uno  ú  otro  camino  reproducidas,  llegaran  á  re- 
sultados más  concretos  y  máa  generales  que  [os  obtenidos  en  la  primera 
reunión  de  Montevideo,  sería  del  mayor  interés,  el  establecimiento  ó  creación 
de  algún  instituto  permanente,  pareciJo  á  la  oficina  interna':ional  de  Berna, 
que  comprendiese  á  esa  unión  ibero -americana  y  significase  su  unión  conti- 
iiua  y  su  colectividad  reconocida  y  manifiesta;  y  si  los  intereses  y  sentimien- 
tos que  esta  gran  colectividad  abraza,  desplegaran  la  actividad  y  el  csfueno 
-empleado  en  Europa  por  la  Asociación  literada  que  sucedió  al  Congreso  de 
París  de  1887,  uo  parece  aventurado  pronosticar,  en  un  porvenir  próximo, 
un  resultado  más  completo,  pues  no  habría  que  luchar  en  estos  pueblos  con 
obstáculos  históricos  tan  arraigados  como  los  que  representaban  en  Berna, 
Inglaterra  y  las  lenguas  eslavas,  y  los  mismos  intereses  alemanes,  y  se  en- 
■contraria  en  todos  ellos  un  terreno  menos  trabajado  y  ocupado  que  el  de  las 
naciones  de  la  vieja  Europa,  un  espintu  más  abierto  á  los  sentimientos  de 
solidaridad  humana,  y  una  armonía  mucho  mayor  de  intereses  y  de  afectos. 
Lo  que  en  verdad  exige  esta  obra  es  infundir,  en  los  que  pudieran  promo- 
verla ó  ayudada,  aquellas  aptitudes  maravillosas  parala  propaganda  activa, 
incesante  que  animó  á  la  asociación  francesa,  y  que  decidió  á  la  República 
helvética  á  tomar  la  iniciativa  para  las  conferencias,  y  si  eso  se  alcania  ó  se 
encuentra,  no  hay  que  dudar  que  los  resultados  que  en  América  se  obtengas 
superarán  á  los  conseguidos  en  Suiza. 


^ 


El  derecho  iutelectual  en  la  obra  industrial,  sea  invención,  procedimiento 
nuevo,  dibujo  ó  marca,  que  faciliten  y  extiendan  el  consumo  de  productos 
naturales  ó  elaborados,  no  aparece  tan  claro  en  su  concepto  teórico,  ni  taa 
fácil  en  sus  garantías  y  condicionalidad  Jurídica,  como  en  la  obra  literaria  ó 
puramente  artística,  en  las  cuales  la  forma  se  impone  con  una  personalidad 
exclusiva,  que  reúne  cnr.icteres  individuales  indiscutibles,  y  en  cierto  modo 
definitivos  y  eternos. 

Dice  con  r^zón  y  con  elocuencia  el  Sr.  Giner  de  los  Ríos  en  sus  Estiidioí 
jurídicos  y  poüticos,  al  desenvolver  el  concepto  de  la  propiedad  artística; 
fOtros  hombres  podrán  hacer  otras  estatuas,  pero  la  que  yo  he  hecho,  la 
estatua  en  que  tomó  cuei-po  mi  ideal,  imposible;'  y  lo  mismo  puede  decir  el 
escritor  que  trazó  en  una  sene  de  estrofas  ó  de  periodos  una  descripción,  un 
carácter,  una  acción  dramática;  pero  ¿cabe  aplicar  esa  afirmación  al  obrero 
que  por  azar  inventó  el  movimiento  automático  de  una  válvula,  al  que  sor- 
prendió una  ley  natural  de  Combinaciones  químicas  ó  ilc  aleaciones  de  meta- 
les, que  muy  bien  pueden  revelarse  á  varios  espíritus  observadores  ó  des- 
ocupados, en  distintos  puntos  del  espacio  ó  del  tiempo?  Existe,   en  verdad. 


J 


n»--  - 


—    253    — 

en  esa  produccióa  y  en  ese  progreso  una  labor  y  un  esfuerzo,  que  las  masf 
de  las  veces  arranca  sus  secretos  á  la  naturaleza,  con  tanta  fatiga  como  la>^ 
del  labrador  que  ocupa  y  descuaja  una  tierra  inculta  y  abandonada,  y  con  el 
sudor  de  su  frente  la  hace  suya,  y  la  sociedad  le  debe  amparo  y  recompen- 
sa  y  garantía,  contra  la  ingratitud  ó  la  rapacidad  de  sus  contemporáneos,  que 
quieran  utilizar  el  secreto  revelado  sin  premiar  al  descubridor;  pero  falta  ea* 
ese  acto  la  materia  permanente  y  formal  apropiable. 

Acontece  además  que  el  invento  ó  la  fórmula,  ó  combinación  de  elemen- 
tos naturales,  una  vez  conocidos,  es  pronto  mejorado  por  otros  que  no  están 
obligados  á  hacer  un  alto  en  sus  investigaciones,  y  por  sí  misma  se  desvane- 
ce  aquella  propiedad,  y  es  reemplazada  por  otra  no  menos  legítima,  y  que 
anula  la  anterior  por  poco  que  la  beneficie;  y  lo  mismo  podemos  decir  de  los 
dibujos  industriales,  que  aciertan  á  complacer  por  el  breve  espacio  de  una  á. 
otra  estación  á  un  público  ansioso  de  novedades.  En  la  cenefa  de  un  alicata- 
do» en  el  trozo  de  un  viejo  tapiz,  en  la  combinación  de  los  cristales  de  un  ka- 
f  leidoscopo,  copia  el  dibujante  de  una  fábrica  las  líneas  y  los  colores  que  los- 
]  caprichos  de  la  moda  pone  en  evidencia  y  produce  una  fortuna  al  que  acertó- 
á  llevarlo  al  mercado;  pero  ni  en  el  concepto  original  del  derecho,  ni  en  la 
práctica  y  aplicación  del  (derecho  á  la  vida,  puede  ostentar  ese  trabajo  los  tí- 
tulos necesarios  para  llamarse  una  propiedad. 

No  significa  este  juicio  desconocer  su  importancia  como  elemento  pode- 
roso del  progreso,  ni  negar  siquiera  el  sentido  ético  y  jurídico  de  tales  pro- 
blemas, que  constituyen  lo  que,  no  sin  razón,  se  llama  el  derecho  industrial;, 
pero  importa  señalar  á  cada  solución  de  las  legislaciones  positivas  su  verda- 
dero asiento  en  la  personalidad  y  en  la  conciencia  humana,  y  en  este  con- 
cepto, la  protección  legal  al  invento  y  al  dibujo  de  fábrica  sólo,  puede  con- 
siderarse como  una  servidumbre  ó  restricción  impuesta  á  todos,  á  fin  de  ase- 
gurar, del  modo  menos  oneroso  posible  para  la  comunidad  la  recompensa  y 
beneficio,  que  estimule  al  adelanto,  en  los  procedimientos  industriales. 

Esa  condición  del  derecho  industrial,  tan  distinta  de  la  propiedad  literaria 
y  artística,  crea  dificultades  considerables  para  la  extensión  de  las  garantías,, 
por  medio  de  los  pactos  internacionales,  respecto  de  los  privilegios  recono- 
cidos ó  dibujos  depositados  en  un  país,  c  impone  restricciones  de  prudencia 
para  aceptarlas,  fundadas,  no  en  el  interés  meramente  material  de  las  compe- 
tencias y  de  las  imitaciones,  sino  en  el  mismo  de  los  derechos  y  actividades 
de  cuya  protección  se  trata,  pues  la  coincidencia  en  los  inventos,  en  la  adap- 
tación de  los  dibujos  artísticos  á  la  producción  industrial,  es  frecuente;  y  lo 
será  cada  día  más,  á  medida  que  se  acrecientan  y  popularizan  los  medios  de 
instrucción;  se  extienden  y  facilitan  por  la  prensa  las  referencias  de  los  re- 
sultados obtenidos  en  todo  el  mundo  por  sabios  é  industriales,  pues  en  esa 
comunicación  de  los  conocimientos  y  los  progresos  humanos  de  uno  á  otro- 
continente,  van  los  gérmenes  de  ¡deas  y  adelantos  nuevos,  que  brotan  y  flo- 
recen donde  encuentran  una  inteligencia  preparada  para  recibirlos,  como  en 
,las  corrientes  atmosféricas,  van  las  semillas  que  arraigan  y  fructifican  en  cam- 
pos remotos,  sin  que  nadie  pueda  determinar  con  certeza  su  origen. 
.  El  progreso,  por  tanto,  en  ese  derecho  industrial  no  está,  como  en  la  pro- 
piedad literaria,  en  la  perpetuidad,  ni  aun  en  la  extensión  de  las  garantías», 
Ano  en  la  facilidad  de  las  formalidades  que  en  cada  país  puede  haber  para 
reprimir  y  castigar  lo  que  constituya  prácticas  y  notorias  usurpaciones  del 
esfuerzo  ajeno. 
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Ni  es  justo  exceder,  por  medioe  violentos  y  vejatorios,  para  todos,  la  pro* 
lección,  que  en  beneficio  de  unos  pocos  nace,  de  los  privilegios,  patentes  y 
depósitos  de  dibujos  industriales,  pues  es  notorio  que  tod:i  invención  que  sea 
acreedora  á  tal  nombre  con  aplicaciones  á  la  vida  industrial,  encuentra  en  la 
extensión  inmensa  de  los  mercados  actuales,  y  en  el  consumo  que  la  asegu- 
ran la  rapidez  y  extensión  de  las  comunicaciones,  tales  recompensas,  como 
no  las  hallaban  en  otros  tiempos  los  descubridores  de  sniniis  o  yacimientos 
auríferos;  no  son  estímulos  los  que  faltan  en  las  legislaciones  actuales  para  las 
invenciones  y  novedades  de  aprovechamientos  y  dibujos,  ñutes  bien,  la  fama 
de  las  riquezas  que  ellas  producen,  trastornan  no  pocos  espíritus  y  pueblan 
los  registros  de  patentes,  de  un  fárrago  inmenso  de  las  más  desatinadas  lucu- 
braciones y  extravagancias;  y  si  la  razón  de  los  privilegios  ó  derechos  del  in- 
vento 6  dibujo  industrial  es  la  utilidad  común,  por  el  esHnmlo  que  represen- 
tan, cuando  es  notorio  que  la  actividad  creadora  está  suCcitntcmcnte  estimu- 
lada, nO  hay  motivo  para  agravar  las  restricciones  de  la  libertad  fjeneral,  que 
en  definitiva,  eso  significan  cuantas  garantías  se  otorgan  á  inventores  y  dibu- 
jantes. 

Las  dificultades  suben  de  punto  cuanto  se  trata  de  dar  carácter  internacio- 
nal á  esas  restricciones  y  subordinar  de  esa  suerte  la  libeitad  y  amplitudes 
legítimas  de  una  producción  y  una  industria  á  otras  dotadas  de  mayores  me- 
dios y  de  más  extensos  mercados,  y  en  esta  materia  se  hace  imposible,  ó  por 
lo  menos  peligrosa,  toda  convención  de  carácter  general,  y  aun  la  mera  de- 
claración de  reciprocidad,  que  puede  acarrear  consecuenci.is  peligrosas  para 
la  industria  de  alguno  de  los  países  contratantes. 

Bajo  el  nombre  genérico  de  derecho  industrial  se  ha  IctrJslado  minuciosa- 
mente entre  nosotros  sobre  marcas  y  dibujos  de  fábrica,  con  relación  más 
principalmente  á  nnestras  provincias  de  Ultramar,  en  el  not;ible  decreto  de  21 
de  Agosto  de  1884,  perfeccionando,  en  muchos  extremos  importantes,  la  le- 
gislación peninsular  contenida  aún  en  el  decreto  de  20  de  Noviembre  de  1850; 
pero  se  han  reunido  en  un  mismo  concepto,  dos  órdenes  de  ideas  é  intereses, 
que  son,  á  mi  entender,  de  todo  punto  diversos,  y  respecto  de  cuyo  desen- 
volvimiento, especialmente  en  las  relaciones  del  Derecho  internacional,  deben 
presidir  tendencias  y  pensamientos  distintos:  me  refiero  ¿  las  marcas  de  fa- 
brica ó  de  comercio,  y  á  los  dibujos  destinados  á  la  estampación  de  telas  y 
papeles,  decorado,  joyería,  ebanistería,  talla,  y  en  general  todos  los  dibujos 
y  modelos  industriales  (i). 

Nuestros  Tribunales,  con  las  declaraciones  de  su  jurisprudencia  en  estas 
materias,  han  ayudado  un  tanto  á  esa  confusión,  •  que  puede  trascender  del 
mero  tecnicismo  á  resoluciones  y  acuerdos  sustantivos.  Los  nombres,  títu- 
los industriales  como  las  marcas  de  fábrica  y  de  comercio,  son  el  símbolo 
del  crédito  de  la  persona  ó  sociedad  á  quien  pertenecenj  y  constituyen,  dice 
elTribunal  Supremo  en  su  sentencia  de  14  de  Diciembre  de  1SS7,  ima  pro-' 
piedad  tan  legitima  y  respetable  como  las  demás  que  el  derecho  reconoce; 
y  no  entendemos  que  estén  empleados  con  exactitud  esos  términos,  ni  que 
se  pueda  sostener  esa  definición  jurídica  para  las  marcas,  á  no  tomar  la  pala-> 
bra  propiedad  como  sinónima  de  derecho,  lo  cual  es  ocasionado  á  confusio- 
nes y  consecuencias  equivocadas.  La  marca  no  es  la  propiedad,  como  la  firma 


(i)     Art.  3."  del  Real  decreto  de  3t  de  Agoilo  de  1834. 


no  es  el  contrato  ni  el  cuadro:  <cómo  se  puede  sostener  que  iin  leopardo,  - 
nn  águila  sujetando  uqIiüü  de  rayos,  sean  propiedad  de  nadie,  ni  merezcan 
tai  nombre?  El  trabajo  acumulado  y  crédito  adquirido  por  la  constante  ela- 
boración de  un  producto  estimado,  es  lo  que  constituye  un  c^ipital,  cu  cuanto 
asegura  al  productor,  hi  favorable  acogida  y  la  marcada  preferencia  de  los 
consumidores;  y  para  entenderse  de  un  modo  perceptible  y  fácil  con  el  con 
sumidor,  que  no  puede  examinar  en  cada  producto  sus  cualidades,  que  nece- 
sita comprarlo  denlro  de  sus  envases  ó  sus  fardos,  se  adopta  la  marca,  que 
es  un  certificado  de  procedencia  en  cifra,  que  leen  fácilmente,  aun  los  que  no 
saben  leer.  La  alteración  ó  falsificación  ó  imitación  de  una  marca  no  es,  pues, 
la  ocupación  de  una  propiedad  ajena,  como  la  reimpresión  fraudulenta  de  un 
libro,  es  un  engaño  que  se  dirige  al  consumidor,  aunque  indirectamente  sufra 
perjuicio  el  productor,  a  quien  se  atribuye  el  género  vendido:  es  una  falsa  in- 
formación, mediante  la  que  se  le  da  una  cosa  por  otra,  lo  cual,  en  el  orden 
moral  y  en  el  orden  jurídico,  debe  tener  una  clasificación  muy  distinta  de  la 
que  corresponde  al  hecho  de  copiar  un  estampado  inglés,  por  ejemplo,  para 
elaborarlo  en  Fiancia,  en  vez  de  buscarlo  con  algún  más  esfuerzo  en  tal  ó 
cual  tapiz  antiguo  del  British  Museum,  de  donde  lo  tomara  et  dibujante  britá- 
nico; en  lo  primero  hay  la  alteración  maliciosa  de  la  verdad  y  los  elementos 
todos  de  un  delito  ó  de  una  infracción  moral,  clara  y  patente;  en  !o  segundo 
no  hay  sino  el  ejercicio  de  una  facultad  humana,  en  si  mismo  licita,  que  con- 
siste en  adaptar  á  \m  necesidades  propias,  las  imágenes  que  nos  ofrecen  la  na- 
turaleza ó  el  arte;  podrá  un  artista  en  cerámica  depositar,  con  todos  los  re- 
quisitos de  la  ley,  e!  dibujo  de  sus  tibores  japoneses,  y  desde  ese  momento 
será  infracción  adininislrntiva  ó  falta,  copiarlos;  pCro  los  flexibles  juncos  de 
los  arroyos  y  las  pintadas  mariposas  ó  zancudos  flamencos  que  por  entre 
ellos  cruzan,  quedarán  siempre  á  disposición  de  cuantos  dibujantes  quieran 
buscar  en  ellos  combinaciones,  para  iluminar  abanicos  ó  bordar  tapices,  sin 
que  pueda  acusárseles  de  violar  ninguna  ley  moral. 

Suiza  es,  sin  duda  alguna,  el  país  donde  el  derecho  industrial  ha  tenido 
mayores  desarrollos  últimamente.  Tal  importancia  le  ha  atribuido  aquel  pue- 
blo, que  no  ha  vacilado  en  modificar  el  art.  64  de  la  Constitución  federal 
en  1887  y  hacer  uso  det  referendum,  sólo  para  colocar  bajo  el  dominio  de 
la  Confederación,  la  protección  de  los  dibujos,  modelos  y  patentes  ó  privi- 
legios, que  correspondían  hasta  entonces  á  la  legislación  cantonal;  las  dos 
leyes  de  zg  de  Junio  de  1888  sobre  los  privilegios  de  invención,  y  la  de  21 
de  Diciembre  del  mismn  año  sobre  los  dibujos  y  modelos  industriales,  son 
Jas  más  completas  que  se  han  formado  hasta  el  presente,  y  en  esta  última,  las 
penas  contra  los  que  usurpan  y  utilizan  sin  autorización  un  dibujo,  oportuna- 
mente depositado  en  la  ofidna  federal,  son  severfsimas,  pudicndo  elevarse 
las  mullas  á  2.000  francos  y  la  prisión  á  un  año,  y  aun  duplicarse,  reuniendo 
arabas  penas,  pecuniaria  y  personal,  en  caso  de  reincidencia;  pero  no  se  con- 
funde con  esa  infracción  la  falsificación  y  uso  fraudulento  de  marcas,  que  con 
nuón  ha  incluido  nuestro  Código  penal  en  el  título  de  las  falsedades. 

Decíamos  más  arriba  que  la  distinción,  no  era  puramente  técnica,  porque 
asi  en  las  reformas  de  la  legislación  interior,  como  en  los  pactos  internacio- 
les,  procede  seguir  para  una  y  otra  materia  una  política  enteramente  diversa, 
y  lodo  lo  que  sea  confundir  como  cosas  análogas  ambos  derechos,  el  de 
marca  y  el  de  propiedad  ó  privilegio  de  dibujos  y  modelos  de  fabricación,  es 
ocasionado  á  riesgos  positivos  para  nuestras  industrias.     ,  '  1 
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La  propiedad,  llámese  asi,  ó  el  derecho  de  uso  exclusivo  de  una  mares, 
dtben  rodearse  en  legislación  y  en  convenios  de  cuantas  garantías  se  Cteají 
prácticas  y  bcnefLciosas  para  asegurar  su  legitimo  disfrute,  y  no  hay  porquO 
regatear  eo  ello  las  facilidades  en  la  persecución  y  aun  la  severidad  en  lu 
responsabilidades;  si  alguna  fuente  de  aprovechamientos  fructuosos  se  corta 
ra  por  tales  medidas,  seria  en  verdad  merecido  y  justificado  el  daño,  y  nolc 
sufriría  á  ta  larga  el  país,  pues  las  prácticas  de  la  falsificación  deshonran  y  re- 
bajan las  industrias,  lastiman  á  las  que  á  su  lado  intentan  producir  con  buena 
fe.  y  causan  el  descrédito  de  los  más  y  de  los  mejores,  para  enriquecer  torci- 
damente á  imos  pocos. 

Por  el  contrario,  el  depósito  de  dibujos  y  modelos,  y  la  prohibición  con- 
siguiente á  utilizarlos  en  la  industria  nacional,  limita  y  cohibe  el  trabajo,  allí 
donde  faltan  quizás  los  elementos  acumulados  por  el  Estado  en  otros  países, 
en  muscos  especiales  de  industria  y  ornamentación,  en  escuelas  ampliamente 
dotadas  de  artes  y  oficios,  y  hace  tributarios  de  los  más  poderosos  á  los 
más  atrasados,  sin  una  razón  moral  bastante  fuerte  para  justificar  tamaoo  per- 
juicio. 


Las  consideraciones  generales  qne  quedan  expuestas,  sirven  de  base  á  las 
conclusiones  siguientes,  destinadas  á  responder  concretamente,  á  los  prioo- 
pales  extremos  que  el  tema  comprende: 


PROPIEDAD  LITERARIA  Y  ARTÍSTICA 


Las  reformas  en  la  legislación  interior  de  cada  pueblo,  sobre  propiedad  li 
teraria  /  artística,  deben  aceptar,  como  limite  en  el  tiempo  para  la  duración 
del  derecho  de  autor,  el  de  ochenta  años,  que  significa  una  transacción,  env^ 
la  perpetuidad,  reconocida  por  algunas  Repúblicas  americanas,  y  las  limitJ 
clones  d  períodos  más  reducido'i  que  la  mayoría  de  ellas  mantiene,  cligiemlo 
esa  cifra,  como  ya  establecida  en  tres  Estados  de  los  que  deben  constituir  l.i 
Unión  Ibero  americana,  lirnite  superior  de  las  legislaciones  que  no  llegan  j 
la  perpetuidad,  y  aceptado  por  el  Congreso  literario  y  artístico  de  Madml. 
con  el  asentimiento  de  las  más  importantes  representaciones  europeas. 


I 


La  traducción  debe  ser  equiparada  para  todos  los  efectos  de  garantía  es 
favor  del  autor  con  la  reproducción  y  reimpresión,  tanto  en  las  legislaciones 
interiores  de  cada  pueblo  como  en  los  pactos;  pero  ninguna  de  estas  disr»^ 


y 


sicioDcs  será  aplicable  á  los  escritos  de  la  prensa  política,  ni  á  los  discuisoa 
píDuunciadus  en  asambleas  ó  reuniones  públicas,  para  su  reproducción  en  la 

prensa  periódica. 

La  constitución  y  declaración  del  título  para  la  propiedad  artística  y  lite- 
raria, la  obtendrá  cada  autor  según  las  leyes  del  país  de  su  nacionalidad,  y 
debe  ser  admitido,  sin  exigirse  otras  formalidades,  en  los  demás  pneblos  don- 
de quiera  hacerla  efectiva. 


1-» 

El  progreso  de  las  legislaciones  internas  de  cada  país,  debe  subordinarse 
á  las  conveniencias  y  facilidades  de  los  pactos  internacionales,  y  de  tas  con- 
venciones que  puedan  alcanzar  mayor  generalidad  en  sus  efectos  y  compro- 
misos, porque  ésas  son  hoy  las  fórmulas  prácticas  de  esa  protección,  y  el  an- 
tecedente necesario  para  llegar  al  ideal  de  uniformidad  en  las  legislaciones 
particulares. 


La  formación  de  una  Sociedad  especial  de  escritores  y  artistas,  para  la  pro- 
paganda y  defensa  de  la  propiedad  y  los  derechos  intelectuales  en  todos  los 
Estados  ibero -americanos,  y  la  acción  combinada  del  esfuerzo  particular,  con 
el  oficial  y  colectivo  de  los  Gobiernos,  podría  favorecer  considerablemente 
esa  obra,  y  deberían  tomarse  por  Asociaciones  y  Gobiernos,  como  punto  de 
partida  para  mayores  y  sucesivos  desenvolvimientos,  los  trabajos  y  acuerdos 
de  la  convención  de  Montevideo  de  ii  de  Enero  de  1889,  tratando  de 
hacerlos  efectivos  en  todas  sus  partes,  y  de  crear  una  oficina  ó  instituto  per- 
manente para  la  protección  de  esas  propiedades,  en  todas  las  naciones  ad- 
heridas, que  tuviera  su  centro  principal  en  América,  y  representaciones  ó 
comités  relacionados  co^  él,  en  Portugal  y  España. 


DERECHOS  INDUSTRIALES 


Los  términos  de  los  privilegios  de  invención  y  del  uso  exclusivo  de  dibu- 
jos y  modelos  industriales  no  deben  ampliarse  en  las  legislaciones  interiores, 
ni  en  los  pactos  internacionales;  antes  bien,   debe  disminuirse  su  duración 
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Eoñde. quiera  que  se  entieada,  que  las  condiciones  naturales  del  mercado,  re- 
tribuyen su&cieatemente  los  verdaderos  adelantos  de  la  industria  y  U  fabri- 
cación .  "  -    , 


La  legislación  sobre  marcas  de  fábrica  debe  separarse  de  la  relativa  á  de- 
pósito de  dibujos  y  modelos  de  fabricación. 


Las  leyes  interiores  y  los  pactos  internacionales  sobre  marcas  de  fábrica, 
deben  inspirarse  en  la  mayor  facilidad  y  severidad  para  la  persecución  y  cas- 
tigo del  uso  fraudulento  que  de  ellas  pueda  hacerse,  por  nacionales  ó  ex- 
tranjeros, sin  sujetar  las  resoluciones  que  se  dicten  en  cada  pueblo  para  la 
garantía  de  la  producción  de  buena  fe,  á  condiciones  de  reciprocidad  entre 
las  naciones  ibero-americanas. 


Las  reformas  legislativas  internas,  y  las  convenciones  internacionales  sobre 
dibujos  y,  modelos  de  fabricación,  no  deben  coartar,  sino  en  casos  muy  li- 
mitados y  en  condiciones  de  reciprocidad  maduramente  pensadas,  la  liber- 
tad de  la  industria  y  fabricación  de  cada  país. 


El  art.  53  de  la  ley  de  30  de  Julio  de  1879  ofrece  el  establecimiento  de 
Jurados  industríales,  para  que  ante  ellos  se  establezcan  las  acciones  civiles  y 
criminales  referentes  á  patentes  de  invendón,  y  este  concepto  debe  desen- 
volverse ei)  disposiciones  orgánicas,  que  otoi^eu  á  csus  Jurados  competen- 
cia para  otras  materias  comprendidas  en  el  concepto  del  derecho  industrial 
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Presidente. 

Excmo.  é  limo.  Sr.  Conde  de  Valcn^as. 

Secretarios. 

Excmo.  é  limo.  Sr.  D.  José  da  Motta  Prego. 
Sr.  D.  Adolfo  Morís  y  Fernández  Vallln, 


Tomaron  parte  en  la  discusión  los  seBores  siguientes: 

Sr.  D.  Francisco  L.  de  la  Barra,  Académico  correspondiente  y  Delegado 
de  la  Academia  de  Jurisprudencia  de  México. 

Sr.  D.  Cristóbal  Botella,  Bibliotecario  de  la  Real  Academia  de  Jurispru- 
dencia y  Legislación. 

Sr.  D  Juan  Cando  Mena,  Delegado  del  Ilustre  Colegio  de  Abogados  de 
Pamplona. 

Excmo.  Sr.D.  Rafael  Conde  y  Luque,  Delegado  del  Ministerio  de  Fomento. 

Excmo.  é  limo.  Sr.  D.  Carlos  Zeíerino  Pinto  Coelho,  Académico  corres- 
pondiente y  Delegado  de  la  Asociación  de  Abogados  de  Lisboa. 

Excmo.  Sr.  D  Joaquín  María  López  Puigcerver  ex-Presidente  de  la  Real 
Academia  de  Jurisprudencia  y  Legislación. 


El  Sr.  Barra  (D.  Francisco  L.  de  la)  dijo  que,  al  seguir  paso  á  paso  en  la  Iiis- 
toria  de  la  humanidad  la  lucha  por  el  derecho,  siente  el  ánimo,  á  la  vez  que 
noble  orgullo  por  las  conquistas  realizadas,  generosa  ansiedad  de  acercarse 
más  á  la  meta  ideal. 

Comparó  los  adelantos  logrados  por  la  ciencia  en  el  derecho  civil  y  los 
que  ha  conseguido  en  cuanto  al  internacional  se  refiere.  En  aquél  la  victoria 
es  casi  completa,  según  lo  muestran  las  admirables  obras  de  codificación; 
pero  pueriles  temores,  recelosas  preocupaciones  y  mezquinos  intereses,  retar- 
daron la  entrada  del  Derecho  internacional  en  los  dominios  de  la  ciencia  y 
estorban  aún  su  marcha.  Hizo  ver  los  esfuerzos  del  mundo  pensador  para 
vencer  tales  trabas  y  celebró  el  papel  que  á  EspaSa  ha  cabido  ea  la  lucha, 
recordando  á  este  efecto  la  influencia  en  los  pasados  siglos  de  Soto,  de  Suá- 
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rez,  de  Ayala,  y  alabando  la  convocatoria  y  reunión  del  Congreso  Jurfdíeo, 
del  que  espera  se  obtengan  resultados  prácticos,  útiles  para  una  mayorunidn 
que  la  que  hoy  existe,  Intima  y  cariiíosa,  entre  Esparia,  Portugal  y  las  Repú- 
blicas ibero-americanas,  fin  al  cual  dijo  que  iba  encaminada  la  proposición 
que  sometía  á  la  consideración  de  la  Asamblea. 

El  Sr.  Bana  cree  que  ep  principio  debe  ser  suprimido  de  los  Códigos  el 
requisito  de  la  reciprocidad  en  cuanto  se  refiere  al  goce  de  los  derechos  de 
propiedad  intelectual  por  parte  de  los  extranjeros;  si  bien  hay,  á  la  vez,  que 
atender  á  condiciones  y  exigencias  políticas  justificadas,  que  sólo  podrán  ser 
vencidas  cuando  se  haya  podido  estableer  un  acuerdo.  Si  el  Congreso  apro- 
base como  desiderátum  la  proposición  que  le  sometía,  se  habría  principiado  á 
realizar  la  concordia  de  opiniones,  que  más  tarde  se  rcHcjaria  en  las  leyes. 

,\sentó  Como  fundamental  para  el  punto  debatido,  un  principio  sustentado 
con  profundidad  por  Enrique  Brocher  en  su  estudio  acerca  del  t  Derecho  de 
la  guerra,»  *Los  soberanos,  dice  el  autor,  se  agitan  cti  uno  que  podemos  lla- 
mar mundo  primitivo,  en  que  la  justicia  no  está  organi/:u.ln,  y  de  aquí  deduci- 
mos que  es  necesario  estudiar  las  relaciones  de  pueblo  a  pueblo,  como  las  que 
nacen  entre  individuos  no  sujetos  á  una  ley  que  tenga  sanción  eficaz.*  Con- 
sidera, pues,  el  orador  las  cuestiones  que  en  esa  materia  se  ofrecen  desde  un 
punto  de  vista  que  permite  sólo  distinguir  las  grandes  lincas  de  relación. 

Fijó  ciertas  reglas  generales  de  justicia,  aplicables  igualmente  á  los  indivi- 
duos que  á  las  naciones,  y  de  ellas  dedujo  que  éstas  están  obligadas,  confor- 
me á  aquellos  principios,  á  reconocer  ciertos  derechos,  que  enumeró,  fuera 
de  la  condición  de  reciprocidad.  B^tudió  el  fundamento  del  derecho  de  pro- 
piedad conforme  á  la  escuela  de  Kant,  que  lo  deriva  de  la  ocupación,  á  la 
de  Thiers,  que  lo  funda  en  el  trabajo,  y  á  la  de  Coussin,  que  combina  ambos 
elementos,  y  dedujo  que,  sea  cualquiera  de  esos  sistemas  el  que  impere, 
siempre  habrá  que  reconocer,  según  la  enérgica  frase  de  im  profundo  pensa- 
dor español,  que  tía  propiedad  es  universal,  inventíble,  de  todos  los  tiempos, 
que  se  impone  á  todos  los  legisladores  y  triunfa  de  todas  las  revoluciones.» 

Considera  el  Sr.  Barra  asimilada  la  propiedad  intelectual  á  la  propiedad 
indicada. 

A  este  propósito  recordó  al  Congreso,  con  legitimo  orgullo,  que  México 
ha  sido  la  nación  que  primero  que  ninguna  otra  reconoció  en  su  Código  ci- 
vil de  1871  la  perpetuidad  déla  propiedad  intelectual;  principio  que  en  1878 
aceptó  el  Congreso  de  París  como  una  de  las  bases  para  la  legislación  en 
esta  materia. 

Aplicando  los  razonamientos  que  antes  estableció  á  la  propiedad  intelec- 
tual, afirmó  que  el  reconocimiento  de  ésta  debe  realizarse  independientemen- 
te del  requisito  de  reciprocidad. 

Pero  como  las  teorías  deben  ser  aplicadas  en  el  medio  en  que  se  agitan 
los  hombres  con  sus  pasiones,  y  sus  intereses,  es  necesario  tener  cu  cuenta 
estos,  y  quien  intentara  hacer  otra  cosa,  reproduciría  las  utopias  de  Platón,  de 
Moro,  de  Campanella.  Por  el  contrario,  quien,  para  ftjar  reglas  legales  ea 
esta  materia,  tuviera  en  cuenta  las  necesidades  ó  conveniencias  de  los  hom- 
bres, independientemente  de  las  teorías  que  las  expÜLMn  y  de  las  tenden- 
cias nobles  del  espíritu,  establecería  la  que  enéticamente  llamó  el  inglés 
Sccbohm  la  ley  Lynck  internacional. 

La  reciprocidad  es  arma  defensiva  en  manos  de  los  Gobiernos,  que  puede 
volverse  ofensiva;  y  estudiando  los  móviles  justificados  que  han  dado  entra- 
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da  eo  la  legislación  española — que  recoDocitS  la  igualdad  de  los  derechos 
civiles  entre  nacionales  y  extranjeros — á  aquel  requisito,  que  también  existe 
ea  d  Código  de  Méxicot  cuyas  leyes  declaran  noblemente  esa  igualdad,  in- 
vitó el  Sr.  Barra  al  Congreso  á  que  reconociera  como  un  adelantamiento  en 
la  aplicación  de  los  principios  científicos  á  la  legislación,  el  que  se  realizara, 
de  acuerdo  coa  las  tendencias  políticas,  la  supresión  del  requisito  de  reo- 
procidad  para  el  goce  del  derecho  de  propiedad  intelectual  que  las  le- 
yes concedan  á  los  extranjeros. 

El  Sr.  Barra  concluyó  diciendo  que  esperaba  firmemente  que  el  acuerdo 
del  Congreso  seria  atendido^  y  que  en  plazo  no  lejano  algún  movimiento  ge- 
neroso en  alguna  nación  de  las  en  aquél  representadas,  haría  caer  la  muralla 
para  que  llegue  un  dfa  en  que  se  realice  en  absoluto  la  hermosa  esperanza 
de  la  distinguida  escritora  de  derecho  D.^  Concepción  Arenal:  (Habrá  fron- 
teras formadas  por  montaSas,  por  ríos  y  por  mares,  no  por  odios.* 


El  Sr.  Botella  (D.  Cristóbal)  dijo  que  s¡  al  tratar  toda  clase  de  asuntos  im- 
porta fijar  los  términos  de  los  mismos  antes  de  entrar  en  su  fondo,  esto  ea 
más  indispensable  aún  al  hablar  de  la  propiedad  intelectual,  pues  la  mayoría 
de  los  errores  que  se  han  expuesto  sobre  la  materia  han  nacido  de  la  con- 
fusión de  las  ideas. 

AI  hablar  de  la  propiedad  intelectual  no  se  habla  del  derecho  indiscutíble 
que  el  autor  tiene  sobre  los  ejemplares  de  la  edición  de  un  libro  que  publica; 
esos  ejemplares  son  cosas  muebles  que  entran  dentro  de  la  propiedad  común 
y  sobre  los  cuales  le  corresponden  los  mismos  derechos  que  sobre  los  ejem- 
plares de  una  obra  ajena  adquirida  en  el  mercado;  no  es  ésta  la  relación  jurí- 
dica de  que  se  trata. 

No  se  habla  tampoco  de  la  propiedad  que  el  autor  tiene  sobre  el  pensa- 
miento, como  equivocadamente  entiende  el  ilustre  Renouard;  el  creer  que  se 
hablaba  de  esta  propiedad  ha  dado  motivo  á  un  argumento  contra  la  misma, 
que  á  primera  vista  seduce,  pero  que  es  erróneo.  Wolouski  y  otros  han  dicho 
que  el  escritor  y  el  artista  proceden  en  sentido  inverso  de  los  demás  propieta- 
rios: éstos,  dicen  dichos  autores,  sacan  algo  del  acervo  común  para  llevarlo  á 
supatrimonioi  el  escritor  y  el  artista  exteriorizan  lo  que  está  en  su  cerebro  y 
lo  entregan  á  todos  los  hombres,  para  que  de  ello  se  aprovechen.  Esto  es  in- 
dudable; pero  el  error  está  en  creer  que  la  propiedad  se  establece  sobre  el  ■ 
pensamiento.  Newton,  al  descubrir  la  ley  de  la  gravedad,  la  entregó  á  la  hu- 
manidad para  que  ésta  la  utilizase. 

El  pensamiento,  dijo  el  Sr.  Botella,  es  como  el  aire  que  vivifica  los  pul- 
mones, como  el  sol  que  fecundiza  la  tierra,  como  el  fuego  que  se  comunica 
Y  extiende  sin  que  amengüe  la  fuerza  del  foco  que  lo  produce. 

Tampoco  se  trata,  al  hablar  de  )a  propiedad  intelectual,  de  la  relación  mo- 
ral entre  el  autor  y  su  obra,  de  esa  relación  que  engendra  la  celebridad  y  la 
gloria,  y  que  no  vive  al  amparo  de  las  leyes  ni  puede  ser  organizada  ni  ga- 
rantida por  el  derecho,  Don  Quijote  de  la  Mancha  será  siempre  de  Cervan- 
tes; el  Moisés  de  San  Pedro  de  Roma,  aquel  Moisés  cuya  mirada  penetrante 
escudriña  los  profundos  misterios  de  sus  revelaciones  proféticas,  y  del  cual 
ha  dicho,  con  feliz  expresión,  un  crítico  moderno  que  es  un  Moisés  que  ha 
visto  á  Dios,  que  ha  oído  su  voz  tonante  y  que  conserva  en  su  rostro  la  ex- 
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■presión  del  Sinai,  será  siempre  de  Miguel  Ángel;  muchas  de  las  maravillas 
arquitectónicas  de!  Monasterio  del  Escorial,  que  recuerdan,  al  propio  tiempo, 
nuestras  glorias  militares  y  el  carácter  sombrío  de  un  gran  monarca,  serán 
las  eternas  maravillas  de  Juan  de  Herrera,  y  las  arcadas  de  !a  mezquita  cor- 
dobesa, los  patíos  del  alcázar  de  Sevilla,  y  las  fuentes,  los  jardines,  los  ara- 
bescos Y  calados  ajimeces  de  la  Alhambra  de  Granada,  recordarán  siempre 
la  obra  sublime  del  genio  árabe  del  siglo  XHI.  Esa  relación  moral  entre  la 
obra  y  el  autor  existe,  sin  las  garantías  de  la  ley,-  á  despecho  de  los  que 
Marcial  \]zma\}í  plagiarios. 

Se  habla  de  la  relación  jurídica  entre  el  autor  y  la  obra  misma,  entendien- 
do por  tal  la  forma  interna  y  la  extema  en  que  se  envuelve  el  pensamiento 
dentro  de  ella.  Se  habla  de  ló  que  llaman  los  ingleses  derecho  de  copia 
(copyrigh).  Ellos  tienen  esta  palabra,  y  por  eso  entienden  la  cuestión  mejor 
que  los  demás.  Se  habla,  para  decirlo  en  una  frase,  del  dominio  con  todas  sus 
facultades  características,  del  derecho  de  usar,  disponer,  etc.,  quec!  autor  tiene 
sobre  la  obra  que  produce  su  entendimiento  tal  como  del  entendimiento  nace. 

Descartadas  las  confusiones  indicadas,  queda  el  campo  llano,  y  es  fácil  re- 
correrlo para  añrmar  que  la  propiedad  intelectual  debe  ser  perpetua.  Frente 
á  esta  aBrmación  se  levanta  una  escuela,  ó,  mejor  dicho,  un  gnipo  de  hom- 
bres de  diferentes  escuelas,  aunque  todos  tocados  de  un  sentido  socialista, 
que  combaten  la  existencia  de  la  propiedad  intelectual  y  que  resumen  sus 
ideas  en  palabras  famosas  de  Luis  Blanc:  »E1  literato  ó  el  artista,  si  es  rico, 
debe  dedicarse  al  cultivo  del  pensamiento  puesto  que  tiene  medios  para  ello, 
y  si  es  pobre,  debe  combinar  con  sus  trabajos  literarios  el  ejercicio  de  una 
profesión  que  subvenga  á  sus  necesidades.  Deben  hacer  lo  que  Rousseau, 
que  copiaba  música  para  viviry  escribía  libros  para  instruir  á  los  hombres. > 

Esa  teoría  no  se  funda  en  ningún  principio  jurídico.  Los  únicos  qiie  pre- 
tenden defenderla  con  principios  cientlKoos  son  los  que  incurren  en  el  error, 
antes  mencionado,  de  creer  que  se  trata  de  la  propiedad  de  los  pensamientos. 
Los  demás  que  han  tratado  de  buscar  su  fundamento  en  el  campo  de  la  cien- 
cia, apenas  han  encontrado  más  que  una  idea  que  merece  escasa  mención,  el 
decir  que  la  propiedad  intelectual  no  puede  existir  porque  es  incompatible  coa 
eXjtiS  abuteñdi,  que  es  uno  de  los  derechos  característicos  del  dominio.  El  jus^ 
abuíendi  consiste  en  la  facultad  de  destruir  aquellas  cosas  que  para  usarlas  hay 
que  consumirlas,  es  decir,las  cosas  fiíngibles,  y,  por  lo  tanto,  es  por  lo  menos 
(Üscutible  que  el  dueño  de  una  cosa  no  fungible  tenga  el  jits  abuteñdi;  pero 
entre  las  cosas  no  fungibles,  aquellas  que  dimanan  del  entendimiento,  las 
obras  artísticas,  literarias  ó  dentfBcas,  son  las  únicas  que  puede  destruir  su  pro- 
pietario. Ya  sostuvo  esto  hace  más  de  medio  siglo,  en  la  Cámara  francesa  de 
los  Pares,  el  ilustre  jurisconsulto  Portalis;  ¿quién  puede  impedir  al  autor  que 
destruya  su  obra  literaria  ó  cientifica,  cuando  la  falibilidad  de  la  razón  huma- 
na tiene  derecho  á  rectificar  errores  anteriores?  Todos  los  días  lo  están  ha- 
ciendo hombres  de  ciencia,  filósofos  é  historiadores.  ¿Quién  tiene  derecho 
á  publicar,  contra  el  deseo  de  un  autor,  un  libro,  si  contiene,  por  ejemplo, 
principios  religiosos  ó  políticos,  que  son  contrarios  á  sus  últimas  creencias?  Tal 
vez  éste  será  uno  de  los  grandes  argumentos  contra  la  limitación  de  la  pro- 
piedad intelectual. 

No  se  defiende  esa  tesis  con  principios  jurídicos,  porque  no  existen.  La 

propiedad  intelectual  tíene  plena  Justifícación  ante  el  derecho  y  la  economía. 

Ante  el  derecho  es  fácil  determinar  el  fundamento  de  la  propiedad;  eL 
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hombre  es  ser  de  ünalidad;  los  medios  que  tiene  para  cumplir  sus  Gnes  se 
resumen  en  dos  grupos:  unos  que  vienen  directamente  de  la  creación  y  otros 
que  los  ofrecen  los  demás  hombres.  Estos  últimos  son  los  que  llamamos  ser- 
vicios, Y  'os  primeros  son  de  dos  clases;  medios  internos,  que  encuentra  cl 
hombre  en  su  propia  naturaleza  y  personalidad,  como  los  sentidos  de!  cuerpo 
y  las  facultades  del  alma,  y  medios  extemos,  que  son  las  cosas  que  halla  en  la 
naturaleza.  El  hombre  se  pone  en  relación  con  esos  elementos  inltrnos  y  con 
esas  cosas  de  la  naturaleza  por  medio  de  la  propiedad:  el  hombre  es  duefío 
de  la  tierra  y  de  sus  frutos,  y  lo  es  también  de  sus  facultades  y  de  lo  que  estas 
facultades  producen,  por  eso  es  responsable  de  sus  actos,  y  por  eso  se  dice, 
hasta  en  lenguaje  vnlgar,  que  es  dueüo  de  sus  obras. 

Es  indudable  que  el  hombre  que  produce  una  obra  científica,  literaria  ó 
artística  tiene  derecho  á  no  darla  á  conocer,  á  guardarla  en  su  cerebro:  ¿qué 
fuerza  humana  puede  obligarle  ápublicarla?  Pues  si  este  derecho  existe,  ¿cómo 
se  le  va  á  negar  el  derecho  menor  de  publicarla  á  condición  de  que  sea  suya 
y  de  aprovecharse  de  ella,  con  exclusión  de  loa  demás,  en  cl  orden  eco- 
nómico? 

El  lazo  de  unión  entre  el  hombre  como  sujeto  de  derecho  y  la  obra  de 
su  entendimiento  como  objeto  de  la  propiedad,  es  más  extenso  y  más  inten- 
so que  en  ninguna  otra  relación  jurídica.  Podrá  el  hombre  dejar  huella  de  su 
trabajo  en  !a  tierra  cuando  la  surca  con  el  arado;  pero  ni  en  los  bienes  mue- 
bles ni  en  los  inmuebles  puede  grabar  su  personalidad  como  la  graba  en  la 
obra  del  entendimiento. 

La  razón  suprema  contra  la  propiedad  intelectual  no  la  buscan  los  enemi- 
gos de  esta  propiedad  en  el  campo  jurídico,  sino  en  otro  orden  de  conside- 
raciones. 

En  la  naturaleza  hnmana  se  dan  dos  elementos:  uno  individual  y  propio 
y  otro  común  y  social.  Del  desconocimiento  de  uno  de  ellos,  al  pretender 
organizar  una  institución  cualquiera  jurídica,  política  ó  ecooómiea,  nacen  los 
errores  socialistas  ó  los  individualistas. 

Los  que  combaten  la  propiedad  intelectual  olvidan  el  elemento  individual, 
dan  una  preponderancia  exagerada  al  elemento  social,  y  en  nombre  de  su 
interés  incurren  en  todos  sus  yerros  con  marcado  sabor  socialista.  Uicen  que 
por  medio  de  la  propiedad  intelectual  se  puede  sacrificar  el  interés  social  al 
individual,  pudiendo  abusar  los  autores  ó  propietarios  de  una  obra  de  gran 
autoridad  ó  de  extraordinario  mérito  sustrayéndola  al  público. 

En  este  sentido  se  expresan  Rey,  Comte,  Wolowski,  Proudhon,  Schacffle, 
Henouard,  Faider,  Mello  y  Toscani,  llegando  este  último  á  decir  que  por  ta- 
les razones  la  propiedad  intelectual  es  la  consagración  de  la  ignorancia  y  la 
negación  del  progreso  y  de  la  civilización. 

¿Es  que  la  colisión  entre  el  interés  social  y  el  individual  no  se  ¡ilnntea  en  el 
orden  general  del  derecho?  ¿No  sucede  con  frecuencia  que  el  dueño  de  un 
campo,  mirando  sólo  á  su  interés,  se  opone  á  ceder  hasta  una  pulgada  de  tie- 
rra para  que  puedan  tenderse  las  vías  de  un  ferrocarril  capaz  de-  dar  vida  á 
una  comarca  ó  nación  entera?  No  es  tan  fácil  que  suceda  esto  con  la  propie- 
dad intelectual,  adonde  se  une,  al  acicate  del  interés  económico,  único  que 
impera  en  las  demás  propiedades,  el  del  afán  de  conquistar  gloria  y  celebri- 
dad. A  buen  seguro  que  un  labrador  que  tuviera  la  mala  fortuna  de  contar 
entre  sus  tierras  una  improductiva  dejarfá  que  se  convirtiera  en  erial;  pero  no 
sé  yo  si  viviera  el  heredero  de  alguno  de  los  poetas  conceptistas  ó  cultera- 
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nos  de  los  siglos  XVI  y  XVII  si  pensaría,  aun  segTiro  de  no  lograr  nín^ 
éxito  económico  y  sólo  en  provecho  de  la  celebridad  de  sus  antepasados,  en 
hacer  alguna  edición  de  aquellos  libros  de  título  extravagante  de  Alonso  Bo- 
nilla á  de  Alonso  Ledesma,  ó  de  algún  otro  de  los  poetas  que  llamaban  á  las 
anbc?.  candidas  holandas  del  ambiente.  De  todos  modos,  cuando  en  c!  campo 
de  la  propiedad  literaria  surja  un  conflicto  entre  el  interés  5ocia!  y  el  indivi- 
dual, siempre  quedarán,  para  resolverlo,  los  mismos  caminos  que  existen  den- 
tro de  la  propiedad  común  para  resolver  coaflictos  análogos^  la  expropiación 
forzosa  por  utilidad  pública,  y  la  prescripción. 

Las  palabras  de  Luis  Blanc  son  la  negación  de  uno  de  los  principios  eco- 
nómicos que  constituyen  la  base  del  progreso  moderno:  la  tüvisión  del  tra- 
bajo anunciada  enmedio  de  la  civilización  griega  por  Platón,  en  el  libro  se- 
gundo de  su  República,  ydesenvuelta,  en  los  albores  de  la  Economía,  por  el 
primer  maestro  de  esta  ciencia,  por  Smith.  La  traaquilidad  de  ánimo  que 
necesita  el  hombre  que  vive  de  la  inteligencia  no  le  permite  combinar  sos 
trabajos  con  otros  materiales.  Además,  la  veracidad  del  ejemplo  de  Rousseau 
es  muy  discutible. 

El  Sr.  Botella  continuó  diciendo  que  no  se  atreveríaá  calificar  la  propiedad 
intelectual  como  la  calificó  Turgot  en  el  edicto  de  17?6,  de  ln  primera,  la 
más  sagrada/  ¡a  más  imprescriptible  de  todas,  si  bien  cree  que  ella,  mejor  que 
ninguna  Otra,  confirma  las  palabras  de  Leiminier:  *La  propiedad  es  una 
extensión  de  ta  propia  personalidad  humana.* 

La  perpetuidad  del  derecho  de  propiedad  intelectual  ci  el  ideal.  Iguálala 
propiedad  común  se  presenta  en  la  conciencia,  como  principio  espiritual; 
pero  al  adaptarla  á  la  vida  real  y  positiva  hay  que  tomar  en  cuenta  otras  coo- 
sideríiciones.  Por  eso  el  orador,  apesar  de  que  habla  sostenido  el  ideal  eo 
el  Congreso,  defiende  las  conclusiones  de  la  ponencia  del  Sr,  SÜvela,  que 
establece  la  limitación  de  esa  propiedad. 

Las  diferentes  manifestaciones  de  la  propiedad  en  la  vida  del  pensamiento 
son  iguales;  pero  en  la  vida  del  derecho  positivo  ofrecen  distintas  condicio- 
nes Y  piden  formas  jurídicas  diferentes.  La  especialidad  de  l;i  propiedad  in- 
telectual nace  de  la  especialidad  del  objeto  de  la  misma.  No  !iay  materia  del 
derecho  que  tenga  un  carácter  más  cosmopolita,  y,  por  lo  tanto,  no  hay 
materia  del  derecho  que  dé  origen  con  más  frecuencia  a  la  colisión  de  las 
legislaciones  positivas  de  los  diferentes  Estados,  y  estas  colisiones  son  toda- 
vía más  frecuentes  entre  los  Estados  representados  en  el  Congreso,  donde 
las  hace  más  fáciles  la  identidad  de  idioma. 

El  progreso  del  derecho  internacional  pide  la  unificación  de  esas  legisla-i 
cioncM.  Esta  ha  sido  la  aspiración  de  todos  los  Congresos,  desde  el  de  Bru- 
selas de  1851  hasta  el  de  Madrid  de  1887;  ésta  es  la  aspiración  de  la  Asocia- 
Clon  ¡ileraria  y  artística,  engendrada  para  este  fin  por  los  Congresos  de 
París  de  187S,  presididos  por  Víctor  Hugo  y  Meissonier;  ésta,  en  fin,  es  la 
aspiración  de  la  famosa  Conferenda  de  Berna  y  de  la  célebre  convención  > 
que  dio  origen. 

Todos  esos  Congresos  han  proclamado  el  ideal  de  la  perpetuidad;  pero 
encontrándose  con  que  todos  los  Estados  de  Europa,  aun  la  misma  Inglate- 
rra, Holanda  y  EspaQa,  y  todos  los  de  América  y  Asia,  menos  Méjico,  Gua- 
temala y  Venezuela,  tienen  la  propiedad  limitada,  para  facilitar  la  unificación 
del  derecho,  han  aceptado  la  limitación. 

Hay  dos  ideales:  la  perpetuidad  y  la  unificación.  El  que  más  pronto  puede 
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realizarse  es  el  de  la  unificación:  en  favor  de  éste  se  ha  trabajado  ya  mucho. 
Pedir  ahora  la  perpetuidad  serla  destruir  la  labor  de  muchos  aSos.  La  fácil 
pero  estúpida  bandera  del  íoiío  ó  natía  jamás  ha  aprovechado  en  el  mundo  á 
nadie,  ni  siquiera  á  su  pretendido  autor  César  Borja. 

Ahora  bien,  prefiero,  dijo  Botella,  las  conclusiones  del  Sr.  Sílvela  porque 
aceptan  el  período  de  propiedad  de  las  legislaciones  de  Espacia,  de  Co- 
lombia y  del  Salvador,  que  son  las  más  extensas.  E^ta  conclusión  fué  acepta- 
da también  en  el  Coiígicso  de  Madrid  de  1887, ápropiiesta  del  Delegado  del 
Ministerio  de  Instrucción  pública  de  Francia,  Mr.  PouUiet. 

España  cuenta  con  la  gloria  de  haber  tenido  un  Rey  como  Carlos  111,  que 
publicó  pragmáticas,  que  figuran  en  la  Novísima  Recopilación,  encaminadas  á 
dos  grandes  fines:  á  dar  libertad  al  comercio  de  libros,  borrando  censuras  y 
tasas,  y  á  asegurar  los  derechos  del  autor.  Aquel  monarca  realizó  esa  em- 
presa cuando  se  preparaba  la  transformación  del  siglo  XVTTI  al  XIX,  y  es- 
taba planteado  el  problema  sodal  negativo  de  entonces.  Nuestra  patria  debe 
aspirar  ahora  á  tener  la  gloria  de  favorecer  en  el  orden  jurídico  y  económi- 
co, acompañada  por  sus  hermanas  de  América  y  Portugal,  á  los  escritores  y 
artistas.' 

Hora  es,  concluyó  diciendo  el  Sr.  Botella,  de  que  el  siglo  XIX,  que  ha 
hecho  del  pensamiento  humano  el  más  noble  elemento  de  la  fortuna  públi- 
ca, trabaje  para  que   sea  también  principio  legítimo  de  la  fortuna  privada. 


E!  Sr.  Cancio  Aleña  (D.  Juan)  empezó  hablando  del  método  que  hablan 
seguido  en  sus  discursos  los  dos  oradores  que  le  precedieron  en  el  uso  de  la 
palabra;  y  dijo  que  si  ellos,  con  buen  acuerdo,  habían  apoyado  sus  conclu- 
siones no  sólo  en  doctrinas,  sino  en  autoridades,  él  iba  á  prescindir  de  este 
último  criterio,  y  se  proponía  estudiar  la  cuestión  en  su  terreno  propio  y 
privativo,  en  su  peculiar  naturaleza. 

Partiendo  de  tal  propósito,  dijo  que  «I  problema  sobre  propiedad  intelec- 
tual, bajo  sus  múltiples  formas,  requería  profundo  análisis  para  rectificar  gra- 
ves errores  jurídicos  que  arraigaban  en  errores  económicos;  que  los  que 
entendían  que  la  propiedad  intelectual  era  puramente  subjetiva,  y  la  ence- 
rraban en  el  aforismo  o  m  ni  a  porto  mecum,»  se  equivocaban  capitalmente; 
porque  lo  interno,  lo  subjetivo,  es  una  potencia,  una  capacidad,  pero  no  un 
resultado,  no  un  hecho  externo;  y  por  lo  tanto  no  es  materia  de  lo  fuyo  y  lo 
»tío,  de  lo  que  puede  violaise,  porque  la  aptitud  es  tan  inherente  at  indivi- 
duo, tan  inseparable,  como  la  extensión  y  la  impenetrabilidad  sori  las  pro- 
piedades inseparables  de  los  cuerpos;  que  la  propiedad  subjetiva,  si  así  quie- 
re llamarse  á  la  capacidad  de  las  personas,  será  una  propiedad  psicológica, 
peto  no  jurídica,  no  de  la  que  pide  definición  á  la  ley,  amparo  á  la  autori- 
dad, respeto  á  todos. 

Añadió,  que  las  facultades  intelectuales  podían  compararse  en  cierto  modo 
á  los  agentes  naturales,  que  en  tal  concepto  son  gratuitos  y  carecen  de  valor 
en-  la  esfera  económica;  y  que  el  pensamiento,  mientras  no  tome  forma 
y  responda  á  necesidades  ó  á  deseos,  mientras  no  se  cotice  en  el  gran 
mercado  del  mundo,  no  es  propiedad  jurídica;  pero  para  que  con  sus  pala- 
bras no  pareciese  que  desconoce'  la  importancia  que  tienen  todas  las  mani- 
festaciones de  la  razón  humana,  dijo;    cNo  hay  que  consagrar  la  propiedad 
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intelectual  en  las  aptitudes  individuales,  mientras  no  se  traduzcan  en  obras 
positivas;  por  más  que  sean,  no  ya  el  sentido  seguro  de  los  hombres  discre- 
tos, tan  necesario  para  la  vida  práctica,  ni  la  inteligencia  ilustrada,  que  es  el 
motor  constante  del  adelanto;  ni  aun  ese  destello  divino  que  se  llama  genio, 
luz  que  Dics  derrama  sobre  la  tierra  para  disipar  las  nubes  del  error  en  qae 
estamos  envueltos,  para  desvanecer  la  niebla  de  la  ignorancia,  para  deseo* 
rrer  el  denso  velo  que  cubre  los  secretos  de  la  naturaleza  y  para  hacer  lo  que 
hizo  Colón  por  una  fuerza  superior  á  lo  humano;  descubrir  á  la  civilización  un 
nuevo  mundo  ignorado;  porque  el  genio  de  Colón  fué  un  rayo  divino  que» 
al  encender  un  cerebro  en  luz  brillante,  borró  para  siempre  la  negación  en 
la  columna  del  escepticismo,  en  el  más  'allá  de  los  mares,  é  hizo  aparecer  en 
hermosos  caracteres  el  cplus  ultra,»  que  á  la  vez  que  exaltábala  fe  humana 
decía  al  hombre:  ¡espera  en  ese  más  allá,  al  que  aspira  irresistiblemente  ta 
misterioso  corazón!» 

Entrando  de  lleno  en  el  examen  de  la  cuestión,  dijo  que  la  propiedad 
intelectual  es  legítima  en  alto  grado,  pero  anómala  y  excepcional;  que  se 
controvierte  constantemente  su  filiación;  esto  es,  si  es  de  derecho  natural,  de 
gentes  ó  civil;  que  su  legitimidad  se  apoya  en  el  trabajo  que  requiere,  ó  en  el 
servicio  que  presta  á  la  sociedad;  que  es  preciso  distinguirla  por  sus  rasgos  pe- 
culiares para  determinar  su  verdadera  naturaleza  y  para  deducir  los  derechos 
que  le  son  privativos  y  que  no  se  le  pueden  negar  sin  mengua  de  la  jus*^ 
ticia. 

Afirqió  que  reconoce  como  base  el  derecho  natural,  pero  que  pide  su 
concurso  al  derecho  positivo,  tanto  al  civil  como  al  de  gentes;  porque^ 
así  como  la  legislación  romana  distinguió  admirablemente  los  modos  de 
adquirir  por  derecho  natural,  clasificándolos  en  originarios  y  derivativos» 
pero  fundándolos  todos  en  hechos  positivos  que  relacionan  directamente  el 
objeto  con  el  sujeto,  ó  sea  la  cosa  con  la  persona;  ese  derecho  natural,  base 
tutelar  que  presta  amparo  á  la  propiedad,  no  es  aplicable  á  la  intelectual,  por* 
que  ésta  se  emancipa  de  su  productor  ó  propietario,  y  se  presta  al  más  ale- 
voso de  los  despojos;  y  que,  por  lo  tanto,  el  derecho  civil,  en  cuanto  se  refiere 
ala  propiedad  intelectual  de  los  ciudadanos,  y  el  de  gentes,  en  todo  lo  relativa 
á  las  obras  de  los  extranjeros,  deben  escudarla  en  los  códigos  y  en  los  trata- 
dos; de  modo  que  se  demuestra  palmariamente  que  la  propiedad  intelectual 
quedaría  desamparada  si  no  la  escudase  el  derecho  positivo  bajo  sus  dos 
formas  fundamentales. 

Al  entrar  el  Sr.  Mena  en  el  examen  de  las  circunstancias  que  imprimen 
peculiar  carácter  al  derecho  de  propiedad  intelectual,  dijo  que  le  era  pre- 
ciso hacer  algunas  observaciones  á  la  luminosa  Memoria  que  sobre  el  pro^ 
blema  controvertido  había  escrito  el  Sr.  D.  Francisco  Silvela;  pero  que  las 
haría  con  todo  el  respeto  debido  á  un  hombre,  que^  si  alcanzó  reputación 
inmensa,  aún  mayores  que  su  reputación  son  sus  talentos. 

Dijo  el  orador  que  el  primer  carácter  de  la  propiedad  intelectual  es  so 
condición  de  externa^  para  no  confundirla  nunca  con  las  aptitudes,  con  la 
potencia  intelectual;  porque  en  ese  orden  no  hay  propiedad  sin  obras. 

Que  otra  de  las  condiciones  de  la  propiedad  intelectual  es  que  sea  moráis 
porque  el  derecho  se  levanta  siempre  sobre  la  justicia,  y  no  se  concibe  de* 
recho  contra  justicia  sin  que  se  resienta  el  orden  social. 

Que  la  propiedad  intelectual  es  de  excepcional  garantía^  porque,  por  una 
parte,  requiere  la  sanción  del  derecho  positivo  en  cuanto  á  su  prindpio,  y 
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por  otra,  pide  un  formalismo  especial  para  reconocerse  y  conservarse  en  ía» 
ver  del  propietario. 

Que  es  anómala  con  respecto  á  los  demás  productos  en  cuanto  es  des^ 
proporcional^  porque  mientras  éstos  exigen  para  reproducirse  una  equiva- 
lencia de  esfuerzos  ó  de  servicios,  las  obras  de  la  inteligencia  se  pueden 
reproducir  prescindiendo  por  completo  del  esfuerzo  del  autor,  de  ese  es- 
fuerzo que  busca  recompensa,  ó,  mejor  dicho,  garantía  para  aquél,  en  el 
reconocimento  y  defensa  de  su  derecho. 

Que  de  lo  indicado  se  desprendía  que  otro  de  sus  caracteres  es  el  de  ser 
eminentemente  defraudadle ,  pues  abandonada  al  derecho  natural,  sin  garan- 
tías eficaces,  se  encontraría  á  merced  del  primer  explotador  de  las  ajenas 
producciones  de  la  inteligencia  humana. 

Que  es  destructible ^  esto  es,  que  el  propietario,  á  diferencia  de  los  que  lo 
son  de  los  demás  bienes  que  están  en  el  comercio  humano,  y  sobre  los  cua- 
les, si  bien  tiene  el  derecho  de  disfrutarlos  y  enajenarlos,  no  tiene  el  de  des* 
tniirlos,  porque  los  fueros  sociales  vedan  la  destrucción  de  los  elementos  in- 
dispensables á  la  vida,  el  propietario  intelectual  tiene  el  derecho  de  rectificar 
los  errores  que  pudiera  cometer  en  su  obra,  ó  de  reparar  las  faltas  en  que 
hubiere  incurrido;  por  lo  tanto,  tiene  derecho  á  la  destrucción  de  sus  produc- 
ciones. 

Que  es  inexpropiable^  puesto  que  si  á  la  sociedad  se  le  diera  el  derecho  de 
expropiar  las  obras  intelectuales,  se  le  arrebataría  al  propietario  la  facultad 
que  tiene  para  retirarlas  de  la  circulación,  es  decir,  para  no  repetir  las  edi- 
ciones, cuando  por  cualquier  motivo  lo  tuviere  por  conveniente. 

Que  es  perpetua^  esto  es,  que  no  debe  ponérsele  limitación  de  tiempo^ 
puesto  que  siendo  externa  y  reuniendo  todas  las  condiciones  para  acreditar 
su  título  á  quien  lo  posea,  no  es  lícito  arrebatárselo;  y  que  no  tienen  razón  los 
que  quieren  señalarle  plazo>  fundándose  en  que  las  ideas  no  pueden  mono- 
polizarse, porque  el  verdadero  título  legal  de  la  propiedad  intelectual  es  la 
forma  de  la  obra,  puesto  que  el  pensamiento,  una  vez  enunciado,  pertenece 
al  público,  y  todos  pueden  pregonarlo  bajo  la  forma  que  les  parezca  oportuna 
'.  para  sus  fines. 

Fundándose  en  las  precedentes  consideraciones,  dijo  el  Sr.  Mena  que  re- 
conocía el  sólido  fundamento  en  que  se  apoyaba  doctrinalmente  el  Sr.  Sil- 
vela  para  defender  la  perpetuidad  del  derecho  controvertido;  pero  que  no 
aceptaba  la  transacción  que  hacía  el  autor  de  la  luminosa  Memoria,  al  limitar 
en  sus  conclusiones  el  tiempo  del  disfrute  de  un  derecho  tan  imprescriptible^ 
tanto  menos,  cuanto  que,  hasta  para  llegar  á  un  acuerdo  en  los  tratados,  es 
'  más  procedente  el  radicalismo  de  la  perpetuidad,  que  la  discusión  sobre  el 
mayor  ó  menor  plazo  que  ha  de  fijarse. 

Y  fundándose  también  en  el  carácter  de  destructible  del  derecho  que  se 
controvertía,  combatió  la  idea  del  Sr.  Silvela,  de  que  en  determinados  casoa 
podía  precederse  á  expropiar  la  obra  intelectual. 

En  cuanto  á  los  privilegios  industriales,  dijo  que,  en  el  estado  actual  del 
d<  sarrollo  científico  y  de  la  fiebre  de  reformas,  es  un  absurdo  pretender  el 
a  >nopolio  de  determinados  procedimientos,  y  que  el  inventor  encontrará 
ocmpensaciones  naturales  en  ser  el  primeto  que  los  aplique,  y  en  el  prestigio 
ce  asiguiente  á  sus  talentos. 

Al  concluir  su  discurso  el  Sr.  Mena,  se  dirigió  á  los  representantes  de  las 
Ki  públicas  hispano-americanas,  y  dijo  que  se  lamentaba  de  que  alguno  de 
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ellos  usase  la  palabra  extranjero,  hablaado  á  españoles  en  lengua  castellana; 
porque  los  españoles  y  los  que  proceden  de  España  y  tienen  el  mismo  dic- 
cionario, y  las  mismas  creeocias  y  hasta  idénticas  costumbres,  podrán  en- 
contrar alguna  palabra  para  distinguirse,  pero  la  de  extranjero,  nunca. 

Por  último,  se  expresó  el  Sr.  Mena  en  éstos  o  parecidos  términos:  (Qui- 
siera encontrar  frases  oportunas  para  traducir  Ticlmentc  los  sentimientos  que 
nos  iuspiran  ios  nobles  pueblos  americanos,  y  la  conüanza  absoluta  que 
abrigamos  en  su  providenüal  porvenir,  porque  creemos  que  aquel  inmenso 
territorio,  descubierto  por  Colón,  de  apacible  clima  y  con  grandes  elemen- 
tos de  producción,  es  el  gran  escenario  donde  se  han  de  realizar  los  futu- 
ros destinos  de  la  humanidad  en  la  Historia;  y  esperamos  que,  á  través  del 
tiempo,  llegara  un  día  en  que  la  joven  América  se  levantará  henchida  de 
entusiasmo  por  su  dvilizacióa  esplendorosa,  y  ¿jando  su  mirada  en  EspaSa, 
dirá  a  todas  las  naciones,  repitiendo  palabras  evangélicas:  ¡Esa  es  mi  madrcl 
Mientras  EspaSa,  emocionada  profundamente,  dirá  al  mundo:  ¡Esa  es  mi 
hijaN 


El  Sr.  Cando  Mena  sometió  á  la  consideración  del  Congreso  las  siguientes 
conclusiones: 

i.^  La  propiedad  intelectual  es  un  derecho  natural  é  individual,  indiscu- 
tible, dogmático,  que  debe  encontrar  apoyo  en  todos  los  códigos  civiles  y 
amparo  en  todos  los  tratados  internacionales. 

2.^  La  propiedad  intelectual  se  maniCesta  bajo  forma  exteraa  y  de  carác- 
ter permanente,  por  voluntad  deliberada  por  parte  del  autor  ó  de  su  repre- 
sentante ó  sucesor,  y  ajustándose  en  todos  los  procedimientos  á  la  ley  del 
país;  pero  no  deben  considerarse  como  propiedad  intelectual  en  el  orden 
jurídico,  las  aptitudes  de  las  personas,  aptitudes  que  son  una  potencia,  una 
facultad,  no  un  resultado  positivo;  ni  las  ideas  que  se  pregonen  en  la  esfera 
pública,  ni  los  escritos  de  la  prensa  periódica  para  los  efectos  de  la  repro- 
ducción, sieii'.pre  que  expresamente  no  se  prohiba. 

3.''  El  titulo  de  propiedad  literaria  ó  artísticu,  obtenido  debidamente  en 
un  Estado,  será  admitido  en  todos  los  pueblos  y  dará  derecho  al  propietario 
para  la  traducción,  reproducción  ó  reimpresión. 

4.3  El  derecho  natural  arraiga  en  las  leyes  morales,  y  por  lo  tanto,  las 
producciones  intelectuales,  ya  sean  literarias,  ya  artísticas,  que  se  opongan  á 
la  mora!  y  á  los  dogmas,  que  son  la  base  del  derecho  positivo,  no  pueden 
constituir  propiedad  intelectual;  y  no  solo  no  pueden  encontrar  apoyo  en  los 
códigos  y  en  los  gobiernos,  sino  que  debe  impedirse  su  publicación  y  per* 
seguirse  su  propaganda. 

5.3  El  derecho  de  propiedad  literaria  y  artística  se  cimenta,  más  que  en 
la  idea,  en  la  forma  que  reviste,  ó  sea  en  el  arte  con  que  se  expresa,  y  como 
esa  forma  es  la  encarnación  del  sujeto  que  la  define,  y  la  forma  es  el  único 
interés  que  piede  y  debe  conservarse  en  legitimo  monopolio;  puesto  que  la 
idea  pasa  al  dominio  público  y  puede  difundirse  indefinidamente,  y  bajo 
tantas  y  tan  diversas  formas  cnantas  sean  las  que  se  adopten  para  su  propa- 
ganda, es  procedente  que  el  Elstado  deQenda  en  las  instituciones  la  perpetui- 
dad de  la  propiedad  intelectual,  que  es  tan  legitima  como  todas  las  que  se 
derivan  del  noble  ejercicio  de  la  actividad  humana. 

6.^     La  perpetuidad  de!  derecho  de  propiedad  intelectual,  no  sólo  se  funda 
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en  el  legitimo  título  del  trabajo,  sino  en  el  derecho  imprescriptible  que  tiene 
todo  autor  de  rectificar  sus  errores,  ó  subsanar  las  faltas  que  haya  cometido 
en  la  doctrina  ó  en  la  fonna,  facultad  que,  admitida  la  temporalidad  de  la  con- 
cesión, podría  ser  más  limitada  que  la  vida  del  individuo,  y  ese  derecho  debe 
alcanzar  también  á  sus  sucesores  para  suprimir  aquella  parte  de  la  obra  que 
ofenda  sus  creencias  ó  sentimientos,  ó  paia  destruir  por  completo  la  produc- 
ción literaria  ó  artística  que  consideren  nociva  é  inconveniente. 

7.^  Siendo  los  inventos  industriales  medios  eficaces  para  impulsar  la  acción 
fecunda  del  trabajo;  pero  medios  que,  por  el  hecho  de  ser  eminentemente  pro- 
ductivos, llevan  eu  si  mismos  la  g'arantla  del  éxito, tanto  máscuanto  que  el  pres- 
tigio del  inventor  y  el  ser  el  primero  que  aplique  el  procedimiento,  son  venta- 
jas evidentes  sobre  los  que  le  sigan  por  imitación:  no  deben  concederse  privi- 
legiospor  el  Estado,  ni  monopolios  que  puedan  ser  un  estorbo  para  superío 
res  adelantos  que  tengan  alguna  analogía,  sino  que  deben  abandonarse  al  inte- 
rés personal,  que  es  el  móvil  legitimo  de  progreso  económico,  y  á  la  libertad 
del  mercado,  que  es  la  que  guía  por  camino  seguro  al  consumidor,  en  cuanto 
á  proveerse  de  los  mejores  productos  para  la  satisfacción  de  sus  necesidades. 


El  Sr.  Conde  y  Luqua  {D.  Rafael),  después  de  indicar  que  sentía  hallarse 
en  minoría  y,  sobre  todo,  en  desacuerdo  con  el  sentido  general  de  la  Memo- 
ria del  Sr.  Silvcla,  dijo  que  antes  de  entrar  en  el  examen  de  las  conclusiones 
de  la  misma,  punto  práctico  de  su  discurso,  debía  exponer  su  pensamiento 
sobre  la  tesis  que  se  estaba  discutiendo. 

Este  pensamiento  es  que,  á  su  juicio,  no  se  puede  admitir  la  teoría  de  la 
propiedad  literaria,  sin  destruir  e!  concepto  jurídico  de  la  propiedad  estable- 
cido por  la  historia  y  por  la  razón  moderna,  y  además  que  no  es  necesario 
atribuir  el  carácter  de  propiedad  á  los  frutos  del  entendimiento  para  que  el 
escritor  obtenga  la  debida  remuneración  material  de  su  trabajo. 

Pasando  al  examen  de  las  conclusiones  de  la  ponencia,  se  manifestó  con- 
forme en  general  con  ellas,  si  bien  entendía  que  debían  modificarse  de  la 
manera  sigTiicnte; 

El  término  de  la  llamada  propiedad  literaria,  que  es  una  de  las  limitaciones 
que  la  ley  impone  á  csle  derecho,  no  debe  fijarse,  si  se  busca  uno  común 
para  la  raza  ibero-americana,  en  la  vida  del  autor  y  ochenta  años  más,  que 
establece  la  legislación  española;  convendría  reducir  este  últímo  plazo  á 
cincuenta  años,  termino  medio  aceptable,  entre  loa  cinco  aHosy  la  perpetui- 
dad, en  cuyo  largo  espacio  de  tiempo  se  encierran  los  varios  criterios  de  tas 
legislaciones  de  la  América  española. 

Convendría,  además,  limitar  de  algnna  manera,  de  acuerdo  con  casi  todo 
el  Derecho  positivo  internacional,  el  derecho  del  autor  relativamente  á  la 
traducción  de  sus  obras,  dejándole  reducido  hasta  ocho  ó  diez  años;  para 
evitar  que  el  capricho  n-.ás  ó  menos  probable,  pero  siempre  posible,  del  es- 
critor, ó  la  ignorancia  acerca  del  mérito  de  su  obra  en  el  extranjero,  impida 
que  en  éste  sea  oportunamente  conocido  y  aprovechado  el  fruto  de  su  en- 
tendimiento. Convendria  también  establecer  en  las  conclnsiones  la  naciona- 
lidad del  libro,  ó  sea  qiié  ley  debe  aplicársele,  si  la  del  país  en  que  se  pu- 
blica por  vez  primera,  c  la  nacional  de  su  autor,  ó  la  lexfori;  de  las  cuales, 
la  primera  parece  la  más  adecuada. 
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Importa  asimismo  formular  una  conclusión  determinando  que  los  tratados 
internacionales  de  propiedad  literaria  deben  tener  valor  substantivo  y  exís* 
tencia  independiente,  separándolos  de  los  de  comercio,  con  los  cuales  de  o^ 
dinario  marchan  unidos,  para  evitar  que  la  cesación  de  estos  últimos  traiga 
consigo  la  muerte  de  los  primeros. 

La  conclusión  cuarta,  anadió,  tiene  importancia  trascendental.  En  ella,  con 
gran  honra  para  su  autor,  se  subordinan  los  derechos  nacionales  al  derecho 
internacional,  del  cual  reciben  aquéllos  su  perfección  y  último  desarrollo^ 
con  lo  cual  se  establece  la  base  de  la  futura  unidad  jurídica  del  mundo;  peto 
al  mismo  tiempo,  esta  conclusión  parece  un  tanto  atrevida,  7  además  podría 
comprometer  el  éxito  del  Congreso.  Realmente,  el  exigir  que  el  progreso  de 
las  legislaciones  de  los  pueblos  se  ajuste  y  conforme  á  las  reglas  jurídicas, 
más  ó  menos  universales,  establecidas  en  los  tratados,  equivale  á  la  preten- 
sión, no  justificada,  de  ofrecer  un  molde  y  como  un  patrón  único,  en  que 
deba  encerrarse  en  adelante  el  progreso  del  derecho,  suponiendo,  además, 
que  la  conformidad  de  una  legislación  nacional  con  los  tratados  intemacioiía- 
les,  es  prueba  de  su  perfección,  ó  por  lo  menos  de  su  progreso.  Cabe  tambiéa 
temer  que  esta  pretensión,  por  otra  parte  muy  laudable,  hiera  la  susceptibifi* 
dad  de  los  Gobiernos,  apartándoles  más  de  lo  que  suelen  estarlo,  del  criterio 
científico  propio  de  los  Congresos  internacionales. 

Viniendo  á  la  tesis  principal,  dijo  que  expondría  con  la  brevedad  propa 
del  caso,  los  fundamentos  de  su  opinión.  La  llamada  propiedad  literaria  no 
existe,  porque  el  análisis  no  encuentra  en  ella  ese  derecho  fundamental  de 
las  sociedades.  Fáltale  desde  luego  la  base  principal,  ó  sea  el  referirse  á  co> 
sas  extemas  ó  bienes  materiales,  por  lo  cual  resulta  una  propiedad  espiritual, 
que  no  es  sino  una  contradicción  en  los  términos.  Yendo,  como  va,  la  ponen- 
cia al  génesis  de  la  obra  intelectual,  encuéntrase  que  ésta  ni  siquiera  arguya 
trabajo,  toda  vez  que  el  trabajo  supone  dolor,  el  cual  no  existe,  sino,  por  el 
contrarío,  íntima  satisfacción,  en  la  elaboración  intelectual;  ésta  es,  antes  qnc 
trabajo  y  esfuerzo,  natural  y  espontáneo  ejercicio  de  la  actividad  espi- 
ritual. 

Pero  sea  de  ello  lo  que  quiera,  el  producto  intelectual,  consumado  ya, 
esto  es,  pensado  y  aun  escrito,  no  es  objeto  de  propiedad  para  su  autor,  sino 
á  condición  de  publicarlo,  es  decir,  de  manifestarlo,  de  darle  realidad  física 
mediante  la  imprenta;  pero  ya  en  este  caso,  sobre  conservar  siempre  el  ca- 
rácter espiritual,  toma  el  de  propiedad  industrial,  sometida  á  las  reglas  gene- 
rales de  la  misma,  pero  con  las  cortapisas  inherentes  á  su  naturaleza  de  pro- 
piedad universal  ó  de  todos. 

Si  las  cosas  toman  su  color  jurídico  del  fin  que  en  sus  relaciones  con  ellas 
el  hombre  se  propone,  es  evidente  que  el  escritor,  de  ordinario,  busca  prin- 
cipal, y  acaso  únicamente,  la  satisfacción  de  comunicarse  por  medio  del 
libro  con  sus  semejantes,  estableciendo  con  ellos  una  conversación  perpe- 
tua, y  además  busca  y  ansia  el  aplauso  y  la  gloria  consiguiente,  que  de 
seguro  le  tributarán,  si  lo  merece,  las  generaciones  sucesivas.  Esto  es  lo  que 
se  propone  todo  autor  que  ni  es  plagiario  ni  escribe  libros  de  fane  bicrando. 

Además,  la  propiedad  se  refiere  á  un  bien  ó  á  una  cosa  visible,  permanente, 
que  reporte  utilidad  física  inmediata,  que  presente  claros  y  definidos  todos 
los  elementos  de  la  producción,  y  que  pase  así  indefinidamente  de  mano  en 
mano  y  de  generación  en  generación.  Pero  estos  caracteres  faltan  en  la  lite- 
raria, ya  porque  su  nacimiento  consiste  en  salir  fuera  del  dominio  del  que  la 
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efigendró,  ya  también  porque  el  libro  ninguna  utilidad  ñsica  reporta  ai  que 
lo  adquiere. 

Además,  los  bienes  espirituales  no  pueden  ser  objeto  de  propiedad  parti- 
cular; todos  tienen  derecho  á  ellos,  como  al  aire  y  á  la  luz;  son  inagotables  y 
no  están  sometidos  á  número,  ni  peso,  ni  medida^  ni.  á  precio  alguno  en  el 
Gomercio  humano. 

Lo  cual  no  se  opone  á  que  el  escritor  reciba,  por  medios  indirecto»^  la 
remuneración  de  su  trabajo,  es  decir,  de  los  bienes  materiales  que  haya  con- 
sumido, y  del  tiempo,  que  tiene  un  precio,  en  la  elaboración  é  impresión  de 
su  obra.  Y  para  esto,  ó  debe  retribuirle  el  Estado,  ó  en  su  defecto,  otorgarle 
d  privilegio  de  reimprimir  su  libro  durante  el  resto  de  su  vida  y  algunos 
años  después.  De  aquí  en  adelante  la  producción  literaria  entra  de  lleno  en  el 
derecho  común  de  la  propiedad,  entregándose  el  precio  de  esta  mercancía  á 
la  ley  de  la  oferta  y  la  demanda,  á  fin  de  que  llegue  más  fácilmente  á  poder 
de  su  dueSo  legitimo,  que  es  toda  la  sociedad. 

Aun  hallándose  en  minoría,  entiende  el  orador  que  debía  presentar  y 
mantener  su  tesis.  No  es  hora  aún,  dijo,  de  dar  por  resuelta  esta  cuestión  en 
el  Congreso,  no  estándolo,  ni  mucho  menos,  en  parte  alguna  en  que  la  cien- 
<na  jurídica  se  cultiva.  Hay  en  ella  un  verdadero  conflicto  entre  los  derechos 
del  individuo  y  de  la  sociedad,  parecido  al  que  existe  en  el  orden  económico 
entre  el  proteccionismo  y  el  Ubre  cambio,  y  el  Estado  está  llamado  á  resol- 
verlo, procurando  dejar  á  salvo  el  concepto  del  derecho  y  removiendo  los 
obstáculos  que  la  doctrina  de  la  propiedad  intelectual  hereditaria  y  perpetua 
puede  presentar  en  su  camino  á  la  cultura  de  los  pueblos. 

El  Sr.  Conde  y  Luque  concluyó  diciendo  que  deseaba  que  por  lo  menos 
liubiera  en  el  Congreso  una  voz  de  alerta  ó  una  modesta  nota  de  protesta 
•contra  esa  tendencia. 


El  Sr.  Pinto  Coelho  (D.  Carlos  Zeferino)  empezó  diciendo  que  la  propie- 
-dad  literaria  se  halla  generalmente  reconocida,  porque  representa,  no  sólo  el 
talento  cultivado  durante  largos  años  de  estudio,  sino  también  el  trabajo  de 
-componer,  redactar  y  corregir  la  obra  publicada. 

Sería  ridículo  y  contradictorio  garantir  la  fortuna  que  un  hombre,  á  veces 
de  poca  instrucción,  gana  en  dos  ó  tres  jugadas  de  Bolsa,  y  no  hacer  lo  mis- 
mo con  la  propiedad  literaria,  que  seguramente  costó  mucho  más  fundar  y 
adquirir. 

La  cuestión  es,  á  su  entender,  tan  clara,  que  no  cree  pueda  haber  sobre 
ella  disparidad  de  opiniones. 

En  la  discusión,  sin  embargo,  se  habían  tocado  dos  puntos  acerca  de  los 
cuales  el  orador  deseaba  hacer  brevísimas  observaciones. 

Versó  la  primera  sobre  la  reciprocidad  en  todo  lo  que  se  refiere  á  las  rela- 
ciones internacionales. 

Dícese:  declaremos  inviolable  la  propiedad  literaria^  hasta  sin  exigir  á  las 
atrás  naciones  que  garanticen  la  nuestra.  No  podemos  consentir  el  robo  contra 
nadie ^  y  el  plagio ^  y  más  aun  la  completa  reproducción  de  una  obra  ajena ^  sin 
licencia  de  su  dueño^  es  una  acción  inmoral^  que  ningíin  Gobierno  debe  tolerar, 
Y  si  las  otras  naciones  lo  consienten,  sigamos  nosotros  el  adagio  francés:  Pifáis 
e  que  tu  dois  advienne  qui  pourra.  > 
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Este  argumento  podrá  tener  fuerza  para  el  individuo;  para  el  Gobierno  de 
una  oación  no  siempre.  Aquél  dispone  de  lo  que  es  suyo,  y  puede  tener  no- 
bles rasgos  de  generosidad,  que  nadie  censurará.  El  Gobierno  tiene  otros 
deberes,  pues  ha  de  atender  á  Ibs  intereses  ajenos  colocados  bajo  su  salva- 
guardia. 

Es  preciso  no  confundir  el  derecho  de  propiedad  con  la  protección  y  ga- 
rantía que  el  Gobierno  esté  obligado  á  prestarle.  Esa  garantía  se  debe  indn- 
dablemente  i  la  propiedad  literaria  de  los  nacionales,  y  á  la  de  los  extranjeros 
que  á  su  vez  respeten  y  garanticen  aquélla.  Pero  si  una  nación  echa  manode 
todas  las  obras  de  mérito,  y  las  reproduce,  y  las  vende,  y  hasta  las  exporta, 
sin  respeto  á  los  derechos  del  autor,  ^cómo  podrá  pedir  á  las  naciones  expo- 
liadas que  protejan  la  propiedad  literaria  de  sus  nacionales?  ¡Con  qué  fuera 
contará  el  Gobierno  para  obligar  á  sus  nacionales,  víctimas  tal  vez  del  robo 
publico  y  consentido,  á  respetar  lo  que  no  se  les  respeta  á  ellos? 

Respóndase  con  el  tFais  ce  que  'tu  dois;i  pero  precisamente  de  lo  qne  se 
trata  es  de  saber  lo  que  el  Gobierno  dróe  hacer,  y  esto  es,  para  la  generali- 
dad de  los  espíritus,  usar  de  represalias  contra  !a  nación  refractaria,  y  no 
prestar  gnrantla  á  aquella  que  á  su  vez,  y  en  circunstancias  idénticas,  no  la 
presta,  obligándola  así  á  reconocer  y  proteger  en  lo.s  otros  lo  que  ella  quie- 
re que  se  le  reconozca  y  proteja. 

La  represalia,  que  es  siempre  un  mal,  es  muchas  veces  un  mal  necesario, 

El  segundo  punto,  sobre  el  cual  el  orador  deseaba  llamar  la  atención  del 
Congreso,  se  refiere  alas  reproducciones  con  aumento  de  valor,  lo  cual  puede 
realizarse  de  tres  modos: 

El  primero  es  la  reproducción  con  comentarios,  con  notas  explicativas  de 
los  inconvenientes  que  un  determinado  principio  ha  tenido,  ó  puede  tener  en 
la  práctic:i,  fie  la  manera  como  ha  sido  aceptado,  de  la  forma  en  que  una  obra 
legisiativn  ha  sido  observada  ó  eludida  por  los  tribunales  en  sus  decisionea, 
de  los  hechos  que  han  confirmado  ó  de  los  datos  reunidos  contra  lo  aseve- 
rado en  una  obra  histórica,  etc. 

El  segundo  se  refiere,  no  á  la  reproducción  total,  sino  á  las  citas  más  ó 
menos  largas,  cuyo  objeto  sea  el  de  refutar  la  obra  por  los  errores  que  se 
suponga  contiene. 

El  tercero  comprende  la  simple  traducción  de  la  obra  ó  la  traducción  con 
comentarios  ó  notas,  ya  encaminadas  á  comprobar  aquélla,  ya  á  refutarla. 

En  todos  estos  casos  hay  un  aumento  de  valor,  ó  bien  un  valor  adicionado 
al  de  la  obra  primitiva. 

La  traducción  abre  nuevos  mercados  al  libro,  que  seríamenos  leído  y  me- 
nos buscado,  si  por  medio  de  aquélla  no  se  pusiese  al  alcance  de  los  que  no 
saben  !a  lengua  en  que  primeramente  fué  escrito. 

La  reproducción  con  comentarios  se  aumenta  con  el  valor  de  éstos,  el 
cual  puede  ser  mayor  que  el  de  la  obra  misma. 

Ninguno  de  dichos  trabajos  debe  prohibirse,  para  no  hacer  estacionario  A 
espíritu  humano,  para  no  impedir  el  rápido  desenvolvimiento  y  perfección 
de  una  Idea,  de  un  trabajo,  de  una  obra  útil;  pero  se  hace  menester  regular 
la  materi.i.  reconociendo  en  cuanto  sea  justo,  y  poniendo  en  armonía,  los 
derechos  del  autor  con  los  del  traductor  ó  comentador. 

Hay  en  el  Derecho  civil  un  caso  semejante,  el  de  aquel  que  de  buena  fe 
edifica  con  materiales  suyos  en  terreno  ajeno,  ó  en  terreno  propio  con  mate- 
riales que  nole  pertenecen. 
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La  Memoria  del  Sr.  Silvela,  dijo  el  Sr.  Pinto  Coelho,  se  refiere  muy  de 
paso  á  las  traducciones,  y  nada  dice  respecto  á  las  reproducciones. 

El  orador  terminó  pidieadu  que  fueran  atendidas  en  las  conclusiones  las 
diferentes  hipótesis  á  que  se  había  referido,  resultando  asi  el  trabajo  del 
Congreso  lo  más  completo  posible. 


El  Sr.  López  Puigcorver  (D.  Joaquín)  comenzó  elogiando  la  idea  que 
había  tenido  la  Real  Academia  de  Jurisprudencia  y  Legislación,  de  contri- 
buir á  conmemorar  el  descubrimiento  de  América,  con  ía  celebración  de  un 
Congreso  como  el  Jurídico,  que  ha  de  servir  para  estrechar  los  vínculos  y 
relaciones  entre  pueblos  hermanos  por  su  razci,  por  sus  tradiciones,  por  su 
religión  y  por  su  lengua,  é  hizo  votos  fervientíslmos  para  que  la  Asamblea 
reunida  produzca  los  fines  apetecidos. 

Elntrando  á  examiiiar  el  tema  que  se  estaba  debatiendo,  dijo  que  de  todos 
los  puestos  á  discusión,  el  más  propio  para  obtener  ua  inmediato,  ó  al  meaos 
próximo  resultado,  es  el  de  la  propiedad  literaria. 

El  arbitraje  internacional,  generosa  idea  y  noble  aspiración,  encuentra,  por 
desgracia,  en  el  actual  estado  político  de  Europa  y  America,  dificultades 
para  su  pronta  realización. 

En  la  cuestión  de  los  cabotajes  y  auxilios  en  alta  mar,  si  bien  tienen  gran 
utilidad  los  pactos  ó  convenios  internacionales,  parece  necesario  que  les  pre- 
cedan ciertas  reformas  en  las  legislaciones  privativas  de  cada  país;  y  en 
cnanto  a]  cumplimiento  de  las  obligaciones  contraídas  y  fallos  dictados  en 
naciones  extranjeras,  no  se  ha  llegado  aún  á  la  unidad  de  criterio  que  ha  de 
preceder  necesariamente  al  establecimiento  de  una  legislación  internacional. 
Estos  tres  problemas,  en  concepto  del  orador,  puede  decirse  están  en  el  pe- 
riodo de  propaganda;  pero  no  sucede  lo  mismo  con  respecto  á  la  propiedad 
literaria;  cuanto  á  ella,  no  sólo  existe  la  unidad  de  criterio,  sino  que  hay 
además  precedentes  importautes  que  hacen  la  labor  más  sencilla  y  el  propó- 
sito del  Congreso  más  realizable. 

Cree  el  Sr.  Puigcerver  que  la  solución  no  habrá  de  encontrar  dificultades, 
ni  por  parte  de  Portugal,  ni  por  parte  de  las  Repúblicas  americanas,  ni  tam- 
poco por  parte  de  EspaQa.  Esta  ha  considerado  siempre,  y  en  todas  las  épo- 
cas, con  predilecta  atención,  cuanto  á  la  propiedad  literaria  se  refiere,  y  en 
el  día  su  legislación  es  considerada  como  una  de  las  más  perfectas.  Luchá- 
base á  mediados  del  Jiglo  pasado  en  Inglaterra,  en  prp  de  los  derechos  de 
los  autores,  derechos  desconocidos  por  los  privilegios  concedidos  á  los  li- 
breros ó  impresores;  sosteníase  igual  lucha  en  Alemania  y  Francia,  y  vino  Es- 
paña entonces  á  consignar,  no  en  su  jurisprudencia,  como  en  Francia  ha  suce- 
dido, sino  en  su  ley  escrita,  el  derecho  exclusivo  del  autor  á  obtener  el  pri- 
vilegio de  imprimir  la  obra,  forma  dada  entonces  á  la  propiedad  literaria  y  al 
derecha  indefinido  de  los  herederos  á  disfrutar  los  mismos  privilegios. 

En  los  años  1833  y  1834  se  dictaban  también  disposiciones  inspiradas  en 
las  doctrinas  de  la  legislación  francesa;  en  1847  se  fijaba  el  plazo  de  cincuen- 
ta años  después  de  la  muerte  del  autor  para  el  disfrute  del  derecho  de  pro- 
piedad, plazo  que  veinte  aSos  más  tarde,  habían  de  consignar  Portugal  y 
Francia  y  cuarenta  aÜos  después  Rusia,  Bélgica,  Hungría  y  otras  naciones,  y 
en  1879  se  establecióel  de  ochenta  años,  sólo  excedidopor  México,  Cuaterna- 
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la  y  Venezuela,  (jue  aceptan  la  perpetuidad,  é  igfualado  por  la  legislación  de 
Colombia,  pues  si  bien  es  cierto  que  el  término  de  ocheata  a5os  se  en- 
cuentra también  en  Italia,  hay  una  diferencia  esencial,  porque  ni  empieza  á 
contarse  desde  la  muerte  del  autor,  ni  el  derecho  es  igual  en  todo  el  trascur- 
so del  tiempo,  puesto  que«n  ios  últimos  cuarenta  años  sólo  tienen  derccko 
los  autores  ¿i  percibir  el  5  por  100  del  producto  de  la  venta  de  las  obras. 

La  junsprudcncia  española  ha  procurado  también  interpretar  siempre  las 
leyes  en  sentido  favorable,  bastando  citar  en  prueba  de  ello  la  sentencia  úi- 
timameiite  dictada  con  motivo  de  las  reclamaciones  de  los  herederos  del 
ilustre  literato  D,  Antonio  Gil  de  Zarate.  Y  en  la  cuestión  internacional,  Es- 
paña no  sólo  se  ha  prestado  siempre  á  pactar  con  las  demás  naciones,  sino 
que  ha  entrado  en  el  convenio  de  Berna,  y  si  bien  ha  consignado  en  la  ley 
de  1S79  el  principio  de  reciprocidad,  lo  ha  limitado  estableciendo  que  cpara 
disfrutar  del  derecho  no  serán  necesarios  tratados  ni  gestión  diplomática, 
siendo  bastante  la  acción  privada,  deducida  ante  el  Juez  competente.»  Es- 
tos antecedentaa  hacen  comprender  que  por  parte  de  España  no  sólo  no  ha- 
brá diliciiltad  ilgTina  en  el  establecimiento  de  una  legislación  común,  sino 
que  se  miraría  con  gran  simpatía. 

El  momento,  pues,  es  oportuno,  en  sentir  del  orador;  existe  en  la  ciencia, 
respecto  á  los  puntos  más  esenciales,  cierta  unidad  de  criterio  que  permite 
fijar  las  bases  de  la  nueva  legislación  común,  que  no  será  rechazada  por 
los  pueblos  en  el  Congreso  representados. 

Convendría,  pues — y  por  eso  dijo  el  orador  que  intervenía  en  el  debate, — 
que  antes  de  disolverae  aquél  se  nombrara  un  comité,  una  comisión  ejecuti- 
va, una  deleitación,  que  preparase  esa  legislación  y  que  procurase  en  cada 
pueblo  obtener  del  Gobierno  el  nombramiento  de  delegados  para  una  nueva 
Asamblea,  en  la  cual,  en  definitiva,  se  aprobase  el  proyecto  y  se  admitiera 
después  por  todos  y  cada  nno  de  los  países  á  que  interesase. 

Tal  vez  se  diga  que  la  solución  definitiva  de  este  problema  no  está  en  con- 
fiar á  convenios  internacionales  la  garantía  del  derecho  de  los  autores,  sino 
que  ha  de  aspirarse  á  que  en  la  legislación  positiva  de  todos  los  países,  se 
reconozca  de  un  modo  uniforme  la  propiedad  intelectual  y  se  garantice  el 
derecho  de  los  extranjeros,  no  fundándole  en  la  idea  de  reciprocidad,  sino 
atendiendo  sólo  á  k  justicia.  Así  es,  en  efecto,  á  juicio  del  orador,  pero  con- 
fia demasiado  en  la  ley  del  progreso  para  considerar  imposible  tal  solución. 
Es  innegable  que  las  leyes  de  unos  pueblos  influyen  en  las  de  otros,  y  que 
lentamente  los  principios  esendales  se  van  consignando  con  cierta  uniformi- 
dad en  todas  las  naciones;  la  legislación  francesa  de  1852  influyó  en  la  de 
Europa;  en  las  leyes  de  Inglaterra  se  encuentran  precedentes  délas  di^u>9Í- 
siciones  de  los  Estados  del  Norte  de  América,  y  la  última  ley  española  ha 
sido  tenida  nuiy  en  cuenta  por  Colombia  al  redactar  la  suya.  Esto  es  cierto, 
y  lo  es  también  que  la  ciencia  exige  que  desaparezca  la  r^procidad,  inspi- 
rándose las  leyes  en  principios  jurídicos  más  elevados;  pero  tampoco  ha  de 
negarse  que  la  labor  del  tiempo  es  lenta,  y  que  ínterin  se  reconoce  en  la 
práctica  lo  que  la  ciencia  expresa  como  ideal,  es  necesario  que  se  adopten 
procedimientos  de  transacción,  los  cuales  han  de  ser,  en  la  cuestión  de  la  pro- 
piedad literaria,  los  pactos  bilaterales  entre  dos  naciones  ó  los  convenios 
entre  varias,  siendo  preferible  esto  último,  por  tener  mayor  permanencia  y 
no  hallarse  expuestos  á  las  consecuencias  de  la  ruptura  de  relaciones  que 
causas  extrañas  &  fa  materia  examinada  detenaioan. 
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No  se  !c  ocultaba  tampoco  al  orador  que  el  Congreso  no  tecla  carácter 
oRcia],  es  decir,  que  no  podía  presentar  desde  luego  la  solución  apeteci- 
da; pero  recordó  que  á  la  celebración  de  los  pactos  iDtetnacionales  han  pre- 
cedido siempre  trabajos  y  gestiones  no  oriciales.  Al  convenio  de  Berna,  que 
taota  influencia  ha  ejercido  en  Europa,  precedió,  sin  hablar  de  los  trabajos 
hechos  en  Alemania  en  1871,  ni  de  los  Congresos  de  Bruselas  y  de  Ambe- 
res,  ni  del  de  I^arís  de  1878,  etc.,  el  Congreso  celebrado  en  Roma,  presidido 
por  el  ilustre  Nome  Drort,  que  redactó  el  proyecto,  base  del  convenio. 

La  constitución,  pues,  de  una  Comisión  permanente  cree  que  seria  de  gran 
utilidad  para  realizar  la  unidad  de  legislación  en  la  materia  objeto  de  su  dis- 
curso. 

Dos  modelos  importantes  tendría  la  Comisión:  el  convenio  de  Berna  y  el 
de  Montevideo,  si  bien  sería  necesario  hacer  algunas  variantes  á  lo  acordado 
en  aquéllos,  porque  en  realidad  sus  bases  no  responden  á  la  idea  de  una  le- 
gislación  común,  hmitándose  á  consignar  el  derecho  con  arreglo  á  la  leg^- 
lación  de  cada  país.  Los  autores  gozan  en  los  Estados  signatarios  loa  dere- 
chos que  la  legislación  de  su  país  les  reconoce.  Asi,  por  ejemplo,  en  la 
cuestión  del  plazo  scQalado  para  el  disfrute  de  la  propiedad  literaria,  en  nin- 
gún país  se  reconoce  al  extranjero  un  plazo  mayor  de  aquél  concedido  por 
su  propia  legislación,  y  en  algunos  casos,  como  sucede  en  el  tratado  de  Ber- 
na con  respecto  á  la  traducción,  se  fijan  plazos  especiales  y  aún  más  cortos. 

Aquí  sería  oportuno,  dijo  el  Sr.  Puigcerver,  hacer  el  examen  de  las  bases 
que  debería  adoptar  la  Comisión  permanente  que,  como  delegación  del 
Congreso,  quedase  constituida;  pero  indicó  que  o¡  él  podia  detenerse  en  el 
estudio  de  dicltas  bases,  ni  lo  consideraba  necesario,  dada  la  brillantez  con 
que  se  hablan  expuesto  por  el  Sr.  Silvela,  y  la  no  menor  con  que  fué  tratada 
esla  materia  por  los  oradores  que  intervinieron  en  el  debate.  Pero  ya  que  no 
las  estudiaba  con  detenimiento,  dijo  que  al  menos  haría  una  ligera  reseSa  de 
los  puntos  que,  á  su  modo  de  ver,  deberían  comprenderse  en  las  bases  de 
esa  legislación  común. 

En  cuatro  grjpos  estima  que  pueden  comprenderse  todas  las  cuestiones 
qae  afectan  á  la  propiedad  literaria. 

En  el  primero  de  ellos  se  comprende  la  declaración  de  propiedad  y  las 
consecuencias  lógicas  de  este  principio,  relativas  á  la  extensión  de  la  misma 
en  cuanto  á  su  objeto  y  á  su  disfrute. 

Nu  quiso  ocuparse  en  examinar  la  existencia  del  derecho,  oi  en  demostrar 
que  en  la  propidad  literaria  concurren  todas  las  condiciones  jurídicas  esen- 
ciales que  se  dan  en  las  demás  propiedades  reconocidas  por  el  Derecho  civil, 
porque  lo  juzgaba  inútil:  hoy  la  propiedad  literaria  es  admitida  por  todos.  Es 
cierto  que  Proadhon,  Carey  y  otros  publicistas  la  niegan;  pero  el  orador 
cree  que  los  impugnadores,  que  antes  estaban  en  minoría,  hoy  son  tan  po- 
cos que  puede  decirse  que  se  hallan  en  el  aislamiento  y  que  nada  más  que 
como  dato  histórico,  no  como  problema  de  actual  interés,  puede  en  el  día 
discutirse. 

La  propiedad  intelectual  podrá  negarse  por  alguno,  pero  está  aceptada 

>n  más  ó  menos  extensión  en  todas  las  naciones;  á  juicio  del  Sr.  Puigcer- 
ver, precisamente  en  ella  es  donde  se  ve  con  más  claridad  la  relación  jurídi* 
ca  que  existe  entre  el  ejercicio  libre  de  las  facultades  del  hombre  y  el  objeto 
por  él  mismo  creado;  la  propiedad  literaria  tiene  su  base  y  raíz  en  la  personali- 
dad humana.  Si  lo  qae  se  crea  con  la  inteligencia  y  la  actividad,  es  de  quien 
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lo  crc6,  de  modo  que  si  nsa  de  ello  otra  persona  sia  su  consentimiento,  viola 
su  detecho,  ea  indudable  que  la  obra  literaria,  fruto  de  la  actividad  é  inteli- 
gencia, pertenece  al  autor,  como  le  pertenece  el  capital,  producto  de  su 
ahorro,  6  la  obra  material,  hija  de  su  trabajo. 

La  caiencia  de  factores  extraños  al  trabajo  y  á  la  inteligencia  humana,  en 
la  creación  de  la  obra  artística  ó  literaria,  hace  que  sean  menos  aplicables  á 
esta  clase  de  derecho  los  argumeatos  más  fuertes  empleados  en  contra  de 
las  demás  propiedades. 

La  limitación  de  la  tierra,  por  ejemplo,  y  la  imposibilidad  de  disfrutarla  gra- 
tuitamente todos  los  hombres,  el  origen  impuro  del  dei'z'clio  debido  á  la  con- 
quista ó  á  la  usurpación,  sólo  legitimada  por  la  prescripción,  y  otros  argumen- 
tos análogos  alegados  para  negar  la  propiedad  territorial,  no  tienen  aplicación 
ni  pueden  utilizarse  en  contra  de  la  propidad  literaria. 

La  supuesta  desigualdad  é  injusticia  en  el  reparto  de  'os  productos  del  tra- 
bajo y  las  razones  derivadas  de  las  relaciones  entre  éste  y  el  capitai.  tampoco 
tienen  influencia  alguna  sobre  la  propiedad  literaria;  ha  sido  necesario,  paia 
impugnar  ésta,  que  se  acuda  á  artificiosos  recursos  y  argumentos,  que  no  re- 
sisten í  la  crítica  ni  á  la  razón.  Y  no  hay  que  insistir  en  esto,  porque  ante  el 
hecho  universal,  ante  la  creencia  constante  hoy  de  la  existencia  del  derecho 
de  propiedad  intelectual,  es  inútil  detenerse  en  mayores  ra;;onaraientos. 

De  la  afirmaciónde  ser  la  propiedad  literariaanáloga  en  su  concepto  jurídico 
á  las  demás  propiedades  reconocidas  por  el  derecho  cÍmI,  se  deducen  lógi- 
camente las  bases  comprendidas  en  este  primer  grupo  j-  relativas  á  la  exten- 
sión de  aquella  propiedad  con  respecto  á  la  materia,  al  derecho  del  propieta- 
rio y  al  tiempo  de  su  disfrute.  ¿Cuál  es  la  materia  de  la  propiedad  literaria? 
Fácil  será  determinarla  de  un  modo  sintético  y  á  la  vez  amplio  y  general, 
leycndQ  el  articulo  dedicado  áeste  concepto  en  la  ley  española  de  1879, 
coníome  en  la  idea,  aun  cuando  varíe  en  la  expresión,  con  la  mayor  parte 
de  las  legislaciones  positivas  actuales. 

Sólo  se  encontrarla  al  tratar  este  punto  dificultad  en  alguna  cuestión  de 
detalle. 

Al  discutir  su  mayor  ó  menor  extensión,  así,  por  ejeniplo,  respecto  ala 
fotografía,  en  la  cual,  si  bien  no  se  ocupó  el  Congreso  de  Berna,  se  trató  con 
extensión  en  el  protocolo,  y  á  la  que  también  se  refiere  el  Congreso  de  Mon- 
tevideo, la  legislación  española  y  algunas  otras. 

La  extensión  del  disfrute  se  determinará  con  facilidad,  teniendo  presente 
que  sólo  debe  limitarlo  el  derecho  de  un  tercero,  garantizándose  asi  la  ccn 
sura,  la  crítica  y  el  comentario,  ó  el  derecho  social  en  aquellos  casos  en  que 
el  abuso  sea  claro,  evidente  y  contrarío  á  los  fines  de  la  misma  propiedad;  y 
al  considerar  la  extensión  en  el  tiempo,  tendrá  necesariamente  la  Comisión 
que  aceptar  la  perpetuidad  de  ésta  como  de  las  demás  propiedades,  pues  110 
hay  razón  que  justifique  ni  autorice  la  Hmitación,  por  más  que  este  consignada 
en  todos  los  países,  excepción  hecha  de  Méjico,  Vene;^uela  y  Guatemala. 
No  hay  tazón  científica  que  autorice  tai  limitación;  no  hay  .irijnmento  alguno 
de  peligro  sodal  aplicable  á  la  perpetuidad,  que  no  lo  sea  iinialmenteal  dis- 
frute por  cincuenta  y  ochenta  años  después  de  la  muerte  del  autor.  En  este 
punto  se  nota  en  el  desarrollo  de  las  legislaciones  una  tendencia  favorable  á 
ampliar  más  y  más  el  plazo,  lo  que  demuestra  que  los  adelantos  científicos, 
tienden  i  igualar  esta  propiedad  con  las  demás  consignadas  en  los  Códigos 
civiles.  Viáanse  las  legislaciones  de  fines  del  siglo  pasado  y  de   la  primera 
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mitad  del  actual;  en  todas  ellas  se  encuentraD  plazos  cortos;  cinco,  diez  ó 
veinte  años.  Pues  bien,  las  legislaciones  posteriores,  con  muy  contadas  ex- 
cepciones, consignan  ya  los  de  cincuenta  y  ochenta.  En  España  la  legisla- 
don  de  1834  establecía  diez  años,  la  legislación  del  47  ciacoenta,  la  le- 
gislación de  1879  fija  ochenta;  en  Francia,  primero  la  legislación  de  1793, 
diez  años,  después  veinte,  luego  treinta,  más  adelante  cincuenta.  Lo  propio 
ocurre  con  la  legislación  de  los  distintos  Estados  italianos  antes  de  su  uni- 
dad, comparándolas  con  su  legislación  vigente.  Sólo  una  razón  política  puede 
aconsejar  la  limitación  de  la  propiedad  literaria;  y  si  atendiendo  á  considera- 
ciones de  tal  índole,  no  se  admitiese  la  base  de  la  perpetuidad,- debería  al 
menos  admitirse  el  plazo  más  largo  de  los  señalados,  ó  sea  el  de  ochenta 
años  de  las  leyes  de  España  y  Colombia.  Admitida  la  limitación,  seria  for- 
zoso resolver  algunos  problemas  que  desaparecen  ante  la  idea  de  la  perpe- 
tuidad. ¿El  plazo  debe  relacionarse  con  la  muerte  del  autor,  con  la  publica- 
ción de  la  obra,  ó  no  han  de  apreciarse 'estos  dos  datos?  ¿Se  han  de  seguir  los 
precedentes  de  las  legislaciones  holandesa,  norteamericana,  inglesa,  ó  los  de 
Francia,  Bélgica  y  España?  ¿Debe  dividirse  el  disfrute  en  varios  periodos, 
siendo  más  linitado  en  unas  que  en  otras,  como  acontece  en  la  legislación 
italiana,  ó  ha  de  ser  igual  el  derecho  en  todo  el  tiempo  de  su  duración?  ¿Pro- 
cede imponer  alguna  limitación  al  derecho  de  los  herederos?  Pero  el  orador 
dijo  que  no  entraba  en  el  examen  de  todo  esto,  puesto  que  ¿I  acepta  el 
principio  de  la  perpetuidad. 

£1  segundo  grupo  de  cuestiones  en  qne  el  Sr.  Pnigcerver  divide  las  rela- 
tivas á  la  propiedad  literaria,  es  el  que  se  refiere  á  las  presunciones  jurídi- 
cas, indispensables,  á  su  juicio,  al  tratarse  de  aquélla;  presunciones  respecto 
al  derecho  del  autor,  que  al  mismo  tiempo  que  le  garanticen,  fijen  las 
reglas  á  que  de  ordinario  ha  de  ajustarse  su  disfrute.  Estas  presunciones 
no  han  de  ser  de  las  que  no  admiten  prueba  en  contrario;  fundadas  en 
la  voluntad  supuesta,  cesan  cuando  conste  expresamente  la  de  los  autores. 
Así,  por  ejemplo,  si  bien  es  innegable  el  derecho  que  el  autor  de  una 
obra  artística  tiene  de  oponerse  á  la  reproducción,  por  medio  del  gra- 
bado, dibujo  ó  fotografía,  no  es  presumible  que  el  artista  encuentre  una  vio- 
lación á  su  derecho  en  la  copia  publicada  en  un  periódico  ilnstrado,  publica- 
ción que,  más  que  ofensa  á  aquél,  es  propaganda  y  tributo  rendido  á  su 
fama  y  valer. 

Pues  bien:  el  hecho  general,  la  creencia  de  que  los  autores  no  se  oponen 
á  este  género  de  reproducción,  será  la  presunción  de  la  ley,  pero  reserván- 
dose siempre,  y  quedando  á  salvo  el  derecho  del  autor  á  oponerse  expresa- 
mente á  tales  reproducciones. 

Ocia  presuución  jurídica  es,  por  ejemplo,  la  deque[todoaatordeuna  obra 
dramática  no  ha  de  tener  dificultad  en  que  se  represente,  abonándosele  los 
derechos  que  las  respectivas  leyes  ó  reglamentos  establezcan  en  favor  de  los 
autores.  Sin  embaído,  el  autor  puede  oponerse  á  la  representación  de  su 
obra.  Elstas  dos  presunciones  y  Itf  referente  á  la  inserción  de  tro2o.s  más  ó 
menos  extensos  de  obras  literarias  de  autores  escogidos,  la  relativa  á  los 
aparatos  en  que  se  reproducen  piezas  musicales,  la  referente  á  obras  anóni- 
mas para  determinar  á  quién  corresponden  los  derechos,  ínterin  el  verdadero 
autor  no  se  conozca,  y  otras  análogas,  deben  ser  las  que  se  comprendan  en 
el  segundo  gmpo. 

El  tercer  grupo  de  que  habló  el  orador  es  el  referente  á  los  derechos 
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de  I.1S  colectividades  y  á  su  armonía  coa  el  derecho  iadivídual.  Enctiéntraae 
en  piimer  término  lo3  derechos  del  Estado.  Primero  el  derecho  de  expro- 
piación forzosa  para  evitar  d  abuso  que,  si  en  la  práctica  no  es  de  temer,  se 
concibe  como  posible  en  la  idea;  después  los  derechos  adquiridos  por  las 
leyes  de  sucesión  ó  por  otro  titulo  de  derecho  dvil,  respecto  de  los  cuales 
debe  establecerse  qué  obra  adquirida  por  el  Estado,  en  virtud  de  estos  de- 
rechos, quedará  de  dominio  público,  contribuyendo,  por  el  uso  gratuito,  á  la 
cultura  ¡feneral,  y,  por  último,  los  derechos  adquiridos  mediante  bis  publica 
ciónos  hechas  por  el  mismo  Estado,  como  colecciones  legislativas,  Códigos 
y  otras  análogas. 

El  derecho  de  las  Corporaciones,  de  los  Congresos,  Ateneos,  Academias 
y  demás  institutos  análogos,  debe  reconocerse,  en  cuanto  á  las  obras  por  ella 
publicadas  sobre  los  trabajos  ejecutados  por  su  encargo  y  sobre  las  discu- 
siones habidas  en  su  seno,  armonizándose  el  derecho  de  la  Corporación  y  el 
del  individuo,  ya  se  haga  la  totalidad  de  la  obra,  ya  el  trabajo  parda!;  porque 
si  sería  injusto  que  una  Corporación  científica  ó  un  Congreso  análogo  al  jurí- 
dico no  pudiera  disponer  de  la  obra  completa,  porque  se  negase  á  la  publi- 
cación de  su  discurso  el  sodo  que  le  hubiera  pronunciado,  tampoco  seria 
equitíititfo  negar  á  éste  la  facultad  de  disponer  y  publicar  aisladamente  su 
trabajo. 

El  onaito  grapo  á  que  se  refirió  el  Sr.  Puigcerver  es  ei  relativo  á  las  ga- 
rantlns;  y  sin  entrar  á  examinar  la  penalidad,  limitóse,  para  conduir  sus  obser- 
vaciones, á  indicar  la  convenicnda  de  establecer  en  todas  las  nadones,  el  re- 
gistro de  las  obras  literarias  y  artísticas;  registro  que  no  ha  de  ser  considera- 
do, según  lo  hacen  algunas  legisladones,  comoraiz  y  fundamento  del  dere- 
cho de  propiedad,  al  punto  de  que  la  omisión  de  la  inscripción  haga  que  el 
derecho  se  pierda,  sino  que  se  ha  de  admitir  tan  sólo  como  garantía  y  reco- 
nocimiento de  aquel  derecho.  El  Estado  no  crea  el  derecho;  sólo  le  recono- 
ce, garantiza  y  defiende,  y  el  registro  estableado  con  este  objeto  no  puede 
ser  nunca  considerado  como  elemento  esencial,  respecto  á  la  propiedad,  ni 
la  f^lta  de  inscripdón  destruir  la  propiedad.  Deben  en  el  registro  incluirse 
no  sólo  las  inscripdooes  que  voluntariamente  y  como  medio  de  demostra- 
ción quieran  hacer  sus  individuos,  sino  también  las  trasmisiones  de  estos  mis- 
mos derechos  y  las  caicas  y  gravámenes  que  sobre  ellos  se  establezcan,  y, 
por  ultimo,  la  determinación  relativa  á  las  presunciones  legales  de  que  habló 
el  orador  en  el  segundo  grupo  de  los  cuatro  que  habfa  examinado. 

Si  unautor  quiere  limitar  la  reproducción  ó  las  copias  de  sus  obras  artís- 
ticas en  los  periódicos,  ó  por  las  fotografías,  ó  por  otros  medios,  en  contra 
de  la  prescripción  general  y  de  la  presunción  que  la  ley  establezca,  podrá 
en  esc  registro  consignarlo,  y  es  daro  que  todo  el  que  quiera  reproducir  una 
obra  ó  consignar  en  una  colección  parte  de  ella,  le  bastará  ir  al  registro  paca 
saber  lalimitacióa  que  existe  y  3i  podrá  ó  no  realizar  su  deseo.  Si  no  se  ha 
consignado,  el  autor  tendrá  derecho  en  los  casos  posteriores  á  que  se  con- 
signe la  limitación  y  á  que  ésta  se  respete  y  acate. 

Con  estas  cuatro  bases,  y  acaso  también  con  alguna  indicadón  relativa  á 
la  convenieoda  de  borrar  de  los  aranceles  todo  lo  que  se  refiere  á  devengo 
de  derechos  por  las  obras  puramente  artísticas  y  literarias,  que  no  pueden  ser 
consideradas,  ájuido  del  Sr.  Puigcerver,  como  cualquier  otra  mercancía,  y 
á  la  desiparición  y  adaradón  de  las  notas  que  eo  el  arancel  español  existen, 
en  cuanto  á  los  libros  impresos  en  español  en  los  países  extranjeros,  deter- 


—  379  - 
""'^^Tatio  que  no  r^^a,  respecto  de  las  naciones  americanas  en  que  se  hable 
la  ^*i  gr*'^  española,  la  diferencia  que  con  respecto  á  otras  naciones  se  hace 
eDcjr^.    Cíbras  impresas  en  lengua  espaBola  ó  extranjera,  cree  que  se  completa- 
^    IcDs  puntos  que  deben  ser  tratados  por  la  Comisión  encargada  de  redac- 
^\   proyecte  de  legislación  común  en  esta  materia.  Cree  que  el  obtenerla 
^^  sencillo;  estima  que  hoy  lo  que  se  opone  no  es  ya  la  falta  de  unidad  de 
^tv^eño  en  las  cuestiones  esenciales,  ni  tampoco  el  deseo  de  loa  pueblos  que 
^^bvan  de  con£tituir  esta  unión,  sino  únicamente  la  ley  de  la  inercia.  Es  pre- 
ciso, pues,   exponer  estos  problemas  ante  los  Gobiernos  respectivos,  y  el 
Qiador  confía  en  que  los  de  los  países  representados  en  el  Congreso  no 
opondrán  serias  objeciones  ni  obstáculos  insuperables. 
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EISf.  Bód«na«(D.  Eduardo),  rcfiríéadose  al  discurso  qite  en  la  noche airte- 
rior  jironunció  el  Sr.  Conde  y  Luque,  quien  habla  negado  la  existencia  de  la 
piojjicdad  intelectual,  protestó  de  semejante  tesis,  y  se  mostró  partidario  de 
la  contraria,  sosteniendo  la  le^tímidad  de  tal  derecho  con  breves  considera- 
ciones, pues  el  orador  dijo  que  sólo  á  modo  de  digresión  se  ocupaba  en  este 
aspecto  del  tema  discutido,  ya  que  tratar  otras  cuestiones  era  el  objeto  que 
se  proponía  al  terciar  en  el  debate. 

lin  pro  de  su  opinión,  y  aludiendo  á  algunas  palabras  del  Sr.  Conde  y 
Lutpie,  manifestó  que  prueba  de  que  la  propiedad  intelectual  existe,  es  el 
misino  trabajo  presentado  por  el  Sr.  Silvela  al  Congreso.  Este  señor,  gracio- 
R^uiicnte  lo  había  donado;  y  puesto  que  habla  sido  posible  la  donación,  aece- 
s:ir:;Lmente  había  existido  propiedad  sobre  la  cosa  objeto  de  ella. 

lúitrando  luego  en  el  verdadero  propósito  de  su  discurso,  diio  que  trataba 
de  suplir  una  deficiencia  que  sobre  propiedad  industrial  había  notado  en  la 
Memoria  del  Silvela — siquiera  fuese  tan  pequeña,  que  en  nada  aminora  el 
mucho  mérito  de  dicho  trabajo. — Referíase  el  orador  al  silencio  que  guarda 
iü  expresada  Memoria  sobre  la  protección  internacional  que  [iierecc  el  nom- 
bre comercial  ó  industrial,  los  cuales  son,  dijo,  algo  que,  como  las  marcas,  da 
certeza  de  la  procedencia  de  lo  que  al  público  se  ofrece. 

Allrma  con  él  el  industrial  ó  el  comerciante  su  propia  personalidad,  y  coa 
él  presta  á  la  clientela  la  garantía  de  la  bondad  del  género  ó  del  valor  real 
de  los  servicios  que  ofrece. 

Hn  nn  periódico,  por  ejemplo,  el  nombre  ó  título  lle^a  á  ser  la  esencia 
misma  del  negocio,  sin  que,  prescindiendo  del  nombre,  que  significa  el  pres- 
tigio ganado  en  la  opinión,  pueda  ai  siquiera  designarse  á  la  empresa  perio- 
distlcíi. 

Xo  se  le  ocultaba  al  orador  que  el  nombre  de  un  periódico  está  prote^do 
en  l.i  ley  de  propiedad  literaria  espaüola;  pero  es  solamente,  dijo,  por  ana- 
lo;;i.i,  según  expresa  ella  misma  en  su  art.  2g,  y  el  lugar  propio  para  consig- 
nar esa  protección,  es  el  de  los  preceptos  que  amparan  la  propiedad  délos 
nombres  industriales  y  comerciales. 

( 'tras  empresas  hay  donde  esto  se  ve  más  claro. 

l'or  ejemplo,  en  el  caso  resuelto  por  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo 
de  14  de  Diciembre  de  1887,  censurada  sin  razón,  en  concepto  del  Sr.  Rode- 
nas, por  el  Sr.  Silvela,  y  en  la  cual  se  trata  de  una  empresa  fúnebre. 

l^mpresa  de  tal  naturaleza  halla  su  crédito  principal  en  el  rápido  y  accrta- 
du  nesempeSo  de  gestiones  que  ahorran  molestias  á  quienes  acaban  de  per* 
dcr  un  ser  querido,  y  tal  crédito  se  cifra  y  condensa  en  un  título  ó  nombre 
(<L;>  Funeraria*  era  en  aquel  caso),  que  constituye  una  propiedad  respeta- 
ble y  que  hace  oficios  de  marca  de  fábrica  ó  comerdo,  allí  donde  no  hay 
obji  tos  materiales  en  que  fijar  la  marca. 

F.l  orador  cree  que  la  omisión  padecida  por  el  Sr.  Silvela  tiene  una  cxplí 
cacion  sencilla. 

Los  preceptos  legales  de  EspaQa,  que  habrá  consaltado,  apenas,  dijo,  ha- 
blan de  nombres  comerciales-,  y  de  ahf  la  omisión  de  la  ponencia  discutida. 

VA  articulo  1.0  del  Real  decreto  de  21  de  Agosto  de  18S4  sobre  propiedad 
industrial  en  Ultramar,  obra  la  más  perfecta  que  tíene  España,  porque  loses- 
pañnlcs,  aüade,  han  solido  siempre  dar  mejores  leyes  que  las  de  la  Metró- 
poli :i  jus  colonias,  habla,  sí,  del  nombre,  pero  confnndiéndolo  con  la  marca 
en  los  liguieates  términos: 
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(Son  marcas  de  fábrica,  de  comercio  y  de  agricultura  los  nombres  de  los 
'fabricantes,  comerciantes  y  agricultores  ó  Compañías  formadas  por  los  mis- 
iinos,  las  denominaciones,  emblemas,  escudos,  grabados,  viSetas,  marcas, 
jtimbfcs,  sellos,  relieves,  letras,  cifras,  sobres,  envolturas  ó  signos,  cualquie- 
>ra  que  sea  su  clase  y  forma,  que  sirvan  para  que  el  fabricante,  agricultor  ó 
'Compañía  por  ellos  formada,  pueda  señalar  sus  productos  ó  mercancías. 
•riu  el  objeto  de  que  el  público  los  conozca  y  distinga  sin  confundirlos  con 
>ütros.i 

En  sentir  del  Sr.  Rodenas,  la  confusión  y  el  error  en  tal  disposición  son 
manifiestos.  El  nombre  no  es  la  marca.  Es  preciso  ver  que  el  nombre  co- 
mercia! ó  industrial  puede  ser,  y  es  frecuentemente,  no  un  vocablo  capiicho- 
sameatc  elegido,  sino  el  nombre  mismo  de  la  persona  dedicada  al  comercio 
ó  á  la  industria;  y  partiendo  de  esto,  ¿cabe  pensar  que  la  propiedad  del 
nombre  no  es  perpetua  y  que  puede  caducar  por  falta  de  renovación  del  re- 
gistro, como  caduca,  según  el  citado  Real  decreto,  la  propiedad  de  la  marcad 
;Puede  exigirse  el  requisito  del  depósito  ó  registro  previo,  comO  dicho  Real 
decreto  de  18S4  exige,  cuando  España,  lo  mismo  que  los  demás  signatarios 
del  convenio  de  París  de  zo  de  Marzo  de  1883,  está  obligada  á  proteger  el 
nombre  comercial,  sin  la  obligación  de  depositarlo,  ya  forme  parte  ó  no 
de  una  marca  de  comercio? 

Afortunadamente,  la  jurisprudencia  es  más  perfecta  que  la  ley,  y  la  buena 
doctrina  se  condensa  con  sabiduría  en  la  citada  sentencia  del  Tribunal  Su- 
premo de  14  de  Diciembre  de  1887,  que  declara  que  «los  nombres  y  títulos 
•industriales,  como  las  marcas  de  fábrica  y  de  comercio,  son  el  símbolo  del 
ícrédito  de  la  persona  ó  Sociedad  á  quien  pertenecen,  y  constituyen  una  pro- 
•  piedad  tan  legítima  y  respetable  como  las  demás  que  el  derecho  reconoce, 
>y  en  tal  concepto,  ni  la  ley  consiente  la  usurpación  de  dichos  títulos  ó  le 
unas  comerciales,  ni  es  lícito  tampoco  el  buscar  su  imitación  ó  semejanza 
>con  mod  i  fíe  3  Clones  ó  aditamentos  más  ó  menos  estudiados  é  intencionales, 
>que  tiendan  visiblemente  á  engañar  ó  á  inducir  á  error  al  comprador  inex- 
•perto,  sobre  In  naturaleza  y  procedencia  de  la  cosa  u  objeto  vendible.» 

Esto  ha  podido  estimarse  como  novedad  en  España.  Pero  tal  sentencia  no 
ha  hecho  otra  cosa  sino  dar  á  principios  protectores  del  derecho  español 
el  mismo  sentido  que  á  análogos  principios  tenía  atribuido,  unánimemente, 
la  jurisprudencia  de  otros  países  de  más  vigorosa  vida  mercantil,  donde  las 
cuestiones  de  propiedad  de  nombres  comerciales  son  viejas  y  están  resueltas 
desde  hace  mucho  tiempo. 

En  Francia  había  una  iCompagnie  d'aprovisionnement  des  Halles  et  Mar- 
cliés  de  Paris,  >  y  habiéndose  después  constituido  otra  coa  el  fia  también  áe 
abastecer  los  mercados  de  aquella  capital,  adoptó  idéntico  nombre,  pero  los 
Tribunales  le  obligaron  á  suprimirlo  de  su  muestra,  cestos  ó  embalajes,  fac- 
luraa  y  membretes. 

AUl  también  le  prohibió  á  un  fabricante  titular  á  sus  armonions  y  óiga- 
nos ( Alexanédre,  >  para  que  no  se  confundiesen  con  los  reputados  de 
■Alexandre.» 

Pero  ¿qué  más!  Hasta  el  perfecto  derecho  que  tiene  cualquiera  para  usar 
-"^Q  propio  apellido,  se  ha  restringido  por  los  Tribunales  extranjeros  cuando 
<^x  uso  encubría  un  abuso  del  derecho,  no  menos  sagrado,  de  la  propiedad 
industrial. 

Había  en  la  Rochela  una  antigua  casa  de  exportación  establecida,  con  eré- 
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dito,  bajo  el  nombre  de  «A.  Scignette,»  y  otrocoraercia^ff^BRrfisóeaJsín 
gocio  á  un  individuo  llamado  Alexandre  Seignette  para  usar  este  nombre  en 
aquella  forma.  Pero  el  Tribunal  de.Poitiers,  por  sentencia  de  12  de  Julio  de 
1833,  mandó  que  se  abstuviera  de  usarlo  /  que,  si  quería  emplear  el  apellida 
de  «Seignette,»  antepusiera,  eo  caracteres  claros  y  con  todas  sus  letras,  el 
nombre  de  tAlexandre.» 

En  Londres,  uu  hermano  del  fabricante  de  pildoras  HoUoway  comenzó  á 
vender  igviales  productos  que  éste,  con  ese  apellido  que  también  era  suyo,y 
el  Tribuna],  por  sentencia  de  9  de  Noviembre  de  1X50,  le  impidió  hacerlo 
en  la  forma  que  lo  intentaba,  declarando  el  Presidente,  Lord  Langdalc,  lo  si- 
guiente: 

«Siendo  HoUoway  el  nombre  del  demandado,  tiene  derecho  de  vender 
»pfldoras  de  HoUoway,  y  yo  no  trito  de  desconocer  ese  derecho;  pero  no  lo 
ttiene  para  hacerlo  en  forma  que  engaüe  al  público  y  le  haga  creer  que  ven- 
ide  las  pildoras  del  demandante.* 

En  su  misma  respetable  familia,  decía  el  Sr.  Rodenas,  tiene  el  Sr.  Silveb 
elocuente  ejemplo  del  respeto  que  el  nombre  comercial  merece. 

iFrancisco  Silvela*  significa  «n  prestigio  dentro  de  un  partido,  una  gloria 
de  la  tribuna  espaiüola,  una  ilustración  del    foro;  peto  además   representa  un 
valor  económico,  una  productiva  clientela  adquirida  como  premio  merecido 
,  del  saber  y  del  talento  puestos  al  servicio  de  las  buenas  causas. 

Pues  bien,  ignoran  pocos  que  en  la  familia  del  Sr.  Silvela  hay  otra  digní- 
sima persona  con  las  mismas  investiduras  políticas  y  profesionales,  que  dene 
igual  derecho  á  tan  ilustre  apellido  y  que  lleva  idéntico  nombre  de  pila. 

No  obstarte  lo  cual,  con  miramiento  merecedor  de  aplauso,  á  su  nombre 
de  Francisco  adiciona  otro  que  evita  enojosas  confusiones  en  el  trato  social, 
en  las  relaciones  de  la  política  y  en  los  negocios  profesionales. 

Fundado  en  tales  razones,  propuso  el  orador  que  la  conclusión  3,^  de 
las  que  sobre  derechos  industriales  había  redactado  el  Sr.  Silvela  quedase 
aprobada  en  la  siguiente  forma: 

•  Las  leyes  interiores  y  los  pactos  internacionales  sobre  marcas  de  fábrica 
•y  sobre  nombres  comerciales  é  industriales,  deben  inspirarse  en  la  mayor  fací- 
*Iidad  y  severidad  para  la  persecución  y  castigo  del  uso  fraudulento  que  de 
taquillas  y  frfaj  pueda  hacerse,  por  nacionales  ó  extninjorns,  sin  sujetarlas 
>resoluciones  que  se  dicten  en  cada  pueblo  para  la  garantía  de  la  producción 
»de  buena  fe,  á  condiciones  de  reciprocidad  entre  las  naciones  ibcro-ameri- 
iz^x^^as,  y  sin  que  se  impóngala  obligación  de  depositar  ¡os  nombras  comerciales 
te  induslrialn,  ya  formen  parte  6  no  de  una  marca  de  comercio  ó  de  fábrica.^ 

Concluyó  el  orador  advirtiendo  que  las  últimas  palabras  de  la  enmienda 
eran  suyas  y  se  creería  obligado  á  razonarlas,  pero  que  podían  aceptarlas  sin 
temor  porque  tienen  verdadera  autoridad.  La  protección  del  nombre  comer- 
cial ó  industrial,  sin  obligación  de  depósito  y  forme  ó  no  parte  de  una  marca, 
está  consignada  en  el  Convenio  de  París  de  20  de  Marzo  de  1S83,  que  es 
ley  para  los  Estados  que  lo  aceptaron,  entre  ellos  España,  Portugal,  el  Bra- 
sil, Guatemala  y  el  Salvador,  tan  dignamente  representados  en  el  Coa- 
greso. 
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Ei  Sr.  Maluquer  j  Salvador  (D.  José]  manifestó  que  ante  todo  se  pro- 
ponía desvanecer  un  prejuicio  bastante  generalizado  con  respecto  á  la  cues- 
tiÓD  debatida,  y  e»  la  opinión  de  que  el  reconocimiento  de  la  propiedad  li- 
teraria, tratándose  de  los  Estados  ibero-americanos,  interesa  de  una  manera 
muy  preferente  á  EspaSa.  A  este  efecto,  es  preciso  tener  en  cuenta,  dijo, 
que  siendo  la  propiedad  literaria  mía  de  las  manifestaciones  del  derecho  de 
propiedad,  no  puede  sostenerse,  sin  ofensa  al  honor  de  los  Estados  de  la 
América  Íbera,  que  en  nada  les  afecta,  y  que  si  no  les  reporta  ninguna  utili- 
dad material,  no  hablan  de  tener  inconveniente  en  amparar  la  violación  del 
derecha,  cuando  precisamente  se  trata  de  naciones  que  desde  hace  mucho 
tiempo  abolieron  la  esclavitud,  sin  preocuparse  de  si  habla  de  producir,  como 
urodujo,  una  perturbación  económica  momentánea,  sino  considerando  que  era 
la  negación  de  un  derecho,  y  sin  fijarse  tampoco  en  que  nos  referimos  á  pue- 
blos que  han  sacri&cado  vidas  y  haciendas,  seg^n  la  frase  clásica,  en  aras 
de  sus  ideales.  Si  la  tesis  que  se  impugna  fuese  exacta,  podrían  tener  los  tn 
dividuos  del  Congreso  la  seguridad  de  que  no  se  habría  incluido  el  tema  ter- 
cero en  el  cuestionario,  pues  siendo  cualidad  relevante  de  la  raza  española  la 
hidalguía,  no  hubiera  sido  proceder  noblemente,  que  EspaSa  dirigiese  una 
invitación  á  los  de:nás  Estados  ibero -americanos  para  que  se  congregasen  en 
Madrid  sus  representantes  con  objeto  de  tratar  un  asunto  que  á  ella  casi  ex- 
clusivamente interesara. 

Por  otra  parte,  la  historia  desmiente  tal  prejuicio.  Desde  época  muy  anti- 
gua se  ha  reconocido  y  regulado  en  la  legislación  de  las  Repúblicas  hispano- 
americanas el  derecho  de  propiedad  literaria,  habiéndolo  hecho  algunas  en  la 
Constitución  política  y  afirmando  aquel  derecho  con  todos  los  caracteres  que 
distinguen  en  general  al  de  propiedad,  como  ha  hecho  la  República  del  Perú 
en  su  Ley  fundamental  de  1860,  á  cuyo  Estado  dedicó  el  Sr.  Maluquer  un 
recuerdo  especial  por  la  circunstancia  de  tener  la  honra  de  representar  en  el 
Congreso  al  ilustre  Colegio  de  Abogados  de  Lima, 

Por  lo  demás,  hace  innecesario  un  examen  detenido  de  las  leyes  de  cada 
país,  la  declaración  hecha  solemnemente  por  la  Comisión  del  Congreso  de 
Washington,  que  presidia  el  ilustre  individuo  del  Congreso  Jurídico  Dr.  Cruz, 
de  que  en  todo  el  continente  americano  la  propiedad  literaiia  tiene  tantas  y 
tan  eficaces  garantías  como  pueda  encontrarlas  en  el  resto  del  mundo  (ñvi- 
t  izad  o. 

Ello  no  obsta  pa^  que  sea  dificilísimo,  y  por  lo  menos  algo  remoto,  con- 
seguir la  uniformidad  de  las  legislaciones  en  este  punto;  hasta  ahora  no  lo 
han  logrado  ni  la  Dieta  Centro- Americana  de  San  José  de  Costa  Rica,  ni  el 
Congreso  Sud-Americano  de  Montevideo,  ni  la  referida  Conferenda  de  Was- 
hington . 

Así  es  que  obedecen  á  un  prudente  sentido  práctico  las  indicaciones  del 
notable  trabajo  del  Sr.  Silvela  encaminadas  á  llamar  la  atención  respecto  á 
las  relaciones  individuales  entre  los  Estados,  sobre  cuyo  punto  sometía  el 
orador  á  la  ilustrada  consideración  del  Congreso  algunos  resultados  que  po- 
drían conseguirse  con  pequeño  esfuerzo.  En  efecto,  dijo,  indicaba  elocuente- 
mente en  la  primera  sesión  el  Sr.  Fernández  Prida  que  el  Congreso  sería  es- 
téril si  no  le  seguia  una  Conferencia  diplomática;  indicó  luego  el  Sr.  Lastres, 
al  examinar  con  gran  competencia  ei  tema  segundo,  que  no  se  dejara  para  un 
Congreso  diplomático  lo  que  podía  verificarse  por  medio  de  un  simple  cam- 
bio de  notas,  y  en  este  asunto  conviene  investigar  si  puede  prescindirse    de 
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im  concteito  diplomático  entre  ÉspaSa  y  otio  Estado,  circunscribiendo  el  re- 
sultado á  la  acción  exclusiva  de  la  prímeía. 

Ante  todo,  cumple  citar  á  este  respecto  la  ley  sobre  propiedad  titerana  de 
Venezuela  de  i2  de  Mayo  de  1887,  basada  en  la  ley  española,  cuyo  art,  48 
est;ibtecc'que  los  ciudadanos  de  naciones  cuya  legislación  reconoce  á  tos 
venezolanos  el  derecho  de  propiedad  intelectual  en  los  términos  establecidos 
por  esta  ley,  gozarán  en  Venezuela  de  los  derechos  que  la  misma  les  conce- 
de sia  necesidad  de  tratado  ni  de  que  se  acuda  á  la  vía  diplomática,  bastan- 
do que  acudan  ante  la  autoridad  competente. 

Lo  mismo  establece  la  ley  sobre  la  materia,  promulgada  en  Colombia  el  26 
de  Octubre  de  1886,  con  la  diferencia  de  que  circuTiscribe  sus  concesiones 
á  los  autores  originarios  de  países  en  que  se  habla  la  lengua  espaiiola. 

No  debe  olvidarse  tampoco  qne  el  decreto  dictado  en  Bohvia  el  13  de 
Agosto  de  1879,  respecto  á  las  producciones  literarias  y  artísticas,  dispose 
eti  su  art.  9.*^  que  los  autores  extranjeros  gozarán  de  las  mismas  ventajas  qoc 
se  reconocen  á  los  autores  bolivianos  residentes  en  el  Lxtranjero. 

Por  último,  el  Código  civil  de  México  establece  en  <ii  art,  i  386  que  la  Iqr 
nsiiTiila  enteramente  á  los  autores  mexicanos  los  que  residen  en  Estados  es- 
trnnjeros,  siempre  que  en  ellos  se  reconozca  la  reciprocidad  a  los  mexicanos. 

En  vista  de  estos  textos  legales,  parece  indicada  un^i  fiícil  reforma  en  la  ley 
de  propiedad  literaria  española:  el  principio  de  reciprocidad  de  que  hablaba 
con  autoridad  reconocida  el  Sr,  Pinto  Coelho,  puede  ntüizarse  como  arma  de 
represalia  respecto  á  otros  Estados^  pero  tratándose  de  los  iberoamericanos 
no  cabe  aplicar  otra  politíca  que  la  noble  y  generosa  que  defendió  el  se5or 
Barra,  y  que  eo  este  punto  se  traduciría  en  un  precepto  de  la  ley  espaSola 
que  reconociese  el  derecho  de  propiedad  literaria  y  arti'^tic.i  a  los  autores  de 
los  demás  Estados  ibero-americaaos,  admitiesen  ó  no  allí  igual  derecho  res- 
pecto á  los  autores  españoles.  De  esta  suerte,  á  la  veit  que  se  realizaría  una 
política  levantada,  se  conseguitfa  el  resultado  propuesto  en  lo  que  se  refiere  i 
las  Repúblicas  antes  citadas. 

En  alguna  otra,  como  la  República  Argentina,  ni  aun  es  necesario  tal  ex- 
pediente, pues  un  abogado  que  ha  demostrado  su  competencia,  así  en  ri 
foro  de  París  como  en  el  de  Buenos  Aires,  Mr.  Daireíiux,  ha  combinado  con 
ginn  habilidad  á  este  propósito  los  artículos  de  la  Constitución  y  del  Código 
civil  ,  deduciendo  la  siguiente  doctrina:  1,°,  el  art.  1  075  del  Código  civil 
establece  que  puede  ser  materia  de  delito  todo  derecho  sobre  un  objeto 
extenor  ó  que  vaya  unido  á  la  existencia  de  una  persüu;i,  y  en  ci  1.077  "* 
reconoce  que  todo  delito  origina  la  obligación  de  reparar  el  daño  causado; 
2",  el  art.  17  de  la  Constitución  establece  que  el  hecho  de  publicar  y  re- 
producir una  obra  artística  ó  literaria  sin  consentí  mien  i  o  del  ;uitor,  constituye 
un  delito  civil,  y  que  puede  entablarse  una  acción  de  indemnización  de  per- 
juicios, y  el  arL  20  reconoce  á  los  extranjeros  que  residan  en  el  territorio 
federal  los  mismos  derechos  que  á  los  nacionales.  En  su  consecuencia,  entien- 
de que  todo  autor  extranjero  puede  reclamar  en  la  Rcpublica  Argentina  re- 
sarcimiento de  perjuicios  con  sólo  el  requisito  de  que  apodere  legalmente  á 
una  persona  y  preste  la  caución  jxi/tca/w»  solvi. 

\  desde  luego  no  hay  que  ocuparse  en  aquellos  Est:iilo.s  que  tienen  pactos 
internacionales  con  Espafla  respecto  á  este  punto,  como  son  Guatemala,  qne 
los  ha  celebrado  desde  fecha  bastante  remota,  El  Salvador,  y  por  último 
Colombia,  cuyo  ilustre  hombre  público  Sr,   Quijano  VVallis,  miembro  del 
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CoDgreso  Jurídico,  á  quiea  iavitó  á  hablar,  firmó  el  último  tratado  como  Mi- 
nistro de  Relaciones  Étteriores. 

Hecha  la  anterior  reseña,  y  para  coacluir,  dedicó  el  Sr.  Maluquer  algunas 
palabras  á  un  pueblo  hermano  del  que  no  habfa  hecho  mención  en  las  an- 
teriores indicaciones  y  en  el  que  se  celebró  por  cierto  el  primer  Congreso 
Jurídico  ibero-americano,  que  acordó,  respecto  de  la  cuestión  debatida,  exci- 
tar á  los  Gobiernos  para  que  las  convenciones  internacionales  sobre  propie- 
dad literaria  no  sean  letra  muerta  y  se  procure  simplíñcar  y  hacer  eficaces 
los  medios  de  llevarse  á  la  práctica.  No  puede  menos  de  enaltecerse,  dijo, 
la  importancia  de  dicho  Congreso,  debido  á  la  iniciativa  del  distinguido  Vi- 
cepresidente del  Jurídico  Ibero-ameñcano  Sr.  Tavares  de  Medeiros,  y  en  el 
cual  tuvo  brillante  manifestación  la  cultura  jurídica  lusitana,  habiéndose  aso- 
ciado á  dicho  aclo  las  más  altas  representaciones  del  Estado  portugués,  en 
especial  S.  M,  F.  el  Rey  D.  Luis  I,  que,  minado  ya  por  la  enfermedad  que 
le  condujo  at  sepulcro,  acudió  con  paso  trémulo  y  vacilante  á  la  sesión  inau- 
gural de  aquella  .'i^amblea,  pronunciando  frases  de  simpatía  á  E^pa9a,  que 
)os  españoles  no  olvidarán  jamás  y  asociarán  constantemente  á  la  memo- 
ria de  aquel  jefe  ilustre  de  la  noble  nación  portuguesa 


£1  Sr.  Aasis  Teixeira  de  Magalhaes  (D.  Antonio)  comenzó  saludaiLdo 
á  la  nación  española,  y  en  especial  á  los  distinguidos  catedráticos  de  sus  Uni- 
versidades, que  tanto  brillo  venían  dando  al  Congreso;  recordó  las  relaciones 
que  en  otro  tiempo  aquéllas,  y  señaladamente  la  de  Salamanca,  mantenían 
con  la  Universidad  portuguesa;  se  refirió  al  período  de  decadencia  de  dichos 
establecimientos  de  instrucción,  debido  á  la  prevención  antipática  con  que 
fueron  miradas  cuantas  instituciones  representaban  el  pasado  y  habló  de  la  su- 
presión de  las  Universidades  en  Francia  y  de  su  restablecimiento  actual,  pe 
dído  en  nombre  de  los  más  caros  intereses  de  la  patria  francesa,  afirmando 
que  es  un  título  de  gloria  para  los  pueblos  peninsulares  el  haber  conservado 
sin  interrupción  e,  principio  universitario.  Todas  estas  consideraciones  le  mo- 
vían á  saludar  á  las  Universidades  ei^aüolas,  dignamente  representadas  en  el 
Congreso. 

Ejitrando  en  el  asunto  debatido,  elogió  la  Memoria  del  Sr.  Silvela,  que  con- 
sideraba como  un  trabajo  admirablemente  concebido  y  con  gran  primor  eje- 
cutado, en  el  cual,  brillante  forma  literaria  realza  elevada  doctrina,  tan  com- 
pleta, que  puede  decirse  se  hallaba  agotado  el  asunto. 

Tres  puntos  esenciales  dijo  el  Sr.  Teixeiía  que  se  proponía  tratar. 

i.o  Carácter  fundamental  del  derecho  -de  propiedad  literaria,  cuanto 
al  tiempo  de  su  duración. 

iP  Extensión  del  derecho  de  propiedad  literaria  con  respecto  á  la  forma 
bajo  la  cual  se  manifiesta  el  trabajo  intelectual. 

3.<^  Fuerza  y  alcance  del  título  formal  de  la  propiedad  literaria  reconoci- 
do en  un  país,  relativamente  á  su  aplicación  en  otro. 

Cuanto  al  primer  punto,  declaróse  el  Sr,  Assis  Tebceira  decidido  partidaño 
de  la  perpetuidad,  que,  á  su  entender,  se  deduce  del  concepto  jurídico  del 
derecho  de  propiedad  literaria,  en  la  cual  se  reúnen  en  toda  su  pureza  las  no- 
tai  característicaa  de  la  propiedad  individual  La  personalidad  humana  no 
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encuentra  en  los  otros  productos  de  su  actividad  mejor  representada  su  i ou- 
gen,  que  en  los  productos  del  trabajo  intelectual,  lo  que  hizo  decir  á  Buñoa 
aquella  gran  vefdad:  el  estilo  es  el  hombre;  porque  las  obras  literarias  sod  las 
que  mejor  lo  rcpresentau  y  hacen  conocer  sus  cualidades  morales.  La  pro- 
piedad individual  más  perfecti,  que  es  la  literaria,  debe,  pues,  ser  garantizada 
completamente. 

Este  carácter  de  perpetuidad  está  elocuentemente  expuesto  y  defen- 
dido en  la  Memoria  del  5r.  Silvela,  si  bien  sus  conclusiones  no  se  hallan  ajos- 
tadas  á  tan  elevado  principio,  pues  en  ellas  se  propone  al  Congreso  que  se 
garantice  sólo  por  término  de  ochenta  aBos  la  propiedad  literaria  á  ios  here- 
deros del  autor. 

El  Sr.  Assis  Teixeira  proponía  que  se  adoptase  la  conclusión  votada  por  el 
Congreso  Jurídico  de  Lisboa,  conforme  á  lo  que  pidió  el  Sr.  D.  Manuel  Dan- 
vila,  concebida  en  los  siguientes  términos: 

(Debe  proclamarse  en  todas  las  naciones  la  perpetuidad  de  la  propiedad 
intelectual,  sometiéndola  á  las  disposiciones  que  rigen  la  propiedad  común.» 

Segundo  punto;  ¿Deberán  las  traducciones  ser  equiparadas  á  las  reimpre- 
siones y  reproducciones? 

fo  indudable  la  afirmativa.  Si  esta  doctrina  no  fuese  admitida,  sería  comple- 
tamente ilusono  el  derecho  de  propiedad  literaria.  La  traducción  sería  el  me- 
dio indirecto  y  siempre  eficaz  de  reproducir  fraudulentamente,  aunque  en 
lengua  distinta,  los  trabajos  literarios  primitivamente  publicados  en  el  idioma 
del  autor. 

Esta  base  es  simplemente  una  consecuencia  del  principio  general  que  re- 
conoce el  derecho  de  propiedad  literaria. 

Tercer  punto;  ¿Deberán  las  formalidades  observadas  en  el  país  de  la  pu- 
blicación de  la  obra,  juzgarse  suficientes  para  la  g^arantla  de  la  propiedad  en 
otro  país,  ó  será  necesario  repetir  en  este  último  hs  formalidades  exigidas 
por  la  legislación  para  las  obras  en  él  publicadas? 

La  respuesta  resulta  implícitamente  de  la  existencia  del  acuerdo  interna- 
cional. Es  claro  que  debe  juzgarse  bastante  el  cumplimiento  de  las  fonnali- 
lidadcs  exigidas  en  el  país  de  la  publicación;  verbigracia,  el  registro  de  U 
obra. 

Es  indudable  la  aplicación  en  esta  materia  del  principio  del  estatuto  perso- 
nal^ que  tiene  un  gran  desarrollo  en  el  Derecho  internacional  moderno  para 
la  determinación  de  la  capacidad  civil  del  ciudadano.  Así  como  la  capacidad 
civil  sigue  por  todas  partes  al  ciudadano,  incluso  cuando  traspasa  las  fronte- 
ras de  su  patiia,  también,  por  analogía,  la  propiedad  literaria  sobre  una  obra, 
reconocida  en  un  país  mediante  el  cuntplimiento  de  las  condiciones  necesa- 
rias al  efecto,  debe  amparar  al  autor  en  todos  los  deinas  en  que  rija  el  acuer- 
do internacional,  del  cual  se  deíiva  indudablemente  la  necesidad  de  aceptar 
esta  consecuencia.  Sin  el  pacto  común,  los  autores  obtendrían  el  teconod- 
raiento  de  su  propiedad  en  fos  diversos  Estados,  observando  las  formalida- 
des exigidas  por  las  respectivas  legislaciones.  La  ventaja  del  acuerdo  con- 
siste precisamente  en  poder  garantir  la  propiedad  sin  repetir  en  todos  los 
Estados  las  difíciles  y  casi  impracticables  formalidades  exigidas  en  cada  uno 
de  ellos. 

El  Sr.  Assis  Tebceira  concluyó  su  discurso  didendo  que,  habiéndose  or- 
ganizado e!  Congreso  Jurídico  ibero-americano  para  celebrar  el  centenaiio 
del  descubrimiento  de  América  por  Cristóbal  Colón,  hacía  votos  porque  de 


—  289  — 

el  se  obtengan  resultados  análogos  á  los  producidos  por  aquel  asombroso 
acontecimiento;  esto  es,  para  que  asi  como  en  el  orden  material  y  geográ- 
fico, el  descubrimiento  de  América  ensanchó  los  horuontes  del  mundo  cono- 
cido, en  el  orden  moral  y  jurídico,  el  Congreso,  por  la  elevación  de  las 
doctiinas  en  él  expuestas  y  por  el  acierto  de  sus  resoluciones,  venga  á  ensan- 
char igualmente  los  horizoates  de  la  ciencia  del  derecho. 


El  Sr.  Vizconde  de  Campo  Grande  expuso  que,  discutida  ya  la  cuestión 
de  la  propiedad  intelectual  en  sus  caracteres  generales,  creía  llegado  el  mo- 
mento de  irse  ocupando  en  los  diversos  problemas  que  entraña,  para  buscar 
en  ellos  la  unidad  de  legislación  con  Portugal  y  los  Estados  ibero  americanos 
y  se  fijó  en  dos:  lEl  límite  racional  del  derecho  de  la  propiedad  intelectual  > 
j'  íLa  sanción  penal  que  debe  ampararle.» 

Con  respecto  al  primer  punto  recordó  que  siempre  fué  opuesto  al  límite 
de  ta  prescripción  por  el  trascurso  del  tiempo,  ultima  ratio  de  los  conflictos 
cuando  no  hay  otra  que  opontr,  y  que  por  esto  condenaba  igualmente  en  la 
legislación  española  los  diez  años  del  decreto  de  1834,  los  cincuenta  de  la 
ley  de  1847  y  los  ochenta  de  !a  ley  vigente  y  de  la  Memoria  del  Sr.  Sílvcla, 
porque  el  limite  de  este  derecho  debe  buscarse  en  las  condiciones  del  con- 
flicto que  su  perpetuidad  ocasiona,  y  resolverse  dentro  de  su  propia  natura- 
leza, sin  que  en  éste  ni  en  flingún  otro  problema  pida  eí  derecho  al  Elstado 
sino  lo  que  le  sea  de  todo  punto  indispensable. 

El  conflicto  nace,  añadió,  en  esta  clase  de  propiedad  entre  el  derecho  indi- 
viduíi!dc\  autor,  sus    herederos  y  causahabicntes  al    disfrute  y  libre  disposi-    ' 
don  de  su  propiedad,  y  c\  d^ree/¿i>  sociai  lesionado  si  por  falta  de  ejemplares 
i  la  venta,  desaparecen  las  obras  del  mercado  universal  y  con  ellas  las  gran 
des  ideas  y  las  verdades  científicas  que  pueden  contener. 

El  conflicto  se  resuelve  por  sí  mismo,  según  expresó  e!  Sr  Vizconde,  es- 
tableciendo que  mientras  haya  materia  sobre  la  cual  la  propiedad  recaiga, 
mientras  se  conserven  ejemplares  de  las  obras  en  el  mercado,  sea  indefinida 
erta  propiedad;  con  lo  que  se  respeta  el  derecho  individual  sin  lesión  para  el 
derecho  social;  y  que  desde  el  momento  en  que  no  existan  ejemplares  á  la 
venta  y  ni  el  autor,  ni  sushsrederos,  ni  sus  causahabicntes,  quieran  hacer  nue- 
vas ediciones,  pase  este  derecho  al  dominio  público,  con  lo  que  se  respeta 
el  derecho  social  sin  lesionar  el  individual. 

No  comprende  el  orador  cómo  se  quiere  limitar  por  el  tiempo  trascurrido 
lo  que  se  puede  limitar  coa  facilidad  suma  (porque  los  demás  Estados  de  se- 
guro no  ae  opondrán  á  ello)  por  un  principio  natural,  ya  aplicado  en  la  legis- 
lación acerca  de  las  minas. 

Con  respecto  al  problema  de  la  sanción  penal  que  deba  aplicarse  á  los 
trasgrcsores  del  derecho  de  la  propiedad  intelectual,  manifestó  el  deseo  de 
que  no  sólo  se  pacte  al  dar  unidad  á  la  ley  la  confiscación  de  los  ejemplares 
fraadulcntos  y  la  multa  que  se  crea  conveniente  en  favor  del  propietario, 
sino  alguna  pena  correccional,  que  pudiera  ser  el  arresto  que  preceptúa  el 
Código  penal  vigente  en  Espaiía. 

I        El  Sr.  Danvila  (D.  Maauel)  dijo:  que  aquilatar  y  confirmar  los  principios 
I    fundamentales  del  derecho,  enaltecer  y  proclamar  lo  que  debe  ser  base  y 
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esencia  de  la  ciencia  Jurídica;  discutir  y  desvanecer  las  dudas  que  pm 
presentarse  ea  los  purísimos  ambientes  de  la  idea  y  ante  las  f^randcs  dif 
tadcs  de  la  realidad,  y  recomendar  á  los  poderes  públicos  las  rcsolüdc 
que  pueden  adoptarse  para  que  impere  siempre  !a  justicia,  y  el  derecho  re^ 
ponda  á  su  misión  civilizadora  y  progresiva.  Iia  sido,  es  y  será  objeto 
principal  de  los  Congresos  jurídicos,  puesto  que  la  reunión  de  todas  las  no- 
tabilidades de  un  país,  revela  lo  más  conveniente,  lo  más  razonable  y  lo  mis 
justo,  pero  no  puede  elevar  á  la  categoría  de  preceptos  legislativos  lo  que 
sólo  es  cl:uiioreo  de  la  ciencia,  eco  de  la  razón  colectiva,  aspiración  legítima 
de  los  hombres  que  prestan  su  talento  para  dar  realidad  á  las  concepciones 
de  la  ciencia.  Pero  el  Congreso  Jurídico  Ibero-americano  reviste  una  excep- 
cional iuiportincia,  porque  ha  congregado  á  nuestros  hermanos  de  América 
y  Portugal  en  esta  patria  española,  para  buscar  una  fórmula  internacional  y 
de  aveneucin  común  que  consagre  la  bondad,  y  procure  la  mutua  inteligen- 
cia en  todo  lo  que  se  refiere  á  la  producción  de  las  obras  de!  entendimiento 
humano;  de  esas  obras  tan  desdeñadas  antes  y  tan  estimadas  ahora,  y  qnc, 
á  partir  del  descubrimiento  de  la  imprenta  y  de  América,  no  han  cesado  de 
ser  objeto  de  profundos  estudios  bajo  el  punto  de  vista  de  la  moral  y  del 
progreso.  l'A  cema  puesto  á  discusión,  aBadió,  no  puede  ser  ni  más  importan- 
te, ni  más  trascendental,  ni  más  simpático  para  todos  aquellos  que  tienen  el 
privilegio  de  crear  algo  nuevo,  darle  forma  y  colorido,  trasmitirlo  á  lasge- 
ncracioncs  fu:uras  y  contribuir  de  tal  suerte  al  progreso  y  civilización  um- 
versales. 

No  por  un  /ano  alarde  del  propio  merecimiento,  que  dijo  no  poseía,  sino 
por  el  natiirnl  deseo  de  restablecer  la  realidad  de  las  cosas,  indicó  el  orador 
que  se  vcííi  obligado  á  declarar  que  la  iniciativa  parlamentaria  de  la  ley 
de  lo  de  lüiero  de  1879,  cuya  bondad  han  reconocido  todos  los  Congresoj 
interiiacioii.iles  realizados  hasta  hoy,  y  ha  penetrado  además  eti  h  legislación 
de  algunos  Estados  americanos,  le  corresponde  de  derecho,  sin  que  nadie 
pueda  disputarle  la  |gloria  de  haber  hecho  por  las  letras  y  las  artes  española^ 
lo  iqlie'  ni  se  psperabí  nj.  podían  pj-qraetcr  los  hombres  estiKÜosos,  que 
tienen  el  raro  privilegio  ^  trasmitir  á  los  demás  lo,qu9  su  mente  crea.y  lo  que 
su  mano  realií&,  ora'sea  escrito,  ora  esté  representado  por  las  grandes  con- 
cepciones del  genio  artístico.  España,  participando  de  las  preocupacioaea 
que  existían  contra  las  producciones  del  ingenio  humano,  si  bien  borró 
en  1480  la  prohibición  de  las  fronteras,  y  reguló  la  venta  é  impresión  de  li- 
bros en  el  iieino  y  el  curso  de  los  extranjeros,  continuó  considerando  el  de- 
recho del  autor  como  privilegio  que  concedía  el  Estado,  y  hasta  1764,  en  el 
memorable  reinado  de  Carlos  III,  no  se  declaró  que  los  privilegios  concedi- 
dos á  los  autores  no  se  extinguían  por  su  muerte,  sino  que  pasaban  aso* 
herederos,  como  no  fuesen  comunidades  ó  manos  muertas,  y  que  á  estos  he- 
rederos se  les  continuase  el  privilegio  mientras  lo  solicitasen,  por  la  atendón 
que  merecen  aquellos  literatos  que,  después  de  haber  ilustrado  su  patria,  no 
cicjan  más  patrimonio  á  sus  familias  que  el  honrado  caudal  de  sus  propias 
obras  y  el  estímulo  de  imitar  su  buen  ejemplo.  Estaba  reservado  á  las  Cortes 
de  1813,  reconocer  el  derecho  de  propiedad  á  las  creaciones  del  ingenio  hu- 
mano, y  concederla  al  autor  durante  su  vida,  trasmitiéndola  á  sus  herederos 
por  espacio  de  diez  años  contados  desde  el  fallecimiento  de  aquél.  El  decre- 
to délas  Cortes  españolas  de  10  de  Junio  de  18 13,  sólo  subsistió  hasta  el  4 
de  Mayo  de  1S14,   en  que  se  anuló  todo  lo  legislado   en  la  primera  época 
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constitucional,  volviendo  á  estar  en  vígorlas  Leyes  recopiladas.  Nvicvameote 
las  Corles  espaHolas  discutieron  y  aprobaron  en  5  de  Agosto  de  1S23  otra 
ley  notabilísima,  que  dcdaró  la  perpetuidad  de  la  propiedad  intelccdial,  equi- 
parándola á  la  propiedad  común,  y  estableciendo  prudentes  disposiciones 
que  conciliaban  el  derecho  de  los  autores  con  el  del  Estado,  obligado  á  di- 
ñindir  todos  los  beneficios  que  podía  reportar  el  cultivo  de  la  ciencia  y  de 
las  letras.  Esta  ley,  que  sólo  vivió  dos  meses,  dió  ocasión  á  varias  disposicio- 
nes restrictivas  de  b  libertad  del  pensamiento,  hasta  que  en  4  de  Enero 
de  1834  se  publicó  el  Reglamento  sobre  imprenta,  en  cuyo  título  IV  se  trató 
de  la  propiedad  y  privilegios  de  ios  autores  y  traductores,  y  se  declaró, 
como  ya  lo  habían  hechu  las  Cortes  españolas  de  1813,  que  los  autores  de 
oblas  originales  ¡jozarian  de  su  propiedad  por  toda  su  vida  y  la  trasmitirían 
á  sus  herederos  por  cípíicio  de  diez  años.  Las  obras  dramáticas,  en  su  doble 
concepto  de  impresión  y  representación,  se  escapaban  del  anterior  l>encfic¡o, 
y  fué  necesario  que  la  Keal  orden  de  5  de  Mayo  de  1 837  declarase  que  tales 
obras,  como  todn  propiedad,  estaban  bajo  la  inmediata  protección  de  las 
autoridades,  y  que  ni  la  impresión  ni  la  representación  podía  realii^;irse  sin 
el  permiso  de  su  autt^r  ó  propietario.  Así  continuaron  las  cnsas  hasta 
el  10  de  Junio  de  1IS4;  tu  que,  aceptándose  elciiterio  de  la  legishición  fran- 
cesa, se  reconoció  la  propiedad  de  las  obras  literarias  y  artísticas  en  e!  autor 
durante  su  vida  y  cincuenta  y  veinticinco  años,  respectivamente,  en  favor  de 
los  herederos,  catrnudu  después  las  obras  en  el  dominio  público.  Esta  ley 
fué  reformada  por  la  ilc  10  de  Enero  de  1879,  que  respetando  el  derecho  del 
autor  durante  su  vida,  \v.\  extendido  á  ochenta  años  el  de  los  herederos  for- 
TOSas.  La  inencionada  loy  ha  sido  estimada  por  todos  los  Congrcso.s  litera- 
rios como  la  más  libci  al  de  Europa,  y  algunos  de  los  países  ibero-americanos, 
como  Méjico,  Guiítciiialíi  y  Venezuela,  han  sancionado  en  su  legislación  el 
.principio  de  la  pcrpetuid.id. 

Añadió  el  orador  qiic  ^u  bello  ideal  ha  sido  siempre  la  perpetuidad  en  la 
propiedad  de  las  <jbr:is  del  ingenio  humano,  y  que  este  principio,  proclama- 
do ya  por  el  último  Coii;,'reso  Jurídico  de  Portugal,  viene  siendo  en  Iispaña, 
y  fuera  de  España  la  aspiración  legítima  de  todos  los  autores.  Sólo  algún  cs- 
jfdtn  sutil  y  metafísico,  decía,  ha  podido  atreverse  en  este  Congreso  á  negar 
que  sobre  las  obras  de  la  icteligencia  humana  pueda  adquirirse  pro]>Ícdad,  ni 
temporal  ni  perpetua,  reproduciendo  el  manoseado  argumento  de  que  no 
existe  ninguna  idea  nueva,  3Í  es  posible  privar  al  cuerpo  social  de  sus  ele- 
mentos de  prosperidad  y  de  progreso.  Esta  observación,  que  se  apoya  en  la 
negación  de  toda  ide.T  ihícvj  y  hasta  de  las  diferentes  formas  de  literatura, 
omfunde  lastimosamente  dos  cosas  muy  distintas,  porque  nadie  ha  pretendi- 
do jamás  tener  doiniuio  sobre  las  ideas,  sino  sobre  la  forma  que  se  les  hadado 
y  sobre  el  valor  real  que  ha  producido  su  inteligencia.  Desde  el  momento  en 
que  el  autor  trasmite  al  p.ipel  su  pensamiento  íntimo,  ó  pinta  y  modela  sobre 
A  lienzo  y  la  tabla  ó  con  el  barro  la  creación  de  su  genio,  produce  por  medio 
del  trabajo  nn  producto  susceptible  de  aprovechamiento  y  de  comiTcio  entre 
ios  hombres.  ;Cómo  se  ha  de  conceder  al  labriego  que  rotura  un  campo  la 
propiedad  del  sucio  que  liiío  fructífero  con  su  sudor,  y  no  se  ha  de  respetar 
este  mismo  derecho  cu  aquel  que  después  de  muchas  noches  de  insoiTinio  y  de 
fiebre,  produce  una  obra  humana  que  puede  ser  provechosa  ¿  la  sociedad  en 
que  vive?  Ni  la  justicia  puede  negar  el  derecho  de  propiedad  á  quien  lo  ad. 
quiere  por  el  trabajo  de  su  inteligencia,  ni  el  estado  social  puede  aprovechar 
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se  de  lo  que  no  es  suyo,  sin  indemnizar  al  autor  del  valor  de  su  legítvnotii» 
bajo.  Es  innegable  que  la  propiedad  intelectual  tiene  caracteres  especiaks 
que  la  separan  de  la  propiedad  común;  pero  lo  mismo  acontece,  aun  deitfio 
de  esta  misma  propiedad,  con  las  aguas,  las  minas  y  los  demás  derechos  qse 
se  rigen  por  legislaciones  especiales.  Ninguna  legislación,  ni  Congreso  fitm- 
rio  alguno,  se  ha  atrevido  á  negar  el  derecho  de  propiedad  intelectual;  aotei 
por  el  contrario,  las  antiguas  extravagancias  se  han  abandonado  para  siempre, 
y  la  legislación  de  todos  los  países  y  la  opinión  de  todos  los  Congresos 
reunidos  para  tratar  este  punto  de  la  legislación  internacional,  han  estimado 
que  la  propiedad  intelectual  es  una  propiedad  tan  respetable  como  la  cornuo, 
y  debe  ser  reconocida  como  el  título  más  completo  de  la  propiedad,  por  todo 
entendimiento  que  sepa  remontarse  á  la  concepción  de  una  verdad  Glosófica 
y  abstracta. 

Dijo  también  que  apesar  de  ser  partidario  de  la  perpetuidad  en  la  propie- 
dad hteraria  y  de  haber  propuesto  este  problema  á  las  Cortes  españolas  de 
1876,  la  ley  de  10  de  Enero  de  1879  sólo  la  admitió  durante  la  vida  del 
autor  y  ochenta  años  más  en  favor  de  los  herederos  testamentarios  ó  legíti- 
mos; lo  cual  significa  y  representa  una  verdadera  transacción  entre  los  parti- 
darios de  la  perpetuidad  del  referido  derecho  y  los  que,  siguiendo  la  opisiitt 
más  generalizada,  entienden  que  es  más  conveniente  fijarla  un  término  y  lími- 
te para  que  el  aprovechamiento  individual  cese  en  beneficio  del  general  y 
común  interés.  Verdaderamente  en  España,  añadió,  no  hay  derecho,  por  le- 
gítimo que  sea,  que  traspase  la  existencia  inmemorial  limitada  á  cien  años;/ 
al  concederse  al  autor  el  derecho  de  propiedad  durante  su  vida  y  ochenti 
años  después  en  favor  de  sus  herederos,  bien  puede  suponerse  que  durante 
cuatro  generaciones  la  propiedad  intelectual  radicará  en  el  autor  y  en  su  &• 
milia,  y  que  el  derecho  español  ha  concedido  á  las  creaciones  del  ingenio 
humano  una  duración  de  cien  años,  después  de  los  cuales  no  se  concibe  la 
existencia  de  derecho  alguno.  Declaró  además  el  orador,  que  su  amor  á  la  . 
justicia  y  el  deseo  de  que  se  dé  á  cada  uno  lo  que  es  suyo,  le  obligaba  á 
manifestar  que  si  la  iniciativa  parlamentaria  de  la  ley  de  10  de  Enero  de  1879 
nadie  podía  disputársela,  en  cambio  la  transacción  que  representa  la  men- 
cionada ley  fué  idea  apoyada  y  protegida  por  D.  Antonio  Cánovas  del  Cas- 
tillo, Presidente  entonces  del  Consejo  de  Ministros  y  dignísimo  Presidente  de 
la  Real  Academia  de  Jurisprudencia  y  Legislación,  que  había  congregado  d 
Congreso  Jurídico  Ibero-americano. 

Agregó  que  sentía  gran  satisfacción  su  espíritu  al  advertir  que  las  solucio- 
nes que  presentaba  al  Congreso  la  ponencia  del  Sr.  Silvela,  están  en  armonía 
con  la  actual  legislación  española.  Reconócese  en  la  primera  de  dichas  solu- 
ciones, que  las  reformas  de  la  legislación  interior  de  cada  pueblo  sobre  pro 
piedad  intelectual,  deben  aceptar  como  límite  en  el  tiempo  para  la  duradds 
del  derecho  del  autor,  el  de  ochenta  años,  que  significa  una  transacción  entre 
la  perpetuidad,  reconocida  por  algunas  Repúblicas  americanas,  y  las  limitado- , 
nes  á  períodos  más  reducidos  que  la  mayoría  de  ellas  mantienen,  eligiendo 
esa  cifra  como  ya  establecida  en  tres  Estados  de  los  que  deben  constituir  la  ' 
Unión  ibero-americana,  límite  superior  de  las  legislaciones  que  no  llegan  ala 
perpetuidad,  y  aceptado  por  el  Congreso  literario  y  artístico  de  Madrid,  con 
el  asentimiento  de  las  más  importantes  representaciones  europeas.  Con  efecto, 
aunque  España  en  1823  proclamó  ya  el  principio  de  la  perpetuidad  de  la  pro- 
piedad intelectual,  México  no  lo  incluyó  en  sus  Códigos  hasta  1 871,  y  en  1879 
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y  1887  lo  han  aceptado  Guatemala  y  Venezuela;  pero  los  demás  Estados  de 
Améiica,  yaun  el  mismo  Portugal,  tíeaen  establecido  para  la  duradÓD  de  dicha 
propiedad,  cuando  se  trasmite  á  los  herederos,  un  término  mucho  menor 
que  el  de  la  ley  española.  Resulta,  por  consiguiente,  como  primera  neccsi* 
dad,  ta  uniricacíóu  del  derecho,  medio  indispensable  para  llegar  á  una 
.solución  común  y  conveniente.  Déjese  al  tiempo,  decfa  el  orador,  el  alcanzar 
,el  triunfo  de  nuestros  ideales,  poro  entre  la  perpetuidad  y  el  escaso  término 
qne  conceden  á  los  herederos  otra»  legislaciones,  sea  la  ley  de  10  de  Enero 
de  1879  el  !aao  de  unión  y  aproximación  de  nuestros  hermanos  de  América 
y  Portugal,  ya  que  los  Congresos  literarios  celebrados  desde  aquella  fecha, 
n  proclamado  que  dicha  ley  es  b  más  liberal  y  progresiva  de  todaEuropa. 
•  traducciones,  apesar  del  último  convenio  internacional  de  Berna,  deben 
r  cquipar:ídas  para  todos  los  efectos  de  garantía  en  favor  del  autor,  con  la 
«producción  y  la  reimpresión,  porque  la  reproducción  sólo  es  un  cambio  de 
brma  que  favorece  á  los  explotadores  del  ajeno  derecho,  contra  el  legítimo 
del  autor  y  de  sus  herederos.  El  derecho  de  propiedad  no  puede  menosca- 
barse porque  la  obra  creada  se  publique  en  una  li  otra  lengua.  Si  la  propie-' 
dad  existe,  su  esencia  subsistirá  cualquiera  que  sea  la  forma  que  adopte  para 
manifestarse.  La  nacionalidad  del  país  del  autor  regulará  la  constitución  y 
declaración  del  titulo  generador  de  la  menciouada  propiedad,  y  esta  conclu- 
aión  está  apoyada  por  los  principios  del  Derecho  internacional.  Y  es  eviden- 
te que  las  legislaciones  internas  de  cada  país  deben  subordinarse  á  los  pactos 
atema  ció  nales  y  convecciones  quC  pueden  alcanzar  mayor  generalidad  en 
ns  efectos  y  compromisos,  porque  así,  rindiendo  el  interés  particular  al  bien 
[eneral,' puede  llegarse  á  la  uniformidad  del  derecho,  que  ha  sido,  y  será  cons- 
utementc,  la  aspiración  de  ios  hombres  pensadores.  Para  la  realización  de 
ístos  propósitos,  propone  la  conclusión  5.^  de  la  Memoria  la  formación  de 
una  Sociedad  especial  de  escritores  y  artistas  para  la  propaganda  y  defensa 
de  la  propiedad  intelectual  cu  todos  los  Elstados  ibero-americanos;  pero  la 
justicia  obliga  á  declarar  que  España  cuenta  ya  con  ese  elemento  propagan- 
dista, y  á  su  acertada  dirección  se  debe  alguno  de  los  tratados  existentes.  Ese 
organismo  es  la  Sociedad  de  Escritores  y  Artistas  que  preside  el  eximio  lite- 
to.D.  Gaspar  N'úiiez  de  Arce,  defensor  entusiasta  de  la  propiedad  intelec- 
^.  EJdste,  pues,  una  completa  conformidad  entre  la  ponencia  y  los  escrito- 
a  y  artistas  españoles.  Sólo  falta  que  aquellos  pueblos  que  hablan  castella* 
1,  y  por  tanto  tiempo  se  gobernaron  por  las  leyes  de  la  madre  patria,  ea- 
Khcn  los  cariñosos  acentos  de  sus  hermanos,  y  consagren  con  su  adhesión 
I  universalidad  del  derecho.  España  disfruta  hoy  el  mayor  bien  posible  para 
B  letras  y  las  artes,  pero  desea  que  este  bien  sea  universal. 
La  ponencia  del  5r.  Silvela,  continuó  el  Sr.  Danvila,  abarca  también 
todo  lo  referente  á  la  propiedad  industrial,  que  forma  un  orden  de  ideas  dis- 
tintas de  la  propiedad  intelectual.  Ella  constituye  una  protección  interior  que 
e»  alma  y  vida  de  la  industria,  que  vive  y  muere  por  la  competencia,  y  que 
necesita  el  freno  del  derecho  pura  desarrollarse.  Todas  las  naciones  han 
prestado  su  atención  y  legislan  cada  una  acerca  de  las  patentes  de  inven- 
ción, marcas  de  fábrica  y  dibujos  y  modelos  de  fabricación.  La  ley  espaSoIa 
I  de  30  de  Junio  de  1878,  debida  también  á  la  iniciativa  parlamentaria  del  ora- 
fcdof.  Heno  el  vacío  que  se  notaba  en  España  acerca  de  materia  tan  importan- 
wfc,  y  sus  disposiciones  son  aún  objeto  de  constante  elogio.  Intentóse  tam- 
Ibién,  aijadió,  otra  ley  sobre  marcas  de  fábrica,  que  fué  aprobada  por  el  Con- 
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gL-:ao  y  esterilizada  en  el  Senado  por  la  interesada  gestión  de  la  codicia. 
l_us  modelos  y  dibujos  de  fábrica  fueron  objeto  de  otro  proyecto,  qae  no 
mereció  tanto  honor  como  los  precedentes.  Lo  mismo  comerciantes  que  in- 
dustriales, claman  sin  cesar  por  una  ley  de  marcas  de  fábrica,  y  el  último 
Congreso  realizado  en  Roma  ha  sentado  las  principales  bases  de  esta  impor- 
tantísima materia.  Es  de  esperar  que  los  poderes  pdblicos  se  preocupen  de 
todo  cuanto  necesita  la  industria  moderna  para  vivir  y  progresar.  Entretanto, 
se  muestra  conforme  el  Sr.  Danvila  con  las  conclusiones  de  la  ponencia,  ri 
bien  en  algunas  de  ellas  encuentra  cierta  vaguedad,  que  sería  conveniente, 
en  su  concepto,  desvanecer.  Tal  es  el  manifestar  que  la  duración  de  las  pí- 
tenles debe  disminuirse  donde  quiera  que  se  entienda  que  las  condiciones 
naturales  del  mercado  retribuyen  suficientemente  los  verdaderos  adelantos 
de  la  industria  y  la  fabricación.  Esta  base  resultarl.-í  incierta,  en  su  opinión, 
por  la  dificultad  de  averiguarlos  productos  de  una  industria  en  los  diveisoí 
puntos  de  su  consumo.  La  ley  española  concede,  según  la  índole  de  los  m- 
ventos,  mía  duración  de  cinco,  diez  y  veinte  aHos  respectivamente,  y  lo  raíí' 
nio  han  aceptado  todos  los  países  que  han  legislado  respecto  de  Cíte  asunto, 
pero  en  el  la  duración  es  sólo  un  detalle  convencion.i!  y  tiene  mucha  mayor 
importancia  para  los  efectos  de  la  propiedad  industii.il,  todo  lo  (¡ue  se  refiere 
á  la  noveda'd  del  invento,  á  lo  que  no  puede  ser  objeto  de  patente  y  ala  ma 
ñera  de  resolver  breve  y  acertadamente  las  cuestiones  técnicas  que  puedea 
producirse. 

Claro  es,  decía  el  Sr.  Danvila,  que  las  patentes  de  invención,  ntirique  pcrtc 
necen  al  grupo  de  la  propiedad  industrial,  se  diferencian  grandemente  de  I» 
marcas  de  fabrica  y  de  los  dibujos  y  modelos  de  fabricación.  Las  primeras 
son  el  tributo  y  la  recompensa  que  el  Estado  da  al  qiie  inventa  un  procedi- 
miento industrial.  Las  marcas  de  fábrica  reprcsentnti  el  nombre  y  crédito  ÓC 
un  fabricante  y  garantizan  la  bondad  desús  prodiRtüs.  V  los  dibujos  y  mo- 
delos de  fabricación  pueden  reunirá  la  vez  todas  lis  .i;ili:riorcs  considerackf . 
nes,  porque  pueden  representar,  por  una  parte,  unaejr.ición  nueva,  y  por  otra 
el  crédito  de  un  producto  determinado.  Garantizar  esta  verdadera  propiedad 
y  determinar  el  derecho  de  cada  cual  dentro  del  limite  de  la  libertad  en  qucr 
deben  moverse,  tacto  la  industria  como  el  comercio,  es  obra  merecedora  de 
aplauso,  y  el  legislador  en  sus  leyes  interiores  y  en  los  pactos  internadona- 
les,  deberá  completarlas,  persiguiendo  y  castigando  iiicxor;iblemente  el  uso 
fraudulento  que  la  codicia  utiliza  siempre  en  daño  de  tercero,  y  que  tanto 
contribuye  al  desprestigio  de  los  productos  de  una  nación.  En  ningún  caso 
debe  menoscabarse  en  lo  más  mínimo  la  libertad  de  la  industri.i  y  fabrica- 
ción de  cada  país.  En  todas  estas  materias  lucha  siempre  el  interés  con  d 
derecho  y  se  plantean  cuestiones  técnicas  que  no  pueden  resolver  conacicito 
los  Tribunales  de  justicia.  La  ley  de  30  de  Julio  de  i  S78,  dispuso  que  todaa 
las  acciones  civiles  y  criminales  referentes  á  patentes  de  invención  ae  en- 
tablaran ante  los  Jurados  industriales,  y  mientras  éstos  se  organizaban,  ante 
los  Tribunales  ordinarios.  Catorce  años  van  pasados,  y  cuando  en  Es- 
paña se  ha  instituido  el  Jurado  para  disponer  de  la  vida  y  de  la  honr»  de 
los  ciudadanos,  los  Jurados  industriales  no  se  han  establecido  aún,  y  las  cues- 
tiones técnicas  están  á  merced  de  quien  no  las  entiende  ni  puede  apreciarlas. 
Es  forzoso,  por  lo  tanto,  completar  la  ley  de  patentes  de  invención;  es  nece- 
sario hacer  una  buena  ley  de  marcas  de  fábrica,  según  los  principios  procla- 
mados en  el  último  Congreso  de  Roma,  y  es  forzoso  reglar  en  la  esfera  del 
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derecho  los  dibujos  y  modelos  de  fabricación,  completando  lo  que  común- 
mente se  llama  propiedad  industrial. 

Concluyó  el  orador  manifestando  que  no  necesitaba  ciertamente  la  ponen- 
cia del  Sr.  Silvcla,  discretamente  pensada  y  gallardamente  escrita,  oficiosos 
defensores;  pero  que  la  intervención  que  él  (el  orador)  habla  tenido  en  la  ela- 
boración de  las  leyes  sobre  propiedad  intelectual  é  industrial,  y  las  opiaio- 
nes  que  constantemente  venia  sosteniendo  en  varios  Congresos  jurídicos  y 
literarios,  le  imponían  el  deber  de  hacer  algunas  aclaraciones,  pero  al  fin  y  al 
cabo  aclaraciones  tan  sólo,  porque  tanto  en  América  como  en  Portugal  y  en 
España,  todos  reconocen  y  declaran  que  la  propiedad  de  las  obras  del  en- 
tendimiento humano  es  tan  sagrada  é  inviolable  como  la  propiedad  común, 
y  merece  la  protcccón  que  le  dan  todas  las  legislaciones  y  proclaman  todos 
los  Congresos  científicos;  que  igual  protección  merece  la  propiedad  indus- 
trial en  todas  sus  manifestaciones,  sin  menoscabar  en  lo  más  mínimo  la  li- 
bertad comercial  é  industrial;  y  que  estando  conformes  en  los  principios,  es 
fácil,  muy  fácil,  llegar  á  una  inteligencia  internacional  respecto  de  los  térmi- 
nos, unificando  el  derecho  y  traduciendo  en  leyes  y  conciertos  la  común  as- 
piración. Así  quedaría  sellada  para  siempre  la  fraternal  alianza  en  unas  mismas 
ideas  é  intereses,  la  unión  patriótica  y  duradera  de  España  con  Portugal  y  los 
Estados  ibero-americanos. 


El  Sr.  Ramírez  Fernández  Fontecha  {D.  Antonio  A.)  leyó  el  siguiente 
discurso: 

Señores:  Si  es  costumbre  observada,  incluso  por  los  maestros  en  el 
bien  decir,  según  lo  ha  Indicado  el  ejemplo  dado  por  los  oradores  que  me  han 
precedido  en  e!  uso  de  la  palabra,  la  de  pedir  benevolencia  a!  dirigirse  á  re- 
nnionea  como  el  Congreso,  con  mucha  mayor  razón  debo  hacerlo  yo,  que 
vengo  á  hablar  respondiendo  más  á  un  mandato  que  á  la  propia  voluntad,  y 
que  me  considero  extraño  en  tan  docta  como  especial  Asamblea.  Menester 
lia  sido  que  traiga  de  América,  con  la  representación  del  pueblo  y  del  Gobier- 
no de  Honduras,  otra  especial  por  el  puesto  público  que  largos  años  he 
desempeñado  allí,  para  que  haya  deferido  á  las  indicaciones  de  un  querido 
compañero  (i),  tomando  parte  activa  en  la  discusión,  la  cual  he  seguido  con 
particular  interés,  tanto  por  la  importancia  intrlnsecadel  tema  debatido,  cuanto 
por  lo  que  supone,  muy  especialmente  en  lo  que  se  refiere  á  la  difusión,  por 
los  Estados  ibero  americanos,  de  las  luces  emanadas  de  España,  la  patria  co- 
mún, madre  de  aquéllos,  á  los  que  con  la  propia  sangre  dio  su  lengua  y  su 
cultura,  dentro  de  las  cuales  se  han  producido  multitud  de  ingenios,  á  los  , 
que  ha  enaltecido  sin  tener  para  nada  en  cuenta  si  mecieron  su  cuna  los  aires 
de  la  Península  ó  las  perfumadas  brisas  de  las  costas  americanas. 

Nada  puedo  yo  agregará  las  ideas  luminosas  expuestas  en  la  discu- 
sión de  la  Memoria  redactada  por  persona  tan  competente  como  el  exce- 
lentísimo Sr.  D.  Francisco  Silvela,  ilustre  ex-Presidente  de  la  Real  Academia 
de  Jurisprudencia,  sobre  todo  cuando  á  mí  falta  de  condiciones  generales, 
uno  en  este  caso  hasta  la  de  titulo  especial  literario  que  me  autorice  para  to 
mar  parte  en  estas  deliberaciones.  Pero  he  querido   unir  á  vuestra  común 


(1)    D.José  MftluijDerj  Salvador,  Académico  correipondience   de  la  Cientllico-Litera: 
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aspiración,  no  la  mía,  que  nada  significa,  pero  sí  la  del  Estado  que  tengo  la 
honra  de  representar,  nuevo  como  todos  sus  hermanos  en  la  vida  política, 
mas  ya  viejo  y  muy  viejo  en  aspiraciones  de  progreso  y  en  tradiciones  glo- 
riosas, puesto  que  une  á  las  que  simbolizan  las  magníficas  ruinas  de  Copin 
cuantas  corresponden  á  la  gran  familia  española,  de  la  cual,  si  aún,  por  e3^- 
ña  particularidad,  no  está  reconocido  en  derecho,  no  se  considera,  ni  consi- 
derará nunca,  definitivamente  segregado. 

Que  la  propiedad  literaria  y  artística  es   legitima  está  fuera  de  discusión. 

Si  pensadores  ilustres  y  notables  publicistas  no  la  conceden  el' carácter 
que  á  otro  género  de  propiedades,  no  es  del  concepto  jurídico  de  esta  pro- 
piedad de  lo  que  trata  el  tema  que  se  discute,  ni  podría  yo  entrar  en  este 
terreno,  vedado  para  mí.  En  el  tema  se  ha  aceptado  desde  luego  su  existen- 
cia, se  ha  reconocido  su  fundamento,  tratándose  sólo  de  discutir  las  bases 
en  que  ha  de  asentarse  una  legislación  común  á  los  pueblos  ibero-america- 
nos, para  defender  contra  la  ocupación,  disfrute  y  aprovechamiento  ilegiti 
mos  á  la  propiedad  intelectual;  y  á  este  fin  el  Sr.  Silvela  presenta  conclusio- 
nes que  acompañan  á  su  notabilísima  Memoria. 

Mi  objeto  al  molestaros  con  mi  palabra,  que  por  fortuna  para  vosotros  será 
por  cortos  momentos,  se  reduce  simplemente  á  llamaros  la  atención  hada 
algunos  puntos  que  creo  merecen  detenido  estudio  antes  de  llegar  á  acuer- 
dos definitivos. 

Legítimo  es  el  derecho  de  todo  aquel  que  trabaja  á  recibir  remuneración 
proporcionada  á  su  esfuerzo  ó  á  su  mérito,  ó  á  ambas  cosas  á  la  vez.  Legíti- 
mo también  es  que  el  propietario  de  riquezas  utilizadas  por  otros,  obtenga 
de  éstos  recompensa  relacionada  con  el  beneficio  que  reciben,  y  consideran- 
do las  manifestaciones  materiales  de  la  idea  en  forma  de  obra  literaria  ó  artís- 
tica, como  elemento  de  riqueza,  tan  material  como  cualquiera  otra,  justo  es 
que  su  poseedor  beneficie  el  aprovechamiento  y  disfnite  de  lo  que  constituye 
quizá  su  único  patrimonio.  Pero  ante  esta  legitimidad,  que  no  puede  descono- 
cerse, favorable  desde  luego  al  autor  de  una  obra  ó  á  su  legítimo  represen- 
tante, existe  la  consideración  de  la  inñuencia  que  ejercen  las  manifestado- 
nes  del  pensamiento  humano,  en  la  instrucción  y  educación  de  los  pueblos: 
y  cuanto  interesa  á  éstos  la  difusión  de  lo  que  tienda  á  su  progreso,  á  su  mo- 
ralidad y  á  darles  noción  exacta  de  lo  bello  y  de  lo  justo. 

Aquí  vendría  como  de  molde  entrar  á  discurrir  sobre  si  los  tratados  de 
propiedad  intelectual  producen  decadenda  literaria  en  las  naciones  menos 
fecundas  que  los  aceptan,  ó  si  antes  bien  fomentan  el  desarrollo  del  ingenio 
en  éstas,  contribuyendo  á  la  creación  de  manifestaciones  materiales  de  la 
idea,  desde  puntos  de  vista  literarios  y  artísticos,  eminentemente  nacionales; 
pero  quédese  esto  para  personas  que  puedan  hacerlo  con  verdadera  lucidez. 
Sin  embargo,  ya  que  conviene  á  mi  objeto,  séame  lícito  exponer  una  opinión 
particular,  sin  que  pretenda  que  pueda  influir  en  vuestras  decisiones  poste- 
riores. En  naciones  antiguas,  en  las  que  un  día  florecieron  ingenios  superiores 
que  dieron  á  su  literatura  elementos  suficientes  para  vivir  por  sí  y  perpetuar- 
se con  gloria;  en  las  que  artistas  insignes  crearon  escuelas  en  las  que  siem- 
pre hay  discípulos,  decadencias  pasajeras,  abatimientos  momentáneos,  pere- 
zas, si  se  me  permite  la  palabra,  justificadas  por  las  mayores  facilidades  que 
presta  espigar  en  campo  ajeno  que  en  el  regado  con  el  propio  sudor,  exigen 
de  todo  punto  levantar  obstáculos  que  se  opongan  á  la  introducdón  de  pro- 
ductos exóticos,  favoreciendo  la  actividad  y  hasta  estimulándola  en  los  pro- 
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ductores  nacionales.  Pero  en  naciones  jóvenes,  que  apenas  han  llegado  á  es- 
tablecer definitivamente  sus  instituciones  políticas,  que  en  materia  de  letras 
y  de  artes  no  tienen  otro  caudal  que  el  que  es  propio  de  sus  mayores,  y  que 
todas  consideran  también  como  suyo,  en  éstas,  señores,  no  creo  que  sean  en 
extremo  provechosos.  De  aquí,  á  mi  juicio,  porqué  muchos  Estados  ameri- 
canos han  celebrado  pactos  entre  s(  que  quizá  se  miren  con  desagrado  por 
lo  que  tienen  de  exclusivos,  cuando  debieran  tenerse  en  cuenta  para  justificar 
hasta  cierto  punto  su  conducta,  el  estado  actual  de  aquellos  países,  la  revolu- 
ción primero  y  la  evolución  después  que  han  realizado  y  realizan;  que  están 
ávidos  de  alcanzar  el  grado  de  cultura  inlelectua!  que  lograrán  ciertamente, 
y  que  les  colocará  en  puesto  preferente  entre  los  pueblos  más  adelantados. 

Si  la  obra  de  este  Congreso  ha  de  dar  resultados  prácticos  respecto  del 
tema  que  se  discute,  menester  es  que  en  los  españoles  haya  mucho  de  pre- 
visión, algo  de  desinterés,  y  no  hablo  de  patriotismo,  porque  entiendo  que 
español  y  patriota  son  sinónimos.  Que  las  conclusiones  que  adoptéis,  velando 
por  los  legítimos  intereses  de  los  autores,  que  no  viven  ni  vivirán  sus  hijos 
sólo  de  gloria,  que  de  ser  así  ninguna  posición  más  brillante  que  la  suya; 
que  velando,  repito,  por  que  los  frutos  del  ingenio  obtengan  su  legitima  re- 
compensa, no  se  olvide  el  interés  general  de  los  pueblos,  teniendo  en  cuenta 
que  el  desiderátum  seria,  en  estos  asuntos,  que  España  y  América  se  consi- 
derasen entre  si  como  se  consideran  las  diversas  provincias  que  unidas 
constituyen  la  nación  española.  Aceptar  allá  y  aquí  el  respeto  más  escrupu- 
loso á  los  derechos  de  autor,  pero  no  estableciendo  distinciones,  sino  tra- 
tando de  aproximarnos,  de  unirnos  por  medios  tan  pacíficos  y  tan  simpáti- 
cos como  los  que  proporciona  el  cultivo  común  de  las  letras  y  de  las  artes, 
por  medio  de  las  cuales  á  España  corresponderia  la  gloria  de  realizar  una 
nueva  conquista,  más  sólida  que  la  primera,  perdurable  como  no  lo  fué 
aquélla,  cuyo  origen  estuvo  en  la  su;  rcmacía  de  las  armas. 

V  ri  este  respecto  quiero  decir  que  quizá  no  sean  muchos  los  que  en 
América  conozcan  á  González  Hontoria,  Barrié,  Ordónez  y  otros  inventores 
de  armas  de  fuego,  todos  ellos  notables  españoles;  pero  no  hay  ni  habrá  un 
americano  que  no  recite  versos  de  Zorrilla,  Campoamor,  Núñez  de  Arce,  y 
tantos  otros  como  aquende  y  allende  los  mares  hacen  glorioso  el  nombre 
de  España,  A  ésta  la  aman  los  americanos,  más  que  por  el  prestigio  que  un 
día  alcanzaron  sus  armas,  por  el  que  sus  letras  conservan  aun  á  través  de  las 
vicisitudes  de  los  tiempos  y  de  la  picpondcrancía  que  han  tomado  otras  na- 
ciones, bajo  el  aspecto  militar,  político  ó  comercial. 

Yo  os  ruego,  señores,  no  olvidéis  que  las  naciones  de  América,  hijas  de 
España  y  hoy  sus  hermanas,  deben  á  ésta  la  iniciativa  y  el  desarrollo  de  su 
cultura.  Que  la  propiedad  fiteraria  y  artística  no  tiene  el  mismo  carácter  que 
la  de  bienes  muebles  é  inmuebles,  sino  uno  más  elevado,  más  digno  y  de 
espíritu  más  amplio,  según  frase  feliz  del  Sr,  Núñez  de  Arce,  pues  no  se 
pueden  desatender  las  conveniencias  de  la  instrucción  de  los  pueblos  y  los 
demás  fines  sociales,  en  los  que  ejerce  tan  decisiva  influencia  la  literatura  en 
todos  sus  géneros.  Que  es  preciso  no  pasen  inadvertidas,  a!  aprobar  vosotros 
las  conclusiones  que  estiméis  convenientes  sobre  este  tema,  las  considera- 
ciones que  llevo  expuestas.  Se  trata  de  redactar  bases  para  una  legislación 
común  entre  pueblos  de  un  mismo  habla,  en  los  que  el  pensamiento  toma 
para  materializarse  idéntica  forma  de  expresión;  y  que  cuanto  aquí  se  escribe 
allá  se  lee  con  avidez.  Que  se  reciben  los  libros  espailoles  con  el   afán  con 
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que  se  esperan  las  cartas  de  la  familia;  y  que  para  que  España  mantenga  sn 
superioridad  como  poseedora  de  grandes  tradiciones,  para  que  desarrolle  los 
grandes  clemcntoK  de  SU  industria  y  de  su  comercio,  precisa  no  aislarla,  no 
crear  barreras  que  dificulten  el  primero  de  todos:  el  de  las  ideas.  Atender 
antes  bien  á  mantener  su  predominio  con  sus  libros  y  sus  periódicos,  que 
éstos  harán  lo  demás,  llevando  constantemente  á  las  naciones  de  su  raza 
frases  de  simpatía,  dulces  recuerdos  de  la  patria  común  de  nuestros  mayores, 
de  la  madre  querida,  en  cuyo  idioma  aprendimos  palabras  para  bendecirla, 
y  en  cuyo  hogar  se  reúnen  en  estas  solemnidades  sus  hijos  todos,  emanci- 
pados sí,  pero  siempre  cariñosos,  siempre  entusiastas  por  las  glorias  que  á 
todos  pertenecen,  porque  son  las  de  su  madre  España. 


El  Sr.  Quijano  Wallia  (U.  José  Maria)  comcníó  diciendo  que  ni  podía 
declinar  el  honor  que  estimaba  hacérsele  concediéndole  la  palabra  en  una  se- 
sión tan  interesante  y  solemne  como  la  que  se  estaba  celebrando,  ni  debía 
excusarse  de  corresponder  á  la  delicada  alusión  que  se  había  servido  haccrie 
el  Sr.  Maluquer  en  su  discreta  cuanto  erudita  oración,  ni  quería  prescindir  de 
dar  expansión  á  ios  sentimientos  que  bullían  en  su  alma,  sentimientos  de  sin- 
cero, fraternal  afecto  y  de  legitimo  orgullo  al  verse  reunido  con  ilustres  hijos 
de  España  en  tan  respetable  congregación. 

Añadió  que  sentía  verdaderamente  que  su  residencia  en  Espaíia  hubiera 
.sido,  y  fuera  tan  corta,  pues  al  día  siguiente  de  su  llegada  á  Madrid  tuvo 
que  emprender  el  camino  para  Andalucía,  y  no  liabcr  podido  disponer  de 
algunos  instantes  para  recoger  SU  espíritu  y  presentar  al^iin  trabajo  que  al- 
canzara el  honor,  agregó,  de  ser  leído  ante  tan  docta  Corporación. 

No  pretendía,  pues,  pronunciar  un  discurso,  y  menos  improvisándolo.  Ni 
hablaré  siquiera,  dijo,  sobre  el  interesante  tema  que  tan  biillantemente  se  ha 
debatido  por  los  eximios  oradores  que  me  han  precedido  en  el  uso  de  lapa> 
labra.  La  materia  está  agotada,  y  después  de  las  oraciones  que  se  han  pro- 
nunciado y  de  la  sabia  y  magistral  Memoria  del  Sr  Silvela,  que  he  leído  con 
tanto  deleite  cuanta  atención,  decir  algo  sobre  la  propiedad  intelectual,  á  hora 
tan  avanzada  de  la  sesión,  aparecería  ante  el  criterio  de  todos,  y  ante  el  mío 
principalmente,  como  una  audacia  ó  impertinencia  imperdonable. 

Manifestó  que,  por  lo  tanto,  se  concretaría  á  presentar  sus  votos  vehementes 
de  felicitación  á  los  señores  organizadores  del  Congreso,  y  su  más  cumplida 
acción  de  gracias  por  la  honra  que  entendía  se  le  había  dispensado  al  invitarle 
á  las  deliberaciones;  y  á  referir,  contestando  á  la  alusión  del  Sr,  Maluquer,  el 
incidente  de  la  Cancillería  colombiana  relativo  al  tratado  sobre  propiedad  li- 
teraria conciuido  entre  España  y  Colombia. 

A  este  efecto,  dijo  que  pertenece  á  la  gran  mayoría  de  americanos  que 
siempre  han  reconocido  la  excelencia  de  la  cÍvilÍ7,ac¡ón  que  España  otorgó  á 
América,  como  ha  tenido  la  satisfacción  de  decirlo  por  escrito.  No  fueron 
aventureros  audaces,  ni  galeotes,  ni  mendigos,  los  que  poblaron  las  nuevas 
colonias,  como  lo  han  asegurado  erróneamente  algunos  malquerientes  de 
España,  jóvenes  llenos  de  vigor,  orillo  y  esperanza  de  su  patria,  hom- 
bres mcritísimos  y  sabios,  y  hasta  patricios  de  claras  blasones,  abandonaron 
su  país  y  fueron  á  buscar  en  las  selvas  de  América  ancho  campo  para  so 
valor,  y  horizontes  sin  limites  para  sn  gloría.  Nunca  nación  conquistadora  se 


—  299  - 

mostró  más  soKcita  en  sus  cuidados  coa  las  colonias,  que  España  con  Amé- 
rica. La  Recopilación  de  Indias,  formada  expresamente  para  las  colonias,  es 
el  monumento  más  notable  de  la  Jurisprudencia  española.  El  oro  de  minas 
americanas  se  empleó  en  su  mayor  parte  en  levantar  ciudades,  que  pronto 
rivalizaron  con  las  más  adelantadas  del  viejo  continente  europeo.  Imposible 
es  desconocer  que  la  Formación  de  esos  pueblos  viriles  y  espirituales,  su 
.  alclanto  político,  su  progreso  literario  y  los  hechos  de  sublime  heroísmo  y 
de  épica  grandeza  do  que  han  dado  relevantes  muestras,  se  deben  principal- 
mente á  los  ejemplos  gloriosos  de  la  historia  de  Espaiía,  al  habla  de  Casti- 
lla, á  los  inmortales  Códigos  y  á  la  fe  cristiana  que,  juntamente  con  su  civi- 
lización, llevaron  los  colonizadores  á  las  desconocidas  regiones  de  América. 

De  todos  los  beneficios  que  le  proporcionó  la  civilización  española,  el  más 
precioso  fué  tal  vez  el  habla  de  Castilla;  esa  lengua,  tan  rica  y  tan  hermosa, 
que  tiene  la  sonoridad  del  griego,  la  melodía  del  latin  y  la  viril  energía  del 
árabe;  en  que  escribieron  y  cantaron  Mariana,  Soifs,  Tirso  de  Molina  y  Lope 
de  Vega;  en  que  Calderón  de  la  Barca  produjo  sus  inmortales  dramas  hasta  ri- 
valizar al  divino  Shakespeare,  considerado  por  la  hipérbole  de  Víctor  Hugo 
ó  de  Dumas  como  .el  ser  que  más  ha  creado  después  de  Dios;  en  que  se  es 
cribió  la  obra  imperecedera  de  Cervantes,  única  producción  del  ingenio  hu- 
mano que  ha  alcanzado  tantas  ediciones  como  los  libros  de  Moisés,  y  que  vi- 
virá tanto  como  ellos;  en  que  están  recogidos  los  cánones  del  derecho  huma- 
no; en  que  Carlos  I  de  España  dictó  leyes  á  todo  el  Viejo  Mundo,  y  en  que 
se  escribieron  los  Códigos  para  la  civilización  del  Nuevo. 

Y"  como  los  tratados  sobre  propiedad  literaria  tienen  por  objeto  aseg'urar 
la  más  precióse  de  las  propiedades  del  hombrej  cual  es  la  de  su  pensamien- 
to, y  las  ideas  son  generalmente  expresadas  en  los  pueblos  de  raza  española 
en  la  lengua  de  Castilla,  es  claro  que  las  Repúblicas  americanas,  al  celebrar 
tratados  con  España  sobre  propiedad  literaria,  no  solamente  cumplen  con  el 
deber  que  tienen  como  pueblos  cultos,  de  llevar  el  reconocimiento  de  la  pro- 
piedad intelectual  al  Derecho  internacional  positivo,  por  ser  aquél  un  princi- 
pio justo  y  civilizador  que  ha  sido  aceptado  como  canon  indiscutible  en  las 
legislaciones  de  todos  los  países  ilustiados,  sino  también  el  de  tributar  un 
homenaje  al  habla  castellana  que  ics  llevaron  los  conquistadores,  y  que  h;i 
sido  uno  de  los  principales  factores  de  su  civilización. 

Hé  aquí  por  qué,  añadió  el  orador,  el  primer  tratado  público  celebrado 
entre  Espaiía  y  Colombia,  después  del  que  restableció  sus  relaciones,  versó 
sobre  propiedad  literaria,  tratado  que  dijo  habla  tenido  el  alto  honor  de 
firmar  como  Plenipotenciario  del  Gobierno  de  su  patria. 

Manifestó  también  que  ya  comprendía  su  país  que  un  tratado  semejante, 
celebrado  sobre  la  base  de  completa  reciprocidad,  no  podía  ser  conveniente 
para  Colombia,  considerando  el  convenio  bajo  el  criterio  estrecho  del  cálculo 
mercantil,  puesto  que  la  abundante  producción  literaria  de  España  no  puede 
parangonarse  con  la  escasa  de  Colombia;  pero  que  privaron  en  el  espíritu 
de  aquel  Gobierno  y  de  aquel  Parlamento,  que  aprobaron  por  unanimidad  el 
tratado,  consideraciones  de  orden  más  alto  y  de  cálculo  más  elevado  y  tras- 
cendental. Quisieron  abrir  amplio  y  seguro  cauce  á  la  corriente  de  la  litera- 
tura 'española,  con  la  cual  nos  amamantamos  y  civilizamos,  dijo,  para  que  la 
sabia  y  respetada  madre  tuviera  medios  fáciles  y  sólidos  de  continuar  ilus- 
trando á  la  hija  ya  emancipada. 

El  Sr.  Quijano  Wallis  concluyó  su  discurso  con  las  siguientes  frases: 


i 
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«Permítídme,  señores,  que  al  terminar  estas  desaliñadas  palabras,  y 
aunque  parezca  exótico  y  fuera  de  lugar,  después  de  las  serías  y  eruditas 
oraciones  que  he  escuchado,  permitidme  que  yo,  quien  llevó  la  representa- 
ción de  Colombia  ante  las  demás,  naciones  como  Ministro  de  Relaciones 
Exteriores,  yo,  que  soy  ave  de  paso  en  esta  ilustre  ciudad^  y  que  de  ella  me 
ausentaré  pasado  mañana,  tal  vez  para  siempre,  dirija  como  despedida  el 
más  respetuoso  de  mis  saludos  á  la  bandera  española,  á  esa  bandera  glo- 
riosa cuyos  colores  siempre  están  vivos,  pues  no  han  podido  ser  deslustra- 
dos ni  por  los  huracanes  de  la  política  ni  por  el  polvo  de  los  siglos;  á  esa 
bandera  en  cuyos  pliegues  brillan  estrellas  de  luz  imperecedera  como  Sa- 
gunto,  Numancia,  Lepante,  Zaragoza  y  tantas  otras,  y  cuyos  pendones  en 
un  tiempo,  velando  el  sol,  se  desplegaron  triunfantes  sobre  el  orbe  entero. 

El  pabellón  español  siempre  ha  sido  por  nosotros  venerado  y  considerado 
como  blasón  de  familia. 

Lógico  era  que  lo  considerásemos  así.  Si,  según  la  expresión  célebre  de 
un  ilustre  americano,  el  techo  que  nos  ha  abrigado  una  noche  es  sagrado 
para  nosotros,  ¿cómo  no  había  de  serlo  el  pabellón  que  nos  ha  cobijado  tres 
siglos? 

Y  al  saludar  la  bandera  española,  hago  votos  por  la  paz  y  la  prosperidad 
de  ki  nación  que  representa;  esa  nación,  grande  y  glorificada  como  ninguna 
otra,  á  quien  en  esta  solemne  ocasión  y  en  su  hermosa  lengua,  con  íntima 
fiatisfacción  y  con  legítimo  orgullo,  me  complazco  en  llamar  á  boca  llena  la 
patria  de  la  patria  mía.» 


El  Sr.  Silvela  (D.  Francisco)  dijo:  que  interesan  siempre  las  graves  cues- 
tiones referentes  á  la  propiedad  literaria  y  artística,  y  en  general  á  los  dere- 
chos conocidos  en  el  tecnicismo  moderno  bajo  el  nombre  común  de  inteleo 
tnales;  pero  que  ese  interés  se  acrecienta  y  llega  á  merecer  los  tonos  eleva- 
dos de  la  pasión  y  del  sentimiento,  que  tan  justamente  acababan  de  ser  aplau- 
didos, cuando  dichos  problemas  se  analizan  bajo  el  punto  de  vista  de  las  re- 
laciones internacioneles  y  se  tratan  en  Asambleas  donde  concurren  repre- 
asentantes  de  nacionalidades  diversas;  y  es  que,  al  ahondar  en  las  materias 
que  se  refieren  al  arbitraje,  al  cumplimiento  de  exhortes  y  sentencias,  á  la 
extradición,  á  la  constitución  del  matrimonio  y  de  la  familia,  al  valor  de  los 
contratos  y  á  tantos  otros  temas  objeto  del  estudio  del  Derecho  internacio- 
nal público  y  privado,  se  tropieza  pronto  con  la  soberanía,  la  territorialidad, 
la  defensa,  la  reciprocidad  y  la  ííierza,  es  decir,  con  todo  lo  que  separa;  y 
en  estos  asuntos  de  los  derechos  intelectuales  nos  elevamos  á  las  creaciones 
del  espíritu,  á  las  impresiones  de  lo  bello,  á  las  conquistas  de  la  idea,  esto  es, 
.á  todo  lo  que  une. 

¿Y  cómo  no  ha  de  acrecentarse  el  entusiasmo  y  avivarse  el  sentimiento, 
aun  sobreponiéndose  y  subyugando  las  demás  potencias  del  alma,  cuando  en 
los  diversos  pueblos  en  el  Congreso  reunidos,  ocupando  tan  dilatadas  regio- 
nes de  la  tierra,  se  pueden  tratar  las  cuestiones  recordando  á  cada  momento 
su  fraternidad  y  cambiando  las  ideas,  ya  en  la  propia  hermosa  lengua  que 
•con  t  n  magnífica  elocuencia  habían  manejado  los  señores  representaiates  de 
América,  ya  en  esa  elegante  habla  portuguesa  al  través  de  la  cual  es  dable, 
aun  á  los  que  no  la  han  estudiado,  seguir  el  hilo  del  pensamiento  y  la  trama 
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del  discurso,  como  se  miran  los  objetos  al  través  de  un  cristal  coloreado  de 
un  tono  suave  que  hace  todavía  más  dulces  los  contornos  y  más  delicadas 
tas  tintas? 

Nadie  puede  negar,  añadió,  la  legitimidad  y  el  necesario  reconocimiento 
por  la  conciencia  y  por  el  derecho  positivo  de  la  propiedad  artística  y  litera- 
ria: ella  es  el  molde,  el  instrumento  creador,  el  origen  de  todas  las  demás. 
La  fiera  que  el  cazador  se  apropia,  el  fundo  que  se  cultiva,  la  casa  ó  la  ciudad 
primera  que  se  levanta,  creando  propietarios  de  riquezas  muebles  ó  inmue- 
bles, deben  su  origen  al  inventor  que  ideó  el  arco,  al  sabio  ó  al  Dios  que  en- 
señó á  manejar  el  arado  ó  á  reunir  y  alzar  en  bóvedas  los  materiales;  al  dt-re- 
cko  intelectual,  en  una  palabra,  que  los  ha  precedido  y  dado  el  ser  á  todos. 

Es  más;  ni  la  experimentación  positiva  encuentra,  ni  la  imaginación  conci- 
be, sociedad  humana,  por  rudimentaria  que  ella  sea,  por  enemiga  de  la  pro- 
piedad que  se  la  suponga,  en  la  cual  el  imperio  del  derecho  individual,  por 
el  producto  literario  ó  artístico,  no  se  imponga. 

Se  encuentran  tribus,  agrupaciones  primarias  de  familias  viviendo  en  co- 
munidad de  tierras,  de  armas,  de  instrumentos  de  trabajo;  pero  allí  no  faltará 
algún  cantor  de  las  glorias  de  los  guerreros  antepasados  ó  de  las  maravillas 
y  misterios  de  los  genios  protectores  ó  enemigos,  que,  en  torno  de  la  hoguera 
común  del  campamento,  tenga  pendientes  de  sus  narraciones  á  niños  y  jóve- 
nes, y  aquel  será  dueño  de  su  rapsodia  6  su  leyenda,  y  recibirá  el  mejor 
despojo  del  botín  ó  de  la  caza,  sin  el  esfuerzo  directo  para  alcanzarlos. 

Y  elevándose  de!  análisis  del  hecho  al  concepto  y  al  génesis  de  la  idea 
jurídica,  no  es  menos  clara  la  conclusión  ya  analizada  con  tanta  precisión 
como  sagacidad  por  los  Sres.  Cancio  Mena,  Teixeira  y  Danvila  en  sus  nota- 
bilísimos discursos. 

El  orador  continuó  diciendo:  la  idea  intuitiva  del  bien  y  de  lo  justo  toma 
la  forma  propia  de  derecho  mió  tan  pronto  como  la  relaciono  con  un  término, 
con  un  objeto  sobre  el  que  recaiga;  y  cuando  ese  objeto  es  un  ser  producido 
por  mi  esfuerzo,  siento  que  mi  derecho  consiste  en  disponer  de  él  y  en  im- 
pedir que  otros  me  perturben  en  esa  acción,  que  es  la  extensión  de!  dominio 
sobre  mi  mismo,  de  mi  personalidad,  que  es  la  propiedad  de  que  tengo 
plena  conciencia. 

Ese  derecho  mío  se  encierra,  limita  ó  determina  por  dos  principios  capi- 
tales, dentro  de  los  que  se  desenvuelve  el  derecho  entero  del  hombre  y  de 
la  humanidad. 

El  primero  lo  expresó  con  elocuencia  soberana  Kant  cuando  decia:  «Dos 
cosas  llenan  mi  alma  de  una  admiración  siempre  nueva:  el  cielo  tachonado 
de  estrellas  sobre  nuestras  cabezas,  y  la  ley  moral  grabada  en  el  fondo  de 
nuestras  conciencias. o 

El  segundo  es  la  finalidad  humana,  tan  profundamente  analizada  en  su  dis- 
curso por  el  Sr.  Botella;  el  bien  del  hombre  y  de  la  humanidad  como  objeto 
y  contenido  sustancial  del  derecho. 

De  ahí  que  no  se  pueda  admitir  en  el  desenvolvimiento  de  la  noción  del 
derecho  de  propiedad  intelectual,  como  en  ninguno  otro,  elj'/w  abittendi  de 
los  romanos,  al  que  se  había  hecho  alusión  en  la  sesión  anterior;  el  hombre 
no  puede  hacer  el  uso  que  quiera  de  su  propiedad,  sino  el  que  la  ley  moral 
le  traza;  bien  es  verdad  que,  por  una  razóa  de  política  del  derecho,  se  niega 
á  la  ley  y  al  Estado  la  facultad  de  intervenir  en  la  manera  como  cada  cual 
dispone  de  su  propiedad  cuando  no  traspasa  ciertos  limites  que  notoriamente 
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lastiman  y  niegan  la  finalidad  moral  del  derecho;  pero  es  porque  su  inlervea- 
ción  causada  mayores  daños,  porque  su  acción  es  torpe,  costosa,  difícil, 
acompañada  de  vejaciones  y  tiranías,  que  harían  imposibles  la  liboitad  y  aun 
la  sociedad,  si  no  se  limitaran  mucho;  pero  en  el  concepto  de  Li  idea,  eljitt 
abuíeiJi  no  es  el  derecho,  sino  la  negación  del  derecho,  como  contradicción 
de  su  finalidad,  que  es  el  mayor  bien  individual  y  humano,  y  ni  en  la  propie 
dad  intelectual,  ni  en  las  relaciones  del  capital  y  el  trabajo,  ni  en  la  organiza- 
ción industriid  y  mercantil  puede  admitirse. 

Asi,  cuando  el  abuso  adquiere  cteitos  alcances,  la  ley  acude  con  la  de- 
claración de  prodigalidad;  cuando  la  resistencia  del  derecho  individual  al 
bien  común  es  muy  injustiCcada  y  dañosa,  lo  remedíala  expropiación  por 
utilidad  propia, 

Se  decía  ayer,  y  se  ha  hecho  de  ello  alimento  para  apoyar  la  tesis  de 
que  la  propiedad  literaria  y  artística  son  distintas  de  las  demás,  y  que  hay  en 
ellas  un  interés  social  que  destruye  la  noción  individual  de  lo  propio,  que  no 
se  concibe  el  derecho  de  un  autor  ó  de  sus  herederos  para  privar  al  mundo 
de  ideas  en  que  esté  su  progreso,  su  mejoración,  su  elevación  moral,  su 
dicha,  y  eso  no  es  sino  una  prueba  más  de  la  igualdad  entre  todas  las  pro- 
piedades. 

Un  escritor  que  en  la  madurez  de  su  talento  y  su  estudio  recoge  y  extin- 
gue una  obra  de  SU  juventud  mal  concebida,  escrita  sobre  datos  ligeramente 
allegados  ó  apasionadamente  apreciados,  como  un  propietario  que  rectifica  ó 
reconstruye  una  mala  acequia,  realizan  su  derecho  y  cumplen  su  deber;  ¿pero 
quien  que  haya  saboreado  aquella  magnlüca  descripción  de  la  flota  de  Eneas, 
dispersa  por  la  furia  de  Eolo,  y  de  aquellos  mares  sosegados  por  el  famoso 
Qiws  ¿■^0...  icd motos praestat  componere fluctus,  no  ha  sentido  un  estreraeei- 
niicnto,  como  el  que  se  experimenta  al  escapar  de  un  peligro  cierto,  al  pensar 
que,  si  Augusto  hubiese  cumplido  la  última  voluntad  de  Virgilio,  La  Eneida 
hubiera  pcru'cido  en  las  llamas? 

Nada  de  cuanto  Augusto  hizo  en  el  mundo  se  puede  comparar  con  el  buen 
acuerdo  de  violar  la  voluntad  del  poeta;  y  de  sus  guerras,  sus  ambiciones  y 
sus  benignidades,  no  ha  resultado  bien  tan  permanente  para  la  humanidad 
como  haber  conservado,  contra  el  derecho  de  su  dueño,  aquella  obra  mag- 
nifica. Pero  (Scaso  la  propiedad  de  la  tierra  no  está  sujeta  á  scínejaotcs  ó  pa- 
recidos abusos! 

Figurémonos  que  el  árbol  de  la  quina,  que  se  produce  en  una  latitud  y 
región  muy  limitadas,  pudiera  llegar  á  ser  acaparado  eu  sus  plantaciones  por 
un  solo  hombre  ó  por  un  Sindicato  territorial;  ¡acaso  sería  derecho  de  pro- 
piedad el  que  llegara  á  ocasionar  la  desaparición  y  la  privación  para  la  hu- 
manidad de  uno  de  los  tres  productos  sin  tos  cuales  decía  un  famoso  médico 
que  no  existiría  la  Medicina? 

y  aun  descendiendo  mucho  más  en  el  orden  de  las  ideas,  ¿puede  creerse 
que  si  algún  poderoso  semita,  por  ejemplo,  adquiriese  el  dominio  entero  del 
Perigord,  único  en  el  que  se  produce  el  tubérculo  que  aromatiza  las  obras 
más  exquisitas  del  arte  cantado  por  Brillat  Savann,  y  tuviera  el  capricho  de 
proscribirlo  del  mundo,  inutilizando  aquellas  praderas  donde  misteriosamente 
se  engendra,  creéis  que  lo  consentiría  la  Francia?  ^Imagináis  que  lo  toleraría  la 
diplomacia  entera,  privada  de  ese  recurso  para  dulcificar  tantas  resistencias 
ásperas,  y  para  obtener  tantas  indiscreciones  preciosas? 

Por  dicha,  la  ley  moral  de  nuestras  conciencias  y  la  finalidad  del  derecho 
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en  bien  de  la  humanidad  y  del  progreso,  crean  una  armonía  no  matemática, 
no  perpetua,  no  exenta  de  rozamientos  y  divergencias,  pues  si  no  las  hubie- 
se no  existiiia  el  mal  y  el  prog-teso  no  se  interrumpirla  uunca,  pero  que  tara- 
poco  llegará  á  romperse  nunca,  y  que  explica  que  el  mundo  y  las  socieda-  - 
des  vivan  y  recobren  la  salud  perdida,  una  veces  por  excesos  y  culpas  pro- 
pios, no  pocas  por  cuidados  indiscretos  de  sus  médicos  y  doctores. 

Si  todos  esos  fenómenos  y  conflictos  resultan  más  claros  en  !a  propiedad 
intelectual  y  artística,  no  es  porque  sean  diversos,  sino  porque  es  más  pura 
y  perfecta  y  se  observan  mejor  en  ella  los  fenómenos,  conjo  los  reactivos  y 
las  combinaciones  quíínicas  se  ven  y  analizan  mejor  en  el  agua  destilada. 

La  perpetuidad  del  derecho;  ése  ea  nuestro  ideal,  y  asi  lo  había  declarado, 
dijo, en  su  Memoria,  porque  no  daña  en  nada  lafinalidad  hurnanadcl derecho 
«nías  obras  literarias  y  artísticas.  Si  en  la  conclusión  se  acepta  el  término  de 
ios  ochenta  años  sobre  la  vida  del  autor,  es  por  la  razón  puramente  práctica 
de  facilitarlas  convenciones  iuEcrnacionales. 

¡Cuan  pocas  obras  viven  lo  que  les  conceden  las  legislaciones  más  limita- 
das! ¡Cuan  pocas  resisten  la  acción  del  tiempo  y  traspasan  los  umbrales  de 
una  segunda  generación!  Las  escasas  que  alcanzan  esa  gloria,  que  se  perpe 
túan,  deleitando  ó  adoctrinando  naciones  diversas  por  siglos  perdurables, 
son  como  revelaciones  de  una  belleza  absoluta  que  no  parceu  humana,  en  las 
que  hallamos  vestigios  y  caracteres  de  otro  mundo,  de  otras  percepciones, 
de  otros  modos  de  crear  y  de  producir  que  no  son  los  nuestros;  á  eso  lo  lla- 
mamos ¿c«¡f,  y  nos  lleva  tras  si  y  nos  arrebata,  porque  nos  hace  sentir  y 
despierta  en  nuestro  espíritu  como  el  eco  de  sonidos  de  Uua  armonía  eterna 
ó  como  el  vislumbre  y  reflejo  de  una  luz  divina. 

Y  para  ellos,  para  los  genios,  para  sus  producciones,  bien  podría  la  huma- 
nidad, por  largos  y  aun  por  ¡utenninables  aiíos,  conceder  á  sus  obras  los 
derechos  de  la  propiedad  indefinida  en  cuanto  ásu  disfrute  exclusivo  c  indi- 
vidual. 

La  perpetuidad  para  el  derecho  y  para  la  obra  humana,  una  vez  creada, 
es  una  hermosa  y  grande  y  legítima  aspiración,  que  pudiera  sin  riesgo  en  los 
derechos  intelectuales  consagrarse  en  la  ley,  y  no  hay;  á  su  entender,  razón 
para  negarla  en  principio:  el  hombre  aspira  á  la  perpetuidad  en  sus  obras  y 
en  sus  organismos,  y  cumple  en  ello  su  misión  y  responde,  al  hacerlo,  á  su 
origen  y  á  su  fio. 

Las  plantas  que  germinan  en  las  grietas  oscuras  y  tortuosas  de  una  roca; 
los  árboles  que  se  crian  en  el  fondo  de  algún  foso  rodeado  de  altos  é  infran- 
queables muros,  que  dejan  ver  en  lo  alto  un  trozo  del  azul  del  cielo,  retuer- 
cen sus  tallos  y  alargan  sus  fibras,  endebles  y  extenuadas,  para  buscar  la  luz, 
porque  el  sol  es  su  vida,  y  el  alma  humana,  encerrada  en  las  oscuridades  de 
ta  carne  y  en  el  rincón  de  la  tierra,  aspira  á  lo  perpetuo  á  despecho  de  las 
limitaciones  y  caducidades  del  cuerpo  y  de  las  sociedades,  porque  la  eterni- 
dad es  su  patria. 

Bajo  tales  cánones  de  la  propiedad  artística  y  liteiarla  no  caben,  á  su  en- 
tender, las  restricciones  de  la  reciprocidad,  acerca  de  la  que  había  formulado 
tan  meditadas  y  profundas  observaciones  el  Sr.  Pinto  Coelho  en  su  notabilisi- 
ma  oración  del  día  anterior. 

El  reconocimiento  más  amplio  por  cada  legislación  interior  del  derecho  de 
todos,  es  principio  desenvuelto  en  la  Memoria,  que  ha  hecho  su  camino  en 
la  mayor  paite  de  las  legislaciones,  que  se  desprende  lógicamente  de  la  Con- 
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vención  de  Berna,  y  que  si  alguna  vez  puede  llevar  consigo  pasajero  petjut- 
do  á  algün  pueblo,  pronto  recogerá  quizá  el  menos  favorecido,  los  frutos  de 
un  comercio  intelectual,  para  el  que  son  harto  ineficaces  las  fronteras. 

La  mayor  parte  de  los  oradores  aceptaban,  según  había  visto,  e)  principie 
de  la  garantía  de  la  traducción,  equiparándola  á  la  reproducción  para  los  efec- 
tos de  la  protección  del  derecho  de  autor,  quedando  libre  el  derecho  de  re- 
futación y  de  cita,  que  son  elementos  de  cultura  y  base  de  nuevas  elabora- 
ciones de  la  propiedad  intelectual,  q|ie  la  legislación  no  tiene  por  qué  cohi- 
bir ni  limitar  por  ningún  concepto. 

Apremiado  por  el  tiempo  y  lo  avanzado  de  la  hora,  dijo  que  sólo  á  modo 
de  índice  haría  ya  indicaciones  sobre  los  principales  problemas  planteados. 

La  libertad  de  la  prensa  periódica  para  recoger  todo  aquello  que  se  pro- 
duzca en  asambleas  públicas,  no  puede  llegar,  á  juicio  del  Sr.  Silvela,  á  las 
explicaciones  de  la  cátedra,  ni  aun  á  los  trabajos  doctrínales  ó  artísticos  que 
se  lean  en  Sociedades  científicas  ó  literarías,  siquiera  en  ellas  se  admita  al  pú- 
blico; pero  lo  que  constituye  escritos  ó  discursos  de  propaganda  y  de  com- 
bate que  se  preparan  y  escriben  para  reuniones  ó  asambleas  verdaderamente 
populares,  á  las  que  se  convoca  ó  en  las  que  se  reúne  la  masa  general  de  un 
país,  y  cuyo  objeto  es  influir  sobre  ella  y  modificarla  ó  dirigirla,  del  público 
es,  y  al  público  pertenece  para  su  propagación,  y  el  público  tiene  por  su  ins- 
trumento de  comunicación,  hoy  la  prensa  periódica,  como  antes  tenia  la  pía 
za  y  el  foro,  ó  la  predicación  en  los  campos  y  en  los  santuarios;  y  lo  que  al 
público  pertenece  y  se  entrega,  á  la  prensa  debe  pertenecer  y  debe  entregar- 
se, no  para  su  recopilación  y  aprovechamiento  en  libros,  en  el  raro  caso  de 
que  tales  obras  de  combate  puedan  soportar  esa  difícil  prueba,  pero  sí  para 
su  reproducción,  traducción  y  refutación  ó  apoyo,  libre  y  sin  trabas  en  el 
periódico. 

De  la  propiedad  industrial  nada  nuevo  podía  decir  que  no  estuviese  ya  in- 
dicado en  la  Memoria  á  la  que  se  refirió  para  determinar  las  diferencias  que, 
á  su  juicio,  separan  el  derecho  del  inventor  de  los  derechos  de  autor  de  obras 
literarias  y  artísticas  con  forma  propia  y  personal,  que  nadie  puede  reprodu- 
cir sino  incurriendo  en  plagio.  El  invento,  aun  el  más  extraordinario,  es  á  ve- 
ces hallado  ó  descubierto  por  personas  distintas,  que,  sin  noticia  recíproca  de 
sus  trabajos,  pueden  llegar  á  igual  solución  y  representar,  por  tanto,  idénti- 
cos títulos  á  la  garantía  de  la  ley  y  á  la  defensa  contra  las  imitaciones,  y  esto 
constituye,  en  concepto  jurídico  muy  diverso,  el  privilegio  de  invención  y  las 
obras  literarias  y  artísticas. 

Crúzanse  también  en  los  derechos  industriales  intereses  de  carácter  econó- 
mico  que  no  pueden  olvidarse,  y  que  hacen  de  todo  punto  preciso  reducir 
la  materia  á  convenciones  parciales  en  las  que  maduramente  se  pesen  y  me- 
diten las  situaciones  respectivas  de  desarrollo  industrial  de  cada  país. 

Mucho  se  ha  hecho  en  ese  orden  de  ideas  en  estos  últimos  años  en  Euro- 
pa, y  no  hay  sino  seguir  la  senda  ya  trazada:  el  Congreso  de  Viena  de  1873 
para  la  protección  de  la  propiedad  industrial  dio  el  primer  impulso:  siguió  á 
él  el  segundo  Congreso  de  1878,  celebrado  en  el  Palacio  del  Trocadero  con 
ocasión  de  la  Exposición  Universal,  y  en  él  se  propuso  la  unidad  de  legisla- 
ción para  privilegios  y  marcas  que,  aun  como  aspiración,  declaró  utópicas 
Lyon  Caen,  decidiéndose  el  Congreso  por  la  celebración  de  una  Conferen- 
cia oficial  provocada  por  algún  Gobierno  que  preparase  el  trabajo  para  las 
conferencias  diplomáticas  en  que  se  ajustaran  convenciones. 
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En  iSSo  se  logró  ya  la  reunióa  de  enviados  en  Paris,  concurríendo  hasta 
17  nacicnes  europeas  y  americanas.  En  1883  se  celebró  la  Conferencia  di- 
plomática, y  en  20  de  Marzo  se  suscribió  la  Convención  en  la  que  entraron 
Portugal,  el  Brasil,  Guatemala,  el  Salvador,  Francia,  E^pa3a  y  otras  varias 
naciones,  y"  después  vinieron  á  perfeccionar  la  obra,  especialmente  en  lo  re- 
lativo á  marcas,  las  Conferencias  de  Roma  y  de  Madrid. 

Esto  llevaba,  dijo,  para  concluir,  á  consagrar  algunas  palabras,  más  rápi- 
das y  compendiosas  de  lo  que  desearla,  al  pensamiento  tan  luminosamente 
expuesta  en  su  notabilísimo  discurso  por  el  Sr.  López  Puigcerver,  que  pe- 
día, con  el  sentido  práctico  que  caracteriza  á  este  eminente  hombre  público, 
soluciones  concretas  y  resultados  efectivos  inmediatos  para  el  Congreso,  y 
proponía  la  constitución  de  centros  de  acción  permanentes,  que  preparasen 
los  trabajos  legislativos  y  diplomáticos,  impulsando  constantemente  esa  obra 
de  unificación  y  de  armonía,  pensamiento  tan  útil  como  realizable  y  práctico, 
al  cual  creía  que  debían  asedarse  todos  con  el  mayor  entusiasmo,  pues  podrían 
obteneiEC  de  é\  muy  grandes  resultados,  á  poco  que  con  alguna  actividad  se 
consagren  á  ello  las  ñíerzas  sociales,  políticas  y  científicas  en  el  Congreso  re- 
presentadas. «Para  favorecerlo  y  darle  impulso,  concluyó  diciendo  el  Sr.  Sil- 
vela,  convendrá,  á  mi  juicio,  que  el  movimiento  no  sólo  se  produzca  aqui  y  se 
inicie  en  este  Congreso,  sino  que  se  extienda  y  agite  allá  en  aquellos  pueblos 
del  coQ'-inente  americano,  exuberantes  de  energía,  ricos  de  territorios  y  de 
medros  aaturales  que  desenvolver  y  explotar,  y  seguros  pueden  estar  todos 
los  que  lili  elaboren  proyectos  ó  proposiciones  de  unión  y  de  enlace  para 
constituir  como  un  gran  Zíffverñng  intelectual  ibero -americano  con  Portugal 
y  con  EspaSa,  que  nuestra  adhesión  está  de  antemano  adquirida,  y  que  en 
pueblos  y  en  Gobiernos,  en  Asambleas  y  en  corporaciones,  en  prensa  y  en 
Parlameitos  han  de  encontrar  el  mismo  aplauso  caluroso  y  entusista  que  ha 
saludado  aquf  esta  noche  las  palabras  elocuentísimas  del  seBor  representante 
de  Guatemala.* 
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rJBeai.'ifaeión,  comíie^neta  »  ütoeet¿t*n*en^  itata  nacer  e^Bciivaa  /a 
aceMB-netasi  yutíMcao  ae  eoíoó  Aeenoa. 


MEMORIA 


SR.  D.  RAFAEL  REBOLLAR 


<La  materia  de  derecho  marítimo  es  inmensa  como  el  mar,*  Óetíi  un  Mi- 
nistro de  Estado,  M.  Jacobs,  en  ocasión  á  ésta  semejante.  Ana  en  la  barca 
que  he  escogfido,  podría  perderme  en  la  extensión  de  sus  olas.  Por  eso  me 
quedo  modestamente  cerca  de  la  playa,  y  me  limito  á  seguir  con  mi  aplauso 
y  con  mi  entusiasmo  á  toe  jurisconsultos  que  acuden  á  este  torneo  del  saber 
y  á  los  ilustres  preparadores  de  esta  grande  obra  de  progreso,  cuyos  fnitos 
no  se  harán  esperar  lat^  tiempo. 

Más  que  una  Memoria  consignaré  aquí  unos  apuntes  sobre  la  tesis  impor- 
tantísima que  con  tanta  precisión  como  las  otras  formuló  la  Comísióa  nom- 
brada al  efecto. 

Ninguno  de  los  accidentes  de  mar  causa  mayores  perjuicios  que  las  coli- 
siones, tanta  por  su  incesante  probabilidad,  cuaato  porque  de  dia  en  úin  es 
mayor  el  número  de  buques  que  surcan  el  Océano.  Procurar,  pues,  diir  re- 
glas y  establecer  principios  para  salvar  los  conflictos  de  leyes  y  para  atenu:ir 
los  males  que  inevitablemente  lleguen  á  acaecer,  es  tarea  digna  del  Congreso, 
no  sólo  por  el  interés  internacional  que  tiene  cuanto  se  re&ere  al  derecho 
marítimo,  sino  por  lo  que  de  humanitario  encierra  y  por  la  tendencia  á  con- 
servar la  más  perfecta  armonía  entre  naciones  ligadas  por  tantos  vínculos  y 
por  tendencias  é  ideales  semejantes. 

Para  que  lo  referente  á  abordajes  y  auxilios  en  alta  mar  esté  fuera  del  pe- 
ligro de  quedar  en  la  esfera  de  la  teoría,  existe  la  feliz  circunstanda  de  que 
las  conclusioaes  á  qne  se  tenga  que  llegar  y  los  principios  de  que  se  deriven, 
están  más  ó  menos  completamente  incrustados  en  los  Códigos  de  Comercia 
y  en  la  legislación  naval  de  las  naciones  aquí  representadas,  y  que  con  sus 
sabias  disposiciones  levantan  el  mejor  de  los  himnos  á  la  dvilizaciÓD. 

Se  equivocaba  Mr.  Picard  cuando  en  Octubre  de  1885  decía  que,  en  ma- 
teria de  responsabilidades  por  causa  de  abordaje,  la  ley  era  muda  en  España. 
Gerto  que  antes  de  ese  aBo  el  Código  de  Comercio  era  deficiente,  como  ob- 
servaba et  Sr.  Romero  Girón  al  concordar  y  anotar  el  Código  actual,  pues 
el  anterior  se  limitaba  á  declarar  que  el  daño  produddo  por  el  siniestro  de 
que  se  trata,  siendo  casual  ó  inevitable,  era  de  considerarse  como  avería  sim- 
ple, y  siendo  culpable  alguno  de  los  capitanes,  la  responsabilidad  recaería 
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sobre  el  que  habiere  cansado  el  perjuicio;  pero  el  actual  Código,  si  bien 
tenia  scSalado  para  sn  vig^encia  el  i.°  de  Enero  de  1886,  ya  estaba  expedi- 
do desde  22  de  Agosto  de  1885;  y  en  él  se  estatuye  lo  que  debe  observar- 
se respecto  de  Indemnización,  asi  cuando  el  abordaje  sea  debido  á  cnlpa, 
negligencia  ó  ¡mperícia  del  capitán  ú  otro  cualquiera  perteneciente  á  la  dota- 
ción, como  cuando  provenga  de  culpa  de  ambo3  buques;  cuando  uo  pueda 
determinarse  la  imputabilidad;  cuando  intervenga  causa  fortuita  ó  de  fuena 
mayor  para  el  abordaje,  y  aun  para  el  caso  de  que  el  buque  abordador  sea 
obÚgado  por  uo  tercero. 

Debo  hacer  notar  aquí  que  el  Código  de  Comerdo  mexicano,  vigente  des- 
de el  1.°  de  Enero  de  1890,  coatiene  las  mismas  prevenciones,  y  que  sus 
artículos  del  901. al  914  corresponden  exactamente  á  loe  S26  á  839  del  es- 
paSol.  Esta  ideutidad  hace  mucho  más  Cádt  la  adopción  de  principios  que  ya 
están  rigiendo,  y  que  por  otra  parte  son,  en  lo  esencial,  los  adoptados  porta 
mayor  parte  de  las  naciones  europeas. 

Pero  ¿están  previstos  todos  los  casos  y  resueltos  de  la  manera  más  conve- 
niente? Vamos  á  verlo. 

El  abordaje  puede  ser  culpable,  fortuito  ó  dudoso. 

El  primero  puede  provenir  de  falta  de  uno  de  los  buques,  de  ambos  ó  de 
un  tercero. 

Hay  un  sistema  que,  combinado  con  el  de  nuestros  Códigos,  ofrece,  á  mi 
juicio,  bases  fácilmente  aceptables  para  un  acueqlo  interuacional  uniforme. 
Me  refiero  al  que  forma  parte  de  las  resoluciones  del  Congreso  internacio- 
nal de  Bruselas  sobre  derecho  marítimo,  verificado  en  i888¡  y  es  el  si- 
guiente: 

I.**     ^  caso  de  abordaje  fortuito,  cada  uno  soportará  su  daño. 

El  principio  no  ha  admitido  ni  puede  admitir  discusión;  pero  juzgo  prefe- 
rible la  forma  de  enunciación  contenida  en  los  artículos  830  del  Código  es- 
pañol y  905  del  mexicano,  por  ser  más  amplia,  más  comprensiva,  dado  que 
considera  el  caso  fortuito  ó  de  fuerza  mayor  é  incluye  lo  que  coucieme  á  la 
carga  de  la  nave. 

2.°     El  abordaje  dudoso  se  tratará  como  el  fortuito. 

Los  Códigos  antes  dichos  no  equiparan  el  dudoso  al  fortuito,  sino  á  aquel 
en  que  la  falta  es  común;  pero  como  la  sanción  es  la  misma,  en  el  sentido 
de  que  cada  uno  suire  su  daQo,  no  ofrece  más  dificultad  que  la  de  orden  y 
redacción.  En  efecto,  es  lo  mismo  decir:  <Ia  disposición  del  articulo  autedor 
es  aplicable  al  caso  en  que  no  pueda  determinarse  cuál  de  los  dos  buques  ha 
sido  causante  del  abordaje,*  cuando  el  articulo  anterior  dijo  que  cada  uno 
soportaría  su  daSo  y  que  ambos  responderían  solidariamente  de  los  daQos  y 
perjuicios  causados  en  sus  cargos,  que  decir  que  el  abordaje  dudoso  se  tra 
tara  como  fortuito,  si  para  éste  se  dio  la  misma  regb.  Pero  esta  últíma  for 
ma,  sobre  ser  más  lacónica,  da  más  unidad  al  pensamiento  contenido  en  esa^ 
disposiciones. 

3.*'  En  caso  de  abordajepor  culpa,  si  la/alta  es  imputable  d  un  solo  duque, 
el  daña  serd  soportado  por  el  autor  de  esa  falta. 


—  3"  — 

'  Parece  preferible,  por  más  clara  y  previsora,  la  redacción  del  art.  826  del 
Código  español,  al  que  corresponde  el  901  del  mexicano,  que  están  conce- 
bidos en  estos  términos:  «Si  un  buque  abordase  á  otro,  por  culpa,  negligen- 
cia ó  impericia  del  capitán,  piloto  ú  otro  cualquiera  individuo  de  la  dotación, 
el  naviero  del  buque  abordador  indemnizará  los  daños  y  perjuicios  ocurridos, 
previa  tasación  pericial.» 

• 

4.0  Si  la  falta  es  común,  se  hará  una  masa  de  los  daños  causados\  ésta 
será  soportada  por  cada  una  de  las  naves^  proporcionalmente  i  la  gravedad  de 
Ua  faltas  respectivamente  cometidas. 

Los  Códigos  antes  mencionados  (artículos  827  del  español  y  102  del 
mexicano)  se  apartan  de  ese  sistema,  que  es,  á  mi  entender,  el  más  conforme 
con  la  equidad,  y  establecen  lo  siguiente:  «Si  el  abordaje  fuese  imputable  á 
ambos  buques,  cada  uno  de  ellos  soportará  su  propio  daño  y  ambos  respon- 
derán solidariamente  de  los  daños  y  perjuicios  causados  en  sns  cargos.» 

Este  es  el  sistema  alemán,  que  ha  sido  objeto  de  vivas  discusiones,  lo  mis- 
mo que  el  inglés,  según  el  que,  en  caso  de  falta  común,  se  reparte  el  daño 
por  mitad. 

De  este  último  no  ha  podido  decirse  en  su  abono  sino  que  es  el  más  prác- 
tico; pero  en  derecho  no  podría  sostenerse,  por  las  consecuencias  injustas 
que  envuelve  y  á  que  en  muchos  casos  conduce;  tanto  que  Inglaterra  no  ha 
insertado  el  principio  en  la  ley,  y.  sólo  ha  estado  sostenido  por  decisiones  de 
la  corte  del  Almirantazgo  que  han  consagrado  esa  jurisprudencia. 

Del  sistema  alemán,  que  si  no  divide  por  mitad  los  daños  hace  soportar  á 
cada  uno  el  suyo,  bien  $e  puede  decir  en  favor  que  no  sólo  es  el  del  espa- 
ñol y  el  mexicano,  sino  también  el  portugués,  el  argentino,  el  sueco,  el  ita- 
liano y  el  holandés,  y  que  es  más  fácil,  puesto  que  entra  en  la  regla  de  de- 
recho común,  según  la  que  se  juzga  que  no  ha  resentido  daño  el  que  lo  ha 
sufrido  por  su  culpa. 

Mas,  aparte  de  que  tal  regla  se  apoya  en  una  ficción,  ella  sólo  puede  rec- 
tamente aplicarse  en  los  casos  en  que  nadie  haya  cooperado  á  la  falta.  De 
otro  modo,  es  muy  probable  que  con  su  aplicación  se  atrepellen  otros  mu- 
chos principios  de  indiscutible  justicia. 

Si  la  culpa  de  uno  es  grave  ó  gravísima,  mientras  que  la  del  otro  es  noto- 
riamente leve,  no  pueden  ponerse  al  mismo  nivel,  reglándose  y  sancionándo- 
se del  mismo  modo,  sin  que  se  hiera  en  lo  más  vivo  el  sentimiento  de 
equidad. 

El  principio  de  repartición  del  daño  proporcionándolo  á  la  culpa,  por  el 
contrario,  no  puede  tener  adversarios  en  el  fondo.  Nadie  niega  que  sea  bue- 
no, y  si  no  ha  sido  universalmente  admitido  es  porque  se  han  temido  dificul- 
tades prácticas  en  su  aplicación.  Para  dar  solución  á  ellas  es  por  lo  que  se 
ha  propuesto  y  admitido,  ora  el  principio  alemán,  ora  el  inglés.  Se  ha  tenida 
\  creencia,  no  muy  fundada  en  hechos,  de  que  la  aplicación  del  principia 
•ueno,  el  justo,  el  equitativo,  presenta  dificultades  á  los  jueces,  á  cuya  pers- 
icacia  se  hace  muy  poco  honor,  presumiendo  que  sean  impotentes  para 
istínguir  los  matices,  para  clasificar  y  graduar  la  naturaleza,  intensidad  y 
íferencia  de  dos  faltas  que  se  levantan  frente  á  frente. 

La  objeción — única  por  cierto — tiene  algo  de  pueril.   La  coexistencia; 
e  dos  hechos  culpables,  ni  implica  siempre  contradicción,  ni  produce  en. 
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todo  caso  obscuridad.  Ese  reparo  podría  hacerse  con  ana  extensión  verda- 
deramente peligfrosa  para  lo  que  se  rcBcie  á  todo  género  de  contiendas  que 
puedan  llegar  á  ser  judiciales.  La  falta  de  fe  en  las  aptitudes  de  aquellos  á 
quienes  están  encomendadas  las  decisiones,  implicarla  la  necesidad  de  una 
supresión  imposible.  Decir  que  no  puede  discernirse  en  el  caso  la  gravedad 
de  las  faltas,  es  aSrmar  que  se  carece  de  facultades  para  percibir  hechos  que 
son,  en  último 'resultad  o,  los  elementos  constitutivos  de  aquéllas. 

Nunca  tal  criterio  podría  suministrar  argumento  en  favor  del  judicum  riis- 
ticonim.  de  los  juicios  salomónicos  para  todos  los  casos  en  que  pudieran 
presentarse  dificultades  á  los  encargados  de  administrar  justicia.  Son  innu- 
merables los  que  las  ofrecen.  No  por  eso  hay  código  ni  ley  alguna  de  pue- 
blos civilizados  que  en  esos  casos,  y  menos  en  materia  penal,  en  materia  de 
delitos  cometidos  por  dos  ó  más  á  un  mismo  tiempo,  si  se  tropieza  con  difi- 
cultades, autorice  á  los  jueces  para  dividir  el  infante  y  para  castigar  delitos 
diversos  ó  de  diversos  grados,  con  la  misma  pena. 

Por  lo  demás;  si  en  los  casos  de  que  tratamos  las  dificultades  fueren  tales 
que  no  se  lleguen  á  disipar  las  nieblas  y  quede  en  la  sombra  la  causa  del 
siniestro,  entonces  se  estaría  en  presencia  de  un  abordaje  dudoso,  que  tiene 
regla  de  aplicación  diferente. 

Lo  iososteuible  en  principio,  aunque  aplicable  en  la  práctica,  es  que  reco- 
nociendo que  hay  dos  culpables  en  diferente  grado,  se  concluya  que  el  que 
fué  principal  autor  de  un  daño  no  lo  repare.  Cuando  hqy  evidencia  com- 
pleta de  ello,  DO  debe  prohibirse  á  los  jueces,  no  deben  estar  impedidos 
para  aplicar  la  regla  que  la  equidad  reclama,  que  la  justicia  impone. 

Por  eso  no  estimo  que  sea  un  atrevimiento  censurable  proponer  la  enmien- 
da en  el  sentido  indicado. 

5.**  Si  el  daño  es  imputable  á  dos  ó  más  buques,  iodos  serán  responsablts 
solidariamente  del  daño  causado  d  hs  terceros.  La  repartición  de  este  liaSa  en- 
tre los  buques  autores  del  abordaje,  se  verificará  siguiendo  la  re^ía  de  proporcio- 
nalidad indicada  en  el  número  anterior. 

Asi  concebida  esta  regla,  tiene  mucha  mayor  amplitud  que  el  precepto 
que  figura  en  algunos  Códigos,  y  que  se  limita  á  decir  que  si  un  buque  abor- 
dare á  otxo  obligado  por  un  tercero,  indemnizará  los  da&os  y  perjuicios  que 
ocurrieren  el  naviero  de  este  tercer  buque,  quedando  el  capitán  responsable 
civilmente  para  con  dicho  naviero.  Digo  que  tiene  más  amplitud,  porque 
comprende  el  caso  de  que  el  abordaje  sea  imputable  á  un  buque  remolcado, 
cuando  el  remolcador  se  limita  á  suministrar  la  fuerza  motriz,  que  es  Co  más 
común;  y  á  este  ultimo,  si  hay  motivos,  fuera  de  la  comunidad  del  hecho, 
que  lo  hagan  responsable  exclusiva  ó  solidariamente. 

Como  consecuencia  del  abordaje  en  algunos  casos  é  independientemente 
en  otros,  viene  la  necesidad  de  la  prestación  de  anxilios  que  fundameDtal- 
mente  no  es  materia  de  discusión,  aunque  en  la  ejecución  y  en  los  detalles 
tiene  que  dejarse  mucho  encomendado  á  los  autores  del  daBoque  se  pretende 
remediar. 

La  base  tendría  que  ser  genérica  y  vaga,  imponiendo  al  capitán,  en  caso 
de  colisión,  el  deber  de  prestar  auxilios,  asistir,  acompañar  al  buque  en  peli- 
gro ó  perjudicado  hasta  ponerlo  en  salvo,  subordinado  todo  esto  á  la  segu- 
ridad del  buque  asistente. 
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Impuesta  esta  obligación,  es  de  toda  necesidad  imponer  la  compensatoria: 
crear  el  derecho  á  la  remuneración  debida,  ya  por  los  auxilios,  ya  por  el 
salvamento  á  su  vez. 

Este  punto  ha  sido  también  objeto  de  debates  y  serlas  dificultades  en  la 
práctica,  por  la  grande  variedad  de  los  casos  y  las  innúmeras  contingencias 
que  se  sustraen  á  toda  previsión. 

Se  ha  discutido  si  los  pasajeros  cuya  vida  y  efectos  han  sido  salvados, 
deben  estar  sujetos  al  pago  de  la  remuneración  y  según  qué  condiciones:  si 
los  gastos  hechos,  el  celo  desplegado,  los  servicios  prestados,  el  número  de 
los  que  han  intervenido  activamente,  la  intensidad  del  peligro  y  el  valor  de 
los  objetos  salvados,  debían  ser  indicación  de  tantas  reglas  como  circunstan- 
cias de  las  enumeradas. 

En  Rumania  se  ha  concedido  un  3  por  ico  al  comandante  del  buque  asis- 
tente ó  salvador.  En  Holanda  ha  habido  casos  en  que  se  ha  asignado  el  40, 
50  y  60  por  ICO  á  los  salvadores,  y  no  sin  justicia,  pues  se  ha  tratado  de 
objetos  perdidos  en  alta  mar  y  que  sin  la  intervención  de  aquéllos  lo  habrían 
sido  irrevocablemente.  En  otras  legislaciones  se  ha  intentado  hacer  una  tari- 
fa ó  señalar  como  indemnización  la  tercera  parte,  y  que  el  salvamento  se 
pagara  más  caro  que  los  auxilios.  El  Código  de  Comercio  alemán  distingue 
entre  la  indemnización  por  asistencia  y  la  que  corresponde  por  salvamento, 
declarando  que  ésta  no  puede  ser  menor  que  el  décimo,  ni  puede  pasar  del 
tercio  de  los  objetos  salvados. 

Todas  estas  asignaciones  previas,  que  siempre  son  aventuradas,  no  son 
más  que  tanteos  que  no  tienen  base  científicamente  aceptable.  Pueden 
producir,  además,  el  perjuicio  consistente  en  la  invasión  de  un  buque  en 
peligro  por  el  cebo  de  una  ganancia  segura  y  de  antemano  fijada.  Refiere 
Mr.  Langlois  que  en  las  costas  neerlandesas,  en  esos  casos,  una  nave  se  hace 
un  verdadero  nido  de  abejas:  que  es  literalmente  invadida  por  los  pescadores, 
que  estorban  las  maniobras  y  el  trabajo,  son  superiores  en  peso  á  la  mer- 
cancía desembarcada,  causan  perjuicio  y  vienen  enseguida  á  reclamar  la 
remuneración. 

Hechos  de  esta  naturaleza  han  sido  parte,  sin  duda,  para  que  en  algunas 
legislaciones  marítimas  exista  la  prohibición  de  subir  á  bordo  sin  consenti- 
miento expreso  del  comandante  y  para  que  se  niegue  retribución  al  que 
impone  sus  servicios. 

Es  innecesario  entrar  en  tantos  detalles  que  pueden  quedar  para  que  sean 
consignados  en  las  leyes  particulares,  como  ya  lo  están  (en  México,  por 
ejemplo,  en  la  Ordenanza  de  Marina  y  en  la  Ordenanza  Naval  de  buques 
mercantes),  y  establecer  como  principio  genérico  la  necesidad  de  la  remu- 
neración, dejando  que  la  autoridad  que  tiene  que  decretarla,  tome  en  cuenta 
las  circunstancias  más  atendibles,  que  también  pueden  enumerarse  de  un 
modo  general. 

Si  las  resoluciones  que  el  Congreso  adoptase,  en  vez  de  llevar  por  mira  la 
formación  de  una  ley -tipo,  hubieran  de  ser  base  para  una  convención  inter- 
nacional entre  España,  Portugal  y  los  países  ibero-americanos,  como  com- 
plemento de  esta  materia,  se  podrían  dar  reglas  semejantes  á  éstas: 

i.^  La  acción  para  el  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios  que  se  deriven 
del  abordaje  ó  de  los  auxilios  prestados,  no  está  subordinada  á  ninguna  for- 
malidad previa;  pero  prescribe  á  los  dos  años,  contados  desde  el  fin  del 
viaje  del  buque  abordado  ó  asistente,  si  este  viaje  puede  ser  terminado;  y 
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si  no,  desde  et  momento  en  que  el  interesado  haya  podido  intentar  su  acdúu 
útilmente. 

2.^  Cuando  cada  uno  de  los  buques  que  han  participado  de  la  colisión 
lleva  el  pabellón  de  uno  de  los  pafses  contratantes,  la  acción  para  reclamar 
indemnizaciones  por  causas  de  auxilios  ó  de  abordaje  puede  intentarse  ante 
los  Tribunales  de  cada  uno  de  los  paises  contratantes,  con  tal  que  el  Tiiba- 
nal  que  conoce  del  litigio  sea,  ó  el  del  domicilio  personal  del  demandante,  ó 
el  del  puerto  de  orig-en  del  buque  demandado,  ó  el  de  la  jurisdicción  en  la 
cual  fué  éste  encontrado  ó  el  de  aquel  en  cuya  jurisdicción  tuvo  tu^ar  el 
abordaje  ó  la  asistencia. 

La  primera  de  estas  reglas  pertenece  al  sistema  inglés  y  al  alemán  del 
Código  (Je  1869,  que  está  en  oposición  con  el  de  Italia  de  18S2,  el  deEspa- 
3a  de  1885,  el  de  México  de  1890  y  el  portugués,  que  quieren  que  dentro 
de  veinticuatro  horas  se  presente  protesta  ó  declaración  ante  la  Autoridad 
competente  del  puntó  en  que  tuviere  lugar  el  abordaje  ó  la  del  primer  puer- 
to de  arribada  del  buque. 

AI  darle  preferencia  al  sistema  inglés  y  alemán,  he  tenido  como  causa  de 
convicción  que,  tratándose  de  prihcipios  generales  de  derecho,  deben  des- 
pojarse de  todas  las  formalidades,  limitaciones  y  excepciones  de  las  leyes 
particulares,  y  por  otra  parte  y  principalmente,  la  reñexióu  de  que  el  sistema 
que  exige  formalidades  en  plazos  tan  limitados,  es  verdaderamente  anómalo 
y  derogatorio  del  derecho  común.  Subordina  la  acción  de  las  víctimas  á  la 
declaración  exigida,  que  no  responde  á  ineludible  necesidad,  y  establece  la 
prescripción  de  veinticuatro  horas  ó  de  tres  días,  tiempo  infinitamente  me- 
nor que  el  más  corto  de  los  seSalados  para  la  prescripción  de  todas  las 
demás  acciones.  No  hay  razón  para  que  los  accidentes  marítimos  se  colo- 
quen bajo  otro  régimen  que  los  accidentes  de  tierra;  los  ferrocarrileros,  por 
ejemplo.  Contradice,  por  último,  la  máxima  generalmente  admitida,  según 
la  cual  el  capitán  y  los  interesados  conservan  incólumes  sus  derechos,  dedu- 
cidos en  las  formas  y  plazos  prescriptos  por  la  ley  del  pabellón,  por  la  del 
buque  deudor  ó  por  la   del  primer  puerto  al  que  la  nave  llega. 

Hay  más  todavía.  El  señalamiento  del  plazo  de  veinticuatro  horas  para 
hacer  la  protesta  ó  declaración  en  el  puerto  del  abordaje  ó  de  arribada,  bajo 
pena  de  inadmisibilidad  de  la  acción,  expone  á  cometer  la  enorme  injusticia 
de  extinguir,  por  una  omisión  del  capitán,  acciones  legítimas  de  interesados 
que  no  han  estado  en  el  buque,  que  no  han  tenido  conocimiento  del  hecho 
y  que  no  han  tenido  ni  ocasión  ni  medios  de  manifestar  su  voluntad. 

Toda  esta  materia,  como  decía  al  principio,  es  muy  vasta;  pero  si  la  tratara 
con  mayor  extensión,  ó  con  la  que  requiere,  no  me  serla  posible  presentar 
el  trabajo  con  oportunidad. 

Me  apresuro,  pues,  á  llegar  al  fin,  asentando  por  vía  de  resumen  las  siguieu' 
tes  proposiciones; 

1.*  En  caso  de  abordaje  fcwtuito  óde  fuerza  mayor  entre  dos  ó  más  bu- 
ques, cada  uno  y  su  carga  soportará  sus  propios  da!ios. 

2.3     El  abordaje  dudoso  se  considerará  como  el  fortuito. 

3,^  Si  un  buque  abordase  á  otro  por  culpa,  negligencia  ó  impericia  del 
capitán,  piloto  6  cualquier  individuo  que  tenga  cargo  del  buque,  éste  sopor- 
tará su  dafSo,  y  el  naviero  del  buque  abordador  indemnizará  los  daSos  y  per- 
juicios, previa  tasación  pericial. 

4.*     Si  la  falta  es  común,  se  hará  una  masa  de  los  daños  causados  y  ésta 
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será  soportada  por  cada  uno  de  los  buques  en  proporción  á  la  gravedad  de 
las  faltas  respectivamente  cometidas. 

5  .^  Si  el  daño  es  imputable  á  dos  6  más  buques,  todos  serán  solidaria- 
mente respcnsables  del  daño  causado  á  los  terceros.  La  repartición  de  este 
daño  entre  las  naves  causantes  del  abordaje,  se  verificará  teniendo  en  cuenta 
para  la  proporción  la  gravedad  de  las  faltas  respectivamente  cometidas. 

6.^  En  caso  de  colisión  ó  abordaje,  el  capitán  debe,  en  tanto  que  pueda 
sin  peligro  para  su  buque,  su  ttipujación  y  pasajeros,  permanecer  próximo  á 
la  otra  nave  hasta  que  esté  seguro  de  que  es  inútil  una  más  larga  asistencia; 
debe  asimismo  prestar  á  esta  nave,  á  su  tripulación  y  pasajeros,  todos  los  auxi- 
lios posibles  para  salvarlos  del  peligro  resultante  del  abordaje. 

La  falta  de  observancia  de  estas  prescripciones  hará  que  el  capitán  quede 
sometido  á  la  acción  de  las  leyes  penales  de  su  país. 

/.^  La  asistencia / los  auxilios  serán  remunerados  según  las  reglas  de  la 
equidad.  Al  efecto  se  tendrá  en  cuenta,  por  una  parte,  el  tiempo  y  el  perso- 
nal empleados,  los  gastos  hechos,  las  pérdidas  sufridas  y  los  peligros  corri- 
dos por  el  que  prestó  los  auxilios,  y  por  otra,  los  servicios  prestados  á  la 
nave,  á  las  personas  y  á  las  cosas  salvadas.  Los  servicios  se  apreciarán  en 
razón  del  valor  último  de  éstas,  deducidos  los  gastos.  Todo  contrato  cele- 
brado durante  el  peligro  está  sujeto  á  rescisión. 

S.3  La  acción  para  el  resarcimiento  de  daBos  y  perjuicios  que  se  deriven 
del  abordaje  ó  de  los  auxilios  prestados,  no  está  subordinada  á  ninguna  forma- 
lidad previa;  pero  prescribirá  dos  años  después  del  viaje  del  buque  abordado 
ó  del  que  le  auxilió,  sí  dicho  viaje  pudo  ser  terminado,  y  si  no,  desde  el  mo- 
mento en  que  el  interesado  haya  podido  intentar  su  acción  inútilmente. 

g.'^  En  caso  de  conflicto  de  leyes  en  materia  de  derecho  marítimo  pri- 
vado, la  ley  del  pabellón  servirá  para  determinar  las  obligaciones  de  cada 
una  de  las  naves  demandadas  por  causa  de  abordaje,  asi  como  las  indemni- 
zaciones debidas  por  los  auxilios  prestados  en  alta  mar,  aun  cuando  el  auxilio 
haya  continuado  en  las  aguas  interiores. 

El  capitán  y  los  interesados  conservan  sus  derechos  para  reclamar  en  las 
formas  y  plazos  prescritos  por  la  ley  del  pabellón,  por  la  del  buque  deudor 
ó  por  la  del  primer  puerto  al  que  la  nave  llegue.  Siempre  que  sea  necesario 
seguir  la  ley  del  pabellón,  la  aplicable  será  la  del  que  Uevaba  legalmente  el 
buque  en  el  momento  en  que  nació  el  derecho. 

10,^  Loa  Tribunales  de  los  países  que  adopten  estas  reglas  podrán,  en 
materia  maiítima,  dictar  medidas  provisorias  y  de  conservación,  aun  entre 
extranjeros;  y  cuando  un  buque  de  mar  que  lleve  el  pabellón  de  uno  de  estos 
paises,  se  vea  sujeto  á  un  juicio,  estos  Tribunales  no  podrán  rehusar  el  cono- 
cimiento y  decisión  de  las  demandas  que  con  este  objeto  les  sean  sometidas. 

Desordenado,  incompleto  y  con  muchas  otras  imperfecciones  es  natural 
que  sea  un  trabajo  como  el  que  antecede,  no  tanto  por  la  precipitación  con 
que  ha  sido  preparado  y  ejecutado,  sino  porque  otra  cosa  no  consienten  las 

itadas  facultades  y  aptitudes  de  su  autor,  que  no  va  en  pos  de  otro  Gn 

le  el  de  corresponder,  en  nombre  del  Colegio  de  Abogados  de.  México, 

í  se  sirvió  delegarle  su  representación,  á  la  honrosa  invitación  de  la  Real 

aderaia  de  Jurisprudencia,  por  tantos  títulos  respetable. 
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Abordajes. 


El  tratado  de  Derecho  mercantil-ínternacional  celebrado  en  Montevideo 
el  año  1889  por  el  Congreso  de  los  Plenipotenciarios  del  Perú,  Argentina, 
Bolivia,  BrasU,  Chile,  Paraguay  y  Uruguay,  distingue  abórdele  de  choque  en 
los  artículos  11  y  12,  que  expresamente  se  refieren  á  choques  y  abordajes. 

No  conocemos  los  debates  ni  aun  las  actas  de  aquel  Congreso,  que  po- 
drían suministrar  la  luz  necesaria  para  saber  en  qué  consiste  la  diferencia 
que  aquellos  Plenipotenciarios  establecieron  entre  choque  y  abordaje.  Cierto 
que  dos  naves  pueden  abordarse  recíprocamente,  es  decir,  juntarse  por  sus 
costados  ó  bordos,  sin  que  choquen  ni  en  sus  cascos  ni  en  sus  arboladuras; 
pero  en  tal  caso  ninguna  de  aquéllas  sufrirá  daño,  y,  faltando  éste,  desapa- 
rece la  razón  de  las  estipulaciones  sobre  abordajes,  cuyo  fin  no  puede  ser 
otro  que  determinar  con  exactitud  las  leyes  que  deben  regir  y  los  jueces 
que  tienen  derecho  para  declarar  las  responsabilidades  que  aquéllos  causan. 

Puede  suceder  que,  chocando  dos  naves,  queden  ó  no  recíprocamente 
amarradas;  y  si  en  el  primer  caso  hubiera  abordaje,  y  choque  en  el  segundo, 
tales  denominaciones  no  cambiarían  la  naturaleza  de  las  responsabilidades, 
pues  lo  que  podría  acontecer,  á  lo  sumo,  sería  que  del  abordaje  resultase 
mayor  daño  que  del  choque. 

La  diversa  cuantía  de  los  daños  no  justifica  la  diferencia  de  nombres,  si 
aquéllos  son  producidos  por  una  sola  causa:  el  choque  ó  colisión  de  naves. 

Por  las  razones  que  preceden  damos  en  esta  Memoria  el  nombre  de  abor- 
daje al  choque  de  dos  ó  más  buques  verificado  en  un  solo  tiempo;  porque  si 
se  realiza  en  tiempos  sucesivos,  habrá  diversos  abordajes. 

Nuestra  opinión  coincide  con  la  de  Bravard  Veyriéres,  profesor  de  Derc- 
::ho  comercial  en  la  Universidad  de  París,  quien  en  su  Manual,  del  mismo 
Derecho,  define  el  abordaje  de  choc  accidentel  de  deux  navires,>  si  bien 
esta  definición  por  el  término  accidentel  sólo  se  aplica  al  abordaje  casual. 

La  aproximación  de  dos  buques  hasta  ponerse  á  toca-penoles,  pero  sin 
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que  ningano  de  ellos  reciba  da5o,  será  abordaje  en  el  lenguaje  de  los  mari- 
nos y  probará  evidentemente  la  pericia  de  la^  tripulaciones  que  los  gobier- 
nan; peiO  no  originará  aquellas  acciones  civiles  ó  criminales  que  forman  par- 
te de  los  fines  de  las  leyes  civiles  ó  penales  de  carácter  internacional,  i  cuya 
consecución  se  encaminan  los  temas  adoptados  por  el  Congreso  Jurídico 
Ibero-amencano. 

La  circunstancia  de  realizarse  los  aciagos  acontecimientos  que  denomina- 
mos aiorddjes,  en  alta  mar,  ó,  con  más  propiedad  si  se  quiere,  en  mar  extra- 
territorial, no  cambia  la  naturaleza  de  aquellos  hechos,  ni  tiene  ninguna  in- 
fiuencia  en  las  causas  que  los  producen  ú  ocasionan,  ni  en  las  consecuencias 
que  de  ellos  se  derivan  contra  los  intereses  de  navieros,  tripulantes,  pasaje- 
tos  y  cargadores.  El  abordaje,  acontezca  en  alta  mar  ó  en  mar  territorial,  es 
debido,  ó  á  fuerzas  de  la  naturaleza,  contra  las  cuales  nada  puede  el  hombre, 
ó  al  descuido,  negligencia  ó  impericia  que  los  juristas  llaman  culpa,  ó  tal  vez 
á  la  perversidad,  á  deseo  de  dañar,  en  cuyo  caso  se  engendra  delito.  En  tér- 
minos de  escuela,  el  abordaje  en  mar  extraterritorial  puede  %^i fortuito,  culpa- 
ble 6  criminal. 

Preferimos  este  último  caliScativo  al  de  doloso  ó  fraudiUento,  que  tal  vez  pu- 
diera emplearse,  imitando  la  terminología  de  los  Códigos  de  Comercio  espa- 
Boles,  antiguo  y  nuevo,  peruano,  chileno  y  otros,  los  cuales  dividen  la  qvaz- 
bn  ea  fortuita,  cu/paéle  y /rauduletiía,  y  üatanda  de  la  responsabilidad  de 
los  capitanes,  pilotos  y  contramaestres,  reconocen  que  puede  resultar  de 
culpa  6  de  dolo,  siendo  éste,  como  la  quiebra  fraudulenta,  verdadero  delito; 
porque  en  el  abordaje,  ejecutado  intencionalmente,  pueden  encontrarse,  más 
que  un  delito  cometido  sigilosamente  contra  la  propiedad,  atentados  diver- 
sos contra  las  personas  que  viajan  en  la  nave  abordada,  como  homicidios, 
heridas,  lesiones,  a/Jemás  de  los  perpetrados  contra  las  propiedades  del  na- 
viero, cargadores  y  pasajeros;  y  todos  estos  delitos  son  ejecutados  paladi- 
namente, I 

La  colisión  que  constituye  el  abordaje  puede  efectuarse  entre  dos  ó  más 
buques,  aunque  de  ordinario  chocan  tan  sólo  dos,  los  cuales,  ó  navegau  por 
el  mismo  rumbo,  en  sentidos  opuestos,  ó  en  un  mismo  sentido,  ó  por  rum- 
bos diferentes,  ocasionando  así  los  abordajes  que  la  gente  de  mar  llama 
oÉordajé  avaníe  por  la  proa,  abordaje  por  la  popa  j- aóordajf  por  babor  ó  por 
estribor. 

No  realizándose  siempre  la  colisión  exactamente  por  las  proas  de  los  bu- 
ques que  chocan,  ni  por  la  proa  del  que  marcha  detrás  y  la  popa  del  que 
va  delante,  sino  por  puntos  más  ó  menos  distantes  de  la  una  ó  de  la  otra, 
nos  parecen  más  propios  los  términos  abordaje  anterior,  abordaje  posterior 
y  abordaje  Literal,  usados  entre  juristas. 

Por  último,  tomado  el  abordaje  en  toda  la  amplitud  que  le  da  el  tema 
propuesto,  puede  ocurrir  entre  dos  buques  mercantes,  entre  dos  de  guerra  ó 
entre  uno  de  éstos  y  otro  de  aquéllos. 

Para  determinar  la  legislación  á  que  está  sujeto  el  abordaje,  la  competen- 
cia de  los  jueces  que  deben  conocer  de  las  demandas  á  que  este  hecho  dier* 
origen,  y  los  procedimientos  que  deban  emplearse  para  la  ejecución  de  la 
acciones  resultantes,  es  necesario  estudiar  los  casos  siguientes: 

Abordaje  casual  b  fortuito. 
Abordaje  culpable. 
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Abordaje  criminal. 

Abordaje  de  buques  mercantes. 

Abordaje  de  buques  de  guerra. 

Abordaje  de  un  buque  de  guerra  y  otro  mercante. 


n 

Auxilios. 


El  socorro  ó  auxilio  es  contrario  al  abordaje;  éste  causa  daños,  aquél  loa 
evita,  ó  impide  que  se  agraven  los  ya  causados;  el  abordaje  es  mal,  el  so- 
corro es  bien. 

¿TieQen  las  naves  que  se  encuentran  en  mares  extraterritoriales  obligación 
de  auxiliarse  recíprocamente  cuando  peligran? 

Desde  que  dos  hombres,  conózcanse  ó  no,  entran  en  comunicación,  aun- 
que sea  casual  y  momentánea,  quedan  sujetos  al  imperio  del  Derecho:  am- 
bos tienen  derechos  y  obligaciones  recíprocas.  El  principal  de  estos  dere- 
chos es  el  de  exigir  cada  cual  del  otro  la  protección  indispensable  para  sal- 
var su  existencia  amenazada;  y  la  principal  de  las  obligaciones  consiste  en 
dar  al  que  corre  riesgo  de  perecer,  todos  los  auxilios  que  pueda  aquel  á  quien 
le  son  pedidos. 

En  este  sentido,  una  nave  es  reunión  de  muchos  hombres:  del  capitán  que 
la  gobierna,  los  oficiales  y  equipaje  que  proveen  á  su  manejo  y  los  pasaje- 
ros que  en  ella  viajan.  A  los  derechos  de  todas  estas  personas,  que  pueden 
ser  comprometidos  en  el  abordaje,  débense  agregar  las  propiedades  de  los 
navieros  y  de  los  cargadores  que  envían  sus  riquezas  á  otras  regiones  en 
busca  de  mayor  provecho.  Hallándose  dos  naves  en  alta  mar,  cual  dos  hom- 
bres en  un  desierto,  están  sujetas  al  imperio  del  Derecho,  y  tienen,  como 
éstos,  áfortiori^  derechos  y  obligaciones  recíprocas. 

Cuando  una  de  esas  naves  está  á  punto  de  zozobrar,  la  otra  se  encuentra 
jurídicamente  obligada  á  socorrerla,  para  que  no  sucumba. 

Si  no  se  quisiera  admitir  que  en  el  caso  supuesto  tiene  una  de  las  naves 
obligación  jurídica  de  socorrer  á  la  otra,  que  corre  grave  é  inminente  peli- 
gro, no  podría  negarse  que  hay  obligación  moral,  y  que  la  ley  positiva  á 
que  estuvieran  ellas  sujetas  podría  convertirla  en  jurídica. 

Ijos^erxi^xiostt'pvíidLxaos  acción  heroica  la  de  quien,  sin  saber  nadar,  se  arroja 
al  agua  para  salvar  al  infortunado  que  se  ahoga;  y  la  opinión  pública  repu- 
taría delincuente  al  marino  robusto  y  experto  en  natación  que  presenciase 
impasible  la  lucha  del  desgraciado  que  batalla  para  escapar  de  la  muerte. 

Si  una  nave,  aunque  no  transportase  hombres,  fuera  arrastrada  contra  es- 
collos que  destruyeran  propiedades  valiosas,  no  tendría  el  Perú  sino  pala- 
bras de  execración  para  los  que,  pudiendo  prestar  oportuno  auxilio  á  fin  de 
impedir  tamaña  desgracia,  se  cruzaran  de  brazos  y  la  contemplasen  indife- 
entes. 

La  extensión  del  auxilio  y  el  modo  y  tiempo  de  proporcionarlo,  no  pue- 
len  ser  determinados  sino  por  el  buque  salvador;  esto  es,  por  el  capitán,  de 
cuerdo  con  sus  oficiales  si  fuese  preciso  consultarles.  Para  ejecutar  el  jefe 
e  una  nave  cualquiera  avería  gruesa,  debe  oir,  cuando  el  cado  lo  permita. 
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á  su  oricialidad:  para  auxiliar  á  un  buque  que  se  perderá  indcfectiblemcDte 
caso  de  ao  ser  socoirido  á  tiempo,  debe  procederse  de  un  modo  análogo, 
siempre  que  1?  prestación  del  auxilio  pueda  causar  al  auxiliante,  )-a  que  no 
su  total  pérdida,  se^ro  y  grave  quebranto. 

El  auMÜo  prestado  por  nna  nave  á  otra,  la  obligación  de  socorrer  cumpli- 
da, originará  indudablemente  el  derecho  del  buque  salvador  para  exigir  del 
socorrido  reparación  de  los  daSos  y  perjuicios  que  le  hubiera  ocasionado  el 
salvamecto. 

Esta  doctrina  no  es  discutible  en  el  Perú. 

En  el  tratado  que  celebró  con  la  República  Argentina  en  1 874  se  estipuló 
expresamente  que  tsi  algún  buque  de  las  dos  partes  contratantes  naufragase, 
isufricse  avería  ó  fuese  abandonado  en  las  costas  de  ]a  otra,  ó  cerca  de  ellas, 
<sc  daría  á  dicho  buque  y  á  SU  tripulación  toda  la  asistencia  y  protección 
>que  fuese  posible.i 

Igual  estipulación  contiene  el  tratado  que  se  firmó  con  el  Imperio  chino  el 
mismo  a3o  74,  en  cuyo  documento  diplomático  está  declarado  que  'si  ua 
1  buque  peruano  encallase  ó  naufragase,  las  autoridades  chinas  tomarán  in- 
•  mediatamente  las  medidas  del  caso  para  socorrer  á  la  tripulación  y  res- 
íguardar  el  buque  y  su  cargamento...  y  que  en  caso  de  naufragar  un  buque 
•chino,  las  autoridades  marítimas  le  prestarán  todos  los  auxilios  que  estuvie- 
»ren  en  su  poder.» 

Pactos  iguales  se  encuentran  en  los  tratados  que  la  República  ha  celebrado 
con  Portugal  en  1853,  con  Francia  en  1861,  con  los  Estados  Unidos  en  1870, 
con  Colombia  en  1873,  con  Rusia  en  1874  y  con  otros  Estados. 

La  razón  de  tales  estipulaciones  no  ha  sido  ni  ha  podido  ser  otra  que  la 
necesidad  de  auxiliar  á  las  naves  de  los  Estados  contratantes,  y  la  posibilidad 
de  que  uno  de  ellos  prestase  socorro  á  los  buques  del  otro. 

Por  la  misma  razón,  los  buques  que  navegan  en  conserva  están  obligados 
á  socorrer  al  que  de  ellos  naufraga,  no  sólo  recibiendo  el  cargamento  que  se 
salvare,  sino  hasta  llevándolo  á  su  destino  en  dertos  casos  y  bajo  determi- 
nadas condiciones. 

De  todo  lo  cual  se  deduce  que,  si  en  alta  mar  una  nave  demanda  auxilio 
á  otrn  que  puede  prestarlo,  ésta  se  halla  obligada  á  socorrerla. 

Para  h  República  peruana  no  es  cuestión  meramente  teórica  la  de  auxiliar 
á  los  buques  que  peligran;  y  si  bien  en  ninguno  de  los  tratados  con  que  se 
ha  ligado  hasta  hoy  se  encuentra  estipulación  terminante  sobre  auxilios  en 
mar  extraterritorial,  en  el  espíritu  de  esos  tratados  y  de  sus  leyes  civiles  de 
comercio  está  implícitamente  comprendida  la  obligación  de  socorrer  siem- 
pre que  fuese  posible  al  buque  próximo  á  zozobrar.  De  aquí  á  imponerse 
ex pre .sámente  esa  obligación  por  medio  de  un  tratado,  no  hay  más  que  un 
paso. 

m 

Legislación. 

Como  nadie  es  dueño  exclusivo  del  mar  extraterritorial,  ó,  más  claro,  como 
el  innr  es  de  todas  las  naciones  á  condición  de  que  no  entorpezcan  unas  á 
otras  el  uso  que  de  él  pudieran  hacer,  los  abordajes  que  se  causaran  y  los 


auxilios  que  se  prestaran  las  naves  en  alta  mar,  estarían  sujetos  á  las  leyes  de 
los  Estados  á  que  pertenezcan  los  buques  entre  los  cuales  ocuniere  alguno 
de  aquellos  hechos. 

Excluyendo  el  abordaje  casual  ó  fortuito,  que  no  produce  ninguna  respoQ- 
sabilidad,  por  cuya  razón  no  tiene  el  damnificado  acción  contra  nadie,  los 
demás,  bajo  el  punto  de  vista  de  la  culpabilidad  ó  criminalidad,  están  some- 
tidos al  imperio  de  las  leyes  del  Estado  cuyo  pabellón  enarbola  el  buque 
que  causa  daño  por  culpa  ó  delito. 

Pero  si  ese  Estado  no  tiene  leyes  positivas  respecto  de  abordajes,  icómo 
serán  éstos  calificados  y  juzgados? 

El  Perú,  en  vetdad,  carece  de  aquellas  leyes,  pues  el  Código  espaüol  de 
comercio  promuj^do  en  1829,  que  adoptó  con  algunas  modificaciones  por 
la  ley  de  10  de  Eaero  de  1852,  no  contiene  disposiciones  categóricas  sobre 
las  acciones  que  resultan  de  abordajes,  aunque  sí  sé  mencionan  éstos  en  va- 
rios lugares;  sin  embargo,  un  abordaje  causado  culpable  ó  criminalmente 
por  buque  peruano,  sería  en  debida  forma  juzgado,  para  declarar  la  respon- 
sabilidad meramente  civil  del  culpable,  ó  la  mixta  de  civil  y  penal  del  a.utor 
de  abordaje  punible,  porque  para  esta  República,  es  principio  de  legislación 
positiva  civil  que,  cenando  falta  ley  expresa,  ó  la  que  existe.es  obtura  ó  ¡n> 
ísuficiente,  debe  atenderse  al  espíritu  de  la  ley  que  rige,  á  las  disposiciones 
»de  la  misma  sobre  casos  análogos  al  en  cuestión,  y  por  último,  á  los  prin- 
icipios  generales  del  Derecho;»  y  su  Código  criminal  señala  las  penas  que 
corresponden  á  los  que  incendian,  sumergen  ó  varan  naves. 

El  Código  de  Comercio  de  Chile  admite  abordaje /brAí/tó  y  abordaje  cul- 
pable, sin  responsabilidad  en  el  primer  caso  y  responsable  en  el  segundo  el 
capitán  ó  tripulante  que  con  su  impericia  ó  descuido  hubiera  ocasionado  la 
colisión.  Cuando  Ésta  es  causada  por  descuido  de  los  capitanes  ó  de  tas  tri- 
pulaciones de  las  naves  abordadas,  cada  una  ide  éstas  soporta  el  daSo  que  • 
haya  recibido,  y,  en  caso  de  duda  sobre  la  causa  del  abordaje,  la  responsa- 
bilidad es  igual  para  ambos  buques. 

Ni  todas  las  disposiciones  de  este  Código  son  aplicables  á  los  abordajes 
en  mar  extraterritorial,  ni  él  contiene  todas  las  qne  deben  regir  tales  si- 
niestros. 

Las  leyes  penales  de  la  misma  República  castigan  también  el  incendio, 
sumersión  y  varamiento  de  naves. 

Iríamos  muy  lejos,  y  con  escaso  provecho,  si  trajéramos  á  colación  los 
Códigos  de  Coniwcio  y  penales  de  otras  naciones  de  Sud-América,  pero  se 
puede  asegurar  que  ni  todas  ellas  tienen  legislación  completa  civil  y  penal 
sobre  abordajes,  ni  son  idénticos  los  principios  que  á  tal  respecto  han  adop- 
tado. 

El  Código  comercial  de  Francia  apenas  habla  del  abordaje,  y  esto  por  in- 
cidencia, en  tres  artículos;  y  las  leyes  penales,  si  bien  castigan  la  destrucción 
de  naves  por  incendio,  ó  de  cualquier  otra  manera,  nada  dicen  expresamente 
en  cuanto  al  deterioro  6  destrucción  parcial  de,  las  mismas,  ni  al  naufragio 
ocasionado  ó  causado  por  abordaje  crimina!;  pero  8(  castigan  con  multa  á 
103  que  rehusan  prestar,  pudiendo,  el  auxilio  que  se  Icp  pida  en  caso  de  nau- 
fragio. 

En  el  antiguo  Código  de  Comercio  sardo  se  reprodujeron  los  tres  citados 
artículos  del  francés;  y  el  penal,  coetáneo  del  de  comercio,  castigaba,  como 
los  anteriores,  el  incendio,  sumersión  y  destrucción  de  naves. 


Pasaremos  por  alto  otros  Estados  enropeos  para  concretarnos  á  España 
donde  hubo  igual  deficiencia  en  materia  de  abordajes,  hasta  que  principió  á 
reg-ir  el  Código  de  Comercio  de  i886. 

Los  principios  sobre  abordajes  consignados  en  él  son  substancialmente  los 
que  siguen:  i.°  En  el  abordaje  fortuito,  cada  nave  y  su  cargamento  soportan 
sus  rcspecñvos  daños  sin  repetición  ninguna.  2°  En  el  abordaje  culpable  por 
parte  de  una  de  las  naves  que  chocan,  responde  de  los  daños  y  perjuicios  el 
naviero  del  abordador,  previa  tasación.  3,'^  Cuando  son  culpables  ambas  na- 
ves, ó  no  se  sabe  cuál  es  la  causante  del  abordaje,  cada  una  soporta  su  pro- 
pio daño,  y  ambas  responden  solidariamente  de  los  daños  y  perjuicios  cau- 
sados á  los  cargadores  y  pasajeros.  4°  En  los  casos  segundo  y  tercero  ante- 
riores, el  naviero  ó  los  navieros  tienen  derecho  para  repetir  contra  el  direc- 
to autor  del  abordaje.  5.0  Si  el  abordaje  se  realiza  por  causa  de  una  tercera 
nave,  indemniza  daños  y  periuicios  el  naviero  de  ésta,  con  repetición  contra 
el  causante  del  abordaje.  6.°  Se  presnme  perdido  por  causa  tic  abordaje  el 
buque  que  se  va  á  pique  inmediatamente  después  desufrida  la  colisión.  /.''Si 
los. buques  que  chocan  son  gobernados  por  prácticos  en  el  acto  del  abor- 
daje, respondes  de  las  consecuencias  de  éste  los  capitanes  con  repetición 
contr.i  los  prácticos.  8.°  Para  que  se  admita  demanda  civil  por  causa  de  abor- 
daje, es  necesario  protestar,  dentro  de  veinticuatro  horas  de  la  llegada  de  la 
nave  al  primer  puerto  español,  ante  el  juez  de  comercio,  y  ante  el  cónsul  si 
se  arriba  á  puerto  extranjero;  pero  si  el  damnificado  no  se  hallaba  en  la  nave 
al  tiempo  del  abordaje,  ó  le  fué  imposible  protestar,  la  falta  de  protesta  no 
lo  inhabilita  para  entablar  su  demanda.  9,0  La  responsabilidad  civil  de  los 
navieros  está  limitada  en  todo  caso  al  valor  de  la  nave  y  sus  accesorios, 
comprendiendo  en  éstos  los  fletes  devengados  en  el  viaje  en  que  se  veri&có 
el  abordaje;  y  cuando  ese  valor  no  alcanzase  á  cubrir  todas  las  responsabiÜ- 
■  dades,  se  prefiere  la  indemuización  debida  por  causa  de  muerte  ó  de  lesio- 
nes personales  que  haya  producido  el  abordaje;  y  10.*^  Si  el  abordaje  ocurre 
entre  buques  nacionales  en  aguas  de  otra  nación,  ó  si,  realizándose  en  aguas 
extraterritoriales,  los  buques  llegan  á  puerto  extranjero,  el  cónsul  español 
instruirá  el  sumario  del  abordaje  y  remitirá  lo  actuado  al  capitán  general  del 
departamento  más  inmediato  para  que  lo  termine. 

En  estos  principios  se  reconoce  responsabilidad  civil  y  responsabilidad 
criminal  por  abordaje;  pero  acerca  de  ésta  nada  terminante  conocemos,  ni  en 
relación  coa  el  procedimiento  para  acreditarla,  ni  respecto  de  la  pena  apli- 
cable al  delincuente,  á  no  ser  que  lo  alcancen  las  prescritas  en  general  con- 
tra los  que  incendian,  sumergen  ó  varan  naves. 

Como  C3  natural,  tampoco  se  encuentran  en  el  recordado  Código  disposi- 
ciones sobre  abordajes  de  buques  de  guerra,  las  cuales  son  materia  del  De- 
recho administrativo;  é  ignoramos  si  las  colisiones  de  naves  del  Estado  con 
naves  Tncrcantes,  que  pueden  ser  regidas  por  leyes  civiles,  están  comprendi- 
das en  acjuellos  prindpíos. 

Los  abordajes  entre  buques  de  guerra  de  diferentes  naciones  no  pueden 
sujetarse  á  las  leyes  civiles  sustantivas  de  cada  una  de  ellas,  ni  á  los  prind- 
pios  que  hubieren  aceptado  para  formar  Derecho  civil  internacional. 

Tampoco  son  aplicables  á  esos  abordajes  las  leyes  adjetivas,  sean  civiles 
ó  penales;  pues  la  sobefanfa  del  Estado  que  representa  una  nave  de  guerra, 
no  puede  ser  regida  por  leyes  de  otro  Estado. 

Las  colisiones  entre  naves  de  guerra  están  subordinadas  al  Derecho  ínter- 
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aacional,  que  prescribe  el  recurso  ala  vía  diplomática  para  alcanzar  la  índem- 
DÍzaciÓD  ccrrcspondiente,  y  además  la  aplicación  de  pena  á  los  que  resulten 
responsables  de  abordaje  criminal. 

La  uniformidad  de  leyes  no  es  de  difícil  consecución,  tratándose  de  las 
sustantivas  civiUs,  que  se  refieren  á  los  abordajes  en  aguas  extraterritoriales 
y  á  los  auxilios  que  deban  prestarse  á  las' naves  que  peligran  en  ellas;  pero 
no  puede  haber  uniformidad,  ni  en  cuanto  á  las  adjetivas,  sean  civiles  ó  pe- 
aaJes,  ni  respecto  de  las  sustantivas  sobre  delitos. 

Un  pueblo  cubierto  por  redes  de  ferrocarriles,  gracias  á  su  topc^afla  y  á 
los  capitales  que  en  él  abundan,  puede  contar,  entre  otras  ventajas  de  ines-, 
timable  valor,  con  inmediata  aprehensión  y  aegura  custodia  de  criminales, 
veloz  producción  de  la  prueba  testimonial  que  convenga,  y  satisfactoria  eje- 
cución de  los  demás  medios  probatorios;  mientras  que  todo  lo  contrario  pasa 
en  los  puebles  que  carecen  de  vías  de  comunicación  cómodas  y  baratas,  y 
de  buenas  cárceles. 

Igual  suerte  corren  los  actos  que  constituyen  el  procedimiento  en  materia 
dwiJ.  Las  citaciones  á  los  ausentes,  la  intervendón  de  peritos,  etc.,  etc.,  son 
facilísimas  y  de  poco  costo  en  los  pueblos  donde  la  ciencia  y  el  arte  han 
acortado  ó  anulado  tas  distancias,  y  donde  está  muy  difundida  la  instrucción 
profesional!  mientras  que  nada  de  esto,  ó  muy  poco,  se  puede  practicar  «i 
corto  tiempo  y  con  pequeños  gastos  en  los  pueblos  de  escasa  población,  es- 
parcida en  inmenso  territorio;  donde  no  hay  teléfonos,  telégrafos  ni  ferroca- 
rriles, y  doade  las  artes  liberales  ó  mecánicas  y  las  ciencias,  sociales  ó  na- 
turales, apenas  son  conocidas  en  sus  elementos. 

En  matena  de  castigos  bay  también  notable  diferencia  entre  los  pueblos 
viejos,  y  por  viejos  muy  adelantados,  y  los  que  aún  se  hallaa  en  los  albores 
de  la  vida  independiente.  La  multa  y  ta  prisión,  penas  hoy  dominantes  en  el 
imando  civilizado,  pueden  bastar  en  ciertas  Naciones  para  reprimir  la  mayor 
paite  de  los  delitos;  pero  las  que  no  tengan  cárceles,  penitend arias,  ó  como  . 
se  quiera  llamar  á  los  edificios  destinados  para  guardar  criminales;  aquellas 
donde  la  mayoría  de  habitantes  no  cuenta  sino  con  lo  necesario  para  la  vida 
de  un  día,  todas  estas  naciones  no  pueden  conservar  su  orden  público  coa 
sólo  prisión  y  multa. 

Bien  pesadas  las  ligeras  reflexiones  que  apuntamos,  no  es  posible  por 
ahora  ni  aun  pensar  en  legislación  internacional  adjetiva  única,  civil  y  penal, 
ni  en  la  sustantiva  criminal  que  establezca  penas  para  los  autores  de  aborda- 
jes inte  I  nacional  es,  ó  que  nieguen  dolosamente  los  auxilios  que  se  les  pidan, 
cuando  aquéllos  hayan  de  realizarse  y  éstos  suministrarse  en  aguas  que  sean 
extraterritoriales,  con  respecto  al  Perú  y  demás  Repúblicas  de  la  América 
ibera,  Elspaüa  y  Portugal. 

En  la  actualidad  sólo  puede  aspirarse  á  la  uniformidad  de  las  leyes  civiles 
sustantivas  sobre  abordajes  y  socorros  en  alta  mar. 

Y  conviene  avanzar  algo  más  de  lo  andado  hasta  el  Congreso  de  Monte- 
video, en  el  cual  las  Repúblicas  recordadas  al  principio  de  esta  Memoria, 
'■nicamente  convinieron  en  que  los  abordajes  estarían  sujetos  á  las  leyes  del 
.ais  á  que  pertenecieran  tas  naves. 

Completando  aquel  acuerdo,  deben  establecerse  principios  obligatorios 
ara  España,  Portugal  y  las  Repúblicas  marítimas  de  la  América  ibera  en 
■>unto  á  coUsión  de  naves  y  auxilios  en  aguas  extraterritoriales. 

Para  ello  nos  parece  que  sería  suficiente  generalizar  las  leyes  civiles  espa- 
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Bolas  vigentes  sobre  abordajes,  con  las  adiciones,  supresiones  ó  modiücacio- 
nes  necesarias,  á  fin  de  que  en  materia  tan  importante  como  declarar  respon- 
sabilidad por  cansa  de  aquellos  hechos,  no  quedase  la   mayor  parte  de  la 
tarea  al  arbitrio  jndicial. 

Una  de  esas  adiciones  sería  la  de  estatnir  que  deben  tenerse  en  cuenta, 
al  calificar  la  culpa,  origen  denn  abordaje,  las  circunstancias  de  este 
hecho. 

La  negligencia,  descuido  ú  omisión  constituyen  la  culpa;  y  como  tales  ele- 
mentos se  dan  en  distintos  grados,  la  culpa,  desde  los  romanos  hasta  nues- 
■  tros  días,  se  divide  en  lata,  leve  y  levísima.  Los  limites  que  separan  la  culpa 
lata  de  la  leve,  y  ésta  de  la  levísima,  no  están  ni  pueden  estar  claramente 
definidos  en  las  leyes  positivas.  Por  esto,  para  explicar  en  qué  consisten  los 
diversos  grados  de  culpa,  se  ha  recurrido  á  un  tipo  ideal,  posible  desde  luego, 
pero  también  indefinible,  como  la  culpa  lata,  leve  ó  levísima:  el  buen  padre 
de  familia. 

¿Qué  es  el  buen  padre  de  familia?  Es  un  hombre  cuidadoso  de  sus  intere- 
ses, diligente  en  todo  lo  que  le  ataBe,  ó,  lo  que  es  lo  mismo,  un  hombre  á 
quien  no  puede  calificarse  de  culpable.  La  gran  dificultad  de  precisar  la  idea 
de  culpa  y  de  sus  grados,  y  la  de  definir  con  exactitud  lo  que  es  el  buen  pa- 
dre de  familia,  comprenden  la  otra  di&cultad,  no  menor,  de  aplicar  con  exac- 
titud las  leyes  relativas  á  culpabilidad. 

Ni  se  diga  que  la  culpa  se  mide  por  el  daBo  que  de  ella  resulta,  porque 
éste  no  es  siempre  proporcional  al  grado  de  negligencia  ó  descuido.  La  culpa 
lata  puede  producir  daños  pequeños;  y  pueden  resultar  muy  grandes  de  la 
leve  ó  de  la  levísima. 

Admitido  como  verdad  axiomática  del  procedimiento  judicial  que  las  leyes 
que  lo  rigen  son  tanto  mejores  mientras  menos  dejan  al  arbitrio  del  juez, 
todas  las  que  se  adopten  sobre  abordajes  serán  imperfectas,  si  al  mismo  tiempo 
que  declaran  responsabilidad  civil  por  causa  de  ellos,  no  ponen  algunos  li- 
mites á  ese  arbitrio  del  juez,  á  fin  de  que,  precisando  el  grado  de  culpa- 
bilidad, pueda  medirse  la  indemnización  obligatoria  para  el  culpable. 

En  consecuencia,  agregaríamos  á  las  leyes  civiles  sobre  abordajes  una  dis- 
posición parecida  á  la  siguiente:  «Para  graduar  la  culpa  que  ocasionó  el  abor- 
daje y  medir  la  responsabilidad  del  culpable,  debe  atenderse  á  las  circuns- 
tancias en  que  se  haya  realizado  la  colisión. > 

Tales  circunstancias  son  desde  luego,  entre  otras,  haberse  ejecutado  el 
abordaje  de  día  ó  de  noche;  verificándose  de  día,  haber  estado  éste  nublado, 
6  despejado  en  el  momento  del  choque;  haber  una  de  las  naves,  ó  ambas, 
dejado  de  cumplir  el  Reglamento  marítimo  iníemactonal,  omitiendo  las  seña- 
les ó  la  maniobra  que  él  prescribe;  que  el  abordaje  haya  sido  anterior  ó  pos- 
terior, ó  contra  un  costado  de  la  nave  chocada;  que  imo  de  los  buques  via 
jara  con  más  6  menos  velocidad  y  el  otro  se  mantuviera  á  la  capa,  y  que 
ambos  fueran  de  vapor  ó  de  vela,  ó  uno  de  vela  y  el  otro  de  vapor. 

Las  demás  adiciones  tendrían  por  objeto  declarar  cuándo  y  bajo  qué  res- 
ponsabilidades están  los  buques  que  navegan  en  mares  extraterritoriales,  ob'-- 
gados  á  prestar  sbcorros  á  otros  que  los  piden  para  salvar  de  grave  é  inr 
nente  peligro,  y  qué  acciones  competen  por  haber  socorrido. 

Y  una  adición  tendería  especialmente  á  impedir  lo  que,  so  pretexto  de  auj 
líos,  pasa  en  Inglaterra,  según  el  testimonio  de  Colfavru,  quien,  en  su  lib 
sobre  Derecho  comercial  comparado,  hablando  de  la  institución  inglesa  i 
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salvamento,  dice:  «Souvent,  cette  ¡DStitutíon  du  sauvetag«,  si  exccllante  en 
ison  principe,  si  humaine  danssonbut,  est  detournée,  par  les  plus  criminéis 
>in5tinct5,  de  la  dcstination  que  la  loi  a  entendu  lui  donner.  II  airive  que  des 
íbandits  s'assoeient  pour  fondre  sur  un  navire  éttangére  qui  n'a  besoin 
>d'aucua  secours,  s'cn  cmparent,  et  raméceot  au  port,  en  a^rmant  qu'iis 
il'ont  sauvé  d'ua  imminent  sinistre.  lis  soot  unánimes  comme  temoins,  les 
ívictimes  suspects  comme  trop  intéressées,  et  la  justice  trompee,  pcut  con- 
»sacrcr  de  pnreiis  brigandages.  La  loi  anglaise  doit  prevenir  par  de  sévéres 
idispositioiis  tici  abus  aussi  revoltant,  qui  substitue  la  course,  la  plus  sauvage, 
»á  la  pratique,  de  la  plus  genérense  assistenco 

Entre  las  suprssiones  comprenderíamos  la  del  principio  7.°,  dado  que  sólo 
sea  aplicable  al  abordaje  en  mar  territorial,  y  la  del  lO.*^,  que  se  refiere  i 
buques  de  una  misma  Nación.  Ambos  casos  están  fuera  del  tema  propuesto 
por  el  Congreso. 

Entre  las  modificaciones  debería  contarse  la  del  principio  8.°,  por  cuanto 
no  siempre  babrá  cónsul  de  la  Nación  á  que  pertenezca  la  nave  damnificada 
en  el  primer  puerto  extranjero  á  que  ella  arribe,  ó  á  que  lleguen  las  personas 
salvadas  del  naufragio  ocasionado  por  abordaje. 


IV 

Competencia. 

Para  tratar  convenientemente  este  punto,  que  de  algún  modo  está  com- 
prendido en  lo  que  hemos  dicho  acerca  de  la  legislación,  es  preciso  distin- 
guir el  abordaje  entre  naves  mercantes,  del  que  ocurre  entre  buques  de  gue- 
rra, ó  entre  uno  de  guerra  y  otro  mercante. 

Del  abordaje  entre  naves  mercantes  deben  conocer  los  jueces  civiles  co- 
munes y  no  los  civ'úts  friva/ivos,  si  los  hubiere;  mucho  menos  jueces  esta- 
blecidos ad  hoc. 

En  el  Perú  se  reconocen  las  dos  primeras  clases  de  jueces,  pero  hay  ten- 
dencia á  suprimir  \os  privativos  no  letrados,  suerte  que  ha  tocado  ya  á  los  de 
Comercio  y  Hacienda;  esto  es,  á  los  que  conocían  de  causas  entre  comer- 
ciantes por  contratos  mercantiles,  y  á  los  que  juzgaban  los  pleitos  entre  ciu- 
dadanos ó  extranjeros  y  el  Fisco  ó  Hacienda  pública.  Probablemente  ten- 
drán el  mismo  fin,  y  no  muy  tarde,  los  jueces  de  minería  y  los  de  comiso. 

Corno  las  acciones  que  resultan  de  presas  por  consecuencia  de  guerra  in- 
ternacional, son  esencialmente  distintas  de  las  que  origina  el  abordaje  no  em- 
pleado como  hostilidad,  estas  últimas  acciones  tendrían  que  ser  ventiladas 
entre  los  jueces  comunes,  puesto  que  para  juicios  por  abordajes  no  los  hay 
privativos  en  el  Perú, 

Y  opinamos  que,  caso  de  haberlos,  deberían  ser  suprimidos;  porque  si  en 
JOS  tiempos  se  creyó  que,  para  fallar  ciertas  cuestiones  íntimamente  unidas 
jn  hechos  que  no  pueden  apreciar  debidamente  por  si  solos  los  jueces  le- 
ados,  era  preciso  conferir  derecho  de  juzgar  á  personas  competentes  en  la 
rofesión  ú  oficio  á  que  se  refieran  tales  hechos,  hoy,  para  ser  consecuentes, 
ebe  sostenerse  que  hay  más  acierto  cuando  juzga  un  letrado  que  conoce  á 

ido  las  leyes,  ilustrado  en  punto  á  hechos  por  hombres  competentes. 


1 


Ld  .idministración  de  justicia  contenciosa  no  es  más  que  la  declaracíoo  de 
derechos  negados  á  desconocidos;  si  éstos  nacen  iamediataniente  de  las  leyes 
basta  declararlos,  tener  cabal  conocimiento  de  la  legislación;  y  si  nactn  in- 
mediatamente de  un  hecho  que  el  juez  no  puede  por  sf  solo  calificar  y  estimar, 
porque  para  ello  son  necesarios  conocimientos  cientificos,  artísticos  o  de 
cualquier  modo  profesionales,  ordena  previamente  á  la  declaiación  de!  dere- 
cho que  los  hechos  en  que  éste  se  funda  sean  también  previamente  explica- 
dos por  quien  los  conozca.  ^ 

La  intervención  de  peritos  en  los  juicios  no  tiene  ni  puede  tener  otro  fun- 
damento. 

En  algunas  causas  civiles,  y  en  mayor  número  de  criminales,  es  absoluta- 
mente indispensable  la  intervención  de  uno  ó  más  peritos  médicos  forenses 
que  califican  los  hechos  en  que  se  íiinda  la  acusación  ó  la  defensa,  y  puede 
también  fundarse  la  pena;  sin  embargo,  ni  aun  los  penalistas  partidarios  del 
sistema  llamado  positivo  pretenden  que  los  médicos  formen  parte  integrante 
del  tribunal  encargado  de  juzgamientos  criminales.  Lo  más  que  se  ha  pe 
dido  hasta  hoy,  en  los  pueblos  en  que  no  está  establecido  el  juicio  por 
jurados,  es  que  se  obligue  al  juez  á  que  posea  una  cierta  suma  de  nociones, 
á  la  que  dan  el  nombre,  unos  de  Medicina  legal,  y  otros  de  Jurisprudencia 
médica. 

Este  razonamiento  nos  conduce  á  establecer  que  los  jueces  competentes 
en  materia  de  abordajes  culpables  ó  elimínales,  y  de  negativa  de  auxilios  á 
buques  que  los  hayan  pedido,  son  los  comunes  civiles  ó  criminales,  caso  de 
ser  éstos  distintos  de  aquéllos,  según  que  se  demande  responsabilidad  mera- 
mente civil,  ó  mixta  de  civil  y  penal,  ayudados  sí  por  ptiitos  en  el  arte  ó 
ciencia  de  navegar,  muy  conocedores  de  cuanto  concierne  á  los  abordajes  y 
á  los  socorros  que  pudieran  necesitar  en  casos  determinados  las  naves  que 
viajan. 

Hallándose  éstas,  cuando  se  abordan,  ó  demandan  auxilios,  en  mares  extra- 
territoriales, que  no  están  bajo  el  exclusivo  dominio  de  ningún  Estado,  sino 
que  pertenecen  igualmente  á  todas  las  naciones,  la  compleja  cuestión  de  com- 
petencia se  descompone,  prima  fade,  en  las  siguientes; 

I."     ¿A  qué  juez  compete  juzgar  el  abordaje  fortuito? 

2.3  ¿Qué  juez  es  competente  para  entender  del  abordaje  culpable  por 
parte  de  una  de  las  naves? 

3.^     ¿Cuál  es  competente,  cuando  son  culpables  ambos  buques? 

4-^  (A  qué  juez  incumbe  juzgar  el  abordaje  en  que  una  sola  nave  es  cri- 
minal? 

5.3  ¿A  quién  compete  el  juzgamiento  del  abordaje  causado'por  delito  de 
ambas  naves? 

6.*  (Qué  juez  juzgará  el  abordaje  en  que  una  nave  es  culpable  y  la  otra 
criminal?  Y,  finalmente, 

7.*  ¿A  quién  .compete  juzgar  la  culpa  ó  el  delito  de  negar  los  socorros 
debidos  á  la  nave  que  los  ha  demandado? 

Todas  estas  cuestiones  deben  ser  resueltas  teniendo  en  cuenta  el  principie 
de  soberanía  de  loa  Estados,  y  que  ni  los  actos  jurídicos  que  practica  una 
nave  en  mar  extraterritorial  pueden  sujetarse,  generalmente  hablando,  á  otras 
leyes  que  no  sean  las  de  su  Nación;  ni  es  permitido  á  los  jueces  comunes 
juzgar  por  leyes  que  no  sean  las  suyas,  salvo  casos  extraordinarios  que  de- 
manden la  aplicación  de  leyes  extranjeras,  ni  se  puede  dividir  la  continencia 
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de  las  causas,  para  no  chocar  contra  fallos  contradíctoríos  que  anularían  la 
administración  de  justicia. 

Pero  habiendo  muchos  jueces  comunes  en  cada  Estado,  no  basta  que,  por 
respeto  á  la  soberanf»,  se  someta  á  cualquiera  de  ellos  el  juzgamiento  de  las 
causas  por  abordaje  y  negativa  de  socorros;  porque  semejante  teoría  deja 
en  pie  esta  grave  dificultad:  já  cuál  de  los  jueces  comunes  de  un  Estado  toca 
de  preferencia  el  juzgamiento? 

Para  limitar  la  acción  del  demandante  en  su  mismo  beneficio;  para  que  el 
juzgamiento  inspire  mayor  confianza;  para  que  sea  más  rápido;  para  consultar 
el  mayor  acierto  por  razón  de  la  mayor  ilustración  en  las  ciencias  jurídicas  y 
en  las  qne  forman  la  de  navegar,  deben  ser  jueces  competentes  los  comunes 
radicados  en  la  capital  del  Estado,  y  sólo  cuando  ésta  se  halle  á  gran  distan- 
cia de  la  costa,  los  del  mismo  género  que  residan  en  el  puerto  principal. 

Propiamente  hablando,  cuando  el  abordaje  es  casual  no  se  (Úscíite  si  hay 
ó  no  responsabilidad,  sino  únicamente  si  aquél  ha  sido  ó  no  verdaderamente 
fortuito;  y  para  ello  es  preciso  que  ambas  naves  no  estén  acordes  en  cuanto 
á  la  casualidad,  porque  estándolo,  no  cabe  juido. 

Si  ana  de  las  naves  sostiene  que  el  abordaje  no  ha  sido  casual,  atribuye 
indirectamente  á  la  otra,  ó  mera  culpabilidad,  ó  delito. 

De  consiguiente,  hay  que  eliminar  de  las  siete  cuestiones  enunciadas  la  pri- 
mera, jque  estíí  comprendida  en  cualquiera  de  las  cinco  que  siguen. 

Estas  á  su  tumo  demandan  otra  enunciación,  partiendo  del  principio  de 
que  si  no  hubiera  daBo  como  consecuencia  del  abordaje,  tampoco  resultaría 
acción  jurídica.  De  lo  que  resulta  que  aquellas  cinco  cuestiones  pueden  re- 
fundirse en  estas  dos  únicas: 

r.^  (Qué  juez  es  competente  cuando  una  sola  de  las  naves  ha  sido  dam- 
nificada en  el  abordaje? 

2.*  íA quién  compete  el  juzgamiento,  caso  de  que  el  abordaje  haya  dam- 
nificado ambas  naves? 

Como  del  abordaje  culpable  sólo  resulta  acción  civil,  y  del  abordaje  doloso 
acdón  criminal,  suponiendo  que  hubiera  en  un  Estado  jueces  civiles  y  jueces 
criminales,  la  primera  de  las  cuestiones  anteriores  tendría  estas  dos  solu- 
ciones: 

Si  el  daño  proviene  de  culpa,  es  juez  competente  el  ñvil  de  la  nave  dam- 
nificante. 

Si  el  daHo  tesulta  de  delito,  compete  el"  juzgamiento  al  juez  de  lo  cri- 
minal. 

En  los  Estados  donde  no  haya  distinción  de  jaeces  civiles  y  criminales, 
compete  el  conocimiento  dé  ambas  causas  a!  juez  destinado  á  juzgar  asuntos 
comunes.^ 

No  es  igualmente  fácil  resolver  la  segunda  cuestión. 

Si  del  abordaje  han  resultado  damaiticadas  ambas  naves  por  culpa  de  una, 
^  de  ambas,  es  competente  el  juez  de  cualquiera  de  ellas,  prefiriéndose  al 
¡ue  prevenga  en  la  causa,  pues  ni  ésta  puede  ser  juzgada  dos  veces,  ni  los 
os  jueces  pueden  juzgar  simultáneamente. 

Cuando  el  da5o  resulta  de  abordaje  criminal  para  ambas  naves;  debiera 
egir  el  mismo  principio,  si  en  los  Estados  á  que  las  naves  pertenecen  fueran 
guales  las  penas  impuestas  al  abordaje-delito;  pero  si  éstas  fueran  diferentes, 
:n  uno  graves  y  en  el  otro  leves,  ó  más  graves  en  el  uno  que  en  el  otro,  jcuál 
uez  sería  competente? 
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Para  tos  que  desconfían  de  la  justicia  humana,  poi  la  imperfección  de  los 
medios  de  esclarecer  y  medir  la  criminalidad,  competiria  el  juzgamiento  al 
juez  del  Estado  cuyas  penas  fuesen  menores;  y  para  los  que  creen  que  la 
severidad  de  las  penas  es  el  medio  más  eficaz  de  repiimir  el  delito,  ea  parti- 
cular si  se  comete  en  despoblado,  que  tal  es  el  mar  extraterritorial,  diste  ó 
no  mucho  de  la  costa,  juez  competente  serla  el  del  Estado  que  castigase  con 
mayor  severidid  el  abordaje  criminal. 

[Cuánto  provecho  reportarían  los  Estados  marítitnos,  cuya  navegación  y 
comercio  son  activos,  si  tuvieran  nna  misma  legislación  pena!  sustantiva  en 
materia  de  abordajes! 

La  competencia  judicial,  no  se  refiere  tan  sólo  al  juez  que  conoce,  sino 
también  á  la  ley  adjetiva,  conforme  á  la  cual  ese  juez  debe  proceder. 

Designados  los  jueces  competentes  con  subordinación  al  principio  de  so- 
beranía, por  respeto  á  este  mismo  principio  es  forzoso  concluir  que  deben 
ellos  proceder  con  sujeción  á  las  leyes  adjetivas  de  sus  naciones. 

La  séptima  de  las  cuestiones  propuestas  se  resuelve  declarando  que  el  co- 
nocimiento de  las  causas  á  que  dé  origen  la  negativa  de  socorros,  compete  á 
los  jueces  del  Estado  á  que  pertenezca  la  nave  que  los  negó,  ocasionando  a 
la  otra  el  daño,  del  cual  resultan  acciones  en  favor  de  ella. 

La  teoría  desarrollada  se  refiere  únicamente  á  las  naves  mercantes.  (Cuál 
es  la  que  concierne  á  la  de  guerra? 

En  el  abordaje  de  estos  buques  puede  suceder  que  ambos  sean  de  guerra, 
ó  uno  de  guerra  y  el  otro  mercante. 

Para  el  abordaje  de  los  primeros  no  hay  juez  competente.  La  independen- 
cia de  los  Estados  no  consiente  que  uno  juzgue  á  otro.  Un  buque  de  guerra 
no  es  en  verdad  el  Estado  á  quien  sirve,  pero  lo  representa;  no  es  un  Estado, 
pero  éste  es  el  naviero.  Las  reclamaciones  ¿  que  dé  origen  semejante  abor- 
daje, se  zanjan  por  la  vía  diplomática,  reparando  daiíos  el  Estado,  dueño  de 
la  nave  que  los  causó,  y  castiganc!o  al  comandante  de  ésta,  si  hay  lugar  á 
ello. 

En  cuanto  al  abordaje  entre  un  buque  de  guerra  y  otro  mercante,  no  ve- 
mos inconveniente  para  que  sea  regido  por  los  mismos  principios  que  el  de 
naves  mercantes.  Los  extranjeros  que  no  residen  en  el  territorio  de  un  Esta- 
do, pueden  demandar  á  éste,  ó  ser  demandados  por  él,  cuando  se  trata  de 
acciones  meramente  civiles,  y  aun  cuando  se  exige  la  aplicación  de  penas, 
que,  en  el  caso  de  ser  responsable  la  nave  de  guerra,  no  serian  aplicadas  al 
Estado  dueño  de  ésta,  sino  al  narino  que  la  comandase. 


V 

Procedimientoa. 

Bella  es  la  teoría  de  las  indemnizaciones  y  castigos  por  causa  de  abordaje 
ó  negativa  de  socorros  Si  el  que  aborda  debiera  reparar  el  mal  que  hace,  y 
hasta  sufrir  pena  en  casos  dados;  si  el  que  niega  el  socorro  que  puede  pres- 
tar, hubiera  de  soportar  el  daño  que  debió  impedir,  mucho  se  guardarían  los 
capitanes  de  buques  de  causar  ni  ocasionar  abordajes,  ó  de  negar  los  auxilios 
que  se  les  pidieran,  Pero  (CÓmo  probar  que  hubo  abordaje  por  descuido  ó 
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impericia  ó  que  fué  intencional?  ¿Cómo  acreditar  que  fué  posible  socorrer  y 
que,  3ÍQ  embargo,  se  negó  el  socorro  demandado? 

Según  el  tema  que  hemos  escogido,  el  abordaje  se  realiza  y  el  socorro  se 
niega  en  mar  extraterritorial,  i  la  vista  de  tierra  quizá,  pero  tierra  árida  y  no 
sólo  inhabitada,  sino  tai  vez  inhabitable;  ó  en  alta  mar,  donde  no  hay  más 
testigos  que  la  bóveda  celeste,  encantadora  unas  veces,  ateiradoras  otras,  y 
ei  inmenso  piélago,  ya  tranquilo,  ya  furioso;  pero  bóveda  y  piélago  siempre 
mudos  é  impasibles  ante  la  impericia,  negligencia  ó  malicia  humanas.  Uua 
oave  afirma  la  culpabilidad  ó  criminalidad  del  abordaje,  y  la  otra  las  niega 
citegóricamente  ó  de  un  modo  indirecto  con  sólo  afirmar  á  su  vez  que  el 
«so  fué  fortuito;  la  una  sostiene  que  pidió  socorro,  que  pudo  ser  prestado; 
yla  otra  coatesta  que  no  fué  pedido,  ni  hubo  facilidad  para  otorgarlo. 

Así  como  de  dos  viajeros  que,  trabando  reyerta  en  despoblado,  si  el  uno 
nata  al  otro,  el  delito  queda  sin  castigo,  porque  aun  cuando  se  halló  un 
hombre  muerto,  no  se  sabe  quién  fué  el  matador;  asf  de  dos  naves  que  se 
encuentran  en  alta  mar,  la  una  pasa  por  ojo  á  la  otra,  y  sigue  su  marcha 
exactamente  como  el  viajero  que,  después  de  matar  á  su  contendiente,  con- 
tinúa su  camino.  El  viajero  homicida  queda  impune,  si  alguna  circunstancia 
independiente  de  él,  si  la  Providencia  no  lo  descubre  á  los  Jueces  de  la  tie- 
rra; as(  la  nave  danmificadora  no  indemnizará,  no  sufrirá  pena,  si  la  Providen- 
cia no  la  delata  como  autora  de  averia  ó  de  naufragio. 

Salvando  déla  catástrofe  algún  tripulante  ó  viajero,  su  palabra  será  co- 
mienzo de  investigación,  la  primera  de  las  pruebas  qne  han  de  conducir  al 
eiclarecimiento  hasta  llegar  á  la  expiación  é  indemnización.  Si  todos  los  tri- 
pulantes y  viajeros  ó  algunos  de  ellos  vuelven  al  seno  de  la  sociedad,  su 
testimonio  es  el  único  medio  de  comprobar,  ora  el  abordaje,  ora  el  descala- 
bro ó  naufragio  debido  á  la  falta  de  oportuno  socorro. 

El  buque  abordado,  ó  averiado  por  falta  de  auxilio,  debe  protestar  en  lle- 
gando á  puerto  de  salvamento,  para  que  su  protesta  sirva  de  base  al  juicio 
áque  hubiere  lugar  á  fin  de  conseguir  indemnización,  y  que  además  se  apli- 
que pena,  según  el  caso. 

Por  esto  las  leyes  mercantiles  de  Europa  y  América  que  conocemos,  man- 
dan que  se  proteste  en  caso  de  naufragio,  encalle,  varamiento  ó  avería  grue- 
£]  sufridos  en  un  viaje. 

La  protesta  pone  á  cubierto  al  capitán  de  las  responsabilidades  que  sin 
nzón  ai  motivo  pudieran  imputársele,  y  es  al  mismo  tiempo  garantía  de  los 
derechos  del  naviero,  cargadores  y  pasajeros  existentes  en  la  nave  al  tiempo 
cel  aniestio,  ó  que  tengan  en  ella  sus  propiedades. 

Pero  si  la  protesta  es  indispensable,  no  basta  para  iacer  efectivas  las  con- 
stctuncias  jurídicas  del  abordaje  ó  negativa  de  socorro. 

Los  medios  más  eficaces  para  conseguir  tales  fines  serían  la  uniformidad 

de  leyes  civiles  sobre  aquellos  actos  jurídicos,  la  uniformidad  de  procedi- 

"'■Mitos  judiciales  para  ventilar  las  acciones  á  que  tales  actos  dieran  origen, 

1  uniformidad  de  leyes  penales  para  castigar  á  los  que  resulten  responsa- 

I  criminalmente  por  causa  de  los  mismos  actos. 

'ero  semejantes  uniformidades,  exceptuada  únicamente  la  primera,  son, 
la  época  á  que  hemos  llegado,  verdadera  utopia,  pues  el  procedimiento 
icial  y  la  aplicación  de  las  penas,  ya  lo  hemos  demostrado,  dependen  del 
curso  de  numerosas  circunstancias  que  no  se  hallan,  ni  pueden  hallarse, 
ít  s^lo  que  termina,  reunidas  en  los  Estados  marítimos. 
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En  consecuencia,  los  Estados  que  concurran  al  Congreso  Jurídico  Ibero- 
americano sólo  podrían  aspirar  á  la  celebración  de  un  tratado  de  Derecho 
mercantil  internacional,  en  el  que,  después  de  precisar  la  sig-nificación  del 
término  abordaje,  considerado,  no  como  hostilidad,  sino  como  acto  juridico, 
origen  de  derechos  y  responsabilidades  civiles  y  penales,  se  clasificasen  los 
actos  á  que  se  da  ese  nombre,  se  insertasen  los  principios  civiles  que  acep- 
taran sobre  abordajes  las  potencias  contratantes,  y  se  declarase  que  ca  cada 
acción  meramente  civil,  ó  civil  y  penal,  se  procederá  en  conformidad  con  las 
leyes  del  Estado  á  que  pertenezca  el  juez  que  conoce;  que  deben  conocer 
los  jueces  comunes  de  cada  Estado  contratante  radicados  en  las  capitales,  ó 
en  los  puertos  principales,  si  aquéllas  estuviesen  á  gran  distancia  de  la  costa; 
y  que,  caso  de  abordarse  4  negarse  auxilio  los  buques  de  guerra,  las  repa- 
raciones debidas  serán  solicitadas  por  ta  vía  diplomática. 


VI 
Concluaiones. 


Lo  principal  de  cuanto  se  ha  expuesto  ea.  los  anteriores  capítulos  puede 
condensarse  en  las  siguientes  conclusiones: 

1.3  El  abordaje,  como  acto  jurídico,  origen  de  derechos  y  obligaciones, 
no  es  más  que  el  choque  de  dos  naves,  del  cual  resulta  daño  para  una  ó 
ambas. 

2.^  El  abordaje  es  foftuito  ó  debido  á  culpa  ó  delito  de  una  ó  de  ambas 
naves. 

3-^  En  el  abordaje  fortuito,  cada  buque  soporta  su  daño,  sin  repetición 
contra  nadie;  en  el  culpable,  queda  obligada  á  indemnización  la  nave  que  ha 
causado  daflo  por  culpa  lata  ó  levej  y  en  el  abordaje  criminal,  además  de  la 
indemnización,  debe  aplicarse  la  pena  que  señalen  las  leyes  del  Estado  á 
que  pertenece  la  nave  delincuente. 

4.^  Caso  de  dudarse  cuál  de  las  naves  es  la  culpable,  ó  cuando  lo  sean 
ambas,  deben  soportar  por  partes  leales  el  daño  que  haya  causado  el 
abordaje. 

5-^  Cuando  dos  buques  navegan  en  aguas  extraterritoriales,  y  uno  de 
ellos  se  halla  en  peligro  de  zozobrar,  el  otro  está  obligado  á  socorrerlo,  bajo 
reparación  por  daSos,  y  además  aplicación  de  pena,  según  que  la  ne^tiva 
del  socorro  haya  provenido  de  mera  culpa,  ó  de  ánimo  deliberado  de  no 
auxiliar. 

6.3  La  oportunidad,  forma  y  extensión  del  socorro,  dependen  del  juicio 
de  la  oficialidad  de  la  nave  á  quien  se  demanda  auxilio;  pero,  si  salvando  del 
peligro  la  que  pidió  socorro,  prueba  que  éste  pudo  prestársele,  y  que  fué 
negado  por  culpa  lata  ó  leve,  ó  dolo  de  la  otra,  ésta  será  responsable  con- 
forme á  la  conclusión  5.^ 

7.3  Corresponde  el  juzgamiento  á  que  dan  lugar  el  abordaje  y  la  negati- 
va de  auxilios  entre  naves  mercantes,  á  la  Nación  á  que  pertencza  la  que  sea 
culpable  de  aquél  ó  de  ésta;  y  conocen  de  las  causas  los  jueces  comunes  esta- 
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blecidos  en  la  capital,  ó  en  el  príacipal  puerto,  si  éste  se  halla  á  distancia 
considerable  de  aquélla. 

8.*  Cuando  ambas  naves  sean  responsables  por  causa  de  abordaje,  juz- 
gará la  nación  que  prevenga  en  el  juicio. 

9.^  Los  abordajes  y  la  negativa  de  auxilios,  que  ocurran  entre  buques  de 
guerra,  están  sujetos  al  Derecho  internacional, 

10.^  Para  llevar  á  la  práctica  la  doctrina  desarrollada  en  esta  Memoria,  es 
indispensable  celebrar  un  tratado  en  que  sean  consignadas,  no  sólo  las  pre- 
cedentes concl  jsiones,  sino  cuantas  se  refieran,  cuando  menos,  á  la  fácil  y 
segura  reparación  de  los  daQos  que  causen  loa  abordajes  y  negativa  de  so- 
corros, ya  que  por  ahora  es  imposible  la  uniformidad  de  penas  aplicables  á 
esos  hechos,  cuando  constituyen  -delitos. 


MEMORIA 


EXCMO.  SR.  D.  MARCIANO  DONOSO  DE  LA  CAMPA 

DBLEGADO  DEL  UIMSTEIUO  DE  UJUUNA 


1 

Al  recibir  en  el  corriente  mes  el  honor  de  ser  invitados  por  la  respetable 
Presidencia  de  la  docta  Corporación  inidadora  de  este  Congreso,  indicándo- 
nos el  tema  precedente  para  redactar  una  Memoria,  deber  nuestro  fué  no 
rehuir  el  encargo,  atendida  la  representación  que  nos  ha  conferido  de  Real 
orden  el  Ministerio  de  Marina;  siquiera  nuestra  completa  adhesión  al  levanta- 
do pensamiento  de  insignes  juriscoosultos,  descanse,  y  literalmente  lo  expre- 
samos, en  la  pcrsuasiói  firmísima  de  que  las  condiciones  eminentes  de  la 
Comisión  organizador!  y  la  proñinda  sabiduria  de  los  más  esclarecidos  Le- 
trados llenarán  cumplidamente  la  noble  misión  del  Congreso,  sin  resentirse 
porque  á  la  par  le  constituyan  otros  individuos  como  nosotros,  de  modesta 
aspiración  cieuti&ca,  dentro  del  más  vehemente  deseo. 


II 

^■^ñe^H."""!  Las  cuestiones  que  pueden  susdtarse  por  abordajes  y  auxilios 
en  alta  mar  eotre  buques  de  distintas  naciones,  pertenecen  en  primer  térmi- 
no al  Derecho  internacional  privado,  pudiendo  repercutir  en  grave  conflicto 
que  ponga  á  contribución  el  Derecho  público  internacional  y  haga  precisa 
la  iuspiracióc  en  el  sentido  que  informa  las  nociones  del  derecho  natural  y 
de  gentes, dentro  de  las  máximas  eternas  de  moral  universal. 

En  la  soledad  de  los  mares,  allí  donde  ao  reina  determinada  soberanía,  dos 
*-uques  chocan  violentamente,  produciéndose  averías  y  causando  daños  y 
:h:]uícíos;  cada  uno  de  los  barcos  enarbola  bandera  de  distinta  nación,  ya  sea 
:  pabellón  mercante  ó  ya  ostente  la  insignia  de  la  marina  militar,  denomi- 
ada  marina  de  guerra;  el  da3o  probablemente  lo  recibieron  arabas  cmbar- 
adones,  pero  pudiera  ser  que  solamente  haya  quedado  perjudicada  una 
ola¡  el  auxilio  se  impone  hasta  por  impulso  natural  yevaogélico;   acaso  al- 
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guno  de  los  barcos  qoedá  sumergido  en  las  olas,  y  sea  cual  fuere  la  extcn- 
^ón  de  la  catástrofe,  meiteato  es  (}ue  alguien  en  el  mundo  de  los  vivos  ten- 
ga facultad  para  el  examen  de  lo  sncedulo,  á  reserva  de  que  en   su   dia  los 
errores  queden  subsanados  por  el  divino  f  perfecto  fallo. 

La  justicia  de  Dios  será  la  perfecta;  pero  la  justicia  de  los  hombres  no  debe 
Remorarse,  si  la  sociedad  humana  ha  de. proseguir  sn  noble  &a. 

El  abordaje  ha  podido  sobrev^ír  por  fuerza  mayor  insuperable,  ó  sea  por 
caso  fortuito,  ó  por  inevitable  accidente;  se  ha  ocasionado  tal  vez  pordescui- 
do  ó  negligencia  de  capitanes,  pilotos  6  tripulantes  diferentes;  y  bien  pudie- 
ra ser  que  alguien  se  condujera  con  mala  íe  6  dolo. 

En  este  concepto,  el  derecho  penal  no  puede  ser  ajeno  al  conocimiento; 
4erÍvándose  de  la  responsabilidad  criminalmente  la  obligación  civil  que  nace 
del  delito  y  conduce  á  la  reparación  del  daSo  ocasioaado  yla  indemnizacióa 
de  perjuicios. 

Aparte  del  delito  y  en  la  esfera  del  derecho  civil,  á  contribución  viene 
como  una  de  aus  ramas  el  derecho  mercantil,  por  lo  que  hace  á  determina- 
dos extremos. 

Para  el  ejercicio  de  las  acciones  oportunas,  preséntase  la  necesidad  de  la 
legislación  adjetiva  que  establezca  el  procedimiento,  el  medio  y  manera  de 
conseguir  el  resultado!  sobreponiéndose  en  el  orden  prelativo  lo  referente  á 
la  competencia,  punto  de  solución  difícil  cuando  no  se  trata  de  aguas  juris- 
diccionales de  nación  determioada  ni  de  lo  que  se  halle  protegido  por  el  al- 
cance de  las  armas. 

Los  pabellones  son  de  jiacíón  diferente;  cada  cual  dirigirá  cargos;  sobre- 
viene confusión  para  deslindar  el  dañador  y  el  perjudicado;  la  apreciación  de 
dolo,  de  negligenqia  ó  de  caso  fortuito  puede  ser  opuesta;  la  existencia  de 
dehto  ó  la  declaración  solamente  de  obligaciones  civiles  al  amparo  del  dere- 
cho mercantil,  será  probablemente  contradicha;  .hallándose  en  discrepancia 
la  legislación  conjparando  la  de  ambas  naciones,  asi  en  lo  criminal  como  en 
lo  civil. 

m 

gioojiujdkch  j  Mantenida  la  soberanía  respectiva,  los  tratados  de  comercio 
y  navegación,  los  consulares  ó  los  que  con  otro  nombre  se  convengan,  pue- 
den dar  solución  al  conñicto;  algo  se  ha  iniciado  ya,  pero  lo  difícil  de  la  ma- 
teria exige  que  los  principios  científicos  vayan  facilitando  la  elaboración  su- 
cesiva, buscando  la  concordia  y  armonía  en  el  cambio  de  ideas  y  aquilatan- 
do principios  y  aspiraciones.  Tal  es  la  levantada  misión  que  realizan  los 
Congresos  Jurídicos  en  demanda  de  conclusiones  elaboradas  con  lazón  fría 
y  serena,  exenta  de  todo  apasionamiento  y  apreciando  toda  razón  consisten- 
te, todo  sentimiento  aceptable. 

IV 

Dx^cjiiprc-|  £[  abordaje  es  en  alta  mar;  no  hay  aguas  jurisdiccionales;  m 
existe  en  ellas  soberanía,  pero  en  cada  buque  hay  la  bandera  de  un  Estado, 
á  su  ley  se  hallan  sometidos  los  tripulantes;  el  derecho  de  la  respectiva  na* 
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cióo  es  el  que  rige  á  bordo,  asi  en  las  personas  como  én  las  cosas  )'  taato 
en  lo  criminat  como  en  lo  civil,  comprendiendo  en  lo  civil  á  lo  mercantil  Si 
entre  las  dos  naciones  á  que  pertenecen  respectivamtfntc  los  barcos  hay 
convenios,  ley  obligatoiia  son  para  uno  y  para  otro. 

Fuera  de  lo  que  estos  convenios  puedan  determinar,  facultad  debe  existir 
en  el  capitán  de  cada  barco,  ó  el  que  haga  sus  veces,  dados  los  accidentes 
del  siniestro,  para  la  formación  de  las  diligencias  preventivas  dentro  de  lo 
posible  en  las  circunstancias  de  ocasión  y  de  momento,  á  fin  de  acreditar  lo 
sucedido,  tanto  en  el  hecho  del  abordaje  como  en  lo  relativo  á  los  auxilios 
prestados  ó  recibidos  y  á  las  pérdidas  sufridas  por  todos  conceptos.  El  auxi- 
lio puede  venir  también  de  un  buque  ajeno  al  abordaje,  sea  cualquiera  la 
nación  á  que  pertenezca,  ó  recibirse  en  las  costas  ó  en  los  puertos  de  arribo. 

Esas  diligencias  preventivas  no  pueden  nunca  considerarse  más  que  - 
como  información  levantada  á  laíz  del  suceso,  entregándose  las  actuaciones 
en  el  estado  en  que  se  hallen  y  á  calidad  de  ser  proseguidas  por  quien  co- 
rresponda, en  el  momento  mismo  en  que  puedan  ser  entregadas  á  alguien  que 
tenga  carácter  oficial  suficiente,  cual  sucedería  al  encontrar  un  buque  de  gue- 
rra de  la  nación  respectiva,  al  arribar  á  punto  donde  la  nación  tenga  represen- 
tación consular,  ó  al  llegar  á  territorio  nacional  donde  existe  autoridad  reco* 
nocida. 

La  facultad  y  aun  la  obligación  de  investigar  debe  considerarse  igualmen- 
te para  todo  buque  de  guerra  de  cualquier  nación  que  sea  que  estuviere  en 
el  sitio  del  nau&agio  ó  llegare  con  oportunidad  relativa. 


biETii  púbiiu.  I  La  cuestión  jurisdiccional  quedarla  siempre  en  pie,  ya  se  for- 
maran diligencias  preventivas  por  individuos  de  una  sola  nación,  ó  ya  hubiei-a 
actuaciones  simultáneas  instruidas  por  funcionarios  de  Estado  diferente. 

Sea  cual  fuere  quien  en  definitiva  conociera,  la  razón  de  Estado  impele  á 
determinar  que  los  Gobiernos  respectivos  tengan  la  acción  consiguiente,  no 
considerando  el  caso  exclusivamente  como  de  derecho  privado  aÜf  donde  el 
interés  publico  es  remarcable  y  donde  la  disparidad  y  pugna  de  legislaciones 
de  distintos  países,  puede  producir  conflicto  grave  que  lleve  á  más  lamenta- 
bles consecuencias  que  las  causadas  por  el  abordaje  mismo  de  que  se  conozca. 

La  cuestión  00  sólo  es  jurídica  en  el  dominio  del  derecho  privado.  Puede 
nacer  cuestión  de  Gobierno,  y  no  puede  olvidarse  que  si  por  principio  cons- 
titucional corresponde  al  Gobierno  cuidar  de  que  en  todo  el  reino  se  admi- 
nistre pronta  y  cumplidamente  la  justicia,  le  toca  dirigir  las  relaciones  diplo- 
máticas y  comerciales  con  las  demás  potencias.  (Art.  54.  párrafos  2.°  y  5." 
de  la  Constitución  española  de  1876.) 
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j      La  conservación  de  lo  contencioso  administrativo,  aun  conlv 

limitaciones  establecidas,  significa  el  ejercicio  de  jurisdicción  retenida,  qncae 
mantiene  por  ínteres  del  Estado.  No  es  inferior  al  interés  que  el  Estado  pucdi 
tener  en  asunto  de  servicio  interior  por  atenciones  civiles,  el  derivado  de  las 
relaciones  diplomáticas  y  comerciates  con  Us  demás  potencias  y  cuanto 
pueda  conducir  á  conflictos  internacionales,  que  en  ocasioDcs  llevan  á  b 
guerra. 

Nosotros,  que  en  las  Memorias  anuales  que  hemos  presentado  en  conso- 
nancia con  el  núm.  8.°,  art.  1 14  del  Código  de  Justicia  militar,  por  razón  de 
nuestro  cargo  de  Fiscal  Togado  del  Consejo  Supremo  de  Guerra  y  Marina, 
sostenemos  la  retención  como  ineludible  para  vigorizar  en  el  Ejército  y  Ar- 
mada el  mando  militar  y  solventar  conflictos,  no  podemos  menos  de  alentar 
las  mismas  tendencias,  extendiendo  nuestros  razonamientos  á  la  marina  mti- 
cante  respecto  al  punto  concreto  que  se  debate,  de  abordajes  y  au.^dlíosen 
alta  mar  y  competencias  y  procedimientos  para  hacer  efectivas  en  estos 
casos  las  consecuencias  jurídicas. 

Las  Ordenanzas  del  Ejército  y  Armada,  encamadas  en  la  jurisdicción  re- 
tenida, vivificadas  fueron  por  la  ley  republicana  de  16  de  Septiembre 
de  1873.  Sin  escrúpulo  se  había  ejercido  la  retención  en  todo  tiempo,  j' 
mantenida  fué  en  tan  señalada  fecha,  creyéndose  necesario  este  sostcnimien 
to,  siquier  no  Hubiera  derogación  explícita,  y  sólo  se  padeciera  por  algiiien 
decaimiento  de  espíritu  que  juzgaron  preciso  fortalecer  los  jurisconsul:;: 
filósofos  y  publicistas  insignes  que  rigieron  sucesivamente  la  magistratora 
suprema  del  Estado. 

La  Marina  no  arría  su  pabellón,  tremolándole  gallardo  en  e!  sostenimiento 
del  principio.  No  se  debió  á  la  iniciativa  del  fttnisterio  de  Marina  el  precepto 
legal  que  para  codificar  en  el  Ejército  y  en  la  Armada  mandó  prescindir  de 
la  retención,  en  la  ley  de  bases  de  15  de  Julio  de  1S82,  ni  fué  por  el  Minis 
teño  de  Marina  por  donde  la  promulgación  se  autorizó. 

Prescindióse  de  la  retención  en  la  ley  de  Tribunales  de  Guerra  de  10  de 
Marzo  de  1884,  y  llegó  á  pretenderse  que  el  fuero  de  Marina  considerase  des- 
de entonces  como  preceptivo  el  principio  que  desde  la  Ley  de  bases  sólo  de- 
bía ser  tenido  en  cuenta  para  cuando  se  codificase;  pero  el  Ministerio  de  Ma^ 
rína  se  opuso  eficazmente  y  siguió  ejerciendo  !a  jurisdicción  retenida,  hasta 
que  otra  ley  de  Guerra,  el  moderno  Código  de  Justicia  mililar,  planteado 
el  i.°  de  Noviembre  de  1890,  ha  dispuesto  terminantemente,  en  su  art.  66, 
que  se  entienda  extenviso  á  la  Armada  lo  referente  á  la  suprema  facultad  ju- 
risdiccional, en  consonancia  con  la  organización  y  atribuciones  que  el  mismo 
Código  indica;  siendo  de  advertir  que  este  cuerpo  legal  se  publicó  desf  í' 
de  sufrir  modificaciones  y  adiciones  para  las  que  el  Gobierno  quedó  facult  io 
por  ley  de  autorización  de  25  de  Junio  asimismo  de  1890. 

Obedecido  está  el  citado  art.  66,  lo  que  no  obsta  para  que  el  Ministc  ¡o 
de  Marina,  advertido  de  lo  transcendental  y  radical  de  adición  tan  impori  o- 
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te,  mantenga  la  lucha  para  recabar  el  restablecimiento  de  la  retención,  pro- 
curando ansiadamente  revivir  el  principio  coa  renacimiento  que  dé  fértil  re- 
sultado. 


VU 

^^rip'^'dc  w\      El  fuero  de  Marina  presencia  con  desconsoladora  tristeza  la 
m\\^  "coi^i  Ji'clajación  de  los  vínculos  de  autoridad  y  mando,  ineludibles  en 
traste  con  u  fir-j  SU  ramo,  y  quc  en  la  legislación  civil  se  mantienen  con  mayor 
giSTcióü  \r^^j  cuidado  por  lo  que  hace  á  la  autoridad,  pmes  respecto  al  mando 
toc5üím«i"el  '^  necesidad  no  es  allí  precisa,  toda  vez  que  en  la  vida  civil 
no  puede  per|  no  cs  propiamente  facultad  de  mando  la  que  se  ejerce,  bas- 
«Sr«jtoí--Rt  I  tando  con  las  de  gobierno,  administración  y  justicia. 
Síro'de  Marti      ^^®  autoridadcs  cívíIcs  obran  con  perfecto  desembarazo  no 
na  que  conoce  cohibido  por  uiuguua  clasc  de  Tribunales,  siendo  éstos  los  que 
^^los  a   rda-^  j^^^  meuestcr  protección  mediante  el  recurso  de  queja,  confe 
rido  sólo  á  las  Audiencias  y  Tribunal  Supremo,  interponiéndose  dicho  recur- 
so ante  el  Gobierno,   que  resuelve  por  Real  decreto  después  de  oir  al  Con- 
sejo de  Estado;  lo  que  constituye  retención  de  la  justicia  que  no  haUó  reparo 
en  establecer  en  el  capítulo  SP  de  su  título  VI  la  ley  orgánica  del  Poder 
judicial  de  1 5  de  Septiembre  de  1870,  en  tiempos  de  la  Constitución  de  1869. 
Menos  desembarazada  la  acción  del  mando  y  menos  encariñado  con  el 
principio  de  autoridad  el  Código  de  Justicia  militar,  omite  el  recurso  de  que- 
ja; porque  ante  la  omnímoda  voluntad  de  los  Tribunales  todo  queda  domi- 
nado y  no  han  menester  que  el  Gobierno  les  defienda;  mas  de  ello  se  dedu- 
ce que  quien  queda  indefendida  es  la  autoridad. 

El  art.  jy  de  la  vigente  Constitución  habla  de  una  ley  especial  de  autori- 
zación para  procesar  ante  los  Tribunales  ordinarios  á  las  autoridades  y  sus 
agentes,  significando  que  la  Administración  procura  no  ser  avasallada  por  los 
Tribunales,  sin  que  por  eso  la  impunidad  se  produzca;  porque  si  un  Gobierno 
civil  niega  el  permiso  pedido  por  un  Juzgado  para  procesar  á  un  agente,  la 
responsabilidad  de  su  subordinado  la  asume  el  Gobernador  en  su  caso,  pu- 
diendoel  Tribunal  Supremo  á  su  vez  impetrar  del  Ministerio  de  la  Goberna- 
ción la  autorización  para  procesar  al  Gobernador;  de  suerte  que  ascendiendo 
la  responsabilidad  asumida  y  convirtiéndose  en  ministerial,  ante  las  Cortes 
puede  intentarse  el  oportuno  recurso  y  las  Cortes  habrán  de  determinar  si  la 
responsabilidad  se  exige  al  Ministro,  ó  si  un  bilí  de  indemnidad,  otorgado 
por  la  Representación  nacional,  viene  á  determinar  que  el  Gobierno  se  inspiró 
en  el  interés  público  y  obró  por  plausible  razón  de  Estado. 

Si  el  art.  yy  de  la  Constitución  no  hizo  mención  de  los  fueros  de  Guerra  y 
Marina,  no  fué  porque  incurriera  en  el  absurdo  de  suponer  que  en  el  Ejército 
y  Armada  fuera  menos  precisa  la  obediencia  y  subordinación  jerárquica,  é 
mportara  poco  mantener  el  principio  de  autoridad. 

Lejos  de  ello,  se  tuvo  presente  que  el  art.  52  de  la  Constitución  misma  de- 
ulara,  en  forma  no  contenida  tan  explícitamente  en  ningún  otro  Código  fun- 
damental anterior,  que  el  Rey  tiene  el  mando  supremo  del  Ejército  y  Arma- 
da y  dispone  de  las  fuerzas  de  mar  y  tierra;  principio  que  ha  sido  desarrollar 
do  en  el  art.  3.^  de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1889,  adicional  á  la  constituti- 
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va  del  Ejército,  dcclaraDdo  como  atributo  del  mando  el  ejercicio  de  la  juiis- 
dicción  correspondiente. 

El  noaado  supremo  del  Ejército  y  Armada  lleva  coastitucionalmente  el  ejer- 
cicio de  la  jurisdicción  suprema. 

Si  al  fuero' de  Marina  ha  de  corresponder  el  conocimiento  de  lo  relativo  a 
abordajes  y  auxilios  en  alta  mar  entre  buques  de  distintas  naciones,  la  reten- 
ción debe  ser  ineludible  y  sólo  con  ella  podrán  solventarse  conflictos  inta- 
nacionales,  que  no  tendrían  satisfactorio  medio  de  solventarse  con  los  precep- 
tos rígidos  de  legislación  estrecha  inspirada  en  rudimentarias  nociones  de  ¿■ 
rccho  privado,  que  por  cierto  pondrían  en  dura  alternativa  á  los  Tribuna. 


Ordinamu  óc  Lii  Las  Ofdenanzas  de  la  Armada  no  producían  vacilación  res- 
di™M>'^[nI-i  pccto  al  conocimiento  del  fuero  de  Marina  en  los  abordajes.  El 
r.icidti7íj,  í  articulo  33,  titulo  V,  tratado  S.°  de  las  Ordenanzas  generales 
del  año  1743  decía  que  el  que  con  ánimo  deliberado  ó  por  mala  maniobra 
abordase  bajel  de  guerra  ó  embarcación  particular,  sería  obligado  á  satisís- 
cer  las  avenas  que  hubiere  ocasionado;  sin  perjuicio  de  imponerse  además, 
según  las  resultas,  privación  del  mando,  suspensión  ó  pérdida  de  empleo; 
aparte  de!  crimen,  que  podría  "merecer  pena  de  muerte,  según  el  art.  126, 
titulo  Vil,  tratado  5  o  de  las  Ordenanzas  de  1723. 

En  Real  decreto  de  13  de  Agosto  de  1776  se  reitera  corresponder  á  los 
Comandantes  generales  de  los  Departamentos  la  graduación  de  la  mayor  ó 
menor  entidad,  y  si  había  ó  no  culpa  en  los  abordajes  que  ocurrían  entre 
nuestros  bajeles,  decidiéndose  estos  casos  por  los  citados  Comandantes  ó 
por  el  Consejo  de  guerra  que  debía  juntarse  conforme  lo  exigieran  las  cir- 
cunstancias de  los  cargos. 

Ordenan, ^.dtj    '  El  aft,  3.°,  tttulo  VI  3e  las  Ordenanzas  de  matriculas  del  año 
míincii  is  rií^  1802  leproducia  que  el  conocimiento  de  los  abordajes  en  la  par- 
te facultativa  correspondía  á  Marina. 

Ordnaniu  gfíifí  Las  Ordcuanzas  generales  del  ario  1793  dicen  en  el  art.  118, 
rmindt  1793.  ^  perteneciente  al  título  Vil  de  su  tratado  5,°,  que  ocurriendo  abor- 
dajes con  avería  en  cascos,  arboladuras  ó  cables,  ó  de  varada  por  desamarra- 
dero de  embircación,  ó  e'n  entrada  ó  salida  ó  traslación  de  un  paraje  á  otro;  sin 
aguardar  requisición  departe,  el  capitán  del  puerto,  acompañado  de  cuatro  óscis 
capitanes  de  !os  buques  fondeados,  y  á  falta  de  ellos  de  prácticos  ó  patrones  de 
tierra,  pasará  abordo  de  las  embarcacionesdailaday  causante;  y  que  actuando 
de  Escribano  uno  de  los  capitanes  ó  prácticos,  formará  sumario  breve  y  sustan- 
cial de  las  circunstancias  de  situación  de  los  dos  buques,  fracaso  ó  maniobra  del 
dañador  y  omisión  ó  imposibilidad  del  abordado  para  evitarlo,  recibiendo  al  in- 
tento declaraaión  á  los  tres  ó  cuatro  individuos  principales  de  ambas  partes;  y 
á  continuación  de  lo  declarado,  y  con  presencia  de  las  circunstancias  mariiiC' 
ras  de  local  y  viento,  expondrá  cada  uno  de  los  prácticos  ó  capitanes  asocia- 
dos, incluso  el  actuantede  Escribano,  su  concepto  de  culpa  ó  acaso  irremedia- 
ble en  el  dañador;  enterado  de  todo  lo  cual,  extenderá  el  capitán  del  puerto  su 
juicio  de  responsabilidad  ó  absolución  de  las  averías  al  dañador,  entregando 
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el  documento  original  á  la  parte  interesada  para  su  resguardo  ó  reclamación 
donde  corresponda  demandarse  la  materia,  quedándose  con  copia  del  expe- 
diente para  su  gobierno  y  solución  de  cualquier  informe  que  se  le  pidiere  en 
el  particular.  Otros  artículos  de  los  mismos  título  y  tratado  concretan  la  ac- 
ción de  las  autoridades  de  la  Armada  al  conocimiento  de  lo  marinero  sobre 
culpa  ó  descargo  en  el  daño  que  se  hubiese  causado,  reservando  al  Juzgado 
del  Ministro  el  examen  é  inventarío  de  las  averías  (art.  119);  previenen  que 
sea  irrevocable  en  el  Juzgado  el  juicio  de  la  autoridad  de  la  Armada  si  for- 
ma pluralidad  con  los  dictámenes  de   algunos  de  los  capitanes  ó  prácticos 
peritos  del  negocio  sobre  los  demás  que  hubiesen  estado  discordes;  pero  no 
formando  pluralidad,  debe  mirarse  no  más  como  un  dictamen  contra  el  cual 
Be  admite  á  la  parte  agraviada  la  prueba  que  le  conviniere  producir  en  con- 
trarío y  á  la  favorecida  la  que  hiciere  á  su  intento  para  fallar  sobre  su  valor 
(artículo  1 20);  deslindan  lo  oportuno  en  el  caso  de  una  pérdida  irremediable 
en  el  acto  de  ella  y  culpable  por  temeridad  de  empeño  voluntario  anterior  ó 
falta  de  previas  precauciones  en  la  derrota  ó  aterrada  (art.   122);  hacen  las 
oportunas  referencias  en  lo  relativo  á  competencia  de  cuanto  tenga  conexión 
con  los  casos  de  mar,  en  las  embarcaciones  extranjeras,  y  sobre  límite  juris- 
diccional en  el  encargo  de  Jueces  conservadores  de  extianjeria  y  autoridad 
propia  en  la  Armada  (art.  124);  y  marcan  lo  correspondiente  en  abordajes 
entre  barcos  del  tráfico  y  lanchas,  ya  resulte  avería  de  los  efectos  que  trans- 
porten, ó  ya  sólo  en  sus  cascos  (art.  125).  A  su  voz  los.arts,  134  y  13  S>  tí- 
tulo 1  del  tratado  3.^,  dan  reglas  para  evitar  los  abordajes. 

Aunque  el  contenido  de  algunas  de  estas  disposiciones  parezca  concretar- 
se á  hi  autoridad  del  Capitán  de  puerto  en  lo  que  ocurra  dentro  del  mismo, 
aplicable  es  la  doctrina  á  lo  que  sucediera  en  alta  mar,  y  en  este  concepto 
generalizamos,  teniendo  para  ello  en  cuenta  que  el  art.  118  no  sólo  habla  de 
entrada  ó  salida,  sino  también  de  traslación  de  un  pasaje  á  otro;  que  el  cita- 
do art,  125  habla  también  en  términos  genéricos,  y  que  el  art.  194  del  ex- 
tracto oficial  con  que  se  adiciona  el  tratado  5.^  de  las  relacionadas  Orde- 
nanzas de  1793,  en  cumplimiento  de  su  art.  177,  al  hablar  de  que  en  abor- 
dajes ó  pérdidas,  á  más  de  los  auxilios  que  deben  franquearse  por  todos, 
será  obligación  del  patrón  antiguo,  acompañado  de  otros  dos  ó  tres  patro- 
nes, formar  papel  expresivo  de  las  circunstancias  del  fracaso  y  del  concepto 
qne  hacen  de  culpa  y  responsabilidad  de  daños  ó  solvencia  por  irremediable, 
atüade  que  este  documento  habrá  de  reservarle  en  su  poder  el  mencionado 
patrón  antiguo  para  entregarlo  al  Ministro  del  primer  puerto  á  que  arribare. 
Otras  disposiciones  aparecían  en  las  Ordenanzas  de  la  Armada  que  se  fue- 
ron sucediendo,  sobre  obligación  de  los  patrones  de  sujetar  su  gente,  evitar 
abordaje,  castigo  de  culpa  y  satisfacción  de  avería. 
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Pétdida  de  jurisA  Hasta  que  por  decreto  del  Gobierno  provisional  de  6  de  Di- 
foSÍ  d«*Marií(  ciembre  de  1868,  elevado  á  ley  el  20  de  Junio  de  1869,  se  dis- 
ide DiSembrA  P^s^'*^  llamada  unificación  ó  refundición  de  fueros,  siendo  pro- 
de  s8S8.         /  piamente  de  cercenamiento,  cuanto  ocurría  en  el  mar  caía  bajo 

la  jurisdicción  del   fuero  de  Marína^  así  en  el  aspecto  criminal  como  en  el 
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concepto  civil,  entendiendo  las  autoridades  de  Marina  y  celebrándose  Conse- 
jos de  Guerra  de  la  Armada,  ó  conociendo  los  juzgados  ordinarios  que  tato 
bien  á  la  Armada  pertenecían. 

Ley  oreinicídei)  Con  el  Cercenamiento  pasó  á  la  jurisdicción  ordinaria  común 
ür"!^  d"''^Y  ^°^°  'o  relativo  á  acciones  civiles,  continuando  el  fuero  do  Ma- 
tiemble  dt  íB;o.)  ring  en  e!  conocimiento  de  lo  criminal^  viniendo  á  afirmar  este 
deslinde  la  ley  orgánica  de  15  de  Septiembre  de  1870,  que  en  su  att.  Sin- 
número 12,  declárala  competencia  exclusiva  del  fuero  de  Marina  para  cono- 
cer de  las  causas  por  delitos  de  cualquiera  clase  cometidos  á  bordo  de;  '^- 
em  barca  clones,  así  nacionales  como  extranjeras,  cuando  no  sean  de  g-uerra, 
y  se  cometan  los  delitos  en  puertos,  bahias,  radas  ó  cualquier  otro  punto  de 
la  zona  marítima  del  Reino,  ó  por  piratas  apresados  en  alta  mar,  cualcju*^^ 
que  sea  el  país  á  que  pertenezcan,  y  de  las  represalias  y  contrabando  rriarl''' 
rao,  naufragios,  abordajes  y  arribada. 

El  abordaje  ha  podido  ser  hecho  por  un  pirata,  y  no  cabe  duda  de  *1"^ 
sea  cual  fuere  la  nación  á  que  el  pirata  perteneciera,  al  fuero  de  Marina  es- 
pañola toca  conocer  en  el  aspecto  criminal  cuando  el  buque  abordado  f»>^^ 
español,  aunque  el  abordaje  ocurriera  en  alta  mar. 

En  todo  caso  hallamos  que  á  todo  abordaje  en  alta  mar,  siendo  uno  d^   *°^ 
buques  español,  se  refiere  este  artículo;  si  bien  no  desconocemos  que  si 
paña  pretende  la  atracción,  también  podrá  pretenderla  el  Estado  á  que    í^ 
tenezca  el  otro  buque  de  los  abordados,  surgiendo  una  cuestión  que  p^ 
nece  al  dominio' del  Derecho  internacional. 


Es- 


'^'ito'^aíiorMí  — \      ^^  Instrucción  dada  por  el  Ministerio  de  Marina  el  4  de  Junio 
buDuuióD  dej  de  1873  para  cumplimiento  del  Real  decreto  de  30  de  Noviem- 
líl^l^dt*  di  bre  de  1872,  reformada  por  Real  orden  de  14  de  Septiembre 
ínodí'fiMdí  *"rí  ^^  1 88 1 ,  dijo  CU  SU  art.  215  que  los  Comandantes  de  las  provin- 
Reni  urdíD  del  c¡as  marítimas,  Capitanes   de  puerto,    dispondrán  que  por  uno 
bte de ise"™/  ^^  SIS  Ayudantes  se  instruya  sumario  sobre  todo  abordaje  en- 
tre buques  mercantes  españoles  de  navegación  de  cabotaje,  de  alta  mar  ó  -á. 
puertos  extranjeros,  ó  entre  éstos  con  los  de  pesca  ó  tráfico  interior  del  puer- 
to, ó  con  otros  buques  extranjeros  que  ocurran  en  puerto  ó  mar  litoral  '^'^^ 
Distrito   de  la  capital   respectiva  ó  fuera    de  los    mismos  puntos  si  arriban  a 
cualquier  punto  ó  paraje  de  la  costa  del  propio  Distrito. 

Alguna  incongruencia  hallamos  en  que  el  procedimiento  relativo  ^_  '^^ 
actuaciones  sobre  abordajes  se  comprenda  en  las  instrucciones  expcdi*^^^ 
para  cumplimentar  un  Real  decreto  sobre  sustanciación  de  causas  y  surt^^*^^^ 
de  que  hablan  venido  conociendo  los  Juzgados  de  la  Armada,  cuand*'  yj^ 


cisamente  dichos  Juzgado; 


debían  conocer  de  lo  crimina!  relativo   ^ 


abordajes,  pues  no  era  en  su  caso  la  via  del  Juzgado,  sino  !a  del  Cons^^J*^   - 
Guerra  de  la  Armada  la  que  las  Ordenanzas  tenían  establecida,  según  i,, 

mos  expuesto;  habiendo  pasado  á  la  Jurisdicción  ordinaria  común  to"*^.. 
referente  a!  concepto  civil  de  que  los  Juzgados  de  la  Armada  habían  vCÍ?''^" 
conociendo.  Llama  también  la  atención  que  á  las  actuaciones  sobre  aborc/^/^n 
se  las  denomine  expedientes  en  el  titulo  6.°  de  la  Instrucción  referida,  ^^ 
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de  llamarse  causas,  como  técnicamente  se  denominan  los  procedimientos  en 
materia  criminal. 

Y  nos  fijamos  en  este  carácter  del  procedimiento,  porque  sólo  por  él  se 
legitimaría  el  resolver  en  el  fuero  de  Marina  acerca  de  pago  de  cantidades  á 
titulo  de  reparación  de  daño  ó  de  indemnización  de  perjuicios;  pues  al  im- 
ponerse pena  por  delito,  lo  pueden  decretar  los  Tribunales  que  conocen  de 
la  causa,  siquiera  el  alcance  de  la  jurisdicción  no  llegue  á  lo  privativamente 
civil,  pues  se  trata  de  la  responsabilidad  que  nace  del  delito,  siendo  la  repa- 
ración é  indemnización,  lo  mismo  que  la  restitución  en  su  caso,  consecuencia 
necesaria  de  la  declaración  de  delincuencia;  si  no  se  ha  de  llegar  al  absurdo 
de  que  condenado  un  ladrón  por  el  robo  de  un  reloj,  vaya  a  presidio  per- 
mitiéndosele que  lleve  y  use  en  el  establecimiento  penal  el  mismo  reloj, 
hasta  que  se  ventile  la  cuestión  civil  de  pertenencia  entre  el  robado  y  el  la- 
drón, en  el  pleito  que  se  siga  en  Tribunal  de  lo  civil. 
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^^*^  crimintL '  I  L»  rescrva  de  acciones  civiles  absteniéndose  el  Tribunal  que 
conoce  de  la  causa,  se  impone  cuando  aparece  el  interés  ó  el  deiecho  de 
im  tercero  no  responsable  del  delito,  ó  cuando  se  presentan  puntos  no  com- 
pletamente esclarecidos  y  que  no  deben  producir  dilación  en  el  castigo,  en 
su  caso,  y  en  la  terminación  y  fallo  de  la  causa. 

En  esta  inteligencia  hallamos  que  pertenece  hoy  á  la  jurisdicción  ordinaria 
el  conocer  de  los  abordajes  en  el  concepto  civil,  quedando  en  el  fuero  de 
Marina  el  conocimiento  en  lo  criminal. 

Mantenido  ha  sido  este  conocimiento  del  fuero  de  Marina  por 
Real  orden  de  este  Ministerio  de  17  de  Agosto  de  1878  en  uso 
de  jurisdicción  retenida,  insertando  dicha  Real  orden  una  acor- 
dada del  Consejo  Supremo  de  Guerra  y  Marina,  y  dando  con- 
sistencia á  la  doctrina  que  allí  se  sustenta,  en  el  sentido  de  so- 
d^c*'  dei  ¿¡Tcol  someter  á  la  acción  militar  de  la  Armada  y  en  el  mismo  proce- 
ST^^ÍT  e^- 1  dimiento  á  la  tripulación  del  pailebot  portugués  yulia  y  del  ca- 
ñoXTmria.     j  fiouero  cspañol  TuriUy  habiendo  abordado  ambos  buques,  yen- 
do á  pique  el  Turid. 


■/;; 


Real  orden  de  17 
de    Agosto    de 
^%^%^   de  juris 
dicción   reteñí 
da. — Atrae    en 
lo  criminal  á  la^ 
tripulación  ex 
tranjera.-  Abor 
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Le^iación  posi-\  En  los  Tribunalcs  españoles,  el  Código  penal  de  la  Marina  de 
^fotaflSf  guerra,  publicado  por  Real  decreto  de  24  de  Agosto  de  1888, 
deUB«arií»*ín  á  virtud  de  la  ley  de  autorización  de  15  de  Julio  de  1882,  cons- 

pierra  del  ano\  •'  \       t** 

1888.  /  tituye  la  legislación  positiva,  mereciendo  fijarse,  para  las  averías 

causadas  por  abordaje,  en  sus  artículos  182  y  185;  y  conviniendo  tener  en 
cuenta  otras  disposiciones  que  para  evitar  los  abordajes  se  han  dictado,  como 
las  reglas  contenidas  en  el  Real  decreto  de  28  de  Febrero  de  1880  y  lo  que 
sobre  uso  de  aparatos  reglamentarios  previene  la  Real  orden  de  16  de  Abril 
de  1875.      ' 


XIII 

Caiii3iMiMHacmo\      Por  lo  que  hace  al  concepto   civil,  la  jurisprudencia  del  Tri- 
düiiTÍi'ci^íV  bunal  Supremo  de  España  ha  sostenido  la  acción   de  jurisdic- 
buiuü  Supre^T  ción  ordinaria,  pudiendo  citarse  entre  otras  sentencias  la  rclati- 
Sijí  del  vapíií  va  a!  abordaje  del  vapor  español  Calatea  y  del  inglés  Lady  Ati- 
"n'dcUnífííl  "'■■  {Sentencia  del  13  de   Octubre  de  1890.  Gacetas  de  30  de 
An<(r  Aii.,,.    j  Octubre  y  6  de  Noviembre,  pág,  283.) 
Conflicto  ¡nicnu-i      Qie  puede  haber  en  estos  casos  cuestiones  de  Derecho  io- 
diS^diT í>""  /  íc^^cional  lo  hemos  reconocido,  y  ejemplo  práctico  nos  le  da 
¡iiiunp   ,ri,¿->  lo  ocurrido  con  relación  al  abordaje  del  vapor  italiano  Suíf  Attü- 
í'.TnTé'j '  i«\  f^ca,  de  la  matrícula  de  Genova,  y  del  vapor  La  France,  de  la 
^'""í'         /  pertenencia  de  una  Sociedad  dora  ciliada  en  París  y  con  agen- 
cia principal  establecida  en  Marsella.  El  abordaje  fué  en  el  puerto  de  ta  Luz 
(Islas  Canarias)  el  13  de  Septiembre  de  1888,  y  el  fuero  de  Marina  Español 
conoce  por  lo  que  hace  á  lo  criminal,  sin  perjuicio  de  facilitar  á  los  interesa- 
dos el  testímonio  de  la  declaración  formulada  en  junta  de  Pilotos,  paralas 
reclamaciones  civiles. 

En  el  Juzgado  de  primera  instancia  á  que  corresponde  el  puerto  de  la  Luí 
se  ha  conocido  en  via  civil.  La  Sociedad  anónima  de  navegación  La  Vdoce, 
á  que  pertenecía  el  Sud-América,  dedujo  la  demanda  que  creyó  pertinente, 
lo  mismo  que  las  Compañías  aseguradoras  de  este  vapor,  contra  la  Soctéti 
de  Transptrts  maritimes  a,  vapnir,  á  la  que  pertenecía  el  vapor  La  France, 
en  reclamación  de  daños  y  perjuicios  por  el  naufragio  del  Sud  Amerua,  pre- 
sentándose esta  demanda  ante  el  Tribunal  de  Comercio  de  Marsella,  que  re- 
solvió lo  qie  juzgó  oportuno. 


iiiicu-í  Para  las  reclamaciones  en  materia  civil,  la  ley  de  Enjuicia- 
"■  "i  miento  civil  del  año  1881  dala  norma  de  artículos  diversos, 
;s  menester  reproduzcamos  en  esta  Memoria,  cansando  innecesaria* 
1  atención  del  Congreso,  bastando  con  hacer  indicación  de  los  artícu- 
4  a  1.560,  2.i0g  á  2.1 18,  2.131  á  2.161  y  2.169a  2.174, 


Lcgitiición  cíyíiI      El  Código  de  comercio  promulgado  en  22  de  Agosto  de 
5J"|,''J^^^>  1885  viene  á  constituir  la  legislación  civil  positiva,  mereciendo 
cíodt  .88;     j  lijarse  en  la  sección  3.^,  título  IV  de  su  libro   3.0,  que  se  de- 
nomina  «De  los  abordajes;>   en  el  número  13  del  art.  612,  relativo  á  luces 
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de  situación  y  maniobras;  en  el  art.  755;  sobre  obligaciones  de  aseguradores^ 
en  caso  de  abordaje;  en  la  regla  8.^  del  art.  809,  sobre  averías  en  abordaje, 
7  en  el  art.  953,  acerca  de  tiempo  de  prescripción. 

Código  áyü  de)      El  Código  civil  que  rige  desde  el  aSo  1889  sólo  comprende 
'889-  )  conceptos  generales  en  la  sección  3.^,  cap.   in,  título  VI  del 

libro  4.^,  que  tener  puedan  conexión  con  la  materia  que  nos  ocupa. 


XVI 


LaiegiaUción  vi-^      Eu  la  discrepaucia  que  puede  haber  entre  la  Legislación  espa- 

fTd  w^Scto!)  2ola  y  la  que  rige  en  otras  naciones,  el  cpnflicto  queda  amena- 
zador. En  vano  la  Ley  orgánica  del  Poder  judicial  se  esfuerza  en  establecer  el 
deslinde  por  lo  que  hace  á  los  asuntos  civiles  en  el  art.  267,  en  el  278,  núme- 
ro 8.0,  y  en  el  281,  núm.  2P;  respecto  á  lo  criminal,  tn  los  arts.  del  333  al 
338,  y  en  el  340  y  341  marcando  la  extensión  jurisdiccional  de  nuestros  Tri- 
bunales; y  en  cuanto  á  la  jurisdicción  consular,  indicando  lo  pertinente  en 
los  arts.  342  y  345;  demostrando  con  claridad  el  texto  del  art.  346  que  no 
produce  fértil  resultado  en  estos  casos  lo  dispuesto  aisladamente  por  una  Na- 
ción. Este  artículo  dice:  «...se  entenderá  sin  perjuicio  de  los  tratados  vigen- 
tes ó  que  en  adelante  se  celebren  con  potencias  extranjeras. » 

Tal  principio,  consignado  en  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  no  puede 
menos  de  tener  el  natural  alcance  en  los  preceptos  de  la  sección  2.^,  títu- 
lo Vin,  libro- 2.0  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  en  toda  cualquiera  otra 
determinación  análoga,  ya  sea  de  legislación  interior  de  la  Nación,  ó  ya  se  re- 
fiera á  relaciones  diplomáticas  consulares  y  á  la  jurisdicción  de  esta  clase  que, 
regulada  por  Real  decreto  de  29  de  Septiembre  de  1848  y  deslindada  según 
queda  indicado  en  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  ha  sufrido  diferentes 
modificaciones,  como  las  contenidas  en  la  Instrucción  de  i.^  de  Octubre 
de  1889. 

La  necesidad  de  ua  acuerdo  de  las  naciones  marítimas,  se  presenta  eviden- 
te, y  hemos  llegado  á  entender  que  por  nuestro  Ministerio  de  Estado  se  ha 
pasado  al  de  Marina  un  proyecto  de  tratado  que  pudiera  someterse  al  próxi- 
mo Congreso  de  Washington,  habiendo  emitido  ya  su  parecer  y  formulado  en 
él  sus  conclusiones  algunas  potencias. 

Aunque  por  razón  de  nuestro  cargo  de  Fiscal  togado  del  Consejo  Supre- 
mo de  Guerra  y  Marina  conociéramos  datos  de  tal  asunto,  que  no  los  cono- 
cemos, nuestro  deber  oficial  sería  no  utilizarlos  en  la  presente  Memoria,  mien- 
tras autorizados  no  fuéramos  para  ello  por  Real  orden  del  Ministerio  de  Ma- 
rina, atendida  la  representación  suya  que  ostentamos  ante  el  Congreso,  y  que 
tanto  nos  honra. 


XVII 


«•fCTa  especu'a- 1  Prescindiendo  de  tales  datos,  habremos  de  hacer  enunciación 
del  resultado  producido  en  la  región  especulativa  por  las  reuniones  científicas 
que  con  nombre  de  Congreso  se  celebraron  sucesivamente  en  Amberes  y  en 
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general        1 


Bruselas  en  los  aüos  1885  y  1888,  para  tratar  puntos  relacionados  en  general 
con  el  derecho  mercantil  y  especialmente  con  el  Derecho  maritinio. 
''c'i.^l^cír™-)  ^^  ^'  Congreso  internacional  de  Derecho  marítimo  celebra- 
chomiifüiBodcí  do  en  Amberea,  se  acordaron  soluciones  en  principio  paca 
.  "st™  ")  l'^s  casos  de  abordaje.  Se  declaró  que  sí  el  caso  era  fortuito 
ó  dudoso,  cada  buque  debía  soportar  las  consecuencias  de  su  daño  sin 
ulterior  recurso;  que  si.  hubo  falta  cometida  por  ambos  buques,  los  danos 
debeiían  ser  satisfechos  por  los  dos  en  proporcidu  á  la  gravedad  que  tu- 
vieran las  faltas  respectivas  que  se  probara  hubieran  sido  causa  de  la 
colisión;  que  si  el  abordaje  se  verificó  por  consecuencia  de  una  falta 
cometida  á  bordo  de  uno  solo  de  los  buques,  el  daño  habria  de  ser  comple- 
tamente satisfecho  por  él;  que  siendo  los  buques  de  diferentes  nacionalidades 
y  abordando  en  alta  mar,  estaría  cada  cual  obligado  á  someterse  á  la  Lej'-  de 
su  pabellón  sin  poder  recibir  más  que  los  que  dicha  Ley  le  concediera;  que 
en  caso  de  colisión  entre  dos  buques,  debía  el  Capitán  ó  la  persona  que  tu- 
viera el  buque  á  su  cargo,  y  en  la  medida  que  pudiera  hacerlo  sin  riesgo  para 
su  buque,  su  tripulación  y  sus  pasajeros,  quedarse  cerca  del  otro  buque  hasta 
que  tuviera  plena  seguridad  de  que  una  resistencia  más  continuada  seria  ia- 
úti!,  con  el  fin  de  dar  á  los  tripulantes  y  pasajeros  del  buque  abordado  todos 
los  auxilios  posibles  y  convenientes  para  salvarlos  de  cualquier  peligro  que 
resultara  del  abordaje;  y  que  de  no  ajustarse  á  estas  prescripciones,  tauto  e! 
Capitán  como  cualquiera  otra  persona  encargada  del  buque  se  consideraría, 
salvo  prueba  en  contrario,  como  autor  del  abordaje  por  mala  maniobra,  ne- 
gligencia ó  descuido,  estando  además  sometido  á  las  penas  que  señalaren 
las  leyes  de  su  país  por  la  infracción  de  que  se  hubiera  hecho  culpable.  Tam- 
bién s2  declaró  ea  el  mismo  Congreso  de  Amberes  lo  relativo  á  la  indemni- 
zación de  la  asistencia  ó  del  salvamento  segün  el  celo  desplegado,  riempo 
invertido,  servicios  prestados  al  buque,  personas  y  cosas,  á  los  gastos  hechos 
por  los  salvadores,  al  número  de  personas  que  intervinieron  activamente,  al 
peligro  á  que  se  expusieron,  al  que  amenazaba  al  buque,  las  personas  y  los 
efectos  salvados,  y  al  valor  de  estos  objetos,  con  deduccióa  de  los  gastos 
hechos;  se  expresó  igualmente  que  los  pasajeros  cuya  vida  habla  sido  salva- 
da no  debían  contribuir  á  la  remuneración  especial  de  asistencia;  que  los  con- 
tratos hechos  en  los  momentos  del, peligro  podían  rescindirse;  que  quien 
impusiere  sus  servicios  ó  subiere  á  bordo  del  buqLe  sin  la  autorización  del 
Capitán  presente  no  tenia  ningún  derecho  á  indemnización  por  salvamento  ó 
asistencia;  y  que  el  Capitán  que  encontrare  un  buque,  aunque  fuera  extranje- 
ro ó  eiemigo,  en  peligro,  debía  auxiliarlo  y  prestarle  toda  la  asistencia  posi- 
ble, pues  de  lo  contrario  estaría  sometido  á  todas  las  penas  señaladas  por  la 
ley  de  su  país. 
'^"'"rjl^'^p")      Las  resoluciones  propuestas  por  el  Congreso  internacional 

rechn  raerejüiiiií  de  Derecho  mercantil  reunido  en  Bruselas  el  año  iSííS  alcanzan 

A'fio"i8is''";  seis  extremos  en  !a  parte  marítima. 

El  primer  extremo  es  respecto  á  los  conflictos  de  bs  leyes  marítimas,  esta- 
bleciendo como  medio  adecuado  para  solventarlos  la  adopción  de  convenio: 
¡nteniacionales  que  determinen  que  las  naves  de  cada  uno  de  los  países  si 
sujetarán  á  los  Tribunales  de  los  mismos,  estatuyendo  la  Ley  del  pabellón  la; 
cuestiones  relativas  á  la  propiedad  de  dichas  naves  y  demás  que  se  indica, 
comprendiendo  entre  ello  las  indemnizaciones  debidas  á  la  nave  por  razón  dt 
auxilios  prestados  en  el  mar  á  otros  buques,  y  las  que  deba  abonar  la  nav< 
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por  razón  de  abordajes  en  el  mar,  si  bien  entonces  la  indemnización  no  podrá 
exceder  de  lo  que  la  nave  abordada  tenga  derecho  á  reclamar,  según  la  Ley 
de  5U  pabellón;  teniendo  en  cuenta  que  si  el  pabellón  cambia,  será  Ley  apli- 
cable la  del  que  llevaba  la  nave  en  el  momento  en  que  el  derecho  se  creó,  y 
que  si  el  abordaje  tiene  lugar  en  alta  mar,  el  Capitón  conserva  su  deredio 
para  reclamar  ea  los  términos  y  plazos  prescritos  por  la  Ley  de  su  pabellón, 
por  !a  de  la  nave  que  le  abordó,  ó  por  la  del  primer  punto  de  escala. 

El  segundo  extremo  es  sobre  abordajes  y  auxilios,  entendiendo  el  Con- 
greso que  debía  procurarse  la  unificación  de  las  leyes  mediante  la  negocia- 
ción de  convenios  internacionales,  que  en  esencia  vengan  á  descansar  en  lo 
que  ya  se  había  indicado  en  el  Congreso  de  Amberes,  añadiendo  que  la  ac- 
ción de  indemn:zación  por  causa  de  abordaje  ó  de  auxilio  podría  intentarse 
ante  los  Tribunales  de  cada  Nación,  dando  preferencia  el  punto  del  abordaje 
ó  el  salvamento,  el  de  la  jurisdicción  en  que  fuera  encontrada  la  nave  abor- 
dada ó  auxiliada,  ó  el  del  puerto  de  matricula  de  la  nave  abordante  ó  abor- 
dada, ó  de  la  n^ve  auxiliante  ó  auxiliada;  sin  que  la  acción  para  el  pago  de 
la  indemnización  de  abordaje  ó  de  auxilio  esté  subordinada  á  ninguna  forma- 
lidad previa,  prescribiendo  al  año  de  terminarse  el  viaje  del  navio  abordado 
ó  auxiliante,  si  dicho  viaje  pudo  concluirse,  y  en  caso  contrario,  desde  que 
e!  interesado  pudo  obrar  útilmente,  teniendo  también  en  cuenta  que  si  una 
de  las  personas  pei^udicadas  por  la  colisión  interpusiera  la  acción  en  tiempo 
útil,  el  demandado  podrá  oponerle  la  reconvención. 

El  tercer  extremo  contiene  lo  referente  á  las  naves  marítimas  y  á  los  regla- 
mentos de  navegación  marítima,  sobre  todo  en  lo  referente  á  la  marcha  de 
los  buques,  á  los  fuegos  y  señales-. 

El  cuarto  extremo  se  concreta  á  la  responsabilidad  de  los  propietarios  de 
las  naves;  el  extremo  quinto  se  limita  al  contrato  de  fletainento,  y  el  sexto 
extremo  es  relativo  á  la  avería  común;  no  creyendo  deber  detenernos  en  el 
examen  de  estos  puntos  por  no  ser  directa  su  conexión  con  los  abordajes  en 
alta  mar  y  auxilio  consiguiente,  perteneciendo  á  Nación  distinta  cada  uno  de 
los  buques  abordados. 


íideitaKobei'.  Amberes  y  de  Bruselas,  el  Tribunal  de  comercio  de  Amberes 

E«M/í'»rf4'''  rechazó  en  28  de  Noviembre  de  1890  la  demanda  de  la  repre- 
sentación del  barco  belga  Louise  contra  la  representación  del  barco  sueco 
Iborgny,  por  no  haberse  hecho  oportunamente  la  protesta  y  recurrido  en  for- 
ma dentro  de  los  plazos  marcados  por  la  Ley  belga  de  3 1  de  Agosto  de  1 879, 

.Q  que  obstara  para  aplicar  estó  Liey  que  el  abordaje  fuera  en  alta  mar  y  que 

icha  ley  hubiera  sido  invocada  por  nn  extranjero. 


V 
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H 


*""'^'\l¿^t\      La  G)nferenc¡a  cetebiada  en  Washington  en  1889  >■  el  Con- 
hinKton.— Con-Í  greso  iatemacíonal  del  Comercio  y  de  la  Industria  celebrado  en 
aorli  dTcoA  Par's  el  mismo  año  han  contribuido,  como  los  aateriores,  á 
""'""d/  ^Pa^li  preparar  en  la  esfera  especulativa,  medíante  el  cambio  de  ideas 
Año  issg.— E>',i  y  el  impulso  de  concordia,  soluciones  prácticas  como  las  con- 
¡¡^^"''""'""J  tenidas  en  la  Ley  sancionada   en  los  Estados  Unidos  el  4  de 
Septiembre  de  i  S90  para  hacer  efectivos  los  auxilios,  aproximándose  con 
ello  la  legislación  de  aquella  República  á  la  vigente  en  el  Reino  británico. 
En  Frjnci».— 1      En  Ffancla  la  Ley  de  asistencia  y  auxilios  de    10  de  Mayo 
i^^'i'nJi'J,  de  iSgi  halló  ocasión  de  ejercer  su  influencia  respecto  al  abor- 
ftlñc'í. /y'-i  *^^J^  ^"  plena  mar  entre  el  vapor  inglés  Apo//o  y  el  francés /V/- 
£i.r«i.f,        I  ciirseiir,  resolviendo  la  fCour  de  casation'    francesa  en  No- 
viembre del  mismo  aÜo, 

c*diBodc(.í.ni«  í  El  Código  de  comercio  portugués  del  ario  1S88,  en  el  nú- 
cío  porii.gL.c!.  ^  ¡ñero  3,°  del  art.  674,  determina  que  las  cuestiones  concer- 
nientes 3  los  abordajes  en  alta  mar  entre  naves  de  nacionalidad  diferentes 
han  de  regirse  según  las  diaposiciones  de  la  Ley  del  Pabellón  respectivo. 
El  p.pii  p»  V.  I  Bajo  pena  de  excomunión,  el  Papa  Pío  V,  en  la  constitución 
Cum  noliis  áe\$(3(>,  determinó  el  deber  de  salvotaje  y  asistencia  á  los  náu- 
fragos. 

Bu  inguifTiR,-!      Este  auxilio  regulado  ha  sido  en  Inglaterra  por  Ley  del  año 

eI11™,!ÜÍ~(  1854  y  Otras  de  S  de  A^fosto  de  1873  y  1 5  de  Agosto  de  1876 

En  iwíT— '¿ñi  y   ^'^79'  ^"^  Alemania  se  ocupan  de  ello  el  art.  145  del  Código 

HoiJdá!*'      ")  penal,  la  Ley  de  17  de  Julio  de  1877  y  la  Ordenanza  Imperial 

de  1 5  de  Agosto  de  i  886;  en  Noruega  se  expidió  la  Ley  adicional  de  24  de 

Marzo  de  1860;  en  Austria,  la  Ordenanza  del  Ministerio  de  Comercio  de 

iP  de  Diciembre  de  1870;  en  Italia  se  aplican  loa  artículos  120  y  395  del 

Código  de  la  Marina  mercante,  y  en  los  Pafses  Bajos,  los  artículos  41 4  y  473 

del  Código  penal. 


*^A^ri"'°obi"J  Fatigaríamos  al  Congreso  sí  hubiéramos  de  reproducir  lo 
«miiiM.-indi-v  dispuesto  sobrc  auxilio  á  náufragos  y  á  marineros  abandonados 
oi"Jcon"nioi')  en  Real  orden  de  1 1  de  Septiembre  de  189!  y  en  Convenio  ce- 
lebrado con  Austria  el  año  1889.  y  lo  que  en  diferentes  Convcoios  Consu- 
lares y  de  Comercio  y  Navegación  se  ha  concordado  entre  España  y  otras 
potencias,  que  tener  pueda  alguna  conexión,  con  la  materia  que  examina- 
mos. Y  hablamos  de  conexión,  porque  en  forma  directa,  muy  escaso  es  lo  que 
habríamos  de  encontrar  en  asunto  tan  difícil,  y  cuando  las  rJaciones  que 
mayor  número  de  barcos,  tanto  de  guerra  como  mercantes,  tienen  en  los 
mares,  no  se  han  prestado  hasta  ahora  á concretar  y  lediicir  á  fórmulas  pre- 
cisas lo  que  tanto  se  relaciona  con    el   ejercicio  de  ia    soberanía,    que  cada 
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cual  pretende!  ya  por  el  pabellón  que  cubre  la  mercancía  ó  flota  cobijando 
áli^  personas,  asi  nacionales^oomo  extranjeras,  que  vayan  á  bordo  al  ampa- 
ro de  las  Lejnes  del  Estado  á  q«e  pertenece  el  hoque,  6  ya.DsteiKtando  el  de- 
recho de  juzgar  á  quien  ofenda  á  la  bandera  ó  lastime  los  intereses  que  se 
hallen  bajo  su  amparo. 

Si  cada  Nación  extrema  estos  principios,  no  habrá  medio  de  entenderse; 
pero  felizmente  en  los  civilizadores  tiempos  modernos  las  doctrinas  se  im- 
ponen, y  las  máximas  que  va  creando  el  Derecho  internacional  y  que  los 
hombres  de  ciencia  acarician,  toman  forma  y  concluyen  por  dominar  en  el 
sentimiento,  en  el  corazón  y  en  la  inteligencia  para  establecer  un  tácito  asen- 
timiento y  el  respeto  á  lo  juzgado  por  Tribunales  que  entienden  en  encon- 
trados derechos  de  individuos  de  diferente  nacionalidad,  con  ocasión  de 
abordajes  de  buques  también  de  Nación  diferente  que  sufrieron  choque  en 
aguas  donde  no  existía  jurisdicción  reconocida. 


XXI 

°ÍSSS*n!**  "  j  No  sólo  bajo  el  aspecto  civil,  sino  también  en  el  concepto  de 
lo  criminal,  se  va  reconociendo  el  derecho  de  juzgar  en  determinados  Tri- 
bunales y  se  facilitan  los  medios  por  los  convenios  de  extradición,  que  no 
hemos  de  ir  enumerando,  porque  enojoso  sería  para  el  Congreso,  y  ningún 
mérito  científico  contraeríamos,  cuando  bastaría  utilizar  una  compilación  como 
la  contenida  en  el  Manual  del  diplomático  D«  Rafael  García  Santisteban,  pu- 
diendo  verse  que  con  varias  Naciones  está  convenida  la  extradición  por  de- 
litos de  destrucción  de  buques,  de  apresamiento  y  de  piratería  que  suelen 
realizarse  por  abordaje. 


XXII 

• 

Tratadistas.         |     Tampoco  hcmos  de  cansar  al  Congreso  reproduciendo  opi- 
niones de  ilustres  tratadistas  de  Derecho  internacional,  como  Fiore. 

El  objeto  práctico  del  tema  es  buscar  el  medio  de  hacer  efectivas  las  con- 
secuencias jurídicas  en  lo  que  se  relaciona  con  abordajes  y  auxilios  en  alta 
mar  entre  buques  de  distintas  naciones. 

Pemoiienio    de\      La  creacióu  de  un  Tribunal  mixto  en  que  tuvieran  proporcio- 
to^Lcongre^j  oal  reprcsentacióu  las  Naciones  marítimas  podría  satisfacer.  Ya 
J^*^^^*^^Jj7  se  entendieron  en  su  día  las  naciones  para  reprimir  el  tráfico 
pccMQD  dd  arA  ncgrcro  y  para  regular  lo  referente  á  las  presas  marítimas.  El 
^!w.~  Acc^l  anhelo  de  Franklin,  acariciado  por  la  Asamblea  constituyente 
ííoe*  AiíS^.')  frsi^cesa  del  año  1792  y  alentado  por  Napoleón  I  en  sus  Me- 
-p«  F^msia  7  morias  sobre  el  respeto  á  la  propiedad  privada,  cuando  esta  pro- 
pi  dad  fuera  á  bordo  de  buque  mercante,  tardó  en  fructificar;  pero  admitido 
qi  edó  en  las  resoluciones  del  Congreso  de  París  del  año  1856,  aceptado  por 
la  ¿Generalidad  de  las  Naciones  y  complementado  en  determinaciones  de  Es- 
ta los  diferentes.  Por  ello  el  Código  mercantil  italiano  del  año  1865  calificó 
d(  actos  de  piratería  algunos  que  venían  siendo  admitidos  en  la  guerra  marí- 
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tima;  expresó  su  conformidad  el  Imperio  de  Austria  en  1 5  de  Mayo  de  i86fi, 
á  petíción  de  la  Cámara  de  Comercio  de  Fiume  y  de  la  Bolsa  de  Trieste, 
mostrando  adhesión  Prusia  el  22  del  mismo  Mayo,  al  comenzar  la  campaBa 
que  dio  por  resultado  la  liberación  del  Véneto. 

Negiii™  dt  Ei-i  España  y  algoinas  Naciones  de  America  se  han  negadoáre- 
S¡a«P)i«ioMi[ '^'^'''-'^^  ^' ^'^™^™'^"'°  ^" '-°^°' P*-"'^"^  ^"^  condiciones  espe- 
de Amíric..  )  cíales  obligan  á  medios  extremos  en  caso  de  g-uerra.  El  coreo, 
para  la  raza  ibera  es  en  la  guerra  marítima  equivalente  á  la  gTierrilla  eo  la 
guerra  terrestre;  siendo  legendario  que  al  guerrillero  se  debe  en  ,^ran  parte  la 
existencia  de  la  Nación  española  desde  los  tiempos  de  Viriato  y  desde  que 
el  patriotismo  inició  los  albores  de  !a  reconquista  en  los  riscos  de  Covadoii' 
ga,  de  San  Juan  de  la  Peña,  de  Kibagorza  y  de  Koncesvalles. 

Esta  indicación  la  hacemos  solamente  para  poner  de  relieve  lo  difícil  que  es 

una  inteligencia  entre  las  naciones  marítimas  para  someter  á  un  Tribunal 

mixto  los  accidentes  que  ocurrir  puedan  en  alta  mar  entre  buques  de  difc> 

rentes  Naciones,  cuando  ni  siquiera  se  han  entendido  todavía  por  completo 

en  lo  relativo  á  la  inviolabilidad  de  la  propiedad  privada  en  nave  mercante. 

Regiamínio  de\       Sin  cstas  dificultades,  el  Reglamento  para  la  libre  navegación 

™.eg^n^    f¡  jg  j^g  j.j^g^  ^^^  jjg  gjj^  declarado   parte'  integrante  del  articu- 

m""^".*"»/-   '°  -"-^^  '^^'  Tratado  general,  ó  sea  acta  del  Congreso  de  Viena 

Coiniíión  cen-l  del  año  1815,  podría  servir  de  ejemplo  para  constituir  por  lo 

inL -inipec-j  ^^^jg  y^g  Comisíón  ccütral  y  designar  Inspectores: 


De  abandonarse  este  medio,  no  hallarnos  fórmula  piáct^ 
i  más  eficaz  de  hacer  efectivas  las  consecuencias  jurídicas,  qvt 
f  procurar  la  uniformidad  en  la  legislación  de  las  diferentes  na- 
l  dones  marítimas,  por  lo  que  hace  á  los  abordajes  y  auxilios  en 
il  alta  mar  entre  buques  de  diferentes  Naciones,  y  que  volver, 
/  como  hemos  manifestado,  al  sentido  de  las  Ordenanzas  de  la 
Armada,  que  con  la  jurisdicción  retenida  daban  ocasión  á  que  ante  el  inte- 
rés público,  ante  la  razón  de  Elstado,  ante  conflicto  de  guerra,  se  conscn  ars 
desembarazada  la  acción  del  Gobierno. 

Va  o  mr«ior  ei\  En  forma  análoga  puede  obrarse  que  como  se  obra  en  lo 
'aá"%  io^^'"-i  contencioso -administrativo,  creado  y  sostenido  por  el  público 
Mocíoio-.diRi-r  interés;  en  el  que  también  se  fundóf  como  llevamos  relatado, 
K^yqüedeían-Í  el  capitulo  8.°,  título  VI  dc  la  Lcy  orgánica  de¡  Poder  judicial 
ítóTdu  (^-l  <^°  ^S  ^^  Septiembre  de  1870,  para  dejar  desembarazada  la  ac- 
bierno.  ]  cióu  administrativa,  permitiendo  sólo  al  Tribunal  Supremo  y  a 

las  Audiencias  el  recurso  de  queja  que  pasa  á  informe  del  Consejo  de  Esta- 
do y  el  Gobierno  resuelve  por  Real  decreto  que  se  publica  en  la  Gaceía  "'^ 
Madrid  y  en  la  Colección  Legislativa,  según  el  articulo  297  de  In  misma  Li  ' 
orgánica. 

Esto  consttiuye  verdadera  retención  de  la  justicia,  y  no  es  menos  el  int  ■ 
res  de  la  Patria  en  conflicto  internacional,  que  el  interés  de  la  administracic  1 
pública  en  asunto  interior  del  Estado. 
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*^™B^nt'''  ^ón'      ^"  todo  caso,  la  Representación  Aacionai  examinará  la  con- 

Skjodij,  (  ducta  del  Gobierno,  y  no  puede  nef^arse  facultad  al  Parlamento 
para  apreciar  si  el  Ministerio  ha  incurrido  en  responsabilidad  exigible,  6  ha 
obrado  con  plausible  acuerdo. 

Someter  en  estos  casos  la  administración  de  justicia  á  fórmulas  escuetas 
que  impidan  toda  avenencia  en  el  choque  de  le^slaciones  de  distintos  Esta* 
dos,  es  poner  en  dura  alternativa  á  los  Tribunales  mismos,  que  si  atienden 
i.  la  razón  de  Estado  quebrantan  su  misión,  y  si  prescinden,  pueden  produ- 
cir grave  daño  á  la  seguridad  misma  de  la  Nación;  tras  de  sufrir  la  depresión 
de  que  sea  ineficaz  lo  que  sentencien,  porque,  ante  la  salvación  de  la  Patria, 
el  Gobierno,  á  quien  incumbe  dirigir  las  relaciones  diplomáticas  y  comercia- 
les con  Jas  demás  potencias  y  hacer  y  ratificar  la  paz,  no  se  detendrá,  si  es 
preciso,  y  arrostrará  con  actitud  serena  el  fallo  de  la  Representación  Nacio- 
nal, que  no  vacilaría  en  dar  un  ói/¿  de  indemnidad. 

La  cuestión  hay  que  sacarla  de  los  limites  del  derecho  privado  para  ele- 
varla á  la  alta  esfera  del  derecho  público,  inspirándose  en  los   derechos  y 
deberes  que  la  Constitución  consiga. 
FicuiBd  de  nñ}      Sólo  de  esta  suerte,  con  ejercicio  de  la  jurisdicción  retenida, 

tifa.  í  y  en  su  caso  con  la  facultad  de  revisión,  es  como  puede  aten- 

derse á  todos  los  extremos  de  cuestión  tan  compleja,  atendiendo  á  la  forma 
práctica  de  hacer  efectivas  las  consecuencias  jurídicas,  cuando  á  pesar  de 
establecerse,  si  á  ello  arribare,  la  uniformidad  de  legislación  en  diferentes 
países,  sobrevinieran  competencias  y  conflictos  en  lo  relativo  á  abordajes  y 
auxilios  en  alta  mar  entre  buques  de  distintas  Naciones. 


MEMORIA 


presentada  por  el 


SR.  D.  JUAN  SPOTTORNO  BIENERT 


DKLEGADO   DUV  MINISTERIO  DK  MARINA 


Atentamente  invitados  por  el  Excmo.  Sr.  Presidente  de  Ja  Real  Academia 
de  Jurisprudencia  y  Legislación  para  desarrollar  el  tema  que  dejamos  expues- 
to, nos  vemos  obligados  á  corresponder  á  lo  que  por  patriotismo  y  por  sen- 
timientos de  cariño  hacia  nuestros  hermanos  de  América  y  Portugal  es  para 
nosotros  un  deber;  á  la  invitación  con  que  se  nos  ha  honrado,  aunque  ni 
nuestra  pluma  úi  nuestros  conocimientos  sean  tales,  que  merezcan  la  atención 
del  Congreso  Jurídico  Ibero-Americano. 

Séanos  lícito  pedir  de  antemano  benevolencia  hacia  nuestro  modesto  tra- 
bajo, que  sólo  por  ser  nuestro  ha  de  valer  poco  ciertamente,  y  para  el  que 
apenas  hemos  dispuesto  de  cortos  días,  efecto  de  enfermedades  gravísimas 
de  familia  que  no  dejaban  nuestra  mente  libre  para  el  estudio. 

Sin  más  exordio  entraremos  en  materia  sobre  el  tema  que  se  nos  ha  encar* 
gado,  que  es  bien  interesante  por  cierto,  según  habrá  podido  apreciar  la  ilus- 
tración de  los  dignos  miembros  de  este  Congreso. 

No  tenemos  que  ocuparnos  de  las  leyes  que  determinan  el  modo  y  forma 
de  maniobrar  los  buques,  según  sean  de  vela  ó  vapor,  ni  la  manera  de  llevar 
ó  hacQr  las  convenientes  luces  ó  señales,  según  la  noche  la  niebla,  el  lugar 
ú  otra  circunstancia  lo  exijan;  puntos  son  éstos  que  están  claramente  deter- 
minados, y  en  los  que  hay  acuerdo  internacional,  partiéndose  del  cumpli- 
miento ó  incumplimiento  de  ellos  para  resolver  de  quién  es  la  responsabili- 
dad, ó  si  no  la  hubo  de  parte  alguna  y  fué  caso  fortuito  é  inevitable. 

Se  trata  de  isaber,  dado  un  abordaje,  cómo  ha  de  fallarse,  y  de  si  se 
deben  prestar  ó  no  auxilios  en  la  mar  en  caso  de  abordaje  y  aun,  añadiremos 
nosotros,  en  caso  de  encontrarse  un  buque  en  peligro. 

Nuestra  respuesta  es  clara,  concisa,  hija  del  convencimiento  y  debida  á  la 
moral  cristiana,  en  la  que  siempre  procuramos  inspirar  nuestros  actos:  el 
4.  vxilio  en  la  mar  debe  prestarse  siempre^  aunque  sea  al  enemigo ^  si  bien  á  éste 
i  n  ciertas  condiciones^  porque  la  guerra  tiene  leyes  inexorables,  que,  por  rudas 

<  ae  sean,  habrán  de  cumplirse  mientras  la  guerra  exista. 

En  un  profundo  estudio  hecho  por  Mr.  Charles  Sainctelette,  Abogado  y 
j  ipntado  belga,  sobre  «Auxilios  en  la  mar»,  estudio  que  tuvimos  la  lionra 

<  e  recibir  de  manos  del  mismo  autor,  inspiramos  nuestca  conducta  al  redac- 
1  u:  como  ponente  el  actual  «Código  penal  de  la  Marina  de  Guerra»,  que  si 
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somos  los  primeros  en  reconocer  como  defectuoso,  achacando  los  defectos 

F  s61o  á  deficiencia  nuestra,   nos  enorgTillece  por   ta  parte  que  hemos  toma 

do  en  su  redacción,  aunque  no  sea  más  que  por  un  su  articulo  que  dice  asi: 

üArt.  211.  El  Oficial  que  dejare  de  prestar  anxiliosin  causa  ó  motivo  le- 
gitimo á  buques  nacionales  ó  amigos,  así  de  guerra  como  mercantes,  que  se 
■  hallaren  en  peligro,  ó  rehusare  prestado  á  buque  enemigo  sí  lo  solicitase  coa 

promesa  de  rendirse  por  hallarse  en  riesgo,  será  castigado  con  la  pena  de 
dos  años  de  prisión  militar  menor  á  doce  años  de  prisión  militar  mayor.» 

íNosiendo  Oficial  el  que  dejare  de  prestar  el  auxilio,  sufrirá  la  pena  de 
uno  á  seis  años  de  prisión  militar  menor  ó  de  dos  á  seis  años  de  recargo  en 
el  servicio.» 

No  es  nuestra  la  idea,  es  hija  de  las  divinas  máximas  de  Jesucristo  y  de  la 
convicción  que  nos  dio  el  estudio  de  referencia,  del  cual  no  podemos  menos 
que  dejar  aquí  copiados  algunos  párrafos.  Dice  así  Mr.  Sainctelette:  «De  los 
dos  grandes  principios  de  la  moral  cristiana,  «No  hagas  á  otro  lo  que  no 
quieras  para  tí»  y  «Ama  á  tu  prójimo  como  á  tí  mismo*,  el  derecho  privado 
se  apropia  más  y  más  cada  vez  e!  primero,  y  continúa  olvidando  el  segundo.» 

*  La  menor  falta  está  penada;  la  más  sencilla  y  fácil  obra  de  caridad  no  es 
obligatoria.  No  es  por  indiferencia  ni  por  impotencia;  es  por  respeto  á  la  li- 
bertad individual.  Los  mismos  legisladores  que  en  materia  de  derecho  pri- 
vado parecen  no  comprender  que  haya  obligación  de  prestar  socorro  de  unos 
á  otros  individuos,  han  organizado  con  gran  cuidado  los  socorros  públicos. 
En  ninguna  época  de  la  historia  de  la  humanidad  se  han  preocupado  los  po- 
derosos de  este  mundo  de  la  suerte  del  mayor  número  de  una  manera  tan 
viva  y  tan  inspirada  como  en  la  época  presente,  Ni  los  corazones  han  sido 
nunca  tan  caritativos  n¡  las  manos  tan  pródigas  para  las  dádivas .  Y,  sin  em- 
bargo, la  ley  civil  enmudece  cual  en  otra  época. » 

Continúa  exponiendo  cómo  es  licito  negar  el  socorro  más  necesario  lo 
mismo  á  una  pobre  mujer  que  á  una  reina,  sin  caer  bajo  la  acción  penal,  y 
dice; 

<  Sin  duda  la  opinión  pública  hie  ridiculizará  unánimemente,  me  vituperará, 
me  despreciará  según  los  casos.  Seré  escarnecido,  menospreciado,  infamado, 
se  me  úldará  de  patán,  de  malvado,  de  bárbaro;  pero  legalmente  soyirrepro' 
chable,  La  ley  positiva  no  me  prescribe  hacer  el  bien  aun  cuando  sin  perjui- 
cio paia  mí  podría  ser  útil  á  un  tercero.  • 

•  Con  frecuencia  la  negación  de  un  auxilio  nace  de  un  corazón  más  empe- 
dernido que  los  de  aquellos  á  quienes  se  imputan  ciertos  delitos.  Y  aun  á  ve- 
ces se  deja  producir  un  mal  mayor  que  el  causado  por  bastantes  cuasi-deü- 
tos.  Lb  ley  no  considera  ni  esta  diversidad  de  sentimientos  ni  esta  diferencia 
en  los  hechos.  El  rehusar  un  socorro,  aun  deliberadamente,  no  tiene  señala- 
da penalidad;  la  imprudencia  temeraria  está  penada.  Nada  importa  que  la 
negación  del  auxilio  haya  sido  hecha  con  pleno  conocimiento  del  mal  que 
nacerá  de  ella;  en  cambio,  la  ley  exige  reparación  del  daño  indirecto,  impre- 
visto, iaveroslmil  causado  por  un  delito  ó  cuasi  delito.  '■ 

«¿Qué  razón  hay  para  que  el  legislador  dicte  reglas  casi  contrarías  en  á<  i 
casos  casi  semejantes  en  apariencia?  La  naturaleza  humana  estudiada  atent  - 
mente.  Si  Dios  guía  á  la  humanidad,  deja  en  cambio  a!  individuo  dueño  á  '■ 
su  suerte,  otorgándole  el  libre  albedrlo.  Ahora  bien:  la  libertad  individu  I 
tiene  so  hmite  allí  donde  se  encuentra  con  la  libertad  de  un  tercero.  No pu  - 
de  ir  más  allá,  pero  lo  puede  todo  hasta  ese  límite.  El  individuo  no  seria  i  - 
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bre  si  no  tuviese  el  derecho  de  hacer  todo  lo  que  no  perjudica  el  derecho  de 
un  tercero.  Tengo  derecho  de  rehusar  ua  auxilio  i  tercero,  porque  no   hay 
derecho  para  pedírmelo.» 

•Otorgar  el  derecho  al  auxilio  é  imponer  la  obligación  de  prestarlo,  sería 
de  parte  del  legislador  un  acto  arbitrario,  contra  sentido,  injusto,  que,  qui- 
tando á  cada  cual  el  cuidado  de  su  suerte,  lo  atribuiría  á  un  tercero,  hacien- 
do á  éste  doblemente  responsable  para  otorgar  la  irresponsabilidad  al  pri- 
mero, í 

(Por  esto  todas  las  leyes  positivas  rehusan  resueltamente,  hasta  ahora,  admi- 
tir ningún  auxilio  de  iadividuo  á  individuo.» 

E^  cierto  que  apesar  de  este  respeto  á  la  libertad  individual  la  sociedad  no 
sufre  graves  consecuencias,  porque  los  poderes  pdblicQs  y  la  iniciativa  parti- 
cular atienden  debidamente  á  los  auxilios  que  reclaman  losnecesitados;pero 
esto  que  en  tierra  puede  hacerse  es  imposible  en  la  mar. 

Los  países  civilizados  tienen  organizados  en  las  costas  los  auxilios  para 
salvamentos;  pero  ¿cómo  organizar  y  prestar  esos  auidlíos  en  alta  mar?  ¿Seria 
posible  crear  una  marina  oficial  para  auxilios?  No  hay  ni  que  soiüar  con  ello. 

Si  esto  es  así,  se  impone  la  necesidad  de  establecer  como  obligatorio  el 
auxilio  ea  la  mar,  aunque  con  ciertas  restricciones:  la  caridad  cristiana  y  el 
buen  sentido  lo  ordenan. 

Y  no  se  nos  objete  que  nunca  un  buque  dejará  de  prestar  auxilio  á  otro 
que  se  halle  en  situación  peligrosa,  porque  desgraciadamente  el  caso  ha  ocu- 
rrido más  de  una  vez,  bien  por  indiferencia,  bien  por  avaricia. 

En  Inglaterra  existe  una  ley  que  dice  asi: 

<En  caso  de  colisión  entre  dos  buques,  los  capitanes  están  obligados  á 
auxiliarse  mutuamente  en  tanto  cuanto  puedan,  sin  peligro  para  sus  "buques 
Y  equipajes  respectivos^  si  faltan  á  esta  obligación  ñn  causa  legítima,  la  co- 
lisión se  imputará  respectivamente  á  su  negligencia,  á  sn  impericia  ó  á  cual- 
quiera otra  causa  reprensible,  y  en  este  caso  podrá  anulárseles  el  título  de  ca- 
pitán ó  retirárselo  temporalmente. » 

No  queremos  entrar  á  discutir  la  ley  inglesa;  sólo  hacemos  constar  sus 
principios. 

En  todo  abordaje  los  dos  buques  deben  socorrerse  mutuamente.  Haga  fal- 
ta ó  no,  sea  el  buque  causante  del  daño  ó  sea  el  inocente  el  que  pida  el 
auxilio,  éste  es  obligatorio.  Por  inocente  que  sea  uno,  por  culpable  que  sea  ri 
otro,  deben  auxiliarse  mutuamente. 

Véase  cómo  aquí  el  derecho  positivo  inglés  establece  una  disposición  con- 
traria á  las  reglas  del  derecho  privado. 

;Qué  motivos  hay  para  esto?  Muchas  veces  podrá  presumirse  quién  es  el 
culpable,  porque,  apesar  del  gran  número  de  buques  que  cruzan  los  mares, 
loa  abordajes  son  debidos  con  frecuencia  a!  olvido  en  qut  se  tienen  á  veces 
las  más  sencillas  y  fáciles  precauciones.  Los  reglamentos  internacionales  ha- 
cen casi  inverosímil  la  hipótesis  de  una  colisión  absolutamente  fortuita,  salvo 
en  ciertos  estados  de  la  mar.  Apesar  de  esto,  la  ley  inglesa  impone,  como 

raos  visto,  la  obligación  del  auxilio  lo  mismo  al  buque  culpable  que  al  ino-  ■ 

:nte. 

La  inminencia  del  peligro  y  la  falta  absoluta  de  todo  otro  concurso  ó  auxi- 

<  han  inspirado  sin  duda  la  ley  mglesa.  En  tierra  las  calamidades  públicas 

■n  á  la  autoridad  el  derecho  de  exigir  á  los  ciudadanos  los  trabajos  necesa-  ■ 

ta  para  los  socorros  urgentes.  Elfagnatte  siniestro,  lo  mismo'  que  el  flagran- 
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te  delito,  deben  investir  á  los  poderes  públicos  de  prerrogativas  excepciona- 
les, como  excepcionales  son  aquéllos;  en  la  mar  tos  siniestros  son  má&apie- 
iniantes  y  más  graves;  el  que  naufraga  no  tiene  otro  auxilio  posible  que  el 
de  aquel  que  esté  próximo;  no  hay  por  tanto  nada  más  legítimo  que  hacer 
obligatorio  el  auxilio. 

Pcrc  la  ley  inglesa  no  habla  más  que  del  caso  de  abordaje,  sin  citar  el 
caso  dsl  buque  que  corra  peligro  sin  haber  habido  abordaje. 

Supongamos  un  barco  que  se  halla  enmedio  del  mar  devorado  por  de 
vastador  incendio,  yéndose  á  pique  por  una  vía  de  agua  imposible  de  tap^i, 
corriendo  cualquier  otro  peligro  inminente  que  llena  de  angustia  al  pasaje  y 
á  la  rendida  tripulación.  En  momentos  tan  críticos  aparece  á  la  vista  otro  bu- 
que, renacen  las  esperanzas,  se  avivan  los  ánimos  desfallecidos  por  el  can- 
sancio y  por  la  fatiga,  se  extreman  las  señales  para  que  las  divise  el  buque 
que  ha  de  ser  el  salvador  de  aquellos  angustiados  náufragos,  y  el  buque  di- 
visado corre  á  toda  vela  ó  á  todo  vapor  á  salvar  i.  sus  semejantes.  De  cien 
veces  ttoventa  y  nueve  sucederá  esto,  aun  corriendo  peligro  por  intentar  c! 
salvamento;  pero  ¿debe  dejarse  de  derecho  el  no  llevarlo  á  cabo?  iPuede  per- 
mitirse en  semejante  materia  una  disconformidad  tan  grande  entre  la  eos 
tumhre  y  el  derecho? 

Es  indudable  que  la  ley  no  debe  hacer  obligatoria  la  virtud;  pero  por  do 
jar  á  las  héroes  del  mar  toda  la  gloria  de  sus  buenas  acciones,  no  debe  tam- 
poco el  legislador  olvidar  que  el  único  medio  de  aminorar  el  número  de  víc- 
timas algunas  veces,  es  el  hacer  obligatorio  el  auxilio  en  la  mar. 

En  este  principio  está  fundado  el  Código  penal  español  para  la  Marina  tln 
guerra;  y  como  es  un  principio  ¡aspirado  en  la  moral  cristiana,  á  nadie  puede 
ofender,  y  España  puede  vanagloriarse  de  haber  sido  la  primera  en  habci 
heciio  obligatorio  el  auxilio  en  la  mar. 

Para  terminar  sobre  este  punto  citaremos  el  texto  del  art.  2.°  del  fPro- 
yecto  de  ley  uniforme»  votado  en  el  Congreso  internacional  de  derecho  mer 
cantil  celebrado  en  Bruselas  en  1888,  que  dice  así: 

t  Art.  2.°  En  caso  de  abordaje,  cada  Capitán  debe  mantenerse  cerca  de 
la  otra  embarcación  mientras  sea  posible  hacerlo  sin  riesgo  para  la  suya,  su 
tripulación  y  sus  pasajeros,  y  hasta  que  se  haya  cerciorado  de  que  -son  ya 
inútiles  sus  servicios,  y  dar  á  aquélla,  á  sus  tripulantes  y  á  sus  pasajeros  to- 
dos los  auxilios  posibles  para  salvarles  del  peligro  resultante  de  la  colisión.' 
<EI  Capitán  que  infrinja  este  deber  quedará  sujeto  á  las  penalidades  esta- 
bleciilas  por  las  leyes  de  su  pals.> 

Este  articulo  fué  votado  por  unanimidad;  y  aunque  está  inspirado  en  las 
mismas  ideas  que  venimos  sustentando^  notamos  en  él  alguna  deficiencia  al 
no  hablir  del  buque-que  se  encuentre  en  peligro  por  cualquier  otro  acciden- 
te de  mar  que  no  sea  el  abordaje;  deficiencia  que  no  se  nota  en  el  art.  11  de 
nuestro  Código  penal  de  la  Marina  de  guerra,  que  impone  !a  obligación  del 
auxilio  en  tanto  en  cuanto  haya  buque  que  se  encuentre  en  peligro,  sea  por 
abordaje,  ó  sea  por  cualquier  otro  accidente  de  mar. 

Eu  otro  orden  de  ideas,  ya  sólo  bajo  el  punto  de  vista  comercial,  al  obje- 
to de  reprimir  la  codicia  y  evitar  abusos,  el  Código  de  Comercio  alemán  de- 
cíala hueto  á  rescisión  todo  contrato  hecho  en  la  mar  entre  dos  buques  du- 
rante el  peligro;  y  quita  todo  derecho  á  indemnización  por  salvamento  ó 
auxilio  al  Capitán  que  imponga  sus  servicios  ó  que  haya  pasado  á  bordo  del 
buque  en  peligro  sin  la  autorización  del  Capitán  del  mismo,  estando  éste  pre- 
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senté;  as{  como  también  al  Capitán  que  haya  hecho  un  salvamento  y  no  dé 
ÍDiTitdi  ata  mente  parte  de  haberlo  verificado  al  Capitán  del  buque  salvado,  al 
propietarío  del  mismo  ó  á  las  autoridades  competentes  (i). 

El  Código  de  Comercio  neerlandés  prohibe,  sin  el  consentimiento  expreso 
del  Capitán,  pasar  á  bordo  de  un  buque  que  se  halle  en  peligro  para  soco- 
rrerle, para  salvarle,  ó  bajo  cualquier  otro  pretexto  (2). 

Limitaciones  son  éstas  ai  principio  absoluto  del  auxilio  obligatorio,  im- 
puestas perfectamente  á  nuestro  entender,  para  evitar  los  abusos  cometidos 
muchas  veces  salvando  siempre  las  personas  sin  condición  alguna,  pero  im- 
poniendo onerosísimas  condiciones,  para^atvaí  el  buque  en  peligro,  que  na- 
tuialmenCe  han  sido  aceptadas  por  el  Capitán  de  este  ultimo  por  efecto  de 
las  circunstancias.  ' 

Nuestro  Código  de  Comercio  tiene  una  laguna  bastante  grande  en  su  parte 
marítima,  y  de  desear  fuera  que  se  oyese  á  las  Cámaras  de  Comercio  de  los 
diez  ú  doce  primeros  puertos  de  España  para  reformar  ó  adicionar  parte  tan 
irapcrtante. 

hirgoa  aüos  hace  que  se  vienen  haciendo  votos  para  que  cesen  los  con-' 
flictcs  internacionales  entre  las  principales  leyes  que  regulan  la  vida  civil  y 
económica  de  las  personas  pertenecientes  á  diferentes  Estados,  ó  a  lo  menos 
para  que  se  establezca  una  legislación  internacional  respecto  á  las  institucio- 
nes más  importantes  de  derecho  marítimo.  La  naturaleza  misma  del  comer- 
cio marítimo  y  las  exigencias  de  la  navegación,  que  aumentan  de  día  en  día, 
reclaman  y  demuestran  la  necesidad  de  que  desaparezcan  las  diferencias,  los 
conflictos  y  las  incertidumbres  que  entorpecen  el  desenvolvimiento  del  cam- 
bio de  productos  por  la  vía  marítima  entre  los  distintos  países  que,  apesar 
de  taber  llegado  á  un>  grado  de  civilización  como  el  que  hoy  alcanzamos,  no 
han  podido  todavía  uniGcar  el  Derecho  internacional  marítimo. 

E  predominio  de  las  ideas  civilizadoras,  la  actividad  cada  dfa  más  crecien- 
te d:  los  pueblos,  la  expansión  de  los  principios  más  liberales  del  derecho  y 
los  sentimientos  más  dulces  inspirados  en  la  más  viva  cordialidad  entre  las 
difeientes  naciones,  hacen  esperar  que  la  obra  de  unificación  no  ha  de  ser 
muy  difícil,  y  como  prueba  de  este  aserto,  citaremos  los  Congresos  de  de- 
reciio  marítimo  celebrados  en  Hamburgo,  Amberes  y  Bruselas,  en  Ids  que, 
si  bien  no  de  un  modo  que  obligue  á  las  naciones  alli  representadas,  se  han 
tomado  acuerdos  que  por  la  unanimidad  con  que  se  votúon  han  de  ser  ne- 
cesadamente  la  fuente  del  Derecho  internacional  marítimo  que  seguramente 
regirá  en  no  muy  lejano  plazo. 

Si  el  siglo  presente  pudiera  terminar  haciendo  una  legislación  marítima  in- 
teiiiacional  única,  podían  envanecerse  con  un  título  honrosísimo  los  que  tal 
consiguiesen,  y  legaría  al  siglo  XX  una  obra  civilizadora  y  necesaria  á  la 
^  multiplicidad  actual  del  cambio  de  productos,  á  la  rapidez  de  los  viajes,  al 
^  empleo  de  la  electricidad,  para  las  órdenes  de  compra  y  venta,  causas  todas 
que  reclaman  la  unificación  internacional. 

£1  problema  de  la  unificación  internacional  está  íntimamente  ligado  al  es- 
tu  üo  de  las  legislaciones  comerciales  de  los  diferentes  países.  El  derecho 
ni  ritimo  estuvo  hasta  hace  poco  algo  olvidado,  no  respondiendo  suficiente- 
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1)    Anlcalo*  743  r  751  del  Código  de  Comercia  alernáa. 
)]    Anlcolo  545  del  Código  de  Comercio  Deerkndf*. 
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mente  á  la  importancia  siempre  creciente  de  la  navegación  y  del  comercio, 
la  sencillez  de  las  reglas  jurídicas  destinadas  á  regirlos. 

En  1852  jra  afirmaba  M.  P.  S.  Mancini  (Preleziane  al  Corso  di  Dirütopub- 
blico  marüHmo)  que  la  mar  con  sus  vientos,  sus  tempestades  y  sus  peligros 
no  cambia  nunca,  y  presagiaba  la  uniformidad  de  las  leyes  intemacionates, 
que  esperaba  podría  efectuarse  en  breve  plazo. 

Estas  mismas  aspiraciones  han  sido  proclamadas  por  Mauríce  van  Meen  en 
Bruselas,  1880),  Lyon  Caen  {Eiudes  de  Droit  international privé  mariümi\, 
M.  Asser  {Annuaire  de  Flnstitut  de  Droit  international)^  diciendo  este  último 
al  tratar  del  derecho  marítimo  lo  que  sigue:  cEntre  las  partes  del  derecho 
marítimo  que  parecen  reclamar  lin  derecho  uniforme,  es  preciso  señalar  en 
primer  término  las  colisiones  de  los  buques  en  alta  mar.» 

El  profesor  P.  Flore,  en  un  estudio  sobre  la  necesidad  de  un  derecho  in- 
ternacional uniforme  publicado  en  1882,  en  el  cual  examina  diversos  puntos 
relativos  á  la  codificación  internacional,  se  expresa  del  modo  siguiente:  <E1 
movimiento  jurídico  moderno,  animado  por  el  espíritu  de  internacionalidad, 
resultará  tanto  más  ventajoso  cuanto  se  limite  á  promover  la  codificación  par- 
cial de  ciertas  materias  que,  levistiendo  un  carácter  esencialmente  nacional, 
tienen  al  mismo  tiempo  el  de  un  interés  general.  Toda  la  dificultad  consiste 
en  esto:  es  preciso  no  ir  ni  demasiado  lejos  ni  apresurarse  demasiado,  ni  tam- 
poco desfallecer  á  mitad  del  camino. t 

cLa  imposibilidad  actual  de  una  codificación  general  no  es  una  razón  para 
proclamar  la  imposibilidad  de  la  codificación  parcial  de  ciertas  materias  que 
se  refieren  principalmente  al  interés  económico  comercial.  En  estas  materias, 
el  derecho  uniforme  es  una  consecuencia  indispensable  del  desenvolvimiento 
siempre  creciente  de  las  relaciones  internacionales.  > 

Al  anunciarse  el  Congreso  de  Amberes  de  1885,  tratando  de  su  misión  re- 
formadora, se  decía  muy  oportunamente: 

«Sobre  todo,  el  derecho  comercial  marítimo,  que  ofrece  diferentes  reglas 
aplicables  á  iguales  hechos  y  que  da  lugar  por  lo  mismo  á  frecuentes  con- 
flictos; y  como  estas  reglas  nacen  á  menudo  del  derecho  consuetudinario  ó 
están  completadas  por  él,  dejan  mucho  que  desear  bajo  el  punto  de  vista  de 
la  precisión.» 

«Esas  reglas  regulan  el  usó  de  una  cosa  que,  masque  ninguna  otra,  es  res  com- 
munis  omnium,  y  que  por  lo  mismo  deberían  constituir  un  derecho  uniforme.  > 

«Es  de  desear  que  se  formulen  los  principios  aplicables,  no  solamente  al 
contrato  de  transporte  por  mar,  sino  también  á  los  derechos  y  deberes  de  los 
capitanes,  tripulaciones,  buques,  hipoteca  marítima,  contrato  de  fletamento, 
averías, seguros,  préstamos  á  la  gruesa,  colisiones,  abordajes  y  prescripción.» 

La  nación  belga,  el  país  de  la  libertad  y  del  trabajo,  de  la  paz  y  del  libre 
cambio,  siendo  siempre  portaestandarte  de  las  reformas  jurídicas  y  de  las 
misiones  civilizadoras,  ha  dado  un  gran  paso  con  sus  dos  Congresos  citados, 
impulsando  una  obra  tan  útil  y  tan  deseada. 

No  queremos  dejar  de  mencionar  que  el  Gobierno  espaSol,  en  6  de  May^ 
de  1880,  invitó,  á  propuesta  del  Ministro  de  Marina,  á  todas  las  potencíi  \ 
marítimas  á  fin  de  reunir  un  Congreso  internacional  para  acordar,  si  posíW  r 
era,  una  legislación  común  en  la  esencia  de  los  procedimientos  que  hubiera  i 
de  resolver  los  incidentes  de  mar  tan  frecuentes,  previendo  los  casos  qu  ; 
ocurrieran  en  aguas  libres  ó  en  las  territoriales  de  las  potencias  convenidas 
No  fué  satisfactorio  en  absoluto  el  resultado  de  esta  invitación,  pues  qn^"? 
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algunas  naciones  declinaron  el  acoger  la  proposición  hedía  por  el  Gobierno 
espaSol,  si  bien  otras  muchas  aceptaron  incoadidonalinente  la  idea. 

El  ilustrado  capitán  de  fragata  de  la  marina  francesa  Mr.  Albett  Riondel 
presentó  en  15  de  Diciembre  de  1885  una  petición  al  Congreso  de  Diputa- 
dos y  al  Senado  de  su  país  pidiendo  la  reforma  de  la  ley  internacional  fran- 
cesa de  4  de  Noviembre  de  1889  sobre  colisiones  en  la  mar,  y  la  creación 
de  Tribunales  marítimos  intcinacioDales. 

Mr.  Riondel  obtuvo  la  aprobación,  en  prindpio,  de  los  Gobiernos  de  Was- 
hington, Atenas  y  San  Petersburgo;  de  cuatro  Cámaras  de  Comercio  france- 
sas tan  importantes  como  las  de  Paris,  el  Havre,  Burdeos  y  Marsella  y  de  los 
Congresos  de  Hamburgo  y  Amberes. 

Si  á  esto  se  añade  que  los  Gobiernos  de  otros  países  que  los  anteriormen- 
te citados  aceptaron  la  invitación  del  Gobierno  espaSot,  hecha  en  1 880,  se  ve 
que  la  opinión  general  está  bien  dispuesta  para  la  creadón  de  una  ley  inter- 
nadonal  en  cuanto  al  derecho  maritimo  se  refiere. 

El  Sr.  Boselli,  diputado  y  ex-Ministro  italiano,  en  su  notable  obra  titulada 
Le  Droitmaritime  en.  Italie,  abogztaathiéa^^or  Ma  código  marítimo  único 
para  todas  las  naciones,  y  este  mismo  señor,  en  unión  del  diputado  Ran- 
daccio,  en  31  de  Enero  de  1882,  propuso  á  la  Cámara  de  su  país  una  orden 
del  día  invitando  al  Gobierno  italiano  á  tomar  oportunamente  la  iniciativa 
para  una  legislación  internacional  sobre  las  institudones  más  importantes  del 
derecho  maritimo  y  comercial. 

El  Ministro  Mancini,  adhiriéndose  á  la  idea  de  esta  proposición,  expresó 
su  convencimiento  de  que  en  un  porvenir  no  lejano  se  podrá  establecer  entre 
la  mayor  parte  de  los  pueblos  civilizados  una  legislación  comerdal,  y,  sodre 
todo,  marilima,  enteramente  uniforme, 

De  intento  nos  hemos  permitido  subrayar  algunas  de  las  anteriores  frases 
del  Ministro  Mancini,  á  fia  de  que  el  Congreso  fije  su  atendón  en  la  casi 
nnánime  idea  de  unificar  el  derecho  marítimo. 

Las  principales  Cámaras  de  Comercio  italianas,  consultadas  por  el  señor 
Boselli,  antes  de  asistir  éste  como  representante  del  Gobierno  italiano  al 
Congreso  de  Amberes  de  1S85,  mostráronse  partidarias  de  la  unificadón  del 
derecho  maritimo. 

No  conocemos  en  España  consultas  semejantes  hechas  á  las  Cámaras  de 
Comercio  de  nuestros  principales  puertos,  si  bien  tenemos  la  convicdón  de 
que  abundarían  en  las  mismas  opiniones  manifestadas  por  las  Cámaras  de 
Comercio  francesas  é  italianas. 

Dejamos  á  la  consideradón  del  Congreso  la  importancia  que  tiene  la  una- 
nimidad de  pareceres  manifestados  por  los  hombres  de  ley,  representados 
por  los  profesores  y  publicistas  que  hemos  tenido  el  honor  de  citar;  por  los 
prácticos,  representados  por  las  Cámaras  de  Comercio;  y  por  los  Congresos 
de  Hamburgo,  Amberes  y  Bruselas,  á  los  que  concurrieron  indistintamente 
abogados  y  comerciantes.  Todos  marcaron  la  misma  tendencia,  todos  hi- 
cieron votos  por  la  unificación  del  derecho  marítimo,  como  idea  salvadora 
p  ja  que  cesen  los  conñictos  internacionales. 

El  tema  que  se  nos  ha  dado  só!o  habla  de  los  abordajes  en  alta  mar  entre 
b  iques  de  diferentes  países;  pero  séanos  lícito  permitimos,  á  fin  de  desarro- 
11  ir  más  cumplidamente  la  materia  que  nos  ocupa,  tratar  también  sobre  las 
c  ilisiones  habidas  en  aguas  jurisdiccionales  y  las  ocurridas  entre  buques  de 
ui  mismo  pabellón. 
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ni  derecho  constituido  en  España  se  halla  cootenido  en  la  Instruccióa  is 
4  de  Junio  de  1873  y  en  los  artículos  215  al  238,  ambos  inclusive,  de  dicha 
Instrucción. 

Maito  deficiente  es  nuestro  derecho  constituido,  y  lo  deciinos  esta  coq 
honda  pena,  para  resolver  los  conflictos  jurisdiccionales  que  con  bastante 
frecTiencia  hemos  tenido  ocasión  de  apreciar. 

Aún  recordamos  algún  caso  en  que  nuestros  Tribunales  fallaron  sobre  una 
colisión  habida  dentro  de  un  puerto  español  entre  un  buque  nacional  y  otro 
extranjero,  y  en  que  habiendo  sido  absuelto  por  nuestro  Tribunal  el  Capitán 
esp.iñol,  al  ir  éste  con  el  buque  de  su  mando  á  un  puerto  de  la  nación  del 
buque  extranjero  con  el  que  tuvo  lugar  el  abordaje,  se  vio  detenido  por  las 
autoridades  extranjeras  de  referencia,  que  no  reconocieron  la  validez  del 
fallo  de  nuestro  Tribunal,  alegando  que  no  sehabfa  oído  al  buque  extranjero 
por  parte  del  Tribunal  español.  Sobrevino  el  conflicto  internacional,  enta- 
bláronse las  correspondientes  reclamaciones,  y  no  tenemos  noticias  de  cómo 
terminó  el  asunto;  pero  sf  sabemos,  aunque  de  ana  manera  extraoficial,  que  el 
buque  español  no  pudo  salir  del  puerto  extranjero  en  que  se  le  había  dete- 
nido sin  prestar  la  fianza  que  lo»  Tribunales  de  aquel  país  creyeron  necesa- 
ria! á  responder  de  los  perjuicios  que  hubiera  podido  causar  el  buque  espa- 
ñol, dado  que  por  aquellos  Tribunales  se  le  considerase  como  causador  del 
abordaje  y  no  se  declarase  ser  éste  fortuito. 

Como  complemento  á  lo  expuesto,  insertamos  al  final,  como  Apéndice, 
las  resoluciones  adoptadas  por  el  Congreso  de  derecho  mercantil  (SecciÓQ 
de  derecho  marítimo)  celebrado  en  Bruselas  en  1888,  bajo  los  epígrafes 
«Proyecto  de  convenio  internacional»  y  «Proyecto  de  ley  uniforme.» 

Réstanos  sólo  añadir  que  asi  como  se  ha  llevado  á  cabo  el  convenio  para 
la  protección  de  los  cables  submarinos,  y  hoy  es  ley  internacional,  también 
podrá  llegarse  á  un  convenio  para  hacer  una  ley  uniforme  en  cuanto  al  de- 
rcciio  marítimo  se  refiere. 

Somos  convencidos  y  decididos  partidarios  de  esa  lej'  uniforme,  estamos 
conformes  con  la  inmensa  mayoría  de  las  conclusiones  votadas  en  el  Con- 
greso de  Bruselas;  y  vamos  aún  más  allá,  somos  partidarios  de  un  Tribumtl 
intfrvacional  en  Europa  y  otro  en  América,  que  resolviesen  sobre  los  abor- 
dajes entre  buques  de  distintas  naciones,  en  cuyos  Tribunales  cada  nación 
ni.ii  ítima  deberá  estar  representada  por  un  voto. 

L,os  abordajes  ocurridos  entre  buques  de  un  mismo  país,  aun  dentro  de 
a^uas  interiores,  siempre  los  dejaríamos  sometidos  á  la  jurisdicción  de  los 
Triiíunales  del  pabellón. 

lista  será  la  única  manera  de  resolver  los  conflictos  internacionales  que 
constantemente  ocurren,  y  que  no  cesarán  mientras  no  se  establezcan  la  Uy 
uniforme  para  todo  lo  qne  concierne  al  derecho  marítimo,  el  Tribunal  ítUct- 
tjorional  para  los  abordajes  entre  buques  de  distinto  pabellón. 

Desde  aquí  felicitamos  al  ilustrado  capitán  de  fragata  Mr.  Riondel  porsn 
valiosa  iniciativa,  y  termina mo&Jiuestro  modesto  trabajo  rogando  al  Congre- 
co  Jurídico  Ibero  americano  se  sirva  acordar  se  excite  á  las  naciones  en  él 
representadas  para  que  inviten  á  todas  las  naciones  marítimas  á  fin  de  reunir 
un  Congreso  que  discuta  y  acuerde  la  Ley  uniforme  y  c\  Tribunal  inter- 
nacional. 


APÉNDICE 


RESOLDCIONES  ADOPTADAS 


POR   KL 


CONGRESO  INTERNACIONAL  DE  DERECHO '  MERCANTIL 

SECCIÓN  DE  DERECHO  MARÍTIMO 

CELEBRADO  BM  BRUSELAS  BN  1888 


PROYECTO  DE  CONVENIO  INTERNACIONAL 


Del  conflicto  y  de  las  leyes  marítimas. 

El  Congreso  estima  que  pai^  la  solución  de  los  conflictos  entre  la  diversas 
legislaciones  en  materia  de  Derecho  marítimo  privado,  deben  adoptarse  por 
convenio  internacional  las  siguientes  reglas,  que  aplicarán  los  Tribunales  de 
los  países  contratantes  á  los  buques  de  los  mismos  países. 

Artículo  ifi    La  ley  del  pabellón  regulará: 

i.^     Los  derechos  reales  de  que  el  buque  es  susceptible. 

2P  Los  modos  de  adquisición,  transmisión  y  extinción  de  los  derechos 
reales  y  las  formalidades  que  deben  llenarse  para  realizar  estos  actos,  salvo 
lo  prescrito  en  el  art,  yP 

3.0  Las  condiciones  de  existencia,  ejercicio  y  extinción  del  derecho  de 
perseguir  el  buque  para  pago  de  créditos. 

4.^    Los  créditos  preferentes  sobre  la  nave  y  su  orden. 

5.^  Las  disposiciones  aplicables  á  las  relaciones  jurídicas  entre  los  con- 
dne&os  de  un  buque,  entre  el  dueño  y  el  Capitán  y  entre  el  dueño  ó  el  Ca- 
pitán y  la  tripulación. 

6.^  La  extensión  de  la  responsabilidad  del  dueño  del  buqu«  por  actos 
del  Capitán  y  de  los  tripulantes. 

7.0  Las  facultades  del  Capitán  para  proveer  á  las  necesidades  urgentes 
del  buque,  hipotecarlo,  venderlo  y  contratar  préstamos  á  la  gruesa,  sin  per- 
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juicio  de  sujetarse,  en  cuanto  á  las  formalidades  previas  y  á  la  forma  de  estos 
actos,  bien  á  la  Ley  del  pabellón,  ó  bien  á  la  del  puerto  donde  se  llenen  aqu^ 
Has  formalidades. 

S.°  Las  indemnizaciones  debidas  al  buque  por  auxilios  prestados  en  h 
mar  á  otros,  aunque  haya  continuado  prestándolos  en  aguas  interiores. 

9.0  Las  obligaciones  de  cada  uno  de  los  buques  demandados  por  con- 
secuencia de  un  abordaje  en  la  mar  y  las  i  n  de  ni  ni  z  aciones  debidas  por  cadi 
uno  de  ellos.  Sin  embargo,  las  personas  que  se  encuentren  á  bordo  de  un 
buque  interesado  en  el  abordaje,  los  propietarios  de  la  nave  y  las  demás  per- 
sonas que  tienen  derechos  nacidos  de  ella,  por  virtud  del  siniestro,  no  po- 
drán obtener  indemnizaciones  superiores  á  las  que  les  corresponderían  con 
arreglo  á  la  ley  del  pabellón,  ni  declaración  de  responsabilidades  solidarias 
cuando  los  deudores  de  las  indemnizaciones  no  estuviesen  sujetos  al  pago  de 
ellas  con  esta  condición  de  solidaridad,  según  la  ley  de  su  pabellón. 

Alt.  2P  En  caso  de  abordaje  en  la  mar  ó  de  auxilios  empezados  apres- 
tar en  la  mar,  el  Capitán  y  los  interesados  conservan  sus  derechos,  entablan- 
do su  reclamación  en  la  forma  y  plazos  prescritos  por  la  ley  del  pabellón, 
por  la  del  buque  deudor  ó  por  la  del  primer  puerto  á  que  llegue  la  nave. 

Art.  3 ,''  La  liquidación  de  averías  se  hará  con  arreglo  á  la  ley  del  puerto 
de  la  última  descarga  de  las  mercancías  al  fm  de!  viaje  (i). 

Art.  4.°  La  ley  del  pabellón  que  debe  aplicarse  en  los  casos  previstos 
en  los  anteriores  artículos,  es  la  del  pabellón  que  lleva  legalmente  el  buque 
en  el  momento  de  nacer  el  derecho. 


El  Congreso  estima  que  conviene  también  adoptar,  por  medio  de  acuerdo 
internacional,  las  siguientes  reglas: 

Articulo  I .°  Los  Tribunales  de  los  países  contratantes  podrán  adoptar  en 
materia  marítima  toda  clase  de  medidas  provisionales  y  preventivas,  aun  res- 
pecto á  extranjeros:  desde  el  momento  en  que  esté  interesado  en  lacuestióa 
un  buque  que  lleve  el  pabellón  de  uno  de  esos  países,  no  podrán  negarse 
dichos  Tribunales  á  proveer  sobre  las  reclamaciones  que  con  tales  fines  se 
les  dirijan. 

Art.  2.°  Cuando  todos  los  buques  interesados  en  un  salvamento  ó  en  un 
abordaje  pertenecen  á  los  países  contratantes,  la  demanda  de  indemnización 
nacida  de  uno  ú  otro  suceso  podrá  entablarse  ante  los  Tribunales  de  cada 
uno  de  los  mismos  países,  con  tal  que  el  Tribunal  que  conozca  del  litigio  sea 
uno  de  los  siguientes: 

iP    El  del  domicilio  personal  del  demandado. 

2.°     El  del  puerto  de  matrícula  de!  buque  demandado. 

3.0  El  del  lugar  donde  se  ha  encontrado  el  buque  contra  el  cual  se  di- 
rige la  demanda. 

4.*^  El  del  lugar  donde  ha  ocurrido  el  abordaje  ó  se  ha  prestado  el 
auxilio. 


(i)     Nunca  eitaremoi  conforme!  con  esta  (Gaolncián  del   CODereio,  pnes 
pre  que  paed»  segairie  la  ley  del  pabellón  no  debe  recarriríe  i  olrn,  7  con  esta  conclasiún  hi 
paede  segnirae  nni  ley  eitrafia  >I  bBqne,  >1  cargamento  j  i  loi  wegnndorei. 
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PROYECTO  DE  LEY  UNIFORME 


De  loa  abordajes  y  de  los  auxíUoa  marítimos. 

Artículo  I  o  En  caso  de  abordaje  fortuito  cada  uno  soporta  3u  propio 
daño. 

El  abordaje  dudoso  será  considerado  como  fortuito. 

En  caso  de  aborje  culpable: 

a)  Si  la  falta  es  imputable  á  un  solo  buque,  el  autor  de  ella  responde  del 
daño  ocasionado. 

ff)  Si  hay  falta  común,  se  hace  una  masa  general  de  los  perjuicios  causa- 
dos; de  esta  masa  responden  todas  y  cada  una  de  las  naves  en  proporción  á 
la  ^avedad  de  sus  faltas  respectivas. 

Si  el  daño  es  imputable  á  dos  ó  más  buques,  todos  responden  solidaria- 
mente de  él,  repartiéndose  su  importe  entre  las  naves  culpables  del  aborda- 
je, con  sujeción  á  la  regla  establecida  en  el  párrafo  6). 

Art.  2.°  En  caso  de  abordaje  cada  Capitán  debe  mantenerse  cerca  de  la 
otra  embarcación,  mientras  sea  posible  hacerlo  sin  riesgo  para  la  suya,  su  tri- 
pulación y  sus  pasajeros,  y  hasta  que  se  haya  cerciorado  de  que  son  ya  in- 
útiles sus  servicios,  y  dar  á  aquélla,  á  sus  tripulantes  y  á  sus  pasajeros  todos 
los  auxilios  posibles  para  salvarles  del  peligro  resultante  de  la  colisión. 

El  Capitán  que  infrinja  este  deber  quedará  sujeto  á  las  penalidades  estable- 
cidas por  las  leyes  de  su  país. 

Art.  3-''  La  remuneración  de  los  auxilios  marítimos  se  fijará  según  las  re- 
glas de  la  equidad,  teniéndose  principalmente  en  cuenta,  por  una  parte,  el 
tiempo  y  el  personal  empleados,  los  gastos  hechos,  las  pérdidas  sufridas  y 
los  peligros  corridos  por  el  auxiliante,  y  por  otra,  los  servicios  prestados  al 
buque,  á  las  personas  y  á  las  cosas  auxiliadas.  Los  servicios  se  apreciarán 
con  relación  al  valor  líquido  de  las  cosas  salvadas,  con  deducción  de  gastos. 
Todo  contrato  hecho  durante  el  peligro  está  sujeto  á  rescisión. 

Art.  4-°  Las  acciones  nacidas  del  abordaje  y  del  auxilio  marítimo  no 
están  sujetas  á  ninguna  formalidad  precisa  y  prescriben  en  el  plazo  dedos 
años,  á  partir  del  fin  del  viaje  del  buque  abordado  ó  auxiliante,  si  este  vi^je 
puede  terminarse,  ó,  en  otro  caso,  á  partir  del  momento  en  que  el  interesado 
haya  podido  gestionar  útilmente. 

Sin  embargo,  si  se  propone  en  tiempo  hábil  una  demanda  de  indemniza- 
ción por  causa  de  abordaje,  el  demandado  podrá  en  todo  caso  hacer  uso  de 
la  reconvenddn.  , 
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Presidente. 


Sr.  D.  Prísciliano  María  Díaz  González. 


Secretarios. 


Sr.  D.  José  da  Motta  Prego. 

Sr.  D.  José  Maluquer  y  Salvador. 


Intervinieron  en  el  debate  los  señores  signientes: 

Ilmo.  Sr.  D.  Bienvenido  Oliver,  Delegado  del  Ministerio  de  Gracia  y  Jus- 
ticia. 

Excmo.  Sr.  D.  Faustino  Rodríguez  San  Pedro,  Delegado  del  Ministerio  de 
la  Gobernación. 

Excmo.  é  limo.  Sr.  D.  Juan  Jacinto  Tavares  de  Medeiros,  Académico  co- 
rrespondiente y  Delegado  de  la  Academia  Real  de  Ciencias  de  Lisboa. 

Ejccmo.  Sr.  D.  José  Canalejas,  Delegado  del  Ministerio  de  Fomento. 

Excmo.  Sr.  D.  Marciano  Donoso  de  la  Campa,  Delegado  del  Ministerio  de 
Marina. 


Fueron  designados  para  formar  la  Comisión  encargada  de  redactar  las 
conclusiones  relativas  al  tema  cuarto  los  señores  siguientes: 
Excmo  é  limo.  Sr.  D.  Antonio  Assis  Teixeira. 
Sr.  Marqués  de  Lema. 
Sr.  D.  Tomás  Montejo. 
Sr.  D.  Antonio  Suárez  Inclán. 
Sr.  D.  Manuel  Torres  Campos. 


El  Sr.  Maluquer  y  Salvador  (D.  José)  manifestó  que,  cumpliendo  en- 
cargo del  ex-Presidente  del  Ecuador  Sr.  Flores,  tenía  el  honor  de  trasmitir  al 
Congreso  los  sentimientos  de  respeto  y  adhesión  de  aquel  docto,  jurisconsul- 
to y  su  ofrecimiento  de  concurrir  á  las  sesiones  inmediatamente  que  le  fuera 
posible,  para  ofrecer  á  España  un  nuevo  testimonio  de  simpatía,  de  que  ha- 
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bfa  dado  relevantes  pruebas  durante  su  período  presideDCial,  que  acaba  de 
terminar. 

El  Sr.  Presidente  dijo  que,  teniendo  en  cuenta  los  merecimientos  del  se- 
ñor D.  Antonio  Flores  y  la  circunstancia  de  que  era  el  Jefe  del  Estado  del 
Ecuador  cuando  se  dirigió  la  convocatoria  para  el  Congreso,  proponía  qoe 
se  le  nombrara  Presidente  honorario  de  éste;  lo  cual  fué  acordado  por  una- 
nimidad. 

El  Sr.  Oliver  y  Eeteller  (D.  Bienvenido]  comenzó  manifestando  que  la  im- 
portancia del  tenia  puesto  á  discusión  es  muy  grande  para  nuestro  comercio 
marítimo,  que  pide  con  urgencia  una  resolución  legislativa.  Desde  hace  más 
de  veinte  años,  dijo,  vienen  repidéndose  las  quejas  producidas  á  consecuencia 
de  varios  abordajes  que  han  tenido  lugfar,  no  sólo  en  alta  mar,  sino  dentro  de 
nuestras  agnias  y  aun  de  los  mismos  puertos  ó  rías,  entre  buques  españoles  y 
extranjeros,  habiéndose  visto  sometidos  nuestros  navieros  á  la  jurisdiccióo  de 
los  Tribunales  ingleses  y  holandeses  y  obligados  á  cumplir  la  sentencia  dic- 
tada por  éstos,  los  cuales,  á  su  vez,  han  desconocido  las  decisiones  de  aues 
tros  Tribunales,  que  tampoco  han  tenido  medios  de  hacerlas  efectivas  cuan- 
do han  sido  condenados  los  navieros  extranjeros.  De  estas  quejas  se  han 
hecho  eco  desde  hace  muchos  años  la  prensa  periódica,  los  Cuerpos  Cole- 
gisladores y  recientemente  las  Cámaras  de  Comercio,  sin  que  hasta  ahora  se 
haya  logrado  encontrar  oportuno  remedio,  apesar  de  los  esfuerzos  iotenta- 
dos  desde  1880  por  e!  Ministerio  de  Marina  para  procurar  una  solución  aba 
conflictos  nacidos  de  abordajes  por  medio  de  la  celebración  de  un  Congre- 
so diplomático  internacional,  pensamiento  que  fracasó  las  dos  veces  eo  que 
se  intentó  ponerlo  en  práctica,  á  consecuencia  de  la  desfavorable  acogida 
que  tuvo  en  la  mayoría  de  las  potencias  marítimas. 

Por  esta  razón  e!  Congreso  no  debia  limitarse  á  discutir  las  bases  de  la 
legislación  sobre  abordajes  ocurridos  en  mares  libres  ó  en  alta  mar,  á  que 
se  concreta  el  tema,  sino  que  debia  ser  objeto  de  sus  deliberaciones  y  con- 
clusiones toda  clase  de  abordaje,  cualquiera  que  sea  el  punto  en  que  haya 
acontecido  el  siniestro.  Asi  lo  han  entendido  también  los  distinguidos  auto- 
res de  las  Memorias  presentadas,  y  especialmente  los  Sres.  Pasapera,  Rebo- 
llar y  Spottorno,  con  cuyas  conclusiones,  que  se  hallan  inspiradas  y  calca- 
das en  los  acuerdos  adoptados  en  los  Congresos  internacionales  de  Ámberes 
y  Bruselas,  se  mostró  conforme  el  Sr.  Oliver,  que  había  contribuido  con  su 
voto  á  sancionar  aquéllos  como  Delegado  del  Gobierno  español. 

Si  el  Congreso  se  limitase  á  aprobar  dichas  conclusiones,  dijo,  continua- 
rían indefinidamente  desatendidas  las  necesidades  del  comercio  marítimo 
español,  con  gravísimo  perjuicio  de  sus  intereses  y  hasta  en  desdoro  del 
honor  nacional. 

Ciertamente  que  la  uniformidad  sobre  legislación  de  abordajes  y  la  crea- 
ción de  un  Tribunal  internacional  para  resolver  los  conflictos  á  que  dan  lu- 
gar dichos  siniestros  entre  buques  de  distintos  Estados,  serían  dos  medios 
muy  eficaces  para  satisfacer  las  justas  exigencias  del  comercio  español.  Mas 
la  realización  de  uno  y  otro  medio,  en  caso  de  ser  posibles,  será  de  elabora- 
ción tan  lenta  que  no  permite  fiará  ella  la  solución  que  con  urgencia  piden 
nuestros  navieros. 
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El  fnfcaso  que  en  la  práctica  han  tenido  los  Congresos  de  Amberes  y  de 
Bruselas,  que  han  formulado,  después  de  maduras  deliberaciones,  varios  pro* 
yectos  de  leyes  uniformes  marítimas  y  hasta  de  tratados  internacionales,  debe 
servir  de  gran  enseñanza. 

La  uniformidad  en  la  legislación  podrá  conseguirse  sin  grandes  dificulta- 
des entre  EspaSa,  Portugal  y  las  Repúblicas  ibero-americanas.  Mas  después 
de  conseguida,  el  problema  continuará  en  pie  para  nuestro  comercio  marítí- 
mo,  en  razón  á  que  nunca  hemos  tenido  conflictos  con  estos  Estados,  sin 
duda  por  la  escasa  importancia  de  su  marina  mercante,  con  relación  á  la 
nuestra  especialmente., 

Según  el  repertorio  general  del -ffíír^'^zw  Verita  de  1 889-1 890,  la  marina 
mercante  de  España  constaba  en  dicho  año  1 889  de  344  buques  de  vapor 
con  267.917  toneladas  y  1.370  buques  de  vela  con  255.700  toneladas,  y  la 
marina  mercante  de  Portugal  y  de  las  Repúblicas  ibero-americanas  constaba 
de  225  buques  de  vapor  con  124.217  toneladas  y  1.052  buques  de  vela  con 
293.128  toneladas. 

También  podrá  llegarse  á  la  uniformidad  de  legislación  con  algunos  otros 
Estados,  como  Bélgica,  Grecia  y  el  Imperio  austriaco,  de  escasa  importancia 
marítima. 

Pero  los  resultados  para  nuestro  comercio  serían  asimismo  insignificantes. 
En  cambio  se  presentan  obstáculos  insuperables  para  llegar  á  la  uniformidad 
de  legislación  con  las  glandes  potencias  marítimas,  las  que,  por  su  poderosa 
marina  mercante  y  su  gran  comercio,  se  hallan  en  frecuentes  relaciones  con 
nuestros  navieros. 

Según  el  citado  repertorio,  sólo  la  marina  mercante  de  Inglaterra  se  com- 
ponía en  1889  de  5.143  buques  de  vapor  con  4.775.809  toneladas  y  de 
12.047  buques  de  vela  con  3.915.378  toneladas,  y  la  marina  mercante  de 
todos  los  Estados  del  globo,  incluso  Inglaterra,  sumaba  un  total  de  9.256 
buques  de  vapor  con  7.748.041  toneladas  y  37.567  buques  de  vela 
con  1 1. 081. 197. 

Precisamente  esas  grandes  potencias,  y  sobre  todo  Inglaterra,  han  sido  las 
que  con  más  indiferencia  acogieron  la  proposición  de  nuestro  Gobierno  de 
resolver  en  1880  y  1886,  por  medio  de  un  Congreso  internacional,  la  cues- 
tión de  abordajes. 

Y  tan  poco  dispuestos  se  han  manifestado  después  Inglaterra  y  Alemania 
en  favor  de  la  uniformidad  de  legislación  marítima,  que  sus  Gobiernos  no 
quisieron  adherirse  á  la  invitación  que  el  de  Bélgfica  dirigió  á  todos  los  Es- 
tados civilizados  para  concurrir  á  los  Congresos  interjtiacionales  de  Amberes 
y  de  Bruselas,  á  los  que  enviaron  sus  delegados  muchos  Estados  de  Europa 
y  América  y  los  imperios  de  Turquía  y  del  Japón. 

La  obra  de  la  uniformidad  de  la  legislación  internacional  es  muy  lenta, 
pues  hay  que  fiarla  á  la  iniciativa  legislativa  de  cada  Estado.  Sólo  en  algu- 
nas contadas  materias  puede  llegarse  á  ella  por  el  medio  más  rápido  de  los 

tratados. 

Más  lejano  y  erizado  de  dificultades  teóricas  y  prácticas  se  halla  el  plan- 
teamiento de  un  Tribunal  internacional.  Las  grandes  potencias  marítimas,  y 
especialíliente  Inglaterra,  no  abandonarán  jamás  á  un  Tribunal,  que  estará 
compuesto  necesariamente  en  su  mayoría  de  extranjeros,  la  protección  de 
las  personas,  del  honor  y  de  la  fortuna  de  sus  respectivos  nacionales. 

Así  se  ha  demostrado  en  la  última  Conferencia  marítima  celebrada  en 
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Wasingfthon  ec  1889,  á  la  que  acudieron  delegados  de  casi  todos  los  Esta- 
dos de  Europa  y  América  y  de  los  imperios  de  Turquía  y  del  Japón.  Ha- 
biéndose propuesto  la  creación  de  un  Tribunal  interaacional  para  fallar  las 
cuestiones  sobre  abordajes,  el  comité  encargado  de  dar  dictamen  sobre 
la  creatíión  de  una  Comisión  míirilima  inf emocional,  compuesto  de  los  dele- 
gados de  Bélgica,  Chile,  Dinamarca,  Francia,  Alemania,  Inglaterra,  Guate- 
mala, Suecia  y  los  Estados  Unidos  del  Norte  dé  América,  declaró  por  ma- 
yoría de  votos  qué  era  imposible  el  planteamiento  de  dichú  Tribunal.  (HV 
kave  also  áecided,  by  a  majorify  of  votes,  tkat  it  is  not  possibh  to  créate  an 
International  Tribunal  to  try  giiestions  of  coílisions  betwe»  sulijcts  of  dífferení 
nationalities.)  Dada  cuenta  á  la  Conferencia  en  pleno  de  este  dictamen,  en 
-que  se  desechó  además  el  proyecto  de  crear  uaa  Comisión  internacional  ma- 
rítima, fué  aprobado.  Aun  admitiendo  la  posibilidad  de  obtener  una  legisla- 
ción marítima  común  á  todos  los  Estados  civilizadosy  un  solo  Tribunal  (por- 
que sobré  su  conveniencia  no  cabe  vacilación),  han  de  transcurrir  largos  años 
antes  de  que  se  vea  realizado  tan  "bello  ideal.  Y  mientras  transcurra  ese  tiem- 
po, hoy  por  hoy  indefinido,  ;ha  de  continuar  nuestro  comercio  marítimo  en 
la  triste  situación  á  que  le  condena  nuestra  legislación  en  asunto  de  interés 
tan  vital?  Porque  el  abandono  en  que  se  encuentra  el  comercio  marítimo  es 
paÜol  en  materia  de  abordajes  proviene  de  dos  causas  principalmente;  i  ,^,  de- 
fectuosa legislación  acerca  de  estos  siniestros  y  de  la  jurisdicción  que  com- 
pete á  nuestros  Tribunales  para  conocer  de  las  reclamaciones  á  que  dan  lu- 
gar; 2.*,  absoluta  carencia  de  preceptos  legislativos  sobre  asistencia  ó  salva- 
mento, sobre  la  ley  que  ha  de  aplicarse  en  los  abordajes  ocurridos  entre  bu- 
ques de  distintas  naciones,  acerca  de  la  competencia  territorial  de  nuestros 
Tribunales  en  tales  casos,  y  para  acordar  éstos  el  embargo  de  naves  extian- 
jeras  con  objeto  de  asegurar  las  resultas  del  juicio. 

Ante  una  legislación  tan  defectuosa,  ¿han  de  cruzarse  de  brazos  nuestros 
Instadores?  Siendo  tan  enorme  el  progreso  de  la  navegación  marítima,  pues 
durante  veinticinco  años  (1S60-1887)  tía  aumentado  la  de  vela  en  un  77 
por  100  y  la  de  vapor  en  un  qoo por  roo,  según  la  estadística  internacional 
marítima  publicada  en  1887  por  el  Gobierno  de  Noruega,  ¿no  se  aumenta- 
rán también  los  casos  de  nuevos  conflictos  y  con  ellos  los  perjuicios  del 
comercio? 

De  otra  parte,  no  es  decoroso  que  los  legisladores  y  juristas  españoles 
esperemos  de  las  demás  naciones  el  remedio  de  los  males  que  sufre  la  nues- 
tra, siendo  preferible  por  altas  razones  de  conveniencia  pública  que,  sin 
perjuicio  de  las  ventajas  que  puedan  venir  del  concierto  con  otras  naciones, 
atendamos  á  la  defensa  y  protección  de  nuestros  audadanos  con  medios  ju- 
rídicos propios. 

Por  eso  importaba  que  el  Congreso,  después  de  consignar  sus  más  ardien- 
tes deseos  de  llegar  lo  más  pronto  posible  á  la  uniformidad  de  legislación  y  á  la 
creación  de  un  Tribunal  internacional,  propusiese  á  los  Poderes  públicos  de 
cada  uno  de  los  Estados  representados,  las  bases  de  una  legislación  tipo,  con 
arreglo  á  la  cual,  cada  uno  introduzca  las  reformas  necesarias  para  mejorar 
sus  instituciones  mercantiles,  penales  y  procesales,  mientras  se  llega  por 
medio  de  tratados  internacionales  á  resolver  los  conñicCos  á  que  pueden  dar 
lugar  los  abordajes  y  la  asistencia  entre  buques  de  distintos  Estados. 

Con  el  propósito  de  contribuir  á  esta  obra,  verdaderamente  digna  del 
Congreso,  redactó  el  Sr.  Oliver  las  siguientes  Bases  de  una  legislación  tipo. 
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de  conformidad  con  los  acuerdos  adoptados  en  los  citados  Congresos  de 
Amberes  y  Bruselas  y  en  las  reuniones  de  otras  Corporaciones  doctas,  con 
las  leyes  dictadas  en  varios  Estados  marítimos,  especialmente  en  Inglaterra, 
Alemania,  Italia,  Francia  y  los  Estados  Unidos  de  América,  y  con  la  doctrina 
de  los  Tribunales  y  de  los  escritores  más  competentes  de  otras  naciones. 
Concluyó  el  Sr.  Oliver  sometiendo  á  la  consideración  del  Congreso  dichas 
bases,  seguro  de  que  su  reconocida  sabiduría  supliría  la  omisión  de  los  mo- 
tivos ó  fundamentos  en  que  éstas  descansan. 


BiSES  parí  DNA  LEfilSLiGlON  lERCAM  UNIFORME  IBERO-AMERICANA 


SOBRE  ABORDAJKS 


Y  ASLSTENCU  DE  NAVES  MERCANTES  EN   EL  MAR 


De    los   abordajes. 


I 


Se  entiende  por  abordaje,  para  los  efectos  de  la  ley  mercantil,  el  choque 
ó  encuentro  violento  en  el  mar  y  en  las  aguas  que  comunican  con  él,  de  dos 
ó  más  buques  mercantes. 


n 


El  choque  ó  encuentro  de  una  nave  mercante  con  otra  de  recreo  ó  de  las 
destinadas  al  servicio  de  los  puertos  ó  con  cualquiera  otro  cuerpo  fijo  ó 
flotante,  se  regirá  por  las  leyes  especiales  de  cada  país,  y  en  su  defecto  por 
las  reglas  del  derecho  civil. 

El  abordaje  ocurrido  entre  dos  buques  de  guerra  ó  un  buque  de  guerra 
y  otro  mercante,  se  regirá,  si  los  buques  pertenecen  á  la  misma  nación,  por 
hs  leyes  que  determinan  los  derechos  y  deberes  del  Estado,  en  los  casos 
de  suínr  ó  causar  perjuicios;  y  si  pertenecen  á  distintas  naciones,  por  lo  es- 
tipulado en  los  tratados,  y  en  su  defecto  por  las  reglas  y  procedimientos 
admitidos  en  el  Derecho  público  internacional  para  resolver  las  diferencias  ó 
reclamaciones  que  se  susciten  entre  dos  Estados. 
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El  abordaje  es  fortuito  ó  casual  caaodo  se  produce: 
1°     Por  mero  accidente,  sin  culpa  ó  intención  de  causarlo. 
2.0     Por  fuerza  irresistible,  siempre  que  se  pruebe  que  el  capitán  del  bu- 
que abordado  adoptó  antes  ó  durante  el  siniestro  todas  las  precauciones  acoa- 
sejadas  por  las  reglas  nánticas,  ó  que  le  fué  absolutamente  imposible  adop- 
tarlas. 


Se  entiende  por  abordaje  imprudente  el  causado  por  negligencia,  descuido 
ó  impericia  del  capitán,  piloto  ó  de  cualquier  otro  individuo  de  la  tripulación, 
ó  poi  vicio  propio  de  la  nave,  de  sus  aparejos  ó  máquinas. 


Hay  delito  de  abordaje  cuando  el  choque  ó  encuentro  se  produce  con  pro- 
pósito deliberado  de  hacer  daño. 


Todo  abordaje  se  presume  fortuito  mientras  no  se  pruebe  que  por  el  ca- 
pitán ó  tripulante  de  alguno  de  los  dos  buques  que  han  chocado,  se  ha  fal- 
tado á  lo  dispuesto  en  los  reglamentos  generales  ó  especiales  de  navega- 
ción. 


Los  daños  causados  en  las  personas  ó  en  las  cosas  á  consecuencia  de  un 
abordaje  casual  ó  fortuito,  serán  de  exclusiva  cuenta  de  las  personas  que  los 
hayan  sufrido,  sin  tener  derecho  á  exigir  indemnización  alguna  del  capitán  ó 
dueño  del  buque  abordado. 

Lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior  se  aplica  en  los  casos  en  que  el  Tri- 
bunal no  pueda  determinar  las  causas  que  han  producido  el  siniestro  ó  el  bu- 
que en  que  se  cometió  la  falta  ó  infracción  que  lo  motivó. 
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La  responsabilidad  civil  nacida  de  los  abordajes  comprende:  ^ 

l.^     La  reparación  del  daSo  causado. 

2.0  La  indemnización  de  los  perjuicios  que  son  consecuencias  directas 
del  siniestro. 

El  Tribunal  fijará  el  importe  de  dicha  responsabilidad,  en  vista  de  los  an- 
tecedentes que  suministren  los  interesados  y  de  la  prueba  pericial  que  debe- 
rá practicar  á  instancia  de  parte  ó  de  oficio. 


IX 
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El  propietario  de  un  buque  dirigido  por  práctico,  no  será  responsable  de 
las  consecuencias  del  abordaje  ocurrido  en  los  puertos,  ríos  y  demás  lugares 
en  que  por  la  ley  ó  costumbre  fuese  obligatorio  su  empleo,  siempre  que  la 
tripulación  hubiese  cumplido  debidamente  las  órdenes  que  aquél  le  tras- 
mitió. 
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Si  un  buque  abordase  á  otro  por  culpa,  negligencia  ó  impericia  del  capitán, 
piloto  ó  cualquier  individuo  que  tenga  cargo  del  buque,  el  naviero  del  buque 
adordador  indemnizará  los  d^iños  y  perjuicios. 


'•P 


XI 


Si  la  falta  es  común,  se  hará  una  masa  de  los  danos  causados  y  ésta  será 
soportada  por  cada  uno  de  los  buques  en  proporción  á  la  gravedad  de  las 
faltas  respectivamente  cometidas. 


xn 


Cuando  el  siniestro  fuese  imputable  al  capitán  y  tripulación  de  dos  ó  más 
uques,  los  dueños  de  éstos  responderán  solidariamente  del  daño  causado  á 
is  respectivos  tripulantes,  pasajeros  y  cargamentos,  en  el  caso  de  no  ser  po- 
blé determinar  la  participación  que  cada  buque  ha  tenido  en  el  siniestro. 

Cuando  pueda  determinarse  esta  participación,  cada  uno  responderá  del 
iporte  total  de  los  daños  causados  en  proporción  de  las  faltas  cometidas 
^pectivamente  por  cada  uno  de  ellos. 
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Del  abordaje  cnmínal  ó  improdente  será  responsable  civil  y  criminalmente 
el  autor  de  acción  ú  omisión  que  fué  causa  del  siniestro,  y  sólo  civilmente  el 
capitán  del  buque  abordador  cuando  la  falta  se  hubiese  cometido  por  algún 
individuo  de  la  tripulación. 

El  propietario  del  buque  que  causó  el  siniestro  será  responsable  civilmen- 
te en  todo  caso  de  los  danos  causados  á  consecuencia  del  abordaje  impru- 
dente ó  intencionado;  pero  podía  eximirse  de  esta  obligación  haciendo  aban- 
dono de  la  nave  y  de  los  Sétes  devengados. 


XIV 

Las  obligaciones  civiles  y  penales  que  nacen  de  un  abordaje  ocurrido  en 
mares  territoriales  entre  dos  ó  más  buques  pertenecientes  á  la  misma  ó  á  di- 
versas naciones,  se  regirá  por  la  ley  vigente  en  el  lugar  del  siniestro. 

Sin  embargo,  para  determinar  la  responsabilidad  del  propietario  del  bu- 
que respecto  del  capitán,  tripulantes,  pasajeros  y  cargadores  del  mismo,  se 
aplicará  la  ley  vigente  en  el  domicilio  del  primero. 


XV 

Las  obligaciones  civiles  que  se  deriven  de  un  abordaje  entre  buques  de 
distinta  nacionalidad,  ocurrido  en  mares  Ubres,  se  regirán  por  la  ley  de  la  na- 
ción á  que  pertenezca  el  buque  que  fuere  demandado  judicialmente  como 
causante  del  siniestro.  No  obstante,  las  personas  que  se  encuentren  á  bordo 
del  buque  peijudicado,  los  propietarios  de  éste  y  de  las  mercancías,  uo  po- 
drán obtener,  por  vía  de  indemnización,  cantidades  superiores  á  las  que  les 
corresponderían  en  su  caso  según  la  ley  de  la  nación  á  que  pertenezca  dicho 
buque. 

Cuando  las  referidas  obligaciones  tuviesen  el  carácter  de  solidarias  según 
la  ley  déla  nación á  que  pertenezca  el  buque  demandado,  las  personas  enu- 
meradas en  el  párrafo  antetior  no  podrán  exigir  esta  solidaridad,  si  la  ley  vi- 
gente en  la  nación  á  que  pertenece  el  buque  demandante  no  impusiese  dicho 
carácter  á  las  obligaciones  derivadas  de  un  abordaje. 


XVI 

Si  por  consecuencia  de  -un  abordaje  hubiere  fallecido  ó  recibido  lesioc 
alguna  persona,  el  importe  de  la  indemnización  debida  por  este  concepto  : 
pagará  con  preferencia  á  las  demás  obligaciones  derivadas  del  mismo  s 
niestro. 


J 


De  la  aalatencia. 


xvn 


Todo  capitán  que  sin  riesgo  de  su  nave  pueda  prestar  asistencia  á  un  bu- 
que próximo  á  perderse,  deberá  ofrecer  sus  servicios  al  capitán  y  trípuladón 
de  este  último.  Sin  preceder  el  consentimiento  expreso  ó  tácito  del  mismo 
no  podrá  prestar  ningún  auxilio. 


xvni 

Todo  capitán  que  encuentre  en  el  mar  un  buque  abandonado  por  la  tri- 
pulación ó  en  el  que  aparezca  enarbolada  la  bandera  de  socorro,  queda  auto- 
rizado para  proceder  al  salvamento  del  mismo  y  de  las  personas  y  mercan- 
cías que  se  encuentren  á  bordo. 


XK 

La  asistencia  y  el  salvamento  dan  derecho  á  remuneración,  la  cual  se  fija- 
rá, en  cada  caso,  por  el  Tribunal  equitativamente. 

Para  fijar  esta  remuneración  los  Tribunales  tendrán  en  cuenta  de  una  par- 
te el  tiempo  y  número  de  personas  empleadas  por  el  buque  asistente,  los 
desembolsos  hechos,  las  pérdidas  que  hubiere  sufrido  y  los  riesgos  que  hu- 
biera corrido,  y  de  otra  la  naturaleza  é  importancia  de  los  servicios  presta- 
dos al  buque  asistido. 

Estos  servicios  se  apreciarán  en  razón  del  valor  de  las  cosas  salvadas,  de- 
ducidos los  gastos. 


Todo  contrato  celebrado  por  el  capitán  del  buque  en  peligro  de  perderse 
para  obtener  auxilio  ó  salvamento  será  rescindible  á  instancia  de  parte. 


Cuando  varios  buques  hubieran  tomado  parte  en  los  actos  de  asistencia  ó 
salvamento,  !a  remuneradón  se  distribuirá  entre  ellos  en  propordón  á  la  im- 
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portancia  de  toa  •ervidos  pte3ta<Íos  y  de  loa  riesgos  á  que  se  habieaem  c 
puesto. 

Cnaodo  no  pneda  deterniinarae  esta  proporción,  se  distribuirá  el  ia 
de  aquella  remuneración  por  paites  iguales. 

No  tendrán  derecho  á  esta  remoneraciÓD  los  individuos  de  la  t 
del  btiqne  asistido. 


El  derecho  á  la  remuneración  que  conesponde  á  los  que  han  prestado 
asistencia  ó  salvamento  á  un  buque,  se  extingue  por  la  pérdida  de  éste  antes 
de  arribar  á  cualquier  puerto. 


La  remuneración  de  la  asistencia  se  debe,  aunque  por  voluntad  del  asisti- 
do haya  dejado  de  prestarse  antes  de  la  cesación  del  peligro. 

Están  obligados  al  pago  de  remuneración  por  el  salvamento,  en  concepto 
de  avería  común,  el  buque,  el  flete  y  el  cargameiito. 

Los  tripulantes  y  pasajeros  cuya  vida  hubiese  sido  salvada  no  vieon 
obligados  al  pago  de  indemnización  por  el  auxilio  que  hubieren  recibido. 


El  capitán  del  buque  que  haya  chocado  con  otra  embarcación  deberá 
mantenerse  cerca  de  ésta  mientras  sea  posible  hacerlo  sin  riesgo  para  la  suya, 
su  tripulación  y  pasajeros,  hasta  que  se  haya  cerciorado  de  que  son  ya  imiti 
les  sus  servicios,  y  dará  á  aquélla,  sus  tripulantes  y  pasajeros  todos  lo» 
auxilios  que  sea  posible. 

Al  capitán  que  infrinja  este  deber  se  le  impondrá  pena  personal. 


Para  resolver  las  cuestiones  relativas  á  la  asistencia  prestada  en  aguas  in- 
teriores ó  jurisdiccionales,  se  aplicará  la  ley  vigente  cu  el  lugar  en  que  co- 
menzó á  prestarse,  cualquiera  que  sea  la  nacionalidad  de  los  buques. 

Cuando  la  asistencia  hubiere  empezado  á  prestarse  en  mar  libre  se  aplica- 
rá la  ley  vigente  en  la  nación  á  que  pertenezca  el  buque  asistente,  salvo  pac- 
to en  contrario. 
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Disposiciones  penales  sobre  abordajes. 


XXVI 


Se  castigará  con  pena  corporal  toda  infracción,  por  malicia  6  negligencia, 
de  los  preceptos  contenidos  en  los  expresados  reglamentos  respecto  de  las 
luces  que  deben  encenderse  durante  la  noche  en  los  buques  y  las  señales  que 
han  de  practicarse  en  momentos  de  niebla,  aun  cuando  de  su .  infracción  no 
se  haya  seguido  ningún  daño. 
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Se  impondrán  penas  corporales  á  los  dueños  y  capitanes  de  toda  nave  que 
emprenda  la  navegación  sin  tener  á  bordo  los  aparejos  y  demás  objetos  que 
son  necesarios  según  dichos  reglamentos  para  evitar  los  abordajes  y  salvar 
la  vida  de  los  tripulantes  y  pasajeros  en  caso  de  choque. 


Competencia  territorial  y  jurisdiccional. — Tribunales. 

Procedimientos. 

XXVIII 

De  las  demandas  para  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  civiles  deriva- 
das de  un  abordaje  ocurrido  entre  buques  de  distinta  nacionalidad,  serán 
competentes  los  Tribunales  designados  ó  que  se  designen  en  los  respectivos 
tratados. 

En  defecto  de  ellos  serán  competentes  los  Tribunales  de  la  nación  á  que 
pertenezca  cualquiera  de  las  personas  que  hayan  sufrido  perjuicios  por  con- 
secuencia del  abordaje.  Dichos  Tribunales  tendrán  facultad  para  citar  y  em- 
plazar á  los  demandados  aunque  sean  extranjeros  y  no  residan  en  el  territo- 
rio de  la  misma  nación  y  para  ejecutar  la  sentencia  en  los  bienes  que  fueren 
de  su  propiedad. 


XXIX 


El  capitán  del  buque  abordado  y  las  demás  personas  que  hayan  sufrido 
daños,  ejercerán  las  acciones  que  les  correspondan  en  la  forma  y  plazos  pres- 
critos en  la  nación  á  que  pertenezca  el  Tribunal  ante  el  cual  se  formulen  dichas 
acciones. 
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XXX 


De  las  expresadas  demandas,  cuando  el  abordaje  haya  ocurrido  entre  bu- 
ques peiteaedentes  á  la  misma  nación,  seráa  competentes  á  elección  del  de- 
mandante: 

i.*^     El  Tribunal  del  domicilio  del  demandado. 

El  del  puerto  de  la  matrícula  del  buque  que  se  presuma  cansante  del 


3.0     El  del  puerto  en  que  éste  haya  entrado. 

4.°     El  del  lugar  donde  haya  ocurrido  el  abordaje. 


XXXI 

Las  acciones  para  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  nacidas  de  un  abor- 
daje ó  salvamento  prescribirán  á  los  dos  años  contados  desde  la  terminación 
del  viaje  del  buque  abordado  ó  asistente,  y  en  el  caso  que  éste  no  hubiese 
podido  terminarlo,  desde  el  momento  en  que  el  perjudicado  ó  el  asistente 
hayan  podido  formular  judicialmente  su  reclamación. 

La  acción  intentada  por  el  capitán  del  buque  abordado,  interrumpirá  ia 
prescripción  respecto  á  todos  los  demás  perjudicados. 


xxxn 

El  Tribunal  competente  para  conocer  de  las  expresadas  acciones  podrá,  á 
instancia  del  actor  y  previa  justificación  de  los  hechos  en  que  funda  la  de- 
manda, acordar,  para  asegurar  las  resultas  del  juicio,  c!  embargo  ó  depósito 
judicial  de  los  bienes  pertenecientes  al  demandado,  siempre  que  radiquen  en 
el  territorio  sometido  á  dicho  Tribnnal. 


xxxm 

El  ejercicio  de  las  acciones  civiles  á  consecuencia  de  un  abordaje,  no  estará 
subordinado  á  ninguna  formalidad  previa,  ni  al  fallo  que  pueda  recaer  en  los 
procesos  que  por  las  autoridades  encargadas  de  perseguir  los  delitos  se 
hayan  incoado  con  motivo  del  mismo  siniestro. 


Las  demandas  sobre  indemnización  de  abordaje,  se  tramitarán  y  resolve- 
rán enjuicio  oral  y  publico  y  en  una  sola  instancia,  ante  los  Tribunales  que 
en  cada  pais  conocen  ordinariamente  de  los  asuntos  civiles. 
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Contra  la  sentencia  de  estos  Tribunales  podrá  entablarse  recurso  de  ca< 
sacíón. 


/  •• 


El  Sr.  Rodríguez  San  Pedro  (D.  Faustino)  empezó  haciendo  constar  que 
después  de  las  luminosas  Memorias  y  de  los  discursos  qtie  había  escuchado 
el  Congreso  sobre  el  interesante  tema  cuarto,  no  podía  aportar  ninguna  idea 
nueva,  levantándose  más  bien  para  manifestar  su  adhesión  calurosa  al  pen- 
samiento que  había  inspirado  la  convocatoria  del  mismo  Congreso,  y  á  los 
sentimientos  de  afecto  y  mutua  correspondencia  manifestados  entre  los  ilus- 
tres miembros  de  las  distintas  naciones  en  él  representadas. 

Esto,  que  en  todas  las  esferas  de  la  vida  seria  de  grande  trascendencia,  la 
tiene  muy  principal,  en  sentir  del  orador,  cuando  se  refiere  á  la  vida  del  de- 
recho, que  es  como  la  atmósfera  en  que  se  desenvuelven  todas  las  relaciones 
de  los  hombres,  dándoles  á  modo  de  lazo  común  el  de  la  justicia,  que  garantiza 
cuanto  es  bueno,  noble  y  conveniente. 

Teniendo  el  tema  cuarto  por  campo  natural  el  del  comercio  marítimo,  ha 
de  revestir  un  carácter  más  internacional  y  cosmopolita  que  cualquiera  otro, 
por  cuanto  el  comercio,  tendiendo  á  estrechar  los  vínculos  que  unen  á  los 
hombres  y  á  las  naciones,  sin  otra  distinción  que  la  de  sus  necesidades,  á 
cuya  más  cumplida  satisfacción  se  consagra,  ha  tomado  siempre  aquella  con- 
dición amplia  y  universal  que  le  ha  impreso  en  todo  tiempo  el  sello  progre- 
sivo que  caracteriza  al  derecho  mercantil. 

Con  el  descubrimiento  de  las  Américas  que  al  presente  se  conmemora, 
dijo,  ese  carácter  ha  recibido  como  una  marca  de  mayor  grandeza,  á  la  ma- 
nera que  el  Océano  surcado  por  Colón  es  inmensamente  mayor  que  el  mar 
Mediterráneo,  mar  de  la  antigua  civilización,  más  pequeSa  y  circunscrita  que 
esta  otra,  que  ahora  nos  asombra  con' sus  continuos  y  prodigiosos  adelantos. 

En  el  comercio  marítimo,  este  mismo  sello  de  grandeza,  por  el  uso  de  la 
brújula  y  el  moderno  empleo  del  vapor,  multiplicando  los  viajes  de  las  naves 
y  haciéndolas  aventurarse  por  derroteros  que  se  separan  del  antes  acostum- 
brado Camino  de  las  costas,  ha  dado  mayor  interés  y  más  frecuentes  é  im- 
portantes casos  de  aplicación  á  los  problemas  contenidos  en  el  tema  objeto 
de  discusión,  porque,  ocupándose  éste  en  los  abordajes  y  auxilios  de  las  na- 
ves en  alta  mar,  puede  decirse  que  esos  problemas  nacen  con  la  navegación 
ultramarina  y  la  relación  constante  que  en  el  presente  siglo  se  ha  establecido 
entre  ellas,  mediante  la  continuidad  de  sus  viajes  entre  los  más  apartados 
continentes,  con  que  pueblan  noche  y  dia  las  antes  profundas  soledades  del 
Océano. 

Por  ello  considera  el  orador  de  "necesidad  imperiosa  el  establecer  concier- 
tos internacionales  que  den  una  norma  segura  á  las  relaciones  de  las  naves 
entre  si,  cuando  hayan  de  encontrarse  en  cualquier  punto  de  los  mares,  siendo 
de  desear  que  comience  á  hacerse  así  entre. aquellas  naciones  del  mismo  ori- 
^n,  que  constituyen  como  una  sola  familia  en  la  especie  humana,  cual  acon- 
:ce  con  la  raza  ibérica,  española  y  portuguesa,  que  es  una  sola  aquende  y 
lleude  los  mares. 

Si  esos  conciertos,  con  extensión  aún  más  dilatada,  han  tenido  lugar  para 
lue  las  naves  gocen  de  un  lenguaje  común  con  que  entenderse  en  sus  derro- 
eros,  habiéndose  llegado  á  un  Reglamento  internacional  de  seQales,  y  esto 
'üsmo  ha  sucedido  para  asegurar  la  trasmisión  del  pensamiento  por  medio 
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de  la  eiectrícídad  debajo  de  los  mares,  firmándose  el  convenio  también  intci- 
nacional  de  1884  para  la  protección  de  los  cables  submarinos,  no  hay  motivo 
para  desconfiar  de  que  las  naciones  se  entiendan  con  el  fin,  no  menos  necesa- 
rio, de  que  los  buques  de  unas  y  de  otras  tengan  un  estado  de  derecho  cons- 
tituido sobre  bases  justas,  en  aquellos  lugares  adonde  no  alcanza  la  sobera- 
nía de  cada  una  en  particular,  ó  sea  en  alta  mar,  que  es  á  lo  que  se  circuns- 
cribe el  tema  discutido. 

Una  ley  uniforme  sería  el  ideal  en  materia  semejante,  y  ya  el  Congreso 
de  la  Asociación  inglesa  para  la  reforma  y  codificación  del  deiecho  de  gen- 
tes, celebrado  en  Bremen  el  año  de  1876,  declaró  que  las  leyes  actuales  son 
defectuosas  en  este  interesante  particulÉir,  debiéndose  rogar  á  los  Gobiernos 
que  se  entendieran  para  llegar  á  una  solución  uniforme  en  materia  de  tal 
monta. 

Esto  mismo  se  ha  repetido  en  Congresos  sucesivos,  pudicndo  a&rmaise 
que  constituye  una  aspiración  constante  y  casi  indiscutible;  pero  con  ser  asi, 
y  mientras  se  llega  á  este  ideal  de  la  legislación  común,  y  aun  después  de 
haberse  conseguido,  si  esta  fortuna  se  alcanzara,  paréceie  al  Sr.  Rodríguez 
San  Pedro  qne  es  todavía  de  interés  mis  grande  é  inmediato  el  acudir,  por 
el  concierto  de  las  naciones,  á  asegurar  que  el  juicio  que  una  vez  se  pronun- 
cie sobre  los  casos  de  auxilio  y  abordaje,  principalmente  en  estos  últimos, 
sea  respetado  y  cumplido  en  tDóos  tos  países,  sin  darse  el  espectáculo  ver- 
daderamente inicuo  de  que,  ocurrido  alguno  de  esos  sucesos,  lo  que  en  defi- 
nitiva prevalezca  sea  la  ley  del  más  fuerte,  ya  por  su  propia  fortaleza,  ya  por- 
que las  circunstancias  le  hayan-puesto  en  situación  de  hacer  prevalecer,  no 
su  razón,  sino  su  voluntad  ó  el  interés  de  los  subditos  de  la  nación  que  quiera 
tomar  esta  voluntad  suya  como  regla. 

Prácticamente  considerada  la  cuestión,  entiende  el  Sr.  Rodríguez  San  Pe- 
dro que  á  este  fin  inmediato  debieran  dirigirse  ios  esfuerzos  de  los  miembros 
del  Congreso,  adoptándolo  como  una  de  sus  conclusiones  y  ejerciéndose 
después  la  inñuencia  de  cada  yai  en  sus  naciones  respectivas,  para  que  éstas 
se  inclinen  á  una  inteligencia,  estableciendo  reglas  de  jurisdicción  para  cono- 
cer de  los  diversos  casos  qne  pudieran  presentarse  y  pactando  el  respeto  de 
las  decisiones  que  cualquiera  de  las  naciones  convenidas  pronunciase  dentio 
de  las  reglas  establecidas  á  este  propósito. 

Varios  casos  se  pueden  presentar  en  los  conflictos  ó  relaciones  de  de- 
recho qne  tengan  entre  sí  las  naves,  cuando  se  encuentren  en  alta  mar.  Pue- 
den ser  dos  naves  de  una  misma  nación  que  marchen  haciaésta  y  arribando  i 
ella  hayan  de  ser  allí  juzgadas,  no  existiendo  entonces  cuestión  de  Derecho 
internacional;  pero  esas  mismas  dos  naves  pueden  dirigirse  á  otra  nación  que 
no  sea  la  de  su  bandera,  y  conviene  que  ftntonces,  aunque  juzgándolas  por 
su  propia  ley,  tengan  jurisdicción  bastante  para  ello  las  autoridades  del  punto 
de  arribada,  en  facilidad  del  tráfico  y  movimiento  mercanti). 

Por  el  contrario,  las  dos  naves  pueden  ser  de  diverso  pabellón  y  arribar 
ambas  ó  alguna  de  ellas  á  cualquiera  de  las  naciones  convenidas,  y  entonces 
debiera  declararse  también  la  competencia  de  ésta,  aunque  aplicando  la  ley 
del  buque  que  resulte  culpable,  siempre  que  la  pena  ó  responsabilidad  que 
por  ella  deba  aplicársele  no  sea  superior  á  la  que  tendría  el  buque  perjudi- 
cado, si  su  misma  ley  fuese  la  aplicada. 

Nada  más  natural,  efectivamente,  que  los  hombres  sean  juzgados  conforme 
á  su  propia  ley,  que  es  la  que  principalmente  deben  conocer  y  conforme  í  la 
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cual  han  formado  su  conciencia;  mas  es  á  la  par  regla  de  equidad  que  nadie 
obtenga  mayores  indemnizaciones  ó  ventajas  á  expensas  de  tercero  que  aque- 
llas que,  según  las  leyes  que  rigen  sus  personales  acciones  y  que  su  propia 
nación  ha  dado  para  garantirle  en  su  persona  é  intereses,  tenia  la  racional  es- 
peranza de  alcanzar. 

Cabe  igualmente  que  buques  de  nación  diversa,  aunque  pertenecientes 
ambos  á  las  que  estuvieran  convenidas,  arriben  á  otra  nación  que  no  hubiera 
entrado  en  el  concierto  de  que  se  habla,  y  cuando  esto  suceda,  si  no  bastase 
para  decidir  de  sus  responsabilidades  la  jurisdicción  consular  de  la  nación  á 
que  perteneciese  la  nave  perjudicada,  ó  en  su  defecto  la  otra,  podría  confe- 
rirse esa  jurisdicción  á  la  nación  de  las  convenidas  cuyo  puerto  estuviera 
más  próximo  al  referido  primer  pimto  de  arribada. 

Comunes  estas  reglas  á  los  casos  de  abordaje  y  á  los  de  auxilios  prestados 
ó  negados  para  medir  la  retribución  de  lo  primero  y  exigir  la  responsabilidad 
de  lo  segundo,  claro  está  que  son  de  necesidad  más  imperiosa  en  lo  tocante 
al  abordaje;  puesto  que  en  lo  referente  á  los  auxilios,  bastaría  acaso  concertar 
el  hacerlos  obligatorios,  constituyendo  motivo  de  penalidad  el  que  no  se  die- 
ran, cuando  pudiera  hacerse  sin  grave  é  inminente  peligro  del  buque  que  es- 
tuviera en  condiciones  de  suministrarlos.  Principio  éste  que,  sobre  ser  de  es- 
tricta moral,  se  encuentra  en  los  Códigos  penales  para  tas  relaciones  indivi- 
dualesi  pues  en  ellos  se  castiga  á  quien  en  tales  condiciones  no  ayude  al  que 
se  encuentra  en  un  peligro;  aparte  de  la  medida  y  proporción  de  las  retribu- 
ciones que  se  puedan  merecer,  cuando  se  presten  los  socorros,  y  de  la  re- 
ducción en  cuanto  esa  retribución  sea  excesiva,  estando  viciado  el  consenti- 
miento que  haya  llegado  á  darse  para  ella,  si  fué  arrancado  abusivamente 
por  las  exigencias  de  la  necesidad  ó  del  peligro. 

Concluyó  el  orador  haciendo  votos  para  que,  siendo  fructíferas  las  tareas 
del  Congreso,  consientan  á  todos  los  ciudadanos  de  los  distintos  países  en 
él  representados,  donde  quiera  que  se  hable  su  lengua  ó  sean  entendidos, 
que  tengan  por  norma  de  sus  intereses  y  lazos  de  amor  entre  todos  ellos  los 
suaves,  y  seguros  de  la  justicia,  á  cuya  consecución  debían  contribuir  los  tra- 
bajos y  mutuas  fraternales  disposiciones  de  cuantos  se  hallaban  reunidos  en 
dicha  Asamblea. 


El  Sr.  Tavares  de  Medeiros  (D.  Juan  Jacinto)  comenzó  manifestando  que 
usaba  de  la  palabra,  no  tanto  para  abrir  amplia  discusión  acerca  del  asunto 
^objeto  de  las  Memorias  presentadas  por  los  Sres.  D.  Marciano  Donoso  de  la 
Campa,  D.  Juan  Spottorno,  D.  Rafael  Rebollar  y  D.  Manuel  Santos  Pasape- 
ra,  á  las  cuales  rendía  justo  tributo  de  alabanza,  cuanto  para  cumplir  uno  de 
los  deberes  que  creía  tener  como  congresista,  el  de  dar  cuenta  del  estado 
én  que  se  halla  la  legislación  y  la  ciencia  en  su  país. 

El  primer  punto  de  la  tesis  cuarta,  dijo,  está  regulado  en  el  Código  de 
comercio  portugués,  art.  674,  el  cual  establece  el  principio  del  pabellón  res- 
pectivo para  la  decisión  de  las  cuestiones  de  abordajes  en  alta  mar;  la  legis- 
l^lación  civil  y  la  penal,  garantizan  el  derecho  de  indemnización  por  los 
perjuicios  sufridos,  del  mismo  modo  que  se  encuentra  establecido  en  los 
otros  países,  por  lo  cual  le  parecía  que  sobre  este  punto  sólo  cumplía  al 
Congreso  decidir  acerca  de  la  manera  de  evitar  los  conflictos  entre  las  dife- 
rentes disposiciones  legislativas,  al  tratarse  de  exigir  la  indemai/ación  de  los 
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peijucios;  determinando  cuál  es  la  ley  que  más  convenga  para  el  ejercicio 
de  la  jurisdicción  en  esas  cuestiones  internacionales.  Acerca  de  ello  eiitiende 
que  se  debe  respetar  siempre,  como  regla  general,  la  ley  del  pabellón,  sin 
perjudicar  con  todo  á  la  del  territorio,  cuando  el  abordaje  se  dé  en  aguas 
territoriales,  y  en  el  territorio  respectivo  se  haya  prevenido  la  jurisdicdón. 
Considera,  por  lo  demás,  inútil  definir  y  discutir  principios  elementales  de 
derecho,  que  se  hallan  expresamente  reconocidos  en  las  legislaciones  positi- 
vas de  los  diversos  países. 

Con  respecto  al  auxilio  debido  á  las  naves  en  alta  mar,  ó  sea  de  lo  que  en 
SU  país  se  llama  asistencia  y  sahiamento,  recordó  que  en  el  Congreso  Jurídico 
de  Lisboa  de  1 889  se  votó  que  el  auxilio  debe  ser  obligatorio  y  consignare 
en  una  ley  internacional  que  comprenda:  la  definición  de  asistencia  y  de  sal- 
vamento; cuanto  se  refiera  á  la  responsabilidad  civil  y  criminal  de  los  delin- 
cuentes y  transgres  o  res;  la  jurisdicción  y  competencia  de  la  autoridad  que 
ha  de  conocer  en  el  asunto;  las  reglas  según  las  cuales  se  deban  liquidar  los 
salarios  por  los  servicios  ordinarios;  las  gratificaciones  por  los  extraordina- 
rios; los  gastos  de  asistencia  y  salvamento  y  las  indemnizaciones  por  los  per- 
juicios sufridos,  y  finalmente,  quién  debe  pagar  y  á  quién  deben  ser  pagados 
tales  gastos  y  retribuciones. 

Recordó  también  que  en  su  país  existen  sobre  este  asunto  las  siguientes 
convenciones:  con  España  de  26  de  Junio  de  1845,  con  el  Brasil  de  4  de 
Abril  de  1863,  con  Francia  de  1 1  de  Julio  de  1866,  con  Italia  de  20  de  Sep- 
tiembre de  1S78;  y  que  además  existían  tratados  de  comercio  y  navega- 
ción: con  Cerdeña  de  17  de  Diciembre  de  1850,  con  Rusia  de  26  de  Febre- 
ro de  1851,  con  la  Confederación  argentina  de  9  de  Agosto  de  1852,  con 
Francia  de  9  de  Marzo  de  1853,  con  el  Perú  de  26  del  mismo  mes  y  año, 
con  Nueva  Granada  de  9  de  Abril  de  1857,  con  el  Reino  de  Siam  de  10  de 
Febrero  de  1859.  con  el  Imperio  del  Japón  de  3  de  Agosto  de  iSÉo  y  con 
la  República  de  Liberia  de4deMarzo  de  1865. 

Todo  esto  indica,  dijo,  que  en  Portugal  se  entiende  que  la  asistencia  y  sal- 
vamento entran  perfectamente  en  la  esfera  jurídica,  y  que  deben  conside- 
rarse como  obligatorios. 

El  Sr.  Tavares  de  Medeiros  concluyó  haciendo  votos  porque  el  Congreso 
lo  entendiera  así  y  proclamase  la  necesidad  y  la  oportunidad  de  una  ley  in- 
ternacional sobre  asunto  tan  importante. 


El  Sr.  Canalejas  {D.  José)  comenzó  consignando  su  extrañeza  por  el  e8-- 
caso  interés  que  despertaba  el  tema  cuarto,  no  obstante  ser  el  más  adecua- 
do para  resoluciones  prácticas  y  referirse  á  un  problema  de  derecho,  no  ya 
internacional,  sino  supemacíonal  ó  humano,  á  la  policía  de  los  mares,  en  cuya 
superficie  se  corren  riesgos,  debidos  á  la  fuerza  incontrastable  de  la  naturaleza 
desencadenada  y  también  á  descuidos  cuya  previsión,  remedio  y  correctivo 
cae  bajo  la  e&fera  de  acción  de  los  jurisconsultos  y  de  los  Gobiernos.  Se  lim- 
pió el  mar  de  piratas;  se  sofocó  la  trata  de  negros  que  lo  infestaba;  se  con 
safrró  el  principio  del  respeto  á  la  propiedad  privada  en  loa  marea  por  juris 
consaltos  y  gobernantes;  se  establecieron  sistemas  de  señales  para  recoge 
observaciones  previsoras;  se  estudiaron  y  se  representaron  gráficamente  co 
rrientes,  bancos,  escollos,  cuyo  desconocimiento  hacia  temeraria  la  navega 
ción;  pero  aún  siguen  los  mares,  como  un  ogro  incansable,  devorando  pre' 
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ciosos  tesoros  de  existencias  humanas  y  enormes  caudales,  que  no  valoran 
exactamente  las  estadísticas,  cifrándolas,  sin  embargo^  en  proporciones  más 
bien  prog'i'esi vas  que  decrecientes. 

El  mar  nos  separa  y  hemos  de  recorrerle  forzosamente  para  traducir  en 
algo  más  que  en  una  fórmula  rctérica  principios  y  sentimientos  de  solidaii- 
dad  humana. 

Los  mares  son  un  medio  humano  que  pide,  no  ya  un  Derecho  internacio- 
nal, sino  universal.  En  los  mares  no  hay  soberanía,  sino  que  coexisten  todas 
las  naciones. 

Pasó  el  Sr.  Canalejas  á  examinar  la  importancia  del  transporte  en  el  co- 
mercio, marcando  los  caracteres  diferenciales  entre  el  transporte  terrestre  y 
el  transporte  marítimo  bajo  el  aspecto  jurídico,  y  encareció  el  extraordinario 
desarrollo  de  la  navegación  para  fines  comerciales  y  el  desenvolvimiento  que 
en  los  últimos  cuarenta  años  ha  conseguido  la  marina  mercante  de  vapor. 

Examinó  en  el  concepto  jurídico  el  choque  terrestre,  cuyas  consecuencias 
pueden  siempre  deducirse  con  arreglo  á  una  ley  territorial,  y  cuyos  orígenes 
y  efectos  son  fáciles  de  precisar,  y  el  choque  entre  buques  ocurrido  en  la 
mar,  donde  no  rige  ninguna  jurisdicción  especial;  conflicto  entre  organismos 
pertenecientes  á  diversas  nacionalidades  y  cuyas  causas  son  difíciles  de  pre- 
cisar. 

Los  choques  son  frecuentes  en  los  mares,  pues  aun  prescindiendo  de  los 
que  se  sustraen  á  las  menciones  de  las  estadísticas,  pasan  de  1.500  al  año, 
con  total  pérdida  de  200  buques,  de  muchas  vidas  y  riquezas. 

Expuso  el  orador  á  grandes  rasgos  la  historia  de  la  legislación  preventiva 
contra  toda  clase  de  riesgos  en  la  navegación,  y  principalmente  contra  los 
del  abordaje,  que  ha  de  remediarse  fijando  signos  y  reglas  para  determinar 
la  presencia,  situación,  rumbo  y  maniobra.de  los  buques.  Señaló  el  carácter 
embrionario  de  esta  legislación  preventiva  hasta  1831,  examinando  sucinta- 
mente la  legislación  inglesa,  los  reglamentos  de  Cristian  V,  las  ordenanzas 
de  Bilbao  de  1737,  nuestras  posteriores  ordenanzas  de  1793  y  las  inglesas  de 
1799.  A  partir  de  1832,  en  que  por  primera  vez  se  legisla  sobre  esta  materia, 
enumeró  el  Sr.  Canalejas  la  ley  de  1840  á  1844,  las  actas  del  Parlamento 
de  1846  y  1851,  el  reglamento  de  luces  de  1852,  copiado  por  España 
en  1858,  y  la  ley  de  1854,  que  rigió  hasta  1863,  en  que  las  dos  grandes  na- 
ciones marítimas  formaron  una  nueva  legislación,  aceptada  por  España  y  por 
otros  pueblos.  Bien  pronto  el  choque  de  Xa^  Atnazanay  el  Osprey  señaló  la 
oscuridad  del  término  vuelta  encontrada^  consignado  en  esta  ley;  y  el  des- 
arrollo de  la  marina  de  vapor  y  el  crecimiento  de  la  velocidad  aconsejaron 
reformas  que  aspiró  á  realizar  la  ley  de  1884. 

De  esta  rápida  exposición  histórica,  dedujo  el  Sr.  Canalejas  que  hasta  fecha 
muy  próxima  Inglaterra  legisló  y  las  demás  naciones  copiaron  sus  leyes  ó, 
como  España,  las  tradujeron  en  decretos.  El  desarrollo  del  poder  naval  de 
otras  naciones  exige  un  cambio  de  sistema  y  reclama  una  legislación  acorda« 
d~  en  Congresos  internacionales,  señalando  el  primer  paso  en  este  camino  la 
C  inferencia  de  Washington  de  1889,  á  que  asistieron  delegados  de  veintitrés 
n  dones. 

/apuntó  el  orador  una  somera  crítica  de  las  conclusiones  de  la  Conferen- 
c  ,  demostrando  con  citas  de  choques  y  de  sentencias  sobre  abordajes  re- 
c  ntes,  la  necesidad  de  introducir  reformas  acerca  de  las  señales,  de  los  tér- 
n  nos,  €  direcciones  opuestas  y  casi  opuestas,  >  de  los  grupos  de  buques  de 
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guerra  ó  de  pesca,  y  sobre  todo  del  vago  é  indefinido  precepto  de  la  relm' 
dad  moderada  aaÚtm^o  de  niebla,  para  todo  lo  cual  interesa  Jleg-ar  á  un  acuer- 
do entre  todas,  ó  al  meóos  entre  las  más  importantes  naciones  maritimas. 

Consagró  el  Sr,  Canalejas  parte  muy  principal  de  su  discurso  á  deteiminat 
las  lindes  que  separan  la  delincuencia  de  la  culpa  y  de  la  desgracia  irreme- 
diable ó  fortuita;  consignando  que,  si  no  se  llegan  á  establecer  criterios  acor- 
des para  definir  responsabilidades,  poco  se  conseguirá  estableciendo  reglas 
universales  para  determinar  las  consecuencias  de  esas  responsabilidades.  Fijó 
el  alcance  de  las  funciones  de  policía  ó  vigilancia  acerca  de  la  carga,  estado 
del  buque,  pericia  de  la  tripulación,  etc.,  estimando  que,  como  de  las  faltas 
de  policía  pueden  deducirse  danos  á  buques  de  todas  las  nacionalidades,  do 
debe  abandonarse  esto  al  criterio  soberano  é  independiente  de  cada  nación. 
Interesa  á  la  seguridad  de  los  mares  definir  con  criterio,  si  es  posible  univer- 
sal, las  lindes  que  separan  el  descuido  de  la  errónea  interpretación,  y  citó 
fallos  de  los  Tribunales  que  acreditan  que  descuidos  culpables  han  quedada 
impunes  é  interpretaciones  discretas  han  sido  castigadas  como  culpables,  ffi- 
sertó  después  el  orador  acerca  de  la  responsabilidad  del  dueño  del  buque  y 
de  las  sanciones  penales  impuestas  á  la  tripulación,  esforzándose  en  conside- 
rar saludables  los  rigores  del  Código  penal  italiano. 

El  establecimiento  de  un  tratado  internacional  para  decidir  sobre  la  res- 
ponsabilidad de  los  abordajes  fué  objeto  de  entusiastas  alegaciones  del  señor 
Canalejas,  quien  se  esforzó  en  demostrar  la  posibilidad  práctica  de  esta  so 
lución,  recordando  al  efecto  las  declaraciones  del  Congreso  de  París  de  i  S86, 
la  Conferencia  marítima  de  las  naciones  del  Norte  de  18S3,  los  Congresos  de 
Amberes,  Hamburgo  y  Bruselas,  el  proyecto  de  Riondel  de  1 8S4,  las  ins- 
tancias de  varias  Cámaras  de  comercio  de  Inglaterra  y  las  declaraciones  ofi- 
ciales de  Sir  Carlos  Hall  en  la  Conferencia  de  Washington  y  de  Sir  Roberto 
Morier  al  Gobierno  portugués  con  ocasión  de  un  célebre  y  reciente  abordaje. 

Señaló  el  Sr.  Canalejas  las  dificultades  gravísimas  que  hoy  se  ofrecen  en 
materia  de  jurisdicción,  presentando  casos  prácticos  que  revelan  verdaderas 
injusticias  y  concediendo  una  especial  atención  al  estudio  de  los  choques 
entre  el  Túndale  y  el  Ibarra,  el  Thames  y  el  Magdalena  Vicente,  el  Iscar  y 
una  draga  holandesa,  deduciendo  de  estos  hechos  que  Esparta  no  será  res- 
petada mientras  no  establezca  un  procedimiento  rápido  para  el  embaído 
preventivo  de  los  buques  daÜadores,  y  citó  el  caso  de  que  el  buque  espafi'l 
Peinera  fué  echado  á  pique  por  el  ¡Qglés  Ardenticnne,  el  cual,  declar:.ü  • 
culpable,  siguió  impunemente  su  tráfico  entre  Inglaterra  y  España,  hasta  que 
un  Tribunal  francés  le  detuvo  en  Marsella,  y  á  instancias  de  los  aseguradores 
le  obhgó  á  consignar  200.000  pesetas  para  garantir  el  cumplimiento  de  la 
sentencia  del  Tribunal  español. 

Enlazándolas  con  estas  ideas  expuso  el  orador  algunas  observaciones  acer- 
ca de  nuestra  legislación,  fijándose  especialmente  en  la  Real  orden  de  Sep- 
tiembre del  81,  que  atribuye  álos  Consejos  de  guerra  la  jurisdicción,  en  otro 
tiempo  ejercida  por  un  Jurado  técnico  de  pilotos  y  oficiales  de  Marina,  co- 
nociendo en  segunda  instancia  el  Supremo  de  Guerra  y  Marina,  con  lo  cual 
estima  el  Sr.  Canalejas  mermada  nuestra  autoridad  para  solicitar  leyes  y  Tri' 
bunales  uniformes,  puesto  que  somos  la  única  nación  que  somete  esos  hechos 
en  muchos  casos  á  Tribunales  y  procedimientos  exclusivamente  militares. 

Estudió,  clasificándolos  por  grupos,  los  diversos  criterios  sustentados  para 
fijar  la  responsabilidad  derivada  de  los  abordajes,  marcando  las  diferencian 
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esenciales  entre  los.Códigos  que  siguen  el  de  Napoleón  y  los  que  reproducen 
las  máximas  de  las  antiguas  legislaciones  marítimas. 

Apremiado  por  el  tiempo,  y  después  de  haberse  prolongado  el  término 
reglamentario,  por  acuerdo  unánime  del  Congreso,  pasó  á  examinar  el  se- 
iíor  Canalejas  el  importante  asunto  de  los  auxilios  prestados  en  la  mar,  que 
forma  parte  de  este  tema. 

Estableció  como  concepto  fundamental,  el  de  que  el  auxliio  constituye  un 
deber  que  necesita  la  sanción  de  las  leyes  penales,  y  expuso  cómo  en  otros 
órdenes  legales  de  la  vida  tienden  los  Códigos  modernos  á  ampliar  la  esfera 
de  la  asistencia  social  obligatoria. 

Entiende  que  el  auxilio  no  debe  limitarse  al  caso  de  abordar,  juzgando 
incompletos  los  acuerdos  de  la  Conferencia  de  Washing[ton,  asi  como  las 
leyes  novísimas  de  los  Estados  Unidos  de  América. 

Afirmó  que  no  ha  de  circunscribirse  este  deber  á  los  oficiales  y  tripulan- 
tes de  la  Marina  de  Guerra,  como  sucede  en  España:  aspira  á  que  á  todos 
los  hombres  de  mar  alcancen  las  responsabilidades  por  negativas  de  auxilios, 
y  atribiiye  carácter  apremiante  á  esta  necesidad,  recordando  que  el  crimen 
de  lesa  humanidad  que  supone  el  abandono  es  por  desgracia  muy  frecuente 
ea  los  abordajes. 

Para  robustecer  el  valor  teórico  de  sus  afirmaciones  hizo  una  rápida  reseña 
de  los  preceptos  contenidos  en  la  legislación  común  penal  y  en  las  leyes 
especiales  sobre  la  materia,  aplaudiendo  que  por  iniciativa  del  Delegado  es- 
pañol en  Washington  no  se  aceptara  como  precepto  obligatorio  para  todas 
las  naciones  el  concepto  anüjúridico  consignado  en  la  ley  inglesa  de  1873. 
Disertó  sobre  las  precauciones  necesarias  para  evitar  abusos  en  los  salva- 
mentos, y  expuso  algunos  conceptos  fundamentales  acerca  de  la  determina- 
ción de  las  recompensas  que  deben  premiar  los  salvamentos. 

Al  terminar  el  discurro  manifestó  que,  no  siéndole  posible  leer  ni  razonar 
ante  el  Congreso,  por  falta  de  tiempo,  sus  conclusiones,  las  someterla  á  la 
Comisión  correspondiente  para  que,  si  juzgaba  aprovechable  alguna  parte  de 
su  contenido,  lo  toma:a  en  cuenta. 


El  Sr.  Donoso  de  la  Campa  (D.  Marciano)  comenzó  diciendo  que  se  le 
imponía  el  deber  de  usar  de  la  palabra,  no  sólo  como  firmante  de  una  Memo- 
ria, sino  también  porque  el  fuero  de  Marina  habla  sido  atacado  y  le  era  pre- 
ciso salir  á  su  defensa. 

Dijo  que  00  tenfa  la  pretensión  de  dar  lecciones  al  Sr.  Canalejas,  cuando  de 
él  podría  recibirlas;  ni  atribuiría  al  Sr.  Canalejas  desconocimiento  de  las  dis- 
posiciones que  rigen  en  el  fuero  de  Marina,  si  bien  creía  que  no  se  habla  fija- 
do lo  bastante,  prometiéndose  que  rectificaría  sus  juicios  asi  que  se  detuviese 
á  reflexionar  sobre  las  manií estad on es  que  iba  á  hacer. 

No  es  mediante  una  simple  Real  orden  por  lo  que  se  conoce  en  el  orden 
criminal  por  el  fuero  de  Marina  en  lo  relativo  á  abordajes.  De  todo  delito 
cometido  en  el  mar  ha  conocido  constantemente  este  fuero  coa  arreglo  á 
las  Ordenanzas  de  la  Armada,  y  auuque  no  podamos  remontarlas  á  los  tiem- 
pos del  primer  Almirante  Ramón  de  Bonifsz,  es  notorio  que  no  era  ni  aun 
posible  que  entonces  conociera  ningún  otro  fuero.  Con  valientes  pescadores 
y  rudos  marinos  de  la  costa  de  Cantabria,  se  organizó  la  flota  de  aquellas 
pequeñas  embarcaciones  que  vinieron  á  constituir  la  primera  escuadra  cas- 


tellana  que  produjo  eficaz  auxilio  en  la  reconquista.  Ved,  aQadió,  aqodbi 
valientes  marinos  doblando  el  cabo  de  Fínisterrc,  atravesando  toda  la 
de  Portugal  y  mostrándose  esforzados  cuando  la  morisma  guarnecía  todas 
las  playas  desde  el  Algarbe  hasta  Murcia  en  el  territorio  ibero,  y  en  el  con 
tinentc  africano  sólo  dominaban  los  sectarios  de  Mahoma.  En  aquella  situa- 
ción díñcil,  batiendo  denodadamente  á  treinta  naves  marroquíes,  que  desde 
Tánger  llevaban  auxilios  y  refuerzos  á  los  sitiados  de  Sevilla,  limpiaron  el 
mar,  que  se  vio  libre  del  estandarte  verde  y  de  la  media  luna.  ¿Quién  kabía 
de  administrar  justicia  en  esa  resuelta  armada  más  que  su  Almirante  y  quie- 
nes á  sus  órdenes  llenarían  cumplidamente  la  misión  del  fuero  de  Marina!  Y 
aquí  cumplíale,  dijo,  recoger  algunas  de  las  ideas  que  suelen  emitirse  contra 
el  corso,  sin  el  cual  no  hubiera  sido  posible  el  sostenimiento  de  aquellos  cán- 
tabros en  las  aguas,  entonces  mahometanas,  de  Andalucía,  ni  acaso  se  hubiera 
logrado  la  toma  de  Sevilla,  que  facilitó  el  esforzado  Almirante  arriesgándose 
por  el  Guadalquivir,  luchando  con  los  agarenos  apostados  en  ambas  riberas, 
y  arremetiendo  intrépido  con  las  naves  de  Aviles  y  de  Larcdo  hasta  romper 
las  férreas  cadenas  que  impedían  el  paso,  colocándose  temerariamente  entre 
la  capital  de  la  Bética  y  su  arrabal  de  Triana,  consiguiendo  bloquearle  y  dan- 
do ocasión  á  la  entrada  en  la  ciudad  del  Santo  Rey  Fernando  111  al  frente  de 
los  guerreros  de  la  Cruz.  Sin  el  corso  acaso  la  obra  de  la  Reconquista  se  ha- 
bría prolongado  algunos  siglos  más. 

Si  las  Ordenanzas  de  la  Armada  mantuvieron  constantemente  la  acción  del 
fuero  de  Marina  para  perseguir  todo  delito  que  en  el  mar  se  cometiera,  eslo 
se  respetó  en  el  decreto  llamado  de  unificación  y  que  propiamente  fué  de  cer- 
cenamiento de  fueros;  inspirándose  en  este  decreto  del  Gobierno  provisional 
de  la  Nación  (expedido  c!  año  i&óS)  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  que 
por  su  fecha  de  ij  de  Septiembre  de  1870  denota  bien  á  las  claras  que  se 
confeccionó  en  tiempos  nada  sospechosos  para  quien  tenga  ideales  de  liber- 
tad y  se  inspire  en  la  doctrina  de  los  derechos  individuales. 

Para  amoldar  estas  reformas  en  el  fuero  de  Marina  se  dictaron  varias  dis- 
posiciones ministeriales,  llamándolas  asi  porque  no  todas  nacieron  en  tiempos 
que  hubiera  Rey,  ni  por  cierto  puede  sostenerse  que  todas  en  absoluto  guar- 
daran la  mayor  corrección.  No  puede  acusarse  de  incorrecta  la  disposición 
á  que  aludió  el  Sr,  Canalejas,  por  la  cual  se  estableció  la  manera  de  juzgar  liís 
delitos  cometidos  en  el  mar,  ni  hay  razón  para  que  cause  la  alarma  que  supo 
nía  el  Sr,  Canalejas  el  que  se  hablase  de  Consejos  de  guerra,  porque  bien 
sabido  era  que  este  nombre  viene  de  llamarse  de  guerra  la  Marina  militar, 
pnes  por  lo  demás  esos  Consejos,  que  propiamente  son  de  Marina  y  no  de 
guerra,  constituidos  están  por  oficiales  de  Marina;  como  marinos  sou  los  pi- 
lotos que  se  reúnen  en  junta  para  declarar  si  hubo  culpa  en  el  abordaje  >'  si 
esa  culpa  constituye  un  delito:  natural  es  que  el  delicucute  se  someta  á  la 
forma  de  juzgar  los  delitos  cometidos  en  el  mar. 

No  creía  que  el  Sr.  Canalejas  hubiera  tenido  deliberado  propósito  de  cen- 
surar, dados  los  términos  en  que  de  él  se  habla  ocupado,  al  Consejo  Supre- 
mo de  Guerra  y  Marina.  Notoria  es  su  afición  á  los  estudios  militares  y  s<i 
afecto  á  lo  jurídico -militar,  para  que  no  se  crea  que  la  indicación  que  había 
hecho  pudiera  envolver  un  ataque.  La  Sala  de  Mariua,  compuesta  de  siete 
individuos,  tiene  mayoría  de  los  pertenecientes  á  la  Armada,  habiendo  na 
Almirante,  dos  Contra-almirantes  y  un  Togado  de  Marina,  que  sobre  su  com- 
petencia profesional,  no  menor  á  la  de  los  demás  Abogados,  reúne  el  tesoro 
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de  experiencia  que  da  su  larga  carrera,  el  servicio  de  Fiscalías  y  Auditorías 
en  apostaderos  y  departamentos;  y  la  Sala  se  completa  con  otro  Togado  que 
del  Ejército  procede,  lo  mismo  que  del  Ejército  son  loa  restantes  Generales, 
procurándose  con  ello,  siguiendo  tradicionales  reglas,  allegar  el  concurso  de 
conocimientos  y  cuanto  puede  dar  lugar  á  desapasionada  é  inteligente  apre- 
ciación. / 

La  necesidad  de  ocuparse  de  este  incidente  le,  arrebataba  la  mayor  parte 
del  tiempo  reglamentario,  y  menester  era,  dijo,  que  entrase  resueltamente 
en  el  examen  del  tema  sobre  abordaje  y  auxilios,  teniendo  en  cuenta  que  lo 
que  en  realidad  se  buscaba  era  el  medio  de  hacer  efectivas  sus  consecuen- 
cias jurídicas. 

Si  convergen  los  pareceres  en  la  necesidad  de  que  se  uniforme  la  legisla- 
ción de  las  naciones,  y  si  otros  Congresos,  como  el  de  Amberes  y  el  de  Bru-. 
acias,  de  los  años  1885  y  1888,  han  aprobado  conclusiones  respecto  á  los 
puntos  en  que  pudiera  descansar  esa  uniformidad,  el  acordar  en  el  ibero- 
americano conclusiones  diferentes,  sólo  contribuiría  á  una  obra  semejante  á 
la  de  Penélope,  recordándonos  aquella  conseja  en  que  se  hace  figurar  á  un 
arquitecto  que  vende  el  alma  al  diablo  para  que  le  facilite  plano  y  auxilios  á 
fin  de  construir  la  más  admirable  de  las  catedrales,  arrepintiéndose  después 
el  arquitecto  de  la  venta  de  su  alma,  con  lo  que  sucedía  que  I9  edificado  por 
el  arquitecto  durante  el  día,  lo  destruía  el  diablo  por  la  noche. 

Por  eso  prescindió  de  examinar  si  lo  mejor  sería  atenerse  á  la  bandera  del 
buque  abordado,  ó  á  la  del  abordante,  ó  á  la  del  primer  puerto  de  llegada,  ó 
á  la  del  respectivo  puerto  de  abanderamiento,  ó  al  primer  puerto  donde  la 
demanda  se  presentase. 

Para  el  Sr.  Donoso  de  la  Campa  lo  mejor  es  lo  más  eficaz,  y  lo  más  eficaz 
la  adhesión  á  las  conclusiones  ya  aceptadas  por  representantes  de  distintas 
naciones  en  los  mencionados  Congresos. 

Aun  conseguida  la  uniformidad  de  legislación  en  las  diferentes  naciones, 
la  cuestión  de  competencia  podría  surgir,  como  surge  en  toda  clase  de  asun- 
tos, por  más  que  se  procure  el  mayor  cuidado  en  la  redacción  de  las  leyes 
interiores,  y  dígalo  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  que  constantemente  está 
decidiendo  conflictos  jurisdiccionales. 

En  la  Memoria  había  aceptado  en  principio  la  creación  de  un  Tribunal  inter- 
nacional que  resuelva  las  competencias,  sin  que  hubiera  dejado  de  exponer  las 
dificultades  para  conseguir  la  aceptación  de  ese  Tribunal,  porque  si  las  accio- 
nes civiles  han  de  derivarse  en  materia  de  ábcardajes  del  com:epto  de  culpa, 
y  ésta  ha  de  exigir  un  procedimiento  criminal,  se  presenta  la  cuestión  de  so- 
beranía que  las  diferentes  naciones  quieren  mantener  para  castigar  todo  de- 
lito que  se  cometa  allí  donde  tremola  la  bandera  de  la  patria,  y  cada  buque 
lleva  su  respectivo  pabellón. 

Había  indicado  también  como  punto  dificultoso  el  no  asentir  todas  las  na- 
ciones en  el  concepto  de  la  inviolabilidad  de  propiedad  privada  á  bordo  de 
buque  mercante;  siendo  precisamente  España  y  algunas  naciones  de  Améri- 
ca' las  que  se  han  negado  á  admitir  las  conclusiones  que  acerca  de  ello  se 
pactaron  en  París  el  año  1856,  con  adhesión  de  estos  Estados. 

Y  al  llegar  á  este  punto  cumplía  á  su  propósito  deslindar  lo  relativo  al 
corso,  entre  el  derecho  y  la  conveniencia. 

Planteada  la  cuestión  de  conveniencia  en  un  Congreso  militar,  se  podrá 
razonar  acerca  de  la  inutilidad  é  ineficacia  del  corso,  dados  los  adelantos  de 
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la  navegación  y  ateodidas  otras  consideraciones  de  importancia;  mas  en 
asunto  relacionado  con  el  ejercicio  de  las  armas.  Be  debe  declinar  siempre 
en  los  hombres  de  guerra  el  depurar  la  eficacia  de  los  elementos  de  com- 
bate. 

En  io  relativo  al  derecho,  mientras  nuestra  patria  no  renuncie  al  corso, 
tiene  derecho  á  ejercerle,  y  no  ha  de  negar  nunca  el  orador  que  con  derecho 
perfecto  vivió  del  corso  Vasco  de  Gama,  en  los  días  que  combatia  en  Mo- 
zambique y  Calicut,  no  pudiendo  calificársele  de  pirata,  como  tampoco  á 
Almeida,  al  gran  Alfonso  de  Alburquerque  y  á  tantos  otros  héroes  de  la  na- 
ción lusitana,  que  pasearon  triunfante  el  glorioso  estandarte  de  las  Quinas 
por  los  más  remotos  mares,  no  pudiendo  nunca  confundirse  á  estos  dignos 
hijos  del  noble  Portugal,  con  Vicente  de  Lodre  que,  abandonando  la  misión 
confiada  por  su  patria  y  comprometiendo  sagrada  representación,  se  apostó 
en  V.ís  inmediaciones  del  mar  Rojo  para  saquear,  pirateando,  á  buques  mer- 
cantes de  países  con  quienes  no  estaba  en  guerra. 

El  orador  entraría,  dijo,  en  lo  relativo  á  auxilios;  pero  como  se  hallaba  con- 
forme con  cuanto  acerca  de  ello  había  dicho  el  Sr.  Canalejas,  le  bastaba 
mostrar  bu  asentimiento  y  hacer  notar  que  desde  los  tiempos  más  remotos, 
desde  Jason  y  Ulises,  siempre  se  ha  ensalzado  al  que  auxilia  á  la  tripulación  de 
un  buque  averiado. 

El  ciistianismo  no  podía  permanecer  silencioso,  y  el  Papa  Pío  V  expidió 
bula  de  excomunión  contra  quien  no  prestase  auxilio  pudiendo  hacerlo. 

El  Sr,  Donoso  de  la  Campa  concluyó  diciendo  que  entonaría  un  himno, 
pero  que  enmudecía  al  recordar  los  acentos  de  Camocns  con  su  hra  de  oro 
y  perlas,  entonando  alabanzas  al  Rey  de  Meline  cuando  auxilió  á  Vasco  de 
Gama,  pues  ante  Camoens,  sólo  le  tocaba  callar  en  arrobamiento  y  éxtasis. 
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EXCMO.  SR.  D.  MANUEL  PEDREGAL 


SoD  las  relaciones  de  familia  base  cardinal,  sobre  la  cual  descansa  el  orden 
jurídico  de  las  sociedades  humanas,  y,  sin  embarg;o,  permanecen  envueltas 
en  un  mar  de  vaguedades  é  incertidumbres  laa  reglas  á  qne  debe  ajusUirse 
la  celebración  del  matrimonio  en  países  extranjeros:  impera  la  arbitrüiiL-dLid 
respecto  á  sus  condiciones  internas,  ó  á  la  ley  que  ha  de  regir,  para  jn '^;.ir 
de  la  validez  y  efectos  del  matrimonio,  subordinados  al  estado  y  á  la  ¡npni- 
dad  de  los  contrayentes;  y  no  es  raro  el  caso  de  que  el  consorcio  legitimo 
en  un  país  sea  reprobado  como  concubinato,  ó  tal  vez  penado  como  biga- 
mia en  la  nación,  ó  en  el  domicilio,  de  quienes  se  consideran  como  matidu  y 
mujer.  Más  de  una  vez  se  ha  escandalizado  la  conciencia  jurídica  de  los  pue- 
blos al  ver  cómo  personas,  unidas  por  vinculo  indisoluble  en  su  país,  qiiL-dan 
libres,  mediante  el  divorcio,  autorizado  por  leyes  extranjeras. 

No  es  compatible  tal  estado  de  anarquía  con  el  espíritu  de  la  moderna  ci- 
vilización. Hay  una  justicia  internacional  y  principios  que  la  determinan,  como 
existen  principios  y  leyes  que  rigen  en  cada  nación  la  vida  de  los  individuos 
y  las  colectividades.  La  ciencia  del  derecho  va  disipando  nubes,  que  ;intes 
oscurecían  el  campo  donde  se  mueven  las  sociedades  humanas. 

La  opinión  de  la  soberanía  del  Estado  no  consentía  dentro  de  su  tcrriiorio 
la  aplicación  de  las  leyes  extranjeras,  concepto  derivado  de  la  índole  de  la 
soberanía  en  los  tiempos  feudales,  daba  caracteres  de  arbitrariedad  al  régimen 
de  las  relaciones  que  constituyen  el  Derecho  internacional  privado.  Todavía 
en  la  práctica  se  invoca  como  fundamental  la  utilidad  recíproca,  la  corLcsia 
(comitas),  cual  si  pudiera  existir  una  rama  del  derecho  fuera  de  los  princi^iíus 
de  justicia. 

Hay  en  el  Derecho  internacional  privado  mucho  que  depende  de  nuestro 
consentimiento,  mucho  que  es  varío  y  modiücable,  por  estar  en  intima  re- 
lación con  las  creencias  religiosas,  con  la  naturaleza  del  territorio,  coil  los 
accidentes  de  la  historia  y  el  genio  de  las  razas;  pero  en  el  fondo  permanece 
siempre  lo  que,  siendo  humano,  arraiga  en  nuesüa  propia  esencia. 

Decía  Santo  Tomás  que  no  se  habla  establecido  el  derecho  de  gentes  con 
fnerza  obligatoria  {per  modum  pracepti),   y  sustentaba,  por  el  contrario,  el 
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eximio  doctor  Suárez  que  era  preceptivo,  fundándose  eo  que  toda  ley,  que 
dirige  las  acciones  humanas  es  obligatoria.  Merece  ser  notada  la  razón  prin- 
cipal en  que  apoyaba  su  juicio  el  gran  teólogo  y  jurisconsulto  espaBol. 
Raíio  (tuiem  hujuspartis  et}uris  est,  guia  kumetnum  gemís  qiianíumvis  in  va- 
rios populas  et  regna  divisum,  semper  kabetaÜquam  unitatem,  non  solum  spcci- 
ficam.  sed  eüam  quasi  poliiicam  et  moralem,  quam  indicat  natitrale  pr-aceptiim 
mtitui  amoris  et  misericordits,  qiiod  ad  omnes  extenditur,  eliam  extráñeos,  et 
cuJKScuvtque  nationis.  {De  Legibus  ac  de  Deo  Legislatore,— Pars  I,  1.  H, 
c.  XIX.)  Esos  preceptos,  que  sin  ser  promulgados  en  las  diversas  naciones, 
revisten  carácter  propiamente  obligatorio  y  rigen  las  acciones  humanas,  son 
fundamento  indestructible  del  Derecho  internacional. 

No  se  entienda  que  proclamamos  la  existencia  de  una  ley  ó  de  un  código 
único  para  todas  las  naciones.  No,  la  ley  es  varia  y  modificable,  por  razones 
secundarias.  Hay  diversidad  de  leyes  derivadas  de  principios  comunes,  por- 
que son  distintas  las  condiciones  de  vida,  mudables,  como  el  progreso  de 
los  pueblos,  en  que  se  divide  el  género  humano. 

El  problema  cardinal  del  Derecho  internacional  privado  consiste  en  deter- 
minar cuál  es  la  ley  aplicable  á  determinadas  relaciones  jurídicas.  En  unos 
casos  rige  la  ley  del  territorio,  en. donde  nace  ó  se  forma  la  relación  jurídica, 
sen  cual  fuere  la  nacionalidad  6  el  domicilió  de  las  personas  interesadas.  Ea 
otros  casos  es  la  \ty  personal,  la  de  la  nación  ó  del  domicilio  á  que  corres- 
ponden las  personas  entre  quienes  la  relación  jurídica  se  establece. 

Con  haber  progresado  grandemente  la  ciencia  del  derecho  en  esa  parte, 
son  muchas  las  dudaS  que  dificultan  en  la  práctica  la  aplicación  de  la  regla 
jtirídicaj  chocan  en  la  esfera  científica  las  opiniones  diversas,  que  se  localizan 
con  los  intereses  encontrados,  y  es  urgente  el  concierto  entre  los  Estados 
sobcr;mos,  para  que  dejen  de  ser  piedra  de  escándalo  las  diferencias  entre 
ciudadanos  de  diversas  naciones  ó  las  contiendas  con  motivo  de  los  conflictos 
diarios,  respecto  á  la  aplicación  de  las  leyes  de  unos  ú  otros  países. 

Muchos  convenios  y  tratados  celebraron  los  pueblos  civilÍKados  acerca  de 
los  intereses  colectivos  y  de  los  derechos  políticos.  Algunos  de  esos  trata- 
dos son  extensivos  á  determinados  derechos  civiles.  Pero  los  derechos  y 
deberes  de  familia,  el  matrimonio  que  se  celebra  en  país  distinto  de  la  nación 
á  que  pertenecen  los  contrayentes,  ó  uno  de  ellos,  y  el  divorcio  que  se 
rcali:í;i  en  identidad  de  condiciones,  piden  á  voces  un  concierto  entre  todas, 
las  naciones  civilizadas.  Por  muy  importantes  que  sean  los  tratadas  comer- 
ciales, el  convenio  postal,  la  unión  monetaria  y  la  protección  de  !a  Cruz  Roja, 
en  el  orden  mora!  son  de  alcance  superior  las  relaciones  de  familia,  más  ne- 
ce.sitaiias  que  ninguna  otra  institución  jurídica  de- la  estabilidad  y  respeto, 
que  tan  amenudo  faltan  al  matrimonio  y  al  divorcio  realizados  en  país  extran- 
jero, por  la  incertidumbre  en  que  estamos  respecto  á  la  ley  aplicable  en  casos- 
determinados. 

Vcíimos  cuáles  podrían  ser  las  bases  de  un  tratado  que  contuviera  reglas 
de  aplicación  universal  para  la  resolución  de  los  conflictos,  que  ocurren  con 
motivo  de  la  diversidad  de  leyes  que  en  los  distintos  pueblos  rigen  respecto 
al  matrimonio  y  al  divorcio. 
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Dos  puntos  capitales  se  ofrecen  á  nuestro  examen,  para  juzgar  de  las  con-  ,4;; 

diciones  de  validez  requeridas  en  el  matrimonio:  la  forma  en  que  éste  se 
haya  celebrado,  y  la  capacidad  de  los  contrayentes. 

Se  reconoce  generalmente  la  validez  del  matrimonio  celebrado  con  arre- 
glo á  las  formalidades,  ritos  ó  ceremonias  que  establece  la  ley  del  país  en 
donde  se  celebra  el  matrimonio,  haciendo  aplicación  del  aforismo  loccns  regit  -^ 

acium^  Es  natural,  y  aun  necesario  que  la  forma  de  toda  clase  de  actos,  en  :  :v 

que  intervengan  la  autoridad  ó  funcionarios  de  un  país  civilizado  se  ajusten 
á  las  condiciones  requeridas  en  el  lugar  donde  aquéllos  se  celebren.  Otra 
cosa  sería  imposible,  á  qo  ser  que  existan  pactos  que  autoricen  la  inge- 
rencia de  funcionarios  extranjeros,  como  sucede  en  algunos  países  de 
Oriente, 

Se  exceptúan  de  esa  regla  los  matrimonios  llamados  diplomáticos,  en  cuya 
celebración  intervienen  los  representantes  ó  cónsules  de  los  respectivos  paí- 
ses á  que  pertenecen  los  contrayentes. 

Pero  ocurren  dificultades  nacidas  de  las  relaciones  existentes  entre  la  Igle-  "} 

5ia  y  el  Estado,  que,  previstas,  suelen  quedar  sin  resolución  en  los  Códigos  "í 

modernos.  Esto  acontece  en  España,  cuyo  Código  civil  establece  que  los 
católicos  habrán  de  atenerse  á  las  disposiciones  de  la  Iglesia  católica  y  del 
Santo  Concilio  de  Trento  para  la  celebración  del  matrimonio.  Se  puede 
acreditar  la  existencia  del  casamiento  contraído  en  el  país  extranjero,  donde» 
no  hubiere  un  registro  regular  ó  auténtico,  por  cualquiera  de  los  medios  de 
prueba  admitidos  en  derecho  (art.  55);  pero  se  negaron  la  Comisión  y  el 
Gobierno  á  establecer  en  el  Código,  con  claridad,  si  es  ó  no  válido  el  matri- 
monio civil  que  con  arreglo  á  la  ley  escocesa,  por  ejemplo,  celebren  en  Es- 
cocia dos  españoles  que  profesen  la  religión  católica. 

Sabido  es  que  los  matrimonios  denomidados  Gretna  Green,  celebrados 
ante  dos  testigos,  verbalmente,  son  válidos  en  Inglaterra,  sin  embargo  de 
que,  para  burlar  las  disposiciones  de  la  ley  inglesa,  suelen  trasladarse  los 
ingleses  al  lugar  de  donde  el  matrimonio  toma  su  nombre,  celebran  allí  su 
matrimonio  sin  más  formalidad  que  la  expresión  del  consentimiento  mutuo 
ante  dos  testigos,  volviendo  los  contrayentes  perfectamente  casados  á  su  an- 
terior domicilio. 

El  respeto  que  merece  la  santidad  del  matrimonio  aconsejó  á  los  ingleses 
proceder  con  laudable  espíritu  de  tolerancia,  teniendo  por  válidos  los  casa- 
mientos que  verbalmente  y  ante  dos  testigos  celebren  los  ingleses  en  país 
extranjero,  si  esa  forma  es  legítima  jillí  donde  se  realiza  el  matrimonio.  Nues- 
tro Código  civil  requiere,  como  condición  de  validez,  que  sea  canónico  el 
matrimonio  entre  católicos,  sometiéndolo  en  absoluto  á  las  disposiciones  de 
la  Iglesia  rpmana.  Es  admisible  cualquier  miedo  de  prueba,  para  acreditar  la 
existencia  del  matrimonio,  celebrado  en  país  extranjero,  si  no  existiere  re- 
gistro civil,  como  lo  es  en  España,  ó  si  éste  hubiere  desaparecido,  ó  fuere  en 
parte  obstruido;  pero  el  mí\trimonio  entre  católicos,  para  ser  válido,  ha  de 
celebrarse  con  sujeción  á  las  disposiciones  de  la  Iglesia  católica. 

¡Cuánto  retrocedieron  nuestros  legisladores  en  esa  parte! 
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El  insigne  jurisconsulto  americano  Joseph  Story,  para  autorizar  su  opi- 
niói;  can  respetable  de  suyo,  invocaba  la  del  moralista  español  F.  Sánchez, 
que  figura  como  precusor  en  los  estudios  de  derecho  internacional  al  iado 
de  otros  grandes  pensadores  españoles  del  siglo  XVI.  Sostiene  Stor^',  de 
acuerdo  con  los  más  notables  jurisconsultos  contemporáneos,  qnc  para  de- 
clarar válido  ó  nulo  un  matrimonio,  se  ha  de  atender  á  la  ley  de!  país  en 
donde  se  haya  celebrado.  (Svck  marriages  shail  be good  or  noi  nccordingtethf 
¡itus  of  the  conntry  Where  tkey  are  celebraled. — Conflict  of  I.aws,  pág.  20i.} 
Esa  era  la  opinión  de  Sánchez,  refiriéndose,  por  supuesto,  á  la  forma  de  la 
celebración  del  matrimonio.  Aunque  era  teólogo,  y  teólogo  distinguidn,  no 
se  detuvo  F.  Sánchez  en  sutilezas  de  raciocinio  para  reconocer  que  el  matri- 
monio es  un  contrato,  respecto  del  cual  los  peregrinos  debían  obser\ar  las 
costumbres  y  estatutos  del  lugar  en  donde  lo  celebran.  Mas  aún:  tenia  por 
nulo  e!  matrimonio  celebrado  con  arreglo  al  Concilio  de  Trento,  aun  siendo 
ésta  la  ley  del  domicilio  de  los  contrayentes,  si  los  decretos  del  Concilio  no 
estaban  recibidos  como  ley  del  Estado  en  el  lugar  donde  se  formalizase  el 

matrimonio. { sois  leges  ¡oci  in  qiio  eontractus  celebratur  inspidutitur .  ÍJina 

anlt-m,  ubi  hoc  malrimonium  initur,  non  petit  eam  paroclii  eí  testium  solemni- 
fíiii-m  ad  matrimonii  valor em,  cum  ibi  decretum  Tridenlini  non  obligel.  Ea 
soletnnitas  adkibenda  est  quam  pelunt  legis  loci,  ubi  contraclus  ivihir;  cum  írgB 
loáis,  vbi  celcbratur  matnmonium,  ab  hh peregrinis  cxegat  solcmnitatem  Tri- 
dtiitini  in  eovigcntis;  aliter  contracUtm  nullum  erit) 

Hl  bien  público,  que  tanto  depende  de  la  claridad  en  las  leyes,  reclamaba 
gran  precisión  en  las  nuevas  disposiciones  del  Código  civil.  Se  pidió  que  la 
redacción  fuera  más  precisa,  y  desatendiendo  los  precedente?:  de  nuestra  lite- 
ratura jurídica  y  la  opinión  general  de  los  jurisconsultos  contemporáneos, 
qncdó  subordinada  nuestra  obra  legislativa  á  las  imposiciones  de  la  corte 
pontificia. 

VorXoÓKmis,  t\  Instituto  de  Derecho  intemaáúnal,  cuya  autoridad  en  el 
muiiilo  científico  es  de  gran  peso,  declaró  en  Heidelberg,  sesiones  6  y  7  de 
Septiembre  de  1887,  que  para  ser  válido  un  matrimonio  en  todas  partesfí 
m-i-,  siía  que  hayan  sido  observadas  las  formas  prescritas  por  la  ley  del  lugar 
en  donde  se  hubiere  celebrado. -A  título  de  excepción  se  recomendó  la  vali- 
de:! de  los  matrimonios  diplomáticos  y  consulares  cuando  los  dos  contra- 
yentes sean  del  país  á  que  corresponda  la  legación  ó  el  consalado  en  donde, 
con  arreglo  á  las  leyes  de  las  respectivas  naciones,  se  celebren  los  matri- 

Dice  Keenig,  con  razón,  que  cuando  el  matrimonio  entre  extranjeros  se 
celebra  en  la  embajada  de  su  nación,  el  acto  se  realiza  en  condiciones  de 
perfecta  regularidad,  porque  la  casa  del  embajador  disfruta  del  beneficio  de 
extraterritorialidad.  No  acontece  lo  mismo  cuando  el  matrimonio  se  celebra 
en  el  consulado,  que  no  goza  del  mismo  beneficio.  Entonces  surgen  dudas, 
que  dan  por  resultados  sensibles  declaraciones  de  nulidad  de  tales  ma- 
trimonios. 

La  ley  belga  tiene  por  válido  el  matrimonio  celebrado  en  país  extranjero 
ante  el  cónsul  de  Bélgica,  con  tal  que  sea  de  nación  belga  c\  futuro,  aunque 
la  mujer  sea  de  otro  país.  La  ley  alemana  es  más  espansiva,  pero  más  oca- 
sionada á  pleitos  de  nulidad,  facultando  á  los  cónsules  para  intervenir,  con 
autoiización  del  Canciller  del  Imperio,  en  la  celebración  del  matrimonio  efe 
una  alemana  con  hombre  extranjero.  Más  circunspecto  el  Instituto  de  Dere- 
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cho  internacional,  requiere  que  los  dos  contrayentes  sean  dei  mismo  país  á 
que  corresponda  la  embajada  ó  el  consulado.  Con  censurable  imprevisión, 
el  Código  civil  español  nada  dispone  acerca'  de  los  diferentes  casos  que 
pueden  ocurrir,  y  ocurren,  con  motivo  de  matrimonios  celebrados  en  el 
extranjero  entre  españoles,  ó  entre  españoles  y  extranjeros. 

Los  matrimonios  diplomáticos  y  consulares  constituyen  un  hecho  necesa- 
rio, que  no  puede  ser  regulado  separadamente  por  cada  uno  de  los  Estados 
soberanos,  dada  la  diversidad  de  tendencias  que  en  ellos  dominan.  Es  mate- 
ria que  debe  ser  objeto  de  convenios  internacionales.  Llegado  este  caso,  y 
atendiendo  á  que  la  mujer  sigue  siempre  la  condición  del  marido,  al  cónsul 
de  la  nación  át\  futuro  corresponde  autorizar  la  celebración  del  matrimonio. 

Al  tratar  de  la  capacidad  de  los  contrayentes,  es  necesario  resolver  prime- 
ramente las  cuestiones  que  surgen  con  motivo  de  la  determinación  de  la  ley 
que  se  haya  de  seguir  en  todo  lo  concerniente  á  las  condiciones  necesarias 
para  que  se  pueda  celebrar  el  matrimonio,  según  decía  con  la  precisión  que 
le  distingue  Rojín-Jacqüemyns,  Secretario  general  del  Instituto  de  Derecho 
internacional,  en  la  reunión  ó  sesión  de  Heidelberg,  y  examinar  después  cuál 
es  la  ley  que  debe  regir  en  cuanto  á  las  condiciones  de  validez  del  matrimo- 
nio, ó  sea  á  la  existencia  de  impedimentos  dirimentes. 

La  cuestión  que  en  esta  parte  más  divididos  trae  á  los  jurisconsultos  es  la 
relativa  al  estatuto  personal,  que  según. unos,  generalmente  los  de  Alemania, 
Inglaterra  y  Estados  Unidos,  és  la  ley  del  domicilio,  y  según  otros,  es  la  ley 
nacional,  llamada  también  de  origen.  Prevaleció  en  las  decfaraciones  que 
hizo  el  Instituto  de  Derecho  intemacioDal,  en  su  reunión  de  Oxford,  la  opi- 
nión tan  brillantemente  sostenida  por  los  jurisconsultos  italianos,  espedal- 
mente  por  Mancini,  á  la  vez  que  por  Laurent  y  otros  eminentes  publicistas. 
El  domicilio  no  imprime  el  carácter  de  permanencia  que  consigo  lleva  el 
sentimiento  dé  nacionalidad;  no  encarna  tan  íntimamente  en  la  persona  suje- 
to del  derecho;  y  es  variable  por  las  condiciones  propias  de  la  residencia, 
que  cambia  según  las  circunstancias  en  que  el  hombre  se  encuentra.  Hacer 
que  el  estado  y  capacidad  de  las  personas  dependan  de  lo  que  tan  mudable 
y  transitorio  es,  cuando,  para  dar  consistencia  y  estabilidad  á  las  cohdicio- 
ciones  propias  de  la  personalidad  en  el  orden  jurídico,  se  entiende  que  la  ley 
de  origen,  aquella  bajo  cuyo  amparg  se  formó  el  carácter  y  se  desarrolló  la 
conciencia  íntima,  nos  acompaña  como  necesaria  defensa  de  lo  que  es  esen- 
cial á  la  persona  humana,  el  estado  y  la  capacidad;  el  separamos  de  la  na- 
ción para  unimos  al  domicilio,  con  el  objeto  de  realizar  los  fines  indicados, 
implica  verdadera  contradicción.  La  ley  nacional  es  la  que  constituye  el  es- 
tatuto personal,  y  ésa,  la  ley  de  los  contrayentes,  es  la  regla  que  deben  te- 
ner presente  las  autoridades  ó  funcionarios  encargados  de  asistir  á  la  cele- 
bración del  nSatrimonio  y  los  Tribunales  á  quien  incumba  resolver  las  cues- 
tiones relativas  á  los  impedimentos  dirimentes. 

La  ley  local,  ó  sea  la  del  lugar  en  donde  se  celebra  el  matrimonio,  rige  lo 
concerniente  á  su  forma;  la  ley  de  origen,  la  de  los  contrayentes,  es  la  nor- 
ma para  juzgar  de  las  condiciones  requeridas  para  la  celebración  del  matri- 
monio y  de  las  causas  que  lo  invalidan.  Por  eso  importa,  ante  todo,  deter- 
minar cuándo  un  requisito  ó  circunstancia  afecta  á  la  forma  del  matrimonio, 
y  cuándo  influye  en  la  capacidad  de  las  personas  para  contratar.  Se  estima, 
por  ejemplo,  que  es  parte  de  la  ceremonia  matrimonial  el  consentimiento 
previo  de  los  padres,  ó  de  otras  personas  llamadas  á  dirigir  los  actos  de  los 
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pontrayentea,  cuando,  en  realidad,  más  parece  que  cl  consentimiento  de  los 
padres,  no  habiendo  llegado  los  hijos  á  la  mayor  edad,  es  requisito  para 
subsanar  la  falta  de  capacidad  de  éstos.  Pues,  según  se  considere  que  el  coa- 
sentimiento  de  los  padres  afecta  á  la  forma  del  matrimonio  ó  á  la  capacidad 
de  los  contrayentes,  se  aplicará  la  ley  local  6  el  estatuto  personal. 
'  Recuerda  Dicey  que  en  muchas  ocasiones  se  ha  lamentado  la  prensa  bri- 
tánica de  que  mujeres  inglesas,  casadas  en  Inglaterra  con  franceses,  prescin- 
diendo éstos  del  consentimiento  paterno,  que  es  innecesario  con  arreglo  á 
las  leyes  inglesas,  vieron  anulado  el  matrimonio  en  Francia,  de  conformidad 
con  las  leyes  de  este  país.  No  bastó  que  en  el  Parlamento  resonaran  cnér^- 
cas  protestas;  subsisten  ios  diferencias  fundamentales  que  rigen  en  Francia  y 
en  Inglaterra  las  relaciones  de  familia,  y  mientras  no  se  llegue  á  la  resolucióo 
de  estos  conflictos  por  medio  de  tratados  internacionales,  se  repetirán  los 
escándalos  de  que  mujeres  válidamente  casadas  en  su  nación,  sean  tenidas 
por  concubinas  ante  las  leyes  de  otros  países.  Nuestro  Código  civil,  o^a pro- 
hibe contraer  matrimonio  al  menor  de  edad  que  no  haya  obtenido  la  licen- 
cia, y  al  mayor  que  no  haya  solicitado  el  consejo  de  las  personas  á  quieaes 
corresponda  otorgarlo  (art.  45),  declara  con  buen  acuerdo  que  si,  apcsar  de 
tal  prohibibión,  se  celebrase  el  matrimonio,  prescindiendo  de  la  licencia  ó 
del  consejo  en  los  casos  respectivos,  será  válido  el  matrimonio  (art   50). 

Por  regla  general,  la  infracción  de  una  ley  prohibitiva  es  causa  de  nulidad; 
pero  no  es  el  matrimonio  contrato  que,  por  mero  respeto  á  la  ley,  se  pueda 
invalidar.  La  realidad  de  la  vida  impone  miramientos  superiores,  siempre 
que  en  el  estado  de  una  persona  se  realizan  cambios  que  afectan  profunda- 
mente á  las  condiciones  internas  de  la  vida;  el  retroceso,  la  vuelta  al  estado 
que  las  cosas  tenían  antes,  se  hace  imposible,  y  el  derecho  ha  de  ser  fiel  re- 
flejo de  la  vida  misma. 

No  sucede  con  la  edad  de  los  contrayentes  lo  mismo  que  con  la  licencia 
ó  consejos  de  los  padres.  La  falta  de  edad  obsta  al  perfeccionamiento  del 
contrato.  La  edad  requerida  ptor  !a  ley  nacional  de  cada  uno  de  ios  contra- 
yentes es  condición  esencial  para  la  existencia  del  matrimonio.  En  realidad 
es  más  propia  la  afirmación  de  no  haberse  celebrado  el  contrato  que  su  In 
ralidación,  sin  atender  para  nada  á  las  prescripciones  de  la  ley  local. 

Distinto  y  vario  es  el  criterio  que  suele  presidir  á  la  resolución  de  las  di- 
ficultades que  nacen  del  parentesco  y  de  la  afinidad.  Un  inglés,  por  ejem- 
plo, no  puede  contraer  matrimonio  con  la  hermana  de  su  difunta  mujer. 
Tampoco  es  permitido  que  el  extranjero,  viudo,  se  case  en  Inglaterra  coo 
una  cuHada  suya.  Pero  el  inglés,  viudo,  que  se  traslada  á  Suiza,  puede,  con 
arreglo  á  las  leyes  de  este  país,  según  afirma  Kcenig,  sabio  profesor  de  la 
Universidad  de  Berna,  contraer  matrimonio  con  una  cuñada.  Cita  el  caso 
como  curioso,  y  lo  es  en  realidad.  Entiende  igualmente  que  tal  matrimonio 
es  válido  en  Inglaterra.  En  cuanto  á  este  extremo,  se  equivoca  el  profesor 
Kcenig,  á  no  ser  que  el  inglés  se  hubiera  domiciliado  eo  Suiza,  antes  de  la  ce- 
lebración del  matrimonio. 

Los  impedimentos,  por  razón  de  parentesco  ó  de  afinidad  entre  los  contra- 
yentes, interesan  principalmente  alas  buenas  costumbres  y  afectan  á  la  ca- 
pacidad; de  donde  se  infiere  que,  tanto  la  ley  del  lug^r,  en  donde  se  celebra 
el  matrimonio,  como  la  ley  nacional,  deben  ser  tenidas  en  consideración. 

La  publicidad  del  matrimonio  es  condición  sustancial  para  la  validez  del 
matrimonio,  en  opinión  de  Rolin-Jacquemyns,  de  acuerdo   con   la  jurispni- 
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dencia  francesa,  á  diferencia  de  lo  que  opina  Bar,  eco  fiel  de  la  ciencia  ale- 
mana,  que  incluye  entre  las  cuestiones  de  pura  forma  la  relativa  á  la  publica- 
ción de  las  proclamas  ó  amonestaciones. 

La  clandestinidad,  por  si  sola,  no  es  causa  de  nulidad;  pero  se  debe  exigir 
la  publicidad  para  la  celebración  del  matrimonio  y  cumplir  todas  las  forma- 
lidades requeridas  por  la  ley  personal  de  los  contrayentes  y  por  la  ley  local. 
Con  el  objeto  de  evitar  que  las  leyes  sean  eludidas,  y  á  fin  de  que  se  co- 
nozca la  existencia  de  cuantos  impedimentos  se  opongan  al  matrimonio  antes 
de  su  celebración,  conviene  la  publicidad  en  el  lugar  de  origen  y  en  el  de 
domicilio,  dando  cumplimiento  además  á  la  ley  local,  por  lo  que  tiene  de 
formal  el  acto.  Celebrado  el  matrimonio  con  infracción  de  las  leyes  relativas 
á  su  publicidad,  se  podrá  exigir  la  responsabilidad  en  que  hayan  incurrido 
los  infractores  de  las  leyes;  mas  no  habría  razón  para  llegar  hasta  el  extremo 
de  anular  el  matrimonio  por  esa  causa  tan  sólo,  á  no  ser  que  la  ley  del  esta- 
tuto personal  lo  declarase  nulo,  empleando  injustificado  rigor. 

El  conocimiento  de  la  ley  extranjera  es  en  muchos  casos  factor  importante 
para  la  celebración  de  un  matrimonio  entre  extranjeros,  y  no  se  ha  de  exigir 
á  la  autoridad  local  ese  conocimiento,  ni  sería  tarea  fácil  en  ocasiones  el  cum- 
plimiento de  ese  requisito.  El  medio  más  apropiado  para  vencer  esa  dificul- 
tad se  ha  de  encontrar  en  la  n^ediación  de  las  autoridades  diplomáticas  y 
consulares,  á  quienes  se  debe  facultar  por  sus  respectivos  Gobiernos^  al  efec- 
to de  que  expidan  certificaciones  referentes  al  estado  y  capacidad  de  aquellos 
que,  siendo  del  país  representado  por  los  embajadores  ó  cónsules,  se  pro- 
pongan contraer  matrimonio  y  necesiten  acreditar  que  se  encuentran  en  las 
condiciones  requeridas  por  las  leyes  de  su  nación. 

Las  dispensas  que  respecto  de  algunos  impedimentos  se  otorgan,  ora  por 
la  autoridad  civil,  ora  por  la  autoridad  eclesiástica,  como  en  Espafia  cuando 
se  trata  de  un  matrimonio  canónico,  ofrecen  muchos  inconvenientes,  y  por 
eso  las  opiniones  aparecen  muy  divididas. 

Los  impedimentos,  que  no  se  dispensan  con  arreglo  á  la  ley  personal  de 
los  contrayentes,  son  obstáculo  insuperable  si  afectan  á  la  capacidad.  Los  re- 
lativos á  la  forma,  que  no  tienen  carácter  de  dirimentes,  pueden  ser  dispen- 
sados con  arreglo  á  la  ley  local,  sin  peligro  de  nulidad,  que  es  en  todo  caso 
lo  que  se  debe  tener  en  cuenta. 

Inclínase  Bar  á  la  opinión  de  que  sean  competentes  para  otorgar  las  dis- 
pensas, tanto  en  lo  concerniente  al  parentesco  como  á  la  licencia  ó  consejo 
de  los  padres  ó  tutores^  las  autoridades  del  lugar  donde  se  haya  de  celebrar 
el  matrimonio.  La  misma  opinión  sostiene  Kcenig.  Pero  no  están  llamadas  en 
mi  concepto  las  autoridades  locales  á  otorgar  por  vía  de  gracia  dispensas 
que  envuelvan  resoluciones  concernientes  al  estado  y  c«ipacidad  de  las  per- 
sonas. La  regla  que  se  haya  de  seguir  para  declarar  cuál  sea  la  autoridad 
competente  en  materia  d«  dispensas,  indicada  está  por  la  ley  ó  estatuto  apli- 
cable al  caso  de  la  dispensa.  ¿Se  trata  de  un  impedimento  que  se  refiera  á  la 
forma?  Pues  siendo  necesario  atender  á  lo  dispuesto  en  la  ley  de  la  localidad 
stra  determinar  la  forma,  compete  á  la  autoridad  local  la  dispensa.  Si  se 
ata  de  impedimentos  que  nazcan  del  parentesco  ó  de  la  licencia  paterna, 
\  la  ley  personal  la  que  se  debe  aplicar,  y  corresponde  su  dispensa  á  la  au- 
»ridad  nacional.  Parece  natural  que  para  la  dispensa  de  un  precepto  legal 
ean  competentes  las  autoridades  de  la  nación  regida  por  ese  precepto. 

La  parte  relativa  á  los  efectos  del  matrimonio  en  el  Derecho  internacional 
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aparece  envuelta  en  tales  coDtradicciones  y  vagfuedadcs,  que  se  cae  i 
tentación  de  repetir  con  Lautent  que  la  ciencia  del  Derecho  es  un  mar  de 
dudas.  La  espontaneidad  de  la  frase  con  que  siempre  expone  su  pensamien- 
to el  jurisconsulto  belg'a,  suele  ir  más  allá  de  la  intención.  Sin  embargo,  for- 
zoso es  reconocer  que  en  la  práctica  naufragan  amenudo  los  principios  de 
la  ciencia  jurídica,  cuando  se  trata  de  su  aplicación  á  los  diversos  actos  reali- 
zados por  alguno  de  los  miembros  de  una  familia  en  país  exti.injcro. 

íQué  efectos  surte  ei  matrimonio  con  relación  á  los  hijos  habidos  con  an- 
terioridad á  su  celebración?  O,  por  mejor  decir,  ¿cuál  es  la  ley  aplicable  te- 
niendo ya  hijos  \o&  futuros,  cuando  el  matrimonio  se  celebra  en  pais  extran- 
jero, ó  siendo  tan  sólo  extranjero  el  marido?  La  dificultad,  en  este  caso,  nace 
de  que  los  hijos  naturales  tienen  ya  un  estado  en  el  momento  de  contraer 
sus  padres  matrimonio,  estado  que  no  perderían  contra  su  voluntad  siendo 
mayores  de  edad.  Si  fuesen  suijuris  los  hijos  naturales,  según  su  ley  ó  es- 
tatuto personal,  y  por  virtud  del  subsiguiente  matrimonio  quedasen  legitima- 
dos con  arreglo  al  estatuto  personal  de!  padre,  (Cuál  sería  la  ley  aplicable, 
la  personal  del  hijo  ó  la  de!  padre?  Entiendo  que  la  del  hijo,  por  haber  ad- 
quirido éste  coD  anterioridad  al  matrimonio  de  sus  padres  un  estado  que  le 
atribuye  derechos  en  la  nación  de  origen,  y  esos  derechos  podiían  quedar 
mermados  con  el  cambio  de  estado.  Si  fuere  el  hijo  natural,  por  razón  del 
nacimiento,  de  nación  distinta  que  su  padre,  prevaleceda  el  estado  personal 
del  primero. 

I'or  !o  demás,  siguiendo  la  mujer  la  condición  de!  marido  y  ejerciendo  éste 
potestad  indiscutible  sobre  stis  hijos,  con  arreglo  á  las  leyes  de  todos  los 
pueblos  civilizados,  el  estatuto  personal  del  jefe  de  la  familia  será  la  ley  que 
hny.i  de  regir  en  todas  partes  las  relaciones  inlemas  de  ese  primordial  orga- 
maino  de  tas  sociedades  humanas, 

Pero  la  organización  de  la  familia  está  ínfimamente  ligada  con  el  interés 
piiblico,  con  el  buen  régimen  de  la  sociedad  en  general,  y  todos  los  habitan- 
tes de  un  territorio  deben  respetar  las  leyes  de  policía,  el  orden  publico  y 
las  buenas  costumbres.  Sabido  es  que  en  muchas  naciones  puede  el  marido 
emplear  medios  coercitivos  para  exigir  de  la  mujer  que  viva  en  el  domicilio 
conyuga],  llegando  hasta  el  extremo  de  la  corrección,  y  que  en  otras  nacio- 
nes, como  Bélgica,  no  puede  el  marido  hacer  uso  de  la  fuerza  contra  su  mu- 
jer. El  Código  civil  del  cantón  de  Zurich,  obra  principalmente  del  eminente 
Bluntschli,  dice  en  su  art.  588  que  la  mujer  debe  seguir  al  marido,  pero  que 
éste  no  puede  hacer  uso  de  la  fuerza  («turV  ti  n'esí  fias  permis  de  Py  coníram' 
dre  de  forcé).  <Sería  licito  á  un  español  retener  violentamente  á  su  mujer  en 
Zurich  dentro  del  domicilio  conyugal?  El  estatuto  personal  autori;;a  al  marido 
cspaiiol  para  empica^  medios  coercitivos,  sin  llegar  al  castigo,  con  el  objeto 
de  exigir  de  la  mujer  el  cumplimiento  del  art.  56  del  Código  civil;  pero  el 
empleo  de  la  fuerza  en  cualquiera  de  sus  formas  este  prohibido  en  el  cantón 
de  Zurich,  y  el  marido  español  no  podría  usar  de  medio  alguno  coercitivo. 
Lo  mismo  habría  sucedido  al  marido  inglés,  que  con  arreglo  á  su  common  i,ra) 
hubiera  intentado  sacar  á  su  mujer  en  España  al  mercado  público  con  una 
soga  al  cuello. 

l-;i  organización  de  la  familia  es  de  orden  público,  y,  si  hubiéramos  de 
atenernos  al  sentido  literal  de  la  frase,  las  relaciones  de  familia  se  regirían 
siempre  por  el  estatuto  territorial,  lo  cual  equivaldría  á  contradecir  en  lo 
principal  las  progresivas  disposiciones  de  los  Códigos  modernos,  que  decía- 
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ran  obligatorias  las  leyes  relativas  á  los  derechos  y  deberes  de  familia,  ó  al 
estado;  coDdición  y  capacidad  legal  de  las  personas,  aun  rcsidieodo  en  país 
extranjero.  Para  la  aplicación  de  los  estatutos,  en  relación  con  los  derechos 
y  deberes  de  familia,  se  debe  entender,  con  Laurcnt,  que  afectan  al  orden 
piiblico  los  actos  que  comprometen  el  interés  social,  no  los  que  correspoji- 
den  tan  sólo  al  orden  interior  de  la  familia. 

Lo  que  no  se  debe  perder  de  vista  es  que  el, poder  marital  y  la  patria  pn- 
testad,  respondiendo  en  todas  las  naciones  civilizadas  al  mismo  un,  represi  i 
tan  cosas  distintas,  en  cuanto  á  los  medios  de  realizarlo,  porque  predoiiiiii,i 
en  unos  pueblos  la  corrección,  siendo  entonces  legítimo  el  uso  moderado  ¡le 
la  fuerza,  y  en  otros  pueblos  se  otorg-a  el  poder  para  cumplir  deberes  Je 
protección  y  de  perfeccionamiento,  en  cuyo  caso  el  empleo  de  la  fiterza  no 
es  legitimo  sin  la  intervención  directa  de  la  autoridad  pública.  £1  interés  <i<f 
la  sociedad,  por  lo  que  tiene  de  penal  la  corrección,  autoriza  la  aplic^acii^ii 
del  estatuto  real,  para  impedir  el  empleo  de  correcciones  que  constituy.m 
ataques  á  la  libertad  ó  á  la  seguridad,  no  autorizados  por  la  ley  del  ten  i 
torio. 

Las  relaciones  de  familia,  en  cuanto  á  los  bienes,  se  rigen  por  la  ley  per- 
sonal del  marido.  Los' jurisconsultos  ingleses  y  americanos  sostienen  que  l.i 
ley  del  matrimonio  es  la  de!  lugar  en  donde  se  haya  celebrado,  sin  embaryu 
de  lo  cual  no  convalidan  el  matrimonio  contraído  por  ingleses  ó  americanas, 
conforme  á  la  ley  local,  si  uno  de  los  contrayentes  no  tuviese  capacidad  p:ii;i 
casarse,  con  arreglo  á  la  ley  personal 

Opone  gran  resistencia  la  preocupación  general,  en  cuanto  á  la  aplicación 
de  leyes  extranjeras,  que  se  tiene  erróneamente  por  contrario  á  la  soberana 
del  Estado,  y  se  da  caso  de  que,  admitiendo  como  principio  indiscutible  <.  1 
estatuto  personal  para  el  régimen  de  los  derechos  y  deberes  de  familia,  aun 
que  residan  marido  y  mujer  en  país  extranjero,  se  niega  el  principio  en  sus 
efectos  al  hacer  aplicación  de  la  ley  extranjera,  so  pretexto  de  que  ésta  no 
pueda  tener  fuerza  obligatoria.  Una  mujer  francesa,  por  ejemplo,  casada  con 
un  espaSol,  hipotecó  en  Francia  un  inmueble,  que  era  de  su  pertenenci;i, 
para  garantizar  el  cumplimiento  de  una  obligación  contraída  por  su  marido 
Era  nula  la  hipoteca,  con  arreglo  á  la  ley  española,  y  así  lo  declaró  el  Tribn 
nal  del  Sena  en  primera  instancia;  pero  interpuesta  apelación,  y  después 
en  casación,  se  declaró  que  era  inútil  la  discusión  de  la  ley  española,  porque 
el  art.  3.°  del  Código  civil  francés  dispone  que  los  inmuebles,  aun  los  poseí  - 
dos  por  extranjeros,  se  rigen  por  la  ley  francera.  Con  razón  impugna  severa- 
mente Laurent  esa  doctrina,  porque  la  cuestión  versaba  sobre  asunto  distintu 
del  régimen  de  los  inmuebles  en  Francia.' Tenia  por  objeto  la  declaración  de 
capacidad  ó  incapacidad  de  la  mujer  española  para  obligarse  solidariamente: 
con  su  marido,  ó  como  fiadora  de  éste,  y  esa  cuestión  debió  resolverse  por 
los  tribunales  franceses  con  arreglo  á  la  ley  española. 

Es  verdad  que  la  fórmula  empleada  por  los  Códigos  modernos  para  con- 
signar ese  principio  deja  mucho  que  desear.  Nuestro  Código  civil  dice:  «Líis 
leyes  relativas  á  los  derechos  y  deberes  de  familia,  ó  al  estado,  condición  y 
capacidad  legal  de  las  personas,  obligan  á  los  españoles,  aunque  residan  en 
país  extranjero, »  En  el  Código  español  se  deberla  reconocer  el  derecho  de 
los  extranjeros,  en  tales  casos,  á  regirse  por  su  ley  respectiva,  y  en  los  Có- 
digos extranjeros  reconocer  á  su  vez  idéntico  derecho  á  los  españoles.  El 
Código  del  cantón  de  Zurich,  que  es  un  modelo  de  redacción,  así  lo  estable- 


■  396  ■ 


1 

cantóa      1 


ce.  Dice  su  art.  ¡P:  <Las  relaciones  de  familia  cnttc  ciudadanos  del 
se  rigen  por  la  ley  de  su  lugar  de  origen, 

>Las  relaciones  de  familia  entre  extranjeros  residentes  en  el  cantón  se  rí^ 
por  la  \ty  del  Estado  á  que  pertenecen,  con  tal  que  esta  ley  asi  lo  prescriba.» 
Y  en  el  art.  6l  5  se  lleva  el  respeto  al  estatuto  personal  hasta  el  punto  de  dis- 
poner que  el  (régimen  matrimonial,  descrito  en  los  arts.  5S9  al  Ó04,  es  el 
régimen  legal  para  todos  los  que  se  encuentren  sujetos  á  la  jurisdicción  dd 
cantón  {ressortissants),  aunque  estén  domiciliados  fuera  de  él,  así  como  para 
los  extranjeros  que  residan  en  el  cantón,  en  tanto  que  la  ley  del  Estado  i 
que  éstos  pertenezcan  no  se  oponga  á  ello.i 

Esto  es  lo  que,  sin  vacilación,  se  debe  hacer  en  todos  los  Códigos  de  los 
pueblos  civilizados:  reconocer  el  derecho  del  extranjero  á  que  se  le  aplique 
la  ley  de  origen  en  todo  lo  relativo  á  su  estado  y  capacidad  y  al  régimen  de 
la  familia,  sin  perjuicio  de  la  autoridad  que  respectivamente  corresponde  i 
los  diversos  Estados,  soberanos  dentro  de  su  territorio  en  todo  lo  que  con- 
cierne al  orden  público  y  á  las  buenas  costumbres,  ó,  en  términos  más  gene- 
les,  al  interés  social. 

En  lo  tocante  al  régimen  económico  de  la  familia,  cuamJo  esta  cambia  de 
domicilio  ó  de  nacionalidad,  abandonando  el  paJs  de  origen,  se  habrá  de  te- 
ner en  consideración  qie,  por  virtud  del  matrimonio,  se  establecen  relaciones 
de  derecho  entre  marido  y  mujer,  que  ninguno  de  estos  puede  modificar 
contra  ia  voluntad  del  otro.  Tan  sólo  en  el  caso  deque  las  leyes  del  pais 
de  origen  fueran  incompatibles  con  el  interés  social  del  país  de  adopdón, 
cederían  los  intereses  ó  los  derechos  particulares  de  cualquiera  de  los  doi 
cónyuges  ante  el  interés  general  de  la  nación  adonde  se  hubieran  éstos  tras- 
ladado . 

Disuelto  el  matrimonio  por  muerte  de  uno  de  los  cónyuges,  puede  cam- 
biar de  nacionalidad  el  supérstíte  y  pasar  á  segundas  nupcias,  continuando 
los  hijos  que  hubiere  del  primer  matrimonio  en  íiu  país  de  origen,  ó  caminar 
éstos  de  nacionalidad  juntamente  con  e!  padre  ó  madre.  ¿Cuál  será  la  ley  apli- 
cable á  las  relaciones  patrimoniales  entre  el  cónyuge  supérstite  y  sus  hijos 
del  primer  matrimonio?  El  derecho  á  los  bienes  reservables,  su  garantía,  ó 
constitución  de  hipoteca,  se  regirán  por  las  leyes  del  país  de  origen.  Todas 
las  relaciones  jurídicas  directamente  nacidas  del  primer  matrimonio  entre  el 
cónyuge  sobreviviente  y  sus  hijos,  caen  bajo  la  acción  de  las  leyes  ó  del  es- 
tatuto personal  del  padre  de  éstos  al  tiempo  de  celebrar  el  primer  mati'imo- 
nio.  Los  derechos  creados  con  arreglo  á  una  ley  determinada  no  pueden  su- 
frir alteración  en  sus  condiciones  intrínsecas  por  nn  cambio  de  domicilio  Ó 
nacionalidad.  Se  requiere  una  de  las  causas  que  en  derecho  modifican  las  re- 
laciones jurídicas. 

En  cuanto  á  la  sucesión  hereditaria  del  cónyuge  que  pasó  á  segundas  nup- 
cias y  cambió  de  nacionalidad,  ó  respecto  de  quien  únicamente  ocurrió  esto 
último,  habrá  de  regir  la  ley  local,  porque  ya  no  se  trata  de  derechos  naci- 
dos del  primer  matrimonio,  sino  de  los  efectos  de  una  sucesión  abierta  b?io 
leyes  distintas  de  las  que  rigieron  el  contrato  matrimonial  y  sus  efectos. 
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El  divordo  en  el  Derecho  internacional  ofrece  tales  dificultades  y  conflic- 
tos, que  ni  por  medio  de  tratados,  mientras  las  ideas  y  las  costumbres  con- 
tinúen en  su  actual  situación,  se  encontrará  solución  al  conflicto  entre  las  di- 
versas leyes  de  los  países  que  componen  el  mundo  civilizado.  La  religión  en- 
tra en  primer  término  á  complicar  las  cuestiones  que  por  su  esencia  son  ó 
debieran  ser,  exclusivamente  jurídicas,  y  extrañas,  por  consiguiente,  á  toda 
creencia  religiosa.  Mientras  la  Iglesia  católica  condena  en  absoluto  el  divor- 
cio como  fuente  de  inmoralidad,  los  pueblos  protestantes  legislan  acerca  del 
divorcio  con  el  fin  t^e  extirpar  el  escándalo  y  la  inmoralidad  de  los  matrimo- 
nios divididos  por  la  disparidad  de  tendencias,  de  carácter  ó  de  propósitos 
entre  marido  y  mujer.  Para  unos,  el  divorcio  es  siempre  piedra  de  escándalo; 
para  otros  es,  como  la  amputación  de  un  miembro  enfermo,  remedio  contra 
la  gangrena  de  uniones  insostenibles. 

Como  punto  de  Derecho  internacional  privado,  no  cabe  dentro  de  los  lími- 
tes de  este  estudio  la  discusión  relativa  á  los  fundamentos  éticos  del  divorcio. 
Cuando  se  han  roto  los  vínculos  del  amor  y  la  unión  de  las  almas  desapare- 
ce, surgiendo  en  su  lugar  el  fuego  devorador  de  los  odios  íntimos,  si  el  sen- 
timiento del  deber  y  el  sacrificio  personal  no  se  sobreponen  á  los  encendi- 
dos movimientos  de  la  pasión,  la  separación  será  un  hecho  irremediable  y  el 
divorcio  tomará  entonces  el  carácter  de  medio  reconstituyente  de  las  fuerzas 
morales,  debilitadas  en  el  seno  de  un  matrimonio  desmoralizado. 

Pero  no  se  trata  de  dar  unidad  á  los  pensamientos  discordantes  ni  de  so- 
meter á  un  dogma  las  Iglesias  infalibles.  Existe  diversidad  en  las  leyes  como 
resultado  de  las  profundas  diferencias  que  separan  unos  de  otros  á  los  indi- 
viduos y  á  los  pueblos  ¿Cómo  se  resuelve  el  conflicto  entre  esa3  contradic- 
torias leyes?  ¿Cómo  se  evita  que  el  divorcio  decretado  con  arreglo  á  las  leyes 
de  un  país  carezca  de  valor  legal  en  otros  países?  ¿Cómo  se  impide  que  los 
hijos  legítimos  en  Inglaterra  sean  adulterinos  en  Francia,  y  que  los  derechos 
hereditarios  según  la  ley  belga  sean  desconocidos  por  la  ley  española?  La 
misión  del  Derecho  internaci-^nal,  eminentemente  civilizadora,  tiene  por  fin 
principal  la  resolución  de  tales  conflictos  que  perturban  en  gran  manera  el 
orden  jurídico.  Coopera,  sin  duda,  á  la  unificación  del  derecho  en  sus  prin- 
cipios fundamentales;  pero  no  es  eso  lo  que  se  propone  la  ciencia,  más  que 
el  legislador,  enfrente  de  los  conflictos  entre  las  leyes  de  los  diversos  Es- 
tados, sino  llegar  á  una  solución  que,  respetando  de  un  lado  hechos  que 
constituyen  uno  de  los  aspectos  de  la  vida,  sembrada  de  contradicciones, 
mantenga  por  otro  lado  el  derecho  de  cada  uno  á  vivir  según  la  ley  propia 
del  caso. 

Considerado  por  algunos  el  matrimonio  como  un  contrato  ordinario,  sos- 
túvose que  et  lugar  de  la  celebración  del  matrimonio  era,  como  diría  Savigny , 
el  lugar  ó  asiento  de  las  relaciones  jurídicas  derivadas  del  divorcio.  Story 
expuso  extensamente  las  doctrinas  reinantes  en  su  tiempo,  admitiendo  como 
indiscutible  que  la  jurisprudencia  del  lugar  en  donde  se  celebra  el  matrimo- 
nio y  en  donde  á  la  vez  están  domiciliados  los  cónyuges,  rige  las  relaciones 
de  familia,  y  por  consiguiente  las  del  divorcio.  La  dificultad  se  presenta  ro 


I 


P'vi 


j 


'^ 


% 


-.  '4'l 


■  » 

'  ' ''. 


-   39»  - 

deada  de  cuestiones  embarazosas,  decía  Story,  cuando  son  distintos  el  do- 
micyio  y  el  lugar  del  contrato.  Entonces  la  diferencia  de  criterio  en  los  tri- 
bunales puso  de  manifiesto  la  falsa  situación  en  que  todos  se  habían  colocado. 
La  teoría,  que  hacía  depender  la  ley  aplicable  al  caso  del  lugar  en  que  se 
celebraba  el  contrato,  va  quedando  abandonada  al  olvido. 

La  determinación  del  lugar  propio  de  la  relación  jurídica,  que  Savigny 
defendió  con  ardor  como  solución  única  enfrente  de  la  insostenible  doctrina 
de  los  estatutos,  según  la  entendían  los  glosadores,  aparecía  bajo  la  pluma 
de  tan  egregio  jurisconsulto  con  los  prestigios  de  la  novedad  y  de  una  pro- 
funda concepción;  pero  en  realidad  carecía  de  base,  y  quedó,  con  aplicación 
al  divorcio,  reducida  esa  teoría  á  la  ley  del  domicilio,  que  es  la  sostenida  hoy 
por  Bar  y  la  mayor  parte  de  los  jurisconsultos  alemanes,  ingleses  y  norte- 
americanos. 

Entiende  Bar  que  el  divorcio  está  sujeto  á  la  ley  del  domicilio  de  los  cón- 
yuges, ó  sea  del  domicilio  matrimonial,  que  es  el  del  marido,  y  añade  que  si 
bien  el  matrimonio  descansa  sóbrela  intención  de  partes^  ó  personas,  privadas^ 
es  una  institución  de  derecho  píMico^  y  que  marido  y  mujer  están  sujetos  al 
derecho  público  {jus  publicurh)  del  lugar  en  donde  tienen  su  domicilio.  Pare- 
ce, bajo  cierto  aspecto,  que  la  ley  aplicable  es,  en  opinión  de  Bar,  la  del 
estatuto  real,  la  del  lugar  en  donde  tienen  fija  los  cónyuges  su  residencia; 
pero  como  ésta  es  variable,  como  depende  de  la  voluntad  del  marido,  es 
tenida  la  ley  por  personal  con  todos  los  inconvenientes  de  la  movilidad  á  que 
está  subordinado  el  domicilio  de  las  personas. 

Se  confunde  amenudo  la  competencia  ó  jurisdicción  para  conocer  en  las 
causas  de  divorcio,  con  la  ley  en  que  se  debe  fundar  la  resolución,  y  es  ne- 
cesario distinguir  entre  lo  uno  y  lo  otro.  El  juez  del  lugar,  en  donde  tiene  fija 
su  residencia  el  matrimonio,  entiende  en  el  pleito  de  divorcio  promovido 
entre  extranjeros,  porque  la  administración  de  justicia  es  un  deber  del  Es- 
tado respecto  de  todos  los  que  se  encuentran  bajo  su  jurisdicción.  Consti- 
tuye, además,  un  deber  la  administración  de  justicia  á  propios  y  extraños, 
porque  ésta  es  condición  necesaria  para  la  vida  del  derecho  y  para  el  soste- 
nimiento del  orden  público,  fines  primordiales  que  se  imponen  á  todo  poder 
soberano.  Pero  la  ley  aplicable  al  caso  será  ó  no  la  del  lugar  ó  nación  en 
que  se  administra  justicia,  según  la  índole  de  las  relaciones  jurídicas  que  en- 
trañe la  cuestión. 

En  Inglaterra,  antes  de  1858,  tan  sólo  el  Parlamento  tenía  competencia 
para  conocer  en  los  pleitos  de  divorcio  Era  la  Cámara  de  los  lores,  y  aún  con- 
serva ese  carácter  dentro  de  límites  muy  reducidos,  alto  tribunal  y  miembro 
del  Poder  legislativo,  y  los  divorcios  se  decretaban  por  medio  de  leyes,  que 
tenían  forma  de  sentencia.  De  ahí  el  que  se  tuviera  por  nula  la  sentencia  de 
divorcio,  pronunciada  en  el  extranjero,  respecto  de  un  matrimonio.  En  la 
práctica  era  indisoluble  el  matrimonio  inglés,  fuera  de  Inglaterra.  Desde  1858, 
en  cuya  fecha  se  instituyó  un  tribunal  especial  para  los  divorcios,  no  sólo  es 
disoluble  el  matrimonio,  sino  que  el  tribunal  del  domicilio  en  el  Reino  Unido, 
ó  en  el  extranjero,  es  competente  para  conocer  en  pleitos  de  esa  índole, 
aplicando,  por  supuesto,  la  ley  inglesa. 

Eran  frecuentes  los  conflictos  entre  las  leyes  de  Inglaterra  y  Escocia  con 
motivo  de  los  divorcios  de  matrimonios  ingleses  decretados  en  este  país, 
considerado,  para  el  caso  como  extranjero. 

En  Escocia  se  rige  el  matrimonio  por  el  estatuto  real;  y  así  como  basta  la 
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residencia  de  pocos  días  para  casarse  verbalmente  en  Gretna-Green^  se  de- 
clara el  divorcio  entre  extranjeros  con  igual  facilidad.  Los  inconvenientes 
aparecieron  muy  de  relieve  en  el  conocido  Lolley^s  Case.  Lqs  jueces  de  Es 
cocia  estimaron  un  divorcio  solicitado  por  Mr.  LoUey,  inglés,  que  en  su  país 
había  celebrado  matrimonio  con  mujer  inglesa,  y  contrajo,  después  del  di- 
vorcio, segundo  matrimonio  en  Inglaterra.  Los  jueces  ingleses  le  tuvieron 
por  bigamo,  entretanto  que  los  jueces  de  Escocia,  manteniendo  su  jurisdic- 
ción, continuaron  disolviendo  matrimonios  ingleses.  Casos  idénticos  se  vie- 
nen repitiendo  en  otras  naciones. 

La  raíz  del  mal  está  en  la  discordancia  acerca  del  carácter  que  ostentan  las 
relaciones  jurídicas  creadas  por  el  matrimonio,  que  es  una  institución  de  de* 
recho  privado,  aunque  trascienda  por  sus  efectos,  como  todas  las  insti- 
tuciones que  se  forman  y  viven  en  el  seno  de  la  sociedad,  al  orden  públi- 
co. Afecta  esencialmente  el  matrimonio,  lo  mismo  que  el  divorcio,  al  es« 
tado  y  capacidad  de  los  cónyuges,  y  el  estatuto  personal,  que  rige  las  re- 
laciones de  familia,  se  debe  aplicar  al  caso  de  disolución  ó  subsistencia  del 
matrimonio  extranjero. 

En  buen  hora  que  sea  juez  competente  para  conocer  de  una  demanda  de 
divorcio  el  del  domicilio  matrimonial,  no  el  de  la  mera  residencia;  que  se  pro- 
ceda en  la  sustanciación  del  juicio  con  sujeción  estricta  á  la  ley  local,  porque 
los  actos  se  realizan  con  arreglo  á  lo  establecido  en  el  lugar  donde  revisten 
forma  legal:  locus  regitactum,  Pero  los  principios  que  han  de  servir  de  base  á 
la  resolución  judicial  no  pueden  ser  distintos  de  aquellos  en  que  encama  la 
relación  jurídica  objeto  de  la  controversia,  siempre  que  se  trate  de  asunto 
concerniente  al  estado  y  capacidad  de  las  personas.  Negar  esta  doctrina  se- 
ría tanto  como  rechazar  los  fundanáentos  del  Derecho  internacional  privado. 

Verdad  es  que  se  antepone  el  interés  social  al  derecho  ó  al  interés  priva- 
do, y  que,  estimando  el  divorcio  como  suprema  necesidad  para  restablecer 
el  orden  social  «perturbado,  según  unos,  ó  condenándolo  como  piedra  de  es- 
cándalo y  contrario  á  las  buenas  costumbres,  según  otros,  se  decreta  ó  se  re- 
chaza el  divorcio,  invocando  el  interés  primordial  del  orden  público  ó  de  las 
buenas  costumbres,  y  prescindiendo  del  estatuto  personal. 

Pero  ¿hay  escándalo  mayor,  perturbación  más  honda  del  orden  social  que  el 
divorcio,  válido  con  arreglo  alas  leyes  del  país  en  que  fué  estimado,  nulo  según 
las  leyes  de  la  nación  á  que  pertenecen  los  cónyuges?  <Hay  algo  que  desmo- 
ralice tanto  como  el  segundo  matrimonio,  tenido  por  legítimo  en  un  Estado 
y  condenado  como  delito  de  bigamia  en  la  nación  vecina?  ¿Es  edificante  el 
matrimonio  cuya  disolución  reclaman  las  leyes  y  costumbres  del  país  en  d Du- 
de nacieron  y  vivieron*  marido  y  mujer,  sostenido,  sin  embargo,  en  la  nación 
adonde  se  trasladara  el  marido  con  el  objeto  de  eludir  el  cumplimiento  de  la 
ley  personal?  Tal  estado  de  violencia  en  las  relaciones  de  familia  pugnan  con 
los  sentimientos  de  honor,  con  el  verdadero  interés  social  de  los  modernos 
pueblos. 

Existe  una  solución,  esencialmente  jurídica,  para  todos  esos  problemas. 
Las  leyes  relativas  al  estado  y  capacidad  constituyen  la  garantía  de  la  per- 
sonalidad en  el  orden  jurídico,  y  siguen  á  la  persona,  cualquiera  que  sea  el 
lugar  en  que  se  encuentre.  El  hombre  es  capaz  ó  incapaz,  mayor  ó  menor  de 
edad,  casado  ó  soltero,  según  las  leyes  de  su  nación.  No  se  modifica  la  per- 
sonalidad en  sus  condiciones  jurídicas  al  traspasar  la  frontera.  Este  es  uno  de 
los  principios  fundamentales  del  derecho,  en  lo  que  tiene  de  universal. 
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Con  aplicar,  pues,  la  ley  personal  á  los  casos  de  divorcio,  respetando  la 
indisolubilidad  del  matrimonio  cuando  sea  indisoluble  por  virtud  del  estatuto 
personal,  administrando  justicia  al  que  solicite  la  declaración  de  divorcio  coa 
artcgto  á  su  ley  personal,  aunque  el  estatuto  real  no  consienta  la  disoludóa 
del  vínculo  conyugal,  se  restablecerá  la  paz  en  esta  parte  interesantísima  de 
las  relaciones  jurídicas  en  la  familia. 

Aparte  la  gravísima  dificultad  que  presenta  la  diversidad  de  creencias  re- 
ligiosas, existen  diferencias  de  carácter  jurídico,  principalmente  en  la  doctri- 
na anglo- americana  y  la  generalmente  seguida  en  el  continente  europeo, 
que  no  desaparecerá  como  oo  sea  por  medio  de  tratados  internacionales.  Es 
opinión  común  entre  los  jurisconsultos  ingleses  y  norteamericanos  que  el  di- 
vorcio se  rige  por  la  ley  del  lugar  en  donde  el  matrimonio  se  haya  celebra- 
do. El  trabajo  lento  de  la  disensión  científica  va  minando  ó  minó  ya  la  base 
de  esa  doctrina,  pues  no  cabe  desconocer  la  poderosa  influencia  que  los  ju- 
risconsultos italianos,  principalmente  vienen  ejerciendo  en  el  sentido  de  que 
el  estatuto  personal  tiene  por  fundamento  la  ley  nacional  de  las  personas  in- 
teresadas, y  á  esta  ley  habrá  de  referirse  toda  solución  que  se  adopte  por 
medio  de  tratados  internacionales  para  resolver  los  conflictos  que  surjan  en 
los  casos  de  divorcio  intentado  en  país  extranjero. 

La  misma  ley  nacional  ó  estatuto  personal  que  sirve  de  regla  para  decla- 
rar e!  divoreio  debe  regir  !a  distribución  y  entrega  de  bienes  entre  los  cón- 
yuges y  las  relaciones  de  los  padres  con  sus  hijos.  La  alimentación  de  éstos, 
su  educación  y  tutela  nacen  ó  se  derivan  del  matrimonio;  y  aunque  éste  se 
disuelva,  subsisten  relaciones  de  familia  entre  padres  c  hijos  que  deben  ser 
dirigidas  por  la  ley  de  origen. 

Un  gran  jurisconsulto,  aquel  á  quien  más  debe  la  ciencia  del  derecho  ea 
los  presentes  tiempos,  Laurent,  sostiene  que  el  estatuto  real  es  aplicable  á 
las  relaciones  de  familia  entre  padres  é  hijos,  porque  el  interés  de  la  socie 
dad  en  que  el  padre  eduque  á  sus  hijos,  perfeccione  au  instrucción  y  cumpla 
todos  los  deberes  que  le  impone  la  patria  potestad,  es  de  orden  superior  al 
derecho  y  a)  interés  personal  del  jefe  de  la  familia. 

Este  es  el  título,  en  verdad,  con  que  el  Estado  se  ingiere  en  el  seno  de 
las  familias,  siempre  que,  con  el  objeto  de  hacer  efectiva  la  enseñanza,  em- 
plea medios  coercitivos  para  que  el  padre  realice  ese  fin  jurídico  respecto  de 
sus  hijos.  Se  espera  más  del  Estado  que  de  la  acción  social,  sin  atenderá 
que  son  muy  complejos  los  medios  que  la  sociedad  pone  en  juego  para  cum- 
plir todos  los  fines  de  la  vida,  y  se  corre  ti  peligro  de  chocar  con  graves  in- 
convenientes, en  el  orden  económico,  ora  enervando  las  energías  morales, 
ora  creando  serias  perturbaciones  en  el  movimiento  interno  de  la  familia  y 
de  la  sociedad,  cuando  en  detrimento  de  la  espontaneidad  individual  se 
agranda  la  intervención  del  Estado  por  superiores  raíoncs  de  Ínteres  social. 
Ese  camino  nos  conduciría  á  la  negación  del  estatuto  personal,  porque  indi- 
rectamente va  envuelto  siempre  el  interés  social  en  el  ejercicio  de  los  dere- 
chos particulares.  El  interés  social  que  justifica  la  intervención  directa  del 
Estado  y  la  aplicación,  por  tanto,  del  estatuto  real,  en  pugna  con  el  estatuto 
personal,  es  el  interés  colectivo  de  la  sociedad,  tomada  como  organismo  su- 
perior álos  organismos  en  ella  contenidos.  Con  tales  procedimientos,  la  ab- 
sorción del  individuo  por  el  Estado  es  siempre  de  temer. 

Resumiendo:  la  forma  ó  solemnidades,  que  hayan  de  concurrir  en  la  cele- 
bración del  matrimonio,  serán  las  del  lugar  en  donde  éste  se  realice. 
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El  estado  y  capacidad  de  las  personas  se  determinarán  con  arreglo  á  la 
ley  nacional  de  los  futuros  cónyuges. 

Asimismo  las  relaciones  de  familia  entre  marido  y  mujer  y  entre  padres  é 
hijos  se  regirán  por  la  ley  ó  estatuto  personal  del  marido:  es  su  estatuto  per- 
sonal la  ley  de  la  nación  á  que  él  pertenece. 

Cuando  se  opone  á  la  aplicación  del  estatuto  personal  un  interés  de  orden 
superior,  que  se  relacione  con  el  derecho  público,  con  el  bienestar  de  la  so- 
ciedad, ó  con  las  buenas  costumbres,  prevalecerá  el  estatuto  real,  es  á  saber, 
la  ley  del  territorio. 

La  competencia  para  conocer  en  los  pleitos  de  divorcio  corresponde  á  los 
jueces  del  domicilio  matrimonial. 

La  ley  aplicable,  para  juzgar  de  la  procedencia  del  divorcio,  y  de  las  cau- 
sas que  lo  motiven  es  el  estatuto  personal  de  los  cónyuges,  salvando  siem- 
pre el  caso  de  que  se  opongan  las  buenas  costumbres  ó  el  orden  público  del 
lugar;  entonces  se  aplicará  el  estatuto  real. 
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ySESrÓN    DEL    DÍA    5    DE    JMOVXBMBRB    DE    1892 


Presidente. 


Excmo,  Sr.  D.  Antonio  Flores. 


Secretarios. 

Sr.  D.  José  Maluquer  y  Salvador. 

Sr.  D.  Adolfo  Morís  y  Fernández  Vallín. 


Intervinieron  en  el  debate  los  señores  siguientes: 

Sr.  D*  Cristóbal  Botella,  Bibliotecario  de  la  Real  Academia  de  Jurispru- 
dencia y  Legislación. 

Sr.  D.  Juan  Alvarado,  Delegado  del  Ilustre  Colegio  de  Abogados  de  Las 
Palmas. 

Sr.  D.  Luis  Díaz  Cobena,  Delegado  del  Ministerio  de  la  Gobernación  (i). 

Ilrao.  Sr.  D.  Gumersindo  Azcárate,  Vocal  de  la  Comisióa  organizadora 
del  Congreso. 

Sr.  D.  Vicente  Olivares  Biec,  Delegado  del  Ministerio  de  la  Gobernación. 


Fueron  designados  para  formar  la  Coinisión  encargada  de  redactar  las 
conclusiones  relativas  al  tema  quinto  los  $eñores  siguientes: 
Sr.  D.  Francisco  L.  de  la  Barra. 
Sr.  D.  Joaquín  Fernández  Prida. 
limo.  Sr.  D.  Guillermo  B.  RoUand. 
Excmo.  Sr.  D.  Faustino  Rodríguez  San  Pedro, 
limo.  Sr.  D.  Melchor  Salva. 


El  Sr.  D.  José  Maluquer  y  Salvador-  dijo  que  el  Sr.  Flores  ponía  á  dis- 
posición de  los  señores  congresistas  una  Memoria  acerca  de  la  naturalización 
tn  los  Estados  Unidos,  añadiendo  que  sentía  que  los  deberes  de  su  cargo  de 


(i)    £1  discurjo  de  D.  Lnis  Díaz  Cobeña  no  se  inclaye  en  estas   actas,  por  no  haber  entrega- 
do cucho  se&or,  á  causa  de  sus  machas  ocupaciones,  las  notas  que  para  ello  se  le  pidieron. 
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Secretario,  y  la  circunstancia  de  hallarse  presente  el  autor  de  dicho  trabajo, 
no  le  permitieran  hablar  de  ambos  para  elogiarlos  cuanto  se  merecían. 

El  Sr.  D.  Manuel  Torres  Campos,  en  vista  de  lo  manifestado  por  el  se- 
ñor Maluquer  y  Salvador,  dijo  que  no  siendo  ya  posible  incluir  entre  los  temaí 
del  Congreso  el  de  la  naturalización  en  los  Estados  Unidos,   por  oponerse  i 
L^  ello  el  art.  2.°  del  Reglamento,  y  no  ser  además  posible,  á  causa  del  poco 

J^.."'  tiempo  que  parí  ello  había,  que  se  formulasen  cuanto  á  él  conclusiones  antes 

de  la  sesión  destinada  á  votarlas,  proponía  que  quedase  sobre  la  mesa  la  Me- 
moria del  Sr.  Flores  y  que  se  celebrara  una  sesión  para  que  en  ella  los  señores 
congresistas  que  lo  creyeran  conveniente,  hicieran  sobre  dicho  trabajo  las 
observaciones  que  estímaran  oportunas. 

El  Congreso  así  lo  acordó,  dando  por  ello  las  gracias  el  Sr  Flores. 


El  Sr.  Botella  (D.  Cristóbal)  dijo  que  usaba  de  la  palabra  al  discutirse  b 
ponencia  del  Sr.  Pedregal,  para  manifestar  que  el  debate  era  improcedente 
y  contrario  á  los  fines  propios  del  Congreso  Jurídico  Ibero- americano. 
Declaró  que  sus  censuras  no  se  dirigían  contra  la  ponencia,  en  la  cual  se 
revelaban  claramente  todos  los  talentos  y  toda  la  ilustración  de  su  autor; 
pero  que  el  debate,  que  tal  vez  sería  conveniente  y  oportuno  en  una  Acade- 
mia ó  en  otro  Centro  científico,  no  respondía  á  la  naturaleza  del  Congreso, 

Se  están  aquí  discutiendo,  añadió,  problemas  de  Derecho  internacional 
privado  que  importan  á  las  naciones  representadas.  Bien  sabido  es  el  con- 
cepto del  Derecho  internacional  privado,  aunque  algunos  lo  desconozcan,  ó 
por  lo  menos  no  lo  expliquen  con  absoluta  claridad:  esta  ciencia  resuelve  las 
competencias  que  surgen  en  la  aplicación  del  derecho  entre  las  distintas  le- 
gislaciones positivas  de  diversos  países.  Es  decir,  que  para  que  exista  un  pro- 
blema de  Derecho  internacional  privado,  necesariamente  tiene  que  aparecer 
una  colisión  entre  dos  legislaciones  positivas  distintas.  En  aquellas  materias 
en  que  todas  las  legislaciones  concuerden  en  su  criterio,  en  sus  principios  y 
en  sus  preceptos,  no  puede  surgir  un  verdadero  problema  de  Derecho  inter- 
nacional privado. 

Esto,  en  opinión  del  Sr.  Botella,  es  lo  que  ocurre  con  el  divorcio.  To- 
dos los  países  representados  en  el  Congreso,  á  excepción  de  uno  solo, 
aceptan  en  sus  legislaciones  civiles,  en  materia  de  matrimonio  y  divorcio,  los 
principios  fundamentales  y  aun  los  detalles  mismos  del  derecho  canónico. 
Una  sola  de  las  naciones  que  han  concurrido  á  dicha  Asamblea  jurídica  ad- 
mite el  divorcio,  propiamente  dicho,  el  divorcio  que  significa  y  representa  la 
ruptura  del  vínculo  conyugal. 

Desde  el  momento  en  que  se  toma  en  cuenta  este  hecho,  se  ve  claramen- 
te que  no  hay  verdadero  problema  de  Derecho  internacional  privado  en  los 
asuntos  referentes  al  divorcio  cuando  se  trata  de  Portugal,  de  las  naciones  de 
la  América  latina  y  de  España. 

Al  discutir  el  tema  propuesto  por  el  Sr.  Pedregal,  parece  que  se  reconoce 
la  necesidad,  ó  la  probabilidad  por  lo  menos,  de  que  alguna  de  las  naciones 
mencionadas  admita  el  divorcio  absoluto,  dentro  de  sus  leyes,  cuando  esto 
constituiría  un  verdadero  retroceso,  constiLuiría  algo  contrario  al  progreso  de 
la  ciencia  jurídica  y  al  conveniente  desenvolvimiento  de  las  legislaciones  po- 
sitivas. Es  necesario  rechazar  hasta  la  posibilidad  de  semejante  reforma. 
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Por  eso,  el  Sr.  Botella  negó,  sin  vacilaciones  de  ningún  género,  la  oportu- 
nidad de  discutir  la  ponencia  del  Sr.  Pedregal. 

Después  de  esto,  se  extendió  el  orador  en  algunas  consideraciones  para 
demostrar  la  improcedencia  del  divorcio  propiamente  dicho. 

Dijo  que  no  entraba  á  examinar  el  matrimonio  en  su  aspecto  religioso, 
considerado  como  un  verdadero  sacramento;  perp  que  entendía  que  aún  en 
el  orden  puramente  racional,  examinándolo  como  una  institución  meramen- 
te jurídica,  creía  posible  demostrar  que  el  matrimonio,  por  su  propia  natura- 
leza, es  indisoluble. 

No  importa,  para  llegar  asemejante  demostración,  considerar  el  matrimo- 
nio como  un  contrato,  teniendo  en  cuenta  que  su  base  es  el  consentimiento 
expreso,  ni  siquiera,  según  hoy  lo  hacen  muchos  escritores  racionalistas, 
como  un  acto  jurídico;  admitiendo  uno  ú  otro  concepto,  se  llega  siempre  á 
á  la  misma  conclusión. 

Sea  en  buen  hora,  dijo  el  Sr.  Botella,  un  contrato;  pero  ¿hay  alguien 
que  pueda  afirmar  dentro  de  la  ciencia  que  se  trata  de  uno  de  los  llama- 
dos contratos  civiles,  de  un  contrato  de  derecho  común,  como,  por  ejem- 
plo, el  contrato  de  compraventa?  Bien  sé,  anadió  el  orador,  que  escritores 
tan  poco  científicos  como  Dumas  (hijo)  llegaron  á  afirmar  esto  cuando  se 
discutió  en  la  nación  francesa  la  famosa  ley  de  Naquet;  pero  semejante  opi- 
nión, como  otras  análogas,  sólo  sirve  para  poner  de  manifiesto  hasta  dónde 
puede  alcanzar  el  agudo  ingenio  de  autores  dramáticos  ó  ngvelistas  que  en- 
tran, sin  la  preparación  necesaria,  en  el  examen  de  los  problemas  fundamen- 
tales de  la  ciencia  jurídica. 

Los  contratos  denominados  civiles  se  regulan,  en  cuanto  se  refiere  á  sus 
medios  y  á  sus  finesj  siempre  que  no  traspasen  los  límites  de  lo  lícito,  por  la 
expresa  voluntad  de  los  contratantes;  el  contrato  matrimonial,  en  cambio, 
tiene  fines  especiales  y  medios  adecuados  para  cumplirlos. 

En  esta  idea  están  conformes,  no  sólo  escritores  católicos,  sino  también  los 
racionalistas  que  estudian  el  asunto  seriamente.  Nadie  tachará  de  sospecho- 
sos en  esta  cuestión  á  los  filósofos  alemanes,  como  Krausser,  como  Ahrens, 
como  Stahl  y  como  Roeder.  En  Francia  han  coincidido  en  este  punto  dos 
escritores  que  viven  tan  separados  en  otras  materias  como  Proudhon  y 
Sav¡gi3|y. 

Sabido  es  que  los  romanistas  sostienen  que  los  contratos  sólo  pueden 
referirse  al  patrimonio  de  las  personas;  su  ilustre  jefe  Savigny,  al  apartarse 
de  ellos,  afirmando  que  el  contrato  es  la  forma  subjetiva  de  todas  las  rela- 
ciones basadas  en  el  libre  consentimiento,  atribuye  yn  carácter  especial  á  los 
que  constituyen  relaciones  morales,  entre  los  que  figura  en  primer  término 
el  contrato  matrimonial. 

Para  confirmar  todas  estas  opiniones,  dijo  el  Sr.  Botella,  basta  conside- 
rar atentamente  los  caracteres  propios  y  distintivos  de  la  institución  matri- 
monial. 

Todos  los  contratos  se  hacen  para  algo,  sobre  algo  y  por  algo;  es  decir, 
t(  dos  tienen  un  fin,  un  objeto  y  una  causa.  ¿Cuál  es  el  fin  del  matrimonio? 
E  perfeccionamiento  del  individuo  por  el  mutuo  auxilio  que  se  prestan  los 
c  nyuges,  y  el  desenvolvimiento  y  progreso  de  la  especie  por  medio  de  la 
p  ocreación.  ¿Cuál  es  el  objeto  del  matrimonio?  I-^a  personalidad  humana.  Es 
e  único  contrato  que  no  tiene  por  elemento  objetivo  una  cosa;  es  el  único 
c  ntrato  en  que  entra,  como  materia  del  mismo,  la  personalidad  humana. 
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¿Cuál  es  la  causa  del  matrimonio?  Bien  lo  sabe  todo  el  mundo:  ese  hermoso 
y  noble  sentimiento  que  se  llama  el  amor. 

Determinados  de  este  modo  los  caracteres  propios  del  matrimoQÍo,  los 
elementos  que  lo  constituyen,  los  que  señalan  sus  fines  y  aquellos  otros  que 
forman  los  medios  para  el  cumplimiento  de  estos  fines,  bieu  se  puede  decir, 
sin  vacilaciones  de  ninguna'  clase,  que  el  divorcio,  que  la  disolubilidad dd 
matrimonio  es  contraria,  por  completo,  al  concepto  del  mismo,  á  su  fin,  i 
su  objeto  y  á  su  causa. 

Roto  el  vinculo  conyugal  y  existiendo  los  dos  cuiiyugcs,  faltarían  medios 
bastantes  para  el  cumplimiento  de  los  altos  fines  que  distinguen  y  caracteii- 
zan  á  esa  institución. 

El  Sr.  Botella,  después  de  demostrar  que  en  este  asunto  marchan  de 
acuerdo,  como  en  todo,  la  Religión  y  la  Ciencia,  anadió  qut*no  quería  eotat 
,  de  lleno  en  los  detalles  de  la  cuestión,  porque  no  lo  consideraba  pertinente 
al  caso  que  se  discutía;  pero  que  había  hecho  las  .Tiiterlorcs  obser\-acioQes  i 
fin  de  demostrar  que  el  divorcio  propiamente  dicho  es  contrario  al  progreso 
del  derecho,  para  rechazar  de  este  modo  toda  idea  que  pudiera  significar  eü 
el  Congreso  ciertas  y  determinadas  benevolencias  á  esa  reforma  jurídica. 

Después  de  expresarse  en  estos  términos,  terminó  su  discurso  afirmando 
que  las  únicas  conclusiones  que  cabían  dentro  del  debate  eran  las  que  sir- 
vieran para  demostrar  la  improcedencia  del  mismo  y  pnra  declarar  explíd- 
ta  y  terminantemente  que  las  legislaciones  de  la  América  latina,  Portugal)' 
España  deben  conservar,  en  materia  matrimonial,  los  principios  y  el  criterio 
propios  del  derecho  canónico,  inspirados  por  la  Religión  católica. 


El  Sr.  Alvarado  (D.  Juan)  empezó  manifestando  que  el  problema  ád 
divorcio  en  el  estado  actual  de  la  ciencia  y  de  las  legislaciones  positivas  es 
insoluble,  y  que  como  demostrar  esta  proposición  exigiría  muchísimo  más 
tiempo  del  concedido  por  el  Reglamento  del  Congreso,  se  limitaría  á  de- 
mostrar la  ineficacia  de  la  fórmula  propuesta  por  e!  Sr.  Pedregal  en  la  me- 
moria discutida. 

Pido  el  Sr.  Pedregal,  dijo,  que  se   declare  la  aplicación  de  la  ley  nacional    . 
para  determinar  el  estado   y  la  capacidad  de   las  personas,  las  relaciones  de 
familia,  la  procedencia  del  divorcio,  y  las  causas    que  lo  motivan,  así   como 
la  competencia  de  los  Tribunales  del  domicilio  para  decidir  los  pleitos  de  di' 
vorcio  con  arreglo  á  la  ley  nacional  de  los  cónyuges. 

En  cuanto  concierne  á  aplicación,  la  ley  nacional  no  tiene  hoy  el  favor 
de  que  en  otro  tiempo  gozara,  pues  se  ha  visto  cuan  vano  era  el  empeño 
de  reducir  la  ciencia  á  unas  cuantas  reglas  aplicadas  de  manera  uniforme  í 
todas  las  naciones,  sin  tener  para  nada  en  cnenta  sus  distintos  usos  y  costum- 
bres, su  diverso  odgen,  las  diferencias  esenciales  que  separan  y  distinguen 
unas  de  otras.  Además,  divididas  las  naciones  en  dos  grandes  grupos,  uno 
que  proclama  la  aplicación  del  principio  de  nacionalidad  y  otro  que  def  n- 
de  con  igual  tesón  el  principio  de  territoriaUdad,  empeñarse  en  que  uno  ie 
esos  principios  prevalezca  sobre  el  otro,  equivale  á  librar  verdaderas  batal  as 
que  imposibiliten  las  fórmulas  de  concordia  deseadas  por  todos. 

Fijándose  sólo  en  las  naciones  representadas  en  el  Congreso;  la  p  o- 
clam ación  en  términos  absolutos  del  principio  de  nacionalidad,  no  pmde 
conducir  á  ningún  resultado  práctico,  pues  hace  apenas  dos  años  el  Confre- 
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so  de  jurisconsultos  de  Lisboa  se  veía  obligado  á  exceptuar  de  su  aplica- 
ción á  las  naciones  en  que  fueran  frecuentes  las  inmigraciones;  y  no  hace 
aún  cuatro  años,  los  diplomáticos  americanos  reunidos  en  Montevideo 
declaraban  en  el  att.  i.o  del  célebre  proyecto  de  convenio,  que  la  ley  del 
domicilio  regiría  la  capacidad  de  las  personas,  y  la  ley  del  lugar  donde  se 
celebrase  el  contrato  regularía  la  capacidad  para  contraer  matrimonio. 

Mucha  mayor  aplicación  tienen  aún  las  consideraciones  expuestas  en  lo 
concerniente  al  divorcio.  Para  demostrarlo  basta  sólo  recordar  dos  hechos: 
reunióse  en  Munich,  en  1883,  el  Instituto  de  Derecho  internacional  privado, 
y  discutió  ampliamente  los  problemas  relativos  al  matrimonio  y  al  divorcio, 
sin  que  fuera  posible  llegar  á  un  acuerdo.  Continuóse  discutiendo  en  los 
Congresos  sucesivos,  hasta  que  al  cabo,  en  el  Congreso  de  Heidelberg,  en 
1887,  se  votó  la  siguiente  conclusión:  «La  admisibilidad  del  divorcio  se  deci- 
dirá con  arreglo  á  la  ley  nacional  de  los  cónyuges;  pero  no  podrá  decretarse 
el  divorcio  sino  por  causa  establecida  en  la  ley  del  país  donde  la  acción  se  ejer- 
cite. »  Mientras  los  más  ilustres  cultivadores  del  Derecho  internacional  privado 
llegaban  á  estas  conclusiones  en  el  Congreso  de  Heidelberg,  reuníanse  en 
Montevideo  los  representantes  de  la  Argentina,  el  Brasil,  Chile,  el  Perú,  Uru- 
guay, Paraguay  y  Bolivia,  y  declaraban,  en  el  convenio  á  que  antes  se  ha 
aludido,  que  la  ley  del  domicilio  conyugal  rigiese  en  los  pleitos  de  separa- 
ción de  los  cónyuges  y  en  los  de  divorcio,  siempre  que  la  causa  en  que 
éste  se  apoyase  estuviese  admitida  por  la  ley  del  país  en  que  se  hubiera  ce- 
lebrado el  contrato;  de  manera  que,  partiendo  de  puntos  diversos,  los  juris- 
consultos europeos  reunidos  en  Heidelberg  y  los  diplomáticos  americanos 
reunidos  en  Montevido,  llegaban  á  la  misma  conclusión:  que  para  que  pros- 
pere la  acción  de  divorcio  es  indispensable  que  coincidan  la  ley  de  origen 
y  la  del  país  donde  la  acción  se  ejercite.  Dadas  estas  recientes  declaracio- 
nes de  gran  parte  de  las  naciones  representadas  en  el  Congreso  Jurídico 
Ibero-americano,  ¿qué  eficacia  tendrían  los  acuerdos  del  mismo,  si  procla- 
mara como  principio  absoluto  la  aplicación  de  la  ley  nacional?  Es,  pues, 
indispensable  buscar  fórmulas  que  armonicen  la  diversidad  de  tendencias 
que  existen  entre  las  varias  naciones  representadas  en  él,  y  esa  fórmula  no 
puede  ser  otra,  en  lo  que  al  divorcio  concierne,  que  la  armonía  de  la  ley  na- 
cional con  la  del  país  donde  la  acción  se  ejercite. 


El  Sr.  Azcárate  (D.  Gumersindo)  explicó  su  intervención  en  el  debate 
diciendo,  que  al  oir  cómo  combatían  los  Sres.  Botella,  Al  varado  y  Díaz  Co- 
beña  las  conclusiones  de  la  Memoria,  con  cuyo  sentido  estaba  conforme  el 
orador,  creía  un  deber  de  amistad  salir  en  su  defensa,  ya  que,  por  desgracia, 
el  Sr.  Pedregal  estaba  ausente. 

Comenzó  notando  que  mientras  que,  según  el  Sr.  Botella,  la  Memoria  del 
Sr.  Pedregal  dejaba  las  cosas  como  estaban,  según  el  Sr.  Alvarado  había 
aquél  desenvuelto  una  doctrina  inaceptable  por  contraria  á  la  tendencia  do- 
ninante  hoy  en  la  esfera  de  la  ciencia,  así  como  á  su  vez  el  Sr.  Díaz  Cobe- 
lia  creía  que,  admitidas  las  conclusiones  de  aquel  trabajo,  sería  preciso  apli- 
*:ar  leyes  extranjeras  que  autorizan  cosas  que  en  muchos  países  se  tienen 
x)nio  incompatibles  con  las  buenas  costumbres. 

A  seguida  observó  que  si  se  llegara  á  la  unidad  de  derecho  de  que  había 
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hablado  el  Sr.  Díaz  Cobeña,  el  derecho  internacwual  privado  no  se  simplifica- 
ría, sino  que  se  haría  innecesario,  puesto  que  la  diferencia  fundamental  eatie 
aquel  derecho  y  el  intcrtUicional pUblico  consiste  en  que  éste  es  sustantivo, 
en  cuanto  lo  constituyen  las  reg-las  jurídicas  conforme  á  las  cuales  han  de 
regirse  las  relaciones  entre  los  E^dos,  las  cuales  son,  naturalmente,  distin- 
tas de  las  que  regulan  la  vida  de  cada  uno,  mientras  que  el  internacional  pri- 
vado es  un  derecho  adjetivo,  cuyo  objeto  es  tan  sólo  determinar  los  princi- 
pios según  los  que  se  han  de  resolver  los  conflictos  entre  las  distintas  legisla- 
ciones existentes,  para  saber  la  que  se  ha  de  aplicar  en  cada  caso,  ó  de  otro 
modo,  la  competencia  ó  jurisdicción  de  los  diversos  derechos  nacionales. 

En  cuanto  á  que  las  diferencias  de  religión  son  el  principal  obstáculo  que 
se  opone  á  la  unidad  del  derecho,  que  para  el  orador  es  una  utopia,  tal  afir- 
mación implica  el  error  de  suponer  entre  la  religión  y  el  derecho  una  relación 
directa  é  inmediata  que  no  existe.  El  Código  de  las  Partidas  consagraba  la 
patria  potestad  rom^m  en  todo  su  vigor  autorizando  al  padre  para  vender  al 
hijo,  y  en  un  caso  extremo  hasta  para  comérselo;  y  en  Aragón  decían  dt 
consuetiidine  regui  non  habermts  patriam  potestatem.  ¿Eran  menos  católicos 
los  aragoneses  que  los  castellanos?  En  el  Mediodía  de  Francia  regía  esa 
misma  patria  potestad  romana,  mientras  que  en  el  Norte  decían:  puissaiae 
de  pcrc  ?ta'  lien.  ¿Eran  menos  católicos  ¡os  francos  del  Norte  que  los  del  Me- 

El  Sr.  Botella  hablaba  del  matrimonio  como  sacramento  y  como  contrato, 
incurriendo  asi  en  el  error  tradicional  de  considerar  que  es  aquél,  en  ei  or- 
den jurídico,  un  contrato,  no  obstante  io  que  en  contra  de  tal  supuesto  dijo 
hace  ya  tiempo  Hegel.  Basta,  para  demostrar  que  no  lo  es,  parar  la  atención 
en  que,  al  paso  que  los  Códigos,  hoy  por  lo  general,  autorizan  á  los  contra- 
yentes para  organizar  el  patrimonio  de  la  familia  según  lo  tengan  por  conve- 
niente, y  hacen  bien  porque  las  capitulaciones  matrimoniales  son  realmente 
un  contrato  al  cual  puede  y  debe  aphcarse  el  principio  de  libertad,  en  cuan- 
to al  matrimonio  mismo  no  hay  semejante  facultad,  y  así  respecto  de  la 
esencia  de  aquél,  de  la  autoridad  marital,  de  la  patria  potestad,  los  individuos 
nada  pueden  hacer  ni  tocar. 

En  cuanto  al  Sr.  Alvarado,  el  recuerdo  de  los  Congresos  celebrados  eo 
Alemania  sobre  este  y  otros  extremos  prueba  que  la  cuestión  existe  y  hay 
que  resolverla,  y  no  es  extraiío  la  reserva  guardada  por  uno  de  ellos  en  lo 
que  atañe  al  valor  que  debe  darse  en  un  país  á  ciertas  causas  de  divorcio 
admitidas  en  otro,  porque  pueden  ser  éstas  tales  que  se  consideren  por  aquél 
como  absolutamente  inacceptables,  como  contrarias  á  las  buenas  costumbres, 
caso  previsto  en  la  última  de  las  conclusiones  del  Sr.  Pedregal. 

Ocupándose  luego  en  lo  dicho  por  ei  Sr.  Díaz  Cobeña,  expuso  que  lo 
más  importante  era  lo  referente  al  divorcio  de!  cual  había  hablado  dicho  se- 
ñor como  institución  contraria  al  orden  y  á  las  buenas  costumbres.  Fundába- 
se p?ra  afirmar  lo  primero  en  que  el  matrimonio  es  de  derecho  público,  á  lo 
ciinl  observaba  el  orador  que,  en  un  sentido,  todo  el  derecho  era  público,  y 
que,  en  otro,  sólo  podían  considerarse  comprendidos  en  él  el  penal,  el  proce- 
sal, el  político  y  el  administrativo.  Añadió  que  la  salvedad  que  hacían  los 
tratadistas,  y  con  ellos  el  Sr.  Pedregal,  de  que  para  apHcar  una  ley  extranje- 
ra en  na  país  es  necesario  que  no  se  oponga  al  orden  público,  se  entiende 
de  aquijllas  instituciones  que  por  su  naturaleza  transcienden  directamente  al 
intcrcF  general  y  á  la  organización  de  la  sociedad.  Así,  por  ejemplo,  un  país 
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puede  aceptar  una  legislación  extranjera  que  consagre  la  libertad  de  testar, 
aunque  en  la  suya  impere  el  sistema  de  legítimas,  ó  al  contrario;  pero  no  po- 
dría consentir,  si  en  él  estaban  vedadas  las  vinculaciones,  que  un  extranjero, 
invocando  la  ley  de  su  país,  estableciera  un  mayorazgo. 

Y  en  cuanto  á  considerar  el  divorcio  como  cosa  contraria  á  las  buenas  cos- 
tumbres, sólo  puede  hacerse  olvidando  la  historia  y  el  estado  actual  del  de- 
recho. ¿No  dice  nada  la  circunstancia  de  que,  fuera  de  los  católicos,  todos  los 
filósofos  del  derecho,  con  contadísimas  excepciones,  admitan  el  divorcio? 
^Es  posible  lanzar  esa  condenación  á  la  frente  de  los  más  de  los  pueblos  de 
Europa,  Francia  y  la  Gran  Bretaña,  Austria  y  Alemania,  Bélgica  y  Ho- 
landa, Suiza  y  Rusia,  Suecia  y  Dinamarca?  Es  más:  no  es  posible  olvidar 
la  historia  de  esta  cuestión  en  el  seno  mismo  de  la  Iglesia,  porque,  con 
motivo  del  conocido  texto  del  Evangelio  de  San  Mateo,  los  Padres  antiguos 
de  aquélla  emitieron  distintos  pareceres,  sosteniendo  algunos  que,  en  caso 
de  liviandad  ó  fornicación,  podía  el  cónyuge  inocente  celebrar  nuevo 
matrimonio,  y  la  disciplina  estuvo  fluctuando  hasta  el  siglo  X,  en  que  pre- 
valeció la  doctrina  de  la  indisolubilidad,  especialmente  por  autoridad  de  San 
Ag-ustín,  el  cual  sostuvo  que  había  tal  oscuridad  en  la  materia,  que  á  su 
juicio  el  cónyuge  inocente  que  se  casaba  de  nuevo,  cometía  un  pecado 
venial,  y  San  Ambrosio,  según  Troplong,  era  todavía  más  tolerante  res- 
pecto de  esta  materia.  Y  comb  el  divorcio  lo  han  admitido  todos  los  pue- 
blos antiguos,  comenzando  por  los  judíos,  y  antes  de  fijarse  la  doctrina 
en  el  seno  de  la  Iglesia,  ya  se  había  separado  de  ella  la  griega  cismática 
que  lo  autoriza,  y  luego  hicieron  lo  propio  los  protestantes,  resulta  que  la 
indisolubilidad  del  vínculo  matrimonial  es  la  excepción  en  la  historia,  y  el 
divorcio  la  regla  general,  y  no  ciertamente  una  novedad  ó  invención  del  de- 
recho moderno.  Hoy  mismo,  dentro  del  cristianismo,  si  lo  rechazan  230  mi- 
llones de  católicos,  lo  aceptan  los  246  que  pertenecen  á  las  demás  comu- 
niones cristianas. 

El  Sr.  Azcárate  concluyó  afirmando  que  no  hay  motivo  para  excluir  el 
divorcio,  siempre  y  en  todo  evento,  de  la  regla,  según  la  cual  la  ley  aplica- 
ble al  caso  es  la  personal  de  los  cónyuges. 
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El  Sr.  Olivares  Biec  (D.  Vicente)  presentó  á  la  Mesa  la  siguiente  moción: 
Al  admitir  el  Congreso  Jurídico  Ibero-americano  la  Memoria  presentada 
por  el  Sr.  D.  Manuel  Pedregal  sobre  cEl  matrimonio  y  el  divorcio  en  el  De- 
recho internacional  privado,»  ha  cumplido  un  deber  que  el  merecido  renom- 
bre de  tan  distinguido  letrado  imponía  y  una  obligación  de  justicia  exigida 
sin  duda  alguna  por  la  importancia  científica  indiscutible  de  aquel  trabajo. 
Considerando,  sin  embargo,  que  el  matrimonio  es  una  institución  relacio- 
nada directamente  con  el  orden  social  en  sus  más  capitales  fundamentos  y 
con  la  moralidad  de  las  costumbres  que  desarrollan  su  vida  principalmente 
en  el  hogar  doméstico,  parece  natural  que  tan  sólo  puedan  aplicarse  los  prin- 
cipios de  Derecho  internacional  privado  entre  aquellos  pueblos  que  conside 
ren  dicha  unión  monógama  indiscutible  y  organizada  del  mismo  modo  en 
cuanto  á  los  impedimentos  dirimentes,  cuyas  apreciaciones  tienen  más  fuer- 
za en  España,  puesto  que  el  régimen  que  regula  sus  múltiples  fases,  según  el 
reciente  Código,  ya  se  considere  el  matrimonio  bajo  su  aspecto  natural  ó 
civil,  ha  sido  establecido  previa  concordia  con  la  Santa  Sede. 
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Si  se  entienden,  pues,  de  este  modo  las  conclusiones  que  aparecen  al  final 
de  la  interesante  Memona  del  Sr.  Pedregal,  no  tendríamos  inconveniente  en 
adoptar  las  reglas  de  Derecho  internacional  que  consigna-  pero  si  se  diera 
otra  inteligencia  ó  alcance  al  orden  público,  bienestar  social  ó  buenas  cos- 
tumbres, que  su  ilustrado  autor  señala  también  como  limite  á  la  aplicación 
de  aquellas  doctrinas,  y  se  pretendiera,  apesar  de  todo,  quebrantar  la  fuerza 
del  lazo  conyugal,  admitiendo  el  divorcio  en  cuanto  al  vínculo,  nos  opondría- 
mos, como  nos  oponemos,  á  tales  consecuencias,  considerándolas  de  más 
-  honda  perturbación  social  que  la  creada  entre  esposos  á  quienes  lia  separado 
la  tea  de  profundas  y  lamentables  disensiones.  En  el  primer  caso  se  alteran 
ios  fundamentos  de  esta  institución,  de  resonancia  indiscutible  en  el  orden  y 
moralidad  de  la  sociedad,  y  en  el  segundo  se  produce  una  situación  violenta, 
si,  pero  que  todavía  tiene  lenitivos  en  la  resignación  y  en  la  virtud,  sin  cerrar 
la  puerta  á  la  esperanza,  que  tanto  suaviza  las  amarguras  de  la  vida 
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Equivocaciones  relativas  á  la  naturalización  en  los  Estados  Unidos, — Objeto  de 
este  trabajo  manifestar  la  condición  de  los  naturalizados  en  los  Estados 
Unidos\  y  la  necesidad  de  tratados  de  naturalización. 


Elrror  es  harto  común  en  los  Estados  hispano-americanos  creer  que  para 
sustraerse  á  las  obligaciones  de  la  ciudadanía  nativa,  y  escudarse  contra  la 
^  propia  patria  tras  el  pabellón  de  la  Gran  República,  basta  una  carta  de  natu- 
raleza, licita  ó  ilícitamente  obtenida  en  los  Estados  Unidos.  De  ahí  el  anhelo 
para  alcanzar  éstas,  y  de  ahí  el  abuso  de  los  papeles  de  naturalización,  tan 
fáciles  de  lograrse  en  los  Estados  Unidos  por  medio  del  soborno  y  del  per- 
jurio. 

Los  objetos  de  este  trabajo  son  desvanecer  aquella  ilusión,  y  poner  de 
manifiesto  la  condición  á  que  quedan  sujetos,  conforme  á  los  principios  ame- 
ricanos, los  naturalizados  en  los  Estados  Unidos  que  vuelven  al  país  de  su 
nacimiento,  á  fin  de  que,  los  Gobiernos  de  la  América  española,  adhiriéndose 
á  dichos  principios  y  haciéndolos  reconocer  en  sus  tratados,  uniformen  por 
una  parte  su  derecho  público  con  el  de  los  Estados  Unidos,  y  por  otra  ten- 
gan una  norma  á  que  ajustar  sus  procedimientos  en  sus  relaciones  con  las 
naciones  poderosas. 

Verdades  que  el  decreto  del  Congreso  de  27  de  Julio  de  1868  igualó  en 
tesis  general  para  la  protección  ^n  el  exterior  á  los  ciudadanos  naturalizados 
con  los  naturales;  pero  esta  protección  tiene  sus  límites,  que  vamos  á  se- 
Salar. 

Importa  ante  todo  dar  una  idea  de  la  legislación  americana  sobre  naturali- 
zación y  de  los  efectos  que  surte  en  el  interior. 


(i)  De  este  importante  trabajo,  caja  extensión  ha  impedido  publicarlo  íntegro,  se  incluyen 
aquí  aquellos  de  sus  principales  capítulos  que  sirvieron  de  base  para  redactar  las  conclusiones 
sobre  las  cuales  versó  la  discusión. 
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Requisitos  para  la  nattiralización  en  los  Estados  Unidos, — Leyes  vigentes  sobre 
naturalización. — Se  requiere  residir  en  los  Estados  Unidos  cinco  años  y  de* 
clarar  lu  intención  de  naturalizarse  dos  anos  jantes. 

La  Constitución  de  los  Estados  Unidos  nada  dispuso  en  punto  á  naturaliza- 
ción, y  el  Congreso  federal  ha  dictado  varias  leyes  (i),  cuya  sustancia  es  la 
siguiente: 

El  extranjero  que  quiere  naturalizarse  debe  declarar  su  intención  bajo  jura- 
mento ante  la  Corte  Suprema,  Superior  de  Distrito  ó  de  Circuito,  ó  ante  cual- 
quiera otra  que  tenga  para  ello  jurisdicción  en  algunos  de  los  Estados  ó  ante 
la  Corte  de  Circuito  ó  de  Distrito  de  los  Estados  Unidos,  ó  ante  el  oficial  ó 
protonotario  de  alguna  de  ellas.  Dos  a5os,  á  lo  menos,  deben  trascurrir  des- 
pués de  esta  declaración,  á  fin  de  que  el  extranjero  tenga  opción  á  la  carta 
de  naturaleza,  para  la  cual  requieren  las  leyes  vigentes  {2)  cinco  años  por  lo 
menos  de  residencia  continua  en  los  Estados  Unidos  y  un  ano  de  residencia 
en  el  Estado  ó  territorio  de  Ja  Corte  que  conoce  del  asunto.  Para  prueba  de 
la  residencia  basta  el  juramento  de  un  testigo  idóneo. 

Nada  más  fáciU  de  consiguiente,  que  eludir  la  ley,  la  cual  ha  querido  dejar 
el  cumplimiento  de  sus  prescripciones  hasta  cierto  punto  á  la  conciencia  in- 
dividual . 


No  se  admite  el  juramento  del  inter esculo  para  probar  la  residencia. 

Basta  el  de  un  testigo. 

La  sección  2 .  165  de  los  Estatutos  revisados  de  los  Estados  Unidos  pro- 
hibe al  tribunal  admitir  el  juramento  del  interesado  como  prueba  de  su  resi- 
dencia; pero  éste  puede  presentar  cualquier  testigo  que  jure  en  falso,  lo  que 
viene  á  ser  lo  mismo.  Este  testigo  asume  el  nombre  que  se  le  antoja,  y  el 
tribunal  no  se  cura  de  indagar  nada  acerca  de  él,  ni  si  le  consta  la  residen* 
cia  de  cinco  años. 


Las  disposiciones  de  la  ley  de  iStj  sobre  no  interrupción  de  residencia 

en  los  cinco  años,  derogadas  en  1S48, 

Por  lo  demás,  el  mismo  Congreso  federal  se  propuso  atenuar  los  términos 
de  la  ley  del  3  de  Marzo  de  18 13  relativamente  á  los  cinco  años  de  residen- 
cia, desde  que  el  26  de  Julio  de  1848  abrogó  las  palabras  de  dicha  ley  que 
prohibían  al  extranjero  salir  de  los  Estados  Unidos  dentro  de  los  cinco  años. 
¿A  qué  se  reducen  los  cinco  años  de  residencia,  si  la  ley  permite  ausentarse 


(i)    Las  del  14  de  Abril  1802,  dd  3  de  Marso  1813,  22  de  Marzo  1816,  26  de  Mayo   1824 
j  24  de  Mayo  1828. 
(2)    Las  del  14  de  Abril  1802  y  3  de  Marzo  18 13. 
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dentro  de  ellos?  Parece,  por  tanto,  que  la  intención  del  legislador  ha  sido  fa- 
cilitar los  actos  de  naturalización,  y  con  este  objeto  el  período  de  catorce 
años  de  residencia  que  exigía  la  ley  de  1798  para  la  naturalización,  fué  redu- 
cido de  1802  á  los  cinco  anos  de  la  ley  anterior  de  1795. 

Estos  cinco  años  son  los  que  se  requieren  en  la  actualidad,  no  obstante  la 
derogación  parcial  de  la  ley  del  3  de  Marzo  de  181 3  por  la  posterior  del  26 
de  Junio  de  1848. 


Texto  de  la  ley  vigente. 


«No  se  permitirá  á  un  extranjero  hacerse  ciudadano  sin  haber  residido  en 
los  Estados  Unidos  continuamente  un  período  de  cinco  años  que  deben  pre 
ceder  á  su  cambio  de  nacionalidad,»  dice  la  sección  2.170  de  los  Estatutos 
revisados  de  los  Estados  Unidos. 


Conflicto  de  leyes» 


Muy  clara  sería  esta  ley  sin  la  contradicción  que  envuelve  la  del  26  de  Ju- 
nio de  1848.  Hay  aquí  evidentemente  un  vacío  en  la  legislación  de  los  Estados 
Unidos .  La  ley  debería  señalar  invariablemente  un  período  fijo  de  residencia 
para  la  naturalización,  ó  bien  determinar  los  actos  que  constituyen  domicilio 
y  pueden  permitir  una  ausencia  limitada,  v.  gr.,  de  dos  años,  en  el  quinque- 
nio anterior  á  la  naturalización . 


J7o  todos  los  tratados  de   naturalización  exigen  la   residencia  continuada  de 

cinco  años. 


Los  tratados  de  naturalización  celebrados  por  los  Estados  Unidos,  excepto 
el  concluido  con  Bélgica  y  con  la  Gran  Bretaña,  exigen  igualmente  cinco 
años  de  residencia  para  la  naturalización  americana.  La  ley  de  1848,  que  per- 
mite ausentarse  de  los  Estados  Unidos  en  este  período  de  cinco  años,  no 
puede  tener  efecto  para  con  los  subditos  de  las  naciones  que  han  celebrado 
convenios,  donde  se  exige  la  residencia  sin  interrupción.  En  algunos  de  di- 
dichos convenios  se  halla  explicado  por  medio  de  protocolos  anexos  que  una 
ausencia  momentánea,  un  viaje  no  interrumpen  la  residencia.  Esta  aclaración 
regirá  respecto  de  las  naciones  que  la  han  incorporado  en  sus  pactos;  pero 
no  de  las  que  no  lo  han  hecho,  como  Méjico  y  el  Ecuador,  cuyos  tratados 
no  reconocen  por  ciudadanos  naturalizados  sino  cá  los  que  lo  hayan  sido  de- 
Indamente^  después  de  haber  residido  sin  interrupción  en  la  patria  adoptiva 
d  tiempo  requerido  en  ella  por  la  Constitución  y  las  leyes,»  esto  es,  cinco 
años  en  los  Estados  Unidos .  n  <^^.\i  ^ 


1 


Falta  que  ha  ¡ucko  á  España  un   tratado  de  rtaturalizaúen 
con  los  Estados  Unidos. 

Si  hubiera  celebrado  España  con  los  Estados  Unidos  un  tratado  semejante, 
no  se  habrían  suscitado  tantas  dudas  y  dificultades  en  el  seno  de  la  Comisión 
hispano-am encana  reunida  en  Washington  por  el  convenio  de  Febrero  de 
!f^7I  para  juzgar  de  las  reclamaciones  pendientes  entre  las  dos  naciones. 
Entonces  el  Barón  Blanc,  Ministro  de  Italia  en  Washington,  y  tercer  ditimen- 
te  de  la  citada  Comisión,  no  hubiera  tenido  ocasión  de  pronunciar  el  laudo 
arbitral  (1879)  sobre  D.  Fernando  DomingTiez,  en  que  le  reconoce  como 
ciutl.idano  naturalizado  de  los  Estados  Unidos,  no  obstante  e!  =  hecho  admi- 
tido de  que  el  reclamante  había  pasado  en  la  isla  de  Cuba  la  mayor  parte  de 
los  cinco  años  que  inmediatamente  precedieron  á  esta  admisión  en  la  ciuda- 
danía.>  Decisión  que  obligó  al  arbitro  por  España,  Marqués  de  Potestad- 
Pornari,  á  declarar  en  Washington  el  3  de  Mayo  de  1879  que  tno  se  con- 
formaría pasara  al  tercer  dirimente  ningún  caso  en  que  estuviese  envuelta  una 
cuestión  de  ciudadanía  hasta  que  los  dos  Gobiernos  interesados  resolvieran 
sobre  el  derecho  de  España  para  contradecir  una  alegación  de  ciudadanía 
americana. 

1  lé  aquí  demostrada  la  necesidad  de  un  tratado  de  naturalización  como  el 
celebrado  por  Méjico  y  el  Ecuador  con  los  Estados  Unidos,  sin  protocolo 
que  permita  la  ausencia  del  pretendiente  á  la  naturalización  en  los  cinco  años 
anteriores  á  ésta. 


Animus  manendi. 

Cualquiera  que  sea  la  tolerancia  respecto  al  acto  material  de  la  resideocia, 
!o  que  sí  ha  querido  evidentemente  el  legislador,  es  que  e!  extranjero  ai  na- 
turalizarse tenga  la  intención  real  y  verdadera  de  residir  en  los  Estados  Uni- 
dos y  de  cumplir  con  los  deberes  de  ciudadano.  Y  en  conformidad  del  espí- 
ritu de  la  ley,  los  Estados  Unidos  en  sus  tratados  con  las  demás  naciones 
consideran  perdida  la  naturalización  americana  por  el  regreso  al  país  del  naci- 
mii-nto  sin  la  intención  de  volver  á  los^Estados  Unidos,  sinc  animo  revcritnál 

F^ta  intención  se  manifiesta  por  la  residencia  de  dos  años,  salvo  prueba 
en  contrario. 

Aun  á  falta  de  tratados,  la  diplomacia  americana  atendería  ante  todo,  coa 
arri-glo  á  los  principios  de  jurisprudencia  internacionnl  y  a!  texto  mismo  de  la 
ley  americana,  á  la  intención  de  domiciliarse,  ó  sea  al  animus  manendÍ.Vof-o 
importaría  que  el  ciudadano  naturalizado  hubiese  residido  en  el  país  de  su 
nacimiento  más  de  los  dos  años  prescritos  en  los  tratados,  si  fué  detenido 
por  circunstancias  independientes  de  su  voluntad.  Así,  en  el  libro  que  con 
el  título  de  aCuban  Affairs»  dio  á  luz  el  departamento  de  Estado  en  1870, 
casi  todos  los  cubanos  naturalizados  en  los  Estados  Unidos,  al  dirigir  recla- 
maciones contra  España,  hicieron  hincapié  en  que  tenían  residencia  ó  nego- 
cios en  los  Estados  Unidos. 


—  417  — 

Y  éste  es  el  punto  esencial  que  ha  debido  tratar  de  investigar,  á  falta  de 
tratado,  la  Comisión  mixta  para  decidir  de  sus  reclamaciones,  á  saber,  si  ha 
habido  ó  no  intención  de  domiciliarse .  Punto  en  verdad  siempre  difícil  de 
probarse,  pero  indispensable  en  estos  casos. 


Excepciones  de  la  ley. 

Pero  ¿son  necesarios  en  todos  los  casos  cincb  anos  de  residencia  para  ob- 
tener carta  de  naturaleza  en  los  Estados  Unidos?  No. 

Basta  un  año  sin  declaración  de  intención  (ley  del  17  de  Julio  de  1862) 
para  los  mayores  de  veintiún  años  que  han  servido  honrosamente  en  el 
ejército  de  los  Estados  Unidos. 

Bastan  tres  años  con  declaración  de  intención  á  los  que  han  servido  en  la 
marina  de  guerra  ó  mercante  (ley  de  7  Je  Junio  de  1872). 

Otras  veces  la  ley  confiere  ipsofacío  el  beneficio  de  naturalización,  como 
sucede  en  los  siguientes  casos: 

I P  Los  hijos  menores  de  veintiún  años  de  padres  naturalizados  son  ciu- 
dadanos si  residen  en  los  Estados  Unidos. 

2.0  Los  hijos  nacidos  fuera  de  los  Estados  Unidos,  cuyos  padres  eran 
al  tiempo  de  su  nacimiento  ciudadanos  de  los  Estados  Unidos;  pero  los  hijos 
de  padres  que  nunca  han  residido  en  los  Estados  Unidos  no  se  consideran 
como  ciudadanos  (otra  prueba  de  la  necesidad  de  residencia  para  la  ciuda- 
danía). 

3.0  Las  mujeres  gozan  de  la  ciudadanía  del  marido,  aunque  éste  la  haya 
adquirido  después  del  matrimonio .  Estas  excepciones  de  la  ley  que  exige 
cinco  años  de  residencia  sólo  rezan,  para  los  efectos  fuera  del  territorio,  con 
las  naciones  que  las  han  reconocido  en  tratados. 

Y  las  únicas  que  hasta  ahora  lo  han  hecho  son  Inglaterra  y  Bélgica. 

Otra  excepción  establece  la  ley  en  favor  de  los  menores  que  emigran  á 
los  Estados  Unidos  antes  de  cumplir  diez  y  ocho  años.  Hállanse  exentos  en 
la  menor  edad  de  la  previa  declaración  de  intención;  pero  al  naturalizarse  en 
la  mayor  edad  deben  declarar  bajo  juramento  y  probar  á  satisfacción  del  tri- 
bunal que  era  su  intención  naturalizarse  en  los  Estados  Unidos  tres  años  an- 
tes. Deben  igualmente  probar  por  declaración  jurada,  á  menos  que  la  Corte 
requiera  otro  testimonio,  que  durante  dicho  período  se  han  comportado 
como  hombres  de  buen  carácter  moral. 

Nos  ocuparemos  por  separado  en  lo  relativo  á  la  condición  de  la  mujer  y 
de  los  hijos. 


Efectos  de  la  naiuralización  dentro  del  territorio  de  los  Estados  Unidos. 

El  ciudadano  naturalizado  se  halla  equiparado  en  los  Estados  Unidos  al 
nativo  para  el  ejercicio  de  los  derechos  políticos. 

Sólo  en  el  Estado  de  Rhode  Island  se  prohibe  votar  al  ciudadano  naturali- 
zado que  no  posea  propiedad  raíz.  En  los  demás  Estados  no  hay  esta  restric- 
ción antiamericana  y  antidemocrática.  Según  las  leyes  federales,  el  ciudadano 
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naturalizado  puede  ser  elegido  á  los  siete  años  de  residencia  miembro  de  h 
Cámara  de  Representantes  de  los  Estados  Unidos,  y  á  los  nueve  aiios  ocu- 
par una  silla  en  el  Senado,  que  comparte  el  ejercicio  del  poder  ejecutivo  con 
el  Presidente  y  el  Gabinete. 

Uno  de  los  miembros  más  prominentes  del  Senado  ha  sido  largo  tiempo 
un  prusiano  naturalizado,  el  General  Cari  Schurz,  antiguo  Plenipotenciario 
.-aniuricano  en  España,  /después  Ministro  del  Interior  en  los  Estados  Unidos. 
Varios  otros  extranjeros  naturalizados  han  figurado  como  Ministros  délos 
Est;idos  Unidos  en  el  exterior,  señaladamente  el  suizo  GaJlatín  ea  Londres, 
el  francés  Fierre  Soulé  en  Madrid,  los  alemanes  Hausarek  y  V'ulhvebej  en  el 
Ecuador.  En  las  elecciones  locales  del  Estado  de  Nueva  York,  en  Noviembre 
de  1879,  toda  la  lista  de  empleados  que  ea  número  de  12  ofreció  al  sufragio 
popular  uno  de  los  candidatos  democráticos,  Mr.  Jhon  Kelly,  se  componía 
de  ciudadanos  naturalizados.  Estos  están  llamados  á  ocupar  en  los  Estados 
Unidos  los  puestos  de  más  viso  y  coospicuos,  excepto  el  de  Presidente  y 
Vicepresidente  de  la  República,  así  como  el  de  Gobernador  en  varios 
Estados,  entre  ellos  el  de  Nueva  York.  Aun  para  la  Presidencia  y  Vicepresi- 
dencia  de  los  Estados  Unidos  propúsose  habilitar  en  1S71  al  ciudadano  na- 
turalizado; pero  el  ¿>¿//  ó  proyecto  de  ley  no  fué  tomado  en  consideración  por 
la  Cámara  de  Representantes.  Sin  embargo,  hay  quien  predice  que  dentro 
de  medio  siglo  habrá  en  los  Estados  Unidos  un  Presidente  alemán .  A  juzgar 
por  el  número  de  votos,  más  probable  sería  en  todo  caso  ün  Presidente 
oriuíído  de  Irlanda,  cuya  inmigración  á  los  Estados  Unidos  os  más  numero- 
sa que  la  alemana,  aunque  menos  inteligente  é  instruida. 


Necesidad  de  la  naturalización  para  los  derechos  civiles, 
especialmenie  la  propiedad. 

.Si  el  incentivo  de  la  naturalización  fuera  sólo  el  ejercicio  de  los  derechos 
políticos  ó  la  aspiración  á  los  honores,  la  mayor  parte  de  los  inmigrantes, 
eNtr.iños  á  la  política,  poco  se  curaría  probablemente  de  la  ciudadanía  ame- 
ricana, á  no  ser  para  traficar  con  su  voto.  Móvil  más  mugente  y  poderoso  es 
el  de  la  adquisición  de  los  derechos  civiles,  especialmente  el  de  la  propiedad. 


NATURALIZACIÓN  DE  LA  MUJER 


CONDICIÓN    DE   LA   AMERICANA .  CASADA   CON   EXTRANJERO 

Dos  principios  contradictorios. 

El  Presidente  Grant,  en  su  Mensaje  de  2  de  Didembre  de  1873,  invitó 
inútilmente  al  Congreso  á  reglamentar  por  medio  de  leyes  la  condición  de 
!a  americana  casada  con  extranjero,  y  á  fijar  el  estado  de  los  hijos,  nacidos 
en  país  extranjero,  de  padres  americanos,  cuando  dichos  hijos  residen  de 
una  manera  más  ó  menos  permanente  en  el  exterior. 


'J 
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Mientras  se  llene  este  vacío  en  la  legislación  federal,  conviene  estudiar  la 
doctrina  y  prácticas  que  han  prevalecido  hasta  ahora  en  la  gran  Repúbhca 
sobre  uno  de  los  puntos  más  importantes  del  Derecho  internacional  privado. 

Puede  resumirse  en  dos  principios  contradictorios  que  vamos  á  explayar: 

I. o     La  extranjera  casada  con  americano  se  vuelve  AMERICANA; 
Y  2  O      La  AMERICANA  CASADA  CON  EXTRANJERO  QUEDA  AMERICANA, 


% 
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Principio  general. 

Por  lo  general  >  LA  MUJER  SIGUE  LA  NACIONALIDAD  DEL  MARIDO. 

Entre  los  diez  principios  que  el  profesor  Bluntschli  (i)  cree  reconocerá  el 
derecho  moderno,  por  haber  sido  admitidos  ya  en  la  mayor  parte  de  las  le- 
gislaciones, se  encuentra  el  de  que  la  mujer  adquiere  por  el  tnairimonio  la 
fiacionalidad  del  marido» 

Inglaterra  y  los  Estados  Unidos  han  constituido  la  más  conspicua  excep- 
ción á  esta  regla.  Por  la  ley  inglesa  de  1844  la  inglesa  casada  con  extran- 
jero retenía  su  nacionalidad  inglesa,  mientras  que  la  extranjera  casaoa  con 
inglés  se  volvía  inglesa.  Pero  esta  anomalía  desapareció  por  la  ley  de  natura- 
lización de  1870  (2),  la  cual,  dando  al  traste  con  la  antigua  doctrina  del  eter- 
no vasallaje,  provee  que  la  mujer  será  considerada  de  la  misma  nacionalidad 
del  marido. 

En  los  Estados  Unidos  la  extranjera  casada  con  americano  se 
vuelve  americana. 

No  hay  ley  expresa  sobre  el  particular;  pero  es  la  deducción  que  han  sa- 
cado las  autoridades  competentes  y  que  ha  adoptado  el  Gobierno  de  los 
Estados  Unidos  en  la  teoría  y  fcn  la  práctica  de  la  ley  del  10  de  Febrero 
de  1855: 

Hé  aquí  el  dictamen  del  Attorttey-General  Williams: 

«Consultadas  las  autoridades  relativamente  á  la  interpretación  de  la  sec- 
ción 2.^  de  la  ley  de  1855  (10  Stat,  604;  R.  S.  §  1.994),  dedúcese  que  una 
mujer  blanca  libre,  no  una  extranjera  enemiga,  casada  con  un  ciudadano  ame- 
ricano, se  reputa  ciudadana  de  los  Estados  Unidos  sin  consideración  al  lugar 
ó  tiempo  de  su  matrimonio,  ó  á  su  residencia.  En  conformidad,  tal  mujer,  ca- 
sada en  país  extranjero  con  un  ciudadano  de  los  Estados  Unidos^  residente 
en  el  exterior  y  que  continúa  residiendo  allí  con  su  cónyuge  después  del  ma- 
trimonio, debe  ser  reputada  ciudadana  de  los  Estados  Unidos,  aunque  nunca 
haya  habitado  en  los  Estados  Unidos»  (3). 

De  manera  que  toda  extranjera  que  case  en  cualquier  parte  del  mundo  con 
un  ciudadano  de  los  Estados  Unidos,  tiene  derecho  á  la  protección  y  á  los 
privilegios  de  éste.  Pero  esto  se  entiende  naturalmente  si  la  legislación  del 
país  donde  dicha  mujer  ha  nacido  y  reside  no  se  opone;  pues  las  leyes  pa- 
trias rigen  respecto  de  ella  mientras  habite  su  país.  Más  claro:  será  americana 


(i)    Revae  da  Droit  Intematioaal,  1870.  Numero  i. 

(2)  Natunlization  Act.  i2thMa7,  1870. 

(3)  14  Op.  402,  Williams  (1874).  Digtst  of  opimons  and  kacUng  casts  oh  Inttmaüonal  laxv^  pá« 
ginasó. 
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en  los  Estados  Unidos,  pero  quedará  ciudadana  del  pafs  donde  nació,  mientras 
este  allí,  si  asi  lo  declaran  ias  leyes  del  país. 

Háse  decidido  que  el  matrimonio  confiere  la  ciudadanía  de  los  Estados 
Unidos  á  la  mujer,  aunque  hubiera  sido  adquirida  después  del  matrimonio. 
Esta  es  la  consecuencia  lógica  del  principio:  «la  mujer  de  americano  es  ame- 
ricana. > 

Mas  no  por  eso  la  ciudadana  americana  casada  en  su  país  con  un  exttan 
jero  (se  entiende  siempre  no  naturalizado)  se  vuelve  extranjera.  Veremos 
después  que  permanece  americana,  no  por  disposición  de  la  ley  (pues  tampo- 
co la  hay),  sino  en  virtud  de  sentencias  judiciales  y  de  resoluciones  ejecu- 
tivas. 


Ley  dd  domicilio. 


No  obstante,  en  los  Estados  Unidos,  como  en  Inglaterra,  prevalece  la  an- 
tigua ley  romana  que  refunde  el  domicilio  de  la  mujer  en  el  del  marido,  y 
esto  aunque  marido  y  mujer  vivan  en  diferentes  Elstados,  salvo,  naturalmen- 
te, el  caso  de  divorcio  ó  de  destierro  ó  de  reclusión  en  una  penitenciaría  ó 
en  una  casa  de  locos. 


Duda  proveniente  de  los  trátanos  de  natura  ¡izactbn. 

F,n  niny-:rni  de  los  tratados  de  naturalización  celebrados  por  los  Estados 
Unidos  s<,'  ■-■ipula  nada  relativamente  al  matrimonio  ni  al  domicilio.  La  omisión 
de  punto  1 111  i.-seocial,  y  que  ha  sido  semillero  de  dudas  y  diferencias,  deja  en 
todo  su  vÍl;":  In  doctrina  americana  sobre  retención  por  la  mujer  americana 
de  su  nac¡'>[i.''idad,  no  obstante  su  matrimonio  con  extranjero.  Pero  como  en 
varias  nacii  nirs,  el  matrimonio  es  uno  de  los  modos  de  naturalizarse,  acaso  los 
tratados  cuiicluídos  con  éstas  pudieran  comprometer  la  ciudadanía  de  la  ame- 
ricana ca.sada  con  un  subdito  ó  ciudadano  de  aquellos  Estados.  El  punto  es, 
sin  cmbarcjo,  tan  dudoso,  que  el  ilustrado  comentador  de  W'heatou,  Mr.  W. 
Beach  Lawrencc,  insinúa  esta  duda  sin  resolverla:  ^"Pucde  controvertirse, 
dice,  si  una  americana  casada  con  un  subdito  de  una  de  las  naciones  con 
quienes  tenemos  tratados  de  naturalización,  y  donde  Ig  ley  considc.a  el  ma- 
trimonio como  uno  de  los  modos  de  naturalizarse,  no  ha  perdido  la  ciudada- 
nía americana'  (l). 

Y  cu  otro  lugar:  «El  efecto  de  los  tratados  de  naturalización  pudiera  ser 
sujetar  á  la  americana,  naturalizada  por  las  leyes  del  país  de  su  marido,  á  las 
triibas  impuestas  á  sus  hijos  para  la  sucesión  por  las  leves  de!  Estado  de 
.\ucv,-í  Vork  {2). 

Esto  escribía  el  autor  en  1S71.  Desde  entonces  han  desaparecido  las  res- 
tricciones á  que  hace  referencia,  merced  á  la  ley  del  Estado  de  N'ueva  York 


,  r      W.  Heach  I.awrence.  — Dííabilitiei  of  «mericín  * 
Yorck,  1817. 

(a;,     I.lcia  id.,  p.  43, 
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del  20  de  Marzo  de  1872,  debida  en  gran  parte  á  los  esfuerzos  generosos 
del  mismo  Mr.  Beach  Lawrence. 

Más  la  cuestión  queda  en  pie  sobre  si  la  americana  casada  con  extranjero 
pierde  su  ciudadanía  nativa  para  asumir  la  del  marido  en  los  Estados  con 
quienes  el  Gabinete  de  Washington  ha  celebrado  tratados  de  naturalización, 
y  donde  ésta  se  efectúa  por  el  matrimonio. 

Mientras  el  derecho  convencional  no  resuelva  este  punto,  la  ley  municipal 
de  un  Estado  no  podrá  prevalecer  en  otro  que  reconozca  un  principio  con- 
trario. 


•i>I 


La  pérdida  de  la  ciudadanía  es  una  pena. 


1-; 


Aunque  el  marido  y  la  mujer  son  conjunta  persona,  no  hay  razón  para  que 
la  mujer  casada  en  su  país  natal,  con  un  extranjero  se  vuelva  allí  extranjera  y 
pierda  los  derechas  civiles  inherentes  á  la  nacionalidad.  Elste  es,  sobre  todo,  , 
argumento  poderoso  en  los  Estados  Unidos;  pues  ya  se  ha  visto  las  trabas 
-que  existen  en  muchos  Estados  de  la  Unión  para  la  adquisición  de  bienes 
raíces  y  goce  de  cierto's  derechos  civiles  por  los  extranjeros.  La  desnaciona- 
lización de  la  americana  por  su  matrimonio  con  un  extranjero  equivaldría  de 
consiguiente  á  la  privación  de  varios  derechos,  entre  ellos  el  de  dominio,  lo 
cual  envuelve  la  amenaza  de  confiscación  por  el  Estado,  donde  existe  aún  el 
feudal  derecho  de  albanagio  (i).  Aun  los  mayores  adversarios  de  los  dere- 
chos de  ¡a  mujer  no  pueden  negar  que  la  doctiina  así  llamada,  si  se  dejan  á 
un  lado  las  exageraciones  referentes  á  la  parte  política,  encierra  en  su  seno 
un  principio  inconcuso  de  justicia.  En  ninguna  parte  ha  tomado  mayor  incre- 
mento práctico  este  principio  que  en  los  Estados  Unidos,  donde  las  mujeres 
se  hallan  admitidas  á  los  cursos  de  las  facultades  mayores,  á  muchos  ei;n- 
pleos  públicos  y  al  ejercicio  de  varias  profesiones  liberales. 

La  legislación  americana  no  ha  querido  convertir  á  la  mujer  en  un  menor 
de  edad  que  siga  de  hecho  la  nacionalidad  del  marido,  sino  únicamente  para 
la  parte  que  le  es  beneficiosa,  cual  es  la  adquisición  de  la  ciudadanía  ameri- 
cana. La  mujer  extranjera  se  naturaliza  americana  ipso  fado  por  la  naturali- 
zación del  marido,  como  los  hijos  menores  nacidos  en  país  extranjero, 
se  naturalizan  americanos  por  la  naturalización  del  padre.  Este  es  un  bene- 
ficio que  la  ley  concede  á  los  menores  y  á  la  mujer;  pero  la  pérdida  de  la 
nacionalidad  es  un  castigo. 

En  los  Estados  donde  todavía  impera  (como  sucede  en  varios  de  la  Unión) 
la  inflexible  ley  commi^  esta  cuestión  tiene  una  importancia  de  que  carece  en 
los  países,  como  los  de  la  América  del  Sur,  cuya  legislación  liberal  ha  repu- 
diado el  derecho  de  albanagio  y  detracción,  y  no  desconoce  distinción  para 
el  dominio  entre  nacionales  y  extranjeros. 

Mucho  más  cruel,  y  hasta  inmoral,  sería  la  desnacionalización  de  la  mujer, 
si  se  considera  el  obstáculo  que  opondría  al  matrimonio  entre  americanas  y 
extranjeros,  con  la  imposición  de  una  pena  que  en  ciertos  casos  equivaldría. 


(i)  Los  bienes  raíces  del  americano  qae  se  vaelve  extranjero  son  reversibles  al  Estado  por 
el  derecho  de  albanagio.  (The  Santissima  Trinidad,  i  Brookenbroagb,  478.  Digestofopinions^  etc., 
página  I  o  I.) 
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en  virtud  del  derecho  de  albanagio,  á  la  reversión  de  los  bienes  raices   de  la 
mujer  al  Estado. 

La  legislación  americana  no  acorta  como  la  de  otras  naciones,  el  térmico 
de  la  residencia  necesaria  para  la  naturalización,  al  extranjero  casado  con 
americana. 


Inconveniente  de  que  la  mujer  siga  en  todo  caso  la  nacionalidad  del  marido. 

;Ci[ál  sería  la  condición  de  la  americana  casada  con  extranjero  que  ha  de- 
clarado la  intención  de  nartiralizarse  americano?  ¿Quedará  con  la  nacionalidad 
del  m^irido  durante  tres  arios,  para  reasumir  la  primitiva  nacionalidad  á  la  ex 
piración  de  este  término?  &  lo  que  resultarla  del  principio  de  que  la  mujer 
siga  en  todo  caso  la  nacionalidad  del  marido. 

Pero  esta  hipótesis  sólo  sería  admisible  eu  la  concurrencia  de  las  dos  cir- 
cunstancia'í  arriba  mencionadas,  á  saber:  ' 

i."^  CKic  en  el  país  del  marido  el  matrimonio  sea  un  modo  de  natura 
lizar. 

2.°  Que  haya  tratados  de  naturalización  entre  dicho  país  y  ios  Estados 
Unidos. 

Donde  no  concurren  ambas  circunstancias,  no  hay  lugar  á  duda;  la  ameri- 
cana no  pierde  su  nacionalidad  por  casarse  en  su  país  con  un  extranjero,  como 
vamos  á  c.vplicarlo  á  continuación.   . 


La  americana  casada  con  extranjero  queda  americana. 

A=í  lo  ha  decidido  la  magistratura  de  Nueva  York;  y  asi  lo  resolvió  la  Cor- 
te Suprema  federal  en  la  litis  de  Shanks  y  compartes  contra  Dupont  y  com- 
partes. 

Ana  .Scott  casó  en  Charleston  (Carolina  del  Sur)  con  un  oficial  ingles  cuan- 
do aquella  ciudad  estuvo  ocupada  por  las  fuerzas  británicas  eu  1781.  Se  tras- 
ladó después  con  su  marido  á  Inglaterra,  donde  residió  hasta  su  muerte.  La 
Corte  Suprema  falló  que  tpor  su  matrimonio  con  un  extranjero  no  había  de- 
jado de  ser  ciudadana  de  la  Carolina  del  Sur.  ^ 

A!  exponer  el  juez  Story  la  última  decisión  dice:  «El  matrimonio  que 
Ana  Scott,  natural  de  la  Carolina  del  Sur,  contrajo  en  aquel  Estado,  con  José 
Shanlcs  no  l.i  convierte  en  extranjera,  porque  ti  casamiento  con  extranjero,  y<i 
sea  amigo  i>  enemigo,  no  produce  la  disolución  de  la  ciudadanía  ftatural  de  la 
miijrr.  Ese  matrimonio  podrá  cambiar  sus  derechos  civiles;  pero  no  sus  de  ■ 
reclios  políticos.! 

El  c:imbio  posible  en  los  derechos  civiles,  de  que  habla  Story  se  refiere  á 
las  inhübilidades  de  la  ley  común,  tales  como  existían  en  Nueva  York,  antes  de 
la  ley  del  2.0  de  Marzo  de  1872,  y  tales  como  existen  actualmente  en  otros 
Estados. 

No  en  v;mo  menciona  Story  la  circunstancia  de  que  el  matrimonio  de  Ana 
Scott  fué  contraído  en  la  Carolina  del  Sur;  porque  dicha  circunstancia  es  de 
gran  peso  para  la  retención  por  la  mujer  del  carácter  nacional,  mucho  más  sí 
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á  ella  se  añade  el  domicilio  de  los  cónyuges  en  el  país  de  la  mujer  á  tiempo 
de  contraer  matrimonio. 

En  este  sentido  resolvió  la  Comisión  mixta  mexicano-americana  reunida  en 
Washington  (1872),  el  caso  de  la  Biencourt,  así  como  diez  años  antes  el 
Gobierno  había  decidido  de  igual  manera  el  de  la  Prieto. 


Requisito  para  la  conservación  del  carácter  nacional  por  la  americana 

casada  con  extranjero. 

Para  la  retención  de  la  nacionalidad  americana  por  la  mujer  casada  con 
extranjero,  parece  ser  requisito  esencial,  según  se  colige  de  los  casos  citados, 
que  el  matrimonio  se  haya  contraído  en  los  Estados  Unidos. 

El  no  domicilio  en  país  extranjero  si'ie  animo  revertendi  no  parece  ser  re- 
quisito tan  esencial,  á  juzgar  por  el  caso  de  la  Scott;  pero  la  permanencia 
en  su  patria  siempre  contribuirá  á  ipbustecer  el  derecho  de  la  mujer  para  la 
conservación  de  la  nacionalidad  americana. 


Los  hijos  de  la  americana  censada  con  extranjero  pueden  ya  heredar 

en  Nueva  York. 

La  ley  de  Nueva  York  del  20  de  Marzo  de  1872  parece  haber  sido  inspi- 
rada por  el  deseo  de  conservar  á  la  mujer  casada  con  extranjero,  los  derechos 
civiles  que  su  matrimonio  podría  comprometer. 

iiI-.os  inmuebles,  dice,  «que  pertenecen  hoy  ó  en  adelante  pertenecieren  á 
una  mujer  nacida  en  los  Estados  Unidos  ó  que  de  otra  manera  haya  sido  ciu- 
dadana, descenderán  después  de  sus  días,  y  apesar  de  su  matrimonio  con  un 
extranjero  y  de  su  residencia  en  el  exterior  á  los  hijos  legítimos  nacidos  de 
este  matrimonio  ó  á  sus  descendientes.» 

Por  esta  ley,  que  deja  en  todo  su  rigor  las  demás  incapacidades  de  los  ex- 
tranjeros, la  americana  casada  con  extranjero  no  sólo  retiene  su  na 
cionalidad  para  el  derecho  de  heredar,  sino  que  la  trasmite  á  sus  descendien- 
tes legítimos,  aunque  extranjeros,  y  aunque  no  residan  en  el  país,  según  se 
colige  del  texto  de  la  ley.  En  varias  Repúblicas  de  Sud-América,  entre  ellas 
el  Ecuador,  Chile  y  Bolivia,  la  madre  extiende  su  nacionalidad  al  hijo,  nacido 
en  país  extranjero,  si  dicho  hijo  se  domicilia  en  el  país  de  la  madre.  Otro 
tanto  sucede  en  el  Brasil  respecto  de  los  hijos  ilegítimos  de  madre  brasileña. 

Con  anterioridad  al  Estado  de  Nueva  York,  el  de  Virginia  había  conferido, 
conforme  al  estatuto  inglés  de  1844,  álos  hijos  de  americana,  casada  con  ex- 
tranjero, nacidos  fuera  de  los  Estados  Unidos,  los  derechos  de  adquirir  y  he- 
redar propiedad  raíz . 

Antes  de  la  citada  ley  de  Nueva  York,  la  americana  poseedora  de  propie- 
dad raíz  en  el  Estado  deNueva  York  que  casaba  con  extranjero,  se  veía  redu- 
cida para  no  privar  á  sus  hijos  de  los  bienes  raíces  á  la  alternativa  de  desha- 
cerse de  ellos  ó  confiarse  á  los  azares  de  un  fideicomiso.  A  menos  que  sus 
hijos  obtuvieran  un  permiso  especial,  á  falta  de  otros  herederos,  para  adqui- 
rir dicho  inmueble.  El  Estado  ha  solido  conceder  este  permiso  á  los  extran. 
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jeros  que  lo  haa  solicitado,  no  sólo  para  adquirir,  sino  para  trasmitir  bienes 
raíces;  mas  en  estricto  derecho,  la  ley  reserva  esta  facultad  taa  sólo  á  los  que 
han  dado  los  pasos  preliminares  para  la  naturalización,  ó  bien  á  los  extranje- 
ros residentes  cuyo  titulo  proviene  de  una  concesión  (¿raní). 


Notables  sentencias  en  Nueva  York. 


Hase  decidido  por  los  Tribunales  de  Nueva  York  que  un  ciudadano  natu- 
ralizado (cuyo  padre  había  muerto  extranjero),  no  podía  heredar  la  propiedad 
raiz  de  un  tío,  muerto  abintestato,  la  cual  pasó  al  hermano  (también  ciudada- 
no naturalizado)  del  difunto.  Así,  en  la  herencia  por  estirpe,  la  calidad  de  ex- 
tranjero en  el  padre  inhabilita  al  hijo  ciudadano  para  la  sucesión  hereditaria. 
que  acrece  á  los  otros  colaterales. 

Otro  tanto  sucedió  en  el  fallecimiento  de  un  intestado  que  dejó  una  het- 
mana  y  una  sobrina,  hija  de  ésta.  La  sobrina,  aunque  ciudadana,  no  pudo 
heredar  ios  bienes  rafees,  por  ser  su  madre  extranjera. 

Más  duro  aún  es  el  caso  ocurrido  en  iS43,que  citan  los  comisionados  para 
la  reforma  de!  Código  de  Nueva  York.  Los  únicos  llamados  á  la  sucesión  de 
un  intestado  eran  ciudadanos  hijos  de  una  hermana  extranjera.  Los  inmuebles 
pasaron  á  un  pariente  remotísimo  con  exclusión  de  los  sobrinos,  cuyo  título 
había  invalidado  la  madre  por  ser  extranjera. 

En  vano  algunos  espíritus  ilustrados,  entre  ellos  los  autores  dci  proyecto 
del  Código  Civil  de  Nueva  York  en  1865,  y  el  docto  comentador  de  Whea- 
ton,  Mr.  B.  Lawrence,  han  alzado  la  voz  en  favor  de  doctrinas  económicas 
más  liberales  y  más  conformes  con  los  tratados  concluidos  por  los  Estados 
Unidos.  Mr.  B.  Lawrence,  de  quien  hemos  tomado  los  casos  arriba  cita- 
dos (l),  apoyó  en  ellos  la  carta  que  dirigió  al  Gobernador  de  \ueva  York  en 
Diciembre  de  1870,  á  fin  de  que  recabara  de  la  Legislatura  del  Estado  la 
igualación  del  extranjero  con  el  nacional  para  la  adqui^ción  y  trasmisión  de 
bienes. 

Sus  esfuerzos  fueron  secundados  por  el  Presidente  de  la  Comisión  del  Se- 
nado de  Nueva  York,  pero  inútilmente,  porque  el  Senado  no  adoptó  la  refor- 
ma, que  había  sido  igualmente  rechazada  en  1865,  en  el  proyecto  de  Código 
civil  presentado  entonces.  Es  de  esperar,  sin  embargo,  que  el  primer  paso 
en  favor  de  los  extranjeros,  hijos  de  ciudadana  americana,  se  extienda  tam- 
bién á  los  que  no  lo  sean.  Sólo  el  primer  paso  cuesta;  y  este  paso  se  ha  dado 
con  la  ley  del  20  de  Marzo  de  1872. 


Otros  medios  de  sustraerse  á  la  ley  común , 

Para  el  extranjero,  cuya  patria  carece  de  tratados  con  los  Estados  Unidos, 
queda  expedita  la  declaración  de  la  intención  de  hacerse  ciudadano,  la  cual 
sirve  á  su  viuda  y  á  sus  hijos,  aunque  muera  antes  de  consumar  la  naturali- 


(1)     DiiabiHtilí  af  Aitirica»  Wentlnd  «t^rrUd  abroad. 
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zación.  La  viuda  y  los  hijos  adquieren  entonces  la  ciudadanía  con  sólo  ma- 
nifestar su  intención  y  prestar  el  juramento  requerido,  al  pedir  la  admisión  á  ' 
la  naturalizacióa,  salvo  siempre  los  pactos  en  contrario  (i). 


Lo  qtie  co7iviene  á  las  Repúblicas  hispano  •america7ias. 


El  futuro  bienestar  de  las  Repúblicas  hispano-americanas  depende  de  la 
inmigración  extranjera,  que  puede  hacer  de  ellas  lo  que  ha  hecho  de  los  Es- 
tados Unidos:  en  menos  de  un  siglo  aumentar  en  un  décuplo  su  población, 
y  la  riqueza  nacional  en  ocho  mil  millones  de  pesos  por  lo  menos. 

Ahora  bien:  ¿convendrá  que  el  extranjero  convierta  en  extranjera  á  su 
mujer  hispano-americana?  En  Repúblicas  tan  escasamente  pobladas,  la  adop- 
ción del  principio  absoluto  de  que  la  mujer  sigue  la  nacionalidad  del  marido 
podría  crear  en  breve  una  numerosa  población  extranjera,  que  acarrearía  no 
pocas  dificultades  y  conflictos.  Puede  aquel  principio  carecer  de  inconve- 
nientes en  otras  Naciones;  pero  lo  que  es  bueno  para  unas  no  siempre  con- 
viene á  otras,  especialmente  en  materias  de  nacionalidad.  El  principio  de  la 
ciudadanía  de  extracción,  v.  gr.,  tan  encomiado  por  los  modernos  publicistas 
europeos,  no  ha  podido  aclimatarse  en  América,  ni  aun  en  la  patria  de  su 
más  ilustre  defensor  (2). 

El  principio  que  podemos  llamar  americano  (porque  nada  importan  dos  ó 
tres  excepciones  transitorias  ó  aisladas)  es  el  principio  territorial^  como  lo 
apellida  Bluntschli,  ó  sea,  según  la  expresión  del  Sr.  Bello,  la  ciudadanía  de 
nacimiento,  objeto  hoy  de  tan  severas  críticas,  y  sostenido  con  razón  por 
aquel  nuestro  primer  publicista  de  Hispano- América. 

Creemos  que  las  Repúblicas  hispano -americanas  consultarán  sus  verdade- 
ros intereses,  estableciendo  los  cuatro  principios  que  siguen: 

I P  La  extranjera,  mujer  de  un  ciudadano,  sigue  la  nacionalidad  del  ma- 
rido si  establece  su  domicilio  en  el  país  de  éste. 

2P  La  mujer  no  pierde  el  carácter  nacional  por  casarse  en  su  país  con 
Tin  extranjero. 

3.^  Si  la  ciudadana  casada  con  extranjero  traslada  su  domicilio  perma- 
nente fuera  del  país,  sin  ánimo  de  volver,  sigue  la  nacionalidad  del  marido. 

4.0  La  mujer  que  hubiese  perdido  su  nacionalidad  con  arreglo  al  artículo 
anterior,  puede  recobrarla  cuando  enviude,  si  hace  constar  la  intención  de 
domiciliarse  en  su  primera  patria. 


NACIONALIDAD  Y  NATURALIZACIÓN  DE  LOS  HIJOS 


Las  diversas  leyes  ó  doctrinas  sobre  este  particular  pueden  concretarse  á 
las  tres  siguientes: 


V. 


(i)     Sección  segunda  de  la  ley  de  26  de  Marzo  de  1804. 
(2)     El  distingnido  jnnsta  argentino  D.  J.  B.  Alberdi. 


■  4Z6  ■ 


I  ■•'  Los  hijos  nacidos  en  país  extranjero,  de  padres  americanos,  son  ame- 
ricanos en  los  Estados  Unidos. 

2.''  Los  hijos  nacidos  en  los  Estados  Unidos,  de  padres  extranjeros,  son 
ciudadanos  de  los  Estados  Unidos. 

3.'^  La  naturalización  del  padre  naturaliza  á  los  hijos  menores  en  tos  Es- 
tados Unidos. 


L 


I'IkGLA  i.^ — Ciudadanía  de  los  kijos  nacidos  eu  país  extranjero 
de  padres  c 


■  Los  hijos  nacidos  en  país  extranjero  de  padres  que  al  tiempo  de  su  naci- 
miento eran  ciudadanos  de  los  Estados  Unidos  y  que  en  alg'una  époea  han 
residido  aqui,  son  ciudadanos  americanos  en  virtud  de  la  ley  de  1855  (10. 
Stat,  004;  R.  S-,  §  993),'  dijo  al  Atlorney-General  Woar  en  iS'ií.  «Estas per- 
souH';  tienen  opción  á  todos  los  privilegios  de  la  ciudadanía  que  el  Gobierno 
de  l<is  Lstados  Unidos  puede  conferir»  (i). 

En  efecto,  la  ley  del  10  de  Febrero  de  1855  confiüre  la  ciudadanía  á  U 
prole  nacida  en  país  extranjero  de  padres  que  eran  ciudadanos  americanos 
al  tiempo  del  nacimiento  de  ella,  con  la  restricción  de  (|uc  la  ciudadanía  no 
descienda  apersonas  cuyos  padres  jamás  hubiesen  residido  en' los  Estados 
l'did'^í.  Limitación  prudente  que  si  hubiera  existido  en  la  legislación  francesa 
habr;  i  evitado  á  Francia  enojosas  cuestiones  diplomáticas,  como  la  habida 
con  1,1  República  Argentina,  en  que  Francia  no  siempre  ha  llevado  la  mejor 

Pero  debe  tenerse  presente  que  aquel  reconocimiento  de  la  ciudadanía  de 
extracción  no  puede  prevalecer  en  el  pafs  del  nacimiento  sobre  las  ¡eyes  lo- 
cales en  contrario.  Así  los  hijos  de  americanos,  nacidos  en  país  extranjero 
poiir.n  reclamar  y  ejercer  los  derechos  de  la  ciudadanía  americana  en  los 
l-'.fit:ií!i)s  Unidos;  mas  no  escudarse  con  ésta  para  sustraerse  á  las  obligaciones 
de  1.1  ciudadanía  nativa  en  el  país  del  nacimiento.  Sólo  están  exceptuados  de 
esta  I  ■;;;la  los  hijos  de  los  Embajadores,  Ministros  y  agentes  diplomáticos  ú 
otros  ciudadanos  en  comisión,  nacidos  en  el  país  donde  su  padre  se  halló 
acreditado  ó  comisionado  por  su  Gobierno.  Estos  hijos  se  consideran  como  . 
nacidiis  en  territorio  patrio;  y  las  constituciones  de  la  América  republicana 
les  cunccdcn  todos  los  privileg-ios  de  la  ciudadanía  nativa. 

El  I  iobierno  de  los  Estados  Unidos  tiene  prevenido  á  sus  agentes  que  si, 
pnr  l.is  leyes  locales,  los  hijos  de  americanos  son  ciudadanos  del  país  donde 
han  1'  icido,  no  deben  intervenir  mientras  los  mencionados  hijos  se  hallen  en 
dieln  1  p.iís  (3).  cDentro  de  la  jurisdicción  de  los  Estados  Unidos,  dispone  la 
circuí. ir  del  Departamento  de  Estado  del  14  de  Octubre  de  1869,  >  ellos  tic- 
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nen  derecho  á  todos  los  privileg-ios  de  los  ciudadanos;  pero  mientras  los  Es- 
tados Unidos  pueden  fijar  por  ley  ó  declarar  las  condiciones  que  constitu- 
yen la  ciudadanía  dentro  de  su  jurisdicción  territorial  y  conferir  los  derechos 
de  ciudadanos  americanos  en  cualquier  parte  á  personas  que  no  están  sujetas 
á  la  autoridad  de  ninguna  nación  ó  Gobierno  extranjero,  no  abrigan  la  pre 
tensión  de  hacer  extensivos  aquellos  derechos  á  subditos  de  un  Estado  ex- 
tranjero que  no  han  venido  al  territorio  de  los  Estados  Unidos;  lo  cual  sería, 
en  verdad,  embarazar  el  ejercicio  de  los  justos  derechos  de  una  nación  res- 
pecto de  sus  subditos.  Si,  pues,  por  las  leyes  del  país  del  nacimiento,  los 
hijos  de  ciudadanos  americanos  nacidos  allí  son  subditos  de  aquel  Estado, 
la  legislación  de  los  Estados  Unidos  no  debe  interpretarse  de  manera  que  per- 
mita intervención  ninguna  en  lo  concerniente  al  vasallaje  que  deben  á  su  pa- 
tria natural  mientras  residan  en  ella.  > 

Este  es  uno  de  los  tantos  casos  de  doble  nacionalidad  como  suelen  ocu 
rrir  frecuentemente.  Los  hijos  de  americanos,  nacidos  en  el' exterior,  son  ame- 
ricanos en  los  Estados  Unidos;  pero  no  en  el  país  de  su  nacimiento,  donde 
quedan  ciudadanos  si  así  lo  declara  la  ley.  Aun  en  el  territorio  de  los  Estados 
Unidos,  el  derecho  á  la  ciudadanía  americ?\na  no  es  limitado,  ni  absoluto; 
puesto  que  no  pasa  á  los  hijos  de  los  que  nunca  han  residido  en  los  Estados 
Unidos,  y  el  pasaporte  que  se  da  á  los  padres,  como  ciudadanos  americanos, 
es  siempre  con  la  salvedad  de  sus  deberes  y  obligaciones  para  con  el  país 
del  nacimiento. 

Hé  aquí  la  fórmula  del  pasaporte,  cuyo  modelo  remitió  el  Departamento 
de  Estado,  anexo  á  la  circular  del  14  de  Octubre  de  1869,  para  que  se  con- 
cediese á  los  hijos  de  americanos,  nacidos  en  país  extranjero: 

«El  infrascrito...  ruega  á  cuantos  concierna  permitan  pasar  libre'y  segura- 
mente á  N.  N.,  ciudadano  de  los  Estados  Unidos,  y  le  presten  en  caso  de  ne- 
cesidad legítimo  auxilio  y  protección;  pero  el  derecho  del  mencionado  N.  N. 
para  pedir  auxilio  y  protección  de  los  Estados  Unidos,  ó  de  sus  agentes  y.em- 
pleados  se  halla  limitado  y  circunscrito  por  los  deberes  y  atribuciones  que 
le  impongan  las  leyes  del  Reino  (Imperio  ó  República)  donde  nació,  de  pa- 
dre entonces  ciudadano  de  los  Estados  Unidos  y  residente  actualmente  en 
ellos.  ^ 


Regla  2.^ — Los  hijos  nacidos  en  los  Estados    Unidos  de  padres-  extranjeros 

son  ciudadanos  de  los  Estados  Unidos. 

«En  los  Estados  Unidos,  los  hijos  de  extranjeros,  por  el  hecho  de  su  naci- 
miento, son  ciudadanos  naturales  de  los  Estados  Unidos  y  con  opción  á  todos 
los  derechos  y  privilegios  de  la  ciudadanía  americana»  (i)  sienta  el  Attorney- 
General  Bates. 

Sería,  pues,  ilógico  que  los  Estados  Unidos  no  reconociesen  igual  derecho 
e  idéntico  principio  en  las  demás  naciones.  Así  no  reclaman  como  ciudada- 
nos americanos,  sino  con  la  salvedad  de  los  deberes  al  país  del  nacimiento, 
y  con  la  condición  de  que  el  padre  haya  sido  ciudadano  de  los  Estados  Uni- 
dos á  tiempo  del  nacimiento  del  hijo  y  resida  actualmente  en  el  territorio  de 


(i)     10  op.,  329  Bates,  1862.  Digest  of  opinions  ana  hading  casis  on  IniernationaHaw^  p.  35, 


"^ 


la  Unión:  otra  prueba  de  la  importancia  de  la  residencia  para  la  ciudadania. 

La  regla  eu  los  Estados  Unidos,  tal  como  la  formuló  en  1S59  cíAttorne^-  ' 
Gt-ncral  R\3.c\i„  es  que  toda  persona  blanca  nacida  en  los  Estados  Unidos, de 
padres  extranjeros,  es  ciudadana  de  los  Estados  Unidos  (i). 

Esta  limitación  de  la  ciudadanía  á  las  personas  blancas  ha   desaparecidí' 
desde  la  Adición  XIV  á  la  Constitución. 


NATURALIZACIÓN   DE  LOS   HIlOS   MENORES 

Líi  naturalización  del  padre  naturaliaa  de  hecko  á  sus  hijos  menores,  nacido: 
en  país  extranjero. 

ípor  la  ley  de  1802.(2,  Stat,  153,  R.  S.  §  2172),  el  hijo  menor  de  padre 
debidamente  natural¡3ado,  aunque  no  estuviese  entonces  en  los  Estados  Uni- 
dos, adquirió  la  ciudadanía,  con  tal  que  residiese  en  dichos  Estados  Unidos  a 
tiempo  de  sancionarse  la  ley»  (2). 

Después  de  la  citada  ley  de  J  802,  varias  decisiones  han  confirmado  la  doc- 
trina de  la  naturalización  ipso  fado  del  hijo  menor  por  la  naturalización  dei 
padre  en  los  Estados  Unidos  (3). 

I  Los  hijos  nacidos  en  pais  extranjero, »  enseña  el  Altorney-General  Bates, 
que  después  emigraron  á  este  país  con  su  familia,  y  se  naturalizaron  aqu. 
durante  la  minoría  de  dichos  hijos,  son  ciudadanos  de  los  Estados  L'm- 
dosí  (4). 

La  legislación  federal  «carece  de  ley  que  determine  la  mayor  edad;  pero 
(según  la  autoridad  del  Alforney-Ge/teral  Cviúüag) -^acác  considerarse  es 
veintiún  años,  por  ser  la  época  fijada  en  los  Códigos  de  los  diversos  Estados. 


CONVENIOS  DE  NATURALIZACIÓN  HISPANO-AMERICANOÍ 
CON   LOS   ESTADOS   UNIDOS 

De  las  diez  y  seis  naciones  que  hablan  la  lengua  de  Castilla  sólo  dos  han 
celebrado  tratados  de  naturalización  con  los  Estados  Unidos,  México  y  el 
Ecuador.  Nos  ocuparemos  en  el  análisis  de  las  estipulaciones  del  üitimo  con- 
venio— análogas  á  las  del  de  México — no  por  hallarse  nuestro  nombre  al  pie 
de  él,  sino  porque  ha  sido  objeto  de  censuras  por  la  prensa  que  convienert- 
fiitar  en  bien  de  las  Repúblicas  hispanoamericanas.  Hé  aquí  el  testo  del 
mencionado  convenio,  que  fué  concluido  en  W.ishington  en  Mayo  de  i8r- 
y  se  halla  vigente; 

"Artículo  i.°     Cada  una  de  las  dos  Repiiblicas  reconocerá  como  ciudada- 


{1}     9  op.,  373  Black,  1859.  Digist  íf  opiniúm  anHíani-ig  casis  0/1  Jnl¿raiU¡i}Ha¡  líni,  p.  3  • 
(z)     C>mpeU  VI.  Cordón,  6  Cruich,  1 76.  Digrsl  ef  ofi'iiom   and  Itading  casis  om  iitítmai  » 
k,v.  p.  37. 

(3)  D»ly,  HülBry  of  naturaHfUilieit,  citado  por  Mr.  W.  Heacb  Lawrcnce. 

(4)  10  op.,  3J9  Bates,  1862.  Digtxl  of  ¡•piíinas  tnd  Uaáití  -aiti  on  hlirnaüínal  ¡asi,  p.  3  ■ 
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s  naturalizados  de  la  otra  á  los  que  hayan  sido  debidamente  naturalizados 
después  de  haber  residido  sin  interrupción  en  la  patria  adoptiva  el  tienipo  re- 
querido en  ella  por  la  Constitución  ó  las  leyes. 

Este  articulóse  aplicará  tanto  á  los  ciudadanos  que  se  hayan  naturalizadu  y<i 
en  cualquiera  de  los  dos  países,  como  á  los  que  se  naturalizaren  en  adelante. 

Alt.  2.°  Si  el  ciudadano  naturalizado  de  cualquiera  de  los  dos  pnises 
vuelve  al  de  su  nacimiento  con  la  intención  de  no  regresar  al  de  la  naturali- 
zación, se  considerarán  reasumidas  las  obligaciones  de  la  ciudadanía  de  ori- 
gen y  renunciada  la  adquirida  por  ja  naturalización. 

Art.  3.°  La  residencia  de  más  de  dos  años  en  el  país,  del  nacimiento  de 
un  ciudadano  naturalizado  se  considerará  como  intención  de  residir  en  él  y 
de  no  volver  al  país  donde  fué  naturalizado.  Sin  embargo,  esta  presunción 
puede  ser  destruida  por  prueba  al  contrario. 

Art.  4.*^  Los  ciudadanos  naturalizados  de  cualquiera  de  las  dos  naciones 
al  regresar  al  país  del  nacimiento  quedan  sujetos  á  enjuiciamiento  y  castig^o, 
con  arreglo  á  las  leyes  de  dicho  país,  por  delitos  cometidos  antes  de  la  emi- 
gración, salvo  siempre  las  prescripciones  legales. 

Art,  s-O  La  declaración  de  la  intención  de  hacerse  ciudadano,  no  surte  los 
efectos  de  la  naturaliz 


PÉRDIDA   DE   LA   CIUDADANÍA   POR   LA   EXPATRIACIÓN 

La  expatriación  no  produce  la  pérdida  de  la  ciudadanía  en  los  Estados 
Unidos  como  en  otras  nrtciones;  pero  se  propende  visiblemente  á  la  adopción 
de  este  principio  por  el  Gobierno.  Prueba  de  ello  es  que  en  1874  la  Comi- 
sión de  Relaciones  exteriores  presentó  al  Congreso  un  proyecto  de  ley  al 
efecto,  el  cual  se  atribuyó  á  las  inspiraciones  del  Gabinete.  Otra  prueba  es  la 
aquiescencia  del  Gobierno  al  dictamen  que  evacuó  el  Attorney-General Aq  los 
Estados  Unidos  en  187 1  sobre  pérdida  de  la  ciudadanía  por  la  expatriación. 
Según  aquel  Magistrado,  un  prusiano  menor  de  edad,  naturalizado  en  1S7  i 
en  los  Estados  Unidos,  que,  después  de  haber  vivido  en  casa  de  su  padre,  en 
Prusia,  un  año,  había  aceptado  pasaporte  alemán  para  ir  á  otra  provincia  á 
perfeccionarse  en  su  oficio,  interrumpió  su  residencia  hasta  el  punto  de  perder 
derecho  á  la  protección  del  Gobierno  americano,  no  obstante  su  naturaliza- 
ción en  los  Estados  Unidos  {i). 

Una  última  prueba,  en  fin,  son  las  citas  que  hemos  hecho  de  los  Secretarios 
del  Despacho,  especialmente  de!  de  Estado,  Mr.  Fish,  quien  además,  en  un 
despacho  á  Mr.  Washburne,  no  vaciló  en  expresar  que,  con  arreglo  á  la  1 4.'^ 
adición  á  la  Constitución,  el  sometimiento  de  la  persona  á  la  jurisdicción  cIl'I 
Gobierno  era  un  requisito  de  la  ciudadanía.  iSi,  por  una  parte,»  dijo,  «el  (¡o- 

;i)  Circolnr  del  Departímento  de  Estado  del  2  de  Mayo  de  1871.  Sin  dnda  fué  la  ace|il:'  üm 
1  pasaporte  alemán  lo  que  hiio  determinnr  se  habla  perdido  la  natoraliíación  aoiericaoj;  v  - 
lo  contrario,  el  establecimiento  en  Prasia  del  nataraliüado  podía  reputarse,  O  paramtr.ii  ■    1 1 

inte,  ó  bien  tan  sólo  para  aprender,  Y  en  el  primer  caso  los  Estudos  Unidos  no  hubieran  |"i.!¡. 

t  ter  mis  severos  que  franela,  cajo  C6digo  nunca  considera  el  establecimiento  oaercantit  conio 
cho  lin  taimo  de  volver,  y  en  el  segando  caso  más  severos  qne  la  Roma  de  Adriano,  cuya 
r,  citada  por  Savigny,  recjnerfa  diez  años  por  lo  menos  de  residencia  en  nn  estudiante  para 
Dtrier  domicjtio. 
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iHudadano. 


bierno  asume  el  deber  de  proteger  los  derechos  y  privilegios  del  ciudadano, 
por  otra,  se  supone  que  el  ciudadano  está  siempre  pronto  á  poner  la  fortuna 
y  aun  la  vida  á  la  disposición  del  Gobierno,  si  las  necesidades  públicas  re- 
quieren tal  sacrificio.  Mas  si,  en  vez  de  esto,  retira  permaneotementesu persona 
de  la  jurisdicción  nacional,  traslada  su  caudal  adonde  no  puede  contribuir  á  las 
necesidades  nacionales;  si  sus  hijos  nacen  y  crecen  en  extraño  sucio,  sin  el 
propósito  de  volver  á  someterse  á  la  jurisdicción  de  los  Estados  Unidos,  en- 
tonces, según  los  principios  sentados  por  el  Justicia  Mayor  MarsheÜ,  y  reco- 
nocidos en  el  14  art.  adicional  á  la  Constitución,  y  en  la  ley  de  1S68,  enton 
ees  se  ha  expatriado  de  tal  atañera  que  este  Gobierno  queda  exonerado  de  la 
obligación  de  intervenir  para  protegerle>  (i). 

El  14  art.  adicional  á  la  Constitución,  á  que  se  refiere  el  Departamento,  es 
el  que,  por  primera  vez,  definió  quiénes  eran  ciudadanos  de  los  Estados  Uni 
dos.  (Todas  las  personas,*  dice  el  mencionado  artículo,  'nacidas  ó  naturali- 
zadas en  los  Estados  Unidos  y  siijuas  á  ¡a  jurisdicción lif  ¿s/us  son  ciudadanos 
de  los  Estados  Unidos  y  del  Estado  en  que  residen.» 

Así,  aun  en  los  países  como  en  los  Estados  Unidos,  donde  el  estableci- 
miento en  otro  pais  no  ha  desnacionalizado  hasta  ahora,  se  reconocen  las 
obligaciones  que  con  gran  perjuicio  de  sus  ciudadanos  puede  imponerles  di- 
cho establecimiento,  hasta  privarlos  de  la  protección  de  su  Gobierno.  Y  á  fin 
de  que  no  se  arguya  que  ésta  es  una  doctrina  moderna,  k/iaw  Hotlting,  recuér- 
dense las  palabras  del  demócrata  Mr.  Marcy: 

*Es  una  máxima  de  ley  internacional  que  el  domicilio  confiere  carácter 
nacional;  no  se  permite  á  nadie  que  tenga  un  domicilio  decUnar  el  carácter 
nacional  asi  conferido:  éste  se  impone  forsosamente  sobre  í\,  freauntttKfn- 
U  tnuy  contra  su  voluntad  y  con  gran  detrimento  suyot  (2). 

•  Puede  ser  prudente,  dijo  el  Presidente  Lincoln  en  su  mensaje  de  Diciem- 
bre de  1863,  fijar  un  limite  más  allá  del  cual  ningún  ciudadano  de  los  Esta 
dos  Unidos  que  resida  en  país  extranjero  pueda  reclamar  la  protección  de  su 
Gobierno.» 

Desde  que  muchas  clases  de  extranjeros  domiciliados  fueron  sometidos  al 
servicio  militar  en  los  Estados  Unidos  durante  la  guerra  civil,  por  orden  de! 
p.  Congreso,  los  americanos  domiciliados  en  país   extranjero   quedan  sujetos  á 

^'-  las  reglas  establecidas  por  los  Estados  Unidos,  salvo  que  se  hayan  concluido 

tratados  en  un  sentido  contrario. 

Mr,  Seward,  en  1862,  dió  instrucciones  á  la  Legación  americana  en  Bogotá 
ajustadas  á  la  regla  de  igualación  de  los  americanos  domiciliados  en  Colom- 
bia con  los  colombianos.  Estos  americanos  domiciliados,  según  el  tenor  de 
las  citadas  instrucciones,  ó  los  demás  que  allí  negocian  ó  viven,  sin  clara  y 
manifiesta  intención  de  regresar  á  los  Estados  Unidos,  se  hallan  sujetos  á  to 
i-  das  las  leyes  de  Colombia  concernientes  á  la  propiedad  y  derechos  materia- 


les,  exactamente  como  ciudadanos  de  Colombia. 
f  En  conformidad  de  este  principio,  la  Comisión  nombrada  para  el  arreglo  de 

!-■  las  reclamaciones  provenientes  del  conflicto  ocurrido  en  Panamá  en  1856, 

entre  americanos  é  hijos  del  país,  desechólas  reclamaciones  de  los  america- 
nos domiciliados  en  el  Istmo  (3). 
r  Inglaterra,  lo  mismo  que  los  Estados  Unidos,  no  desnacionaliza  á  sus  hijos 


(i)     Mr.  Fiíh  á  Mr.  Wiibbwne.  Jimio  38  de  187J.  Dipl.  Comip.,  i873. 

(a)     Sute  Pipen,  »ol.  XUV.  pig.  998. 

(3)    Mr.  Grithth  il  FarciKf  O/fia,  15  de  M»/o  de  i86a. 
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por  el  establecimiento  en  país  extranjero  (ni  podía  desnacionalizarlos,  supues- 
to que  la  ley  inglesa  no  reconoció  hasta  1870  el  derecho  de  expatriación); 
pero  les  niega  la  protección  y  cree  justo  se  sometan  á  todas  las  obligaciones 
de  los  ciudadanos  del  país  donde  se  hallan  domiciliados:  lo  que  equivale  á  la 
desnacionalización  parcial  mientras  dura  el  domicilio.     '  * 

Sin  privar,  pues,  como  Francia,  de  la  nacionalidad  á  sus  hijos  domiciliados 
en  país  extranjero,  Inglaterra  los  declara  sujetos  á  condiciones  más  duras  que 
las  admitidas  por  Francia  para  los  franceses  establecidos  mercantilmente  en 
otra  nación;  puesto  que  Francia  ha  considerado  el  alistamiento  forzoso  de 
éstos  como  un  casus  belli,  sin  que  hubiere  tratado  que  prohibiera  dicho  es- 
tablecimiento. 

Si  la  Real  Comisión  inglesa  á  cuyos  trabajos  se  debe  la  actual  ley  de  na- 
turalización británica,  no  recomendó  la  adopción  del  principio  de  que  el  do- 
micilio fuera  del  reino  produce  la  pérdida  de  la  nacionalidad,  no  fué  por  con- 
siderar el  principio  injusto.  «No  nos  hemos  podido  persuadir,  dice  el  infor- 
me, que  la  continuada  residencia  ó  domicilio  pueda  ser  prácticamente  adop  - 
tada  como  regla  para  determinar  el  vasallaje  de  un  individuo,  á  consecuencia 
de  las  dificultades  que  acompañan  la  definición  del  domicilio  y  la  prueba  del 
hecho  y  también  por  la  gran  variedad  de  circunstancias  por  las  que  reside  en 
países  extranjeros.» 

La  Comisión  no  negó,  pues,  la  justicia  abstracta  del  principio  de  la  desna- 
turalización por  el  domicilio  fuera  del  reino;  y  el  único  óbice  que  halló  para 
su  adopción,  fué  la  dificultad  práctica  de  determinar  dicho  domicilio.  Muy 
claramente  lo  explica  Mr.  Vernon  Harcourt,  uno  de  los  miembros  de  la  Co- 
misión, al  motivar  su  disentimiento  de  parte  del  informe. 

«La  mayor  parte  de  las  personas,  dice,  convendrá  en  que  la  verdadera  re- 
gla para  determinar  la  nacionalidad,  si  fuera  practicable^  se  hallaría  en  el 
principio  del  domicilio,  esto  es,  que  el  lugar  de  la  residencia  elegida  por  un 
hombre  sea  la  patria  á  que  debe  vasallaje;  y  en  verdad  el  informe  corrobora 
la  justicia  de  este  principio.  Mas  la  dificultad  que  hay  para  cerciorarse  del 
verdadero  domicilio  de  una  persona  que  se  domicilie  en  país  extranjero,  se- 
gún el  sentido  legal  de  la  palabra,  es  un  obstáculo  para  su  adopción  en  casos 
donde  es  preciso  que  la  regla  sea  sencilla  y  clara.  De  todas  las  cuestiones 
légales,  las  más  complicadas  y  oscuras  son  las  del  domicilio,  como  que  de- 
penden de  la  intención,  que  necesariamente  es  de  todas  las  cosas  la  más  di- 
fícil de  penetrar.  En  conformidad,  nos  vemos  compelidos  á  adoptar  una  re- 
gla menos  correcta,  pero  más  práctica. » 

Si  el  Congreso  de  los  Estados  Unidos  resolviere  privar  de  la  nacionalidad 
americana  á  los  ciudadanos  que  se  establecen  en  país  extranjero  sin  ánimo  de 
volver,  tal  ley,  por  más  que  hiriese  muchos  intereses  y  preocupaciones,  no 
dejaría  de  ser  ajustada  á  los  dictados  de  la  razón  y  del  derecho,  ni  dejaría  de 
ser  muy  conveniente  para  la  paz  de  las  naciones,  especialmente  de  las  dé- 
biles, de  las  de  escasa  población,  y  que  tienen  que  esperarlo  todo  de  la  in- 
migración extranjera.  Una  disposición  análoga  ha  hallado  cabida  en  el  Código 
civil  francés  (art.  17),  á  cuya  discusión  concurrieron  tantos  ilustres  juriscon- 
sultos: en  la  legislación  de  Bélgica,  de  Rusia,  de  Austria,  de  Baviera,  de  Wur- 
temberg,  de  Prusia  (i),  de  Grecia,  de  España  (2),  de  Italia  y  de  otros  países. 


(1)  En  Fnisia  se  pierde  la  nacionalidad  por  ana  ausencia  de  más  de  diez  aüos. 

(2)  Ley  del  14  de  Octubre  de  1837. 
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En  las  Repúblicas  hispano -americanas,  salvo  una,  In  expatriación  qo  des- 
nacionaliía,  porque  su  emigración  no  es  considerable,  y  en  g^eneral  su  política 
consiste,  no  en  disminuir  el  número  de  sus  ciudadanos,  sino  en  aumentarlos, 
mediante  las  facilidades  que  ofrecen  para  adquirir  y  conservar  la  ciudadanía. 

Chile  forma  una  excepción  á  la  regla.  Por  el  parágrafo  5,°  del  art.  11  de 
la  Constitución  se  pierde,  no  sólo  la  ciudadanía  ac/h^a,  esto  es,  el  dcrccto 
de  sufragio,  sino  la  simple  ciudadanía,  el  carácter  nacional,  por  residir  en 
país  extranjero  más  de  diez  años,  sin  permiso  del  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca. Restricción  que  sentimos  encontrar  en  la  ley  fundamental  de  tan  ilustra 
da  República  y  que  deseariamos  ver  sustituida  por  una  disposición  análoga 
á  ia  de!  art.  ¡7  del  Código  de  Napoleón.  Por  lo  demás,  no  sabemos  que  la 
citada  disposición  haya  tenido  aplicación  práctica.  Hoy  el  partido  peltueit, 
autor  de  la  Constitución,  no  es  ya  el  del  año  1833  y  espontáneamente  favo- 
rece la  reforma  de  las  instituciones  emanadas  del  triunfo  de  Sircai. 

Principio  muy  conforme  á  derecho  es  el  del  Código  ci\'íl  francés,  que  asi 
como  el  carácter  nacional  se  adquiere  por  el  domicilio,  se  pierde  igiialmente 
por  el  no  doiiiicilio,  por  el  establecimiento  en  país  extranjero  sitie  animo  re- 
v£i-te)idi.  Pero  el  establecimiento  mercantil  nunca  se  reputa  hecho  sin  ánimo 
de  volver. 

En  los  Estados  Unidos,  para  ser  ciudadano  de  un  Estado  es  necesario  re- 
sidir en  él.  La  ley  de  Luisíana  declara  abandonada  la  residencia  por  una  au- 
sencia voluntaria  de  más  de  dos  años,  ó  la  adquisición  de  una  nueva  residen- 
cia en  otro  Estado,  salvo  que  la  ausencia  tenga  por  motivo  el  servicio  del 
Estado  ó  de  la  Unión,  Ante  ia  Asociación  nacional  para  c¡  fomcnio  de  ¡a  cifi- 
cía  socialea  1868,  se  propuso  por  el  publicista  Westlake  y  se  aprobó  la  adop- 
ción de  una  regla  análoga  (1). 

¿Por  qué  no  sería  igualmente  adoptada  en  la  Unión,  cuando  la  ausencia  es 
sin  ánimo  de  volver? 

Desde  que  la  legislación  francesa  y  la  de  muchas  naciones,  no  permite  U 
conservación  ni  de  la  ciudadanía  nativa  en  la  ausencia  sin  ánimo  de  volver, 
hay  doble  razón  para  no  permitir  en  este  caso  la  conservación  de  la  ciuda- 
danía adquirida,  mayormente  cuando  el  domicilio  del  naturalizado  es  su  pa- 
tria natural. 

Ya  hemos  visto  el  dictamen  del  Departamento  de  Estado  sobre  los  ciuda- 
danos nativos.  Con  respecto  á  los  naturalizados,  hé  aquí  lo  que  dice  Mr,  Fish: 

uUn  eminente  predecesor  mío  en  este  Departamento  expresó  la  opinión  de 
que  ^no  admitía  duda  que  las  leyes  de  naturalización  de  los  Estados  Unidos 
tenían  en  mira  el  que  residieran  en  ei  país  los  ciudadanos  naturalizados,  á  me- 
nos que  sti  ausencia  fuese  en  servicio  público  ó  con  propósitos  temporales 
La  omisión  de  pagar  contribuciones  arrojada  mucha  duda  sobre  el  derecho 
del  individuo  que  reclama  la  protección  de  unGobierno  á  cuyo  sostenimien- 
to no  ha  contribuido»  {2). 

IgTial  mira  tienen  en  todos  los  países  las  leyes  de  naturalización.  Por  eso, 
Iníjl.ifcrra  no  concede  la  naturalización  sino  una  vez  que  el  Secretario  de  Esta- 
do, lI.Linndo  á  conferirla,  está  convencido  con  las  pruebas  que  se  le  prescntai., 
de  '|ii'.  el  candidato  á  la  naturalización  se  propone  residir  en  el  Reino  Unidi , 
y  ha  n.'sidÍdo  de  hecho  cinco  años,  ó  ha  servido  por  igual  término  á  la  Cort- 

n)     Uraf  Ootlinei  of  »  code  of  iDterniitioDal  law,  by.  D.  D.  Fielii,  tomo  Vil,  C.  XXII,  A.  Jt> - 
(2)     Ueipicho  á  Mr.  Wmg,  del  15  de  Diciembre  de  1870, 


—  433  — 

na.  Y  á  fin  de  evitar  todo  fraude,  la  ley  declara  que  no  se  considerará  al  na 
turalizado  subdito  británico  en  el  país  de  su  nacimiento,  á  menos  que  haya 
dejado  de  ser  legalmenté  ciudadano  de  dicho  pais. 

Desde  antes  de  esta  ley,  como  hemos  tenido  ocasión  de  manifestarlo,  el 
Gobierno  inglés  rehusó  constantemente  proteger  á  los  subditos  británicos 
naturalizados  que  volvían  al  país  de  su  nacimiento. 

«Toda  nación  es  competente,  dijo  Lord  Malmesbury  á  Lord  Cowley,  en  13 
de  Marzo  de  1858,  para  conferir  privilegios  de  nacionalidad  á  los  nacidos 
fuera  de  su  territorio;  pero  no  puede  conferir  estos  privilegios  contra  el  país 
del  nacimiento  cuando  los  agraciados  regresan  voluntariamente  á  él  y  re- 
siden  allí. »  En  términos  análogos  fué  repetida  esta  declaración  por  Lord 
Russell  en  Julio  de  1859  á  Mr.  Julien,  el  19  de  Junio  de  1863  á  Mr.  Corbet, 
y  el  9  de  Mayo  de  1864  á  Sir  Álexander  Malet.  Asimismo  en  1865,  contes- 
tando á  una  consulta  del  encargado  de  negocios  de  Inglaterra  en  Bogotá,  re- 
solvió el  Fareing  Office  que  el  hecho  de  ser  el  Sr.  Montoya  inglés  por  natu- 
ralización no  le  eximía  de  la  ley  de  su  patria  (Colombia)  ni  de  su  vasallaje 
natural,  mientras  residiese  en  Colombia.  Los  hijos  del  Sr.  Montoya,  nacidos 
en  Inglaterra,  tampoco  fueron  exentos  de  las  obligaciones  de  la  ciudadanía 
colombiana  por  estar  domiciliados  en  Colombia;  y  el  Gobierno  inglés  decla- 
ró que  éste  era  asunto  de  la  ley  municipal  de  Colombia. 

Hasta  en  los  países  de  Oriente,  no  obstante  los  principios  peculiares  de 
exterritorialidad  que  allí  rigen,  q1  Gobierno  inglés  marftuvo  la  misma  doctri- 
na, y  sentó  que  los  griegos  y  los  otomanos,  naturalizados  ingleses,  no  podían 
ser  protegidos  por  Inglaterra  si  volvían  á  residir  en  el  país  de  su  nacimiento. 
Pero  si  los  griegos,  naturalizados  ingleses,  continúan  residiendo  en  Londres, 
el  Gobierno  inglés  dispensa  á  sus  establecimientos  en  el  Levante  igual  pro- 
tección que  á  los  establecimientos  ingleses. 

En  1865  el  mexicano  Saviñón,  que  se  había  naturalizado  subdito  británico, 
no  pudo  obtener  protección  en  México  contra  el  Gobierno  mexicano  de  parte 
del  Ministro  inglés  Mr.  Scarlett.  Lord  Russell  dijo  á  éste  que  la  protección 
mencionada  en  la  circularle  Lord  Clarendon  del  i.^  de  Mayo  de  1854  se 
refería,  con  respecto  álos  naturalizados,  tan  sólo  al  derecho  de  .permanencia 
y  locomoción,  mas  no  en  general  á  sus  negocios.  Por  lo  que  toca  á  los  in- 
gleses de  naciminnto,  se  le  instruyó  que  podían  ser  compelidos  á  servir  en  la 
policía  (ó  á  pagar  una  contribución  para  eximirse  de  este  servicio),  pero  no 
en  la  guardia  nacional  que  pudiese  ser  llamada  á  servicio  activo. 

El  año  siguiente,  1866,  el  italiano  Rosario  Mesina  reclamó  inútilmente  en 
Sicilia  la  protección  británica,  que  le  fué  negada,  aunque  era  inglés,  por  na- 
turalización. 

La  mujer  y  los  hijos  menores  de  un  extranjero  naturalizado  no  se  natura- 
lizan si  no  establecen  su  residencia  en  el  reino. 

No  admitir  la  justicia  de  que  la  ausencia  sin  ánimo  de  volver  arrastre  la  pér- 
dida de  la  ciudadanía,  equivale  á  considerar  que  ésta  es  indeleble,  y  á  esta- 
blecer un  vasallaje  feudal,  no  ya  del  ciudadano  para  con  la  patria,  sino  de  la 
patria  para  con  el  ciudadano.  Para  el  primero  son  todos  los  derechos:  los 
deberes  únicamente  para  la  segunda . 

Muiatis  mutandis,  el  mote  marcial  de  esta  nueva  feudalidad  viene  á  ser  el 
de  la  antigua:  «Una  vez  subdito,  siempre  subdito.»  El  ciudadano  tiene  el  de- 
recho de  volver  para  siempre  la  espalda  á  la  patria:  puede  privarla  de  los 
servicios  que  está  llamado  á  prestarle  con  su  persona  y  con  sus  bienes,  y  no 

•  28 
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obstante  tiene  derecho  á  conservar  incólumes  todos  sus  privilegios/  prerro- 
gativas. Se  olvida  que  no  hay  derecho  sin  obligación  correlativa;  los  dere- 
chos de  la  ciudadanía  son  inseparables  del  desempeño  de  las  obligaciones 
anexas.  El  ciudadano  que  voluntariamente  dice  á  la  patria  un  adiós  eterno, 
corta  él  mismo  los  vínculos  que  á  ella  le  unen-,  y  quien  se  exime  de  los  de- 
beres de  ciudadano  no  debe  aspirar  á  gozar  de  sus  fueros,  Lo  contrarío  es 
pretender  que  el  ciudadano  pueda  abandonar  la  patria,  pero  que  la  patria  no 
pueda  abandonar  al  ciudadano.  Que  mientras  la  patria  no  conserva  ningún 
derecho  sobre  el  ciudadano  que  se  ausenta  sin  ánimo  de  volver,  ella  tiene  la 
obligación  de  ampararle  y  protegerle  con  su  sangre  y  sus  tesoros.  Los  de- 
más ciudadanos  cuyas  condiciones  de  fortuna  no  les  permiten  consultar  su 
voluntad  ó  su  placer  para  elegir  el  lugar  de  su  residencia,  deben  convertirse 
en  tributarios  de  los  más  afortunados  y  pagar  las  contribuciones  necesarias 
para  que  la  nación  defienda  en  el  exterior  las  personas  y  los  bienes  de  éstos. 
•La  ciudadanía,  dice  Bello,  cesa  por  la  expatriación  penal  ó  por  la  expa- 
triación voluntaría  >  (i). 

En  efecto,  Wattel  enseña  que  el  contrato  entre  la  sociedad  y  sus  miembros 
es  reciproco,  y  que  sí  una  de  las  partes  contratantes  no  cumple  sus  obliga- 
ciones, la  otra  está  exonerada.de  llenar  las  suyas. 

En  Italia  se  pierde  la  naturalización  por  ausencia  de  un  año  del  reino,  sin 
permiso  del  Rey  (2)', 

Limitada  en  la  Comisión  hispanoamericana  de  Washington  la  jurisdic- 
ción (3)  de  los  arbitros  á  las  reclamaciones  procedentes  de  injurias  hechas  á 
los  ciudadanos  de  ios  Estados  Unidos,  y  en  vista  de  las  leyes  americanas,  de 
los  tratados  y  de  las  declaraciones  del  Departamento  de  Elstado,  que  no  re- 
conocen por  ciudadanos  á  los  que  sólo  han  declarado  la  intención  de  serlo, 
no  parece  extraño  que  el  Ministro  austriaco  no  los  hubiese  considerado  como 
tales.  Habiendo  rehusado  los  Estados  Unidos  con  anterioridad  al  acuerdo  de 
arbitramento  con  España  amparar  en  Cuba  (+)  á  los  que  sólo  habían  declara- 
do la  intención,  juzgó  acaso  el  tercet  dirimente  que  en  un  convenio  unilateral, 
por  el  cual  sólo  los  Estados  Unidos  podían  reclamar,  debía  atenerse  á  la  le- 
tra del  texto,  é  interpretar  el  acuerdo  más  bien  con  arreglo  i  las  leyes,  tra- 
tados, resoluciones  y  precedentes  del  único  Gobierno  interesado,  que  á  los 
principios  generales  del  Derecho  internacional. 

Si  atendemos  únicamente  á  estos  principios  y  prescindimos  del  tecnicis- 
mo del  acuerdo  cuya  interpretación  corresponde,  en  el  presente  caso,  más 
que  á  la  hermenéutica  legal,  á  los  Gobiernos  interesados  (5),  es  incontestable 
que  £on  declaración  de  intención,  ó  sin  ella,  el  domicilio  legítimamente  ad- 
quirido (6)  en  los  Estados  Unidos,  antes  del  daño  causado,  da,  conforme  á 


(i)     Derecho  inlemacional,  p.  I,  o.  V.  §  I. 
(z)     Art,  41,  Códice  AlbertÍDo. 

(3)  Pirrefo  5.0  del  memorándam  de  arbiliameiilo  entre  loi  Eitwloi  Uaidos  j  España. 

(4)  Deipicbo  del  DeparUmcoto  de  Estado  i  Mr.  Fox,  13  de  Majo  de  1.869. 

(5)  Recnírdese  la  dütermioaciiiD  drf  Gobierno  britínico  de  retirane  del  Tribanal  arbitral  de 
Ginebra  »i  en  lo  relatiio  i  dañai  le  comprendtao  los  iniüricíiis.  y  íi  le  daba  al  tratada  de  Was- 
hington ana  interpretación  dittÍDta  de  la  qne  él  admitía. 

(6)  Para  ta  legalidad  de  cate  domicilio  ea  indispensable  la  trailación,  no  súlo  de  U  persona 
j  la  familia,  sino  de  loi  bíeoei  ó  parte  de  elloi,  6  que  liaban  sido  notorios  los  esfierios  para 
realizarlos.  La  adqaisíción  del  daminio  ea  incompatible  con  el  hecko  de  dejar  todos  6  la  mayor 
parte  de  loa  bienes  en  el  pais  del  nacimiento.  Sin  embargo,  la  eqoida  J  no  permitía  se  aplicase 
estrictamente  esta  regla  á  los  cobanoi  por  la  aitiiacióa  excepcional  de  la  IiU  entonces. 
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la  ley  internacional,  perfecto  derecho  á  los  cubanos  perjudicados  para  pre- 
sentar sus  reclamaciones  ante  la  Comisión  mixta  hispano-americana  y  para 
obtener  el  resarcimiento  á  que  haya  lugar.  Si  el  domicilio  fué  adquirido  des- 
pués del  daño  causado,  no  pueden  reclamar,  ni  aunque  el  domicilio  haya  sido 
seguido  de  la  naturalización ,  porque  la  adquisición  de  un  nuevo  estatuto  na- 
cional no  tiene  efecto  retroactivo,  según  las  reglas  generales  del  derecho  de 
gentes,  y  según  las  estipulaciones  especiales  de  los  tratados  concluidos  por 
los  Estados  Unidos. 


evi 
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CONCLUSIONES 

PRESENTADAS  AL  CONGRESO  POR  EL  SEÑOR  FLORES 


L  zacic 

I  gen. 

H  ciud; 

m  no  V 


Nacionalidad  de  la  mujer  casada. 

Creemos  que  las  Repúblicas  hispano-ameiicanas  consultarán  sus  verdade- 
ros intereses,  estableciendo  los  cuatro  principios,  que  siguen: 

I  o  La  extranjera,  mujer  de  un  ciudadano,  sigue  la  natóonalidad  del  ma- 
rido si  establece  su  domicilio  en  el  país  de  éste, 

2.^  La  mujer  no  pierde  el  carácter  nacional  por  casarse  en  su  pais  coa 
un  extranjero. 

3.'^  Si  la  ciudadana  casada  coa  extranjero  traslada  su  domicilio  perma- 
nente fuera  del  pats,  siu  ánimo  de  volver,  sigue  la  nacionalidad  de  su  ma- 
rido. 

4.0  La  mujer  que  hubiese  perdido  su  nacionalidad  con  arreglo  al  artícu- 
lo anterior,  puede  recobrarla  cuando  enviude,  si  hace  constar  la  intención  de 
domiciliarse  en  su  primera  patria. 


Convenio  que  celebró  el  Ecuador  con  Iob  Estados  Unidos  en  1S7X, 
hoy  denunciado. 

Artículo  i.°  Cada  una  de  las  dos  Repúblicas  reconocerá  como  ciudada- 
nos naturalizados  de  la  otra  á  los  que  hayan  sido  debidamente  naturalizados 
después  de  haber  residido  sin  interrupción  en  la  patria  adoptiva  el  tiempo 
requerido  en  ella  por  la  Constitución  ó  las  leyes. 

Este  articulo  se  aplicará,  tanto  á  los  ciudadanos  que  se  hayan  oaturalizado 
ya  en  cualquiera  de  los  dos  países,  como  á  ios  que  se  naturalizaren  en  ade- 
lante. 

Art.  2°  Si  el  ciudadano  naturalizado  de  cualquiera  de  los  dos  países 
vuelve  al  de  su  nacimiento  con  la  intención  de  no  regresar  al  de  la  naturali- 
zación, se  considerarán  reasumidas  las  obligaciones  de  la  ciudadanía  de  orí- 
gen,  y  renunciada  la  adquirida  por  la  naturalizacióa. 

Art.  3.0  La  residencia  de  más  de  dos  aSos  en  el  país  del  nacimiento  de  un 
ciudadano  naturalizado,  se  considerará  como  intención  de  residir  en  él  y  de 
no  volver  al  pats  donde  fué  naturalizado. 
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Art.  4.0  Los  ciudadanos  naturalizados  de  cualquiera  délas  dos  naciones, 
al  regresar  al  país  del  nadmiento,  quedan  sujetos  á  enjuiciamiento  y  castigo, 
con  arreglo  á  las  leyes  de  dicho  país,  por  delitos  cometidos  antes  de  la  emi- 
gración, salvo  siempre  las  prescripciones  legales. 

Art.  $P  La  declaración  de  la  intención  de  hacerse  ciudadano,  no  surte 
los  efectos  de  la  naturalización. 


Valor  de  la  intención. 

Como  el  domicilio  en  el  sentido  legal  es  difícil  de  probar,,  por  cuanto 
se  refiere  principalmente  á  la  intencim,  la  declaración  del  propósito  de  na- 
turalizarse, que  comprende  implícitamente  el  de  residir  en  lo  futuro,  es  de 
grande  auxilio  como  medio  probatorio.  Mas  dicha  carta  de  intención  no  es 
necesaria  si  de  otra  manera  se  puede  probar  el  domicilio,  y  nada  vale  aquélla 
si  ha  variado  éste. 

Negamos,  pues,  el  derecho  del  ciudadano  de  nacimiento  para  ampararse 
en  su  patria  contra  su  patria  con  una  bandera  extranjera,  donde  la  ley  no  le 
confiere  este  derecho,  ora  por  el  reconocimiento  del  principio  personal  ó  na- 
cionalidad  de  filiación,  ora  por  disposiciones  especiales. 


Medios  de  evitar  reclamaciones  diplomáticas. 

Los  Estados  ibero-americanos  debieran  consignar  en  sus  leyes,  sin  perjui- 
cio de  hacerlo  también  en  convenios  internacionales,  los  principios  conteni- 
dos en  las  cláusulas  2.^  y  3.^  del  tratado  entre  España  y  el  Ecuador  de  23 
de  Marzo  de  1888,  que  dice  lo  siguiente: 

«Art.  2.^  En  el  caso  de  que  un  español  en  el  Ecuador  ó  un  ecuatoriano 
en  España,  tomase  parte  en  las  cuestiones  interiores  ó  en  las  luchas  civiles  de 
cualquiera  de  los  Estados,  será  tratado,  juzgado  y,  si  para  ello  hubiere  mo- 
tivo, condenado  por  los  mismos  procedimientos  y  Tribunales  que  lo  sean  los 
nacionales  que  se  hallen  en  igual  caso,  sin  que  pueda  reclamar  la  interven- 
ción diplomática  para  convertir  el  hecho  personal  en  cuestión  internacional, 
sino  en  los  de  denegación  de  justicia,  infracción  manifiesta  de  la  ley  en  el 
procedimiento  ó  de  injusticia  notoria;  es  decir,  siempre  que  hubiese  violación 
manifiesta  de  las  leyes  del  país  donde  el  crimen,  el  delito  ó  la  falta  se  hubie- 
sen cometido. 

Art.  3.0  Queda  además  convenido  que  los  Gobiernos  respectivos  no  po- 
drán exigirse  recíprocamente  responsabilidad  por  los  danos,  vejámenes  ó 
exacciones  que  los  naturales  de  una  de  las  dos  naciones  suíriesen  en  el  terri- 
torio de  la  otra  por  parte  de  los  sublevados  en  tiempo  de  insurrección  ó  de 
guerra  civil,  ó  por  las  tribus  ú  hordas  salvajes  sustraídas  á  la  obediencia  del 
Gobierno,  á  menos  que  resultare  falta  de  vigilancia  ó  culpa  por  parte  de  las 
autoridades  del  país  ó  de  sus  agentes,  declarada  por  los  Tribunales  del 
mismo.  • 


*'h 
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Presidente. 


Excmo.  Sr.  D.  Antonio  Flores. 


Secretarios. 

Excmo.  é  limo.  Sr.  D.  José  da  Motta  Prego. 
Sr.  D.  Adolfo  Morís  y  Fernández  Vallín. 


Intervinieron  en  el  debate  los  señores  siguientes: 

Sr.  D.  Joaquín  Fernández  Prida,  Delegado  de  la  Universidad  de  Sevilla, 
limo.  Sr.  D.  Gumersindo  Azcárate,  Vocalde  la  Comisión  organizadora  del 
Congreso. 


El  Sr.  Fernández  Prida  (D.  Joaquín)  dijo  que  el  asunto  de  la  naturaliza- 
,ción  constituye  una  cuestión  interesantísima  en  la  ciencia  y  en  la  práctica; 
cuestión  que  por  igual  ocupa  á  los  tratadistas  del  derecho  interno  del  Estado 
y  á  los  autores  de  Derecho  internacional: 

Porque  á  una  y  á  otra  de  esas  dos  esferas  jurídicas  afecta  el  problema 
aludido;  ya  que  si  en  la  vida  interior  de  toda  comunidad  política  indepen- 
diente es  preciso  señalar  con  claridad*  y  fijeza  el  vínculo  que  existe  entre  el 
individuo  y  el  Estado,  no  es  menos  indispensable  en  las  relaciones  exterio- 
res de  los  pueblos,  establecer  reglas  que  puedan  evitar  ó  resolver  las  cues- 
tiones de  competencia  y  los  conflictos  que  el  diverso  criterio  de  las  legisla- 
ciones suele  originar  en  este  punto. 

Pero  aunque  de  dos  ramas  del  Derecho  haya  que  tomar  los  principios 
aplicables  á  la  materia,  no  por  eso  resulta  de  ahí  contradicción  alguna  para  la 
doctrina  científica;  la  que  cada  día  con  mayor  decisión  y  franqueza  acepta 
una  base  fundamental  que  todos  reconocen  y  que  á  todos  inspira,  y  á  la 
cual  debía  referirse,  siquiera  fuera  muy  brevemente,  para  deducir  de  ella  las 
consecuencias  aplicables  á  la  cuestión  concreta  que  examinaba. 

Las  antiguas  ligaduras  que  ataban  al  hombre  al  territorio  haciéndole  pasar 
por  un  accesorio  del  suelo,  aquel  predominio  de  las  relaciones  reales  sobre 
las  relaciones  personales,  nacido  de  las  exigencias  del  feudalismo  y  de  su  es- 
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trecha  noción  de  la  soberanía,  han  pasado  á  la  historia,  y  con  ellas  fueron 
borrándose  de  las  leyes  de  los  pueblos  cultos  los  caracteres  de  imposición 
que  distinguían  á  la  ciudadanía  de  las  personas,  y  se  reconoció  el  derechoá 
expatriarse,  y  lo  que  antes  aparecía  como  obra  del  mandato  ó  de  la  fuerza, 
vino  á  ser  reconocido  como  asunto  en  que  principalmente  imperaba  ia  libre 
voluntad. 

De  aquí  que  los  modernos  escritores,  y  las  leyes  también,  penetrados  de 
que  el  hombre  debe  juzgar  cuál  es  el  país  que  mejor  ó  más  fácilmente  le 
■  proporciona  los  medios  indispensables  para  el  cumplimiento  de  sus  fines  v 
la  perfección  de  sus  naturales  aptitudes,  reconozcan  al  individuo  la  facultad 
de  elegir  su  ciudadanía,  poniendo,  sin  embargo,  algunas  trabas  á  su  arbitra- 
rio querer,  porque  ni  es  lícito  carecer  de  patria,  adoptando  una  situación  de 
aislamiento  político,  cuyas  consecuencias  tienden  á  disolver  las  org-anizacio- 
nes  sociales,  ni  tampoco  puede  permitirse  la  simultánea  dualidad  de  ciudada- 
nías, fuente  de  contradicciones  entre  los  deberes  cuyo  cumplimiento  puede 
exigir  el  Estado  al  individuo. 

Ahora  bien:  si  el  principio  de  que  la  ciudadanía  no  se  impone  puede  ad- 
mitirse casi  como  axioma  en  la  moderna  ciencia,  érale  lícito,  dijo,  ya  que  la 
falta  de  tiempo  íe  impedía  desarrollos  y  argumentación  más  amplios,  tomar- 
lo como  base  de  su  razonamiento  para  juzgar  con  él  las  conclusiones  mante- 
nidas respecto  al  caso  especial  de  naturalización  de  la  mujer  casada,  en  la 
Memoria  del  Sr.  Flores. 

Díccse  textualmente  en  la  primera  de  las  conclusiones  aludidas  {reflejando 
con  entera  exactitud  la  idea  capital  dominante  en  aquéllas)  que  •  la  extraa- 
jera,  mujer  de  un  ciudadano,  sigue  la  nacionalidad  As\  marido  si  establece  su 
domicilio  en  el  país  de  éste;»  regla  ó  principio  en  el  cual  la  doctrina  gene- 
ralmente admitida  recibe  un  complemento  que  la  modifica  esencialmente, }' 
que  le  ponía  en  el  caso  de  disentir  de  la  respetable  opinión  del  Sr.  Flores. 
La  solución  corriente  y  usual  del  problema  que  venía  estudiando  no  la 
ignora  nadie:  consiste  en  exigir  que  la  mujer  adquiera  por  el  hecho  del  .na- 
trimonio  la  ciudadanía  del  marido,  intentando  conseguir  por  este  medio  la 
unidad  de  ley  en  la  familia,  y  proponiéndose  evitar  de  raíz  las  cuestiones  de 
competencia  ó  los  motivos  de  colisión. 

Con  semejante  criterio,  marido  y  mujer  tendrán  una  sola  ciudadanía,  sin 
que  pueda  decirse  que,  para  ello,  la  voluntad  de  ia  primera  sufra  imposiciones 
ó  violencia.  Porque  sabe  la  mujer  antes  de  contraer  matrimonio  la  conse- 
cuencia que  del  mismo  se  sigue,  al  consentir  en  la  causa  implícitamente  se 
conforma  con  los  efectos,  y  esto  tanto  más  claramente  cuanto  que  la  ley  de 
una  manera  expresa  los  tenia  señalados  de  antemano. 

Mas  en  la  conclusión  del  Sr.  Flores,  la  situación  de  las  cosas  varía,  y  no  es 
el  matrimonio  sino  el  domicilio  lo  que  decide  en  ultimo  término  de  la  ciuda- 
danía de  la  mujer;  es  decir,  que  la  necesidad  jurídica  de  que  esta  última 
tenga  la  ciudadanía  del  marido  está  desatendida  por  fijar  la  atención  en  el 
domicilio,  cosa  accidental,  y  no  en  el  matrimonio  mismo,  origen  de  la  cues- 
tión y  verdadero  criterio,  á  la  vez,  para  resolverla. 

Así  resulta  que  la  mujer  adquirirá  en  unos  casos  y  no  en  otros  la  ciuda- 
danía del  marido,  resolviéndose  de  manera  diversa,  según  las  circunstancias, 
un  problema  que  en  el  fondo  es  siempre  igual. 

Pero  aun  esto,  con  tener  importancia,  no  es  lo  m'ás  grave.  Lo  grave  está 
en  que,  pudiendo  depender  de  la  voluntad  y  capricho  del  marido  el  domici. 
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lio  de  la  mujer  casada,  cabe  que  la  ciudadanía  de  esta  última  no  sea  elegida 
'libremente  por,  ella,  sino  impuesta  por  la  decisión  marital,  y  entese  caso  el 
principio  fundamental  de  que  anteriormente  había  hablado  ¿dónde  queda?  La 
libertad  de  la  ciudadanía  ¿qué  es  sino  ilusión  para  la  mujer  que  contrae  ma- 
trimonio con  un  extranjero? 

El  Sr.  Fernández  Prida  entiende,  pues,  que,  á  lo  menos  como  regla  gene» 
ral  de  derecho,  las  conclusiones  propuestas  por  el  Sr.  Flores  no  debían,  por 
inadmisibles,  recomendarse  á  los  Estados  que  tenían  representación  en  el 
Congreso:  que,  de  recomenderlas  y  admitirlas,  quedarían  abiertamente  con- 
culcados principios  casi  axiomáticos  de  la  ciencia,  y  perdido  el  fruto  de  glo- 
riosas conquistas  alcanzadas  por  la  civilización  á  costa  de  grandes  sacrificios 
y  de  seculares  contiendas.  « 


El  Sr.  Azcárate  (D.  Gumersindo)  comenzó  tributando  elogios  á  la  impro- 
visación del  señor  Fernández  Prida,  y  diciendo  que  se  proponía  examinar 
brevemente,  no  lo  relativo  á  la  nacionalidad  de  la  mujer  casada,  en  que 
aquél  se  había  ocupado  con  más  extensión,  sino  el  principio  fundamental  en 
que  debía  basarse  la  materia  de  naturalización,  y  respecto  del  cual  se  hallaba 
el  orador  más  conforme  con  la  doctrina  expuesta  por  el  Sr.  Flores  en  su  no- 
table trabajo  que  con  la  desenvuelta  por  el  Sr.  Fernández  Prida  en  su  elo- 
cuente discurso. 

En  efecto,  trátase  de  escoger  entre  la  patria  necesaria,  que  se  impone,  y  la 
patria  voluntaria,  que  se  elige  libremente.  Lo  primero  es  lo  histórico,  lo  se- 
gundo lo  nuevo.  Pero  lo  último,  como  todo  lo  que  se  refiere  al  ejercicio  de 
la  libertad,  ha  sido  malamente  entendido  é  interpretado,  suponiendo  que 
aquélla  consiste  en  hacer  lo  que  se  quiera  y  no  lo  que  se  deba.  Y  en  relación 
á  lo  que  se  discute,  el  orador  sostuvo  que  no  se  es  de  la  patria  que  se  quiere, 
sino  de  la  que  se  debe. 

La  patria  de  cada  cual  es  aquella  á  que  te  unen  vínculos  de  afecto  y  de 
interés,  recuerdos...  en  fin,  laque  cada  uno  siente  como  tal.  Cierto  que  cabe 
cambiar  de  patria,  pero  es  cuando  cambian  aquellas  circunstancias,  citando 
al  efecto  el  orador  dos  casos  en  que  un  suizo  y  un  inglés,  después  de  haber- 
se considerado  como  tales  durante  muchos  años  no  obstante  su  permanencia 
en  España,  al  cabo  hubieron  de  convencerse  de  que  se  habían  hecho  españo- 
les. ¿Es  que  nada  tiene  que  hacer  el  individuo,  de  suerte  que  la  ley  por  sí 
sola  ha  de  determinar  las  condiciones  de  la  naturalización?  No,  el  individuo 
es  llamado,  no  á  escoger  patria  arbitrariamente,  sino  á  dar  testimonio  de  que 
existen  esas  circunstancias  de  que  depende  el  que  se  sea  de  una  ó  de  otra 
patria.  Las  hay,  entre  aquéllas,  que  no  pueden  someterse  á  otra  prueba  que 
ésa,  como  el  afecto,  por  ejemplo;  pero  hay  otras,  como  la  permanencia  en 
un  país,  que  son  susceptibles  de  ser  reguladas  y  exigidas.  Por  eso  hacen  pa- 
pel tan  importante  en  la  materifi  el  animus  manendi  y  el  animus  revertendi  y 
el  hecho  de  habitar  en  uno  ú  otro  país,  que  se  toma  tanto  en  cuenta  en  las 
conclusiones  del  Sr.  Flores,  así  como  no  se  da  valor  alguno  á  la  mera  decla- 
ración de  la  voluntad. 

Afirmando  este  principio  exclusivamente,  se  va  á  parar  á  las  facihdades 
que  para  la  naturalización  ofrece  la  legislación  norteamericana,  y  cuyos  efec- 
tos ha  puesto  de  manifiesto  el  Sr.  Flores,  y  á  las  mayores  todavía  que  re- 
cientemente ha  dado  la  República  del  Brasil.  Una  de  las  consecuencias  de  tal 


sistema  es  la  de  sumíaistrar  un  medio  de  librarse  de  carcas  y  obligaciones 
para  con  la  patria  de  origen,Ia  verdadera.  Para  evitar  ese  abuso  importa  dis- 
tinguir entre  unos  y  otros  derechos.  Para  tener  los  naturales  ó  civiles,  basta  ser 
hombre,  para  gozar  de  los  políticos,  es  preciso  tener  una  patria,  una  sola; 
para  cumplir  con  las  obligaciones,  es  suficiente  la  residencia  ó  el  domicilio. 
Por  donde  un  Estado  debe  respetar  la  voluntad  del  que,  aprovechándose  de 
aquellas  facilidades,  cambia  de  patria,  negándole  en  la  de  origen  el  ejercicio 
de  los  derechos  políticos,  pero  no  consintiendo  que  se  vea  por  eso  libre  del 
cumplimiento  de  las  obligaciones  cuando  tenga  motivos  para  estim.ir  que  el 
cambio  es  una  ficción,  que  la  patria  nueva  es  puramente  nominal. 

Y  terminó  condenando  que  se  convirtiera  cosa  tan  santa  como  ésta  en 
medio  é  instrumento  para  fines  egoístas,  lamentando  que  algunos  Estados 
consideraran  la  facilidad  de  la  naturalización  como  condición  de  su  progreso, 
cuando  para  eso  basta  que-se  reconozca  y  ampare  el  derecho  del  extranjero 
al  igual  del  nacional,  y  mostrando  que  en  el  fondo  de  esa  tendencia  habla 
un  humanismo  nivelador,  como  si  no  fueran  perfectamente  compatibles  la 
humanidad  y  la  patria,  y  el  amor  á  ésta  con  el  amor  á  aquélla. 


El  Sr.  Fernández  Prida  rectiScó,  diciendo  que  el  Sr,  Azcárate  había  recha- 
zado la  libre  elección  de  la  ciudadanía,  invocando  razones  y  deberes  cuyo 
valor  él  no  desconocía,  pero  cuya  aplicación,  tal  come  de  lo  que  tenia  dicho 
se  deduce,  no  podía  admitir. 

En  primer  término  advertía,  dijo,  que  si  en  su  opinión  la  voluntad  debe 
dominar  en  materia  de  ciudadanía,  esto  no  significa  que  sólo  la  voluntad  im  - 
pere  en  ella.  Del  mismo  modo  que  en  los  contratos  hay  condiciones,  requi- 
sitos ó  reglas  que  los  contratantes  forzosamente  han  de  acatar,  en  lo  que 
toca  á  la  elección  de  ciudadanía  la  voluntad  no  puede  traspasar  determina- 
dos limites,  algunos  de  los  cuales  había  indicado,  y  otros,  como  la  capacidad 
para  naturalizarse,  creía  que  se  presumirían  sin  necesidad  de  mención  ex- 
presa. 

Añadió  que  tenía  muy  presente  la  razón  con  que  se  ha  impugnado  alguna 
naturalización  famosa  en  que  la  capacidad  para  cambiar  de  patria  no  existía, 
y  que  recordaba  perfectamente  también  las  consideraciones  alegadas  por  el 
Gobierno  alemán,  en  período  no  muy  lejano,  para  exigir  el  cumplimiento  del 
servicio  militar  á  ciudadanos  de  Alemania  residentes  en  los  Estados  Unidos, 
partiendo  del  principio  de  que  la  naturalización  de  aquéllos  era  inadmisible 
mientras  no  tuviesen  cumplidos  sus  deberes  con  la  patria  de  origen,  y,  de 
acuerdo  con  la  enseñanza  que  de  tales  hechos  resulta,  en  la  proposición  por 
él  defendida  no  se  mira  la  ciudadanía  como  exclusivamente  sujeta  á  la  vo- 
luntad, ni  con  respecto  á  aquélla  se  convierte  en  norma  suprema  el  capricho 
individual,  usurpador  muchas  veces  de  los  fueros  que  á  la  libertad  corres- 
ponden. 

Claro  esta  que  en  el  criterio  que  venia  sosteniendo  caben,  dijo,  la  exagera- 
ción y  el  abusoí  pero  esto  ¿cómo  ha  de  evitarse?  Por  lo  que  tocaba  á  la  oca- 
sión en  que  se  hallaba,  tranquilizábale  la  idea  de  que  la  argumentación  del  se- 
ñor Azcárate  parecía  mirar  más  bien  á  las  exageraciones  de  doctrina  que  á 
la  doctrina  misma,  y,  por  otra  parte,  que  consistía  en  una  serie  de  razona- 
mientos encaminados  á  destruir,  no  á  edificar,  ya  que  en  sustitución  á  la  tesis 
por  él  defendida  no  se  había  formulado  ninguna  otra  solución  concreta. 


CONCLUSIONES 
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TEMA  PRIMERO 
Conclusionea  presentadas  por  la  Comisión. 

1.3  El  arbitraje  es  conveniente,  en  el  actual  estado  de  la  sociedad  inter- 
nacional, para  decidirlas  contiendas  qae  surjan  entre  las  naciones. 

2.3  Su  aceptación  por  la  América  latina,  Portugal  y  Espaüa  sería  muy 
oportuna  en  los  momentos  presentes. 

3.''  Al  efecto,  los  Estados  representados  en  el  Congreso  deben  concertar 
tratados  especiales  de  arbitraje,  tomando  por  base  el  que  se  pactó  entre  Es- 
paña y  el  Ecuador  el  23  de  Mayo  de  1888,  hasta  que  nuevos  y  anhelados 
progresos  del  Derecho  internacional  público  hagan  posible  la  creación  de  un 
Tribunal  permanente  destinado  á  evitar  6  poner  fin  á  las  cuestiones  que  exis- 
tan ó  puedan  nacer  entre  los  Estados  mencionados. 

4.^  Deben  someterse  al  principio  del  arbitraje,  sin  excepción,  todos  los 
conflictos  internacionales. 

5 ."  Pudiendo  engendrar  graves  dificultades  toda  sanción  material,  no  hay 
otras  formas  de  hacer  eñcaz  el  juicio  arbitral  que  aquellas  que  nazcan  de  una 
organiíación  jurídica  de  los  Estados  íbero-americanos;  pero  como  la  noble 
aspiración  de  llegar  á  organizaciones  internacionales,  aun  tratándose  de  pue- 
blos que  tienen  tantos  puntos  de  unión,  ocasionaría  serios  obstáculos  esc 
ideal,  por  todos  apetecido,  conviene  que  quede  como  materia  propia  de  nue- 
vas labores  doctrinafes  y  como  tema  obligado  de  ulteriores  Congresos,  á  fin 
de  no  entorpecer  ó  dilatar  la  inmediata  aceptación  del  principio  del  arbitraje. 

Estas  conclusiones  fueron  aprobadas  sin  disensión. 
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TEMA  SEGUNDO 


CoDoIueiones  presentadas  por  la  Comis 


1  .^     Sólo  deben  considerarse  comprendidas  en  el  tema  de  que  s 
por  consiguiente  en  estas  conclusiones,  las  obligaciones  civiles  nacidas  de 
contratos  6  cuasi -contratos. 

2  .■'  Cualquiera  que  sea  el  criterio  con  el  que  haya  de  resolverse  acerca  de 
la  eficacia  de  dichas  obligaciones,  no  se  entenderá  qne  h.t  de  ser  regulado 
bajo  el  inñujo  de  la  legislación  de  un  solo  país. 

3.''^  La  cualidad  de  extranjero  de  los  individuos  pertenecientes  á  ios  Es- 
tados representados  en  este  Congreso  no  le  hará  de  diferente  condición  civil 
comparado  con  los  naturales  de  cualquiera  de  ellos,  ni  se  tendrá  en  cueota 
para  deterniinar  dicha  condición  el  principio  de  reciprocidad. 

4.''  La  capacidad  civil  de  las  personas  para  contratar  será  regulada  por 
h  ley  de  la  nación  á  que  cada  una  pertenezca, 

5/'  Las  condiciones  formales  de  los  contratos  causa  de  la  obligación  de 
cuya  eficacia  civil  se  trate,  deberán  regirse  por  la  ley  del  lugar  de  su  otorga- 
niieiiio,  pudiendo  también  celebrarse  conforme  á  la  ley  de  la  nacionalidad  de 
los  contratantes  ó  de  alguno  de  ellos,  á  la  del  lugar  de  los  inmuebles  que  fne- 
rcn  su  objeto,  siempre  que  no  contraríe  los  intereses  públicos  y  se  comple- 
ten las  condiciones  formales,  si  fuere  indispensable,  con  arreglo  á  la  ley  del 
domicilio  en  que  su  cumplimiento  se  demande;  pero  siempre  será  precifa  la 
legalización  en  la  forma  establecida  del  documento  otorgado  en  el  extranjero 
par;i  acreditar  la  celebración  de  contratos. 

íi.  La  perfección  de  los  contratos  y  el  hecho  origen  de  los  cu  asi -contratos 
se  ri.L;irán  por  la  ley  del  lugar  de  la  celebración  de  los  primeros  y  de  la  rea- 
li¿aciun  de  los  segundos,  respectivamente. 

j.^  La  naturaleza  esencial  y  condición  lícita  ó  ilícita,  según  las  leyes  délos 
paises  del  conflicto,  de  la  relación  contractual,  deberán  regirse  por  la  ley  del 
lugar  donde  la  obligación  se  contrae,  si  no  se  opone  á  la  del  pais  donde  deba 
cumplirse. 

S.''  Los  hechos  nlteriormente  realizados  que  con  el  acto  contractual  de 
origen  se  relacionan  aumentando  sus  efectos,  deberán  regirse  por  la  ley  del 
lugar  de  la  celebración  del  contrato, 

9.'^  La  ejecución  de  los  contratos  y  sus  resultados  incidentales  (caso  for- 
tuito y  fuerza  mayor)  ó  accidentales  (mora,  culpa,  dolo],  deberán  regirse:  la 
primera,  por  la  ley  del  lugar  del  cumplimiento  del  contrato;  por  esta  misma 
ley  los  resultados  accidentales,  y  por  la  del  lugar  de  la  celebración  del  con- 
trato, los  resultados  incidentales  del  mismo. 

10.''  El  Congreso  entiende  que  serían  medios  para  dar  eficacia  á  las 
oblii;.iCÍoncs  civiles  contraídas  en  cualquiera  de  los  países  en  él  representa- 
dos: ]>or  una  parte,  el  especial  valor  que  en  el  enjuiciamiento  de  cada  país  se 
otor-.ira  al  título  de  pedir  del  acreedor,  según  su  forma^y  por  otra,  las  ga- 
rantías qne  aseguraran  de  antemano  las  resultas  del  juicio,  que  para  su  curapli- 
mic-iito  hubiera  necesidad  de  entablar;  y  que  ambos  medios  podrían  ser,  poi 
ejemplo,  el  carácter  ejecutivo  del  titulo,  si  reunía  determinadas  condiciones. 
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cierto  criterio  de  mayor  amplitud  para  que  pudieran  decretarse  embargos 
preventivos,  aseguramiento  de  bienes  litigiosos,  fianzas,  etc.;  procurando  que 
tales  reformas  en  el  enjuiciamiento  de  cada  país  tuvieran  lugar  á  virtud  de 
tratados  ó  por  otros  medios  conducentes  á  igual  resultado. 

11.^  Las  sentencias  dictadas  por  los  Tribunales  de  justicia  extranjeros, 
en  materia  civil,  deberán  cumplirse  sin  tener  en  cuenta  el  principio  de  reci- 
procidad, exigiéndose  sólo  los  requisitos  siguientes: 

I P     Competencia  del  Tribunal  requirente  y  del  Tribunal  requerido. 

2P    Autenticidad  de  la  sentencia. 

3.*^  Que  sea  lícita  la  obligación  en  el  país  en  que  hubiere  de  ejecutarse 
ia  sentencia.  f 

4P     Que  ésta  no  se  haya  dictado  en  rebeldía. 

5.0  Que  no  sea  contraria  al  derecho  público  interno  del  país  de  la  eje- 
cución, ni  á  los  principios  de  Derecho  público  internacional  aceptadbs  por 
España  y  Portugal  y  Repúblicas  ibero  americanas;  y 

6.^  .  Que  si  la  sentencia  es  arbitral,  sea  pedida  la  ejecución  por  el  Juez 
ordinario  competente. 

12.^  Los  exhortes  que  tengan  por  objeto  diligencias  probatorias  se  des- 
pacharán directamente  por  el  Juez  requerido,  y  los  que  se  expidan  para  autos 
ejecutivos  ó  de  embargo,  se  sujetarán  á  los  trámites  y  recursos  establecidos 
en  la  ley  del  lugar  de  la  ejecución.  Es  ejecutable  la  sentencia  que  obliga  á  la 
constitución  de  una  hipoteca  si  ésta  ha  de  constituirse  en  el  país  de  la  eje- 
cución y  conforme  á  sus  leyes. 

13.^  I^as  sentencias  recaídas  en  materia  criminal  se  cumplirán  asimismo 
en  la  parte  referente  á  las  responsabilidades  civiles  que  sean  consecuencia  de 
delitos,  pero  no  en  lo  que  se  refiere  á  la  penalidad. 

14  ^  Para  la  aplicación  dé  penalidad  á  las  personas  que  habiendo  incurri- 
do en  ella  estuvieren  en  territorio  extranjero,  deberá  procurarse  la  extradi- 
ción por  medio  de  tratados,  y  los  delitos  á  ella  sujetos  serán,  con  excepción 
de  los  políticos,  los  que  merezcan  pena  corporal  que  exceda  de  un  ano,  siem- 
pre que  estén  comprendidos  en  el  Código  penal  del  país  requerido,  y  que, 
según  el  mismo,  no  haya  prescrito  la  pena;  debiendo  siempre  garantizarse 
por  el  país  requirente  la  vida  del  procesado,  al  que  tan  sólo  la  pena  inmediata 
inferior  á  la  capital  podrá  imponérsele  si  en  el  país  donde  fuere  detenido  no 
existiera  entre  las  penas  la  de  muerte. 


El  Sr.  D.  Vicente  Olivares  Biec  propuso  que  el  número  cuarto  de  la  con- 
clusión undécima  fuera  adicionado  en  la  siguiente  forma: 

«A  no  ser  que  la  citación  esté  hecha  en  la  persona  del  demandado.» 
Lo  cual  fué  aceptado  por  la  Comisión,  siendo  aprobadas  las  conclusiones 
presentadas  por  ésta  con  la  adición  propuesta  por  el  Sr.   Olivares  Biec,  en 
contra  de  la  cual  hicieron  constar  su  voto  los  Sres.  Suárez  Espada  y  Go- 
dínéz. 
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TEMA  TERCERO 
Conclusiones  presentadas  por  la  Comisión. 


PROPIEDAD  LITERARIA   Y  ARTÍSTICA 


I.^  El  derecho  de  propiedad  en  las  obras  literarias  y  artísticas  en  favoi 
de  sns  autores  debe  ser  reconocido  por  las  legislaciones  de  España,  Portugal 
y  los  Estados  ibero-americanos, 

2.^  ■  El  derecho  de  propiedad  literaria  y  artística  de  un  autor  sobre  sus 
obras  durará  ochenta  años,  estableciéndose  este  período  de  tiempo  como 
una  transacción  entre  la  perpetuidad  y  la  limitación  á  periodos  más  redu- 
ddos. 

3.^  Mientras  no  se  llegue  á  la  unidad  en  la  legislación,  cada  pais  recono- 
cerá á  favor  de  los  extranjeros  en  sus  leyes  propias  ó  internas  el  mismo  de- 
recho que  reconozca  á  favor  de  sus  nacionales. 

4.3  El  derecho  de  propiedad  del  autor  de  una  obra  literaria  ó  artística 
debe  comprender  la  facultad  de  disponer  de  ella,  de  publicarla,  de  enaje- 
narla, de  traducirla  ó  autorizar  su  traducción  y  de  reproducirla  en  cualquier 
forma. 

5.^  Los  artículos  de  periódicos  podrán  reproducirse  citando  la  publica- 
ción de  donde  se  tomen,  siempre  que  su  reproducción  no  se  hubiese  prohi- 
bido expresamente,  pudiendo  publicarse  sin  necesidad  de  autorización  alguna 
los  discursos  pronunciados  ó  leídos  en  asambleas  ó  reuniones  públicas. 

6.3  La  constitución  y  declaración  del  titulo  para  la  propiedad  literaria  y 
artística  la  obtendrá  cada  autor  según  las  leyes  del  país  de  su  nacionalidad. 
y  debe  ser  admitido,  sin  exigirse  otras  formalidades,  en  los  demás  pueblos 
donde  quiera  hacerla  efectiva. 

7.3  Las  responsabilidades  en  que  incurran  los  que  usurpen  el  derecho  de 
propiedad  literaria  ó  artística  se  ventilarán  ante  los  Tribunales  y  se  regirán 
por  las  leyes  del  país  en  que  el  fraude  se  haya  cometido. 

8.3  Para  dar  vida  y  eficacia  á  las  anteriores  conclusiones,  llevando  su 
realización  á  la  esfera  de  las  convenciones  internacionales,  se  nombra  una 
Asociación  constituida  por  los  Delegados  extranjeros  que  han  concurrido  á 
este  Congreso  y  por  la  Junta  de  gobierno  de  la  Real  Academia  de  Jurispni 
deuda  de  Madrid,  por  ser  esta  Corporación  la  que  ha  convocado  el  Congres 
Jurídico  Ibero -americano,  á  fin  de  que  gestione  cerca  de  los  respectivos  Ge 
biemos  la  celebración,  antes  de  un  aiío,  de  un  Congreso  de  representante 
diplomáticos  que  se  ocupe  de  tomar  acuerdos  oficiales  sobre  las  conclusione 
aceptadas  en  este  Congreso. 
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II 


PROPIEDAD   INDUSTRIAL 


i.^  Toda  persona  que  desee  obtener  una  patente  ó  privilegio  de  inven- 
ción ó  asegurar  el  uso  de  una  marca  de  fábrica,  deberá  cumplir  con  los  re- 
quisitos exigidos  por  la  ley  del  país  en  el  cual  quiera  ejercer  su  derecho. 

2.^  El  núniero  de  años  que  durará  el  privilegio  del  inventor  será  el  que 
fijen  las  leyes  del  país  en  el  que  pretenda  hacerlo  efectivo. 

3.^  Nadie  podrá  alegar  derechos  sobre  privilegios  de  invención  ó  mar- 
cas industriales  sino  desde  el  momento  en  que  consten  inscritos  en  los 
registros  destinados  al  efecto  en  el  país  en  donde  quiera  hacer  uso  de  su 
privilegio. 

4.^  Las  responsabilidades  en  que  incurran  los  que  usurpen  el  derecho  de 
propiedad  industrial  ó  de  una  marca  de  fábrica  se  ventilarán  ante  los  Tribu- 
nales y  con  arreglo  á  las  leyes  del  país  en  que  el  fraude  se  haya  cometido. 

S.'^  La  legislación  sobre  marcas  de  fábrica  debe  separarse  de  la  relativa 
á  depósitos  de  dibujos  y  modelos  de  fabricación,  procurando  que  las  leyes 
que  regulen  estos  últimos  no  coarten  la  libertad  de  la  industria  y  fabricación 
de  cada  país. 

6.^  Sería  conveniente  el  establecimiento  de  Jurados  industriales  que  ten- 
gan la  misión  de  resolverlas  cuestiones  civiles  y  criminales  referentes  á  de- 
rechos de  propiedad  industrial. 
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Las  conclusiones  relativas  á  la  propiedad  literaria  y  artística  fueron  apro- 
badas, haciendo  constar  su  voto  en  contra  de  la  segunda  los  Sres.  Sánchez 
Román,  y  Moris  y  Fernández  Vallín,  los  cuales  creían  que  debía  declararse 
la  perpetuidad  de  la  propiedad  literaria,  y  en  contra  de  la  octava  los  señores 
Olivares  Biec  y  Sánchez  Román,  quienes  entendían  que  lo  que  en  ella  se 
contiene  debía  ser  objeto  de  un  acuerdo  general  que  comprendiese  las  con- 
clusiones de  todos  los  temas. 


Las  conclusiones  referentes  á  la  propiedad  industrial  fueron  aprobadas  sin 
discusión. 
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TEMA  CUARTO 
Conclusión  presentada  por  la  Comisión. 


Eí  Coog^reso  Jurídico  Ibero-americano  manifiesta  su  deseo  de  que  los  Es- 
tados que  tienen  en  él  representación,  tomando  en  cuenta  las  importantes 
doctrinas  de  los  Congresos  de  Derecho  mercantil  reunidos  en  1885  y  1888 
en  Amberes  y  Bruselas,  del  Tratado  de  Derecho  comercial  internacional, 
aprobado  en  el  Congreso  Sud-amerícano  de  Montevideo  de  1S89,  y  del 
acuerdo  del  Congreso  Jurídico  de  Lisboa  de  18S9,  lleguen  á  adoptar  en  ma- 
teria de  abordajes  y  auxilios  en  alta  mar,  mediante  uno  ó  varios  tratados,  una 
legislación  uniforme. 

Kl  Sr.  D.  Rafael  Rebollar  propuso  que  dicha  conclusión  quedara  redactada 
en  !a  sigTiíente  forma: 

E!  Congreso  Jurídico  Iberoamericano  acepta  los  principios  y  doctrinas 
de  los  Congresos  de  Derecho  mercantil  reunidos  en  1885  y  18S8  en  Árabe- 
res  y  Bruselas,  del  Tratado  comercial  internacional  aprobado  en  el  Congre- 
so Siid-americano  de  Montevideo  de  18S9  y  del  acuerdo  del  Congreso  de 
Lisboa  del  mismo  aSo,  y  manifiesta  su  deseo  de  que  los  Estados  que  en  él 
tienen  repiesentación,  lleguen  á  adoptar  en  materia  de  abordajes  y  auxilios 
en  alta  mat  una  legisladón  uniforme  mediante  uno  ó  varios  tratados. 

El  Sr.  D.  Juan  Spoltorno  presentó  la  siguiente  conclusión: 
El  Congreso  entiende  que  es  conveniente  que  se  declare  con  toda  urgen- 
cia la  necesidad  de  reconocer  que  la  denegación  de  auxilio  en  alta  mar,  ha- 
llándose en  condiciones  de  poder  prestarlo,   debe  ser  penada  por  las  leyes. 
l-"ué  aprobada  la  conclusión  presentada  por  la  Comisión  con  la  enmienda 
del  Sr.  Rebollar  y  la  conclusión  propuesta  por  el  Sr.  Spottomo. 
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TEMA  QUINTO 


Conclusiones  presentadas  por  la  Comisión. 


I  .^  La  capacidad  de  las  personas  que  hayan  de  contraer  matrimonio  se 
determinará  con  arreglo  á  sus  respectivas  leyes  personales. 

2. o  Las  leyes  personales  de  los  cónyuges  y  la  del  lugar  en  que  se  cele- 
bre el  matrimonio  pueden  exigir  la  previa  publicación  de  este  último,  la  cual 
se  acomodará  cuanto  á  su  forma  á  la  ley  del  lugar  en  que  se  verifique. 

3.0  Toda  formalidad  propiamente  dicha  que  concurra  en  la  celebración 
del  matrimonio  se  regirá  por  la  ley  del  lugar  en  que  aquél  se  realice. 

4P  Apesar  de  lo  establecido  en  la  conclusión  anterior,  los  matrimonios 
celebrados  ante  un  agente  diplomático  ó  consular  competente  para  autori- 
zarlos, se  regirán,  cuanto  á  la  forma,  por  la  ley  del  país  que  aquel  fundonario 
represente. 

5.^  Cuando  la  separación  ó  eí  divorcio  sean  admitidos  por  los-  Estados 
que  tienen  representación  en  este  Congreso,  las  causas  para  decretarlos  se 
regirán  por  las  leyes  personales  de  los  cónyuges,  exceptuando  siempre  el 
•caso  áque  la  conclusión  ó  regla  siguiente  se  refiere. 

6.^  En  todo  caso,  ya  se  trate  de  la  celebración  del  matrimonio  ó  de  la 
relajación  ó  ruptura  del  vínculo  conyugal,  la  ley  extranjera,  aún  reconocida 
de  ordinario  como  competente,  no  podrá  aplicarse  si  contradice  una  prohibi- 
<:¡ón  de  las  leyes  territoriales. 


El  Sr.  Sánchez  Román  presentó  la  siguiente  enmienda  á  la  conclusión 
^exta: 

Lo  expuesto  no  obsta  para  que  se  respeten  las  consecuencias  legales  de 
las  declaraciones  relativas  al  divorcio,  hechas  con  arreglo  alas  leyes  que  ri- 
jan las  relaciones  matrimoniales,  y  por  los  Tribunales  competentes  para  apli- 
carlas. 

Fueron  aprobadas  las  conclusiones  presentadas  por  la  Comisión,  salvando 
su  voto,  por  estar  conformes  con  la  enmienda,  además  del  Sr.  Sánchez 
Román,  los  Sres,  Labra,  Spottorno,  Motta  Prego  y  Agut. 


\ 
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Dióse  lectura  á  la  siguiente  proposición; 

La  Comisión  organizadora  mega  al  Congreso  que  se  sirva  adoptar  los 
acuerdos  que  á  continuación  se  expresan: 

i.o  El  Congreso  acuerda  elevar  al  Gobierno  espaiiol,  bajo  cuya  protcc- 
ción  se  ha  reunido,  una  exposición  dándole  cuenta  de  las  conclusiones  vota- 
das y  manifestándole  su  unánime  deseo  de  que  sean  convertidas  en  todo  ó 
en  parte  en  prescripciones  de  Derecho  internacional  positivo  por  medio  de 
una  Asamblea  diplomática  convocada  al  efecto, 

2.^  El  Congreso  acuerda  volverse  ^  reunir  en  el  mes  <Je  Octubre  del 
año  1 8(.)7,  para  proceder  á  la  codificación  del  Derecho  internacional  aplicable 
á  España,  Portugal  y  los  Estados  del  Centro  y  Sur  de  América. 

Se  constituirá  en  Madrid  una  Comisión  central  y  Comisiones  en  las  capita- 
les de  los  demás  paises  que  han  de  tenor  representación  en  la  Asamblea. 

La  Comisión  central  abrirá  una  información  para  que  en  el  plazo  de  un 
año  las  Universidades,  Colegios  de  Abogados  y  demás  centros  dedicados  al 
estudio  del  Derecho  en  España,  Portugal  y  los  Estados  ibero  americanos, 
aporten  el  caudal  de  saber  que  representan.  Teniendo  en  cuenta  los  datos  su- 
'  ministrados  por  esta  infoimación,  la  Comisión  redactará  el  proyecto  durante 
el  año  1894,  Este  proyecto  será  enviado  á  los  centros  referidos  para  que  en 
el  plazo  de  otro  año  formulen  las  observaciones  que  juzguen  oportunas,  ea 
presencia  de  las  cuales  la  Comisión  central  formulará  en  el  año  iSi>6  el  pro- 
yecto definitivo,  proyecto  que  será  remitido  nuevamente  á  estudio  para  que 
sobre  él  recaigan  las  deliberaciones  del  Congreso. 

El  objeto  de  las  Comisiones  será  el  de  servir  de  puntos  de  enlace  éntrela 
Comisión  central  y  las  Universidades,  Colegios  de  Abogados  y  demás  cor- 
poraciones dedicadas  al  estudio  del  Derecho  en  el  Estado  respectivo. 

La  Comisión  central  se  dividirá  en  secciones,  por  materias,  para  !a  mejor 
reali;íac¡ón  de  sus  fines. — Por  la  Comisión  organizadora,  el  Secretario,  Car- 
los González  Kothvoss. 


El  Sr  Mencndez  Torres,  después  de  d<1r  las  gracias  al  Congreso,  en  nom- 
bre de  la  Comisión  organizadora,  por  los  elogios  de  que  ésta  había  sido  ob- 
jeto en  el  curso  de  las  deliberaciones,  dijo  que  bastaba  leer  ligeramente  el 
Reglamento  para  comprender  que  fué  idea  constante  de  la  Real  Academia 
de  Jurisprudencia  y  Legislación  la  de  que  los  acuerdos  que  en  c!  Congreso 
se  tomaran,  estuvieran  en  condiciones  de  pasar  con  facilidad  relativa  á  engro- 
sar el  contingente  del  Derecho  internacional  positivo,  propósito  que  se  habla 
revelado  asimismo  bien  claramente,  en  la  exposición  dirigida  al  Gobierno 
de  S.  M.,  documento  que  él  tuvo  el  gusto  de  redactar  por  mandato  de  sus 
compañeros. 

En  el  ánimo  de  todos  está,  continuó,  que  la  empresa  aquí  comenzada  con 
tan  buena  fortuna  quedaría,  apenas  iniciada,  en  abandono  si  este  Congreso  no 
fuera  el  primero  de  una  serie,  pues  en  el  fecundo  movimiento  de  aproxima- 
ción moral  iniciado  entre  España,  Portugal  y  los  pueblos  del  Centro  y  Sur  del 
nuevo  continente,  no  constituye,  ni  mucho  menos,  la  meta,  con  ser  paso  de 
avance  importantísimo,  la  memorable  conquista  realizada  con  la  feliz  cele- 
bración del  Congreso. 

La  obra  meritlsima  de  unificar  y  codificar  el  Derecho  internacional  de  di- 
chos Estados  se  ha  iniciado,  reuniéndose  por  primera  vez,  y  en   ocasión  so' 
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lemne  y  propicia  cual  ninguna,  hombres  de  Estado,  diplomáticos  y  juriscoii- 
sultos  que  en  conjunto  ostentan  la  representación  moral  de  los  diez  y  nueve 
pueblos  que  forman  la  gran  familia  ibero-americana;  pero  es  preciso  prosC'» 
gnirla,  y  á  este  objeto  iba  encaminada  la  moción  que  tenía  el  honor  de  apo- 
yar en  nombre  de  la  Comisión  organizadora,  debiendo  tenerse  en  cuenta  que 
el  logro  de  tan  magna  empresa  se  habrá  de  facilitar  cada  vez  más  con  el 
trascurso  de  los  cinco  años  marcados  en  la  proposición,  de  un  lado  por  los 
adelantos  de  la  ciencia,  factor  que  no  debe  olvidarse,  y  del  otro  por  el  pro- 
greso de  las  relaciones  entre  las  dos  naciones  peninsulares  y  los  Estados 
ibero-americanos,  relaciones  cada  vez  más  cordiales/ más  numerosas,  naás 
intimas.  > 

El  Sr.  Menéndez  Torres  detúvose  luego  en  el  examen  del  procedimiento 
marcado  en  la  proposición,  haciendo  notar  las  garantías  de  madurez  y  de 
valor  científico  que  habrá  de  ofrecer  la  obra  encomendada  á  la  Asamblea  en 
su  reunión  próxima.  Explicó  los  fines  á  que  obedecía  el  establecimiento  de 
la  Comisión  central  y  las  demás  Comisiones,  enumeró  las  ventajas  de  que 
^contribuyesen  á  elaborar  el  proyecto  las  Universidades,  Colegios  de  Abo- 
gados y  demás  centros  dedicados  al  estudio  del  Derecho,  y  manifestó  las 
razones  que  abonaban  los  distintos  plazos  señalados  en  la  proposición  que 
apoyaba. 

El  Sr.  Menéndez  concluyó  diciendo  que  era  en  verdad  providencial  que  la 
gente  ibera,  actualmente  esparcida  por  uno  y  otro  hemisferio,  haya  realizado 
los  dos  hechos  más  grandes  que  puede  registrar  en  sus  páginas  la  historia: 
ella,  impulsada  en  otros  tiempos  por  su  carácter  soñador  y  aventurero,  llevó 
á  cabo  arriesgadas  navegaciones,  prodigiosos  descubrimientos,  audaces  con-. 
^juistas,  mediante  los  cuales,  dirigiéndose  al  Ocaso  y  al  Oriente,  dilató  la 
extensión  de  la  tierra;  pero  que  hoy,  que  los  ideales  han  cambiado,  la  unión 
de  los  Estados  debe  hacerse  en  el  seno  de  la  paz  y  al  amparo  del  De- 
recho, aspiración  que  actualmente  se  dibuja  y  cuyo  logro  constituye  la  em- 
presa más  alta  que  los  hombres  han  podido  concebir,  y  para  la  cual,  españo^- 
les  y  portugueses,  precisamente  por  hallarse  esparcidos  en  todo  el  mundo, 
se  encuentran  en  especiales  condiciones  que  quizá  les  permitan  adelantarse 
á  los  demás  pueblos,  demostrando  así  que  las  grandes  energías  de  tan  glo- 
riosa raza  no  5e  han  extinguido,  sino  que  se  han  transformado. 

Puesta  á  votación  la  proposición  apoyada  por  el  Sr.  Menéndez,  fué  aproba- 
da por  unanimidad. 


Se  leyó  la  siguiente  proposición,  presentada  por  la  Comisión  organizadora 
para  cumplir  lo  dispuesto  en  el  art.  i6  del  Reglamento: 

iP  El  Congreso  declara  que  los  órganos  de  comunicación  científico- 
jurídica  entre  los  Estados  ibero  americanos  deben  ser  la  Real  Academia  de 
Jurisprudencia,  sus  vsimiiares  y  correspondientes  en  las  Repúblicas  de  la  Amé- 
rica ibera  y  la  Asociación  de  Abogados  de  Lisboa. 

2P  Se  invita  á  los  Gobiernos  de  las  Repúblicas  ibero-americanas  á  que 
indiquen  la  Corporación  jurídica  más  autorizada  de  su  país,  para  que  man- 
tenga relaciones  científicas  con  las  indicadas  de  Madrid  y  Lisboa,  hasta  que 
se  cree  un  centro  correspondiente  de  la  primera 

3.0  Donde  no  sea  posible  que  se  establezcan  con  alguna  Sociedad  jurí- 
dica, se  constituirá  una  Comisión  formada  por  los  académicos  correspon- 
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dientes  de  la  de  Jurispnideada  de  Madrid,  para  atender  á  los   fines  indi- 
cados. 

4.°  En  todos  los  asuntos  jurídicos  que  afectan  á  las  relaciones  entre  los 
Estados  ibero-americaDos,  convendría  que  los  Gobiernos  solicitasen,  si  se 
tiataba  del  espaSol,  el  informe  de  la  Real  Academia  de  Jurisprudencia  de 
Madrid;  el  de  Poilügal,  el  de  la  Asociación  de  Abogados  de  Lisboa,  ó  del 
centro  respectivo,  respecto  á  los  de  otros  Estados  ibero  americanos,  procu- 
rando cada  una  de  dichas  Corporaciones  consultar  á  los  demás  listados  á 
'  que  el  asunto  interesase,  para  considerar  sus  indicaciones  antes  de  redactar 
el  informe  solicitado. 

,  J.o     El  cumplimiento  de  los  acuerdos  del  Congreso  que  no  sean  suscep- 
tibles de  ser  ejecutados  por  la  Comisión  organizadora  del  mismo,  lo   será 
por  la  Corporación  que  lo  ha  convocado. — Por  la  Comisión  organizadora,  el 
Secretario,  C.  González  Rothvoss. 
Apoyada  esta  proposición  por  el  Sr.  Maliiquery  Salvador,  fué  aprobada^ 


El  Sr.  Maluquer  y  Salvador  propuso,  y  el  Congreso  acordó,  que  constara 
en  las  actas,  la  satisfacción  con  que  éste  había  tenido  conocimiento  de  la  lle- 
gada á  Madrid  de  SS.  MM.  los  Reyes  de  Portugal  y  del  Presidente  del  Con- 
sejo de  Ministros  de  dicho  país,  Sr.  Días  Ferreira. 

Se  acordó  asimismo,  en  virtud  de  moción  que  respectivamente  hicieron  los* 
Sres.  Tories  Campos,  Llanos  y  Torriglia  y  Olivares  Biec,  conceder  un  voto 
de  gracias  á  los  portugueses  y  americanos  que  habían  concurrido  á  las  sesio- 
■es  del  Congreso;  otro  á  la  Mesa,  y  proponer  á  la  Comisión  organizadora  que 
conmemorase,  por  medio  de  una  lápida,  la  celebración  de  aquéllas. 

El  Sr.  Motta  Prego  dio  las  gracias  en  nombre  de  los  Delegados  portugue- 
ses, por  las  atenciones  de  que,  dijo,  habían  sido  objeto,  y  lo  mismo  hizo^ 
por  lo  que  á  él  y  á  la  Universidad  de  Santiago  se  refería,  el  Sr.  Moris  y  Fer- 
nández Vallln. 


SESIÓN  DE  CLAUSURA 
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JSeSÍÓN  del  día   16  DE  j^OYIEMBRE  DE  i892. 


Presidencia. 

Excmo.  Sr.  D.  Antonio  Cánovas  del  Castillo,  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros  en  España  y  del  Congreso  Jurídico  Ibero- Americano. 

Excmo.  é  limo.  Sr.  D.  José  Días  F^crreira,  Presidente  del  Consejo  de  Mi- 
nistros en  Portugal,  Presidente  honorario  del  Congreso  Jurídico  Ibero-Ame- 
ricano y  Académico  correspondiente  de  la  Real  de  Jurisprudencia  y  Legis- 
lación. 

Excmo,  Sr.  Duque  de  Tetuán,  Ministro  de  Estado  en  España. 

Excmo.  Sr.  D.  Fernando  Cos-Gayón,  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  en  Es- 
paña. 

Excmo.  Sr  D.  Antonio  Flores,  ex  Presidente  de  la  República  del  Ecua- 
dor, Presidente  honorario  del  Congreso  Jurídico  Ibero-Americano. 

Excmo.  Sr.  D.  Cristóbal  Colón  de  la  Cerda,  Duque  de  Veragua,  Presiden- 
te honorario  del  Congreso  Jurídico  Ibero-Americano. 


Secretarios. 


Sr.  D.  Germán  Aramburu. 

Sr.  D.  Carlos  González  Rothvoss. 


El  Sr.  Cánovas  del  Castillo  dijo: 

Señores:  Los  que  dentro  de  este  Congreso  pertenecéis  á  la  Real  Academia 
de  Jurisprudencia,  y  aquí  la  representáis,  no  habréis  sin  duda  olvidado  la  velada 
solemnísima  en  que  dicha  Real  Academia,  hizo  ya  justicia  algunos  años  hace, 
á  los  méritos  singulares,  como  jurisconsulto,  del  Sr.  Días  Fcrieira,  que  hoy 
nos  acompaña  y  en  la  actualidad  es  Presidente  del  Consejo  de  Ministros  del  ve- 
cino Reino.  De  las  dos  únicas  veladas  que,sinorecuerdo  mal,  se  han  celebrado 
aquí  en  loor  de  grandes  juristas,  una  de  ellas  se  consagró  á  un  difunto  célebre; 
la  otra  fué  consagrada  al  Sr.  Días  Ferreira,  que  felizmente  vive;. pero  ambas 
demuestran  que  no  ha  prodigado  la  Academia  honor  tan  señalado.  Diéronlc  al 
Sr.  Días  Ferreira  suficientes  títulos  para  ello  sus  obras  jurídicas,  bien  cono- 
cidas entre  todos  nosotros.  ¿Quién  ignora  en  la  Península  que,  entre  otras 
obras  de  Derecho  importantes,  ha  dado  á  luz  un  comentario  erudito,  discre- 
tísimo, del  moderno  Código  civil,  con  que  tanto  se  honra  Portugal?  Pocos  ig- 
norarán tampoco  que  aun   en  este  año  mismo  ha  dado  á  luz   un  libro  sobre 
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í  las  reformas  judiciales  en  Portug^al,  de  g^randisima  utilidad  para  la  aplícaciÓB 

p  y  ejecución  de  las  leyes  de  aquel  Reino. 

1?,  Catedrático  antiguo  de  Coimbra,  alternó  siempre  con   la  política  y  hasta 

■^  COD  SUS  deberes  ministeriales  el  constante  estudio  de  U  fiiudamental  díscipli- 

f    '  na  y  las  ciencias  auxiliares  que  todos  aquí  profesamos.  Y  si  en  la   fecha  que 

íí  he  citado  hace  un  instante  lo  hizo  esto  último  dignísimo  del  honor  que  reci- 

bió, en  este  momento  debemos  además  ver  en  él  al  Jefe  responsable  del  Go- 
■^'  biemo  de  una  Nación  hermana.  ' 

í;  Supongo,  señores,  que  el  Sr.  Días  Ferreira,  que  en   la  ocasión  á  que  me 

i";  he  referido  ya  pronunció  aquí  un  discurso,  que  no  tuve  yo  la  fortuna  de  oir 

por  cierto,  pero  cuyos  aplausos  llegaron  hasta   mí   entonces,  querrá  decir 
í  algunas  palabras  esta  noche  también,  dirigiéndolas  al  Congreso  Jurídico,  en 

f  esta  última  y  única  sesión  i  que  le  es  dado  asistir.  Seguro  estoy,  segurísimo, 

\  de  que  si  el  Sr.  Días  Ferreira  no  hubiera  estado  desempeñando  las  funciones 

importantísimas  que  desempeña  en  su  patria,  no  habría  faltado  un  solo  dia 
á  las  sesiones  de  este  Congreso,  y  nos  hubiese  ilustrado  frecuentemente  a 
todos  con  su  palabra  elocuente  y  docta.  Mas  ya  que  eso  no  pudo  ser,  sÍo 
duda  aprovechará  esta  ocasión,  conociendo  ya  los  temas  que  aquí  se  hin 
tratado,  para  decir  acerca  de  algunos  de  ellos  y  del  conjunto  de  los  tra- 
bajos del  Congreso  ouanto  estime  conveniente.  Yo  se  lo  ruego,  y  desde  lue- 
go le  anticipo  que  sus  palabras  serán  oídas  con  la  singular  estimación  que 
por  tantos  conceptos  merecen  (i). 


EXCMO.  SR.  D.  ANTONIO  FLORES 


Señores: 

Cuando  todavía  resuena  en  nuestros  oídos  el  eco  de  los  elocuentes  acen- 
tos que  embelesados  acabamos  de  escuchar,  parecerá  en  mí  sobra  de  osadía 
hacer  oir  mi  pobre  y  desautorizada  palabra;  mas  sírvame  de  e.Kcusa  el  no  ha- 
bérseme admitido  la  que  presenté  luego,  que  se  me  hÍ20  la  honra  de  desig- 
narme inmerecidamente  para  que  hablara  á  nombre  de  las  naciones  ibero- 
americanas en  esta  solemne  última  reunión.  Pero  á  lo  menos  procuraré  ser 
breve,  no  obstante  lo  inagotable  de  ia  materia. 

Señores,  si  las  naciones  iberoamericanas  aceptaron  gustosas  á  porfía  la  in- 
vitación para  el  Congreso  Jurídico  de  Madrid,  con  mayor  razón  las  del  Sur  de 

(i)  No  habitado  >ido  poiible  tomar  por  medio  de  la  taqnigrafU  los  iliscurios  de  Us  eesioo' 
inugiuRl  7  de  clausars  pronancUdoa  ea  pottngaét,  íitoi,  así  como  todos  los  qae  ñgarao  en  I 
denU  lesiones,  ae  han  inclnfdo  en  las  actai  mediante  las  notu  projiorcio Dadas  al  efecto  por  lo 
reipectivo*  antoiei.  Ocupado  i  rali  del  Congreio  el  ilnstre  joríiconíalto  poringués  5t.  Díu  Ft 
■reirá  en  el  gobierno  del  tccído  Reino,  no  le  fué  posible  redactar  la  nota  de  su  diínarso,  mativ 
por  el  caal  la  Comisión  se  ve,  con  mar  jutiñcado  icntimiento,  en  li  imposibilidad  de  pnblín 
tan  notabíKsimo  tiabajo. 
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América,  que  se  habían  anticipado  con  el  de  igual  clase  que  se  celebró  eir 
Lima  por  1880  y  el  de  Montevideo  en  1889.  Por  mi  parte,  como  Presidente 
de  la  República  del  Ecuador,  acogí  con  entusiasmo  la  idea  de  este  Congreso, 
que,  ensanchando  la  limitada  esfera  de  acción  de  aquéllos,  debía,  en  mi  con- 
cepto, propagar  los  principios  que  he  consignado  en  mi  último  tratado  vi- 
gente con  España,  especialmente  lo  relativo  al  arbitraje. 

Mi  esperanza  no  ha  sido  defraudada?  7  la  lecomendación  que  el  Congreso 
ha  hecho  de  la  cláusula  arbitral  de  aquel  pacto,  á  fin  de  que  sirva  de  base  a 
los  demás,  es  motivo  de  legítimo  orgullo  para  los  dos  pueblos,  que,  incorpo 
rándoto  en  su  legislación,  se  anticiparon  al  Congreso  de  la  Paz  en  Londres  y 
á  la  misma  Conferencia  Pan- Americana.  Así  el  Gobierno  de  S.  M.  C-  pudo» 
dar  la  siguiente  noble  respuesta  al  Ministro  americano  en  Madrid:  «Grato  es. 
para  mí  manifestaros  que  el  Gobierno  de  S.  M.,  anticipándose  á  la  proposi- 
ción sometida  á  la  Conferencia  Pan-Americana,  incluyó  de  la  manera  más 
clara  y  terminante  la  cláusula  del  arbitraje  en  el  artículo  primero  del  tratada 
de  paz  y  amistad  que  celebró  con  el  Representante  del  Ecuador,  D.  Antonio- 
Flores,  el  26  de  Mayo  de  1888.  Este  hecho  os  demostrará,  así  como  al  Go- 
bierno de  los  Estados  Unidos,  al  cual  tan  dignamente  representáis  en  esta 
Corte,  el  interés  que  España  se  ha  tomado  y  toma  actualmente  por  el  arbi- 
traje internacional,  considerándolo  como  una  institución  sumamente  humani- 
taria y  beneficiosa  para  todas  las  Naciones  de  la  tierra.»  Ese  proceso,  pues, 
que  dijo  Mr.  Passy  en  el  Congreso  de  Londres  de  1890,  chacía  él  del  cañón 
delante  de  la  carne  de  cañón»,  lo  hicieron  antes  la  madre  y  la  hija,  España  y 
el  Ecuador.  Y  adelantándome  al  voto  del  actual  Congreso,  consigné  el  mismo 
principio  en  el  tratado  con  Francia,  al  que  aludió  también  el  citado  publicis- 
ta, y  en  los  que  celebre  y  están  vigentes  con  Bélgica,  Suiza  y  Méjico.  Pera 
estaba  reservado  á  las  dos  Naciones  que  se  unieron  las  primeras  por  trata- 
dos, después  del  entredicho  consiguiente  á  la  emancipación,  sentar  las  pri 
meras  el  principio  general  y  fecundo  del  arbitraje  en  un  tratado  latino-ame- 
ricano. El  demuestra  una  vez  más  que  no  es  un  nombre  vano  el  dulcísimo  de 
f  Madre»  que  damos  á  España,  y- vano  sería  por  cierto  ese  nombre,  si  ella  na 
pudiera  terminar  cualquier  diferencia  con  hijos  suyos,  como  terminó  la  que 
tuvo  con  Alemania,  por  medio  del  arbitraje.  Esto  es  lo  que  ha  pensado  eí 
Congreso  Jurídico  al  recomendar  aquella  base  para  futuras  convenciones.  A 
haberse  él  compuesto  de  Plenipotenciarios,  como  los  de  Lima  y  Montevideo, 
el  arbitraje  se  hallaría  ya  estipulado  entre  todos  los  pueblos  ibero-america- 
nos. ;Digna  celebración  del  Centenario  habría  sido  la  de  un  pacto  que  cerra- 
[  ra  para  nosotros  eternamente  el  templo  de  Jano,  y  con  él  la  era  de  contien- 
I  das  fratricidas! 

I  Lo  limitado  de  la  duración  del  Congreso  no  le  ha  dado  tiempo  para  resoí 

¡  ver  algunos  puntos  de  trascendencia,  como  los  de  naturalización  y  naciona-^ 

I  lidad,  sobre  los  que  llamé  su  atención  á  mi  llegada,  pero  cuando  era  dema- 

I  siado  tarde.  Tampoco  le  ha  permitido  ocuparse  en  lo  concerniente  á  la 

I  'Jáusula  de  la  nación  más  favorecida,  ó  sea  á  la  diversa  interpretación  que  le- 

ían las  dos  grandes  Potencias  que  se  disputan  el  mercado  de  la  América  la- 
I  ina,  Estados  Unidos  é  Inglaterra.  Ha  sido,  pues,  la  falta  material  de  tiempo, 

I  o  el  deseó  de  eludir  arduas  cuestiones,  lo  que  ha  impedido  al  Congreso 

ñuscarles  la  solución  que  no  ha  podido  darles  ni  la  espada  ni  la  cienciap 
mesto  que  la  guerra  de  18 12  entre  la  Gran  Bretaña  y  los  Estados  Unidos,  y 
I  i  de  la  misma  Gran  Bretaña  y  Francia  contra  el  Plata  por  asuntos  de  nació- 
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nalidad  no  tuvieron  resultado,  ni  lo  tuvo  la  cuestión  sobre  la  cláusula  de  la 
Nación  más  favorecida  en  el  Congreso  Pan-Americaoo,  donde  el  Plenipo- 
teuciario  del  Ecuador  la  planteó  por  mi  orden.  Pero  no  por  eso  han  dejado 
de  ser  provechosos  y  fecundos  los  trabajos  del  Congreso,  y  aunque  cl  no 
hubiera  hecho  otra  cosa  que  estrechar  loa  lazos  que  nos  unen  á  la  Madre 
Patria,  aproximándonos  en  el  terreno  jurídico,  habrá  sentado  las  bases  de  un 
futuro  pacto  ibero-americano,  evidenciando  que,  entre  todos  los  pueblos,  cl 
ibérico  es  e!  único  que  ha  sabido  formar  una  sola  familia  de  naciones,  nacio' 
ncs  libres  é  independientes,  pero  ligadas  á  sus  progenitores  por  la  piedad 
filial,  y  que  anhelan  también  serlo  por  con'unes  leyes  internacionales.  Este 
es  el  ideal  á  que  ha  propendido  cl  Congreso,  y  cuya  realización  deja  enco- 
mendada á  los  ilustres  estadistas  aquí  presentes  y  á  los  hombres  de  buena 
voluntad  de  ambos  mundos. 

Termino  tributando  al  Congreso  un  voto  de  gracias  en  nombre  de  las  na- 
ciones ibero-americanas,  por  la  exquisita  benevolencia  de  que  sus  Delegados 
hemos  sido  objeto.  Tributólo  igualmente  á  los  esclarecidos  jefes  actuales  de 
los  Gabinetes  de  España  y  Portugal,  que  se  han  dignado  solemnizar  con  su 
asistencia  la  clausura  de  esta  Asamblea,  que  pasa  hoy  al  panteón  de  la  His- 
toria, dejando  en  nuestros  pechos  recuerdo  imperecedero  de  gratitud  y  fra- 
ternal afecto.       ' 


BSSraSH  SE  LOS  TK&BUOS  SEL  CSÍ.'SSSSO 


EXCMO.   8R.    D.   ANTONIO    CÁNOVAS    DEL   CASTILLO 


SlÑORES: 

Si  esperabais  <le  m!  esta  noche  un  completo  resumen  de  vuestras  profun- 
das disensiones,  ya  habréii  visto  cómo  han  hecho  esta  tarea  punto  menos  que 
innecesaria  los  elocuentes,  elocuentísimos  discursos  que  acabáis  de  oÍr.  Tal 
resumen  está  parcialmente  hecho,  por  otra  parte,  en  las  conclusiones  votadaí 
conclusiones  naturalmente  de  transacción,  como  suele  ser  todo  lo  que  al  fin 
se  acuerda,  porque  es  dificilísimo  que  ninguna  multitud,  ni  un  buen  número 
de  hombres  siquiera,  voten  cualquiera  idea  absoluta  cuando  todos  no  van 
preparados  á  votar  ciegamente.  De  aquí  que  la  forma  de  acordar  de  todo  Con- 
,^reso  y  de  toda  acumulación  de  hombres  sea  casi  por  fuerza  la  transac- 
ción, la  conciliación.  Y  así  vemos  que  en  nuestras  conclusiones  no  pre^ 
pondera  ningún  sistema  de  los  varios  que  luchan  en  el  Derecho  interna- 
cional público  y  en  cl  privado.  No  hay  entre  ellas  ninguna  solución  que  pue- 
da considerarse  absoluta.  Eti  todas  se  ha  procurado  con  grandísima  circuns- 
pección y  prudencia  proponer  aquello  que  podía  reunir  mayor  número  de 
voluntades,  y  que  luego  cupiera  aproximar  más  fácilmente  á  la  realización 
práctica. 

Las  breves  consideraciones  hasta  aquí  expuestas,  y  lo  mucho  que  ine  aho- 
rran decir  cuanto  ya  habéis  escuchado  en  labios  de  mis  dos  insignes  prede- 


cesores  esta  noche,  así  en  los  del  Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Ministros  de 
Portugal,  como  en  los  del  último  Presidente  de  la  República  del  Ecuador,  li- 
mitarán mi  tarea  á  unas  cuantas  reflexiones  tocante  á  las  ideas  en  este  Con- 
greso dominantes;  á  aquellas  que  han  informado  en  general  sus  discusiones; 
á  aquellas,  en  fin,  que,  si  no  han  logrado  establecerse  de  una  manera  radical 
en  ninguna  de  las  conclusiones  votadas,  bien  se  observa  que  nunca  han  deja- 
do de  tenerse  presentes. 

Una  de  éstas,  y  aun  de  las  que  más  han  apasionado  nobilísimamente  las- 
discusiones,  es,  sm  duda,  la  de  suprimir  la  guerra,  resolviendo  todo  des- 
acuerdo entre  naciones  por  medio  del  arbitraje.  Sobre  este  punto,  como 
sobre  otros  de  que  se  ha  tratado  aquí,  tengo  y^  dicho  algo  estos  días,  por 
'  la  necesidad  en  que  me  he  encontrado  de  dirigir  la  palabra  á  diferentes 
Congresos,  donde  figuraban  idénticos  ó  parecidos  temas.  Y  siempre  he  de- 
clarado cuestión  especial  la  de  la  aproximación,  intimidad  y  fraternidad 
práctica,  en  todos  conceptos,  de  las  naciones  luso-hispano-americanas.  Pero,, 
de  todos  modos,  si  hubiera  de  extenderme  en  la  discusión  particular  del 
tema  del  arbitraje,  tendría  necesidad  de  repetir  mucho.  Ya  que  acorte  y  no 
lo  repita  todo,  algo  he  de  exponer  sin  embargo,  que,  necesariamente,  se  pa- 
rezca á  lo  expuesto,  por  ejemplo,  que  comparto,  como  quien  más,  dentro  de 
este  recinto,  el  deseo  de  la  supresión  de  la  guerra,  si  fuera  posible.  Y  ya  que 
eso  no  lo  sea,  abrigo  también  el  deseo  profundísimo,  como  lo  abriga  todo 
hombre  de  este  siglo,  de  que  se  disminuyan  muchísimo  sus  ocasiones.  Pero, 
en  fin,  la  paz  perpetua  no  es  cosa  de  ahora,  ni,  á  mi  juicio,  lo  será  de  ningún 
tiempo.  Nunca,  en  cuanto  la  previsión  humana  puede  alcanzar;  nunca,  en 
cuanto  cabe  inducir  de  los  datos  conopidos;  nunca,  mientras  existan,- sobre 
todo,  los  particularismos,  ó  los  factores  históricos,  apellidados  naciones,, 
elementos  indispensables  para  la  vida  de  la  humanidad  y  su  progreso,  de- 
jará, en  mi  opinión,  de  haber  guerras. 

La  propia  existencia  individual  ó  singular  de  las  naciones  señala  la  nece- 
sidad de  la  concurrencia,  de  la  competencia,  y,  por  consiguiente,  de  una  lu- 
cha que  los  particulares  mismos  no  pueden  reducir  siempre  al  terreno  pací- 
tico  y  jurídico,  ni  á  la  acción  de  Tribunales  comunes.  Mucho,  mucho  menos 
podrán  hacerlo  jamás  esas  grandes  acumulaciones  humanas,  llenas  de  fuerza 
y  de  poder,  para  cumplir  por  cualquier  camino  y  á  cualquiera  costa  sus  pe- 
culiares fines. 

Diré  más:  si  la  concurrencia  ó  la  competencia  son  absolutamente  indispen- 
sables entre  los  hombres  aislados  para  el  completo  desenvolvimiento  de 
sus  medios  y  su  progreso  general;  si  la  supresión  de  toda  lucha  entre  ellos, 
llámesela  como  se  la  llame,  más  ó  menos  cruel,  más  ó  menos  mitigada  en 
adelante;  si  el  contraste  de  sus  intereses  y  pasiones  totalmente  llegara  á  des- 
aparecer, significaría  esto  una  especie  de  somnolencia,  casi  la  muerte  misma 
del  progreso  humano.  Pues  la  paz  perpetua  á  que  se  aspira  entre  las  naciones, 
una  paz  absoluta  que  rehuyera  toda  oposición  entre  ellas,  qu^  impidiese  toda 
discordia,  que  estorbara  el  curso  natural  de  la  selección  entre  los  pueblos, 
que  también  entre  ellos  como  entre  los  individuos  se  da;  que  evitase  toda 
ocasión  de  que  las  naciones  afirmasen  su  superioridad  moral  y  material,  so- 
breponiéndose á  otras  de  menos  ánimos,  de  menos  inteligencia,  de  menos 
abnegación  ideal,  inmensamente  disminuiría  la  vitalidad  de  la  civilización. 
Ese  muelle  y  constante  reposo  no  aprovecharía  á  la  especie  humana,  en  su 
conjunto,  sino  que,  por  el  contrario,  mermaría  muchísimo,   á  mi  juicio,  sus- 
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recursos  y  medios.  Para  pensar  esto,  partamos,  por  de  contado,  de  la  abso* 
luta  necesidad  de  los  particularismos  nacionales,  que  significan  organismos 
naturales  y  autónomos,  con  necesaria  independencia  recíproca;  partamos  de 
que  estos  distintos  organismos  coinciden  y  tienen  que  coincidir  siempre  en 
Ja  historia;  partamos  de  que  ellos  son  agentes  providenciales  también.  Desde 
este  alto  punto  de  vista  desaparecen,  si  no  la  compasión  y  el  deseo  justísimo 
de  que  se  acorten  y  disminuyan  las  guerras,  las  exageradas  repugnandas  qae 
en  muchos  teóricos  existan. 

Pero  ¿hay  algunas  oposiciones,  hay  discordias  entre  las  naciones,  que  pue- 
<ien terminarse  bien  dentro  del  orden  jurídico,  como  seterminariaQ  entre  par- 
ticulares? Sin  duda  alguna.  ¿Y  por  qué  no?  A  estudiar  todos  estos  casos  posi- 
bles, á  aprovecharlos,  á  definirlos,  á  aplicar  á  ellos  los  principios  del  derecho 
universal,  con  muchísima  razón  han  tendido  ya  los  esfuerzos  de  este  Congre- 
so, y  los  de  otros,  y  deben  continuar  tendiendo  los  esfuerzos  de  todos  los  ju- 
risconsultos de  nuestra  raza  y  de  las  demás.  Siempre  quedarán,  ó  deben  que- 
dar, sin  embargo,  como  ocasiones  de  guerra  en  el  mundo  aquellas  inevita- 
bles en  que  sea  preciso  definir  la  superioridad  de  una  nación  ó  de  una  raza 
.sobre  otra;  aquellas  en  que  trate  de  realizarse  por  medio  de  las  armas  la  se- 
lección natural  de  que  he  hablado  entre  países  y  países,  entre  poderes  y 
poderes,  entre  inteligencias  é  inteligencias,  entre  iniciativas  é  iniciativas  en  él 
universo.  De  igual  modo,  atribuirá  siempre  á  este  tribunal  terrible  de  las 
armas  las  reivindicaciones  de  territorios,  quien  las  necesite,  y  cualesquiera 
otros  asuntos  que  exigirían  la  constitución  de  un  verdadero  Tribunal  común 
sobre  las  naciones;  porque  no  habrá  nunca  Tribunal  semejante,  de  origen 
natural,  y  ninguno  que  artificialmente  se  creara  en  nombre  de  los  principios 
-del  derecho  universal  podría  sobreponerse  á  las  naciones  y  hacerles  que  suje- 
taran sus  deliberaciones  y  sus  resoluciones  á  sentencias  sin  sanción  posible. 
Basta,  pues',  señores,  con  que  las  guerras  inevitables  sean  ya  más  raras  que 
otras  veces  y  con  que  se  procure  que  cada  día  lo  sean  más. 

Por  fortuna,  hay  fuera  de  ésas  tantas  y  tantas  otras  cuestiones,  las  unas  de 
mero  amor  propio,  las  otras  de  positivos  derechos  jurídicos,  que  constitui- 
rían pleito  entre  particulares,  capaces  de  ser  resueltas  pacíficamente,  que  no 
hay  motivo,  que  no  hay  dificultad  ninguna  para  que  al  fin  se  resuelvan  siem- 
pre mediante  el  arbitraje.  Y  hay  pueblos  además  (que  es  lo  más  importante 
para  mí,  y  también  lo  es  para  este  Congreso),  pueblos,  repito,  que  ni  en  sus 
-circunstancias  actuales,  ni  en  las  circunstancias  futuras,  tienen  por  qué  temer 
mucho  la  necesidad  terrible  de  la  guerra.  Si  no  hay  duda  ninguna  en  que 
quien  quisiera  someter  todas  las  cuestiones  diversas  que  pueden  surgir  entre 
los  Estados  de  Europa  á  Tribunales  arbitrales  (y  mucho  menos  todavía  á 
Tribunales  arbitrales  compuestos  de  jurisconsultos  y  de  particulares  que  á 
los  que  forman  los  soberanos),  pensaría  una  cosa  de  todo  punto  irrealizable, 
y  por  irrealizable  inútil;  bien  cabe  pensar,  en  cambio,  que  entre  España  y 
Portugal,  comenzando  por  Europa,  se  resuelvan  en  el  porvenir  todas  las  cues- 
tiones, absolutamente  todas  las  que  por  acaso  surjan,  mediante  amistosos 
arbitrajes.  Esto  al  menos  nadie  lo  puede,  ni  lo  quiere  aquí  negar. 

¡Ah!  No,  afortunadamente.  Por  mi  parte,  yo  no  concibo  ni  concebiré  j 
más  una  sola  cuestión  entre  Portugal  y  España,  que  no  se  pueda,  que  no  \ 
deba  resolver  por  medio  del  arbitraje.  Y  esto  que  de  Portugal  digo,  bie: 
puede  también  aplicarse  ya  en  este  momento  histórico  á  nuestros  hermane 
¿e  América.  Abrigo  la  seguridad,  no  más  que  la  seguridad  que  puede  tent 
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un  hombre  que,  si  hoy  está  accidentalmente  en  el  Gobierno,  cualquier  día 
puede  dejar  de  estarlo,  cediendo  el  poder  á  otros,  según  las  prácticas  cons- 
titucionales, de  que  será  un  hecho  mi  esperanza.  Esta  opinión  particular  mía 
sobrevivirá  á  mi  puesto  dentro  del  actual  Ministerio  español,  como  ha  sobre- 
vivido á  mi  puesto  en  otros  muchos  Ministerios.  Todo,  todo  me  persuade  de 
que  entre  la  América  española  y  España  no  puede  volver  ya  á  haber  jamás 
cuestiones  de  armas.  Nosotros,  por  acá,  ni  podemos,  ni  debemos,  ni  quere- 
mos ser  conquistadores  de  gentes  civilizadas .  Podemos,  sí,  ayudar  en  la 
obra  común  de  introducir  la  libertad,  la  civilización,  en  los  países  bárbaros; 
pero,  digo  y  repito,  ni  queremos,  ni  podemos,  ni  hemos  de  ser  ya  jamás 
conquistadores.  Bastante  herencia  nos  dejaron  nuestros  padres;  bastante  y 
rica  herencia  posemos  para  que  no  podamos  contentarnos  y  satisfacer  todas 
liuestras  ambiciones,  conservándola,  haciéndola  más  próspera  y  más  fecunda 
cada  día,  y  procurando  que  sin  necesidad  de  mayor  espacio  se  acreciente 
nuestra  interna  fuerza.  Eso  aparte  de  que,  según  ya  he  dicho,  tampoco  se  ha 
de  entender  que  renunciemos  á  nuestro  papel  de  civilizadores.  ¿Qué  queda 
por  hacer  en  esta  parte?  Ahora  queda  que  nuestros  hermanos  de  América  se 
penetren  de  estos  propios  sentimientos;  ahora  queda  que  tengan  estas  aspi- 
raciones mismas,  no  ya  sólo  para  con  nosotros,  porque  nosotros  (lo  propio 
en  la  nación  portuguesa  que  en  la  nación  española)  tendremos  medios,  que- 
riendo, de  evitar  todo  conflicto,  y,  á  mi  juicio,  lo  evitaremos,  sino  para  con 
ellos  mismos.  Que  el  espíritu  de  este  Congreso,  traspasando  el  Océano,  y 
comprendido  en  América,  sea  un  espíritu  de  paz  que  allí  se  difunda  y  reine 
por  todas  partes.  Aquél  debe  ser  el  país  del  arbitraje  por  excelencia;  aquélla 
es  la  región  donde  el  arbitraje  está  destinado  inmediatamente  á  producir  ma- 
yores bienes.  Porque  ya  lo  indiqué  aquí  otra  vez,  y  hoy  lo  repito:  ¿qué  ne- 
cesidad tienen,  para  su  grandeza,  de  poseer  más  territoiios  aquellas  Repúbli- 
cas inmensas,  cuando  cada  cual  de  ellas  representa  en  el  espacio  lo  que  va- 
rias n  iciones  poderosas  de  Europa?  ¿Qué  necesidad  tienen  de  quitarse  nada 
recíprocamente,  y  por  qué  ha  de  infiltrarse  en  ellas  tan  nuevas  el  viejo  espí- 
ritu de  conquista?  En  lugar  de  eso.,  cultiven  perpetuamente  él  de  la  paz, 
como  entre  verdaderas  hermanas  que  son;  cuéntense  allá  por  hermanas  lasna- 
ciones  de  origen  ibérico,  como  sus  madres  de  Europa  se  cuentan  entre  sí  y 
las  cuentan  á  ellas,  y  el  arbitraje  florecerá,  porque  él  es  tan  práctico  entre 
América,  Portugal  y  España  como  entre  España  y  Portugal. 

Lo  propio  que  he  dicho  antes  sobre  la  fuerza  que  tienen  aún  y  que  han  de 
tener  siempre  el  particularismo  y  la  tendencia  particularista  ó  nacionalista  en 
el  mundo,  presentando  bajo  otros  conceptos  sus  consecuencias  como  irreme- 
diables, obliga  también  á  una  prudencia  suma,  no  reñida,  por  cierto,  con  la 
actividad  necesaria  para  buscar  el  éxito,  pero  éxito  real  y  efectivo,  al  plan- 
tear y  resolver  los  otros  problemas  discutidos  por  el  Congreso. 

Como  ha  reconocido  muy  b'en  antes  el  Sr.  Días  Ferreira,  este  Congreso  se 
distingue  especialmente  por  haber  preferido  temas,  por  haber  hecho  princi- 
pal objeto  de  sus  elevadas  discusiones  la  jurisprudencia  universal,  el  derecho 
universal.  Si  yo  no  tuviera  otros  motivos  para  felicitarle,  le  felicitaría  mucho 
por  eso  sólo;  porque  ya  he  tenido  ocasión  de  indicaros  que  todos 
mis  deseos,  que  todas  mis  esperanzas,  que  todos  mis  ensueños  en  la  materia^ 
consisten  en  que, hasta  donde  sea  humanamente  hacedero,  el  derecho  pueda 
cada  día,  si  no  de  un  golpe,  aproximarse  al  carácter  universal  que  ambicio- 
na. Pero  una  nueva  prueba  de  las  dificultades  que  esto  encuentra  en  el  nació- 
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nalismo,  en  el  sentimiento  particularista  de  los  hombres,  está  en  la  prefereü- 
cía,  sin  dudn  justificable,  qne  ahora  no  discuto,  ni  ha^o  más  que  señalar, 
de  todo  extranjero  por  conservar  su  propio  derecho  nativo  en  el  pais  donde 
reside.  De  esto  mismo  da  muestra  palmaria  la  unanimidad  que  creo  que  ha 
reinado  aquí,  como  reina  ahora  casi  en  todos  los  centros  cicntitlcos,  respecto 
á  la  ley  nacional,  respecto  al  estatuto  personal,  respecto  á  que  el  extranjero 
lleve  á  todas  partes  su  cualidad  de  extranjero,  en  cuanto  toca  á  su  estado  civil. 
Esto  por  un  lado,  y  por  otro,  el  afán  de  todas  las  naciones  por  conservar  en 
su  incontestable  fuerxn  no  sólo  el  estatuto  personal  por  donde  quiera,  sino  el 
real  y  formal  hasta  donde  es  posible,  de  ahí  también  proviene.  La  diferencia- 
ción permanente  en  la  esfera  del  derecho  se  procura  mantener  casi  por  todos 
los  medios,  no  sólo  contra  las  exigencias  de  la  soberaníaterritorial,  sino  con- 
tra las  manifiestas  tendencias  del  derecho  universal.  Únicamente  por  medio 
de  tratados  mutuos  con  ventajas  recíprocas;  únicamente  demostrándose  ven- 
tajas comunes;  únicamente  en  la  medida  que  á  todos  convenga  podra  llevar- 
se á  cabo  en  el  porvenir,  si  no  la  universalización  del  derecho,  mayor  apro- 
ximación á  este  estado  racional  y  hasta  aquí  ideal.  Por  mi  parte,  tcngomás  fe 
que  en  las  concesiones  desinteresadas,  sugeridas  por  la  ciencia,  en  los  trata- 
dos recíprocos  como  medio  y  forma  adecuados  entre  nacionalidades  inde- 
pendientes para  acercarse  lo  más  posible  á  un  derecho  común  en  las  relacio- 
nes privadas.  Ni  soy  de  aquellos  á  quienes  repugna  tanto,  como  á  varios 
individuos  de  este  Congreso  me  parece  que  les  repugna,  el  que  se  manten- 
ga el  principio  de  la  reciprocidad,  con  tal  que  la  reciprocidad  allane  los  trata- 
dos, con  tal  que  la  reciprocidad  sirva  paia  facilitar  que  ,  todos  á  un  tiempo 
gocemos  de  iguales  derechos  y  de  las  mismas  ventajas,  sin  que  esto  sea  in- 
compatible con  el  principio  de  la  soberanía  y  con  el  instinto  natural  de  las 
naciones  independientes,  que  impide  que  una  nación  acepte  para  si  límites  ó 
extensiones  de  ajenas  soberanías.  Mejor  dispuestos  siempre  al  sentimentalis- 
mo, podrán  más  bien  los  pensadores  que  los  Gobiernos  predicar  la  doctrina 
de  que  la  reciprocidad  para  nada  importa,  y  que  el  derecho  hay  que  recono- 
cerlo, hay  que  facilitarlo,  hay  que  distribuirlo  entre  todos  los  hombres  sin 
reserva  alguna  Temóme  yo,  no  obstante,  que  en  el  hecho,  en  la  realidad,  as- 
piración semejante  no  triunfará;  y  aun  por  eso  mismo  entiendo  que  urge  mas 
y  os  inás  conveniente  aconsejar  tratados  sobre  la  materia.  Los  tratadas,  con 
dignidad  de  todos,  sin  menoscabo  de  nadie,  pueden  conseguir  pronta  tal  re- 
sultado; y  yo  creo  y  espero  (que  bien  comprenderéis  que  en  todas  estas  ob- 
servaciones siempre  he  de  concluir  volviendo  los  ojos  á  las  naciones  de 
nuestra  raza)  que  en  breve  pla^o,  porque  queriendo  unos  y  otros  lo  teog'O 
por  facilísimo,  así  como  Portugal  y  España,  podrán  encontrarse  las  naciones 
hispa  no-ame  rica  ñas  en  condiciones  de  derecho  que,  aunque  no  constituyan 
todavía  un  derecho  común  internacional  ó  universal,  se  aproxime  mucho  á 
serio. 

Hay,  como  ha  dicho  muy  bien  antes  el  Sr.  Días  Ferreira  (y  alguna  indi- 
cación en  igual  sentido  hice  aquí  yo  noches  pasadas,  al  abrirse  este  Con- 
greso); hay  entit  nosotros  una  gran  base  para  lo  que  acabo  de  exponer,  y 
es  la  igualdad  de  origen  en  las  legislaciones  respectivas,  y  su  esencial  seme- 
janza histórica.  No  solamente  tenemos  todos  estos  pueblos  latinos  el  dere- 
cho latino  ó  romano  por  fundamento  de  nuestras  respectivas  "legislaciones, 
sino  que  (bien  Jo  recordamos  todos),  por  circunstancias  que  es  inútil  des- 
cribir, las  naciones  todas  á  quienes  con  estas  palabras  me  dirijo  han  estado, 
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hasta  tiempos  relativamente  modernos,  sujetas  á  un  derecho  común  de 
idéntico  origen  y  muy  poco  diferente.  Np  ha  de  serles,  pues,  difícil  á  nacio- 
nes que  durante  siglos  han  vivido  en  casi  comunidad  de  derecho,  y  con  leves 
diferencias  en  todo  caso,  entenderse  entre  si  para  cambiar  ahora  algo  de 
soberanía  por  algo  de  soberanía,  algo  de  independencia  por  algo  de  inde- 
pendencia, sacrificando  una  parte  de  su  indisputable  particularismo  á  la  cre- 
ciente aspiración  cosmopolita  y  universal. 

Respecto  á  la  propiedad  literaria,  paréceme  que  las  conclusiones  del  Con- 
greso obedecen,  como  todas,  al  sentido  de  transacción  á  que  aludía  anterior- 
mente; y  con  efecto,  dada  la  corriente  de  los  intereses  y  de  las  opiniones  en 
éste  punto,  parece  que  su  fundamental  base,  que  es  la  duración  concedida  á 
semejante  propiedad,  tiene  que  obedecer  siempre  á  un  simple  acomodo,  á 
una  transacción  un  tanto  arbitraria.  Para  los  principios,  <qué  jnás  da  el  plazo 
de  ochenta,  que  el  de  cincuenta,  que  el  de  cuarenta  ai^os?  ¿Qué  tienen  que 
ver  los  principios  con  eso?  Ignoro  si  os  espantaré  con  mis  ideas  sobre  el  par- 
ticular. No  sé  si  paso  yo  por  muy  reaccionario,  permitidme  la  palabra;  pero 
tengo  por  cierto  que  no  paso  por  muy  radical  en  ninguna  esfera.  En  esto, 
habría  con  todo  mucho  que  hablar.  Porque,  si  bien  se  mira,  á  mí  me  ha- 
cen falta  en  mis  estudios  científicos  y  literarios,  y  en  todo  lo  que  pienso, 
muchísimas  otras  cualidades  ma3Pormente  que  la  cualidad  de  pensador  inde- 
pendiente y  libre.  Siempre  he  procurado  en  todo  pensar  por  mí  mismo,  y 
con  dificultad  me  he  sometido  ciegamente  á  seguir  ninguna  corriente  esta- 
blecida. Pues  bien,  dando  de  esto  ejemplo,  respecto  á  la  propiedad  intelec- 
tual, bueno  es  que  sepáis  que,  por  más  que  lo  he  meditado,  no  ahora,  sino 
macho  tiempo  ha,  por  causa  de  mis  tales  ó  cuales  conexiones  con  los  libros 
y  las  publicaciones,  nunca  he  podido  encontrar  diferencia  alguna  en  el  en- 
tendimiento, ni  la  he  concebido  hasta  aquí,  entre  la  propiedad  intelectual  y 
cualquiera  otro  género  de  propiedad. 

¿Els  esto  demasiado  radical?  ¡Qué  le  hemos  de  hacer!  No  he  hecho  profe- 
sión de  ser  más  que  hombre  independiente  y  de  pensar  por  mí  mismo. 

Hay  algo,  con  efecto,  que  no  puede  ser  objeto  de  propiedad,  y  en  que 
esté  tal  vez  la  confusión  que  yo  veo.  Esta  confusión  deoe  de  estar  entre  los 
libros  en  sí,  y  las  ideas  que  contienen.  ¡Ahí  Las  ideas,  una  vez  lanzadas  al 
mundo;  las  ideas,  una  vez  derramadas  por  las  inteligencias;  las  ideas,  cuando 
una  vez  se  han  incorporado  en  la  vida  de  la  humanidad,  ésas  ¡cómo  han  de 
ser  objeto  de  propiedad!  Y  que  no  lo  son,  lo  prueba  la  imposibilidad  de 
comprar  ni  venden  ideas,  después  que  ellas  están  adquiridas  por  todos.  Pero 
no  se  trata  de  las  ideas.  Es  evidentísimo  que  nadie  puede  llevar  dinero  á 
nadie  por  lo  que  ha  leído  ó  aprendido,  háyalo  aprendido  en  los  libros  que 
se  quiera.  Se  trata  ó  debe  tratarse,  en  ésto,  de  un  libro  determinado,  y  el 
libro  no  es  inseparable  de  las  ideas  que  encierra.  Por  el  contrario,  la  espe- 
cialidad permanente  del  libro  no  está  en  las  ideas,  que  pronto  se  reparten 
por  todas  partes,  y  de  que  echa  todo  el  mundo  mano,  quiérase  ó  no,  con 
libertad  absoluta.  Esta  especialidad  susceptible  de  apropiación  consiste  en 
su  forma  y  contexto,  permanentes  y  hasta  tangibles.  Y  en  tal  concepto  el 
\  *ibro  es  susceptible  de  propiedad,  tan  susceptible  de  propiedad  como  un 

I  zsLtnpo  que  se  ^sbroza,  y  cultiva,  que,  siendo  antes  completamente  estéril, 

toma  la  forma  de  jardín,  ó  de  finca  productiva. 

Felizmente,  el  conocimiento  del  libro  no  vale  tanto  nunca  como  el  libro 
mismo.  He  dicho  una  vez,  y  perdonadme  que  me  cite  en  este  momento, 
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porque  no  sabría  exponer  con  más  exactitud  que  creo  expuse  entonces  mi 
pensamiento,  que  para  mi,  ningún  autor  posee  en  puridad  por  suyo  sino  lo 
que  acierta  á  decir  como  nadie.  Pero,  con  efecto,  el  decir  algo  como  nadie 
en  un  libro,  constituye  ya  una  propiedad  que  se  reconoce  basta  sin  quercTi 
por  los  que  repiten  la  idea  en  su  forma  mejor,  y  tal  vez  definitiva  y  única. 
Este  reconocimiento  moral  puede  y  debe  sancionarlo  jurídicamente  la  ley. 
Sepa  todo  el  mundo  lo  que  ha  leído,  y  aprovéchelo  en  buen  hora,  cual  Dios 
le  de  á  entender;  pero  respete  y  en  su  caso  pague  el  libro  en  que  leyó, 
aprendió  ó  gozó,  y  puede,  si  verdaderamente  es  bueno,  volver  á  gozar.  No; 
no  hay  duda  que  el  libro  es  un  hecho,  que  es  una  cosa  externa  y  hasta  ma- 
terial, comunicable  en  sus  ideas,  pero  nó  en  su  particular  composición,  en  su 
propio  estilo,  en  lo  que  siempre  le  queda  propio  al  autor,  por  muchos  que  lo 
lean.  No  me  cansaré  por  eso  de  repetir  que  es  falso  que  al  libro  le  falte  nin- 
guno, absolutamente  ninguno  de  los  caracteres  de  la  propiedad.  Y  aun  me 
admira,  y  no  sé  cómo  no  admira  más  á  todo  el  mundo,  que  hoy  todavía  res- 
petemos como  legítimas  y  hasta  veneremos  las  propiedades  nacidas  de  los 
repartimientos  de  tierras  conquistadas  al  moro,  por  ejemplo,  en  Granada, 
Málaga  ó  Sevilla,  mientras  que  si  apareciera  algún  descendiente  bien  demos- 
trado de  Cervantes,  algún  descendiente  bien  demostrado  de  D.  Pedro  Cal- 
derón de  la  Barca,  ningún  derecho  le  consentiríamos  que  alegase  sobre  el 
Quijote  6  La  vida  es  sueño;  obras  que  yo  creo  más  difíciles  de  ejecutar,  en 
otro  orden,  que  matar  enemigos. 

Algún  inconveniente  ofrecería,  sin  duda,  el  reconocimiento  de  la  propie- 
dad literaria  en  su  sentido  absoluto,  si  no  tuviera  la  limitación  que  otra  pro- 
piedad cualquiera.  Pero  si  se  faltase  al  deber  de  reimprimir  las  obras  maes- 
tras, sobre  todo  en  materias  literarias,  haciéndolas  escasas,  ¿no  tiene  ya  para 
parecidos  casos  la  sociedad  el  derecho  de  expropiación?  ¿No  es  el  Estado 
heredero  en  cosas  vacantes,  en  lo  que  de  antiguo  llamamos  bienes  mostren- 
cos? ¿Qué  falta  en  el  derecho  civil  para  reparar  los  males,  si  ocurriesen,  de 
que  obras  de  primer  orden,  por  no  haber  ya  quien  tenga  interés  en  publicar- 
las, no  se  reimpriman  y  popularicen?  La  cuestión  es  clara.  Si  no  hay  nadie 
con  derecho  á  publicar  ciertos  libros,  entonces  quedarán  vacantes,  y  el  Esta- 
do los  heredará;  si  hay  heredero,  pero  éste  no  quiere  multiplicar  las  ediciones 
del  libro  de  que  se  trate,  entonces,  puesto  que  él  no  usa,  sino  abusa  de  la  pro- 
piedad, y  no  cumple  sus  fines,  el  Estado  puede  perfectamente  expropiarlas 
como  expropia  cualquier  otro  género  de  propiedad.  Esta  expropiación  será 
muchísimo  más  justa  que  la  fijación  de  un  límite  ó  un  término  al  ejercicio  del 
derecho  de  propiedad.  Al  menos,  seSores,  ésta  es  mi  opinión  sincera. 

Respecto  al  abordaje,   las  Comisiones   que  han  redactado  los  temas  y 
el  Congreso  que  ha  votado  las  conclusiones  han   sido  bastante  parcos  y 
bastante  prudentes.  No  hay  nada  que  evidentemente   necesite  con  más  ur- 
gencia remedio;  no  hay  nada  quizás  que   tanto  reclame,  en  nombre  de 
la  caridad  y  del  interés  común,  cuanto  el  que  se  regularice  lo  que  pueda  re- 
gularizarse en  la  materia,  por.  medio  de  tratados  internacionales.  No  siem) 
se  han  encontrado   las  naciones  marítimas  en  disposiciones  favorables  p 
celebrarlos;  pero,  sea  como  quiera,  entiendo  yo  que  su  propio  interés,  ta. 
ó  temprano,  las  inclinará  á  todas  á  entenderse  sobre  asunto  .de  tamaSo  int 
res.  La  Comisión,  en  sus  conclusiones,  no  ha  hecho  más  que  recomendar  q' 
se  procure  llegar  á  algún  concierto;  y  con  efecto,  mientras  á  este  conciei 
no  se  llegue  entre  las  naciones,  todo  lo  que  se  haga  será  poco  y  quizás  van 
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La  dificultad  en  la  materia  está,  ó  al  menos  la  mayor  (que  luego  la  hay  tam- 
bién importantísima,  como  es  natural,  respecto  á  la  jurisdicción  que  haya  de 
entender  en  tales  conflictos),  está  en  que  un  buen  tratado  sobre  abordaje  no 
puede  tan  sólo  referirse  á  términos  positivos;  no  puede  ni  debe  sobre  todo 
concretarse  á  los  daños  y  perjuicios  materiales  que  recíprocamente  se  cau* 
san  los  buques  que  se  encuentran.  No,  hay  también  que  introducir  en  eso 
una  mayor  participación  del  elemento  moral  y  aun  de  la  caridad,  lo  mismo 
en  la  parte  que  toca  al  derecho  civil,  que  en  la  parte  que  toca  al  derecho 
penal  respecto  á  la  materia.  ^Por  qué?  Porque  lo  de  menos,  después  de  todo, 
son  esos  casos  irremediables  sobre  los  cuales,  además,  ya  hay  bastantes  dis- 
posiciones, bastantes  reglas  convenidas  para  poder  saber  quién  ha  de  pagar 
daños  y  perjuicios,  y  cuanto  falte  me  parece  á  mí  además  de  fácil  com- 
ponenchi.  El  problema  está  en  lo  que  sigue,  problema  moral  más  bien  que 
<le  derecho:  ¿qué  obligaciones  tiene  el  buque  en  alta  mar  y  hasta  dónde  Ue* 
gan  con  otro  buque  en  peligro?  <Hay  el  deber,  aun  con  perjuicio  propio  y 
con  propio  riesgo,  de  acudir  al  socorro  de  un  buque  que  está  cercano  á  pe- 
recer, mientras  quede  probabilidad  de  salvarlo?  Este  es  un  problema  de  moral 
altísima,  imposible  de  resolver  de  plano,  y  en  que  sólo  el  sentimiento  de  hu- 
manidad puede  dictar  algunas  reglas.  Sobre  esto  es  tan  difícil  legislar  ó  pactar 
•como  sobre  la  caridad  cristiana,  ó  sobre  lo  que  se  ha  llamado  después 
filantropía,  y  algunos  apellidan  altruismo  al  presente.  Casos  se  conciben,  no 
obstante,  en  que  la  violación  del  deber  exigible  y  de  la  moral  pública  sea 
patente,  y  tocante  á  ellos  btíeno  será  que  haya  responsabilidades  y  sancio- 
nes jurídicas.  El  progreso  social  y  la  civilización,  en  suma,  podrán  ilevamos 
todavía  á  excelentes  resultados. 

Muy  prudentes  son,  en  mi  concepto,  las  soluciones  teóricas  que  se  han  dado 
á  la  cuestión  del  matrimonio  en  el  orden  internacional.  No  tengo  yo  para 
qué  insistir  sobre  ellas.  Esa  cuestión  ofrece  muy  distintos  conceptos  doctri* 
nales,  que  entrando  á  discutirlos  á  fondo  podrían  tal  vez  separamos  más  que 
I  unimos.  A  mí  me  contentan  las  conclusiones  que  en  la  esfera  práctica  ha  vo- 
tado este  Congreso.  Creo,  repito,  que  ellas  son  prudentes  y  que  pudiera  in- 
tentarse su  aplicación  sin  ningún  inconveniente  grave. 
\  Y  ahora,  señores,  puesto  que  no  os  he  de  molestar  más,  y  aun  temo  que 

^        entrando  en  ciertos  detalles  os  haya  molestado  ya  de  sobra;  ahora,  permi- 
[        tidme  cumplir  mi  último  deber  dentro  de  este  Congreso. 
i  Tócame,  por  ser  esta  sesión  del  Congreso  la  postrera,  dirigiros  á  todos 

-ana  afectuosa  despedida.  Os  la  dirijo  ante  todo  en  nombre  de  la  gloria  in- 
mortal de  Colón,  á  quien  está  dedicado  el  Congreso,  como  todas  las  fiestas 
del  Centenario;  pero  os  la  dirijo  también  en  nombre  de  los  españoles,  sus 
compañeros  en  los  descubrimientos,  y  sus  sucesores  en  la  cristianización  y 
civilización  de  aquellos  territorios  inmensos  y  hasta  allí  desconocidos.  Acaba 
de  ver  el  mundo  con  qué  fervor,  con  qué  fraternidad,  con  qué  noble  ardor 
os  habéis  ahora  unido  todos  los  hijos  de  una  misma  raza  á  nosotros  para 
.  lebrar  esos  altos  acontecimientos.  Lo  propio  nuestros  hermanos  de  Por- 
^  gal,  que  nos  habían  precedido  en  las  grandes  navegaciones,  que  nuestros 
'  Jos  de  América,  los  descendientes  directos  de  los  conquistadores  (porque, 
^  decir  verdad,  los  conquistadores,  en  su  inmensa  mayoría,  allá  se  quedaron); 
I  mismo,  digo,  unos  que  otros  han  mostrado  en  esta  ocasión  hacia  la 
]  tría  española  un  sentimiento  de  benevolencia  y  afecto,  que  yo  espero,  que 
^  o  sé  que  pOr  acá  no  olvidaremos  jamás. 
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Partid,  pues,  los  que  no  hayáis  de  quedaros  entre  nosotros,  si  ya  es 
hora.  Pero,  al  partir,  llevad  la  seguridad  de  los  seutimientos  de  agradeci- 
miento profundo  que  dejáis  en  nuestros  corazones,  y  al  llegar  unos  y  otros 
á  la  patria  respectiva,  pensad  que  todo  lo  que  aquí  hemos  discutido  y  habla- 
do serfa,  no  ya  poco,  serla  nada,  si  no  enderezáramos  el  fin  de  tantas  discu- 
siones á  resoluciones  prácticas.  No;  la  palabra  és  gran  cosa,  la  discusión  es 
gran  cosa  también  (y  respecto  á  esto  último,  algún  motivo  tengo  yo  para  aa 
desestimarla)',  pero  más  que  la  palabra  y  más  que  la  discusión,  es  la  acción, 
en  suma,  sobre  todo  si  la  acción  viene  después  de  la  palabra  debatida,  ma- 
dura, y  convertida  en  verdad  clara.  Habéis  discutido  aquí  ya  lo  suricicnte, 
todos  los  temas  están  esclarecidos,  vuestras  conclusiones  son  justas  y  razo- 
nables-, ahora  falta  qne  cada  cual  por  su  parte  empiece  la  acción,  que  cada 
1UO  por  su  paite  la  facilite  ó  secunde,  y  qne  en  breve  tiempo  veamos  cnm- 
piídos  todos  aquellos  de  nuestros  deseos  que  sea  humanamente  posible 
cumplir.  He  dicho. 
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El  examen  de  la  institución  del  Jurado  con  el  propósito  de  mejorarlo  y 
de  establecer  las  condiciones  que  hagan  más  fácil  y  provechosa  su  práctica, 
es  á  mi  juicio  uno  de  los  temas  de  mayor  conveniencia  que  pueden  presen- 
tarse hoy  al  estudio  de  los  jurisconsultos. 

El  Jurado  se  halla  establecido  en  casi  todos  los  pueblos  de  Europa  y  en 
nna  buena  parte  de  los  de  América,  y  sin  duda,  atendidos  el  arraigo  que  ha 
echado  en  la  opinión  y  el  bautismo  democrático  que  le  han  impreso  los  par- 
tidos políticos  más  liberales,  ha  de  ^er  para  mucho  tiempo  la  base  de  la  jus- 
ticia criminal.  Yo  creo  que  la  institución  de  que  se  trata,  ni  tuvo  origen  po- 
lítico, en  el  sentido  especial  que  hoy  se  da  á  esta  palabra,  ni  tiene  en  su 
fondo  nada  que  no  sea  exclusivamente  judicial. 

Sean  cualesquiera  las  semejanzas  que  entre  iel  Jurado  y  ciertas  instituciones 
antiguas  pueda  hallar  la  investigación  curiosa  é  insistente  del  hombre  erudi- 
to, ó  la  insaciable  voluntad  del  fanático  que  eche  mano  del  sistema  ad  pro- 
bandum  para  demostrar  sus  teorías,  el  Jurado,  como  tal  institución  y  con  los 
caracteres  definidos  que  ostenta,  no  es  el  Tribunal  de  los  Ae/iasías  6  deicale- 
nas  de  Atenas,  ni  los  Comicios,  ni  los  judices  electi  de  Roma,  ni  el  Sanedrín 
de  los  judíos,  ni  ninguno  de  los  demás  Tribunales  de  la  antigüedad  á  que  se 
ha  pretendido  asimilarlo.  El  origen  verdadero  del  Jurado  hay  que  buscado 
ea  la  raza  auglo-sajona,  y  no  ciertamente  como  institución  liberal  ni  nada 
que  fuese  parecido  á  esto,  sino,  como  dijo  muy  bien  en  el  Senado  el  señor 
Duran  y  Bas,  como  una  defensa  política  de  la  aristocracia  contra  el   rey, 
como  un  privilegio  de  la  nobleza,  que  sólo  á  ella  comprendía,  y  que  arrancó 
á  Juan  sin  Tierra  con  la  Carta  J\lagna  para  ser  juzgado  por  sus  iguales;  pero 
Kclusivamenre  para  ella,  no  para  la  masa  general  de  la  nación.  Enrique  UI 
•2  Inglaterra,  en  lucha  más  tarde  con  esta  misma  aristocracia,  como  sucedía 
itonces  en  toda  Europa,  y  en  alianza  con  el  estado  llano,  hizo  extensivo  el 
rivilegio  á  todos,  ó  por  mejor  decir,  lo  convirtió  en  general.  Tiene  tanta 
lerza  este  razonamiento,  que  la  historia  del  Derecho  enseña  que  semejante 
rigen  fué  el  de  todas  las  instituciones  jurídicas  de  la  Edad  Medía. 
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La  libertad  de  testar  y  la  viudedad  foral  de  Navarra  y  de  Aragón  se  con- 
cedieron privativamente  á  Ips  nobles,  y  lo  mismo  sucedió  en  Cataluña  con 
muchas  de  sus  leyes  forales.  En  Aragón,  el  Fuero  i.^.  De  testamentis  no- 
bilium,  se  hizo  en  las  Cortes  celebradas  en  Aragón  bajo  el  reinado  de  Don 
Jaime  II,  en  el  año  1 307,  y  por  él  se  concedió  á  los  nobles,  militares  é  in- 
fanzones,  la  facultad  de  instituir  heredero  de  sus  bienes  al  que  quisieren  de 
sus  hijos,  dejando  á  los  otros  lo  que  les  pareciere.  Visto  esto  en  las  Cortes  ce- 
lebradas en  Daróca  en  el  año  1 31 1,  bajo  aquel  monarca,  se  reclamó  por 
los  diputados  de  las  ciudades,  villas  y  lugares  que  concurrieron  á  las  mismas 
el  que  se  hiciese  extensivo  á  todo  el  reino,  sin  distinción,  la  facultad  otorga- 
da  á  los  nobles;  y  accediéndose  á  ello,  se  hizo  el  Fuero  titulado  De  testa- 
mentis civium,  por  el  cual  se  estableció  que  todos  los  ciudadanos  indistinta- 
mente pudiesen  instituir  heredero  al  hijo  que  bien  visto  les  fuese,  dejando  á 
los  otros  lo  que  les  placiere  de  sus  bienes. 

En  Navarra  la  legítima  foral  se  estableció  en  el  capítulo  2.^,  título  XIX, 
libro  3.^  del  Fuero  general,  para  determinar  lo  que  podían'  dar  mis  los  vi- 
llanos ó  labradores  á  un  hijo  que  á  otro,  y  en  el  capítulo  4.^,  título  IV,  li- 
bro 2.0  del  Fuero,  lo  que  los  padres  de  calidad  infanzones  é  hijos-dalgo  que 
no  fuesen  de  condición  de  labradores,  podían  hacer  para  instituir  herederos 
á  sus  hijos  en  partes  desiguales. 

La  ley  16,  título  XIII,  libro  3.^  de  la  Novísima  Recopilación,  señaló  la  le-, 
gítima  foral  de  cinco  sueldos  y  una  robada  de  tierra  en  los  montes  comunes, 
para  los  que  no  fuesen  de  condición  de  labradores;  pero  más  tarde  todos 
estos  preceptos  fueron  generales,  y  así  rigen  hoy. 

De  cualquier  modo  que  sea,  nadie  contradice  que  ea  Inglaterra  es  donde 
se  dio  á  conocer  el  Jurado  con  el  sentido  jurídico  que  hoy  tiene;  ya  se  crea 
que  naciera  en  tiempos  de  Enrique  III,  como  dice  Meyer,  ó  ya  en  los  oríge- 
nes mismos  de  aquella  nación,  como  afirma  Blackstone.  Después  ha  ido  im- 
plantándose en  casi  todos  los  pueblos,  aunque  en  otra  forma  y  con  grandes 
variantes,  excepción  hecha  de  los  Estados  Unidos,  donde,  como  era  natural, 
se  han  seguido  las  huellas  del  país  anglosajón.  Pero  sea  de  esto  lo  que  quie- 
ra, lo  indudable  es  que  el  Jurado  no  es  una  institución  política,  y  que  tam- 
poco tiene  nada  que  ver  con  los  hechos  constitucionales,  ni  mucho  menos 
entraña  relación  alguna  con  la  soberanía  nacional,  en  lo  que  creo  hay  alguna 
exageración,  tanto  en  los  que  lo  defienden  en  este  sentido  como  en  los  que 
lo  atacan. 

Tan  fuerte  es  en  esto  mi  convicción,  que  he  de  repetir  aquí  lo  que  á  este 
propósito  tengo  escrito.  Aquí  5e  toma  la  causa  por  el  efecto,  y  no  se  tiene 
en  cuenta  que  éste  ha  existido  siempre,  aunque  bajo  otra  forma.  ¿Hay  nada 
más  soberano  ni  absoluto  que  la  antigua  prueba  tasada,  ¿"/s  que  dos  tesfi^oshzS' 
taban  para  imponer  la  pena  de  muerte,  toda  vez  que  sus  dichos  tenían  el  va- 
lor de  prueba  plena  y  debíamos  inexcusablemente  atener  á  ellos  nuestras 
sentencias?  Dos  testigos  contestes  y  libres  de  toda  excepción,  hacen-prueba 
plena,  dice  la  ley  32,  título  16,  Partida  3.^,  y  aunque  en  la  40  del  mismo  tí- 
tulo y  libro  se  dejó  algo  á  la  estimación  del  Juez,  sobre  todo,  en  el  caso  de 
testigos  contradictorios;  por  la  primera  vez  en  España  dijo  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  que  los  Jueces  y  Tribunales  apreciaran,  según  las  reglas  de  la 
sana  crítica,  la  fuerza  probatoria  de  los  testigos.  Esto  en  cuanto  á  lo  civil, 
porque  en  lo  criminal  hubo  la  misma  clase  de  prueba  tasada,  según  la  ley  12, 
título  14,  Partida  3.^,  hasta  que  la  regla  45  de  la  ley  provisional  para  la  apli- 
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cación  del  Códig^o  penal  de  1850,  estableció  la  graduación  de  las  pruebas 
según  la  crítica  racional  para  el  caso  de  que  examinadas  y  estimado  su  valor 
sin  los  requisitos  de  aquella  ley,  adquiriesen  los  Tribunales  el  convencimien* 
to  de  la  criminalidad  del  acusado.  La  ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  avan- 
zando cuanto  posible  era  en  este  camino,  ha  dicho  en  su  art  74 1: 

t^'EXIrübundi^  apreciando  según  su  conciencia  las  pruebas  practicadas  en 
el  juicio,  las  razones  expuestas  por  la  acusación  y  la  defensa  y  lo  manifesta- 
do por  los  mismos  procesados,  dictará  sentencia  dentro  del  término  fijado 
en  esta  ley.  > 

Se  ve,  pues,  que  por  espacio  de  muchos  siglos  la  prueba  de  la  delincuen- 
cia ha  constituido  una  cierta  soberanía  ejercida  por  los  testigos.  Y  no  se  me 
diga  que  éstos  podían  ser  tachados  por  las  partes  y  desautorizados  por  el 
Juez,  cuando  por  su  conducta  ó  por  una  razón  cualquiera  no  inspirasen  con- 
fianza, porque  además  de  que  esto  exigía  la  prueba  oportuna,  á  los  jurados 
les  viene  á  suceder  enla  esencia  lo  mismo,  porque  pueden  ser  excluidos  de 
las  listas  por  sus  malas  condiciones  personales,  y  sobre  todo  recusados  sin 
causa  antes  de  comenzar  el  juicio. 

Por  otra  parte,  la  reforma  última  que  queda  indicada  ha  rebajado  mucho 
la  importancia  de  esta  cuestión.  Reducida  hoy  la  prueba  á  la  apreciación  de 
tres  Magistrados^  soberanos  en  la  declaración  de  los  hechos  probados,  y 
contra  cuyos  errores  ó  faltas  en  este  punto  no  podía  remediar  nada  el  Tri- 
bunal de  casación,  la  verdad  es  que  la  conciencia  de  doce  que  además  conoz- 
can probablemente  la  verdad  ocurrida,  puede  ofrecer  por  lo  menos  garantía 
equivalente  á  la  anterior. 

Pero  apesar  de  todo,  es  la  verdad,  y  contra  la  verdad  es  temerario  y  esté  • 
ril  de  todo  punto  el  revolverse,  que  la  política  se  ha  impuesto  soberanamente 
en  esta  materia  y  que  la  escuela,  democrática  arbola  la  bandera  del  Jurado, 
que  la  conservadora  no  hace  sino  respetar  y  mantener. 

Toda  modificación  que  hoy  pudiera  introducirse  en  la  ley  ^ólo  debería  ser 
puramente  técnica  y  reducida  á  suplir  deficiencias,  facilitar  dificultades  y  lle- 
nar vacíos  considerables  que  la  práctica  ha  demostrado  evidentemente,  ha- 
ciendo una  reforma  con  criterio  tan  elevado  é  imparcial  que  fuera  aceptable 
por  completo,  así  á  los  que  en  el  Parlamento  sostuvieron  el  Jurado  logrando 
su  triunfo  legal  como  á  los  que  lo  combatieron. 

Pensando  seria  y  detenidamente  en  el  punto  cardinal  de  la  reforma  del 
Jurado,  la  primera  cuestión  que  se  presenta  es  la  de  su  competencia.  Hay 
que  fijar  con  gran  esmero  la  clase  de  delitos  de  que  debe  conocer  el  Jurado. 
Exigen  de  consuno  esta  selección  la  garantía  de  que  no  quede  burlada  la 
administración  de  justicia  en  cuanto  á  su  fondo,  y  de  que  no  se  dificulte  por 
la  ejecución  de  los  diversos  y  complejos  requisitos  extemos  que  requiere  su 
mecanismo  material.  Respecta  de  lo  primero,  hay  que  considerar  la  distinta 
impresión  que  producen  en  la  conciencia  de  los  Jurados,  ya  los  hechos  atro- 
ces que  entrañan  verdadera  perversidad  y  efectividad  de  danos  gravísimos, 
ó  los  que,  constituyendo  lesiones  menos  importantes  del  Derecho,  ó  siendo 
infracciones  de  relativa  convención  legal,  figuren  en  eí  Código  penal  como 
delitos  de  necesaria  represión. 

Para  el  Juez  no  hay  distinción  posible,  porque  su  deber  le  obliga  á  casti- 
gzr  todo  hecho  comprendido  en  el  Código  penal;  para  el  Jurado  sólo  es 
digno  de  pena  lo  que  entraña  una  criminalidad  absoluta. 

Pero  he  indicado  que  la  segunda  razón  para  que  la  competencia  del  Jurado 
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sea  objeto  de  una  escrupulosa  selección  es  que  no  se  embarace  su  ejercicio. 
El  Jurado  es  caro,  porque  exige  la  indemnización  á  los  que  lo  componen  y 
á  toa  testigos,  que  suelen  ser  en  gran  número,  Es  difícil  de  reunir,  y  en  esta 
clase  de  juicios  la  falta  de  una  persona  puede  hacer  que  se  aplace  su  cele- 
bración y  aun  que  se  retarde  indefinidamente. 

Pero,  sin  perjuicio  de  volver  más  adelante  sobre  este  género  de  conside- 
raciones, entiendo  que  es  convenieate  ahora  hacer  un  recuerdo  de  lo  que 
hay  establecido  y  está  vigente  hoy  sobre  competencia  criminal  del  Jurado. 


Ley  del  Jurado. 

Alt.  4.0     El  Tribunal  del  Jurado  conocerá: 

i.<^     De  las  causas  por  los  delitos  siguientes: 

Delitos  de  traición. 

Delitos  contra  las  Cortes  y  sus  individuos  y  contra  el  Consejo  de  Minis- 
tros. 

Delitos  contra  la  forma  de  gobierno. 

Delitos  de  los  particulares  con  ocasión  del  ejercicio  de  los  derechos  indi- 
viduales garantizados  por  la  Constitución. 

Delitos  de  los  funcionarios  públicos  contra  el  ejercicio  de  los  derechos 
individuales  garantizados  por  la  Constitución. 

Delitos  relativos  al  ejercicio  de  los  cultos. 

Delitos  de  rebelión. 

Delitos  de  sedición. 

Falsiiicación  de  la  firma  ó  estampilla  rea!,  firmas  de  los  Ministros,  sellos  y 
marcas. 

Falsificación  de  la  moneda. 

Falsificación  de  billetes  de  Banco,  documentos  de  crédito,  papel  sellado, 
sellos  de  Telégrafos  y  Correos  y  demás  efectos  timbrados  cuya  expendición 
esté  reservada  al  Estado. 

Falsificación  de  documentos  públicos,  oficiales  y  de  comercio  y  de  los 
(Icfipacbos  telegráficos. 

l-ülsificación  de  documentos  privados. 

Abusos  contra  la  honestidad  cometidos  por  funcionarios  públicos. 

Cohecho, 

Miilvctfliición  de  caudales  públicos. 

I'uiriridio, 

Ai»i"!>inslo. 

I  lontii'idio. 

liilniHiciilio. 

Al.niltw, 

I  .rwtiiiirn  im'nhu-iiliis  por  castración  ó  mutilación,  ó  cuando  de  sus  resultas 
(Hinl^if  rl  oKM\diih>  imbécil,  impotente  ó  ciego. 

Dudo. 

Vioiiii'i.Mi, 

AbiimíN  dr!<hono»kvi. 


—  473  — 

Cormpdón  de  menores. 

Rapto. 

Deteaciones  itegíiles. 

Sustracción  de  menores. 

Robos. 

Incendios. 

Imprudencia  punible,  cuando  si  hubiera  mediado  malicia,  el  hecho  cons- 
tituiría alguno  de  los  delitos  aquí  enumerados. 

2.°  De  las  causas  por  delito  cometido  por  medio  de  la  imprenta;  graba- 
do ú  oL'o  medio  mecánico  de  publicación,  exceptuando  los  delitos  de  lesa 
majestad  y  los  de  injuria  y  calumnia  contra  particulares.  Se  considerarán 
para  este  efecto  como  particulares  los  funcionarios  públicos  que  hubiesen 
sido  injuriados  ó  calumniados  por  sus  actos  privados.  ' 

Art.  yfi  Se  exceptúan  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior  los  delitos 
cuyo  conocimiento  corresponda  al  Tribuna)  Supremo,  según  la  ley  orgánica 
del  Poder  judicial. 


INGLATERRA 


En  Icglaterra  hay  varias  clases  de  Jurados;  el  gtan  Jurado,  el  pequeüo 
Jurado  y  los  Jurados  especiales. 

El  gran  Jurado  ó  Jurado  de  acusación,  compuesto  de  veintitrés  individuos 
elegidos  entre  los  más  honorables  del  condado,  decide,  cualquiera  que  sea  el 
número  de  los  presentes,  con  tal  que  no  bajen  de  doce,  sobre  el  acta  de  acu- 
sación findiclment),  si  bien  es  necesaria  la  conformidad  de  doce  individuos, 
por  lo  menos,  para  que  la  demanda  siga  adelante. 

El  Juez  de  paz  en  los  condados,  ó  el  Juez  de  policía  en  las  ¿iudades,  ins- 
truyen las  primeras  diligencias  y  son  suficientes  para  juzgar  en  las  causas  su- 
marias (sumtnary  proceedigs)  en  que  se  trata  de  delitos  poco  graves,  ó  cuan- 
do el  acusado  se  reconoce  desde  luego  culpable.  La  instrucción  hecha  por 
este  Tribunal  es  pública,  y  á  ella  concurren  el  acusado  y  los  testigos,  que- 
firman  y  ratifican  sus  declaraciones. 


En  Escocia  el  Juez  de  paz  ó  el  Sheriff  conoce,  sin  la  asistencia  del  Jurado, 
de  causas  sumarias  cuya  condena  no  exceda  de  sesenta  días  de  prisión  y  de 
diez  libras  de  multa.  El  Sheriff,  con  la  asistencia  del  Jurado,  puede  entender 
de  todo  asunto  criminal,  excepto  el  asesinato,  violación,  robo  á  mano  arma- 
da é  incendio.  Pero  el  uso  le  ha  prohibido  condenar  á  más  de  dos  años,  y 
el  Procurador  fiscal  puede  pedir  la  jurisdicción  superior  si  estima  que  el  cri- 
men ó  el  delito  deben  llevar  pena  más  grave. 
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Los  Tñbunales  de  lo  crímíaal  establecidos  en  la  capital  de  cada  depaita- 
mento  de  Francia,  para  jnzgai  á  los  acusados  que  la  Cámara  de  instruccióa 
les  envíe,  se  componen  de  tres  Jueces,  uno  de  los  cuales  preside,  y  en  los 
demás  lugares  en  que  estos  Tribunales  se  constituyen,  preside  un  Consejero 
del  Tribunal  de  apelación,  delegado  á  este  efecto,  asistido  de  dos  asesores 
nombrados  de  entre  los  Consejeros  del  mismo  Tribunal  ó  de  entre  los  Pre- 
sidentes y  Jueces  del  Tribunal  de  primera  instancia  del  lugar  en  donde  se 
establece  la  Audiencia. 

El  Jurado  que  con  los  Jueces  dichos  constituye  el  Tribunal  se  compone 
de  doce  individuos,  sacados  á  la  suerte  de  la  lista  general  de  los  Jurados. 

CuaDdo  un  proceso  criminal  pueda  presumirse  que  dará  lugar  á  largos  de- 
bates, ol  Tribunal  podrá  ordenar  que  además  de  los  doce  Jurados  se  saquen 
á  ia  suerte  otros  dos  que  asistan  á  los  debates,  aunque  ao  tomen  parte  en  el 
vcreihcto,  para  que  puedan  sustituir  al  que  falte,  con  objeto  de  que  esté 
siempre  completo  el  número  de  doce. 

La  competencia  de  este  Tribunal  se  extiende  á  todos  los  hechos  califica- 
dos de  cdmenes  por  la  ley. 


El  Tribunal  de  lo  criminal  se  compone  en  la  nación  portuguesa  de  un  Juez 
de  primera  instancia  (Jues  de  áerecko)  y  de  un  Jurado  compuesto  de  doce 
individuos,  pudiendo  ser  también  de  diez  y  seis,  si  bien  nuevos,  cuando  el 
asunto,  después  de  casación,  vuelva  al  Tribunal  de  lo  criminal.  Este  Tribunal 
es  competente  para  juzgar  todos  los  crímenes  y  delitos  que  excedan  déla 
jurisdiccián  del  Juez  de  primera  instancia. 


El  Jurado  se  compone  de  doce  individuos  y  conoce  de  todos  los  crímenes 
y  lie  los  delitos  políticos  y  de  imprenta  que  le  son  enviados  por  la  Cámara 
de  acusación.  Porque  aun  cuando  el  Tribunal  de  primera  instancia  tiene  tam- 
bién jurisdicción  criminal,  ésta  no  se  extiende  más  que  á  los  que  allí  se  de- 
nominan delitos,  ó  sea  á  las  transgresiones  de  la  ley,  que  se  castigan  sola- 
mente con  penas  correccionales;  pero  en  ningún  caso  el  Tribuna!  de  primera 
instancia  puede  entender  de  los  delitos  políticos  n¡  de  Eos  cometidos  por  me- 
dio de  la  imprenta. 


A 
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ALEMANIA 

Los  Tribunales  correccionales  tienen' competencia: 

Sobre  todas  las  contravenciones^  ó  sean  faltas. 

Sobre  los  delitos  cuya  pena  no  exceda  de  tres  meses  de  prisión  ó  de  6oa 
marcos  de  multa  (750  pesetas). 

Sobre  injurias  y  lesiones  corporales,  cuya  persecución  pertenezca  á  las 
parte  civil. 

Sobre  los  delitos  de  robo,  distracción,  estafa  (cuando  el  valor  del  objeto 
no  pasa  de  25  marcos,  31  pesetas  25  céntimos)  y  sobre  ciertos  delitos  de 
complicidad  y  sospecha. 

De  los  crímenes  conoce  el  Jurado. 


AUSTRIA 

El  Jurado  entiende  también  en  los  crímenes,  y  se  diferencia  del  de  Ale- 
mania en  que  tiene  competencia  sobre  las  circunstancias  de  agravación  y 
atenuación. 


SUIZA 


La  legislación  cambia  según  los  diferentes  cantones;  pero  én  general,  la 
competencia  del  Jurado  está  en  razón  directa  de  la  gravedad  de  los  de- 
litos. 


GRECIA 


El  Jurado  entiende  en  primera  y  única  instancia  de  los  crímenes  y  delitos 
políticos  y  de  imprenta  que  no  afecten  á  la  vida  privada;  las  atribuciones  del 
Jurado  no  son  más  que  para  entender  en  la  declaración  del  hecho  y  circuns- 
tancias atenuantes  especiales,  y  sólo  en  el  caso  de  ultrajes  á  la  familia  real 
puede  hacerlo  sobre  las  circunstancias  atenuantes. 


.y.* 


RUSIA 


La  ley  del  Jurado  se  extiende  á  todos  aquellos  delitos  á  que  no  alcanza  la 
de  los  Jueces  de  paz,  y  á  todos  los  crímenes,  si  bien  exceden  de  su  compe- 
tencia los  llamados  crímenes  de  Estado  y  los  cometidos  por  los  funcionarios 
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gubernamentales  ó  electivos  en  la  generalidad  de  los  casos,  pues  los  fundo- 
nanos  de  las  clases  superiores  son  juzgados  por  el  departamento  criminal  de 
casación  del  Senado  y  los  inferiores  por  el  Círculo. 


MÉJICO 


I 


Según  la  ley  de  1 5  de  Agosto  de  t88o,  el  Jurado  se  compondrá  de  once 
miembros  mayores  de  veinticinco  aüos,  mejicanos  ó  extranjeros  que  lleven 
cinco  años  de  residencia  en  la  República  y  que  gocen  de  todos  los  derechos 
civiles  de  buena  vida  y  costumbres,  que  sepan  leer  y  escribir,  que  no  se  en- 
cuentren bajo  el  peso  de  ninguna  acusación  y  que  no  hayan  sufrida  pena 
por  causa  no  política.  Deberán  llevar  un  aSo  de  residencia  en  el  lugar  don- 
de se  reúna  el  Jurado  y  no  ser  miembros  ni  empleados  del  Poder  judicial. 
Presidente  de  la  República,  Gobernadores.  Prefecto,  militares  en  servicio 
activo  empleados  de  policía,  individuos  del  cuerpo  diplomático  ó  consular 
extranjero  y  no  pueden  ser  sordos,  ni  ciegos,  ni  mudos.  La  ley  determina 
los  casos  de  excusa  ó  impedimento  y  la  manera  de  apreciados. 

Cada  año  el  Gobernador  del  distrito  forma  las  listas  de  ochocientos;  las 
reclamacioaes  y  excusas  se  presentan  y  discuten;  la  lista  completa  se  divide 
en  cuatro  secciones,  cada  una  de  las  cuales  sirve  para  un  trimestre,  y  en  di- 
cha lista  se  hace  mención  de  las  excusas  admitidas  y  de  las  penas  im- 
puestas 

Para  formar  el  Jurado,  el  Juez  designará  el  día  y  hora  en  que  tendrá  lugar - 
el  sorteo  que  ha  de  ser  público.  El  acusado  y  su  defensor  tienen  el  derecho 
y  el  Ministerio  publico  el  deber  de  asistir.  El  día  indicado,  se  meterán  en 
una  urna  los  nombres  de  los  Jurados  correspondientes  al  trimestre,  sacándo- 
se treinta  nombres  si  no  hay  más  que  un  procesado  y  seis  más  por  cada  uno 
que  pase  de  este  número.  Cada  procesado  podrá  recusar  seis  nombres,  nece- 
sitándose al  menos  quince,  entre  los  cuales  la  suerte  indicará  quiénes  han  de 
ser  los  once  que  han  de  componer  el  Jurado.  Los  que  sin  excusa  no  asistan 
serán  penados. 

Artículos  104  y  105  de  la  Constitución  de  Méjico,  relativos  á  los  delitos 
cometidos  por  los  altos  funcionarios  de  la  Confederación. 

Art,  104.  Si  se  trata  de  un  detito  común,  la  Cámara  de  los  Represen- 
tantes, constituida  en  gran  Jurado,  declarará  por  mayoría  absoluta  sLha  lugar 
á  proceder  contra  el  acusado.  En  et  caso  de  que  niegue  la  autorización,  no 
procederá  ninguna  otra  nulidad  ulterior.  Si  la  comete  el  acusado,  por  este 
solo  hecho  queda  despojado  de  su  empleo  y  sometido  á  la  acción  de  los 
Tribunales  comunes. 

Art.  105.  Conocerán  de  los  delitos  cometidos  con  ocasión  de  las  fun- 
ciones: la  Cámara  de  Diputados  como  Jurado  de  acusación  y  el  Senado 
como  Jurado  de  juicio.  El  Jurado  de  acusación  tendrá  por  objeto  declarar 
.  por  mayoría  absoluta  si  el  acusado  es  ó  no  culpable.  Si  declara  la  absolución, 
el  funcionario  continuará  ejerciendo  sus  funciones.  En  el  caso  contrario  que- 
dará despojado  de  ellas,  y  será  puesto  á  disposición  del  Senado,  Este  Cuer- 
po, después  de  oídos  al  acusado  y  al  acusador,  aplicará  por  mayoría  abso- 
luta la  pena  marcada  por  la  ley. 


f 
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COSTA  RICA 


Ley  de  5  de  Diciembre  de  1885. 

( 

La  Asamblea  electoral  de  la  provincia  de  San  José  elegirá  anualmente 
ochenta  Jurados  en  vez  de  cuarenta,  no  sólo  por  el  crecimiento  de  la  pobla- 
ción, sino  á  fin  de  evitar  lo  gravoso  de  estas  funciones. 

Ley  de  2  de  Julio' de  1887. 

Esta  ley  suprime  el  Jurado  de  acusación,  continuando  el  de  calificación, 
e5tcepto  en  los  casos  en  que  de  la  instrucción  resulte  que  no  hay  motivos 
para  acordar  un  auto  de  prisión.  Limita  el  poder  del  Jurado  á  decidir  si  el 
acusado  ha  cometido  el  delito  que  se  le  imputa,  y  si  han  sido  probados  los 
hechos  constitutivos  de  circunstancias  agravantes  ó  atenuantes,  reservando 
al  Juez  decidir  si  es  ó  no  responsable,  y  en  qué  grado. jumento  del  nú- 
mero de  ciudadanos  designados  cada  año  para  llenar  las  funciones  de 
Jurados.     . 

COLOMBIA 

En  Colombia,  la  ley  de  15  de  Abril  de  1887,  que  ha  introducido  diversas 
modificaciones  en  casi  todos  los  puntos  de  su  legislación,  ha  hecho  también 
algunas  en  materia  del  Jurado,  si  bien  en  este  punto  de  escasa  importancia, 
y  reducidas  á  restring^ir  el  Jurado  de  acusación. 


F-  ^ 

.  1  ■ 

■  ^. 

'u?¿l 

i¿r 

■  .'•  1 

s 

»'  ■.--■ 


1 


H 


'.■». 
■•*■ 


■■jj 


•A 

i'» 


BRASIL  ^m 

j 
■11 

En  el  Brasil  se  promulgó  en  7  de  Julio  de  1883  '^  siguiente  ley,  referente  ■  ':y^ 

al  Jurado: 

Artículo  1 .0  El  delito  de  robo  de  ganado  vacuno,  queda  sometido  á  la 
acción  pública,  y  el  juicio  será  de  la  competencia  del  Jurado. 

Art.  2P    La  disposición  del  artículo  precedente  es  también  aplicable  al  '''^l 

robo  de  los  siguientes  productos:  i.^,  déla  agricultura,  comprendidos  los  í; 

establecimientos  vinicultores;  2.^,  de  los  de  salazón  y  preparación  de  la 
carne,  pescado  y  grasas;  3.^,  de  los  cortes  de  madera. 
-  Art.  3.0    Para  que  la  acción  pública  tenga  lugar  en  cuanto  á  los  delitos 
previstos  en  el  artículo  anterior,  es  preciso  que  los  productos  no  se  encuen- 
tren depositados  en  almacenes. 

Art.  4.^  Los  juicios  de  delito  de  robo  con  violencia  ú  homicidio  en 
las  fronteras  del  Brasil  serán  de  la  competencia  del  Jurado. 

No  he  encontrado  datos  que  me  hagan  creer  en  el  cambio  de  la  legisla- 
ción universal  en  este  punto,  después  de  la  revolución  política  que  acaba  de 
transformar  el  Gobierno  del  Brasil. 

En  el  Ecuador,  un  decreto  aprobado  por  el  Poder  legislativo,  y  que  lleva 
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la  fecha  de  9  de  Septiembre  de  1890,  hizo  una  reforma  del  procedimiento 
criminal  El  Jurado  es  competente  para  conocer  en  general  de  todos  los  de- 
litos pero  están  exceptuados  los  cometidos  contra  la  segaridad  exterior  é 
mteiior  del  Estado,  contra  la  religión,  los  de  atentados  al  pudor  y  los  de 
violación.  También  se  exceptúan  aquellos  en  que  fueren  procesados  el  Pre- 
sidente y  Vicepresidente  de  la  República,  los  altos  funcionarios,  los  milita- 
res en  campaüa,  los  eclesiásticos  seculares  y  los  religiosos  regulares  de  am- 
bos sexos.  Hay  la  particularidad  de  que  el  Jurado  no  se  ha  establecido  en 
todas  partes,  pues  sólo  existe  en  los  distritos  Haira,  Quito,  Letacuyea,  Am- 
balo  Riobamba,  Cuenca,  Leja  y  Guayaquil. 


ESTADOS  UNIDOS 


La  organización  del  Jurado  en  los  Estados  Unidos  es  muy  parecida  á  la 
de  Inglaterra,  como  que  era  la  que  regia  allí  cuando  se  realizó  la  indepen- 
dencia de  la  América  inglesa. 

Expuesta  la  org^ización  de  los  Tribunales  ingleses,  lo  está  también  la  de 
los  Estados  Unidos,  puesto  que  el  cambio  político  que  se  verificó  al  realizar 
su  independencia  no  afectó  en  poco  ni  en  mucho  á  la  organización  de  los 
Tnbunales  de  justicia.  Y  si  el  Jurado  es  en  Inglaterra  una  institución  respe- 
table por  la  autoridad  que  le  presta  la  tradición,  no  lo  es  menos  en  loa  Esta- 
dos Unidos,  donde  se  ha  considerado  como  ta  más  firme  garantia  de  su 
libertad 

El  Jurado  de  acusación  no  solamente  ha  sido  conservado  en  América, 
garantizándolo  la  Constitución  de  todos  los  Estados,  sino  que  se  ha  mejo- 
rado y  completado  notablemente.  Una  de  las  reformas  introducidas  y  que 
mejor  resultado  ha  producido  en  la  práctica,  ha  sido  la  institución  del  Abo- 
gado publico,  que  presencia  las  deliberaciones  del  gran  Jurado  y  puede  ayu- 
darle con  su  ilustración  y  sus  consejos  cuando  se  presente  alguna  dificultad. 
Otra  importantísima  reforma  que  en  Inglaterra  hace  tiempo  viene  exigida  por 
la  opinión  pública  y  por  los  .principales  jurisconsultos,  se  ha  llevado  á  cabo 
en  América,  y  es  la  de  oir  al  acusado,  así  como  i  los  testigos  de  descargo, 
reconociendo  el  derechp  que  tiene  el  gran  Jurado  á  examinar  completamente 
y  bajo  todas  sus  fases  el  asunto  antes  de  pronunciar  su  fallo.  En  algunos  Els- 
tados  como  el  de  Massachussets,  el  Jurado  de  acusación  está  facultado,  en 
el  caso  de  reconocer  en  el  acusado  enajenación  mental,  para  e"oviarlo  á  nn 
manicomio. 

En  la  América  del  Norte,  como  en  Inglaterra,  las  jurisdicciones  criminales 
no  son  permanentes,  sino  que  deben  constituirse  en  ciertas  épocas  (dos  ó 
tres  veces  por  año). 

La  jurisdicción  federal  envía  á  los  diferentes  distritos  de  la  Unión,  Jueces 
que  presidan  las  sesiones,  y  en  ciertos  Estados  los  Tribunales  civiles  y  los 
de  distrito  forman  las  jurisdicciones  criminales. 

Respecto  al  modo  de  constituirse  lOs  Tribunales  de  lo  criminal,  hay  algu- 
nas diferencias  en  los  diversos  Estados,  por  cuanto  que  en  unos  son  tres  los 
Jueces  y  en  otros  uno  solo,  los  que  presiden  las  sesiones  temporales,  á  di- 
ferencia de  Inglaterra,  donde  los  Tribunales  de  circuito  son  siempre  presi- 
didos por  un  solo  Juez. 
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En  América,  los  Tribunales  de  la  Unión  conocen  en  materia  criminal  de 
los  delitos  y  cuasi  delitos  marítimos,  habiendo  sido  devuelta  á  los  Estados 
por  leyes  especiales  la  jurisdicción  de  muchos  crímenes,  aun  de  los  que  se 
estiman  cometidos  contia  la  seguridad  del  Estado. 


Del  ligero  examen  de  la  legislación  vigente  en  la  mayor  parte  de  los  pue- 
blos resulta  que  el  Jurado  se  halla  establecido  para  el  conocimiento  de  los 
crímenes,  ó  sea  para  lo  que  entre  nosotros  se  llama  delitos  graves.  Para  los 
menos  graves  existen  los  Tribunales  correccionales,  en  que  sólo  interviene 
el  elemento  judicial.  Esa  era  también  nuestra  ley  en  el  primer  ensayo  del 
Jurado  en  España,  según  la  de  22  de  Diciembre  de  1872,  que  fué  la  que  lo 
estableció,  y  cuyos  artículos  referentes  á  la  competencia  son  los  si- 
guientes: 
¡  Art.  661.     El  Tribunal  del  Jurado  conocerá: 

1 .0  De  las  causas  por  delitos  á  que  las  leyes  señalen  penas  superiores  en 
cualquiera  de  sus  grados  á  la  de  presidio  mayor,  según  la  escala  general 
contenida  en  el  artículo  26  del  Código  penal  2.0  De  las  causas  por  delitos 
comprendidos  en  el  título  2P  y  en  los  capítulos  i.^,  2fi  y  ¡P  del  título  3.^ 
libro  2P  del  Código  penal.  3.^  De  las  causas  por  delitos  definidos  y  pena- 
dos en  la  ley  electoral.  4.^  De  las  causas  por  delitos^  cometidos  por  medio 
de  la  imprenta,  grabado  ú  otro  medio  mecánico  de  publicación. 

Se  exceptúan  los  delitos  de  injuria  y  calumnia  cometidos  por  estos  me- 
dios contra  particulares.  Se  considerarán  para  este  efecto  particulares  los 
funcionarios  públicos  que  hubiesen  sido  injuriados  ó  calumniados  por  sus 
actos  privados. 

Art.  662.  Será  también  competente  el  Tribunal  del  Jurado  para  conocer 
de  los  delitos  conexos  con  alguno  de  los  mencionados  en  el  artículo  ante- 
rior y  de  la  complicidad  y  encubrimiento  de  los  unos  y  de  los  otros. 

Art.  663.  Se  exceptúan  de  lo  dispuesto  en  este  capitulo  los  delitos  come- 
tidos por  personas  que  estuvieren  sometidas  á  la  jurisdicción  del  Tribunal 
Supremo,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  281  y  284  de  la  ley  or- 
gánica del  Poder  judicial. 

Desde  luego  se  advierte  la  diferencia  entre  una  y  otra  ley.  La  vigente 
extiende  la  competencia  del  Jurado  hasta  el  punto  de  que,  según  los  datos 
estadísticos,  mientras  que  por  la  antigua  el  Jurado  imponía  800  penas,  hoy 
se  eleva  al  número  de  4.043,  siendo  proporcional  el  número  de  los  procesos. 
En  el  cuadro  estadístico  del  año  1889  se  vieron  por  el  Jurado  en  España 
536  procesos,  en  los  que  sólo  recayeron  condenas  en  355,  dato  presuntivo 
de  la  impunidad  en  que  debieron  quedar  muchos  hechos  criminales.  La 
comparación  entre  los  resultados  de  un  Jurado  y  otro,  ó  sea  el  de  1872  y  el 
actual,  habla  elocuentemente  en  favor  del  primero,  y  esto  es  más  notable  si 
se  tiene  en  cuenta  que  aquél  funcionó  en  el  período  más  infeliz  de  la  revo- 
lución, y  era  el  primer  ensayo  que  de  la  institución  se  hacía  en  nuestro  país. 

A  las  razones  expuestas,  hay  que  añadir  otras  de  mucha  entidad,  que  indi- 
qué en  el  principio  de  esta  Memoria.  Es  una,  la  tardanza  en  la  sustanciación 
de  los  procesos,  que  es  de  los  inconvenientes  más  serios  en  la  administra- 
ción de  justicia,  y  precisamente  uno  de  los  defectos  que  con  más  razón  seña- 
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laban  los  partidarios  del  Jurado  en  la  anticua  orgaaización  judicial.  Pues  bien, 
refiriéndome  á  la  estadística,  diré:  que  de  los  336  procesos,  233  tardaron  en 
verse  de  seis  meses  á  un  año,  y  sólo  17  en  menos  de  tres  meses.  Ya  dije  que 
á  este  fatal  retraso  contribuía  en  no  pequeña  parte  la  suspensión  de  los  jui 
cíes  por  la  dificultad  de  reunir  en  un  dia  y  á  una  hora  determinada  la  suma 
de  cuantos  factores  son  indispensables  en  estos  complejos  juicios. 

Con  este  motivo  hay  que  fijar  también  la  atención  en  lo  que  enseña  la  le- 
gislación de  la  mayor  parte  de  las  naciones  extranjeras,  de  cuyo.s  Jurados 
queda  hecha  mención,  y  singularmente  de  Portugal,  Ing-laterra  y  los  Estados 
Unidos.  Un  solo  Juez  ó  Magistrado  bastaría  para  ta  presidencia  del  Jurado. 
El  Presidente  hoy  es  quien  hace  las  preguntas  bajo  su  exclusiva  responsabi- 
lidad, quien  dirige  el  debate  sin  intervención  de  los  adjuntos,  quien  hace  el 
resumen -del  juicio.  Sólo  comparte  con  los  mismos  el  ptonunciamiento  de  la 
sentencia,  función  sin  duda  de  mucha  importancia;  pero  que  reducida  á  una 
declaración  de  derecho  tiene  el  correctivo  eficaz  y  suficiente  de  ia  casación, 
privativamente  establecida  para  las  cuestiones  jurídicas. 

y  en  cambio,  semejante  simplificación  traería  ventajas  considerables.  Po- 
dría el  Jurado  celebrarse  en  muchas  de  las  cabezas  del  partido  judicial  res- 
pectivo, cerca  ó  en  el  mismo  teatro  de  los  hechos,  con  testigos  inmediatos, 
sin  dilaciones  y  con  una  reducción  de  gastos  incalculable.  Porque  los  gastos 
es  otra  de  las  razones  de  mas  importancia  en  la,  materia. 

No  es  aquí  sólo  donde  la  cuestión  económica  influye  por  modo  tan  deci- 
sivo y  fatal  en  la  administración  de  justicia,  sino  que  en  todas  las  naciones 
se  ve  claramente  su  deficiencia  por  falta  de  medios  pecuniarios.  Excepción 
hecha  de  Inglaterra,  cuya  organización  judicial,  y  sobre  todo  una  convicción 
nacional  profundamente  arraigada  en  favor  de  su  enaltecimiento,  ofrece  el 
cuadro  de  grandes  dotaciones  personales  y  de  un  poderoso  auxilio  de  asig- 
nación material. 

En  Portugal,  Bélgica,  Alemania,  Austria  y  Francia  misma  la  penuria  de 
los  Tribunales  se  asemeja  bastante  á  la  nuestra.  Supongo  que  lo  mismo  pasa 
á  nuestros  hermanos  de  América. 

Es  un  axioma  que  para  una  buena  administración  de  justicia  hay  que  hacer 
sacrificios  que  no  suelen  estar  al  alcance  de  los  presupuestos  posibles. 

Ahora  bien,  como  el  Jurado  es  tie  todos  los  organismos  judiciales  el  más 
caro,  hay  necesidad  de  que  su  coste  disminuya  sin  detrimento  de  la  justicia, 
por  supuesto,  evitando  á  todo  trance  el  que  se  gaste  más  de  lo  necesario. 
En  1889  importaron  las  indemnizaciones  de  Jurados,  testigos,  médicos  y 
peritos  171746  pesetas  85  céntimos;  en  1890,  591.207  con  64,  ó  lo  que  es 
(o  mismo,  que  en  el  trascurso  de  un  año  judicial  el  coste  por  los  expresados 
conceptos  arroja  una  diferencia  de  más  de  419.460  pesetas  con  79  ccn- 
tímos. 

Terribles  son  estos  datos  y  cada  vez  más  probable  la  amenaza  del  crecimien- 
to, porque  según  la  estadística  recientemente  publicada,  que  es  la  de  i  S9 1 , 
han  subido  las  indemnizaciones  á  600.854  pesetas  75  céntimos,  ó  sea  9.647 
con  1 1  más  que  en  el  año  anterior.  Y  por  cierto  que  la  misma  nota  desfavo- 
rable acusan  cifras  estadísticas  bajo  otros  aspectos,  porque  mientras  que 
en  1889  no  hubo  proceso  cuya  sustanciación  excediese  de  un  año. 
en  1S90  llegó  al  número  381,  y  habiendo  sido  en  aquél  los  de  más  de  seis 
meses  I22,  en  éste  fueron  1,034.  Pues  bien,  en  el  91  aquellos  subieron  ¿735, 
y  éstos  á  1. 361. 
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No  hay,  sin  embargo,  que  achacar  á  la  ley  todos  los  males  que  su  ejer- 
cicio produce.  Algunos  de  ellos  nacen  de  malísimas  prácticas  que  se  han 
introducido  y  que  los  Tribunales  están  en  la  imperiosa  obligación  de  corre- 
gir con  mano  fuerte. 
I  El  distinguido  jurisconsulto  Sr.  Cos-Gayón,  que  tan  dignamente  ocupa  hoy 

el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  dijo  en  su  discurso  de  apertura  judicial 
el  15  de  Septiembre  último: 

«En  el  llamamiento  de  los  testigos  se  advierten  hechos  dignos  de  conside- 
ración y  remedio.  Los  Abogados,  los  acusadores  particulares  y  los  Fiscales 
'  piden  que  sean  citados  los  que  presentan  por  listas,  en  las  que  es  muy  difícil 

f  que  los  Tribunales  decidan  cuáles  nombres  están  incluidos  con  bastante  mo- 

tivo y  cuáles  deben  ser  eliminados,  pues  sólo  pueden  obtener  el  conocimien- 
¡  to  de  esta  distinta  condición  después  que  los  testigos  sean  examinados  en  el 

juicio  público.  De  esa  facilidad  para  las  presentaciones  y  de  tal  dificultad 
para  juzgar  cuáles  son  impertinentes,  ha  nacido  el  abuso,  que  no  sólo 
aumenta  los  gastos  de  una  reforma,  ya  por  su  propia  naturaleza  costosa,  sino 
que  además  introduce  daoos  y  desorden  en  algunos  servicios  del  Estado. 
I  Prescindamos  ahora  del  hecho  públicamente  denunciado,  pero  cuya  com- 

probación de  una  manera  oficial  no  creo  que  exista  aún,  de  que  en  algunas 
provincias  se  hayan  repetido,  con  tendencia  á  formar  costumbre,  los  casos 
I  en  que,  para  ayudarse  en  los  gastos  de  un  viaje  necesario  para  otros  asuntos 

al  punto  de  residencia  de  una  Audiencia,  hayan  solicitado  los  viajeros  ser 
incluidos  en  la  relación  de  testigos  para  cualquiera  vista  pública  de  proceso. 
Con  toda  la  comprobación  oficial  posible,  el  Ministerio  de  la  Guerra  ha  lla- 
mado la  atención  al  de  Gracia  y  Justicia  sobre  el  númerp  excesivo  de  solda- 
dos que  son  separados  de  las  filas,  á  veces  por  largas  temporadas,  para  asistir 
á  los  juicios  orales  de  las  Audiencias  y  de  los  Jurados,  habiendo  indicios  de 
,  que  á  veces  se  ponen  en  juego  algunas  influencias  para  utilizar  con  fútiles 

'  pretextos  este  medio  de  permanecer  en  sus  casas,  eludiendo  el  cumplimiento 

I  de  los  deberes  militares.  Ni  el  fútil  pretexto  que  el  Ministerio  de  la  Guerra 

¡  supone  necesario  lo  es  siquiera.  Los  padres,  los  amigos,  la  familia  de  la  no- 

via del  soldado,  natural  de  Huelva,  que  sirve  en  un  regimiento  de  guarnición 
¡  en  Cataluña  ó  en  Galicia,  pueden  á  cualquiera  hora  solicitar  de  cualquier  le- 

trado, defensor  ó  acusador,  que  lo  incluya  en  la  lista  de  testigos  que  hayan 
i  de  ser  examinados  en  aquella  capital  andaluza,  y  cuando  llegue  el  momento 

I  de  que  el  Tribunal  le  pida  noticias  sobre  el  delito  que  se  persigue,  con  decir 

qite  no  sabe  nada  queda  el  asunto  concluido,  y  sólo  falta  ajustar  la  cuenta  de 
las  dietas  devengadas  mientras  ha  descansado  en  su  casa  por  el  que  ha  debido 
I  estar  sirviendo  en  su  regimiento.  En  los  diez  y  ocho  meses  trascurridos  des- 

de i.^  de  Julio  de  1890  hasta  fin  de  Diciembre  de  1891,  las  Capitanías  ge- 
!  nerales  de  los  distritos  han  dado  noticia  al  Ministro  de  la  Guerra  de  que  as- 

I  cendió  á  5.270  el  número  de  individuos  del  ejército  que  tuvieron  que  sepa- 

i  rarse  de  sus  destinos  para  asistir  á  juicios  orales,  unos  en  concepto  de  testi- 

!  gos  y  otros  como  acusados.  Tocaron,  por  término  medio,  á  878  por  trimestre, 

y  posteriormente  manifiesta  el  mismo  Ministerio  que  en  el  primer  trimestre 
de  1892  ha  sucedido  lo  mismo  con  1.415  y  en  el  segundo  con  1.389,  lo  cual 
demuestra  que  el  abuso  crece,  y  es  de  suponer  que  seguirá  aumentando  si 
no  se  pone  remedio.» 

cMayor  es  todavía  el  que  se  comete  con  los  presidiarios.  El  número  de 
éstos  conducido  desde  los  establecimientos  penales  á  puntos  más  ó  menos 
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lejanos,  con  el  objeto  de  asistir  á  juicios  orales  <5  á  otras  diligencias  judicia- 
les, llegó  en  1889  90  á  469;  en  1890-91,  á  528;  en  1S91  92,  á  djy.  El  inte- 
rés con  que  algunos  procuran  que  se  les  llame  como  testigos  ó  como  cóm- 
plices, nace  de  que  las  fugas  se  han  hecho  ya  muy  <iifíci!es  en  los  estable- 
cimientos penales,  y  no  lo  son  tanto  en  las  cárceles.  Desde  \°  de  Julio  de 
1890  á  igual  d(a  de  1891  se  escaparon  de  aquéllos  13  solamente,  y  170 
de  éstas.  Cuéntase  que  ya  está  convertido  en  arte  el  procedimiento  para  las 
evasiones. 

El  penado,  en  el  viaje  de  ida  desde  su  forzosa  residencia  ordinaria  hasta  el 
Tribunal,  observa  y  examina,  según  reglas  ya  determinadas  y  precisas,  todas 
las  cárceles  por  que  pasa,  y  escoge  la  más  apropósito  para  desaparecer  de 
las  manos  de  la  justicia  en  su  viaje  de  regreso,  haciendo  las  combinaciones 
necesarias.  * 

Claro  está  que,  tratándose  de  un  hecho  tan  complejo  como  es  la  adminis- 
tración de  justicia,  en  que  toman  parte  varios  elementos,  y  en  que  á  veces 
uno  solo  de  ellos  basta  para  perturbar  su  marcha  regular  y  ordenada,  sería 
injusto  culpar  siempre  á  los  funcionarios  del  orden  judicial;  pero  hablando 
con  la  verdad  que  es  indispensable  resplandezca  en  toda  ocasión,  y  prescin- 
diendo de  egoísmos  de  clase,  impropios  de  la  Magistratura,  á  ésta  toca  una 
parte  de  las  deficiencias  que  se  deploran. 

Cuando  las  preguntas  que  se  dirigen  á  los  Jurados  no  están  bien  hechas, 
ó  por  obscuridad  ó  por  falta  de  todos  los  extremos  que  debe  contener  el 
interrogatorio,  la  justicia  fracasa,  no  por  culpa  de  los  Jurados,  sino  por  tor- 
peza de  los  Presidentes.  Cuando  por  falta  de  actividad  ó  de  la  preparación 
conveniente  para  que  los  juicios  se  celebren  en  el  día  señalado,  hay  que 
aplazarlos  una  ó  más  veces,  la  justicia  se  paraliza  y  se  duplican  ó  triplican 
los  gastos  de  aquéllos.  Cuando  no  se  estudian  los  resortes  que  una  interpre- 
tación discreta  y  necesaria  de  la  ley  proporciona  para  llenar  vacíos,  suplir 
deficiencias  y  hacer,  en  una  palabra,  viable  una  ley  cualquiera,  ni  los  Tribu- 
nales cumplen  su  misión,  ni  las  leyes  más  perfectas  y  acabadas  pueden  cum- 
plirse, Mientras  más  dificultades  ofrezcan  éstas,  mayores  deben  ser  los  es- 
fuerzos para  su  planteamiento  y  ejercicio,  y  dentro  de  la  moral  profesional 
y  de  carrera  del  Jueí  y  Magistrado  cuadra,  mejor  que  la  censura  de  una  ley, 
el  propósito  preconcebido  y  constante  de  su  desenvolvimiento. 

Con  el  estilo  llano  que  corresponde  y  sin  otro  fin  que  el  de  contribuir  con 
labor  modesta  al  levantado  propósito  de  esta  distinguida  Asamblea,  he  pre- 
sentado esta  Memoria,  en  la  cual  de  seguro  no  descubrirá  un  enemigo  del 
Jurado  la  persona  más  suspicaz.  Sef5alo  sus  inconvenientes  para  que  se  co- 
rrijan y  se  afirme  la  institución,  y  éste  es  sin  duda  el  mayor  servicio  que 
puede  prestársele  en  un  país  comO  el  nuestro,  en  que  el  huracán  político 
hace  surgir  una  ley,  y  otro  huracán  la  barre  con  violencia.  Tanto  se  equivo- 
can, á  mi  juicio,  los  que  defendiendo  el  Jurado  creen  que  es  esencialmente 
popular  en  Espaiía  como  los  que  atacándolo  dicen  que  el  país  no  lo  quiere. 
Fuera  de  los  partidos  políticos,  á  la  gran  masa  neutral  le  es  indiferente,  y 
ésta  sólo  tomará  parte  por  él  en  un  sentido  ú  otro  cuando  rcsplandezcaí 
sus  ventajas  ó  sus  inconvenientes.  Recordemos  lo  que  aconteció  el  ar 
de  1875,  al  ser  suprimido.  Entonces  pudo  decir  nn  Ministro  como  fund. 
mentó  de  tal  medida:  «Dos  años  hace  que  se  estableció  en  Kspaila  el  Jurad 
para  conocer  de  los  delitos  más  graves,  y  en  este  periodo  se  han  puesto  tar. 
de  relieve  los  inconvenientes  de  esta  innovación  que  no  es  posible   que  con- 
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tinúe  en  vigor  en  el  trimestre  que  ahora  empieza.  Del  expediente  instruido 
en  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  para  apreciar  los  resultados  que  ha  pro- 
ducido aquella  institución,  resulta  que  los  Magistrados  que  han  tenido  que 
,  abandonar  su  residencia  ordinaria  para  presidir  el  Jurado  y  dictar  sentencia, 

!  según  su  veredicto,  han  dejado  en  las  Audiencias  un  vacío  imposible  de  lle- 

nar, originándose  de  su  ausencia  considerable  retraso  en  el  despacho  de  los 
negocios  sometidos  á  la  jurisdicción  de  estos  Tribunales;  que  el  ser  Juez  de 
hecho  se  mira,  no  como  honrosa  función  pública,  sino  como  pesada  carga, 
de  la  cual  procuran  librarse  cuantos  tienen  excusa  legal  que  oponer,  llegando 
1  muchos  al  extremo  de  consentir  en  ser  procesados  por  no  desempeñar  fun- 

I  dones  judiciales,  prefiriendo  el  papel  de  reo  al  de  Juez,  y  que  cada  día  crece 

la  dificultad  Je  conseguir  que  comparezcan  en  estos  juicios  Jurados  y  testi- 
gos, naciendo  de  aquí  perjudicialísimas  dilaciones  en  la  administración  de 
justicia,  que  sólo  podrían  remediarse  en  parte  indemnizando  pecuniariamente 
á  cuantos  por  necesidad  tienen  que  estar  presentes  en  el  procedimiento,  gra- 
I  vamen  que  sería  insoportable  para  el  Tesoro  público,  cuando  ya  le  es  peno- 

I  so  satisfacer  el  sobresueldo  asignado  á  los  Magistrados  y  Fiscales  durante  los 

\  viajes  á  que  les  obliga  esta  forma  de  sustanciación.  > 

Réstanme  cuatro  palabras  para  terminar  este  desaliñado  trabajo,  pero  que 
I  creo  indispensable  consignar.  Estamos  en  un  Congreso  de  hermanos,  Portu- 

I  gal  y  las  Repúblicas  hispano-americanas  tienen  con  nosotros  una  compene- 

*  tración  de  sangre  y  de  ideas  que  sólo  debe  tener  una  sola  solución  de  conti- 

nuidad, la  de  la  respectiva  independencia  nacional,  que  debe  ser  para  todos 
I  sagrada. 

I  ¿Sería  conveniente,  ya  que  se  trata  de  la  unificación  de  ciertos  ramos  de 

I  la  legislación,  extenderla  al  Jurado? 

t  Confieso  que  me  ha  sugerido  esta  idea  el  saber  que  en  el  Perú,  por  reso- 

lución de  Diciembre  de  1875,  se  hizo  una  invitación  á  las  Repúblicas  de 
[  Méjico,   Guatemala,  El  Salvador,  Honduras,  Costa  Rica,  Nicaragua,  Brasil 

[  (imperio  entonces),  Santo  Domingo,  Haití,  Colombia,  Venezuela,  Ecuador, 

[  Uruguay,  Paraguay,  La  Argentina,  Chile  y  Solivia,  para  que  hasta  donde  las 

\  circunstancias  especiales  lo  permitan  se  llevase  á  cabo  la  unificación  de  las 

leyes  privadas. 
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Es  innegable  que  entre  las  materias  que  pueden  formar  en  el  catálogo  de 
las  sometidas  á  un  Congfeso  Jurídico  reunido  en  España,  se  halla  la  materia 
contenciosoadministrativa,  que  hace  medio  siglo  próximamente  viene  siehdo 
objeto  de  las  tareas  del  legislador  español.  El  carácter  y  la  misión  del 
Congreso  Jurídico  Ibérico-americano,  que  hacen  salir  á  éste  del  radio  y  de 
los  límites  de  las  cosas  y  de  las  instituciones  interiores,  son  motivo  suficien- 
te para  que  puedan  y  deban  ser  objeto  preferente  de  sus  tareas  otros  temas 
de  un  interés  más  general  y,  por  decirlo  así  de  mayor  exterioridad;  pero  no 
cree  inoportuno  el  que  suscribe,  uno  de  los  delegados,  para  esta  solemnidad, 
de  la  Presidencia  del  Consejo  de  Ministros,  dar  cuenta  en  una  breve  Memo- 
ria,  á  dicho  Cuerpo,  ilustre  por  la  calidad  de  los  individuos  que  lo  compo- 
nen, interesado  en  el  movimiento  jurídico  en  general,  y  que  acaso  no  se 
reúna  por  única  vez,  del  estado  de  aquel  ramo  de  las  instituciones  legales  de 
España  en  este  momento,  siquiera  este  trabajo  no  haya  de  pasar  de  mate- 
rial depositado  en  sus  aichivos  para  estudios  más  ó  menos  inmediatos  ó 
remotos. 

La  jurisdicción  contenciosoadministrativa,  hoy  extendida  por  diferentes 
naciones  de  Europa,  que  tuvo  su  modelo,  en  cuanto  á  su  forma  y  ropaje 
moderno,  en  la  legislación  de  Francia,  nacida  allá  en  el  año  8.^  de  la  primera 
República,  al  reemplazarse  las  instituciones  del  antiguo  régimen  por  las  del 
régimen  nuevo,  pues  enotra  forma  y  con  distintos  accidentes  y  confundida 
con  las  jurisdicciones  comunes  y  especiales  existía  de  mucho  tiempo  atrás 
en  nuestra  antigua  organización  judicial,  ejercida,  ya  por  el  Consejo  Real 
de  Castilla,  ya  por  otros  Tribunales,  y  señaladamente  por  los  Juzgados  pri- 
vativos de  Hacienda,  Minas,  Correos,  Montes  y  hasta  por  los  de  Guerra  y 
Marina,  recibió  su  investidura  propia  en  las  leyes  de  2  de  Abril  de  1845  y 
6  de  Julio  y  Real  decreto  de  22  de  Septiembre  del  mismo  año,  que  enco- 
mendaron respectivamente  á  los  Consejos  provinciales  y  al  Consejo  Real 
los  asuntos  de  aquel  orden,  con  el  carácter  de  una  jurisdicción  especial  y 
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retenida  ea  la  Corona,  pues  si  bien  se  dio  á  los  Consejos  provinciales  la  fa- 
cultad de  dictar  sentencias  en  los  asuntos  que  se  les  encargaron,  carecía  de 
esta  potestad  el  Consejo  Real,  asi  en  los  pleitos  en  que  entendía  en  primera 
instancia  por  impugnarse  en  ellos  las  resoluciones  de  la  Administracción  cen- 
tral, como  en  los  que  llegaban  á  él  en  grado  de  alzada,  ó  sea  en  virtud  de 
recurso  contra  los  fallos  de  aquellas  Corporaciones. 

■  No  tardó  esta  jurisdicción  en  adquirir  caracteres  más  amplios  y  definidos 
por  la  le/  que  organizó  el  Consejo  de  Estado,  de  17  de  Agosto  de  1S60,  y 
más  aún  por  la  de  organización  y  gobierno  de  las  provincias,  de  25  de  Sep- 
tiembre de  1863,  mediante  las  que,  sin  perder  aquélla  fl  carácter  de  reteni- 
da en  la  Corona,  y  sin  desprenderse  el  Gobierno  de  la  facultad  de  decidir  la 
cuestión  de  procedencia  ó  improcedencia  de  la  demanda,  ó  sea  de  abrir  el 
juicio  ó  de  imposibilitarle,  recibió  dicha  jurisdicción  el  carác.cr  de  ordinaria 
en  el  orden  administrativo  y  se  sometió  la  resolución  de  la  cuestión  previa 
expresada,  á  las  reglas  que  el  Derecho  administrativo  tiene  establecidas,  no 
decidiéndose  en  la  práctica  por  el  arbitrio  ministerial,  sino  por  el  resultado  de 
un  concienzudo  examen  de  si  el  litigio  reunía  los  caracteres  que  dichas  re- 
glas establecen,  es  á  saber:  existencia  de  una  decisión  emanada  de  la  potes- 
tad reglada  de  la  Administración,  posibilidad  de  la  ofensa  á  nn  verrlndero 
derecho  privado  ó  colectivo  y  determinación  de  que  la  cncstión  resultante 
no  pertenece  al  orden  político  ni  al  civil  ó  penal.  Sobre  ello  se  había  de  oir 
á  la  Sección,  y  en  su  caso,  á  la  Sala  de  lo  Contencioso  de!  Consejo  de  Esta- 
do, previo  debate  público  y  solemne  celebrado  ante  ella  (i). 

Grave  innovación  hubo  de  sufrir  este  estado  de  cosas  por  los  decretos  del 
Gobierno  provisional  de  13  y  16  de  Octubre  de  1868  y  demás  disposicio- 
nes que  le  siguieron,  en  virtud  de  las  cuales  pasó  á  las  Audiencias  y  al  Tri- 
bunal Supremo  en  Salas  determinadas  la  jurisdicción  de  que  se  trata,  con  el 
carácter  de  delegada,  si  bien  conservando  la  especialidad  de  su  carác- 
ter de  separada  de  la  común  ú  ordinaria  y  sus  procedimientos  privati- 
vos anteriores,  consignados  en  los  reglamentos  de  i.o  de  Octubre  de  1S45 
y  19  del  mismo  mes  de  1860,  y  comprendiendo  en  aquellas  condiciones  los 
asuntos  propios  del  orden  civil  que,  en  virtud  de  conocidas  consideraciones 
de  interés  público,  las  disposiciones  anteriores  habían  asignado  á  las  corpo- 
raciones mencionadas,  entre  ellos  los  relativos  á  la  inteligencia,  validez  y 
efectos  de  ¡os  contratos  celebrados  por  la  Administración  central  y  provin- 
cial para  servicios  y  obras  del  Estado,  délas  provincias  y  de  los  pueblos, 
los  referentes  á  la  validez,  inteligencia  y  cumplimiento  de  los  arriendos  y 
ventas  de  propiedades  y  derechos  del  Estado,  y  los  del  deslinde  y  amojo- 
namiento de  los  montes  del  mismo,  de  los  pueblos  y  de  los  esta b I ccítn  len- 
tos públicos. 

Restablecióse  la  jurisdicción  contencioso-admínistrativa  por  el  Ministerio- 
Regencia  en  decreto  de  20  de  Enero  de  1875  en  las  condiciones  en  que  se 
encontraba  al  alterar  su  constitución   el   Gobierno  provisional  de   186S,  sin 


(i)  Un  piréateiif  abrieron  eo  elrfgimcD  de  i84Slo(Re>lei  decretos  de  7  de  Agosto  de  1854. 
qae  eDcomendaroa  Teipectjcunente  í  tu  DipnUciODei  proviaeialeí  j  ni  Tribuusl  Contca- 
cioio-admiaiitratiTO,  que  por  ello*  le  crearon,  lú  mti-íbucjonet  qae  en  cite  urden  veofin  ejercien- 
do tol  CoDsejot  protÍDCialeí  j  el  Real.  So  imperio  filé  paiajero,  cerrándose  aquel  paréoteiU 
por  otro»  decreto*  eo  el  año  de  1856,  qae  restablecieron  el  ríginteo  saspeodidu  en  toda  m 
integridad. 
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j  otra  diferencia  que  la  que  resultó  de  encargar  á  las  Comisiones  provinciales, 

I  establecidas  por  la  ley  de  17  de  Agosto  de  1870,  las  atribuciones  que  en  la 

materia  ejercían  los  Consejos  provinciales,  suprimidos  con  anterioridad  y 
que  no  se  estimó  político  restablecer;  viniendo  la  nueva  ley  orgánica  provincial 
de  2  de  Octubre  de  1877  y  más  tarde  la  de  29  de  Agosto  de  i88¿  á  confir- 
mar este  estado  de  cosas.  Pero  como  esta  última  ley  anunciaba  virtualmente 
la  formación  de  otra  que  estableciese  los  Tribunales  que  por.  modo  definiti- 
vo hubiesen  de  entender  en  los  asuntos  contencioso-administrativos,  y  por 
'  otra  parte  se  comprendía  la  conveniencia  de  sustituir  las  Comisiones  provin- 

¡  cíales  por  Tribunales,  cuya  constitución  presentase  aquellas  condiciones  esen- 

1  dales  que  exige  el  ejercicio  de  toda  jurisdicción,  y  que  no  reunían  dichas 

Comisiones,  compuestas  de  personas  que,  debiendo  su  origen  á  la  elección 
\  popular,  desempeñaban  transitoriamente  y  por  tiempo  limitado  sus  funciones, 

^  pensó  el  Ministerio  presidido  por  el  Sr.  Cánovas  del  Castillo,  en  1880.  en  la 

formación  de  una  nueva  ley  que,  atendiendo  á  las  lecciones  de  la  experien- 
cia y  á  exigencias  respetables  de  la  opinión,  encerrase  los  preceptos,  por 
decirlo  así,  definitivo^  y  hasta  donde  fuera  posible  duraderos,  que  hubiesen 
de  regir  á  la  jurisdicción  llamada  á  conocer  de  las  contiendas  entre  gobernan- 
tes y  gobernados,  y  confió  esta  tarea  á  la  Comisión  que  para  proponer  la  re- 
I  forma  administrativa  había  sido  nombrada  en  virtud  de  la  ley  de  16  de  Enero 

de  1879,  compuesta  de  hombres  de  diversos  partidos  y  escuelas.  Guió  al 
Gobierno  la  noble  idea  de  fundir  en  una  fórmula  común  las  diversas  opinio- 
nes que  respecto  de  la  existencia,  índole  y  acción  de  esta  rama  del  poder 
!■  público,  se  ostentaban  desde  que  se  la  dio  existencia  por  la  legislación  ya 

r  citada  de  1845.  Basta  apuntar  los  términos  de  la  divergencia  en  lo  que  hace 

I  relación  á  la  cuestión  principal,  ó  sea  á  la  existencia  ó  inexistencia  de  la  ju- 

risdicción y  materia  de  que  se  trata. 

Que  toda  contienda  contencioso-administrativa  nace  de  un  derecho  priva- 
do ofendido,  y  que  éste  debe  buscar  su  amparo  ante  el  orden  encargado  de 
proteger  todos  los  d^echos  civiles,  es  el  resumen  de  una  opinión.  Que  dicha 
\  clase  de  contiendas  es  de  una  naturaleza  especial  y  distinta  de  aquellas  que 

('  los  Tribunales  comunes  están  llamados  á  decidir,  porque  el  derecho  que  como 

i  ofendido  se  presenta,  aunque  privado,  no  es  del  orden  civil,  sino  del  admi- 

nistrativo. Que  ventilar  la  existencia  y  alcance  de  este  derecho  es  adminis- 
trar. Que,  por  consiguiente,  sólo  un  Tribunal  administrativo  puede  mediar 
en  tales  contiendas,  á  no  querer  amenguar  la  independencia  de  la  Administra- 
ción, ó  lo  que  es  lo  mismo,  del  Poder  ejecutivo  propiamente  dicho,  some- 
tiendo cuestiones  que  se  rozan  íntimamente  con  las  facultades  de  gobierno, 
y  cuya  solución  requiere  conocimientos,  preparación  y  previsión  especiales 
y  ajenos  al  estrecho  criterio  de  quien  tiene  por  oficio  la  aplicación  desparna- 
da  del  derecho  estricto.  Tal  es  el  resumen  de  la  segunda  opinión. 

Los  partidarios  de  la  primera  sostienen  que  sólo  la  jurisdicción  común  en- 
cierra en  su  seno  las  garantías  propias  de  la  recta  é  imparcial  aplicación  de 
la  justicia,  es  á  saber:  la  delegación  absoluta  del  Monarca,  la  separación  com- 
pleta de  los  orígenes  de  la  contienda,  la  inamovilidad  que  consagra  la  impar- 
cialidad por  la  protección  con  que  cubre  al  Juez,  defendiédole  de  la  male- 
v^olencia  del  poder,  del  cual  emana  su  nombramiento.  Los  secuaces  de  la 
segimda  proclaman  que  si  la  jurisdicción  común  ejerciese,  dentro  de  las 
condiciones  necesarias  de  su  existencia,  funciones  que  son  administrativas  en 
su  esencia,  absorbería  en  razón  de  ellas  mismas  una  parte  importante  de  la 
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Administración,  se  sobrepondría  al  Poder  ejecutivo  y  vendría  á  hacer  pesar 
sobre  él  una  especie  de  tutela,  cuando  no  de  soberanía.  Los  primeros  echan 
en  cara  á  los  segundos  que  la  jurisdicción  retenida  hace  á  la  Administración 
juez  y  parte  en  el  asunto.  Los  segundos,  negando  que  aquélla  ten^  en  sos- 
tener sus  actos  interés  alguno  que  la  obligue  á  pasar  por  encima  de  la  justi- 
cia cuando  en  un  debate  solemne  se  demuestra,  á  juicio  de  un  cuerpo  que 
ocupa  un  elevado  lugar  en  la  jerarquía  del  Estado,  que  el  Gobierno  ó  sus 
delegados  han  procedido  con  ligereza  ó  error,  acusan  á  sus  adversarios  de 
sostener  un  sistema  que  haría  á  los  Tribunales  del  fuero  común  arbitros  de 
exigencias  y  de  intereses  y  aun  de  servicios  que  les  son  desconocidos,  y 
a&rman  que  el  resultado  de  su  intervención  en  asuntos  tales  seria,  á  la  larga, 
el  perjuicio  del  Estado  y  la  merma  del  Tesoro. 

Tales  eran  las  opuestas  y  encontradas  tendencias  enmedío  de  las  que  los  in- 
dividuos de  la  referida  memorable  Comisión  (i)  se  encontraban;  y  entendien- 
do que  la  misión  que  sobre  si  hablan  tomado  consistía  en  conciliar  aquéllas, 
renunciando  á  ideales  absolutos  é  hijos  de  convicciones  de  escuela,  estable- 
ciendo la  materia  que  era  objeto  de  su  cargo,  sobre  bases  de  transacción  tales, 
que  pudiesen  ser  aceptadas  sin  abdicación  deshonrosa  por  unos  y  por  otros, 
acordaron  proponer  al  Gobierno  la  solución  siguiente: 

t.°     Continuación  del  sistema  de  Tribunales  administrativos. 

2P  Continuación  como  tales  Tribunales,  de  las  Comisiones  provinciales 
en  la  Península  y  de  la  Sala  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado, 
aquéllas  reforzadas  con  dos  vocales  letrados,  y  ésta  compuesta  de  una  base 
de  Consejeros  titulares  inamovibles,  completados  por  los  necesarios  de  otras 
Secciones  y  todos  letrados. 

3.**  Jurisdicción  delegada  por  el  Monarca  en  dichos  Tribunales  para  fallar 
los  litigios,  así  en  la  primera  instancia  como  en  la  segunda. 

4.0  Facultad  de  los  misinos  Tribunales  para  decidir  acerca  de  su  com- 
petencia en  la  materia,  ó  sea  para  resolver  por  sí  y  con  independencia  de  la 
Administración  activa,  la  llamada  cuestión  previa.        "" 

5.*^  Creación  de  un  recurso  contra  los  fallos  de  la  Sala  de  lo  Contencioso 
pt)r  razón  de  incompetencia,  y  conocimiento  en  estos  casos  del  Consejo  de 
Estado  constituido  en  pleno,  en  los  términos  en  que  á  la  sazón  entendía 
cuando  actuaba  como  Tribunal,  ó  sea  emitiendo,  con  audiencia  de  las  partes, 
consulta  al  Gobierno,  que  decidla  en  definitiva. 

Por  la  primera  de  esas  bases,  conservábase  la  especialidad  administrativa  de 
los  Tribunales  llamados  á  ejercer  dicha  jurisdicción,  y  con  ella  la  particular 
idoneidad,  tan  necesaria  en  los  Jueces  de  aquel  orden,  la  inteligencia  de  la 
materia  administrativa,  así  como  la  clara  noción  de  las  exigencias  de  los  ser- 
vicios públicos  que  constituyen  esta  ultima  y  del  interés  bien  entendido  del 
Estado. 

Por  la  segunda  se  aumentaban  las  garantías  de  acierto  que  presentaban 
los  Tribunales  administrativos,  entonces  existentes,  ya  dando  mayor  ensan- 
che en  ellos  al  elemento  letrado  que  había  de  ser  preponderante  en  las   Co- 


(l)  D.  Mmnnel  Silvela,  Presidente;  D.  MaDDct  Becerra  7  D.  Alejandro  Groiisrd,  Vlcepresi 
dente»;  D.  Eiailío  Cinovu  del  Caitillo,  r>.  Jnin  de  la  Concha  CasuAedi,  D.  Ángel  Itarrocta 
el  Marqníi  de  Relortillo,  [>.  Federico  Hippe,  D.  Eduardo  Saavedra,  t\  Conde  de  la  Romrra 
D.  Víctor  Arniíi,  D.  Acisclo  Miranda,  D,  Mannel  Colmeiro,  D.  Fraociico  Helmonte.  D.  Aagnili 
Anublard  j  el  anlor  de  eita  Memoria. 
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misiones  provinciales  y  exclusivo  en  la  Sala  de  lo  Contencioso  del  Consejo 
de  Estado,  ya  concediendo  la  misma  inamovilidad  que  disfrutan  otros  Jueces 
administrativos  (los  Ministros  del  Tribunal  de  Cuentas  del  Reino)  á  los  siete 
Consejeros  titulares  de  la  referida  Sala,  que  habían  de  constituir  la  base  de 
la  misma,  llamados  á  influir  de  una  manera  necesaria  en  sus  fallos,  y  cuyo 
juicio  había  de  informar  por  fuerza  los  actos  de  la  jurisdicción  toda,  y  tenía 
que  pesar  eficazmente  en  sus  tendencias,  en  su  marcha  y  en  sus  resultados. 

Por  la  tercera  se  investía  á  dichos  Tribunales  de  la  potestad  de  dictar  ver- 
daderos fallos  en  ambas  instancias,  dotando  así  sus  acuerdos  de  las  propias 
garantías  de  acierto,  imparcialidad  y  desinterés  que  encierran  las  sentencias 
que  dictan  los  Tribunales  del  fuero  común. 

Por  la  cuarta  se  entregaba  la  facultad  de  declarar  la  propia  competencia 
al  que  ha  de  ser  cu  su  caso  juez  del  asunto,  impidiendo  que  una  autoridad, 
por  elevada  que  sea,  extraña  á  la  jurisdicción  contencioso -administrativa  la, 
vedase  conocer  por  consideraciones  ajenas  á  las  reglas  ó  principios  de  dere- 
cho que  fijan  el  círculo  de  la  acción  de  aquélla  y  diese  ocasión  á  que  una 
demanda  legal  y  acertadamente  propuesta  pereciese  á  limine  judicio,  ha- 
ciendo imposible  el  progreso  de  un  pleito  legítimo  y  racionalmente  enta- 
blado. 

Por  la  quinta  y  última  se  atajaban  las  extralimitacienes  en  que  pudiese 
incurrir  la  jurisdicción  administrativa,  invadiendo,  ya  el  terreno  puramente 
gubernativo,  ya  el  civil  y  penal,  conservando  en  el  Gobierno  el  propio  me- 
dio de  corregir  aquéllas  que  entonces  poseía  á  virtud  de  la  jurisdicción  re- 
tenida. 

Aceptó  aquel  Gobierno  el  proyecto,  estampando  en  el  preámbulo  del  que 
se  presentó  á  las  Cortes  estas  nobles  palabras: 

«El  Gobierno  cumple  la  promesa  hecha  en  el  Mensaje  de  S.  M.,  presen- 
tando á  las  Cortes  el  proyecto  de  ley  de  reforma  de  la  organización,  atri- 
buciones y  procedimiento  de  los  Tribunales  Contencioso-administrativos,  re- 
dactado por  la  Comisión  nombrada  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  la  ley  de  i6 
de  Enero  de  1879;  y  como  su  pensamiento  ya  manifestado  es  que  leyes  de 
esta  clase,  permanentes  por  su  índole,  sean  miradas  como  obra  común  y  nc 
presenten  la  opinión  exclusiva  de  un  solo  partido  político,  no  ha  vacilado  en 
prestar  su  conformidad  en  general  al  trabajo  de  dicha  Comisión,  como  se  la 
prestarán  sin  duda  las  Cortes,  atentas  á  los  motivos  y  fundamentos  científicos 
en  que  descansa,  y  que  sumariamente  se  exponen  en  la  comunicación  que  se 
acompaña  de  su  Presidente,  á  la  cual  se  remite  el  Gobierno.» 


II 


No  fué  ley  el  proyecto  que  queda  reseñado;  pero  sobre  sus  bases  en  gran 
parte  se  formuló  la  de  13  de  Septiembre  de  1888,  que  hoy  rige  la  jurisdic- 
ción contencioso-administrativa.  Y  digo  sobre  sus  bases  en  gran  parte,  por- 
que sus  moldes  coinciden  en  lo  sustancial  con  los  del  referido  proyecto.  Con 
efecto,  la  división  de  la  jurisdicción  de  que  se  trata  en  dos  grados,  ejercida 
respectivamente  por  Tribunales  provinciales  y  por  un  Cuerpo  que  forma 
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parte  del  Consejo  de  Estado  (i).  La  delegación  por  el  Monarca  de  esa  juris 
dicción  en  los  Tribunales  que  la  ejercen  para  fallar  los  litigios,  asi  en  prime- 
ra instancia  como  en  segunda  (2J.  La  calidad  de  letrados  que  exige  en  los 
Ministros  del  Tribunal  Superior  y  su  inamovilidad  (3).  La  organización  de 
esta  jurisdicción  con  un  carácter  de  generalidad  y  de  amplitud  tal,  que  bien 
puede  calificarse  de  ordinaria,  dentro  de  su  esfera  (4).  El  establecimiento  de 
reglas  que  determinan  la  materia  que  es  propia  de  la  misma  jurisdiccióu  (5). 
El  alcance  de  su  acción  á  apuntos  que,  sin  estar  comprendidos  dentro  de 
aquellas  reglas,  vienen  de  antiguo  atribuidos  á  su  conocimiento  por  elevadas 
razones  de  interés  público  (ó).  La  determinación  de  un  plazo  uniforme  para 
entablar  el  recurso  por  la  vía  contcncioso-administrativa  (7).  El  estableci- 
miento de  un  breve  escrito  para  hacer  efectivo  este  recuiso  por  los  particu- 
lares y  corporaciones,  sin  perjuicio  de  formalizar  la  demanda  á  su  tiempo  en 
documento  más  amplio  y  sujeto  en  su  redacción  á  reglas  precisas  (S).  La 
intervención  del  Tribunal  en  ios  acuerdos  relativos  al  mantenimiento  ó  sus- 
pensión de  la  resolución  gubernativa  reclamada  (9),  y  la  revisión  obligada 
del  expediente  en  que  aquélla  recayó,  de  parte  de  la  autoridad  que  la  hubie- 
re dictado  (10).  La  sujeción  á  reglas  de  la  intervención  en  el  pleito  del 
coadyuvante  ó  coadyuvantes  de  la  Administración,  anteriormente  no  defini- 
da por  las  disposiciones  legales  (11).  La  facultad  conferida  á  estos  Tribuna- 
les para  decidir  por  sí  y  con  independencia  de  la  Administración  activa  acer- 
ca "de  su  propia  competencia  (12).  La  determinación  de  un  plazo  para  el 
ejercicio  de  las  acciones  que  á  la  Administración  corresponden  para  promo- 
ver la  revocación  de  los  acuerdos  de  aquélla  que  fuesen  lesivos  al  interés 
publico  (13).  Y,  por  último,  la  creación  de  un  recurso  con  el  nombre  de 
extraordinario  de  revisión,  promovido  por  el  representante  de  la  Adminis- 
tración en  el  Tribunal  de  lo  Contencioso,  que,  examinado  por  el  Consejo  de 
Estado,  quien  consulta  al  Gobierno  la  decisión  que  en  él  deba  recaer  en  los 
casos  de  incompetencia  ó  abuso  de  poder,  garantiza  contra  estos  vicios  la 
independencia  de  la  Administración  activa  y  la  de  los  Tribunales  ordina' 
rios  (14}.  Tales  son  los  principales  puntos  de  contacto  que  existen  entre  el 
proyecto  de  ley  á  cuyo  estudio  se  han  dedicado  los  anteriores  párrafos  y  la 
ley  de  13  de  Septiembre  de  1888,  que  rige  hoy  la  jurisdicción  adminis- 
trativa. 

Son  los  puntos  característicos  y  á  la  vez  diferenciales   de   dicha  ley  con 
relación  al  anterior  proyecto:  la  autonomía,  ó  sea  el  modo  de  funcionar  del 


(t)  Art.S.«  de  la  ley. 

(3)  El  miimo. 

(3)  Aru.  1*7  »4- 

(4Í  Art.  1.» 

(5)  Arta.  1.0,  í.o,  3.'>r4 

(6)  Art.  5.0 
17)  Art.  ^s• 

(8)  Am.34r40. 

(9)  Art.  iM.. 

(10)  Art.  38. 

(11)  Arl.37, 


(IJ) 
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r  Tribunal  de  lo  Contencioso,  en  cuanto  se  compone  sólo  de  Consejeros  mí- 

í  nistros  titulares  del  mismo,  sin  asistencia  de  los  demás  Consejeros  de  Es- 

I  tado  (i). 

í  La  limitación  impuesta  á  los  Consejeros  ministros  del  Tribunal,  respecto  á 

f  su  intervención  en  las  deliberaciones  del  Consejo  de  Estado,  cinéndola  á  las 

p  competencias  entre  la  Administración  activa  y  los  Tribunales  y  á  los  regla- 

mentos generales  para  la  aplicación  de  las  leyes,  ó  á  lo  sumo  á  asuntos  que 
produzcan  decisiones  contra  las  cuales  no  proceda  recurso  contencioso-ad 
ministrativo,  y  en  los  dos  últimos  casos  cuando  el  Gobierno  lo  disponga  (2). 
La  potestad  concedida  á  las  partes  de  hacerse  representar  por  procura- 
dores (3).  •      « 

La  desaparición  de  la  cuestión  previa,  ó  sea  del  incidente  relativo  á  la  ad- 
misión de  la  demanda,  organiz'^ndo  en  cambio  el  sistema  de  las  excepciones 
dilatorias,  y  entre  ellas  la  de  incompetencia  de  jurisdicción,  cuyo  efecto  es 
el  mismo  que  el  que  producía  la  resolución  declarando  improcedente  la  de- 
manda, ó  sea  el  de  hacer  imposible  la  prosecución  del  litigio  (4).  La  intro- 
ducción de  la  facultad  y  aun  del  deber  de  imponer  costas  á  las  partea  en  el 
caso  de  temeridad  notoria  de  la  acción  que  sustentan,  así  en  relación  á  los 
particulares  como  á  la  Administración  (5).  La  publicación  y  notificación  de 
los  votos  particulares  de  los  Ministros  que  disientan  de  la  opinión  de  la  ma- 
yoría de  los  demás  (6).  La  obligación  expresamente  impuesta  á  la  Adminis- 
tración de  proceder  á  la  ejecución  de  las  sentencias  de  los  Tribunales  de  lo 
Contencioso-administrativo,  dentro  de  un  término  perentorio,  salvo  el  caso 
de  suspensión,  por  razones  de  interés  público.  La  imposición  precisa  de  res- 
ponsabilidad civil  y  criminal  en  caso  de  infracción  de  aquel  deber  y  la  comi- 
sión de  una  facultad  eficaz  al  Tribunal  respectivo,  ya  para  acordar  la  indem- 
nización en  el  caso  expresado  de  suspensión,  ya  para  pasar  el  tanto  de  culpa 
al  Tribunal  correspondiente,  y  en  su  caso  á  las  Cortes,  en  el  evento  de  eje- 
cución del  fallo,  una  vez  denunciada  por  aquel  á  quien  interesa  (7). 

No 'es  el  propósito  del  autor  de  esta  Memoria  entrar  en  un  juicio  crítico  de 
las  disposiciones  que  sobre  estas  bases  se  han  dictado  y  constituyen  la  ley 
de  1 3*  de  Septiembre  de  1888,  ni  tampoco  el  apreciar  los  efectos  que  el  sis- 
í  tema  de  que  forma  parte  han  causado   en  la  celeridad  y  en  la  baratura  del 

\  litigio  contencioso-administrativo.  Tarea  es  ésta  que  no  ha  llegado  el  mo- 

mento de  poner  en  planta,  pues  el  tiempo  de  ensayo  es  aún  corto.  Pero  lo 
que  no  puede  negarse  es  que  esta  solución  debe  constituir  una  pausa  para  los 
partidarios  de  los  diversos  sistemas  aplicables  al  juicio  de  esta  clase  de  con- 
tiendas; que  es  forzoso  esperar  los  resultados  del  nuevo  organismo  para  de- 
poner las  armas  ó  volver  á  la  pelea.  Y  justo  y  conveniente  es  hacer  de  aquélla 
en  sus  bases  esenciales  una  situación  de  permanencia  en  el  sentido  recto  de 
la  palabra,  ya  que  no  una  situación  definitiva,  pues  nada  puede  llamarse  tal 
en  la  materia,  atendido  el  incesante  progreso  jurídico  délos  tiempos,  que 


fi)  Art.  12. 

(2)  Art.  9.° 

(3)  Art.  91. 

(4)  Arta.  45  y  46. 

(5)  Art  93- 

(6)  Art.  62. 

(7)  Arts.  83  al  87. 
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todos  los  días  abic  horizontes  nuevos  y  nuevas  corrientes  en  todos  los  ra- 
mos del  derecho  y  de  la  jurisprudencia. 

Los  jurisconsultos,  que  no  parecen  conformarse  con  este  punto  de  vista, 
se  fundan,  ya  lo  he  anticipado,  en  que  la  Administración,  cuando  litig^a,  no 
tiene  ni  más  ni  menos  derechos  que  el  particular,  ni  puede,  por  tanto,  recla- 
mar otro  fuero  ni  otro  Tribunal  que  el  llamado  á  dirímir  las  Comiendas  entre 
partes;  doctrina  que,  á  nuestro  juicio,  no  puede  sustentarse  sino  olvidando  el 
papel  que  en  sus  contiendas  con  los  particulares  desempeña  la  Administra- 
ción. Prescindiremos  de  la  diversidad  intrínseca  del  origen,  esencia  y  finali- 
dad de  los  derechos  que  consagran  las  leyes  civiles  y  de  tos  que  garantizan 
las  leyes  administrativas,  diversidad  qee  por  si  sola  explica  que  en  las  cues- 
tiones que  nacen  en  el  ejercicio  de  las  primeras  entienda  exclusivamente 
aquel  poder  á  quien  la  Constitución  encomienda  aplicar  las  leyes  civiles  y 
criminales,  y  que  en  las  contiendas  que  promueve  la  ejecución  y  cumpli- 
miento de  las  leyes  administrativas  conozcan  Jueces  ó  Tribunales  íntimamente 
unidos  al  poder  á  quien  compete  dicha  ejecución. 

La  Adinmistr ación,  cuando  funciona,  no  puede  perder  el  carácter  de  po- 
der. Su  acción  toda  está  impregnada  de  este  carácter;  y  si  ai  desenvolverla 
tropieza  con  derechos  privados,  la  cuestión  que  se  origina  jamás  puede  con- 
fundirse, ni  por  su  índole,  ni  por  sus  accidentes,  con  las  contiendas  de  los 
particulares,  que  al  ejecutar  en  la  vida  privada  los  actos  que  nacen  dei  ejer- 
cicio de  sus  derechos,  afectan,  perturban  ó  destruyen  los  derechos  de  otros. 
La  consideración  á  los  derechos  del  ciudadano  ha  podido  hacer  idear  el  sis- 
tema de  traer  á  la  Administración  á  un  juicio  solemne  en  que  se  depure  si  los 
delegados  de  aquélla  entendieron  bien  ó  mal  la  ley  ó  reglamento,  cuya  apli 
cación  supone  desacertada  el  reclamante,  y  en  su  consecuencia  atropellado,  ó 
al  menos  lastimado,  su  derecho;  pero  no  por  esto  deja  de  ser  dicha  aplicación 
una  función  de  un  poder  del  Estado  que  ejercita  sus  facultades,  esencialmente 
distinta,  por  esta  consideración,  de  la  función  ordinaria  del  particular  que  usa 
de  su  derecho  privado.  Por  eso  la  cuestión  no  pierde  su  carácter  de  cuestión 
administrativa.  Por  eso  no  es  posible  considerarla  al  igual  de  una  contienda 
entre  partes  idénticas  en  derechos.  Por  eso  no  cabe  estimar  á  los  particulares 
que  en  ella  juegan  con  las.  mismas  facultades  que  les  asisten  en  las  cuestiones 
ordinarias,  ni,  por  lo  tanto,  con  idéntica  acción  para  citar  á  la  Administración 
ante  los  Jueces  y  sujetarla  á  los  procedimientos  que  están  señalados  para  di- 
rímir dichas  cuestiones. 

En  ninguna  parte  pierde  la  Administración  el  fuero,  la  prerrogativa  que  le 
asiste  por  razón  de  lo  que  es  y  lo  que  representa.  Y  en  unos  países  llevando 
sus  actos  al  conocimiento  de  Jueces  especiales,  en  algunos  al  de  Tribunales 
privativos  y  en  otros  reservándose  la  Administración  misma  la  competencia 
para  conocer  de  las  reclamaciones  contra  sus  actos,  se  ha  establecido  una 
Hnea  divisoria  profunda  entre  los  juicios  en  que  se  examinan  los  actos  del 
Poder  publico  administrando  y  aquellos  en  que  se  ventilan  los  actos  de  la 
vida  civil  de  los  particulares  ó  de  las  entidades  ó  personas  morales  que  coa 
aquéllos  se  equiparan  en  el  derecho,  y  entre  ellas  el  Estado  y  las  Corpora- 
ciones que  det  mismo  dependen,  cuando  ejercitan  derechos  ó  ejecutan  actos 
propios  del  orden  civil. 

Tan  cierto  es  esto,  que  allí  donde,  como  en  Italia,  se  ha  suprimido  la  ju- 
risdicción contencioso-administrativa,  la  Administración  activa  resuelve,  sin 
apelación,  en  asuntos  en  que  antes  conotían  los  Tribunales  Contencioso-ad- 
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ministrativos.  Véanse  las  palabras  en  que  autor  tan  competente  como  La- 
ferriere  así  lo  expresa  con  referencia  á  una  publicación  jurídica  muy  aprecia- 
da é  intitulada  LArchivio  Jundico\  «Se  ha  pretendido  dar  á  las  partes  nuevas 
garantías,  pasando  á  la  justicia  ordinaria  asuntos  que  anteriormente  corres- 
pondían á  la  justicia  administrativa,  pero  véase  lo  que  sucede  en  muchos 
casos  en  realidad.  Asuntos  que  hasta  aquí  tenían  un  Juez  natural,  si  bien  ele- 
gido en  el  seno  de  la  Administración,  carecen  de  él,  pues  no  lo  tienen  ni  en 
la  Administración  ni  entre  los  Tribunales  ordinarios.  Esta  clase  de  negocios 
ha  vuelto  á  entrar  en  las  atribuciones  de  la  Administración  activa,  donde  son 
tiatados  sin  forma  alguna  precisa  y  como  simples  intereses  administrativos. 
Resulta,  pues,  que  entre  nosotros,  en  multitud  de  casos,  estos  negocios  no 
tienen  ya  Juez  que  los  decida,  mientras  los  franceses,  que  creemos  atrasados 
en  la  materia,  encuentran  siempre  un  Juez  en  el  orden  administrativo.»  Y 
añade  el  mismo  autor:  «Una  confesión  más  significativa  todavía  emanó  del 
propio  Gobierno  italiano  en  1884.  Mr.  Depretis,  Ministro  del  Interior,  Presi- 
dente del  Consejo,  propuso  el  18  de  Febrero  de  aquel  ano  al  Senado  italia- 
no un  proyecto  de  ley  cuyo  objeto  es  restituir  al  Consejo  de  Estado  atribu- 
ciones de  jurisdicción  contenciosa,  no  para  invadir  la  acción  reservada  á  la 
autoridad  judicial,  dice  el  preámbulo,  sino  para  dar  Juez  á  negocios  que  ac- 
tualmente jcarecen  de  él.>  El  Ministro  añade  que  la  necesidad  de  restablecer 
aquellas  atribuciones  del  Consejo  de  Estado  ha  sido  constantemente  reco- 
nocida. 
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Por  otra  parte,  la  práctica  del  sistema  no  ha  dado  lugar  á  conflicto  alguno 
serio  ajll  donde  podría  temerse  que  surgiera,  esto  es,  en  las  relaciones  entre 
el  Gobierno  y  el  alto  Tribunal  de  lo  Contencioso.  Dos  puntos  delicados  con- 
tiene dicho  sistema  en  los  que  pudiera  temerse  que  el  conflicto  brotase,  á  sa- 
ber: el  recurso  extraordinario  de  revisión  y  el  incidente  de  ejecución  de  los 
fallos  del  Tribunal.  Tratábase  de  facultades  nuevas.  La  una  concedida  al  Go- 
bierno como  una  compensación  de  la  jurisdicción  suprema  que  perdía.  La 
otra  otorgada  al  Tribunal  de  loi Contencioso- administrativo  como  una  garan- 
tía del  cumplimiento  de  los  fallos  que  emanan  de  h  jurisdicción  que  se  le  en- 
comendaba. La  pnidencia  y  la  moderación  con  que  el  Gobierno  y  el  Tribu- 
nal han  usado  de  sus  atribuciones  respectivas  han  traído  aquel  lisonjero  re- 
sultado. 

Tres  han  sido  los  casos  en  que  el  representante  de  la  Administración  ha 
hecho  uso  del  expresado  recurso. 

El  primero  fué  de  carácter  especialísimo,  por  ser  negativo,  esto  es,  por 
tratarse  de  remediar  por  él,  no  la  incompetencia  del  Tribunal  en  conocer  de 
lo  que  no  le  correspondía,  sino  las  consecuencias  de  su  abstención  en  mate- 
ria que  el  Ministerio  fiscal  conceptuó  que  era  de  su  competencia. 

Habíase  suscitado  demanda  contencioso-administrativa  contra  una  Real 
orden  expedida  en  24  de  Marzo  de  1886,  que  había  declarado  la  nulidad  de 
la  venta  de  una  finca  de  bienes  nacionales,  por  haberse  omitido  expresar  en 
el  anuncio  de  la  subasta  que  aquélla  se  hallaba  gravada  con  un  censo.  Estan- 
do el  pleito  en  sustanciación,  acordó  el  Tribunal  de  lo  Contendoso-admi- 
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nistrativo  que  el  Fiscal  expusiera  sobre  la  competencia  del  mismo  para  cono- 
cer en  el  asunto  con  arreglo  á  la  ley  de  13  de  Septiembic  de  1888.  En  sen- 
tido favorable  á  aquélla,  presentó  escrito  dicho  funcionario  solicitando  que  el 
Tribuna!  continuase  conociendo  hasta  fallar  definitivamente  y  rcquiriéndole 
para  que  no  se  abstuviera  de  entender  en  el  asunto,  teniendo  por  preparado 
el  recurso  de  revisión.  El  Tribunal  dictó  su  fallo  por  mayoría,  declarando  su 
incompetencia.  En  vista  de  esto  formuló  el  Fiscal  el  recurso  extraordinario 
do  revisión,  con  la  súplica  de  que  se  dejase  sin  efecto  dicho  fallo  y  se  decla- 
rase que  correspondía  al  Tribunal  de  lo  Contencioso  el  conocimiento  y  dcci- 
sióu  del  negocio  y  de  todos  los  de  su  índole.  Elevado  el  recurso  á  la  Presi- 
dencia del  Consejo  de  Ministros,  se  consultó,  conforme  á  las  disposiciones 
de  la  ley,  al  Consejo  de  Estado  en  pleno,  cuyo  Cuerpo,  después  de  asentar 
por  unaparte  que,  siendo  el  recurso  de  que  se  trata  un  remedio  supremo 
contra  la  decisión  de  un  Tribunal,  dirigido  á  obtener  que  se  declare  nula  la 
sentencia  dictada  por  el  mismo,  y  constituyendo  en  tal  concepto  un  proce- 
dimiento extraordinario,  sólo  puede  y  debe  admitirse  en  los  casos  taxativa- 
mente marcados  en  la  ley  que  lo  establece;  y  por  otra  parte,  que  con  arreglo 
al  texto  literal  del  art.  103  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  citada,  el  Fiscai  po- 
drá  durante  la  stistanciación  de  un  pleito,  y  antes  de  citación  fiara  setitencia, 
requerir  al  Tribunal  para  que  se  abstenga  de  conocer  en  él,  si  eslimare  que 
carecía  de  competencia,  é  incurría  en  abuso  de  poder,  entendiéndose  prepara- 
do el  recurso  extraordinario  de  revisión,  si  aquél  insistiese  en  su  Cimocimiento, 
dedujo  que  no  procedía, dicho  recurso  cuando,  según  sucedía  en  el  caso  de 
que  se  trata,  el  Tribunal,  lejos  de  insistir  en  entender  en  el  asunto,  se  inhibe 
del  conocimiento  del  mismo,  y  consultó  que  no  habia  lugar  al  referido  re- 
curso. 

La  resolución  del  Gobierno,  apartándose  del  parecer  del  Consejo  de  Es- 
tado, admitió  aquél,  dejando  en  su  consecuencia  sin  efecto  la  sentencia  del 
Tribunal  de  lo  Contencioso-administrativo,  y  disponiendo  que  volviesen  á  él 
los  autos  para  que  resolviese  en  el  fondo  con  arreglo  ajusticia. 

Los  fundamentos  de  dicha  decisión  pueden  dividirse  en  dos  partes.  La 
primera  se  refiere  á  la  procedencia  del  recurso  extraordinario  de  revisión, 
cuando  se  basa  en  la  negativa  del  Tribunal  á  conocer  en  un  asunto.  La  se- 
gunda se  dirige  á  examinar  la  competencia  de!  mismo  para  entender  en  el 
de  que  íe  trataba  en, el  pleito.  Respecto  del  primer  punto,  los  considerandos 
declaran  contra  la  doctrina  que  sentó  el  Consejo  de  Estado,  y  aparte  de  otr.ts 
afirmaciones,  que  teniendo  por  objeto  el  recurso  extraordinario  de  revisión 
moderar  los  efectos  de  la  jurisdicción  delegada,  corrigiendo  los  abusos  de 
poder  ea  que  ésta  puede  incurrir;  y  siendo  patente  que  aquéllos  tienen  lugar, 
ío  mismo  cuando  conoce  de  lo  que  no  le  corresponde,  por'estar  dentro  de 
las  atribuciones  del  Poder  ejecutivo  ó  de  los  Tribunales  ordinarios,  que  cuando 
deja  de  conocer  de  lo  que  está  sometido  por  la  ley  á  su  acción,  no  podía  dejar 
de  estimarse  procedente  en  el  segundo  caso  el  recurso,  apesar  de  que  la  letra 
del  art.  103  de  la  ley  parece  que  lo  limita  á  los  casos  en  que  el  representante 
de  la  Administración  considere  que  el  Tribunal  se  extralimita  de  sus  atribu- 
ciones por  el  hecho  de  conocer,  añadiendo  que,  de  no  interpretarse  asi  los 
términos  de  la  ley,  no  existiendo  otro  recurso  legal  que  pueda  utilizarse  en 
contra  de  lo  resuelto  por  el  Tribuna!,  vendría  á  sancionarse  implícitamen- 
te la  teoría  de  que  aquél  tuviera  facultades  para  hacer  ineficaces  disposi- 
ciones contenidas  en  leyes  que  se  hallan  en  vigor,  proceder  que  equival- 
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dría  á  invadir  deun  modo  evidente  las  atribuciones  del  Poder  legislativo.  -  JsfJ; 

La  segunda  parte  de  los  fundamentos  de  la  decisión  del  Gobierno  se  re- 
fiere á  la  competencia  del  Tribunal  de  lo  Contencioso  para  conocer  en  una 
cuestión  que,  como  la  de  que  se  trata,  es  de  validez  ó  nulidad  del  contrato 
de  venta  de  una  finca  de  bienes  nacionales.  Las  principales  razones  en  que 
la  mayoría  del  Tribunal  había  fundado  la  declaración  de  ser  incompetente 
para  entender  en  dicha  contienda  eran  las  siguientes:  i  .^,  que  tales  cuestio- 
nes y  sus  incidencias  son  de  carácter  civil,  por  tratarse  de  contratos  que 
tienen  por  objeto  la  trasmisión  del  dominio,  materia  que  es  esencialmente  de 
aquel  orden;  2.^,  que  las  disposiciones  legales  en  cuya  virtud  las  contiendas 
de  la  especie  de  la  referida  eran  de  la  competencia  de  los  Tribunales  de  lo  *^^ 

Contencioso-administrativo,  no  obstante  el  carácter  civil  que  alguna  de  ellas,  /  ;V 

la  Real  orden  de  20  de  Septiembre  de  1852,  las  reconocía,  quedaron  dero-  c"'^ 

gadas  por  la  ley  de  1 3  de  Septiembre  de   1888,  cuyo  art  4.^  menciona,  ^f: 

entre  los  asuntos  que  expresamente  excluye  de  la  competencia  de  la  jurís-  ^ 

dicdón  contencioso-administrativa,  los  de  índole  civil,  expresando  que  los 
'  tales  son  aquellos  en  que  el  derecho  vulnerado  tiene  ese  carácter,  y  los  que  :¡V 

emanan  de  actos  en  que  la  Administración  obra  como  persona  jurídica,  ó  sea 
como  sujeto  de  derechos  y  obligaciones;  3.^,  que  tal  es  el  carácter  que  la 
Administración  ostenta  en  los  contratos  de  venta  de  bienes  nacionales;  4.^, 
que  la  excepción  que  establece  el  art.  5.0  de  la  misma  ley,  respecto  á  aque-  í- 

lías  cuestiones  que  en  una  ley  ó  reglamento  se  les  otorgue  el  recurso  con- 
tencioso-administrativo, se  limita  al  caso  de  que  no  estuvieran  comprendidas 
en  la  excepción  del  art.  4.°,  circunstancia  que  no  concurre  en  los  asuntos  de 
que  se  trata,  expresamente  comprendidos  en  dichas  excepciones;  5.^,  que 
para  que  los  referidos  asuntos,  no  obstante  su  índole  civil  y  las  prescripcio- 
nes de  la  nueva  ley,  continuasen  sometidos  á  la  jurisdicción  contencioso- 
administrativa,  habría  sido  preciso  que  así  lo  declarase  aquélla,  como  lo 
efectuó,  respecto  á  las  cuestiones  relativas  á  la  inteligencia,  rescisión  y  efec- 
tos de  los  contratos  celebrados  por  la  Administración  para  obras  y  servicios 
públicos,  y  como  el  proyecto  de  ley  presentado  al  Congreso  de  los  Dipu  • 
tados  en  26  de  Enero  de  1881  lo  hizo  expresamente  en  el  párrafo  2.**  del 
artículo  30,  respecto  á  los  extremos  de  validez,  inteligencia,  rescisión  y  efec- 
tos de  los  remates  y  contratos  de  bienes  de  la  Nación  y  actos  posesorios  que 
de  ellos  se  deriven,  hasta  que  el  comprador  ó  adjudicatario  fuere  puesto  en 
posesión  de  dichos  bienes,  demostrándose  por  esta  omisión  el  propósito  del 
legislador  de  que  volviese  á  los  Tribunales  ordinarios  el  conocimiento  de  los 
mencionados  asuntos  desde  que,  ultimados  en  la  vía  gobernativa,  adquiriesen 
el  carácter  contencioso. 

No  había  emitido  sobre  este  punto  opinión  el  Consejo  de  Estado,  pues 
negando  dicho  Cuerpo  al  Fiscal  el  derecho  de  requerir  al  Tribunal  de  lo 
Contencioso-administrativo,  por  el  hecho  de  negarse  á  conocer,  ^,  por  tanto, 
la  procedencia  del  recurso  extraordinario  de  revisión,  era  lógico  que  no  se 
creyese  llamado  á  consultar  acerca  de  las  razones  en  que  aquél  fundara  su 
incompetencia,  pues  que  no  concedía  al  Gobierno  atribución  para  decidir 
acerca  de  ella  en  los  términos  en  que  el  incidente  se  había  promovido.  Pero 
el  Gobierno,  que  había  declarado  la  pertinencia,  así  del  requerimiento  como. 
del  recurso  extraordinario  que  fué  su  consecuencia,  tenía  por  una  razón  ló- 
gica que  estimarse  llamado  á  dictar  decisión  en  el  mencionado  recurso  ea 
todos  los  extremos  que  trataba,  y  así  lo  hizo,  declarando  sin  efecto  la  sen;. 
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tencia  del  referido  Tribtioal,  invocando  las  disposídones  anteriores  á  la  ley 
de  13  de  Septiembre  de  1888,  que  encomendaban  á  los  Tribunales  adminis- 
ttativos  el  conocimiento  de  laa  contiendas  relativas  á  la  validez  de  las  ventas 
de  bienes  nacionales  /  sus  incideDCias,  con  las  limitaciones  que  son  conoci- 
das, y  no  es  del  caso  enumerar,  y  establedendo  por  modo  explícito  que, 
teniendo  por  objeto  el  recurso  entablado  la  revocación  de  la  Real  orden  de 
24  de  Marzo  de  1886,  que  declaró  la  nulidad  de  la  venta  de  la  finca  tantas 
veces  citada,  como  comprendida  en  las  leyes  desamortizad  o  ras,  y  refirién- 
dose dicha  Real  orden  á  un  acto  de  la  Administración  realizado  como  poder 
y  en  virtud  de  las  facultades  que  le  conceden  dichas  leyes,  y  de  ningún 
modo  como  persona  jurídica,  la  cuestión  constítitye  materia  administrativa 
de  su  competencia  exclusiva,  no  cabiendo  contra  tal  resolución  otro  recurso 
l^al  qae  el  contencioso-administrativo  promovido,  por  cuya  razón  el  Tri- 
bunal debió  resolver  sobre  el  fondo  de  aquél. 

Esta  importante  decisión  tiene  indudable  trascendencia.  Ella  viene  á  acla- 
rar un  punto  oscuro  de  la  le^slación  viente,  nacido  de  la  falta  de  expiicitud 
de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888.  Mediante  ella,  bs  cuestiones  relati- 
vas á  la  validez,  inteligencia  y  efectos  del  contrato  de  venta  de  bienes  nacio- 
nales ó  procedentes  de  la.  desamortización,  quedan  sujetas  por  punto  general, 
y  salvo  particularidades  nacidas  de  las  limitaciones  que  encierran  las  dispo  - 
sidones  legales  indicadas,  al  conocimiento  de  la  jurisdicción  contencioso  ad- 
ministrativa, apesar  de  las  indicadones  que  encontrario  sentido  pudieran  ha- 
cerse, fundándose  en  algunas  resoludones  de  competencia  entre  la  Admi- 
nistración y  los  Tribunales,  dictadas  á  consulta  del  Consejo  de  Estado  con 
posterioridad  á  aquella  ley. 

El  Tribunal  de  lo  Contendoso -administrativo  ha  subordinado  sus  fallos 
posteriores  á  la  doctrina  sentada  en  dicha  decisión,  la  que  por  lo  mismo 
puede  considerarse  como  base  de  jurispnidenda. 

El  segundo  recurso  extraordinario  de  revisión  versó  sobre  el  conocimiento 
de  una  cuestión  relativa  á  la  materia  de  propiedad  literaria.  La  heredera  de 
D.  Antonio  Gil  y  Zarate  habla  obtenido  una  Real  orden,  fecha  19  de  Febre- 
ro de  1889,  disponiendo  la  inscripdón  á  su  favor  en  el  Registro  de  la  propie- 
dad intelectual  de  varias  obras  producto  del  ingenio  de  aquel  insigne  escritor, 
ordenando  que  se  expidiese  á  la  primera,  certificado  en  forma,  á  lia  de  que 
le  sirviera  de  título  provisional  y  que  se  pusieran  las  oportunas  notas  en  lai 
inscripdones,  que  con  anterioridad  se  habían  efectuado  en  favor  de  D.  Ma- 
nuel Delgado.  Contra  dicha  Real  orden,  y  pidiendo  su  revocación,  así  como 
la  canceladón  de  las  notas  expresadas,  interpuso  demanda  Delgado  en  con- 
cepto de  adquirente  de  aquellas  obras  en  vida  del  autor,  en  virtud  de  con- 
trato, y  por  haber  inscrito  su  derecho  en  el  Regisiro  mendonado  en  el  año 
1886.  Emplazado  el  Fiscal  para  contestar  á  la  demanda,  propuso  excepdón 
de  incompetenda  de  jurisdicción,  fundándose  en  que  las  razones  que  el  ac- 
tor alegaba  se  apoyaban  en  títulos  civiles,  cuyo  carácter  ostentaba  el  dere- 
cho lesionado,  puesto  que  se  trataba  de  una  verdadera  cuestión  de  propie 
dad,  y  por  tanto,  de  la  competenda  de  los  Tribunales  ordinarios,  invocando 
á  la  vez  el art.  4°  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  188S,  que  excluye  los 
asuntos  de  esta  índole  de  la  jurisdicdón  contencioso-administiativa,  y  el  ar- 
ticulo S-O  de  la  ley  de  10  de  Enero  de  1879,  sobre  propiedad  intelectual,  quí 
encomienda  á  los  Tribunales  comunes  el  conodmiento  de  las  cuestiones  qne 
sobre  tal  materia  puedan  sut|rtr. 
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No  estimó  el  de  lo  Contencíoso-administratívo  la  excepción  propuesta,  que 
«i  final  volvió  á  alegar  como  perentoria,  requiriendo  á  aquél,  á  la  vez,  de  inhi- 
bición. Sustanciado  el  litigio  por  todos  sus  trámites,  dictó  el  Tribunal  sen- 
tencia en  la  que.  al  mismo  tiempo  que  se  desestimaba  la  excepción  perento-  '  ¿| 
ria  por  no  haberse  admitido  anteriormente  como  dilatoria  y  no  ser  proce-  x-^ 
dentes  las  excepciones  en  el  primer  concepto,  sino  cuando  no  se  han  utiU-  *'^ 
zado  como  dilatorias*  según  el  art.  48  de  la  le/  de  13  de  Septiembre  de  1888, 
revocó  la  Real  orden  impugnada,  declarando  sin  valor  las  inscripciones  he- 
chas á  favor  de  la  heredera  de  Gil  y  Zarate,  y  las  notas  de   cancelación  i  5^ 
que  habían  dado  lugar,  sin  perjuicio  de  lo  que  en  su  día  resolvieran  los  Tribu-                  <'^ 
üáles  del  fuero  común  en  el  pleito  que  aparecía  promovido  ante  un  Juzgado 
de  esta  corte  entre  los  referidos  interesados.  Fundábase  la  sentencia  en  que 
no  pudo  accederse  por  la  Administración  á  la  solicitud  de  inscripción  pro- 
movida por  la  heredera  de  Gil  y  Zarate,  por  haberla  presentado  después  que 
había  expirado  el  plazo  de  un  año,  á  contar  del  día  en  que  la  Gaceta  de  Ma- 
drid anunció  que  quedaban  organizados  los  Registros,  cuyo  plazo  señala  el 
reglamento  para  la  ejecución  de  dicha  ley  á  fin  de  obtener  la  inscripción  de . 
las  obras  publicadas  con  anterioridad,  en  cuyo  caso  se  hallaban  las  obras 
mencionadas,  respecto  de  las  que  existían  otras  inscripciones  hechas  dentro 
de  aquel  término  á  favor  de  Delgado,  por.todo  lo  cual  no  pudo  accederse,  á 
la  pretensión  reseñada  sin  infracción  del  mencionado  precepto  reglamenta- 
rio, declarando,  por  último,  que  las  resoluciones  del  Gobierno  concediendo 
<S  negando  la  inscripción,  según  resulte  ó  no  ajustada  la  solicitud  á  las  dispo* 
43Íciones  vigentes  en  la  materia,  no  prejuzgan  las  cuestiones  que  puedan  pro- 
moverse entre  particulares  ante  los  Tribunales  del  fuero  ordinario  sobre  pro- 
piedad de  las  obras  literarias  y  en  virtud  d&  títulos  de  carácter  civil. 

Interpuesto  por  el  fiscal  recurso  extraordinario  de  revisión,  basado  sustan- 
cialmente  en  las  mismas  razones  en  que  se  había  apoyado  la  excepción  de 
incompetencia,  el  Gobierno,  de  conformidad  con  lo  consultado  por  la  mayo- 
ría del^Consejo  de  Estado,  lo  admitió  y  declaró  incompetente  al  Tribunal  de 
lo  Contencioso  administrativo  para  conocer  del  asunto.  Los  considerandos 
de  esta  decisión  establecen:  i.^,  que  la  determinación  de  si  procede  ó  ñola 
inscripción  de  obras  literarias  en  el  Registro  de  la  propiedad  intelectual  cons- 
tituye una  cuestión  que  entraña  la  de  un  derecho  de  propiedad,  encomen- 
dado por  la  ley  á  la  acción  de  los  Tribunales  del  fuero  común;  2.^,  que  las 
funciones  de  la  Administración  terminan  con  la  resolución  que  declara  que 
ha  lugar  ó  no  á  la  inscripción  pretendida,  y  que  contra  ella  pueden  reclamar 
ante  aquellos  Tribunales  los  que  se  crean  perjudicados  en  sus  derechos  con 
la  inscripción  que  se  mandara  efectuar  en  la  forma  y  manera  que  las  leyes 
determinan;  3.^,  que  para  que  el  Tribunal  de  lo  Contencioso-adminístrativo 
tenga  competencia  para  conocer  de  una  resolución  emanada  de  la  Adminis- 
tración, es  necesario  que  esa  resolución  reúna  la  circunstancia  de  que  el  de- 
recho  vulnerado  sea  de  índole  administrativa,  lo  cual  no  ocurría  en  el  caso 
de  que  se  trata,  en  que  el  derecho  invocado  por  el  actor  es  el  de  propiedad, 
de  naturaleza  puramente  civil. 

Es  de  notar,  en  el  asunto  que  ocasionó  el  recurso  de  que  queda  hecho  mé- 
rito, que  teniendo  así  el  fallo  como  la  decisión  un  punto  de  vista  común,  cual 
^es  el  que  las  cuestiones  de  propiedad  intelectual  son  de  la  competencia  de 
los  Tribunales  ordinarios,  el  primero  reconoce  ala  jurisdicción  administrativa 
la  facultad  de  entender  en  la  legalidad  de  la  inscripción  en  el  Registroi  y  de 
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dejar  sin  efecto  la  que  se  llevó  á  cabo  con  infracdón  de  las  disposiciones  que 
rigen  en  la  materia,  conceptaaado  este  acto  como  administrativo  y  como  de- 
recho de  este  orden  el  que  se  funda  en  una  icscripción  ya  efectuada,  esti- 
mándolo como  una  posesión  sai  geHcris,  que  la  Jurisdicción  contenci  oso-ad- 
ministrativa puede  restablecer  por  sus  faltos  si  fuese  perturbada,  al  paso 
que  la  decisión  parte  del  supuesto  de  que,  pues  la  Real  orden  objeto  de  la 
demanda  resolvió  acerca  del  mejor  derecho  de  los  dos  particulares  para  íns- 
cribif  determinadas  obras  en  el  Registro,  suscitaba  aquella  disposición  una 
cuestión  de  propiedad  y  colocaba  ésta  fuera  de  la  acción  de  los  Tribunales 
de  lo  Contencioso  administrativo,  y  además,  que  la  inscripción  es  un  símbolo 
de  la  propiedad,  y  por  tanto,  que  su  impugnación  tiene  el  carácter  de  una 
acción  de  dominio,  de  la  exclusiva  acción  de  los  Tribunales  ordinarios,  únicos 
competentes  para  dejar  sin  efecto  aquel  acto  de  la  Administración. 

Cualquiera  que  sea  la  opinión  que  respecto  de  esta  cuestión  doctrinal  se 
profese,  es  lo  cierto  que,  con  arreglo  á  los  términos  de  la  decisión  analizada, 
las  Reales  órdenes  que,  respondiendo  á  las  solicitudes  de  los  particulares, 
concedan  ó  nieguen  la  inscripción,  cuando  ha  sido  reclamada  por  más  de  un 
interesado,  están  sujetas  á  la  acción  y  competencia  de  los  Tribunales  llama- 
dos á  decidir  en  las  cuestiones  de  orden  civil. 

No  tengo  noticia  de  que  con  posterioridad  á  dicha  decisión  se  haya  pre- 
sentado id  Tribunal  de  lo  Contencioso-administrativo  otro  asunto  de  esta 
especie. 

A  extender  su  doctrina  á  todas  aquellas  materias  en  que  !a  Administración 
dicta  disposiciones  encaminadas  á  determinar  el  estado  posesorio,  no  obs- 
tante ser  susceptibles  de  propiedad  más  ó  menos  limitada,  como  minas, 
aguas,  etc.,  bien  podría  crearse  una  nueva  jurisprudencia,  en  cuya  virtud 
semejantes  actos  administrativos,  siquiera  no  resuelvan  cuestiones  de  domi- 
nio, sólo  podrán  impugnarse  ante  los  Tribunales  ordinarios.  La  prudencia 
aconseja  no  darla  más  extensión  que  la  establecida  en  la  decisión  referida, 
contrayéndola  á  los  incidentes  de  propiedad  literaria  sobre  que  aquélla 
recayó. 

El  tercer  recurso  extraordinario  de  revisión  versó  sobre  una  sentencia  dic- 
tada en  un  asunto  relativo  á  un  contrato  de  embarque  de  quintos  para  Ul- 
tramar. 

Habíase  autorizado  á  D.  Ramón  Felip,  en  Real  orden  expedida  por  el  Mi- 
nisterio de  la  Guerra  en  24  de  Junio  de  1885,  para  que  con  sujeción  á  ciertas 
basespresentase  voluntarios  para  los  ejércitos  de  Ultramar,  en  lugar  del  cupo 
que  se  designase  á  las  provincias  en  los  reemplazos  de  1885  y  18S6,  facul- 
tándole al  mismo  tiempo  para  contratar  las  redenciones  con  los  quintos  de  di- 
chos reemplazos  en  términos  que  á  cada  voluntario  que  presentase  correspon- 
diese la  redención  de  nn  mozo.  Aunque  el  Gobierno  se  reservó,  en  vista  de  los 
resultados  que  se  produjesen,  aceptar  ó  no  el  sistema  en  los  reemplazos  suce- 
sivos, y  si  bien  se  declaró  que  la  concesión  tenía  el  carácter  de  ensayo,  se 
elevó  el  compromiso  á  escritura  pública.  Por  Reales  órdenes  de  31  de  Octu- 
bre y  4  y  5  de  Diciembre  de  1885,  se  lesolvió  respectivamente  cubrir  las 
bajas  del  ejército  de  Pueito  Rico  con  i.ioo  voluntarios,  fijaren  5,000  el 
cupo  de  Cuba  y  en  400  el  de  Filipinas.  Total,  6.500.  Por  otra  del  19  del 
mismo  último  mes  y  aBo  se  dispuso  la  concentración  de  voluntarios  y  susti- 
íufcs  procedentes  de  anteriores  reemplazos,  expresando  que  no  había  de  exce- 
der el  Contingente  total  de  los  destinados  á  Cuba  de  los  5.000  fijados,  de- 
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biendo dichos  sustituios  y  voluntarios^  que  ascendían  á  1.971,  ser  preferidos  á 
los  que  se  presentasen  en  otro  concepto,  con  arreglo  á  disposiciopes  ante- 
riores. 

No  tardaron  las  desavenencias  entre  la  Administración  y  Felip  en  surgir,  ya 
acerca  de  la  inteligencia  y  del  alcance  del  convenio,  ya  respecto  de  la  ejecu- 
ción del  servicio,  y  en.  7  de  Marzo  de  i886  se  ordenó  á  los  Capitanes  gene- 
rales de  distrito  que  se  suspendiese  el  formalizar  las  operaciones  de  reden- 
ción con  la  empresa,  que  quedasen  sin  efecto  las  concesiones  hechas  á  aqué- 
lla y  que  las  cantidades  que  como  producto  de  las  redenciones  habían  ingre- 
sado en  varias  casas  de  banca  fueran  trasladadas  á  las  cajas  públicas  hasta 
que  sobre  cada  caso  se  resolviese  lo  que  correspondiera.  Otra  resolución, 
f»cha  19  de  Marzo,  dispuso  que  fuesen  válidas  las  redenciones  efectuadas 
hasta  el  día  8  del  propio  mes,  y  por  una  de  31  del  mismo  se  decidió  que  se 
admitieran  á  Felip  los  voluntarios  que  presentase  hasta  completar  el  número 
de  400  hombres  para  Filipinas  y  5 .000  para  Cuba,  rebajando  de  esta  cifra 
los  voluntarios  y  sustitutos  anteriores  á  la  comisión  Felip.  Siguiéronse  otras 
resoluciones  posteriores  más  ó  menos  desfavorables  al;  contratista;  pero  con- 
íirmando  la  validez  de  las  redenciones  llevadas  á  cabo  hasta  el  8  de  Marzo 
de  1886,  dentro  de  las  cifras  anteriormente  señaladas  para  cada  ejército, 
hasta  que  recayó  una  Real  orden  de  14  de  Marzo  de  1887,  que,  entre  otros 
extremos,  declaró  al  Estado  subrogado  en  los  derechos  del  contratista  para 
hacer  efectivos  de  los  respectivos  banqueros  los  depósitos  hechos  por  los 
reclutas  que  pretendieron  redimirse  por  medio  de  aquél,  á  quien  se  hacía  res- 
ponsable de. los  mencionados  depósitos.  Contra  esta  Real  orden  dedujo.  Felip 
demanda  contencioso-administrativa,  pidiendo  su  revocación  y  consiguiente 
declaración  de  que  tenía  derecho  á  presentar  voluntarios  con  destino  á  Ultra- 
mar en  número  igual  al  de  quintos  que  con  él  tenían  contratada  la  redención 
hasta  el  8  de  Marzo  de  1886,  ó  á  lo  menos  hasta  completar  el  número  de 
6.500  que  se  le  habían  pedido,'y  que  si  no  había  lugar  á  la  admisión  de  vo- 
luntarios, se  le  indemnizase  de  los  perjuicios  ocasionados  y  gastos  hechps 
para  las  contratas  con  los  quintos,  é  interés  legal  correspondiente,  desde  la 
publicación  de  la  Real  orden  de  14  de  Mayo  de  1886  impugnada.  Opúsose, 
el  fiscal  á  la  admisión  de  la  demanda,  y  más  tarde  propuso  excepción  dila- 
toria, fundándose  en  que  dicha  última  Real  orden  era  reproducción  en  su 
parte  esencial  de  las  de  7  y  31  de  Marzo  dé  1886,  ya  citadas,  con3entidas 
por  el  reclamante,  y  que  constituyen  actos  de  gobierno  no  sujetos  á  revisión 
en  vía  contenciosa. 

Desestimada  la  excepción,  requirió  el  fiscal  al  Tribunal  para  que  se  abstu- 
viera de  conocer  en  el  asunto,  ó  en  caso  contrario,  se  entendiese  preparado 
el  recurso  extraordinario  de  revisión.  En  la  contestación  á  la  demanda  soli- 
citó el  fiscal  la  confirmación  de  la  Real  orden  impugnada.  En  el  acto  de  la 
vista  del  pleito  concretó  la  parte  actora  su  pretensión  al  derecho  de  embar- 
car voluntarios  hasta  el  número  de  6.500,  que  decía  pedidos  por  el  Gobierno, 
y  si  á  esto  no  hubiera  lugar,  á  la  indemnización  de  los  gastos  que  justificase 
habérsele  ocasionado  por  la  rescisión. 

El  Tribunal,  en  su  sentencia,  después  de  estimarse  competente,  confirmó 
la  Real  orden  impugnada;  pero  declaró  á  Felip,  tan  luego  como  aceptase  la 
subrogación  del  Estado  en  sus  derechos  para  hacer  efectivos  los  depósitos, 
con  acción  á  ser  indemnizado,  por  cuenta  de  estos  mismos  depósitos,  de  los 
gastos  y  desembolsos  que  en  el  expediente  gubernativo^  que  podría  promover 
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al  efecto,  justificase  haber  hecho,  para  las  redenciones  de  quinfásy  correlatwas 
sustituciones  con  voluntarios  que  creyó  poder  contratar,  con  arregío  ai  cupo  de 
Ctil>a  que  ¡e  Jué  fijado  por  Real  orden  de  4  de  Diciembre  de  1885  y  que  no 
le  fueron  recibidos.  Fundó  el  Tribunal  su  fallo  en  cuanto  á  la  competencia: 
i.°,  en  que  s¡  bien  ejerció  el  Ministro  de  la  Guerra  facultades  discrecionales, 
en  cuanto  rescindió  por  razones  de  gobierno  una  concesión  otorgada  por 
vía  de  ensayo,  y  declaró  definitivamente  redimidos  á  metálico  los  reclutas 
que  tenían  conseguida  su  redención  provisional,  no  se  puede  afirmar  que 
dichas  facultades  alcanzaban  á  intervenir  en  contratos  de  índole  civil  garan- 
tidos por  escritura  pública,  añadiendo. que  estas  cuestiones  son  de  la  compe- 
tencia de  la  jurisdicción  contencioso-administrativa,  conforme  á  los  ar- 
tículos 4,°  y  5  o  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888,  y  que  no  pudien- 
do  negarse  jurídicamente  el  concepto  de  contrato  á  la  estipulación  concer- 
tada entre  la  Administración  y  Felip,  pues  como  tal  fué  elevada  á  escritura 
pública  y  considerada  por  los  centros  de  la  Administración  y  por  el  Consejo 
de  Estado  en  los  informes  que  emitió  en  la  vía  gubernativa,  sin  que  á  ello  sea 
obstáculo  el  que  fuera  estipulado  por  vía  de  ensayo,  no  eran  ajenos  sus  efec- 
tos á  la  jurisdicción  del  Tribunal  de  lo  Contencioso;  2.°,  en  que  si  bien  no 
se  da  el  recurso  de  aquel  orden,  conforme  al  núm.  3.0  del  art.  4.°  de  la  ley 
meucionada,  contra  las  Reales  órdenes  que  sean  reproducción  de  otras  ante- 
riores que  causaren  estado  y  no  fueren  reclamadas,  no  se  podía  entender  la 
Real  orden  impugnada  en  la  demanda  como  reproducción  de  las  de  7  y  31 
de  Marzo  de  18S6,  porque  en  éstas,  lo  que  se  hace  es  dejar  sin  efecto  la 
concesión  otorgada  á  Felip,  y  disponer  que  los  talones  de  las  casas  particu- 
lares de  banca  entregados  como  resguardo  de  las  cantidades  depositadas 
para  tas  redenciones  pasen  á  las  sucursales  de  la  Caja  general  del  Estado, 
hasta  que  sobre  cada  caso  se  resuelva  lo  qiie  corresponda,  que  se  admitan  al 
concesionario  Felip  los  voluntarios  que  presente  para  completar  el  número 
de  hombres  pedidos  para  los  ejércitos  de  Ultramar,  rebajados  los  volunta- 
rios y  sustitutos  anteriores  á  dicha  concesión,  y  que  son  válidas  dentro  de 
las  cifras  señaladas  para  cada  ejército  las  redenciones  llevadas  á  cabo  hasta 
el  día  8  de  Marzo,  fecha  de  la  cesación  del  convenio,  al  paso  que  en  la  de 

14  de  Mayo  de  1887  lo  que  se  resuelve  es  que  se  consideren  redimidos  á 
metálico  los  quintos  que  hicieron  el  depósito  de  1.250  pesetas  antes  del  día 
8  de  Marzo,  en  cuanto  dichas  sumas  ingresen  en  la  Caja  general  de  Depósi- 
tos 6  en  las  Delegaciones  de  Hacienda  respectivas,  que  el  Estado  queda 
subrogado  en  los  derechos  de  Felip  para  hacer  efectivos  los  depósitos  de 
los  que  se  presentaron  para  ser  redimidos,  y  que  el  mencionado  Felip  queda 
subsidiariamente  responsable  del  importe  de  derechos  de  depósito;  por 
todo  lo  cual  era  manifiesto  que  lo  que  en  Marzo  de  1886  fué  mera  suspen- 
sión del  resultado  de  los  contratos  de  redención,  y  mera  caución  euca- 
minada  á  poner  á  salvo  cantidades  sobre  cuya  pertenencia  nada  definitivo  se 
resolvía,  en  Mayo  de  1887  era  ya  declaración  terminante  de  la  situación  de 
cada  mozo  y  adjudicación  formal  al  Estado  del  precio  de  cada  redención; 

3,0,  en  que  los  otros  extremos  relativos  á  la  subrogación  del  Estado  en  los 
-lerechos  de  Felip  y  á  la  responsabilidad  de  éste  son  puntos  acerca  de  los 
■íuales  nada  resolvían  ni  podían  resolver  las  Reales  órdenes  de  7  y  31    de 

Marzo  de  1886,  por  lo  cual  era  evidente  que  mal  podía  en  sus  diferentes 

■xtremos  considerarse  la  Real  orden  reclamada  de  Mayo  de  1887  como  re- 
producción de  las  anteriores. 


—  503  — 

Respecto  de  la  competencia  para  decidir  acerca  del  punto  relativo  á  la 
indemnización,  como  lo  hizo  el  Tribunal,  con  las  restricciones,  coodicíÓD  y 
limitaciones  que  quedan  expuestas,  aquél  se  fundó:  i.*^,  en  que  habiéndola 
solicitado  el  interesado  en  la  instancia  que  elevó  al  Ministerio  de  la  Guerra 
contra  la  Real  orden  de  I2  de  Julio  de  1888,  y  propuesta  entonces  de  un 
modo  condicional,  con  el  ofrecimiento  de  desistir  de  la  demanda  si  fuere 
resuelta  favorablemente,  fué  objeto  del  informe  del  Consejo  de  Estado  en 
pleno,  el  cual  opinó  que  debía  alegarse  en  el  recurso  contencioso-adminisu-aíivo 
pendiente,  y  de  conformidad  con  su  dictamen  se  consignó  en  los  consideran- 
dos de  la  Real  orden  circular  de  8  de  Mayo  de  1889  que  la  expreaada  soli- 
citud no  era  admisible  en  la  vía  gubernativa  y  con  independencia;  pero  que  le 
quedaba  al  interesado  el  derecho  de  producirla  en  la  vía  contenciosa;  2  P,  que 
cuando  la  jurisdicción  contenciosa  debe,  por  razcuies  de  competencia  ó  de 
justicia,  mantener  la  rescisión  de  un  contrato  celebrado  por  la  Administra- 
ción para  la  ejecución  de  los  servicios  de  carácter  público,  esto  no  impide 
que  pueda  acordar  en  determinados  casos,  y  con  las  limitaciones  que  proce- 
dan, la  indemnización  á  favor  de  los  particulares  que  estime  que  debe  ;icom- 
paBar  á  la  misma  rescisión. 

Respecto  á  tas  razones  en  cuya  virtud  se  confirmó  la  Real  orden  impugna- 
da y  se  declaró  á  Felip  con  acción  á  ser  indemnizado  en  los  términos  limita- 
dos y  condicionales  que  se  ha  dicho,  es  excusado  entrar  en  explicaciones, 
pues  no  ofrecen  interés  ajguno  para  el  objeto  de  estos  apuntes,  atendiendo 
á  qne  el  recurso  extraordinario  de  revisión  no  resuelve  sobre  la  justicia  de  la 
parte  decisiva,  ó  sea  del  fondo  del  fallo  recurrido,  sino  sobre  la  competen- 
cia ó  incompetencia  del  Tribunal  para  dictarla. 

Innecesario  es  también  detallar  las  consideraciones  que  el  fiscal  opuRo  para 
fundar  la  incompetencia  del  Tribunal  de  lo  Contencioso -administrativo  en 
todos  los  extremos  de  su  fallo,  de  conformidad  con  la  opinión  sustentada  por 
la  minoría  del  Tribunal  en  su  voto  particular  que  declaraba  al  mismo  uicom- 
petente  para  conocer  de  la  demanda,  pues  sus  fundamentos  están  resumidos 
en  lo  sustancial  en  el  Real  decreto  de  16  de  Octubre  de  1S91,  que  d(.'claro 
haber  lugar  al  referido  recurso.  Sustenta  éste  en  sus  considerandos,  entre 
otros  extremos  de  menos  importancia:  i.°,  que  no  puede  estimarse  conlrato 
la  autorización  otorgada  por  vía  de  ensayo  á  Felip,  pues  no  se  llenaron  los 
requisitos  prevenidos  en  el  Real  decreto  de  27  de  Febrero  de  1852  para  la 
contratación  de  servicios  y  obras  públicas,  existiendo  además  la  circunstancia 
de  que  la  Real  orden  de  24  de  Junio  de  1885  no  dice  que  celebra  contrato. 
sino  que  otorga  concesión,  las  cuales,  al  revés  de  los  contratos,  que  sl-  pue- 
den rescindir  ó  anular,  caducan  ó  se  dejan  sin  efecto,  como  así  lo  expresó  la 
Real  orden  de  7  de  Marzo  de  18S6,  sin  que  la  circunstancia  de  haber  elevado 
á  escritura  pública  la  aceptación  que  el  concesionario  prestó  á  las  bases  o  con- 
diciones con  que  la  concesión  se  otorgó  pueda  alterar  la  naturaleza  dt-  esta, 
por  ser  cuestión  de  forma;  2  o,  que  declarada  sin  efecto  por  la  Real  orden 
de  7  de  Marzo  de  188Ó  la  concesión  otorgada  y  consentida  ésta  por  t^l  con- 
cesionario, en  cuanto  no  reclamó  contra  ella,  quedó  extinguido  el  \iiiciilo 
legal  entre  la  Administración  y  dicho  concesionario,  razón  por  la  que  110  po- 
día éste  ya  alegar  respecto  de  las  resoluciones  anteriores  que  la  Administra- 
ción pudiera  dictar  que  lesionaban  derecho  alguno  prexistente;  3,0,  que  desde 
el  momento  en  que  queda  extinguida  una  concesión  administrativa,  las  reso- 
luciones del  Gobierno  para  constituir  un  nuevo  estado  legal  de  lo  que  fue  ob- 
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jeto  de  la  concesión  se  dictan  en  virtud  de  la  potestad  discrecional  que  al 
mismo  compete;  4.'',  que  es  indudable  la  incompetencia  del  Tiibunai  por  lo 
que  se  lefiere  á  las  pretensiones  á  que  el  actor  circunscribió  la  demanda  en 
el  acto  de  la  vista,  pues  en  lo  que  se  refiere  á  su  derecho  á  redimir  quintos 
hasta  el  niimerode  6.500,  habfa  sido  negada  !a  pretensión  por  Reales  órdenes 
anteriores  consentidas,  y  por  lo  que  respecta  á  la  indemnización  de  daños  y 
perjuicios,  no  habiendo  sido  objeto  de  revisión  en  la  vía  gubernativa,  no  po- 
día deducirse  en  la  contenciosa. 

Grande  es  la  trascendencia  de  la  doctrina  que  se  sentó  en  este  Real  decreto 
que,  como  la  mayor  parte  de  las  resoluciones  de  su  clase,  pasó  sin  discusión 
algTina  de  parte  de  la  prensa  jurídica,  y  extensísimas  sus  consecuencias,  si  se 
hubieran  de  estimar  rigorosamente  aplicables  á  todos  los  asuntos  de  su  Índole 
y  á  todos  los  accidentes  de  la  gestión  administrativa  de  la  naturaleza  de  los 
que  son  objeto  de  sus  considerandos.  Trascendencia  de  apellidar  concesio- 
nes en  los  decretos  que  les  sirven  de  base  á  los  conciertos  que  el  Estado  ce 
lebrc  con  .particulares  ó  empresas  para  realizar  un  servicio  público.  Influen- 
cia, en  cuanto  á  la  determinación  de  si  hay  contrato  ó  mera  concesión,  de  la 
falta  de  solemnidades  internas  y  á  pesar  de  la  existencia  de  otras  de  carácter 
externo.  Efectos  de  la  denominación  de  ensayo  que  se  dé  en  aquellos  actos 
á  los  términos  en  que  se  realiza  la  ejecución  de!  servicio  público  ó  al  servicio 
mismo,  esterilidad  de  la  petición  de  indemnización  en  la  vía  gubernativa,  si, 
aun  cuando  habiendo  sido  negada,  no  hubiera  sido  discutida  por  efecto  de  la 
voluntad  de  la  Administración  Falta  de  atribuciones  ea  la  jurisdicción  con- 
tencioso-administrativa  para  escuchar  reclamaciones  de  indemnización  que 
se  presenten,  como  compensación  de  la  denegación  de  la  pretensión  princi- 
pal ó  como  efecto  de  renunciar  á  ella.  Falta  de  jurisdicción  para  conocer  de 
las  resoluciones  en  que  la  Administración  activa  desarrolle  una  disposición 
de  gobierno  ú  otra  anteriormente  consentida,  aunque  aquéllas  encierren  nove- 
dades ó  se  extiendan  á  puntos  sobre  que  no  recayó  ésta  ó  afecten  derechos 
que  la  resolución  primera  no  afectó,  ó  no  afectó  en  igual  grado.  Todo  se 
presta  á  serio  estudio  por  su  doctrina  y  por  sus  consecuencias  jurídicas  en  el 
orden  teórico  y  en  la  jurisprudencia.  No  basta  una  decisión  para  fundar  en 
ella  tan  preciosa  fuente  de  derecho.  Preciso  es  esperar  á  que  nuevas  decisio- 
nes recaídas  en  materias  que,  aunque  no  sean  de  la  propia  especie,  sean  del 
mismo  género,  vengan  á  robustecerla,  si  es  que  no  vienen  á  alterarla. 

No  abandonaré  esta  materia  sin  hacer  una  observación.  El  art.  481;)  del 
reglamento  de  29  de  Diciembre  de  1890  ordena  que  los  Ministros  del  Tri- 
bunal de  lo  Contencioso -administrativo  no  concurran  al  Consejo  de  Estado 
en  pleno  cuando  se  trate  de  competencias  que  se  refieran  á  la  de  aquel  Tri- 
bunal, Disposición  justa  es  ésta,  en  cuanto  priva  á  los  Ministros  de  voto  en 
estos  asuntos;  pero  no  la  hallo  conveniente  para  la  ilustración  dei  negocio, 
en  cuanto  veda  la  asistencia  al  Consejo  pleno  de  dichos  Ministros  en  abso- 
luto. Mucho  ganaría  aquélla  sí  el  Tribunal  fuese  oído  acerca  de  los  funda- 
mentos del  fallo  recurrido  por  uno  6  dos  de  sus  Ministros  que  expusiesen 
los  nioti/os  de  tal  juicio  y  se  retirasen  antes -de  la  votación.  El  procedimiento 
actual  introduce  una  excepción  radical  respecto  á  lo  establecido  para  las 
demás  secciones  del  Consejo  pleno,  sicmpie  representadas  en  su  seno  cuan- 
do se  trata  de  discutir  y  aun  de  votar  sus  dictámenes.  Si  este  procedimiento 
ofreciese  inconvenientes,  preciso  sería  buscar  la  plenitud  de  instrucción  en 
el  Consejo,  llamado  á  decidir  en  tal  conflicto,  con  la  celebración  de  vista 


-  505  — 

pública  ante  el  mismo,  en  que  sé  expusiere  por  el  fiscal  y  la  parte  interesada 
en  la  subsistencia  del  fallo  recurrido  las  razones  que  en  pro  y  en  contra  de 
éste  militasen. 


IV 

Respecto  del  incidente  de  ejecución  de  sentencia,  que  más  bien  podría 
llamarse  de  inejecución,  tan  sólo  el  que  suscribe  tiene  noticia  de  un  caso. 

El  Tribunal  de  lo  Contencioso,  en  sentencia  del  i6  de  Junio  de  1890,  ha- 
bía declarado  válido  el  nombramiento  de  escribano  de  actuaciones  de  un 
Juzgado  de  primera  instancia  de  la  Habana,  efectuado  por  la  Sala  de  go- 
bierno de  aquella  Audiencia  en  D.  Ventura  Rodríguez,  contra  lo  determinado 
en  una  Real  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Ultramar  en  26  de  Diciem- 
bre de  1888.  Dicho  Juzgado  había  sido  suprimido  con  anterioridad  á  dicho 
fallo  y  adscritas  ^us  escribanías  á  otro  juzgado  de  la  Habana,  y  más  tarde, 
y  á  consecuencia  de  reformas  hechas  en  la  administración  de  justicia,  fué 
agregado  el  distrito  de  este  último  Juzgado  al  llamado  del  Este,  de  nueva 
creación,  siendo  asignados  al  último  los  escribanos  de  actuaciones  del  ante- 
rior, mandándose  que  se  amortizasen  las  dos  primeras  vacantes  que  ocurrie- 
ren. En  consecuencia  de  este  último  extremo  y  reputándose  vacante  la  plaza 
qne  fué  objeto  del  pleito  por  haberse  desaprobado  por  la  Real  orden  impug- 
nada en  el  mismo  la  provisión  que  en^  favor  del  actor  había  recaído,  la  Ad- 
ministración de  la  Isla  decretó  la  amortización  de  dicha  escribanía,  y  se 
acordó  que  pasasen  los  asuntos  á  ella  correspondientes  al  repartimiento  ge- 
Aeral,  y  que  de  los  mismos  se  hiciese  entrega  al  escribano  más  antiguo.  En 
este  estado  de  cosas  promovióse  el  incidente,*pidiendo  el  que  se  consideraba 
lastimado  por  el  incumplimiento  de  la  sentencia,  además  de  la  indemniza- 
ción de  perjuicios  y  gastos  del  litigio,  por  no  haberse  llevado  á  ejecución 
aquélla,  que  se  procediese  á  su  cumplimiento,  poniendo  al  interesado  en 
posesión  de  la  escribanía  para  que  fué  nombrado,  con  otras  pretensiones  que 
en  el  acto  de  la  vista  fueron  retiradas.  Opúsose  el  fiscal  á  la  reclamación, 
fundándose,  entre  otras  razones,  en  que  no  habiendo  tenido  otro  objeto  la 
sentencia  referida  que  declarar  bien  hecho  el  nombramiento  interino  de  Ro- 
dríguez para  la  escribanía  en  cuestión,  y  habiendo  ésta  sido  suprimida  por 
tin  acto  legitimo  de  la  Administración,  era  imposible  cumplir  la  sentencia 
tantas  veces  citada.  ' 

El  Tribunal,  estimando  que  de  las  dos  cuestiones  planteadas  en  el  inci- 
dente, á  saber:  declaración  de  cumplimiento  inexcusable  de  la  sentencia 
de  16  de  Junio  de  1890  é  indemnización  de  daños  y  perjuicios  por  el  apla- 
zamiento en  la  ejecución  de  aquélla,  la  primera  no  era  de  la  competencia 
del  Tribunal,  en  cuanto  elart.  83  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888  la 
encomienda  al  Ministro  ó  autoridad  administrativa  correspondiente,  se  de- 
claró incompetente  respecto  de  este  extremo.  En  cuanto  al  otro,  el  Tribu- 
nal, considerando  que  la  Administración  estimó  necesaria  la  suspensión  de  la 
sentencia,  y  que  desde  que  ésta  media,  procede  que  el  Tribunal  declare  la 
indemnización  que  corresponda  por  el  aplazamiento  al  particular  que  la  so- 
licita, conforme  al  art.  85  de  la  mencionada  ley,  sin  que  á  ello  fuese  obs- 
táculo en  el  presente  caso  que  la  escribanía  de  que  se  trata  hubiese  sido  su- 
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pntuida  en  virtud  de  acaerdo  de  la  Administración,  porqne  en  este  acuerdo 
se  dispuso  quedase  aquélla  amortizada  por  no  haberse  aprobado  de  Real 
orden  ci  nombramiento  recaído  en  Rodríguez;  y  por  último,  que  desde  que 
dicho  nombramiento  se  declaró  válido  y  eficaz  por  sentencia  de  16  de  Junio 
de  1890,  posterior  al  referido  acuerdo,  no  pudo  sostenerse  la  subsistencia 
de  la  amortización,  por  oponerse  á  un  fallo  que  la  invalidaba,  declaró  el  de- 
recho de  Rodríguez  á  ser  indemnizado  desde  la  lecha  de  la  sentencia  citada 
hasta  que  se  le  pusiese  en  posesión  de  la  escribanía  para  que  se  le  nombró, 
ú  otra  anábga,  abonándole  al  efecto  una  cantidad  equivalente  á  la  de  los 
productos  líquidos  del  oficio,  regulados  en  la  forma  que  expresaba  uno  de 
los  considerandos,  y  que  es  inútil  detallar  para  nuestro  objeto. 

El  Gobierno  ajustó  su  conducta  á  esta  decisión,  cuyo  cumplimiento  faci- 
litó la  circtinstancia  de  haber  vacado  otra  de  las  escribanías  de  actuaciones 
de  la  Habana,  que  fué  provista  en  el  interesado.  Preciso  es  confesar  que,  de 
no  haberse  presentado  esta  coincidencia,  el  asunto  se  hubiera  prestado  á 
complicaciones  Porque,  en  suma,  ¿en  qué  estaba  la  diferencia  de  apreciación 
entre  la  Administración  y  la  doctrina  que  vino  á  admitirse  en  el  fallo  del  in- 
cidente? La  primera  sostenía,  ya  por  medio  del  fiscal,  ya  de  comunicacio- 
nes que  vinieron  á  los  autos,  que,  pues  el  cargo  al  cual  se  declaró  á  Rodrí- 
guez con  derecho,  había  sido  amortizado  con  anterioridad  á  la  sentencia 
dictada  en  el  pleito  promovido  por  aquél,  en  atención  á  hallarse  vacante  en 
virtud  de  la  Kcal  orden  de  26  de  Diciembre  de  1888,  que  desaprobó  el 
nombramiento  hecho  en  su  persona  por  la  Junta  de  Gobierno  de  ia  Audien- 
cia, y  df  iiaberse  declarado  por  autoridad  competente  amortizadas  las  plazas 
de  aquella  clase  que  estuviesen  vacantes  á  la  fecha  de  aquella  resolución,  ia 
sentencia  no  resultaba  suspendida,  sino  incumplida  por  imposibilidad  real, 
por  la  fiieria  de  las  cosas,  esto  es,  por  no  existir  la  materia  sobre  que  recaía, 
al  paso  que  el  Tribunal  estimaba  que  ésta,  ó  sea  la  escribanía  de  que  se 
trata,  quedó  restablecida  de  derecho,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  dejó  de  estar 
válidamente  suprimida  desde  que  la  sentencia  de  16  de  Junio  de  1890  de- 
claró valido,  al  revocar  la  Real  orden  impugnada,  el  nombramiento  de  la 
Junta  de  Gobierno.  Si  la  Administración  hubiese  insistido  en  su  punto  de 
vista,  es  indudable  que  el  conflicto  hubiera  sobrevenido.  Et  temor  de  que 
puedan  presentarse  casos  graves  en  los  que  no  reine  en  todos  un  espíritu 
exquisito  de  pru.lcncia,  ha  hecho  pensar  á  algunos  en  si  convendría  que 
cuando  se  trate  de  la  alta  autoridad  de  los  Ministros,  denundada  que  fuese  la 
demora  ante  el  Tribunal  de  !o  Contencioso -administrativo,  éste,  con  audien- 
cia del  fiscal,  pasase  el  recurso  con  su  informe  al  Ministerio  respectivo,  el 
que,  en  caso  de  no  conformarse  con  el  dictamen  del  Tribunal,  propusiese  á 
las  Cortes  lo  que  procediese,  tanto  acerca  del  cumplimiento  de  la  sentencia 
como  de  las  indemnizaciones  que  pudiesen  corrcsponderle.  Porque  no  basta 
decir  que  el  Tribunal  nunca  puede  compeler  á  la  Administración  al  cumpli- 
miento del  fallo  suspendido,  sino  acordar  la  indemnización  que  proceda  por 
razón  de  h  suspensión,  pues  es  indudable  que  al  declarar  que  ha  mediado 
ésta,  tiene  que  apieciar,  como  en  el  caso  de  que  se  trata  ocurrió,  el  hecho 
misma  de  la  suspensión  y  los  motivos  que  la  ocasionaron,  y  la  conducta  de 
la  autoridad  correspondiente,  estableciendo,  como  en  dicho  caso  sucedió 
también,  la  naturaleza  y  cuantía  de  la  indemnización  que  tal  vez  pueda  esti- 
marse inaplicable,  sin  que  contra  el  juicio  del  Tribunal,  abusivo,  ó  que  grave 
desproporcionadamente  los  intereses  públicas,  quepa  recurso  alguno. 
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Es  verdad  que  la  mira  de  la  ley,  en  esta  parte  de  sus  disposiciones,  es 
que  no  queden  desatendidos  los  fallos  de  la  jurisdicción  contencioso  admi- 
nistrativa, cosa  ocasionada  á  peligros  tratándose  de  las  autoridades  provin- 
ciales y  locales,  pero  menos  presumible  cuando  del  Gobierno  de  S.  M.  se 
trata,  y  en  todo  caso  habiendo  de  ser  intervenido  y  revisado  su  acuerdo  por 
la  alta  autoridad  del  Poder  legislativo,  al  que  no  puede  menos  de  conside- 
rársele desinteresado  y,  por  lo  mismo,  imparcial,  en  la  decisión  de  estos  con- 
flictos y  de  sus  naturales  consecuencias. 
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Lo  expuesto  demuestra  la  razón  con  que  queda  asentado  que  la  práctica 
de  cuatro  aSos  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888  no  ha  ofrecido  ni 
dificultad  ni  conflicto  serio.  Tres  recursos  extraordinarios  de  revisión.  Un  in- 
cumplimiento de  sentencia.  Hé  aquí  los  únicos  hechos  que  han  alterado  la 
serenidad  de  las  relaciones  entre  el  Tribunal  y  el  Gobierno,  sin  que  pqeda 
decirse  que  han  afectado  á  la  normalidad,  puesto  que  los  recursos  é  inciden- 
tes que  quedan  reseñados  están  previstos  en  la  ley  orgánica  de  esta  juris- 
dicción. 

No  se  concibe,  pues,  cuál  pueda  ser  el  fundamento  de  las  corrientes  que 
en  estos  últimos  tiempos  se  han  sentido  con  tendencia  á  alterar  profunda- 
mente el  modo  de  ser  de  esta  jurisdicción,  no  tanto  en  lo  que  toca  á  sus 
condiciones  constitutivas,  propiamente  dichas,  como  á  la  organización  ó  sea 
á  la  designación  del  Tribunal  que  ha  de  estar  encargado  de  ella.  Este  movi- 
miento ha  hecho  ver  que  la  existencia  de  la  jurisdicción  contencioso-admi- 
nistrativa  con  independencia  de  la  jurisdicción  ordinaria  está  arraigada  en 
la  opinión.  No  está,  pues,  en  realidad,  en  tela  de  juicio  su  supresión,  sino  su 
traslación  del  Tribunal  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado  á  una  Sala 
del  Tribunal  Supremo.  La  causa  eficiente  es  la  economía  en  el  presupuesto 
del  Estado.  Sólo  el  desconocimiento  del  número  de  asuntos  que  anualmente 
se  incoan  ante  el  Tribunal  de  lo  Contencioso  administrativo,  ó  que  vienen  á 
él  en  apelación,  puede  hacer  creer  que  sea  materialmente  posible  atribuir  su 
resolución  á  una  Sala  del  Tribunal  Supremo. 

Al  crearse  el  Tribunal  de  lo  Contencioso-administrativo,  pasaron  de  la 
Sección  y  Sala  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado,  según  datos  fide- 
dignos, los  siguientes: 

Pleitos  de  primera  instancia 1-581 

Pleitos  en  grado  de  apelación ; .  . .  123 

Total 1.704 


Estos  asuntos  han  ido  extinguiéndose,  y  á  la  fecha  en  que  se  escribe  esta 
Memoria  sólo  existen,  según  mis  noticias,  sin  fallar,  conclusos  y  preparados 
para  la  vista,  32,  y  en  tramitación  64. 

En  fin  del  año  corriente  se  habrán  extinguido,  según  todas  las  probabilida- 
des, con  la  sola  excepción  de  los  que  por  inacción  de  la  parte  se  hallen  pa- 
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ralizados  3ÍD  culpa  del  Tribunal,  y  éstos  no  tardarla  en  ser  fallados,  ó  deda- 
rados  incursos  en  caducidad  seg^n  los  interesados  los  promuevaD  ó  dejea 
olvidar.  La  terminación  de  este  contingente  heredado  ya  «staría  consumada 
si  el  Gobierno  hubiese  creído  oportuno,  conformándose  con  lo  que  propuso 
el  Tribun»!,  que  se  presentase  á  las  Cortes,  y  si  éstas  hubiesen  aprobado,  un 
proyecto  de  ley  destinado  á  crear  una  segunda  Sala  que  se  hubiera  dedicado 
á  la  vista  y  fallo  de  ios  asuntos  de  que  queda  hecho  mérito;  Sala  compuesta 
de  Ministros  titulares  del  Tribunal  y  Consejeros  de  Estado  letrados  de  las 
otras  Secciones,  pues  compuesto  aquél  de  once  Ministros  y  siendo  necesa- 
ria la  reunión  de  siete  para  dictar  sentencia,  era  evidente  la  imposibilidad  de 
constituir  con  sólo  los  Ministros  titulares,  más  de  una  Sala  para  tal  efecto. 
Próxima  como  está  la  extinción  de  dichos  asuntos,  no  hay  que  hablar  más 
de  ellos,  fijando  tan  sólo  la  atención  en  los  de  nueva  entrada: 
Estos  últimos  han  ascendido,  según  los  datos  indicados: 

En  el  33o  jurídico  de  i8S8  á  89  á 3^9 

En  el  de  1889  á  90 420 

En  el  de  1890  á  91 543 

En  el  de  189 1  á92 635 

Total  de  pleitos  incoados i  .959 
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Negocios  de  am^as  clases  terminados  por  sentencia  firme  o  por  caducidad. 


ss 
180 

2J2 
600 

750 
323 
Z40 

26S 

Sos 
503 
S12 
865 

i.io; 

1.S7S 

2.685 

En  18S8  ¿89 

En  1889390 

En  1890391 

En  1891  ¿92 

Total.  . 


Queda, pues,  un  remanente  de  asuntos  moderaos,  ósea  posteriores  á  la 
creación  del  Tribunal,  de  852. 

Esto  sentado,  este  dilema  es  inexcusable: 

O  las  Salas  del  Tribunal  Supremo  no  tienen  número  suficiente  de  asuntos 
que  las  ocupen,  en  cuyo  caso  deben  reducirse,  ó  tienen  número  suficiente,  y 
en  tal  caso  no  podrán  tomar  sobre  sf  la  nueva  carga  que  se  les  habría  de 
echar  encima,  representada  por  el  número  de  negocios  que  queda  reseñado, 
en  la  progresión  creciente  que  habrá  notado  el  lector  y  de  que  no  se  tieae 
idea  bastante.  O  habría,  pues,  un  aumento  de  Magistrados  y  Secretarios  de 
Sala  y  de  individuos  del  Ministerio  fiscal,  que  haría  estéril  é  inútil  la  supre- 
sión del  Tribunal  de  lo  Contencioso -administrativo,  ó  habría  que  renunciar  al 
despacho  sucesivo  y  corriente  de  los  negocios;  sin  que  baste  decir  que  los 
auxiliares  actuales  podrían  despachar  los  ordinarios  y  los  contencioso-admi- 
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nistratívoSi  paes  contra  tal  supuesto  se  levanta  el  dilema  de  que  antes  se  ha 
hecho  mención.  O  los  negocios  corrientes  no  absorben  las  horas  de  dichos 
atodliares,  en  cuyo  caso  sobran,  en  parte  al  menos»  ó  si  éstos  se  hallan  en 
proporción  con  el  número  de  asuntos»  la  nueva  carga  produciría  la  plétora  y 
la  detención. 

El  número  creciente  de  los  contencioso-administrativos  está  expresado  en 
las  cifras  que  quedan  trascritas.  Las  relaciones  de  la  Administración  con  los 
particulares  bien  puede  decirse  que  serán  cada  día  mayores,  teniendo  en 
cuenta  que  el  aumentó  de  la  riqueza  y  del  espíritu  de  empresa,  la  facilidad  de 
las  comunicaciones  y  la  iniciativa  y  adelanto  de  la  época  aumentan  el  nú- 
mero de  los  negocios,  y  con  éstos  la  importancia  y  frecuencia  de  aquellas 
relaciones  representadas  por  las  peticiones,  recursos  y  reclamaciones,  asi 
como  decisiones  á  que  éstos  dan  lugar.  <Qué  se  habría  ganado,  pues,  con 
esta  mudanza  de  domicilio?  La  creación  de  dificultades  y  embarazos  que  an- 
teriormente $e  han  tocado  con  la  reunión  en  un  mismo  Cuerpo  de  asuntos 
tan  tliversos  en  su  índole,  como  son  los  del  fuero  común  y  los  de  lo  conten- 
cioso-administrativo,  cada  grupo  de  los  cuales  requiere  idoneidades,  instruc- 
ciones, experiencias  y  hasta  sentimientos  del  propio  deber,  tan  diversos  que 
es  casi  imposible  ver  reunidos  en  las  mismas  personas. 

La  demostración  práctica  de  esta  verdad  no  está  muy  lejana.  Sin  hablar 
de  las  graves  dificultades  con  que  tropezó  en  el  bienio  de  1854  á  56,  en  que 
se  efectuó  la  grave  alteración  que  queda  resenada,  es  sabido  que  el  Gabinete 
que  presidió  el  Sr.  Ságasta  en  la  última  mitad  ¿le  1874  había  acordado,  en 
virtud  de  dificultades  análogas,  restablecer  aquella  jurisdicción  sobre  bases 
semejantes  á  aquellas  en  que  se  apoyaba  cuando  en  Octubre  de  1868  pasó 
á  los  referidos  Tribunales.  Así  lo  indica  el  Sr.  Gallostra  en  su  conocido  libro, 
con  la  autoridad  que  le  da  el  haber  desempeSado  en  la  época  aludida  el  car- 
gó de  Secretario  general  del  Consejo  de  Estado. 

Aquel  progreso  en  el  número  de  las  reclamaciones  contencioso-adminis- 
trativas  constituye  un  hecho  de  tal  manera  culminante,  que  si  la  presión  de 
las  economías  ha  de  pfoducir,  no  ya  la  imposibilidad  de  crear  una  segunda 
Sala,  sino  la  disminución  del  número  actual  de  Ministros  titulares,  hay  una 
necesidad  absoluta  de  pensar  en  la  reducción  del  radio  ó  esfera  de  acción  de 
la  competencia  de  esta  jurisdicción.  Limitada  con  anterioridad  á  la  legisla- 
ción vigente  por  varías  disposiciones  que  excluían  de  su  conocimiento  un 
número  considerable  de  asuntos,  era  posible  con  sólo  cuatro  Consejeros  po- 
nentes, que  con  el  Presidente  de  la  antigua  Sección  constituían  el  núcleo  del 
Tribunal,  satisfacer,  siquiera  fuese  de  un  modo  insuficiente,  al  despacho  de  los 
asuntos  que  anualmente  entraban  y  que  en  el  último  año  jurídico  del  ejercicio 
de  la  jurisdicción  retenida,  incluyendo  el  período  trascurrido  de  15  de  Julio  á 
15  de  Septiembre  de  1888,  no  pasó  de  249.  Ya  la  ley  de  31  de  Diciembre 
de  1 88 1,  sobre  el  procedimiento  económico-administrativo,  abrió  la  vía  con- 
tenciosa contra  las  providencias  gubernativas  de  segunda  instancia,  sin  excep- 
ción alguna,  siempre  que  el  asunto  sobre  que  versaren  constituyese  materia 
contencioso- administrativa*  y  aquéllas  causasen  estado,  infiriesen  lesión  de 
derecho  y  contuviesen  infracción  de  precepto  legal,  poniendo  término,  por 
consiguiente,  á  las  excepciones  que  opuso  á  la  promoción  de  dichos  recurv- 
aos el  Real  decreto  suscrito  por  el  Sr.  D.  Juan  Bravo  Murillo,  que  lleva  la 
fecha  de  20  de  Septiembre  de  1852.  Ordenaba  éste  que  en  materia  de  con- 
tribuciones directas  conociese  la  jurisdicción  contencioso-administrativa  de 
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las  rrclamactoDCs  de  los  cootríbuyentes,  Telativas  al  repartí  mié  ato  y  exac* 
ción  individual  de  las  contribuciones  al  Estado,  ó  sea  referentes  at  exceso  de 
cuota  que  les  fílese  impuesto  en  los  repartimientos,  en  el  concepto  de  agravio 
comparativo  con  relación  á  los  demás  contribuyentes  y  á  la  imposición  de 
multaj  en  los  casos  de  fraude  Ú  ocultación;  pero  prohibió  que  dicha  jurisdic- 
ción entendiese  en  las  reclamaciones  que  versasen  sobre  apreciación  de  la 
riqueza  imponible. 

Respecto  de  los  impuestos  indirectos,  reservó  á  la  Administración  activa 
el  coDodmtento  de  todas  las  cuestiones  sobre  aplicación  de  las  leyes  que  los 
regulan.  La  naturaleza  esencialmente  pericial  y  técnica,  de  las  dos  primeras 
materias  exceptuadas;  la  perturbación  que  pudiera  Uevar  en  todas  á  los  ingre- 
sos del  Erario  la  ingerencia  ordinaria  en  tales  asuntos  de  un  Tribunal,  cual- 
quiera que  sea  su  clase,  son  consideraciones  que  abonaban  aquellas  excep- 
ciones de  las  reglas  generales  por  que  se  rige  la  competencia  contencioso- 
administrativa,  y  que  fueron  ya  previstas  por  loa  legisladores  de  1 845  cuando 
limitaron  la  competenda  de  los  Consejos  provinci^es  á  las  cuestiones  relati- 
vas al  repartimiento  y  exacción  individual  de  las  contribuciones  provinciales 
y  municipales.  La  innovación  introducida  por  la  legislación  de  Hacienda 
de  iSSl  ha  aumentado  en  gran  número  los  pleitos  de!  Tnbunal  de  lo  Coa- 
tencio50,  adonde  vienen  casi  siempre  en  primera  ó  en  segunda  instancia,  sin 
que  haya  habido  que  seüalar,  al  pasar  por  él,  injusticias  que  remediar,  de  la 
Administración  activa.  Antes  bien  se  observa  que  en  los  más  de  los  casos  ha 
venido  dicho  Tribunal  á  cdnGrmar  las  resoluciones  de  aquélla,  y  no  pocas 
veces  i  reformar  las  sentencias  de  los  Tribunales  inferiores,  dictando  la  suya 
de  conformidad  con  las  decisiones  de  los  centros  provinciales  y  generales. 

Constituyen  estos  pleitos  una  cifra  muy  importante  de  los  totales  arriba 
señalados  y  se  impone  la  necesidad  de  volver  á  eliminarlos  del  conocimiento 
de  la  jurisdicción  contencioso -administrativa,  á  lo  que  no  se  opone  la  ley 
orgánica  de  13  de  Septiembre  de  1888,  cuyo  articulo  4.0,  en  su  párrafo  4,°, 
excluye  del  conocimiento  de  esta  jurisdicción  las  resoluciones  que  se  dicten 
con  arreglo  á  una  ley  que  expresamente  las  excluya  de  la  vía  contenciosa, 
haciendo  comprender  que  el  legislador  no  ha  extremado  tanto  el  rigor  de 
ios  priacipios  que  no  haya  cedido  ante  las  exigencias  de  la  realidad,  dejando 
fuera  de  la  acción  de  esta  jurisdicción  y  reservando  á  la  Administración  activa 
cierto  género  de  reclamaciones  que,  aunque  en  rigor  de  teoría  debieran  con- 
tinuar sometidas  á  la  primera,  razones  de  pública  conveniencia,  ó  la  consi- 
deración de  no  gravaría  con  tal  número  de  asuntos  que  su  marcha  ofrezca 
dificultades,  exigen  que  sean  exceptuados  de  la  acción  de  sus  Tribunales, 
sobre  todo  mientras  razones,  que  basta  apuntar,  se  oponen,  al  menos  pot 
ahora,  al  más  pequeüo  aumento  en  el  personal  de  los  últimos. 

Si  esta  idea  no  prevaleciera,  menester  serla,  si  el  Tribunal  de  lo  Contencio- 
so-administrativo  no  habría  de  sufrir  plétora  de  asuntos^  llevar  las  reclama- 
ciones contencioso- administrativas  de  la  especie  citada,  álos  Tribunales  pro- 
vinciales, declarando  terminada  la  vía  gubernativa  con  la  resolución  del 
Delegado  de  Hacienda,  y  á  excepción  de  ciertos  casos,  en  los  que,  por  sa 
naturaleza  jurídica  especial,  ó  por  la  entidad  de  la  materia  objeto  del  litigio, 
ó  por  la  necesidad  de  sujetar  las  decisiones  gubernativas  á  una  jurispruden- 
cia homogénea,  fuese  conveniente  que  continuase  la  tramitación  administra- 
tiva actual.  Pero,  fuera  de  estos  cisos,  todo  aconseja  que  los  Tribunales  pro- 
vinciales entiendan   en  tales  liti^os.   En  la  localidad  donde  la  reclamación 
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nació,  están  en  estos  negocios,  por  punto  general,  los  medios  de  comproba- 
ción y  las  bases  de  la  apreciación  jurídica.  Ya  se  trate  de  la  valoración  de  la 
riqueza  imponible,  ya  de  la  comprobación  de  la  contribución  industrial,  ya  de 
la  aplicación  del  arancel  á  un  caso  dado,  allí  están  los  elementos  todos  para 
resolver  debidamente  la  contienda.  Por  otra  parte,  el  escaso  número  de  cues* 
tíones  en  que  hoy  entienden  los  Tribunales  provinciales,  en  virtud  de  ima  cen- 
tralización en  lo  grubemativo  que  hace  que  la  mayor  parte  de  las  reclamacio- 
nes de  este  orden  se  eleven  á  la  resolución  de  las  oficinas  centrales,  es  razón 
suficiente  para  que  se  descargue  en  aquellos  Tribunales  una  parte  del  cúmulo 
de  negocios  que  hoy  afluyen  á  las  Secretarías  del  Tribunal  Superior.  No  se 
diga  que  estos  negocios  vendrían  en  segunda  instancia  á  aquel  Tribunal,  pues 
tal  cosa  no  sucederá  si  una  prudente  limitación  á  la  libertad  de  apelar,  así  por 
los  particulares  como  por  el  Ministerio  fiscal,  en  nombre  de  la  Administración, 
redujese  el  número  de  las  alzadas  á  términos  moderados  y  razonables.  En 
comprobación  de  lo  dicho,  hé  aquí  el  cuadro  de  los  asuntos  de  que  han  co- 
nocido dichos  Tribunales  de  provincia  en  el  trienio  anterior  al  último  año 
jurídico: 

Procedentes  de  las  Comisiones  provinciales 260 

Incoados  en  1888  á  89 51 

ídem  en  1889  á  90. *. 121 

ídem  en  1890  á  91 86 


Total 518 


DESPACHADOS 

En  1888  á  89 loi 

En  1889  a  90 151^  347 

En  1890  á9i p 95 


Quedaron  pendiente^  de  despacho  en  1 5  de  Julio 
de  1891 171 


Para  completar  el  cuadro  del  movimiento  de  asuntos  de  los  Tribunales 
provinciales,  hé  aquí  el  correspondiente  á  los  de  Ultramar  llamados  locales 
por  la  ley  y  reglamento  del  ramo: 

Pleitos  procedentes  de  los  Consejos  contenciosos 

y  de  Administración 442 

Incoados  en  1888  á  89 61 

ídem  en  1889  á  90 87 

ídem  en  1890  á  91 68 


Total 658 


DESPACHADOS 

En  1888389 243I 

En  1889  á  90 109  >  41 5 

En  1890  á  91 63  ) 

Quedaron  pendientes  de  despacho  en  15  de  Julio 
de  1891 243 


No  son,  pues,  de  desear,  sino  antes  bien  de  evitar,  como  un  peügro,  mu- 
danzas y  cambios  tan  trascendentales  y  profundos  como  cnvotvería  el  llevar 
de  nuevo  esta  jurisdicción  á  un  orden  ó  poder  distinto  del  administrativo. 
Disposiciones  de  mejora  en  su  ;nodo  de  ser,  bienvenidas  sean,  siempre  que 
procedan  de  la  meditación  y  del  estudio.  Reformas  Deccsarias  hijas  de  las 
medidas  adoptadas  en  materia  de  economía  en  los  gastos  públicos.  ¡Qué 
remedio!  A  este  género  pertenecen  las  realizadas  por  el  Real  decreto  de  28 
de  Julio  último,  que  ha  reducido  á  ocho  el  número  de  los  Ministros  del  Tri- 
bunal, disminuyendo  el  de  los  necesarios  para  dictar  sentencia  en  la  genera- 
lidad de  los  asuntos,  en  que  es  de  presumir  menos  gravedad  ó  menores  difi- 
cultades, y  autorizando  la  sustitución  de  los  Ministros  referidos,  cuando  éstos 
se  incapacitaren  para  la  vista  y  fallo  de  los  pleitos,  por  Consejeros  de  Esta- 
do letrados,  con  algunas  otras  innovaciones  dirigidas  á  reducir  la  cifra  actual 
de  loa  recursos  de  alzada  y  á  las  que,  según  anuncia  un  meditado  preámbu- 
lo, habrán  de  seguir  otras  encaminadas  á  fines  análogos,  asi  como  á  perfec- 
cionar el  procedimiento  contencioso-administrativo,  paja  cuyo  csLudio  fun- 
ciona ya  una  Comisión  especial  compuesta  de  personas  idóneas.  Pero  retro- 
ceder en  el  camino  andado  y  volver  á  lo  que  la  experiencia  del  pasado  ha 
condenado  y  sería  radicalmente  contrario  á  la  transacción  q\ic  la  ley  de  13 
de  Septiembre  representa,  sería  una  falta  que  ni  tendría  explicación  ni  goza- 
rían sus  efectos  de  vida  duradera  (i). 

Tales  son  las  reflexiones  que  sugiere  al  autor  de  esta  Memoria  el  examen 
de  lo  contencioso-administrativo  en  su  estado  actual  en  España.  Ni  su  exten- 
sión ni  su  profundidad  corresponden  á  la  importancia  del  ilustre  Congreso  á 
que  me  dirijo,  ni  al  interés  de  generalidad  que  encierran  otros  trabajos  que 
se  anuncian  de  distinguidos  jurisconsultos.  Mas  si  los  datos,  ya  históricos,  ya 
de  actualidad,  aducidos  en  ella,  pueden  ofrecer  alguna  conveniencia  y  esti- 
mular á  alguien  á  ampliar  el  estudio  sobre  los  puntos  que  quedan,  ya  que'l 
no  discutidos,  tocados,  se  dará  el  que  suscribe  por  satisfecho  y  compensado  1 
de  su  modesta  tarea. 


.,  15,  16  j  17  del  Rral  decreto  de  a8  de  Jobo  il«  lEga. 
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APÉNDICE 


ARTÍCULOS   DE   LA   LEY  DE    I3   DE   SEPTIEMBRE   DE    1888 
QUE   SE    CITAN   EN   ESTA   MEMORIA 


Artículo  I. O  El  recurso  contencioso-administrativo  podrá  interponerse 
por  la  Administración  ó  por  los  particulares  contra  las  resoluciones  adminis* 
trativas  que  reúnan  los  requisitos  siguientes: 

iP    Que  causen  estado. 

2P  Que  emanen  de  la  Administración  en  el  ejercido  de  •  sus  facultades 
regladas. 

3.^  Que  vulneren  un  derecho  de  carácter  administrativo  establecido  an- 
teriormente en  favor  del  demandante  por  una  ley,  un  reglamento  ú  otro  pre- 
cepto administrativo. 

Art.  2P  Para  los  efectos  del  artículo  anterior,  se  entenderá  que  causan 
estado  las  resoluciones  de  la  Administración  cuando  no  sean  susceptibles  de 
recurso  por  la  vía  gubernativa,  ya  sean  definitivas,  ya  de  trámite,  si  estas 
últimas  deciden  directa  ó  indirectamente  el  fondo  del  asunto,  de  tal  modo 
que  pongan  término  á. aquella  ó  hagan  imposible  su  continuación. 

Se  entenderá  que  la  Administración  obra  en  el  ejercicio  de  sus  facultades 
regladas  cuando  deba  acomodar  sus  actos  á  disposiciones  de  una  ley,  de  un 
reglamento  ó  de  otro  precepto  administrativo. 

Se  entenderá  establecido  el  derecho  en  favor  del  recurrente  cuando  la  dis- 
posición que  repute  infringida  le  reconozca  ese  derecho  indivualmente,  ó  á 
personas  que  se  hallen  en  el  mismo  caso  en  que  él  se  encuentre. 

Art.  3.^  El  recurso  contencioso-administrativo  podrá  interponerse  de 
igual  modo  contra  resoluciones  de  la  Administración  que*  lesionen  derechos 
particulares  establecidos  ó  reconocidos  por  una  ley,  cuando  tales  resolucio- 
nes hayan  sido  adoptadas  como  consecuencia  de  alguna  disposición  de  ca- 
rácter general,  si  con  ésta  se  infringe  la  ley  en  la  cual  se  originaron  aquellos 
derechos. 

Art.  4.^  No  corresponderán  al  conocimiento  de  los  Tribunales  de  lo  Con- 
tencioso administrativo: 

iP  Las  cuestiones  que  por  la  naturaleza  de  los  actos  de  los  cuales  pro- 
cedan, ó  de  la  materia  sobre  que  versen,  se  refieran  á  la  potestad  discre- 
cional. 

2P  Las  cuestiones  de  índole  civil  y  criminal,  pertenecientes  á  la  jurisdic- 
ción ordinaria  ó  á  otras  jurisdicciones  especiales. 

Se  considerarán  de  índole  civil  y  de  la  competencia  de  la  jurisdicción  or- 
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diñaría  l^s  cuestiones  en  que  el  ¿aeAo  Twloerado  sea  de  carácter  dvil,  y 
también  aquellas  que  emanen  de  actos  en  que  la  Administración  haya  obra- 
do como  persona  juridica,  ó  sea  como  sujeto  de  derechos  y  obligaciones. 

3,<*  Las  resoluciones  que. sean  reproducción  de  otras  anteriores  que  ha- 
yan causado  estado  y  no  hayan  sido  reclamadas,  y  las  confiím atonas  de 
acuerdos  consentidos  por  no  haber  sido  apelados  en  tiempo  y  forma. 

4.0  Las  resoluciones  que  se  dicten  con  arreglo  á  una  ley  que  expresa- 
mente las  excluya  de  la  vía  contenciosa.  ■  - 

5,0  Las  resoluciones  que  se  dicten  consultadas  por  el  Consejo  Supremo 
de  Guerra  y  Marina  como  Asamblea  de  las  Ordenes  militares  de  San  Her- 
menegildo, San  Femando  y  Mérito  Militar. 

6.°     Las  Reales  órdenes  que  se  refieran  á  ascensos  y  recompensas  de  je- 
fes y  oficiales  del  Ejército  y  Armada  por  merecimientos  contraidos  en  cam- 
paQa  y  hechos  de  armas  ó  á  postergaciones  impuestas  reglamentariamente. 
Art.  5.°     Continuarán,  sin  embargo,   atribuidas  á  la  jurisdicción  conten- 
cioso-ad ministra tiva  las  cuestiones  referentes  al  cumplimiento,  inteligencia, 
rescisión  y  efectos  de  los  contratos  celebrados  por  la  Administración  cen- 
tral, provincial  y  municipal  para  obras  y  servicios  públicos  de  toda  especie. 
Continuarán  también  atribuidas  á  dicha  jurisdicción  aquellas  cuestiones 
respecto  de  las  que  seotoi^e  el  recurso  especialmente  en  una  ley  ó  regla- 
mento, si  no  estuviesen  comprendidas  en  las  excepciones  del  artículo  anterior. 
Art.  7.°     El  término  para  interponer  el  recurso  contencioso-administrativo 
será  en  toda  clase  de  asuntos  el  de  ties  meses,  contados  desde  el  dia  siguiente 
al  de  la  notificación  administrativa  de  la  resolución  reclamable. 

Dicho  término  será  de  cuatro  y  seis  meses  respectivamente,  según  que  la 
persona  que  haya  de  reclamar  tenga  su  residencia  en  las  Antillas  españolas 
ó  en  Filipinas  y  posesiones  del  Golfo  de  Guinea,  y  se  le  notifique  en  dichos 
puntos  la  resolución  que  origine  el  recurso 

Cuando  la  residencia  fuere  en  los  Archipiélagos  de  las  Marianas  ó  de  las 

Carolinas,  el  plazo  á  que  se  refiere  el  párrafo  anterior  será  de  nueve  meses. 

La  notificación  se  hará  en  el  domicilio  del  interesado,  ó  en  su  caso  del 

apoderado,  si  el  poder  contiene  mandato  especial  para  interponer  recursos 

contencioso- admin  ¡strati  vos . 

Si  no  fuere  hallado  en  su  domicilio,  se  hará  constar  por  cédula  expresiva 
del  objeto  y  las  circunstancias  de  la  notificación,  con  entrega  del  oficio  ó 
documento  que  contenga  íntegramente  la  copia  de  la  resolución,  a]  pariente 
más  cercano,  y  en  su  defecto,  al  familiar  ó  criado,  mayores  de  catorce  años, 
que  estuviere  en  la  habitación  de  quien  deba  ser  notificado. 

Si  no  se  encontrase  á  nadie,  se  repetirá  la  diligencia  al  día  siguiente  con 
tas  mismas  formalidades;  y  si  resultare  infructuosa,  se  hará  la  notificación  al 
vecino  más  próximo  que  fuere  habido,  firmando  la  cédula  la  persona  que  re- 
ciba aquel  oficio,  ó  dos  testigos  si  no  supiese  firmar. 

Se  entenderá,  sin  embargo,  hecha  la  notificación  administrativa  cuando 
conste  en  el  expediente  por  la  firma  del  interesado,  ó  éste  se  muestre  entera- 
do de  la  resolución  en  el  mismo  expediente. 

Cuando  el  recurrente  no  haya  sido  notificado  por  00  ser  parte  en  el  expe- 
diente administrativo,  comenzará  á  contarse  el  plazo  para  interponer  el  recurso 
desde  el  día  siguiente  al  de  publicada  la  resolución  en  el  Bolelln  Oficial  de  la 
provincia  ó  en  la  Gaceta  de  Madrid,  según  proceda  de  la  Administración  local 
y  provincial  ó  de  la  central. 
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El  plazo  para  que  la  Administración,  en  cualquiera  de  sus  grados,  utilice 
el  recurso  contencioso  administrativo  será  también  el  de  tres  meses,  contados 
desde  el  día  siguiente  al  en  que,  por  quien  proceda,  se  declare  lesiva  para 
ios  intereses  de  aquélla  la  resolución  impugnada;  pero  si  hubieren  transcu-  ;| 

rrido  cuatro  años  desde  que  tal  resolución  se  dictó,  se  tendrá  por  prescrita 
la  acción  administrativa.  Para  los  expedientes  ya  resueltos,  el  plazo  de  los 
cuatro  años  correrá  desde  el  día  siguiente  á  la  publicación  de  esta  ley. 

Art.  8.^     La  jurísdicciqn  contencioso-administratíva  será  ejercida  en  nom- 
bre del  Rey,  y  por  delegación  suya,  por  el  Tribunal  de  lo  Contencioso-admí  •  -  ^J 
iiistrativo,  que  formará  parte  del  Consejo  de  Estado,  y  por  Tribunales  pro-  .}^_ 
vinciales.  Si 

Art.  9.^  El  Presidente  y  los  demás  Ministros  del  Tribunal  concurrirán 
con  voz  y  voto  á  las  deliberaciones  del  Consejo  de  Estado  en  pleno: 

I. o  Cuando  se  delibere  sobre  competencias  entre  la  Administración  ac- 
tiva y  las  autoridades  judiciales. 

2.0  Cuando  se  trate  de  reglamentos  é  instrucciones  generales  para  ]a 
aplicación  de  las  leyes,  ó  sobre  cualquier  asunto  que  produzca  decisiones 
contra  las  cuales  no  proceda  recurso  contencioso-administrativo. 

La  asistencia  del  Tribunal  á  las  deliberaciones  del  Consejo  de  Estado  en 
pleno  es  necesaria  en  los  casos  á  que  se  refiere  el  número  i  .^  Si  se  trata  de 
los  asuntos  especificados  en  el  número  2P,  la  podrá  disponer  el  Gobierno.. 

Art.  12.  El  Tribunal  de  lo  Contencioso-administrativo  se  compondrá  de 
once  Ministros  Consejeros  de  Estado,  todos  letrados,  de  los  cuales  uno  será 
Presidente,  disfrutando  el  haber  anual  de  25.000  pesetas,  y  otro  Vicepresi- 
dente, con  el  haber  anual  de  17.500  pesetas.  , 

Art.  14.  Los  Ministros  del  Tribunal  de  lo  Contencioso  administrativo  no 
podrán  ser  separados  de  sus  cargos  sino  por  las  causas  y  mediante  las  for- 
malidades que  establece  el  art.  3.^  de  la  ley  de  3  de  Julio  de  1877  respecto 
del  Presidente  y  Ministros  del  Tribunal  de  Cuentas,  pudiendo  utilizar  contra 
las  resoluciones  del  Gobierno  el  recurso  que  establece  el  art.  5.0  de  dicha 

ley. 

Los  Ministros,  los  funcionarios  del  Ministerio  fiscal  y  los  Secretarios  del 
Tribunal  que  cuenten  dos  años  de  ejercicio  en  sus  respectivos  cargos,  ten- 
drán derecho  para  jubilación  al  abono  de  los  de  la  carrera  de  abogado. 

Art  34.  El  procedimiento  contencioso-administrativo,  cuando  no  se  en- 
table por  la  Administración,  se  iniciará  por  medio  de  un  escrito  reducido  á 
solicitar  que  se  tenga  por  interpuesto  el  recurso  y  que  se  reclame  el  expe- 
diente gubernativo  de  las  oficinas  en  que  se  halle,  y  á  manifestar  el  domicilio 
del  actor  ó  de  su  representante,  para  oir  las  notificaciones. 

Alt.  37.  El  Tribunal  tendrá  como  parte  á  los  que  se  hallen  en  este  caso 
y  comparezcan  debidamente  en  cualquier  estado  del  recurso,  cuya  tramita- 
ción no  podrá  por  esto  retroceder  ó  interrumpirse. 

Art.  38.  La  remisión  del  expediente  á  que  se  refiere  el  art.  36  tendrá  lu- 
gar dentro  de  treinta  días,  contados  desde  la  entrega  en  la  respectiva  depen- 
dencia de  la  comunicación  del  Tribunal  en  la  cual  se  reclame. 

Por  la  dependencia  en  que  se  presente  la  comunicación  aludida  se  dará  en 
el  acto  recibo,  expresando  la  fecha  en  que  se  hubiere  presentado  aquélla.»  El 
recibo  se  unirá  á  los  autos. 

Transcurrido  el  plazo  señalado  en  el  párrafo  primero  sin  que  el  Ministerio 
de  donde  se  reclame  haya  remitido  el  expediente,  el  Tribunal,  de  oficio,  din- 
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gira  recordatorio,  poniéndolo  en  conocimiento  del  Consejo  de  Ministros  p 
conducto  de  su  Presidente. 

Pasados  quince  días  sin  que  se  hubiere  recibido  el  expediente  rec!aniado,;i 
el  Tribunal,  también  de  oficio,  remitirá  testimonio  al  Congreso  de  los  Dípa^ 
tados,  para  los  efectos  á  que  hubiere  lugar. 

Sobre  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  á  que  diere  lugar  la  demora 
en  la  remisión  del  expediente,  acordará  el  Tribunal  lo  que  estime  oportuno-T 

Art,  40.  Remitido  que  sea  el  expediente  gubernativo,  se  pondrá  de  ma-^'j 
niCesto  il  actor  por  término  de  veinte  días,  que  podrá  prorrogarse  por  otros  í 
diez,  á  juicio  del  Tribunal,  para  que  formalice  la  demanda,  sin  perjuicio  de  4 
lo  dispuesto  en  el  art.  92, 

Si  la  iJemanda  no  se  hubieie  formalizado  dentro  de  los  treinta  días,  se  ea-, 
tenderá  caducado  el  recurso,  declarándose  asi  de  oficio. 

Art.  45.     Presentada  la  demanda,  se  emplazará,  con  entrega   de  la  copia,'! 
al  particular  demandado  ó  al  fiscal  y  después  á  los  coadyuvantes,  á  fin  de  4 
que  la  contesten  sucesivamente  en  el  término,  para  cada  uno,  de  veinte  días,  j 
prorrogable  por  otros  diez  más,  quedando  para  ello  de   manifiesto  en  la  Se- 
cretaria del  Tribunal  el  expediente  administrativo. 

Art,  46,  El  demandado  y  sus  coadyuvantes  podrán  proponer  dentro  de  { 
los  diez  días  siguientes  al  emplazamiento  como  excepciones  dilatorias  las  I 
siguientes: 

i.^     Incompetencia  de  jurisdiccián. 

2.^  Falta  de  personalidad  en  el  actor  ó  en  su  representante  y  en  el  de-1 
mandado. 

3.3     Defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda. 

Se  entenderá  incompetente  el  Tribunal  cuando  por  la  índole  de  la  resolu- 
ción reclamada  no  se  comprenda,  á  tenor  del  título  primero  de  esta  ley,  den- 
tro de  la  naturaleza  y  condidoDes  del  recurso  contencloso-administrativo,  ó^ 
cuando  éste  se  hubiere  interpuesto  fuera  de  los  plazos  determinados  por  el 
artículo  f.° 

Se  entenderá  que  existe  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  !a  deman- 
da cuando  se  hubiere  formulado  sin  los  requisitos  establecidos  en  la  ley. 

Art.  50.  Celebrada  la  vista  con  audiencia  de  las  partes  que  á  ella  concu- 
rrieren, se  pronunciará  dentro  del  término  de  tercero  día  auto  resolviendo  si 
proceden  ó  no  las  excepciones  dilatorias.  Si  se  estimasen,  se  declarará  sin 
curso  la  demanda,  ordenándose  la  devolución  del  expediente  administrativo 
á  la  oficina  de  donde  procediere.  Si  se  desestimase,  se  dispondrá  que  el  de- 
mandado y  sus  coadyuvantes,  si  los  hubiere,  contesten  la  demanda  dentro 
del  término  de  quince  días,  prorrogable  por  otros  cinco. 

Son  aplicables  á  estos  autos  las  disposiciones  de  los  artículos  61  y  62,  r^ 
fcrentcs  á  las  sentencias. 

Art.  6z.  Para  que  haya  sentencia  serán  necesarios  los  votos  conformes.'^ 
de  la  mayoría  absoluta  de  los  Ministros  que  concurran  á  la  vista. 

Todo  el  que  tome  parte  en  la  votación  de  una  sCEtencia  firmará  lo  acorda- 
do, aunque  disintiere  de  la  mayoría;  pero  podrá  en  este  caso  salvar  su  voto, 
L-xtcndiéadolo,  fundándolo  é  insertándolo  con  su  firma  al  pie  á  continuacióa 
de  I;i  sentencia,  publicándose  y  notificándose  con  ésta. 

Cuando  hubiere  discordia  por  no  reunirse  los  votos  necesarios  para  que 
haya  sentencia,  se  citará  á  nueva  vista  ante  el  Tribunal  en  pleno,  cuya  sen- 
tencia, votada  por  la  mayoría  de  los  Ministros  presentes,  ó  por  ia  mitad  coo 
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el  voto  de  calidad  del  Presidente  del  Tribunal,  será  la  definitiva.  Los  Minis- 
tros que  disintieren  de  la  sentencia,  así  votada,  no  podrán  excusarse  de  fir- 
marla, aunque  salvando  su  voto  en  la  forma  que  previene  el  párrafo  anterior. 

Art.  83.  Declaradas  firmes  las  sentencias  del  Tribunal  de  lo  Contendo'* 
so-administrativo,  ó  las  de  los  Tribunales  provinciales,  en  su  caso,  se  comu- 
nicarán en  el  término  de  diez  días,  por  medio  de  testimonio  en  forma,  al  Mi- 
nistro ó  autoridad  administrativa  á  quien  corresponda,  para  que  la  lleve  á 
puro  y  debido  efecto,  adoptando  las  resoluciones  que  procedan,  ó  practi- 
cando lo  que  exija  el  cumplimiento  de  las  declaraciones  contenidas  en  el 
fallo. 

Art.  84.  El  Ministro  ó  autoridad  administrativa  á  quien  corresponda  de* 
berá  acusar  el  recibo  de  la  sentencia  en  el  término  de  tres  días,  y  dar  en  un 
mes  cuenta  de  su  cumplimiento.  Cuando  por  razones  de  interés  público  la 
Administración  estimare  necesaria  y  acordase  la  suspensión  del  cumpli- 
miento de  la  sentencia,  lo  hará  saber  al  Tribunal,  comunicándole  la  resolu- 
ción y  sus  motivos,  y  el  Tribunal  declarará  la  indemnización  que  correspon- 
da al  particular  por  el  aplazamiento. 

En  todo  caso  de  suspensión,  el  Gobierno  dará  cuenta  á  las  Cortes,  dentro 
del  primer  mes  de  estar  abiertas  ó  constituidas,  de  la  suspensión  y  sus  fun- 
damentos. 

Art.  85.  Cuando  la  Administración  fuere  condenada  al  pago  de  cantidad 
líquida,  deberá  acordarlo  y  verificarlo  en  la  forma  y  dentro  de  los  límites 
que  permitan  los  presupuestos  y  determinen  las  disposiciones  legales  refe* 
rentes  al  pago  de  las  obligaciones  y  deudas  del  Elstado,  de  la  Provincia  ó  el 
Municipio. 

Si  para  verificar  el  pago  fuere  preciso  un  presupuesto  extraordinario,  se 
presentará  éste  para  la  aprobación  de  las  Cortes  ó  de  la  Corporación  ó  auto- 
ridad respectiva,  dentro  del  mes  siguiente  al  día  de  la  notificación  de  la  sen- 
tencia. Si  las  Cortes  no  estuvieren  reunidas,  deberá  presentarse  dentro  del 
primer  mes  de  su  reunión  más  próxima. 

Art.  86.  Será  caso  de  responsabilidad  civil  y  criminal  la  infracción  de  lo 
preceptuado  en  los  artículos  anteriores  acerca  de  la  ejecución  de  las  senten- 
cias de  los  Tribunales  Contencioso-administrativos,  entendiéndose  como  des- 
obediencia punible  en  forma  igual  á  la  establecida  respecto  á  las  sentencias 
de  los  Tribunales  en  lo  civil  y  en  lo  criminal. 

Denunciada  la  demora  al  Tribunal  de  lo  Contencioso-administrativo  cuan- 
do se  trate  de  sus  sentencias,  se  pasará  el  tanto  de  culpa  al  Tribunal  de  jus- 
ticia correspondiente,  y  en  su  caso  á  las  Cortes. 

Cuando  se  trate  de  sentencias  dictadas  por  los  Tribunales  provinciales, 
transmitirán  éstos  la  denuncia  al  Tríbimal  de  lo  Contencioso-administrativo 
para  lo  que  hubiere  lugar. 

Art.  87.  AI  principio  de  cada  ano  judicial  se  publicará  en  la  Gacela  de 
Madrid  un  estado  expresivo  del  cumplimiento  que  en  el  ano  anterior  hubie- 
ren tenido  las  sentencias  sobre  negocios  contencioso-administrativos,  expre- 
sando en  cuanto  á  las  que  no  se  hubiesen  ejecutado  la  razón  por  virtud  de 
la  cual  no  hubiere  tenido  lugar. 

Art.  91.  Tanto  el  escrito  interponiendo  el  recurso  como  todos  los  deipás 
que  se  presenten,  serán  extendidos  en  el  papel  sellado  correspondiente  y 
firmados  por  un  abogado  que  ejerza  la  profesión,  ó  por  un  procurador,  con 
poder  bastante  en  ambos  casos. 
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Cuando  los  interesados  gestionen  por  medio  de  procurador,  los  cscrítod  I 
deberán  ir  autorizados  por  letrados. 

En  todos  los  asuntos  propios,  los  interesados  podrán  defenderse  sin  la  in- 
tervención de  letrado, 

Att.  93.  Los  Tribunales  de  lo  Contencioso  administmtivo,  al  fallar  en  de-^ 
finitiva  sobre  el  fondo  y  al  resolver  los  incidentes  que  se  promovieren,  ioi- 
pondrán  las  costas  á  las  partes  que  sostuvieren  su  acción  en  el  pleito  ó  pro-* 
moviesen  los  incidentes  con  notoria  temeridad. 

Las  costas  causadas  en  los  autos  serán  reguladas  y  tas^ídas  según  lo  dis- 
puesto  en  el  título  XI,  libro  I  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Se  exceptúan  de  esta  regulación  los  correspondientes  a  la  Administración 
por  su  defensa,  que  en  todo  caso  se  graduarán  en  lOO  pesetas  cuando  se  tra- 
te de  un  incidente,  en  250  cuando  la  demanda  se  declare  inadmisible  y  en 
500  cuando  se  desestimen  totalmente  tas  pretensiones  de!  demandante  ó  re- 
currente. 

No  se  comprenderán  en  las  indicadas  sumas  los  honorarios  de  los  perítos> 
indemnizaciones  de  testigos  y  demás  gastos  que  originase  á  la  Administra- 
ción la  prueba  de  sus  derechos,  todos  los  que  serán  abooíidos  por  el  litigante 
condenado  en  costas. 

Con  el  importe  de  las  costas  que  deban  abonarse  á  la  Administración  se 
constituirá  un  fondo  especial  en  la  Caja  general  de  Depósitos  á  disposición 
del  Tribunal  de  lo  Contenc  i  oso-administrativo  para  atenderá  las  condenas  de 
costas  que  se  impongan  á  la  Administración. 

Para  la  exacción  de  las  costas  impuestas  á  particulares  ó  corporaciones 
procederá  el  apremio  administrativo  encaso  de  resistencia. 

Art.  100.  Los  Tribunales  de  lo  Contencioso  administrativo  podrán  acor- 
dar, oído  el  fiscal,  la  suspensión  de  las  resoluciones  reclamadas  en  la  vía 
contenciosa  cuando  la  ejecución  pueda  ocasionardaños  irreparables,  exigien- 
do fianza  de  estar  á  las  resultas  al  que  hubiere  pedido  la  suspensión. 

St  el  fiscal  se  opusiere  á  la  suspensión  fundado  en  que  de  ésta  puede  se- 
guirse perjuicio  al  servicio  público,  no  podrá  llevarse  á  efecto  sin  acuerdo 
del  Gobernador  ó  del  Gobierno,  según  que  la  resolución  reclamada  proceda 
de  la  Administración  local  ó  provincial  ó  de  la  central,  los  cuales  expondrán 
como  fundamento  de  su  acuerdo  las  razones  que  aconsejen  tai  medida. 

Cuando  de  la  suspensión  de  las  resoluciones  de  que  trata  el  párrafo  ante- 
rior pueda  seguirse  menoscabo  al  servicio  público,  se  limitará  el  Tribunal  á. 
dar  curso  á  las  pretensiones  de  suspensión,  elevándolas  con  su  informe  al  Mi- 
nisterio ó  autoridad  á  quien  incumba  resolverias. 

Art.  103.  El  fiscal  del  Tribunal  de  lo  Contencioso-administrativo  podrá 
dorante  la  sustanciación  de  un  pleito  y  antes  de  la  citación  para  sentencia  re- 
querir al  Tribunal  para  que  se  abstenga  de  conocer  de  él,  si  entendiera  que 
carecía  de  competencia  ó  incurría  en  abuso  de  poder,  y  si  el  Tribunal  insis- 
tiese en  su  conocimiento,  se  entenderá  preparado  el  recurso  extraordinario  de 
revisión. 

Una  vez  dictada  la  sentencia  definitiva  en  asunto  en  que  e¡  fiscal  hubiere- J! 
preparado  el  recurso  extraordinario  de  revisión,  lo  formalizará  dicho   fundo- , 
oario,  si  lo  estimase  procedente,  después  de  recibir  instrucciones  del  Gobier- 
no, en  término  de  treinta  días,  contado  desde  el  de  la  publicación  de   la  sen- 
tencia. 

Interpuesto  el  recurso,  el  Tribunal  pasará  los  autos  ala  Presidencia  del  í 


— -5í9  — 

Consejo  de  Ministros,  y  ésta  propondrá  al  Consejo  de  Ministros  el  examen  y 
resolución  del  asnnto,  limitándose  á  decidir  en  el  término  de  tres  meses,  con- 
tados desde  la  notificación  de  la  sentencia,  si  hubo  falta  de  competencia  ó 
abuso  de  poder,  y  dictando  la  resolución  que  en  ese  concepto  proceda,  pu- 
blicándose lo  acordado  en  la  Gaceta  de  Madrid^  y  dando  cuenta  á  las  Cor- 
tes en  su  primera  reunión. 

No  podrá  formalizarse  el  recurso  extraordinario  de  revisión  si  habiendo 
surgido  el  conflicto  durante  la  sustanciación  del  pleito  por  falta  de  competen- 
cia ó  abuso  de  poder,  hubiese  sido  ya  resuelto  como  se  previene  en  el  artícu- 
lo siguiente. 

Art.  104.  Los  conflictos  á  que  se  refieren  los  tres  artículos  anteriores  se 
resolverán  por  el  Rey  en  la  misma  forma  y  con  iguales  trámites  que  las  coii- 
tieñdas  de  competencia  y  los  recursos  de  queja  por  abuso  de  poder.     ^ 


DISPOSICIONES  QUE  SE  CITAN  EN  EL  REAL  pECRETQ  DE  28  DE  JÜUO  DE  1 892 

QUE  REFORMÓ  LA  ORGANIZACIÓN 
DEL  TRIBUNAL  ÚE  LO  CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 


Art.  8.0  El  Tribunal  de  lo  Contencioso-administrativo  del  Consejo  de  Es- 
tado constará  de  un  Presidente  y  de  siete  Consejeros  Ministros,  todos  le- 
trados. 

El  Consejero  Ministro  más  antiguo  tendrá  el  carácter  y  denominación  de 
Vicepresidente,  aunque  con  el  mismo  haber  que  los  demás  Ministros.   , 

Ait.  12.  En  los  asuntos  en  que  hubiere  informado  el  Consejo  de  Estado 
en  pleno  y  en  los  demás,  en  que  actualmente  conoce  en  pleno  también,  con 
arreglo  ala  ley  de  13  de  Setiembre  de  1888  y  el  reglamento  de  29  de  Di- 
ciembre de  1 890,  constituirán  el  Tribunal  el  Presidente  y  los  siete  Consejeros 
Ministros  • 

En  los  negocios  en  que  hubiese  informado  cualquiera  de  las  Secciones  del 
Consejo  de  Estado  ó  el  Consejo  Supremo  de  Guerra  y  Marina  será  necesaria 
la  presencia  de  siete  Consejeros  Ministros. 

En  todos  los  demás  negocios,  incluso  los  pleitos  de  que  conozca  el  Tri- 
bunal eñ  segunda  instancia,  será  suficiente  el  número  de  cinco. 

Art.  13.  Cuando  por  vacante,  ausencia,  enfermedad  ú  otra  causa  legítima 
hecha  constar  debidamente  ante  el  Presidente  del  Consejo,  no  puedan  re- 
unirse para  la  vista  y  fallo  de  los  pleitos  los  ocho  y  siete  Ministros  respecti- 
vamente, incluyendo  en  este  número  al  Presidente  del  Tribunal,  que  requiere 
el  artículo  anterior,  podrán  ser  llamados,  con  acuerdo  del  Presidente  del 
Consejo,  hasta  dos  Consejeros  designados  por  riguroso  tumo  entre  los  de  las 
Secciones  del  Consejo  que  tengan  la  calidad  de  letrados,  á  excepción  de  los 
Presidentes  de  Sección,  los  cuales  sólo  serán  llamados  en  caso  de  absoluta 
necesidad. 

Los  Consejeros  sustitutos  no  podrán  desempeñar  la  ponencia  de  los  ne- 
gocios. 

Art.  14.  No  podrá  ser  causa  de  recurso  alguno  el  haber  intervenido  los 
Consejeros  Ministros  sustitutos  en  la  vía  gfubemativa  en  el  asunto  que  sea 
objeto  de  la  vía  contenciosa. 
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Art  i;.  Las  senteacias  dictadas  en  grado  de  apelación,  que  seas  confir- 
matorias de  las  apeladas,  coatendián  la  condena  dejcostas  para  la  paite  ape- 
lante en  los  pleitos  de  segunda  instancia  que  en  lo  sucesivo  se  entablen. 

Alt.  l6.  Cuando  en  virtud  de  lo  dispuesta  en  el  art.  62  del  Regla< 
mentó  de  29  de  Diciembre  de  1890,  el  representante  de  la  Admioistracióa 
recurra  en  apelación  al  Tribunal  délo  Contencioso-administrativo  de  las  sen- 
tencias del  Tribunal  provincial  que  sean  contrarias  al  interés  de  la  Adminis- 
tración, podrá  el  fiscal  del  primero  desistir  del  recurso  si  así  lo  estimase 
procedente. 

El  fiscal,  sin  embaído,  no  podrá  llevar  á  efecto  el  desistimiento  sin  oir  al 
representante  de  la  Administración  que  interpuso  el  recurso  y  á  la  autoridad 
cuya  resolución  hubiese  sido  reclamada,  y  dar  conocimiento  al  Ministerio 
del  ramo  respectivo  con  la  anticipación  de  treinta  días  á  lo  menos. 

Art.  17.  La  facultad  concedida  en  el  articulo  anteiinr  al  fiscal  del  Tri- 
bunal de  lo  Contencioso-administrativo  se  podrá  aplicar  á  los  recursos  que 
se  hallen  pendientes  en  dicho  Tribunal  á  la  publicación  de  este  Real  decreto. 


CLASIFICACIÓN 

de  los  fallos  que  recayeron  en  los  pleitos  en  que  eniendió  el  Tribunal  de  lo 
Contencioso-administrativo  en  los  dos  años  jurídicos  de  ¡Sgo-Qt  y  de  tSsr-as, 
segün  la  naturaleza  de  la  decisión  acordada. 
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CLASIFICACIÓN  EXPRESADA   EN  EL  EPÍGRAFE 

Se  confirma  la  Real  orden  en 1 1 1  \ 

Se  declara  incompetente  el  Tribunal  en S 

Se  admiten  excepciones  dilatorias  en 61  J 

Se  revocan  las  Reales  órdenes  en 79  j 

Se  revocan  las  id.  en  parte  en 46  í 

Se  anula  la  Real  orden  en 8  [^     „ 

Se  desestiman  excepciones  dilatorias  en Sí-* 

Se  confirma  la  sentencia  apelada  de  primera  instancia  en 3  2  I 

Se  revoca  la  id.  id.  de  fd.  fd.  en 14  I 

Se  declara  nulo  lo  actuado  en  id.  Id.  en S  I 

Se  confirma  el  auto  apelado  en i 

Se  revoca  el  Id.  en 6  / 
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CLASIHCACIÓN  EXPRESADA  EN  EL  EPÍGRAFE 

Se  confirma  la  Real  orden  en 

Se  confirma  en  parte  en 

Se  declara  incompetente  el  Tribunal  en 

Se  admiten  excepciones  dilatorias  en.. .  *. 

Se  revoca  la  Real  orden  en 

Se  anula  la  Real  orden  en 

Se  desestiman  las  excepciones  dilatorias  en 

Se  confirma  la  sentencia  de  primera  instancia  apelada  en 

Se  revoca  la  id.  de  id.  id  en • 

Se  anula  lo  actuado  en  primera  instancia  en 

Se  dicta  auto  para  mejor  proveer  en 

No  se  admite  el  recurso  de  nulidad  en 

Se  desestima  un  recurso  de  queja  en 

Se  admite  uno  id.  en 

Se  declara  improcedente  la  aclaración  de  sentencia  en 

Se  declara  improcedente  una  revisión  en 

ídem.  id.  la  indemnización  por  incumplimiento  de  la  sentencia  en. 
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APDNTI8  PARA  LA  RRDACCION  D8  UNA  LIT  DB  IXTKANJIRlA 


POR  EL 


SR.  D.  JULIÁN  GONZÁLEZ  TAMAYO 


Delegado  del  Consejo  de  Estado,  desigrnfido  por  el  Tribunal  de  lo  Contencioso. 


El  espíritu  cada  día  más  amplio  del  Derecho  internacional,  impulsado  por 
la  ¡dea  de  progreso  constante  que  ocasiona  los  adelantos  en  todos  los  ramos 
del  saber  humano,  ha  llevado  su  fuerza  en  la  época  presente  á  aquella  parte 
de  la  ciencia  que  se  ocupa  en  fijar  la  condición  jurídica  de  los  extranjeros, 
sin  duda  porque  al  crecer  el  número  de  subditos  de  una  nación  que  pasan  á 
habitar  en  otra  diferente,  ha  aumentado  también  la  necesidad  de  determi- 
narla para  poder  llegar  á  conocer  sus  relaciones  con  los  Estados  en  cuyos 
territorios  se  establecen. 

La  legislación  de  todos  los  países,  contiene  disposiciones  especiales  y 
aisladas  que  se  refieren  á  esta  materia,  pero  ningún  Código,  ninguna  ley  ge- 
neral existe  en  que  de  un  modo  ordenado  se  especifiquen  los  derechos  y 
obligaciones  que  á  los  extranjeros  se  reconocen,  y  las  facultades  que  los 
Gobiernos  se  reservan  respecto  de  los  mismos. 

Puede  decirse  que,  si  bien  no  se  ha  logrado  todavía  hacerles  participar  de 
la  plenitud  de  los  derechos  privados  y  públicos,  con  excepción  lógica  de  los 
políticos,  la  legislación  tiende  á  equiparar  al  extranjero  con  el  nacional,  pro- 
curando se  realice  la  aspiración  que  Kant  expresó,  de  que  el  hombre  llegara 
á  ser  el  ciudadano  del  mundo;  y  á  ello  contribuye  el  trabajo  social  incesante, 
en  el  cual,  según  Fiore,  el  cuidado  de  cada  asociación  política  para  guardar 
su  autonomía  é  independencia  define  la  individualidad  de  cada  Estado  y  es 
principio  de  diversidad,  mientras  que,  por  otra  parte,  el  comercio,  la  im- 
prenta, la  electricidad  y  el  vapor»  al  unir  intereses,  aumentar  la  comunidad 
de  ideas  y  acortar  las  distancias,  van  preparando  la  unidad  superior,  la  ctm- 
tas  magnüy  aspiración  la  más  grandiosa  y  humana  del  Derecho  interna- 
cional. 

Inmenso  ha  sido  el  adelanto  conseguido,  si  se  considera  la  triste  situación 
del  extranjero  en  los  antiguos  tiempos.  Temístocles  fué  calificado  de  bas- 
tardo, por  ser  hijo  de  un  ateniense  y  una  extranjera.  Cicerón  consideró  al 
extranjero  como  enemigo:  Adversus  hostetn  aierne  aucioritas  esto. 
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Reservados  en  todo  tiempo  á  los  nacionales  los  derechos  políticos,  el  fie- 
regrtnus  no  podía  aspirar  en  Roma  á  iiingTino  de  los  que  eran  patrimonio 
«xclusivo  del  ciudadano  romano,  y  privado  de  todos  los  derivados  del  jus 
ctvtle  únicamente  fué  apto  hasta  Caracalla  y  Justiniano  para  invocar  la  pro- 
tección debida  á  los  hombres,  fundada  sobre  la  equidad,  y  que  constitu/ó  el 
¡US  gentium. 

Eo  la  sociedad  g-ennánica  hallóse  el  extranjero  warganeus  excluido  hasta 
de  aquella  protección  y  expuesto  á  toda  clase  de  medidas  rigorosas,  incluso 
la  de  ser  reducido  á  esclavitud;  si  más  tarde  el  régimen  feudal  sustituy^ó  al 
warga9ieus  con  el  mibano  {alibi  natus),  no  fué  su  condición  más  favora- 
ble, y  sólo  al  avanzar  la  civilización  y  crecer  en  todos  los  pueblos  los  lazos 
de  unión  moral  y  material,  fuentes  de  su  prosperidad,  aumentaron  las  garan- 
tías que  las  naciones  concedieron  recíprocamente  á  aus  subditos  para  prote- 
ger las  personas,  el  trabajo  y  la  prosperidad,  asegurar  la  misión  de  la  justicia 
y  contribuir  al  cumplimiento  de  algunos  actos  de  la  autoiidad  pública  de  los 
demás  Estados,  considerándose  cada  uno  de  ellos  como  una  fracción  de  la 
totahdad  humana. 

Por  lo  que  á  España  se  refiere,  son  varias  las  disposiciones  que  desde  re- 
moto tiempo  se  4ian  dictado  en  la  materia;  la  ley  i.-*,  titulo  VI,  libro  I 
del  Fuero  Real,  dice  que  la  ley  es  para  los  de  la  ciudad  como  para  los  de 
fuera,  la  15,  título  I,  Partida  i.^,  que  aquélla  debe  ser  obedecida  de  todos  aun- 
que fueren  de  otro  señorío;  la  15,  título  IV,  Partidaj.''',  y  la  24,  título  XI, 
Partída  4.^,  que  en  los  pleitos  entre  hombres  de  otra  tierra  pueden  los  jueces 
recibir  la  prueba  ó  la  ley  ó  el  fuero  de  aquélla  y  que  la  costumbre  de  la 
tierra  en  que  casan  el  marido  y  la  mujer,  debe  valer  en  las  dotes  ó  en  las 
arras  ó  en  las  ganancias  que  hicieren,  etc.  Estas  y  otras  prescripciones  de 
análogo  carácter  no  fijaban,  sin  embargo,  la  capacidad  jurídica  del  extran- 
jero en  el  Reino. 

La  Constitución  llamada  de  Bayona,  de  6  de  Julio  de  i  Sofí,  que  no  llegó  á 
regir,  admitía  á  gozar  del  derecho  de  vecindad  á  los  extranjeros  que  reunie- 
ran ciertas  condiciones  de  fortuna  ó  capacidad;  las  de  1S12,  1S37  y  1S45 
también  se  ocuparon  de  ellos,  al  fijar  las  circunstancias  en  que  podían  llegar 
á  adquirir  la  nacionalidad  española  y,  por  primera  vez,  el  Real  decreto  de 
17  de  Noviembre  de  1852  estableció  reglas  en  las  que  se  consignaron  los 
derechos  que  los  domiciliados  y  transeúntes  gozan  en  E^ipaña,  asi  como  las 
prohibiciones  á  que  se  hallan  sometidos  y  que  han  sancionado  los  Códigos 
fundamentales  de  1869  y  1876  en  relación  a  la  seguridad  individual,  libertad 
de  domicilio  y  ejercicio  de  cultos,  de  industrias  y  profe.siones. 

El  Real  decreto  de  17  de  Octubre  de  1851,  la  ley  de  Asilo  de  4  de  Di- 
ciembre de  1S55,  las  leyes  de  Enjuiciamiento,  Matrimonio  y  Registro  civil. 
Hipotecaria,  la  de  Propiedad  intelectual,  la  Orgánica  del  Poder  judicial,  la 
de  Enjuiciamiento  criminal,  los  Códigos  Civil  y  de  Comercio,  los  tratados  y 
convenios  celebrados  con  otras  naciones  y  varias  órdenes  especiales  con- 
tienen también  preceptos  sobre  extranjería,  de  los  cuales  algunos  han  deja-  " 
do  de  ser  aplicables,  y  todos  resultan  de  difícil  estudio  por  lo  diseminados 
que  se  hallan,  si  bien  algún  remedio  procuró  la  ley  de  4  de  Julio  de  1870 
para  las  provincias  de  Ultramar,  inspirada  ajuicio  de  las  Cortes  en  los  me- 
jores principios  del  Derecho  publico  y  administrativo  y  en  el  más  sensato 
y  recto  espíritu  de  progreso  y  libertad. 

El  examen  de  las  disposiciones  mencionadas,  así  como  el  de  las  que  en  al- 
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gunüs  otros  países  se  ocupan  de  los  extranjeros,  sugiere  desde  luegt)  el  con- 
vencimiento de  la  utilidad  que  ea  cada  Estado  repottarfa  la  redacción  de  una 
Jcy  6  disposición  general  que,  aceptando  aqnellas  reglas  jurídicas  admitidas 
y  fijadas  por  los  legisladores  como  derecho  constituido  y  las  modificaciones 
y  adidoaes  más  esenciales  que  la  ciencia  y  la  práctica  sancionan  en  obras  y 
tratados,  pudiera  ser  punto  de  partida  para  perfeccionamientos  futuros, 
pero  que  desde  luego  ofreciese  un  cuadro  de  los  derechos,  garaotfas  y  de- 
beres de  los  subditos  extranjeros, 

Al  observar  el  confuso  estado  en  que  hoy  se  encuentra  la  legislación  so- 
bre extranjería,  se  evidencia  la  necesidad  de  dar  á  esta  parte  del  Derecho 
internacional  la  verdadera  importancia  que  en  sí  tiene  y  hacerla  objeto  pre- 
ferente de  discusión  en  otros  Congresos  de  la  Índole  del  presente,  á  fin  de 
llegar  á  soluciones  prácticas  y  consegfuir  cuanto  antes  que  los  Gobiernos 
adopten  bases  uniformes  en  las  que,  sin  regateos  ni  vacilaciones,  se  otorgue 
á  los  extranjeros  el  goce  de  la  plenitud  de  los  derechos  civiles  y  el  posible 
de  los  públicos,  con  excepción  expresa  de  los  que  por  razones  demostradas 
puedan  constituir  un  peligro  para  la  seguridad  y  el  orden,  ó  menoscabo  de 
las  prerrogativas  de  la  soberanía  del  Estado,  determinando  á  la  vez  las  reglas 
que  hayan  de  regir  sus  actos  y  contratos  y  la  forma  en  que  les  ha  de  ser 
administrada  la  justicia. 

Acaso  la  comparación  de  las  leyes  de  extranjería  de  cada  país  llegara  á 
producir  un  Código  único  para  todos,  que,  aun  incompleto,  mejoraría  siem- 
pre una  legislación  en  la  actualidad  deficiente. 

Contribuir,  aunque  en  mínima  parte,  á  fin  tan  elevado  como  ütil,  es  el  ob- 
jeto de  estos  apuntes  calcados  en  las  disposiciones  españolas,  francesas  y 
belgas.  Las  omisiones  y  defectos  discúlpenlos  la  insuficiencia  del  redactor  y 
lo  complicado  y  extenso  del  asunto;  y  téngase  también  en  cuenta  que,  ha- 
llándolo fuera  de  los  temas  propuestos  al  Congreso  Jurídico,  el  que  suscribe 
le  somete,  no  obstante  su  pequeño  trabajo,  tan  sólo  por  si  pudiera  servir  de 
alguna  utilidad  en  la  preparación  ulterior  de  otros  más  completos  y  meditados. 


TITULO  I 

CAPITULO  PRIMERO 
Quiénes  eon  extranjeros. 


Articulo  i.°     Para  los  efectos  de  esta  ley  se  reputan  extranjeros: 

Las  personas  nacidas  fuera  del  territorio  español  de  padres  que  ao  son 
'  españoles. 

Lm  nacidos  fuera  de  España  de  padre  extranjero  y  madre  española,  mien- 
tras no  reclamen  la  nacionalidad  española. 

Las  nacidos  en  territorio  español  de  padres  extranjeros  ó  de  padre  extran- 
jero y  madre  española,  mientras  no  hagan  aquella  reclamación. 
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Los  españoles  que  hayan  perdido  sn  oacionaGdad. 

Los  nacidos  fuera  de  España  de  padres  que  hayan  perdido  la  nacionalidad 


La  mujer  espai^ola  casada  con  extranjero. 

Art  2  °  Los  buques  nacionales  se  considerarán  como  territorio  español 
para  determinar  la  nacionalidad  de  los  que  nacen  á  su  bordo. 

Art  3°  Serán  reputados  como  españoles  los  extranjeros  que  hayan  ob- 
tenido carta  de  naturalización  ó  ganado  vecindad  en  el  Reino. 

Art.  4,0  Los  hijos  de  extranjero  nacidos  en  los  dominios  españolea  y  los 
hijos  de  padre  español  que  hubiese  perdido  su  nacionalidad  ó  de  madre  es- 
pañola, habidos  fuera  de  España,  deberán  manifestar  dentro  de!  año  siguiente 
al  de  su  mayor  edad  ó  emancipación,  s¡  quieren  gozar  de  la  calidad  de  es- 


Art.  5.°  El  español  que  hubiese  perdido  esta  calidad  por  adquirir  natu- 
raleza en  país  extranjero,  asi  como  la  española  viuda  ó  divorciada  de  un  c.v- 
tranjero,  podrán  recobrar  su  nacionalidad  primitiva,  formulando  la  oportuna 
reclamación  en  cualquier  tiempo,  renunciando  á  la  protección  del  pabellón 
extranjero  y  haciendo  inscribir  su  declaración  y  renuncia  en  el  Registro  civil. 

Alt.  6.°  Las  peticiones  á  que  se  refieren  los  dos  artículos  anteriores  de- 
berán hacerse  ante  el  Juez  municipal  del  domicilio  que  se  elija  en  el  Reino  ó 
ante  el  Agente  diplomático  ó  consular  del  punto  en  que  resida  el  declarante 
cuando  no  Se  designe  aquél. 

En  este  último  caso  la  declaración  se  inscribirá  en  los  libros  de  la  Direc- 
ción del  Registro  civil,  según  lo  prevenido  eu  el  art^  3°  de  la  ley  de  18  de 
Junio  de  1870. 

■  Art.  7.*"  El  espaüol  que  hubiese  entrado  al  servicio  de  un  país  extranje- 
ro sin  licencia  del  Gobierno  español,  será  considerado  como  extranjero;  pero 
podrá  recobrar  la  nacionalidad  española  previa  Real  habilitación  y  el  cumpli- 
miento de  los  requisitos  mencionados  en  el  art.  5.° 

Art.  8.0  Para  que  los  extranjeros  que  por  carta  de  naturaleza  ó  vecindad 
hayan  ganado  nacionalidad  española  gocen  de  ella,  han  de  renunciar  ala  an- 
terior é  inscribirse  como  españoles  en  el  Registro  civil  del  punto  de  su  resi- 
dencia efectiva  en  el  Reino. 
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CAPITULO  n 
Su    clasificado  D. 


Domiciliados. —  Transeimtes. — Emigrados. 

Art.  9.°     Los  extranjeros  podrán  entrar,  residir  y  establecerse  libremente 
en  cualquier  punto  del  territorio  español. 

Art.  10.     Se  entenderán  como  domiciliados  álos  que  lleven  tres  años  de' 
residencia  en  el  territorio  y  uno  por  lo  menos  en  el  mismo  término  naunici- 
pal,  ó  tengan  casa  abierta  con  bienes  propios  ó  industria  y  modo   de  \-¡vÍr 
conocido;  habiendo  solicitado  y  obtenido  en  ambos  casos  declaración  gu- 
bernativa seguida  de  inscripción  en  el  Registro  de  extranjeros. 


II 
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1.  Art.  II.     Seráncoüsidera^oscotno  transeúntes  aquelloscuya  residencia  sea 

puramente  accidental,  sin  concurrir  ninguna  de  las  circunstancias  precedentes. 

Art.  12.  Para  la  inscripción  como  domiciliado,  el  extranjero  presentará  á 
la  autoridad  municipal  del  punto  en  que  habite,  los  documentos  que  justifi- 
L  qüen  su  personalidad  y  den  á  conocer  sus  medios  de  subsistencia,  objeto  de 

su  estancia  en  el  país  ó  una  declaración  de  dichas  circunstancias,  suscrita  y 
adverada  por  el  Agente  consular  respectivo. 

En  vista  de  estos  documentos  el  Alcalde  los  elevará  con  informe  en  el 
término  de  quince  djas  al  Gobernador  de  la  provincia,  quien  decidirá  en  igual 
plazo  sin  ulterior  recurso. 

Art.  1 3.  Para  la  inscripción  en  el  Registro  de  extranjeros  como  transeúnte, 
bastará  que  el  extranjero  dé  en  el  hotel,  parador  ó  casa  donde  habite,  noticia 
de  su  nombre  y  de  las  demás  circunstancias  exigidas  por  los  Reglamentos  de 
policía.  El  patrón  ó  dueüo  del  establecimiento  será  responsable  de  la  falta  de 
cumplimiento  de  este  precepto  y  deberá  comunicar  dichos  datos  á  la  auto- 
ridad dentro  de  los  ocho  días  siguientes  á  la  llegada  de  aquél. 

Art.  14.  En  cada  Alcaldía  se  llevará  un  cuaderno-registro  de  extranjeros 
domiciliados  y  transeúntes,  en  el  cual  se  hará  constar  el  nombre,  edad,  natu- 
raleza, estado  y  profesión  de  los  mismos,  la  familia  que  los  acompañe,  la  in- 
Ídttstria  ó  comercio  á  que  se  dediquen,  y  las  demás  circunstancias  que  sirvan 
para  determinar  su  estado  civil  y  el  objeto  de  su  presencia  en  el  territorio. 
Dicho  cuaderno  será  foliado  y  sellado  en  todas  sus  hojas,  que  rubricará  el 
Alcalde  firmando  en  la  última. 

Art.  15.     Al  fin  de  cada  semestre  remitirán  los.  Alcaldes  copias  autorizadas 

de  las  inscripciones  hechas  al  Gobernador  de  la  provincia  respectiva,  y  los 

Gobiernos  de  provincia,  después  de  clasificarlas  y  cotejarlas  con  los  datos 

I  existentes  en  sus  oficinas,  elevarán  á  su  vez  copia  de  dichas  relaciones  al 

Ministerio  de  la  Gobernación  al  fin  de  cada  año. 

Art.  16.  Las  Alcaldías  expedirán  gratuitamente  á  los  extranjeros  que  lo 
soliciten  una  cédula  en  que  conste  su  inscripción  ea  el  Registro  de  domicilia- 
dos ó  transeúntes,  y  dicho  documento  servirá  para  justificar  su  personalidad 
y  la  de  la  familia  que  en  la  misma  se  exprese,  así  como  la  legitimidad  de  su 
residencia  en  el  territorio. 

Art.  17.  Cuando  el  extranjero  varíe  de  domicilio  ó  residencia  no  podrá 
serle  expedida  nueva  cédula  de  extranjería  sin  justificar  haberla  ya  obtenido 
en  el  primer  punto  que  habitó  tiempo  bastante  para  solicitarla  á  su  llegada  al 
territorio  español. 

Art.  18.  La  expedición  de  las  cédulas  se  hará  dentro  del  plazo  de  ocho 
días,  á  contar  desde  el  en  que  se  solicite  ó  de  haberse  dictado  acuerdo  por 
el  Gobernador  de  la  provincia  ordenando  su  expedición. 

Art,  19.  Para  los  efectos  legales,  se  considerará  domicilio  de  un  extranje- 
ro el  pueblo  donde  tenga  casa,  abierta  ó  donde  habite  al  cumplirse  los  tres 
anos  de  su  residencia.  Cuando  tenga  casa  abierta  en  dos  ó  más  pueblos,  el  in- 
teresado podrá  elegir  el  que  deba  considerarse  como  domicilio. 

Art.  20.  Ningún  extranjero  podrá  ser  inscrito  en  el  Registro  municipal  en 
calidad  de  domiciliado,  sin  que  preceda  la  orden  del  Gobernador  de  la  pro- 
vincia. 

Art.  21.  Cuando  el  extranjero  que  desee  domiciliarse  sea  menor  de  edad, 
la  solicitud  y  justificaciones  á  que  se  refieren  los  artículos  anteriores,  serán  de- 
ducidas por  sus  tutores  ó  representantes  legítimos. 
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Art.  22.  Los  extranjeros  no  domiciliados  legalmente  y  cuya  personalidad 
no  se  justifique  en  el  plazo  de  tres  meses  ni  el  objeto  de  su  presencia  en  el 
país,  serán  considerados  como  emigrados,  y  en  tal  concepto  los  Gobernado- 
res los  someterán  á  su  vigilancia,  cuidando  de  adoptar,  con  relación  á  ellos, 
las  medidas  de  policía  que  procedan  y  especialmente  la  de  fijarles  punto  de 
residencia  obligatoria  y  la  concesión  de  socorros,  si  fueren  necesarios,  dando 
cuenta  á  la  superioridad. 

Art.  23.  Los  emigrados  que  entren  colectivamente  con  armas  en  territo- 
rio español  serán  desarmados  en  el  acto.  Los  Gobernadores  acordarán  las 
disposiciones  preventivas  que  correspondan  según  los  casos,  designarán  los 
puntos  de  depósito  y  darán  noticia  inmediata  al  Ministro  de  la  Gobernación, 
remitiendo  á  la  vez  una  lista  de  los  nombres  y  circunstancias  de  los  emigra- 
dos según  sus  manifestaciones.  El  Gobierno,  en  su  vista,  adoptará  la  resolu- 
ción que  estime  procedente. 

Art.  24.  Tanto  los  extranjeros  domiciliados  como  los  transeúntes  y  emi- 
grados, quedan  sometidos  á  todas  las  prescripciones  de  policía  y  seguridad 
vigentes  en  el  Reino,  así  como  á  las  especíales  de  expulsión  á  que  se  refiere 
el  capítulo  I  del  título  IV. 


TÍTULO  II 


CAPITULO  PRIMERO 


Condición  política  de  loa  extranjeros. 


Art.  25.  Los  extranjeros  que  residan  en  España  como  domiciliados  ó 
transeúntes  tendrán  garantidos  sus  derechos: 

A  la  seguridad  y  protección  de  sus  personas,  bienes,  habitación  y  corres 
pendencia  en  la  misma  forma  que  los  nacionales. 

A  emitir  y  publicar  sus  ideas  C9n  las  limitaciones  impuestas  por  las  leyes, 
así  de  palabra  como  por  escrito.  Únicamente  les  está  vedado  el  ser  gerentes 
ó  representantes  responsables  de  diarios  ó  publicaciones  periódicas,  sea  cual 
fuere  su  naturaleza.  Los  Gobernadores  de  provincia  se  hallan  facultados  para 
prohibir  por  decisión  motivada  y  temporalmente,  la  circulación  de  diarios  ó 
periódicos  extranjeros. 

A  dirigir  peticiones  por  escrito  á  los  poderes  públicos  en  igual  forma  que 
los  subditos  españoles  á  las  autoridades  y  sus  agentes. 

A  reunirse  y  asociarse  en  los  casos  y  con  las  condiciones  que  determinan 
las  leyes,  pero  sus  reuniones  nunca  deberán  realizarse  en  la  vía  pública,  y 
para  su  celebración  habrá  de  preceder  siempre  la  autorización  acordada  en 
vista  de  una  solicitud  suscrita  por  dos  ó  más  extranjeros  domiciliados,  en 
que  se  exprese  el  objeto  de  la  reunión  y  el  local  en  que  haya  de  cele- 
brarse. 

Al  ejercicio  público  ó  privado  de  los  cultos  religiosos  autorizados  en  Es- 
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pana  con  las  limitaciones  de  la  moral  universal  y  las  establecidas  en  las  dis- 
posiciones de  policía. 

Y  á  que  se  les  administre  justicia  por  los  Tribunales  y  autoridades  en  los 
I  casos  y  forma  determinados  por  las  leyes  que  regulan  su  competencia. 

Art.  26.     SegTin  lo  prevenido  en  la  Constitución  de  la  Monarquía,  podrán 
2-  i  establecerse  libremente  en  el  territorio,  á  fin  de  dedicarse  á  cualquiera  profe* 

I  sión  de  las  autorizadas  por  las  leyes,  para  cuyo  desempeño  no  se  exijan  tí- 

T-  ¡  tulos  de  aptitud  expedidos  por  las  sfutoridades  españolas. 

^  I  Art.  27.     Los  extranjeros  y  las  Compañías  constituidas   en  el  extranjero 

I  !  podrán  también  ejercer  el  comercio  en  España  con  sujeción  á  las  leyes  de  su 

:  I  país  en  lo  que  se  refiera  á  su  capacidad  para  contratar  y  á  las  disposiciones 

españolas  en  cuanto  concierna  á  la  creación  de  sus  establecimientos  dentro 
del  territorio  español,  á  sus  operaciones  mercantiles  y  á  !a  jurisdicción  de 
los  Tribunales  de  la  Nación,  sin  perjuicio  de  lo  que  en  casos  particulares  pue- 
da establecerse  en  los  tratados  y  convenios  con  las  demás  potencias. 

Art.  28.     Ningún  extranjero  podrá  ser  detenido  sino  en  los  casos  y  en  la 
rl  forma  que  las  leyes  prescriban. 

Art.  29.  Nadie  podrá  entrar  en  el  domicilio  de  un  extranjero  residente  en 
España  sin  su  consentimiento,  excepto  en  los  casos  y  en  la  forma  expresa- 
mente previstos  en  las  leyes,  y  el  registro  de  sus  papeles  y  efectos  se  verifi- 
cará siempre  á  presencia  del  interesado  ó  de  un  individuo  de  su  familia,  y  en 
su  defecto,  de  dos  testigos  vecinos  del  mismo  pueblo. 

Art.  30.  Por  ser  atributo  propio  del  carácter  de  nacionalidad,  ningún  ex- 
tranjero podrá: 

Ser  elector  ni  elegible  para  los  cargos  públicos  de  elección  popular. 
Ejercer  funciones  judiciales  y  sus  auxiliares;  ejercer  el  mando  como  ca- 
pitán ó  patrón  de  barcos  españoles,  ni  desempeñar  cargo  alguno  que  tenga 
;  aneja  autoridad  ó  jurisdicción. 

I  Obtener  beneficios  eclesiásticos  ni  empleos  públicos,  aunque  no  lleven 

^  aneja  jurisdicción,  á  no  ser  que  haya  entrado  el  extranjero  al  servicio  de  Es- 

paña con  permiso  de  su  Gobierno  respectivo  y  que  haya  sido  especialmente 
autorizado  para  ello  por  el  Gobierno  español. 

Esta  habilitación  habrá  de  recaer,  previa  renuncia  hecha  por  el  extranjero 
á  la  protección  de  su  país  en  cuanto  se  refiera  al  ejercicio  de  su  cargo,  antes 
de  posesionarse  del  mismo . 

Art.  31.  También  le  está  vedado  el  ejercicio  de  la  abogacía  y  de  todas 
aquellas  profesiones  para  las  que  se  requiere  título  facultativo  expedido  por 
los  centros  de  enseñanza  de  España.  El  Gobierno,  sin  embargo,  podrá  auto- 
rizar libremente  á  los  extranjeros  para  el  desempeño  de  puestos  en  el  pro  • 
fesorado  de  Universidades  y  escuelas  superiores,  cuando  por  sus  anteceden- 
tes y  obras  sea  notoria  la  conveniencia  de  su  concurso.  También  podrá  el 
Gobierno,  previa  la  incorporación  de  los  estudios  en  la  forma  que  determine 
la  ley  de  Instrucción  pública,  autorizar  á  los  extranjeros  para  el  ejercicio  de 
la  medicina  y  cirugía. 

Art.  32.  Los  extranjeros  se  hallan  obligados  al  pago  de  las  contribucio- 
nes que  correspondan,  según  las  leyes  y  reglamentos,  á  la  industria  ó  co- 
mercio que  ejerzan. 

Art.  33.  Los  domiciliados  estarán  sujetos  á  los  mismos  impuestos  muni- 
cipales y  provinciales,  contribuciones  ordinarias  y  extraordinarias  que  los  de- 
más habitantes  del  término  municipal  en  que  residan  y  en  la  proporción  co- 
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rrespondiente.  Igual  obIÍg;ación  incumbe  al  transeúnte  que   prolongue   por 
más  de  tres  años  su  residencia  en  el  territorio  español. 

Art.  34.  Los  extranjeros  domiciliados  quedan  sometidos  como  los  espa- 
ñoles á  la  carg;a  del  alojamiento  y  bagajes. 

Alt.  35-  Los  extranjeros  domiciliados  tendrán  derecho,  cu  concurrencia 
con  los  demás  vecinos  de  la  localidad,  al  disfrute  de  los  aprovechamientos 
comunales  del  pueblo  en  que  tengan  su  domicilio  ó  propiedades. 

Art.  36.  Los  bienes  ¡amuebles  sitos  en  territorio  espuñal,  ya  pcrtetiez- 
caa  á  nacionales,  ya  á  extranjeros,  están  siempre  sujetos  al  pago  de  cuantas 
contribuciones  se  decreten  sobre  los  mismos. 

Art  37,  Para  determinar  las  obligaeiones  de  los  extranjeros  respecto 
del  servicio  militar,  se  tendrá  presente  lo  que  sigue: 

Los  subditos  extranjeros  residentes  en  el  territorio  español  están  en  g-e- 
neral  exentos  del  seivicio  militar  en  España. 

Se  someten  implícitamente  á  dicho  servicio  los  que  habiendo  nacido  en 
leparla  de  padres  extranjeros,  reclaman  la  nacionalidad  espiíñola  en  el  año 
siguiente  al  de  su  mayor  edad  ó  emancipación. 

lístá  igualmente  obligado  al  expresado  servicio  el  extranjero  uncido  en  te- 
rritorio español  de  otro  extraojero  también  nacido  ó  naturalizado  en  EspaBa, 
á  menos  que  justifique  haber  optado  oportunamente  por  la  nacionalidad 
extranjera. 

Art.  3S.  En  todo  caso,  los  extranjeros  que  hubieren  cumplido  veinte  aíios 
formarán  parte  válidamente  del  contingente  militar,  á  menos  de  producir 
ante  las  autoridades  civiles  ó  militares  documentos  bastantes  á  justííícar  ha- 
ber satisfecho  dicha  obligación  en  el  país  de  origen  ó  haber  sido  eximidos 
de  ella  eu  virtud  de  causa  suficiente,  según  la  ley  española. 

Art.  jg.  Los  Gobernadores  y  Alcaldes  cuidarán  de  que  los  extranjeros 
indigentes,  así  como  los  enfermos  y  necesitados,  sean  siempre  socorridos 
por  los  establecimientos  y  Juntas  benéficas  que  dependan  de  su  autoridad,  y 
adoptarán  en  cada  caso,  de  acuerdo  con  los  Agentes  consulares  respectivos, 
las  ilisposiciones  que  procedan  á  fin  de  que  aquéllos  sean  rclategrados  al 
país  de  SU  procedencia. 

Art.  4.0.  Igual  determinación  es  aplicable  á  los  niños  abandonados,  hi- 
jos de  extranjeros.  Para  su  cumplimiento  se  tratará  siempre  de  conciliar  los 
intereses  del  buen  orden  y  de  policía  con  los  sagrados  deberes  de  huma- 
nidad. 

Art.  41.  Las  resoluciones  referentes  á  extranjeros  enfermos  é  indigentes 
y  a  niños  extranjeros  abandonados  se  comunicarán  siempre  al  Agente  con- 
sular respectivo,  á  quien  se  invitará  á  hacerse  cargo  de  aquéllos  bajo  su  res- 
ponsabilidad. 


CAPITULO  n 
Condición  civil  de  loa  extranjeros. 


Art.  42.     Los  extranjeros  gozarán  en  España  de  todos  los  derechos   civi- 
es  que  las  leyes  conceden  á  los  españoles. 
Las    Corporaciones,    establecimientos    y  Asociaciones   reconocidas   por^'j 


la  ley  se  considerarán  personas  jurídicas  para  el  ejercicio  de  dichos  de- 
rechos. 

Art.  43.  Las  leyes  españolas  obligan  á  todos  los  que  se  hallen  en  territo- 
rio español  sin  distinción  de  nacionalidad.  El  estado  y  capacidad  de  las  per- 
sonas y  las  relaciones  de  familia  se  regfularán  por  las  leyes  de  la  nación  á 
la  cual  aquéllas  pertenezcan. 

Art.  44.  En  ningún  caso  las  leyes,  contratos  y  sentencias  de  un  país  ex- 
tranjero ni  las  disposiciones  y  convenios  particulares  podrán  derogar  las 
leyes  prohibitivas  del  Reino  que  se  refieran  á  las  personas,  á  los  bienes  ó  á 
los  contratos,  ni  las  que  en  cualquier  forma  interesen  al  orden  público  y  á 
las  buenas  costumbres. 

Art.  45.  Las  personas  extranjeras  disfrutarán  de  todos  los  derechos  de 
familia;  por  consiguiente,  pueden  constituirla  y  contraer  matrimonio  en  Es- 
paña con  otros  extranjeros  ó  con  subditos  españoles. 

Art.  46.  Para  la  celebración  del  mismo  entre  extranjeros,  la  ley  de  su 
nación  determina  la  edad  en  que  pueden  verificarlo,  las  personas  llamadas  á 
dar  su  consentimiento  y  los  impedimentos  que  pueden  oponerse. 

Art.  47.  En  todo  casóse  observarán  las  disposiciones  prohibitivas  que 
según  la  ley  española  imposibiliten  la  celebración  del  matrimonio  por  razo- 
nes de  moral  ú  orden  público,  tanto  en  razón  al  parentesco  como  á  la  disolu- 
ción legal  de  vínculos  anteriores. 

Art.  48.  No  se  reputarán  como  impedimentos  para  el  matrimonio  las  in- 
capacidades que  se  conocen  en  algunos  países,  provenientes  de  prescripción 
política  ó  condena  en  causa  criminal. 

Art.  49.  Cuando  los  contrayentes  fuesen  extranjeros  y  no  llevasen  dos 
años  de  residencia  en  España,  habrán  de  acreditar  por  certificación  de  la 
autoridad  competente,  según  las  leyes  de  su  país,  legalizada  en  forma  y  con 
todos  los  requisitos  exigidos  por  las  leyes  españolas  para  su  autenticidad  y 
validez,  haberse  hecho  la  publicación  del  matrimonio  que  intentaren  contraer 
con  todas  las  solemnidades  exigidas  en  el  territorio  en  que  hubieren  tenido 
su  domicilio  ó  residencia  durante  el  año  anterior  á  su  entrada  en  España.  En 
todo  caso  acreditarán  su  libertad  para  contraer  matrimonio. 

,  Art.  50.     El  extranjero  legalmente  divorciado  en  su  país  podrá  contraer 
legítimamente  un  nuevo  matrimonio  civil  en  España. 

Art.  51.  El  matrimonio  contraído  fuera  de  España  por  extranjeros  con 
arreglo  á  las  leyes  de  su  nación  surtirá  en  España  todos  los  efectos  civiles  del 
matrimonio  legítimo. 

Art.  52.  El  matrimonio  contraído  en  el  extranjero  por  un  español  y  un 
extranjero  seiá  válido  en  España,  siempre  que  se  hayan  observado  en  su  cele- 
bración las  leyes  establecidas  en  el  país  en  que  tuvo  efecto  para  regular  las 
formas  externas  de  aquel  contrato  y  los  contrayentes  tuvieren  aptitud  para 
celebrarlo  con  arreglo  á  las  leyes  españolas. 

Art.  53.  El  matrimonio  celebrado  en  país  extranjero  podrá  probarse  por 
cualquier  medio  de  prueba,  si  en  el  país  en  que  fué  celebrado  no  estuviesen 
los  matrimonios  sujetos  al  registro. 

Art.  54.  Deberán  inscribirse  en  el  Registro  civil  del  Juzgado  municipal 
respectivo  los  matrimonios  de  extranjeros  cuando  los  contrayentes  ó  sus 
descendientes  trasladen  su  domicilio  á  España,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el 
número  7.°  art.  3.^  y  69  de  la  ley  de  Registro  civil  de  18  de  Junio  de  1870. 

Art.  55.     Igualmente,  según  lo  dispuesto  en  el  núm.  8.^  del  mismo  art.  7.^, 
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se  inscribirán  las  ejecutorias  en  que  se  declare  la  nulidad  del  matrimonio  ó 
se  decrete  el  divorcio  de  los  cónyuges.  ^   " 

Art.  56.  En  el  caso  de  suscitarse  dificultades  sobre  la  capacidad  para 
contraer  matrimonio  dos  extranjeros,  podrán  acudir  á  discutirla  ante  su  Agen- 
te diplomático.  La  unión  celebradsf  por  éste  se  reputará  válida  si  las  leyes 
del  país  á  que  pertenezcan  así  lo  reconoce. 

Art.  57.  Se  expedirán  en  Elspaña  gratuitamente  á  los  extranjeros  indi- 
gentes los  documentos  exigidos  para  su  matrimonio. 

Art.  58.  La  legislación  del  país  de  los  cónyuges  determinará  su  capaci- 
dad respectiva  para  los  actos  civiles  derivados  del  matrimonio. 

Art.  59.  El  régimen  matrimonial,  en  ausencia  de  convenio  explícito,  se 
entenderá  que  es  el  reconocido  por  la  nacionalidad  de  los  cónyuges 

Art.  60.  Si  el  casamiento  se  contrajere  entre  español  y  extranjera  ó  entre 
extranjero  y  española  y  nada  estipulasen  relativamente  á  sus  bienes,  se  en- 
tenderá, cuando  sea  español  el  cónyuge  varón,  que  se  casa  bajo  el  régimen 
de  la  sociedad  de  gananciales,  y  cuando  fuere  española  la  esposa,  que  se 
casa  bajo  el  régimen  de  derecho  común  en  el  país  del  varón. 

Art.  61 .  La  mujer  disfrutará  de  la  hipoteca  legal  que  la  ley  española  con- 
cede sobre  los  bienes  del  marido  situados  en  España. 

Art.  62.  La  legitimidad  de  los  hijos  de  extranjeros  se  determina  por  la 
legislación  de  su  país,  que  regula  de  igual  modo  los  derechos  de  la  patria 
potestad. 

Art.  63.  Los  extranjeros  que  disfruten  de  la  plenitud  de  sus  derechos  ci- 
viles pueden  reconocer  sus  hijos -naturales,  ser  tutores  y  protutores,  si  resi- 
diesen en  España,  de  sus  parientes  constituidos  dentro  del  cuarto  grado 
civil,  así  como  adoptar  y  ser  adoptados  por  otros  extranjeros  y  por  naciona- 
les; pero  siempre  que  e&tos  actos  afecten  á  un  subdito  español  se  regirán  por 
la  ley  española,  para  todos  sus  efectos. 


BIENES 

Art.  64.  Los  extranjeros  son  aptos  para  poseer  en  España  toda  clase  de 
bienes  muebles  é  inmuebleá  y  disponer  libremente  de  ellos  en  cualquiera  de 
las  formas  reconocidas  por  el  derecho.  Exceptúase  la  propiedad  de  barcos, 
que  en  ningún  caso  podrá  pasar  de  la  mitad  del  valor  de  los  mismos. 

Art.  65.  Los  derechos  de  propiedad  y  otros  cualesquiera  relativos  á 
bienes  inmuebles  sitos  en  España,  están  sometidos  á  las  disposiciones  de  la 
ley  española. 

Art.  66.  Los  bienes  muebles  están  sujetos  á  la  ley  de  la  nación  del  pro- 
pietario. 

Art.  67.  No  podrán  confiscarse  las  propiedades  de  los  extranjeros  ni  aan 
en  el  caso  de  hallarse  España  en  guerra  con  la  nación  á  que  éstos  corres 

pondan. 

Art.  68.  Los  extranjeros  pueden  obtener  concesiones  de  minas  y  ferro- 
carriles y  cualesquiera  otras,  en  concurrencia  é  igualdad  de  condiciones  que 
los  nacionales. 

Art.  69.  Se  garantiza  á  los  extranjeros  en  España  la  propiedad  literaria  y 
artística  de  sus  obras  en  la  forma  y  con  las  condiciones  determinadas  en  la 


f. 


i 


—  533  — 

ley  de  lo  de  Enero  de  1879,  Y  según  lo  que  se  exprese  en  los  respectivos 
h  tratados. 

\  Art.  70.     Igualmente  corresponde  á  los  extranjeros  domiciliados  en  Es- 

paña el  derecho  de  propiedad  sobre  los  emblemas,  sellos  y  contrastes,  etc., 
F  que  constituyan  marcas  de  fábrica,  así  como  la  facultad  de  demandar  repa- 

\  ración  del  perjuicio  que  se  les  cause  por  la  usurpación  de  las  mismas  en  la 

[  forma  y  condiciones  que  á  los  subditos  españoles,  salvo  siempre  lo  estipu  • 

lado  en  los  tratados. 

Art.  71.  Los  extranjeros,  como  los  nacionales,  podrán  obtener  privilegios 
de  invención  con  las  formalidades  y  requisitos  que  exigen  las  disposiciones 
que  rigen  la  materia.  Si  el  autor  de  una  invención  hubiera  obtenido  privile- 
gio en  otro  país,  la  duración  del  concedido  en  España  no  excederá  de  la 
que  tengan  los  obtenidos  con  anterioridad  en  el  extranjero. 

Art.  72.  No  podrá  tampoco  decretarse  el  embargo  preventivo  de  obje- 
tos expendidos  en  perjuicio  de  un  privilegio  de  invención  concedido  á  un 
extranjero,  sin  previa  fianza  por  parte  de  éste,  para  el  caso  de  que  su  preten- 
sión resulte  inmotivada. 


I 


CONTRATOS 


Art.  73.  Son  válidos  y  causan  ante  los  Tribunales  españoles  los  efectos 
que  procedan  en  justicia  los  contratos  y  actos  públicos  notariados  en  el  ex- 
tranjero siempre  que  concurran  las  circunstancias  siguientes; 

Que  el  asunto  materia  del  acto  ó  contrato  sea  lícito  y  permitido  por  las 
leyes  de  España. 

Que  los  otorgantes  tengan  aptitud  y  capacidad  legal  para  obligarse  con 
arreglo  á  las  de  su  país. 

Que  en  el  otorgamiento  se  hayan  observado  las  fórmulas  establecidas  en 
el  país  donde  se  han  verificado  los  actos  ó  contratos. 

Que  cuando  éstos  contengan  hipotecas  de  fincas  radicantes  en  España  se 
haya  tomado  razón  en  los  respectivos  registros  del  pueblo  donde  estén  si- 
tuadas las  fincas,  dentro  del  término  de  tres  meses  si  los  contratos  se  hubie- 
sen celebrado  en  Europa,  de  nueve  si  lo  hubiesen  sido  en  América  y  África, 
y  de  un  año  si  en  Asia. 

Que  en  el  país  del  otorgamiento  se  conceda  igual  eficacia  y  validez  á  los 
actos  y  contratos  celebrados  en  territorio  de  los  dominios  españoles. 

Art.  74.  Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  5.^  de  la  ley  hipo- 
tecaría de  21  de  Diciembre  de  1869,  se  inscribirán  en  el  Registro  de  la 
Propiedad  los  títulos  mencionados  en  su  art.  2P  otorgados  en  país  extranje- 
ro, que  tengan  fuerza  en  España  con  arreglo  á  las  leyes,  y  las  ejecutorias  á 
que  se  refiere  el  núm.  4  del  mismo  art.  2.^  pronunciadas  por  Tribunales  ex- 
tranjeros á  que  deba- darse  cumplimiento  en  el  Reino. 

Art.  75.  Los  documentos  otorgados  en  otras  naciones  tendrán  igual 
fuerza  que  los  que  lo  sean  en  España,  si  reúnen  todas  las  circunstancias  exi- 
gidas en  aquéllas  y  las  que  además  requieran  las  leyes  españolas  para  su 
autenticidad. 

Art.  76.  Conviniendo  los  litigantes  sobre  su  inteligencia,  se  estará  y  pa- 
sará por  la  que  le  dieren.  No  habiendo  conformidad,  se  remitirán  por  el  Juez 
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i'  la  oficíria  de  Interpretación  de  lencas  para  su  traducción,  sin  que  ésta  pue- 
da hacerse  en  ninguna  otra  forma. 

Art.  77.     La  ley  personal  del  eictranjero  determina  los  casos  en  que  pue- 
da donar,  contratar  y  otorgar  testamento  válidamente. 

'  Art.  78.     Para  la  interpretación  de  los  contratos  se  atenderá  á  la  ley  del 
pafs  en  que  aquéllos  se  efectúen,  salvo  estipulación  en  contrario. 


SUCESIONES 


Art.  79.  Las  sucesiones  legitimas  y  testamentarias,  asf  respecto  al  orden 
de  suceder  como  á  la  cuantía  de  los  derechos  sucesorios  y  á  la  validez  in- 
trínseca de  sus  disposiciones,  se  regularán  por  la  ley  nacional  de  la  persona 
de  cuya  sucesión  se  trate,  cualesquiera  que  sean  la  natucalcza  de  los  bienes 
y  el  pafs  en  que  se  encuentren. 

Art.  80.  En  los  abintestatos  de  extranjeros  la  autoridad  judicial  del  pue- 
blo en  que  ocurriese  el  fallecimiento,  en  unión  con  el  Cónsul  más  próximo 
de  la  nación  á  que  correspondiera  el  finado  ó  de  la  persona  que  el  Cónsul 
comisione  para  ello,  formará  el  inventario  de  los  bienes  y  efectos  y  dispon- 
drá lo  necesario  para  que  se  conserven  en  custodia  y  á  disposición  de  los 
herederos. 

Art.  81.  Si  el  extranjero  fuere  domiciliado  y  falleciese  fuera  de  su  domi- 
cilio, el  Juez  de  éste,  á  quien  se  dará  noticia  por  el  del  lugar  del  fallecimien- 
to, hará  lo  que  se  previene  en  el  articulo  anterior  respecto  de  los  bienes  y 
efectos  del  finado  que  allí  existan. 

Art.  82.  En  el  caso  de  no  residir  Cónsul  en  el  pueblo  del  fallecimiento 
ó  del  domicilio,  la  autoridad  judicial  se  limitará  á  tomar  las  medidas  necesa- 
rias para  la  custodia  de  los  bienes  y  efectos. 

Art.  83.  Tanto  en  los  abintestatos  como  en  las  sucesiones  testamentarias 
de  extranjeros,  los  Tribunales  españoles  sólo  podrán  conocer  de  las  recla- 
maciones sobre  embargo  de  bienes  de  acreedores  y  cualesquiera  otras  que 
tengan  por  objeto  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  ó  responsabilidades 
contraidas  en  España  ó  á  favor  de  subditos  españoles. 


TÍTULO  III 
La  adminístracidn  de  Jasticia  en  relación  con  los  extranjeros. 


CAPÍTULO  PRIMERO 

Materia  civil. 

Art.  84.  Los  extranjeros  están  sujetos  á  las  leyes  y  TribunaL.,  ^^¡,^..^,^, 
en  todas  las  demandas  que  por  ellos  ó  contra  ellos  se  entablen  prira  el  cum- 
plimiento de  obligaciones  contraídas  dentro  ó  fuera  de  España,  á  favor  de. 
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españoles,  ó  que  en  general  versen  sobre  propiedad  ó  posesión  de  bienes 
existentes  en  territorio  español. 

Art.  85.  Los  Tribunales  españoles  serán  también  competentes  y  deberán 
conocer  do  las  demandas  entre  extranjeros  que  ante  ellos  se  entablen  y  que 
versen  sobre  el  cumplimiento  de  obligaciones  contraídas  ó  cumplideras  en 
España  ó  cuando  los  respectivos  tratados  asi  lo  determinen. 

Art.  86.  En  los  demás  negocios  sobre  extranjeros  ó  contra  extranjeros, 
los  Tribunales  españoles  sólo  serán  competentes  para  adoptar  medidas  ur- 
gentes y  provisionales  de  precaución  y  seguridad. 

Art.  87.  Son  aplicables  á  los  extranjeros  las  disposiciones  que  establecen 
las  reglas  de  competencia  en  lo  civil  cuando  aquéllos  acudan  á  los  Jueces  y 
Tribunales  españoles,  promoviendo  actos  de  jurisdicción  voluntaria,  intervi- 
niendo en  ellos  ó  compareciendo  en  juicio  como  demandantes  ó  como  de- 
mandados contra  españoles  ó  contra  otros  extranjeros,  cuando  proceda  que 
conozca  la  jurisdicción  española  con  arieglo  á  las  leyes  del  Reino  ó  á  los 
tratados  con  otras  potencias. 

Art.  88.  Los  extranjeros  demandados  disfrutarán,  cuando  proceda,  del 
beneficio  de  pobreza  para  litigar.  De  igual  beneficio  gozarán  los  extranjeros 
demandantes  si  en  el  país  á  que  pertenecen  se  otorga  á  los  españoles  la  reci- 
procidad. 

Art.  89.  Si  el  demandante  fuera  extranjero  estará  obligado  á  prestar,  si 
el  demandado  lo  pidiere  m  limine  litis^  ¡a  caiuión  judicatum  solvi^  ó  de  arrai- 
go del  juicio;  su  falta  producirá  excepción  dilatoria  en  los  casos  y  en  la  for- 
ma que  en  la  nación  á  que  el  actor  pertenezca  se  exigiere  á  los  españoles. 

En  ningún  caso  podrá  exigirse  la  prestación  de  dicha  fianza  eir  asuntos 
comerciales. 

^  Art.  90.  Las  disposiciones  que  regulan  los  actos  de  comercio  son  aplica- 
bles á  todas  las  personas  que  lo  ejercen,  sin  distinción  ni  privilegio  por  razón 
de  nacionalidad. 

Art.  91.  La  ley  del  lugar  donde  el  acto  jurídico  se  haya  realizado  de- 
termina los  medios  de  prueba  de  que  el  extranjero  debe  valerse  ante  los 
Tribunales  para  justificar  la  existencia  del  mismo. 


CAPITULO  II 
Cumplimiento  de  sentencias. 

Art.  92.  Las  sentencias  firmes  pronunciadas  en  países  extranjeros  ten- 
drán en  España  la  fuerza  que  establezcan  los  tratados  respectivos. 

Art.  93.  Si  no  hubiese  tratados  especiales  con  la  nación  en  que  se  hayan 
pronunciado,  tendrán  la  misma  fuerza  que  en  ella  se  diese  á  las  ejecutorias 
dictadas  en  España. 

Art.  94.  Si  la  ejecutoria  procediese  de  una  nación  en  que  por  jurispru- 
dencia no  se  de  cumplimiento  á  las  dictadas  por  los  Tribunales  españoles,  no 
tendrán  fuerza  en  España. 

Art.  95.  Si  no  estuviesen  en  ninguno  de  los  casos  de  que  hablan  los  tres 
artículos  que  anteceden,  las  ejecutorias  tendrán  fuerza  en  España  si  reúnen 
las  circunstancias  siguientes: 
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I  *  Que  la  ejecutoria  haya  sido  dictada  á  consecueocia  del  ejercicio  de  una 
juiaón  personal  2  ''  Que  no  haya  sido  dictada  en  rebeldía.  3.''  Que  la  obli- 
gación para  cuyo  cumplimiento  se  haya  procedido  sea  iícitj  en  España. 
4  *  Que  la  carta  ejecutoria  reúna  los  requisitos  Decesarios  en  la  nación  en  que 
se  haya  dictado  para  ser  considerada  como  auténtica,  y  ios  que  las  leyes  es- 
paüolas  requieren  para  que  haga  fe  en  España, 

Art  9Ó  La  ejecución  de  las  sentencias  pronunciadas  en  naciones  extran- 
jeras se  pedirá  ante  el  Tribunal  Supremo. 

Se  exceptúa  el  caso  en  que,  según  los  tratados,  corresponda  su  coaoci- 
miento  á  otros  Tribunales. 

Art,  97.  Previa  la  traducción  de  ia  ejecutoria  hecha  con  arreglo  á  dere- 
cho y  después  de  oir  por  término  de  nueve  días  á  la  parte  coutra  quien  se 
dirija  y  al  Fiscal,  el  Tribunal  declarará  si  debe  ó  no  darse  cu  mpli  mienta  á 
dicha  ejecutoria.  Contra  este  auto  no  habrá  ulterior  recurso. 

Art.  98.  Para  la  citación  de  la  parte  á  quien  deba  oirse,  según  el  articulo 
anterior,  se  librará  certificación  á  la  Audiencia  en  cuyo  territorio  esté  do- 
"  micüiada.  El  término  para  comparecer  será  de  treinta  días.  Pasado  dicho  tér- 
mino, el  Tribuna!  proseguirá  en  el  conocimiento  de  los  autos  aunque  no 
haya  comparecido  el  citado. 

Art.  99.  Denegándose  el  cumplimiento,  se  devolverá  h  ejecutoria  al  que 
la  haya  presentado.  Otorgándose,  se  comunicará  el  auto  por  certificación  á 
la  Audiencia  para  que  ésta  dé  la  orden  correspondiente  al  Juez  de  primera 
instancia  del  partido  en  que  esté  domiciliado  el  condenado  cu  la  sentencia,  ó 
del  en  que  deba  ejecutarse,  á  fin  de  que  tenga  efecto  lo  en  ella  mandado, 
empleando  los  medios  de  ejecución  seBatados  para  las  sentencias  de  Tribu- 
nales ó  Jueces  españoles. 


CAPITULO  III 
Materia  criminal. 


Art.  100.  Las  leyes  penales  de  policía  y  segundad  pública  no  admiten 
excepción  de  ninguna  clase  y  obligan  á  todos  los  habitantes  cu  el  territorio 
del  Estado.  Los  extranjeros  están  sujetos,  por  consiguiente,  á  las  leyes  y 
Tribunales  españoles  por  los  delitos  que  cometan  en  territorio  español. 

Art.  loi.  Exceptúanse  de  lo  ordenado  en  el  articulo  anterior  los  Prínci- 
pes de  las  familias  reinantes,  los  Presidentes  ó  Jefes  de  otros  Estados,  los 
Embajadores,  Ministros  Plenipotenciarios,  Ministros  residentes.  Encargados 
de  Negocios,  y  los  extranjeros  empleados  de  planta  en  las  Legaciones,  loa 
cuales,  cuando  delinquieren,  serán  puestos  á  disposición  de  sus  Gobiernos 
respectivos. 

Art.  102.  El  conocimiento  de  los  delitos  comenzados  á  cometer  en  Es- 
paña y  consumados  ó  frustrados  en  países  extranjeros  corresponderá  á  los 
Tribunales  y  Jueces  españoles  en  el  caso  de  que  los  actos  perpetrados  en 
España  constituyan  por  sí  delitos,  y  sólo  respecto  á  éstos. 

Art.  103.  Serán  juzgados  por  los  Jueces  y  Tribunales  del  Reino  los  ex- 
tranjeros que  fuera  del  territorio  de  la  Nación  hubiesen  cometido  alguno  de 
los  delitos  siguientes: 
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Contra  la  seguridad  exterior  del  Estado.— Lesa  majestad.  — Rebelión.-^ 
Falsificación  de  la  firma  de  la  estampilla  Real  ó  del  Regente'. — Falsificación 
de  la  firma  de  los  Ministros. — Falsificación  de  otros  sellos  públicos. — Falsi- 
ficaciones que  perjudiquen  directamente  el  crédito  ó  intereses  del  Estado  y  la 
introducción  ó  expendición  de  lo  falsificado. — Falsificación  de  billetes  de 
Banco,  cuya  emisión  esté  autori:^ada  por  la  ley,  y  la  introducción  ó  expendi- 
ción  de  los  falsificados. 

Art.  104.  Si  los  reos  de  los  delitos  comprendidos  en  el  artículo  anterior  hu- 
bieren sido  absueltos  ó  penados  en  el  extranjero,  siempre  que  en  este  último 
caso  se  hubiese  cumplido  la  condena,  no  se  abrirá  de  nuevo  la  causa.  Lo 
mismo  sucederá  si  hubieren  sido  indultados,  á  excepción  de  los  delitos  de 
traición  y  lesa  majestad.  Si  hubiesen  cumplido  parte  de  la  pena,  se  tendrá 
en  cuenta  para  rebajar  proporcionalmente  la  que  en  otro  caso  les  correspon- 
dería. 

Art.  105.  Lo  dispuesto  en  los  dos  artículos  anteriores  es  aplicable  á  los 
extranjeros  que  hubiesen  cometido  alguno  de  los  delitos  comprendidos  en 
ellos,  cuando  fueren  aprehendidos  en  el  territorio  español  ó  se  obtuviese  la 
extradición. 

Art.  106.  La  jurisdicción  ordinaria  es  competente  para  conocer  de  las 
faltas  cometidas  por  extranjeros,  y  los  Jueces  del  lugar  en  que  se  cometan 
son  los  únicos  á  quienes  corresponde  juzgarlas. 

Art.  107.  Los  extranjeros  pueden  querellarse  por  los  delitos  cometidos 
contra  sus  personas  ó  bienes,  ó  las  personas  ó  bienes  de  sus  representados, 
previa  siempre  la  consignación  de  fianza,  cuya  cuantía  fijará  el  Tribunal  ó 
Juez  competente,  salvas  las  excepciones  que  los  tratados  ó  el  principio  de 
reciprocidad  autoricen. 

Art.  108.  Las  declaraciones  que  presten  los  procesados  ó  testigos  ex- 
tranjeros que  no  supiesen  el  idioma  español  se  efectuará  por  medio  de  in- 
térprete jurado,  consignando  en  autos  las  preguntas  y  contestaciones  en  el 
idioma  nacional  y  en  el  del  procesado  ó  testigo  declarante.  No  siendo  esto 
posible,  se  remitirán  los  pliegos  de  interrogatorio  y  respuestas  á  la  oficina 
de  Interpretación  de  lenguas. 

Art.  109.  En  ningún  caso  pueden  ser  ejecutadas  en  España  las  sentencias 
condenatorias  de  Tribunales  extranjeros,  ni  producir  la  agravación  que  re- 
sulta de  la  reincidencia. 


EXHORTOS 


Art.  1 10.  Los  exhortos  á  Tribunales  extranjeros  se  dirigirán  siempre  por 
la  vía  diplomática  ó  por  el  conducto  y  en  la  forma  establecida  expresamente 
en  los  tratados. 

En  todo  caso  se  estará  al  principio  de  reciprocidad.  Estas  mismas  reglas 
se  observarán  para  dar  cumplimiento  en  España  á  los  exhortos  de  Tribuna- 
les extranjeros,  por  los  que  se  requiera  la  práctica  de  alguna  diligencia 
judicial. 

Art.  III.  Las  Legaciones  abonarán,  con  cargo  al  Ministerio  de  Gracia  y 
Justicia,  los  gastos  que  se  originen  en  las  causas  criminales  seguidas  en  Es- 
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paña,  de  oficio  ó  á  instancia  de  parte  declarada  pobre.  No  se  dará  curso  por 
las  Legaciones  á  exhortos  de  autoridades  extranjeras  sin  que  previamente 
se  asegure  el  pago  do  los  gastos  que  ocasione  su  evacuación  en  España  del 
modo  que  se  convenga  con  el  Gobierno  del  país. 


TÍTULO  IV 


CAPITULO  PRIMERO 


De  la  expulsión. 


Art.  112.  El  territorio  español  es  un  asilo  inviolable  para  todos  los  ex- 
tranjeros. 

Art.  113.  El  Gobierno  ejerce  sobre  los  extranjeros  todos  los  derechos 
de  inspección  y  vigilancia  que  le  corresponden,  con  arreglo  á  las  leyes  y 
reglamentos  de  policía,  á  cuyo  cumplimiento  están  aquéllos  sometidos  sin 
excepción. 

Art.  1 14.  Si  los  extranjeros  refugiados  en  España ,  abusando  del  asilo, 
conspirasen  contra  ésta  ó  trabajasen  para  destniir  ó  modificar  sus  institucio- 
nes, ó  para  alterar  de  cualquier  modo  la  tranquilidad  pública,  podrá  el  Go- 
bierno decretar  su  salida  de  la  Nación. 

Art.  115.  Los  extranjeros  que  careciendo  de  autorización  gubernativa 
para  permanecer  en  el  país  con  el  carácter  de  domiciliados  no  justifiquen 
medios  suficientes  de  subsistencia,  deberán  ser  enviados  á  la  frontera  del 
país  de  que  provengan.  Los  Gobernadores  de  provincia  adoptarán  estas  re- 
soluciones cuando  procedan,  dando  cuenta  al  Gobierno. 

Art.  1 16.  El  extranjero  transeúnte  ó  emigrado  que  por  su  conducta  com- 
prometa la  tranquilidad  pública,  ó  que  haya  sido  perseguido  ó  condenado 
en  otro  país  por  crímenes  ó  delitos  de  los  que  dan  lugar  á  extradición,  pue- 
de ser  obligado  por  el  Gobierno  á  alejarse  de  un  lugar  determinado,  á  habi- 
tar el  que  se  le  fije,  y  por  último  á  salir  del  Reino. 

Art.  117.  El  emigrado  que  no  pudiendo  identificar  su  persona  faltase  á 
la  verdad  en  la  relación  de  su  nombre  y  circunstancias,  podía  ser  expulsado 
del  territorio  español  por  orden  del  Gobierno  ó  del  Gobernador  de  la  pro- 
vincia, así  como  el  que  para  identificar  su  persona  presentase  documentos 
falsos. 

Art.  118.  Si  un  Gobierno  extranjero  pidiese  con  fundadas  razones  la  in- 
ternación de  un  subdito  suyo  que  resida  en  pueblo  fronterizo,  el  Gobierno 
español  podrá  internarlo  de  55  á  165  kilómetros  de  la  frontera  respectiva. 

Art.  1 19.  El  extranjero  domiciliado  no  podrá  ser  objeto  de  una  medida 
de  expulsión  sin  que  previamente,  por  acuerdo  gubernativo  motivado,  se  le 
prive  de  dicho  carácter. 

Art.  120.  Sólo  en  casos  excepcionales  relacionados  con  la  conservación 
del  orden  público  podrán  ser  expulsados  los  extranjeros  casados  con  mujer 
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española  y  establecidos  en  España  por  un  tiempo  que  exceda  de  cinco  años, 
ni  los  que  se  hallen  en  el  plazo  de  opción  de  nacionalidad. 

Art.  121.  La  orden  de  expulsión  será  en  todo  caso  notificada  á  la  perso- 
na á  quien  se  refiera,  dándole  veinticuatro  horas  por  lo  menos  para  su  cum- 
plimiento. El  extranjero  expulsado  podrá  elegir  la  frontera  de  salida. 

Art.  122.  En  caso  de  desobediencia,  la  fuerza  pública  procederá  á  reali- 
zar el  extrañamiento;  y  si  el  expulsado  volviese  á  entrar  en  el  territorio  espa- 
ñol, será  sometido  á  los  Tribunales  y  castigado  con  arreglo  al  art.  265  del 
Código  penal,  y  á  la  terminación  de  su  condena  conducido  de  nuevo  á  la 
frontera. 

Art.  123.  Al  fin  de  cada  año  el  Gobierno  dará  cuenta  á  las  Cortes  de  las 
órdenes  de  expulsión  que  se  hubiesen  acordado  durante  dicho  período  y  de 
las  causas  que  las  hayan  motivado. 

Art.  1 24.  Los  Gobernadores  de  las  provincias  expedirán  á  los  extranje- 
ros expulsados  el  pasaporte  ó  documento  bastante  á  justificar  su  personali- 
dad, condición  y  procedcucia. 


CAPITULO  II 
De  la  extradición. 

Art.  125.  Procederá  la  demanda  de  extradición  de  los  extranjeros  que 
debiendo  ser  juzgados  en  España  se  refugiaren  en  un  país  que  no  fuere 
el  suyo: 

iP  En  los  casos  que  determinen  los  tratados  que  estuviesen  vigentes' 
Qon  la  potencia  en  ctiyo  territorio  se  hallase  aquél  refugiado. 

2P  Eil  defecto  de  tratado,  en  los  casos  en  que  la  extradición'proceda  se- 
gún el  derecho  escrito  ó  consuetudinario,  vigente  en  el  territorio  á  cuya  po- 
tencia se  pida  la  extradición. 

3.0  EjjL  defecto  de  los  casos  comprendidos  en  los  dos  números  anterio- 
res, cuando  la  ex  radición  sea  procedente  según  el  principio  de  reciprocidad. 

La  demanda  de  extradición  se  ajustará  á  los  preceptos  determinados  ea 
el  título  VI  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  de  14  de  Septiembre 
de  1882. 

Art.  126.  En  ningún  convenio  ni  tratado  podrá  estipularse  la  extradición 
de  los  extranjeros  perseguidos  y  procesados  por  hechos  ó  por  delitos  po- 
líticos. 

Tampoco  deberá  acordarse  la  de  los  desertores  de  los  ejércitos  de  tierra. 

Art.  127.  El  Gobierno  podrá  entregar,  existiendo  reciprocidad,  cualquier 
extranjero  procesado  ó  condenado  por  los  Tribunales  de  otros  países  en 
virtud  de  uno  de  los  hechos  que  se  enumeran  á  continuación: 

I  o     Parricidio,  infanticidio,  asesinato,  envenenamiento,  homicidio. 

2.^  Golpes  y  heridas  causadas  voluntariamente,  sea  con  premeditación, 
sea  cuando  resulte  de  ellos  una  dolencia  ó  incapacidad  permanente  de  tra- 
bajo personal,  la  pérdida  ó  privación  del  uso  absoluto  de  un  miembro,  de  la 
vista  ó  de  cualquier  otro  órgano,  ó  la  muerte  sin  intención  de  causarla. 

3.^  Bigamia,  rapto  de  menores,  violación  ó  estupro,  aborto,  atentado  al 
pudor  cometido  con  violencia,  atentado  al  pudor  sin  violencia  cometido  en 
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exigirá  el  pagx>  de  los  gastos  de  salvamento,  y  por  razón  de   costas  proce- 
sales loque  dispongan  los  Aranceles  respecto  á  los  buques  espaüoles- 

Art.  [41.  Cualquier  falta,  negligencia  ú  omisión  pot  paite  de  las  autori- 
dades españolas  respecto  de  los  auxilios  prevenidos  en  los  ;iiticuIos  prece- 
dentes las  harán  responsables  para  ante  el  Gobierno  español,  pero  do  darán 
derecha  á  indemnización  de  ninguna  Clase  á  los  que  se  crean  perjudicados, 
salvo  lo  que  en  los  tratados  se  haya  establecido  en  contrario. 

Art.  [42.  Las  autoridades  españolas  intervendrán  también  en  cualquier 
exceso,  desorden  ó  tumulto  ocurrido  en  buque  extranjero  anclado  en  puerto 
cspafiol,  cuando  crea  que  puede  afectar  á  la  seguridad  interior  ó  exterior  Ó  á 
la  triinqiiilidad  del  territorio,  Ó  cuando  una  persona  del  país  ó  ao  inscripta 
en  e!  rol  del  buque  se  halle  mezclada  en  los  desórdenes  promovidos. 

i''n  cualquier  otro  caso  se  limitarán  á  auxiliar  al  capitán  del  buque  y  á  los 
(Cónsules  ó  Vicecónsules,  cuando  lo  reclamen. 


DISPOSICIÓN   FINAL 

Art.  143.  Las  prescripciones  de  esta  ley  no  alteran  las  inmunidades  y 
arantias  que  el  Derecho  internacional  y  los  tratados  ó  convenios  recoaocen 
Ins  representantes  diplomáticos  y  al  cuerpo  consular. 
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